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Capítulo I

Derecho Administrativo

Contienda negativa de competencia

Acción de amparo. Empleo público. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

La justicia nacional en lo contencioso administrativo federal resulta competente para entender en estas actuaciones, ya que la materia en debate atañe preponderantemente a cuestiones que se relacionan con facultades inherentes al Poder Judicial de la Nación, como es la relación de empleo público que vinculó a las partes y la potestad de la magistratura de requerir la efectivización de la renuncia -a los fines jubilatorios- al cargo de funcionaria judicial que revestía la actora y, en mérito a ello, puede estimarse incluida entre las causas contencioso administrativas a que se refiere el art. 45 inc. a) de la ley 13.998.

Senestrari, Cristina Beatriz c/ Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal s/ Amparo Ley 16.986

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 17495/2022/CS1, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

 

Daños y perjuicios. Intervención de terceros. Estado Nacional. Responsabilidad extracontractual del Estado. Falta de servicio público. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa “Mendoza”.

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

En relación con la intervención como tercero en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación por parte del Estado Nacional en esta causa, a pedido del Fisco de la provincia de Buenos Aires, en la que la cuestión en debate gira en torno a la responsabilidad extracontractual del estado local por “falta de servicio”, materia que, en relación con la provincia de Buenos Aires, resulta propia de su derecho público local cuya regulación corresponde al derecho administrativo, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados del mismo carácter, cabe recordar que esa Corte tiene dicho que la aplicación del instituto procesal de citación de tercero es de interpretación restrictiva, especialmente cuando, como en el caso, mediante su resultado podría quedar librado al resorte de los litigantes la determinación de la jurisdicción originaria de la Corte, que es de carácter excepcional pues sería la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales del Estado Nacional al que le asiste el derecho al fuero federal, conforme con lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional y de la Provincia de Buenos Aires, aforada ante la instancia originaria de la Corte según el art. 117 de la Ley Fundamental.

Sobre la base de que la Provincia de Buenos Aires sólo litiga ante sus propios órganos y, en el orden federal, ante la Corte Suprema el tribunal interviniente en primer término debería reconsiderar lo resuelto en este proceso en cuanto a la admisibilidad del instituto procesal de la citación de terceros solicitada por la Provincia de Buenos Aires.

A., C. G. y otro/a c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios responsabilidad del estado (delito/cuasidelito excepto automotores)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2248/2022/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

 

Amparo colectivo. Servicio de agua corriente. Barrios populares. Competencia por la materia. Competencia por conexidad. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución a la justicia federal. En uno y otro supuesto dicha competencia, de excepción, no responde a un mismo concepto o fundamento. El primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como en lo concerniente a almirantazgo y jurisdicción marítima. El segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión y la armonía nacional, en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte.

Al encontrarse la cuestión ubicada dentro del área de aplicación del marco regulatorio para la concesión de los servicios de provisión de agua potable y desagües cloacales aprobado por la ley 26.221 (denominada “área regulada”), y el consiguiente carácter federal de la materia debatida, el trámite de las presentes actuaciones corresponde a la competencia de la justicia federal.

Cuando la competencia de la justicia federal surge por razón de la materia, es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales, sin que el consentimiento ni el silencio de las partes sean hábiles para derogar esos principios.

La admisión del fórum conexitatis, estatuido en el art. 6° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas entre sí, y que su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en dicho código, que importa admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por la misma relación jurídica y evitar así el riesgo del dictado de sentencias contradictorias.

Examinado el planteo a la luz de dicho instituto, en autos se configura una conexidad sustancial con entidad suficiente para justificar que sea un solo magistrado el que conozca en ambos procesos, a fin de evitar el riesgo del dictado de sentencias contradictorias y favorecer una correcta administración de justicia.

Centro para una Justicia Igualitaria y Popular CEJIP y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 418/2022/CS1, 22 de septiembre de 2022

Ver dictamen

 

Contienda positiva de competencia

Actos jurisdiccionales. Radicación del expediente. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.

Esas circunstancias son las que se presentan en el caso, ya que, al momento en que el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires revocó lo resuelto en la instancia local anterior en el marco del incidente de inhibitoria promovido por el GCBA y declaró la competencia del fuero en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad para conocer en la cuestión, la jueza a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal ya había dictado sentencia definitiva en la presente causa.

Al respecto, la Corte tiene dicho que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado “actos típicamente jurisdiccionales”, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.

Glaxosmithkline Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 66298/2017/CS1-CS2, 18 de marzo de 2022

Ver dictamen

 

Cuestiones de competencia

Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Devolución del expediente. 

Recursos pendientes de resolución.

Resulta de aplicación la doctrina del Tribunal según la cual, cuando se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Administración General de Puertos Sociedad del Estado s/ Ejecución fiscal (antes Expediente 269365/2021-0 del Juzgado CAYT Nº 20 Ciudad Autónoma de Buenos Aires)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2363/2022/28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

 

Juicio de apremio. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Resulta improcedente el fuero de atracción de la quiebra de la fallida previsto en los artículos 21 y 132 de la ley 24.522, y las actuaciones deben permanecer en el juzgado de origen, sin perjuicio del derecho del accionante de verificar la acreencia contra la quebrada en el marco del proceso universal.

Fisco de la Provincia de Buenos Aires. c/ Rino Plastic S.A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1151/2022/CS1, 15 de septiembre de 2022

Ver dictamen

 

Personal militar retirado. AFIP. Declaración de inconstitucionalidad. Impuesto a las ganancias. Haber jubilatorio. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de las causas Comp. 924, L. XLIX, “Alcaraz González, Virginia y otros c/ EN – M° Economía - AFIP s/ amparo ley 16.986” y CSJ Comp. 230/2014 (50-C) /CS1, “De Nicolo, Cayetano Roberto c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.”.

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

Pasolli, Jorge c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Proceso de conocimiento

CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 31565/2019/CS1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

 

Migraciones

Expulsión de extranjeros. Admisión y permanencia de extranjeros. Derecho a la reagrupación familiar. Menores. Interés superior del niño. Interpretación de leyes federales. 

Remisión al dictamen de la causa Fallos: 345:1034.

En lo referente a la dispensa por reunificación familiar cabe recordar que, en la causa “Barrios Rojas”, se señaló que en el artículo 29 de la ley 25.871 el legislador fijó supuestos específicos que obstan al ingreso o permanencia de extranjeros en el país, y frente a esa regla general, en su último párrafo, facultó a la DNM, en forma excepcional y solo por razones humanitarias o de reunificación familiar, a dispensar su aplicación de modo fundado. Asimismo, se destacó que la concesión de la dispensa para permanecer en el país resulta discrecional para la Administración y configura una excepción a la regla, que, como tal, debe ser interpretada con un criterio restrictivo.

En ese mismo sentido, el Tribunal tuvo oportunidad de precisar que, como regla, la negativa a conceder la referida dispensa por parte de la Administración sobre la base de la entidad y gravedad del delito cometido por el migrante se halla dentro del ámbito de valoración que la ley atribuye a la autoridad de aplicación y encuentra suficiente motivación en la mención de aquella circunstancia.

Ello no obstante, en el reciente fallo, dictado en la causa CAF 59609/2017 “Condorí”, la Corte puso de resalto –con invocación de lo expresado también en el citado precedente “Barrios Rojas”– que “si se demostraba el grado de desamparo en que quedarían los familiares del migrante, el rechazo de dicha dispensa podría ser considerado una injerencia arbitraria o irrazonable al derecho a la protección de la vida familiar o que, en determinados supuestos en los que la reunificación familiar invocada incluyera prioritariamente a menores de edad, podría resultar aplicable de modo decisivo la noción del interés superior del niño reconocida por cláusulas de rango constitucional.

Al debatirse en autos el alcance de la dispensa por reunificación familiar prevista en el artículo 62 de la ley migratoria, resulta aplicable, en lo pertinente, lo expresado al respecto en el dictamen de la causa CAF 77546/2017 “B. B. c/ EN-Mrio. Interior-DNM s/ recurso directo”, salvo que, a la luz de las constancias de autos, la Corte considere que la recurrente y su grupo familiar se encuentran en una situación de extrema vulnerabilidad y que la medida de expulsión ordenada importa para éstos un riesgo cierto de desamparo.

Recurso Queja Nº 2 – S. D., María Cristina c/ Estado Nacional - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso Directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 2432/2019/2/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

 

Queja por denegación del recurso extraordinario

Migrantes. Expulsión de extranjeros. Admisión y permanencia de extranjeros. Transporte de estupefacientes. Derecho a la reagrupación familiar. Facultades de la administración. Facultades discrecionales. Menores. Interés superior del niño. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CAF 55424/2017 “Obiaraeri, Romanus Onyebuchi c/ EN-Mrio. Interior- DNM s/ recurso directo”.

Remisión al dictamen de la causa CAF 3618/2018/3/RH2 “Z. R. c/ EN-Mrio. Interior-DNM s/ recurso directo”.

En cuanto a la dispensa prevista en el art. 29, in fine, de la ley 25.871, en la causa “Barrios Rojas” se señaló que en el citado artículo el legislador fijó supuestos específicos que obstan al ingreso o permanencia de extranjeros en el país, y frente a esa regla general, en su último párrafo, facultó a la DNM, en forma excepcional y solo por razones humanitarias o de reunificación familiar, a dispensar su aplicación de modo fundado. Asimismo, se destacó que la concesión de la dispensa para permanecer en el país resulta discrecional para la Administración y configura una excepción a la regla, que, como tal, debe ser interpretada con un criterio restrictivo.

El Tribunal tuvo oportunidad de precisar que, como regla, la negativa a conceder la referida dispensa por parte de la Administración sobre la base de la entidad y gravedad del delito cometido por el migrante se halla dentro del ámbito de valoración que la ley atribuye a la autoridad de aplicación y encuentra suficiente motivación en la mención de aquella circunstancia.

Ello no obstante, en el reciente fallo, dictado en la causa CAF 59609/2017 “Condorí”, esa Corte puso de resalto  que si se demostraba el grado de desamparo en que quedarían los familiares del migrante, el rechazo de dicha dispensa podría ser considerado una injerencia arbitraria o irrazonable al derecho a la protección de la vida familiar, o que, en determinados supuestos en los que la reunificación familiar invocada incluyera prioritariamente a menores de edad, podría resultar aplicable de modo decisivo la noción del interés superior del niño reconocida por cláusulas de rango constitucional.

Recurso Queja Nº 3 – C. L., Edinson Omar c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso Directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 3607/2018/3/RH1, 20 de diciembre de 2022

Ver dictamen

 

Migrantes. Expulsión de extranjeros. Admisión y permanencia de extranjeros. Comercialización ilegal de estupefacientes. Derecho a la reagrupación familiar. Facultades de la administración. Facultades discrecionales. Menores. Interés superior del niño. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CAF 55424/2017 “Obiaraeri, Romanus Onyebuchi c/ EN-Mrio. Interior- DNM s/ recurso directo”.

Remisión al dictamen de la causa CAF 3618/2018/3/RH2 “Z. R. c/ EN-Mrio. Interior-DNM s/ recurso directo”.

En cuanto a la dispensa prevista en el art. 29, in fine, de la ley 25.871, en la causa “Barrios Rojas” se señaló que en el citado artículo el legislador fijó supuestos específicos que obstan al ingreso o permanencia de extranjeros en el país, y frente a esa regla general, en su último párrafo, facultó a la DNM, en forma excepcional y solo por razones humanitarias o de reunificación familiar, a dispensar su aplicación de modo fundado. Asimismo, se destacó que la concesión de la dispensa para permanecer en el país resulta discrecional para la Administración y configura una excepción a la regla, que, como tal, debe ser interpretada con un criterio restrictivo.

El Tribunal tuvo oportunidad de precisar que, como regla, la negativa a conceder la referida dispensa por parte de la Administración sobre la base de la entidad y gravedad del delito cometido por el migrante se halla dentro del ámbito de valoración que la ley atribuye a la autoridad de aplicación y encuentra suficiente motivación en la mención de aquella circunstancia.

Ello no obstante, en el reciente fallo, dictado en la causa CAF 59609/2017 “Condorí”, esa Corte puso de resalto que si se demostraba el grado de desamparo en que quedarían los familiares del migrante, el rechazo de dicha dispensa podría ser considerado una injerencia arbitraria o irrazonable al derecho a la protección de la vida familiar, o que, en determinados supuestos en los que la reunificación familiar invocada incluyera prioritariamente a menores de edad, podría resultar aplicable de modo decisivo la noción del interés superior del niño reconocida por cláusulas de rango constitucional.

Recurso Queja Nº 2 – C. G., Roberto Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso Directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 46812/2018/2/RH1, 20 de diciembre de 2022

Ver dictamen

 

Multa. Falta de declaración jurada impositiva. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Debido proceso. Facultades jurisdiccionales. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 

Asiste razón al recurrente en cuanto sostiene que el pronunciamiento atacado es arbitrario, pues se aparta inequívocamente de las constancias de la causa, de modo tal que no puede ser considerado aplicación razonada del derecho vigente en relación con las circunstancias comprobadas del caso.

La cámara no solo omitió pronunciarse sobre aspectos sustanciales para la solución del litigio, sino que desatendió por completo la situación fáctica y litigiosa sometida a juzgamiento. En tales condiciones, la decisión adoptada cercena la garantía constitucional del debido proceso y de la tutela judicial efectiva, en tanto se privó al recurrente de obtener un pronunciamiento debidamente fundado.

Por todo lo expuesto, el pronunciamiento recurrido no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que correspondería atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto.

Recurso Queja Nº 1 - Junges Héctor Luis c/ Instituto Nacional de la Yerba Mate s/ Apelación multas

FPO-Justicia Federal de Posadas, 23000046/2011/1/RH1, 12 de diciembre de 2022

Ver dictamen

 

Interdicto de recobrar. Tierras de los pueblos originarios. Admisibilidad del recurso. Devolución del expediente. 

Los tribunales no están obligados a examinar todas las cuestiones propuestas, ni a considerar los argumentos desarrollados por las partes que, en su criterio, no sean decisivos para la resolución del litigio.

Ello sentado, la cuestión a resolver en el presente se circunscribe a determinar si, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1° y 2° de la ley 26.160, resulta procedente la suspensión del presente interdicto de recobrar posesión.

A tal fin, cabe tener presente que la ley 26.160 declaró la “emergencia en materia de posesión y propiedad de las tierras que tradicionalmente ocupan las comunidades indígenas originarias del país” (art. 1°), a la vez que suspendió, por el plazo de la emergencia declarada –última prórroga establecida mediante el decreto 805/2021–, “la ejecución de sentencias, actos procesales o administrativos, cuyo objeto sea el desalojo o desocupación” de dichas tierras, respecto de las cuales se exige que “la posesión debe ser actual, tradicional, pública y encontrarse fehacientemente acreditada”.

Pues bien, de acuerdo con los términos previstos en la norma y, más allá de las características que debe revestir la posesión protegida por la emergencia declarada, lo cierto es que lo que la ley prevé en su artículo 2° como medida concreta de protección ante la emergencia declarada es la suspensión de la ejecución tanto de sentencias como de actos procesales o administrativos cuyo objeto sea el desalojo o desocupación de las tierras en cuestión. En el presente, por el contrario, lo

que el a quo dispuso fue la suspensión del trámite mismo del proceso, supuesto que resulta ajeno a la norma al no estar incluido en ella, pues, si esa hubiera sido la intención del legislador, lo habría previsto expresamente, por lo que no cabe interpretar su silencio como olvido o imprevisión, que no se presumen en él.

Esta no sería la oportunidad procesal adecuada para disponer la medida en cuestión sino, antes bien, para el dictado del pronunciamiento de fondo; dicha oportunidad, se verificaría, en tal caso, ante la eventual ejecución de una sentencia firme que resultara favorable a la pretensión de la actora.

González, Florencio Antonio c/ Colicheo, Florentino y otros s/ Interdicto (sumarísimo)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1007/2020/RH1, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

 

Acción de amparo. Nulidad de la resolución. Suspensión preventiva. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. Revocación de sentencia. 

Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, lo cual resulta aplicable también a las decisiones en los juicios de amparo. Al respecto, la Corte también ha señalado en reiterada doctrina que, si lo demandado carece de objeto actual, su decisión es inoficiosa, puesto que la desaparición de los requisitos jurisdiccionales que habilitan su actuación importa la de poder juzgar, circunstancia comprobable aun de oficio.

Asiste razón al apelante cuando alega que la cámara omitió considerar los planteos introducidos por la recurrente en torno a que el dictado de la resolución 80/19 de la DPN, no cuestionada en esta causa, agotó el objeto de la demanda que procuraba que se revoque o declare nula la suspensión preventiva dispuesta por la resolución 40/19 de la DPN y se le ordene a la demandada concluir el sumario administrativo iniciado en su contra.  

Así las cosas, en las condiciones en las que ha quedado planteada la demandada, la cuestión ventilada devino abstracta y, por lo tanto, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte en la causa. Sin perjuicio de ello, por aplicación de la doctrina establecida por la Corte en el precedente "Peso", corresponde revocar la sentencia recurrida a fin de evitar que la subsistencia del pronunciamiento apelado pueda causar un gravamen no justificado.

Recurso queja Nº 2 - Gómez, Elisabeth Karina c/ Bockel, Juan José, Subsecretario General a Cargo del Defensor del Pueblo de la Nación s/ Amparo Ley 16.986

FRE-Justicia Federal de Resistencia, 6638/2019/2/RH2, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

 

Impuesto de sellos. Plan de ahorro previo. Coparticipación federal. Interpretación de la ley. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión a Fallos: 326:2164 y 342:971.

Acto jurisdiccional inválido.

La ley 23.548 -al igual que la anterior 20.221, reformada por la 22.006- estableció una serie de obligaciones a la que deben sujetarse las provincias con el fin de obtener el armónico funcionamiento del sistema de distribución de competencias tributarias y lograr un reparto equitativo del producido de los impuestos nacionales que integran dicho mecanismo.

Concretamente, en lo relativo al impuesto de sellos, en el art. 9°, inc. b), la citada ley preceptúa que deberá recaer “sobre actos, contratos y operaciones de carácter oneroso instrumentados, sobre contratos a título oneroso formalizados por correspondencia, y sobre operaciones monetarias que representen entregas o recepciones de dinero que devenguen interés, efectuadas por entidades financieras regidas por la Ley 21.526”. 

Asimismo, precisa que: "Se entenderá por instrumento toda escritura, papel o documento del que surja el perfeccionamiento de los actos, contratos y operaciones mencionados en la primera parte del párrafo anterior, de manera que revista los caracteres exteriores de un título jurídico por el cual pueda ser exigido el cumplimiento de las obligaciones sin necesidad de otro documento y con prescindencia de los actos que efectivamente realicen los contribuyentes".

Al respecto, en Fallos: 321:358 se ha señalado que la inclusión de esta norma en el capítulo de la ley 23.548 titulado "Obligaciones emergentes del régimen de esta ley", tiene por finalidad autónoma evitar la regulación dispar del impuesto en las diversas jurisdicciones. Se agregó allí que la ratio legis inspiradora de la fijación original de las pautas caracterizadoras de los gravámenes estuvo orientada a restringir dentro de cauces uniformes el ejercicio del poder tributario local, para obtener un mínimo de homogeneidad en la imposición autorizada, y que también se tuvo en miras evitar anticipadamente, por medio de dicho marco regulatorio, la eventual superposición del impuesto de sellos con otros tributos nacionales coparticipados. Dicho precepto fue reiterado en Fallos: 326:2164 y 342:971, entre otros.

Al sustraerse de la voluntad contractual expresamente declarada en las solicitudes de adhesión, el pronunciamiento recurrido asigna a las cláusulas prescriptas en ellas un sentido reñido con la literalidad de sus términos y la intención de las partes, aun cuando sus expresiones son claras y terminantes, lo cual lo descalifica como un acto jurisdiccional válido.

Consiguientemente, lo decidido no se basa en explícitas razones suficientes de derecho, y, por tales motivos, la decisión impugnada resulta descalificable como acto jurisdiccional válido, con arreglo a la doctrina de esta Corte Suprema sobre arbitrariedad de las sentencias.

Volkswagen S.A. de ahorro para fines determinados S.A. c/ Provincia de Tierra del Fuego y otro s/ Contencioso administrativo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 819/2020/RH1, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

 

Conflictos interadministrativos. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CAF 54920/2018/1/CAI-CS1, Incidente N° 1 - Actor: “Correo Oficial de la República Argentina S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ benef. de litigar s/g.”.

Recurso queja Nº 1 – Recurso queja Nº 2 – Correo Oficial de la República Argentina S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 54920/2018/2/1/RH2, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

 

Migraciones. Expulsión de extranjeros. Personas refugiadas. Principio de no devolución. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de las causas CAF 55424/2017, “O., R. O. c/ EN-Mrio. Interior-DNM s/ recurso directo” y CAF 3618/2018/3/RH2, “Z. R. c/ EN-Mrio. Interior-DNM s/ recurso directo”.

En punto a la alegada violación del “principio de no devolución” establecido en la ley 26.165, corresponde recordar la consolidada doctrina de la Corte según la cual la existencia de efectivo gravamen que afecte a quien deduce la apelación extraordinaria constituye uno de los recaudos jurisdiccionales cuya previa comprobación condiciona la admisibilidad del recurso y que al Tribunal corresponde verificar aun de oficio.

Por aplicación de dicha regla, el recurso extraordinario resulta inadmisible en este aspecto, toda vez que lo resuelto por el a quo al disponer que en virtud del principio de no devolución la DNM no podrá hacer efectiva la expulsión en tanto no se encuentre firme la resolución denegatoria de la solicitud de refugio coincide con la pretensión esgrimida por el recurrente al respecto.

Recurso queja Nº 2 – I., A. c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso Directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 32711/2018/2/RH1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

 

Expulsión de extranjeros. Comisión de delitos. Personas refugiadas. Principio de no devolución. Sentencia ultra petita. Autoridad administrativa. División de poderes. Denegatoria del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión a los dictámenes de las causas: CAF 52989/2017 “F. L., C. c/ EN - Ministerio. Interior DNM s/ recurso de directo DNM”; CAF 55424/2017 “O., R. O. c/ EN-Ministerio. Interior-DNM s/ recurso directo”; y CAF 3618/2018/3/RH2 “Z., R. c/ EN-Ministerio. Interior-DNM s/ recurso directo”.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7° de la ley 26.165, ningún refugiado entendiéndose como incluido en este término al solicitante de asilo cuyo procedimiento de determinación de la condición de refugiado esté todavía pendiente de resolución firme, podrá ser expulsado, devuelto o extraditado a otro Estado cuando haya razones fundadas para creer que estaría en peligro su derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona, incluido el derecho a no ser sometido a tortura ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Dados los términos en los que está formulado el principio de no devolución en la norma y, habida cuenta de que en el caso se encuentra en debate su alcance e incidencia en el marco de la medida de expulsión dictada contra la recurrente, lo resuelto por el a quo en este punto aparece como un exceso de jurisdicción, al haber implicado una intromisión indebida en cuestiones propias de la autoridad administrativa.

Resulta claro que la justicia carecía de competencia para verificar la existencia de los extremos exigidos en el citado artículo a los fines de la procedencia de la suspensión que de dicho principio se deriva, por el contrario, es a la DNM a quien le compete dicha tarea, en su carácter de autoridad de aplicación de la ley migratoria, facultada para disponer la expulsión del migrante y, en consecuencia, para, eventualmente, evaluar también la suspensión de dicha medida.

A tal fin, vale recordar que la Corte ha señalado que "siendo un principio fundamental de nuestro sistema político la división del Gobierno en tres departamentos, el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial, independientes y soberanos en su esfera, se sigue forzosamente que las atribuciones de cada uno le son peculiares y exclusivas, pues el uso concurrente o común de ellas haría necesariamente desaparecer la línea de separación entre los tres altos poderes políticos, y destruiría la base de nuestra forma de Gobierno".

Recurso queja Nº 2 – M. R., L. c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior y Trabajo – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso Directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36321/2015/2/RH1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

 

Acción de amparo. Cuestión de derecho público local. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 

Cabe recordar, en orden a verificar las condiciones para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48 que, en principio, es ajeno a esta instancia el examen de decisiones que resuelven cuestiones regidas por el derecho público local, porque ellas son privativas de los tribunales locales, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, salvo cuando medien supuestos de arbitrariedad.

También ha dicho el Tribunal que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional.

Así, para descalificar una sentencia por causa de arbitrariedad en el razonamiento legal se debe efectuar un análisis de los defectos lógicos que justifican tan excepcionalísima conclusión. En tal sentido, la arbitrariedad no puede resultar de la sola disconformidad con la solución adoptada, sino que requiere la constatación de un apartamiento de los criterios mínimos de argumentación jurídica, extremos que no aparecen configurados en el caso.

Sobre la base de tales principios, el recurso intentado es formalmente inadmisible, toda vez que el apelante solo expresa su discrepancia con la valoración del tribunal respecto de los presupuestos de habilitación formal del amparo efectuados por el a quo sobre la base de prescripciones de derecho público local, sin demostrar apartamiento de las reglas aplicables, la falta de fundamentación en los hechos conducentes del sub lite o la irrazonabilidad de las conclusiones.

La decisión apelada cuenta con fundamentos suficientes basados en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, autorizan a descartar la tacha de arbitrariedad invocada por el recurrente, sin que las divergencias del apelante tengan entidad suficiente para demostrar lesión alguna de carácter constitucional. En tal sentido, no se advierte una aplicación irrazonable del ordenamiento local ni una decisiva carencia de fundamentación ni que la resolución atacada coloque al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.

López, Bernardo c/ Servicio de Catastro e Información Territorial s/ Recurso de amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1140/2021/RH1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

 

Daños y perjuicios. Responsabilidad del Estado. Error judicial. Auto de prisión preventiva. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Acto jurisdiccional inválido.

Ha dicho la Corte que para responsabilizar al Estado por error judicial el acto jurisdiccional que origina el daño debe ser previamente declarado ilegítimo y dejado sin efecto, pues antes de ese momento el carácter de verdad legal que ostenta la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada impide juzgar que hay error. Ello es así, pues de lo contrario la acción de daños y perjuicios constituiría un recurso contra el pronunciamiento firme, no previsto ni admitido por la ley.

También ha señalado ese Tribunal que la indemnización por la privación de la libertad durante el proceso no debe ser reconocida automáticamente a consecuencia de la absolución sino únicamente cuando el auto de prisión preventiva se revele como incuestionablemente infundado o arbitrario, mas no cuando elementos objetivos hubiesen llevado a los juzgadores al convencimiento de que medió un delito y de que existe probabilidad cierta de que el imputado sea su autor.

En ese sentido, la Corte ha entendido que corresponde rechazar la demanda de daños y perjuicios derivados del invocado anormal funcionamiento del Poder Judicial cuando la prisión preventiva resultó razonable y compatible con las circunstancias fácticas del auto de procesamiento, con la complejidad y particularidades del caso y con la severa penalidad prevista por la ley sustantiva y sólo la insuficiencia probatoria determinó el dictado de la absolución.

Por último, la sola anulación o revocación de la sentencia condenatoria dictada en una causa penal, a raíz de una instancia apta como lo es el recurso de revisión, es condición necesaria pero no suficiente para responsabilizar civilmente al Estado por un acto dictado en ejercicio de su función jurisdiccional, pues la reparación solo procede cuando resulta manifiesta la materialidad de la equivocación, lo que presupone un resultado erróneo, no ajustado la ley.

Ahora bien, a la luz de los principios elaborados por la Corte, en el sub lite asiste razón al apelante en cuanto afirma que la sentencia recurrida resulta arbitraria, pues se sustenta en afirmaciones meramente dogmáticas, que le dan al fallo un fundamento sólo aparente y lo descalifican como acto jurisdiccional.

La Corte, en oportunidad de examinar los recursos deducidos contra la sentencia de la Cámara Nacional de Casación Penal que confirmó la nulidad declarada por el Tribunal Oral en lo Criminal Federal, consideró arbitraria la decisión de extender los efectos de la nulidad del decreto del 31 de octubre de 1995 a actos procesales previos a aquél. Señaló que en tanto la imparcialidad del juzgador se presume, debieron ser concretos los motivos por los cuales extendieron los efectos nulificantes a aquel tramo de la investigación en el que, a diferencia de lo decidido a partir del 31 de octubre, nada se dijo acerca de la violación de aquella garantía constitucional.

Por ello, la lógica del razonamiento en el que se funda la cámara resulta sólo aparente, por cuanto omitió evaluar concretamente si las resoluciones que dispusieron la prisión preventiva y el procesamiento del demandante fueron manifiestamente arbitrarias o infundadas, tal como lo ha exigido la Corte para reconocer la responsabilidad del Estado por error judicial.

En tales condiciones, la sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que correspondería atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto.

Recurso Queja Nº 3 – P., Hugo Antonio c/ Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación s/ Daños y perjuicios

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 11436/2006/3/RH1, 22 de agosto de 2022

Ver dictamen

 

Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa FRE 81449778/2007/CA1 “Fernández, Francisco Bernabeu y otros c/ Universidad Nacional de Formosa s/ Recurso Directo Ley de Educación Superior Ley 24.521”.

Recurso Queja Nº 1 - Instituto Cibernos S.A. c/ Universidad Nacional de Formosa s/ Recurso directo Ley de Educación Superior Ley 24.521

FRE-Justicia Federal de Resistencia, 81044846/2007/1/RH1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

 

Procesos de conocimiento. Falta de fundamentación autónoma. Interposición del recurso. Sindicatura General de la Nación. Acto administrativo. Debido proceso. Preclusión. Inadmisibilidad del recurso. 

La apelación deducida no cumple con el requisito de fundamentación autónoma ni rebate todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia, en los términos de la jurisprudencia del Alto Tribunal, que señala que el escrito de interposición del recurso debe contener una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, pues se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpretativo distinto del que se ha seguido en la sentencia.

En efecto, la recurrente se limita a efectuar afirmaciones genéricas acerca de la actuación de la SIGEN en ejercicio de sus funciones de control interno de la administración para concluir en que la labor de ese órgano no integra el acto administrativo de reconocimiento del crédito. Asimismo, señala dogmáticamente que los jueces que conformaron la mayoría efectuaron una interpretación subjetiva de las normas y los hechos del caso. De este modo, desatiende los fundamentos de la sentencia recurrida, que encuentran apoyo suficiente en la aplicación del régimen vigente al momento en que se dictó la resolución que se pretende ejecutar y en la trascendencia de las objeciones formuladas por la SIGEN en sus distintas intervenciones con respecto a la existencia y cuantía del crédito.

Tampoco se encuentra debidamente fundada la supuesta violación a la garantía del debido proceso por no haberse respetado el principio de preclusión procesal. Ello es así, pues la apelante sólo expresa su disconformidad con la postura adoptada por la cámara en cuanto consideró que lo resuelto en primera instancia en lo atinente a la excepción de falta de agotamiento de la vía administrativa, no constituía un impedimento para debatir los alcances de los efectos jurídicos que la resolución del 24 de marzo de 1994 proyectó respecto de la actora.

En consecuencia, los agravios contenidos en el escrito recursivo no constituyen sino una mera repetición de afirmaciones dogmáticas que no logran desvirtuar los argumentos esgrimidos por la cámara para resolver del modo en que lo hizo.

Recurso queja Nº 1 – Empresa Constructora Delta S.A. y otro c/ Fisco Nacional y otro s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20132/2004/1/RH1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

 

Migraciones. Expulsión de extranjeros. Impugnación del acto administrativo. Facultades discrecionales. Denegatoria del recurso. 

La impugnación de la disposición 171761 sobre la base del alegado “erróneo encuadre normativo aplicable al caso” debe ser rechazada ya que dicho acto administrativo se sustenta en los hechos y antecedentes que le sirven de causa y en el derecho aplicable, de conformidad con lo previsto en el art. 7° de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativo.

El acto en cuestión, en efecto, se fundó en las circunstancias existentes al momento de su dictado, esto es, el hecho de que para entonces el recurrente no revestía ya la condición de residente temporario alegada, lo cual da sustento a la invocación de la norma del art. 29 de la ley 25.871 en la disposición atacada.

En cuanto al cuestionamiento de la aplicación al caso del texto de la ley con las modificaciones incorporadas por el decreto 70/2017, de haberse aplicado la norma migratoria previa a la sanción del citado decreto, las consecuencias habrían sido las mismas ya que en ambos textos se prevé la existencia de antecedentes penales como impedimento al ingreso y permanencia de extranjeros, supuesto que, a la luz de lo previsto en el decreto 616/10 reglamentario de la ley migratoria, incluye el procesamiento firme; en razón de lo cual el agravio tampoco puede prosperar.

Finalmente, igual suerte debe correr la invocación de la dispensa por reunificación familiar toda vez que, de acuerdo con los términos expresados en el art. 29 in fine de la ley migratoria, dicho beneficio no constituye sino una facultad discrecional de la Administración de carácter excepcional y restrictivo.

Recurso queja Nº 2 – F. P., F. c/ Estado Nacional – Ministerio del interior – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 90257/2017/2/RH1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

 

Impugnación del acto administrativo. Sentencia no firme. Falta de agravio concreto. Inadmisibilidad del recurso. 

El recurso extraordinario interpuesto es inadmisible toda vez que la resolución apelada no satisface el requisito formal de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48, ni puede considerarse equiparable a tal.

Ello es así, pues el a quo, tras examinar la normativa aplicable, se limitó a disponer que se hiciera saber a la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia que debe abstenerse, en lo sucesivo, de examinar y expedirse acerca de la procedencia de la impugnación judicial planteada contra un acto administrativo.

Habida cuenta de ello, no se advierte la existencia de un gravamen actual para la recurrente, toda vez que la orden se impartió para ser cumplida en futuros procesos que puedan iniciarse ante la presentación de recursos contra actos dictados por la citada comisión, sin tener incidencia alguna en el sub lite.

La ausencia de gravamen también se observa por la circunstancia de que la cámara no declaró la nulidad de la resolución (CNDC) 20/19 ni devolvió las actuaciones a fin de que se sustanciara el recurso, sino que hizo lugar a la queja deducida por la sociedad impugnante ante la denegación del recurso interpuesto contra la disposición por la cual la C.N.D.C. desestimó su solicitud de levantar la confidencialidad de los documentos presentados en el expediente administrativo.

Incluso el tribunal señaló que, ante la duda razonable de que pudiera existir un menoscabo en el derecho de defensa de la parte de imposible o dificultosa reparación posterior, se inclina por la apertura de la revisión judicial. Al mismo tiempo, ordenó correr traslado al Estado Nacional por el plazo de 15 días para contestar la impugnación.

En tales condiciones, lo decidido no constituye el fallo final de la causa, no impide la continuación del proceso ni causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, lo cual obsta a su tratamiento en esta instancia de excepción, sin que pueda ser subsanable la ausencia de este recaudo formal mediante la mera invocación de agravios federales.

Recurso queja Nº1 – Compañía Industrial Cervecera S.A. y otro c/ Anheuser Busch Inbev Nvsa y otros s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3123/2019/1/RH2, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

 

Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Defensa en juicio. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Es inveterada jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí interesa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia.

Tales excepciones no se presentan en la causa, a poco que se repare que la sentencia impugnada no deniega el fuero federal, ni tampoco existen elementos suficientes para concluir que la decisión cuestionada coloque a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal promovida.

En consecuencia, la recurrente se halla sometida a la jurisdicción contenciosa administrativa federal, donde puede ejercer las restantes defensas procesales planteadas.

Por último, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Recurso queja Nº 1 – Porto, Pablo Federico c/ Estado Nacional s/ Proceso de conocimiento

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3779/2021/1/RH1, 18 de marzo de 2022

Ver dictamen

 

Inspección General de Justicia. Resolución administrativa. Nulidad de la resolución. Registro Público de Comercio. Asociaciones civiles. Poder de policía. Debido proceso. Confirmación de sentencia. 

En primer lugar, respecto de las competencias del organismo, es necesario señalar que la Inspección General de Justicia tiene a su cargo las funciones atribuidas por la ley al Registro Público de Comercio, que comprenden la fiscalización permanente del funcionamiento, disolución y liquidación de las asociaciones civiles.

En efecto, la Inspección General de Justicia ejerce el poder de policía sobre las asociaciones civiles de conformidad con lo previsto por la ley 22.315, el decreto reglamentario 1493/82, sus modificaciones y demás resoluciones generales emanadas de ese organismo, y, en ejercicio de su función de fiscalización puede requerir información y todo documento que estime necesario y realizar investigaciones e inspecciones, a cuyo efecto podrá examinar libros y documentos de sus controladas, pedir informes a sus autoridades, responsables, personal y a terceros.

De tal manera, el alcance de la competencia atribuida a la Inspección General de Justicia respecto de las sociedades, fundaciones y asociaciones controladas es amplia, y el ordenamiento legal le otorga herramientas para hacer cumplir sus decisiones, ya que puede requerir al juez civil o comercial competente el auxilio de la fuerza pública, el allanamiento de domicilios y la clausura de locales, y el secuestro de libros y documentación.

Por otro lado, la ley también faculta al organismo a aplicar sanciones a las personas jurídicas controladas, a sus directores, síndicos o administradores y a toda persona o entidad, por incumplimiento a la obligación de proveer información, por suministro de datos falsos o por infracciones a las obligaciones que impone la ley, el estatuto o los reglamentos, o por dificultar el desempeño de sus funciones. En el marco de esa función sancionatoria, puede aplicar: apercibimiento, apercibimiento con publicación a cargo del infractor, o multa con un monto de $30.000.000 por infracción, que debe ser actualizado por el Poder Ejecutivo Nacional sobre las bases allí indicadas.

Corresponde puntualizar que la entidad demandada cuenta con atribuciones legales para fiscalizar el funcionamiento de las asociaciones civiles, con el propósito de preservar su objetivo social altruista, en el que se debe proyectar el bien común. Al respecto, la Corte Suprema ha destacado la necesaria concurrencia del bien común en la constitución de una asociación civil. En línea con lo anterior, tanto el Código Civil y Comercial de la Nación como la resolución general IGJ 7/2015 vinculan el objeto de la asociación civil con el interés general o el bien común.

En ese orden de ideas, procede recordar que las resoluciones de la Inspección General de Justicia deben orientarse a preservar el interés público y prevenir que se perfeccione un fraude al orden público societario.

Sobre esas premisas, en el caso la IGJ actuó en el marco de sus atribuciones de fiscalización, pues realizó observaciones específicas vinculadas con los estados contables sujetos a su control y registro, y la falta de designación de autoridades que deben inscribirse ante el organismo. De tal forma, tras solicitar en reiteradas oportunidades explicaciones e inclusive realizar una visita de inspección, consideró insuficientes las repuestas de la Universidad y procedió a aplicar una sanción prevista en el ordenamiento legal.

El ámbito de control del organismo se ciñó a verificar deberes formales de información y registro que constituyen asuntos propios del regular funcionamiento de la asociación civil. Esta materia, por otro lado, atañe directamente a la función de la IGJ de resguardar que la actividad de la asociación civil se ajuste al objeto social, sin que se constate una intromisión abusiva en el gerenciamiento y el gobierno de la Universidad.

En segundo lugar, se cumplieron las reglas del debido proceso y el acto luce adecuadamente fundado, pues se señalan con precisión los hechos o conductas que le sirven de causa, al describirse el incumplimiento de los deberes de información y de registro que se imputa a la actora, así como los antecedentes del procedimiento previo a la emisión del acto, como los pedidos de información basados en las observaciones que realizara el Departamento de Control Contable.

En tercer lugar, no se ha acreditado que la IGJ hubiera actuado en exceso de sus atribuciones al imponer la sanción cuestionada.

Es necesario indicar que la sanción de apercibimiento con publicación no es la más grave contemplada por el ordenamiento legal. Basta mencionar que incumplimientos de deberes como los aquí verificados pueden acarrear según la normativa reglamentaria sanciones económicas. De modo que no existen elementos que permitan sostener que el organismo en este punto hubiera actuado arbitrariamente o bien que se hubiera apartado de las pautas generales previstas por los artículos 25 y 27 de la resolución IGJ 7/2015.

En esa línea, los incumplimientos detallados en el acto administrativo fueron reiterados, y tuvieron suficiente gravedad, y la omisión de información y registro de datos sociales y contables puede afectar el correcto funcionamiento de la asociación civil y comprometer su finalidad pública.

Asociación Civil Universidad del Salvador c/ IGJ 359207/7902016 s/ Recurso directo a cámara

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 4753/2019/1/RH1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

 

Tasa municipal. Determinación de oficio. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

El superior tribunal local se limitó a desestimar el agravio de la recurrente sobre la base de fundamentos dogmáticos, sin dar respuesta efectiva a su cuestionamiento basado en los límites constitucionales de la potestad tributaria municipal. En efecto, la sentencia cuestionada nada contesta al planteo de la actora quien afirma que no puede exigirse el importe de una tasa municipal que “no guarda proporción con una prestación comunal que se cumple dentro del ámbito territorial de la municipalidad”, ni tampoco con la reiterada doctrina del Tribunal que explica que las facultades de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención de autoridad extraña han de ser ejercidas por las provincias y sus municipios sobre aquellas actividades creadoras de riqueza que se producen dentro del ámbito físico de sus respectivos Estados pues, cuando ellas gravan operaciones realizadas fuera de sus territorios, exceden el ámbito de sus potestades e invaden otras jurisdicciones.

Similar omisión se denuncia, también, respecto del fundamento constitucional por el cual la demandada podría incluir, en la base imponible de la tasa que retribuye su servicio de inspección, aquellos ingresos que obtiene Gador S.A. por actividades desarrolladas fuera de los límites de Pilar, cuando el municipio de Pilar no puede prestar su servicio en el territorio de otros municipios situados en la Provincia de Buenos Aires, ni en las restantes provincias argentinas, pues ello representaría una inadmisible invasión del ámbito de competencia de esos estados. 

El pronunciamiento también pasó por alto considerar que si la tasa aquí en estudio tiene por objeto retribuir el servicio de inspección que se presta a la actividad desarrollada por la actora, no es aceptable alcanzar ingresos generados por las tareas que ella desempeña fuera del territorio de Pilar sin violentar, al mismo tiempo, un requisito fundamental respecto de tributos que participan de la naturaleza del impugnado en esta causa, como es que al cobro de éste debe corresponder una individualizada prestación de un servicio relativo a algo no menos individualizado (bien o acto) del contribuyente.

La fórmula con la que la sentencia pretendió dirimir el debate se exhibe como un modo aparente de abordar el agravio constitucional del accionante. Efectivamente, el pronunciamiento objetado se circunscribió a citar el art. 10 de la ley 10.559 y su relación sistemática con el art. 35 del Convenio Multilateral, sin tener en cuenta que, precisamente, la recta interpretación de dichas normas a la luz de la Constitución Nacional era el objeto sobre el que discurre la controversia. 

Tales circunstancias desautorizan a la sentencia como acto jurisdiccional válido, pues al recurrir a argumentos meramente aparentes omitió brindar una respuesta cierta al agravio constitucional del actor.

La decisión adoptada cercena la garantía constitucional del debido proceso y de la tutela judicial efectiva, en tanto se privó al actor de obtener un pronunciamiento debidamente fundado sobre el planteo articulado.

Gador S.A. c/ Municipalidad de Pilar s/ Demanda impugnativa

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1947/2019/RH1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

 

Recurso extraordinario

Superintendencia de riesgos del trabajo. Asegurador por riesgos del trabajo. Sanciones administrativas. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa COM 20803/2018/CS1, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos Externos”.

Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos externos

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 14863/2019/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa COM 20803/2018/CS1, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos Externos”.

Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán s/ Organismos Externos

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 23836/2018/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa COM 20803/2018/CS1, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos Externos”.

Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán s/ Organismos Externos

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 5727/2019/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa COM 20803/2018/CS1, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos Externos”.

Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos Externos

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 23974/2018/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa COM 20803/2018/CS1, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos Externos”.

Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán s/ Organismos Externos

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 19408/2018/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa COM 20803/2018/CS1, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos Externos”.

Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Organismos Externos

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 15719/2018/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa COM 20803/2018/CS1, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos Externos”.

Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos Externos

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 7567/2019/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

 

Sanciones administrativas. Sanciones pecuniarias. Superintendencia de riesgos del trabajo. Asegurador por riesgos del trabajo. Inconstitucionalidad. Presentación extemporánea. Falta de fundamentación autónoma. Entes autárquicos provinciales. Renuncia a la competencia. Prórroga de la competencia. Retroactividad de la ley. Ley penal más benigna. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 00325/2021/CS1, “Ferrari, María Alicia c/ Levinas, Gabriel Isaías s/ incidente de incompetencia – Levinas, Gabriel Isaías s/ SAG – otros (recurso de inconstitucionalidad denegado)”.

Los agravios referidos a la invalidez de los artículos 83 de la ley 20.091 y 8 de la ley 24.588 deben ser desestimados, pues esa Corte ha sostenido que una solicitud de ese tenor requiere de un sólido desarrollo argumental y la demostración de un agravio en el caso concreto, extremos que no se verifican en la especie.

En primer término, la competencia de la Cámara Nacional en lo Comercial para conocer en las impugnaciones contra las resoluciones definitivas de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo dictadas en la materia, estaba determinada inicialmente por la resolución 10/97, norma que fue posteriormente sustituida por la resolución 38/18 que, en su anexo I, ítem 12.1, mantuvo idéntico criterio. Si bien ese temperamento fue adoptado en función de lo dispuesto por el artículo 83 de la ley 20.091 lo cierto es que la apelante omitió requerir la inconstitucionalidad de la norma específica que rige el punto.

En segundo término, surge del cotejo de los argumentos que obran en la primera presentación de la aseguradora, con aquellos incorporados al interponer el recurso extraordinario federal, que la recurrente modificó de manera sustancial los fundamentos esgrimidos para sostener la inconstitucionalidad que alega.

De esta manera, su postura actual, además de ser el fruto de una reflexión tardía, excluida de la competencia del artículo 14 de la ley 48 por haber sido discrecionalmente sustraída del conocimiento de los jueces de la causa, contradice sus peticiones iniciales.

La interesada no rebate el parecer de la fiscal, al que adhirió la a quo, en cuanto subraya que la Caja se sometió voluntariamente a un vínculo de sujeción especial con la Superintendencia de Riesgos del Trabajo, y a un régimen intensamente regulado por el Estado, como es el de la ley 24.557, a partir de lo cual, y a cambio de la obtención de beneficios inherentes a la actividad aseguradora, se sujetó a disposiciones y procedimientos entre los que se encuentra la apelación ante la Cámara Nacional en lo Comercial. Ese proceder deliberado de la recurrente obsta a la ulterior impugnación de la competencia que se intenta en el caso.

En tales condiciones, el planteo de inconstitucionalidad de la apelante debe ser desestimado por introducir cuestiones de manera extemporánea y por incurrir en graves defectos de argumentación, los cuales evidencian que el recurso en este punto carece de una crítica concreta y razonada de la sentencia en crisis y, en consecuencia, no cuenta con la fundamentación autónoma que requiere el artículo 15 de la ley 48.

Dado que la recurrente reitera genéricamente que el supuesto representa un caso de denegatoria del fuero federal en razón de la persona, en atención a su calidad de ente público provincial, la Corte, al coincidir con lo dictaminado por esta Procuración General, asintió que el carácter de institución autárquica del Estado local de la Caja apelante no la asimila a la provincia de Tucumán, por lo que no le asiste privilegio federal alguno.

Sin perjuicio de lo anterior, en el precedente de Fallos: 335:1732, “Santiago del Estero”, esa Corte destacó que la incorporación por parte de la provincia al Régimen de Riesgos del Trabajo, debe juzgarse como una renuncia tácita de la aforada a la jurisdicción originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución y como una prórroga de ésta en favor de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial.

En lo referido a la solicitud de aplicación al caso del principio de retroactividad de la ley más benigna, éste rige, a priori y con ciertas limitaciones, en el ámbito del derecho administrativo sancionador en el que nos encontramos, dada la índole del procedimiento y el carácter de la sanción impuesta. Es que, en rigor, la multa no es sino una pena pecuniaria fijada por la autoridad de aplicación en el ejercicio del poder de policía que la ley le confiere, a fin de sancionar el incumplimiento y corregir la conducta del infractor, intentando así disuadir futuras inobservancias de la norma. Dicho principio, por lo demás, se halla contemplado en los artículos 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que gozan de jerarquía constitucional a partir del año 1994, en virtud de lo establecido por el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional.

En esa línea se pronunció esta Procuración General en autos S. 533, L. XLVII, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Shell Cía. Argentina de Petróleo S.A.”. 

En ese dictamen, la Procuración General reseñó que en el fallo emitido en la causa “Cristalux S.A.” se había debatido el alcance que correspondía atribuir al derecho del imputado a la aplicación retroactiva de las variaciones más benignas de las normas extrapenales que complementan las leyes penales en blanco y, con ello, la exigencia de una prudente evaluación de las condiciones para su procedencia. En tal sentido, indicó que el principio no resulta aplicable de modo indiscriminado en el campo de las leyes penales en blanco y que se impone un estricto margen de razonabilidad en la determinación del grupo de excepciones posibles. Luego, explicó que la jurisprudencia de esa Corte estableció dos excepciones a la aplicación del principio en estudio, de la mano del análisis de los antecedentes de Fallos: 311:2453, “Cerámica San Lorenzo I.C.S.A.” y 317:1541, “San Cristóbal S.M. de S.G.”, en los que se verificó la presencia de circunstancias particulares. Precisó que mientras que en el primero se analizaron las modificaciones de los complementos administrativos de la ley penal en blanco que sólo regulaban elementos circunstanciales del supuesto típico, los que por su tenor variable, transitorio y coyuntural se consideraron asimilables al supuesto de leyes temporarias descripto en Fallos: 293:522, “Frigorífico Yaguané”; en el segundo, se excluyó la aplicación de esta directriz en aquellos casos en los que la innovación reglamentaria no tenía como objetivo permitir un espacio de mayor libertad de comportamiento, sino que significaba una mera modificación formal que mantenía intacto el fin específico de protección de la norma.

Destacó, finalmente, con cita del dictamen emitido en Fallos: 330:5158, “Torea”, invocado en la resolución PGN n° 5 del 8 de marzo de 2012, que esta regla constitucional no consiste en la aplicación mecánica o irreflexiva de cualquier ley posterior al hecho imputado por la sola razón de que ella beneficiaría al acusado en comparación con la ley vigente en el momento de comisión del hecho. El sentido del principio es asegurar que las penas no se impongan o mantengan cuando la valoración social que pudo haberlas justificado en el pasado ha cambiado, de modo que lo que antes era reprobable ahora no lo es, o no lo es tanto. Por ello, al sancionarse una nueva ley cuya aplicación retroactiva podría beneficiar al imputado de un delito, la aplicación del principio exige evaluar si la nueva ley es la expresión de un cambio en la valoración de la clase de delito que se imputa.

Por un lado, la resolución 48/19 presenta rasgos de norma permanente, pues las modificaciones que introduce no responden a cambios coyunturales o transitorios, sino que son el resultado de una evolución en materia regulatoria, donde se pasó de un sistema de graduación de penas de predominio subjetivo a otro basado en criterios objetivos, para enfocarse, luego, en perfeccionar los aspectos vinculados con la gradualidad y la proporcionalidad de las sanciones.

Por otro lado, tanto de la lectura de los considerandos de la directriz como de la nueva graduación de las sanciones, se desprende un propósito nítido que apunta a la morigeración de las penas aplicables a los incumplimientos incurridos, por lo que, si bien se intenta seguir salvaguardando los mismos bienes jurídicos, el grado de reproche social asignado a cada conducta es ostensiblemente menor.

Bajo esas premisas, teniendo especialmente en cuenta que en la causa la modificación normativa se suscitó durante el transcurso del trámite impugnatorio llevado a cabo en sede judicial, de conformidad con el procedimiento establecido en las resoluciones del organismo de aplicación, con intervención de él y previo al dictado de la sentencia de la cámara, la regla de mayor benignidad legal resulta plenamente aplicable, por lo que el caso deberá ser reenviado a la instancia anterior para que se ajuste la sanción fijada a los nuevos parámetros. En particular, cuando, el aludido principio posee raigambre constitucional y rige en el ámbito del derecho administrativo sancionador, con las limitaciones referidas en autos S. 533, XLVII, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo”, ya citados, las que no se verifican en la especie.

Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos Externos

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 20803/2018/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

 

Superintendencia de riesgos del trabajo. Asegurador por riesgos del trabajo. Sanciones administrativas. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa COM 20803/2018/CS1, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos Externos”.

Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos Externos

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 23979/2018/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

 

Remisión al dictamen de la causa COM 20803/2018/CS1, “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos Externos”.

Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán s/ Organismos Externos

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 25961/2018/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

 

Certificado de libre deuda. Permisionario. Transporte de pasajeros. Derecho de peticionar. Reglamentos. Finalidad de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Tal como tiene dicho la Corte, son válidas las reglamentaciones que se expiden para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con los que la norma de jerarquía superior haya sido sancionada. Asimismo, el tribunal sostuvo que la potestad reglamentaria habilita a establecer condiciones o requisitos, limitaciones o distinciones, aun cuando no hayan sido contemplados por el legislador de una manera expresa, cuando se ajustan al espíritu de la norma reglamentada o sirven, razonablemente, a la finalidad esencial que ella persigue, son parte integrante de la norma reglamentada y tienen la misma validez y eficacia que ésta.

Las normas impugnadas fueron dictadas por el poder administrador en el ámbito de sus competencias y no presentan los defectos que el voto mayoritario de la cámara les atribuye, ya que su contenido armoniza con el texto de las normas de rango superior, no contraría su espíritu ni su finalidad y fueron dictadas para la mejor ejecución de las leyes, de modo que no se configura un exceso reglamentario susceptible de invalidar la resolución cuestionada.

La propia Constitución se encarga de señalar que los derechos y garantías por ella reconocidos no son absolutos, lo que implica que su ejercicio puede ser razonablemente reglamentado.

En este marco, la exigencia de acreditar el pago de las multas adeudadas que se encuentran firmes -como recaudo previo para la realización de trámites ante la CNRT- no resulta irrazonable ni vulnera los derechos constitucionales de los permisionarios de transporte por automotor de pasajeros. Ello así, toda vez que, sin perjuicio de que la autoridad cuente con medios para perseguir el cobro compulsivo de las multas a través de un proceso rápido y expedito de ejecución, la exigencia de demostrar su pago no configura sino una de las variadísimas expresiones del deber jurídico de todos los ciudadanos de someterse al cumplimiento del orden jurídico vigente.

En efecto, cometida una infracción y sustanciado el sumario pertinente, corresponde a los operadores del sistema de transporte por automotor adoptar las medidas necesarias para regularizar su situación operativa ante la CNRT de acuerdo con la normativa vigente. En ese escenario, en el régimen de la ley 21.844 al infractor sancionado con multa le corresponde efectuar su pago. Por tal razón, la obligación de presentar el certificado correspondiente, de acuerdo con lo prescripto por la resolución 628/12 dictada por la CNRT, no aparece como un recaudo arbitrario ni excesivo, pues no supone más que el deber de acreditar ante el organismo estatal con competencia específica el comportamiento ajustado a la norma que rige su actividad; situación normal en la que deben encontrarse quienes habitan una nación en la que rige el estado de derecho y, con mayor razón, quienes operan el servicio público de transporte automotor de pasajeros que debe ser prestado en condiciones de seguridad para los usuarios y para terceros.

En este orden de ideas, resulta de aplicación mutatis mutandi, lo expresado en la disidencia en Fallos: 319:1934, en cuanto a que “es de advertir que el deber de cumplir el ordenamiento jurídico vigente crea la presunción de que los habitantes se encuentran en esa situación, por lo que la exigencia de su comprobación no aparece como un recaudo excesivo ni se han invocado dificultades administrativas para obtenerlo que justificaran su cuestionamiento (considerando 7°).

En este marco, el instrumento cuestionado configura uno de los mecanismos válidos que puede utilizar la autoridad de control para asegurar el cumplimiento de las normas que regulan la actividad de transporte de pasajeros y está de acuerdo con las potestades del organismo para perseguir los objetivos para los cuales fue creado. Al respecto, la Corte ha dicho que, salvo hipótesis de arbitrariedad o irrazonabilidad manifiesta, procede respetar las opciones valorativas y el margen de discrecionalidad indispensable de las autoridades administrativas cuando actúan válidamente en la esfera de sus potestades constitucionales.

Lo expuesto, entonces, impide considerar que la reglamentación cuestionada comporte en sí misma un cercenamiento del derecho a la tutela judicial efectiva de las empresas, lo que no excluye la posibilidad de que, en determinadas hipótesis ajenas al sub lite, la aplicación de la norma pueda operar como un mecanismo que restrinja ilegítimamente el ejercicio de derechos constitucionales de los permisionarios, en cuyo caso, el ordenamiento jurídico prevé vías procesales específicas e idóneas para que los eventuales afectados remuevan todo obstáculo al ejercicio de sus derechos.

Cámara Empresarial de Transporte Interurbano en Jurisdicción Nacional de Pasajeros c/ Estado Nacional- Comisión Nacional de Regulación del Transporte s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 8137/2014/CS1-CA1, 22 de noviembre de 2022

Ver dictamen

 

Servidumbres administrativas. Interpretación de leyes federales. Transporte de energía eléctrica. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

El recurso extraordinario es admisible pues, al desestimarse la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por la demanda, se ha puesto en tela de juicio la interpretación del marco jurídico, de indudable naturaleza federal, que surge a partir de las leyes 19.552 y 24.065, sus normas reglamentarias y complementarias y la decisión del superior tribunal de la causa, a la que cabe atribuir el carácter de definitiva -por cuanto los agravios de índole federal que se invocan no son susceptibles de reparación ulterior-, fue contraria a los derechos que invoca el apelante. En la tarea de establecer la interpretación de actos y normas de aquella naturaleza, la Corte no se encuentra limitada por el criterio de los jueces o el de los recurrentes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.

Con arreglo a la doctrina de la Corte en la tarea de interpretación de las leyes lato sensu comprende la armonización de sus preceptos y su conexión con las otras normas que integran el ordenamiento jurídico, evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras, y adoptando como criterio verdadero el que las concilie y deje a todas con valor y efecto y que las leyes no pueden ser interpretadas sólo históricamente, sin consideración a las nuevas condiciones y necesidades de la comunidad, porque toda ley, por naturaleza, tiene una visión de futuro, y está predestinada a recoger y regir hechos posteriores a su sanción.

Así pues, en línea con esta doctrina, del juego armónico de las normas de la ley 19.552 -modificada por su similar 24.065-, de “Los Procedimientos” y de los actos dictados por el ENRE con relación a la ampliación del transporte de energía eléctrica, se desprende que si bien las primeras otorgan la titularidad de la servidumbre al concesionario del servicio público de transporte de la energía eléctrica, las indemnizaciones que correspondan abonar al propietario de la heredad sirviente en la medida que provienen del ejercicio de la servidumbre y no de la prestación del servicio público deben quedar a cargo de quien ejerce la servidumbre, ello surge de la directa integración en la materia de la ley 19.552 que establece que el tercero autorizado puede ingresar al predio sirviente para “construir, conservar, mantener, reparar, vigilar y disponer todo sistema de instalaciones, cables, cámaras, torres, columnas, aparatos y demás mecanismos destinados a transmitir, transportar, transformar o distribuir energía eléctrica”, con el régimen de ampliación del transporte de energía eléctrica previsto en el denominado “Los Procedimientos” ya reseñado, no pudiendo atender únicamente a los términos de la ley 19.552 por no ser dable una interpretación que importe la prescindencia de aquel régimen si no media debate y declaración de inconstitucionalidad.

Por todo lo expuesto, corresponde hacer lugar el recurso extraordinario deducido y revocar la sentencia apelada.

Finca Esteco S.R.L. c/ Transener S.A. y otro s/ Servidumbre administrativa

FSA-Justicia Federal de Salta, 2824/2013/CS1, 14 de octubre de 2022

Ver dictamen

 

Recurso directo. Concurso de docentes. Universidades Nacionales. Resolución administrativa. Acción de nulidad. Impugnación del acto administrativo. Interpretación y aplicación de la ley. Acto administrativo no firme. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

El tribunal realizó un examen de las normas en juego y de las constancias de la causa para luego concluir en que, en la especie, la reglamentación aprobada por la Universidad Nacional de Rosario no resulta contraria a las disposiciones de la ley 24.521 ni de la Constitución Nacional.

En tales condiciones, encontrándose cuestionadas las resoluciones referidas a la integración de la comisión asesora que interviene en el concurso docente, no se trata de actos administrativos definitivos susceptibles de ser impugnados por la vía del art. 32 de la ley 24.521, toda vez que ninguno de ellos pone fin al procedimiento decidiendo sobre el fondo de la cuestión planteada, ni impide la continuación del respectivo concurso docente, motivo por el cual, no se cumplen los requisitos exigidos para revisar judicialmente la actuación administrativa por medio del recurso directo.

Aranalde, Gabriel Ignacio c/ Universidad Nacional de Rosario s/ Recurso directo Ley de Educación Superior Ley 24.521

FRO-Justicia Federal de Rosario, 91714/2018/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

 

Migraciones. Control migratorio. Ingreso al país. Tasa de solicitud de ingreso al país por motivo de turismo o negocios. Transporte internacional. Transporte de pasajeros. Sanciones administrativas. Ley penal más benigna. Bien jurídico protegido. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 

El art. 38 de la ley 25.871 no contempla la totalidad de los elementos que constituyen la conducta reprochable, desde que es necesario acudir a otras normas a fin de determinar las condiciones reglamentarias que deben observarse en el transporte internacional de pasajeros.

En el caso, al momento de los hechos que motivaron la sanción la reglamentación estaba conformada por el decreto 1654/2008 y la disposición 2761/2009 de la Dirección Nacional de Migraciones que establecían la obligatoriedad del pago de la tasa de ingreso al país para los ciudadanos estadounidenses. Sin embargo, con posterioridad a tal suceso, el Poder Ejecutivo Nacional dictó el decreto 959/2016 mediante el cual exceptuó del pago de dicha tasa a los ciudadanos nacidos en los Estados Unidos de América.

Tal modificación, por ende, impactó en el alcance del tipo contemplado en el mencionado art. 38 de la ley 25.871 y, la conducta imputada en la causa dejó de ser exigible con el dictado del decreto 959/2016.

La Corte tiene dicho que los principios y reglas del derecho penal resultan aplicables en el ámbito de las sanciones administrativas siempre que la solución no esté prevista en el ordenamiento jurídico específico, y en tanto aquellos principios y reglas resulten compatibles con el régimen jurídico estructurado por las normas especiales.

En Fallos: 344:3156, el Máximo Tribunal afirmó que lo resuelto en “Palero” siguió la línea jurisprudencial del precedente “Cristalux” que supuso la aplicación universal del principio de la ley más benigna salvo algunas excepciones, cuyo abordaje sometió a rigurosos estándares y sin que ello supusiera prescindir del sistema en el que está llamado a operar ese principio según la regla del artículo 4° del Código Penal conforme al cual aplica a todos los delitos previstos por leyes especiales, en cuanto éstas no dispusieran lo contrario, sin que sea preciso que las leyes dispongan literalmente lo contrario respecto de las disposiciones generales del Código Penal para excluir la aplicación de estas, sino que es suficiente que la aplicación subsidiaria del Código mencionado sea incompatible con la orgánica armonía de las disposiciones de aquellas.

Asimismo, agregó que por ende, cualquier solución que pretenda introducir un recorte del principio constitucional bajo examen, goza de una alta presunción de violentar la interpretación auténtica de la ley ya que sería incurrir en una subestimación de otro poder del estado asignarle, al “silencio” de la ley 27.430 sobre el principio de aplicación retroactiva de la ley penal más benigna, consecuencias diversas a las que cabe derivar de los expresos lineamientos de “Cristalux” como así también de la clara previsión del artículo 4° del Código Penal y las normas convencionales en cuyo marco está llamado a operar, en virtud de lo cual el silencio del legislador sobre el punto supone prima facie una decisión de no exceptuar a la materia penal tributaria.

En este marco, no ha quedado demostrado en la causa que el legislador haya excluido expresamente a las previsiones de la ley 25.871 del ámbito del principio constitucional de la ley penal más benigna ni que su aplicación subsidiaria resulte incompatible con la letra y el espíritu de la mencionada norma. Ello es así, pues la recurrente se limita a afirmar que el principio de la ley penal más benigna no es aplicable cuando se controla el ejercicio del poder sancionador del Estado, y omite señalar las particularidades del bien jurídico protegido que justificarían en esta causa hacer una excepción a la regla general en materia de sanciones administrativas.

Por su parte, tampoco se configura en el caso un supuesto de excepción legítima a la aplicación del principio, de acuerdo con los lineamientos expuestos por la Corte en la causa “Cristalux”, respecto de las denominadas leyes penales en blanco.

En virtud de lo expuesto, el cambio operado en las condiciones reglamentarias mediante el dictado del decreto 959/2016 configura, respecto de la conducta imputada a la actora en los términos del art. 38 de la ley 25.871, un supuesto de aplicación directa del principio de la ley penal más benigna.

British Airways P.L.C. c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo para juzgados

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6071/2018/CA1-CS1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

 

Juicios contra el Estado. Parques nacionales. Cobro de sumas de dinero. Adicionales de remuneración. Adicional por zona. Interpretación y aplicación de la ley. Personal de planta permanente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

El Título IV del anexo I del decreto 993/91 regulaba las retribuciones e incentivos que percibían los agentes comprendidos en el Sistema Nacional de la Profesión Administrativa, ordenamiento que regía exclusivamente a los agentes designados bajo un régimen de estabilidad y en un determinado escalafón.

Entre otros adicionales, suplementos y bonificaciones se previó el pago de un suplemento por zona y la forma en que debía efectuarse su liquidación. El art. 62 disponía que “El suplemento por zona corresponderá al agente que preste servicios en forma permanente o transitoria en destinos que se declaren bonificables. Los coeficientes y demás condiciones para la liquidación de dicho suplemento, se determinarán en la reglamentación que obra como anexo 3 al presente sistema nacional”.

Surge claramente que cuando la norma alude a la forma en la que puede desempeñarse el agente para acceder al cobro del suplemento en cuestión, no se refiere a su situación de revista sino a la condición temporal de su desempeño en el destino que se considera bonificable, donde puede permanecer por tiempo indeterminado o sólo transitoriamente. En efecto, mal puede referirse el precepto a diversas modalidades de contratación de personal cuando el ordenamiento sólo comprende a quienes ingresan al sistema “por el nivel al que corresponda la vacante financiada, para cuya cobertura se prevean sistemas abiertos de selección”.

Esta conclusión es la que se ajusta a la doctrina expresada por la Corte en el sentido de que es un principio inconcuso de hermenéutica que la primera fuente de exégesis de las leyes es su letra, y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. Asimismo, la Corte ha señalado que los textos legales no deben ser considerados, a los efectos de establecer su sentido y alcance, aisladamente, sino correlacionándolos con los que disciplinan la misma materia, como un todo coherente y armónico, como partes de una estructura sistemática considerada en su conjunto.

En este orden de ideas, en la causa CSJ 674/2013 (49-A)/CS1, “Asociación de Trabajadores del Estado c/ Superintendencia de Seguros de la Nación s/ diferencias de salarios”, la Corte determinó que las normas aplicables se limitan a disponer la equiparación en el nivel o categoría y grado de las remuneraciones del personal no permanente que ingresa en los términos del art. 9° de la ley 25.164, mas no efectúan mención alguna con respecto a los suplementos o adicionales que los actores reclaman en el sub lite, motivo por el cual deben ser abonados únicamente al personal que pertenece a la planta permanente. Asimismo, se añadió en aquel precedente que los actores habían sido contratados por un tiempo determinado, modalidad que resulta ajena al Sistema Nacional de la Profesión Administrativa, que se implementó en la Administración Pública Nacional procurando establecer un sistema de carrera administrativa basado en el mérito que delega en el propio personal la responsabilidad por el desarrollo de su carrera individual, a la cual se ingresa mediante un procedimiento de selección público.

En tales condiciones, el suplemento por zona sólo debe liquidarse al personal que presta servicios en planta permanente, ya sea que se encuentre en el destino bonificable en forma permanente o transitoria.

Pego, Natalia Mariel c/ Estado Nacional - Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sustentable – Administración de Parques Nacionales s/ Impugnación de acto administrativo

FGR-Justicia Federal de General Roca, 310/2014/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

 

 



Capítulo II

Derecho Ambiental

Contienda negativa de competencia

Medida cautelar autónoma. Contaminación ambiental. Saneamiento de la cuenca hídrica Matanza Riachuelo. Competencia federal. 

Para dilucidar las cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la actora invoca como sustento de su petición, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

Las cuestiones planteadas en el caso se vinculan al cumplimiento de la sentencia de la causa “Mendoza” y, en particular, a la ejecución de los programas vinculados con la prevención y remediación ambiental y con la relocalización de vecinos y vecinas de la cuenca, y se encuadran por ello, en la esfera de competencia del tribunal federal bonaerense.  

La acción a estudio guarda relación con el programa integral de saneamiento de la cuenca, cuyo control se encuentra precisamente a cargo del magistrado federal de ejecución, ya que se dirige a permitir la relocalización de población afectada en los términos planteados por la Corte Suprema de Justicia en la causa “Mendoza”.

Para más, la declinatoria del fuero federal resulta extemporánea. Si bien la normativa ritual autoriza a los jueces federales con sede en las provincias a declinar la competencia en cualquier estado del proceso -art. 352, in fine, del CPCCN-, el ejercicio de esa facultad excepcional deviene impropio en supuestos como el examinado donde se ha sustanciado y resuelto la medida cautelar objeto del proceso, y por ello, constituiría un exceso de rigor formal, dado que sin perjuicio del orden público implicado en las reglas que regulan la competencia, igual tenor revisten las tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.

Municipalidad de Almirante Brown c/ Barraza, Elba Cristina s/ Medida Cautelar Autónoma

FSM-Justicia Federal de San Martín, 14431/2015/CS1-CA2, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Amparo ambiental. Recomposición del daño ambiental. Competencia provincial. 

Pese al modo defectuoso en que se planteó la contienda y dadas las sucesivas declaraciones de incompetencia de los fueros intervinientes en un amparo de carácter ambiental, razones de economía procesal y de buen servicio de justicia justifican que la Corte se pronuncie sin más trámite sobre la radicación del proceso.

Al respecto, corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

Tiene dicho la Corte que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.

La materia sobre la que versa el pleito tiene manifiesto contenido local, en la medida en que el factor degradante que se denuncia se encuentra ubicado en jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires y el ambiente dañado, respecto del cual se solicita la tutela ambiental, también está situado en dicho territorio, por lo que la causa corresponde al conocimiento de la justicia provincial.

En efecto, en el precedente de Fallos: 318:992, la Corte dejó bien establecido que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión procede de la Constitución Nacional, la que, si bien establece que le cabe a la Nación "dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección", reconoce expresamente las jurisdicciones locales en la materia, las que no pueden ser alteradas.

La ley General del Ambiente 25.675 establece en su art. 6° los presupuestos mínimos que el art. 41 de la Constitución Nacional anticipa, fija los objetivos y los principios rectores de la política ambiental, y los instrumentos de gestión para llevarla a cabo.

La referida ley ha instaurado un régimen jurídico integrado por disposiciones sustanciales y procesales, y ha consagrado principios ordenatorios y procesales aplicables al caso, y que deben ser estrictamente cumplidos, resguardando y concretando así la vigencia del principio de legalidad que impone a ciudadanos y autoridades la total sujeción de sus actos a las previsiones contenidas en la ley.

Por su parte, en consonancia con esa disposición, el art. 32, primera parte, ha establecido que "La competencia judicial ambiental será la que corresponda a las reglas ordinarias de la competencia".

Las disposiciones constitucionales y legales citadas encuentran su razón de ser en que el ambiente es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que no es otro que quien ejerce la autoridad en el entorno natural y en la acción de las personas que inciden en ese medio, máxime cuando no se advierte un supuesto de problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción, que es lo que ocurre en autos.

A tal fin, cabe recordar que la Corte, a través de distintos precedentes, ha delineado los criterios que se tienen que tener en cuenta para determinar la procedencia de la competencia federal en razón de la materia ambiental, estableciendo que, en primer término, hay que delimitar el ámbito territorial afectado pues, como lo ha previsto el legislador nacional, debe tratarse de un recurso ambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial.

Asimismo, y como la determinación de la naturaleza federal en todo pleito debe ser realizada con especial estrictez, es preciso demostrar, con alguna evaluación científica, la efectiva contaminación o degradación de tal recurso ambiental interjurisdiccional, esto es, la convicción al respecto tiene que necesariamente surgir de los términos en que se formule la demanda y de los estudios ambientales que la acompañen, lo que permitirá afirmar la pretendida interjurisdiccionalidad o, en su defecto, de alguna otra evidencia que demuestre la verosímil afectación de las jurisdicciones involucradas.

La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.

Descartada la competencia federal en razón de la materia, resta pronunciarse en cuanto a la competencia federal en razón de las personas.

Respecto del Estado Nacional, cabe señalar que la sola citación al proceso como tercero interesado no impone que el conocimiento de la causa deba recaer en la justicia federal, en virtud de la prerrogativa que le asiste de litigar en dicho fuero, puesto que la Corte tiene dicho que resulta prematura la declaración de incompetencia si habiéndose citado en calidad de tercero al Estado Nacional o a un organismo nacional éste no tomó intervención en el proceso.

Ello es así, ya que cuando el fuero federal se establece ratione personae, puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso.

Prats, Juan Miguel c/ Consorcio de Gestión del Puerto de Olivos y otros s/ Amparo ambiental

FSM-Justicia Federal de San Martín, 2065/2021/CS1, 15 de mayo de 2022

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Cuestiones de competencia. Nulidad del acto jurídico. Denegatoria del fuero federal. Causas civiles. Interpretación de normas y actos locales. Sistema federal. Autonomía provincial. Límites jurisdiccionales. Contaminación ambiental. Recursos naturales. Interpretación restrictiva. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Si bien el Máximo Tribunal tiene dicho que las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a tal principio cuando la decisión apelada comporta una denegación del fuero federal reclamado por el recurrente, supuesto que se configura en el sub lite.

La Corte tiene dicho que para determinar el carácter de un proceso no basta indagar la naturaleza de la pretensión sino que es necesario, además, examinar su origen; así como también la relación de derecho existente entre las partes y la efectiva naturaleza del litigio.

A partir de la sentencia dictada en la causa B. 2303, L. XL, Originario “Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ daños y perjuicios”, publicada en Fallos: 329:759, la Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de “causa civil” que deriva del art. 116 de la Constitución Nacional al que expresamente se refieren los arts. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 y 2°, inc. 2°, de la ley 48.

De acuerdo con lo allí expresado y sus citas, el Máximo Tribunal ha atribuido ese carácter a aquellos litigios regidos exclusivamente por normas y principios de derecho privado, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional, y ha excluido de tal naturaleza a los supuestos en los que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de carácter civil, se requiere para su solución la aplicación de normas de derecho público provincial o el examen o revisión, en sentido estricto, de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en los que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional.

A la luz de tales pautas jurisprudenciales, la materia en examen no puede ser calificada como “causa civil”, toda vez que para resolver el pleito, la Corte debería examinar, sustancialmente, normas y actos, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, lo que determina que sea la justicia provincial la que tenga a su cargo el conocimiento y la decisión de tales cuestiones.

Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.

En los procesos referidos a cuestiones ambientales, para que la causa revista naturaleza exclusivamente federal, es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7°, segundo párrafo, de la LGA, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales.

Asimismo, la Corte, a través de distintos precedentes, ha delineado los criterios que corresponde tener en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, estableciendo, en primer término, que hay que delimitar el ámbito territorial afectado, pues, como lo ha previsto el legislador nacional, debe tratarse de un recurso ambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Es decir, que abarque a más de una jurisdicción estatal, provincial, de la Ciudad de Buenos Aires o internacional, puesto que tiene que tratarse de un asunto que incluya problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción.

La Corte entiende que la definición de la naturaleza federal del pleito debe ser realizada con especial estrictez, por lo que es preciso demostrar, con alguna evaluación científica, la efectiva contaminación o degradación de tal recurso ambiental interjurisdiccional, esto es, la convicción al respecto debe necesariamente surgir de los términos en que se formule la demanda y de los estudios ambientales que la acompañen, lo que permitirá afirmar la pretendida interjurisdiccionalidad, o, en su defecto, de alguna otra evidencia que demuestre la verosímil afectación de las jurisdicciones involucradas, lo que no acontece en el estado actual de las presentes actuaciones.

Además, la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y, por lo tanto, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. 

En tales condiciones, en el caso, la parte actora no logra demostrar cuál sería el recurso natural de carácter interjurisdiccional que se encontraría presuntamente afectado, pues sólo hace una referencia genérica a que en las parcelas cuya restitución pretende en este proceso se habría producido un incendio que abarcó aproximadamente 200 has. y afectó a más del doble de esa extensión territorial, sin conseguir encuadrar la cuestión debatida en los términos del art. 7° de la ley 25.675 General del Ambiente.

Risso Patrón, Norberto Javier c/ Brizio, Jose Alfredo s/ Civil y comercial - varios

FLP-Justicia Federal de La Plata, 9485/2021/CS1-CA1, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo III

Derecho Bancario

Mercado cambiario

Inversiones. Menores. Plazo fijo en dólares. Moneda extranjera. Banco Central de la República Argentina. Impuesto para una Argentina inclusiva y solidaria PAIS. Confirmación de sentencia. 

Procede señalar que, tal como lo ha sostenido la cámara, la autorización de la inversión en un plazo fijo en dólares pretendida en autos requiere, en primer término, la adquisición de la moneda extranjera, operación que se halla limitada para las personas físicas por las disposiciones de emergencia dictadas en materia cambiaria.

En este sentido, el decreto de necesidad y urgencia 609/2019, en lo pertinente, dispuso que el Banco Central de la República Argentina (en adelante BCRA) “conforme lo previsto en su Carta Orgánica, establecerá los supuestos en los que el acceso al mercado de cambios para la compra de moneda extranjera y metales preciosos amonedados y las transferencias al exterior requerirán autorización previa, con base en pautas objetivas en función de las condiciones vigentes en el mercado cambiario y distinguiendo la situación de las personas humanas de la de las personas jurídicas” (art. 2). A su vez, esa norma facultó a dicha entidad para dictar las “reglamentaciones que eviten prácticas y operaciones tendientes a eludir, a través de títulos públicos u otros instrumentos” la medida de restricción adoptada (art. 3).

En ese marco, el BCRA emitió las comunicaciones A 6770 y 6815. En cuanto aquí interesa, a partir de esas normas se exige la conformidad previa del BCRA para el acceso al mercado de cambios por parte de personas humanas residentes para la constitución de activos externos, ayuda familiar y para la constitución de todo tipo de garantías vinculadas a la concertación de operaciones de derivados, cuando estas transacciones superen el equivalente de US$ 200 mensuales en el conjunto de las entidades autorizadas a operar en cambios y de los conceptos señalados precedentemente. 

Posteriormente, el Banco Central estableció excepciones y determinó en qué casos se puede acceder al mercado de cambios sin que resulte aplicable esa limitación, como, por ejemplo, cuando la autorización para la adquisición de moneda extranjera se requiere para ser aplicada simultáneamente a la compra de inmuebles en el país destinados a vivienda única, familiar y de ocupación permanente, con créditos hipotecarios. Tampoco rige ese límite cuando se accede al mercado de cambios a fin de abonar servicios prestados por no residentes o para el pago de capital e intereses de endeudamientos financieros con el exterior, siempre que se cumpla con los requisitos establecidos por la autoridad de aplicación7516). Sin embargo, no se advierte disposición alguna que exceptúe de manera expresa a los depósitos judiciales de su ámbito de aplicación.

Sobre esa base, cabe concluir que más allá de la naturaleza propia de los depósitos judiciales, el acceso al mercado de cambios se halla sujeto al régimen jurídico general aplicable en la materia. En efecto, la adquisición de dólares pretendida en autos para ser afectada a un plazo fijo se debe llevar a cabo mediante la intervención del banco oficial depositario de los fondos, el cual no puede sustraerse de las reglamentaciones que dicta el Banco Central de la República Argentina. Ello es así, pues la relación jurídica de los bancos se desarrolla dentro del sistema financiero, y esas entidades como intermediarias habituales entre la oferta y la demanda de recursos financieros (art. 1 de la ley 21.526) se encuentran sujetas a las regulaciones y a los controles de la autoridad monetaria.

Por lo demás, cabe recordar que las excepciones de los principios generales de la ley son obra exclusiva del legislador, por lo que no pueden ser creadas por inducciones o extendidas por interpretación a casos no expresados en la disposición excepcional. A la luz de tales criterios, no existe elemento alguno para inferir una voluntad legislativa diferente a la inclusión de este tipo de depósitos en las restricciones generales que la normativa del Banco Central ha establecido para el acceso al mercado de cambios por parte de las personas humanas residentes. En otras palabras, si el legislador hubiera querido diferenciar y excluir de sus términos a las cuentas a la orden de un juez, éstas habrían sido incluidas entre las excepciones que se contemplaron en diversas comunicaciones dictadas por la citada autoridad de aplicación. Sin embargo, ello no ocurrió.

Para más, cabe recordar que la misión de los jueces es dar pleno efecto a las normas vigentes sin sustituir al legislador ni juzgar sobre el mero acierto o conveniencia de las disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus propias facultades.

Ni los progenitores de las niñas ni las defensorías intervinientes han presentado nuevas opciones de inversión, por lo que no se explorado otras alternativas posibles para preservar el valor de la indemnización.

En tales condiciones, la alegada afectación al derecho de propiedad de las niñas, en el estado actual del trámite luce hipotética y conjetural.

Recurso queja n° 1 - Incidente n° 4 – G., Ch. y otros s/ Incidente civil

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 46979/2015/4/1/RH3, 21 de diciembre de 2022

Ver dictamen

 

Queja por denegación del recurso extraordinario

Tarjeta de crédito. Resumen de cuentas. Comisión bancaria. Principio protectorio. Relación de consumo. Contratos bancarios. Cláusulas leoninas. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

En cuanto a la consideración de los agravios relativos a la arbitrariedad, por encontrarse inescindiblemente unidos a una cuestión federal, corresponde sean examinados en forma conjunta con la amplitud que exige la garantía de defensa en juicio.

La ley 21.526 y las comunicaciones A 3052 y C 35610 del Banco Central de la República Argentina –aplicables al momento de los hechos– prohibían el cobro de una comisión por otorgamiento de financiación de saldos deudores a clientes de una tarjeta de crédito en el marco de un plan de financiación.

En particular, el punto 1.7.2 de la comunicación A 3052 es claro al delimitar la prohibición: “No se admite su aplicación en las operaciones de crédito respecto de los importes efectivamente desembolsados, es decir, que incrementen directa o indirectamente las sumas devengadas por intereses compensatorios o punitorios”.

En este marco, la comisión en cuestión encuadra en la descripción de la actividad vedada por la normativa citada en tanto la retribución en un porcentaje fijo era percibida por la entidad demandada sobre los montos efectivamente desembolsados en carácter de préstamo y, por lo tanto, incrementaba las sumas devengadas por intereses compensatorios o punitorios.

La comunicación B 10925 del año 2014, si bien es posterior a los hechos de la litis, contribuye a dilucidar la controversia, en tanto es una comunicación de las denominadas ‘aclaratorias’, que apunta a precisar el alcance de otros preceptos vigentes. Esa comunicación ratifica la solución que se postula pues, de forma explícita, dispone que "… la comisión por ‘Exceso de límite de compra y /o de financiación’ en Tarjetas de crédito y/o compra se considera no admitida de acuerdo con los términos de los puntos 2.3.2.1 y 2.3.2.2 de las normas sobre Protección de los usuarios de servicios financieros y el punto 1.7 de las normas sobre ´Tasas de interés en las operaciones de crédito´”.

La interpretación expuesta se ve robustecida por aplicación del artículo 42 de la Constitución Nacional y la Ley de Defensa del Consumidor. Así, al ponderar la calidad de consumidores financieros de los demandantes y la situación de vulnerabilidad estructural en que se encuentran respecto de la entidad financiera, resulta de aplicación la tutela preferente y el principio protectorio, garantizados en las normas citadas.

El principio protectorio busca otorgar una especial tutela a la parte más débil de las relaciones de consumo –típicamente asimétricas– para recomponer el equilibrio en el vínculo entre proveedores y usuarios. En este sentido, corresponde estar al sentido más favorable al consumidor y en caso de duda, a la interpretación más beneficiosa para aquél.

En este orden de ideas y conforme ha explicado la Corte Suprema, los contratos bancarios provocan un contexto propicio para las cláusulas y prácticas abusivas, de allí que tanto la legislación como el control judicial juegan un papel preponderante para hacer operativo el derecho previsto en el artículo 42 de la Constitución Nacional.

En suma, la imposición de la comisión cuestionada configura una cláusula abusiva que afecta ilegítimamente los intereses económicos de los consumidores financieros, por lo que debe ser tenida por no convenida.

Recurso queja N°1 - ADDUC c/ Standard Bank Argentina S.A. y otro s/ Ordinario

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 35761/2011/1/RH1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen




 




                  
                
Capítulo IV
 
Derecho Civil y Comercial

Derecho Civil

Contienda negativa de competencia

Relaciones de familia. Guarda del menor. Facultades jurisdiccionales. Principio de inmediación. Buena fe. Lealtad procesal. Interés superior del niño. Derecho de las niñas, niños y adolescentes. Domicilio del menor. Competencia nacional. 

El Código Civil y Comercial de la Nación organiza la competencia judicial para entender en los asuntos relativos a niños, niñas y adolescentes.

El artículo 609 del Código dispone que es competente en el procedimiento tendiente a obtener la declaración judicial de la situación de adoptabilidad, el juez que ejerció el control de legalidad de las medidas excepcionales. El artículo 612 de ese cuerpo legal encomienda el trámite de la guarda con fines adoptivos al tribunal que declara la situación de adoptabilidad.

El artículo 706 del código establece como principios de los procesos de familia: el respeto de la tutela judicial efectiva, la inmediación, buena fe, lealtad procesal, oficiosidad, oralidad y acceso limitado al expediente. Asimismo, dispone que las normas que rigen el procedimiento deben ser aplicadas de modo de facilitar el acceso a la justicia –especialmente tratándose de personas en situación de vulnerabilidad- y la resolución pacífica de los conflictos; y que cuando están involucrados niños, niñas o adolescentes debe primar su interés superior.

El artículo 716, por su parte, determina que en los asuntos referidos a la responsabilidad parental, guarda, cuidado, o adopción de una persona menor de edad, es competente el juez del lugar donde ella tiene su centro de vida.

En ese contexto normativo, y ponderando lo regulado por el artículo 611 del Código Civil y Comercial –que prohíbe la entrega directa en guarda de niños, niñas y adolescentes y estipula que la guarda de hecho no debe ser considerada a los fines de la adopción-, incumbe concluir que la solución debe favorecer la estricta supervisión judicial de la separación de los menores de edad de sus familias biológicas, como lo exige el mejor interés del niño y lo disponen los instrumentos internacionales.

Reviste particular relevancia promover la intermediación entre el juez interviniente y la familia de origen a fin de facilitar su intervención y determinar la situación de la menor.

Si bien la protección integral de los derechos de los niños y niñas requiere un cuidado y una vigilancia que se ve simplificada por la cercanía física del tribunal interviniente, una correcta hermenéutica descarta la aplicación mecánica de esa directiva y postula que el intérprete realice un examen circunstanciado, que contemple las características de cada situación concreta. 

Corresponde que continúe entendiendo en el proceso la justicia nacional que previno y ejerció el control de legalidad de las medidas adoptadas respecto de la menor.

La presente decisión tampoco obstará a la participación de la niña en el proceso, tal como lo prevé el artículo 613 del Código Civil y Comercial y el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño.

S.M.B. c/ B.L.A. y otro s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 415/2022/CS1, 13 de mayo de 2022

Ver dictamen

Filiación

Remisión al dictamen de la causa CIV 33409/2017/1/RH1, “F., R. R. y otro c/ G. P., M. A. s/ Impugnación de filiación”.

F., R. R. y otro c/ G. P., M. A. s/ Impugnación de filiación

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 33409/2017/3/RH3, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CIV 33409/2017/1/RH1, “F., R. R. y otro c/ G. P., M. A. s/ Impugnación de filiación”.

F., R. R. y otro c/ G. P., M. A. s/ Impugnación de filiación

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 33409/2017/2/RH2, 09 de mayo de 2022

Ver dictamen

 

Derecho Comercial

Contienda negativa de competencia

Habeas data. Banco Central de la República Argentina. Competencia nacional. Competencia comercial. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la Corte CCF 12181/2019/CA1-CS1, “Saqueta Melo Escobar, Matías Sebastián c/ Edesur S.A. y otros s/ Amparo”.

La ley 25.326 establece la competencia federal sólo en los supuestos en los que se persigue acceder a datos o contenidos que constan en bases públicas de información o interconectadas en redes interjurisdiccionales (art. 36). Ello no se encuentra acreditado aquí, desde que se acciona –exclusivamente contra una entidad privada y el reclamo iniciado tiene por objeto principal tomar conocimiento de la información referida a la actora existente en las bases de datos de la demandada. En particular, aquella relacionada con la tarjeta de crédito que la empresa otorgó, y saber si en esa base de datos se consignó a la interesada como deudora, detallando las operaciones que habrían dado origen a la presunta deuda.

Al respecto, la supuesta accesibilidad de esos datos por internet, no resulta del estado actual del proceso, ni alcanza para determinar, en concreto, la existencia de bases de información vinculadas a redes que integren diversas jurisdicciones.

Se añade a lo anterior que, en estas actuaciones, la acción no se dirige hasta el momento a revisar eventuales datos que consten en la Central de Deudores del Sistema Financiero que gestiona el Banco Central de la República Argentina o en las bases de información que operan las empresas de informes crediticios.

Por lo demás, procede recordar el carácter excepcional del fuero federal, que se halla circunscripto a los casos que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser restrictiva.

 

Brenner, Florencia Silvia c/ Cordial Compañía Financiera S.A. s/ Amparo

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4649/2021/CS1, 20 de abril de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Servicios eléctricos. Facturación errónea. Cuestión de derecho común. Competencia nacional. Competencia comercial. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

Lo medular de la controversia planteada involucra cuestiones de derecho común, ya que la cuestión debatida en autos está ceñida exclusivamente a la relación contractual trabada entre el actor y Edenor S.A., y a las desinteligencias puramente comerciales que pudieran existir entre ambas partes del contrato acerca de la existencia, o no, de un error en la facturación del servicio de distribución de energía eléctrica prestado por la demandada, y a los eventuales daños y perjuicios que el actor habría sufrido a raíz de la situación descripta en la demanda, y no se advierte que sea necesario interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan lo atinente al servicio de que se trata (ley 24.065 y sus normas reglamentarias), máxime cuando de los términos del escrito inicial no se desprende una afectación concreta a la prestación del servicio público interjurisdiccional de distribución de electricidad.

Tampoco se advierte que la materia en debate se refiera a cuestiones relacionadas con facultades inherentes a la Administración, ni que se haya puesto en tela de juicio la validez de actos administrativos dictados por el ENRE, lo cual permite descartar, en principio, que para resolver la controversia se deban aplicar e interpretar normas y principios propios del derecho público.

Torales, Martín Ezequiel c/ Edenor S.A. s/ Daños y perjuicios

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 3957/2021/18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Quiebra. Personas jurídicas. Economía procesal. Seguridad jurídica. Competencia nacional. 

Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 3, inciso 3, de la ley 24.522 en cuanto establece que en las quiebras de personas de existencia ideal debe entender el juez del lugar del domicilio, en atención del estado actual de la causa y por razones de economía procesal y de seguridad jurídica, las presentes actuaciones deben continuar su trámite ante el fuero nacional.

Wemir S.A. s/ Quiebra

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 3174/2014/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Acciones de clase. Asociación de consumidores. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1380/2021/CS1, “Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur -Proconsumer c/ Fiat Auto S.A. de Ahorro para Fines Determinados s/ Ordinario”.

 

Para dilucidar las cuestiones de competencia corresponde estar, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión.

Por lo demás, dadas las características particulares de la presente acción colectiva promovida por una asociación en representación de consumidores de todo el país, que firmaron los contratos de adhesión, que tendrá efectos supra provinciales, resulta necesario extremar los sistemas de información a efectos de evitar la multiplicación de procesos con objetos superpuestos, como así también el riesgo de sentencias contradictorias.

Sobre tales fundamentos, tanto la Corte como el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Entre Ríos sustentaron la creación de los registros de acciones colectivas para los juicios que tramitan ante los tribunales del Poder Judicial de la Nación y del Poder Judicial de la Provincia de Entre Ríos, respectivamente.

En función de lo expuesto, y ponderando que el superior tribunal provincial no ha suscripto el convenio previsto en el artículo III de la Acordada CSJN 12/16, que permitiría compartir la información y facilitar el acceso recíproco e ilimitado a los registros respectivos, y que hasta la fecha no se ha dictado una ley que regule los procesos colectivos, cuya necesidad ha sido también resaltada por la Corte Suprema, a los fines informativos, corresponde registrar los datos de la presente acción colectiva en el sistema previsto por la Acordada 32/14. Ello, no obstante lo dispuesto en el artículo 12 del Anexo I –Registro de Procesos Colectivos en el ámbito del Poder Judicial de Entre Ríos-, del Acuerdo General STJ n° 33/16, que prevé la necesidad de coordinar con el Máximo Tribunal el acceso a la información de todos los procesos radicados ante los tribunales estaduales.

Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur -Proconsumer c/ Fiat Auto S.A. de Ahorro para Fines Determinados s/ Ordinario

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1381/2021/CS1, 28 de marzo de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Interpretación y aplicación de la ley. Cuestión de derecho común. Relación de consumo. Proveedor de Internet. Ley de defensa del consumidor. Competencia nacional. Competencia comercial. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. 

La controversia planteada involucra la aplicación e interpretación de normas de derecho común, ya que la cuestión debatida en autos está ceñida exclusivamente a la relación de consumo entre privados y a las desinteligencias puramente comerciales que derivaron en la presunta facturación indebida y cobro, una vez notificada por el usuario la “baja” del servicio de internet contratado.

Por lo tanto, la pretensión se circunscribe a un reclamo dinerario centrado en aspectos propios del derecho comercial, con fundamento prioritario en la ley 24.240 y modificatorias, que integran el derecho común, sin advertir, dentro del limitado marco cognoscitivo en que se resuelven las cuestiones de competencia, que sea necesario interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal como las leyes 19.798, 27.078 o sus normas reglamentarias, regulatorias del servicio de tecnologías de la información y las comunicaciones.

Ello así, toda vez que la jurisdicción federal es un fuero de excepción y, al no constatarse en autos una causa específica que lo haga surgir, el pleito debe proseguir su trámite ante la justicia nacional en lo comercial.

Es conocida la facultad de esa Corte para declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en el conflicto, pues esa es una atribución excepcional de que goza como órgano supremo de la magistratura.

Matozo Gemignani, Rafael c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Incumplimiento de servicio de telecomunicaciones

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 39083/2021/CS1, 18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario

Incidente de verificación. Impuesto sobre los ingresos brutos. Defensa en juicio. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Es jurisprudencia de la Corte que la garantía constitucional de la defensa en juicio de la persona y de los derechos, consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional, lleva implícita la de obtener decisión judicial expresa respecto de todas las pretensiones introducidas por las partes, y mantenidas a lo largo del proceso.

En estos términos, frente al planteo formulado, la omisión deliberada del tribunal en resolverlo torna pertinente el agravio, ya que lo resuelto priva al recurrente de la posibilidad de rever un punto sustancial de la litis, en que funda su derecho para oponerse a la condena de que ha sido objeto.

La sentencia -al acoger una defensa de prescripción que no fue opuesta en la oportunidad procesal correspondiente- no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación razonada del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo cual correspondería atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto.

Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 17 s/ Incidente de verificación de crédito

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 24256/2010/17/1/RH1, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Queja por recurso denegado

Cese de uso de marca. Cuestiones de hecho y prueba. Marcas confundibles. Buscadores de Internet. Consumidores. Procedencia del recurso. 

Corresponde inicialmente rechazar el planteo vinculado al análisis de la notoriedad de las marcas de la actora, pues si bien este punto ha sido examinado por la cámara sobre la base del artículo 6 bis del Convenio de París los agravios buscan, en sentido estricto, la revisión de cuestiones fácticas y probatorias, que resultan, como regla, ajenas a la instancia extraordinaria, y han sido resueltas sin arbitrariedad.

En efecto, la determinación sobre si una marca es “notoria” o si perdió toda capacidad distintiva, convirtiéndose en una expresión genérica no protegible por la ley 22.362, es una cuestión de hecho y prueba, que está sujeta a la demostración del grado de reconocimiento en el público, sea o no consumidor del producto.

Las publicaciones aludidas por la demandada que darían cuenta del reconocimiento del estatus genérico de la designación por parte de la actora, no tienen entidad suficiente para desvirtuar lo decidido por el tribunal toda vez que la discusión se circunscribe a una cuestión de hecho objetiva relacionada con la percepción del consumidor ante el signo.

Sobre la base de lo expuesto, corresponde desestimar el recurso en este punto, pues los planteos de la demandada se limitan a expresar una mera disconformidad con lo decidido, y no poseen virtualidad para modificar las premisas que sostienen la argumentación de la cámara.

Para que se configure la transgresión del derecho marcario resulta necesario que la utilización de las palabras clave en los enlaces patrocinados pueda provocar confusión directa o indirecta, o bien, tratándose aquí de una marca notoria, al menos algún grado de conexión o asociación con el titular marcario. En el examen de este requisito debe ponderarse especialmente la forma en que se presenta al usuario el anuncio que emerge como resultado de la búsqueda, aspecto que no fue adecuadamente considerado por la sentencia recurrida.

La protección jurídica de una marca busca en esencia preservar su función diferenciadora de productos y servicios, y se instrumenta mediante el requisito de “aptitud distintiva” necesaria para el registro de un signo como tal. En ese sentido, si bien las marcas desempeñan también otras funciones, éstas se subordinan al cumplimiento de esa función diferenciadora que surge desde la aptitud o carácter distintivo de la marca.

Por su parte, el artículo 16, inciso 1, del Acuerdo sobre los ADPIC, dispone que el titular de una marca tiene el derecho exclusivo de impedir que cualesquiera terceros, sin su consentimiento, utilicen en el curso de operaciones comerciales signos idénticos o similares para bienes o servicios que sean idénticos o similares a aquellos para los que se ha registrado la marca, cuando ese uso dé lugar a probabilidad de confusión.

En línea con ello, la Corte señaló que los principios y fundamentos de la legislación marcaria, apuntan a proteger tanto el interés de los consumidores, como las buenas prácticas comerciales a efectos de prevenir el aprovechamiento ilegítimo del fruto de la actividad ajena, con desmedro de la función individualizadora ínsita en el derecho. 

Además, esa Corte aclaró que una marca es el signo característico mediante el cual se distinguen los productos o servicios, y tiende a su identificación, propendiendo a la difusión entre el público consumidor y sirviendo, al mismo tiempo, de garantía sobre su procedencia u origen. También expuso que esos propósitos se cumplen con la obtención de la marca, lo cual confiere a su titular el derecho al uso exclusivo de ella, lo que comprende el derecho de oponerse al registro o al uso que otros comerciantes quieran hacer de una marca que pueda producir directa o indirectamente confusión entre los productos o servicios. 

Se entiende por confusión directa cuando el consumidor confunde un producto con otro de idéntica o similar clase. Asimismo, existe confusión indirecta cuando se genera en el consumidor la convicción de que los productos o servicios en cuestión tienen el mismo origen.

Por otra parte, el artículo 6 bis del Convenio de París ampara a la marca “notoriamente conocida” respecto de productos. Además, el Acuerdo sobre los ADPIC amplía el concepto y extiende la protección a los servicios. 

En ese contexto, en el artículo 16, inciso 3, del Acuerdo de los ADPIC, se establece que la protección jurídica de las marcas notorias establecida en el artículo 6 bis del Convenio de París se extiende a bienes o servicios que no sean similares a aquellos para los cuales una marca de fábrica o de comercio ha sido registrada, a condición de que el uso de esa marca en relación con esos bienes o servicios indique una conexión entre dichos bienes o servicios y el titular de la marca registrada y a condición de que sea probable que ese uso lesione los intereses del titular de la marca registrada. 

Si bien esa última norma se refiere al caso de bienes o servicios que no sean similares a aquellos que motivaron el registro, comprende también a los bienes o servicios similares a los que ampara la marca.

Bajo ese prisma, para recurrir a la protección de la marca notoria se requiere que en el caso se advierta, bajo la percepción del consumidor, una posible “conexión” entre los bienes o servicios comercializados y el titular de la marca, con probabilidad de lesionar sus intereses.

En línea con lo anterior, en el precedente “Interflora” del TJUE, en el que se debatían aspectos vinculados específicamente al servicio de Adword, se concluyó que esa práctica resulta objetable en los casos en que se demostrara al menos “cierto grado de similitud” entre la marca notoria y el signo utilizado por el tercero para un internauta normalmente informado y razonablemente atento.

El estándar de “cierto grado de similitud”, para el tribunal europeo consiste en que aparezcan rasgos similares, desde el punto de vista gráfico, fonético o conceptual entre la marca y el signo utilizado por terceros. En ese sentido, si bien no requiere que ese “cierto grado de similitud” llegue al extremo de producir confusión directa o indirecta, para el TJUE resulta ineludible que, al menos, provoque que el público consumidor establezca un vínculo entre el signo utilizado por el tercero y la marca notoria. 

De ese modo, la pérdida de poder distintivo de una marca notoria y el aprovechamiento indebido del prestigio ajeno aparecen como efectos de ese “vínculo” o conexión ilegítima que se provoque en el público consumidor.

En particular, la figura de “aprovechamiento indebido del prestigio ajeno” del ámbito marcario refiere a los casos en los que, gracias a una transferencia de la imagen de la marca o de las características proyectadas por ésta hacia los productos designados por el signo idéntico o similar, exista una explotación manifiesta de ella.

En esta perspectiva, la utilización de una marca notoria ajena como palabra clave en el buscador, debe analizarse en relación a su efecto en la apreciación del usuario medio, normalmente informado, razonablemente atento, con cierta aptitud para interpretar la información que se le facilita. A fin de establecer esa apreciación, se considerará, por ejemplo, la estructura del anuncio patrocinado, la posibilidad de distinción entre éste y los resultados orgánicos de la búsqueda, así como otros componentes del diseño de la página de resultados del motor de búsqueda que puedan provocar la probabilidad de confusión o conexión.

En función de ello, para determinar la existencia de un peligro de dilución marcaria o bien de un aprovechamiento indebido del prestigio ajeno, corresponde examinar si este tipo de uso puede producir una confusión o, al menos, conducir a que se establezca una conexión o vínculo entre el anunciante con el titular de la marca. Por el contrario, no se configura una infracción marcaria si el anuncio es reconocido por el público usuario sólo como una oferta alternativa a los productos o servicios de la marca notoria. 

En ese sentido, la situación de competencia entre la actora y la demandada en el mercado de servicios de informes crediticios no constituye por sí sola un elemento determinante de la infracción marcaria, sino que representa un factor que debe ser tenido en cuenta junto con las otras circunstancias particulares del caso al momento de analizar la percepción de los consumidores frente al anuncio, como lo consideró el TJUE en el mencionado precedente “Interflora”.

Ese tipo de examen, va a estar condicionado por la actividad probatoria que hayan desarrollado las partes a los fines de demostrar la percepción de los consumidores frente a los anuncios, en particular mediante prueba testimonial, pericial, o encuestas, tal como surge también de la jurisprudencia comparada.

En virtud de lo expuesto, el tribunal se apartó de la correcta interpretación del derecho federal que requiere verificar la probabilidad de confusión o, al menos, una conexión o vínculo con el titular de la marca.

Organización Veraz S.A. c/ Open Discovery S.A. s/ Cese de uso de marca

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1789/2009/3/RH1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Verificación de créditos. Crédito privilegiado. Mantenimiento del recurso. 

Remisión a los fundamentos desarrollados por la Fisca General.

Incidente N° 121 – Incidentista: Pajón, Francisco Agapito s/ Incidente de verificación de crédito

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 17720/2016/121/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo V

Derecho Constitucional

Acción meramente declarativa

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1281/2017, “Laboratorios Bernabo S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”.

Kimberly-Clark Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1737/2017/17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Rechazo de la demanda. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016 “Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”.

La circunstancia de que la radicación del proceso haya de materializarse ante los estrados del Tribunal no importa un pronunciamiento sobre la admisibilidad de la acción intentada, a cuyo efecto es necesario considerar, además, si la demandada cumple con los requisitos que el art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece como condicionantes de la posibilidad de entablar acciones meramente declarativas.

Al respecto, es conocida doctrina de la Corte que, siempre que la cuestión no tenga un carácter simplemente consultivo ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso y busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, la acción declarativa constituye un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian.

Sobre la base de tales criterios, no se configuran en el sub lite los requisitos que habilitan la admisión de la acción meramente declarativa intentada. 

En efecto, respecto de los períodos fiscales 8/2008 a 12/2010, se encuentra fuera de debate que la actora rectificó sus declaraciones juradas para ajustarlas a las diferencias determinadas por el Fisco y solicitó su compensación con los saldos que existían a su favor. 

Ello, constituye una circunstancia deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz, que no puede pasar desapercibida al momento de juzgar su interés en este pleito.

Como sostuvo este Ministerio Público, el Poder Judicial de la Nación, conferido a la Corte Suprema de Justicia y a los tribunales nacionales por los arts. 94, 100 y 101 de la Constitución Nacional, se define como el que se ejercita en las causas de carácter contencioso a las que se refiere el art. 2º de la ley 27.

En tales condiciones, respecto de los períodos fiscales 8/2008 a 12/2010 no se verifica la controversia de derechos, actual y concreta, necesaria para que se configure la “causa” o “caso” contencioso que habilita el ejercicio jurisdiccional.

Droguería Rosfar S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1968/2017/06 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016 “Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

Dulcor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2100/2017/20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

Industrias Juan F. Secco S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 138/2018/20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1281/2017 “Laboratorios Bernabo S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

Campari Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1156/2016/20 de mayo de 2022

Ver dictamen

 

Contienda negativa de competencia

Acción de amparo. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Sistema federal. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

El sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la provincia demandada, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.

No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales porque, tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.

Es preciso recordar que para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar si la Nación o una entidad nacional participan nominalmente en el pleito –ya sea como actores, demandados o terceros– y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria.

Tal extremo debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.

Ese requisito no se encuentra prima facie cumplido en autos, toda vez que no justifica la intervención del Estado Nacional –Ministerio de Salud el mero hecho de que sea demandado por su actividad legislativa, lo cual sólo determina el marco jurídico aplicable, sin pasar por ello a integrar la relación jurídica sustancial sobre la base de la cual se entabla la demanda; supuesto que sí se verifica respecto del Gobierno de la provincia demandada, quien sería el único obligado y con posibilidades de cumplir con el mandato restitutorio de derechos que se denuncian como vulnerados, en el eventual supuesto de admitirse la presente demanda.

Tampoco se advierte, según los términos en que fue planteada la demanda, que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia sanitaria, lo que –de ser así– determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.

Cabe recordar que, en causas en las que se presentaban circunstancias similares a las de autos, la Corte dispuso que la causa fuera devuelta al juzgado provincial interviniente, a fin de reconsiderar la procedencia de acumular en un mismo proceso la pretensión promovida contra el Estado Nacional, de modo de no frustrar la mencionada prerrogativa de ser demandado únicamente ante los tribunales federales.

El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.

Rodríguez, María Jose c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo Ley 16.986

FRO-Justicia Federal de Rosario, 22909/2021/CS1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, el sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia demandada, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata (arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 1°, de la ley 48 y Fallos: 328:68).

No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales porque, tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.

Asimismo, es preciso recordar que para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar si la Nación o una entidad nacional participan nominalmente en el pleito –ya sea como actores, demandados o terceros– y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria.

Tal extremo debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.

Ese requisito no se encuentra prima facie cumplido en autos, toda vez que no justifica la intervención del Estado Nacional – Ministerio de Salud el mero hecho de que sea demandado por su actividad legislativa, lo cual sólo determina el marco jurídico aplicable, sin pasar por ello a integrar la relación jurídica sustancial sobre la base de la cual se entabla la demanda; supuesto que sí se verifica respecto del Gobierno de la provincia demandada, quien sería el único obligado y con posibilidades de cumplir con el mandato restitutorio de derechos que se denuncian como vulnerados, en el eventual supuesto de admitirse la presente demanda.

Tampoco se advierte, según los términos en que fue planteada la demanda, que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia sanitaria, lo que –de ser así– determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.

El reclamo de la actora deberá ser formulado ante los tribunales que resulten competentes, cuya determinación surgirá según que se demande a la provincia en cuestión, en cuyo caso al versar el pleito sobre una materia regida por el derecho público provincial será ante sus propios tribunales (arts. 121, 122 y 124 de la Constitución Nacional), o que se demande al Estado Nacional, a quien únicamente le corresponde litigar ante la jurisdicción federal.

Al respecto, cabe recordar que, en causas en las que se presentaban circunstancias similares a las de autos, la Corte dispuso que la causa fuera devuelta al juzgado provincial interviniente, a fin de reconsiderar la procedencia de acumular en un mismo proceso la pretensión promovida contra el Estado Nacional, de modo de no frustrar la mencionada prerrogativa de ser demandado únicamente ante los tribunales federales.

El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.

Penta, Gabriel Darío c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986

FRO-Justicia Federal de Rosario, 22906/2021/CS1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Medidas cautelares. Transporte de carga. AFIP DGA. Economía procesal. Celeridad procesal. Cuestión no federal. Interpretación de normas y actos locales. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. Devolución del expediente. Competencia federal. 

Se debe poner de resalto que, por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas, en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.

De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal —o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería—, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.

Así entonces, corresponde recordar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria,

En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.

Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.

En este orden de ideas, en el sub lite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.

Se advierte que la parte actora efectúa un planteamiento conjunto de cuestiones locales y federales, ya que el asunto está directa e inmediatamente relacionado con el análisis e interpretación de normas locales, en principio, dictadas en ejercicio de las facultades previstas en el art. 121 y concordantes de la Constitución Nacional.

En estas circunstancias, no procede la competencia originaria de la Corte, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones intentada por la parte actora contra la provincia demandada y la AFIP - DGA (a la que le asiste la prerrogativa de litigar ante el fuero federal, según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional) resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, a la luz de las razones expuestas por la Corte en la causa “Mendoza”, ni existen motivos suficientes, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, para concluir que dicho litisconsorcio pasivo resulte necesario según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pudiendo demandar la actora a cada una de sus contrapartes en el fuero correspondiente: local o federal, según el caso.

Descartada, como ha sido, la posibilidad de que el caso pudiera corresponder a la instancia originaria de la Corte, y en lo que se refiere a la contienda negativa de competencia que la Corte debe dirimir, el reclamo de la actora debe ser formulado ante los tribunales que resulten competentes, cuya determinación surgirá según que se demande a la Provincia en cuestión, supuesto en el cual, al versar el pleito –como se dijo– sobre una materia que involucra el planteamiento conjunto de cuestiones locales y federales, será ante sus propios tribunales (arts. 121 y ss. de la Constitución Nacional), o que se demande a la AFIP - DGA, a quien únicamente le corresponde litigar ante la jurisdicción federal (arts.116 de la Constitución Nacional; 2° –inc. 6– y 12 de la ley 48; y 111, inc. 5°, de la ley 1893).

En tales condiciones, las actuaciones deberían continuar su trámite, en lo que se refiere a la pretensión cautelar promovida contra la AFIP - DGA, ante el Juzgado Federal, donde aquélla encontrará satisfecho el privilegio que le reconoce el art. 116 de la Constitución Nacional.

Consorcio Zona Franca Tucumán S.A. c/ Comité de Vigilancia Superior Gobierno de la Provincia de Tucumán y otros s/ Medida cautelar (residual)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2581/2021/CS1, 11 de abril de 2022

Ver dictamen

Acción contencioso administrativa. Telefonía celular. Telecomunicaciones. Contaminación ambiental. Entes autárquicos. Municipalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. Competencia federal. 

La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal (art. 116), y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.

Además, a los efectos de resolver las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda (art. 4º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión.

En tales condiciones, toda vez que la parte actora dirige su demanda contra la Provincia de Buenos Aires, entre otros, corresponde determinar si la Corte tiene competencia originaria y exclusiva para conocer en esta causa, atento a que el Tribunal es el único habilitado para establecer si un juicio debe sustanciarse ante sus estrados.

A tal efecto, según reiterada doctrina del Tribunal, para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito —ya sea como actora, demandada o tercero— y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.

Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria.

Ese requisito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia bajo examen, no se encuentra cumplido en autos. En efecto, de los términos de la demanda —a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4º y 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230—, se desprende que la actora dirige su pretensión contra el Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible, que es una entidad autárquica de derecho público que funciona en la órbita del Ministerio de Jefatura de Gabinete y Gobierno como nueva autoridad ambiental en reemplazo de la Secretaría de Política Ambiental, según los arts. 31 y siguientes de la ley de ministerios local 13.757 que la crea.

En razón de ello y dada la índole taxativa de la competencia dispuesta en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida a otros casos no previstos, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros, este proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte.

Siguiendo esa misma línea de análisis, sobre el punto, también surge de los términos de la demanda, que el objeto de la acción consiste en obtener una decisión judicial que ordene el desmantelamiento de una antena de telecomunicaciones y, por lo tanto, su trámite corresponde a la competencia de la justicia federal. Ello es así pues para resolver el pleito habrá que interpretar el sentido y alcance de normas de carácter federal, como lo es la ley nacional de telecomunicaciones 19.798 y la ley 27.078. Y además, porque puede verse comprometido el servicio telefónico celular empleado a nivel interprovincial o internacional y ello afectaría intereses que exceden los encomendados a los tribunales provinciales y se encuentran reservados a la jurisdicción federal.

Asociación Inquietudes Ciudadanas ONG c/ Municipalidad de Escobar s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2240/2021/CS1, 11 de abril de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Obras sociales. Cobertura médica. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Las cuestiones de competencia planteadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben decidirse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento y, a esos efectos, debe estarse al relato de los hechos contenido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la petición.

La situación encuentra suficiente respuesta en el pronunciamiento de esa Corte en los autos CSJ 1511/2021/CS1, "E.M.A. c/ IOMA s/ amparo". Se dijo allí que los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por disposiciones federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

G., M. P. c/ Instituto de Obra Médico Asistencial s/ Acción de amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2758/2021/CS1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Contienda positiva de competencia

Acción meramente declarativa. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia por la materia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión a los  fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”; y CSJ 1715/2019, “Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”, y sus respectivas citas..

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

No obstante que la causa fue elevada a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, y toda vez que, de acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Tribunal.

Al respecto, así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.

Se configura en la causa un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.

Por lo expuesto, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en una causa de manifiesto contenido federal.

La Dolce S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Agencia Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20550/2018/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Ejecución fiscal. Impuesto inmobiliario. Alumbrado, barrido y limpieza. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Dirección Nacional de Vialidad) s/ Ejecución fiscal (antes Expediente 104382/2017-0 del Juzgado CAyT Nº 9 Ciudad de Buenos Aires)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2272/2022/28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Multa. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Turismo de la Nacion) s/ Ejecución fiscal (antes Expediente CAU 11276/2017-0 del Juzgado PCyF Nº 4 Ciudad Autónoma de Buenos Aires)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2295/2022/28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Impuesto a la patente única sobre vehículos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejercito) s/ Ejecución fiscal (antes Expediente 15403/2019-0 del Juzgado CAYT Nº 8 Ciudad Autónoma de Buenos Aires)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2371/2022/28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Acción de repetición. Ejecución de sentencias contra el Estado. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte –por mayoría- en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio del Interior) s/ Repetición

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1363/2022/28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Estado Nacional. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte.

En efecto, toda vez que el Estado Nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.

Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Mendoza, Provincia de (Subsecretaria de Deportes) s/ Ejecución fiscal - Administración Federal de Ingresos Públicos

FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 31337/2019/CS1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia por la persona. Prórroga de la competencia. Competencia originaria. Incompetencia. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

En razón de ello, toda vez que el GCBA demanda a la Administración General de Puertos SE, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la causa debería tramitar ante la instancia originaria de la Corte, al ser la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes.

También cabe recordar que el Tribunal ha sostenido que, cuando el fuero federal está establecido en razón de la persona, puede declinarse y su renuncia puede ser explícita o surgir implícita de la postura que asuma en el proceso aquel a cuyo favor se establece.

En el sub lite se presenta una hipótesis de prórroga tácita, pues la Administración General de Puertos SE solicitó que se declare la caducidad de instancia sin cuestionar expresamente la competencia del fuero contencioso administrativo y tributario local, e insistió en tres oportunidades a la jueza local para que resuelva tal planteo.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Administración General de Puertos S.E. s/ Ejecución fiscal (antes Expediente 36279/2016-0 del Juzgado CAYT Nº 6 Ciudad Autónoma de Buenos Aires)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1193/2022/28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estado Nacional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte —por mayoría— en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa Estado Mayor General de la Armada) s/ Ejecución fiscal (antes Expediente 81031/2020-0 del Juzgado CAYT Nº 12 Ciudad Autónoma de Buenos Aires)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2244/2022/28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Amparo ambiental. Competencia originaria. Incompetencia. 

La causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda las asociaciones actoras inician acción colectiva de amparo ambiental contra el Ministerio de Transporte de la Nación, la Administración General de Puertos Sociedad del Estado, la Subsecretaría de Puertos Vías Navegables y Marina Mercante, el Ente Nacional de Control y Gestión de la Vía Navegable y el Ministerio de Ambiente, Desarrollo Sostenible y Cambio Climático de la Nación, a fin de que cesen las obras de dragado, re dragado, sobre dragado, profundización, cambio de traza o ensanchamiento y el uso del nuevo canal de navegación comercial para buques de ultramar, hasta tanto se realice el procedimiento legal de Evaluación de Impacto Ambiental y Evaluación Ambiental Estratégica, pero ninguno de ellos es una persona aforada a esta instancia originaria de la Corte, por lo que no se configuran los requisitos exigidos por el constituyente para habilitar la tramitación de la causa ante sus estrados.

El Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1º de la ley 48, 2º de la ley 4055 y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58.

Además, la facultad de las personas para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no las autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.

En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.

Unidos por la Vida y el Medio Ambiente y otro c/ Ministerio de Transporte de la Nación y otros s/ Amparo ambiental

FRO-Justicia Federal de Rosario, 23377/2022/CS1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Estado Nacional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte —por mayoría— en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional (entonces Ministerio del Interior y Transporte) que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Transporte - Secretaria de Transporte) s/ Ejecución fiscal (antes Expediente 53830/2019-0 del Juzgado CAYT Nº 9 Ciudad Autónoma de Buenos Aires)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2364/2022/28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca) s/ Ejecución fiscal (antes CAU 12825/2017-0 del Juzgado PCYF Nº 4 Ciudad de Buenos Aires)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2274/2022/20 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Cuestión federal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa FMZ 23044382/2009/CA1 - CS1 “Directv Argentina S.A. c/ Municipalidad de Maipú”.

Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

En tales condiciones, al ser parte la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en una causa de manifiesto contenido federal, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.

Directv Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 11222/2020/CA1-CS1, 15 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia originaria. Incompetencia. 

Remisión al dictamen de las causas U. 58, L. XLIX, “Unión Cívica Radical de la Provincia de La Rioja y otro c/ La Rioja, Provincia de s/ amparo” y CSJ 449/2019, “Frente para la Victoria – Distrito Río Negro y otros c/ Río Negro, Provincia de s/ amparo".

Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida por persona o poder alguno, el proceso resulta ajeno al conocimiento del Tribunal.

Creo Partido Político c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2607/2022/15 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Prevaricato. Competencia originaria. Incompetencia. 

El sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda el actor inicia acción de amparo por prevaricato contra los magistrados que integran la Cámara Federal de Apelaciones de Tucumán, ampliándola contra la Policía Federal Argentina, y ninguno de ellos es una persona aforada a esta instancia originaria de la Corte, por lo que no se configuran los requisitos exigidos por el constituyente para habilitar la tramitación de la causa ante sus estrados.

En efecto, el Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1º de la ley 48, 2º de la ley 4055 y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58.

Además, la facultad de las personas para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no las autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.

En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.

Brandan, Eduardo Enrique c/ Cámara Federal de Apelaciones de Tucumán s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1714/2022/15 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia originaria. Incompetencia. 

El sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda el actor dirige su pretensión contra distintos funcionarios públicos, y ninguno de ellos es una persona aforada a esta instancia originaria de la Corte, por lo que no se configuran los requisitos exigidos por el constituyente para habilitar la tramitación de la causa ante sus estrados.

En efecto, el Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1º de la ley 48, 2º de la ley 4055 y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58.

Además, la facultad de las personas para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no las autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.

En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.

De Amorrortu, Francisco Javier c/ Sabbatella, Martin y otros s/ Medida cautelar

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 14/2022/12 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.

En efecto, toda vez que la provincia demandante, a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con lo prescripto por el art. 117 de la Constitución Nacional, demanda al Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional), que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, entiendo que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.

Mendoza, Provincia de c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2307/2022/05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Acción declarativa de inconstitucionalidad. Tasa municipal. Cuestión de derecho público local. Sistema federal. Autonomía provincial. Competencia provincial. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, la Corte ha señalado que, en primer término, ha de estarse a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

La Corte, en forma reiterada, ha dicho que la nuda violación de derechos constitucionales provenientes de autoridades de provincia no es suficiente para sujetar por si sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá en razón de las personas cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional, o en razón de la materia cuando las causas versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por leyes de la Nación, en sentido estricto, esto es, cuando la solución de aquéllas dependa de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales -art. 116 de la Constitución Nacional y art. 2°, inc. 1°, de la ley 48-.

Al respecto, la competencia federal procede tan solo cuando la acción entablada se basa "directa y exclusivamente" en prescripciones constitucionales de carácter nacional, ley del Congreso o tratados, de tal suerte que la cuestión federal sea predominante en la causa, pero no cuando se incluyen también temas de índole local.

En consecuencia, este proceso corresponde a la competencia de los jueces provinciales, ya que aquel que deba resolver el pleito tendrá, ineludiblemente, que examinar el alcance de diversas normas locales creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y los efectos que la soberanía.

La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.

Autoservicio Mayorista Diarco S.A. c/ Municipalidad de La Matanza s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad

FSM-Justicia Federal de San Martín, 1724/2021/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia originaria. Amparo colectivo. Incompetencia. 

La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.

En tales condiciones, el Tribunal no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.

Sobre tales bases, el sub lite no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda el actor promueve acción de amparo contra el Estado Nacional, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan su tramitación ante los estrados del Tribunal.

En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros, este proceso de amparo resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.

En cuanto a la acumulación dispuesta por el juez federal de este pleito con la causa “Asociación Civil por la Justicia Ambiental y otros c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ amparo ambiental”, en trámite ante la Secretaría de Juicios Originarios del Tribunal, en reiteradas oportunidades este Ministerio Público ha sostenido que la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de procesos queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa.

Llorens, Mauricio Alejandro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986

FRO-Justicia Federal de Rosario, 26948/2022/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que, en el caso, el Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, demanda al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Estado Nacional (Ejército Argentino) c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Impugnación de acto administrativo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2394/2022/28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estado Nacional. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Toda vez que en el proceso el Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, dirige su pretensión contra la Provincia de Jujuy -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar el pleito en esta instancia originaria, por lo que resulta indiferente la materia sobre la que versa el proceso.

Estado Nacional (Ejército Argentino) c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1713/2022/28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4.084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa de certeza", y, CSJ 2900/2019, “Prysmian Energía, Cables y Sistemas de Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”.

Veronica S.A.C.I.A.F. E I c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2376/2022/28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017 “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal” la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Administracion General de Puertos Sociedad del Estado s/ Ejecución fiscal (antes expediente 229.048/2021-0 del Juzgado CAyT Nº 20 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2174/2022/28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia originaria. Regalías hidrocarburíferas. Prescripción. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión no federal. Cuestión de derecho común. Autonomía provincial. Sistema federal. Incompetencia. 

Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. 

Por lo tanto, quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local, que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o judiciales de autoridades provinciales, ya que el respeto de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que versan sobre cuestiones propias del derecho provincial. 

A la luz de dichas pautas jurisprudenciales, en el sub lite, la cuestión que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal y por ende no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. 

Se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos de la demanda para determinar la competencia, según los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 321:2592; 327:4865; 327:4865.

Las cuestiones planteadas por el peticionante con relación a las pretensiones de la provincia encierran un planteo conjunto de un asunto de naturaleza local con uno de naturaleza federal ello; a la luz de normas de derecho común según lo establecido por el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional, las que deben ser interpretadas en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, todo lo cual no es del resorte de esta Corte por la vía de su instancia originaria.   

Es que, dentro de las atribuciones del Congreso de la Nación y de los distintos tipos de leyes que sanciona, se encuentra la de dictar las que se denominan de “derecho común”, cuya aplicación corresponde a los tribunales federales o provinciales, según que las cosas o las personas caigan bajo sus respectivas jurisdicciones, tal como expresamente lo establece el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional.   

El propósito perseguido por el constituyente al conferir al Poder Legislativo Nacional tal atribución no fue otro que el de lograr la uniformidad de las instituciones sustantivas o de fondo salvaguardando al propio tiempo la diversidad de jurisdicciones que corresponde a un sistema federal de gobierno. 

En el marco de lo anterior, la Corte tiene dicho que la competencia atribuida por el art. 116 de la Constitución Nacional a esta Corte y a los tribunales inferiores de la Nación con respecto a las causas que versen sobre puntos regidos por las leyes de la Nación encuentra como límite también la reserva hecha en el citado inciso 12 del artículo 75 y, por consiguiente, la demanda que, como en el sub lite, se centra en la prescripción de la acción para exigir el pago de regalías hidrocarburíferas, debe ser juzgada por los jueces locales, ya que su aplicación le corresponde a ellos al caer las cosas de que se trata bajo su jurisdicción. De lo contrario, si a través de la competencia originaria se pudiesen juzgar los casos vinculados con actos de los poderes públicos provinciales, con relación a los cuales, en ejercicio de los deberes y facultades administrativas provinciales, las autoridades han hecho una determinada aplicación de la legislación común, se habría establecido una subordinación de aquéllas con respecto al gobierno central, en desmedro de las autonomías locales que constituyen la esencia del sistema federal de gobierno adoptado por nuestra Constitución. 

Asimismo, en este tema, corresponde traer a colación que el artículo 31 de la Constitución consagra expresamente el principio según el cual la Constitución Nacional, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante cualquier disposición en contrario que pudieren contener las leyes o constituciones provinciales. 

Esa disposición constitucional, que rige en el ámbito de toda la Nación, es la que determina la atribución que tienen y el deber en que se hallan los tribunales de justicia locales de examinar las leyes en los casos concretos que se plantean, interpretándolas adecuadamente, y, en su caso, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y abstenerse de aplicarlas, si se encuentran en oposición con ella.  

Tal estado de cosas trae aparejado que no exista óbice para que todo magistrado argentino, federal, nacional o provincial, sea cual fuere su competencia, se pronuncie sobre las cuestiones constitucionales que pudiesen proponerse en los asuntos que deba juzgar, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad que ejercen todos los jueces del país, de nuestro sistema federal y de las autonomías provinciales.  

La correcta aplicación de esos principios guarda los legítimos fueros de las entidades que integran el gobierno federal dentro de su normal jerarquía, dado que carece de objeto llevar a la justicia nacional el cuestionamiento de una ley, un decreto, o un acto que, en sus efectos, puede ser rectificado por la magistratura provincial. 

La solución que propicia esta Procuración General es la que mejor se engarza con el carácter excepcional del fuero federal y, por ende, de la competencia originaria de la Corte, que es de índole taxativa y, en consecuencia, se halla circunscripta a las causas que expresamente le atribuye la Constitución Nacional en los arts. 116 y 117 y no puede ser extendida por persona o poder alguno.   

En atención a lo expuesto, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.

Yacimientos Petrolíferos Fiscales - YPF S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1791/2022/28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia originaria. Lesiones culposas. Estados extranjeros. Embajadas. Incompetencia. 

La Corte tiene establecido que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º, del decreto-ley 1285/58, por lo que no habilita su jurisdicción originaria el eventual daño ocasionado por una cosa perteneciente a su legación.

Por otra parte, no se aprecia de lo actuado, ni existe manifestación alguna que autorice a concluir que el suceso haya afectado el desempeño de sus actividades oficiales, así como tampoco que el delito pudiere haber interferido en las funciones propias de la embajada o de sus funcionarios, sin que baste la mera posibilidad de tal afectación para hacer surtir su competencia excepcional.   

Sobre la base de estas consideraciones, y en tanto no se acredite alguno de los extremos enunciados, esta causa resulta ajena a la competencia originaria de la Corte.

N.N. s/ Lesiones culposas (Artículo 94 - 1° párrafo)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1522/2021/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4.084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa de certeza", y, CSJ 2900/2019, “Prysmian Energía, Cables y Sistemas de Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”.

Laboratorios Temis Lostalo S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Acción meramente declarativa

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1413/2022/28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicio en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ La Pampa, Provincia de (Ministerio de Salud) s/ Ejecutivo (antes exp 147837/2021-0 del Juzgado CAyT N° CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1961/2022/25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicio en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1426/2022 “Fortalein Sociedad c/ Misiones, Pcia. de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.

Fortalein Sociedad Anónima c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1524/2022/25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Percepción de impuestos. Impuesto a los ingresos brutos. Facultades tributarias provinciales. Juicio en que es parte una provincia. Interpretación de leyes federales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, se da cuando es parte una provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, en los casos en que la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones  extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa.

Aunque la acción de certeza se dirige contra normas locales, la resolución del planteo esgrimido exige dilucidar si la demandada pretende ejercer sus facultades tributarias de modo tal que sean susceptibles de afectar la regulación de la actividad bancaria, que constituye una atribución del Gobierno Nacional, disposiciones de naturaleza federal cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que aquí se alega.

Ello implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.

Al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad del actor, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.

Banco Credicoop Cooperativo Limitado c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1665/2022/25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Inmigrante. Menores. Control de legalidad. Establecimiento para menores. Competencia provincial. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

Las presentes actuaciones tienen por objeto el control de legalidad de la medida de protección excepcional dispuesta en la resolución 062-22 de la Secretaría de Primera Infancia, Niñez y Familia dependiente del Ministerio de Desarrollo Social de la provincia de Salta, de acuerdo con los términos previstos en la norma provincial aplicable. 

No resulta pertinente la invocación de lo dispuesto en la ley migratoria respecto de la atribución de competencia a la justicia federal, en la medida en que, tal como surge de la letra del artículo 98, la asignación de dicha competencia queda circunscripta al control judicial de los actos dictados por la Dirección Nacional de Migraciones en el ámbito de actuación previsto en los títulos V y VI de la ley en cuestión, supuestos ajenos a la cuestión planteada en la presente causa.

Al tratarse de un proceso no contencioso sin contraparte alguna, tampoco corresponde la  competencia federal al no darse los supuestos que determinan su viabilidad, la cual, a tenor de la doctrina sentada por la Corte, es de excepción y debe limitarse al conocimiento de los asuntos contenciosos que la ley le atribuye.

A. G., R. A. s/ Orden de retención – migraciones

FSA-Justicia Federal de Salta, 6827/2022/CS1, 25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Medidas cautelares. Energía eléctrica. Juicio en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte en razón de las personas. Toda vez que la Provincia de Río Negro -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental-, deduce demanda contra el Estado Nacional, -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.

Incidente N° 1 - Actor: Río Negro, Provincia de - Demandado: Estado Nacional s/ Incidente de medida cautelar

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1565/2022/1, 25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicio en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Corrientes, Provincia de (Ministerio de Salud de Corrientes) s/ Ejecutivo (antes expediente 196.399/2021-0 del Juzgado CAyT N° 13 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1902/2022/25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Juicio ejecutivo. Cobro de sumas de dinero. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicio en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

La única forma de conciliar lo dispuesto en el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de la Provincia del Chubut, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Ciudad de Buenos Aires, es sustanciar la acción ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chubut, Provincia del (Ministerio de Salud - Unidad de Gestión Provincial del Programa Federal de Salud de Chubut - PROFE -) s/ Ejecutivo (antes expediente 58.086/2022-0 del Juzgado CAyT N° 21 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1962/2022/25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Acción declarativa de inconstitucionalidad. Ordenanzas municipales. Tributos. Tasa municipal. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.

Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.

Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.

La Corte reiteradamente ha dicho que la nuda violación de derechos constitucionales provenientes de autoridades de provincia, no sujeta, por sí sola, las causas que de ella surjan al fuero federal, que solo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional, o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal.

La alegada violación del art. 9° de la ley de coparticipación tampoco determina la competencia federal para entender en estas actuaciones, pues resulta aplicable lo resuelto por la Corte en el precedente de Fallos: 332:1007, donde señaló que el régimen de coparticipación federal, aunque con diversa jerarquía, forma parte integrante del plexo normativo local.

El objeto de la pretensión consistente en obtener la declaración de inconstitucionalidad de la ordenanza 9/2021 de la Municipalidad de Monte Buey por la que se instituye una tasa de almacenamiento, traslado y reciclado de neumáticos fuera de uso, que deberá ser abonada, solidariamente, por el generador y el distribuidor de los neumáticos, a la que la actora tacha de contraria a distintos derechos consagrados en la Constitución Nacional, en diversos tratados sobre derechos humanos, en la ley de coparticipación federal 23.548 y en la Constitución de la Provincia de Córdoba, no es una cuestión que revista un exclusivo contenido federal.

Cuanto menos, estamos en presencia de un planteo conjunto, de cuestiones federales y locales que debe ser resuelta, en primer término, por los jueces provinciales, solución que tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.

El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.

Fortalein Sociedad Anónima c/ Córdoba, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1526/2022/25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional (Ejército Argentino), que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) s/ Ejecución fiscal (antes expediente 14.983/2019-0 del Juzgado CAyT N° 13 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2062/2022/25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte —por mayoría— en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116, 117 y 129 de la Constitución Nacional; art. 1°, inc. 1°, de la ley 48; y art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ratificado por ley 14.467).

Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Administracion de Infraestructuras Ferroviarias Sociedad del Estado (ADIFSE) s/ Ejecutivo (antes expediente 48.443/2018-0 del Juzgado CAyT N° 9 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1903/2022/25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Empresa de navegación. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Dirección General de Rentas. Procesos de conocimiento. Prescripción. Procedimiento administrativo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

En atención a lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte.

Por otra parte, cabe señalar que, según el art. 8° de la ley de administración financiera y de los sistemas de control del Sector Público Nacional, integran el Sector Público Nacional las "Empresas y Sociedades del Estado que abarca a las Empresas del Estado, las Sociedades del Estado, las Sociedades Anónimas con Participación Estatal Mayoritaria, las Sociedades de Economía Mixta y todas aquellas otras organizaciones empresariales donde el Estado nacional tenga participación mayoritaria en el capital o en la formación de las decisiones societarias".

También, de acuerdo con el organigrama vigente, la actora es un ente del Sector Público Nacional que actúa en el ámbito del Ministerio de Defensa.

Asimismo, por medio de la decisión administrativa 85/18, el jefe de gabinete de ministros aprobó los "Lineamientos de Buen Gobierno para Empresas de Participación Estatal Mayoritaria de Argentina", de aplicación para las empresas y sociedades consignadas en el art. 8°, inc. b), de la ley 24.156 y para todos aquellos organismos descentralizados cuyo objetivo esencial sea la producción de bienes o servicios.

En consecuencia, toda vez que la actora resulta una sociedad anónima con participación mayoritaria del Estado Nacional, que demanda en el sub lite al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.

Talleres Navales Dársena Norte S.A.C.I. y Naviera Tandanor c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Administración Gubernamental de Ingresos Públicos - Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16322/2020/CS1, 14 de octubre de 2022

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Acción de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Percepción de impuestos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, se da cuando es parte una provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, en los casos en que la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa.

Aunque la acción de certeza e inconstitucionalidad se dirige contra normas locales, la resolución del planteo esgrimido exige dilucidar si la demandada pretende ejercer sus facultades tributarias de modo tal que sean susceptibles de afectar la regulación de la actividad bancaria, que constituye una atribución del Gobierno Nacional, disposiciones de naturaleza federal cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que aquí se alega.

Ello, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.

En razón de lo expuesto, al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.

Industrial and Commercial Bank of China (Argentina) S.A.U. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1478/2022/04 de octubre de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de las causas O. 459, L.XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4.084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa de certeza", y, CSJ 2900/2019, “Prysmian Energía, Cables y Sistemas de Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”.

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1337/2022/04 de octubre de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de las causas O. 459, L.XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de

R.P.B. S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1412/2022/04 de octubre de 2022

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Percepción de impuestos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 

Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, se da cuando es parte una provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, en los casos en que la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa.

Aunque la acción de certeza se dirige contra normas locales, la resolución del planteo esgrimido exige dilucidar si la demandada pretende ejercer sus facultades tributarias de modo tal que sean susceptibles de afectar la regulación de la actividad bancaria, que constituye una atribución del Gobierno Nacional, disposiciones de naturaleza federal cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que aquí se alega.

Ello, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.

En razón de lo expuesto, al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de las actoras, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.

Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1489/2022/04 de octubre de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de las causas O. 459, L.XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4.084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa de certeza", y, CSJ 2900/2019, “Prysmian Energía, Cables y Sistemas de Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”.

Petroquímica Cuyo S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1616/2022/04 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia originaria. Medidas autosatisfactivas. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Protección del medio ambiente. Sistema federal. Autonomía provincial. Incompetencia. 

En cuanto a la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, corresponde advertir que en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.

Por lo tanto, quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.

El caso en estudio encuadra en este supuesto. En efecto, según se desprende de los términos de la demanda, se deduce una medida autosatisfactiva a fin de que las autoridades locales suspendan las obras públicas que están llevando a cabo en dicha localidad hasta tanto se convoque a una mesa de diálogo o se llame a consulta previa a las comunidades que habitan la zona, por lo que la materia en examen requiere, por un lado, la revisión de omisiones, actos y vías de hecho de las autoridades administrativas locales vinculadas con el ejercicio del poder de policía ambiental, que es un asunto regido sustancialmente por el derecho público local y, por lo tanto, de competencia de las autoridades provinciales, de conformidad con los arts. 41, párr. 3º y 121 y siguientes de la Constitución Nacional.

Al respecto, la Corte ha resuelto que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo aquéllas, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido.

Tal conclusión es la que debe extraerse de la propia Constitución Nacional, la que, si bien establece que le cabe a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, reconoce expresamente las jurisdicciones locales en tal materia, las que no pueden ser alteradas.

Por otro lado, las conclusiones expuestas no se ven modificadas por el hecho de que las violaciones que se denuncian el actor lo vincula con las garantías que la Constitución Nacional le reconoce a las comunidades indígenas, ya que su presencia en juicio, o el reconocimiento de los derechos que invocan, no transforma a la cuestión planteada en una que pueda ser calificada como predominante o exclusivamente federal y que, como tal, justifique, por la sola presencia de las garantías que se dicen afectadas por la comunidad, la jurisdicción constitucional que se pretende mediante el planteo efectuado en la causa.

En consecuencia, resulta evidente que el conflicto enunciado pertenece al ámbito local y requiere para su solución la interpretación y aplicación del ordenamiento jurídico provincial, ello sin perjuicio de una eventual cuestión federal en los términos del art. 75 inc. 17 de la Constitución Nacional que oportunamente podría habilitar la instancia extraordinaria ante la Corte Suprema.

La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza.

En razón de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros, el proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.

Puel, Raúl Alberto y otro c/ Municipalidad de Villa Pehuenia y otro s/ Medida autosatisfactiva

FGR-Justicia Federal de General Roca, 8137/2022/CS1, 22 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sentado lo anterior, la única forma de conciliar lo dispuesto en el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de la Unidad de Gestión Provincial del Programa Federal de Salud – Profe Salta, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Ciudad de Buenos Aires, es sustanciar la acción ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Salta, Provincia de (Ministerio de Salud – Unidad de Gestión Provincial del Programa Federal de Salud de Salta – PROFE -) s/ Ejecutivo (antes expediente 147.962/2021-0 del Juzgado CAYT Nº 2 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1875/2022/22 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Servicio Penitenciario Federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Dirección Nacional del Servicio Penitenciario Federal, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia – Servicio Penitenciario Federal) s/ Ejecución fiscal (antes expediente 104.372/2017-0 del Juzgado CAYT Nº 1 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1686/2022/22 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Juicios contra el Estado. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional (Ejército Argentino), que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Ejecución fiscal (antes expediente 958.240/2009 del Juzgado CAYT Nº 14 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1892/2022/22 de septiembre de 2022

Ver dictamen

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional (Ejército Argentino), que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Policía Federal Argentina s/ Ejecución fiscal (antes expediente 81.901/2017-0 del Juzgado CAYT Nº 12 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1777/2022/22 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Administración de Infraestructuras Ferroviarias Sociedad del Estado (ADIF S.E.) s/ Ejecución fiscal (antes expediente 50.531/2018-0 del Juzgado CAYT Nº 22 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1411/2022/12 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Universidades nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Universidad de Buenos Aires, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Universidad de Buenos Aires s/ Ejecución fiscal (antes expediente 10.463/2014-0 del Juzgado CAYT Nº 19 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1645/2022/12 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia originaria. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión no federal. Impuesto sobre los ingresos brutos. Autonomía provincial. Sistema federal. Incompetencia. 

Dado que en este proceso se encuentra demandada la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se debe examinar si la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, en atención a la prerrogativa jurisdiccional de la que goza aquélla, de acuerdo con lo resuelto por el Tribunal en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, oportunidad en la que sostuvo que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.

En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.

Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.

En este orden de ideas, en el sub lite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.

Es que, según se desprende de los términos de la demanda, aquí se efectúa un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza federal -como es el atinente a determinar si la pretensión tributaria de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos la actividad desplegada por la actora en la central nuclear Atucha II en virtud del contrato que celebró con NASA, invade un ámbito propio de la Nación- con otros de orden local, referentes a la validez de los actos y normas locales según los cuales: i) el plazo de prescripción se computa de forma diferente de la prevista por el Código Civil y Comercial de la Nación; ii) se liquidaron intereses resarcitorios en ausencia de mora culpable, en contra de lo dispuesto por el art. 888 del Código Civil y Comercial de la Nación; y iii) se extendió la responsabilidad solidaria por el cumplimiento de las obligaciones tributarias de la empresa al demandante; todo ello, a la luz de normas de derecho común según lo establecido por el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional, las que deben ser interpretadas en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, todo lo cual no es del resorte de esta Corte por la vía de su instancia originaria.

El Tribunal ha dicho que dentro de las atribuciones del Congreso de la Nación y de los distintos tipos de leyes que sanciona, se encuentra la de dictar las que se denominan de derecho común, cuya aplicación corresponde a los tribunales federales o locales, según que las cosas o las personas caigan bajo sus respectivas jurisdicciones, tal como expresamente lo establece el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional.

En la misma oportunidad, señaló que el propósito perseguido por el constituyente al conferir al Poder Legislativo Nacional tal atribución no fue otro que el de lograr la uniformidad de las instituciones sustantivas o de fondo, salvaguardando al propio tiempo la diversidad de jurisdicciones que corresponde a un sistema federal de gobierno, y que, por ese motivo, la competencia atribuida por el art. 116 de la Constitución Nacional a esa Corte y a los tribunales inferiores de la Nación con respecto a las causas que versen sobre puntos regidos por las leyes de la Nación encuentra como límite también la reserva hecha en el citado inc. 12 del art. 75 y, por consiguiente, la demanda que, como en el sub lite, se funda directamente en la falta de validez de normas y actos de la Ciudad por considerarlos además contrarios a las disposiciones del derecho común debe ser juzgada por los jueces locales, ya que su aplicación le corresponde a ellos al caer las cosas de que se trata bajo su jurisdicción.

La Corte concluyó en que, si a través de la competencia originaria se pudiesen juzgar los casos vinculados con actos de los poderes públicos provinciales, con relación a los cuales, en ejercicio de sus deberes y facultades administrativas, las autoridades han hecho una determinada aplicación de la legislación común, se habría establecido una subordinación de aquéllas con respecto al gobierno central, en desmedro de las autonomías locales que constituyen la esencia del sistema federal de gobierno adoptado por nuestra Constitución.

Asimismo, el art. 31 de la Constitución Nacional consagra expresamente el principio según el cual esa Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, son la ley suprema de la Nación, y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante cualquier disposición en contrario que pudieren contener las leyes o constituciones provinciales. Esa disposición constitucional, que rige en el ámbito de toda la Nación, es la que determina la atribución que tienen y el deber en que se hallan los tribunales de justicia locales de examinar las leyes en los casos concretos que se plantean, interpretándolas adecuadamente, y, en su caso, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y abstenerse de aplicarlas, si se encuentran en oposición con ella.

Tal estado de cosas trae aparejado que no exista óbice para que todo magistrado argentino, federal, nacional o provincial, sea cual fuere su competencia, se pronuncie sobre las cuestiones constitucionales que pudiesen proponerse en los asuntos que deba juzgar, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad que ejercen todos los jueces del país, de nuestro sistema federal y de las autonomías provinciales.

Por otra parte, la solución propiciada es la que mejor se engarza con el debido respeto del sistema federal, en cuanto éste exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprenden esos pleitos sean susceptibles de una adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario, regulado por el art. 14 de la ley 48.

En tales condiciones, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, la causa no corresponde a la competencia originaria del Tribunal.

En cuanto a la eventual procedencia de la conexidad a la que se refiere la magistrada que intervino, con respecto a la causa CSJ 470/2021, “Federal Service SRL y otro c/ GCBA–AGIP s/ acción declarativa”, en la que este Ministerio Público dictaminó que correspondía a la instancia originaria de la Corte, cabe recordar que en reiteradas oportunidades este Ministerio Público ha sostenido que la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de procesos queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa.

En tales condiciones, corresponde que el Tribunal evalúe si se presentan en el sub lite los recaudos que establece la ley para que proceda la acumulación de los procesos.

Federal Service S.R.L. y otro s/ Impugnación de Actos Administrativos (Antes Expediente 16.8804/2022-O del Juzgado CAYT Nº 22 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1466/2022/07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Acción de nulidad. Cosa juzgada írrita. Autonomía provincial. Incompetencia. 

Dado que en este proceso se encuentra demandada la provincia de Córdoba, cabe precisar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo único caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.

El caso, no reviste el carácter de causa civil ni trata de una materia de naturaleza federal, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, la actora, mediante una acción de nulidad, pretende obtener la revisión de una sentencia definitiva dictada por un tribunal provincial pasada en autoridad de cosa juzgada, a fin de dejar sin efecto una condena por cohecho activo dictada en su contra.

En efecto, los supuestos en los que se requiere examinar e interpretar resoluciones judiciales locales, no son del resorte de la Corte, ya que éstas son dictadas en ejercicio de una actividad reservada por las provincias, en relación a la cual conservan una autonomía absoluta con arreglo a las normas constitucionales e infraconstitucionales que han sancionado para garantizar y organizar su administración de justicia, y que reglan el procedimiento a que han de sujetarse los tribunales locales en la tramitación de los procesos que se ventilan ante su jurisdicción.

En tales condiciones, toda vez que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, en ese punto, el proceso resulta ajeno a esta instancia.

Por su parte, el abordaje del planteo relativo a la acción de nulidad por cosa juzgada írrita contra la resolución dictada por la Corte, requiere de la valoración de aspectos ajenos a la vista conferida, cuya interpretación y decisión corresponde a los jueces de la causa.

J., Marcos c/ Córdoba, Provincia de (Poder Judicial) y otro s/ Nulidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1857/2021/07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estado Nacional. Prórroga de la competencia. Competencia por la persona. Renuncia a la competencia. Incompetencia. Competencia federal. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. 

Toda vez que la Provincia de San Juan demanda al Estado Nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley fundamental, como el estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resultaría indiferente la materia del pleito.

Sin embargo, desde antiguo la Corte ha reconocido la validez de la prórroga de la competencia originaria de la Corte, a favor de los tribunales inferiores de la Nación, cuando dicha jurisdicción originaria corresponde ratione personae. Ello así, por constituir una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada expresa o tácitamente.

Del Convenio Macro se extrae que la provincia actora, al suscribirlo, renunció expresamente al derecho a la jurisdicción originaria que le confiere el art. 117 de la Ley Fundamental, lo que trae aparejado una prórroga a favor de la justicia federal.

San Juan, Provincia de c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Cumplimiento de convenio y cobro de sumas de dinero

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2286/2019/07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Cultura de La Nación) s/ Ejecución fiscal (antes expediente 10.845/2013-0 del Juzgado CAYT Nº 23 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1568/2022/07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Correo oficial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal", la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sentado lo anterior, la presente causa corresponde a la competencia originaria de la Corte en razón de las personas. En efecto, al ser partes en esta causa el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y una entidad nacional que, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, tiene derecho al fuero federal, que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.

Correo Oficial de la República Argentina S.A. c/ Dirección General de Defensa y Protección al Consumidor s/ Recurso directo (antes expediente 164.493/2021-0 de la Sala CATYRC 3 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1039/2022/07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Correo oficial. Clausura del establecimiento. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión federal. Competencia por la materia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

Asimismo, el Correo Oficial es una entidad nacional que tiene derecho al fuero federal, por lo que la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el GCBA a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, como el Correo Oficial al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en instancia de la Corte, por lo que resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.

Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte, si es parte una provincia -o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires-, es al verificarse que la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.

Más allá de que esta acción tenga su origen en actos y normas de naturaleza local, lo medular del planteo exige esencial e ineludiblemente determinar, en forma previa, si la clausura dispuesta por el GCBA al local del Correo Oficial invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación.

Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2° inc. 1° de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina la Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.

En virtud de lo expresado, se configura en la causa, además, un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Correo Oficial de la República Argentina S.A. s/ Inhibitoria en autos: CAF 9397/2022 Correo Oficial de la República Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo Ley 16.986 (Juzgado Contencioso

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 778/2022/17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Misiones, Provincia de (Ministerio de Salud) s/ ejecución fiscal (antes Expediente 147978/2021-O del Juzgado CAYT Nº 8 CABA

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1327/2022/17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 778/2022, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Correo Oficial de la República Argentina S.A. s/ Inhibitoria en autos CAF 9397/2022 Correo Oficial de la República Argentina S.A. c/ GCBA s/ Amparo Ley 16.986 (Juzg. Cont. Adm. Fed. N° 6)”.

Correo Oficial de la República Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo Ley 16.986

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 9397/2022/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de las causas O. 459, L.XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4.084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa de certeza", y, CSJ 2900/2019, “Prysmian Energía, Cables y Sistemas de Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”.

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en una causa de manifiesto contenido federal.

La Dolce S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Agencia Gubernamental de Ingresos Públicos s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 71350/2018/17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Acción contencioso administrativa. Juicios en que es parte una provincia. AFIP. Cuestión federal. Interpretación de la ley. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cuando una Provincia demanda a una entidad nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria del Tribunal.

Por lo demás, no se escapa de consideración la jurisprudencia de la Corte que establece que al ser una provincia parte en la causa y tener ésta manifiesto contenido federal, en el que está en juego el alcance y la interpretación del art. 40 de la ley de impuesto a las ganancias, en lo atinente a las salidas no documentadas, el caso se revela como de aquellos reservados a la jurisprudencia originaria de la Corte.

Frente al planteo provincial sustentado en la inmunidad fiscal de que goza y en la afectación de su autonomía, la solución que aquí se adapta no debe interpretarse como una limitación de ella, toda vez que la Corte constituye el fuero natural de las provincias argentinas y sus competencias -por provenir de la propia Constitución- no son susceptibles de ampliarse ni restringirse o modificarse, mediante normas legales.

Provincia de Misiones c/ Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva s/ Contenciosos administrativo – varios

FPO-Justicia Federal de Posadas, 11486/2019/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nación, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustentar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos) s/ Ejecución fiscal (antes expediente 177498/2021-O del Juzgado CAYT Nº 2 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1444/2022/17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Amparo colectivo. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión federal. Autonomía provincial. Contaminación ambiental. Sistema federal. Competencia originaria. Incompetencia. 

El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia —o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires— se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.

Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades locales.

Esta última hipótesis es la que se presenta en el sub examine, toda vez que, según se desprende de los términos de la, la asociación civil actora pretende que se revoque cualquier autorización, permiso de obra o habilitación de explotación gastronómica y comercial en el inmueble situado en Capital Federal.

En tales condiciones, para resolver lo medular de las cuestiones planteadas, tendrá que acudirse, necesaria e ineludiblemente, a las normas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que conforman el régimen propio del asunto debatido, interpretándolas en su espíritu y en los efectos que la autonomía local ha querido darles, cuestión que no es del resorte de la Corte, ya que no es apta para instar la competencia del art. 117 de la Constitución Nacional.

Por otra parte, como regla general, en los procesos referidos a cuestiones ambientales, la competencia originaria procede si es parte una provincia —o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires— y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad que requiere el art. 7º, segundo párrafo, de la ley general del ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales Interjurisdiccionales.

En ese sentido, es dable resaltar que la Corte, a través de distintos precedentes, ha delineado los criterios que deben tenerse en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, al establecer que, en primer término, hay que delimitar el ámbito territorial afectado pues, como lo ha previsto el legislador nacional, aquélla corresponde cuando está en juego un recurso ambiental interjurisdiccional.

Asimismo, es preciso recordar que la definición de la naturaleza federal del pleito debe ser realizada con especial estrictez, por lo que resulta imprescindible demostrar, con alguna evaluación científica, la efectiva contaminación o degradación de carácter interjurisdiccional de tal recurso, esto es, la convicción debe necesariamente surgir de los términos en que se formule la demanda y de los estudios ambientales que la acompañen, lo que permitirá sostener la pretendida interjurisdiccionalidad, o, en su defecto, la de alguna evidencia que pruebe que resulta verosímil la afectación de las jurisdicciones involucradas.

En el caso, no se cumplen dichos recaudos, según surge de los términos del escrito de inicio y de la prueba documental agregada al expediente, puesto que no se han aportado elementos que permitan sostener que la materia sobre la que versa el pleito tiene exclusivo contenido federal, en la medida en que la demanda iniciada por la parte actora está dirigida a que se ordene la recomposición y remediación ambiental del espacio público vinculado con el inmueble. 

Tampoco procede la competencia originaria ratione personae, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora es inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

En efecto, las diversas conductas a juzgar impiden concluir que los sujetos procesales pasivos estén legitimados sustancialmente en forma inescindible, de modo tal que la sentencia de mérito deba ser pronunciada indefectiblemente frente a todos ellos.

La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías locales, que exige que sean los magistrados de esa índole los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de carácter federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.

En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente “Sojo”, publicado en Fallos: 32:120, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.

Asociación Civil Patrimonio de Belgrano c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Amparo - (antes Expediente 1561/2019-O Juzgado CAYT nº 17 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 856/2022/17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CSJ 2365/2017, "Bureau Veritas Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ acción declarativa de certeza".

Al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.

Adecco Recursos Humanos Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1170/2022/17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Estado Nacional. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.

La forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como las provincias a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.

Misiones, Provincia de s/ Inhibitoria en autos: Asociación de Productores Molineros de Corrientes c/ Instituto Nacional de la Yerba Mate y otro s/ Amparo Ley 16.986 (FCT 000435/2022 – Juzg. Fed. De Paso de los Libres)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 843/2022/14 de julio de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Salta, Provincia de (Ministerio de Salud Pública) s/ Ejecución fiscal (antes expediente 146720/2021-0 del Juzgado CAYT Nº 21 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1226/2022/14 de julio de 2022

Ver dictamen

Juicio ejecutivo. Cobro de sumas de dinero. Estado Nacional. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte en razón de las personas. En efecto, toda vez que el Estado Nacional-Ministerio de Seguridad -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a una Provincia -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- esa es la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales, sustanciando la acción en esta instancia originaria, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.

Estado Nacional (Ministerio de Seguridad de la Nación) c/ Mendoza, Provincia de s/ Ejecutivo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 943/2022/14 de julio de 2022

Ver dictamen

Acción declarativa de inconstitucionalidad. Estado Nacional. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La Corte resulta competente para conocer en su instancia originaria en el sub lite, al ser parte una provincia y el Estado Nacional.

Estado Nacional c/ Río Negro, Provincia de y otra s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2065/2017/14 de julio de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 843/2022, “Misiones, Provincia de s/ Inhibitoria en autos: Asociación de Productores Molineros de Corrientes c/ Instituto nacional de la Yerba Mate y otro s/ Amparo Ley 16.986 (FCT 000435/2022 - JUZG. FED. DE PASO DE LOS LIBRES)”.

Asociación de Productores Molineros de Corrientes c/ Instituto Nacional de la Yerba Mate y otro s/ Amparo Ley 16.986

FCT-Justicia Federal de Corrientes, 435/2022/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Medidas cautelares. Impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cuestión análoga a los dictámenes de las causas CSJ 332/2020, “Delta Dock S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; FBB 8631/2020/CS1, “Terminal Bahía Blanca S.A. c/ Pcia. de Buenos Aires s/ Medida cautelar”; CSJ 1765/2020, “Terminal de Servicios Portuarios Patagonia Norte S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 Cód. Procesal); FSM 13120/2021/CS1, “Vitco S.R.L. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Medida cautelar” y FSM 13104/2021/CS1, “Complejo Portuario Euroamérica S.A. c/ Provincia de Buenos Aires y otro s/ Medida cautelar”.

La Corte tiene dicho en reiterados precedentes que no basta con que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, ya que resulta necesario, además, examinar la materia sobre la que versa, esto es que ella sea de manifiesto contenido federal es decir, que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.

Esta hipótesis, en la que procede la justicia federal en razón de la materia, lleva el propósito de afirmar las atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima.

Por otro lado, se debe atender exposición de los hechos de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4º y 5º del C.P.C.C.N.

El planteamiento que efectúa la parte actora reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, es apto para surtir la competencia originaria de la Corte, pues según se desprende de los términos del escrito introductorio, la actora, mediante la medida cautelar anticipatoria planteada solicita que las demandadas se abstengan de aplicar diversas disposiciones locales por entender que son contrarias, en forma directa, a la Constitución Nacional en cuanto afectan facultades exclusivas del Congreso Nacional en materia de aduana, comercio interjurisdiccional, importación y exportación de mercadería, colisionar con la jurisdicción nacional en materia de actividades portuarias, el Régimen Federal de Puertos y la Ley de Navegación y Comercio de Cabotaje Nacional.

En tales condiciones, aun cuando dicho planteo se dirige al cuestionamiento de normas locales, lo medular de él, remite necesariamente a dilucidar si lo legislado por la autoridad local interfiere en un ámbito que es propio de la Nación, llevando a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.

Así las cosas, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental, a las que alude el art. 2º, inc. 1º de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.

En atención a lo expuesto, al ser parte una Provincia en un pleito de naturaleza federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.

Complejo Portuario Euroamérica S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Medida cautelar

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1271/2022/14 de julio de 2022

Ver dictamen

Medidas cautelares. Ley tributaria. Ley provincial. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa “A.F.I.P. c/ Neuquén, Provincia s/ Ejecución fiscal”, publicado en Fallos: 331:793.

Cuestión análoga a los dictámenes de las causas CSJ 332/2020, “Delta Dock S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; FBB 8631/2020/CS1, “Terminal Bahía Blanca S.A. c/ Pcia. de Buenos Aires s/ Medida cautelar”; CSJ 1765/2020, “Terminal de Servicios Portuarios Patagonia Norte S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 Cód. Procesal); FSM 13120/2021/CS1, “Vitco S.R.L. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Medida cautelar” y FSM 13104/2021/CS1, “Complejo Portuario Euroamérica S.A. c/ Provincia de Buenos Aires y otro s/ Medida cautelar”.

La Corte tiene dicho en reiterados precedentes que no basta con que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, ya que resulta necesario, además, examinar la materia sobre la que versa, esto es que ella sea de manifiesto contenido federal es decir, que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.

Esta hipótesis, en la que procede la justicia federal en razón de la materia, lleva el propósito de afirmar las atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima.

El planteamiento que efectúa la parte actora reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, es apto para surtir la competencia originaria de la Corte, pues según se desprende de los términos del escrito introductorio, la actora, mediante la medida cautelar anticipatoria planteada, solicita la inaplicabilidad a su respecto del art. 123 de la ley provincial 15.311 por entender que es contrario, en forma directa, a la Constitución Nacional, al afectar facultades exclusivas del Congreso de la Nación en materia de aduana, comercio interjurisdiccional, importación y exportación de mercadería, y al Régimen Federal de Puertos.

En tales condiciones, aun cuando dicho planteo se dirige al cuestionamiento de normas locales, lo medular de él, remite necesariamente a dilucidar si lo legislado por la autoridad local interfiere en un ámbito que es propio de la Nación, llevando a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.

Así las cosas, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental, a las que alude el art. 2º, inc. 1º de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.

En atención a lo expuesto, al ser parte una Provincia en un pleito de naturaleza federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.

Vitco S.R.L. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Medida cautelar

FSM-Justicia Federal de San Martín, 24271/2022/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 114/2014, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del C.P.C.C.N.)"; CSJ 2902/2015, "Telecom Personal S.A. c/ Chaco Provincia del s/ Acción declarativa (art. 322 CPCCN)"; CSJ 2025/2017, “La Redención S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”; y  CSJ 2023/2017, ”SOFRO S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.

Sancor Cooperativas Unidas Limitada c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - repetición

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2897/2021/14 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia originaria. Daños y perjuicios. Responsabilidad extracontractual del Estado. Falta de servicio público. Cuestión de derecho público local. Intervención de terceros. Incompetencia. Competencia nacional. 

La Corte tiene dicho que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.

Ahora bien, en relación con la intervención como tercero en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación asumida por la Provincia de Buenos Aires en esta causa, la cuestión en debate gira en torno a la responsabilidad extracontractual del estado por falta de servicio, materia que, en relación con la provincia, resulta propia de su derecho público local cuya regulación corresponde al derecho administrativo, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados del mismo carácter, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional y la doctrina sentada por la Corte en las causas "Barreto" y "Aguilar", con independencia del factor de atribución que se invoque.

Al respecto, la Corte tiene dicho que la aplicación del instituto procesal de citación de tercero es de interpretación restrictiva, especialmente cuando, como en el caso, mediante su resultado podría quedar librado al resorte de los litigantes la determinación de la jurisdicción originaria de la Corte, que es de carácter excepcional, pues sería la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales de la provincia y de una entidad nacional.

En tales condiciones, cabe remitir a la conclusión expresada por el Tribunal en la causa “Mendoza”, con arreglo a la cual si ninguna de las partes que pretenden litigar ante sus estrados, o son llamadas a intervenir en ellos, es aforada de modo autónomo, la acumulación subjetiva de pretensiones no es un instrumento apto para sostener una competencia restringida y de excepción, que en ningún caso hubiera correspondido de haberse introducido individualmente cada una de las pretensiones; doctrina que, en diversos supuestos, la Corte ha extendido al instituto de la citación de terceros al cual habían acudido discrecionalmente las partes con diferentes argumentos.

Por tales razones, y sobre la base de que la Provincia de Buenos Aires sólo litiga ante sus propios órganos y, en el orden federal, ante la Corte Suprema, el tribunal interviniente debería reconsiderar lo resuelto en este proceso en cuanto a la admisibilidad del instituto procesal de la citación de terceros.

Schiavoni, Roman Alfredo c/ Operadores Ferroviaria Sociedad del Estado y otro/a s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 763/2022/CS1, 13 de julio de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Fallos: 333:1386, P.1794.XL, “Pan American Energy LLC Sucursal Argentina s/ inhibitoria en los autos Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy LLC s/ ordinario”.

Remisión a Fallos: 329:4829

Tal como se sostuvo en el dictamen vertido en la causa C.2363, L.XLII, “Capex S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”, en términos que la Corte compartió e hizo suyos, el criterio sostenido en Fallos: 328:1580 y en T.612, L.XL, “Total Austral S.A. s/ Inhibitoria”, no modifica la solución propiciada dado que el rechazo de las inhibitorias allí planteadas se debió, en la primera causa, a que se trataba de la obtención de un recurso financiero por parte de la Provincia interviniente sobre la base de un título ejecutivo librado a raíz de actos administrativos dictados en el procedimiento de determinación de oficio por sus autoridades y, en la segunda, a que era un amparo iniciado por dicha provincia con relación al mismo recurso, circunstancias que no concurren en la especie.

En virtud de lo expresado, al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la contraparte, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.

Pan American Energy, S.L. Sucursal Argentina s/ Inhibitoria

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 423/2022/06 de julio de 2022

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 2118/2017, "Sidersa S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad” y CSJ 2557/2017, “Andreani Logística S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”.

 

MRT Transportes S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 16/2022/06 de julio de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Juicios contra el Estado. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal (antes Expediente 61563/2019-0 del Juzgado CAYT Nº 11 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1122/2022/06 de julio de 2022

Ver dictamen

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia.

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Estado Nacional Argentino (Administración de Infraestructuras Ferroviaria Sociedad del Estado - ADIFSE-) s/ Ejecución fiscal (antes Expediente 3977/2019-0 del Juzgado CAYT Nº 19 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1028/2022/06 de julio de 2022

Ver dictamen

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Unidad de Gestión Provincial del Programa Federal de Salud PROFE Chaco s/ Ejecución fiscal (antes Expediente 73410/2021-0 del Juzgado CAYT Nº 5 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1038/2022/06 de julio de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”; y, CSJ 2233/2017, “Austin Powder Argentina S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ acción declarativa de certeza y repetición”.

Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 978/2022/06 de julio de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa - Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Armadas) s/ Ejecución fiscal (antes expediente 179237/2021-0 del Juzgado CAYT Nº 14 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1111/2022/06 de julio de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa P. 1794, XL, “Pan American Energy LLC Sucursal Argentina s/ inhibitoria en la causa ‘Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy LLC s/ ordinario”, Fallos: 333:1386; y “YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ medida cautelar”, Fallos: 333:1386; y “YPF S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ medida cautelar”, Fallos: 329:4829. 

Kilwer S.A. s/ Inhibitoria en Autos “Opanq1 Expediente 10145/2021 - Provincia del Neuquén c/ Kilwer S.A. s/ Servidumbres”

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 561/2022/06 de julio de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

La única forma de conciliar lo dispuesto en el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de la Provincia de Salta, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Ciudad de Buenos Aires, es sustanciar la acción ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Salta, Provincia de (Ministerio de Salud - Unidad de Gestión Provincial del Programa Federal de Salud de Salta Profe) s/ Ejecutivo (antes expediente 73413/2021-0 del Juzgado CAYT Nº 17 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1159/2022/06 de julio de 2022

Ver dictamen

Alimentos. Agentes diplomáticos y consulares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Toda vez que del informe del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto se desprende que el demandado se encuentra acreditado como Cónsul General Adjunto, de continuar en ese cargo diplomático en nuestro país, la causa es de la competencia originaria de la Corte.

A., L. G. c/ R. G. F., F. s/ Alimentos

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 39088/2020/CS1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario. Juicios contra el Estado. Daños y perjuicios. Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires. Competencia originaria. Responsabilidad contractual. Responsabilidad extracontractual. Intervención de terceros. Admisibilidad del recurso. 

Remisión a la conclusión expresada por la Corte en la causa “Mendoza”.

La Corte Suprema tiene dicho que las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48, excepto que medie una denegación del fuero federal, privación de justicia o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a fallos definitivos; entre estas últimas, cuando la decisión atacada afecta un específico privilegio federal de manera irreparable.

Este último supuesto es el que se verifica en la especie, toda vez que se encuentra en cuestión la autonomía de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires establecida en el art. 129 de la Constitución Nacional y el fallo atacado resulta contrario al derecho invocado por el apelante, al obligarlo a litigar ante un tribunal que no es su juez natural. Al respecto, la Corte ha establecido que la Ciudad de Buenos Aires, tal como sucede con las provincias, ve afectada su autonomía cuando es forzada a litigar ante jueces de extraña jurisdicción, y ocupa el mismo puesto que aquéllas en el sistema jurídico que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, en su caso, posee el mismo derecho a la competencia originaria de esa Corte.

Para determinar la competencia, se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos de la demanda, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 4 y 5 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y la doctrina de Fallos: 306:1056; entre otros. 

La Corte tiene dicho que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.

En relación con la intervención como tercero en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación asumida por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (GCBA) en esta causa, en la que la cuestión en debate gira en torno a la responsabilidad extracontractual del Estado por falta de servicio, materia que, en relación con el GCBA, resulta propia de su derecho público local cuya regulación corresponde al derecho administrativo, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados del mismo carácter, cabe recordar que esa Corte tiene dicho que la aplicación del instituto procesal de citación de tercero es de interpretación restrictiva, especialmente cuando, como en el caso, mediante su resultado podría quedar librado al resorte de los litigantes la determinación de la jurisdicción originaria de la Corte, que es de carácter excepcional, pues sería la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales del GCBA —aforado ante la instancia originaria de la Corte, según el art. 117 de la Constitución y lo resuelto por la Corte en el precedente de Fallos: 342:533 — y del Estado Nacional — al que le asiste el derecho al fuero federal, de conformidad con lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional.

Recurso queja N° 2 - Sguera, Karina Marisa c/ Cunard S.A. y otros s/ Daños y perjuicios

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 30371/2015/2/RH1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Municipalidad. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Cabe recordar que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.

En tales condiciones, el Tribunal no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1º de la ley 48, 2º de la ley 4055 y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58.

Sobre tales bases, el caso en análisis no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda —a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4º y 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230— el actor dirige su pretensión contra una Municipalidad, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan su tramitación ante los estrados del Tribunal.

Al respecto, cabe recordar que los municipios provinciales son entes de carácter autónomo, según la doctrina que surge del precedente “Rivademar” publicado en Fallos: 312:326, y, por lo tanto, no se identifican con las provincias respectivas.

Al no aparecer una provincia demandada como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis.

En tales condiciones, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.

Instituto de Previsión Social de Neuquén c/ Municipalidad de la Ciudad de Resistencia s/ Cobro de sumas de dinero

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2067/2021/22 de junio de 2022

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal. Ello es así en razón de las personas, dado que el pleito se suscita entre dos provincias, una como actora, y la otra en su carácter de codemandada.

Concurren en la causa los extremos que autorizan a considerar la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario, de conformidad con lo dispuesto en el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en razón de la propia naturaleza de la relación jurídica controvertida que vincula a las partes en el proceso, la cual es de carácter inescindible.

La Pampa, Provincia de c/ Río Negro, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 558/2022/22 de junio de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión a los argumentos expuestos en el dictamen emitido el 08/11/2019 en el marco de este expediente.

ZF Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Agencia Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 91691/2017/CS2-CA1, 15 de junio de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal (antes expediente 124.601/2021-0 del Juzgado CayT N° 16 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 941/2022/15 de junio de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia por la persona. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, ya que, de acuerdo a esa doctrina, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria del Tribunal.

En efecto, toda vez que en el sub lite el GCBA demanda al Estado Nacional, la forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Desarrollo Social) s/ Ejecución fiscal - (antes EJF 1063464/2011-0 Juzgado CayT 12-Sec.23)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 574/2022/15 de junio de 2022

Ver dictamen

Juicios contra el Estado. Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional - Administración Nacional de Seguridad Social (ANSES) s/ Ejecución fiscal (antes expediente 37.161/2017-0 del Juzgado CAyT N° 13 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1026/2022/15 de junio de 2022

Ver dictamen

De acuerdo con lo resuelto por la Corte, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito. En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal (antes expediente 37.715/2017-0 del Juzgado CAyT N° 11 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 924/2022/15 de junio de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 92/2017, “Axion Energy Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”, CSJ 865/2018, “Pampa Energía S.A. c/ Santa Fe, acción declarativa de inconstitucionalidad”, CSJ 719/2018, “Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad” y, CSJ 440/2018, “Y.P.F. S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”.

Pan American Energy S.L. Sucursal Argentina c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 657/2022/15 de junio de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Astilleros y Fabricas Navales del Estado S.E. en Liquidación) s/ Ejecución fiscal (antes expediente 44671/2017-0 del Juzgado CAyT N° 16 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 921/2022/15 de junio de 2022

Ver dictamen

Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Administración General de Puertos S.E. s/ Ejecución fiscal (antes expediente 173.286/2021-0 del Juzgado CAyT N° 14 CABA

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1064/2022/15 de junio de 2022

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Cuestión no federal. Autonomía provincial. Sistema federal. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Corresponde recordar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. 

En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.

Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.

En ese orden de ideas, en el sub lite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.

Es preciso destacar que la jurisdicción federal "lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución Nacional, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima ", de modo que su ejercicio queda reservado a aquellas causas en que esté en juego directamente el interés federal, concreto, objetivo y con entidad suficiente. La Corte ha dicho que, si a través de la competencia originaria se pudiesen juzgar los casos vinculados con actos de los poderes públicos provinciales, con relación a los cuales, en ejercicio de los deberes y facultades provinciales, las autoridades han hecho una determinada aplicación de la legislación común, se habría establecido una subordinación de aquellas con respecto al gobierno central, en desmedro de las autonomías locales que constituyen la esencia del sistema de gobierno adoptado por nuestra Constitución.

Asimismo, corresponde traer a colación que el art. 31 de la Constitución Nacional consagra expresamente el principio según el cual esa Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante cualquier disposición en contrario que pudieren contener las leyes o constituciones provinciales. Esa disposición constitucional, que rige en el ámbito de toda la Nación, es la que determina la atribución que tienen y el deber en que se hallan los tribunales de justicia de examinar las leyes en los casos concretos que se plantean, interpretándolas adecuadamente, y, en su caso, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y abstenerse de aplicarlas, si se encuentran en oposición con ella.

Tal estado de cosas trae aparejado que no exista óbice que todo magistrado argentino, federal, nacional o provincial, sea cual fuere su competencia, se pronuncie sobre las cuestiones constitucionales que pudiesen proponerse en los asuntos que deba juzgar, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad que ejercen todos los jueces del país, del sistema federal y de las autonomías locales.

La solución que se propone tiene el respaldo en el respeto del sistema federal que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y la decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales puedan ser revisadas por los jueces provinciales y susceptibles de adecuada tutela por vía del arto 14 de la ley 48.

Logística AZ S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 826/2022/13 de junio de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Ahora bien, cabe señalar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto- ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.

En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.

Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local, que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades locales.

Se debe atender de modo principal a la  exposición de los hechos de la para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y la doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230.

Por otra parte, aun cuando no se ha alegado en la causa un supuesto de distinta vecindad, es dable recordar que el cobro de un impuesto no constituye una causa civil, por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto de índole administrativa.

En consecuencia, no corresponde que la Corte asuma competencia en la causa promovida por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por cobro de gravámenes reclamados con arreglo a su legislación, toda vez que la recaudación de sus rentas es una función que sólo a ésta le incumbe, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también pueda comprender este pleito sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.

En razón de lo expuesto y dado el carácter taxativo de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por la Corte en el precedente "Sojo", entre muchos otros, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.

Distribuidora Norte S.A. (EDENOR S.A.) s/ Ejecución fiscal - (antes expediente 207035/2021-0 Juzgado CAyT Nº 14 C.A.B.A.)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 555/2022/20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Acción declarativa de inconstitucionalidad. Repetición de impuestos. Juicos en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

 

En lo referido a la negativa de la provincia a la repetición de las sumas abonadas por la actora con fundamento en que esta última ha trasladado el impuesto sobre los ingresos brutos, dicha controversia es sustancialmente análoga a la ya examinada en el dictamen M.282, L.XLVI, “Municipalidad de Monte Cristo c/ DGI”, a cuyos fundamentos se remite en cuanto fueren aquí aplicables.

No obsta a ello lo dispuesto por el art. 123 bis de su Código Fiscal (ley 3.456 y sus modificatorias), por un doble fundamento.

En primer lugar, pues es inveterada jurisprudencia de la Corte que su competencia originaria -que proviene de la Constitución- no puede quedar subordinada al cumplimiento o vigencia de los procedimientos exigidos por las leyes locales.

En segundo término, pues el art. 123 bis del Código Fiscal ha sido incorporado a ese ordenamiento por la ley 13.750, con vigencia a partir del 1° de marzo de 2018 (art. 32), esto es, luego de la presentación de esta demanda, interpuesta el 14 de agosto de 2017.

Cierto es que la Corte tiene dicho que las normas procesales son de aplicación inmediata a partir de su entrada en vigencia, aun a los juicios pendientes, pero no menos cierto es que también ha hecho salvedad en los supuestos en que existen actuaciones válidamente cumplidas con arreglo a la ley anterior, ya que su estabilidad se vincula con las garantías de los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional.

Dicha excepción debe aplicarse en esta causa, toda vez que, la demanda fue interpuesta el 14 de agosto de 2017, momento en el cual precluyó la posibilidad del contribuyente de ofrecer la prueba que hace a su derecho, conforme a lo establecido por los arts. 333 y ccdtes. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, es decir con anterioridad a la entrada en vigencia de la norma procesal cuya aplicación pretende la demandada (lo que ocurrió, el 1° de marzo de 2018, art. 32 de la ley 13.750). En otras palabras, la pretensión de la provincia importaría una clara violación al derecho de defensa de la actora, al exigirle ex post facto el cumplimiento de un extremo no previsto por la ley vigente al momento del inicio de esta causa.

Gador S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad - repetición

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1454/2017/20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que el Estado Nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia.

Estado Nacional – Ministerio de Salud de la Nación c/ Provincia de Chaco – Resolución 1667/111690/19 s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16910/2021/CS1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Amparo ambiental. Evaluación del impacto ambiental. Permiso de explotación de hidrocarburos. Pueblos originarios. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Remisión al dictamen de la causa “A.F.I.P. c/ Neuquén, Provincia del s/ Ejecución fiscal”, publicado en Fallos: 331:793.

La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.

Por regla general, en los procesos referidos a cuestiones ambientales, la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad que requiere el art. 7º, segundo párrafo, de la ley general del ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando “el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales”.

En ese sentido, es dable resaltar que la Corte, a través de distintos precedentes, ha delineado los criterios que deben tenerse en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, al establecer que, en primer término, hay que delimitar el ámbito territorial afectado pues, como lo ha previsto el legislador nacional, aquélla corresponde cuando está en juego un recurso ambiental interjurisdiccional o un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial.

Asimismo, es preciso recordar que la definición de la naturaleza federal del pleito debe ser realizada con especial estrictez, por lo que resulta imprescindible demostrar, con alguna evaluación científica, la efectiva contaminación o degradación de carácter interjurisdiccional de tal recurso, esto es, la convicción debe necesariamente surgir de los términos en que se formule la demanda y de los estudios ambientales que la acompañen, lo que permitirá sostener la pretendida interjurisdiccionalidad, o, en su defecto, la de alguna evidencia que pruebe que resulta verosímil la afectación de las jurisdicciones involucradas.

En el precedente de Fallos: 318:992 la Corte dejó bien establecido que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión procede de la Constitución Nacional, la que, si bien establece que le cabe a la Nación “dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección”, reconoce expresamente las jurisdicciones locales en la materia, las que no pueden ser alteradas.

La ley General del Ambiente 25.675 establece en su art. 6º los presupuestos mínimos que el art. 41 de la Constitución Nacional anticipa, fija los objetivos y los principios rectores de la política ambiental, y los instrumentos de gestión para llevarla a cabo.

La referida ley ha instaurado un régimen jurídico integrado por disposiciones sustanciales y procesales, y ha consagrado principios ordenatorios y procesales aplicables al caso, y que deben ser estrictamente cumplidos, resguardando y concretando así la vigencia del principio de legalidad que impone a ciudadanos y autoridades la total sujeción de sus actos a las previsiones contenidas en la ley.

Al respecto, el art. 32, primera parte, ha establecido que “la competencia judicial ambiental será la que corresponda a las reglas ordinarias de la competencia”.

Las disposiciones constitucionales y legales citadas encuentran su razón de ser en que el  ambiente es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que no es otro que quien ejerce la autoridad en el entorno natural y en la acción de las personas que inciden en ese medio, máxime cuando no se advierte un supuesto de problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción, que es lo que ocurre en autos.

Es preciso recordar que la determinación de la naturaleza federal del pleito debe ser realizada con particular estrictez de acuerdo con la excepcionalidad del fuero federal, de manera tal que si no se verifican los supuestos que la determinan, el conocimiento del proceso corresponde a la justicia local.

La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. 

Tampoco procede la competencia originaria ratione personae, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora con la Provincia del Neuquén y el Estado Nacional es inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes, para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

En razón de lo expuesto, dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por la Corte en el precedente “Sojo”, entre muchos otros, que este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.

Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN) y otro c/ Provincia de Neuquén s/ Amparo ambiental

FGR-Justicia Federal de General Roca, 5139/2021/CS1, 15 de mayo de 2022

Ver dictamen

Acción de inconstitucionalidad. Acción de repetición. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Liminarmente, resulta necesario recordar que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal. En uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento. En el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima. En el segundo, procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.

Así, la competencia establecida por el art. 117 de la Constitución Nacional procede en razón de la materia en la medida en que la pretensión se funde exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso, o en tratados, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.

Sobre esta base, y contrariamente a lo sostenido por la provincia demandada, en autos no se debaten cuestiones de índole local, sino que la cuestión federal es exclusiva, en tanto lo medular del planteo -según se desprende de los términos de la demanda, a cuyos términos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia- remite a desentrañar la validez constitucional del art. 1° del decreto 488/20 del Poder Ejecutivo Nacional y de los preceptos federales que regulan el régimen de hidrocarburos, cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la solución del caso y permite apreciar si existe la violación constitucional que se invoca.

En tal sentido, como resaltó la Corte “…la materia federal predominante resulta de la reserva del diseño de la política hidrocarburífera a nivel federal, por ser la explotación del petróleo y sus derivados una cuestión de política industrial y económica de significación para todo el país”. Ello se sostiene en el criterio seguido por la Corte según el cual, cuando la alegada conducta de las autoridades provinciales invade un ámbito que podría ser considerado propio de la Nación, la acción se halla entre las regidas por la Ley Fundamental ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las provincias argentinas y el gobierno federal; si a ello se une que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos nacionales constituye una típica cuestión federal, la competencia originaria de la Corte para entender en la acción incoada queda confirmada.

La solución que propicia esta Procuración General no se ve alterada por la sanción de la ley 26.197, pues no cabe asignar a sus disposiciones la virtualidad de modificar la competencia de la Corte en punto a la índole federal de la materia objeto del pleito según ha sido examinado, máxime cuando su artículo 2° in fine mantiene la responsabilidad sobre el diseño de la política energética en cabeza del Poder Ejecutivo Nacional, como la Corte ha especificado en Fallos: 333:1386.

Al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. 

Por lo expuesto, corresponde rechazar la excepción de incompetencia opuesta por la demandada.

Total Austral S.A. Sucursal Argentina c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad – repetición

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1054/2020/15 de mayo de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Estado Nacional. Estado Mayor General del Ejército. Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados de la Corte.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejercito) s/ Ejecución fiscal (antes expediente 11357/2020-0 del Juzgado CAyT Nº 12 C.A.B.A.)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 822/2022/11 de mayo de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Acción meramente declarativa. Acción de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa CSJ 1515/2020, “Banco BBVA Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

Al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.

Banco Itaú Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 274/2022/11 de mayo de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Acción de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Mercado eléctrico. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa C.1380, L. XL, "Centrales Térmicas Patagónicas S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.

De acuerdo con lo oportunamente dictaminado por este Ministerio Público y lo decidido por la Corte, esta continúa teniendo competencia para entender en la presente causa.

La actora tiene un interés sustancial y concreto, que busca precaver los efectos de un acto en ciernes y constituye un caso contencioso en los términos del arto 2° de la ley 27 y del art. 116 de la Constitución Nacional.

Así las cosas, se encuentran reunidos la totalidad de los requisitos fijados por el artículo 322 del CPCCN para la procedencia de la acción intentada. 

Determinar en este caso concreto si la Provincia ha demostrado, como lo alega, que una parte de la energía eléctrica generada por la actora se entrega por fuera del Sistema Interconectado Nacional a localidades aisladas ubicadas en su territorio, bajo una modalidad contractual diferente, remite, ineludiblemente, a la valoración de extremos de hecho y prueba que son ajenos a este dictamen que debe limitarse a las cuestiones de índole federal involucradas en la causa.

En estos términos, si la Corte considera que tales extremos no han sido demostrados, deberá hacerse lugar a la demanda planteada.

Industrias Juan F. Secco S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1142/2016/11 de mayo de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Empresas del Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Administración de Infraestructuras Ferroviarias Sociedad del Estado (ADIF S.E.) s/ Ejecución fiscal (antes expediente EJF 1057857/2011-0 del Juzgado CAyT Nº 5 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 680/2022/06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Habeas corpus preventivo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

La parte actora plantea ante la Corte una acción de habeas corpus preventivo en los términos del art. 43 de la Constitución Nacional, al que se ha señalado como instrumento para garantizar la protección otorgada por el art. 18 de la Ley Fundamental.

En ese orden, desde el célebre caso ‘Sojo’ el Máximo Tribunal ha declarado que son ajenos a su competencia los pedidos de habeas corpus, salvo que se trate de alguna de las personas mencionadas en el art. 117 de la Constitución, pues la jurisdicción que asigna la Carta Fundamental a la Corte es taxativa y no puede ser ampliada por ley ni por vía interpretativa. En consecuencia, esta acción resulta ajena a la competencia de la Corte.

G., Raúl Ariel C/ La Pampa, Provincia de y otros s/ Amparo - Hábeas corpus

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 342/2022/06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Impugnación del acto administrativo. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.

En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.

Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.

En este orden de ideas, en la causa se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.

Por otro lado, se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos de la demanda para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y la doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230.

La Corte ha dicho que dentro de las atribuciones del Congreso de la Nación, y de los distintos tipos de leyes que sanciona, se encuentra la de dictar las que se denominan de “derecho común”, cuya aplicación corresponde a los tribunales federales o provinciales, según que las cosas o las personas caigan bajo sus respectivas jurisdicciones, tal como expresamente lo establece el art. 75, inciso 12 de la Constitución Nacional.

En la misma oportunidad, señaló que el propósito perseguido por el constituyente al conferir al Poder Legislativo Nacional tal atribución no fue otro que el de lograr la uniformidad de las instituciones sustantivas o de fondo, salvaguardando al propio tiempo la diversidad de jurisdicciones que corresponde a un sistema federal de gobierno, y que, por ese motivo, la competencia atribuida por el art. 116 de la Constitución Nacional a esta Corte y a los tribunales inferiores de la Nación con respecto a las causas que versen sobre puntos regidos por las leyes de la Nación, encuentra como límite también la reserva hecha en el citado inciso 12 del art. 75, y por consiguiente la demanda que se funda directamente en la falta de validez de un acto o ley local por considerarlo además contrario a las disposiciones del “derecho común”, debe ser juzgada por los jueces locales, ya que su aplicación le corresponde a ellos al caer las cosas de que se trata bajo su jurisdicción.

La Corte concluyó en que, si a través de la competencia originaria se pudiesen juzgar los casos vinculados con actos de los poderes públicos provinciales, con relación a los cuales, en ejercicio de los deberes y facultades administrativas provinciales, las autoridades han hecho una determinada aplicación de la legislación común, se habría establecido una subordinación de aquellas con respecto al gobierno central, en desmedro de las autonomías locales que constituyen la esencia del sistema federal de gobierno adoptado por nuestra Constitución.

Asimismo, corresponde traer a colación que el art. 31 de la Constitución Nacional consagra expresamente el principio según el cual esa Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante cualquier disposición en contrario que pudieren contener las leyes o constituciones provinciales. Esa disposición constitucional, que rige en el ámbito de toda la Nación, es la que determina la atribución que tienen y el deber encuentra en oposición con ella.

Tal estado de cosas trae aparejado que no exista óbice para que todo magistrado argentino, federal, nacional o provincial, sea cual fuere su competencia, se pronuncie sobre las cuestiones constitucionales que pudiesen proponerse en los asuntos que deba juzgar, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad que ejercen todos los jueces del país, de nuestro sistema federal y de las autonomías locales.

Por otra parte, la solución propiciada es la que mejor se engarza con el debido respeto del sistema federal, en cuanto éste exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprenden esos pleitos sean susceptibles de una adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario, regulado por el art. 14 de la ley 48.

En tales condiciones, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, la causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte.

Cosmética Deisel S.R.L. y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Impugnación de acto administrativo (antes: expediente 10626/2022)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 396/2022/06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tucumán, Provincia de s/ Ejecutivo - (antes expediente 126508/2021-0 Juzgado CAyT Nº 18 C.A.B.A.)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 592/2022/06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia originaria. Acción meramente declarativa. Municipalidad. Entes autárquicos. Entes autónomos. Incompetencia. 

El Máximo Tribunal no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 11 de la ley 48, 21 de la ley 4.055 y 24, inc. 11, del decreto-ley 1.285/58.

Sobre tales bases, esta causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, la pretensión de la actora se dirige exclusivamente contra un municipio, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo previsto por el constituyente, habilitan su tramitación ante los estrados de la Corte.

La Corte tiene dicho que los municipios provinciales, ya sea que se los caracterice como entes autárquicos o autónomos, no resultan identificables con las provincias respectivas a los fines de la competencia originaria.

En esta línea, tal razonamiento no se modifica por lo resuelto en Fallos: 342:533, a poco que se repare que allí se valoró la transformación en la naturaleza política y jurídica de la Ciudad de Buenos Aires como consecuencia de la reforma constitucional del año 1994 y la necesidad de reconocerle el derecho a no ser sometida ante tribunales ajenos a la plena jurisdicción que le garantiza la Constitución Nacional. Por el contrario, la Municipalidad de Lomas de Zamora no ha adquirido un rango político y jurídico idéntico al de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires como consecuencia de esa reforma constitucional, por lo cual las conclusiones allí vertidas no resultan aquí aplicables.

Tampoco tuerce esta opinión las diversas decisiones del Máximo Tribunal de las cuales se hizo mérito en el cons. 12), último párrafo, de Fallos: 338:724, citado por la actora en apoyo de su postura. Si bien es cierto que tales pronunciamientos estuvieron destinados a brindar operatividad al concepto de autonomía municipal contenido en el art. 123 de la Constitución Nacional luego de su reforma en el año 1994, no menos cierto es que dicha reforma no modificó el art. 117 de la Norma Fundamental y, por ende, la competencia originaria y exclusiva de la Corte.

Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Máximo Tribunal en el precedente “Sojo”, publicado en Fallos: 32:120, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.

Punta Mogote S.C.A. c/ Municipalidad de Lomas de Zamora s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2892/2021/21 de abril de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ejecución fiscal. Estado Nacional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Administración de Infraestructuras Ferroviarias Sociedad del Estado (ADIF S.E.) (Ex Ferrocarriles Argentinos) s/ Ejecución fiscal - (antes Expediente 975280/2009-0 Juzgado CAYT Nº 14 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 486/2022/19 de abril de 2022

Ver dictamen

Servicio Nacional de Sanidad Animal. Cobro de sumas de dinero. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, éste corresponde a la competencia originaria del Máximo Tribunal en razón de la persona.

En efecto, toda vez que la actora es la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la demandada es una entidad nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, entiendo que la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (Senasa) s/ Ejecución fiscal

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 97/2022/19 de abril de 2022

Ver dictamen

Acción de nulidad. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que la Provincia de Mendoza demanda al Estado Nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.

En tales condiciones, la causa debe tramitar ante los estrados del Máximo Tribunal.

Mendoza, Provincia de c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Nulidad de acto administrativo - daños y perjuicios

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 140/2022/19 de abril de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”.

Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución fiscal (antes expediente 65301/2017-0 del CAYT 9/18)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 226/2022/19 de abril de 2022

Ver dictamen

Impugnación del acto administrativo. Nulidad de la resolución. Juicios en que es parte una provincia. Obras sociales. Entes autárquicos. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.

En efecto, toda vez que la entidad autárquica en el ámbito del Ministerio de Defensa con personería jurídica propia y legitimación procesal, encuadrada dentro del régimen del inc. ‘c’ del art. 8° de la ley 24.156 y sus modificaciones, arts. 1º y 2º del DNU 637/13 demanda a una Provincia, la única forma de conciliar la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación –o a una entidad nacional– al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, con lo preceptuado por el art. 117 del texto constitucional respecto de las provincias, es sustanciar la demanda en esta instancia.

Instituto de Obra Social de Las Fuerzas Armadas y de Seguridad (IOSFA) c/ Misiones, Provincia de s/ Impugnación de acto administrativo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2649/2021/11 de abril de 2022

Ver dictamen

Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión a los dictámenes y fallos de las causas L. 238, L.XLVI, "Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 5321/2014, "Frigorífico Novara S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción decl

L3N S.A. C/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2715/2021/11 de abril de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia por la materia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015 “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa de certeza” y, CAF 72915/2017/CS1, “Angiord SACI c/ GCBA – AGIP - DGR s/ proceso de conocimiento”.

No obstante que la causa fue elevada a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, y toda vez que, de acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Tribunal.

Así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.

Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.

En consecuencia, al ser parte la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en una causa de manifiesto contenido federal, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.

Vidriera Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 66213/2017/CS1-CA2, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Interpretación de normas y actos locales. Sistema federal. Autonomía provincial. Incompetencia. Competencia provincial. 

Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.

A partir de la sentencia dictada en la causa B. 2303, XL, Originario “Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ daños y perjuicios”, publicada en Fallos: 329:759, la Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de “causa civil” que deriva del art. 116 de la Constitución Nacional al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.

De acuerdo con lo allí expresado y sus citas, el Máximo Tribunal ha atribuido ese carácter a aquellos litigios regidos exclusivamente por normas y principios de derecho privado, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional, y ha excluido de tal naturaleza a los supuestos en los que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de carácter civil, se requiere para su solución la aplicación de normas de derecho público provincial o el examen o revisión, en sentido estricto, de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en los que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional.

Por otro lado, la Corte tiene dicho que para determinar el carácter de un proceso no basta indagar la naturaleza de la pretensión sino que es necesario, además, examinar su origen; así como también la relación de derecho existente entre las partes y la efectiva naturaleza del litigio.

La materia en examen no puede ser calificada como “causa civil”, toda vez que para resolver el pleito, la Corte debería examinar, sustancialmente, normas y actos locales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, lo que determina que sea la justicia provincial la que tenga a su cargo el conocimiento y la decisión de tales cuestiones.

Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.

Dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, la Corte debería rechazar la inhibitoria planteada y disponer que la causa no corresponde a la competencia originaria del Máximo Tribunal.

Gilli, María de los Ángeles y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Inhibitoria – en autos: “Superior Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero c/ Vicario Arnaldo Alberto y otros sobre reivindicación – daños y perjuicios” (expediente 703888/

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 130/2022/08 de abril de 2022

Ver dictamen

Juicio ejecutivo. Juicios en que es parte una provincia. Certificado de deuda. Ley nacional. Obras sociales. Seguro de salud. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. Es que, tal como ha sido sostenido en los dictámenes de las causas CSJ 28/2013 (49-0), “Obra social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal” y CSJ 215/2013 (49-0) “Obra social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.

Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de dos certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.

Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 219/2022/08 de abril de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 332/2020, “Delta Dock S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y CSJ 991/2021, “Cámara de Puertos Privados Comerciales y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 Cod. Procesal)”.

Al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria del Máximo Tribunal.

Carboclor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 93/2022/08 de abril de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Administracion General de Puertos S.E. s/ Ejecución fiscal – (antes expediente 32.043/2016-0 Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires Nº 14 CABA)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 424/2022/08 de abril de 2022

Ver dictamen

Medidas cautelares. Emergencia sanitaria. Emergencia alimentaria. Responsabilidad del Estado. Asociaciones civiles. Pueblos originarios. Juicios en que es parte una provincia. Juicos contra el Estado. Emergencia económica. Salario mínimo, vital y móvil. Explotación mineral. Emergencia educativa. Derecho de los beneficios de la seguridad social. Derecho de las niñas, niños y adolescentes. Poder de policía. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FRE 3822/2021/CS1 “Asociación Civil Pueblos Originarios 19 de Abril y otros c/ Estado Nacional Argentino y otro s/ Responsabilidad del Estado”

Resulta aplicable al sub examine el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las medidas cautelares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal.

Asociación Civil Pueblos Originarios 19 de abril y otros c/ Estado Nacional Argentino y otro s/ Medida cautelar

FRE-Justicia Federal de Resistencia, 3838/2021/07 de abril de 2022

Ver dictamen

Asociaciones civiles. Pueblos originarios. Juicios en que es parte una provincia. Juicos contra el Estado. Emergencia económica. Salario mínimo, vital y móvil. Explotación mineral. Emergencia educativa. Derecho de los beneficios de la seguridad social. Derecho de las niñas, niños y adolescentes. Poder de policía. Cuestión no federal. Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Incompetencia. 

Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.

Por lo tanto, quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.

Al respecto, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4º y 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230-, las asociaciones actoras acumulan contra los demandados varias pretensiones que pueden organizarse en dos grupos diferentes: las pretensiones relacionadas a la emergencia económica; al salario mínimo, vital y móvil; a la explotación mineral; a la emergencia educativa; al derecho de los beneficios de la seguridad social y al Derecho de las niñas, niños y adolescentes, que son de naturaleza local porque se refieren al poder de policía local e involucran y comprometen —prima facie— la responsabilidad, los recursos y las competencias de la provincia demandada; y las pretensiones referidas a los territorios nacionales; las reservas indígenas, los parques nacionales; los daños y perjuicios y el Lucro cesante respecto al daño al proyecto de vida; la inconstitucionalidad de las leyes y decretos referidas a las reservas indígenas; los crimines de lesa humanidad cometidos por el Estado Nacional y la provincia demandada; los derechos de los pueblos indígenas a tener una personería jurídica, que corresponden a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en tanto constituyen una “causa indígena” en los términos del art. 75, inc. 17 de la Constitución Nacional, pues se encuentra comprometida la responsabilidad de la provincia y del Estado Nacional conjuntamente y de manera inescindible, a los fines de restituir el derecho que se dice violado.

En relación con el primer grupo de pretensiones, la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.

Así se piensa puesto que, según se desprende de los términos del escrito de inicio, las prestaciones que peticionan las actoras se vinculan con la aplicación e interpretación de normas de carácter local y con el poder de policía de salubridad y los recursos económicos de la provincia, en consecuencia, corresponden al resorte exclusivo de los jueces provinciales, según lo dispuesto en los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, en la doctrina sentada por la Corte en la causa “Barreto”, Fallos: 329:759 y dictamen de este Ministerio Público publicado en la causa “Defensor del Pueblo”, Fallos: 330:4134 y sus citas.

En relación al segundo grupo de pretensiones que deducen las actoras, se vincula con la delimitación, inscripción y registración de sus territorios ancestrales y con el reconocimiento de su posesión y propiedad comunal sobre dichos territorios, atribuyendo responsabilidad a los demandados por la acción y omisión de los gobiernos nacionales y provinciales desde hace décadas, y a los que les imputan la obligación constitucional de legislar sobre el otorgamiento de la personería jurídica de las comunidades indígenas basado en el respeto de su derecho consuetudinario.

Por lo tanto, en este aspecto, el proceso constituye una “causa indígena” de carácter federal al solicitar las actoras la reivindicación de su derecho de propiedad comunitaria, pues el Estado Nacional y la provincia demandada también se adjudican la titularidad de la propiedad de dichos territorios, afectándose de modo directo el art. 75, inc. 17, de la Constitución Nacional, el convenio 169 de la O.I.T, el art. 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, entre otros instrumentos internacionales, dependiendo la cuestión del reconocimiento que la Provincia del Chaco y el Estado Nacional efectúen sobre los territorios reclamados por aquéllas.

Por lo tanto, lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de tales preceptos e instrumentos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia, y permitirá apreciar si existe la violación constitucional de que se acusa a la Nación y a la provincia, puesto que el señalado inciso 17 constituye un mandato al Congreso Nacional que afectará la actividad de los demás órganos del Estado Nacional y de la provincia y producirá derechos en la medida en que se incorpore a las normas que dicte el legislador nacional.

En efecto, según lo ha entendido el convencional constituyente, es responsabilidad del Congreso Nacional incorporar, en materia de derechos indígenas, los consagrados en el convenio 169 de la O.I.T., de carácter infraconstitucional, mediante una ley formal, en concurrencia con la atribución de legislar de las provincias, quienes también se reservan la potestad de aplicar tales normas (art. 121 de la Constitución Nacional).

De este modo, la presunta afrenta al art. 21 de la mencionada convención como consecuencia de la alegada omisión del Estado Nacional y de la provincia demandada de legislar de modo concurrente sobre el derecho a la tierra de los pueblos indígenas –tal como lo ordena el art. 75, inc. 17, de la Constitución Nacional- configura una causa federal. Así se piensa por dos razones: 1º) porque el conflicto se traduce en una violación a un principio de derecho público de distribución de competencias estatales impuesto expresamente por el constituyente de 1994 (art. 75, inc. 17, de la Constitución Nacional), razón por la cual el pleito se encuentra entre los especialmente regidos por la Constitución Nacional, a los que alude el art. 2º, inc. 1º, de la ley 48, en cuanto versa, en principio, sobre la determinación de las órbitas de competencia Americana de Derechos Humanos se hallan indisolublemente interrelacionados y exigen a los Estados federales adoptar medidas positivas, de cooperación y coordinación con sus provincias, para hacerlas cumplir del Congreso Nacional y de la legislatura provincial, lo que obliga a la justicia nacional a entender en ésta; y, además, 2º) porque los mandatos de los arts. 1º.1 2º y 28 de la Convención Americana de Derechos Humanos se hallan indisolublemente interrelacionados y exigen a los Estados federales adoptar medidas positivas, de cooperación y coordinación con sus provincias, para hacerlas cumplir.

Asociación Civil Pueblos Originarios 19 de abril y otros c/ Estado Nacional Argentino y otro s/ Responsabilidad del estado

FRE-Justicia Federal de Resistencia, 3822/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Medidas cautelares. Medida de no innovar. Anotación de la litis. Responsabilidad del Estado. Asociaciones civiles. Pueblos originarios. Juicos contra el Estado. Territorios nacionales. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FRE 3822/2021/CS1 “Asociación Civil Pueblos Originarios 19 de Abril y otros c/ Estado Nacional Argentino y otro s/ Responsabilidad del Estado”.

Resulta aplicable al sub examine el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las medidas cautelares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal.

Asociación Civil Pueblos Originarios 19 de abril y otros c/ Estado Nacional Argentino y otro s/ Medida cautelar

FRE-Justicia Federal de Resistencia, 3839/2021/07 de abril de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de las causas O. 459, L.XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y, más recientemente, en: CSJ 1403/2019, “Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.

Sancor Cooperativas Unidas Limitada c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad – repetición

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2902/2021/18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de las causas O. 459, L.XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y, más recientemente, en: CSJ 1403/2019, “Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.

Sancor Cooperativas Unidas Limitada c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad – repetición

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2901/2021/18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de las causas O. 459, L.XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y, más recientemente, en: CSJ 1403/2019, “Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.

Sancor Cooperativas Unidas Limitada c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad – repetición

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2900/2021/18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de las causas O. 459, L.XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y, más recientemente, en: CSJ 1403/2019, “Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.

Sancor Cooperativas Unidas Limitada c/ Chubut, Provincia Del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad – repetición

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2898/2021/18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de las causas O. 459, L.XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y, más recientemente, en: CSJ 1403/2019, “Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.

Alcalis de la Patagonia S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2552/2021/18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de las causas O. 459, L.XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L.XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 2872/2015, "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015 "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza", y, más recientemente, en: CSJ 1403/2019, “Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Alcalis de la Patagonia S.A.I.C. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2551/2021/18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Ejército Argentino que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejercito) s/ Ejecución fiscal

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2508/2021/18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CSJ 1459/2020 “Spreafico, Sonia Gabriela c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Daños y perjuicios”.

Spreafico, Sonia Gabriela c/ Estado Provincial – Provincia de Entre Ríos s/ daños y perjuicios

FPA-Justicia Federal de Paraná, 1869/2020/CS1, 18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia originaria. Medida cautelar autónoma. Habilitación del establecimiento. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Municipalidad. Entes autárquicos. Entes autónomos. Incompetencia. 

Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae los casos en que son demandados una Provincia y el Estado Nacional, dado que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental.

Pero, a tal fin, tanto la Provincia como la Nación deben ser parte en el pleito no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.

Ese requisito, no se encuentra cumplido en la causa, toda vez que, de los términos de la demanda, se desprende que si bien el actor dirige su pretensión nominalmente contra la Provincia de La Pampa, no lo es en sentido sustancial, en tanto la habilitación permanente para funcionar de su establecimiento comercial la expide la Municipalidad de Toay.

Al respecto, tiene dicho la Corte que los municipios provinciales, ya sea que se los caracterice como entes autárquicos o autónomos, no resultan identificables con las provincias respectivas a los fines de la competencia originaria.

En tales condiciones, la Provincia de La Pampa no resulta titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, puesto que carece de un interés directo en el pleito, de tal forma que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria, lo cual obsta a la competencia originaria de la Corte.

En consecuencia y, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a la instancia originaria del Máximo Tribunal.

Gómez, Raúl Ariel c/ La Pampa, Provincia de y otros s/ Medida Cautelar

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2079/2021/18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Discriminación. Igualdad ante la ley. Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión no federal. Incompetencia. 

Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. 

Así, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.

En el sub lite la cuestión que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.

Si bien la accionante funda su pretensión en las previsiones de la ley 23.592 y en el art. 16 de la Constitución Nacional, ello no resulta suficiente para suscitar la competencia originaria de la Corte pues la demanda tiene por base la responsabilidad del estado provincial por el obrar ilegítimo que se le atribuye.

La Corte no resulta competente para conocer en las contiendas por vía de su jurisdicción originaria cuando las indemnizaciones que se reclaman, como consecuencia de los daños que se dicen ocasionados, derivan del ejercicio del poder público provincial. Son los jueces locales los que deben juzgar esas conductas, u omisiones en su caso, y son ellos quienes deben subsumirlas en las disposiciones legales o en los principios de derecho que resulten aplicables. Ello, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.

Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.

Spreafico, Sonia Gabriela c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Daños y perjuicios

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1459/2020/18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Facultades no delegadas. Cuestión de derecho público local. Interpretación y aplicación de la ley. Sistema federal. Autonomía provincial. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 

Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.

De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

El sub lite no corresponde a la competencia originaria del Máximo Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata. 

No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Máximo Tribunal para que proceda su competencia originaria.

Por lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.

Alvelo Juárez, Silvina María y otros c/ Estado Nacional s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1101/2021/CS1, 18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia originaria. Acción meramente declarativa. Vacuna COVID 19. Pase sanitario. Juicios en que es parte una provincia. Facultades no delegadas. Cuestión de derecho público local. Interpretación y aplicación de la ley. Sistema federal. Autonomía provincial. Incompetencia. Competencia provincial. 

Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.

De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

El sub lite no corresponde a la competencia originaria del Máximo Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar actos y conductas emanadas de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.

No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Máximo Tribunal para que proceda su competencia originaria.

Por lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.

En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.

Gómez Sánchez, Leonarda y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2/2022/18 de marzo de 2022

Ver dictamen

El Máximo Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16.986.

Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.

En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.

Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.

El sub lite no corresponde a la competencia originaria del Máximo Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.

No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales porque, tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Máximo Tribunal para que proceda su competencia originaria.

Asimismo, es preciso recordar que para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar si la Nación o una entidad nacional participan nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria.

Tal extremo debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.

Ese requisito no se encuentra prima facie cumplido en la causa, toda vez que no justifica la intervención del Estado Nacional – Jefatura de Gabinete de Ministros el mero hecho de que sea demandado por su actividad legislativa, lo cual sólo determina el marco jurídico aplicable, sin pasar por ello a integrar la relación jurídica sustancial sobre la base de la cual se entabla la demanda; supuesto que sí se verifica respecto del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, quien sería el único obligado y con posibilidades de cumplir con el mandato restitutorio de derechos que se denuncian como vulnerados, en el eventual supuesto de admitirse la presente demanda.

Tampoco se advierte, que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia sanitaria, lo que determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.

Según lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.

En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.

Silva, Erica Gabriela y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción de amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1/2022/18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Habeas data. Ley de protección de los datos personales. Empresa privada. Competencia provincial. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa CCF 012181/2019/CA1-CS1, “Saqueta Melo Escobar, Matías Sebastián c/ Edesur S.A. y otros s/ Amparo”.

La Ley de Protección de Datos Personales 25.326 establece la competencia federal sólo en los casos en los que se persigue acceder a datos o contenidos que constan en bases públicas de información o interconectadas en redes interjurisdiccionales, lo que no se encuentra acreditado aquí, desde que se acciona contra una entidad privada y el derecho de acceso ejercido por la actora busca saber sobre la existencia y forma de almacenamiento de los datos. Al respecto, el uso de las herramientas digitales que refiere el juez local no alcanza para determinar concretamente la existencia de bases de información vinculadas a redes que integren diversas jurisdicciones.

Por lo demás, procede recordar el carácter excepcional del fuero federal, que se encuentra circunscripto a los casos que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser restrictiva.

Rusi, Marianela c/ Zurich Argentina Compañía de Seguros S.A. s/ Hábeas data

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1866/2021/CS1, 22 de febrero de 2022

Ver dictamen

Competencia comercial. Competencia nacional. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa CCF 012181/2019/CA1-CS1, “Saqueta Melo Escobar, Matías Sebastián c/ Edesur S.A. y otros s/ Amparo”.

La ley 25.326 establece la competencia federal solo en los supuestos en los que se persigue acceder a datos o contenidos que constan en bases públicas de información o interconectadas en redes interjurisdiccionales. Ello, no se encuentra acreditado aquí, desde que se acciona exclusivamente contra una entidad privada y el amparo solicitado tiene por objeto, entre otras cuestiones, saber si el actor estuvo informado en sus bases como deudor y/o incumplidor de obligaciones, y en su caso de quien resultaría ser deudor, a que obligaciones referiría la/s supuesta/s deuda/s, y el destino y finalidades de los datos que la accionada tenga en su poder. Al respecto, la supuesta accesibilidad de esos datos por internet, no resulta del estado actual del proceso, ni alcanza para determinar, concretamente, la existencia de bases de información vinculadas a redes que integren diversas jurisdicciones.

Por lo demás, procede recordar el carácter excepcional del fuero federal, que se halla circunscripto a los casos que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser restrictiva.

Suárez, Alejandro Javier c/ Más Activos S.A. s/ Amparo

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4856/2021/CS1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Consignación judicial. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Cabe recordar que, según reiterada doctrina del Tribunal, para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito –ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria.

En mérito a lo señalado, ese requisito, en principio, y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia bajo examen, se encuentra cumplido en autos respecto de la provincia demandada.

Por otro lado, corresponde señalar que no basta que una provincia sea parte en el proceso para que pueda surtir la competencia de la Corte, toda vez que se requiere, además, que lo sea en una causa civil y contra un vecino de distinta jurisdicción territorial o en una causa de manifiesto contenido federal.

En este último caso, la acción entablada debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.

Según los términos de la demanda, este es el supuesto que se presenta en el sub lite, en tanto la pretensión de pago por consignación judicial entablada por la actora se sustenta en el instituto de servidumbre administrativa de electroducto previsto en el marco regulatorio de la energía eléctrica (ley 19.552 y 24.065) de carácter federal, cuya autoridad de aplicación es el ENRE, lo que asigna esa naturaleza federal a la materia en examen.

En tales condiciones, toda vez que se demanda en autos a una provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, este proceso debe tramitar ante los estrados de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Eleprint – Martínez de La Fuente S.A. – UTE c/ Provincia de Buenos Aires s/ Consignación

FLP-Justicia Federal de La Plata, 15119/2021/CS1, 19 de febrero de 2022

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión a los dictámenes de las causas L.238, L. XLVI, “Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 5321/2014, “Frigorífico Novara S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 Cód. Procesal)”; CSJ 1155/2016 “Frigorífico Paladini S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 93/2018 “Refinería del Centro S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad” y CSJ 1832/2019, “Avex S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”.

García Hermanos Agroindustrial S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2881/2021/19 de febrero de 2022

Ver dictamen

Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Remisión a los dictámenes de las causas L.238, L. XLVI, “Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 5321/2014, “Frigorífico Novara S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 Cód. Procesal)”; CSJ 1155/2016 “Frigorífico Paladini S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 93/2018 “Refinería del Centro S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad” y CSJ 1832/2019, “Avex S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”.

La Piamontensa S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2853/2021/18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, éste corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae.

En efecto, toda vez que es demandada una provincia –a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional– y la actora es una entidad nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.

Correo Oficial de la República Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 439/2021/18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Educación presencial. Decreto de necesidad y urgencia. Decretos provinciales. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 

Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. 

De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.

No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.

El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.

Colegio de los Santos Padres c/ Poder Ejecutivo Provincial s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 812/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Acción declarativa de inconstitucionalidad. Código tributario. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y CAF 72915/2017/CS1, “Angiord SACI c/ GCBA – AGIP - DGR s/ Proceso de conocimiento”.

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

No obstante que la causa fue elevada a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 (ratificado por ley 14.467), y toda vez que, de acuerdo con lo resuelto por la Corte —por mayoría— en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Tribunal.

Así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia. 

Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.

Plastar San Luis S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Agencia Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 23464/2018/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Sistema federal. Autonomía provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 

Dado que en este proceso se encuentra demandada una provincia, se debe examinar si la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, en atención a la prerrogativa jurisdiccional de la que goza aquélla.

En ese sentido, se debe poner de resalto que, por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.

Sentado ello, corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, en el sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de una provincia, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata (arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 1°, de la ley 48 y Fallos: 328:68).

No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.

Por lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.

Ambrosini, Silvia Monica y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1230/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario

Cuestiones de competencia. Juicio ejecutivo. Cobro de sumas de dinero. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Entes autárquicos. Obras sociales. Legitimación pasiva. Competencia originaria. Incompetencia. Sentencia no firme. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Para que una provincia -o, como en el caso, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a partir de lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, "Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal", pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.

Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.

Bajo este prisma, si bien el Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires actúa en este pleito como representante judicial de la obra social, ello no es determinante para reconocer a la citada Provincia el carácter de “parte” en esta causa.

Como entidad autárquica de derecho público, la obra social tiene capacidad para actuar privada y públicamente, no integra la administración central del Estado local y no se identifica con éste.

Ello es así, a la luz de la jurisprudencia de la Corte que sostiene que los entes autárquicos cuentan con personalidad jurídica propia y no se identifican, en su caso, con el Estado local.

En tales condiciones, el alcance de la pretensión no permite atribuirle a la Provincia de Buenos Aires el carácter de parte adversa, pues el objeto del litigio demuestra que es la obra social el sujeto pasivo legitimado que integra la relación jurídica sustancial que da base a la pretensión, quien tiene un interés directo en el pleito y será el alcanzado por la sentencia que recaiga en la causa.

En virtud de lo expuesto, dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de esa Corte.

Establecido el carácter de ente autárquico de la obra social y su personalidad jurídica propia, los planteos del recurrente enderezados a sostener la competencia de los tribunales de la Provincia de Buenos Aires para entender en este pleito no se dirigen contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, en los términos exigidos por el art. 14 de la ley 48.

Instituto de Obra Médico Asistencial s/ Queja por recurso de inconstitucional denegado

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 159/2021/RH1, 12 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Cobertura médica. Derivación no razonada del derecho vigente. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Debido proceso. Derecho a la salud. Personas con discapacidad. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 

Esa Corte ha reiterado en numerosas oportunidades que, sin perjuicio de la naturaleza federal de algunas cuestiones planteadas, se deben tratar, en primer lugar, los argumentos que atañen a la arbitrariedad, dado que de existir ésta no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha.

Corresponde habilitar el remedio federal, pues aun cuando las discrepancias de los apelantes con el criterio de selección y apreciación de las pruebas no autorizan a la Corte a sustituir a los jueces de la causa en las decisiones que por su naturaleza les son privativas, cabe hacer excepción a dicho criterio cuando, tal como ocurre en la presente causa, la sentencia apelada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, se sustenta en motivos eminentemente formales y prescinde del examen de elementos de prueba conducentes y cuyo tratamiento fuere potencialmente relevante para modificar el sentido de la decisión adoptada, todo lo cual conduce a frustrar el esclarecimiento de los sucesos investigados y vulnera el derecho del debido proceso.

La cámara consideró que las demandadas no acreditaron que las alternativas terapéuticas propuestas por los profesionales de su cartilla podrían alcanzar resultados similares a los que se obtendrían en el extranjero y a un menor costo. Para arribar a esa conclusión omitió ponderar elementos conducentes para resolver el litigio lo que torna descalificable la solución.

Esta causa conlleva singulares desafíos para la labor jurisdiccional por la premura con la que debe juzgarse y la complejidad de las cuestiones examinadas. Sin embargo, si la cámara albergaba dudas acerca de las capacidades técnicas de los nosocomios locales, le correspondía ahondar la investigación, produciendo la prueba de informes, e incluso convocando al perito forense y a las partes para requerir mayores precisiones sobre este aspecto, en lugar de desechar los servicios seriamente ofrecidos por las accionadas.

Esa Corte ha reconocido el carácter fundamental del derecho a la salud y la especial atención que merecen las personas con discapacidad, empero, también ha entendido que ese derecho no es absoluto, sino que debe ser ejercido con arreglo a las leyes que reglamentan su ejercicio, con la única condición de no ser alterado en su substancia. Por lo tanto, invocar el derecho a la salud de las personas con discapacidad no conduce automáticamente a la obligación de cubrir el costo de la intervención en el extranjero, sino que requiere un análisis de la razonabilidad de esa normativa conforme a las circunstancias probadas de la causa, lo que no ocurrió en este caso.

En consecuencia, la decisión recurrida debe ser descalificada con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad.

L., M. y otros c/ Organización de Servicios Directos Empresarios (OSDE) y otro s/ Prestaciones quirúrgicas

FLP-Justicia Federal de La Plata, 31551/2018/1/RH1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Cuestiones de competencia. Gravamen irreparable. Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires. Cuestión de derecho público local. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa H. 213, L. XLII, “Heredia, Jorge Hugo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios” y en el dictamen de la causa CIV 34386/2017/2/RH1, “Iturbe, José Ignacio c/ Brito, Osvaldo David y otro s/ Daños y perjuicios – Acc. de trán. c/ Les. o muerte”.

Los pronunciamientos en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que medie una denegatoria del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlos a fallos definitivos; entre ellas, cuando la resolución atacada afecta un específico privilegio federal de manera irreparable.

Este último supuesto es el que se verifica aquí, toda vez que se encuentra en tela de juicio la autonomía de la Ciudad de Buenos Aires establecida en el artículo 129 de la Constitución Nacional y el fallo atacado resulta contrario al derecho alegado por la recurrente, al obligarla a litigar ante un tribunal que no es su juez natural.

Según lo ha declarado esa Corte, la ciudad de Buenos Aires, tal como sucede con las provincias, ve afectada su autonomía cuando es forzada a litigar ante tribunales de extraña jurisdicción y ocupa el mismo puesto que aquéllas en el sistema jurídico que rige la jurisdicción de los jueces federales.

Incumbe a los jueces locales conocer en los casos en los que se inicia una acción contra las provincias, dirigida a obtener la reparación de los daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito en el que intervino un vehículo de su propiedad, porque ello configura una causa regida por el derecho público local que no reviste carácter civil, según lo ha definido esa Corte, en punto a su jurisdicción originaria, a partir del precedente “Barreto”.

Recurso queja N°2 - Vago, Jorge Alejandro c/ Montenegro, Jonatan Martín y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito c/ lesión o muerte)

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 77155/2019/2/RH1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CIV 22382/2020/2/RH1, “Pintos, Lucas Hernán c/ GCBA s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito c/ lesiones o muerte)”.

Es jurisprudencia de esa Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que medie una denegación del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a fallos definitivos; entre ellas, cuando la resolución atacada afecta un específico privilegio federal en forma irreparable.

Este último supuesto es el que se verifica aquí, toda vez que se encuentra en cuestión la autonomía de la ciudad de Buenos Aires establecida en el artículo 129 de la Constitución Nacional y el fallo cuestionado resulta contrario al derecho alegado por la apelante, al obligarla a litigar ante un tribunal que no es su juez natural.

Según ha señalado la Corte, la ciudad de Buenos Aires, como sucede con las provincias, ve afectada su autonomía cuando es forzada a litigar ante jueces de extraña jurisdicción y ocupa el mismo puesto que aquéllas en el sistema jurídico que rige la jurisdicción de los tribunales federales.

Por lo demás, el Tribunal ha considerado que son revocables por arbitrarias las resoluciones que, por un lado, generan un escollo indudable en la pretensión de recurrir la sentencia de grado, lo que incide en forma definitiva en el ejercicio integral del derecho de defensa, y, por el otro, alteran el sentido y el objeto de lo dispuesto por el artículo 242 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, con la consecuente frustración de una vía apta para el reconocimiento de los derechos que se invocan vulnerados.

Tubio, Oscar c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Policía de la Ciudad y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito sin lesiones)

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 69847/2017/1/RH1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Cuestión federal. Acción de inconstitucionalidad. Ley provincial. Comercio interior. Interpretación de leyes federales. Competencia por la materia. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 

Conviene recordar la doctrina del Tribunal según la cual, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.

El planteo de la actora se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, por lo que la cuestión federal es la predominante en la causa.

Así entonces, aunque la actora dirige su acción de inconstitucionalidad contra normas locales se observa que su pretensión exige dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad municipal interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación con respecto a la regulación del comercio interjurisdiccional y, por lo tanto, funciona como una aduana interior prohibida en la Carta Magna.

En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteo que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la denominada cláusula comercial (art. 75, inc. 13, de la Ley Fundamental), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.

Así las cosas, la presente causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.

La Corte tiene reiteradamente dicho que si la solución de la causa depende esencialmente de la aplicación e interpretación de normas de derecho federal debe tramitar ante la justicia federal, y que cuando la competencia de ésta surge ratione materiae es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales.

Embotelladora del Atlántico S.A. (EDASA) c/ Municipalidad de Viedma s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad

FGR-Justicia Federal de General Roca, 17884/2019/CS1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Personas con discapacidad. Entes descentralizados. Competencia federal. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las resoluciones sobre competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como la denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia.

Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso pues, por un lado, la sentencia no importa una denegatoria del fuero federal, ya que, al confirmar el fallo de grado, ordenó la remisión del proceso a la justicia federal con asiento en Rosario de Lerma, provincia de Salta, donde se domicilia y es asistida la actora, y, por otro, tampoco coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, su defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal y, en consecuencia, aquélla quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado donde podrá seguir ejerciendo sus derechos.

A su vez, la ausencia de una decisión definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas o por la pretendida arbitrariedad del decisorio o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso. 

En esas condiciones, la apelante no logra acreditar el carácter definitivo de la sentencia recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.

Sin perjuicio de ello, esa Corte Suprema, al remitir al dictamen de esta Procuración en autos CCF 5423/2019/2/RH2, “P., R. L. y otro c/ Agencia Nacional de Discapacidad s/ amparo de salud”, anotó que el planteo que persigue la cobertura integral de las prestaciones de rehabilitación y transporte se dirige contra un organismo descentralizado del Estado Nacional y conduce, prima facie, al examen de las obligaciones de financiamiento impuestas a éste, así como a la interpretación de reglas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, por lo que su juzgamiento incumbe a la justicia federal con asiento en la provincia de Salta.

Recurso de queja Nº 2- A., N. V. del M. y otro c/ Agencia Nacional de Discapacidad s/ Amparo de salud

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5416/2019/2/RH2, 30 de agosto de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Acción de amparo. Medidas cautelares. Minería. Juicios contra el Estado. Juicos en que es parte una provincia. Impacto ambiental. Daño ambiental. Sistema federal. Autonomía federal. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia federal. Denegatoria del recurso. 

No asiste razón a la recurrente cuando afirma que este proceso corresponde a la competencia federal. En efecto, resulta propicio recordar que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución a la justicia federal. En uno y otro supuesto, dicha competencia de excepción responde a distintos fundamentos. El primero lleva el propósito de afirmar las atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que el segundo, procura asegurar -entre otros aspectos- la imparcialidad de la decisión cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias siempre que tales causas no versen sobre cuestiones de derecho público local, materia excluida de la competencia federal y propia de los jueces locales.

Es dable resaltar que la Corte, a través de distintos precedentes, ha delineado los criterios que deben tenerse en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, al establecer que, en primer término, hay que delimitar el ámbito territorial afectado pues, como lo ha previsto el legislador nacional en el art. 7°, segundo párrafo, de la ley 25.675, aquélla corresponde cuando está en juego un recurso ambiental interjurisdiccional o un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial.

Es preciso recordar que la definición de la naturaleza federal del pleito debe ser realizada con especial estrictez, por lo que resulta imprescindible demostrar, con alguna evaluación científica, la efectiva contaminación o degradación —según los términos de la Ley General del Ambiente— de carácter interjurisdiccional de tal recurso, esto es, la convicción debe necesariamente surgir de los términos en que se formule la demanda y de los estudios ambientales que la acompañen, lo que permitirá sostener la pretendida interjurisdiccionalidad o, en su defecto, la de alguna evidencia que pruebe que resulta verosímil la afectación de las jurisdicciones involucradas.

En sentido concordante, el Tribunal estableció que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión procede de la Constitución Nacional, la que, si bien establece que le cabe a la Nación -dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección-, reconoce expresamente las jurisdicciones locales en la materia, las que no pueden ser alteradas.

En cuanto a la competencia federal ratione personae, cabe señalar que la actora no logra individualizar ni concretar los hechos u omisiones en que habrían incurrido los organismos nacionales identificados en la demanda, sino que se limita a invocar, en forma genérica, que deben intervenir en oportunidad de realizarse la Evaluación de Impacto Ambiental solicitada.

En las condiciones expuestas, bajo el estrecho marco de conocimiento que ofrece el expediente en esta etapa y sin perjuicio de lo que pudiese resolverse oportunamente según los elementos que se incorporen a la causa, no ha quedado acreditado con un grado de convicción suficiente que los actos y omisiones provinciales provoquen una degradación o contaminación interjurisdiccional, motivo por el cual no corresponde que intervenga la justicia federal.

La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.

En virtud de la solución que se propugna, serán los tribunales provinciales los que deban resolver acerca del cumplimiento de los recaudos necesarios a los fines de adoptar la medida cautelar solicitada por la actora.

Recurso queja N° 2 - Guitian, Román E. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción de amparo Ley 16.986 c/ Cautelar

FTU-Justicia Federal de Tucuman, 4021/2021/2/RH1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Obras sociales. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Facultades jurisdiccionales. Exceso ritual manifiesto. Agravio concreto. Sistema nacional del seguro de salud. Seguro social. Derecho a la salud. Justicia distributiva. Accesibilidad. Acceso a la justicia. Procedencia del recurso. 

La sentencia es equiparable a definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48. Si bien es cierto que, en principio, carecen de esa calidad las resoluciones que rechazan la acción de amparo pero dejan subsistente la instancia ordinaria, la Corte Suprema ha sostenido que ello no constituye un obstáculo para la procedencia del recurso federal cuando lo resuelto causa un agravio de difícil o imposible reparación ulterior. Las circunstancias del caso y la naturaleza de los derechos debatidos hacen que la reapertura del debate a través de los carriles ordinarios no satisfaga la exigencia de tutela judicial efectiva.

La cámara interpretó con infundado ritualismo los recaudos para la admisibilidad del amparo, vulnerando el derecho a la protección judicial efectiva.

En primer lugar, la cuestión planteada por la actora reviste suficiente urgencia para su análisis por la vía intentada. Cabe observar que la obra social accionante ha logrado acreditar que debe cumplir con la provisión del medicamento al afiliado de manera mensual, que el costo de este medicamento está sujeto a la variación de la moneda extranjera, y que se abona bajo la modalidad de pago por adelantado, no habiendo controvertido la demandada esas afirmaciones. 

No se advierte un agravio meramente conjetural, sino real y concreto. Es que la sustancial desproporción entre los valores en dólares del medicamento que suministra y los montos nominales en pesos del reintegro, produce un desbalance que proyectado en el tiempo pone en riesgo la continuidad del servicio médico del afiliado y el equilibrio financiero de la propia obra social. 

En segundo lugar, la cámara limitó irrazonablemente la vía de amparo al considerar que se hallan únicamente afectados los intereses patrimoniales de la entidad accionante, sin ponderar la verdadera naturaleza del asunto federal involucrado, que demanda la exégesis de las reglas que estructuran el sistema nacional del seguro de salud instituido por la ley 23.661.

Dichas reglas no sólo definen la función de rectoría de la autoridad sanitaria y las relaciones jurídicas entre los agentes del seguro, sino que, además, al organizar el sistema de cobertura de riesgos, impactan sobre la efectiva realización de derechos fundamentales de los afiliados, que tienen base constitucional. Ello es así, pues según la referida norma el seguro de salud se establece como un seguro social a efectos de procurar el pleno goce del derecho a la salud sin discriminación social, económica, cultural o geográfica, y tiene como objetivo fundamental proveer el otorgamiento de prestaciones de salud igualitarias, integrales, humanizadas, tendientes a la promoción, protección, recuperación y rehabilitación de la salud, que respondan al mejor nivel de calidad disponible y garanticen a los beneficiarios la obtención del mismo tipo y nivel de prestación eliminando toda forma de discriminación en base a un criterio de justicia distributiva.

El derecho a la salud está estrechamente relacionado con el derecho a la seguridad social, el cual requiere para su garantía la existencia de un sistema que se estructure y funcione bajo los principios de disponibilidad y accesibilidad, que abarque la atención a la salud y la discapacidad, y que las prestaciones destinadas a tal fin tengan un nivel suficiente en importe y duración.

La cuestión aquí examinada aborda precisamente aspectos relativos a la asequibilidad de la asistencia sanitaria, pues se impugnan normas dictadas por la Superintendencia de Servicios de Salud, en el empleo de los recursos del Fondo Solidario de Redistribución dirigidos al financiamiento de un medicamento usado para tratar una enfermedad calificada como “catastrófica” que, por reunir características especiales, debe ser cubierta a través sistemas de seguro o de mancomunión de riesgos.

Teniendo en cuenta la premura que impone el abordaje del asunto planteado, así como la delicadeza de los derechos en juego, el tribunal a quo no debió apelar a una interpretación excesivamente rigurosa de los recaudos formales de la acción de amparo para evitar expedirse sobre la validez constitucional de la resolución SSS 400/2016.

Como lo ha sostenido la Corte Suprema, la relevancia y la delicadeza de los derechos en juego deben guiar a los magistrados no sólo en el esclarecimiento y decisión de los puntos de derecho sustancial, sino también de los vinculados con la "protección judicial" prevista en el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que tiene jerarquía constitucional, máxime cuando los denominados recursos de amparo no deben resultar "ilusorios o inefectivos".

En suma, se ha vulnerado el derecho de la actora a una tutela judicial efectiva, por lo que corresponde asegurar su pleno acceso a la jurisdicción de amparo y el adecuado tratamiento de la cuestión federal oportunamente articulada.

Obra Social del Personal de Imprenta Diarios y Afines c/ Superintendencia de Servicios de Salud s/ Amparo Ley 16.986

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3333/2019/1/RH1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cajas de previsión. Personas mayores. Derecho a la vida. Derecho a la salud. Acceso a la justicia. Resoluciones equiparables a definitiva. Exceso ritual manifiesto. Apartamiento de las constancias de la causa. Procedencia del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1836/2018/CS1, “González Pastor, Nélida Nora c/ IOSPER s/ Acción de amparo” y al Fallos: 330:4647, “María Flavia Judith”.

La sentencia es equiparable a definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48 dado que, si bien es cierto que, en principio, carecen de esa calidad las resoluciones que rechazan la acción de amparo pero dejan subsistente la instancia ordinaria, la Corte Suprema ha sostenido que ello no obsta la procedencia del recurso federal cuando lo resuelto causa un agravio de difícil o imposible reparación ulterior. Las circunstancias del caso y la naturaleza de los derechos debatidos hacen que la reapertura del debate a través de los carriles ordinarios no satisfaga la exigencia de tutela judicial efectiva (art. 18, Constitución Nacional y art. 25, Convención Americana sobre Derechos Humanos, y normas concordantes).

Por otro lado, también se puntualizó que aunque las resoluciones de los superiores tribunales provinciales que versan sobre los recursos de orden local no son, en principio, susceptibles de revisión por medio de la apelación federal, corresponde habilitar el recurso extraordinario cuando la decisión de los órganos de justicia locales no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa, o se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal que lesiona garantías constitucionales. Si bien la acción de amparo no está destinada a reemplazar medios ordinarios instituidos para la solución de las controversias, su exclusión no puede fundarse en una apreciación meramente ritual, toda vez que la institución tiene por objeto una efectiva protección de derechos, más que una ordenación o resguardo de competencias.

Esas circunstancias excepcionales se presentan en el caso donde el tribunal, con excesivo rigor formal, y apartándose de las circunstancias de la causa, resolvió que la acción de amparo no es la vía procesal a fin de que la actora  reclame su derecho a obtener la cobertura de salud del Instituto de Obra Social provincial.

En primer lugar, el tribunal interpretó con infundado ritualismo los recaudos para la admisibilidad del amparo al exigir que la actora acredite la ausencia de otra cobertura de salud, sin ponderar la naturaleza de los derechos implicados en la acción de amparo.

En efecto, esa acción tiene por objeto asegurar el goce de los derechos a la vida y al disfrute del más alto nivel posible de la salud, que se encuentran ampliamente reconocidos en la Constitución Nacional y los instrumentos internacionales (art. 75, inc. 22, Constitución Nacional; art. 4, Convención Americana sobre Derechos Humanos; art. 12, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales).

En tal sentido, la Corte Suprema ha dicho en reiteradas oportunidades que la vía del amparo es particularmente pertinente cuando se trata de la preservación de la salud y la integridad psicofísica. A ello cabe agregar que la peticionaria pertenece al colectivo de personas mayores, cuyos derechos a la vida y a vivir con dignidad en la vejez, a la salud, y a la protección judicial efectiva, se encuentran especialmente protegidos por la Convención Interamericana sobre Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, aprobada por ley 27.360 (arts. 3, incs. f, g, k, l y n; 4, inc. c, 6, 19, primer párrafo y 31). En particular, el artículo 31 dispone que “la actuación judicial deberá ser particularmente expedita en casos en que se encuentre en riesgo la salud o la vida de la persona mayor” (cuarto párrafo).

Además, ese tribunal expuso que la relevancia y la delicadeza de los derechos en juego deben guiar a los magistrados no sólo en el esclarecimiento y decisión de los puntos de derecho sustancial, sino también de los vinculados con la “protección judicial” prevista en el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que tiene jerarquía constitucional, máxime cuando los denominados recursos de amparo no deben resultar “ilusorios o inefectivos”.

El a quo interpretó y aplicó los requisitos del amparo regulado por la ley local, soslayando el derecho a la tutela judicial efectiva y a interponer un recurso rápido y sencillo ante tribunales competentes frente a la vulneración de derechos fundamentales (art. 43, Constitución Nacional y arts. 8 y 25, Convención Americana sobre Derechos Humanos), más aun considerando que la determinación de la existencia o inexistencia del derecho de la actora no exige una mayor amplitud de debate o de prueba.

Finalmente, es oportuno señalar que la especial naturaleza de los derechos debatidos y la circunstancia de que una persona jubilada se encuentre sin cobertura social, transcurrido casi un año desde la interposición de su demanda, ameritan que el tribunal a quo, dicte sentencia con la mayor celeridad.

 

Udrizard, Liliana Noemí c/ Instituto de Obra Social de la Provincia de Entre Ríos s/ Acción de amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1078/2021/RH1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Resoluciones equiparables a definitiva. Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires. Jueces naturales. Extraña jurisdicción. Juicios contra el Estado. Competencia originaria. Daños y perjuicios. Policía federal. Causas civiles. Responsabilidad extracontractual del Estado. Cuestión de derecho público local. Incompetencia. Admisibilidad del recurso. 

Remisión al fallo de la causa M. 1569, L. XL, “Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ daños y perjuicios (daños derivados de la contaminación ambiental del río Matanza – Riachuelo)” (considerando 16).

La Corte Suprema tiene dicho que las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48, excepto que medie una denegación del fuero federal, privación de justicia o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a fallos definitivos; entre estas últimas, cuando la decisión atacada afecta un específico privilegio federal de manera irreparable.

Este último supuesto es el que se verifica en la especie, toda vez que se encuentra en cuestión la autonomía de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires establecida en el art. 129 de la Constitución Nacional y el fallo atacado resulta contrario al derecho invocado por el apelante, al obligarlo a litigar ante un tribunal que no es su juez natural. Al respecto, la Corte ha establecido que la Ciudad de Buenos Aires, tal como sucede con las provincias, ve afectada su autonomía cuando es forzada a litigar ante jueces de extraña jurisdicción, y ocupa el mismo puesto que aquéllas en el sistema jurídico que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, en su caso, posee el mismo derecho a la competencia originaria de esa Corte.

Según se desprende de los términos de la demanda, el actor promueve juicio contra el Estado Nacional por los daños y perjuicios derivados de las lesiones que alega haber sufrido a causa del accionar de un agente que pertenecía a la Policía Federal Argentina al momento de los hechos, y contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, en virtud del traspaso de la fuerza a dicha órbita local.

Al respecto, a partir del precedente publicado en Fallos: 329:759, la Corte otorgó un nuevo contorno al concepto de “causa civil” que deriva del art. 116 de la Constitución Nacional, al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, coincidiendo así con el criterio sostenido largamente por este Ministerio Público. De acuerdo con lo allí expresado, se excluye de tal naturaleza a los supuestos de responsabilidad extracontractual del Estado por “falta de servicio”, por entender que se trata de una materia propia del derecho público local cuya regulación corresponde al derecho administrativo, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados del mismo carácter.

En tales condiciones, a fin de no frustrar el privilegio del Estado Nacional a ser demandado únicamente ante los tribunales federales, ni afectar la autonomía del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires forzándolo a litigar ante tribunales de extraña jurisdicción, deben ser devueltas las actuaciones al tribunal interviniente con el objeto de que, en ese marco, la actora efectúe las peticiones conducentes para permitir la continuidad de la tramitación de la causa ante las sedes que considerare competentes.

Recurso queja Nº 2 – Ferrate, Federico Javier c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – Policía Federal Argentina y otro s/ Daños y perjuicios

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 29777/2017/2/RH1, 18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Juicio político. Secretario judicial. Destitución. Enjuiciamiento de magistrados. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Debido proceso. Defensa en juicio. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 

Los agravios de la apelante no son suficientes para demostrar en las circunstancias del caso una afectación al debido proceso de la entidad constitucional señalada. En consecuencia, no existe cuestión federal que habilite la intervención de la Corte en el marco de los rigurosos límites que tiene la revisión judicial en asuntos de esta naturaleza, toda vez que el escrito de presentación del remedio federal no constituye una crítica concreta y razonada de la sentencia apelada, sino que se limita a cuestionarla mediante afirmaciones escuetas y absolutamente dogmáticas, que son claramente insuficientes para rebatir los fundamentos utilizados por el a quo para sostener su decisión.

Estos serios defectos de fundamentación no solo implican un incumplimiento de los recaudos exigidos para la admisibilidad de la apelación extraordinaria federal, sino que impiden tener por demostrada la invocada lesión a las reglas estructurales del debido proceso, que constituye un requisito ineludible para habilitar la intervención de la Corte en asuntos de esta naturaleza.

En efecto, las objeciones de la apelante tendientes a cuestionar los argumentos del tribunal en cuanto sostuvo que los cambios en la estructura del Poder Judicial no restan entidad a los hechos investigados y que las funciones desempeñadas por la actora han mutado pero el cargo no ha desaparecido, sólo trasuntan una mera discrepancia con el criterio adoptado por el a quo al respecto con fundamentos que no fueron debidamente rebatidos. Lo mismo ocurre con las quejas relacionadas con la arbitrariedad de la sentencia por haber omitido el análisis de las conductas de violencia de género que habría denunciado la actora, puesto que la sentencia apelada ya advirtió que se trata de agravios introducidos en forma tardía al haber cuestionado en el recurso de casación únicamente el modo en que fue valorado el material probatorio. 

Tampoco puede admitirse el argumento relativo al planteo de inconstitucionalidad del art. 222 de la Constitución de Río Negro, pues la apelante se limita a insistir en que las provincias no tienen competencia para disponer la pena de inhabilitación, sin efectuar un adecuado desarrollo de la invalidez que propugna, como hubiera sido menester. Ello es así, máxime si se tiene en cuenta que tampoco alega, ni mucho menos fundamenta, que las normas constitucionales que impugna resulten violatorias de los límites impuestos a las autonomías provinciales por el artículo 5° de la Constitución Nacional. 

El alcance de la revisión en la instancia del art. 14 de la ley 48 en asuntos de esta naturaleza se encuentra delineado a partir del estándar fijado en el conocido precedente “Graffigna Latino”, según el cual las decisiones en materia de los llamados juicios políticos o enjuiciamiento de magistrados en la esfera provincial, cuyo trámite se efectuó ante órganos ajenos a los poderes judiciales locales, constituyen un ámbito en el que solo es posible la intervención judicial en la medida que se aduzca y demuestre inequívocamente por el interesado, la violación de alguno de los derechos o garantías establecidos en el art. 18 de la Constitución Nacional.

La Corte ha establecido que, por ser el objetivo del instituto del juicio político, antes que sancionar al magistrado, el de determinar si este ha perdido los requisitos que la ley y la Constitución exigen para el desempeño de una función de tan alta responsabilidad, el sentido de un proceso de esta naturaleza es muy diverso al de las causas de naturaleza judicial, por lo que sus exigencias revisten una mayor laxitud. Por tal motivo, el Tribunal ha subrayado desde su tradicional precedente sentado en la causa “Nicosia”, lo reiteró con posterioridad a la reforma de 1994 frente al nuevo texto del art. 115 de la Ley Suprema en el caso “Brusa”, con relación a los fallos del Jurado de Enjuiciamiento de la Nación, y lo viene extendiendo al ámbito de los enjuiciamientos de magistrados provinciales, quien pretenda el ejercicio de aquel escrutinio deberá demostrar en forma nítida, inequívoca y concluyente, con flagrancia, un grave menoscabo a las reglas del debido proceso y a la garantía de defensa en juicio que, asimismo, exhiba relevancia bastante para variar la suerte de la causa en función de la directa e inmediata relación que debe tener la cuestión federal invocada con la materia del juicio.

Con esta comprensión, la dogmática y genérica invocación formulada por la ex secretaria no configura una cuestión federal apta para ser examinada en esta instancia extraordinaria, pues el planteo es manifiestamente insustancial frente a la rigurosa jurisprudencia relativa a la improcedencia del control judicial sobre los aspectos fácticos, valorativos y de encuadramiento legal propios del enjuiciamiento.

T., M. E. s/ Sumario – juicio político

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2558/2019/RH1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Recurso de queja (procesal)

Acción de amparo. Tribunal de enjuiciamiento. Fiscales. Destitución. Gravedad institucional. Gravamen irreparable. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 

La exclusión del Ministerio Público Fiscal de su función legal.

El presente recurso de queja resulta admisible en los términos de la conocida jurisprudencia que asimila a definitiva la sentencia que rechaza el amparo cuando lo decidido causa un agravio de imposible o dificultosa reparación ulterior, habida cuenta de la naturaleza de la cuestión en debate –esto es, el cuestionamiento por el desplazamiento del órgano acusador interviniente en el proceso de destitución iniciado en su contra- y la alegada afectación de la garantía del debido proceso y defensa en juicio que ello acarrearía.

Corresponde hacer lugar al agravio central del recurso tendiente a cuestionar la decisión apelada en cuanto declaró inadmisible la vía del amparo. La postura sentada en esa decisión, según la cual existe identidad de objeto entre el recurso de queja deducido por el Procurador General y el planteo de autos formulado por la recurrente, desatiende la evidente distinta calidad procesal en la que cada uno de ellos interviene en las causas, así como los derechos y garantías que se invocan vulnerados por cada uno de ellos: la actora, en su calidad de magistrada sometida a un jurado de enjuiciamiento y afectada directamente en sus derechos, y el Procurador General provincial, en nombre del interés general y la legalidad y el resguardo institucional.

El tribunal apelado fundó su decisión en afirmaciones dogmáticas y con notoria ausencia de fundamentación normativa y fáctica, con grave afectación del derecho de defensa en juicio de la recurrente, lo que conduce a su descalificación como acto jurisdiccional válido en el marco de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias. 

Goyeneche, Cecilia Andrea c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Acción de amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 646/2022/09 de mayo de 2022

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Sobreventa de pasajes. Facultades del fiscal. Independencia del Ministerio Público. Autonomía del Ministerio Público. Cuestión federal. Legitimación procesal. Derechos de incidencia colectiva. Derecho a la información. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión a los fundamentos desarrollados por el fiscal recurrente.

Las consideraciones de la cámara en ocasión de denegar el recurso extraordinario acerca de que la vista no representó una nueva oportunidad para ejercer una facultad procesal que correspondía al fiscal de la instancia inferior y los efectos que de ello deriva en cuanto al mantenimiento de la cuestión federal, son erróneas. Por un lado, porque se sustenta en la aplicación de normas procesales y criterios jurisprudenciales que no contemplan un caso como el presente de continuidad de una acción colectiva ante el desistimiento de la accionante y, por el otro, porque importa un desconocimiento de atribuciones del Ministerio Público Fiscal. 

El sistema constitucional argentino ha encomendado al Ministerio Público Fiscal la función de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad en coordinación con las demás autoridades de la República, con el deber de ejercer su rol institucional con unidad de actuación e independencia.  

Tales principios son, a su vez, receptados por el artículo 4 de la Ley 27.148 Orgánica del Ministerio Público Fiscal. Esa ley precisa las competencias de los fiscales en materia no penal, así como los alcances de su autonomía funcional. En particular, el artículo 2 prevé que el Ministerio Público Fiscal podrá intervenir, según las circunstancias e importancia del asunto, en conflictos que afecten el interés general de la sociedad o políticas públicas trascendentes y en aquellos donde se encuentre afectado de una manera grave el acceso a la justicia por la especial vulnerabilidad de alguna de las partes o por la notoria asimetría entre ellas. De su lado, y en lo que aquí interesa, el artículo 31 establece que el Ministerio Público Fiscal en materia no penal tendrá como función velar por el debido proceso e intervenir en casos en los que se encuentren en juego daños causados o que puedan causarse al patrimonio social, a la salud pública y al medio ambiente, al consumidor, a bienes o derechos de valor artístico, histórico o paisajístico, en los casos y mediante los procedimientos que las leyes establezcan. 

En consonancia con esa independencia y autonomía funcional del Ministerio Público Fiscal, los jueces no pueden suplir la determinación del fiscal sobre la existencia de intereses generales de la sociedad que demanden su intervención ni sobre el alcance o la modalidad de su actuación. De otro modo, se afecta la adecuada prestación del servicio de justicia que, de acuerdo con la Constitución Nacional, está estructurada sobre la base de la separación orgánica y funcional de jueces y fiscales. 

Como lógica derivación de ello, en el caso la falta de intervención en primera instancia queda suplida con la vista que le fue conferida a la fiscalía general por aplicación del mencionado principio de unidad de actuación. Pero, en cualquier caso, el planteo de las cuestiones federales por la fiscalía general es suficiente pues importa el ejercicio de facultades habilitadas por la ley.  

En efecto, el Ministerio Público es concebido como un organismo independiente con una función constitucional específica, la de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad. Para ello, se le ha reconocido legitimación procesal al entender que tanto la Constitución Nacional en su artículo 120, como la ley que rige su actuación, encomiendan al Ministerio Público la función de defender el orden jurídico en su integridad. 

Concordantemente con ello, la Corte Suprema ha admitido la facultad del Ministerio Público Fiscal de articular vías recursivas en forma autónoma a las restantes partes del litigio. La oportunidad y el modo del ejercicio de esas facultades corresponden a la esfera de su autonomía funcional. 

Asimismo, el artículo 52 de la ley 24.240 determina la actuación obligatoria del Ministerio Público Fiscal como fiscal de ley en las acciones iniciadas por consumidores y usuarios en defensa de sus intereses, en aquellas causas en que no intervenga en el proceso como parte. Esta intervención, está prevista a los fines de garantizar que se asegure la realización del valor justicia en una relación jurídica asimétrica, caracterizada por la desigualdad entre sus partes. 

En suma, por los fundamentos hasta aquí expuestos, cabe concluir que el recurso extraordinario es formalmente admisible puesto que la cuestión federal fue debidamente introducida y mantenida, la arbitrariedad surgió con el dictado de la propia sentencia que se recurre, y la actuación del fiscal está amparada por el marco constitucional y legal. 

En cuanto a los restantes fundamentos en los que la cámara sustenta el rechazo de la vía extraordinaria, el caso suscita cuestión federal toda vez que se discute la inteligencia que cabe asignar a los artículos 42 y 43 de la Constitución Nacional y la decisión del superior tribunal de la causa clausura la interpretación del texto constitucional respecto de la legitimación colectiva, de manera contraria a la pretensión que el recurrente sustenta en ellas. 

A los efectos de evaluar la legitimación procesal, la Corte Suprema distinguió tres categorías de derechos tutelados y, desde ese entonces, se expidió en varias oportunidades acerca de la legitimación para promover acciones tendientes a la defensa de derechos de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos, incluso de naturaleza patrimonial. 

Esa Corte sostuvo también que el artículo 43 de la Constitución Nacional admite la categoría de derechos de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos, entre los que se incluyen los derechos de los usuarios y consumidores. Explicó que la procedencia de estas acciones requiere la verificación de tres requisitos: la existencia de un hecho susceptible de ocasionar una lesión a una pluralidad de sujetos; una pretensión procesal enfocada en el aspecto colectivo de los efectos de ese hecho; y la constatación de que el ejercicio individual no aparece plenamente justificado de modo que, de no reconocerse la legitimación procesal, podría comprometerse seriamente el acceso a la justicia de los integrantes del colectivo cuya representación se pretende asumir. Las exigencias para la procedencia de la acción se encuentran satisfechas.  

En el sub lite existe un hecho único susceptible de ocasionar una lesión a los derechos de una pluralidad de sujetos: la práctica de overbooking por parte de la compañía aérea demandada y la falta de información adecuada al consumidor al respecto. 

Los fundamentos jurídicos de la pretensión son uniformes respecto de la totalidad del colectivo que se pretende representar en la acción. Ello permite que se decida en forma igualitaria sobre la posible abusividad o ilicitud de la práctica y la observancia de mecanismos idóneos para la protección del derecho a la información, aspectos que afectan a un grupo que se encuentra, a ese respecto, en una misma posición. Es decir, que la causa fáctica del reclamo es homogénea, más allá del alcance del perjuicio que individualmente pudiera haber sufrido cada pasajero. Por otro lado, se encuentra comprometido el acceso a justicia de los integrantes del colectivo cuya representación se pretende asumir en la causa, especialmente en lo referente al derecho a una información oportuna, adecuada, veraz y suficiente sobre las características esenciales del servicio. La circunstancia de que la pretensión involucre, además, una reparación económica de modo alguno desplaza la necesidad de atender a las diversas desigualdades que padecen los consumidores y que los artículos 42 y 43 de la Constitución Nacional buscan equilibrar. 

En este marco, la sentencia apelada interpreta y aplica en forma irrazonable los recaudos que emergen de los artículos 42 y 43 de la Constitución Nacional y la jurisprudencia de la Corte, en un caso que involucra derechos de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos y afecta el derecho a la información de los pasajeros de la demandada.

Recurso queja n° 4 – Proconsumer c/ Compañía Panameña de Aviación S.A. s/ Sumarísimo

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2641/2009/4/RH1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Nulidad del decreto. Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación. Revisión judicial. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 

La Corte tiene dicho que, si al fundamentarse el recurso extraordinario se alegó, entre otras cuestiones, la arbitrariedad del fallo, corresponde tratar en primer término los agravios que atañen a esa tacha dado que, de existir, no habría en rigor una sentencia propiamente dicha. No obsta a lo expresado el hecho de que el auto de concesión no hubiera aludido a esa causal, porque la amplitud que exige la garantía de la defensa en juicio justifica que la Corte considere los agravios referentes a la arbitrariedad del fallo, toda vez que no fueron objeto de desestimación expresa por parte de la cámara y las deficiencias de la resolución apuntada no pueden tener por efecto restringir el derecho de los recurrentes.

En la causa “Colegio de Abogados”, la Corte resolvió, en lo que aquí interesa, declarar la inconstitucionalidad de los artículos 1° y 5° de la ley 26.080 y la inaplicabilidad del artículo 7°, inciso 3°, de la ley 24.937, de los artículos 6° y 8° de la ley 26.080, así como de todas las modificaciones efectuadas al sistema de mayorías previsto en la ley 24.937; y ordenar al Consejo de la Magistratura que, dentro del plazo máximo de ciento veinte días corridos contados desde la notificación de esa sentencia, dispusiera lo necesario para la integración del órgano, en los términos de los artículos 2° y 10 de la ley 24.937, transcurrido el cual, sin que se hubiera completado la integración mencionada, los actos dictados por el Consejo de la Magistratura serían nulos.

En el considerando 17, quinto párrafo, del voto de la mayoría, la Corte señaló, en lo que al caso importa: “Se fija el plazo máximo de ciento veinte días (120) corridos contados a partir de la notificación de la presente sentencia para que el Consejo lleve a cabo las acciones necesarias a fin de cumplir con el sistema de integración del cuerpo, quorum y mayorías y con la composición de las comisiones previstos en la ley 24.937 (texto según ley 24.939). A tal efecto, resulta necesario que sean elegidos e incorporados el número de representantes por estamento para completar la composición fijada por el art. 2° de la ley 24.937 (texto según ley 24.939)”.

La cámara, en su sentencia, se apartó arbitrariamente de las constancias de la causa al calificar la cuestión como no justiciable pues, no puede entenderse que el examen sobre la validez del DPP 33/22 de la presidenta del H. Senado de la Nación, mediante el cual se designaron dos senadores para integrar el Consejo de la Magistratura por la segunda minoría en los términos de lo dispuesto por el artículo 2°, inciso 3°, de la ley 24.937, puesta en crisis por aquellos que se consideran afectados por aquel acto, configure un asunto que escape al control judicial.

Se trata, entonces, de una concreta petición, efectuada por quienes invocan un agravio causado por el decreto impugnado, que debe ser resuelta por el Poder Judicial con base en la inteligencia de las normas constitucionales y legales citadas y la sentencia de la Corte en la causa mencionada, por la sencilla aplicación del principio fundamental sobre distribución de competencias entre los poderes del Estado y el sistema de control judicial de sus decisiones cuando se cuestionan por haber violado derechos.

Se invoca la afectación de un interés concreto y directo, cual es el de los actores de ser designados como miembros del Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación por el bloque parlamentario que era la segunda minoría del H. Senado de la Nación, en los términos constitucionales y legales en el plazo en que debía completarse la integración de aquel órgano, según lo resuelto por esa Corte en la antes mencionada causa “Colegio de Abogados”.

Así el caso, tal como se presenta, es de naturaleza jurídica y no política pues, depende estrictamente de la inteligencia que se asigne a las disposiciones constitucionales y legales sobre las que se funda la pretensión de los recurrentes. En consecuencia, resulta aplicable el criterio según el cual corresponde a la jurisdicción velar porque ninguno de los poderes del Estado, al ejercer las atribuciones que la Constitución les asigna de manera exclusiva, se desvíe del modo en que ésta autoriza a ponerlas en práctica.

Aun en la hipótesis de que el resultado final sobre la materia en debate haya sido atribuido válidamente a un poder distinto del judicial, siempre este último, a la luz de la Constitución, estaría habilitado para juzgar, en los casos que lo planteen, si el acto impugnado ha sido expedido por el órgano competente, dentro del marco de su competencia y con arreglo a las formalidades a que está sujeto.

También ha dicho el Tribunal que planteada una causa, no hay otro poder por encima del de esta Corte para resolver acerca de la existencia y los límites de las atribuciones constitucionales otorgadas a los departamentos Legislativo, Judicial y Ejecutivo, y del deslinde de atribuciones de éstos entre sí y con respecto a los de las provincias. No admite excepciones, en esos ámbitos, el principio reiteradamente sostenido por la Corte, ya desde 1864, en cuanto a que ella es el intérprete final de la Constitución. Esto es así, pues la esencia de nuestro sistema de gobierno radica en la limitación de los poderes de los distintos órganos y en la supremacía de la Constitución. Ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades que las que le han sido acordadas, y es del resorte de esta Corte juzgar la existencia y límites de las facultades privativas de los otros poderes y la excedencia de las atribuciones en la que éstos puedan incurrir.

En consecuencia, lo decidido afecta de manera directa e inmediata las garantías constitucionales invocadas, por lo que corresponde descalificar el fallo de acuerdo con la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias.

Juez, Luis Alfredo y otro c/ Honorable Cámara de Senadores de la Nación s/ Amparo Ley 16.986

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 23440/2022/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Indemnización. Puesta a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Resolución administrativa. Constitucionalidad. Interpretación y aplicación de la ley. Jerarquía de las leyes. Recurso de apelación. Confirmación de sentencia. 

El tema a dilucidar radica en determinar la validez constitucional del art. 1°, inc. b), de la resolución 670/E/2016 MJyDDHH.

Según resolvió la Corte en la causa CAF 3972/2017/CA1-CS1 “Fernández, María Cristina c/ EN – M Justicia y DDHH s/Indemnizaciones – Ley 24.043- art. 3”, de la sola lectura del artículo cuestionado aparece, por su contenido y alcance como una clara disposición normativa puesto que modifica un aspecto sustancial del régimen de la ley 24.043, como lo es la forma allí prevista para calcular el monto del beneficio de que se trata.

Según lo indicado en los considerandos de la propia resolución, esta fue dictada en uso de las atribuciones conferidas por el art. 8° de la ley 24.043 y sus modificatorias, en concordancia con la disposición correspondiente de la Ley de Ministerios y sus modificaciones.

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos tiene a su cargo la tarea de determinar si quien peticiona el beneficio cumple, o no, con los requisitos establecidos en el régimen de la ley 24.043 para acceder a la prestación y, en su caso, la de efectuar el pago correspondiente según lo dispuesto en el texto legal. El hecho de que el ministerio aludido haya sido designado como autoridad de aplicación de la ley 24.043, no lo autoriza a alterar los parámetros previstos en ella para determinar el monto del beneficio que corresponde otorgar en caso de exilio forzoso.

Además, aun cuando entre las atribuciones conferidas al ministerio se halla la de intervenir en la reforma y actualización de la legislación general, no resulta admisible interpretar que tal directiva importa la potestad de fijar, por sí mismo, un método de cálculo del quantum del beneficio, distinto del previsto por el legislador.

El principio republicano de división de poderes establece la existencia de tres poderes del Estado con funciones bien definidas, de manera que ningún departamento de gobierno pueda ejercer lícitamente otras facultades que las que le han sido acordadas expresamente o que deben considerarse conferidas por necesaria implicancia de aquéllas. En consecuencia, en ese contexto de equilibrio, se observa que la disposición contenida en el art. 1°, inc. b, de la resolución 670/E/2016 MJyDDHH trasunta el despliegue de una facultad que excede las atribuciones reconocidas por la ley vigente pues modifica sustancialmente la manera de determinar el quantum del beneficio previsto en la ley 24.043, tal como fue aprobada por el Congreso de la Nación, con el consiguiente menoscabo del derecho de la actora.

La resolución cuestionada es contraria al principio de jerarquía normativa y configura un exceso en el ejercicio de las atribuciones que la ley concede al órgano emisor de ese acto, por lo que se debe hacer lugar al planteo de inconstitucionalidad realizado por el actor.

Moyano, Daniel c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones – Ley 24.043 - Artículo 3

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 78105/2017/CS1-CA1, 22 de agosto de 2022

Ver dictamen

Habeas data. Falta de legitimación para obrar. Legitimación pasiva. Internet. Redes sociales. Facebook. Ley de protección de los datos personales. Derecho a la intimidad. Libertad de expresión. Sentencia ultra petita. Debido proceso. Defensa en juicio. Principio de congruencia. Concesión parcial del recurso. Revocación de sentencia. 

La gestión de la red social Facebook conlleva un tratamiento de datos personales. En efecto, esa actividad presupone un tratamiento de los datos personales proporcionados por los titulares en carácter de usuarios, y de los datos personales proporcionados por terceros, que son recolectados, almacenados, conservados, organizados, relacionados y difundidos a través de la red social con propósitos que exceden el uso exclusivamente personal.

Ello pone en juego el derecho a la autodeterminación informativa. Tal como se recordó en el caso “Serantes Peña, Diego Manuel c/ Alves Peña, Jerónimo Francisco s/ ordinario”, el derecho a la intimidad no solo supone una libertad frente a las intromisiones de terceros en áreas reservadas a la autonomía individual, sino que otorga el derecho a controlar la difusión de esa información que integra su zona de reserva, esto es, a determinar cómo, en qué medida y para qué se puede comunicar a otros información sobre uno mismo. Este último aspecto de la intimidad, esto es, la autodeterminación informativa es receptada expresamente en el artículo 43, tercer párrafo, de la Constitución Nacional y tiene especial relevancia en la actualidad frente a los avances tecnológicos que han incrementado exponencialmente el flujo de información de toda índole.

La red social Facebook permite a los usuarios, de manera automatizada, constante y sistemática, almacenar, conservar y registrar datos y, entre ellos, datos personales propios y de terceros; la red social además organiza esos datos según criterios y finalidades predeterminadas; y finalmente, permite a los usuarios relacionar, acceder y difundir los datos personales de terceros. Ese tratamiento comprende datos personales de habitantes de nuestro país. Por ello, la gestión de la red social conlleva un tratamiento de datos en los términos de la ley 25.326 y su decreto reglamentario.

En el marco de la ley 25.326 y de la protección constitucional de la autodeterminación informativa, que debe ser adaptada a las características del entorno digital, la accionada es responsable por ese tratamiento frente a los usuarios y víctimas de daños en virtud de la interdependencia económica de las actividades realizadas por ambas entidades, y en atención a la apariencia creada por el grupo organizado por Facebook Inc.

Con relación a la primera cuestión, la demandada tiene por objeto brindar servicios relacionados con soportes de ventas para publicidad, marketing y relaciones públicas de la red social conocida como Facebook, que es operada en la actualidad por Facebook Inc. De este modo, la accionada se aprovecha del tratamiento de datos a los efectos de desarrollar su actividad comercial y, además, ese tratamiento de datos se sostiene y alcanza beneficios económicos para el grupo a partir de las actividades de publicidad, marketing y relaciones públicas realizadas por la sede argentina, entre muchas otras que cumplen idéntica función en el resto del mundo.

Con respecto a la segunda cuestión, esto es, la apariencia creada por el grupo económico que explota la red social Facebook, está sustentada en que la sede establecida en Argentina, no solo desarrolla una actividad económicamente ligada a la realizada por el grupo, sino que está encargada de llevar adelante en nuestro país las relaciones públicas de la red social, por lo que su actividad se dirige, en especial, a los usuarios y víctimas de daños radicados en la jurisdicción argentina.

Incluso, en el sitio web, el grupo presenta a la sede argentina como “nuestras oficinas”, lo que determina que, desde la perspectiva de los usuarios, no existe la independencia proclamada por la demandada. Para más, Facebook Inc. no se encuentra inscripta en la Inspección General de Justicia para realizar ejercicio habitual de su actividad comercial en los términos del artículo 118, párrafo tercero, de la ley 19.550, por lo que no es irrazonable que los usuarios asuman que desarrolla su actividad a través de la sociedad registrada en nuestro país.

Todos estos elementos resultan idóneos para generar confianza en los usuarios de la red social y en las potenciales víctimas de daños acerca de que la entidad argentina responde por las obligaciones emergentes del tratamiento de datos personales regulado por la ley 25.326, que resultan de la explotación de la red social organizada por Facebook Inc. 

Por las razones expuestas, corresponde confirmar que la demandada es legitimada pasiva en la presente acción de habeas data.

Con relación a la condena a develar la información que permita identificar al usuario que creó la publicación cuestionada, el tribunal a quo impuso a la accionada esa obligación, que configura en la práctica una restricción a la libertad de expresión en la esfera de una red social, sin cumplir con los recaudos básicos del debido proceso legal. En efecto, el a quo omitió dar un tratamiento adecuado a la defensa planteada oportunamente por la demandada, según la cual esa cuestión no integró el objeto procesal de la acción principal sino únicamente de la medida cautelar.

El tribunal apelado se limitó a señalar que el juez de primera instancia no falló ultra petita dado que, al expedirse sobre la medida cautelar, supeditó el tratamiento de esa petición al momento procesal oportuno. No se advierte de qué modo esa consideración del juez de primera instancia al rechazar la medida cautelar puede tener la virtualidad de transformar un pedido cautelar en una petición principal, sin menoscabo del principio según el cual los jueces no pueden convertirse en intérprete de la voluntad implícita de una de las partes, sin alterar, de tal modo, el equilibrio procesal de los litigantes en desmedro de la parte contraria. El fallo judicial que desconoce o acuerda derechos no debatidos resulta incompatible con la garantía constitucional de defensa en juicio y con el principio de congruencia. Este último impone a los jueces y tribunales decidir de conformidad con los hechos y pretensiones deducidas conforme lo establecido por los artículos 34, inciso 4, y 163, inciso 6, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

En el presente caso, la defensa planteada ante el tribunal apelado exigía un tratamiento riguroso pues la denuncia de exceso de jurisdicción pesa sobre una cuestión que pone en juego la garantía constitucional de libertad de expresión en internet en los términos de la ley 26.032.

La divulgación de ideas, opiniones e información en forma anónima como modo de participación en debates de asuntos de interés público es una manera usual de expresión en internet y en las redes sociales, por lo que obligar a revelar la identidad del autor es una manera indirecta de limitar esa modalidad de expresión, que también puede inhibir expresiones futuras.

De modo que la revelación del autor de una información difundida en las redes sociales configura una restricción de la libre expresión en esa esfera comunicativa, que debe satisfacer estrictos recaudos de razonabilidad.

Para más, los datos personales que se buscan preservar a través del presente habeas data están incluidos en un discurso especialmente protegido por la libertad de expresión. 

En suma, la sentencia impuso a la accionada la obligación de revelar el autor de la publicación en exceso de su jurisdicción y en directa transgresión de las reglas del debido proceso, todo lo cual configura en el caso una restricción infundada de la libertad de expresión en internet.

Quinteros, Héctor Andrés c/ Facebook Argentina S.R.L. s/ Amparo Ley 16.986

FLP-Justicia Federal de La Plata, 25923/2017/CS1, 27 de mayo de 2022

Ver dictamen

 



Capítulo VI

Derecho Internacional

Queja por denegación del recurso extraordinario

Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura. Inmunidad de jurisdicción. Contrato de trabajo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

La República Argentina ha reconocido que la UNESCO, sus representaciones y sus funcionarios gozan en el territorio nacional de inmunidad de toda jurisdicción, salvo en la medida en que en algún caso particular se hubiera renunciado expresamente a esa prerrogativa.

Por su parte, el artículo VI, inciso 5, del Acuerdo General de Sede mencionado establece que: “Además de sus funcionarios y de sus expertos, la Organización podrá requerir localmente los servicios de otras personas: argentinos o extranjeros residentes en la República Argentina mediante contratos de trabajo que se sujetarán a la legislación laboral y de seguridad social argentina, y los conflictos a que den lugar serán resueltos por la jurisdicción local competente”.

En ese orden de reglas, y en lo que concierne al privilegio bajo examen, cabe concluir que la norma general está contenida en el artículo III, Sección 4, de la Convención, y reafirmada en el artículo VI, inciso 3, del Acuerdo General de Sede, que consagran la inmunidad de jurisdicción del Organismo; mientras que el artículo VI, inciso 5, del Acuerdo de Sede contempla una excepción a la inmunidad tocante a las relaciones derivadas de los contratos de trabajo sujetos a la legislación nacional pues “los conflictos a que den lugar serán resueltos por la jurisdicción local competente”.

Lo anterior es así, sin perjuicio de que el Acuerdo General de Sede, en línea con el artículo IX, Sección 31, apartado a), de la Convención aprobada mediante el decreto-ley 7672/1963, dispone que: “La UNESCO tomará disposiciones que contemplen las formas de arreglo adecuadas: a) para los litigios resultantes de contratos o de otros litigios de derecho privado en los que sea parte”.

Ahora bien, no surgen elementos suficientes para concluir que los contratos celebrados con la actora hayan sido suscriptos en los términos de la ley laboral nacional con el objeto de requerir localmente sus servicios. Por el contrario, las funciones que ella desplegó, dan cuenta de que fue contratada en su carácter de licenciada en ciencias de la educación, por su especial conocimiento y formación para ejercer una función estrechamente vinculada a los fines perseguidos por el Instituto Internacional de Planeamiento de la Educación dependiente de la Organización de Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, orientados a la reforma y reconstrucción de sistemas educativos a nivel regional y al desarrollo de actividades de capacitación y planeamiento. Incluso la descripción que formula la pretensora de las tareas que desarrolló da cuenta de que excedían la prestación de servicios a nivel local, eran supervisadas por la Dirección del IIPE e involucraban la representación del Instituto, todo lo cual permite inferir que se habrían enmarcado en alguna de las figuras de consultoría o asesoría a las que se refiere el Manual de Recursos Humanos del ente.

A partir de lo expuesto, los convenios suscriptos con la actora no se hallan comprendidos en la excepción a la inmunidad jurisdiccional, la que se ciñe a los acuerdos que se otorguen para requerir localmente los servicios a personas que no revisten el carácter de funcionarios ni expertos y con quienes el IIPE suscribe contratos de trabajo sujetos a la ley laboral y de seguridad social argentina.

La anterior conclusión, nada obsta al compromiso asumido en estos supuestos por las organizaciones internacionales de establecer procedimientos alternativos para la resolución de eventuales controversias, los que, en el sub lite, según se deriva de la documental acompañada y de lo argumentado por la demandada, se plasmarían en una jurisdicción de naturaleza arbitral.

Es que, como lo expuso esa Corte, la inmunidad de jurisdicción reconocida a los entes internacionales conlleva el límite constituido por la necesidad de proveer mecanismos alternativos satisfactorios para la solución de controversias, tales como las que derivan de contratos y otros conflictos de derecho privado en los que sean partes, cuya idoneidad, incluso, podrá ser objeto de oportuno cuestionamiento por el interesado en el supuesto de que considere que no salvaguarda adecuadamente sus derechos.

En la causa, concretamente, la accionante podrá en el futuro, tras realizar las reservas del caso y agotar el procedimiento alternativo previsto en el ámbito del Instituto, acudir a la instancia judicial pertinente para que se estudien eventuales afectaciones al debido proceso suscitadas en el contexto de aquel trámite.

Scaliter, Paula Sara c/ Instituto Internacional de Planeamiento de la Educación - UNESCO s/ Despido

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 4363/2018/1/RH1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo VII

Derecho Laboral

Contienda negativa de competencia

Despido indirecto. Opción de competencia. In dubio pro operario. Competencia laboral. Competencia provincial. 

Las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento y, a esos fines, debe estarse a los hechos relatados en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho invocado en apoyo de la pretensión. 

Resulta aplicable para dirimir la contienda la norma de competencia territorial prevista por el artículo 24 de la ley 18.345, según la cual será competente, a elección del actor, el juez del lugar de trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado, la que está inspirada en el propósito de tutelar a los empleados que, en la casi totalidad de los casos, son los accionantes a que se refiere la norma.

En la causa, el actor optó por litigar ante el fuero del domicilio de las sedes administrativo-comerciales de las accionadas, ámbito en el cual tuvo lugar el intercambio epistolar entre las partes, así como el acta de inspección laboral y donde fue citada la audiencia administrativa de conciliación. En tales condiciones, y de conformidad con la preceptiva antes mencionada, no se advierte razones atendibles para desplazar la competencia del fuero elegido por el trabajador.

El criterio contrario conduciría a radicar el expediente en una sede ajena al punto de contacto invocado por el accionante, el que no fue desvirtuado hasta aquí y que, por lo demás, coincide con su domicilio, lo que posibilitará realizar el propósito del artículo 24 de la ley 18.345, en punto a que los tribunales ante los que se sustancia el proceso se encuentren a una razonable proximidad del domicilio del trabajador interesado.

La Corte Suprema ha declarado que, cuando el lugar de trabajo cae bajo jurisdicciones diversas, el trabajador puede optar válidamente por uno u otro tribunal, sin perjuicio de aplicar al mismo objeto, el principio del derecho laboral in dubio pro operario, decidiendo por la competencia del juez que ha elegido el accionante.

Juzgado de Trabajo y Conciliación (Chilecito) s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1056/2022/CS1, 18 de octubre de 2022

Ver dictamen

Despido. Litispendencia. Competencia provincial. 

Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es preciso valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que se efectúa en la demanda y, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado.

Corresponde estar a lo establecido por el artículo 44 de la Ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo, en cuanto prevé que “la acumulación de procesos se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda” y “se requerirá que el juez que deba entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia”.

Chamorro, Martín Gastón c/ Cervecería y Maltería Quilmes S.A. s/ Despido

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 25796/2018/CS1, 18 de octubre de 2022

Ver dictamen

Incapacidad laboral. Gran invalidez. Seguridad jurídica. Economía procesal. Ejecución de sentencia. Juez previniente. Competencia previsional. 

Es el tribunal que previno y que pronunció el fallo cuyo contenido se ejecuta el que debe conocer en los aspectos vinculados con ese trámite, y decidir si el juez de grado se apartó de sus lineamientos, al procurar hacerlo efectivo, o si, por el contrario, le confirió un alcance adecuado a lo que fue materia de la decisión anterior.

Este criterio se impone porque, por un lado, no se trata aquí de expedirse sólo sobre aspectos meramente accesorios de la pretensión, sino de esclarecer, entre otros, si la Sala de la Cámara Federal de la Seguridad Social incluyó en su condena el concepto por “Gran Invalidez” o, en su defecto, si él procede o debe sustanciarse; y, por otro lado, porque ello favorece los principios de seguridad jurídica y economía y concentración procesal, máxime, tratándose de un reclamo en que se debatieron prestaciones por incapacidad.

Vilar, Carlos O. c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Reclamos varios

FLP-Justicia Federal de La Plata, 61035226/2006/CS1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Despido. Competencia por conexidad. Sentencia definitiva. Competencia nacional. 

El desplazamiento de la competencia ha perdido el objeto práctico que lo justifica, lo cual despeja el peligro del dictado de sentencias contradictorias, pues la utilidad de la radicación de expedientes por conexidad cesa cuando se ha dictado sentencia en uno de ellos y la acumulación no procede cuando existe noticia de que ello ha ocurrido, aun cuando se ignore si aquélla se encuentra firme.

Celen, Lorena Vanina c/ Los Mallines S.R.L. s/ Despido

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 65442/2013/CA1–CS1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Indemnización por enfermedad. Asegurador por riesgos de trabajo. Competencia por el territorio. Competencia civil. Competencia comercial. Competencia de menores. Competencia de familia. Competencia de laboral. 

Las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento y, a esos fines, debe estarse a los hechos relatados en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho alegado en apoyo de la pretensión.

A los efectos de dirimir la contienda, es aplicable la regla de competencia territorial establecida por el artículo 24 de la Ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo.

En consecuencia, resulta competente el tribunal del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado.

Orrego, Santo Ramón c/ Prevención A.R.T. s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 166/2022/CS1, 13 de mayo de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Riesgos del trabajo. Economía procesal. Celeridad procesal. Competencia laboral. Competencia provincial. 

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento y, a esos fines, debe estarse a los hechos relatados en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho alegado en apoyo de la pretensión.

Es aplicable la regla territorial del artículo 2, párrafo 2°, de la ley 27.348, en cuanto prevé que debe entender la justicia laboral del domicilio de la comisión médica que intervino, sin que ello implique apartarse de las normas de procedimiento locales.

 

Escalante, Gonzalo Ibrahim c/ Experta A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 1653/2021/CS1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Industria de la construcción. Remuneración. Reclamo salarial. Remisión del expediente. Superior Tribunal de Justicia. 

Sin perjuicio de que, en opinión del Ministerio Público y a tenor de lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/1958, es la Corte quien debe resolver el conflicto de competencia planteado, en atención a lo resuelto por el Tribunal en la causa CNT 37294/2008/2/CS1, “Manfredi, Vicente Américo c/ Talleres Gráficos Morales e hijos SACIFI s/ Despido”, y CIV 88887/2019/CS1, “Frontino, Valentina c/ Instituto San José de Flores y otros s/ Daños y perjuicios (acc. tránsito c/ les. o muerte)”, entre otros, en los que aplicó el criterio sentado –por mayoría– en el precedente de Fallos: 342:509, correspondería remitir las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Coronel, Dino Guillermo y otro c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y otros s/ Ley 22.250

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 6601/2020/CA1-CS1, 03 de marzo de 2022

Ver dictamen

Contienda positiva de competencia

Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Opción de competencia. Competencia nacional. Competencia laboral. 

Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento, y, a tales efectos, debe estarse a los hechos relatados en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho invocado en apoyo de la pretensión.

La cuestión suscitada en las actuaciones encuentra suficiente respuesta en el dictamen de la causa CNT 69794/2017/CS1, “Enríquez, Cristian Raúl c/ La Segunda ART S.A. y otros s/ accidente – acción civil”. Se adujo allí, en suma, que habiéndose limitado la jueza nacional a pronunciarse sobre el pedido inhibitorio de su par provincial, sin expedirse todavía sobre lo alegado por los litigantes acerca de su aptitud jurisdiccional, asiste razón a la magistrada y las actuaciones deben continuar su trámite ante la justicia nacional del trabajo.

Lo anterior es así, porque a los efectos de dirimir estos conflictos es aplicable la norma sobre competencia territorial prevista en el artículo 24 de la ley 18.345, con arreglo a la cual es competente, a elección del actor, el juez del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado; y, en el caso, cuando dedujo su reclamo, el actor optó por la jurisdicción del domicilio de la codemandada, situado en Capital Federal, dejando de lado la jurisdicción del lugar del trabajo o de celebración del contrato.

Olivera, Oscar c/ La Segunda A.R.T. S.A. y otro s/ Accidente - acción civil

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 40608/2018/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Accidentes de trabajo. Competencia provincial. Competencia laboral. 

Remisión al dictamen de la causa CNT 044843/2018/CS1, “Giammarrusco, Domingo c/ Prevención ART SA s/ Accidente – ley especial”.

Las cuestiones de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos y, a tales efectos, debe estarse a los hechos relatados en la demanda y, en la medida en que se ajuste a ellos, al derecho alegado como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Duarte, Ángel c/ Experta A.R.T. S.A. s/ Recurso Ley 27.348

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 16421/2020/CA1-CS1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Accidente in itinere. Riesgos del trabajo. Competencia laboral. 

Remisión al dictamen de la causa CNT 044843/2018/CS1, “Giammarrusco, Domingo c/ Prevención ART S.A. s/ Accidente–ley especial”.

Las cuestiones de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos y, a tales efectos, debe estarse a los hechos relatados en la demanda y, en la medida en que se ajuste a ellos, al derecho alegado como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

González, Matías Hernán c/ Productores de Frutas Argentinas Cooperativa de Seguros Limitada s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20859/2020/CA1-CS1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Medidas autosatisfactivas. Aportes sindicales. Competencia laboral. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, debe estarse al relato de los hechos contenido en la demanda e indagar también acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión y de la relación de derecho existente entre las partes.

Resulta aplicable al caso la atribución de competencia al foro local que prevé el artículo 63 de la ley 23.551, ya que es consecuencia de la regulación que ha juzgado conveniente disponer el Poder Legislativo, en relación a una materia regida por el derecho común, con la reserva de jurisdicción que incumbe a cada provincia, salvo los casos de competencia excepcional que la propia regla prevé y que no incluye el presente supuesto.

Sindicato de Conductores de Camiones, Obreros y Empleados del Transporte Automotor de Cargas de Santa Fe c/ Sindicato de Choferes de Camiones, Obreros y Empleados del Transporte de Cargas de Santa Fe s/ Medida autosatisfactiva

FRO-Justicia Federal de Rosario, 18360/2021/CS1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Indemnización por incapacidad. Asegurador por riesgos de trabajo. Competencia laboral. Competencia provincial. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por la aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, debe estarse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y origen de la pretensión.

Para decidir el conflicto procede acudir a la norma sobre competencia territorial dispuesta en el artículo 24 de la Ley de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo n° 18.345, con arreglo a la cual debe intervenir, a elección del demandante, el tribunal del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del accionado, la que está inspirada por el propósito de proteger a los trabajadores que, en la casi totalidad de los casos, serán los “demandantes” a los que se refiere el precepto. A su vez, el artículo 118 de la ley 17.418 establece que el damnificado puede citar en garantía al asegurador y que, en tal caso, debe demandar ante el juez del lugar del hecho o del domicilio del asegurador.

En ese contexto, en el que la acción laboral se entabló en una jurisdicción que no tiene puntos de contacto con los datos antes referenciados, no resulta aplicable la doctrina de la Corte en materia de sociedades anónimas referida a la prórroga que supone la instalación de un establecimiento o sucursal en otra jurisdicción para desarrollar su actividad, en tanto su procedencia requiere que sea el efectivo espacio donde se desplegaron las vinculaciones jurídicas que dieron origen a la demanda.

Ahora bien, teniendo en consideración, por un lado, que tanto el domicilio real del trabajador como el lugar de trabajo donde ocurrió el infortunio, y el domicilio del empleador se ubican en una provincia, y por otro, los fines que inspiran el artículo 24 de la ley 18.345, antes referenciados, debe intervenir en la presente demanda la justicia laboral provincial.

Bado, Miguel Ángel c/ La Segunda A.R.T. S.A. y otro s/ Accidente - acción civil

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 11311/2019/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia nacional. Competencia laboral. 

La Corte ha establecido que cuando fallece más de un demandado, el fuero de atracción pierde su operatividad, pues no es posible otorgar preeminencia a una sucesión sobre otra, en tanto el fuero de atracción tutela idéntico interés en ambas.

González, Claudia Lorena c/ Fadep S.R.L. y otros s/ Otros reclamos – daños y perjuicios

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 1115/2005/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Asociaciones sindicales. Tutela sindical. Prácticas antisindicales. Acumulación de procesos. Competencia nacional. 

Se ha suscitado un conflicto entre un magistrado de la justicia nacional ordinaria y un tribunal federal con asiento en una provincia, que debe ser zanjado por la Corte Suprema.

Para decidir las cuestiones de competencia corresponde estar, en primer término, a los hechos consignados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión, así como también indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Los actores reclaman por la vía prevista en el artículo 47 de la ley 23.551, el cese de la conducta antisindical que le atribuyen a la asociación y a su secretario general ambos con domicilio en esta ciudad. En concreto, denuncian que se obstruye por vías de hecho el funcionamiento regular del órgano directivo y que se impide el acceso a la sede sindical y el ejercicio de los cargos que revistan dos de los coactores, ambos con mandato vigente hasta el 28 de diciembre de 2023. Señalan que la acción presenta conexidad con la medida cautelar que instaron, previamente, en el expediente CNT 33651/2021/CA2-CS1, también en trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo.

Se advierte que el amparo remite a lo actuado por los órganos de un sindicato y encuadra en las normas forales sobre competencia.

En la causa, es referible la atribución de competencia que prevé el artículo 63, apartado 1, “c” de la ley 23.551, ya que es consecuencia de la regulación que ha juzgado conveniente disponer el Congreso Nacional, en relación a una materia regida por el derecho común, con la reserva de jurisdicción que incumbe a cada provincia, salvo los casos de competencia excepcional que la propia norma prevé y que no incluye el supuesto de la causa.

En el punto, es claro que la aptitud del fuero nacional alcanza a las controversias de derecho, cualquiera fueren las partes por demandas o reconvenciones fundadas, entre otras normas, en disposiciones legales o reglamentarias del derecho del trabajo, a lo que se agrega que incluye expresamente a las causas que versen sobre el gobierno y la administración de las asociaciones profesionales y a las que se susciten entre ellas y sus asociados en su condición de tales.

Por lo demás, al reclamo se le imprimió el trámite sumarísimo del artículo 498 del Código Civil y Comercial de la Nación, y se dedujo, a elección de los actores, ante el domicilio de los demandados en la ciudad de Buenos Aires, y la competencia foral en razón de la materia, e incluso la territorial, resultan improrrogables.

Sentado ello, corresponde establecer si las actuaciones poseen una conexidad relevante con las sustanciadas en la sede federal como para justificar su tramitación conjunta, y en su caso, a qué tribunal le incumbe intervenir.

En el sub lite, procede la acumulación de los procesos, pese a que no concurre, en rigor, la triple identidad de sujetos, objeto y causa, porque media la posibilidad de que se dicten fallos contradictorios.

Si bien el Ministerio de Trabajo nacional es la autoridad de aplicación de la Ley de Asociaciones Sindicales, ello no implica que sea parte necesaria en las controversias judiciales entre trabajadores y organizaciones sindicales. En el supuesto, el amparo instado en “Dávalos” cuestiona decisiones internas y de hecho adoptadas por las autoridades de UATRE; mientras que en la acción declarativa planteada en “Ibarra”, se requiere certeza sobre la validez de un acto intrasindical, es decir, del congreso de la organización gremial celebrado en Río Negro. En consecuencia, ninguna de las acciones judiciales a estudio cuestionan, en rigor, medidas surgidas de la entidad federal.

Ese razonamiento fue reiterado por la Corte en el expediente Comp. FLP 113152/2018/CS1, “Russo, Lucio Juan Carlos c/ Ministerio de Trabajo de la Nación y otro s/ amparo sindical”, pero destacó allí que no se había citado aún al Estado Nacional, por lo que no ha podido invocar todavía la competencia federal en razón de las personas. En ese marco, en el expediente “Ibarra”, el Ministerio de Trabajo de la Nación no solo no aludió al privilegio federal, sino que requirió la competencia del fuero nacional del trabajo para intervenir en la demanda iniciada en la justicia de excepción.

Por todo ello, corresponde desestimar la inhibitoria dispuesta por el juez federal, y acumular el expediente “Ibarra” a las presentes actuaciones, en curso ante la Justicia Nacional del Trabajo, que, por lo demás, es la instancia especializada en la materia controvertida.

Dávalos, Jorge Eduardo y otros c/ Unión Argentina de Trabajadores Rurales y Estibadores de la República Argentina y otro s/ Acción de amparo

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 36628/2021/CA1-CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Prácticas antisindicales. Convenios colectivos de trabajo. Juez previniente. Competencia nacional. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de leyes nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, es necesario considerar, inicialmente, el relato de los hechos contenido en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, el derecho alegado, e indagar acerca del origen de la pretensión y la relación jurídica existente entre las partes.

Debe seguir conociendo en las actuaciones el fuero nacional del trabajo, porque la controversia aquí planteada, encuadra en las disposiciones forales sobre competencia.

En la causa, la acción se deduce contra el Ministerio de Trabajo de la Nación, quien no cuestionó la aptitud del juzgado nacional en razón de la persona, la materia y el territorio, y ha sido encuadrada en el artículo 47 de la ley 23.551, y ese ordenamiento legal, en su artículo 63, establece que los tribunales con competencia laboral en las respectivas jurisdicciones conocerán en las acciones como la aquí intentada. 

En el punto, es claro que la aptitud del fuero nacional alcanza a las controversias de derecho cualquiera fueren las partes por demandas o reconvenciones fundadas, entre otros dispositivos, en convenciones colectivas de trabajo, a lo que se agrega que incluye expresamente a las acciones en las que tenga una influencia decisiva la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho del trabajo. 

Por lo demás, al reclamo se le imprimió el trámite sumarísimo del artículo 498 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y se promovió, a opción del actor, ante el domicilio del demandado en la Ciudad de Buenos Aires, y la competencia foral, incluso la territorial, es improrrogable.

El criterio para determinar la atribución de competencia debe ser referido al encuadramiento normativo que formula el actor y que presumiblemente pueda llegar a tener influencia decisiva en el litigio.

Unión Docentes Argentinos c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación s/ Juicio sumarísimo

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 24581/2021/CA1-CS1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Despido. Diferencias salariales. Superior Tribunal de Justicia. Incompetencia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 325/2021/CS1, “Ferrari, María Alicia c/ Levinas, Gabriel Isaías s/ Incidente de incompetencia – Levinas, Gabriel Isaías s/ SAG – otros (recurso de inconstitucionalidad denegado)”.

Medri S.A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1837/2021/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Despido. Reincorporación. Salarios caídos. Indemnización. Justicia nacional del trabajo. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CNT 48078/2019/CS1, “Boggia, Alberto Martín y otros c/ ARCOR S.A. y otros s/ juicio sumarísimo”.

Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento, lo que lleva a considerar el artículo 7° del Código ritual, que establece que una vez elegida una vía declinatoria o inhibitoria, no puede en lo sucesivo emplearse la otra.

Incidente N° 2 - Actor: Falcón, Cristian Rosario s/ Incidente

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47913/2019/2/CA3-CS1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Reinstalación en el puesto de trabajo. Indemnización. Competencia laboral. Competencia Nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CNT 10903/2020/CS1-CA1, “Rosa, Ramón Calixto c/ Arcor SAIC y otros s/ Juicio sumarísimo”.

Álvarez, Cristian Fabián c/ Arcor S.A.I.C. y otros s/ Juicio sumarísimo

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 2536/2020/CA2-CA1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CNT 044843/2018/CS1, “Giammarrusco, Domingo c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ accidente – ley especial”, al que remitió la Corte.

Las cuestiones de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos y, a tales efectos, debe estarse a los hechos relatados en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho alegado en apoyo de la pretensión.

Díaz, Nadia Soledad c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - acción especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 11018/2020/CS1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Indemnización por despido. Despido sin causa. Correo oficial. Competencia por la persona. Competencia federal. 

Para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos incluida en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho invocado, así como indagar en la naturaleza y origen de la pretensión y en la relación existente entre las partes.

La causa debe tramitar ante la justicia federal pues, si la demanda se inicia contra entidades nacionales, el fuero de excepción surte por razón de la persona.

Ello es así, atendiendo, por un lado, a que el decreto 721/04 dispuso la creación del Correo Oficial de la República Argentina S.A., cuyo capital es enteramente estatal, y, por otro, a que esa entidad reclamó que se le reconozca su derecho a litigar en sede federal desde la primera ocasión que tuvo en la causa.

Capuzzuca, Gabriel Edgardo c/ Correo Oficial de la República Argentina Sociedad Anónima s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 336/2022/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Accidente in itinere. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CNT 44843/2018/CS1, “Giammarrusco, Domingo c/ Prevención ART S.A. s/ accidente - ley especial”.

La correcta traba de la contienda de competencia supone, por un lado, una atribución recíproca y, por otro, que el tribunal que inició la cuestión tome conocimiento de las razones que informan lo decidido por el otro órgano, para que declare si sostiene o no su posición, aunque razones de economía y celeridad procesal y de buena administración de justicia aconsejan prescindir de esos óbices formales y expedirse sin más trámite sobre el punto.

Ponce de León, Luis Efraín c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Recurso Ley 27.348

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38516/2021/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Reparación integral. Accidentes de trabajo. Superior Tribunal de Justicia. 

Sin perjuicio de que en opinión de este Ministerio Público Fiscal y, a tenor de lo previsto por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58, es la Corte Suprema quien debe resolver el conflicto de competencia planteado, en atención a lo resuelto por ese Tribunal en autos CNT 38408/2015/CS1, “Luyo Jakie, Orlando Diego c/ Inc. S.A. y otro s/ darlos y perjuicios (accidente de trabajo)”, y en CNT 37294/2008/2/CS1, “Manfredi, Vicente Américo c/ Talleres Gráficos Morales e hijos SACIFI s/ despido”, en los que acudió al criterio sentado en el antecedente de Fallos: 342:509, “Bazán”, correspondería girar las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires, a sus efectos.

Paredes Benítez, Edgar c/ Ortigoza Rojas, Arnaldo s/ Otros reclamos

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 22122/2021/CS1, 02 de junio de 2022

Ver dictamen

Juicio sumarísimo. Nulidad del despido. Trabajador. Empleador. Domicilio del demandado. Competencia nacional. Juez previniente. 

Las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento.

Si bien los contendientes no discuten la competencia material, cabe señalar que el artículo 63 de la ley 23.551 establece que los jueces laborales de las distintas jurisdicciones intervendrán en acciones como la aquí intentada, por lo que tanto el juzgado nacional como el local serían competentes en razón de la materia.

Sentado ello, corresponde abordar la cuestión territorial. En ese marco, corresponde estar a lo dispuesto por el artículo 24 de la ley 18.345 establece que en las causas entre trabajadores y empleadores será competente, a elección del demandante, el juez del lugar de trabajo, el del lugar de celebración del contrato, o el del domicilio del demandado.

El actor demandó a su empleadora directa y, solidariamente, a su co-empleadora y al director y presidente del grupo empresario. Denunció que, si bien su empleadora se domicilia en la provincia de Córdoba, los codemandados residen en la Capital Federal. Sobre esa base, el actor promovió la demanda ante la justicia nacional del trabajo. Por ello, resulta competente el juzgado nacional que previno, quien debe continuar el trámite del caso.

Rosa, Ramón Calixto c/ Arcor S.A.I.C. y otros s/ Juicio sumarísimo

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 10903/2020/CS1-CA1, 25 de abril de 2022

Ver dictamen

Despido. Causas regidas por normas federales. Banco de datos. Competencia por el territorio. Competencia laboral. 

Los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de leyes nacionales de procedimientos pues, cuando las partes tienen domicilio en diferentes provincias, no es una regla local la que puede fijar la competencia sino la preceptiva de procedimientos nacional, que es la única que puede legislar teniendo en cuenta la necesidad de coexistencia de las diversas jurisdicciones. Por lo demás, a esos efectos, debe estarse a los hechos contenidos en el escrito inicial y, en tanto se adecue a ellos, al derecho invocado en respaldo de la pretensión.

Resulta aplicable al sub lite aplicable la regla de competencia territorial establecida en el artículo 24 de la ley n° 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo. En consecuencia, resultará competente el tribunal del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado.

Julián, Daniel Rafael c/ Hidrotec S.R.L. s/ Ordinario - despido

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2545/2021/CS1, 03 de marzo de 2022

Ver dictamen

Corresponde acudir a los fundamentos y conclusiones del dictamen de la causa CSJ 002545/2021/CS1, “Julián, Daniel Rafael c/ Hidrotec S.R.L. s/ Ordinario - despido”.

N.N. s/ Promueve inhibitoria- Denunciante. Hidrotec S.R.L.

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2539/2021/CS1, 03 de marzo de 2022

Ver dictamen

Accidente in itinere. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

Si bien la correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia y el conocimiento por parte del tribunal que la promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado para que declare si mantiene su posición, razones de economía y celeridad procesal aconsejan dejar de lado ese reparo y dirimir el conflicto.

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos y, a esos fines, debe estarse a los hechos relatados en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho alegado en apoyo de la pretensión.

Al solo efecto de dirimir la contienda, resulta aplicable la regla territorial establecida en el artículo 2 de la ley 27.348, en cuanto dispone que debe entender la justicia laboral del domicilio de la comisión médica que intervino.

Barrionuevo, Marcos Rubén c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 24494/2021/CS1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario

Indemnización. Accidente en acto de servicio. Personal policial. Interpretación de leyes federales. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

El recurso interpuesto es formalmente admisible, toda vez que se halla en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido adversa a las pretensiones que el apelante funda en ellas.

En reiterados casos el Tribunal consideró aplicable el criterio adoptado en los precedentes “Azzetti”, “Aragón” y “Leston”, en los cuales destacó que lo relevante de la doctrina allí sentada es que establece una diferencia entre los daños de origen accidental y los daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad, declarando con relación a esta última categoría que no resultan aplicables las normas de derecho común.

En la sentencia “García, José Manuel c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – Ejército Argentino s/ daños y perjuicios”, la Corte sostuvo, por mayoría, que la doctrina explicitada en los casos antes mencionados fue indebidamente interpretada, pues establece que no procede indemnización cuando los daños reclamados provienen de acciones bélicas o enfrentamientos armados y que, por lo tanto, no cabe entender dichas categorías como equiparables a genéricos actos de servicio. No obstante ello, añadió que compete al tribunal de grado resolver si en este último supuesto se configuran todos y cada uno de los requisitos que hacen al progreso de la acción resarcitoria, de acuerdo con el derecho común que se invoca como fundamento de la pretensión.

Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por la Corte, esta Procuración General mantiene su opinión vertida en el dictamen de la causa A.774, L.XLII, “Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior – Policía Federal s/ daños y perjuicios”.

Recurso Queja Nº 1 - Acuña Salvini, Claudia Susana c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad - Policía Federal Argentina s/ Accidente - Ley Especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 61954/2013/1/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Riesgos de trabajo. Resoluciones equiparables a definitiva. Instancia administrativa previa. Admisibilidad del recurso. 

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307 “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues el trámite de la instancia administrativa previa contemplada por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

Recurso queja nº 1, Rubinowicz, Daniel c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente – Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38212/2017/1/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Representación sindical. Personería gremial. Sentencia arbitraria. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 

El recurso extraordinario fue bien denegado porque las objeciones planteadas remiten a cuestiones fácticas y de derecho común propias de los jueces de la causa y ajenas a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime, cuando la decisión se apoya sobre argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.

En este sentido, la doctrina sobre sentencias arbitrarias posee alcance excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquéllos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamentos normativos impiden considerar al decisorio como la sentencia fundada en ley a la que se refieren los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.

Las controversias intersindicales de derecho entre asociaciones profesionales en torno a la capacidad de representación emanada de las respectivas personerías, remiten al cotejo de las disposiciones que puntualmente las acuerdan, a fin de determinar la adecuada integración de cada segmento representativo en el correspondiente “mapa de personerías”.

Bajo esa perspectiva, se observa que la referida ley 23.696, declaró en estado de emergencia la prestación de los servicios públicos, la ejecución de los contratos a cargo del sector público y la situación económica financiera –entre otros– de la Administración Pública Nacional centralizada y descentralizada, entes autárquicos y empresas y Sociedades del Estado (art. 1). En ese contexto, fijó un procedimiento para que las empresas o sociedades que fuesen parcial o totalmente de propiedad del Estado Nacional pudieran ser declaradas “sujetas a privatización” y privatizadas (arts. 8 a 40). Introdujo, además, algunas disposiciones dirigidas a la protección de los trabajadores (arts. 41 a 45), entre las que se encuentra el artículo 43, referido al encuadramiento sindical, que establece: “El proceso de privatización por sí, no producirá alteraciones o modificaciones en la situación, encuadramiento y afiliación en materia sindical de los trabajadores de un ente sujeto a privatización, salvo resolución de la autoridad competente en esa materia”.

Por su parte, la resolución DNAS 135/1991 considera incluido en el agrupamiento de la Federación Sindicatos Unidos Petroleros del Estado “a los trabajadores que como consecuencia de la transformación de YPF S.A. operada en el marco de la Ley 23.696 y Decreto N° 2778/90, hayan pasado o pasen en el futuro a constituir o formar parte de sociedades de cualquier tipo y naturaleza u otras entidades, o a prestar servicios en las mismas, bajo cualquiera de las formas y modalidades autorizadas por la legislación vigente, y cuyo objeto sea la prestación de servicios, o la realización de obras, tareas u operaciones de cualquier índole, propias o inherentes a la industria y actividades relacionadas con los hidrocarburos, afines y complementarias, quedando también incluidos los trabajadores que, sin haberse desempeñado con anterioridad en YPF S.A., se incorporen en el futuro, o formen parte de las referidas sociedades o entidades, o desempeñen en ellas o para ellas las actividades y servicios antes mencionados”.

Esta última norma recepta lo dispuesto en el artículo 43 de la ley 23.696, en orden a la representación sindical de los trabajadores, y lo hace precisando el ámbito de representación del sindicato con personería gremial que agrupaba, a la fecha de la privatización, al personal que se desempeñaba es esa empresa en todo el territorio nacional.

La sentencia recurrida realizó una interpretación de los elementos incorporados y de las normas de derecho común aplicables que no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia de las apelantes pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.

Recurso queja N° 1-- Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social c/ Sindicato Obreros de Estaciones de Servicio, Garajes, Playas de Estacionamiento y otros s/ Ley de Asociaciones Sindicales

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 61434/2015/1/RH1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Riesgos del trabajo. Cuestión no federal. Habilitación de instancia. Cuestión de derecho común. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 

Los agravios de la recurrente cuestionan el cumplimiento del plazo perentorio establecido en el artículo 3 de la ley 27.348 de procedimiento laboral —reglamentada por los artículos 29 y 32 de las resoluciones SRT 298/17 y SRT 179/15—lo que no constituye una cuestión federal suficiente. Así se piensa, puesto que la decisión se sostiene en cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, que bastan para sustentarla, y son materia propia de los jueces de la causa, ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, en la medida en que no resulten afectadas garantías constitucionales.

En efecto, la cámara verificó el cómputo del plazo establecido en una norma de procedimiento laboral (art. 3 de la ley 27.348, y normas concordantes reglamentarias), y concluyó que se encontraba cumplido, por lo que habilitó la instancia judicial. En ese marco, el tribunal realizó una interpretación de las normas de derecho común, y de los elementos probatorios del caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia de la recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.

Recurso Queja N° 1 Argañaraz, Pablo Oscar c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 21262/2020/1/RH1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

La interpretación de las sentencias de la Corte Suprema en las mismas causas en que ellas han sido dictadas constituye cuestión federal suficiente para ser examinada en la instancia extraordinaria cuando, como ocurre en estos autos, la decisión impugnada consagra un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por el tribunal y desconoce lo esencial de aquella decisión.

El criterio temporal de aplicación de la norma previsto en las resoluciones 298/17 de la Superintendencia de Riesgos de Trabajo (SRT) y 463-E/2017 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, según el cual la ley 27.348 resultará aplicable al trámite de las actuaciones y los procedimientos administrativos iniciados a partir del 1 de marzo de 2017, fue ratificado por la Corte Suprema.

Como corolario, para determinar la aplicación temporal de la norma de procedimiento, resulta relevante la fecha de interposición de la acción judicial, o la de inicio de la etapa administrativa previa conforme lo indica el sistema de la ley 27.348. En este marco, considerando que no se encuentra cuestionado en autos que la demanda fue interpuesta luego de la entrada en vigencia de la norma, la sentencia apelada se apartó del derecho vigente y aplicable.

Recurso queja N° 2 - Acuña, Eduardo Rafael c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - acción civil

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 26126/2018/2/RH2, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Consignación judicial. Despido. Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

El remedio intentado no resulta procedente ya que es jurisprudencia de esa Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley n° 48, excepto que concurran circunstancias excepcionales que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que nos convoca, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia.

Esas circunstancias excepcionales no se configuran aquí pues, por un lado, lo decidido no importa una denegatoria del fuero federal y, por otro, tampoco coloca a la apelante en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata su defensa judicial, ya que queda sometida a la jurisdicción de un tribunal federal determinado donde podrá seguir defendiendo sus derechos.    

A su vez, la ausencia de una decisión definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad del fallo o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.

En tales condiciones, el apelante no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.

Recurso de queja N° 1 “Pesquera Veraz S.A. c/ Bustamante, Víctor Diego s/ Consignación

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 27987/2019/1/RH1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Resoluciones equiparables a definitiva. Instancia administrativa previa. Gravamen irreparable. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

En primer lugar, el recurso extraordinario fue mal denegado ya que la decisión impugnada es equiparable a una sentencia definitiva, por sus efectos, pues el trámite de la instancia administrativa previa contemplada por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior. 

En ocasiones anteriores, en el marco de discusiones sobre competencia, se ha sostenido que el diferimiento de la apelación en los términos del artículo 110 de la ley 18.345 no constituía sentencia definitiva a los efectos de la instancia extraordinaria. No obstante, luego, en “Delvalle Ayala”, se advirtió que el tratamiento de la cuestión de la habilitación de la instancia judicial debía abordarse como de previo pronunciamiento, y no diferir su estudio en aplicación del artículo 110 de la ley 18.345. Se observó que, al dilatarse la resolución sobre ese punto, podían consolidarse etapas procesales que posteriormente tornaran inútil la actuación de las mencionadas comisiones.

Por tales razones, la decisión de la alzada que confirma la resolución del a quo por la cual se difiere hasta la sentencia definitiva el tratamiento del recurso de apelación articulado por la demandada resulta infundada, y puede causar un perjuicio de imposible reparación ulterior. En consecuencia, debe tratarse la apelación como de previo y especial pronunciamiento.

Recurso Queja N° 1- Recurso de Queja N° 1 - Marturano, Antonio c/ Federación Patronal A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 5947/2020/1/1/RH2, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Indemnización por enfermedad. Cuestión de derecho común. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 

El recurso extraordinario fue bien denegado pues los agravios planteados remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. 

Asimismo, es preciso indicar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. 

El fallo cuestionado brinda razones suficientes para sostener que la accionante sufrió un daño en su salud, que ese daño es consecuencia de la violencia y maltrato sufridos en el ámbito laboral, y que esa dolencia resulta resarcible en los términos de la ley 24.557. Por ello, no se advierte que existan elementos que autoricen a descalificar a la sentencia recurrida como acto judicial válido.

Recurso Queja Nº 1 - Felau, Mirtha Graciela c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente – Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 51001/2016/1/RH1, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Enfermedad profesional. Comisiones médicas. Instancia administrativa previa. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 

Sin perjuicio de lo dictaminado en los autos CNT 14604/2018/1/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ accidente – ley especial”, en el caso, los agravios traídos en el remedio federal no cuentan con la fundamentación autónoma requerida por el artículo 15 de la ley 48. En tal sentido, de acuerdo con la inveterada doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada y constituye un agravio concretamente referido a las circunstancias del caso, mediante una prolija critica, de todos y cada uno de los argumentos en que se apoya.

La sentencia apelada se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.

El a quo no solo indicó que se vulneró el derecho del actor a ser oído en un plazo razonable, tal como plantea la recurrente, sino que además exceptuó la aplicación del artículo 1 de la ley 27.348, en base a las particulares circunstancias del caso. En efecto, ponderó que al momento de promoverse la demanda no se había habilitado aún una comisión médica próxima al domicilio del actor, por lo que debía recorrer obligatoriamente 200 kilómetros para acceder a la instancia administrativa, dado que la Comisión Médica de San Nicolás de los Arroyos se habilitó recién en el mes de julio de 2019 y la demanda se promovió con anterioridad.

Tal extremo fáctico, que sirvió de base a la decisión, no ha sido controvertido o siquiera objeto de tratamiento por parte de la recurrente, quien, por un lado, se limitó a plantear la falta de violación del derecho a ser oído en un plazo razonable y, por otro lado, efectuó alusiones genéricas relativas a la constitucionalidad de la instancia administrativa previa contempladas por la ley 27.348, sin que tales aseveraciones resulten suficientes y eficaces para rebatir la decisión apelada.

Recurso Queja N° 1 - Agostini, Sergio Hugo c/ Experta A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 49593/2018/1/RH1, 23 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Enfermedad profesional. Comisiones médicas. Instancia administrativa previa. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 

Sin perjuicio de lo dictaminado en los autos CNT 14604/2018/1/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ accidente – ley especial”, los agravios traídos en el remedio federal no cuentan con la fundamentación autónoma requerida por el artículo 15 de la ley 48. De acuerdo con la inveterada doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada y constituye un agravio concretamente referido a las circunstancias del caso, mediante una prolija crítica, de todos y cada uno de los argumentos en que se apoya.

La afectación al derecho de defensa por no haber integrado la litis cuando la alzada adoptó la decisión del 16 de octubre del 2019 tampoco puede prosperar. Ello así, por cuanto la recurrente tuvo posteriormente la oportunidad de ejercer en forma plena todos los recursos previstos por el ordenamiento vigente para cuestionar los fundamentos de la decisión adoptada.

Céliz, Gonzalo Alberto c/ ASOCIART S.A. A.R.T. s/ Accidente/ Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 16808/2019/CS1, 23 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Instancia administrativa previa. Resoluciones equiparables a definitiva. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307 “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

El recurso extraordinario fue mal denegado ya que la decisión impugnada, en cuanto dispone la habilitación de la instancia judicial, es equiparable a una sentencia definitiva, por sus efectos, pues el trámite administrativo previo contemplado en la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

Recurso de queja N°1 – Barrientos Salazar, Fortunato c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. y otro s/ Accidente – Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 93883/2016/1/RH1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Accidente in itinere. Riesgos del trabajo. Resoluciones equiparables a definitiva. Instancia administrativa previa. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión a Fallos: 344:2307, “Pogonza”.

Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues el planteo relativo al cumplimiento efectivo del procedimiento administrativo previo contemplado por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

La cuestión relativa a la validez constitucional del artículo 16 de la resolución 298/17 de la SRT fue abordada por esta Procuración General en el caso CNT 68714/2017, “Robledo, Margarita del Carmen c/ Asociart ART SA s/ accidente-ley especial”.

Recurso Queja n°1 - La Torre, Luis Emilio c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 82664/2017/1/RH1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Resoluciones equiparables a definitiva. Instancia administrativa previa. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de esta Procuración General y la sentencia concordante de la Corte Suprema emitida en Fallos: 344:2307, “Pogonza”.

Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues el trámite de la instancia administrativa previa contemplada por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

Fernández, María Laura c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente – Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 3239/2019/1/RH1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Enfermedad profesional. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Cuestión no federal. Responsabilidad civil. Asegurador por riesgos del trabajo. Presupuestos de responsabilidad. Violencia laboral. Deber de prevención de la aseguradora de riesgos del trabajo. Denegatoria del recurso. 

Los pronunciamientos de los más altos tribunales provinciales que deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de orden local no justifican, por regla, el otorgamiento de la apelación extraordinaria.

En ese razonamiento, el recurso extraordinario fue bien denegado pues los agravios referidos a la atribución de responsabilidad en los términos del artículo 1074 del Código Civil derivada de una enfermedad profesional remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.

Asimismo, la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.

Respecto de la atribución de responsabilidad civil de la aseguradora, la Corte Suprema sostuvo en el caso “Torrillo” que no existe razón alguna para poner a una ART al margen del régimen de responsabilidad previsto por el Código Civil, por los daños a la persona de un trabajador derivados de un accidente o enfermedad laboral, en el caso en que se demuestren los presupuestos de aquél, que incluyen tanto el acto ilícito y la imputación, cuanto el nexo causal adecuado entre dichos daños y la omisión o el cumplimiento deficiente por parte de la primera de sus deberes legales (Considerando 8°).

En cuanto a los deberes legales de la aseguradora, el artículo 3 de la Resolución 43/1997 de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo establece la obligatoriedad de realizar exámenes periódicos objetivos que tengan por finalidad la detección precoz de afecciones producidas por agentes de riesgo en materia laboral.

En ese marco normativo, luce razonable la postura de los tribunales locales de considerar a la violencia laboral como un factor de riesgo que debe ser objeto de medidas de seguridad diligentes y eficaces. Al respecto, la Encuesta Nacional a Trabajadores sobre Condiciones de Salud, Empleo y Seguridad, realizada en el año 2018 por el Ministerio de Producción y Trabajo y por la SRT, concluye que los riesgos enmarcados en el entorno social, que implican violencia laboral, también pueden ser denominados indicadores de factores de riesgo derivados de las relaciones interpersonales.

Para mas, la violencia laboral, definida por el Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social como toda acción, omisión o comportamiento, destinado a provocar, directa o indirectamente, daño físico, psicológico o moral a un trabajador o trabajadora, debe suscitar especial atención, ya que la violencia y el acoso en el mundo del trabajo pueden constituir una violación o un abuso de los derechos humanos, y que la violencia y el acoso son una amenaza para la igualdad de oportunidades, y son inaceptables e incompatibles con el trabajo decente.

En conclusión, la prueba reseñada evidencia que las codemandadas no implementaron mecanismos de prevención y supervisión tendientes a constatar los extremos denunciados y, en su caso, modificar las condiciones nocivas del ambiente de trabajo que habían sido puestas en su conocimiento. En particular, cabe resaltar que tampoco hay constancias de que la aseguradora realizara evaluaciones periódicas para detectar situaciones de hostigamiento, acoso o violencia en el ambiente de trabajo, que propusiera o implementara medidas de seguridad dirigidas a evitar o reducir los riesgos de ocurrencia de estas conductas, ni que estableciera protocolos, guías, capacitaciones, o mecanismos de actuación para favorecer una respuesta diligente de la empresa en esta materia.

Por todo ello, lucen fundadas las sentencias de grado que atribuyeron responsabilidad civil a la recurrente con fundamento en que no acreditó el cumplimiento de sus deberes de seguridad que hubieran evitado o morigerado el daño en la salud del trabajador. En esa línea, no existen elementos que autoricen a calificar como arbitraria a la sentencia del superior tribunal que rechazó el recurso de inaplicabilidad de ley a partir de la interpretación de normas procesales y comunes aplicables a las circunstancias de la causa.

Casinos de Misiones S.A. y Asociart A.R.T. S.A. s/ Recursos extraordinarios de inaplicabilidad de Ley

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1632/2020/RH1, 02 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Riesgos del trabajo. Determinación de la incapacidad. Instancia administrativa previa. Monto de la indemnización. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa CNT 45078/2017/CS1, “Delvalle Ayala, Florencia Belén c/ Asociart ART SA s/ Accidente – ley especial”, resuelto en sentido concordante por la Corte.

En el presente caso, en el que la sentencia que fija el porcentaje de incapacidad y determina la relación con el riesgo laboral se encuentra firme, el agravio de la aseguradora carece de actualidad y la exigencia de acudir a la vía administrativa previa constituye un rigorismo inútil e ineficaz. Para más, el recurrente tampoco demuestra, a esta altura del litigio, el perjuicio concreto que le causa que la determinación de la incapacidad se haya efectuado en la órbita judicial y no en la administrativa, más allá de los aspectos procesales invocados, pues no existe un derecho a la nulidad de los actos procesales sólo en resguardo de las formas rituales sino se identifica un interés que deba ser amparado. Y si bien ciertas reglas de procedimiento resultan de orden público, también lo son los principios constitucionales que mandan a alcanzar la culminación en un plazo razonable de los procedimientos judiciales.

Por último, son improcedentes los agravios que cuestionan el inicio del cómputo y la tasa de interés definida por el a quo, pues se trata de una materia de derecho común propia de los jueces de la causa, ajena a esta instancia extraordinaria, en la medida que no resulten afectadas garantías constitucionales, situación que no se evidencia en el caso. En efecto, se advierte que la sentencia en estudio cuenta con motivaciones no federales suficientes que impiden descalificarla como acto jurisdiccional válido.

Galván, Mariela c/Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 19562/2018/2/RH2, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Responsabilidad civil. Incapacidad laboral. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Cuestión no federal. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 

 

 

El recurso extraordinario fue bien denegado pues los agravios referidos a la atribución de responsabilidad derivada de una discapacidad laboral en los términos del artículo 1074 del Código Civil, la determinación del porcentaje de incapacidad, la fecha de inicio del cómputo de intereses y la tasa aplicable remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.

En primer término, corresponde rechazar los agravios que cuestionan la responsabilidad civil atribuida pues, la cámara dio suficientes argumentos y los agravios de la recurrente no evidencian arbitrariedad en la decisión.

Por ello, en tanto la recurrente no demostró inspecciones en el establecimiento de la demandada ni recomendaciones o denuncias sobre las deficiencias técnicas de la máquina que causó el daño, la sentencia realizó una valoración de la prueba rendida y el derecho aplicable que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable.

En segundo término, la respuesta brindada por la cámara a los cuestionamientos sobre el baremo aplicado resulta fundada y remite a cuestiones de derecho común y procesal. En efecto, el a quo rechazó el agravio de la recurrente con base en que la presente acción se funda en normas de derecho civil y pretende la reparación integral del daño. En ese sentido, cabe resaltar que el baremo del decreto 659/96, conforme lo dispuesto por los artículos 8 de la Ley de Riesgos de Trabajo y 9 de la ley 26.773, debe ser considerado para cuantificar el daño en las reparaciones sistémicas, en tanto contempla exclusivamente la pérdida de capacidad laboral y pondera factores vinculados al trabajo tales como la re categorización o recalificación, pero no contempla aquellos aspectos del daño ajenos a la total obrera.

En consecuencia, y atento a lo expuesto ut supra sobre la responsabilidad civil atribuida, la sentencia en crisis no resulta arbitraria.

Por último, también resultan improcedentes los agravios que cuestionan el inicio del cómputo y la tasa de interés definida por el a quo, pues no abordan una cuestión federal sino una materia que integra el ámbito de la razonable discreción de los jueces de la causa, en la medida que no resulten afectadas garantías constitucionales, situación que no se evidencia en el caso.

En efecto, se advierte que la sentencia en estudio cuenta con motivaciones no federales suficientes que impiden descalificarla como acto jurisdiccional válido. Por un lado, la cámara determinó que correspondía computar intereses a partir de la consolidación jurídica del daño, dado que entonces nació el derecho del pretensor a percibir la indemnización. En el caso, ello condujo a que se reconozcan intereses a partir de la fecha en la que se produjo el infortunio. En ese contexto, los argumentos traídos por el recurrente basados en que las aseguradoras incurren en mora luego de que se determina el porcentaje de incapacidad no traslucen que la decisión haya realizado una interpretación irrazonable de las normas de derecho común aplicables, sino que, antes bien, revelan la mera discrepancia del recurrente con la decisión.

Por otro lado, tampoco resultan procedentes los agravios relativos a la violación de la prohibición de indexar (ley 25.561) pues la demandada no demostró que la tasa cuestionada se desentienda de su finalidad, esto es, castigar la mora del deudor y reparar el daño agravado que esa mora provoca en el marco de un proceso inflacionario. En efecto, la cámara impuso los intereses correspondientes a la tasa nominal anual para préstamos personales libre destino del Banco Nación, de conformidad con lo dispuesto en las actas. 2601, 2630 y 2658 de la CNAT, a fin de reparar la mora en el pago de la obligación, pero no corrigió el valor de una variable monetaria mediante la aplicación de índices o fórmulas de ajuste, que es lo prohibido por esa normativa.

Por ello, en sentido concordante con lo dictaminado por esta Procuración General en la causa CNT 14860/2013/2/RH2, “Medina, Pablo Ezequiel c/ Gestión Buenos Aires SA y otro s/ accidente s/acción civil”, y en el recurso de queja N°10 FLP41025036/2003/10/RH3, “Mazzeo, Alicia Susana y otros c/ YPF y otro s/ civil y comercial- varios”, la recurrente no acreditó la existencia de un supuesto excepcional que autorice a descalificar la sentencia impugnada como acto jurisdiccional válido.

Recurso queja N°2 - Saravia, Irma Verónica c/ Galeno Argentina S.A. y otro s/ Accidente acción civil

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 45532/2013/2/RH1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Accidente de trabajo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

El recurso es procedente, pues la interpretación de las sentencias de la Corte Suprema en las mismas causas en que ellas han sido dictadas constituye cuestión federal suficiente para ser examinada en la instancia extraordinaria cuando, como ocurre en estos autos, la decisión impugnada consagra un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por el tribunal y desconoce lo esencial de aquella decisión.

En efecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, declaró la validez de la ley 27.348, con remisión a “Pogonza”. Como consecuencia, ordenó devolver las actuaciones para que la cámara dictara un nuevo pronunciamiento con arreglo a ese fallo. Recibidas las actuaciones, la cámara dejó sin efecto la sentencia anterior, pero, habilitó la instancia judicial con fundamento en que el accidente denunciado había ocurrido antes de la entrada en vigencia de la norma.

Esta decisión de la Corte Suprema consideró aplicable al caso el procedimiento administrativo previo contemplado en esa norma puesto que, de lo contrario, no podría haberse pronunciado acerca de su validez, en tanto ello constituye un presupuesto esencial para el ejercicio del control de constitucionalidad. Por lo tanto, la decisión de la cámara configura un inequívoco apartamiento de la decisión de la Corte.

Para más, el criterio temporal de aplicación de la norma previsto en las la resoluciones 298/17 de la Superintendencia de Riesgos de Trabajo y 463-E/2017 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, según el cual la ley 27.348 resultará aplicable al trámite de las actuaciones y los procedimientos administrativos iniciados a partir del 1 de marzo de 2017, fue ratificado por la Corte Suprema, por remisión al dictamen de esta Procuración General de la Nación.

Como corolario, para determinar la aplicación temporal de la norma de procedimiento resulta relevante la fecha de interposición de la acción judicial, o la de inicio de la etapa administrativa previa conforme lo indica el sistema de la ley 27.348.

Recurso queja N° 1 - Corbellini, Daniel Alberto c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 25518/2017/1/RH1, 18 de octubre de 2022

Ver dictamen

Riesgos del trabajo. Cuestión federal. Apartamiento de la doctrina de la corte. Reclamo administrativo previo. Aplicación temporal de la ley. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

La interpretación de las sentencias de la Corte Suprema en las mismas causas en que ellas han sido dictadas constituye cuestión federal suficiente para ser examinada en la instancia extraordinaria cuando, como ocurre en esta causa, la decisión impugnada consagra un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por el tribunal y desconoce lo esencial de aquella decisión.

En efecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, declaró la validez de la ley 27.348, en relación a este caso, con remisión a “Pogonza”. Como consecuencia, ordenó devolver las actuaciones para que la cámara dictara un nuevo pronunciamiento con arreglo a ese fallo. Recibidas las actuaciones, la cámara dejó sin efecto la sentencia anterior, pero, habilitó la instancia judicial con fundamento en que el accidente denunciado había ocurrido antes de la entrada en vigencia de la norma.

Esta decisión de la Corte Suprema consideró aplicable al caso el procedimiento administrativo previo contemplado en esa norma puesto que, de lo contrario, no podría haberse pronunciado acerca de su validez, en tanto ello constituye un presupuesto esencial para el ejercicio del control de constitucionalidad. Por lo tanto, la decisión de la cámara configura un inequívoco apartamiento de la decisión del Alto Tribunal.

Para más, el criterio temporal de aplicación de la norma previsto en las resoluciones 298/17 de la Superintendencia de Riesgos de Trabajo y 463-E/2017 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, según el cual la ley 27.348 resultará aplicable al trámite de las actuaciones y los procedimientos administrativos iniciados a partir del 1 de marzo de 2017, fue ratificado por la Corte Suprema, por remisión al dictamen de esta Procuración General de la Nación.

Como corolario, para determinar la aplicación temporal de la norma de procedimiento resulta relevante la fecha de interposición de la acción judicial, o la de inicio de la etapa administrativa previa conforme lo indica el sistema de la ley 27.348. En este marco, considerando que no se encuentra cuestionado en la causa que la demanda fue interpuesta luego de la entrada en vigencia de la norma, la sentencia apelada se apartó del derecho vigente y aplicable.

Recurso queja N°2 - Barrios, Oscar Fernando c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 23583/2018/2/RH2, 18 de octubre de 2022

Ver dictamen

Excepción de incompetencia. Accidentes de trabajo. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

La recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión apelada en los términos del artículo 14 de la ley 48. En tal sentido, es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia.

No se presentan esas excepciones en el caso. Por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal ni las partes solicitaron su intervención. Por otro lado, la decisión cuestionada no coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio pues no clausuró la vía procesal promovida en tanto atribuye competencia a la justicia nacional del trabajo, donde puede ejercer las restantes defensas planteadas. En efecto, en el presente caso se resolvió la cuestión territorial y queda pendiente el tratamiento de los planteos sobre habilitación de instancia y validez de la ley 27.348.

Adicionalmente, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

López, Luis Clemente c/ Experta A.R.T. S.A. y otro s/ Accidente - acción civil

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 32869/2019/1/RH1, 18 de octubre de 2022

Ver dictamen

Asegurador por riesgos del trabajo. Accidente in itinere. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Lo referente al modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario federal. No obstante, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida. 

Las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales o aisladas de sus integrantes, sino como el producto de un intercambio racional de ideas. Asimismo, todo pronunciamiento constituye una unidad lógico–jurídica, cuya parte dispositiva es la conclusión necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado en sus fundamentos. En ese orden, cabe destacar que no es, pues, sólo el imperio del tribunal ejercido concretamente en la parte dispositiva lo que da validez y fija los alcances de la resolución: estos dos aspectos dependen también de las motivaciones que sirven de base a la decisión.

En ese sentido, el vicio compromete seriamente la certeza jurídica de la sentencia, entendida como expresión final del derecho a la jurisdicción, así como el amparo del debido proceso legal y del derecho de defensa en juicio, de acuerdo con el artículo 18 de la Constitución Nacional.

Recurso queja N° 2 - González, Gerardo Ramón c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 29929/2016/2/RH1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Medidas cautelares. Reinstalación en el puesto de trabajo. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Conforme sostuvo en reiteradas oportunidades la Corte Suprema, para la procedencia del recurso extraordinario el pronunciamiento apelado debe cumplir con el requisito de sentencia definitiva, entendiéndose por tal la que pone fin al pleito o hace imposible su continuación, o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior. En tal sentido, las resoluciones referentes a medidas cautelares sea que las decreten, levanten o modifiquen no constituyen sentencias definitivas y son, como principio, insusceptibles de recurso extraordinario.

La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Benítez, Ulises Alfredo c/ Repartos Ya S.A. s/ Medida cautelar

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 24856/2020/1/RH1, 14 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Accidente in itinere. Riesgos del trabajo. Resoluciones equiparables a definitiva. Instancia administrativa previa. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Devolución del expediente. 

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307 “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

El recurso extraordinario fue correctamente concedido pues la decisión impugnada es equiparable a una sentencia definitiva, por sus efectos, en tanto el trámite de la instancia administrativa previa contemplada por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

Ruiz, Cristian Abel c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 3340/2019/1/RH1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Despido. Enfermedad profesional. Responsabilidad solidaria. Asegurador por riesgos de trabajo. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia extra petita. Interpretación de la ley. Cuestión de derecho común. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 

La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y para su procedencia se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido, lo que no ocurre en el caso.

El tribunal no adoptó una decisión extra petita, o con exceso de jurisdicción.

Los aspectos vinculados al alcance de la atribución de responsabilidad sólo podían ser analizados por la cámara una vez admitidas esas cuestiones previas (el carácter de enfermedad profesional y el nexo causal). Pero una vez admitidos, deben ser analizados en el marco, y con el alcance, de la pretensión inicial. Por ello, la apelación presentada por el actor no puede entenderse como una renuncia a la atribución de responsabilidad a la ART.

Los agravios referidos a la acreditación del nexo causal entre la afección y la prestación de tareas, la atribución de responsabilidad derivada de una enfermedad profesional, la valoración de la prueba efectuada por el tribunal, el monto resarcible, la tasa de interés aplicable y el inicio de su cómputo, remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa, ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.

La cámara, al determinar la responsabilidad de la aseguradora en los términos señalados, realizó una interpretación de los elementos probatorios y de las normas de derecho común aplicables al caso que no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia de la recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.

Cabe recordar que el poder de policía que le otorga el decreto 1388/96, y normas concordantes, a la Comisión Nacional de Regulación del Transporte no impide a las aseguradoras de riesgos del trabajo realizar un control diligente de las condiciones laborales en las empresas de transporte, ni las exime de sus responsabilidades específicas.

Succetti, Luis Esteban c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo y otro s/ Despido

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 2927/2014/2/RH1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Enfermedad profesional. Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa “Faguada”, resuelto de conformidad por la Corte Suprema en Fallos: 340:620.

Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. Tales excepciones no se presentan en el caso.

Por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal ni la recurrente solicita su intervención. Por el contrario, la sentencia en crisis atribuye competencia a la justicia nacional del trabajo y la demandada pretende la intervención de la justicia nacional en lo civil.

Por otro lado, la decisión cuestionada no coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal promovida. En consecuencia, la demandada se halla sometida a la jurisdicción laboral nacional donde puede ejercer las restantes defensas planteadas.

A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

En tales condiciones, la aseguradora no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión apelada en los términos del artículo 14 de la ley 48.

Recurso queja N° 1 – “Alaniz, Emanuel Carlos c/ Intercargo S.A.C. y otro s/ Accidente-Ley especial”

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 67047/2017/1/RH1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Indemnización por accidente de trabajo. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Cuestión no federal. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Monto de la indemnización. Denegatoria del recurso. 

Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva.

Sentado ello, los argumentos de la recurrente se vinculan con cuestiones que resultan ajenas por su naturaleza a esta instancia extraordinaria.

En primer lugar, los aspectos vinculados a la atribución de responsabilidad y a las secuelas de la incapacidad derivadas de un accidente de trabajo, remiten a cuestiones fácticas y de derecho común y procesal que es materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia de cámara se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto o error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.

La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.

De lo anterior se deriva que, para justificar la apertura de la instancia extraordinaria, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte Suprema habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución Nacional y las leyes.

La interpretación de los elementos probatorios y de las normas de derecho común aplicables no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia de la recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.

Por otra parte, en cuanto a los agravios basados en que la sentencia no respetó el tope referido a los factores de ponderación, advierto que la cámara declaró la inconstitucionalidad del decreto 659/96 por exceso del poder ejecutivo en el ejercicio de sus facultades reglamentarias y por resultar violatorio de los derechos a la igualdad y a la indemnidad patrimonial, pero la recurrente no cuestiona los argumentos de esa tacha sino que, sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad, se limita a señalar que la sentencia carece de fundamentación y que la cámara abordó el tema sin que medie agravio ni planteo de la actora en tal sentido.

Los agravios del apelante no suscitan una cuestión federal típica al no rebatir, adecuadamente, los argumentos del tribunal superior, y aquellos en que la cámara del trabajo local fundó la inconstitucionalidad de la norma cuya aplicación pretende.

En este punto, el artículo 9 de la ley 26.773 dispone la aplicación de los parámetros del decreto 659/96 y sus normas modificatorias, lo que incluye el decreto 49/2014, como una garantía de igualdad de trato en favor de los trabajadores damnificados y no como un límite de cobertura en favor de los obligados al pago de las prestaciones.

La sentencia recurrida, al desestimar el recurso de inaplicabilidad de ley por falta de fundamentación, realizó una interpretación de normas de derecho común y procesal aplicables al caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.

Tampoco corresponde dar tratamiento a los agravios que cuestionan la tasa de interés aplicada, pues ello involucra cuestiones de hecho, prueba y derecho común que, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, salvo que la recurrente acredite que el pronunciamiento carece de proporción y razonabilidad e importa un apartamiento palmario de la realidad económica imperante al momento del dictado de la sentencia. Ello no acontece en el sub lite. En efecto, de la lectura de la sentencia de grado se desprende que la fijación de la tasa en cuestión tuvo en cuenta el criterio del costo medio del dinero, así como el fin compensatorio del interés respecto de la privación que sufrió el actor. En esa inteligencia, el tribunal de alzada también ponderó que la tasa aplicada se ajustaba a la doctrina fijada por el superior tribunal provincial en casos análogos y que ésta es de seguimiento obligatorio para los tribunales inferiores dentro de su jurisdicción.

Por lo demás, en cuanto a la razonabilidad de la tasa de interés fijada, cabe puntualizar que, si bien la impugnante realiza cálculos concretos para demostrar que la cifra que arroja la liquidación resulta excesiva, el monto indemnizatorio al que se arriba por aplicación de dicha tasa no se vislumbra irracional ni exorbitante, sobre todo si es valorado a la luz de la severa disminución de las aptitudes físicas experimentada por el trabajador, su carácter irreversible, las escasas posibilidades de reubicación laboral de aquél y los años transcurridos desde la ocurrencia del siniestro, entre otros parámetros que deben ser tenidos en cuenta a fin de cuantificar el daño, de acuerdo con la normativa aplicable al caso.

A su vez, no luce atendible el agravio referido a la aplicación solapada de la ley 26.773 en contraposición con el precedente “Espósito”, pues en el caso se descartó expresamente que la mencionada norma fuera aplicable. Para más, ese pronunciamiento de la Corte se circunscribió al análisis de la vigencia temporal de esa ley, supuesto que difiere de la cuestión aquí examinada.

De igual modo, no resultan procedentes los agravios relativos a la violación de la prohibición de indexar, basados en la ley 25.561, pues la demandada no demostró que la tasa cuestionada se desentienda de su finalidad, esto es, castigar la mora del deudor y reparar el daño agravado que esa mora provoca en el marco de un proceso inflacionario. En efecto, a través de la fijación de intereses el a quo procuró preservar el valor del crédito, pero no corrigió el valor de una variable monetaria mediante la aplicación de índices o fórmulas de ajuste, que es lo prohibido por esa normativa.

Por ello, en sentido concordante con la sentencia apelada y con lo dictaminado por esta Procuración General el en la causa CNT 14860/2013/2/RH2, “Medina, Pablo Ezequiel c/ Gestión Buenos Aires SA y otro s/ accidente”, y FLP41025036/2003, “Mazzeo, Alicia Susana y otros c/ YPF y otro s/ civil y comercial- varios”, la recurrente no acreditó la existencia de un supuesto excepcional que autorice a descalificar esa decisión como acto jurisdiccional válido.

Por último, el agravio que cuestiona la fecha de inicio del cómputo de intereses remite también al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho común que son propios de los jueces de la causa y ajenas por regla al ámbito de apelación extraordinaria.

En tal sentido, cabe apuntar que la cámara, por remisión a precedentes del superior tribunal local, determinó que correspondía computar intereses a partir de la fecha del accidente, dado que entonces nació el derecho del pretensor a percibir la indemnización reclamada en el sub lite. La sentencia hizo hincapié en que los intereses reconocidos tienen naturaleza compensatoria y no moratoria. En ese contexto, los argumentos traídos por el recurrente que sostienen que el derecho a percibir las prestaciones dinerarias de los artículos 11 y 15 de la Ley de Riesgos de Trabajo nace al determinarse el carácter definitivo de la incapacidad y, por tanto, desde allí comenzarían a correr los intereses, no evidencian que la decisión haya realizado una interpretación irrazonable de las normas de derecho común aplicables, sino que revelan la mera discrepancia del recurrente con la decisión cuestionada. En tales condiciones, el remedio federal, en este punto, también resulta inadmisible.

Roggiero, Javier Enrique c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente de trabajo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 765/2020/RH1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Despido discriminatorio. Reinstalación en el puesto de trabajo. Delegado gremial. Carga de la prueba. Reglas de la sana crítica. Cambio de lugar de trabajo. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Corresponde analizar si el despido dispuesto por la demandada obedeció a motivos discriminatorios vinculados con la actividad gremial del actor. A tales fines, teniendo en cuenta los serios inconvenientes probatorios que pesan sobre las presuntas víctimas, la Corte Suprema estableció parámetros y cargas determinadas que deben regir cuando se invoca la aplicación de la ley 23.592 y se atribuye un móvil discriminatorio oculto en el acto jurídico cuestionado.

En efecto, en Fallos: 334:1387, “Pellicori”, esa Corte destacó que la discriminación no suele manifestarse de forma abierta y claramente identificable; allí que su prueba con frecuencia resulte compleja. Lo más habitual es que la discriminación sea una acción más presunta que patente, y difícil de demostrar ya que normalmente el motivo subyacente a la diferencia de trato está en la mente de su autor, y la información y los archivos que podrían servir de elementos de prueba están, la mayor parte de las veces, en manos de la persona a la que se dirige el reproche de discriminación (Considerando 7).

Para compensar estas dificultades, la Corte estableció que resultará suficiente, para la parte que afirma dicho motivo, con la acreditación de hechos que, prima facie evaluados, resulten idóneos para inducir su existencia, caso en el cual corresponderá al demandado a quien se reprocha la comisión del trato impugnado, la prueba de que éste tuvo como causa un motivo objetivo y razonable ajeno a toda discriminación. La evaluación de uno y otro extremo, naturalmente, es cometido propio de los jueces de la causa, a ser cumplido de conformidad con las reglas de la sana crítica.

En Fallos: 341:1106, “Varela”, remarcó que, según el estándar sentado en “Pellicori”, cuando se discute si la medida obedece a un motivo discriminatorio, la existencia de dicho motivo se considerará probada si el interesado acredita de modo verosímil que la medida fue dispuesta por esa razón y, en ese caso, el demandado no pruebe que responde a un móvil ajeno a toda discriminación.

Al respecto, la Corte explicó que una vez demostrados verosímilmente por parte del trabajador los extremos mencionados, el empleador puede todavía probar que el despido no fue discriminatorio. Esta carga es naturalmente diferente en los casos en que la medida cuestionada es un despido incausado vis a vis aquellos en que el empleador invoca la existencia de una injuria. Respecto del primer tipo de casos, en la medida en que nuestro régimen constitucional y laboral no ha vedado el supuesto de despido sin causa y, por lo tanto, el empleador puede rescindir el vínculo laboral sin justificación alguna, es suficiente para evitar las consecuencias que las leyes 23.551 y 23.592 determinan en caso de despidos discriminatorios que el empleador acredite que el trato dispensado al trabajador en cuestión no obedeció al motivo discriminatorio reprochado. Bastará que demuestre que el distracto se dispuso por cualquier otro motivo, de la naturaleza que fuere. La única limitación es que la rescisión no responda a los móviles discriminatorios proscriptos. Por su parte, si la desvinculación se ha producido con invocación de causa, es suficiente para el empleador acreditar que dicha causa razonablemente se ha configurado.

Los argumentos brindados por la demandada no alcanzan para desvirtuar la presunción inicial de motivo discriminatorio, en los términos de la doctrina sentada por la Corte en “Pellicori” y “Varela”.

En efecto, el incumplimiento atribuido se basó en la negativa de aceptar una modificación de las condiciones de labor, dispuesta en forma unilateral y arbitraria, que, de concretarse, hubiera dañado material y moralmente al actor y afectado específicamente su actividad gremial.

Al respecto, la Corte afirmó que todo tratamiento arbitrario, que tenga por objeto o por resultado, impedir, obstruir o restringir o de algún modo menoscabar el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías fundamentales reconocidas por la Constitución Nacional, constituye un acto discriminatorio.

Es posible afirmar que la imposición del cambio de lugar de trabajo, configura un trato arbitrario y desfavorable de la empleadora en perjuicio del trabajador, pues por un lado, excede el razonable ejercicio de la facultad de organización, causa un daño material y no se sustenta en estrictas necesidades funcionales, y por otro lado, se aparta de los precedentes de la propia empresa respecto del traslado de sede de sus empleados, al realizarse sin consulta previa ni compensación económica específica. Estos elementos corroboran la hipótesis de persecución por motivos sindicales.

En suma, la demandada no alcanza a demostrar una causa objetiva y razonable ajena a la actividad sindical, por lo que no logra desvirtuar la presunción inicial sobre la existencia de un móvil discriminatorio.

Salguero, Manuel Domingo c/ Telecom Argentina S.A. s/ Procedimiento sumario - acción de reinstalación

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1347/2020/RH1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Nulidad del despido. Asociaciones sindicales. Discriminación. Apreciación de la prueba. Causas excluidas de la competencia federal. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Doctrina de la arbitrariedad. Reglas de la sana crítica. Discrepancia del recurrente. Interpretación de la ley. Cuestión federal. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

El recurso fue bien denegado pues los agravios referidos a la apreciación de las probanzas de la causa remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. Al respecto, cabe precisar que la Corte Suprema ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.

La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.

La conclusión a la que arribó la cámara en el sentido de que no se encuentra prima facie probado el móvil discriminatorio del despido es razonable en función de las declaraciones testimoniales y otras probanzas valorados a la luz de las reglas de la sana crítica.

La cámara realizó una interpretación de los elementos probatorios del caso que no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.

Las cuestiones relativas a la interpretación de las normas federales planteadas en el recurso, carecen de relación directa e inmediata con la materia concreta de decisión en el pleito. En efecto, los agravios referidos a la interpretación tanto del alcance del factor de discriminación “opinión gremial” contenido en el artículo 1 de la ley 23.592 como del ámbito de protección del artículo 47 de la ley 23.551, no resultan sustanciales para la solución del caso, pues la sentencia se sostiene principalmente en que no se encuentra probado, siquiera a nivel indiciario, que la empresa conocía la actividad sindical del actor y en consecuencia, no es posible determinar un móvil discriminatorio.

En el caso "Pereyra", la Corte Suprema recordó su doctrina según la cual para que una cuestión federal resulte atendible por la vía del recurso extraordinario es menester que la cuestión oportunamente propuesta se vincule de una manera estrecha con la materia del litigio, de modo tal que su dilucidación resulte indispensable para la decisión del juicio. Por ello, los fallos que tienen fundamentos no federales suficientes para sustentarse son irrevisables en la instancia extraordinaria, pues la presencia de aquéllos impide considerar otros de índole federal que pudiera contener la sentencia, por falta de relación directa e inmediata.

Veras, Gustavo Damián c/ Pirelli Neumáticos S.A. s/ Juicio Sumarísimo

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 31336/2016/1/RH1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Despido. Relación de dependencia. Contrato de trabajo. Ley de contrato de trabajo. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 

Lo relativo a la existencia o inexistencia de un vínculo laboral entre las partes y a la apreciación de los elementos demostrativos de aquel, así como también lo referido a la extensión de la condena a los socios remiten al examen de temas de hecho, prueba y derecho común que, como regla, son propios de los jueces de la causa y ajenos al recurso previsto por el artículo 14 de la ley 48, máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial.

La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.

Para determinar si la relación que existió entre las partes, luego de aquella registrada como laboral, constituía una continuidad de la misma, como alegó el actor, o era una relación comercial y autónoma distinta, sin características de dependencia, como arguyó la accionada, correspondía ponderar la prueba en función de la presunción establecida en el artículo 23 de la Ley de Contrato de Trabajo.

La cámara realizó una interpretación de las normas de derecho común y de los elementos probatorios del caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia de los recurrentes pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.

En relación a la extensión solidaria de la condena a uno de los demandados, la cámara fundó su responsabilidad en la participación directa que tuvo al contratar al actor, la cual consideró deficiente y fraudulenta. Por ello, consideró que ese codemandado, además de ejercer el cargo de presidente del directorio, cometió el ilícito contractual en forma personal y, en consecuencia, no resultaba necesario correr el velo societario de la empresa para determinar su responsabilidad solidaria.

En esa línea, la Procuración General sostuvo que no es determinante la participación directa de cada director en los hechos generadores de responsabilidad cuando se prueba una conducta omisiva frente a un deber de actuar y de conocer los hechos en función del grado de diligencia esperado para quien ocupa la conducción empresaria.

Pérez, Julián Horacio c/ Santa Catalina de Lujan S.A. s/ Despido

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 57212/2012/1/RH1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Despido. Organismos internacionales. Inmunidad de jurisdicción. Gravamen eventual. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Es doctrina de la Corte que los organismos internacionales gozan o no de inmunidad jurisdiccional según lo prevean los respectivos tratados constitutivos y, en su caso los acuerdos de sede; sin perjuicio de lo cual, existe un límite a tal prerrogativa constituido por la necesidad de disponer procedimientos alternativos satisfactorios para la resolución de controversias en el marco del ente, tales como las derivadas de contratos y otros conflictos de derecho privado en los cuales sea parte.

La presentación recursiva del apelante no puede prosperar en el plano sustantivo pues, por un lado, las objeciones destinadas a cuestionar la validez del trámite ante el Tribunal Administrativo, que aún no ha tenido intervención en el caso, se basan en agravios futuros o meramente conjeturales, dado que el actor no ha demostrado que exista al presente una afectación concreta de las garantías constitucionales que asevera afectadas.

Es que, en ausencia de esa demostración, resulta prematuro tratar los agravios vinculados, centralmente, con el artículo 18 de la Constitución, desde que su ponderación sería oficiosa sólo si el Tribunal Administrativo del Ente no escuchase o desestimase su reclamo.

Por otro lado, el recurso no satisface el recaudo de la debida fundamentación pues, en sustancia, reitera afirmaciones que fueron desestimadas en instancias anteriores y cuyos argumentos no constituyen una crítica concreta y razonada de los fundamentos desarrollados para llegar a la resolución impugnada.

Las alegaciones que formula el actor sobre la regularidad constitucional del mecanismo de resolución de controversias de FONPLATA revisten naturaleza conjetural. Frente a ello, la crítica vertida sólo trasunta una opinión contraria que no alcanza a refutar lo argüido ni a evidenciar que el pronunciamiento carezca de fundamentación.

No obsta a lo expuesto que esa Corte haya indicado que el sometimiento a la jurisdicción de los entes internacionales impide el cuestionamiento ulterior de su idoneidad o la alegación de privación de justicia. Ello es así, toda vez que el actor podrá en el futuro, luego de realizar las reservas del caso y de agotar el procedimiento alternativo previsto en el ámbito del Fondo, acudir a la instancia judicial pertinente para que se estudien eventuales afectaciones al debido proceso suscitadas en el marco de aquel trámite.

Merlani, Patricio Ezequiel c/ Fondo Financiero para el Desarrollo de La Cuenca del Plata s/ Despido

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 32770/2019/1/RH1, 17 de mayo de 2022

Ver dictamen

Diferencias salariales. Ley de contrato de trabajo. Empleados públicos. Decretos nacionales. Presupuesto nacional. Falta de fundamentación autónoma. Interposición del recurso. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa COM 12593/2014/2/RH1, Recurso de Hecho, “Blue Steel S.A. c/ Correo Oficial de la República Argentina s/ Ordinario”.

La apelación deducida no cumple con el requisito de fundamentación autónoma ni rebate todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia, en los términos de la jurisprudencia del Alto Tribunal, que señala que el escrito de interposición del recurso debe contener una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, pues se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpretativo distinto del que se ha seguido en la sentencia.

En efecto, la recurrente se limita a efectuar afirmaciones genéricas acerca de la presunción de legitimidad de los actos administrativos y de la inexistencia de un derecho a la inamovilidad de los salarios para concluir en que el decreto 324/11 fue dictado por el Poder Ejecutivo en ejercicio de atribuciones propias y declarado válido por resolución de la Cámara de Diputados de la Nación.

Asimismo, señala dogmáticamente que los jueces omitieron tener en cuenta que se modificaron los créditos presupuestarios como una medida de carácter general de contención del gasto para sortear la crisis económico financiera de aquel momento. De este modo, desatiende los fundamentos de la sentencia recurrida, que encuentran apoyo suficiente en que el beneficio que percibían los actores hasta el dictado del decreto 324/11 se encontraba incorporado al contrato de trabajo en calidad de “premio desempeño”, con un porcentual fijo para toda la plantilla y que su pago se realizaba sin otra condición que la de trabajar en el ente.

Por otra parte, la apelante sólo expresa su disconformidad con la postura adoptada por la cámara en cuanto declaró la invalidez constitucional del decreto cuestionado en razón de que afecta derechos adquiridos de los actores al cobro de la remuneración debida, cualquiera fuera el modo de su composición o estructura, sin que la cita de jurisprudencia referida a decretos de necesidad y urgencia que dispusieron recortes salariales a empleados públicos resulte suficiente para rebatir los fundamentos expuestos por el a quo.

En consecuencia, los agravios contenidos en el escrito recursivo no constituyen sino una mera repetición de afirmaciones dogmáticas que no logran desvirtuar los argumentos esgrimidos por la cámara para resolver del modo en que lo hizo.

Recurso Queja Nº 1A - Litovicius, David Eduardo – 18977 - y otros c/ Ente Nacional de Comunicaciones s/ Diferencia de salarios

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 34498/2014/1/RH1, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Indemnización por despido. Diferencias salariales. Multa laboral. Apreciación de la prueba. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 

En la causa no se encuentra en discusión el alcance del principio constitucional de igual remuneración por igual tarea, sino únicamente si se acreditan elementos objetivos para sostener la diferencia de trato salarial en perjuicio del actor que sirvió de base al despido indirecto. En ese marco, el recurso extraordinario fue correctamente denegado pues los agravios dirigidos a cuestionar la apreciación de las probanzas de autos y la interpretación y alcance del artículo 81 de la LCT remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48. Máxime cuando la decisión se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.

A su vez, cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.

En ese marco fáctico y probatorio, y a la luz de la doctrina de la Corte Suprema sentada en Fallos: 265:242, “Ratto” y 311:1602, “Fernández”, la cámara estimó que la empleadora no cumplió con su obligación de brindar igualdad de trato en igualdad de condiciones a sus dependientes en los términos que estipula el artículo 81 de la Ley de Contrato de Trabajo.

Por su parte, la recurrente reconoce la diferencia salarial denunciada y se limita a cuestionar el valor cualitativo y cuantitativo de las tareas que realizaba el actor en comparación con otros gerentes de la empresa. En resumen, impugna la valoración de la prueba que efectuó el a quo con base en que, a su criterio, los testimonios y las pericias acreditaron un volumen y calidad de trabajo inferior.

La sentencia apelada realizó una interpretación de los elementos probatorios y de las normas de derecho común aplicables al caso que no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.

Meier, Hugo Norberto c/ La Cumbre San Luis S.A. s/ Despido

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 4438/2018/1/RH1, 20 de abril de 2022

Ver dictamen

Medidas cautelares. Sentencia no firme. Suspensión del contrato de trabajo. Emergencia sanitaria. Coronavirus. Denegatoria del recurso. 

El remedio federal fue bien denegado pues, conforme sostuvo en reiteradas oportunidades la Corte Suprema, para la procedencia del recurso extraordinario el pronunciamiento apelado debe cumplir con el requisito de sentencia definitiva, entendiéndose por tal aquella que pone fin al pleito o hace imposible su continuación, o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior.

En tal sentido, tiene dicho la Corte Suprema que las resoluciones referentes a medidas cautelares, sea que las decreten, levanten o modifiquen, no constituyen sentencias definitivas y son, como principio, insusceptibles de recurso extraordinario.

En el caso, la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa ya que no pone fin al pleito ni impide su continuación. En efecto, la cámara no se pronunció sobre la cuestión de fondo, esto es, si la suspensión dispuesta en un contrato de trabajo privado, está entre las autorizadas excepcionalmente por las normas de emergencia dictadas con el objeto de mitigar los efectos provocados por la pandemia de COVID-19. Por el contrario, el a quo solo confirmó la medida cautelar de primera instancia, que había ordenado a la demandada abonar a la actora sus remuneraciones íntegras hasta que se dicte sentencia sobre el fondo del asunto, en un trámite que, cabe mencionar, es sumarísimo.

La ausencia de una sentencia definitiva no puede ser suplida por la alegación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad del fallo o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.

Recurso Queja Nº 1 - Velázquez, Ivana Marisol c/ Atento Argentina S.A. s/ Medida cautelar

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 16/2021/1/RH1, 20 de abril de 2022

Ver dictamen

Exclusión de la tutela sindical. Inadmisibilidad del recurso. Denegatoria del recurso. 

El recurso intentado es inadmisible porque las resoluciones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias excepcionales que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una privación de justicia de imposible reparación ulterior. Esas excepciones no se presentan en el sub lite. 

Por lo demás, la ausencia de una sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad del fallo o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.

La solución que se propicia no obsta a la aplicación al caso de las normas y principios del derecho laboral, pues el trámite de la presente causa ante el fuero federal en razón de la persona, no se desnaturaliza por la aplicación de distintos institutos del derecho común.

Por lo expuesto, corresponde desestimar la queja intentada.

Nucleoeléctrica Argentina Sociedad Anónima c/ Almirón, Ramon s/ Exclusión de tutela sindical

FSM-Justicia Federal de San Martín, 1282/2019/1/RH, 03 de marzo de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Asociaciones sindicales. Reinstalación en el puesto de trabajo. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Los remedios federales fueron bien denegados pues, conforme sostuvo en reiteradas oportunidades la Corte Suprema, para la procedencia del recurso extraordinario el pronunciamiento apelado debe cumplir con el requisito de sentencia definitiva, entendiéndose por tal la que pone fin al pleito o hace imposible su continuación, o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior.

En tal sentido, tiene dicho la Corte Suprema que las resoluciones referentes a medidas cautelares sea que las decreten, levanten o modifiquen no constituyen sentencias definitivas y son, como principio, insusceptibles de recurso extraordinario. Incluso esa Corte ha sostenido idéntico criterio en casos en los que puntualmente se habían ordenado, a través de medidas cautelares, reinstalaciones en puestos de trabajo.

En el caso, la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa ya que no da fin al pleito ni impide su continuación. En efecto, la cámara no se pronunció sobre la cuestión de fondo, esto es, si el actor contaba con la protección prevista en el artículo 52 de la LAS y, en tal caso, su desvinculación laboral resultaba prohibida sin un juicio de desafuero o exclusión de tutela previo. Por el contrario, el a quo solo dispuso la reinstalación cautelar del actor tras ponderar que existe prueba de la notificación a la empleadora de la nominación a un cargo gremial cuando estaba vigente la relación laboral, y hasta tanto se dicte sentencia sobre el fondo del asunto, en un trámite que cabe mencionar es sumarísimo.

La ausencia de una sentencia definitiva no puede ser suplida por la alegación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad del fallo o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.

En tales condiciones, la recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión apelada en los términos del artículo 14 de la ley 48.

Reca, Eduardo Domingo c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Acción de amparo

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 66176/2017/1/RH1, 22 de febrero de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. No se presentan esas excepciones en el caso.

A su vez, la ausencia de una decisión definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad del fallo o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.

Gorriti Echegaray, Darío Pedro c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. y otros s/ Otros reclamos

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47587/2019/1/RH1, 22 de febrero de 2022

Ver dictamen

Medidas cautelares. Suspensión del contrato de trabajo. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

El remedio federal fue bien denegado pues, conforme sostuvo en reiteradas oportunidades la Corte Suprema, para la procedencia del recurso extraordinario el pronunciamiento apelado debe cumplir con el requisito de sentencia definitiva, entendiéndose por tal aquella que pone fin al pleito o hace imposible su continuación, o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior.

En tal sentido, tiene dicho la Corte Suprema que las resoluciones referentes a medidas cautelares sea que las decreten, levanten o modifiquen no constituyen sentencias definitivas y son, como principio, insusceptibles de recurso extraordinario. 

En el caso, la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa ya que no da fin al pleito ni impide su continuación. En efecto, la cámara no se pronunció sobre la cuestión de fondo, esto es, si la suspensión dispuesta en un contrato de trabajo privado, está entre las autorizadas excepcionalmente por las normas de emergencia dictadas con el objeto de mitigar los efectos provocados por la pandemia de COVID-19. Por el contrario, el a quo solo dispuso que la demandada abone a la actora el porcentaje de los salarios retenidos a la fecha de la resolución y que se abstenga de continuar efectuando dicha retención hasta tanto se dicte sentencia sobre el fondo del asunto, en un trámite que cabe mencionar es sumarísimo.

La ausencia de una sentencia definitiva no puede ser suplida por la alegación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad del fallo o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.

En tales condiciones, la recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión apelada, en los términos del artículo 14 de la ley 48.

Recurso queja Nº 1 - Cardozo, Gabriela Noemí c/ ATENTO Argentina S.A. s/ Medida cautelar

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 10370/2020/1/RH1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Indemnización por despido. Acreedor privilegiado. Acreedor laboral. Inembargabilidad del salario. C173 Convenio sobre la protección de los créditos laborales en caso de insolvencia del empleador 1992. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 

La Corte Suprema sostuvo que la interpretación de las normas de derecho común debe adecuarse a la comprensión constitucional de los derechos en juego, y de prescindirse de esa regla cardinal, se incurriría en una interpretación de las normas subordinadas que atentaría contra su validez constitucional en virtud de lo dispuesto en el artículo 31 de la Constitución Nacional.

Bajo ese prisma, cabe advertir que el presente caso pone en juego el alcance de la tutela que corresponde otorgar al crédito de naturaleza alimentaria derivado de una indemnización por despido en el contexto de la insolvencia del empleador.

La protección del salario, como así también de todo crédito derivado de la relación de trabajo tiene expreso reconocimiento en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, en diferentes instrumentos internacionales de idéntica jerarquía, y en los Convenios 95 y 137 de la OIT, todos los cuales han hecho del trabajador un sujeto de preferente tutela. Esta condición mantiene vigor ante la insolvencia del empleador y debe ser armonizada con los principios concursales que procuran alcanzar una solución colectiva frente a la crisis de la insolvencia.

La Corte ha destacado que dada la preferente tutela que corresponde reconocer al trabajador, reviste especial trascendencia la omisión de verificar la compatibilidad de las normas concursales con el Convenio 173 de la OIT, ratificado por la ley 24.285.

El citado convenio contiene claras directivas con respecto al alcance de la protección que debe otorgarse al crédito laboral ante un supuesto de insolvencia del empleador. Esas directivas pueden ser directamente aplicadas a los casos concretos sin necesidad de que una medida legislativa, adicional a la ratificación, les confiera operatividad. Así lo entendió la Corte Suprema en el precedente “Pinturas y Revestimientos Aplicados S.A.” publicado en Fallos: 337:315, donde consideró la necesidad de brindar una respuesta apropiada a la singular situación de un trabajador que había sufrido una inusitada postergación del cobro de su crédito por circunstancias que le resultaron ajenas.

El artículo 7 del Convenio OIT 173 establece que la legislación nacional podrá limitar el alcance del privilegio de los créditos laborales a un monto prescrito, en tanto tal limitación no supere un mínimo socialmente aceptable (inciso 1), y cuando el privilegio de los créditos laborales esté limitado de esa forma, aquel monto se deberá reajustar cuando proceda, para mantener su valor (inciso 2).

En el caso, el tribunal a quo no ponderó el alcance de las limitaciones que impone sobre el valor del crédito laboral la aplicación del acuerdo homologado.

A partir de lo expuesto, corresponde descalificar la sentencia apelada porque realizó una interpretación de las normas concursales que no es una derivación razonada del régimen de la ley 24.522 y que no se ajusta a la comprensión constitucional de los derechos fundamentales en juego.

Recurso Queja n° 1 - Incidente n° 30 - s/ Incidente de verificación de crédito

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9049/2016/30/1/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Riesgos del trabajo. Instancia administrativa previa. Habilitación de instancia. Comisiones médicas. Exceso ritual manifiesto. Acceso a la justicia. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307 “Pogonza” y a la sentencia concordante de la Corte Suprema.

Si bien las cuestiones procesales son ajenas a la vía extraordinaria, corresponde hacer excepción a tal principio cuando, como en el caso, el a quo no dio un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a las constancias de la causa y lo resuelto comporta un exceso de rigor formal que frustra irreparablemente el acceso a la justicia del apelante.

La Corte Suprema ha descalificado las decisiones judiciales que incurren en un injustificado rigor formar que atenta contra la garantía de la defensa en juicio. En particular, cuando la decisión veda el acceso a la instancia judicial revisora, puesto que no se debe privar a nadie de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieran eventualmente asistirle por medio de un proceso conducido en legal forma y que culmine con el dictado de una sentencia fundada. También se resaltó la práctica del tribunal de reconducir los procesos y que puede prescindirse válidamente del ‘nomen juris’ utilizado para interponer su acción y atender a la real sustancia de la solicitud.

En la misma línea, el máximo tribunal enfatizó que “la doctrina del exceso de rigor formal en materia de habilitación de la instancia judicial tiene por finalidad que la garantía constitucional del debido proceso, y más concretamente el derecho de todo ciudadano de acceder a un juez cuando existe un agravio a un interés protegido, no sea una mera ilusión.” De aquí se sigue que la doctrina del exceso de rigor formal sea aplicable en supuestos en los cuales se niega de plano el acceso a la vía judicial, tal como lo ha decidido la Corte en casos recientes regidos por normas federales y locales. En tales precedentes se consideró que las sentencias que negaban en forma infundada la revisión de la actividad administrativa cuestionada por las partes afectaban el derecho a la defensa en juicio.

En “Pogonza” esta Procuración General enfatizó que la validez del procedimiento administrativo previo contemplado en la ley 27.348 está sujeto a la exigencia de dejar expedita una vía de control judicial verdaderamente suficiente y amplia.

Al respecto, se subrayó que el “sistema interamericano de derechos humanos ha receptado el derecho a la revisión judicial de decisiones administrativas como uno de los elementos de la garantía del debido proceso legal, en relación con el derecho a una tutela judicial efectiva.” El tribunal interamericano sostiene que existe una revisión judicial suficiente cuando el órgano judicial examina todos los alegatos y argumentos sometidos a su conocimiento sobre la decisión del órgano administrativo, sin declinar su competencia al resolverlos o al determinar los hechos. Por el contrario, no hay tal revisión si el órgano judicial está impedido de determinar el objeto principal de la controversia, como  por ejemplo sucede en casos en que se considera limitado por las determinaciones fácticas o jurídicas realizadas por el órgano administrativo que hubieran sido decisivas en la resolución del caso. Del mismo modo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos exige que el Estado parte garantice el derecho de recurrir las decisiones administrativas ante un tribunal independiente e imparcial con jurisdicción de apelación plena para controlar lo actuado en punto a la determinación de los hechos y el derecho aplicable y, además, que cumpla con las garantías previstas en el artículo 6.1 del Convenio Europeo. A su vez, ambos tribunales internacionales señalaron que en aquellos casos en los que se somete a los órganos judiciales el conocimiento de una decisión administrativa previa, es importante analizar factores tales como a) la competencia del órgano judicial en cuestión; b) el tipo de materia sobre la cual se pronunció el órgano administrativo, teniendo en cuenta si ésta involucra conocimientos técnicos o especializados; c) el objeto de la controversia planteada ante el órgano judicial, lo cual incluye los alegatos de hecho y de derecho de las partes, y d) las garantías del debido proceso ante el órgano judicial.

Estos criterios en materia de revisión judicial de los actos administrativos vinculados con el derecho de acceso a la justicia y a la tutela judicial efectiva, deben aplicarse con especial rigurosidad en el ámbito del derecho del trabajo.

En efecto, la existencia de un fuero y un procedimiento especializado en materia laboral tiene por objeto tutelar de manera adecuada los derechos constitucionales del trabajador, que se encuentra en una relación laboral de asimetría y asegurarle un piso mínimo de garantías tales como el impulso de oficio, el beneficio de gratuidad, la celeridad procesal, entre otros. En este sentido, el artículo 46 de la ley 18.345 establece que el procedimiento será impulsado por los jueces.

Correa, Carlos Maximiliano c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 25415/0/CS1-CA2, 21 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Enfermedad profesional. Riesgos del trabajo. Resoluciones equiparables a definitiva. Instancia administrativa previa. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Devolución del expediente. 

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307 “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

El recurso extraordinario fue correctamente concedido pues la decisión impugnada es equiparable a una sentencia definitiva, por sus efectos, en tanto el planteo relativo al cumplimiento efectivo del procedimiento administrativo previo contemplado por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

Clavario, Silvio Dante c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 40250/2020/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307 “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella por sus efectos, pues el trámite de la instancia administrativa previa contemplada por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

Benítez, Leonardo Javier c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 42537/2018/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

La interpretación de las sentencias de la Corte Suprema en las mismas causas en que ellas han sido dictadas constituye cuestión federal suficiente para ser examinada en la instancia extraordinaria cuando, como ocurre en el caso, la decisión impugnada consagra un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por el tribunal y desconoce lo esencial de aquella decisión.

En efecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, declaró la validez de la ley 27.348, en relación a este caso, con remisión a “Pogonza” (Fallos: 344:2307). Como consecuencia, ordenó devolver las actuaciones para que la cámara dictara un nuevo pronunciamiento con arreglo a ese fallo. Recibidas las actuaciones, como se mencionó, la sala V confirmó la sentencia de grado y habilitó la instancia judicial.

Esa decisión de la Corte Suprema consideró aplicable al caso el procedimiento administrativo previo de la ley 27.348 puesto que, de lo contrario, no podría haberse pronunciado acerca de su validez, en tanto ello constituye un presupuesto esencial para el ejercicio del control de constitucionalidad. Por lo tanto, la decisión de la cámara configura un inequívoco apartamiento de la decisión del Alto Tribunal.

Santillán, María Celeste c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 6961/2018/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Accidente in itinere. Riesgos del trabajo. Resoluciones equiparables a definitiva. Instancia administrativa previa. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307 “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues el planteo relativo al cumplimiento efectivo del procedimiento administrativo previo contemplado por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

Hinojosa, María Elena c/ Experta A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 13225/2020/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Riesgos del trabajo. Resoluciones equiparables a definitiva. Instancia administrativa previa. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307, “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

El recurso extraordinario fue correctamente concedido pues la decisión impugnada es equiparable a una sentencia definitiva, por sus efectos, en tanto el trámite de la instancia administrativa previa contemplada por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

Martins, Araceli Elizabeth c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 24209/2019/CS1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307, “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

El recurso extraordinario fue correctamente concedido pues la decisión impugnada es equiparable a una sentencia definitiva, por sus efectos, en tanto el trámite de la instancia administrativa previa contemplada por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

Molina, Jorge Aníbal c/ Maco Transportadora de Caudales S.A. y otro s/ Accidente – acción civil

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 25012/2020/1/CS1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Diferencias salariales. Policía de seguridad aeroportuaria. Régimen jubilatorio. Adicionales de remuneración. Adicional por responsabilidad jerárquica. Adicional por permanencia en el cargo. Suplemento por jefatura. Gastos de vestido. Compensaciones salariales. Compensación sustitutiva de vivienda. Adicional por zona Actividad riesgosa. Adicional por tareas peligrosas. Haber de retiro. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Corresponde mencionar que, mediante la demanda de autos, los actores –personal policial en actividad de la Policía de Seguridad Aeroportuaria– pretenden obtener la incorporación al concepto sueldo de sus recibos, con carácter remunerativo y bonificable, de los suplementos remunerativos no bonificables, previstos por el decreto reglamentario 836/08, denominados “por capacitación superior”, “por actividad riesgosa”, “por Jefatura”, “por tarea jerárquica”, “por cargo o función Intermedia” y “por exigencia del servicio de seguridad Aeroportuaria” (este último, creado mediante el decreto 2140/13) que pudieran corresponderles según la capacitación y la actividad realizada, y de las compensaciones “por vivienda”, “por racionamiento”, “por zona” y “por vestimenta”; todo ello, con los incrementos acordados por los decretos 1005/12, 854/13, 813/14, 968/15, 787/16, 463/17 y los que se dicten en el futuro; consecuentemente, piden que se reliquide el resto de los suplementos, bonificaciones, compensaciones y asignaciones que se calculan con base en el sueldo, más las diferencias retroactivas devengadas y no prescriptas, con los intereses correspondientes.

Al respecto, debe tenerse presente, en cuanto aquí interesa, que el art. 31, primer párrafo, de la ley 26.102 dispone: “El régimen profesional del personal de la Policía de Seguridad Aeroportuaria se rige por la presente ley y por la reglamentación que se dicte en su consecuencia y comprende la regulación del escalafón y sus respectivos agrupamientos y especialidades; la carrera profesional y sus respectivos perfiles; los grados jerárquicos; el ejercicio de la superioridad; la ocupación de los cargos orgánicos; las promociones y ascensos; la formación y capacitación del personal; el sistema de retribuciones; el régimen disciplinario; y las demás normativas inherentes al régimen laboral y al régimen previsional especial al que hace referencia el Capítulo VII de la presente ley”.

En lo que se refiere a las compensaciones cuya incorporación al concepto sueldo —con carácter remunerativo y bonificable— se persigue en estas actuaciones (vivienda, vestimenta, razonamiento y zona), cabe mencionar, en primer lugar, que el art. 119, primer párrafo, refiere que una de las compensaciones del personal policial tienen carácter no remunerativo y están destinadas a compensar los gastos originados como consecuencia del cumplimiento de comisiones o situaciones de servicio ordenadas por el Director Nacional de la institución de acuerdo con lo establecido en el presente Régimen.

Respecto de la compensación por vivienda, el art. 127 prevé que el personal policial la percibirá por la ocupación de una vivienda de uso particular que no sea estatal, en la suma equivalente a los parámetros y coeficientes que correspondan para cada grado jerárquico según lo establecido en el anexo 7 del régimen profesional; asimismo, que el personal policial que prestare servicios en aquellos destinos que el director nacional determine, percibirá un plus a calcularse según las pautas indicadas por la norma.

Los términos del decreto 142/22 importaron un reconocimiento del carácter bonificable de los suplementos “por actividad riesgosa” y “por exigencia del servicio de seguridad aeroportuaria” a partir del 1° de abril de 2022, sin que se adviertan razones que justifiquen apartarse de dicho criterio para los períodos anteriores a esa fecha.

Con relación al carácter remunerativo de las restantes asignaciones a las que se refiere la demanda, cabe señalar que los suplementos “por capacitación superior”, “por jefatura”, “por tarea jerárquica” y “por cargo o función intermedia” poseen aquella naturaleza por expresa previsión normativa, según surge del art. 106.

En cuanto a las compensaciones “por vivienda”, “por Racionamiento”, “por zona” y “por vestimenta”, establecidas por el régimen profesional del personal policial de la PSA con carácter no remunerativo (art. 119, primer párrafo), es menester resaltar, en primer lugar, que la finalidad de ese tipo de asignaciones es compensar (esto es, igualar en opuesto sentido el efecto de una cosa con el de la otra; dar algo o hacer un beneficio a alguien en resarcimiento del daño, perjuicio o disgusto que se ha causado, según la definición del Diccionario de la lengua española de la Real Academia Española) al personal que, por razones de servicio, deba realizar gastos extraordinarios.

El Tribunal tiene dicho que para que una asignación sea incluida en el concepto de sueldo, se requiere —en principio— que la norma de creación la haya otorgado a la totalidad de los militares en actividad —lo que evidencia que no es necesario cumplir con ninguna circunstancia específica para su otorgamiento, pues se accede a ella por la sola condición de ser militar—; y excepcionalmente, en el caso en que de la norma no surja su carácter general, en la medida en que se demuestre de un modo inequívoco que la totalidad del personal en actividad de un mismo grado o de todos los grados lo percibe y que importe una ruptura de la razonable proporcionalidad que debe existir entre el sueldo en actividad y el haber de retiro.

En cuanto al carácter bonificable que la parte actora persigue que también se declare a respecto de las asignaciones a las que se hizo referencia en el anterior acápite, cabe recordar que el Tribunal tiene dicho que ello no puede ser deducido del mero hecho de que el importe pertinente se hubiera otorgado a la generalidad del personal, sino que necesariamente debe surgir de una expresa manifestación legislativa o ser la resultante de la aplicación de normas o principios preeminentes, de los que se infiera una prohibición general a la concesión en el concepto “no bonificable”; es decir, que el carácter bonificable no es susceptible de surgir “a diferencia del remunerativo” de una simple constatación de hecho del tenor antes referido, sino que corresponde indagar, en cambio, cuál es la voluntad del legislador, en sentido amplio, sobre el punto.

En ese sentido, de la reseña normativa efectuada más arriba se advierte que la ley 26.102 se limitó a establecer, en su art. 31 y en lo que aquí interesa, que el régimen profesional del personal de la PSA se rige por esa ley y por la reglamentación que se dicte en su consecuencia y comprende, entre otras cuestiones, “el sistema de retribuciones”.

Por su parte, el Poder Ejecutivo Nacional, al reglamentar la ley y establecer —en ejercicio de la facultad que expresamente le otorgó el art. 31 de la ley 26.102— el régimen retributivo del personal de la fuerza, no les reconoció carácter bonificable a los suplementos previstos por el art. 106, a los que solamente les confirió naturaleza remunerativa; tampoco lo hizo respecto de las compensaciones a las que se refiere el art. 112.

Sin embargo, la Corte también ha sostenido que "por extensas que se juzguen las atribuciones conferidas en la ley 19.101 al Poder Ejecutivo para determinar la composición del haber mensual y el monto de los suplementos que lo complementan, ellas no le alcanzan para transformar la remuneración principal en accesoria, ni las remuneraciones accesorias en lo principal, mediante el simple arbitrio de designar a una parte sustancial de la retribución que regularmente percibe la generalidad del personal en contraprestación de sus servicios militares como ajena al haber o sueldo de éste”.

Al igual que en aquel caso, debe ponerse de resalto que los montos determinados para las asignaciones denominadas compensaciones “por vivienda”, “por racionamiento”, “por zona” y “por vestimenta” previstas por el art. 112 y ss., lejos de resultar sumas accesorias de los haberes mensuales del personal alcanzado por dichas normas, constituyen —en conjunto— una parte sustancial de sus remuneraciones, según resulta de las copias de los recibos de sueldo de los coactores agregados en la causa.

Todo ello, a mi entender, determina que deba reconocerse el carácter bonificable de esas sumas otorgadas como “compensaciones” en tanto, de no ser así entendido, la expresión “haber” dejaría de tener una verdadera significación real, desde que la exclusión de asignaciones que por su entidad conforman una parte importante de él, tiene el efecto de transformar la remuneración principal en accesoria. Ello, con el consiguiente trastocamiento de la función primordial que el haber cumple, cual es la de servir de base para el cálculo de otros suplementos.

Martínez, José Domingo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – Policía de Seguridad Aeroportuaria (PSA) s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y Fuerzas de Seguridad

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 48697/2017/CA1-CS1, 25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Resoluciones equiparables a definitiva. Instancia administrativa previa. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307 “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

La decisión impugnada es equiparable a una sentencia definitiva, por sus efectos, en tanto el trámite de la instancia administrativa previa contemplada por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

Doroschuk, Esteban Eduardo c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 34151/2019/CS1, 18 de octubre de 2022

Ver dictamen

Accidente in itinere. Riesgos del trabajo. Resoluciones equiparables a definitiva. Instancia administrativa previa. Oportunidad procesal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307, “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues el trámite de la instancia administrativa previa prevista por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

Peralta, Fernando Adrián c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 44421/2019/CS1, 18 de octubre de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Resoluciones equiparables a definitiva. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CNT 68714/2017, “Robledo, Margarita del Carmen c/ Asociart ART SA s/ Accidente-ley especial”.

Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca la recurrente, vinculada a los efectos del cumplimiento de la instancia administrativa previa contemplada por la ley 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.

La Corte Suprema tiene establecido que las leyes modificatorias de la jurisdicción y la competencia, aun en caso de silencio, se aplican de inmediato a las causas pendientes, sin que pueda argumentarse un derecho adquirido a ser juzgado por un determinado sistema adjetivo.

Martinangeli, Carlos c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente – Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 18945/2018/CS1, 14 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Accidente in itinere. Riesgos del trabajo. Resoluciones equiparables a definitivas. Instancia administrativa previa. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Devolución del expediente. 

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307 “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

Remisión al dictamen de la causa CNT 68714/2017, “Robledo, Margarita del Carmen c/ Asociart ART SA s/ Accidente-ley especial”.

Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues el trámite de la instancia administrativa previa contemplada por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

El argumento esgrimido por la cámara basado en que en “Pogonza” no se abordaron cuestiones relativas a acciones fundadas en otros sistemas de responsabilidad, o en enfermedades no listadas, no resulta un argumento conducente para justificar la tacha de invalidez. Ello es así pues la aquí actora demanda por accidente in itinere, con fundamento en la Ley de Riesgos de Trabajo, y pretende la reparación sistémica prevista en esa norma.

Paz, Juan Alejandro c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14478/2020/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa “Quiñones”.

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307 “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

El planteo central referido a la omisión del a quo de examinar los plazos recursivos de la ley 15.057 carece de la debida fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48. Ello así pues, de acuerdo con la inveterada doctrina de la Corte Suprema, para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.

Bordón Arrúa, Osvaldo Ranulfo c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente de trabajo - acción especial

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1406/2021/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Instancia administrativa previa. Oportunidad procesal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CNT 68714/2017, “Robledo, Margarita del Carmen c/ Asociart ART SA s/ Accidente-ley especial”.

Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca la recurrente, vinculada a los efectos del cumplimiento de la instancia administrativa previa prevista por la ley 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.

González, Gustavo Gabriel c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente – Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 16035/2019/CA1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307 “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

El recurso extraordinario fue correctamente concedido pues la decisión impugnada es equiparable a una sentencia definitiva, por sus efectos, en tanto el trámite de la instancia administrativa previa contemplada por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

Cruz, Serafín c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 28914/2020/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Riesgos del trabajo. Admisibilidad del recurso. 

Remisión a Fallos: 344:2307, “Pogonza”.

Taborda, Marcelo Adolfo c/ Omint A.R.T. S.A. s/ Accidente – Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 35867/2019/CS1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Riesgos del trabajo. Instancia administrativa previa. Resoluciones equiparables a definitiva. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307 “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

La decisión impugnada es equiparable a una sentencia definitiva, por sus efectos, en tanto el trámite de la instancia administrativa previa prevista por la ley 27.348 no podrá hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

Ibañez, Diego Mariano Nicolás c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 46155/2018/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307 “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

La decisión impugnada es equiparable a una sentencia definitiva, por sus efectos, en tanto el trámite de la instancia administrativa previa prevista por la ley 27.348 no podrá hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

Martínez, Cristian Jorge c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 8164/2021/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Riesgos del trabajo. Comisiones médicas. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa “Pogonza” y la sentencia concordante de la Corte emitida en Fallos: 344:2307.

Demay, María Beatriz c/ Prevención Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 22484/2020/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa “Pogonza” y la sentencia concordante de la Corte emitida en Fallos: 344:2307.

Ríos, Deborah Karen c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 41587/2019/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa “Pogonza” y la sentencia concordante de la Corte emitida en Fallos: 344:2307.

Lettari, Mariano Gabriel c/ Experta A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 17948/2019/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1141/2021/CS1, “Vera, Lorena Marisol c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Accidente de trabajo - acción especial”.

Mongiovi, Santiago Nicolás c/ La Segunda Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente de trabajo - acción especial

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 920/2021/CS1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Habilitación de instancia. Gravamen irreparable. Defensa en juicio. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1141/2021/CS1, “Vera, Lorena Marisol c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Accidente de trabajo - acción especial”.

 

Si bien es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia resulta una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la Ley 48, se han exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o inoportuna reparación ulterior, pues se veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y se restringe sustancialmente su derecho de defensa.

Herrera, Damián Marcelo c/ Federación Patronal Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente de trabajo-acción especial

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1459/2021/CS1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Inconstitucionalidad. Ley provincial. Comisiones médicas. Instancia administrativa previa. Acceso a la justicia. Defensa en juicio. Autonomía provincial. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen y al fallo concordante de la Corte emitido en Fallos: 344:2307, “Pogonza”.

La ley provincial 14.997, de adhesión a la ley nacional 27.348, no altera la reserva de jurisdicción local del artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional, pues se limita a adherir a un régimen de instancia administrativa que preserva integralmente para los jueces de la provincia la atribución de resolver los conflictos sobre normas de derecho común.

La Corte señaló en Fallos: 327:3610, “Castillo”, que la legislación sobre riesgos de trabajo es de carácter común y, por ello, debe ser sancionada con arreglo a las previsiones del artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional. Sobre esa base, concluyó que la redacción original del artículo 46, inciso 1, de la Ley de Riegos del Trabajo (LRT), en cuanto otorgaba competencia a la justicia federal para revisar lo decidido por las CMJ, resultaba inconstitucional ya que impedía que la justicia provincial cumpla la misión que le es propia, afectando su autonomía, desnaturalizando la del juez federal al convertirlo en magistrado “de fuero común” y vulnerando el sistema federal de gobierno.

El artículo 2 de la ley 27.348 modificó ese aspecto del procedimiento de riesgos del trabajo, pues no atribuye el conocimiento de las causas a los jueces federales, sino a los tribunales ordinarios de las diferentes jurisdicciones. La norma establece: “El trabajador tendrá opción de interponer recurso contra lo dispuesto por la comisión médica jurisdiccional ante la justicia ordinaria del fuero laboral de la jurisdicción provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires…”.

La Corte entendió que esa modificación subsanó el vicio constitucional del que adolecía la redacción original del artículo 46 de la LRT pues, ahora, serán los tribunales locales especializados en la materia quienes aplicarán la legislación de riesgos del trabajo para resolver los conflictos entre particulares derivados de infortunios laborales.

La reserva de jurisdicción local no se ve alterada pues si bien el procedimiento administrativo inicial se tramita ante las comisiones médicas de naturaleza nacional, corresponde finalmente a los jueces ordinarios de la provincia realizar una revisión judicial amplia y suficiente de lo debatido en esa instancia primaria. Al respecto, la Corte sostuvo que la ley 27.348 instituye una acción en la que las partes tienen derecho a ofrecer y producir la prueba que consideren pertinente y que permite la revisión del acto por parte de un tribunal que actúa con plena jurisdicción a fin de ejercer el control judicial suficiente y adecuado que cumpla con la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional.

La justicia provincial preserva íntegramente su atribución constitucional de resolver conflictos relativos a las normas de derecho común sobre riesgos del trabajo.

La ley 14.997 tampoco afecta la potestad provincial de sancionar códigos de forma.

Al respecto, la legislatura de la provincia, en su adhesión al régimen nacional, no realiza una delegación genérica de competencias regulatorias ni le otorga al gobierno federal la potestad de legislar a futuro sobre procedimientos ante los tribunales locales. Por el contrario, esa adhesión, se limita a hacer propio un sistema de reclamos en materia de riesgos laborales específico, previamente establecido, que la autoridad local considera conveniente para dirimir conflictos suscitados en su territorio.

De esa manera, las disposiciones nacionales dispuestas en el título I de la ley 27.348 resultan integradas al plexo normativo local a través de una ley procesal que impone el tránsito de esa instancia administrativa ante las CMJ también en el ámbito de la provincia. Cierto es que de haber replicado la legislatura los contenidos de ese título en la redacción de la ley y, luego, encomendado a los órganos nacionales la gestión de la instancia administrativa, se hubiera arribado al mismo resultado normativo.

La adhesión plena al régimen nacional implica, además, la aplicación de las reglamentaciones que sancionó el Poder Ejecutivo Nacional sobre el régimen procesal de riesgos del trabajo, incorporando esas normas, también a través de la legislatura, al procedimiento local. Esas reglamentaciones precisan pautas rituales básicas, tales como los requisitos para el inicio del trámite administrativo, la documentación que debe acompañarse, el procedimiento ante el servicio de homologación, el plazo para apelar las decisiones de ese servicio, entre otras.

Ante la invitación de la ley nacional, las autoridades locales —las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires— tienen la opción de adherir plenamente al sistema, adherir parcialmente introduciendo sus propias reglas de procedimiento, o bien no adherir y preservar un sistema diferenciado de reclamos administrativos y de acciones o recursos jurisdiccionales.

La normativa impugnada no altera la reserva de jurisdicción local ni cercena la atribución provincial para sancionar sus códigos de forma, por lo que no lesiona el sistema federal de gobierno ni la autonomía de la provincia.

Vera, Lorena Marisol c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Accidente de trabajo - acción especial

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1141/2021/CS1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Habilitación de instancia. Gravamen irreparable. Acceso a la justicia. Comisiones médicas. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte emitida en Fallos: 344:2307.

Si bien es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia resulta una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la Ley 48, se han exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o inoportuna reparación ulterior, pues se veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y se restringe sustancialmente su derecho de defensa. La decisión recurrida declaró la falta de aptitud jurisdiccional de la justicia provincial del trabajo, clausurando la vía procesal promovida.

El planteo central referido a la omisión del a quo de examinar los plazos recursivos de la ley 15.057 carece de la debida fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48. Ello así pues, de acuerdo con la inveterada doctrina de la Corte Suprema, para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.

De los dichos del recurrente y de los elementos de la causa se evidencia que la instancia administrativa inició, se desarrolló y finalizó durante la vigencia de la ley 14.997, por lo que el planteo que pretende la aplicación temporal de la ley local 15.057 no guarda relación con las constancias de la causa.

Quiñones, Matías Emanuel c/ Swiss Medical Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente de trabajo - acción especial

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1189/2021/CS1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo VIII

Derecho Penal

Queja por denegación del recurso extraordinario

Privación ilegal de la Libertad. Falta de fundamentación autónoma. Vejaciones. Apremios ilegales. Acusación fiscal. Violación al Debido Proceso. Concesión parcial del recurso. 

En cuanto al agravio acerca de la prescripción de la pena, es pertinente recordar que el Tratado de extradición con los Estados Unidos Mexicanos, que rige el presente trámite en virtud de lo dispuesto por el artículo 2° de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, establece que no se concederá la extradición si la acción penal o la pena por la cual se la solicita han prescripto “conforme a la legislación de la Parte Requirente” y que a esos efectos bastará con una “declaración” en tal sentido.

Los tratados en materia de extradición son instrumentos destinados a reglar los modos y condiciones en que las naciones firmantes habrán de entregarse mutuamente los criminales que se encuentran en sus respectivos territorios, por lo que resultaría frustratorio de las condiciones allí concertadas y, en consecuencia, una expresa violación al principio pacta sunt servanda y a las reglas de interpretación de los artículos 26, 31 y 32 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, admitir mayores requisitos para la viabilidad del pedido que aquellas que el instrumento legisla.

Ante los contenidos concretos de la regulación convencional y su necesaria primacía sobre el derecho interno, no resulta exigible al país requirente que cumpla con lo establecido por la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal para verificar si operó la prescripción de la pena.

En materia análoga, la Corte tuvo oportunidad de decidir que la pretensión de la defensa para que junto con la “manifestación” el país requirente acompañe copias de las normas positivas que regulan la cuestión de la prescripción es improcedente, pues no se ajusta a las reglas de hermenéutica que fijan los artículos 31 y 32 de la Convención de Viena, en tanto conduce a dejar sin contenido ni efecto el artículo 8°, inciso “g”, del Tratado Bilateral entre la República Argentina y el Estado Plurinacional de Bolivia.

Es preciso advertir que la remisión de los textos legales efectuada con el pedido de entreayuda, no permite al juez requerido ingresar en el examen del modo en que dichos preceptos fueron interpretados y aplicados al caso, pues ello constituiría la atribución de competencias que incluso el propio recurrente señala como improcedentes, impedimento que en el caso se ve fortalecido por los términos de los artículos 4, inciso e ), y 8.2, apartado b), del tratado aplicable. De allí que, como regla, y en aplicación de la presunción de veracidad y validez que indica el artículo 4° de nuestra ley 24.767, corresponde adoptar un temperamento favorable a la inteligencia que de ese ordenamiento efectuó la autoridad extranjera.

Sin perjuicio de ello, frente al orden público que la materia involucra y al planteo de la defensa, la interpretación que se ha efectuado del artículo 107 del Código Penal para el Distrito Federal, en tanto prevé la duplicación de los plazos de prescripción para quienes se encuentren fuera del territorio del Distrito Federal y ello impida la ejecución de la sentencia, luce como una inteligencia razonable de la cláusula con arreglo a las circunstancias del caso, sin que quepa aquí valorar la entidad de los actos que hayan podido interrumpirla.

El procedimiento a que están sometidas las solicitudes de extrañamiento, no constituye un juicio contra el reo en sentido propio, y no caben en él otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los recaudos exigidos por las leyes y los tratados aplicables.

La Corte ha juzgado recientemente en cuanto al requisito de vigencia de la acción penal, en un caso donde la ley argentina era aplicable de modo concurrente con la italiana a tal efecto, que su subsistencia al tiempo del dictado del fallo de esta instancia determinaba su acreditación y la procedencia de la entrega.

A este temperamento es posible añadir, a todo evento, que el inciso e) del citado artículo 4 prevé como impedimento que la pena por la cual se pide la extradición haya prescripto conforme la ley del país requirente. Sin que esto importe abordar la inteligencia de la ley penal mexicana, también es posible sostener, con arreglo al acuerdo bilateral, que lo relevante en orden a la comprobación del recaudo es que se acredite al momento de la solicitud con independencia del trámite posterior ante la justicia argentina, cuestión ajena al país requirente. 

Este criterio, por lo demás y salvo una mejor interpretación que la Corte pueda realizar de sus precedentes, armoniza sustancialmente con lo considerado al resolver en la causa “Ramírez”.

Así como en orden a la observancia del requisito del mínimo de pena pendiente de ejecución lo relevante para la procedencia de la extradición no es el quantum existente al momento de dictarse la sentencia, sino que se acredite su subsistencia al tiempo de la solicitud, es posible considerar que ese momento también debe ser valorado, aunque en la causa el imputado no haya sido detenido, en orden a la acreditación del recaudo de los artículos 4.e y 8.2.d del citado acuerdo, más aún cuando es la ley extranjera la que debe regir en la materia.

Tampoco esta Procuración General estima atendible el agravio que postula el rechazo de la extradición por ser consecuencia de una persecución política que haría aplicable el impedimento del artículo 4, inciso “b”, del tratado, ya que tanto el solicitado como su defensa omiten brindar fundamentos que lo apuntalen, y tampoco se advierten.

En referencia al ejercicio de la opción de ser juzgado en la República Argentina, prevista en el artículo 12 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal y constatada la calidad de nacional del requerido, esta Procuración General estima pertinente recordar el criterio de la Corte en cuanto a que, si un tratado faculta la extradición de nacionales, corresponde al Poder Ejecutivo resolver, en la oportunidad prevista en el artículo 36 de la ley 24.767, si hace o no lugar a la opción de juzgamiento en el país.

Por último, en lo que respecta al pedido de la parte para que, previo a dictar sentencia la Corte solicite que el Estado requirente incorpore a estas actuaciones la resolución que habría dictado el 14 de diciembre de 2021 el Juez Penal Especializado en Ejecución de Sanciones Penales de la Unidad de Gestión Judicial, donde se habría decidido que el letrado del solicitado no ostentaba la calidad de abogado defensor, el planteo se dirige a cuestionar la validez de actuaciones judiciales relacionadas con las que han generado el pedido, e incluso posteriores, y, en su caso, la objeción debe ser formulada ante la justicia mexicana por cuanto se vincula con aspectos que, por definición, resultan ajenos a este tipo de procedimiento. Esta sola referencia, sumada a que no se advierten los efectos que ello podría causar en la vigencia de la solicitud, determinan la improcedencia de lo peticionado.

Requerido: A. K., Carlos Agustín y otro s/ Extradición

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6369/2020/CS1, 29 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Publicación indebida de correspondencia. Medios de comunicación electrónica. Libertad de expresión. Responsabilidad civil. Derecho a la intimidad. Derecho a la privacidad. Derecho al honor. Funcionarios públicos. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

En cuanto a la alegada invalidez de la resolución impugnada con base en la inexistencia de un análisis razonado y pormenorizado de los problemas conducentes para la correcta dilucidación del juicio de extradición, ese agravio no puede prosperar.

En los casos de extradición, el proceso judicial no va enderezado a determinar la inocencia o la culpabilidad de la persona reclamada y que el carácter contencioso del debate que se desarrolla en él es fruto de la contraposición de intereses que subyacen al pugnar el interés del Estado Nacional de dar satisfacción al requerimiento de la potencia reclamante, por un lado, y el del sujeto requerido a que tal solicitud sea rehusada, por el otro.

En esa inteligencia, sin perjuicio de lo previsto en los tratados aplicables, el objeto y trámite de esta clase de procesos se restringe a las condiciones que exige la ley 24.767, referidas a la solicitud de extradición cuyo contenido es informado al requerido desde el inicio del trámite y, por ende, la intervención que en ellos compete a este Ministerio Público, además de representar el interés por la entrega, no se vincula al ejercicio de la acción pública, ni son aplicables los criterios referidos a esa competencia fiscal sino sólo aquéllos que imponen la vigilia acerca del fiel cumplimiento de las leyes y reglas del procedimiento.

Lo dicho no implica que el requerido pueda verse privado de sus garantías fundamentales, que también lo amparan en trámites de extradición en general.

En este orden, es criterio inveterado de la Corte que los jueces no están obligados a tratar todas las cuestiones expuestas, ni a analizar los argumentos utilizados que a su juicio no sean decisivos.

De los antecedentes acompañados con la solicitud de extradición, surge que se ha dado cumplimiento a cada uno de los recaudos del acuerdo bilateral, sin que la defensa haya señalado cuáles son, a su criterio y con la concreción exigida por la especie, los que no habrían sido debidamente considerados en la sentencia, circunstancia que permite concluir que el agravio se inspira en un rigor formal que, por lo tanto, no alcanza para conmover lo resuelto.

La Corte ha sostenido que la parquedad de fundamentos no es suficiente para descalificar el fallo como acto jurisdiccional válido, en la medida que no se deriva de ello lesión a las reglas del debido proceso.

Con relación a la invocada omisión de investigar los hechos denunciados por el extraditurus y el consecuente planteo acerca de los riesgos físicos derivados de la situación carcelaria en el país requirente, en primer lugar, la Corte siempre reconoció, con fundamento en los textos legales, la facultad de los jueces de evaluar la pertinencia de las pruebas, de la que no se deriva una lesión a la defensa en juicio cuando su ejercicio se realiza de modo razonable. Tal es el caso, por ejemplo, si se deniega una prueba superabundante o que versa sobre un hecho reconocido o carente de significación para el resultado del pleito.

Por otro lado, no es posible omitir que nada ha impedido al requerido y su defensa expresarse, tanto en la audiencia del artículo 27 de la ley 24.767 como durante el debate, acerca de la existencia de un posible riesgo de vida en la detención que el requerido sufriría en las cárceles de Brasil, aunque esa alegación generó la consecuente carga de intentar acreditar tal extremo en los términos que la jurisprudencia de la Corte ha considerado, es decir, que afecte al requerido de modo cierto y actual.

Sin embargo, la consulta de los actuados muestra que ninguna prueba fue solicitada para certificar esa circunstancia personal siquiera indiciariamente, por lo que debe concluirse que la mera invocación de la situación general del sistema penitenciario en el Estado requirente, no alcanza a los fines que la defensa reitera ante la Corte. Esta conclusión adquiere mayor entidad si se considera que la alegación se sustenta en la mención del requerido en cuanto a que durante el encierro en aquel país tuvo problemas internos con los presos, descripción que en principio permite enervar el argumento ante la falta de referencia hacia funcionarios públicos.

Por otra parte, el agravio resta importancia a la expresa garantía ofrecida por las autoridades de la República Federativa de Brasil en la solicitud de extradición, donde se comprometieron a no someter al extraditado a tortura o a otros tratamientos o penas crueles, deshumanos o degradantes, la cual cuenta con la presunción de veracidad y validez que establece el artículo 4 de nuestra ley de extradiciones y, ante la insuficiencia del planteo, ello obsta a considerar la existencia del impedimento que al respecto establece su artículo 8, inciso e).

Respecto de la sobrepoblación y el hacinamiento en las cárceles, la Corte ha sostenido en la causa “Aquino”, que tales circunstancias han sido incluidas entre los problemas más graves y extendidos en la región y entre los principales desafíos que enfrentan los sistemas penitenciarios de América Latina, sobre los cuales tienen dirigido su foco de atención y monitoreo desde hace décadas no solo el sistema interamericano de derechos humanos sino también el de la Organización de las Naciones Unidas (considerando 5°); pero entonces también afirmó que ello no conduce per se a que el requerido quedará expuesto, en las circunstancias del sub lite, a un riesgo cierto y actual de condiciones inhumanas de detención (considerando 6°).

La insistencia de la defensa con relación al cómputo del tiempo de detención sufrido por el requerido durante el trámite de este proceso, parece pasar por alto que el propio Estado requirente, se comprometió a computar el tiempo de prisión que, en el Estado requerido, fue impuesta por fuerza de la extradición. Además, y en refuerzo de ello, en un caso análogo al sub judice, la Corte recientemente ha juzgado suficiente ese compromiso formulado por las autoridades de la República Federativa de Brasil.

Más allá de que en el caso concreto no podría tratarse de un traslado del condenado pues el nombrado se encuentra actualmente en Estado receptor, resulta pertinente dejar señalado que no es el Poder Judicial el que, en caso de corresponder acceder al planteo, deba decidir respecto de la posibilidad de que la condena dictada por la justicia de Brasil se cumpla en la República Argentina.

Requerido: D. O., Antonio Javier s/ Extradición

FCT-Justicia Federal de Corrientes, 7643/2019/CS2, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Homicidio. Víctima menor de edad. Sentencia absolutoria. Administración de justicia. Jueces naturales. Principio de congruencia. Debido proceso. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 

El principio de plazo razonable no sólo es un corolario del derecho de defensa en juicio, sino que se encuentra también previsto expresamente en los tratados internacionales incorporados a la Constitución Nacional.

A este respecto, la Corte ha sostenido que la prosecución de un pleito inusualmente prolongado conculcaría el derecho de defensa de los acusados en tanto “debe reputarse incluido en la garantía de la defensa en juicio consagrada por el artículo 18 de la Constitución Nacional el derecho de todo imputado a obtener un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término, del modo más rápido posible, a la situación de incertidumbre que comporta el enjuiciamiento penal”.

En tal sentido, a partir del caso “Mozzatti”, la Corte consideró en su calidad de “poder supremo en resguardo de la Constitución” que debía examinar la posible violación de esta garantía y comenzó a insinuar que el “medio conducente” para salvaguardarla debía ser la declaración de la “extinción de la acción penal por prescripción”. Tan fue así, que posteriormente incluso la propia Corte declaró la extinción de la acción penal como vía jurídica idónea para determinar la cesación de la potestad punitiva estatal.

La conclusión a la que arribó el juez de la instancia consiste en trasladar al trámite de extradición aquel instituto, sin tener en consideración que el procedimiento penal y el extraditorio se encuentran caracterizados por un objeto y fin distintos.

El presente no constituye un juicio en sentido estricto, en virtud de que las normas de extradición no son reglamentarias del artículo 18 de la Constitución Nacional sino de su artículo 14, puesto que no es la finalidad de estos procedimientos expedirse sobre la culpabilidad o inculpabilidad de la persona por los hechos que se lo requiere, sino que importan excepciones a la libertad de entrar, permanecer y salir del país, para lo cual se debe constatar si se cumplen en la especie las condiciones legales o convencionales para hacer lugar a la pretensión del Estado requirente de que la persona le sea entregada.

Por esta razón es que el instituto del plazo razonable no tiene la virtualidad pretendida en el proceso de extradición sino, en todo caso, en el juicio principal; esto es, el que tramita en el Estado requirente, por cuanto constituye una defensa de fondo y ajena, por definición, al objeto de este procedimiento, máxime ante la imposibilidad práctica de evaluar de modo fehaciente y con relación a aquellas actuaciones, en su integridad, los elementos que la jurisprudencia en la materia ha determinado a tal fin, adecuadamente individualizados en la sentencia por el a quo con citas de precedentes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Por lo demás, la demora en que puedan incurrir los tribunales de la parte requirente no se encuentra contemplada entre las causales para denegar una extradición, tanto en el tratado bilateral aplicable, como en los demás convenios celebrados por la Nación, ni tampoco en la ley nacional específica. Por el contrario, valoraciones de esa naturaleza podrían incluso configurar un incumplimiento de las condiciones a las que las partes se obligaron como sujetos de derecho internacional.

Resulta entonces que, si aún resta tiempo para el dies ad quem según la legislación del Estado requirente respecto de la imputación del delito de robo agravado, se impone concluir que el lapso transcurrido no puede ser tildado de irrazonable.

Ante la valoración que de la edad del extraditurus al momento del hecho ha efectuado el a quo, la propia legislación peruana en materia de prescripción de la acción penal pondera esa circunstancia y reduce a la mitad el plazo extraordinario en razón de ella. En este sentido, por su directa vinculación con esta cuestión, la Corte ha interpretado “que la reducción en razón de la edad que consagra el art. 81 debería aplicarse tanto para determinar cuál es el plazo ordinario del art. 80 como el de duración razonable del proceso del art. 83 in fine”.

La doctrina de la Corte ha señalado la estrecha relación que guarda el derecho a ser juzgado en un plazo razonable con el régimen de prescripción de la acción penal. Si bien, esa reglamentación no agota el derecho que la Constitución garantiza, es ella el vehículo prioritariamente idóneo para tutelarlo. 

La consideración del a quo sobre cuya base rechazó la propuesta de la defensa de una calificación legal más atenuada del delito de robo para fundar su pedido de prescripción de la acción, observa la jurisprudencia de la Corte en cuanto a que “los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del país requirente porque ese extremo resulta ajeno al trámite de la extradición y debe ser resuelto en el proceso penal pertinente”.

Sin embargo, en contradicción a ese fundamento, ajustado a derecho, luego y en abono de su decisión de rechazar el pedido de entrega, se valoró, a partir de la pena aplicada por la justicia peruana a un coimputado, la gravedad que allí se habría atribuido al hecho juzgado y la peligrosidad de la persona requerida. Tales consideraciones en virtud de lo actuado en aquel trámite respecto de un tercero, resultan impropias ante la naturaleza del juicio de extradición con arreglo al criterio de la Corte recién citado, razón por la cual carecen de la condición de fundamento válido.

En cuanto a la valoración del magistrado de que la concesión de la extradición implicaría un perjuicio para la familia del requerido, ni el tratado internacional, ni por caso la ley nacional, prevén como impedimento para concederla que el requerido tenga una familia con hijos menores de edad, máxime si se tiene en consideración que -en el caso- quedarían al cuidado de su pareja, por lo que no se advierten circunstancias excepcionales que aconsejen, a criterio de la Procuración, apartarse de la jurisprudencia sentada por la Corte en la causa “Caballero de López”.

Sin perjuicio de la completa ausencia de constancias que abonen esa conclusión, corresponde agregar con relación al alegado control de proporcionalidad entre el interés del Estado requirente y el del extraditurus y su familia,  que la clara vigencia de la acción penal de acuerdo a la legislación de la República del Perú, el avanzado estado del trámite que registra el proceso penal que motiva el pedido, la circunstancia de poder continuar los hijos con su madre y los compromisos internacionales asumidos por la República Argentina a través del tratado bilateral, permiten concluir que no se advierten razones que indiquen que la restricción de derechos que legalmente se encuentra así autorizada resulte desproporcionada con arreglo a los criterios que se admiten en el ámbito del derecho internacional de los derechos humanos.

Asimismo, en el marco de las normas aplicables, los niños no tienen una pretensión autónoma para oponerse a la declaración de procedencia de la entreayuda; que de prosperar ésta, los menores habrían de quedarse con su progenitora y que la separación temporal respecto de su padre por causas legales es una situación expresamente contemplada por la Convención sobre los Derechos del Niño, que también ha sido reconocida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC 21/14.

Sin perjuicio de ello, ha sostenido la Corte reiteradamente que, no sólo los órganos judiciales sino toda institución estatal ha de aplicar el principio del “interés superior del niño”, estudiando sistemáticamente que resta del procedimiento de extradición podrán utilizar para reducir al máximo posible el impacto negativo que sobre la integridad de los menores pudiera eventualmente generar la entrega de su progenitor. Lo esencial de este criterio ha sido recientemente reafirmado por la Corte en la causa “Mendoza Romero”.

Requerido: Q. de la C., Néstor Pedro s/ Extradición

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 921/2021/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema

Pedido de extradición. Prescripción de la pena. Pacta sunt servanda. Interpretación de tratados internacionales. Opción de competencia. Confirmación de sentencia. 

Los argumentos traídos por la defensa son insuficientes para lograr revocar el fallo apelado. Ello es así, pues constituyen una mera reiteración de lo ya ventilado a lo largo del proceso y particularmente durante el debate, que fue objeto de específico tratamiento en la sentencia, sin que la fundamentación del recurso presentado contenga la crítica concreta del pronunciamiento, como lo exige el artículo 265 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, aplicable a la especie. Esta sola deficiencia resultaría apta para desestimar el planteo.

En cuanto a la plena acreditación de los requisitos de doble incriminación y de la pena privativa de libertad que debe prever la ley argentina y la del Estado requirente para el delito en que se funda la solicitud, un imperativo funcional de este Ministerio Público conduce a efectuar, incluso de oficio, las siguientes observaciones.  

Con respecto al primero, corresponde señalar que aun cuando el texto del artículo 220.5 del Código Penal de la República de Turquía, no guarda estricta identidad con el artículo 210 del Código Penal argentino, sí se ajusta en lo sustancial de la acción típica que ambos reprimen, lo cual acredita ese recaudo con arreglo a la doctrina de la Corte en la materia. Ello así, en tanto los dos suponen la existencia de una organización dedicada a cometer delitos y tipifican de modo específico, respectivamente, las conductas de sus “líderes” o “jefes u organizadores”. 

En tal sentido, la responsabilidad penal que la norma del Estado requirente atribuye –a diferencia de la nacional– a quienes ejercen ese rol como si fueran los delincuentes con respecto a cualquier delito cometido en el curso de la organización de actividades, debe ser evaluada, a los fines de la doble incriminación y dejando de lado el nomen iuris del tipo penal en cuestión, teniendo en cuenta las reglas de la participación criminal de nuestro Código Penal.  

En efecto, su artículo 45 castiga con la pena establecida para el delito no solo a quienes tomasen parte en la ejecución del hecho o prestasen al autor un auxilio o cooperación sin los cuales no habría podido cometerse, sino también a los que hubiesen determinado directamente a otro a cometerlo, y su artículo 46 reprime a los que cooperen de cualquier otro modo a la ejecución del hecho y los que presten una ayuda posterior cumpliendo promesas anteriores. En las condiciones del caso, el texto de ambas normas autoriza a concluir en el sentido expuesto sobre la base de la descripción de los diversos incidentes que la justicia turca ha imputado a los extraditurus por su intervención directa o indirecta en aquellos y por su calidad de dirigentes de la asociación ilícita. Por lo demás, esa descripción también acredita el requisito mínimo de tres integrantes que exigen tanto nuestro artículo 210 como el 220 del país requirente. 

Es oportuno aquí recordar, la doctrina de la Corte en cuanto a que no corresponde en los procedimientos de esta naturaleza la revisión de los aspectos probatorios valorados por el juez extranjero que habrían justificado la orden de detención y posterior pedido de extradición. En sentido análogo, el artículo 30 de la ley 24.767 prevé, en su tercer párrafo, que en el juicio no se podrá discutir acerca de la existencia del hecho imputado o de la culpabilidad del requerido, restringiéndose el debate a las condiciones exigidas por esta ley, con exclusión de las que surgen de los arts. 3°, 5° y 10.

Con relación al segundo recaudo del primer párrafo del artículo 6°, que exige que la solicitud se funde en un delito sancionado con pena privativa de libertad cuya semisuma sea al menos de un año para la ley argentina y para la de la potencia extranjera, por igual imperativo funcional este Ministerio Público debe formular las siguientes observaciones. 

Por un lado, acerca del delito de calumnias, la circunstancia que ese delito guarde identidad con el que nuestra ley penal –artículo 109– reprime exclusivamente con pena de multa, no impide estimar el cumplimiento de dicha cláusula.

Ello así en aplicación del segundo párrafo del citado artículo 6° en tanto autoriza la entrega, aunque no se cumpla el requisito de su primer párrafo, cuando la extradición abarca varios delitos y uno de ellos cumpla con esa condición. Precisamente esa situación se verifica en el sub judice pues, con los restantes delitos que comprende el pedido se encuentra acreditado el cumplimiento del umbral mínimo de gravedad. 

En cuanto al segundo supuesto por el que también bajo la denominación del delito de calumnias del citado artículo 267 (4) del Código penal turco, cabe puntualizar que la conducta de ese tipo penal alude a que cuando se hayan impuesto medidas de seguridad, de detención o arresto a la víctima de la calumnia como resultado de la falsa acusación y el tribunal declare la absolución o decida no enjuiciar, el acusador podrá ser sancionado adicionalmente por el delito de privación de libertad como delincuente indirecto. Como puede apreciarse y sin perjuicio del nomen iuris con que la ley extranjera designa esa conducta típica, aquí la regla de la doble subsunción se acredita, al menos, con relación al delito de falsa denuncia, que pune la acción de denunciar falsamente un delito ante la autoridad. Si bien la pena prevista por la ley nacional tampoco supera el aludido umbral mínimo de gravedad, las razones recién invocadas conducen a proponer a la Corte igual temperamento.  

Por lo demás, la transcripción del mencionado artículo 267 (4) omite toda referencia a la pena aplicable al delito de privación de libertad como delincuente indirecto, lo cual impediría el cotejo del umbral punitivo que el citado artículo 6°, primer párrafo, también exige para el Estado requirente. Sin embargo, la excepción que fija su segundo párrafo permite fundadamente, también aquí y no obstante esa omisión, concluir de modo afirmativo, pues incluso si para esa conducta la ley de Turquía previera una pena que no lo superase, la objetiva circunstancia de verificarse en la solicitud la concurrencia con los demás delitos que sí lo superan, habilita la entrega respecto del descripto con ese déficit.  

Este criterio resulta igualmente aplicable, para las transcripciones de los artículos 158 (1) d) y (3), y 158 (2), referidos al intento a fraude calificado, y 152 (2) a), que tipifica el delito de daño a la propiedad, respecto de los cuales también se ha omitido detallar la escala penal específicamente aplicable.

En cuanto a la protesta basada en que los requeridos se encontraban fuera de Turquía al tiempo de los hechos, es criterio de la Corte que ello constituye una defensa de fondo y como tal sólo puede discutirse ante los tribunales del país requirente por vincularse con la determinación de su responsabilidad.

Las razones hasta aquí desarrolladas, determinan la improcedencia del planteo acerca de la supuesta insuficiencia documental de la solicitud y de la afectación a la garantía del debido proceso que sobre esa base se alegó. 

A igual conclusión desestimatoria debe arribarse, respecto a la existencia del alegado impedimento del artículo 8, incisos a) y e) de la ley 24.767.

Sin perjuicio de la ya aludida declaración de la autoridad judicial del país requirente en cuanto a la naturaleza común de los delitos por los que se reclama la entrega, cuyo contenido y validez cuentan con la presunción de veracidad que establece el artículo 4 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, la defensa no ha logrado demostrar que sus asistidos correrían un riesgo concreto de ser sometidos a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en caso de ser extraditados.

Por lo demás, con respecto a la insistencia sobre el fin persecutorio y el carácter político de los delitos por los que la República de Turquía ha solicitado la entrega, más allá de la naturaleza común que le ha asignado de modo expreso y de no advertirse razones que desvirtúen la presunción de veracidad de esa declaración, corresponde señalar en similar sentido y de modo indicativo, que los requeridos solicitaron a la Comisión Nacional para los Refugiados ser alcanzados por esa figura y que los dos han sido excluidos del reconocimiento de esa condición.

En refuerzo del temperamento adverso y no obstante el déficit de fundamentación que exhibe el planteo de la defensa al sostener que sus asistidos son perseguidos ante la justicia extranjera por delitos políticos, los antecedentes presentados en el sub judice por las autoridades de Turquía hacen aplicable la jurisprudencia de la Corte en esta materia, pues no cabe reconocer ese carácter a hechos particularmente graves y odiosos por su bárbara naturaleza.

Requerido: C., Lider y otros s/ Extradición

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3593/2020/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Las apelaciones federales carecen de sustento en lo relativo al agravio vinculado con la falta de elementos de convicción para arribar a la condena por el delito de privación ilegítima de la voluntad. 

Este aspecto de los recursos extraordinarios interpuestos carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48 y la jurisprudencia de la Corte sobre el punto, pues en él se reiteran dogmáticamente objeciones vinculadas a cuestiones de hecho y prueba, ya formuladas en la instancia anterior, que fueron respondidas por el a quo con argumentos no refutados por las apelantes y con referencia a circunstancias comprobadas en la causa, observando de ese modo el criterio de Fallos: 328:3399.

Distinta opinión merece los fundamentos vertidos por el a quo para rechazar las críticas contra la confirmación de las condenas de los tres acusados en orden a las vejaciones y los apremios ilegales.

Durante el debate la fiscal solicitó la absolución de los sujetos pasivos del proceso, no obstante, lo cual el tribunal de juicio emitió un pronunciamiento contradictorio –con inobservancia de las formas sustanciales del juicio relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia-, lo que afecta su validez y la de las actuaciones posteriores que son su consecuencia, conforme la doctrina de la Corte in re “Tarifeño”, “García”, “Cattonar”, “Cáseres”, “Mostaccio” y otros.

La decisión de los magistrados entrañó un excesivo rigor formal pues, no obstante admitir que la juez de grado se había apartado del criterio remisorio de la fiscalía, se limitó a descartar dicho agravio con la argumentación de que el instituto se encuentra reservado para el ámbito de los recursos y no se había afectado el principio de congruencia. Ello permite advertir que, efectivamente, ha existido una respuesta insuficiente al cercenamiento que de esas garantías alegan las recurrentes, lo cual no configuraba entonces una mera disconformidad con la decisión del tribunal de mérito.

Lo fallado puso de manifiesto un desconocimiento del criterio que establece que si bien las sentencias de la Corte deben limitarse a lo peticionado por las partes en el recurso extraordinario, constituye un requisito previo emanado de su función jurisdiccional el control, aun de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, ya que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta una garantía constitucional no podría ser confirmada, principio cuyo alcance, no debieron eludir, máxime al ser un Tribunal superior provincial, conforme la doctrina sentada por la Corte en los precedentes "Strada" y "Di Mascio".

C., Eduardo Javier y otros s/ Vejaciones, allanamiento ilegal de domicilio, privación ilegal de la libertad y vejaciones en concurso real

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1814/2020/RH1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Defensa en juicio. Aplicación de tratados internacionales. Interés superior del niño. Mantenimiento del recurso. 

Juicio en ausencia.

El convenio bilateral establece, en lo pertinente, que “la extradición no se concederá si la acción penal o la pena se encuentran prescriptas de acuerdo a la legislación de la Parte requerida” (artículo 5).

De acuerdo a las constancias que integran el pedido formal de extradición, el hecho que le da sustento ocurrió el 12 de abril de 2007 por lo que si se considera, con arreglo al artículo 67 de nuestro Código Penal y en virtud de la ausencia de antecedentes penales relevantes informada por el Registro Nacional de Reincidencia, el último acto con eficacia para interrumpir, en el caso, el curso de la prescripción de la acción penal ha sido la condena no firme por la cual se requiere la entrega, dictada el 19 de octubre de 2009; como así también –de conformidad con la específica jurisprudencia del Tribunal en supuestos de extradición pasiva– que el pedido de extradición fue presentado el 13 de abril de 2022, cabe concluir que, de haberse desarrollado el hecho en la Argentina, entre ambos hitos procesales se habría superado el límite temporal de doce años establecido en el artículo 62, inciso 2°, del citado cuerpo legal.

En virtud de los términos del citado artículo 5 del tratado, que este temperamento no omite valorar la orden europea de detención librada el 4 de octubre de 2021, sino que se atiene al “principio de máxima taxatividad que debe regir en la aplicación de las causales de ‘interrupción’ del plazo de prescripción de la acción penal, en tanto ha de ser el que guíe la valoración del extremo de la prescripción de la acción penal, según el derecho argentino”. La Corte afirmó que la orden de captura podría revestir vocación interruptiva de la acción penal en función del acto que le dio sustento, cual es el “primer llamado efectuado a una persona, en el marco de un proceso judicial, con el objeto de recibirle declaración indagatoria por el delito investigado (inciso b del párrafo 4° del artículo 67 del Código Penal Argentino)”.

Si bien en estas actuaciones se carece de ese dato, en aplicación mutatis mutandis del criterio recién citado, cabe añadir que, por tratarse aquí de un proceso tramitado y sentenciado en ausencia, aun cuando por esas circunstancias específicas podría pretender asignarse aptitud para interrumpir la extinción de la acción penal al mandato de captura librado para ejecutar el fallo, de todos modos, habría que considerar la primera orden emitida a tal fin. En el sub judice, sería la que fue librada por el Tribunal de Apelación de Aix-en-Provence el mismo día de la condena –el 19 de octubre de 2009–, sin que entonces pueda atribuirse relevancia a tales efectos a su reedición del 4 de octubre de 2021 en el ámbito europeo.

Requerido: A., Carlos Alejandro s/ Extradición

FSA-Justicia Federal de Salta, 1754/2022/CS2, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Fundamentación del recurso. Non bis in ídem. Asociación ilícita. Participación criminal. Pena privativa de la libertad. Multa penal. Confirmación de sentencia. 

De los antecedentes acompañados con la solicitud de extradición que se encuentra incorporada digitalmente, surge que el Juzgado Undécimo de Instrucción en lo Penal Cautelar de la ciudad de La Paz, en oportunidad de librar el exhorto suplicatorio que encabeza el pedido, dejó constancia luego de la firma y sello de su titular, del número de teléfono y de la dirección de correo electrónico. Sin perjuicio de que no se ha informado una línea telefónica específica de fax y de que el avance de la tecnología ha creado nuevos formatos de comunicación digital, los datos aportados permiten tener por satisfecho, en la actualidad, el sentido de accesibilidad que inspira la cláusula del artículo 8, inciso. b), la cual, por lo demás, no exige la “dirección física” como reclama la defensa. En cuanto a esto último cabe señalar, no obstante, que consta la ciudad donde tiene sede el juzgado.

Lo hasta aquí expuesto permite concluir que el agravio se inspira en un inusitado y estéril rigor formal que, por lo tanto, no alcanza para conmover lo resuelto.

Por otro lado, en lo que se refiere a la competencia del país requirente para juzgar el caso, a diferencia del planteo anterior, no constituye un recaudo del convenio bilateral. De todos modos se observa al respecto que su artículo 1 se limita a fijar la obligación a la entrega recíproca de las personas que sean requeridas por las autoridades competentes de la otra Parte, para ser encausadas. Con arreglo a los términos del preámbulo de ese instrumento, ello debe interpretarse sobre la base de la mutua cooperación jurídica, el compromiso de luchar en forma coordinada contra el delito, el nivel de confianza existente entre ambos Estados y el recíproco avance de las instituciones democráticas que plasma la existencia de procesos judiciales acordes a derecho, todo lo cual, sumado a la presunción de veracidad y validez documental que prevé el artículo 4° de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal y a cuanto surge de los antecedentes acompañados por el Estado requirente, permite afirmar que la objeción de la parte recurrente resulta insustancial.

Este criterio, por lo demás, también se ajusta a la regla que indica que en esta clase de procesos no caben otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables, como así también a los términos de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados que impiden invocar disposiciones de derecho interno como justificación del incumplimiento.

En cuanto a esto último y frente a la afectación de la garantía del juez natural que por esa supuesta omisión se invoca en el memorial, resta añadir que este temperamento respeta la especial naturaleza de las normas que regulan la extradición, pues no reglamentan el artículo 18 de la Constitución Nacional sino su artículo 14, en tanto la finalidad de estos procedimientos no es la determinación de la culpabilidad del sujeto requerido por el hecho por el que se lo solicita.

En relación con el agravio referido a que, dada la situación del régimen penitenciario del Estado requirente, de accederse a la extradición del requerido correría serio riesgo de sufrir un tratamiento incompatible con los estándares internacionales de los derechos humanos, constituye una reiteración de los argumentos expuestos en el debate y que fueron considerados por el a quo de forma ajustada a derecho, al tratado aplicable y, en lo pertinente, a la ley 24.767, sin que la parte se hiciera cargo en esta oportunidad de las razones brindadas en esa instancia para desestimarlos, lo que determinaría, sin más, su rechazo.

No obstante esta deficiencia formal y en cuanto al fondo de la cuestión, corresponde adoptar ese criterio pues el planteo no se sustenta en la acreditación efectiva de un temor “cierto” y “actual”, en tanto alude solamente a una situación general del servicio carcelario en el Estado requirente, sin haberse demostrado la ocurrencia de los extremos que la Corte ha considerado necesarios para activar la cláusula del artículo 8°, inciso “e”, de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, esto es, que “el peligro es personal y presente” y que “la persona en cuestión correría peligro personalmente”.

Finalmente, es oportuno recordar en similar sentido que en “Aquino”, al referirse al hacinamiento y sobrepoblación carcelarios, la Corte sostuvo que “han sido incluidos entre los problemas más graves y extendidos en la región y entre los principales desafíos que enfrentan los sistemas penitenciarios de América Latina, sobre los cuales tienen dirigido su foco de atención y monitoreo desde hace décadas no solo el sistema interamericano de derechos humanos sino también el de la Organización de las Naciones Unidas” (considerando 5°), y que “sin embargo, ello no conduce per se, a que el requerido quedará expuesto a un riesgo ‘cierto’ y ‘actual’ de condiciones inhumanas de detención”.

Legajo n° 3 - Requerido: L., Francisco Oscar s/ Legajo de apelación

FGR-Justicia Federal de General Roca, 6500/2021/3/CS1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Prescripción de la acción penal. Desistimiento del recurso. 

Al no existir tratado que nos vincule con el Estado que solicita la entreayuda, el presente trámite se rige por las disposiciones de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal.

La ley de extradiciones estipula que en caso que la extradición se solicitara para el cumplimiento de una pena, se requerirá, además, que la pena que faltare cumplir fuese no menor de un año de privación de libertad en el momento en que se presente la solicitud.

La Corte tuvo oportunidad de estudiar el alcance de esa manda legal en casos análogos y esclareció, que a los fines del último párrafo del artículo 6° de la ley 24767, en caso de que la extradición se solicitara para el cumplimiento de una pena, el umbral de gravedad no menor de un año de privación de libertad de la pena que faltare por cumplir debe ser valorado in abstracto contrariamente a lo sostenido por la defensa que proponía una valoración in concreto del punto, y, además, que ese análisis corresponde hacerlo en la oportunidad procesal fijada por la norma con suficiente claridad en el momento en que se presente la solicitud.

Al juzgar satisfecho este recaudo al momento de la solicitud, la Corte confirmó la sentencia que había declarado procedente la entrega aun cuando el Estado requirente había informado que restado el tiempo durante el cual estuvo privado de su libertad en el trámite de extradición aún le restan cinco meses y veintiocho días de pena de privación de libertad. Cabe destacar, que en ese caso el tratado aplicable preveía un umbral de seis meses de pena por cumplir.

Este último criterio permite apreciar que el ofrecimiento del Estado requirente de la garantía que exige el artículo 11, inciso e), carece de efectos en cuanto al requisito de su artículo 6°, párrafo segundo, por cuanto no puede sostenerse que sea un imperativo legal que nuestras autoridades deban efectuar ese cómputo o se encuentren habilitadas para ello, ni que, a partir del remanente resultante, puedan evaluar extemporáneamente la acreditación del recaudo en cuestión.

En este sentido, no es azaroso que se haya fijado el inicio del proceso como momento para valorar que pese sobre la persona requerida una medida que amerite, por su cuantía, movilizar las instituciones de los Estados intervinientes. Cabe recordar al respecto y teniendo en cuenta que la primera pauta de interpretación de la ley es su letra, que ese mismo cuerpo normativo luego de establecer que la extradición no será concedida si el Estado requirente no diere seguridades de que se computará el tiempo de privación de libertad que demande el trámite de extradición, como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento, prevé que recibido el pedido de extradición, el juez librará orden de detención de la persona requerida, si es que ya no se encontrare privada de su libertad. En el trámite de extradición no son aplicables las normas referentes a la eximición de prisión o excarcelación, con excepción de los casos expresamente previstos en esta ley.

La intención original de la ley de extradiciones es mantener la privación de la libertad de la persona requerida durante todo el transcurso del procedimiento. De allí que se exija el cumplimiento de las condiciones previstas por el mencionado artículo 6° ab initio del trámite y en abstracto, ya que aun en el marco de la prontitud de la ayuda que prevé su artículo 1°, segundo párrafo, no es inusual que hasta adquirir firmeza la sentencia definitiva del juicio de extradición pueda transcurrir un plazo mayor al de un año que establece su artículo 6°. Y al obligar la normativa interna a que el requirente brinde las seguridades previstas por el artículo 11, inciso e), de seguir la tesitura adoptada por el a quo, en numerosos casos no se habrían podido verificar las condiciones necesarias para satisfacer ese umbral, trasladando las consecuencias del tiempo que insume el trámite en el país requerido al Estado requirente, lo que no solo contraría la ley, sino también los fines de cooperación que la inspiran.

Asimismo, tampoco puede sostenerse que la postura que se propicia en la sentencia apelada tenga sustento en la jurisprudencia de la Corte y, menos aún, en la impertinente invocación del precedente “Rojas Naranjo”. En esa oportunidad, luego de que el juez de la extradición denegó la entreayuda en función de que no se cumplían las previsiones del artículo 6° de la ley 24767, la Corte recordó que el caso debía regirse por las reglas del tratado multilateral que vinculaba a ambos países, las cuales dio por cumplidas y tuvo en cuenta, en lo aquí pertinente, que las autoridades requirentes modificaron el tiempo de condena que le restaba cumplir al extraditurus en función de un nuevo cálculo basado en el tiempo que aquél había permanecido privado de su libertad en el marco de la causa penal extranjera.

Como se ve, la situación descripta difiere ostensiblemente de la que se presenta en este trámite, ya que en ese precedente las autoridades competentes extranjeras habían efectuado ese nuevo cómputo en función del tiempo que el requerido permaneció detenido en su territorio y con arreglo a su derecho interno, materia que es propia de su competencia y ajena al trámite de extradición.

Ante la específica referencia que el a quo ha efectuado en cuanto a que el tiempo de detención que sufrió el requerido en este proceso fue con anterioridad a la recepción de la solicitud, al resolver en “Torrico Becerra”, la Corte también destacó que el recaudo en cuestión debe configurarse al momento de formularse la detención preventiva del individuo requerido y debe subsistir al presentarse la solicitud de extradición. Esa doctrina resulta por completo aplicable al sub judice.

En estas condiciones, resta concluir que se encuentra debidamente acreditado el mínimo de pena a cumplir previsto en la norma aplicable.

Si bien lo mencionado basta para que la Corte revoque la sentencia en crisis, en aras de lo que es un acabado ejercicio de la obligación funcional que impone a este Ministerio Público el artículo 25 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, esta Procuración General ha de expresar lo siguiente en sustento de la procedencia de la asistencia judicial internacional.

Así se advierte, que la circunstancia de que el juicio que culminó en la condena dictada por la justicia croata haya transcurrido sin la presencia del requerido no constituye un óbice para autorizar la entrega, ya que ese es expresamente uno de los supuestos que la ley 24.767 contempla dentro de las hipótesis en que se solicita la extradición de un condenado. En efecto, esa cláusula solo pone como condición para el envío del condenado en rebeldía, que el Estado requirente dé seguridades de que el caso se reabrirá para oír al condenado, permitirle el ejercicio del derecho de defensa y dictar en consecuencia una nueva sentencia, garantías que han sido ofrecidas expresamente en este proceso y satisfacen el recaudo legal de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte en casos análogos.

Requerido: G., Tomislav s/ Extradición

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 7035/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Exceso ritual manifiesto. Tratados internacionales. Establecimientos penitenciarios. Confirmación de sentencia. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa “Calafell”.

Se estima procedente considerar el primero de los agravios de la defensa en atención a que se relaciona con el supuesto incumplimiento de los recaudos exigibles a la solicitud y, en tal caso, podría comprometer el orden público y la validez del procedimiento.

En primer lugar, al no preverse en el tratado limitaciones a la extradición respecto de las penas a perpetuidad, esta discusión se encuentra vedada, ya que significaría imponer a otro Estado requisitos no incluidos en el acuerdo internacional que regula las relaciones recíprocas, con menoscabo al principio pacta sunt servanda y a las reglas de interpretación de los artículos 26, 31 y 32 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.

En segundo término, la Convención Americana sobre Derechos Humanos no invalida esa modalidad de sanción. En tal orden de ideas, si se tiene en consideración que admite la pena de muerte cuando un Estado ya la ha instaurado con anterioridad, con mayor razón no puede sostenerse que la pena a perpetuidad esté excluida de las alternativas de condena a mayores de edad.

De allí que no pueda predicarse per se que el Estado requirente pueda eventualmente aplicar una sanción que importe un tormento. Es pertinente recordar que la Convención de las Naciones Unidas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, vigente en ambos países, establece en su artículo 1.1 que “no se considerarán torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones legítimas, o que sean inherentes a éstas” .

En cuanto a la escala penal aplicable, consta en la causa que el “monto máximo” aplicable al caso también ha sido informado, aunque su determinación concreta, además de ser materia ajena a esta naturaleza de proceso, resulta actualmente un aspecto conjetural que habrá de resultar del proceso ante el tribunal extranjero.

La configuración de principio de doble incriminación no exige identidad normativa entre los tipos penales en los que las partes contratantes subsumen los hechos que motivan la entrega, pues lo relevante es que prevean y castiguen en sustancia la misma infracción, y que para esta constatación el juez de la extradición no está limitado por el nomen juris del delito. 

Además de los contenidos explícitos del tratado que regula la especie, la Corte ha sostenido que no afecta a la identidad de sustancia de la infracción una diferencia en los elementos normativos del tipo o cuando la figura, tal como está regulada en el Estado requirente, posee mayores elementos típicos que la descripta en el orden jurídico nacional y, más recientemente, que la referencia que el tratado aplicable efectúa a la conspiracy y a la asociación ilícita lejos está de suponer una homologación de ambos tipos penales. Sólo tiene por objeto erigir ambas conductas típicas como figuras autónomas que cada una de las legislaciones contempló de manera expresa en su derecho interno y que, en el tratado que las vincula, consagraron como delito extraditable.

Este último criterio ha sido reiterado en “Lazzari”, oportunidad en la que el Tribunal agregó, en lo que aquí interesa, que no se trata de trasladar el funcionamiento de la conspiración americana, con sus características de delito autónomo, al derecho argentino sino de ponderar si el hecho en que sustenta el cargo de conspiracy sería típico si cayera hipotéticamente bajo jurisdicción del foro.

Un temperamento semejante ya había sido sostenido por el Tribunal en Fallos: 317:109 y 319:277, referidos a solicitudes de la justicia estadounidense durante la vigencia del anterior tratado bilateral; a lo cabe añadir que, al analizar los preceptos contenidos en normas del derecho internacional, en “Arancibia Clavel” sostuvo que el instituto anglosajón de conspiracy es asimilable al de asociación ilícita.

En razón de esos criterios, corresponde reiterar que la extradición del requerido se requiere por haber sido acusado de integrar una organización con más de tres personas para cometer, en perjuicio de más de cien víctimas menores de edad, delitos contra la integridad sexual durante el período comprendido al menos entre julio de 2013 y agosto de 2017. Ello satisface, los requisitos del artículo 210 del Código Penal Argentino, tal como el Tribunal también lo sostuvo en el recién citado precedente de Fallos: 344:1082, donde afirmó que la conspiración para cometer delito encuentra subsunción suficiente en esa figura al hallarse cumplido el mínimo de tres personas que ella exige, ya que denota el concierto del recurrente junto a otras personas conocidas y desconocidas con el propósito colectivo de delinquir.

La Corte ha interpretado que la cláusula impediente del doble juzgamiento opera sólo cuando la imputación en el Estado requirente queda absorbida por completo por la investigación en nuestro país. Así definida, resulta inaplicable al sub examine, pues los hechos objeto de investigación en el Estado requirente y los que han sido objeto de condena en el país si bien coinciden en cuanto al bien jurídico afectado, en algunos casos versan sobre hechos distintos que podrían mantener entre sí una relación de concurso material.

La Corte al resolver en “Truppel”, reiteró que el artículo 5, primer párrafo, del tratado bilateral en resguardo de la garantía que impide la doble persecución tiene por objeto y fin regular la concurrencia de jurisdicciones penales sobre un mismo hecho por parte del Estado requirente y requerido, fijando la unidad de juzgamiento como límite a la obligación asumida de cooperar mediante la extradición dando preferencia a la jurisdicción del país requerido en salvaguarda del principio non bis in idem, según el alcance de su derecho interno.

En cuanto a la garantía non bis in idem, en el precedente publicado en Fallos: 326:2805 la Corte destacó que la identidad de objeto apunta a evitar que se repita la imputación de un comportamiento determinado históricamente, cualquiera sea el significado jurídico que se le ha asignado; y afirmó que, en ese análisis se mira al hecho como acontecimiento real que sucede en un lugar y en un momento o período determinado. Al resolver, el Tribunal rechazó que el segundo juzgamiento conculcara la prohibición de doble persecución, pues los hechos atribuidos al imputado no habían sido materia del primer proceso.

Esa doctrina resulta valiosa para decidir en la causa, pues el planteo del apelante se sustenta en la errada creencia que el proceso penal seguido a su asistido en jurisdicción argentina, que hoy cuenta con sentencia condenatoria firme, es eficaz para dejarlo definitivamente inmune frente al conocimiento de otros episodios relacionados con el caso, que resultan de fecha anterior o diversos a los que fueron motivo de juzgamiento en la República. Por el contrario y tal como han sido precisadas las imputaciones, la extradición del requerido procede con estricta observancia del artículo 5 del tratado de extradición aplicable, desde que el Estado requirente investiga hechos que, cualquiera fuera el juicio de similitud con los investigados en el Estado requerido, no guardan las identidades que la garantía invocada exige, pues no han desencadenado la apertura de un proceso en la jurisdicción argentina ni, consecuentemente, el dictado de sentencia alguna.

El artículo 2.4 del tratado aplicable contempla que la extradición se otorgará por aquellos delitos que se hayan cometido en su totalidad o en parte dentro del territorio del Estado Requirente, y que la descripción de los cargos efectuada en la solicitud de entreayuda encuadra expresamente en ese supuesto de procedencia.

Requerido: O., M. M. s/ Extradición

FSM-Justicia Federal de San Martín, 73770/2019/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Cooperación internacional. Cumplimiento de la pena. Interpretación de la ley. Rebeldía. Mantenimiento del recurso. 

El Tratado de Extradición con la República del Perú, que rige el presente trámite en virtud de lo dispuesto por el artículo 2° de la ley 24.767, establece que lo referido a la prescripción debe valorarse con arreglo a la legislación del Estado requirente y que para ese fin se deben acompañar las disposiciones legales específicas. Por consiguiente, corresponde considerar la cuestión según lo previsto en la ley de ese país.

Más allá de los actos que hayan podido interrumpir la extinción de la acción penal en el proceso extranjero, teniendo en cuenta el máximo de la pena prevista en la norma que reprime la conducta que se imputa al requerido y que el dies a quo resulta ser el 29 de agosto de 1995, cabe concluir que de acuerdo al plazo extraordinario, esto es, el denominado ordinario más la mitad la acción penal prescribiría recién en el año 2025.

Legajo Nº 2 - Requerido: V. P., Héctor Vicente s/ Legajo de apelación

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4706/2019/2/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Tratados internacionales. Prisión perpetua. Pacta sunt servanda. Non bis in ídem. Nomen iuris. Conspiración. Asociación ilícita. Delito autónomo. Delitos contra la integridad sexual. Concurso real. Estado requerido. Confirmación de sentencia. 

Este Ministerio Público considera que el rechazo parcial de la extradición relacionado con los hechos que las autoridades del país requirente calificaron como rebelión y tenencia ilegal de armas y municiones, que el a quo fundó en la cláusula del artículo 3, inciso “e” de la Convención de Montevideo sobre Extradición —en cuanto establece que el Estado requerido no estará obligado a conceder la extradición cuando se trate de delito político o de los que le son conexos— se basa en argumentos equivocados.

La cuestión remite al problema del delito político complejo, definido como aquél que al mismo tiempo lesiona a la organización política del Estado y a las personas en su esfera privada; y el de los delitos conexos a la delincuencia política, entendidos en el sentido de medio a fin, realizados contra el derecho común para el objetivo de insurrección política o por ese mismo motivo político.

El derecho internacional, en su desarrollo progresivo cristalizado en numerosas leyes y tratados que extendieron el principio de no entrega del delincuente político a los delitos cometidos en conexión con la criminalidad política, aseguró de esa manera el tratamiento legal uniforme de esos supuestos, con el razonable propósito de evitar que el principio fuera burlado tan solo con reclamar por un hecho común subalterno, ocultando su vinculación con el delito político principal. Carecería de toda lógica abandonar ese tratamiento unitario cuando un delito político complejo incluye actos que, por su inexcusable barbarie, caen según las leyes fuera del principio de no extraditar, concebido para la protección de los derechos humanos y no para amparar a quienes atentan contra ellos con la más abierta impunidad.

Para no incurrir en interpretaciones que contrarían los fines que inspiran la doctrina del delito político es preciso que los jueces examinen con minuciosidad y de manera integral todos los elementos de cada solicitud de extradición, y tras su estudio detallado, se atengan menos al nomen iuris y al texto de una figura legal considerada en abstracto que a la forma en que los hechos tuvieron lugar en la realidad. Ello conduce a considerar que los delitos de rebelión y portación de armas no pueden ser artificialmente desprendidos de los atentados contra la vida, la libertad y la propiedad con los que se encuentran unidos de manera inextricable y por los que se ha autorizado la extradición.

Esa pauta de valoración integral tampoco fue observada por el tribunal al declarar improcedente la entrega en orden al delito de terrorismo, pues en el pedido de entreayuda siempre se vinculó esa calificación al accionar propio de las FARC, organización que el requerido integró entre 2004 y 2016 en diversos roles desde que ingresó como “guerrillero raso” hasta ejercer posiciones de liderazgo político, y que las autoridades del estado requirente describieron como “empresa criminal” o “estructura criminal” constituida con el objetivo de utilizar armas de fuego para pretender derrocar al Gobierno Nacional o suprimir o modificar el régimen constitucional o legal vigente, a través de la comisión de diferentes delitos como terrorismo, secuestros, homicidios, hurtos y todos los que fueran necesarios para tal fin.

Los términos de esa descripción abonan el criterio de apreciación global que este Ministerio Público postula, tal como la Corte lo interpretó en la causa “Cauchi” donde destacó que el delito de tenencia de armas y explosivos por el que fue condenado tiene una íntima conexidad con las acciones subversivas que el grupo realizaba.

La Corte tiene establecido que para dar por acreditado el requisito de doble subsunción no se exige identidad normativa entre los tipos penales en los que ambos Estados encuadran los hechos, sino que lo relevante es que la sustancia de la infracción esté prevista y castigada en las normas del país requirente y del país requerido; y en este sentido cabe afirmar que la figura del artículo 210 bis del Código Penal argentino resultaría aplicable si los hechos comprendidos en la figura de terrorismo cayesen hipotéticamente bajo nuestra ley.

La jurisdicción del Estado requirente para sustanciar este proceso, con base en el principio territorial, no se encuentra en tela de juicio. En cuanto al requisito establecido en el artículo 5, inciso “b”, de la Convención sobre Extradición aplicable, es doctrina tradicional que la competencia particular del tribunal que reclama la entrega, en líneas generales se presume, salvo prueba en contrario. En concordancia con esa doctrina, la Corte tiene dicho que es un principio generalmente aceptado por el derecho internacional que la organización judicial, la competencia y los procedimientos penales del estado requirente se rigen por sus propias leyes y, salvo contradicción con nuestros principios de derecho público, ha de considerarse con funciones jurisdiccionales suficientes a las autoridades que formularon la solicitud, criterio que mantiene la larga tradición del Tribunal de limitar la discusión sobre la jurisdicción específica de las autoridades judiciales del estado requirente cuando se encuentra establecida su competencia general.

Aun cuando el tomar en consideración los actos procesales extranjeros legalmente incorporados al trámite de la extradición no implica un juicio sobre su legalidad, la relativa complejidad del marco normativo antes expuesto lleva a concluir con naturalidad que existe para las autoridades del estado requirente un razonable margen de apreciación a la hora de determinar cuál es el tribunal con jurisdicción para conocer en este caso, y que el principio de buena fe que debe regir la actuación del Estado en el cumplimiento de sus obligaciones convencionales impone un criterio más bien circunspecto al juzgar las razones con las que el órgano requirente justificó su competencia de acuerdo a su propia interpretación de su derecho interno. En suma, dadas las particularidades señaladas, la presunción de veracidad y validez de la que gozan las actuaciones presentadas con el pedido de extradición, y el criterio que debe observarse al examinar esta cuestión, no se advierte que la competencia del tribunal que emitió la orden de detención a la que se refiere el artículo 5, inciso b, de la Convención de Montevideo pueda ser desvirtuada sobre la base que se intenta.

El agravio fundado en la cláusula del artículo 3, inciso “e”, del tratado aplicable, con base en la cual se propone que la entrega es improcedente por versar el requerimiento sobre delitos políticos o conexos con él, es inadmisible por ser la mera reiteración del ventilado durante el juicio y fue debidamente considerado por el a quo de forma ajustada a derecho.

En efecto, el recurrente incide en señalar la clara conciencia que existe en el país requirente acerca del carácter político de las acciones de las FARC, circunstancia que resulta completamente irrelevante a los fines del examen que debe realizarse en este proceso de extradición pues, la apreciación sobre esta causal de exclusión corresponde al Estado requerido, y de acuerdo con nuestras reglas de orden público y los criterios desarrollados por la jurisprudencia de la Corte, en consonancia con la tesis restrictiva que a lo largo de los años fue ganando terreno en el derecho internacional. Así pues, en Fallos: 341:971 la Corte sostuvo que cualquiera fuera el objetivo político no se encuentran amparados los crímenes más graves desde el punto de vista de la moral y el derecho común, entre los cuales se encuentran, por supuesto, los asesinatos, pero también los atentados a la propiedad por incendios, explosión e inundación, los robos graves, especialmente los cometidos a mano armada y con violencia.

Es un criterio largamente establecido por la Corte que las especulaciones o sospechas basadas en una situación general no encuadran en la causal de improcedencia de los artículos 3.1 de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes y 8 , inciso “e”, de la ley 24.767, pues ésta exige que se demuestre un riesgo cierto y actual que afecte personalmente al sujeto requerido, mientras que en la apelación sólo se aprecian afirmaciones generales y una manifestación de escepticismo, respaldada en evidencia circunstancial, acerca de la eficacia de las garantías que pueda ofrecer el Estado requirente al respecto.

La última parte del reclamo se encuentra fundada en el impedimento previsto en el artículo 11, inciso “d”, de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal para las solicitudes referidas a condenados en rebeldía; pero no es posible apreciar la pertinencia de ese agravio por su manifiesto apartamiento de las constancias del caso, ya que el presente trámite no se refiere a un condenado en ausencia. Y si bien la defensa aclaró que su planteo pretende advertir que antes de hacerse efectiva la entrega el proceso extranjero habrá avanzado irreversiblemente y el requerido no habrá podido ejercer su derecho de defensa en forma efectiva y oportuna, es claro que se trata de una afirmación conjetural, si no directamente incompatible con la decisión sobreviniente de suspender el trámite del proceso a la que se aludió supra, déficit de fundamentación al que concurre la manifestación del propio requerido de someterse a la Jurisdicción Especial para la Paz.

Requerido: M. S., Facundo s/ Extradición

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 8688/2021/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Prescripción de la acción penal. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 

Al tratarse de una sentencia condenatoria alcanzada sin que el requerido estuviese presente durante el juicio llevado a cabo por las autoridades extranjeras, el análisis de la posible extinción de la pretensión punitiva estatal debe ser efectuado desde la perspectiva de la subsistencia de la acción penal, en tanto para nuestro ordenamiento jurídico el requerido debe ser considerado como una persona sujeta a proceso.

La Corte sostuvo que una decisión es arbitraria cuando las ambigüedades del texto amenazan la coherencia interna de la sentencia, lo que ocurre cuando el juez reconoce la validez de un procedimiento judicial y de la sentencia en ausencia dictada en el extranjero tanto para la legislación como para la jurisprudencia nacional, para luego, sin mayor argumentación, privarlos de los efectos de ese reconocimiento. Ello impide considerar que el pronunciamiento impugnado constituya el acto jurisdiccional al que toda parte en un proceso tiene un derecho constitucionalmente garantizado.

Pero además de la falta de coherencia en la argumentación en que se sustenta la sentencia, la conclusión a la que se arribó es incorrecta. 

No puede entenderse como corolario del precedente “Fabroccino” que los actos acontecidos durante un proceso en ausencia llevado en el extranjero carecen de efectos legales en nuestro país, cuando en ese pronunciamiento la Corte aclaró expresamente que esa consecuencia tiene su antecedente en la falta de garantías suficientes que otorga la República de Italia para que los requeridos en esas condiciones puedan ser sometidos a un nuevo juicio en su presencia.

Tan es así, que se ha declarado la procedencia de auxilios internacionales rogados por países que también contemplan la posibilidad en su legislación de alcanzar una condena sin la presencia de la persona imputada durante el proceso, en los cuales no se consideró necesariamente nula la sentencia que la había declarado culpable cuando se presentaron garantías satisfactorias para su reapertura con arreglo a nuestro estándar constitucional. Más todavía, ante el consentimiento de quien fue así requerido, la condena dictada previamente en ausencia puede quedar firme sin menoscabo del orden público argentino.

En “Klementova”, referido a una solicitud de entrega emanada de la República Checa, la Corte sostuvo, apartándose específicamente de los casos precedentes vinculados con el ordenamiento italiano, que “no modifica lo expuesto la existencia en el derecho extranjero de un procedimiento de oposición sujeto a plazo y a la iniciativa de la requerida ya que, en las particularidades del sub lite, no es posible derivar de esas notas el supuesto considerado por la Corte para objetar la entrega en Fallos: 323:892 (considerando 7°). Aunque también respecto de un condenado in absentia, era otro el Estado requirente y el marco jurídico aplicable, con aristas diversas a las de autos en lo concerniente a la reapertura del proceso extranjero”.

Así también lo ha entendido la Corte en los precedentes “Paravinja” y “Bortolotti”, que se trataron de entreayudas solicitadas por el país aquí requirente.

La Corte ha sostenido que es ajeno al juicio de extradición introducirse en la valoración de ciertos institutos propios del sistema de investigación del Estado requirente, o de acuerdos en función del sistema de enjuiciamiento penal extranjero que los regula y las particularidades propias del ordenamiento jurídico en el que están llamados a ser ejecutados, siempre que no importen una afrenta al orden público nacional. Este impedimento admite excepciones desde que el propio acuerdo bilateral, como también similares convenios celebrados por la Nación con otras potencias, al igual que la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal y la amplia jurisprudencia de la Corte sobre el tema, otorgan validez al procedimiento extranjero que culminó en una condena dictada in absentia cuando se brindan las seguridades de que el requerido en esos términos gozará de un amplio ejercicio de su derecho a la defensa. En el sub judice, ese recaudo lo satisface el artículo 379.4 de la ley procesal penal francesa.

La Corte ha juzgado que sostener que cuando la solución normativa extranjera es diferente a la nacional, ésta debe prevalecer sobre aquélla, implica tanto como descalificar gravemente un procedimiento extranjero, con potencial menoscabo de las buenas relaciones con la otra parte contratante del tratado de extradición aplicable, cuya finalidad quedaría frustrada por una interpretación de excesivo apego al rigor formal de la ley interna argentina.

Esta situación adquiriría mayor gravedad en el caso de autos ante la expresa regla acordada bilateralmente, que ha sido suficientemente observada en la solicitud, pues implicaría dejar de lado el principio pacta sunt servanda al que obliga el artículo 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.

Por ello y según lo determina el artículo 5 del convenio aplicable, cabe concluir que aun tratándose de una condena dictada en rebeldía, no existe óbice para considerar según la ley nacional los hitos procesales celebrados en el proceso de origen de acuerdo a la ley del Estado requirente, cuando sean pertinentes a los fines del análisis hipotético de la subsistencia del ius puniendi en nuestro país, sobre todo, además, si esos actos no implican desatender el principio de máxima taxatividad que debe regir en la aplicación de las causales de interrupción del plazo de prescripción de la acción penal, según el derecho argentino.

Requerido: Zvjezdan B. s/ Extradición – Artículo 52

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1852/2021/CS|, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Delito político. Rebelión. Portación ilegítima de armas. Terrorismo. Tratados internacionales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Debe destacarse, en primer término, como lo ha hecho recientemente la Corte al pronunciarse en Fallos: 345:482, el lugar preeminente que tiene la libertad de expresión dentro de la arquitectura de la Constitución, en atención a su papel decisivo para el funcionamiento de una república democrática y el ejercicio del autogobierno colectivo establecido por ella; su alcance peculiar, que excede el derecho individual de emitir y expresar el pensamiento, e incluye el derecho social a la información; y la interpretación estricta que corresponde a cualquier restricción, sanción o limitación de su ejercicio.

La jurisprudencia del Máximo Tribunal en la materia, por su parte, ha admitido alguna limitación, por la vía de la atribución de responsabilidad por daños, cuando el ejercicio de la libertad de expresión importa una intromisión indebida en un ámbito de intimidad personal reservado, que también garantiza la Constitución en su artículo 19 y la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 11.

Este derecho fundamental a la privacidad e intimidad es el que, de acuerdo al razonamiento del a quo, subyace al tipo del artículo 155 del Código Penal que criminaliza la publicación indebida de una comunicación electrónica, un pliego cerrado, un despacho telegráfico, telefónico o de otra naturaleza, no destinados a la publicidad cuando eso causare o pudiere causar perjuicios a terceros, y dio fundamento a la sentencia de condena impugnada.

Al resolver como lo hizo el a quo no ha dado al derecho fundamental a la libertad de expresión el peso que le cabe conforme a la propia jurisprudencia que dijo aplicar, ni ha valorado aspectos del caso que, según esa doctrina constitucional, han de ser tenidos en cuenta para determinar si la condena penal confirmada afecta injustificadamente la producción y acceso a discursos constitucionalmente protegidos.

Por un lado, la corte provincial descarta sin razón la aplicación del marco constitucional que regula el debate público, en el que la expresión y difusión de contenidos goza de la máxima tutela, solo con base en que el video publicado, y los hechos que evidencia, corresponden a un momento en que la agraviada, por entonces titular del Ministerio de Educación de la provincia, se hallaba en uso de licencia.

No está en discusión que la querellante, en virtud de la altísima función que ocupaba en el gobierno de la provincia, constituía una persona pública en los términos de la jurisprudencia de la Corte en la materia, a la que corresponde una tutela atenuada de sus derechos al honor e intimidad cuando ellos colisionan con el ejercicio de la libertad de expresión de otros.

El primer error del razonamiento del a quo reside en suponer que lo que el funcionario público realiza fuera del estricto ejercicio de su función es por esa sola razón ajeno al debate público. La tesis, además de evidentemente equivocada, colisiona con lo que la propia Corte Interamericana sobre Derechos Humanos afirma explícitamente al resolver el citado caso “Fontevecchia y D’Amico vs. Argentina”. Allí, al dar cuenta de que en una sociedad democrática los funcionarios públicos están más expuestos al escrutinio y a la crítica del público y que sus actividades salen del dominio de la esfera privada para insertarse en la esfera del debate público, el tribunal interamericano recuerda que las expresiones que en ese ámbito gozan de mayor protección, de manera tal que se propicie el debate democrático no se limitan a lo concerniente a los actos realizados por funcionarios públicos en el desempeño de sus labores, sino también, entre otras, a las que refieren a la idoneidad de una persona para el desempeño de un cargo público.

La actitud de la entonces ministra frente al uso recreativo de estupefacientes que el video efectivamente ilustra, resulta un dato de incuestionable pertinencia para la discusión de las condiciones para el desempeño de su papel institucional.

El hecho de que la corte local no haya siquiera considerado este aspecto de los hechos del caso vicia por sí mismo, y fatalmente, su pronunciamiento.

En cuanto al carácter íntimo de las imágenes publicadas, el a quo no ha cumplido con la doctrina constitucional aplicable y ha prescindido de la valoración debida de facetas del suceso en examen que, a la luz de aquélla, resultan decisivas para la adecuada solución del caso.

El caso es relevantemente distinto de aquellos en los que la Corte falló en favor de la validez de la limitación de la libertad de expresión derivada de la atribución de responsabilidad jurídica por la afectación al derecho a la intimidad de la persona perjudicada por una publicación. A diferencia de lo tomado en consideración en esos precedentes, no hay en el sub examine una intromisión por parte de quien toma las imágenes en un espacio privado para obtener el registro que después se divulga. Antes bien, en el presente fue la propia querellante la que tomó el video y lo hizo circular entre un grupo acotado de personas, probablemente sin la autorización explícita de darlo a conocer más allá de ese círculo.

A este respecto, la salvaguarda constitucional contra la divulgación no consentida de aspectos íntimos de la vida de una persona que puedan afectar su reputación o buen nombre no comprende aquellos supuestos en que la lesión invocada es consecuencia de las acciones libres adoptadas por el propio individuo en el desarrollo de su personalidad.

La sentencia impugnada no ha tomado en cuenta ninguna de estas dimensiones de la doctrina constitucional aplicable al caso. Lo resuelto de ese modo no ha dado debida respuesta al planteo que la defensa fundó razonablemente en su derecho fundamental a la libertad de expresión.

M., Diego Mariano s/ Violación de intimidad – Recurso de casación

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 871/2022/RH1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Rebeldía. Derecho de defensa. Aplicación de tratados internacionales. Pacta sunt servanda. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 

Los argumentos que sustentan la posición de este ministerio fiscal han sido minuciosa y suficientemente desarrollados por los fiscales impugnantes en los escritos que contienen el recurso extraordinario y la queja, a cuyos términos, por razones de brevedad, corresponde remitirse, sin perjuicio de algunas consideraciones puntuales.

En cuanto al agravio relativo a la integración del a quo y al modo en que fue emitida la sentencia, es cierto que la jurisprudencia de la Corte ha declarado que lo referente a la constitución y composición de los tribunales de la causa, al igual que las cuestiones vinculadas con las formalidades de la sentencia y el modo de emitir el voto cuando son colegiados, constituyen materias ajenas al recurso extraordinario. Pero también lo es que ello no es óbice para que la Corte considere el caso cuando las irregularidades observadas en el procedimiento por el cual se dictó el acto impugnado importan un grave quebrantamiento de las normas legales que determinan el modo en que deben emitirse las sentencias definitivas y causan, por consiguiente, agravio en la defensa en juicio.

A ello cabe agregar que la Corte ha señalado además, en diversos precedentes, que a ella le incumbe la obligación de corregir la actuación de las cámaras nacionales cuando aparece realizada con trasgresión a los principios fundamentales inherentes a la mejor y más correcta administración de justicia, inclusive por la razón de que dichos tribunales se hallan bajo la superintendencia de la Corte Suprema, entre otros fines, a los del cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que regulan su constitución y funcionamiento.

Ésta, como se ha dicho, es la situación que se presenta en el sub lite, pues la ley 26.371 es clara al disponer la actuación del a quo en salas de tres miembros, y también lo son las reglas del Código Procesal Penal que regulan el recurso de casación, que tanto exigen debate e inmediación en el trámite de la impugnación, al punto de remitir a las reglas del juicio oral y público en lo que resulten aplicables, como también establecen que sólo los jueces que presenciaron la audiencia y participaron en la deliberación subsiguiente se hallan habilitados para dictar la sentencia.

Cabe aclarar que ello no va en desmedro del espacio de libertad que la ley confiere a los magistrados para decidir sobre el modo de emitir los votos, pues claro está que ese ámbito de discrecionalidad en modo alguno habilita la adopción de un mecanismo incompatible con la ley cuando existe otro, como el de voto por cuestiones, que permitía ajustarse a la normativa vigente. En efecto, al respecto no es posible dejar de señalar que incluso con las desventajas que ese sistema pudiera presentar, mencionadas por uno de los vocales, se trata de un procedimiento que goza de indiscutible reconocimiento por parte de la doctrina y también de la jurisprudencia, incluso de la Corte, , mientras que por el contrario la solución alternativa, por la que se inclinaron los jueces del voto mayoritario, implicó que los jueces convocados, en contra de lo establecido legalmente, resolvieran sin haber presenciado la audiencia ni haber participado en la deliberación que siguió inmediatamente a ella.

Asiste, asimismo, la razón a los fiscales impugnantes cuando sostienen que como consecuencia del procedimiento de integración y votación cuestionado se terminó modificando, también contra legem, la decisión a favor de la admisibilidad del recurso fiscal que ya había sido adoptada por el voto mayoritario. Esta Procuración General coincide con ellos también cuando objetan que, incluso asumiendo, por vía de hipótesis, como válida la integración del tribunal con cinco jueces, entonces de ello se sigue que las decisiones del órgano judicial así compuesto en modo alguno podían ser adoptadas por mayoría de dos jueces, como ocurrió con la absolución del acusado, o de tres, pero sin coincidencia de fundamentos, como fue sucedió con el rechazo de la casación fiscal. 

Como bien señalan los recurrentes, la irregularidad en este punto es tal que fácilmente es posible observar que así como hubo dos votos a favor de la absolución del acusado, también hubo otros dos votos a favor de rechazar su recurso y confirmar la condena, y dos votos también en favor de hacer lugar al recurso del ministerio; y todo ello en el marco de la sentencia dictada por un tribunal de cinco jueces.

Estos graves vicios señalados aquí, y desarrollados in extenso en los escritos de los impugnantes, descalifican el fallo impugnado como acto jurisdiccional válido desde la perspectiva de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.

A su vez, también el agravio vinculado al principio de congruencia resulta formalmente procedente, pues la sustancia de su planteo conduce a determinar el alcance del principio de congruencia, como derivación del derecho de defensa en juicio. Y, en cuanto a la cuestión federal planteada, las constancias de la causa no dejan duda acerca de que, desde un principio, se imputó al acusado haber intervenido en un tiroteo entre dos bandas armadas que tuvo lugar en el medio de un barrio de emergencia densamente poblado y en el que todos los integrantes de una y otra banda utilizaron como escudos humanos a los moradores del barrio, y que fue en esas circunstancias que uno de los más de cien proyectiles que entonces se dispararon impactó en la cabeza del menor, y lo mató. Asimismo, en que la discusión acerca de si este acontecimiento histórico debe ser imputado como homicidio a todos los que participaron del tiroteo, como coautores, sin importar en qué dirección disparaban, o si en cambio, sólo puede atribuirse a cada banda los disparos que  realizaron hacia el sector en el que se encontraban sus adversarios, como una tentativa de  homicidio dirigida a matarlos, es una cuestión de calificación legal que no altera ni multiplica ese único suceso por el que el acusado fue imputado y juzgado.

Si bien lo dicho basta para descartar la falta de congruencia denunciada por el a quo, a todo evento es oportuno señalar que, en todo caso, tampoco cualquier falta de correlación en la descripción de los hechos entre la acusación y la sentencia habilita la operatividad del principio de congruencia. Pues, como lo ha señalado la doctrina más autorizada en la materia, “esa correlación sólo implica que el hecho histórico sobre el cual se pronuncia el tribunal coincida con el que ha sido objeto de la acusación y la imputación contenida en ella. Pero tal hecho histórico no varía por la comprobación. Se trata de la unidad histórica del hecho imputado y no de otra cosa, pues la sentencia responde, en cuanto a la verdad de los hechos, a las verificaciones que emergen del debate”. Antes bien, sólo “aquello que en la sentencia signifique una sorpresa para quien se defiende, en el sentido de un dato con trascendencia en ella, sobre el cual el imputado y su defensor no se pudieron expedir […], lesiona el principio estudiado”.

Y, como acertadamente lo han expresado los fiscales recurrentes, no hubo en el sub lite sorpresa ni tampoco perturbación alguna siquiera para el ejercicio del derecho de defensa del acusado.

Incidente N° 6 – Querellante: B., R. G. – Imputado: P. P., Lorenzo Sebastián s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48025/2013/TO3/6/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Oposición a la extradición. Nulidad procesal. Falta de agravio concreto. Debido proceso. Desistimiento del recurso. 

Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 344:48.

La decisión aquí impugnada adolece de un vicio insalvable que acarrearía su nulidad, en tanto el a quo rechazó la entrega reclamada apartándose de las reglas previstas por la ley 24.767. En particular, el magistrado ha omitido la citación a juicio, sin que se verifiquen en el sub examine las excepciones previstas en los artículos 28 y 29 de esa ley, por lo que no estaba habilitado para pronunciarse sobre la procedencia o improcedencia de la extradición solicitada, según lo ha establecido el Máximo Tribunal.

Sin embargo, conforme la Corte lo señaló en Fallos: 322:486, la nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede su declaración en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inaceptable la declaración de una nulidad por la nulidad misma y, no se observa en el caso gravamen efectivo alguno que amerite tal sanción, que sólo implicaría el consecuente retardo del fin del procedimiento.

En este sentido, más allá de la insuficiencia formal en que el a quo ha fundado su criterio, el pedido de entreayuda no cumple con la manda del artículo 13.d de la ley de extradiciones, por cuanto las actuaciones que ordenan la detención del requerido y aquéllas por las que se solicita su entrega, no emanan de un tribunal con potestad jurisdiccional, conforme lo ha entendido la Corte en numerosos precedentes y, en particular, en rogatorias internacionales provenientes de la República Popular China, donde sostuvo que aun cuando las actuaciones acompañadas constituyen una manifestación de la voluntad estatal del país requirente, ella no puede ser equiparada a la voluntad jurisdiccional que exige la legislación vigente en la República Argentina en resguardo del principio constitucional del debido proceso. Así lo ha juzgado específicamente al sostener que la autorización otorgada por la fiscalía popular de aquel país a los fines de la detención resulta manifiestamente insuficiente para tener por cumplido ese requisito.

Requerido: W., Qinan s/ Extradición

FSM-Justicia Federal de San Martín, 46/2020/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Pedido de extradición. Falta de licencia de conducir. Contrabando. Robo calificado. Juicio abreviado. Sentencia condenatoria. Rebeldía. Revocación de sentencia. 

En relación con las disposiciones de su legislación que regulan los procesos culminados sin la presencia de la persona condenada, el Estado requirente informó que se encuentran contenidas en los artículos 466, 467, 468 y 469 de su Código de Procedimiento Penal.

Por otra parte, la directora de la Dirección Derecho Internacional y Cooperación Judicial del Ministerio de Justicia de Rumania, ha informado que en función de lo previsto en el artículo 69 de la ley 302/2004, que contiene las disposiciones que regulan la cooperación internacional en materia penal de ese país, “el Ministerio de Justicia asegura a las autoridades competentes de Argentina que la persona solicitada puede ser re juzgada, a solicitud expresa de la misma”. En tal sentido, añadió que “de conformidad con las disposiciones del Código Penal, puede utilizar éste tanto la vía del recurso ordinario de apelación, así como vías extraordinarias de recurso, es decir, la contestación de nulidad, recurso de casación, revisión, así como la reapertura del proceso penal en el caso del juicio en rebeldía de la persona condenada.

Cabe destacar que la ley extranjera asegura las condiciones para que el condenado en ausencia pueda ejercer su derecho a reabrir el caso y su defensa en juicio, impide la reformatio in pejus e incluso prevé la impugnación contra la decisión adversa a la solicitud.

Como acertadamente se menciona en la sentencia apelada, la línea jurisprudencial de la Corte es pacífica en cuanto a que “el orden público internacional argentino, enriquecido a la luz de los principios contenidos en los tratados de derechos humanos que gozan de jerarquía constitucional, continúa reaccionando frente a una condena criminal extranjera dictada in absentia cuando, como en el sub examine, resulta que el requerido no gozó de la posibilidad de tener efectivo conocimiento del proceso en su contra en forma oportuna a fin de poder ejercer su derecho a estar presente y ser oído”.

Tales garantías demandan la posibilidad de que el requerido haya tenido conocimiento de los hechos que se le imputan en razón de haber sido puesto en conocimiento de la acusación en su contra, que se oiga al acusado y que se le dé ocasión de hacer valer sus medios de defensa en el momento y forma oportunos y que el hecho de haber sido asistido por un defensor no subsana el agravio de las garantías invocadas.

Sin embargo, cabe resaltar que los precedentes reseñados se refieren exclusivamente a supuestos en los que las autoridades judiciales de los países requirentes llevaron a cabo un juicio común en el que no se contó con la presencia de la persona luego condenada.

Esa situación se diferencia notablemente de la que se analiza en este apartado, en la que el Tribunal de Maramures celebró un trámite especial, regido por las normas que regulan el instituto del procedimiento simplificado del reconocimiento de la culpabilidad, tal como surge de los antecedentes acompañados con la solicitud.

Es aplicable lo resuelto por la Corte en profusos precedentes respecto de las condenas dictadas in absentia, importaría desconocer la facultad legal de las partes de llegar a un acuerdo de esa naturaleza y llevaría a desvirtuar los efectos de esa herramienta procesal al posibilitar su ulterior invocación como impedimento cuando se reclama a la República Argentina la extradición de quien ha sido condenado por esa vía abreviada.

Esta es la pauta interpretativa que sentó la Corte al analizar la situación in re “Greco”, donde el juez de instancia había rechazado una extradición solicitada por la República de Italia por considerar que la condena había sido dictada en rebeldía, en tanto la persona había sido juzgada en las formas del estilo abreviado en función de lo solicitado por su abogado defensor, quien poseía poder especial concedido oportunamente por el requerido.

A este respecto, la Corte sostuvo que “no puede dejar de señalar el especial celo que ha de guiar la actividad jurisdiccional en hipótesis como las de autos para que, previo a resolver, se efectúe un pormenorizado examen de las circunstancias de hecho y de derecho que culminaron en la condena invocada. Máxime teniendo en cuenta que, al menos prima facie, la naturaleza del procedimiento en que se fundamentó difiere sustancialmente con el juicio común tenido en cuenta en la línea de precedentes de esta Corte Suprema”.

Por otra parte, no puede sostenerse que arreglos de tales características sean repugnantes para el ordenamiento jurídico nacional, desde que en el Código Penal, en el Código Procesal Penal de la Nación y en el nuevo Código Procesal Penal Federal se prevén formas especiales de acuerdos para resolver los conflictos por un camino distinto al del juicio común, como lo son el juicio abreviado, la conciliación, la suspensión del proceso a prueba o el acuerdo pleno abreviado.

Por lo demás, el temperamento que postulo esta Procuración General tampoco menoscaba la regla fijada por la Corte in re “Nardelli” respecto de la improcedencia de la extradición en los casos de condenas dictadas en rebeldía. En efecto, allí valoró que el requerido no había tenido conocimiento de los cargos y nunca había sido interrogado.

En tales condiciones, no puede afirmarse que haya existido afectación de las garantías fundamentales que tiende a resguardar el artículo 11.d de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal. En consecuencia, resulta innecesario pretender asegurar el requisito de su artículo 14.b, lo cual determina que al hallarse reunidos los demás requisitos formales, tal como lo juzgó el a quo en el considerando IV de la sentencia en cuanto a lo que no ha sido objeto de agravio de esta parte, corresponde declarar la procedencia de la entrega del requerido también por la condena dictada por el Tribunal de Maramures, con la salvedad supra indicada en cuanto al delito de conducir vehículos sin licencia habilitante y la pena prisión aplicada al respecto.

Por otra parte, la Corte corre vista a esta Procuración del memorial presentado por el Defensor General Adjunto a fin de sostener la impugnación contra el apartado II de la sentencia del a quo, por la que se declaró procedente la entrega en cuanto a la condena dictada por el Juzgado de Sighetu Marmatiei por el delito de robo agravado. Allí se agravia, en síntesis, en estos términos: 1) no se encuentra satisfecho el requisito estipulado en el artículo 11.d de la ley 24767; 2) en el procedimiento llevado a cabo en el país requirente, el

extraditurus no contó con un abogado defensor que tutele sus intereses y, consiguientemente, no se sabe si eventualmente tendrá uno; 3) no se garantizó que al imputado, eventualmente, se le contemplará el tiempo que permanezca detenido a disposición de este trámite como si lo hubiera sufrido en el marco de la causa que le dio origen; y 4) no se brindó una explicación satisfactoria del cómputo de la pena que resta ser cumplida.

Ante todo, el tratamiento del agravio reseñado en el punto 2 es inadmisible, toda vez que es fruto de una reflexión tardía y fue introducido recién en esta instancia, razón por la que corresponde su rechazo in limine.

En varios precedentes la Corte decidió dejar de lado este reparo formal y tratar los planteos, pero ello ocurrió frente a cuestiones susceptibles de afectar el orden público argentino, y en esta oportunidad no advierto que se presenten aquellas circunstancias extraordinarias, de tal magnitud, que han permitido a la Corte soslayar óbices formales para remediar ostensibles nulidades absolutas.

En cuanto a las quejas restantes, el recurso ordinario resulta infundado en tanto constituyen una reiteración de los argumentos expuestos en el debate y que fueron considerados por el a quo de forma ajustada a derecho y a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, sin que la parte se hiciera mínimamente cargo en esta oportunidad de las razones brindadas en esa instancia para desestimarlos. Esa sola deficiencia es apta para determinar -per se- el rechazo de la apelación.

Requerido: V., Adrián s/ Pedido de extradición

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 832/2021/CS1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo IX

Derecho Procesal Administrativo

Contienda negativa de competencia

Documento nacional de identidad. Extranjeros residentes. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Debe entender en el presente asunto el fuero contencioso administrativo federal. Ello es así, pues para la adecuada resolución del caso se deberán examinar los requisitos para la obtención del DNI para los extranjeros con residencia permanente o temporaria, así como también para los solicitantes de refugio o asilo con autorización de residencia precaria, los que se encuentran regulados específicamente en la Ley 25.871 de Migraciones, y sus normas reglamentarias, ente ellas, el decreto 616/2010, de manifiesto contenido federal.

Asimismo, si bien para el supuesto bajo análisis no se verifica la asignación de competencia expresa por ley, el plexo normativo mencionado anteriormente prevé la intervención del fuero federal en materia de legalidad e ilegalidad de la permanencia en el país y del régimen recursivo en caso de denegatoria de admisión o permanencia de un extranjero, cancelación de la autorización de residencia permanente, temporaria o transitoria, expulsión o aplicación de multas y cauciones o su ejecución. En similar sentido, la norma invocada por el accionante para fundar el derecho, esto es la ley 17.671, estipula la competencia del fuero de excepción para el juzgamiento de infracciones y la vía recursiva para el caso de imposición de multas.

En tales condiciones, resulta de aplicación la doctrina de la Corte Suprema que postula que las normas que atribuyen competencia a determinados tribunales para entender en ciertas materias son indicativas de una especialización que el ordenamiento legal les reconoce y constituyen una relevante circunstancia a tener en cuenta cuando esos mismos temas son objeto de una demanda, a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta.

No obsta a la solución que se propicia, que los tribunales en lo contencioso administrativo federal sean ajenos a la presente controversia, pues atañe a la Corte Suprema, como órgano supremo de la magistratura, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.

Rokahaya, Dia s/ Información sumaria

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 71208/2020/CS1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Impugnación del acto administrativo. Arbitrariedad o ilegalidad manifiestas. Telecomunicaciones. Juez previniente. Competencia federal. 

Para determinar la competencia, corresponde atender, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

La actora, si bien interpuso un recurso de apelación previsto en el ordenamiento procesal local contra un acto administrativo emanado de una autoridad local, la materia sobre la que versa el pleito es de naturaleza federal, pues dicho acto es cuestionado por haber sido dictado con ilegalidad manifiesta, al estar en pugna con habilitaciones y autorizaciones nacionales oportunamente conferidas, como ser la licencia para la prestación del servicio que obtuvo en el marco del Concurso Nacional e Internacional para la Adjudicación de Licencias de Servicio de Comunicaciones Personales en el AMBA y su extensión y de los decretos 266/98 y 933/98 del Poder Ejecutivo Nacional y por haberse dispuesto la clausura de la estructura de soporte de antena, poniendo en riesgo la prestación del servicio lo cual podría colisionar con lo dispuesto en el art. 6° de la Ley Nacional de Telecomunicaciones 19.798, norma ésta de carácter federal y con la ley 27.078, también de naturaleza federal.

En tales condiciones, el acto impugnado interfiere con un fin nacional, circunstancia que resulta suficiente para pronunciarse a favor de la competencia federal para entender en el presente proceso y, en el caso, del Juzgado Federal que previno.

No obsta a ello, el hecho de que se haya entablado un recurso de apelación ante un juzgado local conforme a las disposiciones adjetivas de la Provincia de Buenos Aires, toda vez, que sostener lo contrario, importaría admitir que dichas normas alteran la competencia expresamente estatuida en el art. 116 de la Constitución Nacional.

AMX Telefónica S.A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2026/2022/CS1, 20 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Responsabilidad extracontractual del Estado. Cuestión de derecho público local. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.

En este marco, desistida la acción entablada contra el Estado Nacional, y toda vez que la materia en debate no es competencia de la justicia federal, dado que se excluye de tal naturaleza a los supuestos de responsabilidad extracontractual del Estado por falta de servicio, por tratarse de una materia propia del derecho público local cuya regulación corresponde al derecho administrativo y, por lo tanto, su conocimiento y resolución a los magistrados del mismo carácter, la causa debe continuar su trámite ante la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Basaldua, Antonio Luis c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad - Policía Federal Argentina - Cromañon y otro s/ Daños y perjuicios

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 19093/2021/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Multa. Ley de defensa del consumidor. Competencia por la materia. Cuestión de derecho público local. Cuestión de derecho común. Competencia por la persona. Entes autárquicos nacionales. Renuncia a la competencia. Competencia provincial. 

La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.

En el precedente “Flores Automotores S.A.”, la Corte, con remisión al dictamen de este Ministerio Público, estableció un criterio general para interpretar el art. 45 de la ley 24.240, que dispuso el procedimiento de aplicación de sanciones a las infracciones producidas a dichas disposiciones, y afirmó que si la sanción administrativa era impuesta por una autoridad administrativa nacional, el recurso correspondía a la competencia de las cámaras federales de apelación con asiento en las provincias; en cambio, si lo era por una autoridad administrativa provincial, resultaba competente el fuero ordinario local.

Además, la materia en debate se centra preponderantemente en cuestiones de derecho público local, concernientes a la presunta refinanciación de la deuda originaria a partir de la aceptación que la autoridad local habría realizado de su propuesta de pago con el fideicomiso, con posterioridad al inicio de dos procesos judiciales de ejecución.

También parecen prima facie aplicables normas de derecho común, como es la ley nacional de defensa del consumidor 24.240 y sus modificaciones, sin que se advierta que se encuentre en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.

En cuanto a la competencia federal en razón de las personas, si bien el BNA es una entidad autárquica nacional que goza del fuero federal según lo establece su carta orgánica, es jurisprudencia reiterada de la Corte que cuando el fuero federal está establecido ratione personae puede ser declinado y que su renuncia puede ser explícita o surgir implícita de la postura que asuma en el proceso aquel a cuyo favor se establece, y que esa renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea expresa o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso.

También ha dicho la Corte que la competencia federal establecida para los supuestos en que la Nación o una de sus entidades autárquicas sean parte en un pleito es renunciable a favor de la justicia provincial.

Finalmente, la intervención del fuero federal es de excepción y, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva.

Gamarra, Ariel Joaquín c/ Banco Nación s/ Ley de Defensa del consumidor

FRE-Justicia Federal de Resistencia, 3892/2022/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Medidas cautelares. Seguridad jurídica. Economía procesal. Autonomía provincial. Perpetuatio jurisdictionis. Domicilio real. Cambio de domicilio. Competencia federal. 

De acuerdo con lo dispuesto por los arts. 4°, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, los jueces han de ajustarse a las oportunidades legales previstas para desprenderse del conocimiento de un asunto que consideren ajeno a su competencia, lo que sólo puede suceder al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una incidencia de tal naturaleza planteada por las partes, salvo que se trate de la Corte Suprema cuando interviniere en instancia originaria o de los jueces federales con asiento en las provincias, quienes pueden hacerlo en cualquier estado del proceso de conformidad con lo dispuesto por el art. 352, segundo párrafo, del mismo código; directivas que encuentran sustento en motivos de seguridad jurídica y economía procesal.

En cuanto a la mencionada potestad en cabeza de los magistrados federales con asiento en las provincias, la Corte tiene dicho que no resulta aplicable cuando el conflicto se suscita entre jueces federales, y que su fundamento reside en que la justicia federal, por ser limitada y de excepción, sólo puede entender en causas de esa naturaleza, debiendo declinar su competencia en aquellas que no la tienen, a fin de preservar las autonomías provinciales y, por consiguiente, el doble orden jurisdiccional establecido en la Constitución Nacional, por lo que la norma carecería de sentido si se la aplica a situaciones que no contemplan ese fin.

Según el principio de la llamada perpetuatio iurisdictionis, la competencia se determina de acuerdo con las normas vigentes al momento de iniciarse el proceso, la cual queda fija e inmutable hasta el final del pleito, aunque sobrevengan circunstancias de hecho que, de haber estado presentes con anterioridad, hubieran podido modificar la situación.

Por aplicación de esa regla, el cambio del domicilio real del actor, hecho sobreviniente a la promoción de la demanda, no debería incidir en la competencia del tribunal inicialmente requerido.

Ruiz, Daniel c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General de Aduanas y otros s/ Otros reclamos

FCT-Justicia Federal de Corrientes, 14000347/2011/CS1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Contratos administrativos. Competencia por la materia. Competencia federal. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

En este marco, el conocimiento y la decisión de esta causa corresponde a la justicia federal, toda vez que, para resolver la cuestión que aquí se ventila será necesario el análisis e interpretación de las cláusulas y condiciones generales y particulares del pliego que rigió la contratación.

Cuando la competencia de la justicia federal emerge por razón de la materia, es improrrogable, privativa y excluyente de la local, sin que el consentimiento ni el silencio de los litigantes sean hábiles para derogar esos principios.

Limpieza Saneamiento Ambiental LIMSA S.R.L. c/ Universidad Nacional de Moreno s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 668/2022/CS1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Cámara de senadores. Economía procesal. Celeridad procesal. Ley administrativa. Competencia contencioso administrativa. 

Incorrecta traba de la contienda.

Ante todo, corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

El fuero de la seguridad social no resulta competente para conocer en estos autos. Toda vez que lo reclamado no se vincula con la percepción de un beneficio previsional, sino con el cobro de una suma de dinero que el organismo estatal adelantó a uno de sus agentes y que ahora busca recuperar.

La justicia nacional en lo contencioso administrativo federal resulta competente para entender en estas actuaciones, ya que los montos reclamados en estos autos se vinculan, en definitiva, con el marco de actuación propio del Estado en la particular relación de empleo público que unió a las partes, lo que se encuentra regido por normas y principios del derecho administrativo.

Tal circunstancia permite concluir, en definitiva, que la causa puede estimarse incluida entre las causas contencioso administrativas a que se refiere el art. 45 de la ley 13.998.

Honorable Senado de la Nación c/ Dib. Indiana de los Milagros - Expediente 4.197/17 s/ otros - previsionales

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 15203/2021/CS1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Contienda positiva de competencia

Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 267, L. XXXV, “Banco Central de la República Argentina s/ inhibitoria”, compartido por la Corte en su sentencia.

Banco Central de la República Argentina (Expediente 344/17/19 Sumario financiero 1561 – Resolución 124/21) c/ Nuevo Banco del Chaco S.A. s/ Entidades financieras - Ley 21.526 - Artículo 42

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17398/2021/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 267, L.XXXV, “Banco Central de la República Argentina s/ inhibitoria”.

Banco Central de la República Argentina (EX 344/17/19 Sumario Financiero 1561 - Resolución 124/21) c/ Raffin, Oscar Mateo y otros s/ Entidades financieras - Ley 21.526 - Artículo 42

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17399/2021/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Intervención de terceros. Competencia provincial. 

La Corte tiene dicho que resulta prematura la declaración de incompetencia si, habiéndose citado en calidad de tercero a un organismo nacional, éste no tomó intervención en el proceso. 

Ello es así, ya que cuando el fuero federal se establece ratione personae, puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso.

Sabbatella, Arturo Raúl s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2082/2022/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos, y a esos efectos ha de estarse al relato de los hechos contenido en el escrito inicial y, en tanto se adecue a ellos, al derecho invocado; e indagar acerca de la naturaleza y origen de la pretensión y de la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe a los jueces federales conocer en un litigio, en razón de la materia, sólo cuando el derecho que se pretende hacer valer está directa e inmediatamente fundado en un artículo de la Constitución Nacional, de una ley federal o de un tratado, situación que no ocurre en el sub lite. 

Expuesto lo anterior, y dado que, habiéndose desestimado la procedencia del fuero federal, corresponde que intervenga en el litigio la justicia no federal con jurisdicción en la Ciudad de Buenos Aires, restitúyase el proceso al juez local preveniente para que conozca en él o, en su defecto, para que lo asigne al órgano que estime competente.

Ozafrain, Lisandro y otro c/ Despegar COM.AR S.A. s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 683/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Cosa juzgada. Derecho de propiedad. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional –ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley— deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.

La Corte tiene dicho que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.

Asimismo, el Tribunal ha sostenido que las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad, siempre que haya mediado tramitación de un proceso judicial en que los interesados tuvieran oportunidad de audiencia y prueba.

Conarco Alambres y Soldaduras S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Agencia Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 76840/2017/CS1-CA2, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Responsabilidad extracontractual del Estado. Cuestión de derecho público local. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.

Desistida la acción entablada contra el Estado Nacional, y toda vez que la materia en debate no es competencia de la justicia federal, dado que se excluye de tal naturaleza a los supuestos de responsabilidad extracontractual del Estado por “falta de servicio”, por tratarse de una materia propia del derecho público local cuya regulación corresponde al derecho administrativo y, por lo tanto, su conocimiento y resolución a los magistrados del mismo carácter, la causa debe continuar su trámite ante la Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Por las consideraciones expuestas, este proceso debe continuar su trámite ante el Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que intervino en la contienda.

Pavón, Walter Nicolas c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Cromañon s/ Daños y perjuicios

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 15785/2021/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario

Excepción de prescripción. Procedencia del recurso. 

Remisión a Fallos: 343:1218.

Cuello, Mirtha Elisabeth c/ Provincia del Neuquén s/ Empleo público

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1744/2021/RH1, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CAF 3618/2018/3/RH2, “Zumaran Rivera c/ EN-Mrio. Interior-DNM s/ Recurso directo”.

Recurso Queja Nº 2 – B. B., C. M. c/ Estado Nacional - Ministerio del interior, Obras Públicas y Vivienda - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 77546/2017/2/RH1, 11 de julio de 2022

Ver dictamen

Migrantes. Expulsión de extranjeros. Admisión y permanencia de extranjeros. Derecho a la reagrupación familiar. Facultades de la administración. Facultades discrecionales. Menores. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CAF 3618/2018/3/RH2, “B.B., C.M. c/ EN - Mrio. Interior OP y V – DNM s/ recurso directo DNM”.

Respecto del instituto de la dispensa por reunificación familiar, conforme a lo dispuesto en el art. 62 in fine de la ley migratoria, el Ministerio del Interior dispensará el cumplimiento de la cancelación prevista en virtud del presente artículo cuando el extranjero fuese padre, hijo o cónyuge de argentino, salvo decisión debidamente fundada por parte de la autoridad migratoria.

Más allá de las particularidades propias del instituto frente al supuesto específico de los extranjeros que cuentan con una residencia concedida por la autoridad migratoria, lo cierto es que la citada norma habilita a la Administración a decidir en el caso particular no otorgar dicha dispensa, para lo cual exige una debida fundamentación, condición que puede darse por verificada en el presente, toda vez que, al dictar la disposición SDX 188977, la Dirección Nacional Migratoria rechazó dicho beneficio sobre la base de la naturaleza de los delitos por los que el migrante había sido condenado, cumpliendo así tanto con lo previsto en el citado art. 62 in fine, como con el requisito de motivación del acto, en los términos del art. 7°, inc. e, de la ley 19.549, razón por la cual el presente planteo debe ser rechazado.

Igual suerte debe correr el agravio vinculado con la dispensa por razones humanitarias toda vez que, independientemente de las argumentaciones vertidas tanto en la decisión apelada como en el escrito de recurso extraordinario respecto de su aplicación al caso, lo cierto es que dicha cuestión fue tenida en cuenta y ponderada por la autoridad migratoria al dictar el acto correspondiente, en uso de su discrecionalidad.

B. B., C. M. c/ Estado Nacional - Ministerio del interior, Obras Públicas y Vivienda - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 77546/2017/CA1-CS1, 11 de julio de 2022

Ver dictamen

Personas migrantes. Expulsión de extranjeros. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 

Remisión a los dictámenes de las causas CAF 55424/2017, “Obiarareri, Romanus Onyebuchi c/ EN-Mrio. Interior-DNM s/ recurso directo” y CAF 3618/2018/3/RH2 “Z. R. c/ EN-Mrio. Interior-DNM s/ recurso directo”.

En cuanto a la inconstitucionalidad de las normas impugnadas, el recurso extraordinario interpuesto resulta inadmisible al no satisfacer el requisito de fundamentación autónoma que exige la jurisprudencia del Tribunal.

Al respecto, tiene dicho la Corte que la fundamentación autónoma consiste en que el escrito de interposición del recurso extraordinario traiga un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que, incluso, valga a tal efecto una nueva crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia.

En efecto, al cuestionar de manera genérica la reforma de la ley migratoria introducida por el decreto 70/2017 respecto del art. 70 sobre la base de que se amplían los plazos de vigencia de la retención, el apelante no hace más que reiterar los argumentos expuestos en anteriores instancias respecto de la alegada inconstitucionalidad, desatendiendo así el fundamento central esgrimido por la cámara para rechazar dicho planteo, esto es, que el recurrente se limitó a cuestionar dicha norma sin dejar específicamente establecido el derecho constitucional invocado y su lesión en el caso concreto.

A igual conclusión corresponde llegar en punto a la alegada inconstitucionalidad del art. 69 nonies, al no verificarse aquí la vinculación entre los hechos de la causa y las cuestiones planteadas como de naturaleza federal requerida por la citada doctrina de la Corte, en la medida en que la norma en cuestión no resulta aplicable al caso ya que el recurso extraordinario en examen sí fue concedido por el a quo, configurándose así un supuesto ajeno al previsto en el citado artículo objeto de cuestionamiento, esto es, la denegación del remedio federal como condición suficiente para la ejecución de la medida expulsiva.

P. L., Wander Linder c/ Estado Nacional – Ministerio del interior, Obras Públicas y Vivienda – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20841/2019/CS1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Fisco provincial. Juicios en que es parte una provincia. Expropiación. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa CSJ 1266/2019/RH1 “Siete de Diciembre S.A. c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Expropiación inversa”.

Es preciso señalar que los agravios de la apelante remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local que, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas.

Si bien tales principios no son absolutos y admiten excepciones cuando las decisiones judiciales prescinden de efectuar un tratamiento adecuado de la cuestión de acuerdo con las constancias de la causa y con las disposiciones legales vigentes, o cuando afectan el derecho de defensa de las partes por falta de adecuada fundamentación, en la especie no se halla configurado ninguno de aquellos supuestos de excepción.

En efecto, es improcedente el recurso extraordinario en cuanto se dirige a cuestionar lo resuelto por el tribunal superior para que se reconozca la supuesta desvalorización del remanente como consecuencia de la división del inmueble pues, dado el carácter autónomo de dicho recurso, es insuficiente la aserción de determinada solución jurídica en tanto ella no esté razonada con referencia a las circunstancias de la causa y a los términos del fallo que la resuelve, para lo cual el escrito respectivo debe contener una crítica prolija de la sentencia impugnada, refutando todos y cada uno de los fundamentos en que se apoyó el a quo para arribar a las conclusiones que lo agravian.

La Hore S.A. c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Expropiación

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1954/2019/RH1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Juicios contra el Estado. Parques nacionales. Incumplimiento del contrato. Cobro de sumas de dinero. Rescisión del contrato. Seguro de caución. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Cabe recordar que la Corte tiene dicho que, aunque las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos ante los tribunales de la causa, por su carácter fáctico y de derecho procesal, no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, cabe hacer excepción a esa doctrina cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional.

Asimismo, procede señalar que lo relacionado con las obligaciones derivadas del contrato de obra pública, así como la interpretación de sus cláusulas y la precisión de sus alcances, remite al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa e irrevisables por su naturaleza, como regla, en esta instancia extraordinaria. Sin embargo, la Corte ha reconocido excepción a dicho principio cuando los jueces asignan a las cláusulas del contrato un alcance reñido con la literalidad de sus términos y la clara intención de las partes u omiten ponderar argumentos y pruebas conducentes para la correcta solución del pleito.

El criterio adoptado por el a quo no encuentra debida justificación e importa desconocer la doctrina sentada por la Corte en el precedente publicado en Fallos: 337:1408, en el que sostuvo que el seguro de caución tiene como objeto principal garantizar en favor de un tercero las consecuencias de los posibles incumplimientos del tomador. El negocio jurídico aparece así como un verdadero contrato de garantía bajo la forma y modalidades del contrato de seguro, donde el asegurador garantiza, como ya se dijo, el cumplimiento de las obligaciones del tomador frente al beneficiario.

Allí también la Corte efectuó una reseña de las normas que rigen la materia y señaló que los seguros de caución tienen como nota esencial y propia, el carácter expeditivo de la ejecución de la garantía ante el solo incumplimiento del tomador. Asimismo, precisó que el siniestro -en los seguros de caución- se configura por el incumplimiento de la obligación garantizada una vez declarado mediante el acto formal previsto en la póliza. La causa o la medida de ese incumplimiento no afectan el derecho del asegurado, sin perjuicio de que el concesionario, tomador de la póliza, pueda discutir en sede judicial o administrativa los motivos invocados por el comitente (beneficiario) y que el asegurador, en su caso, una vez cancelada la indemnización en favor de éste último, pueda obtener -bajo ciertas circunstancias- su devolución por parte del tomador.

En esas condiciones, la decisión impugnada se aparta del objetivo que la administración tuvo en miras al exigir un seguro de caución en el pliego de condiciones, toda vez que una de las finalidades principales del contrato de obra pública es la de ejecutar los trabajos de tal suerte que resulten completos y adecuados a su fin y en condiciones fácticas y jurídicas adecuadas.

En virtud de lo expuesto, media en el caso nexo directo e inmediato entre lo resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas, por cuanto la falta de adecuado tratamiento de cuestiones conducentes para la correcta solución del litigio así como la incorrecta apreciación de las circunstancias obrantes en la causa, con grave afectación del derecho de defensa en juicio, determinan la admisión del recurso con sustento en la doctrina de la arbitrariedad.

Por lo tanto, corresponde hacer lugar a la queja interpuesta, declarar la procedencia del recurso extraordinario, dejar sin efecto la sentencia apelada y devolver las actuaciones al tribunal de origen para que se dicte una nueva conforme a lo expuesto.

Recurso Queja Nº 2 - Estado Nacional - Administración de Parques Nacionales c/ Antártida Compañía Argentina de Seguros S.A. s/ Incumplimiento de contrato

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7943/2013/2/RH1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Personas migrantes. Expulsión de extranjeros. Admisión y permanencia de extranjeros. Residencia de extranjeros. Hijos a cargo. Interés superior del niño. 

La mera invocación de la Convención sobre los Derechos del Niño resulta insuficiente por sí misma para fundar un planteo como el que se persigue, en la medida en que el recurrente no se hace cargo de que ese mismo instrumento, por él sostenido como fundamento de su pedido, consagra en su art. 12 el derecho del niño a ser oído en todo procedimiento judicial o administrativo que lo afecte, “en consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional” y que la norma aplicable al caso –ley 25.871– no prevé la participación necesaria de los hijos menores del interesado ni que posean una pretensión autónoma para oponerse a la validez de los actos dictados por la DNM.

Las normas invocadas en la apelación consagran a favor del niño la oportunidad de ser escuchado en todo procedimiento judicial o administrativo que lo afecte, pero “la circunstancia de que el actor tuviese un hijo menor de edad no basta para reconocerle a éste la condición de parte del proceso, máxime cuando no se ha argüido que tuviese pretensiones diferentes o contrapuestas a las del demandante”, lo cual no quiere decir que aquélla no merezca una primordial tutela por parte del Estado a través de las vías legales pertinentes, sino simplemente que el derecho federal alegado carece de relación directa e inmediata con la decisión que causa agravio.

Recurso queja N° 3 – Z. R., L. A. c/ Estado Nacional – Ministerio del interior Obras Públicas y Viviendas – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 3618/2018/3/RH2, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CAF 3618/2018/3/RH2 “Z.”.

El recurrente califica como de “errónea aplicación” al caso al decreto 70/2017, desatendiendo el fundamento central por el que la cámara rechazó el planteo de inconstitucionalidad de las modificaciones introducidas por el referido decreto en punto a la circunstancia objetiva determinada por la norma para impedir el ingreso del actor –esto es, la existencia de “antecedentes”–. Según lo expresado por el a quo, de haberse aplicado la norma previa a la sanción del referido decreto, las consecuencias habrían sido las mismas, ya que en nada se ha innovado con él respecto del esquema normativo anterior en este aspecto, razonamiento que no fue controvertido por el recurrente en el escrito de apelación extraordinaria.

La apelación deducida no constituye una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia impugnada, por lo que el agravio en cuestión no constituye sino una mera repetición de afirmaciones que no logran desvirtuar los argumentos esgrimidos por la cámara para resolver del modo en que lo hizo en este punto.

Tampoco puede prosperar el cuestionamiento del encuadramiento normativo del caso, formulado por el extranjero al considerar aplicable el art. 62 de la ley migratoria en lugar del art. 29 sobre la base de la residencia precaria concedida en su oportunidad por la autoridad migratoria. Tal argumentación, en efecto, no fue expuesta sino hasta el momento de la interposición del remedio extraordinario, toda vez que, tanto en el recurso judicial como en la apelación contra la sentencia de primera instancia, la invocación del citado art. 62 había sido fundada en lo previsto en el art. 22.

Ello habilita de por sí su rechazo, conforme a la tradicional doctrina de la Corte que sostiene que, al no haber sido sometido al conocimiento de todos los tribunales de las instancias anteriores, el planteo formulado en el recurso extraordinario en tales términos constituye el fruto de una reflexión tardía que no puede ser considerado en esta instancia.

De acuerdo con lo expresado por la Corte en la causa “Rodríguez Buela”, la residencia precaria no constituye, propiamente, una categoría de residencia a los fines de lo dispuesto en el art. 62. 

En cuanto a la alegada inconstitucionalidad de la restricción introducida por el decreto 70/2017 al instituto de la reunificación familiar previsto en el art. 29 in fine de la ley, es del caso recordar que, según tiene dicho la Corte, no corresponde expedirse respecto de cuestiones federales que, aunque oportunamente introducidas en el juicio, no fueron mantenidas durante el curso subsiguiente del proceso y esta omisión impidió que el tribunal a quo considerara y decidiera aquella materia.

Habida cuenta de las circunstancias sobrevinientes tanto fácticas como jurídicas que tuvieron lugar en el caso, la presente cuestión podría ser reeditada en sede administrativa. 

Igual temperamento cabría adoptar frente al agravio relativo a la afectación del interés superior del niño por la alegada vulneración de su derecho a vivir junto a su padre, aun cuando los actos impugnados fueron emitidos sin presentar vicio alguno en la causa al momento de su dictado, dados los referidos cambios de circunstancias que tuvieron lugar con posterioridad a la emisión de dichos actos, lo cual podría dar lugar a un nuevo planteo en sede administrativa también respecto de este punto.

Recurso queja N° 2 – Z. R., L. A. c/ Estado Nacional – Ministerio del interior Obras Públicas y Viviendas – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 3618/2018/2/RH1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Recurso de queja (procesal)

Denuncia de ilegitimidad. Robo calificado. Tentativa. Menores. Robo simple. Tentativa. Reincidencia. Migraciones. Expulsión de extranjeros. Derecho a la reagrupación familiar. Interés superior del niño. 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa 55424/2017 “Obiaraeri, Romanus Onyebuchi c/ EN-Mrio. Interior- DNM s/ Recurso directo”.

Cabe recordar que en la causa “Barrios Rojas” se señaló que en el artículo 29 de la ley 25.871 el legislador fijó supuestos específicos que obstan al ingreso o permanencia de extranjeros en el país, y frente a esa regla general, en su último párrafo, facultó a la Dirección Nacional de Migraciones, en forma excepcional y solo por razones humanitarias o de reunificación familiar, a dispensar su aplicación de modo fundado. Asimismo, se destacó que la concesión de la dispensa para permanecer en el país resulta discrecional para la Administración y configura una excepción a la regla, que, como tal, debe ser interpretada con un criterio restrictivo.

En ese mismo sentido, el Tribunal tuvo oportunidad de precisar que, como regla, la negativa a conceder la referida dispensa por parte de la Administración sobre la base de la entidad y gravedad del delito cometido por el migrante se halla dentro del ámbito de valoración que la ley atribuye a la autoridad de aplicación y encuentra suficiente motivación en la mención de aquella circunstancia.

Ello no obstante, en el reciente fallo, dictado en la causa CAF 59609/2017 “Condorí”, esa Corte puso de resalto –con invocación de lo expresado también en el citado precedente “Barrios Rojas”– que “si se demostraba el grado de desamparo en que quedarían los familiares del migrante, el rechazo de dicha dispensa podría ser considerado una injerencia arbitraria o irrazonable al derecho a la protección de la vida familiar, o que, en determinados supuestos en los que la reunificación familiar invocada incluyera prioritariamente a menores de edad, podría resultar aplicable de modo decisivo la noción del interés superior del niño reconocida por cláusulas de rango constitucional.

Recurso Queja Nº 2 – R. P., René Miguel c/ Estado Nacional - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso Directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 48727/2013/2/RH1, 20 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Recurso directo

Tenencia de estupefacientes. Comercialización de estupefacientes. Expulsión de extranjeros. Migraciones. Derecho a la reagrupación familiar. Interés superior del niño. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CAF 55424/2017 “Obiaraeri, Romanus Onyebuchi c/ EN-Mrio. Interior - DNM s/ Recurso directo”.

Cabe recordar que en la causa “Barrios Rojas” (Fallos: 343:990) se señaló que en el citado artículo 29 de la ley 25.871 el legislador fijó supuestos específicos que obstan al ingreso o permanencia de extranjeros en el país, y frente a esa regla general, en su último párrafo, facultó a la Dirección Nacional de Migraciones, en forma excepcional y solo por razones humanitarias o de reunificación familiar, a dispensar su aplicación de modo fundado. Asimismo, se destacó que la concesión de la dispensa para permanecer en el país resulta discrecional para la Administración y configura una excepción a la regla, que, como tal, debe ser interpretada con un criterio restrictivo.

En ese mismo sentido, el Tribunal tuvo oportunidad de precisar que, como regla, la negativa a conceder la referida dispensa por parte de la Administración sobre la base de la entidad y gravedad del delito cometido por el migrante se halla dentro del ámbito de valoración que la ley atribuye a la autoridad de aplicación y encuentra suficiente motivación en la mención de aquella circunstancia.

Ello no obstante, en el reciente fallo, dictado en la causa CAF 59609/2017 “Condorí”, esa Corte puso de resalto –con invocación de lo expresado también en el citado precedente “Barrios Rojas”– que “si se demostraba el grado de desamparo en que quedarían los familiares del migrante, el rechazo de dicha dispensa podría ser considerado una injerencia arbitraria o irrazonable al derecho a la protección de la vida familiar, o que, en determinados supuestos en los que la reunificación familiar invocada incluyera prioritariamente a menores de edad, podría resultar aplicable de modo decisivo la noción del interés superior del niño reconocida por cláusulas de rango constitucional.

Recurso Queja Nº 2 – L. A., Paola Aira y otro c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso Directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 53175/2018/2/RH1, 20 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Procesos de conocimiento. Prescripción. Procedimiento administrativo. Concesión errónea del recurso. 

Debe considerarse mal concedido el recurso extraordinario aun cuando se vincule con la interpretación del art. 1° inc. e) ap.7 de la ley de procedimientos administrativos n° 19.549 pues dicha norma, si bien reviste carácter federal, resulta ajena a las cuestiones susceptibles de ser revisadas en la instancia extraordinaria por regular cuestiones de carácter procesal.

Dicho obstáculo cedería ante un supuesto de arbitrariedad, empero el recurso no fue concedido en cuanto se refiere a ese vicio y la recurrente no interpuso la pertinente queja, lo que obsta a que la Corte pueda conocer sobre su interpretación.

Telecom Argentina S.A. c/ ENACOM s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 82775/2016/CA1-CS1, 14 de octubre de 2022

Ver dictamen

AFIP DGI. Acción contencioso administrativa. Condonación de sanciones. Revocación de sentencia. 

La procedencia de la condonación prevista en el art. 12, cuarto párrafo, de la ley 27.541 no requiere de desistimiento por parte del contribuyente, ni tampoco de la asunción, por el responsable, del pago de las costas y gastos causídicos del proceso judicial en el que se impugna la infracción sustancial. Tampoco puede requerirse la presentación del formulario de declaración jurada 408, a poco que se repare que ello se encuentra previsto para los contribuyentes o responsables que deben allanarse o desistir de toda acción y derecho por los conceptos y montos por los que formulen su acogimiento al régimen de regularización de deudas, el legislador podría haber replicado en el art. 12 de la ley 27.541 la exigencia contenida en su art. 9° y, por ende, requerido al contribuyente que “desista y renuncie a toda acción y derecho, incluso el de repetición” respecto de las obligaciones ya canceladas a la entrada en vigencia de la ley 27.562, para que proceda la condonación de la multa sustancial vinculada a ellas, pero, sin embargo, no lo hizo.

Frente a ello, no cabe presumir la inconsecuencia o falta de previsión del legislador, sin que quepa atribuir a las normas un alcance que implique la tacha de inconsecuencia en el órgano del cual emanan.

Por lo expuesto, corresponde revocar la sentencia en cuanto ha sido motivo de recurso extraordinario y ordenar, por quien corresponda, que se dicte un nuevo pronunciamiento.

Natusur S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva s/ Contencioso administrativo - varios

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 46996/2018/CS1, 14 de octubre de 2022

Ver dictamen

Amparo por mora. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CAF 20067/2017/CA1-CS1, “Henríquez, Nelson c/ EN Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ amparo por mora”.

Aunque las cuestiones de competencia no habilitan la vía del artículo 14 de la ley n° 48, por no hallarse satisfecho el recaudo de la sentencia definitiva, tal regla admite excepción en los asuntos en los cuales, como ocurre en el sub lite, media denegación del fuero federal.

Suárez, Leonardo Daniel c/ Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ Amparo por mora administrativa

FLP-Justicia Federal de La Plata, 9486/2021/CA1-CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Impugnación del acto administrativo. Expulsión de extranjeros. Non bis in ídem. Condena penal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CAF 55424/2017, “Obiarareri, Romanus Onyebuchi c/ EN-Mrio. Interior- DNM s/ recurso directo”.

Sobre la alegada afectación del bis in idem, dicho principio consiste en la prohibición de la múltiple persecución penal simultánea o sucesiva por un mismo hecho. En la causa, por el contrario, lo que se impugna es un acto administrativo mediante el cual la Dirección Nacional Migratoria dispuso la expulsión del migrante del territorio nacional, cuyo antecedente no es la conducta que dio lugar a la sentencia condenatoria sobre él recaída a 5 años y 6 meses de prisión, sino la existencia de dicha condena en sede penal, de conformidad con lo previsto en la propia ley migratoria, al establecerse como causa impediente del ingreso y permanencia de extranjeros al territorio nacional el haber sido condenado en la Argentina por delito que merezca para la legislación argentina la pena privativa de la libertad de tres años o más.

Cabe concluir, entonces, en que el hecho de que el acto de expulsión sea una eventual consecuencia de la condena penal no le atribuye el carácter de persecución penal por un mismo hecho vedada por el principio ne bis in idem, al no verificarse los presupuestos requeridos para su configuración.

G. U., M. c/ Estado Nacional – Ministerio del interior - Dirección Nacional de Migraciones Resolución 17/12 s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17339/2012/CS1-CA1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Interposición del recurso. Fundamentación del recurso. 

La apelación deducida no rebate todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia, en los términos de la jurisprudencia de la Corte, que señala que el escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal por medio de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, pues se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia.

Tampoco puede prosperar el agravio fundado en la alegada inobservancia y errónea interpretación de la ley sustantiva, según el cual correspondería, de acuerdo con lo previsto en el art. 51 del Código Penal, tener por cumplida de pleno derecho la caducidad de la sentencia condenatoria.

Al respecto, según tiene dicho la Corte, no corresponde expedirse respecto de cuestiones federales que, aunque oportunamente introducidas en el juicio, no fueron mantenidas durante el curso subsiguiente del proceso y esta omisión impidió que el tribunal a quo considerara y decidiera aquella materia.

En tales circunstancias, y más allá de los óbices formales que también conducirían al rechazo del agravio, la impugnación de la disposición SDX 118845 sobre la base de la alegada inobservancia y errónea interpretación de la ley sustantiva no puede ser acogida ya que dicho acto administrativo se sustenta en los hechos y antecedentes que le sirven de causa y en el derecho aplicable, de conformidad con lo previsto en el art. 7° de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos.

Finalmente, y en igual sentido con lo advertido supra respecto del requisito de mantenimiento de las cuestiones federales durante el curso del proceso, corresponde advertir que el cuestionamiento de la interpretación del art. 29, inc. c, de la ley migratoria efectuada tanto por el juzgado de primera instancia como por la cámara, tampoco ha sido mantenido en el recurso de apelación de apelación, por lo que dicho agravio también debe ser rechazado.

M. L., Eudes Fernando c/ Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo a Juzgado

FPO-Justicia Federal de Posadas, 12752/2017/CS1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

AFIP DGI. Ejecución fiscal. Admisibilidad formal. Confirmación de sentencia. 

Si bien la decisión impugnada ha sido dictada en un proceso de ejecución fiscal, por lo cual no constituye sentencia definitiva que torne viable la apelación extraordinaria, dicha regla cede en casos de excepción, como éste, en que el Fisco recurrente no dispondrá en el futuro de otra oportunidad procesal para oponerse a la declaración del carácter post concursal de la deuda que pretende ejecutar.

Por otra parte, se cuestiona la inteligencia otorgada por el superior tribunal de la causa a normas federales y la sentencia definitiva ha sido contraria al derecho que el recurrente fundó en ella.

Por último, el pronunciamiento ha sido dictado por el superior tribunal de la causa, como resulta del art. 92 de la ley 11.683 tras la modificación introducida por la ley 23.658.

El thema decidendum estriba en determinar la “causa” del crédito que pretende ejecutar la AFIP. En este punto, vale recordar que la Corte ha identificado el término “causa”, previsto en los arts. 21 y 32 de la ley 24.522, con el hecho generador del crédito que se reclama.

A la luz de la normativa, es claro que la detracción constituye la “causa” del crédito reclamado por la AFIP, pues indica el origen de la deuda del agente de retención en favor del ente recaudador y, por ende, que el crédito reclamado en autos reviste carácter “pre-concursal”, tal como fue resuelto en el pronunciamiento apelado.

En efecto, el art. 44 de RG (AFIP) 4310/2018 determina el momento en el que debe practicarse la detracción, fijándola en la oportunidad de realizarse el pago de las operaciones. Una vez efectuada la retención, y de acuerdo con los términos del art. 48, el responsable por deuda ajena puede compensar, dentro del mes calendario siguiente, los importes detraídos con los saldos a favor de libre disponibilidad que tenga en el IVA.

En este sentido, vale recordar que el instituto de la compensación se encuentra regulado por el art. 28 de la ley 11.683.

Es principio inconcuso de hermenéutica que la primera fuente de interpretación de la ley es su letra y las palabras deben entenderse empleadas en su verdadero sentido, en el que tienen en la vida diaria, y cuando la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos.

Con base en la citada regla, la compensación supone la existencia previa de una deuda tributaria que, precisamente, pueda extinguirse mediante esa operación. Así lo ha reconocido la Corte, al afirmar que “la compensación, como medio de extinguir obligaciones tributarias puede practicarse de oficio por el organismo fiscal o bien a requerimiento del contribuyente, conforme se deduce de lo dispuesto por los arts. 27, 34 y 35 de la ley 11.683.

No modifica el razonamiento de esta Procuración General lo prescripto por el art. 47 de la RG (AFIP) 4310/2018, en cuanto señala que el importe de las retenciones practicadas en cada mes calendario deben ser ingresadas “hasta el día del segundo mes inmediato siguiente a ese mes calendario”, pues dicha disposición establece el momento en que la deuda se torna exigible por el Fisco mas no se refiere a su origen, el que quedó establecido en el momento en que se practicó la retención.

Por último, en cuanto a los agravios vinculados a la imposición de las costas del juicio, por tratarse del análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materia que, como regla, es ajena al recurso extraordinario, no corresponde su admisión por esta vía excepcional.

Por todo lo expuesto, corresponde declarar formalmente admisible el recurso extraordinario interpuesto y confirmar la sentencia apelada por los fundamentos aquí brindados.

Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Cofina Agro Cereales S.A. s/ Ejecución fiscal - Administración Federal de Ingresos Públicos

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 2377/2021/CS1, 15 de mayo de 2022

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo X

Derecho Procesal Civil y Comercial

Contienda negativa de competencia

Daños y perjuicios. Obligaciones de la obra social. Medicina prepaga. Medidas cautelares. Competencia federal. 

La resolución de los conflictos de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión.

El objeto del litigio conduce, prima facie, al estudio de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la ley 26.682. Por ello, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y de consumo eventualmente involucrados, resulta de aplicación la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

Gomara Quimey, Ezequiel Nehuen c/ Swiss Medical S.A s/ Daños y perjuicios Incumplimiento contractual (Exc. Estado, Código 80)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2258/2022/CS1, 19 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Contrato de transporte. Transporte aéreo. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 03953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas S.A. y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Las cuestiones de competencia entre magistrados de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos y, a tales efectos, debe atenderse al relato de los hechos contenido en la demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes. 

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Landoni, María Ester c/ Despegar Com Ar S.A. y otro s/ Daños y perjuicios

FRO-Justicia Federal de Rosario, 20826/2022/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Obras sociales. Competencia federal. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, debe estarse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y origen de la pretensión.

Encontrándose en discusión el alcance de las obligaciones atribuidas a la institución demandada por la legislación sobre salud y discapacidad, corresponde estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por disposiciones federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

Incidente Nº 1 - Actor: K., C. V. Demandado: Instituto Obra Médico Asistencial - IOMA s/ Incidente

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 11791/2022/1/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Acción de reintegro. Medicina prepaga. Programa Médico Obligatorio. Competencia federal. 

En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y en la relación jurídica existente entre las partes.

El planteo exige determinar la pertinencia de la cobertura y, por ende, del reintegro del dinero oportunamente erogado, lo cual conduce al estudio del alcance de las disposiciones de la ley 26.682 expresamente invocada por el accionante. En particular, deberá considerarse que la prestación reclamada se encuentra comprendida en el catálogo del Programa Médico Obligatorio –resol. MSN 201/2002, anexo II, y sus modificatorias–.

Más allá de los aspectos contractuales y de consumo involucrados, cabe estar a la jurisprudencia en virtud de la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

Incidente N° 1 – Actor: Díaz, Pablo José s/ Incidente

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 11723/2021/1/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Ejecución de honorarios. Competencia federal. 

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.

Resulta aplicable lo dispuesto por el art. 6°, inc. 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual el juez del proceso principal resulta competente para entender en la ejecución de honorarios y costas devengadas en el proceso.

En el mismo sentido, de lo establecido por los arts. 500 —inc. 3°— y 501 —inc. 1°— del mismo código se desprende que el juez competente para ejecutar los “honorarios regulados en concepto de costas” es “el que pronunció la sentencia”.

Además, la Corte tiene dicho, en supuestos similares, que “no procede el planteamiento de cuestiones de competencia respecto de juicios terminados, en los que deberá seguir entendiendo el magistrado preventor a fin de que decida las cuestiones accesorias que aún subsistan en la causa, como sucede en autos con la ejecución de honorarios”.

Por lo demás, las conclusiones anteriores no se ven alteradas por la circunstancia de que la ejecución de honorarios se dirija contra la provincia demandada, en tanto esta última nunca cuestionó la competencia del juez federal con jurisdicción sobre esa provincia para conocer en la causa.

Incidente Nº 2 - Actor: Barros, Lorena Vanesa - Demandado: Provincia de Tucumán y otro s/ Incidente

FTU-Justicia Federal de Tucuman, 829/2020/2/CS1, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Personas con discapacidad. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ IOMA s/ amparo”.

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión.

S., M. A. c/ IOMA s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2177/2022/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ I.O.M.A. s/ Amparo”.

La resolución de los conflictos de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión.

La Corte adujo que los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

Mata, Hernán Ariel c/ Instituto Obra Médico Asistencial - IOMA s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2393/2022/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Interpretación de leyes federales. Competencia civil y comercial federal. 

A los fines de dilucidar tal tipo de cuestiones, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

Asimismo, tiene dicho la Corte que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal (art. 116), y en uno y otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.

En esta causa se encuentra en juego la interpretación y aplicación de normas de naturaleza federal, tal como el Marco Regulatorio del Gas, integrado por la ley 24.076, resolución ENARGAS I-1410/2010, decretos 180/2004 y 181/2004 y normas complementarias, cuya adecuada hermenéutica resultará necesaria para dilucidar la controversia, circunstancia que resulta suficiente para pronunciarse a favor de la justicia federal.

Integración Energética Argentina S.A. c/ Molino Navarro S.R.L. s/ Cobro de sumas de dinero

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5067/2021/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Prestaciones de la obra social. Personas con discapacidad auditiva. Competencia federal. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, debe atenderse al relato de los hechos incluido en el reclamo e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión y la relación jurídica existente entre las partes.

El objeto del proceso conduce, en último término, a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos.

Encontrándose en discusión el alcance de las obligaciones atribuidas a la institución demandada por la legislación sobre salud y discapacidad, corresponde estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por disposiciones federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

N., J. G. c/ IOMA s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2146/2022/CS1, 23 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Derecho a la salud. Obras sociales. Personas con discapacidad. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ I.O.M.A. s/ Amparo”.

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión.

En este marco, el objeto de este proceso conduce en último término a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las restantes prestadoras de servicios médicos.

La Corte expuso que los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

A., M. O. c/ Instituto Obra Médico Asistencial - IOMA s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2224/2022/CS1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Obligaciones del fiduciario. Responsabilidad del banco. Relación de consumo. Competencia provincial. 

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer lugar, a los hechos relatados en la demanda, y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.

Cuando se cuestiona la responsabilidad del banco en el contexto de una relación jurídica de naturaleza eminentemente comercial, centralmente con fundamento en la ley 24.240 y las disposiciones del Código Civil y Comercial de la Nación, no corresponde atribuir competencia al fuero de excepción en razón de la materia del pleito.

Tampoco procede la intervención de la justicia federal en razón de la persona. Ello, por un lado, en tanto de las constancias de la causa no surge que el Estado Nacional resulte parte en el sub lite ni que se le haya dado intervención en el proceso en otra calidad. Por otro lado, la entidad bancaria es un ente de carácter privado conforme lo establecido por los artículos 16 de la Ley 24.855 de Desarrollo Regional y Generación de Empleo y 26 del decreto 924/97.

Pérez Iglesias, María Agustina c/ Banco Hipotecario S.A. s/ Consumo de menor cuantía

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1701/2022/CS1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Obras sociales. Cobertura médica. Interpretación de leyes federales. Competencia federal. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, debe estarse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y origen de la pretensión. 

El objeto de este proceso conduce, en último término, a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos. En particular, deberá considerarse que la cobertura de medicamentos oncológicos se encuentra regulada en el Anexo I, apartado 7, del Programa Médico Obligatorio.

En consecuencia, corresponde estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por disposiciones federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

D. M., P. N. c/ Instituto Obra Médico Asistencial - IOMA s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2116/2022/CS1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Interpretación de leyes federales. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ IOMA s/ Amparo”.

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento y a esos efectos, ha de estarse al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión.

El objeto de este proceso conduce en último término a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las restantes prestadoras de servicios médicos.

Los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

E., R. D. c/ Instituto de Obra Médico Asistencial - IOMA s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2049/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es preciso valorar, inicialmente el relato de los hechos incluido en el escrito inicial.

La admisión del forum conexitatis previsto en el artículo 6 del código adjetivo posibilita la sustanciación ante un mismo juez de causas vinculadas y constituye una causal de excepción a las normas que rigen la competencia, en tanto importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro tribunal, con base en la conveniencia de concentrar en el mismo ámbito las acciones ligadas por la misma relación y evitar así el riesgo del dictado de sentencias contradictorias.

En el presente no existe una vinculación relevante que justifique apartar al juez natural de la causa. En efecto, esta acción resulta autónoma respecto del juicio en trámite ante el fuero federal ya que no solo está dirigida contra un demandado diferente, sino que se inscribe en un contexto fáctico diverso, a la vez que específico, circunstancia que elimina la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias. 

En consecuencia, no se configuran motivos suficientes que justifiquen el desplazamiento de la jurisdicción por conexidad.

Puggioni, Vicente c/ Lauría, María Laura s/ incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1335/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Juicio ejecutivo. Domicilio del demandado. Competencia nacional. 

Para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado. Además, cuando esos conflictos se suscitan entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento.

Dadas las particulares circunstancias del caso resulta de aplicación el artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones financieras para consumo y en las de crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda la demanda. En este sentido, la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240 encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma.

BBVA Banco Francés S.A. c/ Rúa, Sergio Adrián s/ Ejecutivo

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 16581/2021/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Radicación del expediente. Competencia provincial. 

El Tribunal ha dicho que el límite para la transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.

Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional de ese tipo -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley-, deben continuar su trámite por ante el juez que lo dictó.

Cuadernillo - Proceso Reservado s/ Violencia y /o Discriminación en el Ámbito Laboral s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1752/2022/CS1, 25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Pase sanitario. Cuestión de derecho público local. Actos u omisiones de autoridades públicas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 

La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.

Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas, en la jurisdicción federal diagramada por los citados arts. 116 y 117, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.

De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal —o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería—, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.

No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.

No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales porque, tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.

Tampoco se advierte, según los términos en que fue planteada la demanda, que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia sanitaria, lo que –de ser así– determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.

Toda vez que la demanda se dirige también contra el Estado Nacional (Ministerio de Salud), se debe examinar si la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte como única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales de los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, cualquiera sea la materia del pleito.

Al respecto, resulta ineludible examinar si la Nación o una entidad nacional participan nominalmente en el pleito –ya sea como actores, demandados o terceros– y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria.

Tal extremo debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.

Ese requisito no se encuentra prima facie cumplido en autos, toda vez que no justifica la intervención del Estado Nacional – Ministerio de Salud el mero hecho de que sea demandado por su actividad legislativa, lo cual sólo determina el marco jurídico aplicable, sin pasar por ello a integrar la relación jurídica sustancial sobre la base de la cual se entabla la demanda; supuesto que sí se verifica respecto del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, quien sería el único obligado y con posibilidades de cumplir con el mandato restitutorio de derechos que se denuncian como vulnerados, en el eventual supuesto de admitirse la presente demanda.

Aun cuando se considerara que el Estado Nacional tiene legitimación pasiva frente al reclamo de la parte actora, la acumulación subjetiva de pretensiones intentada en autos resulta inadmisible, a la luz de las razones expuestas por este Ministerio Público en R. 764, L. XLII, “Rebull, Gustavo Prion c/ Misiones, Provincia de y otro s/ amparo”, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

El reclamo de la parte actora deberá ser formulado ante los tribunales que resulten competentes, cuya determinación surgirá según que se demande a la Provincia de Buenos Aires, en cuyo caso al versar el pleito sobre una materia regida por el derecho público provincial será ante sus propios tribunales, o que se demande al Estado Nacional, a quien únicamente le corresponde litigar ante la jurisdicción federal.

En causas en las que se presentaban circunstancias similares a las de autos, la Corte dispuso que la causa fuera devuelta al juzgado provincial interviniente, a fin de reconsiderar la procedencia de acumular en un mismo proceso la pretensión promovida contra el Estado Nacional, de modo de no frustrar la mencionada prerrogativa de ser demandado únicamente ante los tribunales federales.

El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.

Cabral, Martín y otro c/ Gobierno Nacional Ministerio de Salud y otro s/ Amparo Ley 16.986

FSM-Justicia Federal de San Martín, 599/2022/CS1, 25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Medidas autosatisfactivas. Cobertura médica. Declinatoria. Presentación extemporánea. Competencia Federal. 

Las contiendas de competencia planteadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos, en tanto ello constituye un medio razonable de mantener la coexistencia entre las diversas jurisdicciones dentro de una organización federal.

En este marco, la cámara federal no se encontraba habilitada para reexaminar la competencia del fuero, pues ya mediaba un pronunciamiento sobre el fondo del asunto. A ese respecto, la Corte Suprema ha sostenido que estas contiendas no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal, lo cual responde a la necesidad de fijar límites a los desplazamientos de jurisdicción, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad siempre que haya mediado la tramitación de un proceso judicial en que los interesados tuvieran oportunidad de audiencia y prueba.

En virtud de lo expuesto, la declaración de incompetencia de la Cámara Federal en favor de la justicia local resulta extemporánea.

H., D. J. y otros c/ Asociación de Plantadores de Tabaco de Misiones (APTM) s/ Medida autosatisfactiva

FPO-Justicia Federal de Posadas, 1375/2021/CS1, 18 de octubre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Competencia provincial. 

Para dilucidar las cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la actora invoca como sustento de su petición.

En consecuencia, de la exposición de los hechos realizada en el escrito inicial surge que la cuestión en debate se vincula con las obligaciones asumidas por el banco y de las sociedades demandadas, a favor de los adquirentes de las viviendas. En este sentido, lo que aquí se cuestiona es la responsabilidad de la entidad financiera y de las empresas constructoras a las que se les adjudicó la ejecución de las obras, en el contexto de una relación jurídica eminentemente comercial, con fundamento en la ley 24.240 y las disposiciones del Código Civil y Comercial de la Nación.

En esas condiciones, no corresponde atribuir competencia al fuero de excepción en razón de la materia del pleito.

Tampoco procede la intervención de la justicia federal en razón de la persona. Ello, por un lado, en tanto de las constancias de la causa no surge que el Estado Nacional resulte parte en el pleito, ni que se le haya dado intervención en otra calidad. Por otro lado, el Banco Hipotecario S.A. es un ente de carácter privado conforme lo establecido por los artículos 16 de la Ley 24.855 de Desarrollo Regional y Generación de Empleo y 26 del decreto 924/97, que aún no ha contestado la demanda.

En conclusión, corresponde continuar con el trámite de las presentes actuaciones ante el juzgado donde fueron iniciadas.

Alpa, Pablo Daniel y otros c/ Banco Hipotecario S.A. y otros s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 855/2022/CS1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Aportes a obras sociales. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Ha reiterado la Corte que todo conflicto de competencia entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y un magistrado de otro fuero debe ser resuelto por la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.

Centre Becerra, Mayra Daniela c/ IOSFA s/ Daños y perjuicios

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 69241/2019/CS1, 12 de octubre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Prestaciones de la obra social. Fonoaudiólogos. Competencia federal. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, debe estarse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y origen de la pretensión.

La acción de amparo iniciada contra IOMA, que persigue la cobertura integral y directa de las prestaciones fonoaudiológicas, conduce a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos.

Las prácticas fonoaudiológicas demandadas se encuentran contempladas en el catálogo del

Programa Médico Obligatorio –resol. MSN 201/2002, Anexos I y II–.

Encontrándose en discusión el alcance de las obligaciones atribuidas a la institución demandada por la legislación sobre salud y discapacidad, corresponde estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por disposiciones federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

E. E. c/ Instituto de Obra Médico Asistencial s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1900/2022/CS1, 12 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, debe atenderse al relato de los hechos incluido en el reclamo e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión y la relación habida entre las partes.

La acción de amparo iniciada contra IOMA, que persigue la cobertura del implante coclear, más los gastos y honorarios de la colocación y de su seguimiento, conduce a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que comprende a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos.

Encontrándose en discusión el alcance de las obligaciones atribuidas a la institución demandada por la legislación sobre salud y discapacidad, corresponde estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por disposiciones federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

Incidente Nº 1 - Actor: F., G. B. Demandado: IOMA s/ Incidente

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 8939/2022/1/CS1, 12 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia por la persona. Renuncia a la competencia. Competencia provincial. 

La Corte ha dicho que resulta prematura la declaración de incompetencia si, habiéndose citado en calidad de tercero a un organismo nacional, éste no tomó intervención en el proceso.

Ello es así, ya que cuando el fuero federal se establece ratione personae, puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso.

Pecini, Inés c/ Ose, Emanuel Ezequiel y otro s/ Daños y perjuicios (ordinario)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2002/2022/CS1, 11 de octubre de 2022

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Cámara federal de apelaciones. 

Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.

La Corte no es el tribunal legalmente facultado para resolver la contienda suscitada. Ello es así, toda vez que, conforme a la normativa aplicable, al mediar un conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, debe intervenir la cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido, sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados federales tenga su asiento en una provincia.

Rafa S.A. C/ Grupo Isolux Corsan S.A. y otros s/ Cobro de sumas de dinero

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 46673/2016/CS1, 22 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia nacional. Competencia civil. 

Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 328:293.

Ruatta, Analía Elizabeth c/ Operadora Ferroviaria Sociedad del Estado Línea San Martin s/ Daños y perjuicios

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 64364/2018/CS1, 22 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Alimentos. Niños, niñas y adolescentes. Interés superior del niño. Principio de inmediación. Competencia provincial. 

Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. 

En lo que aquí interesa, el Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde la niña o el niño hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia. 

Por lo demás, en varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.

Adquiere plena virtualidad el temperamento que otorga primacía al lugar donde habita efectivamente la niña, ya que la inmediación judicial contribuye a la eficacia de la actividad protectoria.

A., P.M. c/ V. L., M.R. s/ Ejecución de alimentos - incidente

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 24479/2020/CS1, 21 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Superior Tribunal de Justicia. 

En atención a lo resuelto por la Corte en el precedente de Fallos: 342:509, “Bazán”, y, posteriormente, en CSJ 616/2019/CS1, “GCBA c/ Importeca SRL s/ ejecución fiscal”, entre muchos otros, correspondería girar las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires, a sus efectos.

FCA S.A. de Ahorro Para Fines Determinados c/ Battista, Sergio Adrián s/ Inhibitoria

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22937/2021/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Servicio aéreo. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios” y CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronaves de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Tendler, Víctor Alejandro y otro c/ Aerovías de México S.A. y otro s/ Incumplimiento de contrato

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 2007/2021/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Prestaciones de la obra social. Interpretación de leyes federales. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ IOMA s/ amparo”.

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y en la tarea de esclarecerlos debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y origen de la pretensión.

Cuando el objeto del proceso conduce en último término a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las restantes prestadoras de servicios médicos, la causa deberá quedar radicada ante el Juzgado Federal.

R., R. E. c/ Instituto Obra Médico Asistencial - IOMA s/ Acción de amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1556/2022/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Cobertura médica. Acompañamiento terapéutico. Menores. Personas con discapacidad. Obras sociales. Derecho a la salud. Interpretación de leyes federales. Competencia federal. 

Surge evidente que el objeto de este proceso conduce a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las restantes prestadoras de servicios médicos. Por lo tanto, no existen motivos para soslayar la doctrina según la cual los litigios que versan en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

L., J. F. c/ Asociación Mutualista de Empleados del Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1433/2022/3/CS1, 30 de agosto de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Competencia nacional. Competencia civil. 

Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 328:293.

Corvalan, Delia c/ Municipalidad de Quilmes Operadora Ferroviaria S.E. s/ Daños y perjuicios - (antes expediente 15670/2013 del Juzgado en lo Contencioso Administrativo N° 1 de Quilmes)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1305/2022/17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Obras sociales. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ I.O.M.A. s/ amparo”.

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, debe estarse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y origen de la pretensión.

C., A. C. c/ Instituto de Obra Médico Asistencial s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1341/2022/CS1, 15 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ I.O.M.A. s/ amparo”.

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento y, a ese efecto, corresponde estar al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión.

P., J. R. c/ IOMA s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1365/2022/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Economía procesal. Acción civil en el proceso penal. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Competencia civil y comercial federal. 

Se verifican en el caso deficiencias formales en el trámite que impedirían tener por correctamente trabado el presente conflicto, pues es claro que no existe atribución recíproca de la competencia entre los tribunales contendientes, ya que el juzgado civil cumplió la orden de devolver la causa al tribunal penal aun cuando mantuvo su criterio de que la competencia para juzgarla correspondía al fuero contencioso administrativo federal. Sin perjuicio de ello, la jurisprudencia de la Corte autoriza a desatender esos reparos formales cuando hubiere, como sucede en este caso, razones de economía procesal que lo aconsejen.

El derecho común argentino prevé que la acción civil y la acción penal resultantes del mismo hecho pueden ser ejercidas independientemente, y que en los casos en que el hecho dañoso configure al mismo tiempo un delito del derecho criminal, la acción civil puede interponerse ante los jueces penales, conforme a las disposiciones de los códigos procesales o las leyes especiales.

En el sub lite, el actor ejerció inicialmente esa alternativa en favor del fuero criminal, pero el tribunal interviniente juzgó que la pretensión excedía el marco fijado en la ley procesal para la acción civil en el proceso penal. Las razones que invocó el tribunal en sustento de ese juicio no son causales que, de acuerdo al régimen aplicable, puedan poner fin al proceso o impliquen la renuncia al derecho sustancial, por lo que no se aprecia que la facultad de inhibirse de oficio le esté vedada.

El régimen de doble vía alternativa permite concluir que no se encuentra en juego en la presente contienda derecho alguno basado en la garantía del juez natural, por lo que se deberá favorecer la solución que mejor armonice las normas vigentes con lo que exige una buena y rápida administración de justicia.

En este sentido, los argumentos expuestos por el tribunal oral para fundar su declinatoria expresan la razonable y verosímil conclusión de que el desarrollo del presente litigio civil en el proceso penal es capaz de entorpecer el curso de este último en un grado que comprometería la exigencia de juzgar a los imputados en el plazo más breve posible y sin dilaciones indebidas, en especial si se tiene en cuenta el avanzado estado en que se encuentra el debate oral y público de la causa.

Descartada entonces, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, la competencia del Tribunal Oral en lo Criminal Federal, y a fin de determinar el fuero ante el que debe tramitar la acción civil promovida, corresponde atender principalmente a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que invoca como fundamento de su petición.

En efecto, se trata de una acción incoada por la Dirección Nacional de Vialidad por supuestas irregularidades que habrían sido cometidas por los demandados, vinculadas a la gestión del Estado, pero sin que aparezcan cuestionados actos de la Administración Nacional o de entes públicos estatales, lo que impide que pueda ser considerada entre las causas contencioso-administrativas a las que se refiere el artículo 45, inciso a), de la Ley 13.998.

La Corte ha declarado la competencia del fuero civil y comercial federal cuando el reclamo se apoya en aspectos relativos al derecho privado, sin perjuicio de que surjan o hayan surgido dentro del ámbito de la relación de empleo público, en la medida en que lo que se intenta es la reparación completa del daño producido por el accionar ilícito, con apoyo en normas de aquel carácter, a lo que se suma que en la causa también se persigue hacer efectiva la alegada responsabilidad civil de particulares.

Dirección Nacional de Vialidad c/ F. Cristina Elizabet y otros s/ Responsabilidad por daños

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4485/2018/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Falta de inscripción. Transferencia del automotor. Competencia nacional. 

En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.

Corresponde conocer en la causa al fuero nacional en lo civil toda vez que el actor pretende, por un lado, una indemnización por los daños y perjuicios derivados de la falta de inscripción de la transferencia del rodado y, por otro, su regularización dominial lo cual tiene su causa en las obligaciones de hacer derivadas del acuerdo que habrían celebrado las partes. En ese sentido, el reclamo no se dirige contra el Registro Nacional de la Propiedad Automotor ni se cuestiona acto alguno emanado de ese órgano de aplicación en la materia.

Medin, Alejandro Daniel c/ Riancho, Eduardo Camilo s/ Transferencia e inscripción automotor

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 74849/2021/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Cuestión de derecho común. Relación de consumo. Competencia provincial. 

Las cuestiones de competencia planteadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben decidirse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento y, a esos efectos, debe estarse al relato de los hechos contenido en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.

No se advierten elementos que permitan concluir que la solución del caso se encuentra directamente relacionada con las leyes federales de tráfico digital y de telecomunicaciones, requisito indispensable a la hora de atribuir competencia al fuero de excepción. En efecto, el actor funda su pretensión en la falta de debida diligencia del proveedor, al haber dado curso al trámite de duplicación de la tarjeta SIM, por vía remota, sin constatar la identidad del usuario, aspectos que conducen al análisis de normas de derecho común, propias de las relaciones de consumo, y de competencia local.

Salazar Quezada, Mauricio c/ Banco Santander Río S.A. y otros s / Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 436/2022/CS1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Internación. Principio de inmediación. Competencia provincial. 

El proceso autónomo de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del sitio en el que se cursa la internación. En tal sentido, es doctrina de la Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal del afectado, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud, con lo que elimina las gestiones superfluas y onerosas y evita demoras en la adopción de decisiones relativas a la libertad ambulatoria del interesado.

L. H., J. B. s/ Control de legalidad - Ley 26.061

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 40724/2015/CS1, 27 de mayo de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Bancos. Obligaciones del fiduciario. Compraventa. Relación de consumo. Ley de defensa del consumidor. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer lugar, a los hechos relatados en la demanda, y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.

De la exposición de los hechos realizada en el escrito inicial surge que la cuestión en debate se vincula con las obligaciones de una entidad bancaria, como fiduciario, en relación con la adquirente de la propiedad, derivadas del contrato de compraventa celebrado entre ambas partes. En este sentido, lo que aquí se cuestiona es la responsabilidad del banco y de la empresa constructora a la que se le adjudicó la ejecución de la obra, en el contexto de una relación jurídica de naturaleza eminentemente comercial, con fundamento, centralmente, en la ley 24.240 y las disposiciones del Código Civil y Comercial de la Nación.

En esas condiciones, no corresponde atribuir competencia al fuero de excepción en razón de la materia del pleito.

Tampoco procede la intervención de la justicia federal en razón de la persona. Ello, por un lado, en tanto las constancias de la causa no surge que el Estado Nacional resulte parte en el sub lite ni que se le haya dado intervención en el proceso en otra calidad.

Por otro lado, el Banco Hipotecario S.A. es un ente de carácter privado conforme lo establecido por los artículos 16 de la Ley 24.855 de Desarrollo Regional y Generación de Empleo y 26 del decreto 924/97.

Urquiza, Rocío Elizabeth c/ Banco Hipotecario S.A. y otro s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 165/2022/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Bancos. Sociedad anónima. Ley de defensa del consumidor. Daño moral. Multa civil. Competencia ordinaria. 

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer lugar, a los hechos relatados en la demanda, y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.

No corresponde atribuir competencia al fuero de excepción en razón de la materia del pleito, toda vez que la cuestión en debate se vincula con las obligaciones de la entidad bancaria en relación con los adquirentes de cada propiedad, emanadas de los contratos de compraventa celebrados por las partes. En este sentido, lo que aquí se cuestiona es la responsabilidad del banco demandado y de la empresa constructora a la que se le adjudicó la ejecución de las obras, en el contexto de una relación jurídica de naturaleza eminentemente comercial, con fundamento, centralmente, en la ley 24.240 y las disposiciones del Código Civil y Comercial de la Nación.

Tampoco procede la intervención de la justicia federal en razón de la persona porque, por un lado, porque el Estado Nacional no resulta parte ni se le ha dado intervención en el proceso en otra calidad; y por el otro, porque el Banco Hipotecario S.A. es un ente de carácter privado conforme lo establecido por los artículos 16 de la Ley 24.855 de Desarrollo Regional y Generación de Empleo y 26 del decreto 924/97.

Maldonado, Carlos Javier y otros c/ Banco Hipotecario S.A. y otro s/ Daños y perjuicios

FRO-Justicia Federal de Rosario, 19619/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Habeas data. Competencia federal. 

Cuestión análoga a lo resuelto por la Corte en Fallos: 328:1252, “Svatzky”.

Intervendrá el fuero federal si los datos que se pretenden suprimir constan en archivos interconectados en redes interjurisdiccionales,  nacionales o internacionales.

Acosta, Marta Gabriela c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Amparo

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7714/2021/CS1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Pasaje aéreo. Agencia de turismo. Competencia nacional. Competencia comercial. 

Para dirimir las cuestiones de competencia debe atenderse al relato de los hechos contenido en la demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Asiste razón al Fiscal, toda vez que los hechos expuestos y el objeto principal del reclamo se relacionan, estrictamente, con el incumplimiento de obligaciones surgidas de un contrato concertado entre el accionante y una sociedad mercantil (agencia de viajes), que habría dado origen a un enriquecimiento sin causa que se atribuye exclusivamente a esa firma, sin que se encuentre demandada la aerolínea.

Por otra parte, en el marco en el que fue promovida la acción, no se halla directamente involucrada la inteligencia de la legislación aeronáutica, de naturaleza federal, por lo que se considera que corresponde atribuir competencia a la Justicia Nacional en lo Comercial.

Cabe recordar que atañe a los jueces federales conocer en un litigio, en razón de la materia, sólo cuando el derecho que se pretende hacer valer está directa e inmediatamente fundado en un artículo de la Constitución Nacional, de una ley federal o de un tratado, lo que no ocurre en el supuesto.

Carnevale, Rodrigo Daniel c/ Despegar Com Ar S.A. s/ Incumplimiento de contrato

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 14787/2021/CS1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Habeas data. Competencia federal. 

Cuestión análoga a lo resuelto por la Corte en Fallos: 328:1252, “Svatzky”.

Intervendrá el fuero federal si los datos que se pretenden suprimir constan en archivos interconectados en redes interjurisdiccionales,  nacionales o internacionales.

Gallotti, Anahí Ayelén c/ Coppel S.A. s/ Hábeas data (Artículo 43 Constitución Nacional)

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 11152/2021/CS1-CA1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Transporte marítimo. Comercio marítimo y fluvial. Sociedad anónima. Sociedad de responsabilidad limitada. Competencia civil y comercial federal. 

A los fines de dilucidar las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.

Asiste razón al magistrado nacional pues la sociedad actora reclama, en definitiva, sumas de dinero que corresponden a servicios vinculados al transporte marítimo interjurisdiccional, lo que determina la competencia de la justicia federal (art. 2°, inciso 10°, ley 48; art. 515, ley 20.094.

Procede señalar que incumbe al conocimiento de los jueces federales las causas que versen, en general, sobre todo hecho o contrato concerniente a la navegación y al comercio marítimo; y ellos son competentes para entender en los casos emergentes de la navegación interjurisdiccional, o que puedan entenderse conexos a ésta.

Code Logistics S.A. c/ Lomas del Sol S.R.L. s/ Cobro de sumas de dinero

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4397/2020/CS1, 17 de mayo de 2022

Ver dictamen

Medidas cautelares. Coronavirus. Pasaje aéreo. Transporte aéreo. Cancelación del vuelo. Competencia civil y comercial federal. 

Remisión a los fallos de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ Cumplimiento de contrato” y FTU 14792/2019/CS1, “González, Aníbal Gabriel c/ Casopeia Viajes y Turismo y otro s/ Ley de Defensa del Consumidor”.

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Por su parte, será competente en las medidas precautorias el juez que deba entender en el proceso principal.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Iglesias, Marcelo y otro c/ Latam Airlines S.A. Sucursal Argentina y otro s/ Medida precautoria

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 259/2022/CS1, 13 de mayo de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Economía procesal. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Ante todo, cabe señalar que el tribunal que promovió la controversia no ha tenido oportunidad de decidir si mantiene su postura, de forma tal que el conflicto no se encuentra debidamente trabado. No obstante, razones de economía y celeridad procesal y de mejor administración de justicia, aconsejan que esa Corte haga uso de la atribución que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/1958 y se expida sin más trámite sobre la radicación del expediente.

La decisión de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión.

El planteo exige determinar la pertinencia de la cobertura y, por ende, del reintegro de los gastos oportunamente erogados, como así también la pertinencia de la expulsión de todo el grupo familiar, lo cual conduce –en principio– al estudio del alcance de las disposiciones de la ley 26.682 expresamente invocada por el accionante. Por lo tanto, más allá de los aspectos contractuales y de consumo involucrados, cabe estar a la jurisprudencia en virtud de la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

B., C. L. c/ ACA Salud Cooperativa de Servicios Médicos Asistenciales Limit s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 276/2022/CS1, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Contrato de transporte. Transporte aéreo de pasajeros. Incumplimiento del contrato. Competencia federal. 

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Puesto que la disputa se vincula con el comercio aéreo, corresponde estar a los dictámenes de esta Procuración General, a los que remitió la Corte en los autos Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ Cumplimiento de contrato”.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Domínguez, Alberto Martín y otro c/ Turkish Airlines Inc. s/ Daños y perjuicios

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 14296/2021/CS1-CA2, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Divorcio. Compensación económica. Domicilio conyugal. Domicilio del deudor. Juez previniente. Competencia provincial. 

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento y en la tarea de esclarecerlas es preciso atender al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la índole de la pretensión, su origen y la relación jurídica existente entre las partes.

La actora pretende ejecutar el pago de una compensación económica acordada con su ex cónyuge, en los términos del artículo 441 del Código Civil y Comercial, y que, en mérito a ello, corresponde aplicar el artículo 719 de ese cuerpo normativo que prevé la competencia del juez del último domicilio conyugal, o el del domicilio del beneficiario, o el del demandado, o aquel donde deba ser cumplida la obligación, a elección del actor.

Al respecto, la Corte ha entendido que la norma en cuestión pauta la competencia territorial con prescindencia del juicio de divorcio, mediante la atribución a la actora de la facultad de elección, dentro de las posibilidades allí enumeradas; y lo cierto es que, en el supuesto de autos, la actora manifestó repetidamente su voluntad de continuar el trámite ante el foro del último domicilio conyugal, que es también el del domicilio del deudor, sobre quien podrían recaer eventualmente las medidas cautelares o de otro tipo que se dispongan para asegurar su cumplimiento.

En este punto, se da aquí el supuesto de un divorcio concluido en virtud de sentencia firme, con una propuesta de convenio regulador presuntamente no homologada en lo atinente a la compensación económica pactada a favor de uno de los miembros de la pareja disuelta, y que el artículo 717, primera parte, del Código Civil y Comercial establece que en las acciones de divorcio o nulidad, las conexas con ellas y las que versan sobre los efectos de la sentencia, es competente el juez del último domicilio conyugal o el del demandado a elección del actor, o el de cualquiera de los cónyuges si la presentación es conjunta.

En tales términos, es competente para conocer en el sub lite el tribunal del divorcio pues, cuando existe un juicio en sustanciación o con sentencia firme, las acciones conexas a éste que se refieran a los efectos de la disolución del vínculo conyugal y no involucren cuestiones tocantes a los hijos menores de edad, deben quedar radicadas ante el juez que previno.

S., M. F. y otro s/ Divorcio bilateral

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 177/2022/CS1, 25 de abril de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Daños y perjuicios. Cuestión de derecho común. Energía eléctrica. Servicio público. Interpretación y aplicación de la ley. Competencia nacional. Competencia comercial. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. 

En tales condiciones, lo medular de la controversia planteada involucra temas de derecho común, ya que la cuestión debatida en la causa está ceñida exclusivamente a la relación contractual trabada entre la empresa actora y la empresa demandada, y a las desinteligencias puramente comerciales que pudieran existir entre ambas partes del contrato acerca de la existencia o no del incumplimiento contractual y los daños y perjuicios que la accionante habría sufrido a raíz de la situación descripta en la demanda. No se advierte de tal modo que sea necesario interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan el servicio público de distribución de electricidad, máxime cuando de los términos del escrito inicial no se desprende una afectación concreta a la prestación del servicio público interjurisdiccional de energía eléctrica.

Tampoco se advierte que la materia en debate se refiera a cuestiones relacionadas con facultades inherentes a la Administración, ni que se haya puesto en tela de juicio la validez de actos administrativos dictados por el Ente Nacional Regulador de la Electricidad, lo cual permite descartar, en principio, que para resolver la controversia se deban aplicar e interpretar normas y principios propios del derecho público.

Blanco Montajes S.A. c/ EDESUR S.A. s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8284/2020/CS1, 11 de abril de 2022

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas S.A. y otro/a s/ Cumplimie

Macchi, María Anabella c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8135/2021/CS1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas S.A. y otro/a s/ Cumplimiento de contrato” y “González, Aníbal Gabriel c/ Casopeia Viajes y Turismo y otro s/ Ley de Defensa del Consumidor”.

Formenti, Mirna Ángeles c/ Despegar Com Ar S.A. y otro s/ Proceso de ejecución

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 19877/2021/CS1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Medidas cautelares. Sistema nacional del seguro de salud. Entes autárquicos provinciales. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1511/2021/CS1, “E.M.A. c/ IOMA s/ Amparo”.

C., M. Á. c/ Instituto de Obra Médico Asistencial s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 74/2022/CS1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Cuota alimentaria. Interés superior del niño. Domicilio del menor. Competencia de familia. 

El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716), entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia.

Por lo demás, en varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.

El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial de la Nación, en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben regir los procesos de familia.

H, M.B. c/ F., J. I. s/ Aumento de cuota alimentaria

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 108/2022/CS1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Sistema nacional del seguro de salud. Entes autárquicos provinciales. Economía procesal. Competencia correccional. Competencia provincial. 

En primer lugar, es necesario recordar que los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos.

En el marco de una aplicación armónica de las pautas contenidas en los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la declaración oficiosa de incompetencia resulta extemporánea, pues el tribunal local se desprendió del conocimiento luego de haber declarado formalmente admisible la acción y sin que la demandada haya planteado excepción alguna al respecto.

En este sentido, la oportunidad de los magistrados de origen para declarar su incompetencia solo puede verificarse de oficio al inicio de la acción, o bien al tiempo de resolver una excepción de tal índole, lo cual reconoce basamentos vinculados con la seguridad jurídica y la economía procesal.

Tiene dicho la Corte Suprema, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia, la misma condición tienen los preceptos legales establecidos en pos de la pronta conclusión de los litigios, en tanto no se contrapongan a principios de rango superior.

Á., M. M. c/ Instituto de Obra Médico Asistencial (IOMA) s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 393/2022/CS1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Sucesiones. Domicilio del causante. Acumulación de procesos. Economía procesal. Seguridad jurídica. Competencia provincial. 

En principio, concurren las situaciones especiales de conexidad que la Corte Suprema ha tenido en cuenta para apartarse del principio basal del último domicilio del causante y admitir la acumulación de sucesiones, cuando se trata del mismo patrimonio, existe identidad de herederos y no se inscribió la partición; todo lo cual, sumado a la economía procesal, convalida que siga entendiendo en el expediente un juzgado que no es el establecido por la citada regla.

En tales condiciones, tratándose de sucesiones vinculadas y atendiendo a razones de economía procesal, seguridad jurídica y unidad sucesoria, estas actuaciones deben radicarse ante el juzgado provincial.

Alfaro, Osvaldo Dante s/ Artículo 250 Código Procesal Civil y Comercial – incidente civil

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 66483/2020/1/CS1, 28 de marzo de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Lesiones. Muerte. Accidente de tránsito. Acumulación de procesos. Juez previniente. Competencia nacional. 

Se ha planteado un conflicto de competencia que corresponde que decida esa Corte, conforme a lo previsto por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/1958, texto según ley 21.708.

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, ha de estarse al relato de los hechos contenido en el reclamo, y en tanto se adecue a ellos, al derecho que se alega como fundamento de la pretensión.

La Corte ha señalado que, si las acciones se originan en un mismo hecho, razones de conexidad y seguridad jurídica aconsejan que ambos casos tramiten ante un único tribunal, aunque no se configure, estrictamente, la triple identidad que requiere el artículo 188 del Código Procesal, al concurrir ciertos elementos objetivos comunes que tornan aconsejable que un solo juzgado intervenga en ellos a fin de conjurar el riesgo del dictado de fallos contradictorios.

Ha precisado, también, que si en ambos procesos se reclaman daños y perjuicios a raíz del mismo infortunio vial, existe una evidente conexidad entre las cuestiones sometidas a decisión que aconseja su tramitación conjunta ya que, si hay identidad de objeto y causa, aun ante la ausencia de paralelismo en los actores, como aquí, se patentiza la posibilidad del dictado de fallos contradictorios.

En ese orden, y ponderando las particularidades del sublite, esta Procuración General advierte razonable disponer el desplazamiento de las actuaciones y que el tribunal nacional que previno asuma el conocimiento de las tramitadas en sede provincial.

No obsta a la solución que propicia este Ministerio Público que los litigios se hallen en distintas etapas procesales -uno casi en estado de dictar sentencia definitiva y el otro en el período de prueba- pues, si bien para evitar demoras cabe desestimar la acumulación, corresponde que el proceso menos adelantado quede radicado, sin acumular, ante el fuero nacional, a fin de sortear el riesgo de fallos eventualmente contradictorios en supuestos que presentan identidad de hecho y causa e identidad parcial de sujetos.

Suárez, Melanie Danise c/ Pogonza Castronuovi, Nahuel Alejandro y otro/a s/ Daños y perjuicios automotor c/ Lesión o muerte (excluida responsabilidad del Estado)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2558/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Acumulación de procesos. Competencia provincial. 

Se ha planteado un conflicto de competencia que corresponde que decida esa Corte, conforme a lo previsto por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/1958, texto según ley 21.708.

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.

La admisión del fórum conexitatis previsto en el artículo 6 del código adjetivo posibilita la sustanciación ante un mismo juez de causas vinculadas y constituye una causal de excepción a las normas que rigen la competencia en tanto importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro tribunal, con base en la conveniencia de concentrar en el mismo ámbito las acciones ligadas por la misma relación y evitar así el riesgo del dictado de sentencias contradictorias.

En el sub lite el desplazamiento de la competencia ha perdido el objeto práctico que lo justifica, lo cual despeja el riesgo de dictado de fallos contradictorios, pues la utilidad de la radicación del caso por conexidad cesa cuando se ha dictado sentencia en uno de ellos y la acumulación es improcedente cuando existe noticia de que ello ha acontecido, aun cuando se ignore si la resolución se encuentra firme.

Ulloa, Juan Alberto y otros c/ La Cabaña S.A. y otros s/ Daños y perjuicios automotores c/ Lesiones o muerte

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2029/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Información sumaria. Justicia nacional en lo civil. 

Al tratarse de un proceso no contencioso, que persigue una declaración de certeza sobre la titularidad de un vehículo conforme a la información que suministre el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, no se dan los supuestos que determinan la competencia federal, la cual es de excepción y debe limitarse al conocimiento de los asuntos contenciosos que la ley le atribuye.

En consecuencia, el sub lite resulta ajeno a la competencia federal.

Por lo expuesto, corresponde conocer en las presentes actuaciones al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil, al que se deberán remitir a sus efectos.

Choquecallo, Cristóbal Ariel c/ Gómes, Saúl s/ Información sumaria

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 52214/2021/CS1, 03 de marzo de 2022

Ver dictamen

Ejecución de honorarios. Daños y perjuicios. Justicia nacional en lo civil. 

La decisión de las contiendas de competencia exige atender al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión y, luego, en tanto se ajuste al relato, al derecho invocado.

En el sub lite corresponde estar a la doctrina que postula que la cuestión referente a la relación contractual entre un abogado y su cliente -ámbito en el que cabe incluir lo relativo al cumplimiento de un pacto de honorarios-, es una materia propia del fuero nacional civil.

Por lo expuesto, corresponde que siga conociendo en las actuaciones el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.

Guilman, Agustín Matías c/ Redrado, Martín y otro s/ Cobro de honorarios

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 75228/2021/CS1, 03 de marzo de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Indemnización. Instancia administrativa previa. Comisiones médicas. Competencia laboral. 

Corresponde acudir al dictamen de la causa CNT 44843/2018/CS1, “Giammarrusco, Domingo c/ Prevención ART S.A. s/ Accidente - ley especial”, al que remitió la Corte.

Lara, Germán Horacio c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente – Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 40045/2019/CS1, 03 de marzo de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Muerte del concubino. Empresa de servicios públicos. Empresa de servicios eléctricos. Competencia federal. 

En la tarea de esclarecer conflictos de competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que se relatan en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.

Corresponde a la competencia de la justicia federal el conocimiento de los litigios por daños y perjuicios iniciados contra las empresas distribuidoras de electricidad y gas y contra los entes nacionales de regulación de tales actividades, cuando para resolver la cuestión debatida deban analizarse normas de naturaleza federal como son los marcos regulatorios de la electricidad y el gas, aprobados por las leyes 24.065 y 24.076.

Supuesto que se verifica en el caso porque, sin perjuicio de la naturaleza común de la normativa sobre responsabilidad civil extracontractual en que se funda el reclamo, las cuestiones planteadas conducen, en último término, al examen de la preceptiva federal, la ley 24.065 y la resolución ENRE 129/09, cuya vulneración denuncia la actora como causante del accidente que produjo la muerte de su concubino.

Por lo expuesto y dentro del estrecho marco de conocimiento en el que se deciden las cuestiones de competencia, la causa debe continuar su trámite ante el Juzgado Federal que intervino en la contienda.

López, Marisol c/ EDESUR S.A. s/ Daños y perjuicios

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1895/2021/CS1, 03 de marzo de 2022

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Desplazamiento de la competencia. Competencia por conexidad. Acción de repetición. Accidente in itinere. Daño resarcible. Seguridad jurídica. Etapas del proceso. Competencia provincial. 

Los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es necesario valorar el relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la índole y el origen de la pretensión.

En función de ello, cabe recordar que la admisión del forum conexitatis previsto en el artículo 6 del código adjetivo posibilita la sustanciación ante un mismo juez de causas vinculadas y constituye una causal de excepción a las normas que rigen la competencia en tanto importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro tribunal, con base en la conveniencia de concentrar en el mismo ámbito las acciones ligadas por la misma relación y evitar así el riesgo del dictado de sentencias contradictorias.

En ese orden de ideas, y valorando las particularidades de la causa, resulta razonable declarar operativa la conexidad de los pleitos y que el juez local asuma el conocimiento del que tramita ante el fuero nacional.

En efecto, en primer lugar, cabe ponderar que, ambos procesos se refieren al mismo evento. En esta causa, la aseguradora reclama la repetición de las sumas pagadas a la empleada por el accidente in itinere sufrido; y en la que tramita ante el foro provincial, la persona mencionada, junto con otros damnificados, persiguen la reparación de los daños padecidos en aquél siniestro.

En relación con ello, si las acciones se originan en un mismo hecho, razones de conexidad y seguridad jurídica aconsejan que ambos litigios tramiten ante un mismo tribunal, aunque no se configure estrictamente la triple identidad que requiere el artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, al concurrir ciertos elementos objetivos comunes que tornan aconsejable que un solo juez intervenga en ellos a fin de conjurar el riesgo del dictado de sentencias contradictorias.

En segundo lugar, del cotejo de las actuaciones resulta que se notificó primero la demanda en sede local y que el litigio se encuentra pendiente de solución.

Finalmente, no resulta óbice a la solución que se propicia la particularidad de que los juicios se encuentren en diferentes etapas procesales, pues si bien tal circunstancia podría configurar una dilación del trámite que se halle más avanzado, dicho retardo no resulta injustificado cuando se produce con el objeto de favorecer una buena administración de justicia.

Liberty A.R.T. c/ Transporte Automotores Plaza S.A.C.I. Línea 174 y otro s/ Cobro de sumas de dinero

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 2678/2011/CS1, 22 de febrero de 2022

Ver dictamen

Renta vitalicia. Emergencia económica. Sistema financiero. Moneda extranjera. Competencia civil y comercial federal. 

En la tarea de esclarecer conflictos de competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que se relatan en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.

La materia en debate en el caso se vincula, en esencia, con la validez constitucional y aplicabilidad de la ley 25.561 y normas concordantes a un contrato de renta vitalicia previsional suscripto entre un particular y una compañía de seguros, de modo que la contienda de competencia en estudio debe ser resuelta a la luz del precedente del Máximo Tribunal publicado en Fallos: 326:4019, “Viejo Roble SA”. 

Allí y en cuanto aquí interesa, la Corte Suprema, por remisión al dictamen de este Ministerio Público, señaló que si se demanda a una de las entidades previstas en el artículo 1 de la ley 25.587, en una relación jurídica entre particulares que se rige por el derecho privado, la causa corresponde a la competencia del fuero nacional en lo civil y comercial federal, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 1 y 6 de ese mismo cuerpo normativo.

Ortiz, Elba Marcelina c/ Orígenes Seguros de Retiro S.A. s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1773/2021/CS1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Hábeas data. Datos personales. Empresa privada. Competencia civil y comercial. Competencia ordinaria. 

Cuestión análoga al fallo de la causa CCF 012181/2019/CA1-CS1, “Saqueta Melo Escobar, Matías Sebastián c/ Edesur S.A. y otros s/ Amparo”.

La Ley de Protección de Datos Personales 25.326 establece la competencia federal sólo en los casos en los que se persigue acceder a datos o contenidos que constan en bases públicas de información o interconectadas en redes interjurisdiccionales, lo que no se encuentra acreditado aquí, desde que se acciona exclusivamente contra una entidad privada y el derecho de acceso ejercido por la actora busca saber sobre la existencia y forma de almacenamiento de los datos. Las características de la empresa y las herramientas digitales no alcanzan a configurar bases de datos vinculadas a redes que integren diversas jurisdicciones.

La acción no se dirige a revisar eventuales datos que consten en la Central de Deudores del Sistema Financiero que gestiona el Banco Central o en las bases de información que gestionan las empresas de informes crediticios. 

El fuero federal es de carácter excepcional, y se encuentra circunscripto a los casos que expresamente le asignan las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser restrictiva.

Redondo, Cintia Fabiana c/ Tarjeta Naranja S.A. s/ Hábeas data

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1974/2021/CS1, 14 de febrero de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Daños y perjuicios. Transporte fluvial. Navegación comercial. Competencia civil y comercial federal. 

A los fines de dilucidar las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.

El reclamo por daño patrimonial resultante de la incorrecta carga por parte de la sociedad demandada, de las fechas elegidas para viajar a Colonia por transporte fluvial, determina que intervenga el fuero federal en tanto que la pretensión concierne a la navegación marítima de un buque.

Incumbe al conocimiento de los jueces federales las causas que versen, en general, sobre todo hecho o contrato concerniente a la navegación y al comercio marítimo; ellos son competentes para entender en los casos emergentes de la navegación interjurisdiccional, o que puedan entenderse conexos a ésta.

La jurisdicción marítima está concebida de modo tan amplio, que toda excepción a su carácter integral ha de hallarse expresa en la ley, y no debe ser objeto de interpretación extensiva.

Ravallo, Jéssica Anabel c/ Ocean Export S.A. s/ Cumplimiento de contrato

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 11854/2019/CS1, 14 de febrero de 2022

Ver dictamen

Contienda positiva de competencia

Responsabilidad parental. Interés superior del niño. Principio de inmediación. Facultades jurisdiccionales. Juzgado de familia. Competencia provincial. 

Dado que ambos jueces en conflicto se hallarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en las mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de la menor y en esa tarea no puede soslayarse que desde hace más de tres años que la niña vive con su padre en la ciudad de Neuquén, ámbito en el cual la proximidad de la que gozan los jueces locales constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar. Desde esa perspectiva, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos.

El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial, en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben regir los procesos de familia.

Juzgado de la familia de Caleta Olivia s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1097/2021/CS1, 23 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Inhibitoria. Banco Central de la República Argentina. Circulares del Banco Central. Inconstitucionalidad. Competencia por la persona. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

A fin de resolver una cuestión de competencia, es preciso atender, de manera principal, a la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda, así como también al origen de la acción y a la relación de derecho existente entre las partes y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión, pues deberá estarse a la realidad jurídica y no a la mera voluntad de las partes.

Tiene dicho la Corte que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno y otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.

El caso en examen se enmarca en la segunda hipótesis de las enunciadas, toda vez que la Asociación Bancaria, seccional Resistencia, inició la presente acción de amparo contra el Banco Central de la República Argentina (BCRA) con el objeto de que se declare la inconstitucionalidad de la Comunicación A 6603 emitida por el mencionado organismo.

El BCRA es una entidad autárquica nacional, de acuerdo al art. 55 de su Carta Orgánica, y está sometido exclusivamente a la competencia federal en aquellas causas en las que resulta demandado.

Este proceso corresponde a la competencia federal en razón de las personas.

Banco Central de la República Argentina c/ Asociación Bancaria Nacional y otros s/ Inhibitoria

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 27533/2022/CS1, 11 de octubre de 2022

Ver dictamen

Quiebra. Fuero de atracción. Ejecución hipotecaria. Economía procesal. Celeridad procesal. Seguridad jurídica. Competencia nacional. 

En las quiebras, a diferencia de lo que se prevé para los concursos preventivos, la norma determina expresamente la procedencia del fuero de atracción para las ejecuciones de garantías reales. 

Por esta razón, es razonable que entienda en la presente causa el juzgado nacional, a fin de evitar situaciones que afecten intereses contrapuestos y en razón de principios de economía, celeridad procesal y seguridad jurídica.

Yacobiti, David Rubén y otro c/ Boz, Laura Ángela Irene y otro/a s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1035/2022/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Servicio público. Cobro de sumas de dinero. Competencia provincial. 

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

No resulta aplicable al caso lo dispuesto por el art. 36 de la ley 24.240, el cual dispone que será competente para entender en el conocimiento de los litigios relativos a contratos regulados por el presente artículo, en los casos en que las acciones sean iniciadas por el consumidor o usuario, a elección de éste, el juez del lugar del consumo o uso, el del lugar de celebración del contrato, el del domicilio del consumidor o usuario, el del domicilio del demandado, o el de la citada en garantía. En los casos en que las acciones sean iniciadas por el proveedor o prestador, será competente el tribunal correspondiente al domicilio real del consumidor, siendo nulo cualquier pacto en contrario, toda vez que ese precepto se refiere a las operaciones financieras para consumo y de crédito para el consumo.

Por tratarse de una ejecución fiscal en la que se persigue el cobro de retribuciones de servicios, el conflicto de competencia debe ser resuelto por aplicación de la regla establecida por el art. 5°, inc. 7°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según la cual en las acciones fiscales por cobro de impuestos, tasas o multas y salvo disposición en contrario, el del lugar del bien o actividad gravados o sometidos a inspección, inscripción o fiscalización, el del lugar en que deban pagarse o el del domicilio del deudor, a elección del actor. La conexidad no modificará esta regla.

Plumas Blancas S.R.L. c/ Junta Vecinal Parque Melipal s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 322/2022/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Responsabilidad extracontractual. Opción de competencia. Lugar del hecho. Domicilio del demandado. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben ser resueltas por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos, y, a esos efectos, debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se alega como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

El litigio versa sobre una acción personal autónoma derivada de un supuesto hecho ilícito y, a ese respecto, la norma procesal nacional acuerda al actor un fuero múltiple electivo, al conferir la competencia al juez del lugar del hecho o al del domicilio del demandado.

En suma, en los supuestos de acciones derivadas de actos generadores de responsabilidad extracontractual, es competente el juez del lugar en que se verificó el hecho dañoso o el del domicilio del demandado, a elección del reclamante, contenida tanto en las disposiciones procedimentales de las jurisdicciones contendientes como en la de la Nación.

S., M. E. T. y otro c/ M. C., C. J. A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 886/2022/CS1, 04 de julio de 2022

Ver dictamen

Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Interés superior del niño. Principio de inmediación. Facultades jurisdiccionales. Procesos de familia. 

El Código Civil y Comercial asigna el conocimiento de los litigios relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia.

Se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.

Dado que ambos jueces en conflicto se hallarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en las mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales del niño.

Desde esa perspectiva, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos.

El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial, en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben regir los procesos de familia.

G. C., G. M. c/ V. C., M. D. s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 695/2022/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Juicio ejecutivo. Cheque. Juez previniente. Juez de ejecución. Competencia provincial. 

Resulta aplicable la doctrina sentada por la Corte Suprema según la cual las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada sentencia, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad. Ello, siempre que haya mediado tramitación de un proceso judicial en que los interesados tuvieran oportunidad de audiencia y prueba.

La contienda de competencia planteada no puede prosperar dado que ya se dictó sentencia de fondo.

Cuesta, Carlos c/ Rodríguez, Luis Antonio s/ Incidente de Competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1989/2021/CS1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Homologación del acuerdo. Responsabilidad parental. Plan de parentalidad. Principio de inmediación. Interés superior del niño. Tribunal colegiado. Competencia de familia. 

Cabe precisar que los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.

El Código Civil y Comercial asigna el conocimiento de los litigios relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia.

Por lo demás, en varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.

Desde esa perspectiva, sin que ello implique un anticipo sobre la suerte que deben correr las pretensiones, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de los derechos de la niña.

El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial de la Nación, en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben regir los procesos de familia.

B. S. S. c/ C. R. R. s/ Homologación de convenio (civil)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2811/2021/CS1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Superior Tribunal de Justicia. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

Sin perjuicio de que, en opinión de este Ministerio Público y a tenor de lo dispuesto por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, es la Corte el órgano judicial competente para resolver la contienda de competencia planteada, en atención a lo resuelto en la causa CIV 12384/2015/CS1, “Rodríguez, José Manuel c/ Iriarte Crespo, Juan Carlos y otros s/ Daños y perjuicios - resp. prof. médicos y aux.”, en la que el Tribunal aplicó el criterio sentado –por mayoría– en la causa CSJ 4652/2015/CS1, “Bazán, Fernando s/ Amenazas”, correspondería remitir las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a sus efectos.

Bellavich, Noelia Solange c/ Club Atlético Platense y otros s/ Daños y perjuicios

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 28588/2020/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Responsabilidad médica. Remisión del expediente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

Cuestiones análogas a las consideradas en los fallos de las causas CIV 12384/2015/CS1, “Rodríguez, José Manuel c/ Iriarte Crespo, Juan Carlos y otros s/ Daños y perjuicios - resp. prof. médicos y aux.” y Comp. CSJ 4652/2015/CS1, “Bazán, Fernando s/ Amenazas”.

O. D. R. D., C. R. c/ Hospital De Agudos José María Penna y otros s/ Daños y perjuicios – Responsabilidad Profesional Médicos y Auxiliares

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 36107/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Liquidación de la sociedad conyugal. Fuero de atracción. Domicilio del causante. Competencia provincial. 

Las reglas que rigen el fuero de atracción del sucesorio son imperativas o de orden público y tienden a facilitar la liquidación del acervo hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la propia sucesión, por lo que no pueden ser dejadas de lado ni aun por convenio entre las partes.

Sentado ello, es aplicable el precedente de la Corte Suprema dictado en la causa CIV 12515/2006/CS1, “Vilchi de March, María Angélica c/ PAMI y otros s/ Daños y perjuicios”, ocasión en la que se señaló que la regla según la cual el proceso sucesorio atrae las acciones personales iniciadas con anterioridad al deceso del causante se ajusta a lo dispuesto por el artículo 2336 del Código Civil y Comercial de la Nación.

F., E. G. c/ F. C., J. R. s/ Liquidación de sociedad conyugal

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 114046/2009/CA4/CS1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Sucesión ab intestato. Acumulación de procesos. Economía procesal. Seguridad jurídica. Competencia provincial. 

En principio, concurren las situaciones especiales de conexidad que la Corte Suprema ha tenido en cuenta para apartarse del principio basal del último domicilio del causante (art. 2336, Código Civil y Comercial de la Nación) y admitir la acumulación de sucesiones, cuando se trata del mismo patrimonio, existe identidad de herederos y no se inscribió la partición; todo lo cual, sumado a la economía procesal, convalida que siga entendiendo en el expediente un juzgado que no es el establecido por la citada regla.

En tales condiciones, tratándose de sucesiones vinculadas y atendiendo a razones de economía procesal, seguridad jurídica y unidad sucesoria, estas actuaciones deben radicarse ante el juzgado donde tramita el proceso sucesorio del cónyuge prefallecido.

Pereira Campo, Engracia s/ Sucesión ab intestato

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 32479/2021/CS1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Responsabilidad parental. Interés superior del niño. Principio de inmediación. Competencia provincial. 

El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al tribunal del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716), entendido como el lugar donde los menores de edad hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06.

Por lo demás, en varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.

En primer lugar, en este caso, se han adoptado decisiones judiciales cautelares contrapuestas. Frente a esos elementos antitéticos, no se cuenta con bases suficientes respecto de la irregularidad de la permanencia de la menor en Salta, ni es la oportunidad adecuada para formular juicios sobre los temas de fondo, que tan íntima relación guardan con los términos en los que se ha solventado la inhibitoria articulada. En ese marco, no existe certeza en cuanto a las razones que originaron la actual situación, ni en cuanto a sus concretos alcances, pues las explicaciones que las partes ofrecen son discordantes, sin que corresponda ingresar en su esclarecimiento.

Por ende, no es posible determinar si el centro de vida de la niña se asienta en el lugar donde vive con su madre, desde que, al hacer directa referencia, entre otros factores, a la legitimidad, aquella noción excede los meros datos fácticos atinentes a la simple residencia y el transcurso del tiempo. Máxime cuando del propio acuerdo surge que los progenitores habían establecido el cuidado compartido de la niña alternando entre ambas provincias, y que luego ellos mismos solicitaron un cambio de ese régimen.

En tales condiciones, dado que ambos jueces en conflicto se encontrarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de esta niña.

En esa tarea no puede soslayarse que en La Pampa tramita, además, una denuncia por hechos de violencia en perjuicio de la madre de la niña, en virtud de la cual se dictaron oportunamente medidas de protección.

En el contexto descripto, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos. En suma, ponderando que no es posible esclarecer aquí la concurrencia de impedimentos al contacto y la supervisión del padre o de restricciones infundadas en el ejercicio de su derecho de defensa, en función de la distancia, los tribunales de Salta están en mejores condiciones para alcanzar la protección integral de los derechos de la niña, puesto que sus jueces poseen, dentro de su propio ámbito territorial, acceso directo a la persona de la afectada.

V. H., A. M. c/ Z. K., A. G. s/ Cuidado personal

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2406/2022/CS1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo de pasajeros. Competencia civil y comercial federal. 

Remisión al dictamen de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; y CSJ 03953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ Cumplimiento de contrato”.

Para dirimir las cuestiones de competencia debe atenderse al relato de los hechos contenido en la demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Izarraguirre Moyano, Alejandra de los Milagros c/ Latam Airlines Group S.A. s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 14729/2022/CS1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Responsabilidad parental. Derecho de las niñas, niños y adolescentes. Interés superior del niño. Principio de inmediación. Facultades jurisdiccionales. Competencia provincial. 

El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716), entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06.

Por lo demás, en varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.

No es posible determinar si el centro de vida del niño se asienta en el lugar donde vive con su madre, desde que al hacer directa referencia, entre otros factores, a la legitimidad, aquella noción excede los meros datos fácticos atinentes a la simple residencia y el transcurso del tiempo. Así las cosas, dado que ambos jueces en conflicto se hallarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en las mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales del menor y en esa tarea no puede soslayarse que desde hace más de dos años que el niño convive con su progenitora en el Partido de la Costa, ámbito en el cual la proximidad de la que gozan los jueces locales constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar.

Desde esa perspectiva, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos.

El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial, en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben regir los procesos de familia.

F., V. M. c/ S., C. s/ Protección contra la violencia familiar

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2200/2022/CS1, 21 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Restitución de menores. Interés superior del niño. Principio de inmediación. Facultades jurisdiccionales. Competencia provincial. 

El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716), entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06.

Por lo demás, en varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.

Se observa que se han adoptado decisiones judiciales cautelares contrapuestas. Frente a esos elementos antitéticos, no se cuenta con bases suficientes respecto de la irregularidad de la permanencia de la menor en la ciudad de Formosa, ni es la oportunidad adecuada para formular juicios sobre los temas de fondo, que tan íntima relación guardan con los términos en los que se ha solventado la cuestión de competencia. En ese marco, no existe certeza en cuanto a las razones que originaron la actual situación, ni a sus concretos alcances, pues las explicaciones que las partes ofrecen resultan discordantes, sin que corresponda ingresar en su esclarecimiento.

En tales condiciones, no es posible determinar si el centro de vida de la niña se asienta en el lugar donde vive con su madre, puesto que esta noción, al hacer directa referencia, entre otros factores, a la legitimidad, excede los meros datos fácticos atinentes a la simple residencia y el transcurso del tiempo.

Así las cosas, dado que ambos jueces en conflicto se hallarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en las mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de la niña.

Desde esa perspectiva, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos. En definitiva, ponderando que no es posible esclarecer aquí la concurrencia de impedimentos de contacto y la supervisión del padre o de restricciones infundadas en el ejercicio de su derecho de defensa, en función de la distancia, debe concluirse que el juzgado de Formosa está en mejores condiciones para alcanzar la protección integral de los derechos de la niña, pues posee, dentro de su propio ámbito territorial, acceso directo a ella.

El enfoque propuesto, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial, en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben regir los procesos de familia.

Incidente N° 1 - Actor: D., M. M. Demandado: B. F., F. P. s/ Incidente de familia

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 2230/2022/1/CS1, 19 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Medicina prepaga. Cobertura médica. Competencia provincial. 

Las cuestiones de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos, lo que constituye el medio razonable de mantener la coexistencia entre las diversas jurisdicciones dentro de una organización federal.

A partir de una lectura armónica de las pautas de los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que resultan extemporáneas las declaraciones de incompetencia que son adoptadas por un tribunal luego de haberse sustanciado las actuaciones.

Habiéndose superado el límite temporal previsto por las normas procesales para los planteos sobre competencia, la decisión oficiosa de consultar el parecer del ministerio fiscal y de declinar su intervención a favor de la justicia federal resulta improcedente, máxime, cuando fue dictada luego de haber transcurrido más de seis años desde el inicio del presente reclamo.

Es que, como tiene dicho la Corte, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que regulan la competencia, la misma condición tienen los preceptos legales establecidos en pos de la pronta conclusión de los procesos, en tanto no se contrapongan a principios de rango superior.

Jalil, José Alberto c/ Osde Binario s/ Contratos (sumario)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1695/2022/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia civil y comercial federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 03953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, debe atenderse al relato de los hechos incluido en el reclamo y, en la medida en que se ajuste a ellos, al derecho alegado como sustento de la petición, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Capezutto, Marcelo Ernesto c/ Avantrip Com S.R.L. y otro s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 14011/2022/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Transporte aéreo. Incumplimiento de contrato. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 03953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para resolver las cuestiones de competencia debe atenderse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Sánchez Echevarría, Iris Florencia c/ Norwegian Air UK Limited y otro s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 9647/2022/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 03953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para dirimir las cuestiones de competencia debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda y, en tanto se ajuste a ellos, al derecho alegado como sustento de la petición, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Fernández, Daniela Belén y otro c/ Norwegian Air UK Limited Sucursal Argentina s/ Daños y perjuicios

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3777/2022/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Accidente de tránsito. Opción de competencia. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 

Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, es necesario valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado.

En ese marco, la Corte Suprema ha reiterado que si bien el artículo 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación prevé el archivo del expediente en el caso de que el órgano ponderado competente sea de distinta jurisdicción, esa norma no puede extenderse más allá de los supuestos en que sea admisible estimar inválido lo actuado ante el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud, circunstancia ésta última que no ha sido referida por el juez bonaerense en oportunidad de pronunciarse sobre el rechazo de la radicación de la causa ante su jurisdicción.

Desde esa lógica, no resulta cuestionable la resolución de la alzada, quien, al confirmar la admisión de la excepción de incompetencia, dispuso la remisión del expediente a los tribunales con jurisdicción en la provincia de Buenos Aires, por considerar que elementales razones de economía procesal exigen preservar los actos procesales ya cumplidos, sin perjuicio de las adecuaciones procedimentales que incumba implementar para litigar en la sede local.

En las acciones personales derivadas de accidentes de tránsito, el damnificado puede optar por deducir la demanda ante el juez del lugar del hecho, del domicilio del demandado o el del domicilio de la aseguradora, con arreglo al artículo 118 de la Ley 17.418 de Seguros y al artículo 5, inciso 4, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

En el caso, tanto el lugar donde habría ocurrido el accidente de tránsito, como los domicilios reales del actor y el demandado son en la provincia de Buenos Aires. Asimismo, la citada en garantía, Federación Patronal, tiene su sede social en esa misma provincia.

En tales condiciones, el presente proceso debe tramitar en sede provincial, por cuanto el desplazamiento de la competencia admitido por el artículo 118 antes referido no puede importar desvincular la solución del contexto fáctico de las actuaciones, ni extender esa posibilidad a todas las sucursales de la citada en garantía.

Rivas, Iván Emiliano y otro c/ Orsi, Javier Gustavo s/ Daños y perjuicios (Accidente de tránsito c/ Lesión o muerte)

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 79162/2018/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Honorarios. Pacto de cuota litis. Juez previniente. Competencia provincial. 

Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimiento y en la tarea de esclarecerlos es necesario valorar, inicialmente, la exposición de hechos efectuada en la demanda y luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado.

La Corte Suprema tiene dicho que la jurisdicción territorial es esencialmente prorrogable por los interesados, cuando se trata de asuntos exclusivamente patrimoniales -arts. 1 y 2 del Código Procesal Civil y Comercial- y que a los fines de la dilucidación de la controversia ha de estarse a la competencia por razón del lugar convenido por los contratantes.

Por lo demás, tampoco se presentan las notas de conexidad y accesoriedad con la causa principal en los términos del artículo 6, inciso 1, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, puesto que la acción no tiene por objeto la regulación de honorarios stricto sensu o su ejecución, sino el cumplimiento de una convención celebrada por las partes en litigio. Ello, más allá de la facultad del juez local de solicitar como prueba las actuaciones que tramitaron ante la justicia federal.

Incidente Nº 1 - Actor: Carloni, Romina Gabriela Demandado: Di Noto, Mónica Francisca s/ Incidente

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 5992/2021/1/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 03953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para dirimir las cuestiones de competencia debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda y, en tanto se ajuste a ellos, al derecho alegado como sustento de la petición, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

López, Mariana y otro c/ Air France s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7440/2022/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para decidir las cuestiones de competencia corresponde estar, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Incumbe a la justicia federal el juzgamiento de los asuntos relacionados, principalmente, con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronaves de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sometidas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Díaz Lacoste, María Florencia c/ Despegar.com.AR S.A. y otros s/ Daños y perjuicios

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 10117/2022/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para resolver las cuestiones de competencia debe atenderse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Paluci, Romina Paola y otro c/ Lan Airlines S.A. y otro s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7848/2022/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Internación. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. Archivo del expediente. 

El proceso autónomo de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del sitio en el que se cursa la internación.

La actividad jurisdiccional objeto del presente se ha extinguido y el conflicto elevado se ha tornado abstracto, por lo que un pronunciamiento de la Corte deviene inoficioso.

R., B. s/ Evaluación Artículo 42 Código Civil y Comercial de la Nación

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 71330/2022/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Contrato de transporte. Transporte aéreo de pasajeros. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ Cumplimiento de contrato”.

Para dirimir las cuestiones de competencia debe atenderse al relato de los hechos contenido en la demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Sáez, Sebastián José y otros c/ Alitalia Societa Aérea Italiana S.P.A. y otro s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 9378/2022/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia civil y comercial. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa CCF 5067/2021 “Integración energética Argentina S.A. c/ Molino Navarro S.R.L. s/ Cobro de sumas de dinero”.

Integración Energética Argentina S.A. c/ SIDERCA S.A.I.C. s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 796/2021/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Contrato de transporte. Transporte aéreo de pasajeros. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ Cumplimiento de contrato”.

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

De Salvo Propato, María de los Ángeles c/ Iberia Líneas Aéreas de España S.A. s/ Incumplimiento de contrato

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 25046/2022/CS1, 23 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ Cumplimiento de contrato”.

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Ceballos, María Florencia c/ Norwegian Air UK Limited Sucursal Argentina s/ Daños y perjuicios

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 12708/2021/CS1, 23 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Internación psiquiátrica. Domicilio. Competencia nacional. 

El proceso autónomo de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del sitio en el que se cursa la internación.

Resulta aplicable el criterio que surge del fallo de la causa CSJ 3938/2015/CS1; “M., L. M. s/ Control de internación – ley 26.657”.

Sin embargo, en este caso, en el que el incapaz se ha retirado de la clínica en la que se encontraba internado, sita en provincia de Buenos Aires, a la cual ha ingresado de manera voluntaria, el juez del domicilio se halla en mejores condiciones para desplegar eficazmente la actividad judicial que pudiere corresponder.

Asimismo, cualquier diligencia a concretarse en el ámbito provincial,  obligaría a una persona que podría estar afectada por un padecimiento mental o psicológico, al igual que a los miembros de su familia, a actuar ante un foro con el que no tendrían ninguna conexión actual, con los costos económicos y humanos que lo anterior implica.

T. F., D. s/ Evaluación Artículo 42 Código Civil y Comercial de la Nación

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 69763/2022/CS1, 23 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 03953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para decidir las cuestiones de competencia corresponde estar, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Incumbe a la justicia federal el juzgamiento de los asuntos relacionados, principalmente, con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Salmoiraghi, Daniel Antonio c/ Almundo.com S.R.L. y otro s/ Incumplimiento de contrato

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2818/2022/CS1, 23 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para decidir las cuestiones de competencia corresponde estar, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Incumbe a la justicia federal el juzgamiento de los asuntos relacionados, principalmente, con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Rey, Julieta Araceli y otros c/ Iberia Líneas Aéreas de España S.A. s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8769/2022/CS1-CA1, 23 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para dirimir las cuestiones de competencia debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda y, en tanto se ajuste a ellos, al derecho alegado como sustento de la petición, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Piemontesi, Gabriela Susana c/ Copa Airlines S.A. s/ Daños y perjuicios

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7764/2022/CS1, 23 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Contrato de transporte. Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo de pasajeros. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de la causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ Cumplimiento de contrato”.

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Fredes, Marcela Valeria c/ Avantrip.com S.R.L. y otro s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 10103/2022/CS1, 23 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Contrato de transporte. Transporte aéreo de pasajeros. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ Cumplimiento de contrato”.

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Nievas, David Edgardo c/ Iberia Líneas Aéreas de España S.A. y otro s/ Devolución de pasajes

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8278/2022/CS1-CA1, 23 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 003953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas S.A. y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para dirimir las cuestiones de competencia debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda y, en tanto se ajuste a ellos, al derecho invocado como sustento de la petición, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Citro, Rocío c/ Air Europa Líneas Aéreas S.A. y otro s/ Incumplimiento de contrato

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 11472/2022/CS1, 23 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Superior Tribunal de Justicia. 

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer lugar, a los hechos relatados en la demanda, y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.

Los hechos expuestos y el objeto principal del planteo se relacionan, estrictamente, con el incumplimiento de obligaciones nacidas de un contrato concertado entre el actor y una sociedad comercial, sin que se encuentre demandada la aerolínea.

Por otra parte, en el marco en el que fue promovida la acción, no se halla directamente involucrada la inteligencia de la legislación aeronáutica, de naturaleza federal.

Atañe a los jueces federales conocer en un litigio, en razón de la materia, sólo cuando el derecho que se pretende hacer valer está directa e inmediatamente fundado en un artículo de la Constitución Nacional, de una ley federal o de un tratado.

Sin perjuicio de que en la opinión de este Ministerio Fiscal y, a tenor de lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, es esa Corte quien debe resolver el conflicto de competencia planteado, en atención a lo resuelto por el Tribunal en los autos CNT 38408/2015/CS1, “Luyo Jakie, Orlando Diego c/ Inc. SA y otro s/ daños y perjuicios – accidente de trabajo”; en CNT 37294/2008/2/CS1, “Manfredi, Vicente Américo c/ Talleres Gráficos Morales e hijos SACIFI s/ despido”, y en CIV 88887/2019/CS1, “Frontino, Valentina c/ Instituto San José de Flores y otros s/ daños y perjuicios”, entre muchos, en los que acudió al criterio explicitado en el antecedente de Fallos: 342:509, “Bazán”, correspondería girar las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires, a sus efectos.

Galeotti, Ariel Hernán c/ Despegar.com.ar. S.A. s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 699/2022/CS1, 09 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Cobro de expensas comunes. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Las reglas que rigen el fuero de atracción del sucesorio son imperativas o de orden público, pues tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión, por lo que no pueden ser dejadas de lado, ni aun por convenio de partes.

En ese marco, resulta de aplicación lo resuelto por esa Corte, en la causa CIV 12515/2006/CS1, “Vilchi de March, María Angélica c/ PAMI y otros s/ daños y perjuicios”. El Tribunal dijo allí que la solución según la cual el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto, se ajusta a lo establecido por el Código Civil y Comercial de la Nación.

En efecto, en el presente caso que tiene por objeto el pago de deudas por expensas devengadas con anterioridad al fallecimiento del único heredero testamentario y en el que subsiste el debate respecto del pago de los honorarios regulados, procede el fuero de atracción, pues el instituto permite concentrar ante el juez del proceso universal todos los juicios seguidos contra el causante que pudieran afectar la universalidad del patrimonio.

Consorcio de Propietarios Juan. M. Gutiérrez 2xxx/2xxx c/ Sucesión de Jablonka, Rodolfo y otros s/ Ejecución de expensas

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 44047/2016/CS1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Acción de repetición. Prestaciones de la obra social. Medicina prepaga. Personas con discapacidad. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Los extremos disputados conducirán, en definitiva, a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud organizado por el Estado Nacional, que comprende a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos. Así, procede estar a la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por preceptos federales deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

El planteo exige determinar la pertinencia de la cobertura y, por ende, del reintegro de los gastos oportunamente erogados, lo que conduce al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por la ley y por el Sistema de Prestaciones Básicas para Personas con Discapacidad, cuestiones expresamente invocadas en la demanda. Por lo tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales eventualmente involucrados, cabe estar a la jurisprudencia según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

V., M. O. c/ Galeno Argentina S.A. s/ Incumplimiento de prestación de obra social / Medicina prepaga

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 9647/2021/CS1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 03953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronaves de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

López Fernández, Gabriel Ricardo Alberto y otros c/ Iberia Líneas Aéreas de España S.A. y otro

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4414/2022/CS1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Supresión de datos. Competencia federal. 

Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 328:1252, “Svatzky”.

Si bien la actora reclama los daños y perjuicios causados por el proceder de las demandadas, la pretensión dirigida a que se supriman los datos erróneos volcados en las bases de datos de Organización Veraz, que poseen alcance nacional y, aun, internacional, si se pondera que puede accederse a ellas por Internet, permite sostener que el expediente debe continuar su trámite en el fuero de excepción.

Franco, Ana María c/ DIRECTV Argentina S.A. y otro s/ Ordinario

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9019/2021/CS1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Cobertura médica. Ejecución de sentencia. Seguridad jurídica. Economía procesal. Principio de concentración. Juez previniente. Competencia provincial. 

Los conflictos de competencia planteados entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento.

En ese contexto, la jueza local no se encontraba habilitada para reexaminar su competencia pues ya mediaba un pronunciamiento sobre el fondo del asunto y el planteo a raíz del cual declinó seguir entendiendo es una prolongación del objeto de las actuaciones sustanciadas ante el tribunal. 

A ese respecto, la Corte ha sostenido que estas contiendas no pueden prosperar después de dictada la sentencia e, incluso, que las causas en que ha recaído un acto jurisdiccional definitorio deben seguir su trámite hasta concluir ante el fuero que lo dictó.

Las circunstancias apuntadas justifican que el tribunal local que previno entienda en los aspectos relacionados con la ejecución de la sentencia, lo que favorece la seguridad jurídica y el mejor servicio de justicia y la economía y concentración procesal, más aún, tratándose de un amparo en el que se debatieron prestaciones sanitarias.

Z., G. A. c/ ACA Salud s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2022/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 03953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para dirimir las cuestiones de competencia debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda y, en tanto se ajuste a ellos, al derecho invocado como sustento de la petición, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Gálvez, María Fernanda c/ Aerovías del Continente Americano S.A. Avianca y otro s/ Incumplimiento de contrato

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7671/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios” y CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas S.A. y otro/a s/ Cumplimiento de contrato”.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Brandán, Justo Erik Yair c/ Almundo.com S.R.L. y otro s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7958/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Reintegro de gastos. Medicina prepaga. Competencia federal. 

Para dirimir las cuestiones de competencia debe atenderse al relato de los hechos contenido en la demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica habida entre las partes.

El planteo exige determinar la pertinencia de la cobertura y, por lo tanto, del reintegro de los gastos oportunamente erogados, lo que conduce, prima facie, al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las firmas de la medicina prepaga por la ley 26.682. Por ello, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales y de consumo eventualmente involucrados, resulta aplicable la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

Paramio, Claudio Pascual c/ Swiss Medical S.A. s/ Cumplimiento de contrato

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 231/2022/CA1-CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Curatela. Domicilio del causante. Competencia nacional. 

En consonancia con lo decidido en los antecedentes de Fallos: 323:1531, “Alonso” y 332:908, “A. R.”, corresponde conferir intervención al foro del lugar de residencia del causante, por lo que la causa deberá quedar radicada ante la justicia nacional.

C., C. M. s/ Determinación de la capacidad jurídica

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1697/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Superior Tribunal de Justicia. 

Sin perjuicio de que en la opinión de este Ministerio Público y, a tenor de lo previsto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/1958, es esa Corte quien debería resolver el conflicto de competencia planteado, en atención a lo resuelto por el Tribunal en las causas CNT 66202/2013/CS1, “López Salvatierra, María Florencia c/ Prevención ART S.A. s/ daños y perjuicios - accidente de trabajo”, y CIV 88887/2019/CS1, “Frontino, Valentina c/ Instituto San José de Flores y otros s/ daños y perjuicios”, en los que acudió al criterio explicitado, por mayoría, en Fallos 342:509, “Bazán”, correspondería girar las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a sus efectos.

Orlandella, Pascual José c/ Sage, Carlos Aime y otro s/ Daños y perjuicios

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 3635/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Concurso preventivo. Domicilio social. Competencia nacional. 

Asiste razón al magistrado provincial en cuanto a la improcedencia de la acumulación de concursos y que este juicio universal debe quedar radicado ante el juzgado nacional que previno.

Por un lado, la decisión respecto de la inexistencia de conjunto económico en los términos de los artículos 65 y 67 de la ley 24.522 ha quedado firme. De tal modo, no es posible en este estado re-examinar esas cuestiones pasadas en autoridad de cosa juzgada.

Por el otro, no se halla en discusión que el domicilio de la sociedad se encuentre en esta ciudad. Al respecto, la ley 24.422 prevé en su artículo 3, inciso 3 que, en el caso de concurso de personas de existencia ideal de carácter privado regularmente constituidas, debe entender el juez del lugar del domicilio social inscripto, que conforme surge del expediente, se ubica en la Ciudad de Buenos Aires.

Estas circunstancias tienen aptitud para definir la competencia del presente proceso universal, tal como lo entendió en un primer momento el juez nacional, que confirió trámite y decretó la quiebra de la sociedad que fue convertida posteriormente en concurso preventivo. Allí, el magistrado resaltó que la inexistencia de agrupamiento económico había quedado firme en sede provincial y se declaró competente para entender en el proceso universal.

Superclc S.A. s/ Concurso preventivo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1288/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Responsabilidad del banco. Responsabilidad del asegurador. Relación de consumo. Competencia provincial. 

Para dilucidar las cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la actora invoca como sustento de su petición.

Lo que se cuestiona es la responsabilidad de la entidad financiera y de la aseguradora por la prestación y ejecución de los servicios financieros y contratos conexos en el contexto de una relación jurídica eminentemente comercial, con fundamento centralmente en la Ley de Defensa del Consumidor, su reglamentación y las disposiciones del Código Civil y Comercial de la Nación.

En estas condiciones, no corresponde atribuir competencia al fuero de excepción en razón de la materia del pleito.

Tampoco procede la intervención de la justicia federal en razón de la persona. Ello, por un lado, en tanto de las constancias de la causa no surge que el Estado Nacional resulte parte en el pleito, ni que hasta el momento se le haya dado intervención en otra calidad. Por otro lado, la entidad financiera es un ente de carácter privado conforme lo establecido por los artículos 16 de la Ley 24.855 de Desarrollo Regional y Generación de Empleo y 26 del Decreto 924/97.

Amoros, Matías c/ Banco Hipotecario S.A. y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 879/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Internación. Incapacidad. Facultades jurisdiccionales. Celeridad procesal. Principio de eficacia. Principio de Inmediación. Competencia provincial. 

El proceso autónomo de internación no compete al juez del domicilio, sino al del lugar en el que se cursa la internación.

El artículo 36 del Código Civil y Comercial dispone que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el juicio o ante el del lugar de su internación, pauta legal que debe leerse a la luz de sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos y los principios y valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento.

En ese plano interpretativo, y aun cuando el asunto se inició en el ámbito nacional, adquiere una singular preponderancia el principio de tutela judicial efectiva y la doctrina que la Corte ha elaborado sobre la base de esa directiva constitucional. En tal sentido, el Tribunal destacó la obligación de revisar periódicamente la sentencia sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el interesado, entrevistándolo personalmente -con la presencia del Ministerio Público y asistencia letrada–, y salvaguardando la accesibilidad y los ajustes razonables. También ponderó que la cercanía física facilita la concreción del fin de la norma e incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos inherentes a este tipo de causas, que exigen particular celeridad y eficacia.

Atendiendo al alcance del principio de inmediatez que integra la garantía constitucional de acceso a una tutela judicial efectiva, y con la finalidad de otorgar la mayor celeridad al trámite, concentrando las diligencias y decisiones tocantes a la tutela de la causante ante un único órgano jurisdiccional, es aconsejable –en pos de una mayor eficacia de la actividad tutelar- que el juzgado provincial siga tramitando, en adelante, los procesos sobre determinación de la capacidad jurídica e internación.

G. L., V. D. s/ Determinación de la capacidad

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 57303/2015/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Medidas para mejor proveer. 

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Incidente N° 1 - Actor: D., M. M. Demandado: B. F., F. P. s/ Incidente de familia

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 2230/2022/1/CS1, 20 de octubre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia civil y comercial federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 03953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para dirimir las cuestiones de competencia debe atenderse al relato de los hechos contenido en la demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronaves de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Rodríguez, Pablo Nicolás c/ Despegar Com Ar S.A. y otro s/ Incumplimiento de contrato

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7501/2022/CS1, 18 de octubre de 2022

Ver dictamen

Acción de repetición. Juicios contra el Estado. Competencia Federal. 

La admisión del fórum conexitatis previsto en el artículo 6 del código de procedimientos, posibilita la sustanciación ante un mismo juez de causas vinculadas. A su vez, la aplicación de este instituto constituye una causal de excepción a las normas que rigen la competencia en tanto importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro órgano, con base en la conveniencia de concentrar en el mismo ámbito las acciones ligadas por la misma relación jurídica, circunstancia que no se verifica aquí.

Los sujetos de esta acción de regreso no integran una relación laboral (como trabajador y empleador; art. 20, de la Ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo), a lo que se añade que, prima facie, tampoco posee influencia decisiva para la solución del supuesto la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho del trabajo. 

Sin perjuicio de que la causa tiene por objeto la distribución de las cargas de una condena dictada en sede laboral, no mediando un conflicto entre un empleado y su empleador, tal planteo resulta ajeno al artículo 20 de la ley 18.345.

La acción intentada se apoya en disposiciones civiles referidas al reintegro del pago realizado en virtud de la responsabilidad solidaria habida entre la actora y la demandada, que resulta ser el Estado Nacional, lo que justifica el fuero de excepción.

Telecom Argentina S.A. c/ Estado Nacional Ministerio de Economía y Producción s/ Repetición

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1253/2020/CS1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Cobertura médica. Obras sociales. Presentación extemporánea. Competencia provincial. 

Las contiendas de competencia planteadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos. Ello constituye un medio razonable de mantener la coexistencia entre las diversas jurisdicciones dentro de una organización federal.

A partir de una lectura armónica de las pautas previstas en los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que resultan extemporáneas las declaraciones de incompetencia que son adoptadas por un tribunal luego de haberse sustanciado el proceso.

De este modo, habiéndose superado el límite temporal dispuesto por las normas procesales para esos planteos, la decisión de ratificar su declinatoria de competencia en favor de la justicia federal resulta improcedente, en particular, cuando han transcurrido más de cinco años desde el inicio de la demanda.

M., C. H. c/ Ministerio de Salud - IOMA s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1987/2022/CS1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Incapacidad. Facultades jurisdiccionales. Principio de inmediación. Competencia nacional. 

El artículo 36 del Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el juicio o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento.

En ese marco interpretativo, adquiere una singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que la Corte Suprema ha elaborado sobre la base de esa directiva constitucional. En este sentido, es necesario tener en cuenta que el Código Civil y Comercial asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia sobre la base de dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el causante, entrevistándolo personalmente y asegurando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera. Asimismo, según el artículo 35 de ese cuerpo normativo, la entrevista debe celebrarse en presencia de un representante del Ministerio Público y de un letrado que le preste asistencia al interesado.

También ponderó la Corte Suprema que la cercanía física facilita la concreción del fin de la norma e incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos característicos de este tipo de causas, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.

No se advierte que el mantenimiento de la competencia en sede nacional vaya a generar perjuicios sustanciales al interesado, más allá de que la cuestión pueda revisarse ante la eventualidad de concretarse la internación domiciliaria o el traslado del causante a otra institución.

De tal modo, atendiendo al alcance del principio de inmediatez que integra la garantía constitucional de acceso a una tutela judicial efectiva, el juzgado nacional debe continuar entendiendo en el presente proceso de determinación de la capacidad.

S., A. S. s/ Determinación de la capacidad

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 6537/2020/CS1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Contrato de servicios. Incumplimiento del contrato. Daños y perjuicios. Competencia nacional. 

Para dirimir las cuestiones de competencia debe atenderse al relato de los hechos contenido en la demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe a los jueces federales conocer en un litigio, en razón de la materia, sólo cuando el derecho que se pretende hacer valer está directa e inmediatamente fundado en un artículo de la Constitución Nacional, de una ley federal o de un tratado, lo que no ocurre en el sub lite.

En este orden de ideas, en el contexto en el que fue promovida la demanda, no se halla directamente involucrada la inteligencia de la legislación aeronáutica, de tenor federal, y que debe intervenir la justicia ordinaria en lo comercial con arreglo al artículo 43 bis del decreto-ley 1285/58, texto según ley 23.637.

López, José Antonio c/ Despegar Com Ar S.A. s/ Sumarísimo

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7814/2022/CS1-CA1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Competencia por conexidad. Juez previniente. Competencia Nacional. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, ha de estarse al relato de los hechos contenido en el reclamo, y en tanto se adecue a ellos, al derecho que se alega como fundamento de la pretensión.

Corresponde mencionar que la Corte Suprema ha establecido que, si las acciones se originan en un mismo hecho, un accidente de tránsito, razones de conexidad y seguridad jurídica aconsejan que ambos litigios tramiten ante un mismo tribunal, aunque no se configure estrictamente la triple identidad que requiere el artículo 188 del Código Procesal, al concurrir ciertos elementos objetivos comunes que tornan aconsejable que un solo juez intervenga en ellos a fin de conjurar el riesgo del dictado de sentencias contradictorias.

Juárez, Darío Javier c/ González, Sebastián José y otros s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1190/2022/CS1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1905/2022/CS1, “Lang, Fabio Marcelo c/ ACA Salud Cooperativa de Prestación de Servicios Médico Asistenciales Limitada s/ Amparo”.

Avalian - ACA Salud Cooperativa de prestación de servicios médicos asistenciales limitada s/ Inhibitoria

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 8947/2022/CS1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Servicios aéreos. Incumplimiento del contrato. Daños y perjuicios. Competencia federal. 

Para dirimir las cuestiones de competencia debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda y, en tanto se ajuste a ellos, al derecho alegado como sustento de la petición, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronaves de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Elischev, Jorge Adrián Carlos y otros c/ Iberia Líneas Aéreas de España S.A. s/ Daños y perjuicios

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 28500/2022/CS1-CA1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Prescripción adquisitiva. Competencia nacional. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la parte actora invoque como fundamento de su pretensión.

Resulta competente para entender en el caso la justicia nacional en lo civil, toda vez que el objeto principal de la demanda es la prescripción adquisitiva de un automotor con fundamento exclusivo en normas de derecho común y el reclamo no se ha dirigido contra el Registro Nacional de la Propiedad Automotor ni se ha cuestionado decisión alguna emanada de dicho órgano de aplicación en materia registral.

Maradini Drago, Gustavo Eduardo c/ Kurchynska, Olina y otro s/ Prescripción adquisitiva

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2958/2021/CS1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. 

Remisión al dictamen de la causa CCF 4771/2022/CS1, “G., M. c/ IOMA s/ Amparo de salud”.

G., M. c/ IOMA s/ Amparo de salud

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3634/2022/CS1, 12 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia contencioso administrativa. 

Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 2362/2019/CS1, “Municipalidad de Vicente López c/ Comisión Arbitral del Convenio Multilateral y otro s/ Pretensión anulatoria (374)”.

Municipalidad de Vicente López c/ Comisión Arbitral y otro s/ Pretensión anulatoria - recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1282/2022/CS1, 11 de octubre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CAF 27533/2022/CS1, “Banco Central de la República Argentina c/ Asociación Bancaria Nacional y otros s/ Inhibitoria”.

Asociación Bancaria c/ Banco Central de la República Argentina (BCRA) s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1480/2022/CS1, 11 de octubre de 2022

Ver dictamen

Preparación de la vía ejecutiva. Cobro de sumas de dinero. Incumplimiento del contrato. Sucesiones. Seguridad jurídica. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

A fin de resolver las cuestiones de competencia debe atenderse, de manera principal, a la exposición de los hechos que la parte actora efectúa en la demanda y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que alega como sustento de su pretensión.

Resulta aplicable al caso la regla del artículo 2336 del Código Civil y Comercial de la Nación, en cuanto dispone que el juez del sucesorio es el competente para intervenir en los litigios que tienen lugar con motivo de la administración y liquidación de la herencia.

En ese marco, razones de seguridad jurídica aconsejan que la causa deba radicarse ante el juzgado a cargo del proceso universal, pues el instituto del fuero de atracción permite concentrar ante la sucesión los procesos contra el causante que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio.

Al respecto, procede recordar que las reglas que rigen el fuero de atracción del sucesorio son imperativas o de orden público y tienden a facilitar la liquidación del acervo hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la propia sucesión, por lo que no pueden ser dejadas de lado ni aun por convenio entre las partes.

Por lo demás, el cese de la indivisión hereditaria ocurre mediante la partición de los bienes debidamente inscripta en el registro respectivo. Por lo tanto, dado que el sucesorio ha llegado a la etapa de inscripción de la declaratoria de herederos, sin que se haya efectuado la división de herencia, continúa operando el fuero de atracción del trámite universal.

Río Negro Fiduciaria S.A. c/ Sucesión de Rozza, María Tereza s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1126/2022/CS1, 14 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 857/2022/CS1, “Tagefik S.A. c/ Banco Regional de Cuyo S.A. – Sucursal San Luis s/ Incidente de competencia”.

Tagefik S.A. c/ Banco Regional de Cuyo S.A. – Sucursal San Luis s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 858/2022/CS1, 14 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Reparación integral. Tribunal Superior de Justicia. 

En atención a lo resuelto por la Corte en las causas CNT 66202/2013/CS1, “López Salvatierra, María Florencia c/ Prevención ART S.A. s/ daños y perjuicios – accidente de trabajo”, y CIV 88887/2019/CS1, “Frontino, Valentina c/ Instituto San José de Flores y otros s/ daños y perjuicios”, en los que acudió al criterio explicitado en Fallos 342:509, “Bazán”, correspondería girar las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires, a sus efectos.

Ledesma, José Herme c/ Superintendencia de Riesgos del Trabajo y otros s/ Accidente – acción civil

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 72964/2016/CS1, 14 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Cosa juzgada. Derecho de propiedad. Competencia provincial. 

Las contiendas entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos, como único medio razonable de mantener la coexistencia de las diversas jurisdicciones en una organización federal, y, en la tarea de esclarecerlas, es necesario valorar inicialmente la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda y, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado en respaldo de su pretensión.

La Corte Suprema ha sostenido que estas contiendas no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal, lo cual responde a la necesidad de fijar límites a los desplazamientos de jurisdicción, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad siempre que haya mediado la tramitación de un proceso judicial en que los interesados tuvieran oportunidad de audiencia y prueba.

También ha dicho la Corte que la exigencia de establecer límites a las declaraciones de incompetencia, atiende a la necesidad de lograr una administración de justicia rápida dentro de lo razonable, que impida que los litigios se prolonguen indefinidamente.

En virtud de lo expuesto, la declaración de incompetencia de la cámara en favor de la justicia federal resulta extemporánea, de modo que corresponde que sea la justicia local quien siga interviniendo en las actuaciones.

Tagefik S.A. c/ Banco Regional de Cuyo S.A. – Sucursal San Luis s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 857/2022/CS1, 14 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Superior Tribunal de Justicia. 

En atención a lo resuelto por la Corte en la causa CNT 38408/2015/CS1, “Luyo Jakie, Orlando Diego c/ Inc. S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)”, y en CNT 37294/2008/2/CS1, “Manfredi, Vicente Américo c/ Talleres Gráficos Morales e hijos SACIFI s/ Despido”, en los que acudió al criterio sentado en el antecedente de Fallos: 342:509, “Bazán”, correspondería girar las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires, a sus efectos.

Romero, Betiana Gabriela c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 42529/2018/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Bonansea, María de los Milagros y otro c/ Iberia Líneas Aéreas de España S.A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1298/2022/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios” y CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Díaz, Andrea Paola y otros c/ Avantrip Com S.R.L. y otro s/ Incumplimiento de contrato

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8995/2022/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Habeas data. Ley de protección de datos personales. Competencia federal. 

Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 328:1252, “Svatzky”.

La solución de los conflictos de competencia exige atender al relato de los hechos contenido en el escrito inicial, e indagar sobre la naturaleza y el origen de la pretensión y la relación jurídica existente entre las partes.

El artículo 36, inciso b), de la ley 25.326 determina que intervendrá el fuero federal si los datos a los que se pretende acceder obran en archivos interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.

Cepeda, María Florencia c/ Banco BBVA Argentina S.A. s/ Hábeas data (Artículo 43, Constitución Nacional)

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 13298/2021/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Servicios aéreos. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ Cumplimiento de contrato”, a los que rem

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

De Arriba, María Laura y otros c/ Norwegian Air UK Limited Sucursal Argentina s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3783/2022/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Superior Tribunal de Justicia. 

En atención a lo resuelto en Fallos: 342:509, “Bazan”, y, posteriormente, en CSJ 616/2019/CS1, “GCBA c/ Importeca SRL s/ ejecución fiscal”, entre muchos otros, correspondería girar las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires, a sus efectos.

FCA S.A. de Ahorro Para Fines Determinados c/ Albornoz Lizarazo, Jean Carlo s/ Inhibitoria

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 2498/2022/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Mala praxis. Superior Tribunal de Justicia. 

En atención a lo resuelto por el Tribunal en la causa CNT 66202/2013/CS1, “López Salvatierra, María Florencia c/ Prevención ART S.A. s/ daños y perjuicios – accidente de trabajo”, y CIV 88887/2019/CS1, “Frontino, Valentina c/ Instituto San José de Flores y otros s/ daños y perjuicios”, en los que acudió al criterio explicitado en Fallos 342:509, “Bazán”, correspondería girar las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires, a sus efectos.

F., A. E. y otro c/ R., S. y otros s/ Daños y perjuicios - responsabilidad

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 29520/2018/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Servicios aéreos. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas S.A. y otro/a s/ Cumplimiento de contrato”, a los que r

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Wasersztrom, Silvana Andrea y otro c/ Air Canada s/ Incumplimiento de contrato

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1243/2022/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Interpretación y aplicación de la ley. Cuestión de derecho común. Ley de defensa del consumidor. Competencia nacional. Competencia comercial. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

Lo medular de la controversia planteada involucra la aplicación e interpretación de normas de derecho común, ya que la cuestión debatida en la causa está ceñida exclusivamente a la relación comercial entre privados.

Por lo tanto, la pretensión se circunscribe a un reclamo dinerario con fundamento prioritario en la ley 24.240 y modificatorias, que integran el derecho común, sin advertir, dentro del limitado marco cognoscitivo en que se resuelven las cuestiones de competencia, que sea necesario interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal como las leyes 19.798, 27.078 o sus normas reglamentarias, regulatorias del servicio de tecnologías de la información y las comunicaciones.

Ello así, toda vez que la jurisdicción federal es un fuero de excepción y, al no constatarse en autos una causa específica que lo haga surgir, opino que el pleito debe proseguir su trámite ante la justicia nacional en lo comercial.

Cabe recordar que es conocida la facultad de esa Corte para declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en el conflicto, pues esa es una atribución excepcional de que goza como órgano supremo de la magistratura.

Galeano, Mariela Elizabet c/ Telecom Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 13905/2022/CS1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Medicina prepaga. Cobertura médica. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. 

Las contiendas de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlas, ha de estarse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión.

Corresponde atribuir la causa a la justicia ordinaria, toda vez que la cuestión que se disputa aparece directamente vinculada con aspectos del derecho laboral común y dado que, además, la acción se dirige contra un sujeto de derecho privado. Por ello, su tratamiento resulta ajeno al fuero federal.

O., A. L. c/ Swiss Medical A.R.T. s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1542/2022/CS1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Obras sociales. Personas con discapacidad. Competencia por el territorio. Competencia civil y comercial federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ IOMA s/ amparo”.

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y en la tarea de esclarecerlos debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión.

El objeto de este proceso conduce en último término a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las restantes prestadoras de servicios médicos.

Las reglas de atribución territorial fijadas por las normas que rigen el asunto, remiten coincidentemente al lugar en el que deba cumplirse la obligación y exteriorizarse o tener efectos el acto objetado.

En tales condiciones, resulta competente en el litigio, en razón del territorio, la justicia federal con asiento en la ciudad de Buenos Aires, toda vez que el eventual reconocimiento de cobertura que se pretende sería provisto y tendría sus efectos en esta ciudad, donde se localiza la residencia.

G., M. c/ IOMA s/ Amparo de salud

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4771/2022/CS1, 30 de agosto de 2022

Ver dictamen

Acción de Nulidad. Calificación de bienes. Transferencia del automotor. Competencia provincial. 

Las contiendas entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlas, es preciso valorar inicialmente el relato de los hechos contenido en la demanda y, en tanto se ajuste a ellos, el derecho alegado e indagar el origen y la naturaleza de la pretensión.

Corresponde conocer en autos a la justicia local, toda vez que el planteo se dirige a obtener la declaración de nulidad o inoponibilidad parcial de la adquisición del vehículo, lo que involucra la dilucidación de aspectos de índole civil, tales como la determinación de la titularidad del bien en función de su carácter propio o ganancial, sin que obste a ello lo relacionado con la posterior inscripción en el Registro Automotor dado que esa cuestión aparece como subsidiaria del reclamo principal.

Galíndez, Carlos Guillermo c/ Borghi, Romina Andrea s/ Simulación

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 6143/2021/CS1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Sucesiones. Domicilio del causante. Competencia provincial. 

La competencia territorial en los procesos sucesorios atañe a los jueces del último domicilio de la causante y las excepciones a la regla deben interpretarse con criterio restrictivo.

Corresponde aclarar que el artículo 2643 del Código Civil y Comercial establece una regla de jurisdicción internacional en materia de sucesiones, que no resulta aplicable al supuesto de la causa.

Herold, Iris Charlotta s/ Sucesión ab-intestato

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 53082/2021/CS1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Asociaciones sindicales. Obras sociales. Competencia federal. 

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica habida entre las partes.

En ese contexto, y más allá de las prerrogativas que pueden concernir a las entidades gremiales respecto de la organización y administración de las obras sociales, no se encuentran motivos para soslayar la doctrina según la cual atañen al fuero de excepción las cuestiones que conducen, en último término, a la aplicación de normas inherentes al sistema nacional de salud o que puedan afectar la planificación o la instrumentación de las prestaciones médico asistenciales regladas por las leyes 23.660 y 23.661.

Barbato, Juan Carlos c/ Obra Social del Personal Marítimo s/ Amparo

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 12175/2020/CS1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Transporte interno. Transporte internacional. Competencia por la materia. Competencia federal. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

Más allá de los aspectos referidos al derecho común atinentes a la aplicación y análisis de los diversos contratos suscriptos entre las partes, lo medular de la controversia planteada exige dilucidar si el accionar de la empresa demandada denunciado en el escrito de demanda vulnera o afecta el transporte y la circulación interjurisdiccional e internacional de pasajeros, cometido reservado a la jurisdicción federal ratione materiae lo que determina la procedencia de la intervención del fuero de excepción.

No obsta a lo expuesto el hecho de que en los contratos celebrados entre las partes se haya establecido la jurisdicción de la justicia ordinaria con asiento en la ciudad de Buenos Aires en la medida en que ello no constituye un impedimento para la atribución de competencia a la justicia federal, toda vez que la naturaleza de la materia debatida tiene carácter improrrogable.

La Paraguaya Internacional S.R.L. c/ TEBA S.A. s/ Amparo

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3176/2022/CA1-CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia civil y comercial federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 03953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Millán, Carolina y otro c/ Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otro s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 10388/2021/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Recurso de apelación (procesal). Remisión del expediente. 

No se encuentra planteado un conflicto de competencia que deba zanjar la Corte Suprema en uso de las facultades que le acuerda el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. Ello es así, por cuanto la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial debió resolver la apelación presentada y concedida.

En este sentido, la Corte ha establecido que cuando se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.

Jacobi, Raquel Adina s/ Sucesión ab-intestato

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 359/2022/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia civil y comercial federal. 

Remisión a los dictamenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas S.A. y otro/a s/ cumplimiento de contrato”. 

 

Para resolver las cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Camargo, Ezequiel Nicolás y otros c/ Aerovías de México S.A.C. de C.V. s/ Amparo

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 11342/2021/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Prescripción adquisitiva. Fuero de atracción. Derechos reales. Competencia nacional. 

La Corte ha explicitado que la solución del derogado artículo 3.284 del Código Civil se ajusta a lo dispuesto por el nuevo Código Civil y Comercial de la Nación.

En ese marco, el fuero de atracción no procede respecto de las acciones tendientes a determinar la existencia de derechos reales, ya que no se trata de las acciones personales de los acreedores del difunto, ni de las relativas a bienes hereditarios que se suscitan entre coherederos.

Kosac, Silvia Inés c/ Groba, Sandra Elisabeth y otros s/ Prescripción adquisitiva

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 3752/2018/CS1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Sucesiones. Acumulación de procesos. Economía procesal. Seguridad jurídica. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.

En principio, concurren las situaciones especiales de conexidad que la Corte Suprema ha tenido en cuenta para apartarse del principio basal del último domicilio del causante y admitir la acumulación de sucesiones, cuando se trata del mismo patrimonio, existe identidad de herederos y no se inscribió la partición; todo lo cual, sumado a la economía procesal, convalida que siga entendiendo en el expediente un juzgado que no es el establecido por la citada regla.

En tales condiciones, tratándose de sucesiones vinculadas y atendiendo a razones de economía procesal, seguridad jurídica y unidad sucesoria, estas actuaciones deben radicarse ante el juzgado de la ciudad de Mar del Plata.

Barchetta, Susana Elena s/ Sucesión ab intestato

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 261/2022/CS1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

El juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto sobre la base de que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público, pues propenden a facilitar la liquidación del acervo hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la propia sucesión y no pueden ser dejadas de lado, ni siquiera por convención de partes.

Se advierte que se reclama una deuda anterior al fallecimiento del causante, sin que obre acreditada la inscripción definitiva de los bienes del acervo hereditario.

En tales condiciones, continúa operando el fuero de atracción del juicio universal, por lo que la ejecución debe tramitar ante el juez de la sucesión del demandado.

Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Amaya Abel Rodolfo s/ Ejecución fiscal – Administración Federal de Ingresos Públicos

FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 20666/2019/CS1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Cobertura médica. Presentación extemporánea. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

Las contiendas de competencia planteadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos. Ello constituye un medio razonable de mantener la coexistencia entre las diversas jurisdicciones dentro de una organización federal.

A partir de una lectura armónica de las pautas previstas en los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que resultan extemporáneas las declaraciones de incompetencia que son adoptadas por un tribunal luego de haberse sustanciado el proceso.

En el presente caso, por decisión del 16 de marzo del 2022 la jueza local asumió la competencia y corrió traslado de la demanda y de su contestación, desestimó las medidas cautelares solicitadas e inclusive resolvió acerca de la admisibilidad y posterior desistimiento del recurso de apelación interpuesto contra esta última resolución. De este modo, habiéndose superado el límite temporal dispuesto por las normas procesales para esos planteos, la decisión de ratificar su declinatoria de competencia en favor de la justicia federal resulta improcedente.

V., C. H. c/ IOMA s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 918/2022/CS1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Defensa del consumidor. Daños y perjuicios. Superior Tribunal de Justicia. 

Sin perjuicio de que en opinión de este Ministerio Público y, a tenor de lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/1958, es la Corte Suprema quien debe resolver el conflicto de competencia planteado, en atención a lo resuelto por ese Tribunal en autos CNT 37294/2008/2/CS1, “Manfredi, Vicente Américo c/ Talleres Gráficos Morales e hijos SACIFI s/ despido”, y CIV 88887/2019/CS1, “Frontino, Valentina c/ Instituto San José de Flores y otros s/ daños y perjuicios (acc. Tránsito c/ les. o muerte)”, entre otros, en los que aplicó el criterio sentado en el precedente de Fallos: 342:509, “Bazán”, correspondería girar las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires, a sus efectos.

FCA S.A. de Ahorro Para Fines Determinados y otro c/ Benítez, María Fernanda s/ Inhibitoria

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 20564/2021/CS1, 02 de junio de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, debe estarse al relato de los hechos contenido en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Alonso, Jorge Javier c/ Aerovías del Continente Americano S.A. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 854/2022/CS1, 02 de junio de 2022

Ver dictamen

Acción de reintegro. Obras sociales. Interpretación de la ley. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, debe estarse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y origen de la pretensión

El planteo exige establecer la pertinencia de la cobertura y, por ende, del reintegro del dinero oportunamente erogado por la parte accionante.

En ese marco, los extremos disputados conducirán, en suma, a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que comprende a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos. Así, procede estar a la doctrina según la cual los casos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por disposiciones federales deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

No obsta a lo anterior que la demandada haya acudido a la mediación prejudicial obligatoria en sede local pues la jurisdicción federal ratione materiae resulta improrrogable por su propia índole, privativa y excluyente de los tribunales provinciales.

Mujica, Guillermina c/ Accord Salud (UPCN) s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 493/2022/CS1, 27 de mayo de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia civil y comercial federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica habida entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Sandoval, Liliana Lorena y otros c/ Aerovías del Continente Americano S.A. s/ Amparo

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 11528/2021/CA1-CS1, 27 de mayo de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia civil y comercial federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ Cumplimiento de contrato”.

Para dirimir las cuestiones de competencia debe atenderse al relato de los hechos contenido en la demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Lima Quintana, Andrea Beatriz y otro c/ FB Líneas Aéreas S.A. s/ Incumplimiento de contrato

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 13334/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Recurso de inconstitucionalidad. Cámara nacional de apelaciones. Superior Tribunal de Justicia. Organización de la justicia. Transferencia de competencias. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 325/2021/CS1, “Ferrari, María Alicia c/ Levinas, Gabriel Isaías s/ Incidente de incompetencia – Levinas, Gabriel Isaías s/ SAG”.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Queja por Recurso de inconstitucionalidad denegado (Civil) s/ N.M.B. s/ Control de legalidad - Ley 26.061

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2741/2021/CS1, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 325/2021/CS1, “Ferrari, María Alicia c/ Levinas, Gabriel Isaías s/ Incidente de incompetencia – Levinas, Gabriel Isaías s/ SAG – otros (recurso de inconstitucionalidad denegado)”.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Queja por Recurso de inconstitucionalidad denegado (Civil) en F.T. y otro s/ Control de legalidad - Ley 26.061

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2762/2021/CS1, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Internación. Competencia nacional. 

Si bien el tribunal que inició la controversia no ha tenido ocasión de decidir si sostiene su postura, por lo que el conflicto no se encuentra debidamente trabado, razones de economía procesal y de mejor servicio de justicia aconsejan que la Corte Suprema ejercite la atribución del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58 y se expida sobre la radicación del caso.

El proceso autónomo de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del sitio en el que se cursa la internación. En tal sentido, es doctrina de la Corte Suprema que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal del afectado, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud, con lo que elimina las gestiones procesales superfluas y onerosas y evita demoras en la adopción de decisiones relativas a la libertad ambulatoria del interesado.

Ahora bien, en este supuesto se ha producido un hecho que debe ser objeto de necesaria ponderación, el afectado se retiró de la institución terapéutica de régimen abierto a la que había ingresado voluntariamente. En este nuevo marco fáctico, resulta aplicable el criterio que se empleó en el expediente CSJ 3938/2015/CS1.

Es que, en casos como el examinado, el juez del domicilio se halla en mejores condiciones para desplegar eficazmente la actividad judicial que pudiere corresponder.

Asimismo, cualquier diligencia a concretarse en el territorio provincial, obligaría a una persona que podría estar afectada por un padecimiento mental o psicológico, al igual que a los miembros de su familia, a actuar ante un foro con el que no tendrían ninguna conexión actual, con los costos económicos y humanos que ello implica.

Por lo expuesto, el proceso deberá quedar radicado en el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil, al que habrá de remitirse, a sus efectos.

G., M. G. s/ Evaluación Artículo 42 Código Civil y Comercial de la Nación

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 24722/2020/CS1, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia civil y comercial federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, debe estarse al relato de los hechos contenido en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes. 

Con ajuste a ello, atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Mendoza, Jorge Alberto c/ Aerovías de México S.A. de CV s/ Daños y perjuicios

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 10952/2021/1/CS1, 25 de abril de 2022

Ver dictamen

Cuidado personal compartido. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Principio de inmediación. Interés superior del niño. Facultades jurisdiccionales. Procesos de familia. Competencia provincial. 

El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06.

En varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.

No puede soslayarse que: el traslado de Villa Urquiza a Don Torcuato fue notificado por la madre al padre, oportunidad en la que se comprometió a respetar el régimen de comunicación de los niños con el demandado; que los menores viven con su madre desde hace 1 año en esa localidad de Don Torcuato; y que allí fueron escolarizados en un nuevo establecimiento. En tales condiciones, sin que surja nítida la ilegitimidad o ilegalidad del traslado, más allá de la ausencia de consentimiento del progenitor, en los términos del artículo 716 del Código Civil y Comercial, corresponde que esta causa y su conexa, vinculadas al cuidado de los niños, tramiten ante el juzgado local.

Adicionalmente, la proximidad de la que gozan los jueces locales constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar. Desde esa perspectiva, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos.

El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial, en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de las personas menores de edad involucradas, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben regir los procesos de familia.

N., M.E. c/ P., N. s/ Cuidado personal de hijos

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2571/2021/CS1, 25 de abril de 2022

Ver dictamen

Medida de no innovar. Competencia nacional. Competencia civil. 

Será juez competente, en las medidas preliminares y precautorias como la aquí solicitada, el que deba entender en el proceso principal. Asimismo, que habrá de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

En ese marco, dado que se trata de un asunto regido principalmente por las normas civiles corresponde a los jueces nacionales de primera instancia de ese fuero conocer en el caso.

Cabe descartar la acumulación con la causa que tramita en la jurisdicción provincial. En primer término, cabe apuntar que, se homologó un acuerdo transaccional entre las partes que se encuentra en ejecución.

En vista de ello, el desplazamiento de la competencia sobre la base de la existencia de conexidad con el mencionado expediente ha perdido el objeto práctico que lo justifica, pues ha culminado el litigio con un acuerdo de partes que se encuentra en ejecución, y no existe el riesgo de que se dicten fallos contradictorios.

Gorondi, Esteban Andrés c/ Emprendimientos Noregon S.A. y otro s/ Medidas precautorias

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21010/2021/CS1, 20 de abril de 2022

Ver dictamen

Oportunidad procesal. Seguridad jurídica. Economía procesal. Presentación extemporánea. Competencia federal. Competencia contencioso administrativa. 

De acuerdo con lo dispuesto por los arts. 4°, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, los jueces han de ajustarse a las oportunidades legales previstas para desprenderse del conocimiento de un asunto que consideren ajeno a su competencia, lo que sólo puede suceder al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una incidencia de tal naturaleza planteada por las partes, salvo que se trate de la Corte Suprema cuando interviniere en instancia originaria o de los jueces federales con asiento en las provincias, quienes pueden hacerlo en cualquier estado del proceso de conformidad con lo dispuesto por el art. 352, segundo párrafo, del mismo código; norma de la cual se deduce que los restantes tribunales nacionales han de ajustarse rigurosamente a las oportunidades procesales previstas en los preceptos del código de rito antes mencionados.

Tales directivas encuentran sustento en motivos de seguridad jurídica y economía procesal. 

En el caso, la resolución dictada por el magistrado nacional en lo contencioso administrativo federal, mediante la cual se desprendió del conocimiento de esta causa y la remitió al Tribunal para que continuara su trámite ante vuestros estrados devino extemporánea, toda vez que, la decisión fue adoptada luego de que el entonces juez titular del mismo juzgado aceptara expresamente su competencia para conocer en la causa y de que rechazara la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, y sin que mediara un pedido de inhibición por parte del juez en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad, el que desestimó el planteamiento de inhibitoria promovido por el GCBA.

Mastellone San Luis S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1057/2017/CS1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Medicina prepaga. Cobertura médica. Competencia federal. 

La decisión de los conflictos de competencia exige atender al relato de los hechos incluido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión.

El tema objeto del litigio conduce, en principio, al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de la medicina prepaga y a las mutuales por la ley 26.682, en tanto que la amparista solicita, en definitiva, la cobertura de las prestaciones que requeriría la patología de su hija. Por ello, asiste razón a los fiscales cuando señalan que los pleitos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales, deben tramitar en ese fuero por razón de la materia.

Por lo demás, en cuanto a la apelación de la medida cautelar, no concedida aún, es criterio de la Corte que la alzada del juez ante el cual vino a quedar radicado un expediente, está llamada a entender en los recursos de apelación planteados contra cautelares dictadas por el tribunal incompetente que previno en el proceso.

C., C. A. c/ Asociación Mutual Sancor Salud s/ Amparo Ley 16.986

FTU-Justicia Federal de Tucuman, 2553/2021/CS1, 28 de marzo de 2022

Ver dictamen

Acciones de clase. Relación de consumo. Sociedad anónima. Contratos de adhesión. Plan de ahorro previo. Concesión para la venta de automotores. Competencia provincial. 

Para dilucidar las cuestiones de competencia corresponde estar, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión.

Tiene dicho la Corte Suprema que, en materia de sociedades anónimas, la instalación de un establecimiento o sucursal en otra jurisdicción para desarrollar su actividad, implica ipso iure avecindarse en el sitio para el cumplimiento de las obligaciones allí contraídas, por lo que no cabe determinar la vecindad de una sociedad en atención al lugar del domicilio estatutario, sino en virtud del efectivo espacio donde se desplegaron las vinculaciones jurídicas que dieron origen a la demanda. De tal manera, al ejercer su actividad en la provincia, se encuentra en las mismas condiciones en que puede hallarse un vecino de ella, ya que la actuación constante en una localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del sitio y la valoración de los intereses próximos en disputa, constituyen elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en una determinada jurisdicción.

Entonces, no se encuentra controvertido en la causa que el lugar del cumplimiento de las obligaciones comprende dos o más jurisdicciones, como así tampoco que los contratos de adhesión al plan de ahorro previo presentados por la actora han sido formalizados en Gualeguaychú por intermedio de la actuación de la concesionaria con sede en esa ciudad. En ese marco, por aplicación del artículo 5, inciso 3, del Código Procesal Civil y Comercial, la actora se encontraba facultada para promover la demanda ante el juez provincial. En este sentido, no obsta a la solución propuesta que tanto la concesionaria como la demandada se traten de dos personas jurídicas distintas, ya que el perfeccionamiento de los contratos se realizó con la necesaria intervención de la concesionaria.

Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur -Proconsumer c/ Fiat Auto S.A. de Ahorro para Fines Determinados s/ Ordinario

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1380/2021/CS1, 28 de marzo de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Personas con discapacidad. Presentación extemporánea. Competencia provincial. 

Las contiendas de competencia planteadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos.

De conformidad con arraigada jurisprudencia del máximo tribunal, en el marco de una inteligencia armónica de los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la decisión atinente a la aptitud jurisdiccional de un juez o tribunal no puede ser adoptada en cualquier estado del proceso, sino que debe ceñirse a las oportunidades allí establecidas.

En el caso, la decisión del juzgado correccional resulta extemporánea pues ha sido adoptada luego de haberse sustanciado el proceso.

Sin perjuicio de la solución propiciada, resulta pertinente señalar que la Corte Suprema ha concluido que corresponde entender a la justicia provincial en procesos iniciados por beneficiarios del Programa Incluir Salud de la provincia de Buenos Aires, con objetos similares al presente.

Incidente Nº 1 – Actor: G, L.L. Demandado: Incluir Salud -Ex PROFE- y otro s/ Incidente

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 3660/2021/1/CS1, 28 de marzo de 2022

Ver dictamen

Recurso de apelación (procesal). Remisión del expediente. 

No corresponde la intervención actual de esa Corte porque se encuentra pendiente de resolución la apelación deducida –en el caso, contra la declinatoria del fuero provincial–, por lo que procede, con carácter previo a determinar la competencia, que se decida efectivamente el recurso interpuesto.

Incidente Nº 1 - Actor: A., S. M. (en representación de H. A., D.) Demandado: Casa Asistencial s/ Incidente

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9359/2021/1/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Acciones de clase. Inhibitoria. Bancos cooperativos. Competencia civil y comercial. 

Procede recordar que los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, es necesario valorar el relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la índole y el origen de la pretensión.

Tiene dicho la Corte Suprema que, en materia de sociedades anónimas, la instalación de un establecimiento o sucursal en otra jurisdicción para desarrollar su actividad, implica ipso iure avecindarse en el sitio para el cumplimiento de las obligaciones allí contraídas, por lo que no cabe determinar la vecindad de una sociedad en atención al lugar del domicilio estatutario, sino en virtud del efectivo espacio donde se desplegaron las vinculaciones jurídicas que dieron origen a la demanda. De tal manera, al ejercer su actividad en la provincia, se encuentra en las mismas condiciones en que puede hallarse un vecino de ella, ya que la actuación constante en una localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del sitio y la valoración de los intereses próximos en disputa, constituyen elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en una determinada jurisdicción.

Por lo demás, dadas las características particulares de la presente acción colectiva promovida por una asociación en representación de consumidores financieros de todo el país, que tendrá efectos supra provinciales, resulta necesario extremar los sistemas de información a efectos de evitar la multiplicación de procesos con objetos superpuestos, como así también el riesgo de sentencias contradictorias.

 

Asociación de Defensa de Derechos de Usuarios y Consumidores c/ Banco Credicoop Cooperativo Limitado s/ Inhibitoria

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 8277/2020/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Causas regidas por normas federales. Banco de datos. Competencia federal. 

Más allá de los aspectos de derecho común atinentes a la eventual responsabilidad de la demandada por los daños originados en el incumplimiento de sus obligaciones legales o contractuales, la pretensión del actor exige precisar el sentido y alcance de normas federales, cometido reservado a la jurisdicción federal en razón de la materia, lo que determina la procedencia de la actuación del fuero respectivo.

Se agrega a ello que, como ha sentado esa Corte, en los casos en los que, como aquí, se persigue también eliminar datos o contenidos que obren en bases de información interconectadas en redes virtuales interjurisdiccionales, es competente el fuero federal con apoyo en los artículos 36, inciso b, y 44 de la ley 25.326.

Por lo demás, en punto a la competencia territorial, interesa recordar que, si el carácter de las partes intervinientes coincide con la formulación normativa que corresponde a los sujetos de la relación de consumo, como acontece en autos, corresponde atribuir el conocimiento de los procesos derivados de aquélla al juez del domicilio real del consumidor, como lo determina el artículo 36 de la ley 24.240, texto ley 26.361.

Por lo expuesto, deberá seguir entendiendo en el litigio el Juzgado Federal de la ciudad de Córdoba, al que habrá de remitirse, a sus efectos.

Gorenstein, Marcelo Ricardo c/ Telecentro S.A. s/ Daños y perjuicios

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 1243/2021/CS1, 03 de marzo de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Daños y perjuicios. Pandemia. Transporte aéreo de pasajeros. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Las cuestiones de competencia planteadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben decidirse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento y, a esos efectos, debe estarse al relato de los hechos contenido en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. 

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Puesto que aún subsiste parcialmente el reclamo por daños y perjuicios motivado por la suspensión y reprogramación de los vuelos contratados con la aerolínea a través de la agencia de viajes, extremo eminentemente vinculado con el transporte aéreo de pasajeros, ello resulta suficiente para justificar la atribución de la competencia al fuero federal.

Silva, Mauricio David c/ Despegar.com.ar S.A. y otro s/ Cumplimiento de contratos civiles – comerciales

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2812/2021/CS1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Transporte aéreo. Incumplimiento del contrato. Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños

y perjuicios”; CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas S.A. y otro/a s/ Cumplimiento de contrato” y FTU 14792/2019/CS1, “González, Aníbal Gabriel c/ Casopeia Viajes y Turismo y otro s/ Ley de Defensa del Consumidor”, entre muchos otros.

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.

La cuestión debatida se vincula con el comercio aeronáutico, desde que se controvierte la regularidad del proceder de la línea aérea tanto en lo relacionado con la adquisición originaria del boleto y la falta de devolución del dinero, como en lo relacionado con la baja posterior del travel voucher, asociado al reembolso del ticket el que, según informó LATAM más tarde al actor, “se encuentra Eliminado”.

Con ajuste a ello, atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Mitchell, Diego Javier c/ Latam Airlines Group S.A. y otro s/ Incumplimiento de contrato

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7272/2021/CS1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia civil y comercial federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Giunta Maury, Eliana Paula c/ British Airways PLC S.A.E. y otro s/ Sumarísimo

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 9273/2021/CS1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Procesos de familia. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Interés superior del niño. Restricción de acercamiento. Principio de inmediación. Facultades jurisdiccionales. Competencia provincial. 

El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06.

Por lo demás, en varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.

Las partes sostienen versiones enfrentadas con relación a la vinculación entre ellos y con el padre hacia la niña. Frente a estos argumentos antitéticos, no se cuenta con bases suficientes respecto de la irregularidad de la permanencia de la niña en la localidad de Yerba Buena, provincia de Tucumán, ni es la oportunidad adecuada para formular juicios sobre los temas de fondo, que tan íntima relación guardan con los términos en los que se ha solventado la cuestión de competencia.

En ese marco, no existe certeza en cuanto a las razones que originaron la actual situación, ni a sus concretos alcances, pues las explicaciones que las partes ofrecen resultan discordantes, sin que corresponda ingresar en su esclarecimiento. En función de lo expuesto, no resulta apropiado, en este estadio, pronunciarse sobre el centro de vida de esta niña.

Así las cosas, dado que ambos jueces en conflicto se hallarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en las mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de la niña y en esa tarea no puede soslayarse que sus progenitores no tienen un proyecto de vida familiar en común, que desde su nacimiento vive con su madre y que hace 1 año reside establemente en la ciudad de Yerba Buena, ámbito en el cual la proximidad de la que gozan los jueces locales constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar.

Desde esa perspectiva, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos.

Se suma a lo anterior que de las constancias de la causa se desprende que continúa vigente la prohibición de acercamiento con el progenitor en virtud de las situaciones de violencia expuestas por la demandada.

En tal sentido, sujetar a la víctima a cumplir en el foro del eventual agresor las diligencias propias de este tipo de asuntos, expondría a la damnificada a su revictimización, lo cual es repudiado por la ley.

El enfoque aquí propuesto, guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial, en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben regir los procesos de familia.

T. R. D. c/ L. E. A. s/ Medidas precautorias

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 726/2021/CS1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Competencia del Superior Tribunal de Justicia. Incompetencia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 325/2021/CS1, “Ferrari, María Alicia c/ Levinas, Gabriel Isaías s/ Incidente de incompetencia – Levinas, Gabriel Isaías s/ SAG – otros (recurso de inconstitucionalidad denegado)”.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Evaluación Artículo 42 Código Civil y Comercial de la Nación

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2532/2021/CS1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 325/2021/CS1, “Ferrari, María Alicia c/ Levinas, Gabriel Isaías s/ Incidente de incompetencia – Levinas, Gabriel Isaías s/ SAG – otros (recurso de inconstitucionalidad denegado)”.

Torraca, Esteban José y otros s/ Incidente de transferencia de bienes registrables

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2531/2021/CS1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Restricciones a la capacidad. Tutela judicial efectiva. Principio de inmediación. Competencia provincial. 

El artículo 36 del Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el juicio o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento.

En ese marco interpretativo y aun cuando el proceso se inició en la jurisdicción nacional por ser el foro donde residía la causante previamente a su internación, adquiere una singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que la Corte Suprema ha elaborado sobre la base de dicha directiva constitucional.

En este sentido, es necesario tener en cuenta que el Código Civil y Comercial de la Nación asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el interesado, entrevistándolo personalmente y salvaguardando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera. Asimismo, según el artículo 35, la entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que preste asistencia al interesado.

Como puede colegirse, la cercanía física facilita la concreción del fin de la norma e incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos característicos de este tipo de causas, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar en donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial para el que fueron designados.

Atendiendo al alcance del principio de inmediatez que integra la garantía constitucional de acceso a una tutela judicial efectiva, el juzgado local, es el que se halla en mejores condiciones para continuar el proceso de determinación de capacidad.

Incidente N° 1 – Actor: D., A. S. s/ Artículo 250 Código Procesal Civil y Comercial – Incidente Civil

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 35961/2020/1/CS2, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia civil y comercial federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CSI, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer lugar, a los hechos relatados en la demanda, y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.

Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.

Cara, Claudia Liliana c/ Flybondi FB Líneas Aéreas S.A. s/ Ordinario

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 9898/2021/CS1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. Competencia de familia. 

Remisión al dictamen de la causa CIV 726/2021/CS1, “T., R. D. c/ L., E. A. s/ Medidas precautorias”.

T., R.D. c/ L., E. A. s/ Cuidado personal de los hijos

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 8858/2021/CS1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1408/2021/CS1, “C., H. D. c/ F., D. C. s/ División de bienes”.

F., D. C. c/ C., H. D. s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1307/2021/CS1, 15 de febrero de 2022

Ver dictamen

Liquidación de la sociedad conyugal. Divorcio. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 

Los conflictos de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, es preciso valorar, inicialmente, la exposición de los hechos contenida en la demanda y luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado.

Es competente para conocer en el pedido de liquidación de la sociedad conyugal el tribunal del divorcio, conforme lo establece el artículo 717, 1ª parte, del Código Civil y Comercial.

Cuando existe un juicio en sustanciación o con sentencia firme, las acciones conexas a éste que se refieran a los efectos de la disolución del vínculo conyugal y no involucren cuestiones tocantes a los hijos menores de edad, deben quedar radicadas ante el juez que previno.

En lo vinculado con las acciones por alimentos y pensiones compensatorias entre cónyuges, esa Corte ha entendido que el artículo 719 del Código Civil y Comercial pauta la competencia territorial con prescindencia del juicio de divorcio, mediante la atribución a la actora de la facultad de elección, dentro de las posibilidades allí enumeradas.

C., H. D. c/ F., D. C. s/ División de bienes

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1408/2021/CS1, 14 de febrero de 2022

Ver dictamen

Medidas para mejor proveer

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Paz, Jorge Alberto c/ Volkswagen Argentina S.A. s/ Sumario

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2206/2018/RH1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

 

Recurso de queja N° 2 – Vecchi, Amado Alejandro c/ Google INC s/ Daños y perjuicios

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 60439/2013/2/RH1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Incidente N° 1 - Actor: D., M. M. Demandado: B. F., F. P. s/ Incidente de familia

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 2230/2022/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Willich, Rubén Alejandro c/ Obra Social del Sindicato de Mecánicos y Afines del Transporte Automotor s/ Despido

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 49851/2017/RH1, 13 de mayo de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Melgarejo, Maria del Pilar c/ Consejo General de Educación de la Provincia s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 710/2021/RH1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Bordon Arrua, Osvaldo Ranulfo c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente de trabajo – acción especial

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1406/2021/CS1, 24 de febrero de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Iberia Líneas Aéreas de España c/ Estado Nacional- Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo para juzgados

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6066/2018/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Nextel Communications Argentina S.A. c/ Estado Nacional – Secretaría de Comercio y otro s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10008/2009/CA2-CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Recurso Queja N° 1 – Nextel Communications Argentina S.A. c/ Estado Nacional – Secretaría de Comercio y otro s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10008/2009/1/RH1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

British Airways P.L.C. c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo para juzgados

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6071/2018/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

P., A. y otro s/ Autorización

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 7628/2021/1/RH1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Queja por denegación de recurso extraordinario

Relación de consumo. Gratuidad del procedimiento. Ley de defensa del consumidor. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Artículo 53 de la ley 24.240.

El alcance del beneficio de gratuidad previsto en la ley 24.240 fue analizado por la Corte Suprema en la causa “ADDUC y otros c/ AYSA SA y otros/ Proceso de conocimiento”, allí el tribunal consideró que el beneficio de justicia gratuita exime a los consumidores y a las organizaciones que los representan, de los costos y costas del proceso judicial.

En este sentido, la Corte Suprema recordó la importancia del beneficio de gratuidad para hacer efectiva la protección constitucional que se confiere a los consumidores y sostuvo que la voluntad del legislador en la reglamentación legal ha sido la de eximir a quienes inician una acción en los términos de la Ley de Defensa del Consumidor del pago de las costas del proceso, y que ese beneficio opera automáticamente, sin que se requiera para su procedencia la demostración de una situación de pobreza.

La interpretación constitucional del alcance del beneficio de gratuidad en el proceso de consumo, en particular en cuanto se refiere al artículo 53 de la ley 24.240, la Procuración lo entendió de modo similar al beneficio de litigar sin gastos; el beneficio de gratuidad garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso.

En las acciones iniciadas de conformidad con la Ley de Defensa del Consumidor, el beneficio de justicia gratuita está dispuesto por mandato legal (art. 53, ley 24.240), lo que exime al consumidor de tramitar el beneficio de litigar sin gastos en los términos del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

En asuntos vinculados a una relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios y consumidores al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas.

En este sentido, la interpretación de la sentencia recurrida no solo, no tiene sustento en la letra de la ley, sino que se desentiende de su propósito protectorio. En el citado caso “Consumidores Financieros”, la Corte Suprema, en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del código procesal, dijo que el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos. Una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir allí donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses– a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos.

El vicio de arbitrariedad señalado guarda relación directa e inmediata con la afectación de las garantías constitucionales que se alegan vulneradas, en particular, con la de acceso a la justicia de los usuarios y consumidores y el debido proceso. En consecuencia, la recurrente acreditó que la sentencia no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso por lo que debe ser dejada sin efecto.

Recurso Queja Nº 1 - Oggero, Cristian Daniel y otro c/ BAPRO Mandatos y Negocios S.A. y otros s/ Daños y perjuicios

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 80288/2018/1/RH1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario

Daños y perjuicios. Cuestiones de competencia. Gravamen irreparable. Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires. Jueces naturales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia contencioso administrativa. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que medie una denegación del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a fallos definitivos; entre ellas, cuando la decisión atacada afecta un específico privilegio federal de manera irreparable.

Este último supuesto es el que se verifica aquí, toda vez que se encuentra en cuestión la autonomía de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires establecida en el artículo 129 de la Constitución Nacional y el fallo atacado resulta contrario al derecho invocado por el apelante, al obligarlo a litigar ante un tribunal que no es su juez natural.

Según lo ha establecido la Corte Suprema, la Ciudad de Buenos Aires, tal como sucede con las provincias, ve afectada su autonomía cuando es forzada a litigar ante jueces de extraña jurisdicción y ocupa el mismo puesto que aquéllas en el sistema jurídico que rige la jurisdicción de los tribunales federales.

Resulta de aplicación la doctrina del precedente de Fallos: 340:819, “Esnaola”, donde se expuso que atañe a los jueces locales con competencia en lo contencioso administrativo conocer en los casos en los que se debate la responsabilidad del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, como consecuencia de supuestas omisiones en su actividad administrativa –falta de control–.

Recurso queja Nº 2 - Portillo, Lidia Rosa c/ Metrovías S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito c/ lesiones o muerte)

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 14589/2020/2/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario

Daños y perjuicios. Cuestiones de competencia. Gravamen irreparable. Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires. Jueces naturales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia contencioso administrativa. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que medie una denegación del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a fallos definitivos; entre ellas, cuando la decisión atacada afecta un específico privilegio federal de manera irreparable.

Este último supuesto es el que se verifica aquí, toda vez que se encuentra en cuestión la autonomía de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires establecida en el artículo 129 de la Constitución Nacional y el fallo atacado resulta contrario al derecho invocado por el apelante, al obligarlo a litigar ante un tribunal que no es su juez natural.

Según lo ha establecido la Corte Suprema, la Ciudad de Buenos Aires, tal como sucede con las provincias, ve afectada su autonomía cuando es forzada a litigar ante jueces de extraña jurisdicción y ocupa el mismo puesto que aquéllas en el sistema jurídico que rige la jurisdicción de los tribunales federales.

En tanto el accidente ocurrió en un espectáculo público gratuito realizado en virtud de un contrato de servicios que vinculaba al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, resulta de aplicación la doctrina del precedente de Fallos: 340:819, “Esnaola”. En ese precedente se sostuvo que atañe a los jueces locales con competencia en lo contencioso administrativo conocer en los casos en los que se debate la responsabilidad del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, como consecuencia de supuestas omisiones en su actividad administrativa —falta de control—.

Recurso queja n° 2 - Gambarte, Marta del Valle c/ Teatro Gran Rivadavia S.A. y otro s/ Daños y perjuicios

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 41613/2017/2/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Daños y perjuicios. Títulos de deuda pública. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Estado de emergencia. Denegatoria del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

 

Las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal.

En efecto, aunque la recurrente sostiene que el caso pone en juego el alcance del artículo 42 de la Constitución Nacional, lo cierto es que sus agravios se vinculan centralmente con cuestiones de hecho y prueba y derecho común propias de los jueces de la causa y ajenas por regla al ámbito de apelación extraordinaria; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.

En este sentido, cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquéllos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En virtud de ello, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte Suprema habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución Nacional y las leyes.

Esas circunstancias excepcionales no concurren en el presente caso.

La sentencia recurrida confirmó el rechazo de la demanda incoada porque consideró que la actora no acreditó que el obrar desplegado por el banco demandado pueda considerarse culposo en los términos de los artículos 512, 902 y 909 del Código Civil –vigente al momento de los hechos-. Explicó que frente a una obligación de medios como la de brindar asesoramiento a un inversor, la culpa no puede ser presumida, sino que, por el contrario, es el acreedor quien debe probarla.

Sobre esa base, detalló que, en el caso, no se demostró que el banco conociera o debiera conocer que iba a acontecer el default y que el Estado Nacional iba a adoptar las medidas que finalmente tomó. Indicó que tampoco se acreditó que hubiera conocido la incidencia que tendría la situación económica que atravesaba el país en las inversiones como las que aquí se trata y, menos aún, que fuera posible eludir sus consecuencias.

Advirtió que se trató de una situación de emergencia pública que la propia Corte Suprema caracterizó como “terminal” y de “descomunales consecuencias” en el conocido caso “Galli” (Fallos 328:690) y que atravesó la esfera económica, social, administrativa, financiera y cambiaria hasta derivar en el colapso financiero.

La cámara realizó una interpretación de las normas de derecho común y de los elementos probatorios del caso que, más allá de su grado de acierto, no resulta cuestionable con sustento en la doctrina de la arbitrariedad, sin que la mera discrepancia de los recurrentes tenga aptitud para conmover las conclusiones de la cámara.

Baratto, Mirta Nélida c/ Bankboston N.A. (controlada por Bank of America N.A.) s/ Ordinario

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21086/2009/RH2, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. Tales excepciones no se presentan en el caso.

Por un lado, la sentencia en crisis no deniega el fuero federal ni la recurrente solicita su intervención. Por el contrario, allí se atribuye competencia a la justicia nacional del trabajo, cuando la demandada pretende la intervención de la justicia nacional en lo civil.

Por otro lado, la decisión cuestionada no coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal promovida, en tanto la demandada se halla sometida a la jurisdicción laboral nacional, donde puede ejercer las restantes defensas planteadas.

La sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. 

En tales condiciones, el recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión apelada en los términos del artículo 14 de la ley 48.

Recurso Queja N° 2 “Capelli, Claudio Rolando c/ Empesur S.A. s/ Daños y perjuicios”

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 99957/2021/2/RH1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Juicio de apremio. Inhabilidad de título. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión a los dictámenes registrados en Fallos: 335:1459 y 341:1251, cuyos términos la Corte compartió e hizo suyos.

Acto jurisdiccional inválido.

 

La sentencia impugnada no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser una derivación del derecho vigente, por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido.

Municipalidad de San Jose de Gualeguaychú c/ PepsiCo Argentina S.R.L. s/ Apremio

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1501/2021/RH1, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Mora del deudor. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Discrepancia del recurrente. Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 

Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. Por lo demás, se trata de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal, propias de los jueces de la causa, resueltas con fundamentos idóneos de igual naturaleza que, más allá de su acierto o error, bastan para sustentar su pronunciamiento y excluir la aplicación de la doctrina excepcional sobre arbitrariedad.

El tribunal plantea que deben verificarse ciertos extremos para que el deudor se exima de las consecuencias jurídicas derivadas de la mora en los términos del artículo 888 del Código Civil y Comercial de la Nación, y desarrolla bajo qué condiciones la negativa del acreedor a recibir un pago es justificada, lo cual se presenta, a la luz de las circunstancias de la causa, como una interpretación posible sobre una cuestión de derecho común.

Respecto al rechazo del pedido de morigeración de intereses sancionatorios, la sentencia realizó una interpretación de las normas de derecho común que corresponden al caso (arts. 275, ley 20.744 y 771, CCCN) que no resulta irrazonable. Más aún, el tribunal además de puntualizar que la condena por inconducta procesal se encontraba firme, entendió que la facultad de morigerar intereses (establecida en el art. 771, CCCN) invocada por el recurrente era inaplicable a este tipo de multas, sin que el recurso cuestione esa argumentación.

La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de tenor excepcional en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total falta de fundamento normativo, impiden reconocer en el pronunciamiento de los jueces ordinarios la sentencia fundada en ley a la que toda parte tiene derecho. De acuerdo con lo expuesto en los párrafos precedentes, esa situación no acontece en el supuesto de la causa, desde que la crítica no supera la mera discrepancia con lo resuelto por el tribunal superior de la causa.

Por último, el planteo referido a la aplicación de la tasa UVA en la liquidación constituyen una reflexión tardía. Ello así, pues como advirtió el superior tribunal provincial, los reproches de la aseguradora versaron únicamente sobre la desproporción de los intereses, sin que planteara la existencia de errores materiales o aritméticos en la liquidación, o el apartamiento de la tasa de interés estipulada en la sentencia definitiva. De tal modo, el planteo que formula en esta instancia federal deviene extemporáneo.

En suma, la sentencia cuenta con argumentos suficientes que la sustentan como acto jurisdicción válido.

García, Juan Simón c/ Experta A.R.T. S.A. y otro s/ Recurso extraordinario provincial

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1739/2021/RH1, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Gravamen irreparable. Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires. Jueces naturales. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Cuestión de derecho público local. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa H. 213, L. XLII, “Heredia, Jorge Hugo c/ Provincia de Buenos Aires s/ daños y perjuicios” y en el dictamen de la causa CIV 34386/2017/2/RH1, “Iturbe, José Ignacio c/ Brito, Osvaldo David y otro s/ daños y perjuicios – acc. De trán. c/ les. o muerte”.

Las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que medie una denegación del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a fallos definitivos; entre ellas, cuando la decisión atacada afecta un específico privilegio federal de manera irreparable.

Este último supuesto es el que se verifica en la causa, toda vez que se encuentra en cuestión la autonomía de la Ciudad de Buenos Aires establecida en el artículo 129 de la Constitución Nacional y el fallo atacado resulta contrario al derecho alegado por el recurrente, al obligarlo a litigar ante un tribunal que no es su juez natural.

Según lo ha declarado esa Corte, la ciudad de Buenos Aires, como sucede con las provincias, ve afectada su autonomía cuando es forzada a litigar ante jueces de extraña jurisdicción y ocupa el mismo puesto que aquéllas en el sistema que rige la jurisdicción de los tribunales federales.

Atañe a los jueces locales conocer en los casos en que se inicia una acción contra las provincias, dirigida a obtener la reparación de los daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito en el que interviene un rodado propiedad del Estado demandado, pues ello configura una causa regida por el derecho público local que no reviste carácter civil, según lo ha definido la Corte Suprema, en punto a su jurisdicción originaria, a partir del precedente “Barreto”.

Recurso queja N°2 - Flax Marco, Juan Martín c/ Figueroa, José María y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito c/ Lesión o muerte)

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 48414/2018/2/RH1, 03 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. Tales excepciones no se presentan en la especie.

Por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. En efecto, la recurrente impugna la competencia territorial de la justicia nacional del trabajo y pretende la competencia de la justicia laboral de la provincia de Buenos Aires.

Por otro lado, la decisión cuestionada no coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal promovida. En consecuencia, la recurrente se halla sometida a la jurisdicción laboral nacional, donde puede ejercer las restantes defensas procesales.

A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

En tales condiciones, el recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.

Recurso queja N°1 - Sánchez, Saturnino Segundo c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente – Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 7059/2021/1/RH1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Seguros. Concesión de corredores viales. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 

El recurso extraordinario fue bien denegado, pues los argumentos traídos por la aseguradora remiten, en esencia, al estudio de aspectos de hecho, prueba y derecho común, los cuales resultan materia propia de los jueces de la causa y ajenos a esta instancia extraordinaria. Máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial válido.

La contratación del seguro por parte de las empresas concesionarias viales tiene la finalidad de distribuir la carga indemnizatoria que recae sobre ellas. En este punto, la demandada tiene a su cargo un deber de seguridad que resulta inescindible de la prestación del servicio, el cual posee origen legal e integra la relación contractual con el usuario, regida a su vez por la ley 24.240. De ese modo, la decisión de la alzada deviene razonable, si se tiene en cuenta que ese deber obliga a la empresa a responder respecto de los riesgos existentes en la ruta concesionada, como el paso de animales, en tanto resulten previsibles según el curso normal y ordinario de las cosas.

Por consiguiente, la decisión del concesionario de contratar un seguro no surgió voluntariamente, sino que es una condición contractual para el desarrollo solvente de la concesión vial. En esos términos, la sociedad recurrente no logra rebatir los argumentos del tribunal en orden a que, en definitiva, los usuarios eran los destinatarios legales y finales del seguro.

En ese contexto, las alegaciones de la recurrente en torno a la función de la franquicia, el equilibro económico entre ésta y el riesgo asegurado, y que el damnificado reviste la condición de tercero frente al contrato, solo constituyen afirmaciones dogmáticas que no logran desvirtuar la premisa de la que parte el a quo al sostener la irrazonabilidad de la franquicia, que deja sin cobertura a los usuarios ante a un siniestro, y que torna inútil y carente de finalidad su contratación.

Tales apreciaciones, además de ser irrevisables, no fueron debidamente controvertidas por la compañía aseguradora, como era menester en esta instancia de excepción. Sobre este punto, corresponde advertir que la recurrente centró la mayoría de sus agravios en torno a la oponibilidad del contrato de seguro, aspecto que difiere del decidido en la causa, donde se declaró la nulidad de una cláusula contractual.

Asimismo, tampoco confiere naturaleza federal a la cuestión el alegado apartamiento de precedentes de la Corte Suprema que la citada en garantía invoca en su recurso, cuando la decisión recaída en dicha causa se sustentó en presupuestos fácticos y jurídicos que difieren sustancialmente del presente caso.

Por último, la genérica invocación de garantías constitucionales es insuficiente, puesto que el artículo 15 de la ley 48 demanda que la cuestión federal tenga relación directa e inmediata con la materia litigiosa. Esa relación existe cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional invocado.

Monti, Eduardo Francisco y otro c/ Caminos de América S.A. s/ Daños y perjuicios

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 85124/2009/2/RH2, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia de esa Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia.

Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso pues, por un lado, lo decidido no importa una denegatoria del fuero federal, ya que la resolución apelada declina la competencia ordinaria de un juez provincial en favor de la de un juzgado nacional con asiento en la Capital Federal.

A los efectos de la intervención de esa Corte en los términos del artículo 14 de la ley 48, se advierte que la decisión no coloca a la apelante en una situación de privación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, su defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal promovida y, por consiguiente, quedó sujeta a la justicia nacional en lo comercial, en donde podrá ejercer las defensas que considere pertinentes.

A ello se suma la doctrina de la Corte de la que surge que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Fundación Club de Derecho Argentina c/ Cencosud S.A. s/ Proceso abreviado

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1123/2022/RH1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Propiedad participada. Violación al debido proceso. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Devolución del expediente. 

Implementación del programa de propiedad participada de la ley 23.696. Resolución 566/2001. Trabajadores traspasados.

Si bien lo debatido remite al examen de cuestiones de hecho y prueba, materia regularmente ajena a la instancia prevista en el artículo 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción cuando la decisión recurrida prescindió de dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo con las constancias de la causa y la normativa aplicable.

La cámara incurrió en arbitrariedad puesto que concluyó que los actores no habían pertenecido al plantel de la AGP, y omitió así elementos conducentes que indicaban que los actores formaban parte del grupo de trabajadores traspasados y además, efectuó un análisis irrazonable de la prueba pericial contable, toda vez que le otorgó un sentido inverso a las exposiciones realizadas por el profesional en su dictamen.

En tales condiciones, existe una relación directa e inmediata entre lo resuelto por el a quo y la violación de las garantías constitucionales invocadas por el recurrente.

Bordón, Armando Rubén y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otro s/ Programa de Propiedad Participada

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5981/2009/1/RH1, 18 de octubre de 2022

Ver dictamen

Accidente de trabajo. Instancia administrativa previa. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Interpretación de sentencias. Validez de la ley. Constitucionalidad. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

La Corte en sus precedentes “González, Jorge Daniel c/ Asociart ART S.A. s/ accidente-ley especial” y “Ojeda, Mariano c/ Swiss Medical ART S.A. s/ accidente-ley especial”, declaró la validez de la ley 27.348, en relación a este caso, con remisión a “Pogonza”.

Esta decisión de la Corte Suprema consideró aplicable al caso el procedimiento administrativo previo contemplado en esa norma puesto que, de lo contrario, no podría haberse pronunciado acerca de su validez, en tanto ello constituye un presupuesto esencial para el ejercicio del control de constitucionalidad. Por lo tanto, la decisión de la cámara configura un inequívoco apartamiento de la decisión del Alto Tribunal.

El criterio temporal de aplicación de la ley 27.348 previsto en las resoluciones 298/17 de la Superintendencia de Riesgos de Trabajo (SRT) y 463-E/2017 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, según el cual esa legislación resultará aplicable al trámite de las actuaciones y los procedimientos administrativos iniciados a partir del 1 de marzo de 2017, fue ratificado por la Corte Suprema con fecha 22 de abril de 2021, por remisión al dictamen de esta Procuración General de la Nación del 25 de junio de 2019.

Para determinar la aplicación temporal del nuevo procedimiento administrativo previo, resulta relevante la fecha de interposición de la acción judicial, o la de inicio de la etapa administrativa previa conforme lo indica el sistema de la ley 27.348.

Recurso queja N°2 - Ojeda, Mariano c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 29993/2017/2/RH2, 18 de octubre de 2022

Ver dictamen

Regulación de honorarios. Interpretación de la ley. Aplicación errónea de la ley. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Devolución del expediente. 

Las cuestiones referentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias, las bases adoptadas para tal fin, así como la interpretación y aplicación de normas arancelarias son, en virtud de su carácter fáctico, procesal y de derecho común, materia extraña a la vía del artículo 14 de la ley 48 y, en consecuencia, ajenas al recurso extraordinario. Empero, también se ha entendido que no cabe aplicar esa regla cuando se advierte algún supuesto de arbitrariedad.

El artículo 32 de la Ley Arancelaria establece que el monto del proceso en las acciones por escrituración será el valor de los bienes determinado de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 23 del mismo cuerpo legal. En particular, esta norma prevé la intervención del profesional y del obligado al pago de los honorarios para la estimación del valor de los bienes. Asimismo, fija de manera categórica el procedimiento que deberá seguirse en caso que no exista consenso entre las partes sobre el valor de bienes inmuebles al disponer que: “…el Tribunal, previo dictamen de un perito tasador designado de oficio, determinará el valor del bien y establecerá a cargo de quien quedará el pago del honorario de dicho perito, de acuerdo con las posiciones sustentadas respectivamente por las partes”.

La aplicación que realiza el a quo del artículo 23 de la ley 21.839 importa desconocer las constancias del expediente, para imponerle a la accionada una carga procesal desmedida que excede la finalidad de la norma en lo vinculado a este aspecto, que no es otro que evidenciar el disenso con la estimación de la otra parte en el proceso y establecer los valores de referencia para discernir quién cargará con las costas de la tasación judicial a practicar, tal como la misma cámara lo consigna al rechazar el recurso extraordinario.

Así entendida la cuestión, esa hermenéutica se opone a la jurisprudencia de la Corte según la cual, cuando la ley emplea determinados términos, la regla más segura de interpretación es que no son superfluos sino que su inclusión se ha realizado con algún propósito de allí que es deber del intérprete dar pleno efecto a la voluntad del legislador.

El pronunciamiento recurrido resulta descalificable en virtud de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, puesto que no constituye una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, lo que afecta los derechos y garantías reconocidos en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.

Recurso queja N° 2 - Cambrea, Juan Rodolfo c/ CEAMSE s/ Escrituración

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 61605/2016/2/RH1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley n° 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como, la denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia.

Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso pues, por un lado, lo decidido no importa una denegatoria del fuero federal, ya que la resolución apelada establece la competencia de un juzgado nacional con asiento en la Capital Federal.

Al respecto, es preciso señalar que la Procuración General no ignora que en Fallos: 340:103, “Sapienza”, la Corte abandonó la doctrina citada y ratificó el criterio expuesto en Fallos: 338:1517, “Corrales”, con arreglo al cual no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio.

No obstante ello, atendiendo a la vista conferida en el marco del recurso federal, hasta tanto se haga efectiva la transferencia de las competencias que actualmente ejerce el fuero nacional ordinario, corresponde mantener el referido criterio tradicional.

En este punto, la sentencia tampoco coloca al apelante, en una situación de denegación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, su defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal y, en consecuencia, las partes quedaron sujetas a la justicia nacional en lo comercial, ante quien podrán ejercer las defensas que estimen pertinentes.

A su vez, la ausencia de una decisión definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas o por la pretendida arbitrariedad del decisorio o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.

Dubini, Yamila Belén y otros c/ Almundo.com S.R.L. y otro s/ Ordinario

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 12523/2019/1/RH1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Transporte aéreo. Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Cosa juzgada. Pronunciamiento inoficioso. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley n° 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como, en lo que aquí nos ocupa, la denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia.

Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso pues, por un lado, lo decidido no importa una denegatoria del fuero federal, ya que la resolución apelada establece la competencia de un juzgado nacional con asiento en la Capital Federal.

La Corte ratificó el criterio expuesto en Fallos: 338:1517 “Corrales”, con arreglo al cual “no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio”. No obstante ello, hasta tanto se haga efectiva la transferencia de las competencias que actualmente ejerce el fuero nacional ordinario, corresponde mantener el referido criterio tradicional.

La sentencia tampoco coloca al apelante en una situación de denegación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, su defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal y, en consecuencia, las partes quedaron sujetas a la justicia nacional en lo comercial, ante quien podrán ejercer las defensas que estimen pertinentes.

A su vez, la ausencia de una decisión definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas o por la pretendida arbitrariedad del decisorio o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.

Dado que, por un lado, las sentencias de esa Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, aun cuando sean sobrevinientes al recurso, y que, por el otro, las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal, lo cual responde a la necesidad de fijar límites a los desplazamientos de jurisdicción, pues lo contrario implicaría afectar la cosa juzgada y los derechos de defensa y propiedad, siempre que haya mediado la tramitación de un proceso en el que los interesados tuvieran oportunidad de audiencia y prueba, el recurso tampoco puede prosperar pues, a la luz de estas circunstancias, se ha tornado inoficioso resolver la cuestión materia de agravio.

Mariano, María del Pilar c/ Latam Airlines Group S.A. s/ Ordinario

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21685/2019/1/RH1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Liquidación. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Doctrina de la arbitrariedad. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Devolución del expediente. 

Conforme la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación las decisiones dictadas en etapa de ejecución no revisten el carácter de definitivas a los fines del artículo 14 de la ley 48, pero son equiparables a tales cuando causan al apelante un gravamen insusceptible o de muy difícil reparación ulterior ante la imposibilidad de replantear jurídicamente las cuestiones en discusión en este recurso en un proceso posterior. 

A su vez, si bien en el caso se han invocado precedentes de esa Corte Suprema, y la decisión apelada involucra el tratamiento de eventuales cuestiones federales, corresponde tratar, en primer lugar, los argumentos que atañen a la arbitrariedad, dado que de existir esta, no habría en rigor sentencia propiamente dicha.

Según inveterada doctrina de esa Corte es requisito de validez de las sentencias que ellas sean fundadas y constituyan, en consecuencia, una derivación razonada del derecho vigente aplicable a las circunstancias de la causa. Por tal motivo, ha admitido la descalificación del fallo cuando éste encuentra erróneo apoyo en una circunstancia inexistente, lo que lo priva de la fundamentación mínima que lo valida como acto jurisdiccional.

El pronunciamiento recurrido resulta descalificable en virtud de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, pues no constituye una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, lo cual afecta las garantías reconocidas en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.

Recurso Queja N°1 - Pariz, Mauricio y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad

FTU-Justicia Federal de Tucuman, 784/2007/1/RH1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Medidas cautelares. Sentencia no firme. Inadmisibilidad del recurso. 

Las resoluciones referentes a medidas cautelares no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario.

Si bien la aplicación de este principio en materia de pronunciamientos cautelares cede cuando causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior, en el sub lite la recurrente no ha logrado demostrar que el mantenimiento de la decisión que ataca pueda generarle un agravio de tal naturaleza.

En consecuencia, la recurrente, quien sustenta su recurso en que la concesión de la medida cautelar le ha vedado la posibilidad de ejercer las competencias que le fueron delegadas por la ley, no ha deducido un agravio suficiente que permita tener por acreditado que la resolución impugnada ocasiona al Estado Nacional un perjuicio que no es susceptible de reparación ulterior.

Recurso queja Nº1 – Asociación Argentina de Instituciones de Salud Mental y otro c/ Estado Nacional – Ministerio de Salud y Desarrollo Social s/ Proceso de conocimiento

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6873/2019/1/RH1, 12 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Regulación de honorarios. Estado Nacional. Interpretación de leyes federales. Competencia por la materia. Improrrogabilidad de la competencia. Competencia por la persona. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 

Tiene dicho la Corte que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno y otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.

En primer lugar, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, los actores pretenden obtener una decisión judicial que condene al Estado Nacional a abonar los honorarios que hubiesen correspondido al causante por su participación en el marco del caso N° 12.204 “Asociación Mutual Israelita Argentina (AMIA) vs Argentina” que tuvo lugar ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y que, al mismo tiempo, determine el monto de los referidos estipendios.

Invocan como sustento de su acción: i) la actuación desarrollada por el causante en dicho proceso; ii) el decreto 812/2005, que aprobó el Acta del 4 de marzo de 2005 suscripta en la audiencia celebrada ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y iii) el decreto 157/2011, mediante el cual el Poder Ejecutivo Nacional resolvió el pago de los honorarios profesionales de un abogado con sustento en aquella norma.

En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que el planteo se funda directa y exclusivamente en normas de esa naturaleza.

La Corte tiene reiteradamente dicho que si la solución de la causa depende esencialmente de la aplicación e interpretación de normas de derecho federal debe tramitar ante la justicia federal, y que cuando la competencia de ésta surge ratione materiae es improrrogable.

Por otro lado, los actores dirigen su acción contra el Estado Nacional, lo que torna procedente la competencia federal, en este caso, en razón de las personas.

En el sub lite no aparecen cuestionados actos de la Administración Nacional o de entes públicos estatales, ni tampoco ha sido demandado el Estado Nacional por un supuesto de responsabilidad basado en la falta de servicio de alguno de sus organismos o entidades, lo que impide considerar que la presente demanda pueda ser encuadrada entre las causas contencioso-administrativas a las que se refiere el artículo 45, inciso a), de la Ley 13.998.

En definitiva, el fuero civil y comercial federal resulta competente para entender en la presente causa y, por ello, serán sus magistrados quienes deberán evaluar y resolver sobre la procedibilidad, admisibilidad y procedencia de la demanda.

Recurso queja Nº 1 – Jacoby Herren, Máximo y otro c/ Estado Nacional s/ Cobro de honorarios profesionales

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8964/2018/1/RH1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Medidas cautelares. Facultades tributarias municipales. Cuestión federal. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

La Corte tiene dicho, que las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas. Sin embargo, cabe hacer excepción a dicha regla en los casos en que lo resuelto excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad toda, en razón de su aptitud para perturbar la oportuna y tempestiva percepción de las rentas públicas.

Asimismo, su viabilidad se halla supeditada a que se demuestre tanto la verosimilitud del derecho invocado como el peligro en la demora y que, dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad.

Con respecto al peligro en la demora, la Cámara aseveró que el avance del juicio de apremio de la TISH y su gravitación económica perturba la actividad de la Sociedad Anónima, desarrollada en el ámbito de un establecimiento de utilidad nacional como lo es la CMCBA.

Tales asertos omiten toda referencia concreta a las circunstancias de la causa, sin revelar los motivos específicos ni indicar por medio de cuáles constancias arribó a tan categórica conclusión. Si bien está claro que las obligaciones tributarias de la actora se verán incrementadas al quedar sujeta a la TISH, la Cámara no brinda fundamento alguno por el cual el mero pago de esa tasa municipal perturba o dificulta la prosecución de las actividades comerciales de la empresa en la forma como lo ha hecho hasta ahora, hasta obtener una sentencia final favorable a su derecho.

Como puntualizó la Corte en Fallos: 314:595, nunca se ha considerado que el gravar el ejercicio de una actividad determinada constituya por sí sola una medida que la torne imposible. Antes bien, es común y de pacífica aceptación que el Estado determine como obligados al pago a quienes realizan determinadas actividades, en relación a los tributos vinculados a ellas. También lo es que tome a ciertas características de los sujetos como demostrativas ya sea de su interés, ya sea de su capacidad económica, de modo de hacer razonable su elección.

Es cierto que la gravitación económica de los reclamos fiscales es un aspecto que la Corte no ha dejado de lado al admitir medidas como la solicitada en la causa, pero en el sub judice no se ha ofrecido prueba alguna dirigida a cuantificar la incidencia que el pago del tributo tendría sobre los ingresos o sobre el patrimonio de la actora, razón por la cual, no hay forma de evaluar el peligro en la demora ni se evidencia que sus agravios no puedan ser válidamente remediados con la sentencia final a dictarse.

A lo dicho hasta aquí se suma que la medida precautoria requerida por la demandante tampoco podía ser admitida, dado que no corresponde, por esa vía, interferir en procesos judiciales ya existentes.

Como conclusión, la decisión apelada resulta descalificable como acto judicial válido, a la luz de la conocida doctrina de la Corte elaborada en torno a las sentencias arbitrarias.

Recurso queja Nº1 – Incidente Nº1 – Autoservicio Mayorista Diarco S.A. c/ Municipalidad de la Matanza s/ Incidente de apelación

FSM-Justicia Federal de San Martín, 1724/2021/1/1/RH2, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Daños y perjuicios. Cuestión de derecho común. Incumplimiento del contrato. Servicios eléctricos. Costas. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. Competencia provincial. 

Respecto a la cuestión de competencia en examen, cabe recordar que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.

Asimismo, a fin de resolver una cuestión de competencia, el art. 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sienta como regla general que ésta se determinará por la naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda y no por las defensas opuestas por el demandado, tal criterio debe conjugarse con lo dispuesto por el artículo anterior del citado ordenamiento así como por la jurisprudencia de la Corte, en el sentido de que corresponde estar a la exposición de los hechos que el actor haga en la demanda y sólo, secundariamente, en la medida en que se adecúe a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la acción.

En tales condiciones, lo medular de la controversia involucra temas de derecho común, ya que la cuestión debatida en la causa está ceñida exclusivamente a la relación contractual existente entre la actora y la demandada, en tanto aquélla pretende un resarcimiento derivado del comportamiento negligente de esta última en su condición de locadora, con fundamento en normas de derecho privado, lo cual no resulta alterado por el hecho de que se cite como tercero al pleito a Edesur S.A. por lo que, que la causa debe sustanciarse ante la justicia ordinaria de la Provincia de Buenos Aires.

Ello es así, pues a partir de la privatización de la actividad de distribución y comercialización de la energía eléctrica, las relaciones entre las distribuidoras y los usuarios del servicio se rigen por disposiciones de derecho común, sin que la legislación regulatoria de la generación, transporte y distribución de electricidad establezca excepción alguna a este principio.

No obsta a lo expuesto, el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas federales que regulan el servicio público de distribución de electricidad, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad que ejercen todos y cada uno de los jueces del país, nacionales y provinciales.

Ello así, puesto que el caso solo involucra intereses de particulares, sin importar cuestiones relacionadas con facultades inherentes a la Administración, ni que se haya puesto en tela de juicio la validez de actos administrativos dictados por el Ente Nacional Regulador de la Electricidad, y tampoco se advierte una afectación concreta a la prestación del servicio público interjurisdiccional de energía eléctrica, lo que cual permite descartar, en principio, que para resolver la controversia se deban aplicar e interpretar normas y principios propios del derecho público.

Ello es así, en virtud del carácter excepcional del fuero federal, que se halla circunscripto a las causas que expresamente le atribuyen la Constitución Nacional y las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser de carácter restrictivo.

Por último, en cuanto a los agravios vinculados a la imposición de las costas del juicio, por tratarse del análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materia que, como regla, es ajena al recurso extraordinario, no corresponde su admisión por esta vía excepcional.

Pavón, Veronica c/ Sawney, Carolina s/ Daños y perjuicios - incumplimiento contractual

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1069/2022/RH1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Sucesiones. Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia reiterada de la Corte Suprema que las resoluciones adoptadas en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran ciertas circunstancias extraordinarias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal.

En el sub lite no se encuentra configurada ninguna de las excepciones mencionadas.

En primer término, la sentencia no importó privar a la apelante de la jurisdicción de los tribunales argentinos para hacer valer sus derechos, y, por consiguiente, de obtener el eventual acceso a la instancia federal por los agravios de naturaleza constitucional.

En segundo término, no se observa que la sentencia coloque a la impugnante en una situación de privación de justicia que afecte de manera actual, directa e inmediata su defensa en juicio. En tal sentido, si bien la recurrente invoca de manera genérica la afectación de derechos constitucionales, lo cierto es que queda sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos. Sobre este punto, resulta pertinente mencionar que la recurrente se trata de una ciudadana argentina que posee domicilio en el país y, por consiguiente, en principio, no se advierte que existan obstáculos para el adecuado ejercicio de su derecho de defensa, los que tampoco fueron invocados.

Además, la ausencia de una sentencia definitiva no puede ser suplida por la alegación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad del fallo o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.

En función de todo lo anterior, la recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida.

Por lo demás, en atención al precedente “Sniafa” de la Corte Suprema donde se consideró que, aun tratándose de cuestiones de competencia, cabe abrir la vía extraordinaria cuando está en juego la interpretación y aplicación de normas de jurisdicción internacional, en tanto la decisión haya sido contraria a la pretensión del recurrente, la cuestión en debate se circunscribe a la ponderación de la naturaleza de los bienes y a la procedencia de la prórroga de jurisdicción.

En esas condiciones, no puede reputarse arbitraria la decisión de la alzada, en cuanto entendió que tratándose de bienes muebles, correspondía estar a lo dispuesto por el Código Civil y Comercial en las normas de jurisdicción internacional en materia de sucesiones, que prevén la competencia del juez del último domicilio del causante. En este sentido es necesario precisar que las excepciones a la regla de competencia territorial en materia sucesoria deben interpretarse con criterio restrictivo.

Jarkowiec, Ernesto Agustín s/ Sucesión ab-intestato

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 14063/2017/1/RH1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Costas. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 

Tiene dicho la Corte que las cuestiones referentes a la imposición de las costas del juicio comportan el análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materia que, como regla, es ajena al recurso extraordinario, como así también ha señalado que la aplicación de la doctrina de la arbitrariedad es especialmente restringida en esta materia.

Los agravios expresados por la actora no resultan atendibles en esta vía excepcional, pues en su decisión la Cámara invocó suficientes motivos para apartarse del principio objetivo de la derrota y aplicar, en consecuencia, el segundo párrafo del art. 68 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

En efecto, el tribunal apelado tuvo en consideración las circunstancias del caso y la complejidad que entrañaba la cuestión a dilucidar en el presente proceso. Además, citó precedentes en sustento de su postura.

En tales condiciones, los argumentos de la recurrente sólo exhiben una mera discrepancia de criterios con los fundamentos dados por el fallo atacado por lo que, más allá de su acierto o error, el pronunciamiento impugnado se sustenta en argumentos suficientes que excluyen cualquier planteo de arbitrariedad.

Recurso Queja Nº 2 - Ivax Argentina S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 33717/2017/2/RH2, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Enfermedad profesional. Relación de causalidad. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Discrepancia del recurrente. Monto de la indemnización. Lucro cesante. Tasas de interés. Presentación extemporánea. Poder de policía. Asegurador por riesgos del trabajo. RIPTE. Denegatoria del recurso. 

Los agravios referidos a la acreditación del nexo causal entre la afección y la prestación de tareas, la cuantificación del daño, la atribución de responsabilidad derivada de una enfermedad profesional, la actualización del crédito, la tasa de interés aplicable y la regulación de honorarios remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.

La cámara, al determinar la responsabilidad de la empleadora, realizó una interpretación de los elementos probatorios y de las normas de derecho común aplicables al caso que no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia de la recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.

Por otro lado, los agravios que cuestionan la cuantificación del daño tampoco evidencian arbitrariedad en la decisión impugnada. Al respecto, la recurrente plantea que la cámara aplicó las fórmulas “Vuotto” y “Mendez” para determinar el lucro cesante, las cuales toman como parámetro de estabilización de ingresos la edad de 60 años pero no ponderó que en la actividad pesquera los trabajadores se jubilan a los 52 años. Al respecto, los magistrados confirmaron tanto el porcentaje de incapacidad del 57,62% como el monto de condena fijado en grado, el cual estimaron adecuado. En ese sentido, tuvieron en consideración la edad del accionante, el nivel remunerativo, los gastos médicos, entre otros parámetros y destacaron que no corresponde atenerse exclusivamente a fórmulas matemáticas que contemplen solo la faceta laboral. Por ello, este aspecto de la sentencia luce fundado y la recurrente no logra evidenciar su arbitrariedad.

Los agravios que cuestionan la actualización del monto de condena, la tasa de interés y la regulación de honorarios resultan fruto de una reflexión tardía. En efecto, la recurrente no cuestionó la declaración de inconstitucionalidad de la ley 25.561, la aplicación del índice RIPTE como mecanismo de actualización del crédito ni la regulación de honorarios en el recurso de apelación que impugnó la sentencia de primera instancia. A su vez, esa apelación cuestionó la tasa de interés establecidas en las actas de la cámara, aplicadas por el juez de grado, y solicitó un interés acorde al caso que siga los parámetros establecidos por la Corte en el precedente de Fallos: 342:162, “Bonet”. Ese agravio fue admitido por la cámara que modificó, en ese punto, la sentencia de grado e impuso una tasa de interés morigerada del 12% anual. No obstante ello, el remedio federal bajo estudio reitera el planteo vertido en la apelación pero, ahora, solicita la eliminación de los intereses, lo que también resulta extemporáneo.

En el caso se encuentra cuestionada la acreditación, en el caso concreto, del nexo de causalidad adecuado entre los incumplimientos endilgados y el daño sufrido. Al respecto, la Corte Suprema sostuvo en el caso “Torrillo” que no existe razón alguna para poner a una ART al margen del régimen de responsabilidad previsto por el Código Civil, por los daños a la persona de un trabajador derivados de un accidente o enfermedad laboral, en el caso en que se demuestren los presupuestos de aquél, que incluyen tanto el acto ilícito y la imputación, cuanto el nexo causal adecuado entre dichos daños y la omisión o el cumplimiento deficiente por parte de la primera de sus deberes legales.

Sobre el punto, la cámara realizó una interpretación de las normas de derecho común y de las constancias probatorias del caso que, más allá de su grado de acierto, no resulta arbitraria.

El poder de policía que la ley 18.398 otorga a la Prefectura Naval Argentina no impide a las aseguradoras de riesgos del trabajo realizar un control diligente de las condiciones laborales en las empresas navieras, ni las exime de sus responsabilidades específicas.

Por último, corresponde rechazar el agravio que cuestiona la aplicación del índice RIPTE y atribuye una doble actualización del crédito. Por un lado, la recurrente arguye que la cámara debía abordar la constitucionalidad de la ley 25.561, cuando el tribunal había explicado que la declaración de invalidez de esa norma arribaba firme a la instancia ante la ausencia de agravios, por lo que una decisión en contrario hubiera constituido un exceso de jurisdicción. En efecto, si bien la aseguradora cuestionó la aplicación del índice RIPTE en el escrito de apelación, lo hizo con base en que solo debe actualizar los pisos y prestaciones sistémicas de pago único y siempre que los hechos generadores de responsabilidad sean posteriores a la entrada en vigencia de la ley 26.773, por lo que no rebatió los argumentos vertidos por el juez de grado ni demostró el resultado, a su criterio exorbitante, que provocaría dicha actualización.

Por otro lado, en esa apelación, impugnó el interés dispuesto en la sentencia y solicitó la aplicación de la tasa de uso al momento del siniestro prevista en el Acta 2357/2002 de la CNAT, es decir, el promedio mensual de la tasa activa que emplea el Banco de la Nación Argentina al otorgar préstamos. A su turno, la cámara, ante la imposibilidad de modificar la actualización dispuesta con sustento en la invalidez de ley de emergencia económica, decidió reducir los intereses a una tasa del 12% anual.

En resumen, la sentencia en crisis abordó exclusivamente los agravios que le fueron planteados, admitió parcialmente el cuestionamiento de los codemandados, con las limitaciones procesales mencionadas, y redujo la tasa de interés a fin de evitar una doble recomposición del crédito. En ese marco, la recurrente no evidencia arbitrariedad en el punto.

Weretilnek, Jorge Alberto c/ Luis Solimeno e Hijos S.A. y otro s/ Accidente-acción civil

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 42795/2012/2/RH1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 

El recurso extraordinario fue bien denegado toda vez que los agravios traídos a estudio remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.

Además, la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.

En conclusión, el pronunciamiento se sostiene en suficientes argumentos de índole no federal, basados en una interpretación razonable de las normas en juego y de las pruebas producidas en la causa, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.

Tapia Araya, Josue Nahun Elias Enoc c/ Starbucks Coffee Argentina S.R.L. s/ Daños y perjuicios

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 39889/2016/2/RH1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Regulación de honorarios. Costas al vencido. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Revocación de sentencias. 

De la lectura de Fallos: 339:1691 se desprende que la Corte hizo lugar al recurso de hecho deducido por las legatarias de cuota contra la sentencia del 4 de junio de 2015, que había tenido “por nula y no escrita la cláusula 11ª del testamento” y había aplicado las costas conforme el principio de derrota. Allí el Máximo Tribunal, si bien -por un lado- sostuvo que no mediaba agravio concreto respecto de la declaración de invalidez de la cláusula en cuestión, al no verse alterada la vigencia y el alcance de los legados dispuestos a su favor por la testadora en la cláusula 12ª del testamento, consideró -por otro lado- atendibles los agravios referentes a la imposición de costas por no hallarse claramente establecida la situación de vencidas de las 3 legatarias de cuota.

La Corte sostuvo que el principio general de imponer las costas al vencido no se trata de una regla absoluta, y que, en tal contexto, correspondía eximir a las legatarias de tal carga, valorando que el fallo había admitido la nulidad esgrimida en la demanda, y había receptado, a su vez, la postura propiciada por ellas de tener por no escrita la cláusula 11ª.

En tales condiciones, la decisión de la cámara que ahora se recurre que impone a la coheredera la totalidad de las costas generadas por la actuación del letrado en segunda instancia, se aparta de lo resuelto por la Corte Suprema que había establecido que debían correr por su orden los honorarios de los abogados del demandante en aquel proceso y de las legatarias de cuota.

Recurso queja N° 2 – incidente N° 21 - “Taboada, Félix Damián y otro c/ Aramburu, Carlos Eugenio y otros s/ Ejecución de honorarios – incidente civil

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 76137/2012/2/2/RH3, 16 de agosto de 2022

Ver dictamen

Regulación de honorarios. Ley arancelaria. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 

Las cuestiones referentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias, las bases adoptadas para tal fin, así como la interpretación y aplicación de normas arancelarias son, en virtud del artículo 14 de la ley 48 y, en consecuencia, ajenas al recurso extraordinario. Empero, también se ha entendido que no cabe aplicar esa regla cuando se advierte algún supuesto de arbitrariedad.

La ley arancelaria no exige ninguna formalidad en el modo de valuar el monto del proceso, sino que se limita a disponer que se dará vista “al profesional y al obligado al pago de honorarios, para que en el plazo de tres (3) días estimen dichos valores”. De acuerdo al significado que el uso general le otorga a la palabra “estimen”, el régimen arancelario invita a las partes a que calculen, determinen o atribuyan el valor de los bienes. Es decir, que esa manda se cumple con la presentación de tasaciones que reúnan ciertas características, o bien con la solicitud de diferir la determinación del monto a las resultas del juicio sucesorio. Por tal motivo, la sentencia efectúa una interpretación que resulta irrazonable, pues desatiende las circunstancias de la causa y la finalidad de la norma.

Por otra parte, el tribunal omite pronunciarse sobre la exorbitancia del monto estimado por el incidentista a los efectos de fijar la base regulatoria que vincula directamente con la totalidad del acervo hereditario, sin fundamentar el denominado “ahorro de los costos” para la fijación de la base regulatoria.

Esta decisión es infundada porque supera ampliamente el límite impuesto por el artículo 505 del Código Civil que acota la responsabilidad por el pago de las costas, incluidos los honorarios profesionales de todo tipo allí devengados y correspondientes a la primera o única instancia, a un 25% del monto de la sentencia.

La Corte ha establecido en reiteradas ocasiones que la regulación de honorarios profesionales no depende exclusivamente del monto del juicio ni de las escalas dispuestas en la ley de aranceles, sino de un conjunto de pautas previstas en los regímenes respectivos, que deben ser evaluadas por los jueces, de manera de arribar a una solución justa y mesurada acorde con las particulares circunstancias de cada caso, pues de lo contrario el resultado puede alcanzar sumas exorbitantes y desproporcionadas en relación con las constancias de la causa, no compatibles con los fines ni con los intereses involucrados en el caso, ni con los parámetros del mercado de trabajo en general.

Nelson, Juan Manuel c/ Aramburu, Eugenio Carlos José y otros s/ Nulidad de acto

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 76137/2012/2/1/RH2, 16 de agosto de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Jubilación por invalidez. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley n° 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como, la denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia.

Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso pues, por un lado, el pronunciamiento no deniega el fuero federal sino que confiere competencia al juzgado de la ciudad de Reconquista que posee ese mismo carácter, y, por el otro, no coloca a la recurrente en una situación de denegación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, su defensa en juicio, ya que quedó sujeta a una jurisdicción determinada en la que podrá ejercer las defensas que considere pertinentes.

Se suma a lo anterior la jurisprudencia de la Corte en orden a que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente violadas o por la argüida arbitrariedad del fallo o errónea interpretación del derecho que rige el caso, y a que no procede la invocación de gravedad institucional carente de un serio y concreto desarrollo que la patentice.

En tales condiciones, el remedio federal no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.

Brito, Mauricio Hernando Jesús c/ ANSES s/ Jubilación por invalidez

FRE-Justicia Federal de Resistencia, 9379/2018/1/RH1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Despido. Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia de esa Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que medie una denegación del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a fallos definitivos; entre ellas, cuando la resolución atacada afecta un específico privilegio federal o conduce a configurar un supuesto de privación de justicia de imposible reparación ulterior.

Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso pues, por un lado, la decisión no deniega el fuero federal y, por el otro, tampoco la coloca en una situación de denegación de justicia que menoscabe, en forma directa e inmediata, su defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal y, en consecuencia, aquélla quedó sometida a una jurisdicción determinada en la que podrá ejercer las defensas que considere pertinentes.

En ese marco, atendiendo a la especial condición jurídica de la referida unidad ejecutora, que rigió oportunamente su actuación funcional y que la habilita para estar en juicio por sí misma, no se verifica una identidad subjetiva entre esa repartición y el Estado local, el que no puede ser tenido, entonces, como parte sustancial en el pleito ni puede, por lo tanto, habilitar la instancia originaria.

En tales condiciones, y toda vez que la Unidad Ejecutora no resulta asimilable al Estado provincial, no se advierte nítidamente que le asista el privilegio de ser juzgada por los jueces provinciales.

A lo anterior, se suma la jurisprudencia de la Corte en orden a que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente violadas o por la argüida arbitrariedad del fallo o interpretación errónea del derecho que rige el caso, y a que no procede la invocación de gravedad institucional carente de un serio y concreto desarrollo que la patentice.

Gayol, Rodrigo Damián c/ Unidad Ejecutora del Programa Ferroviario Provincial y otro s/ Despido

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14520/2018/1/RH1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Medicina prepaga. Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior. 

Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso. Por un lado, lo decidido por el Superior Tribunal no importa una denegación del fuero federal, pues la resolución apelada declina la competencia ordinaria de un juez de Cipolletti, provincia de Río Negro, en favor del magistrado a cargo del fuero de excepción que, a su vez, ya aceptó su competencia en la inhibitoria vinculada al sub lite.

En segundo lugar, la sentencia no coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio. En efecto, la decisión en crisis no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, las partes quedaron sometidas a la justicia con competencia federal con asiento en General Roca, ante quien pueden ejercer su derecho de defensa. 

Tampoco se advierte que el pronunciamiento apelado ocasione a la recurrente un perjuicio de imposible reparación ulterior, pues del informe de situación elaborado por el Ministerio Público de la Defensa, el 13 de septiembre de 2021, surge que la actora dio a luz el 4 de agosto de 2021, que la empresa demandada le cubrió los gastos del embarazo y parto, y que mantiene la cobertura tanto de la accionante como la de su hijo, por lo que el único punto en debate se reduce a determinar si es procedente el cobro del “módulo de parto” no acordado en el convenio original.

Por último, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Iriarte, Narella Belén c/ A.C.A. Salud Coop. de Prestación de Servicios Médico Asistencia y otro s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2851/2021/RH1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2489/2021/RH1, “G., P. G. c/ V., A. K. s/ Reintegro de hijo”.

G., P. G. c/ V., A. K. s/ Reintegro de hijo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2638/2021/RH1, 02 de junio de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Daños y perjuicios. Interventor federal. Remoción de jueces. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

En el sub lite, el recurso extraordinario es admisible pues, al desestimarse la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por el Estado Nacional, se ha puesto en tela de juicio la interpretación del marco jurídico, de indudable naturaleza federal, que surge a partir del art. 6º de la Constitución Nacional, de la ley del H. Congreso de la Nación 25.881 y del decreto del Poder Ejecutivo Nacional 392/04 y controvertido la naturaleza jurídica del decreto del Interventor Federal en la Provincia de Santiago del Estero 43/04, y la decisión del superior tribunal de la causa –a la que cabe atribuir el carácter de definitiva por cuanto los agravios de índole federal que se invocan no son susceptibles de reparación ulterior- fue contraria a los derechos que invoca el apelante.

Corresponde señalar que, en la tarea de establecer la interpretación de actos y normas de aquella naturaleza, la Corte no se encuentra limitada por el criterio de los jueces o el de los recurrentes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.

Es oportuno recordar que el Ministerio Público Fiscal siempre mantuvo la posición que surge de la doctrina de la Corte reseñada en Fallos: 323:711, que indica que los actos emanados de un interventor no pierden su naturaleza local y que su impugnación como contrarios a normas de igual carácter no es de competencia federal, circunstancia que fue compartida por la Corte cuando se impugnaron actos de suma gravedad como los decretos de un interventor federal de remoción de magistrados locales.

Esta posición se mantuvo incluso al emitir el dictamen pertinente en el caso “Zavalía”, más la Corte, al resolver esa causa, no compartió esa posición y señaló que el interventor federal tiene un doble carácter y, en consecuencia, también lo tienen los actos que realiza. Representa al gobierno federal, pero es también un representante promiscuo y necesario de la provincia hasta tanto sean reorganizados los poderes locales. Es decir que actúa con una doble personalidad y realiza actos que gozan de una u otra naturaleza y que pueden ser calificados de diversa manera.

En este sentido dijo “que las intervenciones no se han instituido para cercenar derechos a los habitantes de las provincias sino para garantizarlos plenamente en su ejercicio, ni causan cesantía de la personería jurídica de los Estados, que son de existencia necesaria. El hecho de que los interventores no sean funcionarios legales de las provincias, en cuanto su designación emana del gobierno nacional y sus atribuciones y responsabilidades se relacionan con el poder que representan y no con los poderes locales, implica que la función de dichos funcionarios federales no puede extenderse más allá de los límites que les asigna la Constitución y la ley; pero ello no obsta al ejercicio de sus funciones de representantes necesarios del Estado intervenido, mientras se organizan los poderes locales.

A partir de las directrices que surgen de ese precedente, este Ministerio Público Fiscal sostuvo que el acto de remoción de un juez provincial, en tanto encuentra su fundamento en la decisión de las autoridades nacionales de intervenir el poder judicial de la provincia, a efectos de reorganizarlo, es un acto de naturaleza federal y no local, más aun cuando no se trata de un acto relacionado con las necesidades de orden económico, social y administrativo de la provincia, a las que aquél debe proveer, sino de una atribución específica en tanto funcionario delegado del Gobierno Federal.

Ello es así porque, tal como surge de los fundamentos del precedente “Zavalía”, tal clase de acto es la de ser uno de aquellos necesarios para la consecución de los fines que determinaron la intervención federal, criterio que la Corte utilizó para diferenciar los actos del interventor que deben quedar sometidos a la autoridad judicial de la provincia.

Por lo tanto, siguiendo esta última doctrina, que en el caso particular, el decreto del interventor federal 43/04 dictado en el marco de la ley del H. Congreso Nacional 25.881 por la cual se declaró en comisión a los miembros del Poder Judicial de la Provincia de Santiago del Estero y del decreto del Poder Ejecutivo Nacional 392/04, constituye un acto de naturaleza federal.

Sentado lo anterior, el recurso extraordinario es formalmente admisible en lo que se refiere al rechazo de la excepción de perención o caducidad de instancia, toda vez que se encuentra en juego la interpretación y aplicación de normas de naturaleza federal y la decisión del superior tribunal de la causa fue contraria a los derechos que invoca el apelante.

Al respecto, corresponde recordar que la Corte, en el precedente de Fallos: 319:1476, sostuvo que los actos administrativos no impugnados judicialmente en el plazo que establece el art. 25 de la ley 19.549, devienen firmes e irrevisables debido a la caducidad operada, razón por la cual no es admisible la acción de cobro de pesos o el reclamo de los daños y perjuicios basados en el accionar ilícito de la Administración Pública. Ello es una consecuencia lógica de la naturaleza accesoria -en el ámbito administrativo- de pretensiones como las indicadas respecto de la acción de nulidad, en razón de la presunción de legitimidad que ostentan los actos administrativos; presunción que subsiste en tanto no se declare lo contrario por el órgano competente. Además al no mediar declaración de ilegitimidad no puede haber resarcimiento o pago de suma de dinero alguna pues falta la causa de tales obligaciones.

De modo concordante, en Fallos: 319:1532 se declaró que no procedía la demanda de daños y perjuicios derivados de una cesantía considerada ilegítima, si este acto había quedado firme al no haber sido impugnado dentro del plazo previsto en el art. 25 de la ley 19.549.

Recurso Queja Nº 1 – Turk, Cesar Enrique c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios

FTU-Justicia Federal de Tucuman, 710753/2006/1/RH1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Juicios contra el Estado. Reajuste jubilatorio. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa FTU 710753/2006/1/RH1, “Turk, Cesar Enrique c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios”.

Recurso Queja Nº 1 - Labatte, Silvia Liliana c/ Estado Nacional s/ Reajuste de haberes

FTU-Justicia Federal de Tucuman, 710799/2006/1/RH1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Nulidad procesal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa FTU 710753/2006/1/RH1, “Turk, Cesar Enrique c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios”.

Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Senes De Arevalo, Concepción de La Piedad c/ Gobierno Nacional s/ Daños y perjuicios - Dr. Rene G. Hauteberque plantea nulidad de la notificación de demanda

FTU-Justicia Federal de Tucuman, 710760/2006/1/1/RH1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Reparación integral. Enfermedad profesional. Higiene y seguridad del trabajo. Responsabilidad civil. Monto del juicio. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

Los planteos relativos a la aplicación temporal de la ley 26.773 fueron resueltos sin arbitrariedad, pues, la sentencia de grado, confirmada por la cámara, sostuvo que la enfermedad del actor se manifestó en forma previa (principios del año 2010) a la sanción de esa norma (24 de octubre de 2012) y, por ello, la presente acción no puede encuadrarse en la del artículo 4 de la ley 26.773, y no resulta alcanzada por la opción excluyente allí prevista. Ponderó que ese cuerpo legal creó una acción reparatoria civil que la legislación anterior no contemplaba y, en ese marco, declaró la inconstitucionalidad del artículo 39 de la Ley 24.557 de Riesgos del Trabajo, vigente al momento en que se evidenció la dolencia, que vedaba los reclamos civiles por infortunios laborales. Agregó que, en virtud de los precedentes de la Corte en Fallos: 330:1550, “Soria”, y 332:709, “Torrillo”, las aseguradoras resultan responsables en materia civil en caso de acreditarse los presupuestos fácticos allí analizados. Por ello, declaró la procedencia de la vía intentada.

Se observan de manera clara las deficiencias endilgadas por la cámara  al escrito recursivo, por lo que resulta fundada la decisión de declararlo desierto en ese punto.

La sentencia recurrida, en cuanto atribuye responsabilidad civil a la demandada, luce fundada.

La Corte Suprema sostuvo en el caso “Torrillo” que “no existe razón alguna para poner a una ART al margen del régimen de responsabilidad previsto por el Código Civil, por los daños a la persona de un trabajador derivados de un accidente o enfermedad laboral, en el caso en que se demuestren los presupuestos de aquél, que incluyen tanto el acto ilícito y la imputación, cuanto el nexo causal adecuado (excluyente o no) entre dichos daños y la omisión o el cumplimiento deficiente por parte de la primera de sus deberes legales” .

Tampoco prospera el agravio que pretende la deducción de las sumas abonadas por la demandada del monto de condena. El monto de condena intenta reparar aquel daño no alcanzado por la reparación especial, que solo apunta a la pérdida de capacidad laboral.

La cámara realizó una interpretación de los elementos probatorios y de las normas de derecho común aplicables al caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia de la recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.

Trovalessi, Patricia Noemí Regina (sucesora de Trovalessi José Ramón) c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Accidente - acción civil

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 107405/2016/2/RH2, 17 de mayo de 2022

Ver dictamen

Liquidación de la sociedad conyugal. Violencia familiar. Daños y perjuicios. Concesión errónea del recurso. 

Los agravios referidos a la falta de congruencia de la decisión remiten al análisis de temas de hecho, prueba y derecho común y procesal que, como regla son propios de los jueces de la causa y ajenos al recurso previsto por el artículo 14 de le ley 48, máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial.

Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de tenor excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total falta de fundamento normativo, impiden reconocer en el pronunciamiento de los jueces ordinarios la sentencia fundada en ley a la que toda parte tiene derecho.

Por ello, corresponde denegar las quejas interpuestas.

Recurso de Queja N° 1 – P., F. c/ P., L. D. s/ Nulidad

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 48341/2013/1/RH1, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires. Jueces naturales. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

Remisión al fallo de la causa H. 213, L. XLII, “Heredia, Jorge Hugo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios” y a los dictámenes de las causas CIV 34386/2017/2/RH1, “Iturbe, José Ignacio c/ Brito, Osvaldo David y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito c/ lesiones o muerte)”

Pintos, Lucas Hernán c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito c/ lesiones o muerte)

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 22382/2020/2/RH1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Ejecución de cuota alimentaria. Mediación. Denegatoria del recurso. Actualización monetaria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Conforme a la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación las decisiones dictadas en la etapa de ejecución no revisten el carácter de definitivas a los fines del artículo 14 de la ley 48, pero son equiparables a tales cuando –como en el caso– causan al apelante un gravamen de insusceptible reparación ulterior.

Si bien en el caso se halla en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal, corresponde tratar, en primer lugar, los argumentos que atañen a la arbitrariedad, dado que de existir ésta no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha.

En tales condiciones, las objeciones planteadas relativas a la facultad de la parte actora de reclamar los alimentos devengados y la interpretación del convenio regulador al momento de su ejecución, remiten al análisis de temas de hecho, prueba y derecho común que, como regla, son propios de la causa y ajenos al remedio federal.

Máxime, cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales suficientes para sustentar la decisión y que impiden su descalificación como acto judicial.

A su vez, cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto convertir a esa Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir supuestos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo una sentencia fundada en ley.

En el caso, la sentencia cuestionada encuentra adecuado fundamento en las consideraciones vertidas y en la valoración de la prueba y de los hechos no disputados.

Cabe recordar, que la Corte Suprema ha señalado que el estudio de problemas relativos a créditos de naturaleza alimentaria exige una consideración particularmente cuidadosa a favor de los derechos de los beneficiarios, por cuanto, en definitiva, gozan de protección constitucional.

Por último, la genérica invocación de garantías constitucionales es insuficiente para habilitar la instancia del artículo 14 de la ley 48, pues el artículo 15 de ese cuerpo legal demanda que la cuestión federal tenga relación directa e inmediata con la materia litigiosa, aspecto que no se corrobora con la mera invocación del artículo 16, inciso 1, de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Esa relación existe cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional invocado.

En función de lo anterior, corresponde rechazar el recurso en este aspecto.

En cuanto a los agravios vinculados con la prohibición de la actualización monetaria, el recurso extraordinario fue mal denegado pues se encuentra en tela de juicio la inteligencia y aplicación de normas federales y la sentencia ha sido contraria al derecho que la apelante fundó en ellas. También es oportuno recordar que la Corte Suprema tiene dicho que, en la tarea de esclarecer la inteligencia de este tipo de normas, no se encuentra limitada por las posiciones del a quo, ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate.

La ley 25.561 declaró en su primer título la emergencia pública –que tuvo diferentes prórrogas, la última de ellas hasta el 31 de diciembre de 2019 (ley 27.345)– y en los siguientes títulos se dedicó a la reforma del régimen cambiario. En el título tercero se derogan y modifican ciertos artículos de la ley 23.928. En particular, el artículo 4 de ese cuerpo legal, modificó los artículos 7 y 10 de la ley original y sustituyó el término “australes”, por el término “pesos”. Este precepto, sin embargo, mantuvo vigente la prohibición de actualización monetaria, indexación por precios y repotenciación de deudas para aquellas obligaciones de dar sumas de dinero que se establecen en esos artículos, y no prevén un término de vigencia. Precisamente esas obligaciones, por su naturaleza, no están sujetas a prórrogas. Además, la ley 25.561 preservó la regla que establece que las disposiciones contractuales que contravienen esa prohibición resultan inaplicables.

Dan cuenta del reconocimiento de la vigencia de la normativa, diferentes leyes posteriores que establecen excepciones a los artículos 7 y 10 como, por ejemplo, el artículo 14 de la ley 27.551 de modificación del Código Civil y Comercial de la Nación.

En ese sentido, la Corte ha sostenido que los artículos 7 y 10 de la ley 23.928 constituyen una decisión clara y terminante del Congreso Nacional de ejercer las funciones que le encomienda el artículo 75, inciso 11, de la Constitución Nacional de “Hacer sellar la moneda, fijar su valor y el de las extranjeras”.

En consecuencia, la sentencia en crisis, al considerar que no se encontraba vigente la prohibición de indexar de la ley 23.928, realizó una errada interpretación del derecho federal aplicable al caso, y sobre esa base convalidó una cláusula contractual que establece un mecanismo de actualización periódica del crédito alimentario que contraviene aquella norma, y resulta, por ello, inaplicable.

Sentado lo expuesto, la vigencia de la referida norma no impide que el tribunal analice la aplicación de un mecanismo alternativo destinado a preservar en el tiempo el valor adquisitivo de la cuota alimentaria pactada.

En esa línea, en la causa CIV 83609/2017/5/RH3; esta Procuración General sostuvo que en función del contexto inflacionario imperante en nuestro país se ha procurado en convenios y sentencias la conservación del valor económico de la cuota de alimentos mediante diferentes mecanismos, tales como el pago en cuotas escalonadas, el equivalente de un porcentaje del salario o de algún otro parámetro de referencia, entre otros.

Esta Procuración General puntualizo que, “como consecuencia de la pérdida del valor adquisitivo del peso, es razonable prever que las sumas nominales pactadas o fijadas judicialmente, por plazo indeterminado, resultarán prontamente insuficientes para atender las necesidades del alimentado debido a las sucesivas alzas de precios en los bienes y servicios”.

Finalmente, este Ministerio Público entendió que correspondía al tribunal establecer, dentro del ámbito autorizado por la ley, un mecanismo efectivo para preservar el valor real de la obligación alimentaria.

T., M. N. c/ S., C. P. y otros s/ Ejecución de acuerdo – Mediación

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 10256/2019/1/RH1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Personas con discapacidad. Obras sociales. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. Carga de la prueba. Derecho de propiedad. Gravedad institucional. Denegatoria del recurso. 

Cuestiones ajenas al recurso extraordinario.

En primer lugar, la prestación de transporte ha llegado firme a esta instancia por no haber sido materia de agravio en el recurso extraordinario.

En segundo lugar, los agravios traídos involucran cuestiones de hecho, prueba y derecho común, que, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria; salvo que el recurrente acredite que el pronunciamiento, por la extrema gravedad de sus desaciertos u omisiones, no puede adquirir validez jurisdiccional, lo que no sucede en estos autos.

En efecto, los argumentos de la recurrente que cuestionan la orden de cubrir el 100% de la cuota de la escuela privada y el 100% de la prestación de acompañante terapéutico, presentados como de naturaleza federal, se circunscriben estrictamente a la valoración que hizo la alzada. En particular, con relación a quién correspondía la carga de acreditar la existencia de escuelas de educación primaria común y a determinar cuál es el monto del nomenclador que corresponde aplicar, aspectos fácticos, probatorios y de derecho común, ajenos a esta instancia extraordinaria. Máxime cuando los apelantes no rebaten debidamente las razones fácticas y de derecho no federal en las que el tribunal sustentó lo decidido.

Al respecto, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que se dirige a cubrir casos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de sustento normativo, impiden considerar al pronunciamiento como una sentencia fundada en ley.

En el caso, la sentencia recurrida encuentra adecuado fundamento en las consideraciones vertidas y en la valoración de la prueba agregada a la causa y de los hechos no controvertidos. Para considerar que la Obra Social debía afrontar el costo de la cuota de educación pública común conforme lo previsto en los artículos 16, 17 y 22 de la ley 24.901 y el Anexo I, punto 6 de la resolución MSAS 428/1999, el tribunal tuvo en cuenta el criterio de la Corte Suprema adoptado en la causa R. 104, XLVII, “R. D. y otros c/ Obra Social del Personal de la Sanidad s/ amparo”, en la que se fijaron diversas pautas respecto de la carga probatoria que pesa sobre las partes en juicios de esta naturaleza. Allí se estableció que el agente del servicio de salud es quien debe ocuparse concretamente de probar y poner a disposición una alternativa entre sus prestadores que proporcione un servicio educativo análogo al que se persigue en la causa, así como demostrar la exorbitancia o sinrazón de la elección de su familia.

Ponderó que el caso trata sobre una niña de 7 años de edad, afiliada a la demandada, que padece diplejía espástica como secuela de encefalopatía crónica no evolutiva, por lo que posee certificado único de discapacidad que refiere la necesidad de contar con acompañante y servicios de transporte. Valoró, además, que le fue extendido certificado médico por su médico tratante donde se prescriben las prestaciones que reclama y que la demandada no ha hecho ninguna propuesta con relación a la escuela.

Además, la recurrente no presentó el informe del artículo 8 de la ley 16.986, situación que tiene innegables consecuencias en el reconocimiento de la documental y de los hechos lícitos invocados en la demanda en lo que hace a la oportunidad de las alegaciones que configurarán los términos del debate, a la vez que obliga a actuar con extrema cautela en la apreciación de las circunstancias.

Teniendo ello en cuenta, de la nota presentada ante la Obra Social previo al inicio del proceso se desprende que los progenitores realizaron una búsqueda exhaustiva y no hallaron una escuela estatal adecuada para las necesidades de su hija. Explicaron que el colegio elegido es de los más económicos de Bahía Blanca, ciudad en la que se sitúan el resto de las terapias a las que concurre la niña. Acompañaron también prescripción médica donde se requiere la continuidad en la institución y un resumen de historia clínica del que surge que aquella cuenta con instalaciones adaptadas, personal profesional orientado, una currícula controlada y reducida, favoreciendo su desplazamiento en silla de ruedas pudiendo desarrollar en un mismo establecimiento sus capacidades y necesidades, sin congestionar demasiado su día ya que además continúa con sus terapias de kinesiología e hidroterapia.

En tales condiciones, el argumento presentado por la recurrente relativo a que resulta imperiosa la colaboración de los progenitores en la búsqueda de escuelas públicas a fin de no vulnerar el derecho del resto de los afiliados no logra conmover las premisas de las que partió el tribunal.

Tampoco cumple ese cometido la alusión de la Obra Social a que los progenitores solventaron el primer año de colegio y luego reclamaron la cuota del año siguiente frente a su negativa, tanto a colaborar en la búsqueda de colegio público como de afrontar la cobertura de la institución elegida u ofrecer alguna alternativa.

Por su parte, la impugnación de la cobertura del 100% del costo del Colegio apartándose del límite previsto en el nomenclador, no puede prosperar por no existir gravamen. Si se contrasta el costo efectivo de dicha institución con el tope del nomenclador se verifica que la cuota del colegio no llega al valor mínimo allí regulado. 

Resulta asimismo inadmisible el agravio referido al deber de afrontar el costo del acompañante terapéutico sin considerar el módulo “Maestro de Apoyo”, pues la Obra Social omite rebatir los fundamentos brindados por la cámara. Puntualmente la sentencia expresa “la prueba documental incorporada en autos denota el tenor de las afecciones físicos motrices que afectan a la menor, así como también, la indispensable necesidad de contar con un acompañamiento especializado para lograr el normal desarrollo de sus actividades; lo cual no responde, como pretende la accionada, a tareas que pudieran ser cubiertas mediante el pretendido módulo de ‘Maestro de Apoyo’, sino a incapacidades motoras que deben ser suplidas por un acompañante terapéutico, de acuerdo a lo indicado por el galeno”.

El nomenclador no establece ningún valor específico que funcione como tope de cobertura para la prestación de acompañante terapéutico, por lo que en caso de considerar la demandada que el módulo “Maestro de Apoyo” era el más adecuado le correspondía elaborar un razonamiento sólido para avalar su postura. Más aún cuando el acompañante terapéutico no cumple una función docente, característica que indefectiblemente tiene un maestro de apoyo.

Por lo demás, las medidas ordenadas a cargo de la Obra Social se encuentran encaminadas a hacer efectivos los imperativos de máxima inclusión social de los niños con discapacidad, cuyo marco normativo esta Procuración General ya ha reseñado en otras oportunidades.

Con relación al agravio referido a los certificados médicos, el tribunal valoró que el médico traumatólogo es el adecuado para prescribir prestaciones a una niña que tiene una discapacidad motriz y no cognitiva.

Asimismo, el agravio vinculado con la vulneración del derecho de propiedad y el posible compromiso del patrimonio de la Obra Social que, eventualmente, afectaría a los restantes afiliados y al sistema, resulta inatendible. La recurrente no aportó información relativa a su compromiso patrimonial, no explicó las consecuencias que produciría la condena en su estructura financiera, su equilibrio presupuestario o la atención particular de otros afiliados.

Finalmente, en cuanto a la invocación de la excepcional doctrina de la gravedad institucional, sólo faculta a la Corte a prescindir de ciertos requisitos formales, pero no a suplir la inexistencia de cuestión federal y de las circunstancias examinadas a lo largo de este dictamen surge que tal requisito no se encuentra cumplido.

B. M., I. c/ Instituto de Obra Social de las Fuerzas Armadas s/ Amparo Ley 16.986

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 8535/2020/1/RH1, 21 de febrero de 2022

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Acto administrativo. Terrorismo de Estado. Herederos. Legitimación activa. Pronunciamiento inoficioso. Revocación de sentencia. 

Los actores no reclaman la indemnización prevista por el régimen reparatorio instaurado por el Estado Nacional (leyes 26.564 y 26.913 y sus normas complementarias), ni una indemnización por los daños y perjuicios sufridos, sino que se limitan a solicitar la declaración de nulidad, inconstitucionalidad, ilegitimidad, ilegalidad, de una serie de actos emanados de la denominada “Revolución Libertadora” que afectaron los derechos a la vida y a la propiedad de su progenitor.

El carácter de herederos fue acreditado mediante la documentación pertinente lo que implica, en principio, que lo suceden en las relaciones jurídicas de las que era titular. Sin embargo, los derechos que invocan para fundar su pretensión no resultan pasibles de ser transmitidos por sucesión. En efecto, la petición de los actores tiende a obtener la modificación de una situación jurídica que es inherente a la persona del causante, motivo por el cual el derecho que la sustenta se extinguió por la muerte del titular.

Habida cuenta de ello, la legitimación activa para obtener la declaración judicial requerida únicamente correspondía al damnificado directo del hecho o acto lesivo, es decir, a la persona que fue afectada directamente por esos actos, hechos o comportamientos. Se trata de una acción personal que no se trasmite, en este caso, a los herederos. Es palmaria la falta de aptitud para accionar de los actores, pues han intentado ejercer una acción personal que correspondía únicamente al causante y un derecho que se extinguió con su muerte en virtud de lo dispuesto por el art. 3417 del Código Civil que, al referirse al conjunto de titularidades transmisibles, excluye "aquellos derechos que no son transmisibles por sucesión”, entre los que se encuentran los “derechos inherentes a la persona” (art. 498 Código Civil). 

En sentido concordante, el art. 2280 del Código Civil y Comercial de la Nación establece que, desde la muerte del causante, los herederos tienen todos los derechos y acciones de aquél de manera indivisa, con excepción de los que no son transmisibles por sucesión, y continúan en la posesión de lo que el causante era poseedor.

Recurso queja N° 1 – Bastein de Díaz, Ivonne Felisa y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 56692/2017/1/RH1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Seguros. Alcance de la cobertura. Indemnización. Daños y perjuicios. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

El recurso extraordinario interpuesto por la demandada contra la sentencia que declaró la ineficacia de la cláusula que establece el límite de cobertura del seguro, condenándola por el total de la indemnización resarcitoria, fue bien denegado pues los argumentos traídos por la aseguradora remiten, en esencia, al estudio de aspectos de hecho, prueba y derecho común, los cuales resultan materia propia de los jueces de la causa y ajenos a esta instancia extraordinaria. Máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial válido.

La decisión recurrida no desconoció de modo general la oponibilidad a las víctimas de las cláusulas que establecen límites a la cobertura por parte de las compañías aseguradoras. En cambio, consideró que se trataba de una cláusula limitativa de responsabilidad con un monto exiguo de acuerdo a las circunstancias particulares del caso.

El pronunciamiento también examinó el modo en que la aseguradora solicita hacer valer el límite de cobertura. Sobre esta cuestión, y en base a la aplicación de normas de derecho común, recordó que cuando existe pluralidad de damnificados por el mismo hecho generador de responsabilidad, la cobertura máxima que la entidad aseguradora otorga se debe distribuir a prorrata. En función de ello, rechazó la pretensión de la aseguradora de ser relevada del pago de las condenas, en tanto su actuación no se ajustó a la pauta establecida legalmente.

Al respecto no se advierte contradicción en el razonamiento de la cámara, por cuanto la inoponibilidad declarada se sustenta en otras premisas vinculadas con la legitimidad del límite de la cobertura.

Tales apreciaciones, además de ser irrevisables en esta instancia, no fueron debidamente controvertidas por la compañía aseguradora como era menester en esta instancia de excepción.

La recurrente se limitó a plantear argumentos como de índole federal que no habilitan en el caso la instancia extraordinaria. Por un lado, la genérica invocación de garantías constitucionales es insuficiente puesto que el artículo 15 de la ley 48 demanda que la cuestión federal tenga relación directa e inmediata con la materia litigiosa. Esa relación existe cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional invocado.

Por el otro, tampoco confiere naturaleza federal a la cuestión el alegado apartamiento de un precedente de la Corte Suprema que la citada en garantía invoca en su recurso, cuando la decisión recaída en dicha causa se sustentó en presupuestos fácticos y jurídicos que difieren sustancialmente del presente caso.

Recurso de queja n° 2 – Martin, Silvina Fernanda c/ Couceiro S.A. y otros y otros s/ Daños y perjuicios

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 89657/2011/2/RH1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Remisión al dictamen de la causa CAF 11112/2021/CS1, “ENRE c/ Zelechowsky, Víctor Alejandro y otros s/ Inhibitoria”.

Recurso Queja Nº 1 - ENRE c/ Zelechowsky, Víctor Alejandro y otros s/ Inhibitoria

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 11112/2021/1/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Notificación defectuosa. Falta de traslado. Debido proceso. Defensa en juicio. Devolución del expediente. 

Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso –particularmente, la sentencia y el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el artículo 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa.

Recurso Queja Nº 1 - ENRE c/. s/ Inhibitoria

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 41353/2022/1/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del  proceso —particularmente, la sentencia y el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación— tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa.

ENRE c/ Zelechowsky, Víctor Alejandro y otros s/ Inhibitoria

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 11112/2021/CS1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Concesión errónea del recurso. 

Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que se verifiquen circunstancias excepcionales que autoricen su equiparación, tales como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una efectiva privación de justicia. Ninguna de esas circunstancias excepcionales se configuran en el caso.

Por un lado, lo decidido no importa una denegatoria del fuero federal, ya que la resolución apelada establece la competencia de un juzgado nacional con asiento en la Capital Federal. 

Al respecto, es preciso señalar que esta Procuración General no ignora que en el precedente de Fallos: 340:103, la Corte Suprema abandonó la doctrina citada y ratificó el criterio expuesto en la sentencia de Fallos: 338:1517, con arreglo al cual “no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio”. No obstante ello, atendiendo a la vista conferida en el marco del recurso federal interpuesto, hasta tanto se haga efectiva la transferencia de las competencias que actualmente ejerce el fuero nacional ordinario, corresponde mantener el referido criterio tradicional.

Por el otro, la sentencia tampoco coloca al apelante —a los efectos de la intervención de esa Corte en los términos del artículo 14 de la ley 48—, en una situación de denegación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, su defensa en juicio. Ello así, pues no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la recurrente quedó sometida a la justicia nacional en lo comercial ante quien podrá ejercer las defensas que considere pertinentes respecto de la controversia que motiva estas actuaciones.

A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas o por la pretendida arbitrariedad del decisorio o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.

De Urquiza, Juan Ignacio c/ Despegar.com.ar S.A. y otro s/ Sumarísimo

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 6964/2021/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Gratuidad del procedimiento. Costas. Protección de consumidores y usuarios. Relación de consumo. Beneficio de litigar sin gastos. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 

Remisión a los fundamentos expuestos por la fiscal general en el recurso.

Esta Procuración General ha tenido oportunidad de analizar la cuestión vinculada al alcance del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240, que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva en las causas CAF 17990/2021/1/RH1, “ADDUC y otros c/ AYSA SA s/ proceso de conocimiento”, y COM 38707/2007/1/RH1, “Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ beneficio de litigar sin gastos”. Allí se postuló que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, esa norma garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso. 

En los mencionados dictámenes se puntualizó que la Corte Suprema puntualizó que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. Posteriormente, la Corte se expidió en idéntico sentido en la causa COM 039068/2011/1/RH1, “Consumidores Financieros Asociación Civil p/ su Defensa c/ Seguros Bernardino Rivadavia Cooperativa Ltda. s/ ordinario”; CAF 023469/2003/CS001, “Unión de Usuarios y Consumidores c/ EN — ley 25413 — M° Economía — resol. 72/03 y otro s/ proceso de conocimiento”; y Fallos: 341:146, “Unión de Usuarios y Consumidores”.

En el precedente registrado en Fallos: 338:1344, la Corte Suprema señaló que la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo. Además, que el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos y que una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos. 

Adicionalmente, esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley.

En asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia —similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos—, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción, en condiciones de igualdad, en asuntos de consumo.  

Por último, corresponde señalar que en el fallo dictado recientemente en la causa “ADDUC y otros c/AYSA SA y otro s/proceso de conocimiento”, la Corte Suprema reafirmó la interpretación constitucional que había expresado en precedentes anteriores y que resulta coincidente con el criterio mantenido por esta Procuración General de la Nación en los dictámenes previamente aludidos. En efecto, en el mencionado caso la Corte sostuvo que el beneficio de justicia gratuita exime a los consumidores y a las organizaciones que los representan de los costos y costas del proceso judicial. A su vez, expresó que ese beneficio resulta esencial para hacer efectiva la protección que la Constitución Nacional confiere a los consumidores y que opera automáticamente, sin necesidad de exigir la demostración de una situación de pobreza.   

En esas condiciones, la sentencia, en cuanto impuso las costas de ambas instancias a la asociación accionante, no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, puesto que efectuó una interpretación de la ley 24.240 que desatiende los artículos 16, 18 y 42 de la Constitución Nacional.

Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores (ADUC) c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Ordinario

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 35150/2015/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Gratuidad del procedimiento. Derechos de incidencia colectiva. Costas. Protección de consumidores y usuarios. Relación de consumo. Beneficio de litigar sin gastos. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 

Esta Procuración General ha tenido oportunidad de analizar la cuestión vinculada al alcance del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240, que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva en las causas CAF 17990/2021/1/RH1, “ADDUC y otros c/AYSA SA s/proceso de conocimiento”, y COM 38707/2007/1/RH1, “Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ beneficio de litigar sin gastos”. Allí se postuló que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, esa norma garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso.

En los mencionados dictámenes se puntualizó que la Corte Suprema puntualizó que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores. Posteriormente, el máximo tribunal se expidió en idéntico sentido en las causas COM 039068/2011/1/RH1, “Consumidores Financieros Asociación Civil p/ su Defensa c/ Seguros Bernardino Rivadavia Cooperativa Ltda. s/ ordinario”; CAF 023469/2003/CS001, “Unión de Usuarios y Consumidores c/ EN — ley 25413 — M° Economía — resol. 72/03 y otro s/ proceso de conocimiento”; y Fallos: 341:146, “Unión de Usuarios y Consumidores”.

En el precedente registrado en Fallos: 338:1344, “Consumidores Financieros”, la Corte Suprema señaló que “la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo”. Además, que “el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé ‘para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos’” y que “una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores —y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses— a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos”.

Adicionalmente, la Procuración general afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley.

En asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia —similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos—, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción, en condiciones de igualdad, en asuntos de consumo.

En el fallo dictado recientemente en la causa “ADDUC y otros c/ AYSA SA y otro s/proceso de conocimiento”, la Corte Suprema reafirmó la interpretación constitucional que había expresado en precedentes anteriores y que resulta coincidente con el criterio mantenido por esta Procuración General de la Nación. En efecto, en el mencionado caso el tribunal sostuvo que el beneficio de justicia gratuita exime a los consumidores y a las organizaciones que los representan de los costos y costas del proceso judicial. A su vez, expresó que ese beneficio resulta esencial para hacer efectiva la protección que la Constitución Nacional confiere a los consumidores (art. 42, Constitución Nacional) y que opera automáticamente, sin necesidad de exigir la demostración de una situación de pobreza.

La sentencia en cuanto impuso las costas de ambas instancias a la asociación accionante, no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, puesto que efectuó una interpretación de la ley 24.240 que desatiende los artículos 16, 18 y 42 de la Constitución Nacional.

Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores (ADUC) c/ Banco Credicoop Coop. Ltdo. s/ Ordinario

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 35209/2015/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Ejecución de honorarios. Cómputo de intereses. Cosa juzgada. Resoluciones equiparables a definitiva. Exceso ritual manifiesto. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 

Si bien los planteos referentes a los alcances de cosa juzgada remiten al examen de cuestiones fácticas y procesales, ajenas a la instancia extraordinaria, corresponde hacer excepción a tal principio cuando la sentencia apelada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.

La Corte Suprema ha expresado que el carácter procesal de la cuestión no impide conocer el planteo cuando su examen por los jueces del proceso extiende su valor formal más allá de límites razonables, y omite una adecuada ponderación de aspectos relevantes de la causa, todo lo cual redunda en un evidente menoscabo a los derechos y garantías constitucionales de propiedad y debido proceso. Más aún, ese Tribunal admitió el conocimiento de agravios referentes a cuestiones procesales por la vía extraordinaria en aquellos casos en que la sentencia se apartó de la realidad económica del caso y se desentendió de las consecuencias patrimoniales de su fallo.

La decisión de la alzada que rechaza el planteo de los demandados sobre la base del principio de cosa juzgada, resulta infundada, pues omite valorar que la aplicación de una tasa para depósitos en pesos a una deuda en dólares conduce a una excesiva repotenciación de la obligación y genera un enriquecimiento injustificado del patrimonio del acreedor. Ello ocurre así, pues el nivel de esa tasa en el mercado financiero se determina de modo de compensar el uso del dinero en un escenario de recurrente desvalorización de la moneda local. Para comprender esto basta cotejar dicha tasa con la fijada para depósitos en moneda extranjera, que resulta sustancialmente inferior. De ese modo la resolución de la cámara produce un resultado irrazonable que desnaturaliza la finalidad de la imposición de accesorios de la condena.

La Corte Suprema ha dicho que debe descalificarse la sentencia que, so color de un supuesto respeto al principio de cosa juzgada, aprueba una liquidación que conduce a un resultado que quiebra toda norma de razonabilidad, y desnaturaliza la finalidad de la pretensión entablada.

Cuando por el método de cálculo de intereses se llega a resultados que pueden ser calificados de absurdos, debe prevalecer la realidad sobre la aplicación de fórmulas matemáticas abstractas, pues no es posible admitir liquidaciones que conduzcan a un resultado excesivo.

Arcagni, José Carlos c/ Fascetto, Jorge Eduardo y otros s/ Cobro de honorarios profesionales

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 100940/2011/CS1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Falta de traslado. Violación al debido proceso. Devolución del expediente. 

Dado que el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el artículo 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa, corresponde devolver los autos principales al tribunal de origen, a fin de que proceda a dar cumplimiento a la sustanciación en los términos y el modo que prescribe el artículo mencionado.

Villalba, Guillermo Oscar c/ Fate S.A. s/ Accidente - acción civil

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 29099/2014/1/RH1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Policía federal. Remuneración. Adicionales de remuneración. Admisibilidad del recurso. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 

La decisión de la cámara, que rechazó la demanda del actor interpuesta con el fin de regularizar su haber mensual, tras valorar que, respecto al decreto 2744/93, operó el instituto de la cosa juzgada, luce dogmática y se apartó de las circunstancias existentes que le imponían valorar las constancias de la causa, y los nuevos argumentos traídos por la parte actora en relación con su derecho a percibir el suplemento del decreto mencionado con carácter remunerativo y bonificable. Máxime, considerando que se debaten derechos de índole alimentario destinados a cubrir gastos de subsistencia y ancianidad.

La cámara ha convalidado que el suplemento de Responsabilidad por Cargo o Función, creado por el artículo 2 del decreto 2744/1993, continué siendo abonado con carácter no remunerativo ni bonificable y, a la vez, ha otorgado la calidad de remunerativos y bonificables a los montos que surgen de los decretos 1255/2005, 1126/2006, 861/2007, 884/2008 y 752/2009. Este razonamiento resulta contradictorio puesto que estos últimos decretos son actualizatorios y, por ende, accesorios del rubro principal, lo que torna descalificable el pronunciamiento.

Es procedente el agravio del actor que apunta a que la cámara, amparándose de manera arbitraria en el instituto de la cosa juzgada, omitió valorar la afectación de su derecho constitucional a la igualdad de trato consagrado en el artículo 16 de la Constitución Nacional, en la medida en que decidió rechazar la aplicación de la doctrina sentada por la Corte en los precedentes “Oriolo” y “Giménez”, y desconoció que la administración ya había sido exhortada por el poder judicial para adecuar las normas a los principios reconocidos en esos precedentes, con el fin de que el personal activo y pasivo perciba, por igual, el suplemento en cuestión con carácter remunerativo y bonificable.

Conforme surge de las constancias del expediente sustanciado en el año 2000, en esa ocasión, no se había incluido planteo alguno sobre la afectación del principio de igualdad, que se introdujo como cuestión novedosa en las actuaciones bajo análisis.

Ese planteo se fundamenta en la situación de inequidad que se genera con posterioridad al cierre de la causa inicial, a partir de la doctrina elaborada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los fallos señalados. 

Si bien estos precedentes fueron dictados en el marco de acciones individuales, la Corte determinó que es ilegítimo el tratamiento de dichos suplementos como no remunerativos ni bonificables, pues va en contra de la estructura salarial prevista en el artículo 75 de la Ley 21.965 que obliga a incluir en el “haber mensual” todas las asignaciones que revistan carácter general. Así, en “Oriolo”, puso de relieve que las normas actualizatorias del suplemento creado por el aludido decreto 2744/93 mantuvieron la ilegalidad del decreto original, remarcando de esta manera la continuidad de una conducta ilícita de la administración.

Ante ello, el Poder Ejecutivo tenía el deber de adecuar los procedimientos para liquidar, de allí en más, las jubilaciones, en consonancia con esa exégesis de la ley, en especial, considerando que la relación jurídica que se origina en un régimen de seguridad social es de tracto sucesivo. Como corolario, la Cámara Federal de la Seguridad Social en “Satej Francisco c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.”, advirtió que les incumbía a los otros poderes del Estado generar las medidas apropiadas de alcance general para dar respuesta, precisamente, a la situación de desigualdad generada en torno al suplemento en debate, con fundamento en estrictas razones de justicia.

La sentencia apelada debió considerar que el actor alegó una afectación al principio de igualdad, causada a partir de la omisión de los otros poderes del Estado de readecuar la normativa para que se aplique al personal policial activo, jubilado y pensionado, con carácter salarial, remunerativo y bonificable. También puso de relieve una práctica administrativa de trato desigual en materia salarial que se genera según el personal retirado o pensionado haya iniciado o no acciones judiciales, y, a su vez, según la fecha del dictado del respectivo pronunciamiento judicial. En particular, el trato salarial difiere si la sentencia es dictada con anterioridad o posterioridad al cambio de la jurisprudencia de la Corte. De modo que el personal jubilado con sentencias dictadas antes de la modificación en la interpretación judicial ocurrida en el 2010, se ve arbitrariamente excluido de la incorporación plena de los suplementos en la remuneración mensual, en transgresión del artículo 75 y 96 de la ley para el personal de la Policía Federal.

Este planteo novedoso de aspectos relevantes para la resolución de la causa no fue debidamente ponderado por la cámara, al aplicar al caso, sin mayor análisis y de modo dogmático, el instituto de la cosa juzgada con menoscabo de la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional.

El tribunal debió considerar también el carácter integral e irrenunciable que tienen los beneficios de la seguridad social según el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, principio que en la materia recoge el artículo 96 de la Ley 21.965. Tampoco podía soslayar que en la esfera de la previsión social debe prevalecer el reconocimiento exacto de los derechos acordados por las leyes que la rigen, no pudiendo desoír el reclamo de reajuste al que se cree con derecho el apelante y que fue otorgado a otros agentes que se hallaban en su misma condición, con fundamento en que la cuestión no puede ser objeto de un nuevo pronunciamiento. La solución del presente caso no podía sustraerse de la doctrina emanada de los precedentes “Oriolo” y “Giménez”.

Mediante decreto 142/2022 el Poder Ejecutivo Nacional resaltó, respecto del personal de la policía federal y otras fuerzas de seguridad, que la existencia de “sumas remunerativas y no bonificables y/o sumas no remunerativas y no bonificables entre sus haberes se ha mantenido de manera continua, bajo distintas modalidades y conceptos, desde hace más de VEINTICINCO (25) años. Que las modalidades que han adoptado dichas sumas trajeron como consecuencia la afectación de los recursos destinados a las respectivas obras sociales y al sistema previsional, provocaron la distorsión de la escala salarial y mantuvieron un alto grado de litigiosidad. Que, en este último sentido, existen diversos pronunciamientos judiciales en torno a considerar diversos suplementos particulares como integrantes del “haber mensual” del Personal de las Fuerzas Policiales y de Seguridad mencionadas, resultando necesario receptar la doctrina judicial existente en la materia. Que, asimismo, al no integrar dichos suplementos el haber mensual del referido personal en los términos indicados precedentemente, se produce un menoscabo de su capacidad económica”. Como consecuencia de ello, en el año 2020 comenzó un proceso de regularización y reordenamiento de las estructuras salariales del Personal de las Fuerzas Policiales y de Seguridad, que concluyó el primer trimestre del año 2022.

Romero Rafael Oscar c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad - Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 103462/2011/CS1, 12 de octubre de 2022

Ver dictamen

Transporte aéreo. Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Concesión errónea del recurso. 

Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley n° 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como, la denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia.

Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso pues, por un lado, lo decidido no importa una denegatoria del fuero federal, ya que la resolución apelada establece la competencia de un juzgado nacional con asiento en la Capital Federal.

Al respecto, es preciso señalar que la Procuración General no ignora que en Fallos: 340:103, “Sapienza”, la Corte abandonó la doctrina citada y ratificó el criterio expuesto en Fallos: 338:1517, “Corrales”, con arreglo al cual no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio.

No obstante ello, atendiendo a la vista conferida en el marco del recurso federal, hasta tanto se haga efectiva la transferencia de las competencias que actualmente ejerce el fuero nacional ordinario, corresponde mantener el referido criterio tradicional.

En este punto, es necesario agregar que la sentencia tampoco coloca al apelante, en una situación de denegación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, su defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal y, en consecuencia, las partes quedaron sujetas a la justicia nacional en lo comercial, ante quien podrán ejercer las defensas que estimen pertinentes.

A su vez, la ausencia de una decisión definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas o por la pretendida arbitrariedad del decisorio o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.

Escobedo, Emiliano c/ LAN Argentina S.A. s/ Ordinario

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 2278/2021/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Responsabilidad del asegurador. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Principio de congruencia. Iura novit curia. Constitucionalidad. Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Costas. Discrepancia del recurrente. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al fallo “Longobardi”.

Si bien en el sub lite se halla en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal, corresponde tratar, en primer término, los agravios referidos a la causal de arbitrariedad, dado que de existir no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha en lo atinente al fondo del asunto.

El recurso de queja en virtud de esa causal no puede prosperar, pues, en lo sustancial, los agravios sólo traducen el desacuerdo de la apelante con el criterio adoptado por el tribunal sobre cuestiones fácticas y de derecho común que no compete a la Corte revisar. La decisión cuestionada, al margen de su acierto o error, se sostiene en definitiva en una interpretación posible de los hechos probados en la causa y de las disposiciones legales en juego.

En ese contexto, la resolución impugnada se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial.

Por otra parte, no se advierte exceso de jurisdicción en punto al reencuadre que efectuó la cámara, de la cuestión por responsabilidad extracontractual, pues el principio de congruencia impone a los jueces y tribunales decidir de conformidad con los hechos y pretensiones deducidas, limitación infranqueable en el terreno fáctico, pero que no rige en el plano jurídico donde la fundamentación en derecho o la calificación jurídica efectuada por los litigantes no resulta vinculante para el juez a quien, en todos los casos, le corresponde "decir el derecho" de conformidad con la atribución iura curia novit.

En cuanto a los agravios vinculados con la imposición de costas, se reducen a meras discrepancias con la interpretación de normas procesales, de derecho común y valoración de las circunstancias de hecho, practicadas por los jueces de la causa, ajenas, como regla y por su naturaleza a la instancia extraordinaria. Al respecto, cabe recordar que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 68 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el juez podrá eximir total o parcialmente de esta responsabilidad al litigante vencido, siempre que encontrare mérito para ello, expresándolo en su pronunciamiento, bajo pena de nulidad, y en virtud de tal manda, el tribunal impuso las costas por su orden, atendiendo a las particularidades y complejidad del asunto.

YPF S.A. c/ Asociación Mutual Personal de YPF y otro s/ Cobro de pesos / sumas de dinero

FGR-Justicia Federal de General Roca, 21000553/1993/1/RH1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Sustanciación del recurso. Falta de traslado. Debido proceso. Devolución del expediente. 

Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. Así las cosas, tal sustanciación deviene condición necesaria de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario. En el sub lite, el tribunal apelado resolvió conceder el remedio federal presentado sin haber dado cumplimiento, en forma previa, al traslado que determina la norma y sin haber dado razones que justifiquen tal omisión.

Monasterio San Bernardo de Carmelitas Descalzas de Salta c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986

FSA-Justicia Federal de Salta, 7077/2022/CS1, 12 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Riesgos del trabajo. Instancia administrativa previa. Resoluciones equiparables a definitiva. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CNT 68714/2017 “Robledo, Margarita del Carmen c/ Asociart ART SA s/ Accidente-ley especial”.

Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca la recurrente, vinculada a los efectos del cumplimiento de la instancia administrativa previa contemplada por la ley 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.

Vera, Ricardo Daniel c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente – Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 49510/2018/CS1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307 “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.

Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues el trámite de la instancia administrativa previa prevista por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.

Condori Huallpa, Alex Sandro c/ Omint A.R.T. S.A. s/ Accidente – Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 30244/2019/CS1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Notificación. Etapas del proceso. Debido proceso. Remisión del expediente. 

Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, particularmente el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa.

En el sub examine, se dispuso el rechazo del recurso extraordinario interpuesto por la parte demandada, sin haberse dado cumplimento en forma previa al traslado que determina la norma citada supra, las que fueron suscriptas por uno solo de los miembros del tribunal a quo, contradiciendo así la doctrina de Fallos: 341:876, oportunidad en la que, ante circunstancias análogas, la Corte declaró la inexistencia como pronunciamiento judicial del auto denegatorio del remedio federal allí deducido, sobre la base de lo dispuesto en los arts. 163, inc. 9°, 164 y 271 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y lo prescripto por el art. 109 del Reglamento para la Justicia Nacional.

Susana Carrillo de Quevedo Cornejo (hoy su sucesión) c/ Bustamante, Carlos Cipriano, Cruz Santiago s/ Acción reivindicatoria

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1162/2019/RH1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Juicio ejecutivo. Concesión errónea del recurso. 

Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que medie una denegación del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a fallos definitivos; entre ellas, cuando las cuestiones debatidas remiten a la consideración de puntos regidos por disposiciones constitucionales.

En ese marco, corresponde señalar que la provincia codemandada es la única que posee la prerrogativa a invocar la competencia originaria, en tanto se trata de un privilegio en garantía de obtener un tribunal imparcial que es establecido en su beneficio.

En orden a los restantes agravios vinculados a la competencia territorial, no concurren ninguna de las circunstancias excepcionales mencionadas, pues lo decidido a ese respecto, no importa una denegación del fuero federal, cuya intervención tampoco fue solicitada por los litigantes, desde que la decisión apelada declina la competencia ordinaria de un juez de la Capital Federal en favor de un magistrado provincial.

Por el otro, el pronunciamiento impugnado no clausura la cuestión de fondo ni cercena el acceso a un tribunal determinado.

A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Por lo demás, no deben prosperar los agravios presentados en orden a la decisión de archivar las actuaciones en los términos del artículo 354, inciso 1, del código de procedimientos, pues remiten al examen de aspectos procesales, ajenos a la instancia extraordinaria, sin que el apelante haya invocado agravios concretos vinculados con esa decisión. En particular, el recurrente no ha acreditado que tal decisión le irrogue un gravamen irreparable, máxime cuando la interposición de demanda aunque sea ante un tribunal incompetente interrumpe los efectos de la prescripción.

Por los motivos expuestos, corresponde declarar mal concedido el recurso extraordinario.

Borras Cedrún, Sebastián Daniel c/ Comisión de Fomento de Loventuel, Provincia de La Pampa y otros s/ Ejecutivo

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 40163/2019/CS1, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falta de notificación. Etapas del proceso. Debido proceso. Remisión del expediente. 

Es doctrina del Máximo Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. Así las cosas, tal sustanciación deviene condición necesaria de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario.

Arimex Importadora S.A. c/ Municipalidad de San Isidro s/ Acción mere declarativa de derecho

FSM-Justicia Federal de San Martín, 65540/2019/CS1-CA1, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Recursos

Acción autónoma de nulidad. 

Remisión al dictamen de la causa CIV 48341/2013/1/RH1, “P. F. c/ P., L. D. s/ Nulidad”.

P., F. c/ P., L. D. s/ Nulidad

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 48341/2013/1/1/RH2, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 





Capítulo XI

Derecho Procesal Constitucional

Acción declarativa de inconstitucionalidad

Juicios en que es parte una provincia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

INC S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2420/2019/28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Cuestión análoga al dictamen de la causa CSJ 1054/2020, “Total Austral S.A. Sucursal Argentina c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - repetición”.

Capex S.A. y otro c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 714/2020/17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Acción meramente declarativa

Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.

Amcor Rigid Plastics de Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1497/2017/12 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1 “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.

Sociedad Anónima Importadora y Exportadora de la Patagonia c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1740/2018/12 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1439/2017, “Egger Argentina S.A. (Ex Masisa Argentina S.A.) c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

Lilus S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2330/2019/22 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1439/2017, “Egger Argentina S.A. (Ex Masisa Argentina S.A.) c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

Biogénesis Bagó S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1004/2017/22 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016, “Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

 

Entre Ríos Crushing S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1528/2016/20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016, “Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

Aqualaf S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2261/2017/20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; que fuera compartido por la Corte.

Manfrey Cooperativa de Tamberos de Comercio e Industrialización Ltda. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1996/2019/20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; que fuera compartido por la Corte.

Tit Can Gross Sociedad Anónima c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2350/2017/20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Repetición de impuestos. Impuestos sobre los ingresos brutos. Recaudación de impuestos. Juicios en que es parte una provincia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 278/2014 “Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

Austral Líneas Aéreas Cielos del Sur S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de repetición

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1526/2016/20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CCF 3779/2021/1/RH1, “Porto, Pablo Federico c/ Estado Nacional s/ Proceso de conocimiento”.

Recurso Queja Nº 1 – Vitorgan, Ida Nora c/ Estado Nacional s/ Acción meramente declarativa

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6344/2021/1/RH1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Contienda negativa de competencia

Acción de amparo. Obras sociales. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Las cuestiones de competencia entre los jueces de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos y, a esos efectos, debe estarse a los hechos que se relatan en la demanda y, en la medida en que se adecue ellos, al derecho alegado como sustento de la petición; así como indagar en su origen y naturaleza.

El objeto de este proceso conduce, en último término, a la interpretación de preceptos concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos.

En ese marco, y encontrándose en discusión el alcance de las obligaciones atribuidas a la institución demandada por la legislación sobre salud y discapacidad, corresponde estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por disposiciones federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

G., Y. E. c/ IOMA c/ Acción de amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2541/2022/CS1, 21 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Personas con discapacidad. Programa Médico Obligatorio. Competencia federal. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión.

Los extremos disputados conducirán, en suma, a la aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las restantes prestadoras de servicios médicos. En particular, deberá considerarse la ley 24.901 que establece el sistema de prestaciones básicas en habilitación y rehabilitación integral a favor de las personas con discapacidad, la ley 25.404 que regula sobre las medidas especiales de protección para las personas que padecen epilepsia e incorpora las prestaciones médico asistenciales allí previstas al Programa Médico Obligatorio -y su dec. reglamentario 53/2009-. 

En ese contexto, incumbe estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por preceptos federales deben tramitar en ese fuero por razón de la materia.

C., A. c/ Instituto de Obra Médico Asistencial (IOMA) y otro s/ Amparo Ley 16.986

FLP-Justicia Federal de La Plata, 44684/2022/CS1, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Programa Médico Obligatorio. Competencia federal. 

Las cuestiones de competencia entre los jueces de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento, y a esos efectos, ha de estarse al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza y del origen de la pretensión. 

El objeto de este proceso conducirá, en suma, a la aplicación de disposiciones inherentes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos. En particular, deberá ponderarse que la práctica de “reemplazo de válvula cardíaca por prótesis o injerto” se encuentra contemplada en el catálogo del Programa Médico Obligatorio.

Encontrándose en discusión el alcance de las obligaciones asignadas a la institución demandada por la legislación sobre salud y discapacidad, corresponde estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, sobre situaciones alcanzadas por disposiciones federales, deben tramitar ante el fuero de excepción en razón de la materia.

M., A. c/ IOMA s/ Amparo Ley

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2230/2022/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Personas con discapacidad. Cannabis medicinal. Competencia federal. 

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento, y a esos efectos, ha de estarse al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión.

El objeto de este proceso conduce, en último término, a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos. En particular, deberá considerarse la Ley 24.901 que establece el sistema de prestaciones básicas en habilitación y rehabilitación integral a favor de las personas con discapacidad y la Ley 27.350 de Uso Medicinal de la Planta de Cannabis y sus derivados, a la que adhirió la provincia de Buenos Aires mediante la ley 14.924.

En ese marco, y encontrándose en discusión el alcance de las obligaciones atribuidas a la institución demandada por la legislación sobre salud y discapacidad, corresponde estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por disposiciones federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

R., L. G. y otro c/ Instituto de Obra Medico Asistencial -IOMA- s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2245/2022/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Programa Médico Obligatorio. Competencia federal. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, debe estarse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y origen de la pretensión.

El objeto de este proceso conduce, en último término, a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado nacional, que involucra a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos. En particular, deberá considerarse que las prácticas médicas demandadas se encuentran contempladas en el catálogo del Programa Médico Obligatorio.

En ese marco, y encontrándose en discusión el alcance de las obligaciones atribuidas a la institución demandada por la legislación sobre salud y discapacidad, corresponde estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por disposiciones federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

G., R. M. c/ IOMA s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2111/2022/CS1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Obras sociales. Acción de amparo. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ IOMA s/ Amparo”.

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento, y a esos efectos, ha de estarse al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión.

De este modo, el objeto de este proceso conduce en último término a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las restantes prestadoras de servicios médicos.

P., N. O. c/ Instituto de Obra Médico Asistencial - IOMA s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2124/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Obras sociales. Personas con discapacidad. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ IOMA s/ Amparo”.

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión.

El objeto de este proceso conduce en último término a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las restantes prestadoras de servicios médicos.

Los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

A., A. I. c/ COMEI s/ Acción de amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2086/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Energía eléctrica. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. Competencia laboral. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

Cabe recordar que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal (art. 116), y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. 

Con respecto a la materia implicada, corresponde a la justicia provincial conocer en el reclamo aquí efectuado, en virtud de que no se sustenta en el régimen específico de la energía eléctrica (ley 24.065) sino que, por el contrario, y en el delimitado marco cognoscitivo en que se resuelven cuestiones de competencia, la solución del asunto importará esencialmente la interpretación y aplicación de normas de derecho público local.

En cuanto a la competencia federal en razón de las personas, cabe señalar que no es parte en estas actuaciones el Estado Nacional o alguna entidad nacional con derecho al fuero federal, lo que determina que el caso no encuadre en lo dispuesto por el art. 2°, inc. 6°, de la ley 48, ni se advierte configurado el requisito de distinta vecindad.

En esos términos, no se encuentran argumentos suficientes como para atribuir el conocimiento del asunto a la justicia federal, máxime teniendo en cuenta que esa jurisdicción, por su naturaleza, es restrictiva y de excepción.

Florenzano, María Elsa c/ Coospral s/ Amparo contra actos particulares

FRO-Justicia Federal de Rosario, 28358/2022/CS1, 25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Obras sociales. Entes autárquicos provinciales. Competencia federal. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión.

Los extremos disputados conducirán, en suma, a la aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las restantes prestadoras de servicios médicos.

En este contexto, incumbe estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por preceptos federales deben tramitar en ese fuero por razón de la materia.

Con arreglo a la ley local 6.982, la demandada es una entidad autárquica provincial, con capacidad para actuar en las esferas pública y privada, a quien se le han confiado los fines del Estado local en la materia médico asistencial para afiliados y adherentes que, como tal, no se identifica con el Estado Provincial.

M., C. M. c/ Instituto de Obra Médico Asistencial (IOMA) y otro s/ Amparo Ley 16.986

FLP-Justicia Federal de La Plata, 32987/2022/CS1, 21 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Obras sociales. Competencia federal. 

Las contiendas entre jueces de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión.

Incumbe estar a la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por preceptos federales deben tramitar en ese fuero por razón de la materia.

Gómez, Miriam Beatriz c/ IOMA s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1779/2022/CS1, 21 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Obras sociales. Interpretación y aplicación de la ley. Sistema nacional del seguro de salud. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ IOMA s/ amparo”.

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y en la tarea de esclarecerlos debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y origen de la pretensión.

El objeto de este proceso conduce, en último término, a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las restantes prestadoras de servicios médicos. En particular, deberá considerarse que las especialidades “hematología” y “oncología” se encuentran comprendidas en el catálogo del Programa Médico Obligatorio con base en el cual los agentes del seguro de salud se encuentran obligados a brindar ciertas prestaciones.

Incidente Nº 2 – Actor: V., P. E.; Demandado: IOMA (Instituto de Obra Médico Asistencial) s/ Incidente

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 3690/2022/2/CS1, 30 de agosto de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Obras sociales. Interpretación y aplicación de la ley. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y en la tarea de esclarecerlos debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión.

Así, la situación planteada conduce en último término a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las prestadoras privadas de servicios médicos y encuentra suficiente respuesta en el pronunciamiento de la Corte Suprema en la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ IOMA s/ amparo”.

Se expuso allí, que los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

M., O. L. c/ Instituto de Obra Medico Asistencial (I.O.M.A) s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1500/2022/CS1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Decreto de necesidad y urgencia. Facultades del Poder Ejecutivo. Declaración de inconstitucionalidad. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación, desde antiguo, ha consagrado el principio de que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia de los jueces son de orden público y, en consecuencia, aun en caso de silencio de ellas, se aplican de  inmediato, incluso a las causas pendientes, siempre que no importe privar de validez a los actos procesales ya cumplidos conforme a las leyes anteriores.

El Poder Ejecutivo Nacional, con fundamento en el inc. 3° del art. 99 de la Constitución Nacional, dictó el decreto de necesidad y urgencia 274/19, por medio del cual estableció un nuevo régimen de lealtad comercial y derogó la ley 22.802 y, en cuanto aquí interesa, determinó que, en el ámbito de la Capital Federal, será competente la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal para entender en los recursos de apelación interpuestos contra las resoluciones sancionatorias dictadas por la autoridad de aplicación del régimen de lealtad comercial. 

Respecto de la facultad de dictar este tipo de decretos, el Tribunal se ha pronunciado en el precedente “Peralta" al expresar que, en el ámbito de la legislación de emergencia, la validez constitucional de un decreto de necesidad y urgencia se encuentra condicionada a la existencia de una situación de grave riesgo social frente a la cual se configure la necesidad de adoptar medidas súbitas cuya eficacia no es concebible por el trámite ordinario previsto en la Constitución para la sanción de las leyes.

La Corte ha dicho que, para el ejercicio válido de dicha facultad, se exige no sólo que aquél no regule sobre determinadas materias enumeradas expresamente en la letra de la Ley Fundamental sino también que exista un estado de necesidad y urgencia, presupuesto fáctico cuya concurrencia corresponde al órgano judicial evaluar, máxime cuando esas circunstancias excepcionales son invocadas unilateralmente por el órgano ejecutivo para ejercer funciones legisferantes que por regla constitucional no le pertenecen. 

Ello es de ese modo, porque el texto de la Constitución no habilita a elegir discrecionalmente entre la sanción de una ley o la imposición más rápida de ciertos contenidos materiales por medio de un decreto.  A esos efectos, cabe descartar de plano, como inequívoca premisa, los criterios de mera conveniencia del Poder Ejecutivo que, por ser siempre ajenos a circunstancias extremas de necesidad, no justifican nunca la decisión de su titular de imponer un derecho excepcional a la Nación en circunstancias que no lo son.

En el precedente de Fallos: 322:1726, la Corte resolvió que para que el Poder Ejecutivo pueda ejercer válidamente las facultades legislativas excepcionales es necesaria la concurrencia de alguna de estas dos circunstancias: a) que sea imposible dictar la ley mediante el trámite ordinario previsto en la Constitución, vale decir, que las cámaras del Congreso no puedan reunirse por circunstancias de fuerza mayor que lo impidan, como ocurriría en el caso de acciones bélicas o desastres naturales que impidiesen su reunión o el traslado de los legisladores a la Capital Federal; o b) que la situación que requiere solución sea de una urgencia tal que deba tratarse inmediatamente en un plazo incompatible con el trámite normal de una ley.

En este marco, el art. 53 del DNU274/2019 no cumple con los requisitos exigidos para que pueda sostenerse la validez de su dictado, ya que se aparta de la constante doctrina de la Corte en la materia, antes y luego de la reforma constitucional de 1994.

En tales circunstancias, al atribuir competencia al fuero civil y comercial federal, sin que se hayan acreditado las singulares circunstancias que habilitarían su dictado, excede las facultades constitucionalmente asignadas al Poder Ejecutivo, que no puede, a través de un decreto, arrogarse atribuciones que son privativas del Congreso Nacional.

Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Estado Nacional Ministerio de Desarrollo Productivo s/ Lealtad comercial - Ley 22.802 - Artículo 22

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 9109/2021/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Obras sociales. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ I.O.M.A. s/ amparo”.

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento, y a esos efectos, ha de estarse al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión.

O., E. M. c/ IOMA s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 730/2022/CS1, 04 de julio de 2022

Ver dictamen

Cosa juzgada. Defensa en juicio. Derecho de propiedad. Seguridad jurídica. Economía procesal. Principio de concentración. Competencia federal. 

Las contiendas entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.

En ese marco, la cámara federal no se encontraba habilitada para reexaminar la competencia del fuero, pues ya mediaba un pronunciamiento sobre el fondo del asunto.

A ese respecto, la Corte Suprema ha sostenido que estas contiendas no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal, lo cual responde a la necesidad de fijar límites a los desplazamientos de jurisdicción, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad siempre que haya mediado la tramitación de un proceso judicial en que los interesados tuvieran oportunidad de audiencia y prueba.

Todo lo anterior justifica que el tribunal federal que previno entienda en los aspectos relacionados con la ejecución de la sentencia, lo cual favorece la seguridad jurídica y la economía y concentración procesal, más aún, tratándose de un amparo en el que se debatieron prestaciones de salud para la actora que padece cáncer de mama.

Por último, si bien el artículo 352, segunda parte, del código de procedimientos autoriza a los jueces federales a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, el ejercicio de esa facultad deviene impropio cuando el litigio ha concluido mediante el dictado de la sentencia, pues sin perjuicio del orden público implicado en las normas que rigen la competencia federal, la misma índole revisten los preceptos legales que tienden a lograr la pronta conclusión de los procesos judiciales, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.

Moresco, Mariana Carla c/ IOMA s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1176/2022/CS1, 04 de julio de 2022

Ver dictamen

Causas regidas por normas federales. Programas de salud. Obras sociales. Prestadores médicos. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1728/2020/CS1 CS1, “R., P. del C. c/ IOMA s/ amparo”.  Se expuso allí, que los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y en la tarea de esclarecerlos debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión.

El objeto de este proceso conduce en último término a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las restantes prestadoras de servicios médicos. En particular, deberán considerarse las resoluciones del Ministerio de Salud de la Nación (814/2001 y 583/2014) por medio de las cuales se creó el Programa Nacional de Control de la Tuberculosis que forma parte del Programa Nacional de Garantía de Calidad de la Atención Médica.

V., F. L. c/ Instituto Obra Médico Asistencial (IOMA) s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1117/2022/CS1, 30 de junio de 2022

Ver dictamen

Asistencia médica. Causas regidas por normas federales. Programas de salud. Obras sociales. Prestadores médicos. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1511/2021/CS1, “E., M. A. c/ I.O.M.A. s/ acción de amparo”.

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y en la tarea de esclarecerlos debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y origen de la pretensión.

Los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por disposiciones federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

C., G. J. y otro c/ IOMA s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1032/2022/CS1, 30 de junio de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Obras sociales. Personas con discapacidad. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1511/2021/CS1, “E., M. A. c/ I.O.M.A. s/ Acción de amparo”.

A., A. A. c/ IOMA c/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 568/2022/CS1, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Banco Central de la República Argentina. Competencia federal. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, debe estarse al relato de los hechos contenido en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.

Hallándose en juego la aplicación de una regla de indudable naturaleza federal –como son las disposiciones reglamentarias del Banco Central de la República Argentina; Comunicación “A” 6770/2019–, cuya inteligencia es materia propia de la competencia improrrogable de los tribunales de excepción, la causa deberá tramitar ante ese fuero ratione materiae.

Argueso, Alfredo Andrés c/ Banco de Galicia y Buenos Aires s/ Amparo Ley 16.986

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 11281/2021/CS1, 20 de abril de 2022

Ver dictamen

Sistema nacional de seguro de salud. Medicina prepaga. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, debe estarse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y origen de la pretensión.

El litigio conducirá al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de medicina prepaga por las leyes 24.901 y 26.682; esto es, a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que incluye -entre otras instituciones- a las entidades privadas de servicios médicos. Por ello, cabe acudir a la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales deben tramitar ante ese fuero en razón de la materia.

Inza, Berta Magdalena c/ OSDE Organización de Servicios Directos Empresarios s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 411/2022/CS1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Obras sociales. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1511/2021/CS1, “E., M. A. c/ I.O.M.A. s/ Acción de amparo”.

Incidente nº 1 – Actor: R., S. V. Demandado: Obra Social IOMA s/ Incidente

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 1127/2022/CS1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causaCSJ 267/2022/CS1 “F., Alfredo Daniel s/ incidente de incompetencia”.

R., Fabricio Alejandro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 269/2022/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Acción contencioso administrativa. Nulidad del decreto. Municipalidad. Competencia federal. 

Es oportuno señalar que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.

Sentado lo anterior, cabe recordar que la Corte tiene dicho que cuando el Estado Nacional –o una de sus entidades- es citado y comparece a juicio, aunque lo sea como tercero en los términos del art. 94 del CPCCN, procede la jurisdicción federal, aun cuando intervengan personas no amparadas en el fuero de excepción, sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.

Cevige Ltda. (Cooperativa Eléctrica de Villa Gesell Limitada) c/ Municipalidad de Villa Gesell s/ Contencioso administrativo – varios

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2608/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Contienda positiva de competencia

Remisión al dictamen de la causa CNT 24581/2021/CA1-CS1, “Unión Docentes Argentinos c/ Estado Nacional Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación s/ juicio sumarísimo”.

Asociación de Maestrxs y Profesores s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 954/2022/CS1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

No existe una concreta contienda positiva de competencia porque ello supone que los dos tribunales intervinientes sostengan su aptitud para entender en la causa, excluyéndose recíprocamente, circunstancia que no se verifica aquí en la medida en que el  juez de la provincia donde fue presentada la inhibitoria aún no se ha expedido en relación al planteo.

De la reseña que antecede cabe concluir que, en el caso, no se ha trabado un conflicto jurisdiccional en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/1958, dado que la configuración de la disputa está supeditada a la suerte del procedimiento pendiente ante el juez en cuestión.

Unidad Ejecutora Corredor Vial N 4 - Ruta Provincial. N° 18 - Santa Fe c/ Fernández, Ricardo Daniel y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1291/2022/CS1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Medidas para mejor proveer. 

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Plumas Blancas S.R.L. c/ Junta Vecinal Parque Melipal s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 322/2022/CS1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Acción de amparo. Medicina prepaga. Cobertura médica. Técnicas de reproducción humana asistida. Competencia federal. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 43778/2019/CS1, “L.V.S. c/ Consejo Profesional de Ciencias Económicas – Caja de Previsión Social s/ Leyes especiales (diabetes, cáncer, fertilidad)”.

La resolución de los conflictos de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión y en la relación jurídica habida entre las partes.

Las reglas de atribución fijadas por las normas que rigen la cuestión planteada, remiten coincidentemente al lugar en el que deba cumplirse la obligación y exteriorizarse o tener efectos el acto objetado (arts. 5, inc. 3, CPCCN y 4, ley 16.986). Por ello, resulta competente el juzgado federal civil y comercial con asiento en una localidad bonaerense, toda vez que la cobertura que persigue la actora es el tratamiento de reproducción médico asistida de alta complejidad en una clínica de esa localidad, lugar donde, en definitiva, la obligación de cobertura habrá de efectivizarse.

C., M. M. c/ OSDE s/ Amparo de salud

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 75036/2022/CS1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2022/CS1 “AMX TELEFÓNICA S.A. s/ Incidente de Incompetencia”.

Telefónicas Móviles S.A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2028/2022/CS1, 20 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2022/CS1 “AMX TELEFÓNICA S.A. s/ Incidente de Incompetencia”.

Telefónicas Móviles S.A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2027/2022/CS1, 20 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2022/CS1, “AMX TELEFÓNICA S.A. s/ Incidente de Incompetencia”.

 

Telefónicas Móviles S.A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2029/2022/20 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2026/2022/CS1 “AMX TELEFÓNICA S.A. s/ Incidente de Incompetencia”.

Amx Telefónica S.A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2030/2022/CS1, 20 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. 

La doctrina del Tribunal sobre los requisitos jurisdiccionales ha subrayado que su inexistencia es comprobable de oficio y que su desaparición importa la del poder de juzgar. Ello está en consonancia con aquella otra que indica que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado.

Por aplicación de tales principios y en virtud de lo informado por la Operadora Ferroviaria Sociedad del Estado acerca de la inexistencia del convenio cuya nulidad se requiere en estos autos, se ha tornado abstracto el objeto de la pretensión deducida en el sub lite, por lo que, en el estado de las presentes actuaciones, deviene inconducente un pronunciamiento de la Corte respecto de la cuestión de competencia sometida a consideración.

Cámara de Industria y Comercio y otros c/ AUBASA S.A. s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2624/2021/CS1, 15 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Habeas data. Competencia federal. 

Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 328:1252, “Svatzky”.

La solución de los conflictos de competencia exige atender al relato de los hechos contenido en el escrito inicial, e indagar sobre la naturaleza y el origen de la pretensión y la relación jurídica existente entre las partes.

Acher, Estrella Leonor c/ Banco Itaú Argentina S.A. s/ Habeas data (Artículo 43 Constitución Nacional)

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 43890/2022/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Obras sociales. Competencia federal. 

La resolución de los conflictos de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión.

El objeto del proceso conduce, en último término, a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que comprende a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos. 

En ese marco, y encontrándose en discusión el alcance de las obligaciones atribuidas a la institución demandada por la legislación sobre salud, corresponde estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por disposiciones federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

A., D. c/ Instituto Obra Médico Asistencial s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2403/2022/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Transporte aéreo. Competencia federal. 

Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas S.A. y otro/a s/ cumplimiento de contrato”.

Para decidir las cuestiones de competencia corresponde estar, en primer término, a los hechos relatados en la demanda, y después, en tanto que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también indagar en su origen y naturaleza y en la relación jurídica existente entre las partes.

Atañe a la justicia federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aerocomercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronaves de personas o de cosas, de un aeródromo a otro, y sujetas a las normas del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica. 

Kojusner, Corina c/ Norwegian Air UK Limited Sucursal Argentina s/ Daños y perjuicios

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2855/2022/CA1CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Inhibitoria. 

Según lo dispuesto por el art. 7° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, elegida una vía para promover la cuestión de competencia, no podrá en lo sucesivo usarse la otra.

En tales condiciones, este Ministerio Público debe señalar, en cumplimiento del deber de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad (arts. 120 de la Constitución Nacional y 1° de la ley 27.148 Orgánica del Ministerio Público), que la actora ha ejercido de manera simultánea una facultad que la legislación autoriza a ejercer únicamente en forma alternativa, pues además del planteo de inhibitoria efectuado ante la Corte Suprema, también interpuso la declinatoria con anterioridad ante la jurisdicción local, por lo que la vía de la inhibitoria devino improcedente.

Administración de Infraestructuras Ferroviarias Sociedad del Estado (ADIFSE) c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Inhibitoria

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1692/2022/12 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.

Según lo dispuesto por el art. 7° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, elegida una vía para promover la cuestión de competencia, no podrá en lo sucesivo usarse la otra.

Partido de la Justicia Social s/ Inhibitoria en Autos: “Manzur, Juan Luis V. Superior Gobierno de la Provincia de Tucumán s/ Amparo (Expediente N. 18/22)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2557/2022/12 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Obras sociales. Programa Médico Obligatorio. Competencia federal. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, debe atenderse al relato de los hechos incluido en el reclamo e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión y la relación habida entre las partes.

Asiste razón al señor fiscal general porque el objeto del proceso conduce, en último término, a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que comprende a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos. En particular, deberá considerarse que la prestación reclamada se encuentra comprendida en el catálogo del Programa Médico Obligatorio.

En este marco, corresponde estar a la doctrina según la cual los litigios que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por disposiciones federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

Incidente Nº 2 - Actor: Luna, Mirta Susana. Demandado: Instituto Obra Médico Asistencial - IOMA s/ Incidente

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 8463/2022/2/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CNT 36628/2021/CA1-CS1, “Dávalos, Jorge Eduardo y otros c/ Unión Argentina de Trabajadores Rurales y Estibadores de la República Argentina y otro s/ acción de amparo”.

Dávalos, Jorge Eduardo y otros c/ Unión Argentina de Trabajadores Rurales y Estibadores de la República Argentina s/ Medida cautelar

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 33651/2021/CA2-CA1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa CCF 9109/2021/CS1 “Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Estado Nacional – Ministerio de Desarrollo Productivo s/lealtad comercial – ley 22802 – art. 22”.

Incidente Nº 1 – Actor: Cencosud S.A. – Demandado: Estado Nacional – Ministerio de Desarrollo Productivo s/ Recurso de queja

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 12454/2021/1/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Hábeas data. Competencia federal. 

Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 328:1252, “Svatzky”.

García Lewin, Juan Luis c/ Exi S.A. s/ Hábeas data (Artículo 43 Constitución Nacional)

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7785/2022/CS1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Obras sociales. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ IOMA s/ Amparo”.

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento, y a esos efectos, ha de estarse al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la  naturaleza y el origen de la pretensión.

El objeto de este proceso conduce en último término a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales como a las restantes prestadoras de servicios médicos.

M., J. F. c/ Instituto de Obra Médico Asistencial - IOMA s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2019/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Asistencia médica. Competencia provincial. 

Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento, lo que lleva a ponderar el artículo 7° del Código ritual, que dispone que una vez elegida una vía declinatoria o inhibitoria, no puede en lo sucesivo usarse la otra.

La Corte ha declarado que las contiendas de competencia deben decidirse por la vía a la que se le ha dado preferencia y que, descartada la procedencia de la inhibitoria, debe continuar entendiendo en el caso el fuero provincial, a los efectos de sustanciar la declinatoria hasta su terminación, lo que incluye en el supuesto un pronunciamiento acerca de la apelación pendiente.

Lang, Fabio Marcelo c/ ACA Salud cooperativa de prestación de servicios médico asistenciales limitada s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1905/2022/CS1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Recurso de apelación (procesal). Devolución del expediente. 

Según las constancias obrantes en la causa, existe un recurso pendiente de resolución, razón por la cual, resulta prematura la intervención de la Corte en esta oportunidad, pues en casos similares al presente ha dicho que corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, resolver el recurso deducido.

Godoy Alejandro David Domingo y otro c/ Santi Alejandro Luis y otro s/ Sumarísimo

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21091802/2010/CS1, 04 de octubre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Competencia federal. 

Cabe acudir a los fundamentos expresados en el fallo de la causa CSJ 1871/2019/CS1, “Huenumilla, Juan Domingo c/ Provincia de Río Negro (unidad de control previsional) s/ Amparo”.

Las cuestiones de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben decidirse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlas, ha de estarse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar  acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión, y, en tanto se ajuste al relato, al derecho invocado.

Terk, Rubén Daniel y otros c/ Provincia de Río Negro s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 711/2022/CS1, 14 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa CCF 9109/2021/CS1, “Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Productivo s/ lealtad comercial – ley 22802 – art. 22”.

Coto Centro Integral De Comercialización S.A. c/ Estado Nacional -Ministerio de Desarrollo Productivo s/ Recurso directo Ley 24.240 – Artículo 45

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 9200/2021/CS1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Cosa juzgada. Derecho de propiedad. Presentación extemporánea. Cámara federal de apelaciones. 

Las contiendas de competencia planteadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos, en tanto ello constituye un medio razonable de mantener la coexistencia entre las diversas  jurisdicciones dentro de una organización federal.

La cámara federal no se encontraba habilitada para reexaminar la competencia del fuero, pues ya mediaba un pronunciamiento que declaraba improcedente el amparo. A ese respecto, la Corte Suprema ha sostenido que estas contiendas no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal, lo cual responde a la necesidad de fijar límites a los desplazamientos de jurisdicción, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad siempre que haya mediado la tramitación de un proceso judicial en que los interesados tuvieran oportunidad de audiencia y prueba.

Para más, al pronunciarse sobre su aptitud jurisdiccional, el tribunal omitió expedirse sobre los planteos introducidos por la actora por los que cuestiona el rechazo del amparo.

En virtud de lo expuesto, la declaración de incompetencia de la cámara federal en favor de la justicia laboral resulta extemporánea.

Rodríguez, Miguel Agustín c/ Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 256/2022/CS1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa CCF 9109/2021/CS1 “Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Productivo s/ Lealtad comercial – ley 22802 – art. 22”.

Jumbo Retail Argentina S.A. c/ Estado Nacional Ministerio de Desarrollo Productivo s/ Apelación de resolución administrativa

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5110/2021/CS1, 22 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CCF 9109/2021/CS1, “Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Productivo s/ lealtad comercial - ley 22802 – art. 22”.

 

Coto C.I.C.S.A. c/ Dirección Nacional de Comercio Interior s/ Lealtad comercial - Ley 22.802 - Artículo 22

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 32340/2019/CA1-CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CCF 9109/2021/CS1, “Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Productivo s/ lealtad comercial - ley 22802 – art. 22”.

Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Productivo s/ Lealtad comercial - Ley 22.802 - Artículo 22

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4501/2021/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CCF 9109/2021/CS1, “Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Productivo s/ lealtad comercial - ley 22802 – art. 22”.

Jumbo Retail Argentina S.A. c/ Estado Nacional s/ Lealtad comercial - Ley 22.802 – Artículo 22

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8447/2019/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CAF 17398/2021/CS1, “BCRA (ex 344/17/19 SUM FIN 1561- RESOL. 124/21) c/ Nuevo Banco del Chaco S.A. s/ entidades financieras – ley 21.526 – Art. 42”.

Nuevo Banco del Chaco S.A. c/ Banco Central de la República Argentina (B.C.R.A.) s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1178/2022/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CCF 9109/2021/CS1, “Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Productivo s/ lealtad comercial - ley 22802 – Art. 22”.

Cencosud c/ Ministerio de Desarrollo Productivo Secretaria de Comercio Interior s/ Recurso queja (Organismo externo)

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 11086/2021/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CCF 9109/2021/CS1, “Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Productivo s/ lealtad comercial - ley 22802 – Art. 22”.

Supermercados Mayoristas Makro S.A. c/ Estado Nacional Ministerio de Desarrollo Productivo s/ Lealtad comercial - Ley 22.802 - Artículo 22

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4855/2021/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CCF 9109/2021/CS1, “Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Productivo s/ lealtad comercial - ley 22802 – Art. 22”.

Inc S.A. c/ Estado Nacional Ministerio de Desarrollo Productivo - Secretaria de Comercio s/ Recurso que Comisión Nacional de Defensa de la Competencia

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 443/2021/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CCF 9109/2021/CS1, “Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Productivo s/ lealtad comercial - ley 22802 – art. 22”.

Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Productivo s/ Recurso directo Ley 24.240 - Artículo 45

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4718/2021/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Asistencia médica. Causas regidas por normas federales. Programas de salud. Competencia provincial. 

Cabe recordar que los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, es necesario valorar, inicialmente, la exposición  de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado.

En numerosos casos donde los actores, como beneficiarios de la provincia de Buenos Aires del PROFE (hoy Programa Incluir Salud), iniciaron una acción similar a la aquí intentada, esa Corte ha concluido que corresponde entender a la justicia provincial.

En esos precedentes se sostuvo, en suma, que, si bien el aludido programa fue instituido en la esfera del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias adhirieron al sistema para que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas o graciables, recibieran atención médica, situación que se da en este supuesto al haberse transferido el sistema a la órbita local. El decreto local 880/04 aprobó el convenio celebrado entre la Nación y el gobierno de la provincia de Buenos Aires, por medio del cual éste asume la atención médica integral de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al PROFE, residentes en el ámbito territorial de la provincia de Buenos Aires. En ese marco, se creó la Unidad Ejecutora del programa por decreto provincial 796/07, que fue transferido a la órbita de la Subsecretaría de Atención y Cuidados Integrales de la Salud, dependiente del Ministerio de Salud de la provincia.

En consecuencia, el sujeto pasivo de la relación jurídica resulta ser la unidad de gestión de la jurisdicción de la provincia (UGP), y no el Ministerio de Salud de la Nación que, por ende, no es parte sustancial en el juicio, criterio que se ve convalidado por el artículo 7° del decreto 160/2018.

Incidente N° 1 - Actor: R., A. Demandado: Incluir Salud - PROFE y otro s/ Incidente

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 6212/2022/1/CS1, 30 de junio de 2022

Ver dictamen

Interpretación de la ley. Programas de salud. Obras sociales. Prestadores médicos. Acción de amparo. Cuestión federal. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ I.O.M.A. s/ amparo”.

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento, y a esos efectos, debe estarse al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la  naturaleza y el origen de la pretensión.

Los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

C. F., L. A. c/ IOMA s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1137/2022/CS1, 30 de junio de 2022

Ver dictamen

Habeas data. Ley de protección de datos personales. Competencia civil y comercial federal. 

Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 328:1252, “Svatzky”.

El artículo 36, inciso b), de la ley 25.326, prevé que intervendrá el fuero federal si los datos que se pretende suprimir se hallan en archivos interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.

Monges Riveros, Favio Denis c/ Garbarino S.A.I.C.E.L. s/ Amparo

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 11233/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FRO 19619/2021/CS1, “Maldonado, Carlos Javier y otros c/ Banco Hipotecario S.A. y otro s/ Daños y perjuicios”.

Maldonado, Carlos Javier y otro c/. s/ Beneficio de litigar sin gastos

FRO-Justicia Federal de Rosario, 20271/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia del Superior Tribunal de Justicia. Incompetencia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 325/2021/CS1, “Ferrari, María Alicia c/ Levinas, Gabriel Isaías s/ Incidente de incompetencia – Levinas, Gabriel Isaías s/ SAG – otros (recurso de inconstitucionalidad denegado)”.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Queja por recurso de inconstitucionalidad denegado (civil) en CMM y otro s/ Incidente de familia expediente 91936/2017, incidente N° 1

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 203/2022/CS1, 25 de abril de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Inconstitucionalidad. Obras sociales. Persona jurídica pública no estatal. Cuestión de derecho público local. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, debe estarse al relato de los hechos contenido en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se alega como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.

La cuestión debatida atañe a la justicia local porque la demanda se dirige, entre otro, contra la Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires (ente público no estatal creado por la ley 472) y conduce a examinar y aplicar normas y principios de derecho público local, sin perjuicio de que, eventualmente, deba acudirse a preceptos nacionales, ya que el juez deberá primero recurrir a las normas locales.

No altera la anterior conclusión que se encuentre igualmente demandado un agente del seguro de salud (OSMEDICA; arts. 2° y 38, ley 23.661), pues, conforme se expuso precedentemente, la materia debatida reviste naturaleza local.

Stepansky, Nuria Edith c/ OBSBA y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 242/2022/CS1, 20 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia del Superior Tribunal de Justicia. Incompetencia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 325/2021/CS1, “Ferrari, María Alicia c/ Levinas, Gabriel Isaías s/ incidente de incompetencia – Levinas, Gabriel Isaías s/ SAG – otros (recurso de inconstitucionalidad denegado)”.

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Queja por recurso de inconstitucionalidad denegado (civil) en Amoedo, Fernando Carlos c/ Amoedo, Rafael y otro s/ Prescripción adquisitiva

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 204/2022/CS1, 20 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa 2240/2021/CS1 “Asociación Inquietudes Ciudadanas ONG c/ Municipalidad de Escobar s/ Incidente de incompetencia”.

Asociación Inquietudes Ciudadanas ONG c/ Municipalidad de Escobar, Provincia de Buenos Aires s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2241/2021/CS1, 11 de abril de 2022

Ver dictamen

Habeas data. Competencia nacional. 

Cuestión análoga al fallo de la causa CCF 12181/2019/CA1-CS1, “Saqueta Melo Escobar, Marías Sebastián c/ Edesur S.A. y otros s/ Amparo”.

La solución de los conflictos de competencia exige atender al relato de los hechos contenido en el escrito inicial, e indagar sobre la naturaleza de la pretensión.

Cabe recordar el carácter excepcional del fuero federal, que se encuentra circunscripto a los casos que expresamente le asignan las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser restrictiva.

Hervas, Leandro Gabriel c/ Geller Abogados S.A. s/ Hábeas Data (Artículo 43 Constitución Nacional)

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8010/2021/CA1, 28 de marzo de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Plataformas electrónicas. Ley de protección de los datos personales. Competencia federal. 

La cuestión planteada resulta análoga a la resuelta por la Corte Suprema en los precedentes publicados en Fallos: 328:1252, “Svatzky”; 328:4087, “P., S.A.”; 330:249, “Rondinone”; 340:39, “Vecchi” y 340:815, “Brusco”, entre otros. Allí se concluyó que, en los casos en los que se pretende bloquear, filtrar o eliminar datos que obran en bases de información de internet –interconectadas en redes virtuales interjurisdiccionales–, resulta competente la justicia federal, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 36, inc. b) de la Ley 25.326 de Protección de Datos Personales.

En ese marco, se advierte que el tribunal a quo, al disponer la continuidad de la intervención de los jueces locales, se apartó de los precedentes de la Corte Suprema que resultaban aplicables al presente caso y, asimismo, de la normativa citada, la cual postula la competencia de los tribunales federales cuando la acción se refiere a archivos de datos interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.

Finalmente, cabe recordar que cuando la competencia de la justicia federal surge en función de la materia, es improrrogable, privativa y excluyente de la ordinaria.

Godoy, Lucas Javier y otros c/ Pucheta, Carlos Héctor y otros s/ Amparo constitucional

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1720/2021/RH1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia de familia. 

Remisión al dictamen de la causa CIV 726/2021/CS1, “T., R. D. c/ L., E. A. s/ Medidas precautorias”.

L., E. A. c/ T., R. D. s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2866/2021/CS1, 22 de febrero de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Cámara federal de apelaciones. 

Conflicto entre jueces de primera instancia. Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.

Cabe observar que, más allá de que se encuentra pendiente de decisión la apelación interpuesta contra la medida precautoria a la que hizo lugar el juez federal, lo cual torna aplicable el criterio según el cual, con carácter previo a determinar la competencia, corresponde resolver el recurso deducido, lo cierto es que, no existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver.

Ello es así, toda vez que la contienda de competencia suscitada entre jueces nacionales de primera instancia debe ser dirimido por “la cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido” (art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58), sin que obste a dicha solución la circunstancia que se trate, en el caso, de magistrados federales con asiento en distintas provincias.

La Cachuera S.A. c/ Instituto Nacional de la Yerba Mate y otro s/ Amparo Ley 16.986

FCT-Justicia Federal de Corrientes, 2746/2021/CS1, 19 de febrero de 2022

Ver dictamen

Incidente de competencia

Remisión al dictamen de la causa CAF 17399/2021/CS1, “BCRA (EX 344/17/19 SUM FIN 1561-RESOL 124/21) c/ Raffin, Oscar Mateo y otros s/ entidades financieras-ley 21.526-art. 42”.

Raffin, Oscar Mateo y otros c/ Banco Central de la República Argentina (B.C.R.A.) s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1175/2022/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 322/2022/CS1, “Plumas Blancas S.R.L. c/ Junta Vecinal Parque Melipal s/ incidente de incompetencia”.

Junta Vecinal Parque Melipal c/ Plumas Blancas S.R.L. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 617/2022/CS1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Inhibitoria

Remisión al dictamen de la causa CAF 1929/2021/CA1-CS1, “ENRE c/ Palumbo, Leandro Nicolás y otros s/ Inhibitoria”.

Recurso queja N° 1 - ENRE c/ Palumbo, Leandro Nicolás y otros s/ Inhibitoria

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1929/2021/1/RH1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FCT 2746/2021/CS1, “La Cachuera S.A. c/ Instituto Nacional De La Yerba Mate Y otro s/ Amparo Ley 16.986".

Instituto Nacional de la Yerba Mate (INYM) C. s/ Inhibitoria

FPO-Justicia Federal de Posadas, 4603/2021/CS1, 19 de febrero de 2022

Ver dictamen

Medidas para mejor proveer

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Ríos, Natalia Yisel c/ Omint A.R.T. S.A. - 4 - y otro s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 2424/2019/CS1, 15 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

HSBC Bank Argentina S.A. c/ Municipalidad de Rosario s/ Queja por denegación de recurso de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 764/2020/RH1, 15 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Agüero Méndez, René Omar s/ Solicitud Carta de Ciudadanía

FGR-Justicia Federal de General Roca, 21000383/1993/CS1, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Z., M. S. c/ D., F. A. s/ Protección contra la violencia familiar (Ley 12.569)

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2442/2022/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Becerra, Maximiliano Sebastian c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 27746/2017/CS1-CA1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 2 – Mores, Dante José c/ Banco Central de la República Argentina s/ Incidente

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 43657/2019/2/1/RH2, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Pellegrini, Juan Pablo c/ Federación Patronal Seguros S.A. y otro s/ Ley 24.557

CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 27993/2008/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Nextel Communications Argentina S.A. c/ Estado Nacional - SC y otro s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10008/2009/CA2-CS1, 14 de octubre de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Recurso Queja Nº 1 - Nextel Communications Argentina S.A. c/ Estado Nacional - SC y otro s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10008/2009/1/RH1, 14 de octubre de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Organismos externos

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 33539/2018/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Devolución del expediente. 

Solicita medidas para mejor dictaminar.

He Jiahao s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 655/2022/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Weng W. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 802/2022/CS1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Incidente n° 1 - Denunciante: M., Fernando. Imputado: T. A. y otro s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47252/2021/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Estado Provincial y otro c/ Petro AP S.A. y otros s/ Daños y perjuicios

FSA-Justicia Federal de Salta, 4329/2019/CS1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Cámara Empresarial de Transporte Interurbano en Jurisdicción Nacional de Pasajeros c/ Estado Nacional - Comisión Nacional de Regulación del Transporte s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 8137/2014/CS1-CA1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Recurso Queja Nº 1 – Brull, Mónica Evelina c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Estado Nacional y otro s/ Indemnizaciones - Ley 24.043 - Artículo 3

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 47437/2010/1/RH1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Recurso Queja Nº 1 - Acuña Salvini, Claudia Susana c/ Estado Nacional Ministerio de Seguridad - Policía Federal Argentina s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 61954/2013/1/RH1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

ACYMA Asociación Civil c/ Farmacia S.A. y otros s/ Sumarísimo

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 33997/2012/CS1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Recurso de queja N°1 - Félix, Cristina Vanesa (4) c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente - Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 68759/2015/1/RH1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Se solicitan medidas para mejor dictaminar.

Dalinger, Lea Viuda de Leiss y otros c/ MER & CAG S.A. s/ Ordinario - acción de nulidad de hipoteca y subasta judicial

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1889/2019/RH1, 06 de junio de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Incidente nº 1- Imputado: Rabaynera, Lautaro Damián s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 5554/2020/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: R. L., H. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18346/2018/1/1/RH1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

F., R. R. y otro c/ G. P., M. A. s/ Impugnación de filiación

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 33409/2017/1/RH1, 09 de mayo de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

G., M. c/ IOMA s/ Amparo de salud

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3634/2022/CS1, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Limpieza Saneamiento Ambiental LIMSA S.R.L. c/ Universidad Nacional de Moreno s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 668/2022/CS1, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Ruiz, Daniel C/ Administración federal de Ingresos Públicos - Dirección General de Aduanas y otros s/ Otros reclamos

FCT-Justicia Federal de Corrientes, 14000347/2011/CS1, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Incidente Nº 1 - Imputado: M., Mauro Omar y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 5892/2021/1/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Recurso de queja n° 1 - YPF S.A. c/ Asociación Mutual Personal de YPF y otro s/ Cobro de pesos/ Sumas de dinero

FGR-Justicia Federal de General Roca, 21000553/1993/1/RH1, 04 de mayo de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

González Russo, Melisa c/ Asociación Mutual Sancord Salud s/ Amparo contra actos particulares

FRO-Justicia Federal de Rosario, 65903/2018/CS1, 25 de abril de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Capil S.A. c/ Marfrig Argentina S.A. s/ Organismos externos

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 11551/2018/1/RH1, 25 de abril de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Recurso queja Nº 1 – Jacoby Herren, Máximo y otro c/ Estado Nacional s/ Cobro de honorarios profesionales

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8964/2018/1/RH1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Recurso queja Nº 1 – Zuppi, Alberto Luis c/ Estado Nacional s/ Cobro de honorarios profesionales

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8014/2018/1/RH1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Recurso queja Nº 2 – M. B., Jhoselin Patricia c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior Obras Públicas y Vivienda – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20842/2019/2/RH1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Incidente N° 4 – Pretenso querellante: C., José Amadeo y otro. N.N.: N.N. y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 79147/2018/4/CS2, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

P., Guillermo Fernando s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2262/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

OS-OSTEP c/ Lazarte Ligia Ysolina Ynes s/ Cobro de aportes o contribuciones

CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 45416/2015/CS1, 18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Coto Cicsa c/ Dirección Nacional de Comercio Interio s/ Lealtad Comercial – Ley 22.802 – Artículo 22

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 32340/2019/CA1-CS1, 18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

López, Bernardo c/ Servicio de Catastro e Información Territorial s/ Recurso de amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1140/2021/RH1, 18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Cámara de Industria y Comercio y otros c/ AUBASA S.A. s/ Amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2624/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Queja por denegación de recurso extraordinario

Mantenimiento del recurso. Devolución del expediente. 

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso Queja N° 1 - Incidente N° 1 - Barrientos, María Francisca c/ ANSES s/ Incidente de apelación

FTU-Justicia Federal de Tucuman, 830/2021/1/RH1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen



Propiedad comunitaria de la tierra. División de poderes. Facultades del Poder Legislativo. Intervención del Ministerio Público. Gravedad institucional. Autonomía del Ministerio Público. Mantenimiento del recurso. 

La misión más delicada de la justicia radica en mantenerse dentro del ámbito de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que les incumben a los otros poderes.

En esta línea, vale recordar que la Corte ha señalado que “siendo un principio fundamental de nuestro sistema político la división del Gobierno en tres departamentos, el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial, independientes y soberanos en su esfera, se sigue forzosamente que las atribuciones de cada uno le son peculiares y exclusivas; pues el uso concurrente o común de ellas haría necesariamente desaparecer la línea de separación entre los tres altos poderes políticos, y destruiría la base de nuestra forma de Gobierno”.

De la normativa aplicable al caso, se advierte que la atribución para decidir la disposición de tierras a las comunidades indígenas corresponde al Poder Legislativo y la posterior transferencia a la autoridad de aplicación, al Ejecutivo, previa sanción de ley por el Congreso para cada caso.

En efecto, el artículo 75, inciso 5, de la Constitución Nacional establece que corresponde al Congreso “disponer del uso y de la enajenación de tierras de propiedad nacional”, como las que interesan en la causa.

Por su parte, el artículo 18 del Código Civil y Comercial de la Nación dispone que las comunidades reconocidas tienen derecho a la posesión y propiedad comunitaria de las tierras que tradicionalmente ocupan y de aquellas otras aptas y suficientes para el desarrollo humano según lo establezca la ley, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 75, inciso 17, de la Constitución Nacional.

Según surge del artículo 8 de la ley 23.302, el INAI no dispone de las tierras, sino que le corresponde elaborar planes para su adjudicación y explotación, conforme a las disposiciones de la ley y de las leyes específicas vigentes sobre el particular, de modo de efectuar sin demora la adjudicación a los beneficiarios de tierras fiscales de propiedad de la Nación. El Poder Ejecutivo dispondrá la transferencia de las tierras afectadas a esos fines a la autoridad de aplicación para el otorgamiento de la posesión y posteriormente de los títulos respectivos. Pero ello, conforme a lo expresado anteriormente, requiere ley del Congreso.

Por lo tanto, la magistrada de primera instancia ha interferido indebidamente en el ejercicio de poderes y funciones conferidos al Legislativo, actuando con evidente ausencia de jurisdicción.

Por otro lado, la falta de intervención del Ministerio Público ante la instancia de la cámara, motivada por la omisión de este tribunal de correrle vista, derivó en la imposibilidad de efectuar un estudio sobre los presentes actuados y la determinación, que por ley le compete, acerca de si los intereses generales de la sociedad, la defensa de la legalidad y el debido proceso ameritaban la actuación del organismo.

En el caso se configura un supuesto de gravedad institucional que justifica la intervención de la Corte Suprema pues, como se dijo en el caso “Lamparter”, existe “un interés institucional de orden superior que radica en la necesidad de procurar una recta administración de justicia, para lo cual es indispensable preservar el ejercicio de las funciones que la ley encomienda al Ministerio Público, a fin de custodiar el orden público y la defensa del orden jurídico en su integralidad”. 

En conclusión, la intervención del Ministerio Público que ha sido desconocida por el a quo, se hallaba plenamente justificada en el caso por aplicación de las normas que le confieren el control de legalidad, a fin de señalar la evidente falta de jurisdicción de los jueces para decidir como lo hicieron, en violación de la Constitución Nacional, que establece el sistema republicano de gobierno, una de cuyas características es la de división de los poderes, así como la tutela de los intereses generales de la sociedad, que también se ven gravemente afectados por la alteración del orden republicano.

También cabía la actuación del Ministerio Público en relación con la correcta integración de la litis. El debido respeto del derecho de defensa tornaba necesaria la participación de la provincia de Río Negro, el Municipio de San Carlos de Bariloche y la Administración de Parques Nacionales. Ello es así, ya que los entes mencionados poseen directo interés en el presente proceso. 

La declaración de extemporaneidad de la apelación que realizó la cámara no resulta oponible a este Ministerio Público, en tanto esa decisión no ha contado con su necesaria intervención previa y, por ello, no puede constituir un valladar para el tratamiento de los agravios expuestos en su recurso extraordinario.

El modo y oportunidad del ejercicio de las atribuciones que el ordenamiento legal confiere al Ministerio Público, con el fin de cumplir su misión constitucional de defender la legalidad y los intereses generales de la sociedad, corresponden a la esfera de su autonomía funcional y no pueden resultar condicionadas por el accionar o la conducta de las partes del litigio motivo por el cual puede articular la vía recursiva con independencia de la postura que adopten aquéllas. Esta circunstancia ha sido admitida por la Corte Suprema de Justicia en el caso “Clínica Marini S.A.”.

Por otra parte, aún en la hipótesis de que no se compartiera este criterio, aquella condición no ha impedido a la Corte dejar sin efecto sentencias de tribunales anteriores cuando lo allí resuelto redunda en evidente menoscabo de las garantías consagradas en el artículo 18 de la Constitución Nacional.

Recurso queja nº 2 - Comunidad Mapuche Millalonco -Ranquehue- c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Defensa y otros s/ Amparo. Ley 16.986

FGR-Justicia Federal de General Roca, 8355/2020/2/RH2, 29 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. Devolución del expediente. 

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 – Diaz, Jesús Arnaldo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio De Defensa s/ Acción mere declarativa de derecho

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 12987/2014/1/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 - Acuña, María Isabel c/ Estado Nacional - ANSES s/ Amparo por mora de la administración

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 5610/2021/1/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 - Gueye, Moustapha c/ Secretaría de Interior del Ministerio del Interior Obras Publicas y Viviendas de la Nación s/ Impugnación de acto administrativo

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 37718/2017/1/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 - Ba, Elimane c/ Secretaría de Interior del Ministerio del Interior Obras Publicas y Viviendas de la Nación s/ Impugnación de acto administrativo

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 14618/2018/1/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 - López de Gerardi, Encarnación de Jesús c/ Empresa de Construcciones Paolini y otro s/ Daños y perjuicios

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 71004723/1998/1/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 - Gning, Babou c/ Ministerio del Interior Obras Publicas y Viviendas de la Nación s/ Impugnación de acto administrativo

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 38602/2018/1/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Indemnización. Beneficios para detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Cosa juzgada. Seguridad jurídica. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 

La cosa juzgada es uno de los pilares fundamentales sobre los que se asienta nuestro régimen constitucional y por ello, salvo en aquellas decisiones en las que se ha admitido la nulidad de un pronunciamiento judicial firme, no es susceptible de alteración ni aún por vía de la invocación de leyes de orden público, toda vez que la estabilidad de las sentencias, en la medida en que constituye un presupuesto ineludible de seguridad jurídica, es también exigencia del orden público con jerarquía superior.

El planteo, en los términos en que ha sido formulado, no suscita cuestión federal que habilite la vía extraordinaria elegida pues establecer los alcances de la cosa juzgada es materia propia de los jueces de la causa y ajena, como regla, a la instancia de excepción, sin que se adviertan en la especie razones que autoricen un apartamiento de tal principio.

Recurso Queja Nº 1 – B., Mónica Evelina c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Estado Nacional y otro s/ Indemnizaciones - Ley 24.043 - Artículo 3

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 47437/2010/1/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. Devolución del expediente. 

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Casissa, Marta Cristina c/ Obra Social PAMI (INSSJP) s/ Incidente de apelación

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 4594/2021/1/1/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Santiago del Estero c/ Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) s/ Incidente de apelación

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 485/2021/1/1/RH2, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 - Martínez, Franklin Edmundo c/ Estado Nacional - ANSES s/ Amparo por mora de la administración

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 4260/2021/1/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Alomo, Gabriela Haydeé c/ Administración Nacional de Seguridad Social (ANSES) s/ Incidente de apelación

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 5620/2022/1/1/RH1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 5 - Orlando Hnos. S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Incidente de apelación

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 12741/2012/5/1/RH2, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Asegurador. Póliza. Orden público. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Cámara federal de apelaciones. 

El recurso resulta formalmente admisible porque, si bien las cuestiones sobre competencia no habilitan la instancia del artículo 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, tal regla admite excepción en los asuntos en los cuales, como acontece aquí, media denegación del fuero federal.

En tal sentido, el Tribunal ha reiterado que los conflictos sobre competencia no pueden prosperar luego de dictada sentencia en la causa principal, lo cual responde a la necesidad de fijar límites a los desplazamientos de jurisdicción pues lo contrario importaría desconocer la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y propiedad.

A mayor abundamiento, incumbe recordar que el artículo 352, 2ª parte, del Código ritual, en cuanto autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, no puede ser invocado cuando la causa ha concluido mediante el dictado de una sentencia que pone fin a la cuestión pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que regulan la competencia federal, igual condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta conclusión de los litigios, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.

Recurso queja N° 3 - Pérez, Gustavo Ramón c/ Liderar Compañía General de Seguros S.A. y otro s/ Daños y perjuicios

FPO-Justicia Federal de Posadas, 4590/2014/3/RH1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

En la doctrina inveterada de la Corte, las sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, pues como órgano judicial tiene vedado expedirse sobre planteos que devienen abstractos, en tanto todo pronunciamiento resultaría inoficioso al no decidir un conflicto litigioso actual.

No se advierte en la demanda un interés actual que deba recibir respuesta del Tribunal, toda vez que la pretensión está restringida a que se prive de validez constitucional una norma local que ha perdido vigor, sin determinar el perjuicio que le provocó la norma cuya constitucionalidad cuestiona.

Estas razones inhiben la intervención de la Corte conforme a su doctrina según la cual los órganos judiciales sólo pueden decidir conflictos actuales, sobre la base de los perjuicios invocados por los interesados.

Se debe concluir que no subsiste en el sub examine una disputa actual y concreta entre las partes que configure un “caso” susceptible de ser resuelto por los jueces, ya que el poder de juzgar ha de ejercerse en la medida en que perdure la situación de conflicto de intereses contrapuestos en el marco de una “controversia”.

Recurso Queja Nº 1 - Nextel Communications Argentina S.A. c/ Estado Nacional - Secretaría de Comunicaciones y otro s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10008/2009/1/RH1, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa CCF 8964/2018/1/RH1, “Jacoby Herren, Máximo y otro c/ Estado Nacional s/ Cobro de honorarios profesionales”.

Recurso queja Nº 1 – Zuppi, Alberto Luis c/ Estado Nacional s/ Cobro de honorarios profesionales

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 8014/2018/1/RH1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin  embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.

Por aplicación concreta de estos criterios al caso de autos, el recurso intentado es inadmisible. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48.

La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta.

Hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional.

Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte —en forma directa e inmediata— la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.

A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Tampoco se considera, por lo demás, que se justifique la aplicación en el sub lite de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.

Recurso queja Nº 2 – López, Adalberto Daniel c/ Jefatura de Gabinete de ministros s/ Juicio sumarísimo

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 44630/2018/2/RH2, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. Devolución del expediente. 

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº 4- Dirección Nacional de Vialidad c/ Manzur Cavallotti, Rafael Eugenio s/ Daños y perjuicios

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 792/2016/4/RH1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº 1 – Núñez, Miguel Ángel c/ Administracion General de Ingresos Públicos (AFIP) s/ Acción mere declarativa de inconstitucionalidad

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 3211/2020/1/RH1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº 1 – Asseph, Carlos Benjamín y otros c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Servicio Penitenciario Federal s/ Suplementos Fuerzas Armadas y de Seguridad

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 3260/2021/1/RH1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Ávila, Graciela del Carmen c/ Banco de la Nación Argentina s/ Ley de defensa del consumidor

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 5406/2020/3/RH1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Díaz, José Alberto c/ Banco de la Nación Argentina s/ Ley de defensa del consumidor

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 5407/2020/3/RH1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 1 – Tarchini, José y otro c/ Córdoba, Luis Santiago s/ Incidente apelación

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 6593/2021/1/1/RH1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº 1 – Guan, Han c/ Dirección Nacional de Migraciones s/ Impugnación de acto administrativo

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 12810/2019/1/RH1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº 1 – Sindicato de Choferes Camioneros y obreros empleados del transporte automotor de cargas de Santiago del Estero c/ Administracion Federal de Ingresos Públicos s/ Repetición

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 19811/2015/1/RH1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº 1 – Buffa, Nilda Ines y otros c/ Consolidar y/u Orígenes S.A. s/ Reajustes Varios

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 25552/2014/1/RH1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº 2 – Carrizo, Estrella del Carmen c/ Agua y Energía Eléctrica Sociedad del Estado s/ Cobro de pesos / Sumas de dinero

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 710005318/1994/2/RH2, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

En virtud de la vista otorgada en la causa principal, este Ministerio Público emitió dictamen el 12 de marzo de 2020. Allí se consideró que asistía razón al Estado Nacional en cuanto alegó que la cámara debió limitarse a determinar si le correspondía pagar o no las remuneraciones a los parlamentarios del Mercosur, mas no se encontraba habilitada a disponer una medida que resultaba ajena al modo en que quedó trabada la relación procesal, pues ello traducía una vulneración del principio de congruencia que se sustenta en los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. Finalmente, se propició que se hiciera lugar a la queja, se declarara la procedencia del recurso extraordinario interpuesto y se dejara sin efecto la sentencia apelada en cuanto dispuso que se procediera conforme a los términos de los considerandos 13 y 14 de aquel primer pronunciamiento apelado.

En tales condiciones, al haberse considerado en aquel dictamen que resulta arbitraria la sentencia que se pretende ejecutar en orden a mantener una unidad lógica en cuanto al criterio adoptado, no es posible emitir una opinión en este incidente, hasta tanto se pronuncie la Corte con respecto a las cuestiones de fondo planteadas en la causa principal.

Recurso queja Nº 2 – Incidente Nº 2 – Karlen, Alejandro Hernan c/ Estado Nacional, Poder Ejecutivo de la Nación s/ Ejecución de sentencia

CNE-Cámara Nacional Electoral, 1566/2016/2/2/RH2, 22 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Pensiones. Cuestión no federal. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 

La Corte Suprema ha sostenido en numerosas oportunidades que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la  instancia del artículo 14 de la ley 48, y que la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva.

En este contexto, las objeciones planteadas por la parte accionada vinculadas a la valoración de los hechos, a la luz de la normativa provincial que rige en el asunto, remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. Cabe precisar que la Corte Suprema ha reiterado en múltiples ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.

En tal sentido, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.

Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos.

La recurrente no alcanza a demostrar que el fallo apelado no constituya una aplicación razonada del derecho vigente de acuerdo a las circunstancias comprobadas de la causa. Además, los pronunciamientos recurridos poseen adecuado sustento en las consideraciones realizadas sobre la procedencia de los recursos locales, así como en la valoración de las cuestiones fácticas y en el derecho local aplicado por los magistrados intervinientes, razón por la cual las resoluciones bajo examen no resultan descalificables en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.

En segundo lugar, respecto de la cuestión constitucional, el recurso no puede prosperar por falta de fundamentación autónoma en tanto resulta infundado el principal agravio de la apelante referente a la vulneración del derecho a la igualdad, pues realiza una comparación incorrecta entre la normativa provincial y la nacional en materia de pensiones.

Al respecto, el artículo 86, inciso a) de la ley local 4044 regula la pérdida de la pensión para el/la cónyuge o concubino/a que estuviere divorciado/a o separado/a de hecho al momento de la muerte del causante, salvo que éste hubiere resultado culpable de la separación personal o del divorcio y/o pasare cuota alimentaria. Sobre esta base, la recurrente afirma que la norma nacional no prevé la pérdida del derecho a la pensión al iniciarse una nueva relación, ya sea marital o de convivencia. Pero esta premisa es incorrecta pues la regulación nacional establece que pierde el derecho a la pensión el cónyuge que por su culpa o por culpa de ambos estuviera divorciado o separado de hecho al momento de la muerte del causante.

Este supuesto, referido a las condiciones de acceso a la pensión al momento de la muerte del causante, difiere de las causales de extinción de la pensión ya obtenida debido a circunstancias sobrevinientes. Con relación a este instituto, la legislación nacional efectivamente suprimió respecto del cónyuge supérstite, la causal de extinción por matrimonio.

Si bien el a quo menciona tanto la normativa local sobre acceso a la pensión como la que regula la extinción de la prestación, sostiene, en definitiva, el rechazo del amparo en la existencia de un vínculo de conviviencia con otra persona previo a la muerte del causante que impide acceder a la pensión solicitada. Esta circunstancia, por otra parte, sirvió de causa al acto administrativo de la autoridad previsional que denegó originalmente el beneficio.

De modo que el planteo de la cuestión federal resulta improcedente pues confunde los términos de la comparación, ya que coteja los requisitos locales para acceder a la pensión, con las disposiciones nacionales relativas a la extinción de la pensión luego de adquirida.

Corresponde además recordar respecto de la comparación de legislación local y federal que, como consecuencia del poder conservado por las provincias en virtud de lo dispuesto en el artículo 122 de la Constitución Nacional, éstas puedan crear y reglamentar regímenes de la seguridad social en el ámbito de los agentes de su administración pública mientras se ajusten a las previsiones constitucionales del orden local y nacional. Al regular las condiciones de acceso a las pensiones por fallecimiento del cónyuge, las autoridades locales están sujetas al principio de razonabilidad, pero no se hayan obligadas a adoptar iguales parámetros que los seguidos por la legislación nacional.

Argüello, Petrona Virgilia c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos provincial - INSSSEP- s/ Acción de amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1581/2017/RH1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CAF 6094/2019/1/RH1, “Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ UIF s/ Código Penal – Ley 25.246 – Dto. 290/07 - art. 25”.

Recurso Queja Nº 1 – P., José Juan Bautista y otros c/ Unidad de Información Financiera s/ Código Penal - Ley 25.246 - Decreto 290/07 Artículo 25

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6591/2019/1/RH1, 14 de octubre de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia (344:2023, “Bueno”). Tales excepciones no se presentan en el caso.

Por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal ni la recurrente solicita su intervención. Por el contrario, la sentencia en crisis atribuye competencia a la justicia nacional del trabajo y la demandada pretende la intervención de la justicia nacional en lo comercial.

Por otro lado, la decisión cuestionada no coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal promovida en tanto atribuye competencia a la justicia del trabajo, donde puede ejercer las restantes defensas planteadas.

A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

En tales condiciones, la recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión apelada en los términos del artículo 14 de la ley 48.

Gutiérrez, Nicolás Mariano c/ Rappi Arg. S.A.S. y otro s/ Despido

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 13294/2021/1/RH1, 14 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Cuestión abstracta. 

Si bien al momento de iniciarse el amparo y de solicitar la medida cautelar existía una situación de urgencia que tornaba necesaria la restitución inmediata de los derechos que el actor alegó que habían sido conculcados, lo cierto es que no podía soslayarse que, una vez que el Consejo Superior dictó la resolución 9/14 rechazando el recurso jerárquico interpuesto por el actor, se han tornado abstractas las cuestiones planteadas en el sub lite. Ello es así, por cuanto aquel acto debía ser necesariamente impugnado empleando el remedio procesal que se considerara pertinente, extremo que impide cualquier consideración de la Corte al respecto, en la medida en que le está vedado expedirse sobre planteos que devienen abstractos.

Recurso queja Nº 3 – Viale, Carlos Alberto c/ Universidad Nacional de Catamarca (UNCA) s/ Acción de amparo Ley 16.986 c/ Cautelar

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 52513/2013/3/RH3, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. Devolución del expediente. 

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº1 – I.E.R.I.C. c/ Córdoba Bustos, Alfredo Mario s/ Ejecución fiscal – varios

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 31122/2017/1/RH1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº1 – Saravia, Maria Alejandra c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) s/ Reajustes varios

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 46004/2018/1/RH1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº 2 – Carballo, Andrea Karina c/ Obra Social Unión del Personal Civil de La Nación s/ Amparo Ley 16.986

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 24332/2019/2/RH1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 1 – Hawkes, Sergio Nihil c/ Banco de la Nación Argentina s/ Incidente de apelación

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 4146/2020/1/1/RH1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº 1 – Figueroa, Nora Fatima del Carmen c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Pensiones

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 3162/2019/1/RH1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº 1 – Banco de la Nación Argentina c/ Juárez, Ángela Cecilia del Valle s/ Cobro de pesos / Sumas de dinero

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 15382/2019/1/RH1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

El Tribunal tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.

Asimismo, corresponde recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales.

En el sub lite no se encuentra configurada situación excepcional alguna que permita apartarse de la regla, toda vez que la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni tampoco puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal, habida cuenta del carácter que reviste el Juez Federal de Presidencia Roque Sáenz Peña al cual se requirió la inhibitoria.

Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al Estado Nacional en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.

A ello se suma la doctrina de la Corte que declara que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Por último, tampoco se justifica en el caso la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, ya que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o lesione la normal relación de sus instituciones.

Recurso queja Nº1 – Estado Nacional – Ministerio de Economía- Secretaría de Energía c/ Sogico S.A. s/ Inhibitoria

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17628/2021/1/RH1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CAF 55424/2017, “O., R. O. c/ EN-Mrio. Interior-DNM s/ recurso directo”.

Recurso queja Nº 2 – M. B., J. P. c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior Obras Públicas y Viviendas -Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20842/2019/2/RH1, 07 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 

Las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias existentes cuando se dictan pues la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la del poder de juzgar.

Entre tales extremos se encuentra la existencia de gravamen ya que, cuando de hecho ha desaparecido por falta de interés económico o jurídico, se cancela la jurisdicción extraordinaria del Tribunal.

Esta situación se configura en la causa toda vez que, como es de público y notorio, los Juegos Olímpicos Tokio 2020, en los que el actor pretendía participar, se celebraron entre el 23 de julio y el 8 de agosto de 2021, lo que torna abstracto expedirse sobre la violación de derechos denunciada, dado que, si bien se discute aquí la aptitud jurisdiccional para entender en ella, no subsiste un interés jurídico en remediarla.

Habiéndose limitado el actor a objetar la selección de otro regatista como representante nacional de los juegos olímpicos y a defender su nominación, sin poner de resalto en su recurso, cuál sería su interés actual en la controversia, deviene inoficioso su planteo frente a la falta de un agravio que justifique la intervención del Tribunal. 

Alsogaray, Julio c/ Federación Argentina de Yachting y otro s/ Amparo contra actos de particulares

FRO-Justicia Federal de Rosario, 3022/2020/1/RH1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CNT 42795/2012/2/RH1, “Weretilnek, Jorge Alberto c/ Luis Solimeno e Hijos SA y otro s/ accidente-acción civil”.

Weretilnek, Jorge Alberto c/ Mapfre Argentina A.R.T. S.A. y otro s/ Accidente-acción civil

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 42795/2012/2/1/RH2, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. 

Corresponde mantener el recurso extraordinario y la queja posterior interpuestos por el representante de este Ministerio Público Fiscal ante la Cámara Federal, a fin de que la Corte se expida acerca de las cuestiones allí planteadas con sustento en lo dispuesto por la ley 25.269.

Sin perjuicio de ello, el temperamento adoptado no importa una dilación en el trámite de la causa puesto que, en virtud de lo dispuesto por el art. 285 in fine del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el proceso mantiene la continuidad y, por lo tanto, es viable la ejecución de la sentencia en tanto le fue favorable al actor.

Recurso Queja Nº 1 – C., S. A. y otro c/ OSDE s/ Amparo Ley 16.986

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 1937/2020/1/RH1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Gravamen irreparable. Superior Tribunal de Justicia. Cuestión federal. Oportunidad procesal. Inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. 

Si bien, en principio, las decisiones de índole procesal que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida no son impugnables por la vía del recurso extraordinario, cabe hacer excepción a ese principio cuando se verifica un gravamen de imposible  o muy difícil reparación ulterior, tal como sucede en la causa.

La Corte ha declarado, al interpretar el alcance de la expresión "superior tribunal de provincia" empleada en el art. 14 de la ley 48, que todo pleito radicado ante la justicia provincial en el que se susciten cuestiones federales, deberá arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación después de fenecer ante el órgano máximo de la judicatura local, de conformidad con lo dispuesto por el art. 31 de la Ley Suprema. En consecuencia, las limitaciones recursivas impuestas en los ordenamientos jurídicos provinciales no pueden ser óbice que impidan el conocimiento, por los superiores tribunales locales, de las cuestiones que podrían vulnerar derechos constitucionales pues, si bien las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a la más alta, la aplicación preferente de la Constitución Nacional.

No se compatibiliza con el régimen federal de gobierno, la zona de reserva jurisdiccional de las provincias y el principio de supremacía consagrado en el art. 31 previamente citado, el hecho de que una cuestión federal no merezca el conocimiento del órgano máximo de una provincia y que, en cambio, sea propio de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, si, tal como sucede en el presente caso, los perjudicados han dado cumplimiento a la exigencia del agotamiento de las instancias provinciales con explícita invocación de la cuestión federal. Las constancias de la causa, en efecto, dan cuenta de la oportuna introducción del planteo de inconstitucionalidad en la demanda y su mantenimiento en cada uno de los escritos recursivos presentados con posterioridad.

Así las cosas, la omisión por parte del superior tribunal provincial de todo pronunciamiento sobre los derechos que los apelantes fundaron en normas de carácter indudablemente federal resulta palmaria y constituye un obstáculo para que la Corte Suprema ejerza correctamente su competencia apelada, pues lo que habilita su jurisdicción es la previa decisión de la cuestión federal por el tribunal a quo.

Arzani, Nélida Alicia c/ Suárez, Pascuala y otros s/ Sumarísimo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 238/2020/RH1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Admisibilidad del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 238/2020, “Arzani, Nelida Alicia c/ Suárez, Pascuala y otros”.

Valle, Oscar Celestino c/ Suárez, Pascuala y otros s/ Sumarísimo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 239/2020/RH1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Enfermedades poco frecuentes. Interpretación y aplicación de la ley. Derecho a la salud. Personas con discapacidad. Derecho de las niñas, niños y adolescentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

La sentencia apelada denegó la cobertura sobre la base de una interpretación y aplicación errada de la normativa aplicable al caso, en particular, del artículo 6 de la ley 26.689 y su decreto reglamentario 794/2015, leído de manera sistemática con el artículo 38 de la ley 24.901, y en consonancia con el corpus juris que protege el derecho a la salud de los niños con discapacidad.

La sentencia recurrida, al considerar que la demandada no se encuentra legalmente obligada a la cobertura del tratamiento pretendido, soslayó que, conforme surge del texto del artículo 6 de la ley 26.689 y su decreto reglamentario 794/2015 las personas afectadas por una enfermedad poco frecuente deben recibir como mínimo la cobertura médico asistencial incluida en el PMO vigente y, en caso de discapacidad, aquéllas previstas en la ley 24.901, que regula el Sistema de Prestaciones Básicas en Habilitación y Rehabilitación Integral a favor de las Personas con Discapacidad, y sus modificatorias. Este último plexo legal, en su artículo 38, establece que en el caso que una persona con discapacidad requiriere, en función de su patología, medicamentos o productos dietoterápicos específicos y que no se produzcan en el país, se le reconocerá el costo total de los mismos.

En lo referido al alcance que cabe otorgar al texto del artículo 38, la Procuración General ha interpretado que, en consonancia con los principios que subyacen en la ley 24.901, esa norma prevé la cobertura cabal e integral de la terapia medicamentosa que requiera una persona con discapacidad, aun cuando el medicamento no figure en la nómina del Programa Médico Obligatorio. 

Los preceptos legales anteriormente citados resultan obligatorios para el ISSN, toda vez que la provincia de Neuquén adhirió a sendos regímenes, mediante la sanción de las leyes locales 3122 y 2644. La primera de esas normas, en su artículo 5, prevé de manera expresa que el instituto aquí demandado debe brindar cobertura asistencial a sus afiliados con EPF, y la segunda, lo menciona como ente necesario para la implementación de la adhesión al sistema de la ley 24.901.

Para más, las circunstancias fácticas que rodean la causa y las normas hasta aquí reseñadas deben conjugarse con los principios que rigen la materia en debate, puesto que el derecho a la salud es ampliamente garantizado en nuestro ordenamiento constitucional, especialmente en favor de los niños y de las personas con discapacidad.

En relación con ello, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha puntualizado que los tratamientos de rehabilitación por discapacidad y los cuidados paliativos son servicios esenciales respecto a la salud infantil. Al respecto, el Tribunal advierte que el artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño señala que los Estados deben esforzarse para asegurarse que ningún niño se vea privado del derecho al disfrute de los servicios sanitarios, y el Comité de los Derechos del Niño ha indicado que dicho artículo abarca la prevención oportuna y apropiada, la promoción de la salud, los servicios paliativos, de curación y de rehabilitación, y el derecho del niño o la niña a crecer y desarrollarse al máximo de sus posibilidades y vivir en condiciones que le permitan disfrutar del más alto nivel posible de salud.

En línea similar, la Corte Suprema ha destacado que la asistencia integral a la discapacidad constituye una política pública del país, y que es obligación de todas las prestadoras de salud hacer su máximo esfuerzo por satisfacer el derecho a la salud de los niños con discapacidad, por lo cual al ente demandado no le resulta ajena la obligación de brindar una cobertura integral de las prestaciones que sus afiliados requieren en virtud de esa condición.

En la causa se ha demostrado la necesidad de reemplazar el tratamiento convencional que recibe la niña, con discapacidad, en virtud de su enfermedad, así como la idoneidad de la única alternativa terapéutica disponible a tal efecto. Además, conforme los elementos obrantes, no se trata de un tratamiento experimental sino de uno que cuenta con respaldo científico adecuado a las características de una enfermedad poco frecuente, y cuya importación ha sido aprobada para atender este caso concreto por las propias autoridades argentinas.

B., E. c/ Instituto de Seguridad Social de Neuquén s/ Acción de amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1782/2021/RH1, 13 de julio de 2022

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. Devolución del expediente. 

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 - Quiroga, Nicolás Eduardo c/ Estado Nacional - ANSES s/ Reajustes varios

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 13746/2019/1/RH1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 - Alvarado, Antonella Nadine y otros c/ ANSES y otro s/ Amparo Ley 16.986

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 5718/2021/1/RH1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Defensa en juicio. Inadmisibilidad del recurso. 

Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. 

Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.

Por aplicación concreta de estos criterios al caso, el recurso intentado, en cuanto se dirige a cuestionar la competencia de la justicia nacional en lo comercial para entender en la causa, es inadmisible. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48.

La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta.

Ello sentado, no se escapa lo resuelto en la causa CNT 679/2016, “Sapienza, Matías Ezequiel y otros c/ Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual y otro s/ acción de amparo”, en los que la Corte ha ratificado el criterio esbozado en el marco de la causa penal “Corrales”, que implicó abandonar la tradicional doctrina del Tribunal cuya aplicación aquí se propone, al sostener que no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio.

Ello no obstante, hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional.

Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.

A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Recurso Queja Nº 1 - Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur Proconsumer c/ AMX Argentina S.A. s/ Ordinario

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 14314/2020/1/RH1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. Devolución del expediente. 

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo Ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 – Incidente Nº 1 – Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Don Corral Noa Sociedad Anónima s/ Incidente

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 1780/2021/1/1/RH1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 - Rivero, Cesar Alberto c/ Estado Nacional – ANSES s/ Reajustes por movilidad

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 16038/2019/1/RH1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso Queja Nº 1 - Gerhardt, Nora del Valle c/ ANSES s/ Varios

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 17187/2016/1/RH1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Interpretación de leyes federales. Política educativa. Acceso a la información pública. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Admisibilidad formal. Revocación de sentencia. 

El recurso extraordinario es formalmente admisible, toda vez que se ha puesto en tela de juicio la interpretación de normas federales y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que en ellas fundó el apelante.

Esta Procuración General considera pertinente recordar que, al encontrarse en discusión el alcance que cabe asignar a normas de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o de la cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado.

En cuanto al fondo del asunto, la normativa no consagra la confidencialidad de la información obtenida de forma general e indiscriminada, sino que limita la difusión masiva de los resultados obtenidos en las evaluaciones, admitiéndola únicamente hacia adentro de cada institución educativa para la implementación de estrategias dirigidas a mejorar la calidad de la educación.

Sentado ello, es pertinente recordar que la Corte ha enunciado algunos principios relativos al alcance del derecho de acceso a la información bajo control del Estado, así como a los recaudos exigidos para limitar legítimamente ese derecho.

Así, se dijo que el derecho de acceso a la información se rige por el principio de máxima divulgación, "el cual establece la presunción de que toda información es accesible, sujeto a un sistema restringido de excepciones, pues el actuar del Estado debe encontrarse regido por los principios de publicidad y transparencia en la gestión pública, lo que hace posible que las personas que se encuentran bajo su jurisdicción ejerzan el control democrático de las gestiones estatales, de forma tal que puedan cuestionar, indagar y considerar si se está dando un adecuado cumplimiento de las funciones públicas". Este principio también ha sido incorporado expresamente a la ley 27.275 de Derecho de Acceso a la Información Pública.

Desde esa perspectiva, y con sustento en lo previsto por el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se ha dicho que las restricciones a este derecho deben estar previa y claramente fijadas por una ley en sentido formal; responder a alguno de los objetivos permitidos por la Convención, esto es, "el respeto a los derechos o a la reputación de los demás" o "la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas"; y ser "necesarias en una sociedad democrática, lo que depende de que estén orientadas a satisfacer un interés público imperativo.

Entre varias opciones para alcanzar ese objetivo, debe escogerse aquella que restrinja en menor escala el derecho protegido. Es decir, la restricción debe ser proporcional al interés que la justifica y debe ser conducente para alcanzar el logro de ese legítimo objetivo, interfiriendo en la menor medida posible en el efectivo ejercicio del derecho”.

Dicho ello, en el contexto normativo y hermenéutico reseñado, la restricción del art. 97 de la ley 26.206 y su reglamentación, en cuanto prohíbe el acceso indiscriminado a los resultados obtenidos por cada establecimiento educativo en los dispositivos Aprender y Enseñar, es razonable pues se limita al resguardo de la identidad de los alumnos, docentes e instituciones educativas a los fines de prevenir y evitar que la difusión masiva de dicha información pudiera conducir a cualquier forma de estigmatización de los sujetos intervinientes, con el consecuente menoscabo que ello tendría sobre la igualdad educativa que el sistema de evaluación concebido pretende alcanzar como una de sus metas principales.

Tal limitación, por su parte, se compadece con la índole de los derechos en juego pues, en lo que refiere específicamente a la situación jurídica de los estudiantes de nivel primario y secundario –que en tanto menores de edad ostentan una especial protección en nuestro ordenamiento constitucional-, la ley 26.061 de Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes consagra el derecho de éstos a ser respetados en su dignidad, reputación y propia imagen.

En tal sentido, la norma “…prohíbe exponer, difundir o divulgar datos, informaciones o imágenes que permitan identificar, directa o indirectamente a los sujetos de esta ley, a través de cualquier medio de comunicación o publicación en contra de su voluntad y la de sus padres, representantes legales o responsables, cuando se lesionen su dignidad o la reputación de las niñas, niños y adolescentes o que constituyan injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada o intimidad familiar.”.

Cabe puntualizar que es doctrina de la Corte que cuando exista conflicto entre los derechos e intereses de los niños, niñas y adolescentes frente a otros derechos e intereses igualmente legítimos, prevalecerán los primeros.

Por las consideraciones que anteceden, los datos que el a quo ordenó que se proveyeran al demandante se encuentran incluidos en la excepción del art. 8°, inc. d, de la ley 27.275 invocada por la demandada.

Argañaraz Olivero, Rafael Aurelio c/ Ministerio de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología de la Nación s/ Amparo Ley 16.986

FSA-Justicia Federal de Salta, 517/2019/CS1, 24 de junio de 2022

Ver dictamen

Inhibitoria. Inconstitucionalidad. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión abstracta. 

Cabe recordar que la doctrina del Tribunal sobre los requisitos jurisdiccionales ha subrayado que la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y que su desaparición importa la del poder de juzgar. Ello está en consonancia con aquella otra que indica que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado.

Por aplicación de los principios expuestos al inicio de la causa y, en virtud del estado actual de la causa -adquirió firmeza la decisión sobre el fondo del asunto-, ha devenido abstracta la cuestión de competencia suscitada y resulta inconducente pronunciarme respecto de la misma.

Pernod Ricar Argentina S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Agencia Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 66828/2017/CS1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Estado Nacional. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Cabe recordar que el Tribunal tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.

Corresponde recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales.

En el sub lite no se encuentra configurada situación excepcional alguna que permita apartarse de la regla, dado que la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni tampoco puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal, habida cuenta del carácter que revisten todos los jueces de la Capital Federal.

Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.

A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Por último, tampoco se considera que en el caso se justifique la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.

Recurso queja N° 1 – ENRE c/ Maranessi, Oscar Santiago s/ Inhibitoria

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 11135/2021/1/RH1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Transferencia de competencias. Denegatoria del recurso. 

El Tribunal tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. 

Asimismo, corresponde recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales. 

En el sub lite no se encuentra configurada situación excepcional alguna que permita apartarse de la regla, dado que la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni tampoco puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal, habida cuenta del carácter que revisten todos los jueces de la Capital Federal. 

En autos CNT 679/2016 "Sapienza, Matías Ezequiel y otros c/ Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual y otro s/ acción de amparo", al haber ratificado el criterio esbozado en el marco de la causa penal "Corrales", el Tribunal abandonó la doctrina tradicional cuya aplicación aquí se propone, al sostener que no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio.

No obstante, hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional.

Tampoco se justifica en el caso la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.

Ente Nacional Regulador de la Electricidad c/ Palumbo, Leandro Nicolás y otros s/ Inhibitoria

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 1929/2021/CA1-CS1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Medidas autosatisfactivas. AFIP. Fisco nacional. Defensa en juicio. Debido proceso. Facultades del fiscal. Nulidad procesal. 

Asiste razón a la recurrente ya que no se debió privar a la AFIP de la posibilidad de intervenir en estos autos como tercero, puesto que la sentencia que hace lugar a la medida autosatisfactiva trajo como consecuencia que, mediante el oficio de fecha 8 de agosto de 2019, se ordenara al organismo fiscal proceder al levantamiento del bloqueo o cancelación de las CUIT pertenecientes a las cooperativas de la Provincia de Formosa, bajo apercibimiento de aplicarle sanciones pecuniarias en caso de incumplimiento.

Así las cosas, asiste razón a la quejosa en que la sentencia, al no admitir su intervención voluntaria como tercero, la privó de manifestar lo que estimare pertinente para la defensa de su derecho, colocándola en un estado de indefensión que afecta las facultades que le fueron legalmente otorgadas y su derecho constitucional de defensa en juicio, produciéndole un perjuicio y gravamen irreparable.

Al respecto, cabe recordar que entre las funciones del Ministerio Público se encuentra la de velar por el efectivo cumplimiento del debido proceso legal (art. 25, inc. h, de la ley 24.946) y que, en ejercicio de ese deber-atribución, un atento examen de las actuaciones pone al descubierto el modo formalmente erróneo e inadecuado en que se condujo el proceso, defecto de tal entidad que afecta la validez misma del pronunciamiento que la Corte habrá de dictar, circunstancia que debe ser atendida y declarada con antelación al tratamiento de las cuestiones planteadas por la recurrente.

Si bien es doctrina del Alto Tribunal que sus sentencias deben limitarse a lo peticionado por las partes en el recurso extraordinario, constituye un requisito previo emanado de su función jurisdiccional el control, aun de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta una garantía constitucional, no podría ser confirmada por las sentencias ulteriores.

Desde esta perspectiva, la integración del proceso ha sido defectuosa, pues en el rechazo a la solicitud de la AFIP de poder intervenir como tercero, afectó su garantía constitucional de la defensa en juicio, -sobre cuyo contenido la Corte ha señalado que requiere que se otorgue al interesado ocasión adecuada para su audiencia y prueba en la forma y con las solemnidades que establecen las leyes procesales- lo que impone la obligación de opinar que se debe declarar la nulidad de todo lo actuado sin intervención del Fisco Nacional la AFIP.

Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Recurso de queja

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1808/2021/RH1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Inhibitoria. Estado Nacional. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Cabe recordar que el Tribunal tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.

Corresponde recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de arbitrariedad o del desconocimiento de garantías constitucionales.

Ello sentado, en el sub lite no se encuentra configurada situación excepcional alguna que permita apartarse de la regla, dado que la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni tampoco puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal, habida cuenta del carácter que revisten todos los jueces de la Capital Federal.

Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.

A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Por último, tampoco se considera que en el caso se justifique la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.

Ente Nacional Regulador de la Electricidad c/. s/ Inhibitoria

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6943/2021/CA1-CS1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Universidades nacionales. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Revocación de sentencia. 

El recurso es formalmente admisible, pues se discute la validez de actos emanados de autoridades nacionales con fundamento en la interpretación y aplicación de la ley 24.521 de Educación Superior, la resolución 117/02 del Ministerio de Cultura y Educación de la Nación - normas estas de carácter federal - y el estatuto universitario de la U.Na.F.,  y la decisión de los jueces de la causa ha sido contraria a las pretensiones que la recurrente funda en ellas.

Las universidades nacionales deben disponer de todas las potestades necesarias para llevar a cabo su gestión, y una de las formas de garantizar que se respete su contenido esencial es permitir a sus órganos de conducción el conocimiento y la decisión de todas aquellas cuestiones que se encuentran bajo su dirección y control. 

El desconocimiento de los preceptos que regulan los medios de impugnación de los actos administrativos que se dictan en el ámbito universitario a los efectos de acceder a la instancia judicial mediante el recurso previsto por el art. 32 de la ley 24.521, no contribuye al cumplimiento de los objetivos para los cuales fueron creadas las universidades, logro que depende en parte de que sus órganos de gobierno estén habilitados a ejercer plenamente las facultades asignadas por el ordenamiento jurídico.

A los fines de revisar judicialmente la actuación de la universidad por la vía especial del art. 32 de la ley 24.521, la norma requiere la obtención de un acto de la máxima autoridad universitaria con competencia para resolver la cuestión planteada.

El recurso directo interpuesto por los actores contra la resolución 2/06 del Rector de la U.Na.F., es formalmente inadmisible, toda vez que dicho acto no ha sido recurrido ante el Consejo Superior –máxima autoridad universitaria con competencia para resolver en ese ámbito- y, por lo tanto, es insusceptible de ser impugnado por la vía judicial del art. 32 de la ley 24.521.

Si bien la resolución 67/05 del Consejo Superior constituye el acto definitivo del órgano máximo de la U.Na.F. en los términos del art. 32 de la ley 24.521, el recurso directo interpuesto contra la misma resulta extemporáneo, dado que su impugnación se hizo fuera del plazo de 30 días previsto por el art. 25 de la ley 19.549.

La sentencia es arbitraria por cuanto el tribunal omitió ponderar argumentos conducentes para la correcta solución del pleito con desconocimiento de las constancias relevantes de la causa, soslayando el tratamiento de todas las irregularidades denunciadas por la U.Na.F., ignorando las conclusiones a las que arribó la Comisión de Investigaciones en su informe, no evaluando la resolución 117/02 del Ministerio de Educación de la Nación, ni tampoco teniendo en cuenta la resolución del Consejo Superior 68/05.

El tribunal nunca sustanció la citación del tercero interesado, ni declaró la apertura de la causa a prueba, prescindiendo de dar un tratamiento adecuado a la controversia de conformidad con las constancias de la causa para evaluar la validez del acto, lo que importó la violación del derecho de defensa en juicio de la recurrente.

La sentencia apelada adolece del vicio de arbitrariedad manifiesta por cuanto se apartó de las constancias comprobadas de la causa, omitió el tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes y prescindió de las normas aplicables para una correcta solución del litigio, pues declaró nula de nulidad absoluta la resolución 67/05 del Consejo Superior con fundamentos aparentes, apoyándose sólo en conclusiones dogmáticas, sin brindar una respuesta efectiva a los planteos de la U.Na.F. y sin reparar en todas las irregularidades por ella denunciadas, que sí fueron tenidas en cuenta por el Consejo Superior para dictar aquella resolución.

Corresponde declarar admisible la queja, procedente el recurso extraordinario y, en cuanto a la sentencia apelada, revocarla parcialmente en tanto declaró la nulidad de la resolución 2/06 del Rector de la U.Na.F., dejarla sin efecto en lo que atañe a la declaración de nulidad de la resolución 67/05 del Consejo Superior de dicha universidad y devolver las actuaciones al tribunal de procedencia a fin de que, con relación a este aspecto, se dicte una nueva sentencia ajustada a derecho.

Recurso Queja Nº 1 – Fernández, Francisco Bernabéu y otros c/ Universidad Nacional de Formosa s/ Recurso directo Ley de Educación Superior Ley 24.521

FRE-Justicia Federal de Resistencia, 81449778/2007/1/RH1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Inconstitucionalidad. Expulsión de extranjeros. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CAF 55424/2017, “Obiarareri, Romanus Onyebuchi c/ EN-Mrio. Interior-DNM s/ Recurso directo”.

En cuanto a la inconstitucionalidad de las normas impugnadas, el recurso extraordinario interpuesto resulta inadmisible al no satisfacer el requisito de fundamentación autónoma que exige la jurisprudencia del Tribunal.

Al respecto, tiene dicho la Corte que “la fundamentación autónoma consiste en que el escrito de interposición del recurso extraordinario traiga un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que, incluso, valga a tal efecto una nueva crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia”.

En efecto, al cuestionar de manera genérica la reforma de la ley migratoria introducida por el decreto 70/2017 respecto de los arts. 70 y 69 nonies, sobre la base de que, en el primero, se amplían los plazos de vigencia de la retención y que, en el segundo, al preverse los supuestos que habilitan a ejecutar la medida de expulsión, se desatiende el hecho de que la sentencia de cámara no adquiere firmeza sino cuando no exista recurso por resolver por parte del Máximo Tribunal, la apelante no hace más que reiterar los argumentos expuestos en anteriores instancias respecto de la alegada inconstitucionalidad.

Desatiende así el fundamento central esgrimido por la cámara para rechazar dicho planteo, esto es, que la recurrente se limitó a cuestionar el art. 70 reformado sin dejar específicamente establecido el derecho constitucional invocado y su lesión en el caso concreto y que el planteo atinente al art. 69 nonies resulta prematuro en el estado actual de la causa.

Así las cosas, los agravios contenidos en el escrito recursivo no constituyen sino una mera repetición de afirmaciones que no logran desvirtuar los argumentos esgrimidos por la cámara para resolver del modo en que lo hizo.

Recurso Queja Nº 2 – Delvalle, Celva c/ Estado Nacional - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso Directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 2422/2019/2/RH1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia reiterada del Máximo Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.

En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.

A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional, dada la ausencia del serio y concreto desarrollo al que la Corte ha supeditado la admisión de tal extremo.

Recurso Queja Nº 1 – Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Estado Nacional Ministerio de Desarrollo Productivo s/ Recurso directo Ley 24.240 - Artículo 45

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 9200/2021/1/RH1, 06 de mayo de 2022

Ver dictamen

Deberes y facultades del fiscal. Facultades jurisdiccionales. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº 1 – Leguizamón, Eva Elena c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajuste de haberes

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 39600/2013/1/RH1, 11 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia. Deberes y facultades del fiscal. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso queja Nº 1 – incidente Nº 1 – Ares, Juana Celia c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Incidente ejecución de sentencia

FTU-Justicia Federal de Tucuman, 61000649/2006/1/1/RH1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia reiterada del Máximo Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. 

En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.

A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional, dada la ausencia del serio y concreto desarrollo al que la Corte ha supeditado la admisión de tal extremo.

Recurso queja Nº 1 – Coto Cicsa c/ Estado Nacional s/ Apelación de resolución administrativa

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 10564/2019/1/RH1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Acción de ampáro. Integración del tribunal. Subrogancia del juez. Competencia. Deberes y facultades del fiscal. Facultades jurisdiccionales. Partes del proceso. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Defensa en juicio. Cuestión federal. Gravedad institucional. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

P., R. F. c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo Ley 16.986 c/ Cautelar

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 24036/2019/1/RH1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Contrato de obra pública. Certificados de obra. Cuestiones de competencia. Privación de justicia. Defensa en juicio. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia reiterada del Máximo Tribunal que los pronunciamientos que deciden asuntos de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias que permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.

En estas actuaciones no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que el conocimiento de la causa no corresponde a la justicia federal y la decisión impugnada no coloca a la recurrente en un estado de privación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, a la defensa en juicio. En efecto, el a quo sólo se limitó a declarar su incompetencia para tramitar la pretensión de la actora en la instancia originaria y remitió las actuaciones a mesa de entrada a fin de que continúen el trámite ante un tribunal competente.

A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Supercemento S.A.I.C. c/ Direccion Provincial de Vialidad de la Provincia de Misiones s/ Demanda contencioso administrativa

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 348/2021/RH1, 18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Contrato de obra pública. Certificados de obra. Cobro de sumas de dinero. Cuestiones de competencia. Privación de justicia. Defensa en juicio. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia reiterada del Máximo Tribunal que los pronunciamientos que deciden asuntos de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias que permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.

En estas actuaciones no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que el conocimiento de la causa no corresponde a la justicia federal y la decisión impugnada no coloca a la recurrente en un estado de privación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, a la defensa en juicio. En efecto, el a quo sólo se limitó a declarar su incompetencia para tramitar la pretensión de la actora en la instancia originaria y remitió las actuaciones a mesa de entrada a fin de que continúen el trámite ante un tribunal competente.

A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Supercemento S.A.I.C. c/ Dirección Provincial de Vialidad de la Provincia de Misiones s/ Demanda contencioso administrativo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 347/2021/RH1, 18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Contrato de obra pública. Certificados de obra. Cobro de sumas de dinero. Cuestiones de competencia. Privación de justicia. Defensa en juicio. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia reiterada del Máximo Tribunal que los pronunciamientos que deciden asuntos de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias que permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.

En estas actuaciones no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que el conocimiento de la causa no corresponde a la justicia federal y la decisión impugnada no coloca a la recurrente en un estado de privación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, a la defensa en juicio. En efecto, el a quo sólo se limitó a declarar su incompetencia para tramitar la pretensión de la actora en la instancia originaria y remitió las actuaciones a mesa de entrada a fin de que continúen el trámite ante un tribunal competente.

A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Dragados y Obras Portuarias S.A. c/ Dirección Provincial de Vialidad de la Provincia de Misiones s/ Demanda contencioso administrativa

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 346/2021/RH1, 18 de marzo de 2022

Ver dictamen

Honorarios. Peritos. Pronunciamiento inoficioso. Denegatoria del recurso. 

Resulta de aplicación la doctrina de esa Corte según la cual el pago del importe del capital e intereses adeudados sin reserva alguna sobre la continuación del trámite de la queja, importa una renuncia o desistimiento tácito del recurso y vuelve inoficioso todo pronunciamiento al respecto.

Calderón, Facundo Rafael c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente – Ley especial

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 76379/2016/1/RH1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. 

En atención a los fundamentos brindados por el señor Fiscal General, se mantiene la queja interpuesta.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: B., Jorge Eligio s/ Incidente de recurso extraordinario

FSM-Justicia Federal de San Martín, 27004012/2003/TO12/81/1/1/RH62, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa FTU 024036/2019/2/RH2, “P., R. F. c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo ley 16.986 c/ Cautelar”.

El recurso extraordinario es formalmente admisible pues, si bien las cuestiones de competencia no habilitan -por norma- la vía del artículo 14 de la ley 48, por no estar satisfecho el recaudo de la sentencia definitiva, esa regla admite excepción cuando, como en el caso, media una denegatoria del fuero federal.

L., S. G. c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo Ley 16.986 c/ Cautelar

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 119/2020/1/RH1, 03 de marzo de 2022

Ver dictamen

Acción contencioso administrativa. Prescripción. Cuestiones de hecho y prueba. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. Revocación de sentencia. 

Los planteos vinculados con la violación del principio de reserva de ley y con el rechazo de la defensa de prescripción suscitan cuestión federal suficiente para la apertura del recurso extraordinario, habida cuenta de que el superior tribunal de la causa se pronunció por la validez de las normas locales, cuestionadas oportunamente por ser contrarias a los arts. 5°, 17, 31 y 75 -inc. 12- de la Constitución Nacional.

Habida cuenta de que los argumentos que sustentan la tacha de arbitrariedad del recurso de queja de la actora en este punto están inescindiblemente unidos a ese planteo de invalidez constitucional de las normas locales, corresponde que sean tratados en forma conjunta.

Por el contrario, los agravios referidos a la falta de respuesta, por parte de la sentencia recurrida, del planteo de nulidad de la resolución (MEHF) 7.684/2012, remiten, ineludiblemente, al examen de aspectos de hecho, prueba y derecho procesal, ajenos, en principio, a la jurisdicción extraordinaria, sin que se adviertan motivos para apartarse de tal regla cuando, como sucede en el caso, el Superior Tribunal resolvió con suficientes fundamentos las cuestiones principales para las que fue convocado y si bien no respondió expresamente a cada uno de los argumentos traídos por la actora, sabido es que los jueces de la causa no están obligados a tratarlos cuando a su juicio no sean decisivos para la correcta solución del caso.

Desde esa perspectiva, la sentencia apelada cuenta con motivaciones suficientes que, al margen de su acierto o error, le dan sustento como acto jurisdiccional, razón por la cual pienso que el recurso extraordinario interpuesto ha sido bien denegado en este aspecto.

En lo atiente al agravio fundado en la violación del principio de reserva de ley, es oportuno recordar que la actora funda su derecho en lo dispuesto por el art. 229, inc. n), del Código Fiscal, el cual establecía: “están exentos del pago de este gravamen: Las actividades de producción primaria, excepto las hidrocarburíferas y sus servicios complementarios”.

La solución que aquí propicio no se modifica por lo resuelto en Fallos: 316:1115; 333:1942 y 342:99 que la actora cita en apoyo de su postura, en los que la Corte sostuvo que no pueden establecerse “por vía interpretativa” restricciones a los alcances de una exención que no surgen de los términos de la ley ni pueden considerarse implícitas en ella.

En idéntico sentido, tampoco puede extenderse a esta causa el criterio sostenido en Fallos: 320:58, puesto que allí el Tribunal consideró irrazonable negar la exención “por la sola circunstancia de que la demandada no haya realizado un trámite administrativo tendiente al reconocimiento de su calidad de institución de beneficencia o solidaridad social, cuando -como se señaló- por reiteradas disposiciones de la municipalidad, anteriores y posteriores a ese período, se asignó a aquélla un tratamiento fiscal que sólo pudo tener fundamento en la consideración de las tareas asistenciales desarrolladas por la entidad, y sin que se haya invocado que por ese entonces se hubiese producido una modificación de las circunstancias justificantes de la exención”.

Por último, en lo atiente al rechazo de la defensa de prescripción, la cuestión se circunscribe a dilucidar si el Código Fiscal puede disponer un momento distinto para el inicio del cómputo del plazo de prescripción que el previsto por el legislador nacional de manera uniforme para toda la República, que se halla regulado en el art. 3956 del Código Civil.

Pilaga S.A. c/ Provincia de Formosa s/ Sumario

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1220/2020/RH1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Recurso de queja (procesal)

Quiebra. Facultades del fiscal. Mantenimiento del recurso. 

A fin de que la Corte se expida acerca de las cuestiones planteadas con sustento tanto en lo dispuesto en la ley de concursos y quiebras 24.522, como en el artículo 120 de la Constitución Nacional y en los artículos 1, 2 y 31 de la ley Orgánica del Ministerio Público 27.148, se remite a los fundamentos desarrollados por la magistrada apelante, los que se dan por reproducidos en beneficio de la brevedad. En particular, en lo relativo a la falta de intervención adecuada del Ministerio Público Fiscal, en atención a que la concursada había formulado un pedido de suspensión del proceso, en oportunidad en que el expediente se encontraba en la alzada a los fines de decidir la apelación contra el decreto de quiebra, del cual la fiscal general, a instancias de la propia cámara, ya había emitido opinión.

En ese contexto, el a quo al omitir dar vista al Ministerio Público Fiscal, con carácter previo a dictar la resolución que ordenó la suspensión del proceso falencial, afectó sus competencias fijadas en la Constitución Nacional y en la legislación aplicable citada por la fiscal general en su recurso. Ello impidió, evaluar si en el sub lite se encuentra afectada la legalidad, el interés general de la sociedad y la defensa del orden jurídico en su integridad. Esa conclusión es, además, concordante con la interpretación que la Corte Suprema ha hecho, en supuestos como el de autos, sobre el modo en el que debe cumplirse la misión constitucional del Ministerio Público Fiscal.

Recurso de queja N° 99 - Correo Argentino S.A. s/ Quiebra

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 94360/2001/99/RH12, 06 de octubre de 2022

Ver dictamen

Pronunciamiento inoficioso. Desistimiento del recurso. 

La recurrente realizó una presentación en la que pone en su conocimiento que ha arribado a un acuerdo con la demandada, motivo por el cual desiste del recurso de queja interpuesto y solicita que así se lo declare.

En tales condiciones, la circunstancia  expuesta importa un desistimiento expreso del recurso que torna inoficioso un pronunciamiento al respecto. En consecuencia, corresponde tener por desistida la presentación directa.

Guiretti, Denise Mariana c/ Guspamar S.A. y otro s/ Sumarísimo - Casación

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1076/2020/RH1, 14 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso queja N° 1 – Naturaleza S.R.L. c/ Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social s/ Impugnación de acto administrativo

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 34091/2018/1/RH1, 15 de junio de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso queja N° 3 – Ochoa, Héctor Oscar c/ Ymad s/ Accidente de trabajo

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 610520/2008/3/RH1, 15 de junio de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso queja N° 1 - Peralta, Blanca Esmeralda c/ ANSES s/ Amparo Ley 16.986

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 2247/2020/1/RH1, 15 de junio de 2022

Ver dictamen

Estado Nacional. Mantenimiento del recurso. Devolución del expediente. Sustanciación del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso queja N° 1 - Sabasta, Salvador Alejandro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa Instituto de Ayuda Financiera s/ Suplementos Fuerzas Armadas y de Seguridad

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 28852/2019/RH1, 15 de junio de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.

Recurso queja N° 1 - Ábalos Aliaga, Próspero Rubén y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Instituto de Ayuda Financiera s/ Suplementos Fuerzas Armadas y de Seguridad

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 28872/2019/1/RH1, 15 de junio de 2022

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. 

En atención a los fundamentos desarrollados por la señora Fiscal General se mantiene el recurso.

Recurso queja n° 7 – Tulier, Graciela Silvia s/ Quiebra

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 73255/2004/7/RH1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CNT 66176/2017/1/RH1, “Reca, Eduardo Domingo c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Acción de amparo”.

Reca, Eduardo Domingo c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Acción de amparo

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 66176/2017/2/RH2, 22 de febrero de 2022

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Mantenimiento del recurso. 

En atención a los fundamentos desarrollados por la señora Fiscal General, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.

De Lisio, Nicolás s/ Quiebra

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 43988/2000/CS1, 28 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Obras sociales. Menores. Personas con discapacidad. Prestación por escolaridad. Carga de la prueba. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa FMP 22298/2019/CS1-CA3, “L., M c/ IOSFA s/ Amparo ley 16.986”.

A los efectos de definir cuándo corresponde que las prestadoras de salud afronten el costo de escuela privada la Corte Suprema en la causa R. 104, XLVII, “R. D. y otros c/ Obra Social del Personal de la Sanidad s/ Amparo”, fijó diversas pautas respecto de la carga probatoria que pesa sobre las partes en juicios de esta naturaleza. Allí estableció que el agente del servicio de salud es quien debe ocuparse de probar y poner a disposición una alternativa entre sus prestadores que proporcione un servicio análogo al que se persigue en la causa y demostrar la exorbitancia o sinrazón de la elección de su familia, así como que la modificación propuesta no es nociva en orden a la evolución del niño o niña. La familia, por su parte, debe acreditar la condición del niño o niña, su afiliación y la prescripción profesional respectiva.

En el presente caso el progenitor acompañó prueba suficiente para acreditar las necesidades del niño, mientras que el IOSFA no cumplió con las cargas probatorias que le correspondían, por lo que sus agravios no pueden prosperar. 

Por el contrario, el IOSFA se limitó a rechazar la prestación con el argumento de que no le correspondía cubrirla. De hecho, la negativa inicial a brindar la cobertura se fundó en que se trata de una obligación alimentaria a cargo de los progenitores y no a la existencia de otras instituciones o a que no lo requerían las características de su discapacidad. Tampoco colaboró en la búsqueda conjunta de una escuela común pública, aportó prueba de su existencia u ofreció opiniones profesionales que dieran cuenta de la existencia de otras alternativas acordes a las necesidades U.A.

No modifica este criterio el hecho de que el certificado indique como orientación prestacional la rehabilitación ya que la determinación de las capacidades es dinámica y existen órdenes médicas actuales que indican la necesidad de la prestación educativa. De hecho, el artículo 11 de la ley 24.901 prevé la realización de evaluaciones interdisciplinarias por parte de las entidades obligadas a brindar las prestaciones con el fin de favorecer la integración social y la inclusión de las personas con discapacidad.

Además, las prestaciones de educación no están limitadas a la orientación prestacional que indique el certificado, sino que se vinculan con el tipo de discapacidad de la persona, sin indicar como requisito la existencia de una discapacidad de tipo cognitiva (art. 17, ley 24.901).

El principio de buena fe que informa todo el ordenamiento imponía a la obra social un deber de coherencia en su comportamiento que, como mínimo, requería una explicación frente al actuar contradictorio con una conducta anterior jurídicamente relevante, que había suscitado en los progenitores una expectativa seria de comportamiento futuro.

Debe tenerse en cuenta que el acceso a los servicios de salud y de seguridad social, que también se proyecta en la actividad de las obras sociales, está regido por ciertos criterios mínimos establecidos por instrumentos internacionales que forman parte del bloque de constitucionalidad federal. Entre ellos, el de regularidad.

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos sostuvo que las prestadoras de servicios de salud y seguridad social, están obligadas a asegurar la regularidad de los servicios en resguardo del bien público involucrado, por lo que no pueden establecer restricciones arbitrarias o poco razonables de la cobertura social existente.

En suma, la demandada no cumplió con la carga probatoria que pesaba sobre ella de acreditar que existía una escuela común pública acorde a las necesidades del menor y, por ello, sus agravios no pueden prosperar.

L., U.A. c/ IOSFA s/ Amparo Ley 16.986

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 18125/2019/CS1-CA2, 21 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Interpretación sistemática. Educación general básica. Derecho de enseñar y aprender. Educación privada. Carga de la prueba. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Tanto la ley 24.901 como la resolución MSAS 428/1999 se dictaron cuando estaba vigente la ley 24.195 de Educación, que establecía como obligatoria la Educación General Básica que tenía 9 años de duración y comenzaba luego de la Educación Inicial que iba de los 3 a los 5 años de edad (art. 10). La referida ley fue abrogada por la ley 26.206, de Educación Nacional, que se encuentra ahora vigente.

En este contexto, por aplicación del principio de interpretación sistemática de las leyes adoptado por la Corte Suprema la ley 24.901, y sus reglamentaciones, se debe integrar con la ley 26.206. Este deber se acentúa en el presente caso ya que involucra la cobertura de la cuota de educación secundaria y la resolución MSAS 428/1999 prevé que la Educación General Básica equivale a la educación primaria.

A su vez, el artículo 11 de la ley 26.206 fija como fines de la política educativa nacional, entre otros, el de garantizar la inclusión educativa (inc. e) y brindar a las personas con discapacidad “una propuesta pedagógica que les permita el máximo desarrollo de sus posibilidades, la integración y el pleno ejercicio de sus derechos” (inc. n).

Por su parte, el artículo 16 prescribe la obligatoriedad escolar en todo el país desde la edad de 4 años hasta la finalización del nivel de la educación secundaria (art. 29).

En ese marco normativo debe entenderse que la Educación General Básica a la que refiere la ley 24.901 incluye tanto la educación primaria como la secundaria pues una interpretación distinta iría en contra del objetivo de cobertura integral de necesidades y requerimientos de las personas con discapacidad, que propugna la propia ley, y desnaturalizaría los alcances del ejercicio del derecho a la educación obligatoria e inclusiva prevista en la ley 26.206.

Esta exégesis de la legislación es coherente con las Observaciones Finales del Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad para Argentina. Allí instó al Estado argentino “a intensificar sus esfuerzos para asegurar la escolarización de todos los niños y niñas con discapacidad en la edad obligatoria establecida por el Estado parte” (párr. 38). Asimismo, el Comité expresó en la Observación General número 4 que los Estados deben velar para que las personas con discapacidad puedan ejercer su derecho a la educación mediante un sistema de educación inclusiva a todos los niveles, incluyendo los ciclos educativos de secundaria y superior (párrafos 8 y 20).

En segundo término, la prestación de servicio de escolaridad primaria o secundaria, especial o común, según las necesidades, deberá ser provista por las obras sociales a aquellos beneficiarios que no cuenten con oferta educacional estatal adecuada a las características de su discapacidad.

A los efectos de definir cuándo corresponde que las prestadoras de salud afronten el costo de escuela privada la Corte Suprema fijó en la causa R. 104, XLVII, “R. D. y otros c/ Obra Social del Personal de la Sanidad s/ Amparo”, diversas pautas respecto de la carga probatoria que pesa sobre las partes en juicios de esta naturaleza. Allí estableció que el agente del servicio de salud es quien debe ocuparse de probar y poner a disposición una alternativa entre sus prestadores que proporcione un servicio análogo al que se persigue en la causa y demostrar la exorbitancia o sinrazón de la elección de su familia, así como que la modificación propuesta no es nociva en orden a la evolución del niño, niña o adolescente. La familia, debe acreditar la afiliación y la prescripción profesional respectiva.

El principio de buena fe que informa todo el ordenamiento jurídico imponía a la obra social un deber de coherencia en su comportamiento que, como mínimo, requería una explicación frente al actuar contradictorio con una conducta anterior jurídicamente relevante, que había suscitado en los progenitores una expectativa seria de comportamiento futuro.

La demandada no cumplió con la carga probatoria que pesaba sobre ella a los efectos de acreditar que existía una escuela secundaria común pública acorde a las necesidades del menor y, por ello, sus agravios no pueden prosperar.

L., M. c/ IOSFA s/ Amparo Ley 16.986

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22298/2019/CS1-CA3, 21 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte.

Ahora S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2355/2017/12 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Pronunciamiento inoficioso. 

En virtud de los fundamentos expuestos en el dictamen de la causa CAF 10008/2009/1/RH1, “Nextel Communications Argentina S.A. c/ EN-SC y otro s/ proceso de conocimiento”, deviene inoficioso se dicte un pronunciamiento en las presentes actuaciones.

Nextel Communications Argentina S.A. c/ Estado Nacional – SC y otro s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10008/2009/CA2-CS1, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Obras sociales. Técnicas de reproducción humana asistida. Tribunal colegiado. Voto de los jueces. Fundamentación de la resolución. Debido proceso. Defensa en juicio. Revocación de sentencia. Devolución del expediente. 

Acto jurisdiccional inválido.

Lo referente al modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario federal. No obstante, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos.

Asimismo, si bien las decisiones de la Corte Suprema están en principio limitadas a los planteos formulados por los litigantes, resulta insoslayable declarar la inexistencia de aquellas sentencias que carecen de los requisitos indispensables para ser consideradas un acto judicial válido.

En el caso concurre este supuesto de excepción. En ese marco, cabe precisar que la parte actora solicita el reconocimiento de la práctica de la transferencia embrionaria enumerada en el artículo 2 de la ley 26.862 en tanto el procedimiento en el cuerpo de la gestante ya se encontraba ordenado judicialmente.

Ahora bien, los dos votos que arriban a la conclusión propiciada en la parte resolutiva se fundan en argumentos que no guardan la debida concordancia entre sí. La inconsistencia entre los fundamentos brindados por los tres camaristas de la causa impide considerar la sentencia como un acto jurisdiccional en sentido estricto. Ello es así, pues no reúne las formalidades sustanciales para ser considerado válido, lo que importa un quebrantamiento de las normas legales que determinan el modo en que se deben emitir, con grave menoscabo de los derechos del debido proceso y de defensa en juicio.

En ese aspecto, corresponde señalar que las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales o aisladas de sus integrantes, sino como el producto de un intercambio racional de ideas. Asimismo, todo pronunciamiento constituye una unidad lógico-jurídica, cuya parte dispositiva es la conclusión necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado en sus fundamentos. En ese orden, no es sólo el imperio del tribunal ejercido concretamente en la parte dispositiva lo que da validez y fija los alcances de la resolución: estos dos aspectos dependen también de las motivaciones que sirven de base a la decisión.

En tales condiciones, debe dejarse sin efecto la sentencia apelada, en tanto los votos que en apariencia sustentan la decisión no guardan entre sí la concordancia lógica y argumental que requieren los fallos judiciales.

P., A. R. y otro c/ Obra Social de Trabajadores Socios de la Asociación Mutual del Personal Jerárquico de Bancos Oficiales Nacionales y/o la Asociación Mutual de Personal Jerárquico de Bancos Oficiales Nacionales s/ Amparo Ley 16.986

FRO-Justicia Federal de Rosario, 17046/2019/CS1, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Desistimiento del recurso. Remisión del expediente. 

Toda vez que las partes han desistido de sendos recursos extraordinarios se remite la causa a la Corte Suprema de Justicia de la Nación a sus efectos.

Martínez, Francisco Ricardo s/ Casación

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 596/2021/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FLP 31551/2018/1/RH1, “L., M. y otros c/ Organización de Servicios Directos Empresarios (OSDE) y otro s/ Prestaciones quirúrgicas”.

L., M. y otros c/ Organización de Servicios Directos Empresarios (OSDE) y otro s/ Prestaciones quirúrgicas

FLP-Justicia Federal de La Plata, 31551/2018/2/RH2, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Gratuidad del procedimiento. Derechos de incidencia colectiva. Costas. Protección de consumidores y usuarios. Relación de consumo. Beneficio de litigar sin gastos. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 

Esta Procuración General ha tenido oportunidad de analizar la cuestión vinculada al alcance del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240, que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses  de incidencia colectiva en las causas CAF 17990/2021/1/RH1, “ADDUC y otros c/AYSA SA s/ Proceso de conocimiento” y COM 38707/2007/1/RH1, “Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos”. Allí se postuló que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, esa norma garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso.

En los mencionados dictámenes se puntualizó que la Corte Suprema puntualizó que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores.

En el precedente registrado en Fallos: 338:1344, “Consumidores Financieros”, la Corte Suprema señaló que “la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo” (considerando 6°). Además, que “el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé ‘para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos’” (considerando 7°) y que “una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores —y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses— a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos”.

Adicionalmente, la Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley.

A ello cabe agregar que, en asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia —similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos—, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción, en condiciones de igualdad, en asuntos de consumo.

Por último, corresponde señalar que en el fallo dictado recientemente en la causa “ADDUC y otros c/AYSA SA y otro s/ Proceso de conocimiento”, la Corte Suprema reafirmó la interpretación constitucional que había expresado en precedentes anteriores y que resulta coincidente con el criterio mantenido por la Procuración General de la Nación en los dictámenes previamente aludidos. En efecto, en el mencionado caso el tribunal sostuvo que el beneficio de justicia gratuita exime a los consumidores y a las organizaciones que los representan de los costos y costas del proceso judicial. A su vez, expresó que ese beneficio resulta esencial para hacer efectiva la protección que la Constitución Nacional confiere a los consumidores (art. 42, Constitución Nacional) y que opera automáticamente, sin necesidad de exigir la demostración de una situación de pobreza (considerandos 8° y 10°).

En esas condiciones, la sentencia, en cuanto impuso las costas de ambas instancias a la asociación accionante, no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, puesto que efectuó una interpretación de la ley 24.240 que desatiende los artículos 16, 18 y 42 de la Constitución Nacional.

Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores (ADUC) c/ Banco Hipotecario S.A. s/ Ordinario

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 35123/2015/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. 

En atención a los fundamentos desarrollados por la señora Fiscal General en su presentación, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.

Incidente N°7- Incidentista: Villarreal, Guillermo Enrique y otros s/ Incidente de verificación de crédito

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 17025/2009/7/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte.

Acindar Industria Argentina de Aceros S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 86840/2017/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte.

Frigorífico Forres Beltrán S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 580/2017/28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Acción meramente declarativa. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; que fuera compartido por la Corte.

Bunge Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1645/2017/28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Traslado. Sustanciación del recurso. Debido proceso. Defensa en juicio. 

Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso —particularmente la sentencia y el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, 2° párrafo, del Código Procesal Civil y  Comercial de la Nación— tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa.

Tal sustanciación deviene condición necesaria de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario.

Kujaruk, María Ana Mabel c/ Provincia de Corrientes-Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986

FPA-Justicia Federal de Paraná, 7626/2021/CA1-CS1, 25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CAF 48697/2017/CA1-CS1, “Martínez, José Domingo y otros c/ E.N. – M° Seguridad - PSA s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg”.

Giuloni, Néstor Raúl c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – Policía de Seguridad Aeroportuaria s/ Reclamos varios

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 28712/2014/CS1, 25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CAF 48697/2017/CA1-CS1, “Martínez, José Domingo y otros c/ E.N. – M° Seguridad - PSA s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg”.

Carrizo, Omar Enrique c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – Policía de Seguridad Aeroportuaria (PSA) s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y Fuerzas de seguridad

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 46206/2017/CS1-CA1, 25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Sustanciación del recurso. Traslado. Defensa en juicio. Concesión errónea del recurso. 

Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso —particularmente la sentencia y el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, 2° párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación— tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa.

Tal sustanciación deviene condición necesaria de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario.

Corresponde dejar sin efecto el auto que concedió el recurso extraordinario, al no haber dado cumplimiento, en forma previa, al traslado que determina el art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y sin haber dado razones que justifiquen tal omisión, y remitir las actuaciones al tribunal de origen para que sustancie la apelación extraordinaria, de conformidad con lo que dispone dicha norma y, oportunamente, por quien corresponda, se resuelva sobre su procedencia.

Recurso Queja Nº 1 – Inc S.A. c/ Municipalidad de Rosario s/ Acción meramente declarativa de derecho

FRO-Justicia Federal de Rosario, 10886/2020/1/RH1, 11 de octubre de 2022

Ver dictamen

Notificación. Falta de traslado. Debido proceso. Sustanciación del recurso. 

Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, particularmente el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa.

Recurso queja Nº 1 – Ente Nacional de Regulador de la Electricidad c/ Bergoglio, Sergio Enrique Víctor y otros s/ Inhibitoria

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 11332/2021/1/RH1, 04 de octubre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

Rafaela Alimentos Sociedad Anónima c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1715/2019/22 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FGR 21000553/1993/1/RH1, “YPF SA c/ Asociación Mutual Personal de YPF y otro s/ cobro de pesos/ sumas de dinero”.

Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Asociación Mutual Personal de Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Cobro de pesos/ Sumas de dinero

FGR-Justicia Federal de General Roca, 21000553/1993/CA1-CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CAF 78105/2017/CS1-CA1, “Moyano, Daniel c/ EN-M Justicia y DDHH s/ indemnizaciones -Ley 24043 - Art. 3”.

Moyano, Maria Inés c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones – Ley 24.043 – Artículo 3

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 78113/2017/CS1-CA1, 22 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016 “Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

Droguería 20 de Junio S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 573/2017/17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Cuestiones procesales. Defensa en juicio. Sentencia no firme. Inadmisibilidad del recurso. Concesión errónea del recurso. 

Es jurisprudencia reiterada de la Corte que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.

Por aplicación concreta de estos criterios al caso de autos, el recurso intentado es inadmisible. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48.

En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada a la Corte por la vía procesal que se intenta.

En la causa CNT 679/2016, al haber ratificado la Corte el criterio esbozado en el marco de la causa penal "Corrales", el Tribunal abandonó la doctrina tradicional cuya aplicación aquí se propone, al sostener que no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio.

No obstante ello, hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional.

Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.

A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Elektrogen de Argentina S.A. c/ Integración Energética Argentina S.A. s/ Ordinario

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 35145/2019/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Costas. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Defensa del consumidor. Beneficio de litigar sin gastos. Protección de consumidores y usuarios. Denegatoria del recurso. 

Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior.

Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso. En efecto, el pronunciamiento declina la competencia local en favor de la justicia federal.

No se advierte un gravamen concreto y actual, de imposible o insuficiente reparación ulterior que equipare la sentencia a una definitiva, pues no clausuró la vía procesal promovida y, por consiguiente, el actor quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado, en donde puede continuar tramitando su pretensión.

A ello se suma la doctrina de la Corte de la que surge que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

En tales condiciones, en este punto, el recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.

No obstante lo anterior, el pronunciamiento es definitivo en orden a los agravios vinculados con la imposición de costas. La resolución recurrida es equiparable a una sentencia definitiva en este aspecto, pues sella el alcance del artículo 53 de la ley 24.240 en un sentido que obstruye el acceso a la justicia al someter a la recurrente al pago de las costas y, por ello, ocasiona un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.

Asiste razón al recurrente, pues el superior tribunal local, sin fundamento suficiente y apartándose de las constancias de la causa, declara inaplicable el artículo 53 de la ley 24.240.

En efecto, el superior tribunal local rechaza la pretensión de la parte actora respecto de la aplicación del artículo 53 de la ley 24.240, con sustento en una afirmación dogmática y desprovista de sustento fáctico. Al respecto, el planteo de competencia se realiza dentro de una acción por daños y perjuicios por incumplimiento contractual promovida por el tomador de un crédito con garantía hipotecaria dentro del programa PRO.CRE.AR. para la adquisición de un terreno y construcción de su vivienda, contra el Banco Hipotecaria S.A. La acción deducida entablada se fundó, centralmente, en la Ley de Defensa del Consumidor N° 24.240 y disposiciones del Código Civil y Comercial de la Nación.

El alcance del beneficio de gratuidad previsto en la ley 24.240 fue analizado por la Corte Suprema en la causa CAF 17990/2012/1/RH1 “ADDUC y otros c/ AYSA S.A. y otro s/ proceso de conocimiento”, en sentido concordante con el dictamen de la Procuración General. Allí, el Tribunal entendió que el beneficio de justicia gratuita exime a los consumidores y a las organizaciones que los representan de los costos y costas del proceso judicial.

En este sentido, la Corte recordó la importancia del beneficio de gratuidad para hacer efectiva la protección constitucional que se confiere a los consumidores y entendió que la voluntad del legislador en la norma reglamentaria ha sido la de eximir a quienes inician una acción en los términos de la Ley de Defensa del Consumidor del pago de las costas del proceso, y que ese beneficio opera automáticamente, sin que se requiera para su procedencia la demostración de una situación de pobreza.

De modo similar al beneficio de litigar sin gastos, el beneficio de gratuidad garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso.

En consonancia con ello, en las acciones iniciadas de conformidad con la Ley de Defensa del Consumidor, el beneficio de justicia gratuita está dispuesto por mandato legal, lo que exime al consumidor de tramitar el beneficio de litigar sin gastos en los términos del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

La Corte sostuvo en “ADDUC” que el beneficio de gratuidad tiene el mismo alcance jurídico que el beneficio de litigar sin gastos concedido (considerandos 8° y 9°). En ese marco interpretativo, el beneficio de gratuidad previsto en la ley 24.240 es plenamente aplicable en los procesos que tramitan ante la justicia local.

Cicchitti, Daniel Alejandro c/ Banco Hipotecario S.A. s/ Ordinario

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1166/2021/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Habeas data. Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Concesión errónea del recurso. 

Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley n° 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como, la denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia.

Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso pues, por un lado, lo decidido no importa una denegatoria del fuero federal, ya que la resolución apelada establece la competencia de un juzgado nacional con asiento en la Capital Federal.

Al respecto, es preciso señalar que la Procuración General no ignora que en Fallos: 340:103, “Sapienza”, la Corte abandonó la doctrina citada y ratificó el criterio expuesto en Fallos: 338:1517, “Corrales” –reiterado en Fallos: 339:1342, “N.N.”, y 341:611, “José Mármol”–, con arreglo al cual: “no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio”.

Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley n° 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como, la denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia.

Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso pues, por un lado, lo decidido no importa una denegatoria del fuero federal, ya que la resolución apelada establece la competencia de un juzgado nacional con asiento en la Capital Federal.

Al respecto, es preciso señalar que esta Procuración General no ignora que en Fallos: 340:103, “Sapienza”, la Corte abandonó la doctrina citada y ratificó el criterio expuesto en Fallos: 338:1517, “Corrales”, con arreglo al cual no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio.

No obstante ello, atendiendo a la vista conferida en el marco del recurso federal, hasta tanto se haga efectiva la transferencia de las competencias que actualmente ejerce el fuero nacional ordinario, corresponde mantener el referido criterio tradicional.

En este punto, la sentencia tampoco coloca al apelante, en una situación de denegación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, su defensa en juicio, pues no clausuró la vía promovida y, en consecuencia, aquél quedó sujeto a la justicia nacional en lo comercial, donde podrá ejercer las defensas que considere pertinentes.

A su vez, la ausencia de una decisión definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas o por la pretendida arbitrariedad del decisorio o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.

Aranda, Pedro Ernesto c/ Cohen S.A. s/ Hábeas data (Artículo 43 Constitución Nacional)

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6372/2021/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CAF 6071/2018, “British Airways PLC c/ ENDNM s/ recurso directo para juzgados”.

Iberia Líneas Aéreas de España S.A. c/ Estado Nacional - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo para juzgados

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6066/2018/CA1-CS1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016, “Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”.

Newsan S.A. (Antes Noblex Argentina S.A.) c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Agencia Gubernamental de Ingresos Públicos s/ Proceso de conocimiento

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 85786/2018/CS1, 04 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte.

Nobleza Piccardo S.A.I.C. y F. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1542/2016/04 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1281/2017 “Laboratorios Bernabo S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

Panificadora Veneziana S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2096/2017/22 de junio de 2022

Ver dictamen

Ministerio Público. Obligaciones de dar sumas de dinero. Honorarios. Presupuesto. Cuestión federal. Mantenimiento del recurso. 

La cuestión planteada por el señor fiscal general, tal como surge de su propia presentación, motivó ya en diciembre de 2007 el dictado de la resolución PGN 167/07 en la que el entonces Procurador General de la Nación expuso las razones de orden fáctico y jurídico por las cuales el Ministerio Público de la Nación no puede ni debe cumplir con una obligación de dar dinero postulada con carácter general por la resolución n° 277/07 del Consejo de la Magistratura de la Nación, en este caso para anticipar el pago de honorarios regulados por un peritaje realizado durante la instrucción de una causa criminal.

No se advierten razones de índole jurídica, a nivel constitucional ni de jerarquía inferior, que justifiquen un cambio de criterio con el consiguiente perjuicio que ocasiona a los demás órganos del Estado involucrados en la persecución penal pública, y a los terceros que ven demorado el pago de sus respectivos honorarios por actividades que han llevado a cabo hace ya largo tiempo.

En relación con el contexto de transición hacia el sistema de enjuiciamiento penal acusatorio, donde la investigación se encuentra enteramente a cargo del Ministerio Público Fiscal con amplias facultades de reorganización de sus medios materiales y humanos, se advierte que ese no es el trámite que se sigue en este proceso, regido por el sistema anterior en el que el director de la investigación es el juez, y en la mayoría de los supuestos la decisión de delegar esta dirección a manos del Ministerio Público Fiscal es discrecional, o si bien inicialmente puede llegar a ser ministerio legis, una vez identificado el posible autor del caso, vuelve a ser deferida a la discreción del juez.

Con independencia de la imposibilidad material y concreta de poder planificar claramente el volumen de trabajo y tareas que los jueces asignarán según su criterio a los integrantes del Ministerio Público Fiscal, la experiencia demuestra que más allá de que esta institución realice una evaluación presupuestaria ideal, finalmente se termina sancionando una asignación presupuestaria que mantiene en cabeza del Poder Judicial las partidas para hacer frente a este tipo de gastos. Por otra parte, también cabe señalar que la pretendida distinción que en el sub judice realiza el Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación al negarse a abonar los honorarios de los peritos que se generan en causas delegadas al Ministerio Público Fiscal, pierde de vista que en realidad en estos casos excepcionales, los fiscales están real izando las tareas de dirección de la investigación que por regla pertenecen a los jueces, y por tanto la disposición de estudios periciales, aun cuando lo sea en ejercicio de la acción penal pública que le compete, responde precisamente a los fines de poder concretar la tarea que el juez "delegó" en el fiscal, de modo tal que esta circunstancia no podría hacer pesar sobre el Ministerio Público Fiscal la carga presupuestaria de afrontar los gastos que generen.

En este punto, además es preciso destacar que el resultado de estas medidas tiene el fin último de aportar elementos de conocimiento al proceso para que, en definitiva, sean los jueces los que posean una reconstrucción histórica de los hechos que les permita adoptar una decisión de mérito conforme al derecho vigente. 

Desde esta perspectiva, sólo podría admitirse que esta parte cargue con el costo de esos estudios, cuando haciendo uso de las facultades de iniciar investigaciones preliminares en virtud de lo dispuesto en los artículos 26 de la ley n° 24.946, y 7 y 8 de la ley n° 27.148, entiendan que no existe mérito alguno para judicializar el caso. Este es el único supuesto legal en el que eventualmente resultaría razonable no trasladar el gasto de la pesquisa preliminar al Poder Judicial.

En cuanto a las normas positivas sobre las costas del juicio, el Código Procesal Penal de la Nación las contempla, incluyendo entre ellas el pago de honorarios de los peritos, en los artículos 267, 529, 530, 531, 533, inciso 2°, y 534. El primero de ellos prevé que los expertos nombrados de oficio o a pedido del Ministerio Público tendrán derecho a cobrar honorarios.

Conforme a los restantes artículos, se dispone la anticipación de honorarios y gastos, la oportunidad en que el tribunal debe resolver sobre el pago de las costas, acerca de los criterios para imponerlas y su determinación; asimismo, el artículo 532 consagra la imposibilidad que los representantes del Ministerio Público sean condenados en costas, salvo que se disponga especialmente. En consecuencia, la normativa procesal vigente, en el marco de las amplias facultades otorgadas, establece la posibilidad de nombrar peritos a solicitud del Ministerio Público, sin perjuicio de lo cual nada modifica en relación a que es el tribunal interviniente el que, a través de su resolución, determina los honorarios respectivos conforme a los criterios de ley, y por ende, hace nacer el crédito en cabeza del perito actuante, quien recién en dicha oportunidad se transforma en acreedor.

Las normas citadas ut supra se encontrarían violentadas por la decisión tomada por el a quo, quien pretende así disponer del presupuesto general de gastos asignado a esta Jurisdicción Presupuestaria, desconociendo la expresa consagración de autonomía funcional y autarquía financiera otorgada al Ministerio Público por imperio del artículo 120 de la Constitución Nacional.

Sólo resta agregar a lo antes expuesto que, por resolución PGN 158/2008, se instruyó a todos los magistrados para que apelen hasta la máxima instancia judicial federal las decisiones que obliguen al Ministerio Público Fiscal a hacerse cargo de los honorarios reconocidos a auxiliares intervinientes; especialmente en lo que respecta a la vía del artículo 14 de la ley 48, por considerar que lo resuelto por el tribunal superior de la causa cierra todo debate ulterior sobre el punto y provoca a esta parte un gravamen irreparable.

Además, suscita cuestión federal relevante, al encontrarse controvertida la inteligencia de las normas federales que consagran la autonomía funcional y autarquía del Ministerio Público, su derecho de propiedad y defensa en juicio y por ser la decisión contraria al derecho que el recurrente funda en esas cláusulas. En adición, el fiscal general ha descalificado la sentencia en los términos de la doctrina de la arbitrariedad con adecuados argumentos.

Por estas y las demás consideraciones expresadas en el recurso denegado, al estimar que lo resuelto por el a quo no observa la doctrina del precedente “Di Nunzio”, se mantiene la queja interpuesta.

Recurso de Queja n° 1 - Incidente n°1 - Hospital Rawson y otro s/ Incidente de recurso extraordinario

FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 41483/2017/5/1/1/RH1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. 

Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto a fin de que la Corte Suprema pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada.

Establecimiento Gráfico Cortiñas Hnos. S.R.L. s/ Quiebra

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 2419/2014/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Habilitación de instancia. Gravamen irreparable. Acceso a la justicia. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1141/2021/CS1, “Vera, Lorena Marisol c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Accidente de trabajo - acción especial”.

Si bien es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia resulta una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la Ley 48, se han exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o  inoportuna reparación ulterior, pues se veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y se restringe sustancialmente su derecho de defensa.

La decisión recurrida declaró la falta de aptitud jurisdiccional de la justicia provincial del trabajo, clausurando la vía procesal promovida.

Calvo, María Leticia c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente de trabajo-acción especial

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1148/2021/CS1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Ley de defensa del consumidor. Independencia del Ministerio Público. Cuestión federal. Mantenimiento del recurso. 

De acuerdo con el artículo 120 de la Constitución Nacional, el Ministerio Público Fiscal es un organismo independiente y autónomo que tiene por misión "promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad de los intereses generales de la sociedad".

La autonomía funcional e independencia del organismo se encuentran a su vez expresamente incorporadas en el artículo 4 en la Ley 27.148 Orgánica del Ministerio Público Fiscal. Esa norma precisa las competencias de las fiscalías en materia no penal. En particular, el artículo 2 prevé que el Ministerio

Público Fiscal puede intervenir, según las circunstancias e importancia del asunto, en conflictos que afecten el interés general de la sociedad o políticas públicas trascendentes y en aquellos donde "se encuentre afectado de una manera grave el acceso a la justicia por la especial vulnerabilidad de alguna de las partes o por la notoria asimetría entre ellas" (incs. d y e). A su vez, el artículo 31, en lo que aquí interesa, establece que los fiscales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tendrán como función velar por el debido proceso e intervenir en casos en los que se encuentren en juego daños causados o que puedan causarse al consumidor, mediante los procedimientos que las leyes establezcan (incs. a y d).

Asimismo, el artículo 52 de la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor determina que el Ministerio Público Fiscal "actuará obligatoriamente como fiscal de ley" en las acciones iniciadas por consumidores y usuarios en defensa de sus intereses, siempre y cuando no intervenga en el proceso como parte.

Por otra parte, tal como sostuvo la Procuración General de la Nación en el dictamen –de favorable acogida– emitido en la causa CAF 80419/20151/RH1, caratulada "Universidad Nacional de La Matanza y otros c/ Estado Nacional - M. Cultura y Educación s/ Amparo ley 16.986", "el artículo 31, inciso b, de la ley 27.148 otorga amplias atribuciones a los fiscales no penales y la oportunidad y el modo del ejercicio de estas facultades por parte del Ministerio Público Fiscal no puede ser limitada por los jueces, puesto que ello atenta contra la autonomía y la independencia de este organismo previstas en el artículo 120 de la Constitución Nacional".

En esa ocasión, esta Procuración General destacó que esa consideración era consonante con la postura adoptada por la Corte Suprema en diversos precedentes y recordó que en la causa "Lamparter", ese tribunal enfatizó que los jueces carecen de atribuciones para suplir a los fiscales en la determinación de los asuntos que requieren su intervención y en la modalidad de su actuación.

En suma, la decisión recurrida suscita una cuestión federal relevante, pues al omitir la intervención de la fiscal general afectó el ejercicio de sus atribuciones en un caso que reviste interés público debido a la naturaleza de los asuntos en debate referidos al alcance de la reparación insatisfactoria y la procedencia del daño punitivo en la Ley de Defensa del Consumidor. Esta omisión, a su vez, se basa en una interpretación de las cláusulas constitucionales y de normas de naturaleza federal, que desconoce las competencias y la autonomía funcional de este Ministerio Público.

Cáceres Carrera, Facundo Ariel y otro c/ Ford Argentina S.C.A. y otro s/ Sumarísimo

COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 18759/2018/CS1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Habilitación de instancia. Gravamen irreparable. Acceso a la justicia. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1141/2021/CS1, “Vera, Lorena Marisol c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Accidente de trabajo - acción especial”.

Si bien es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia resulta una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la Ley 48, se han exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o inoportuna reparación ulterior, pues se veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y se restringe sustancialmente su derecho de defensa.

Ello acontece en el sub lite pues la decisión recurrida declaró la falta de aptitud jurisdiccional de la justicia provincial del trabajo,  clausurando la vía procesal promovida.

Aguilar, Marcelo Daniel c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Enfermedad accidente

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1079/2021/CS1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1141/2021/CS1, “Vera, Lorena Marisol c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Accidente de trabajo - acción especial”.

Si bien es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia resulta una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la Ley 48, se han exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o  inoportuna reparación ulterior, pues se veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y se restringe sustancialmente su derecho de defensa.

La decisión recurrida declaró la falta de aptitud jurisdiccional de la justicia provincial del trabajo, clausurando la vía procesal promovida.

Villalba, Marcelo Nahuel c/ Experta Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente de Trabajo - acción especial

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1139/2021/CS1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1141/2021/CS1, “Vera, Lorena Marisol c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Accidente de trabajo - acción especial”.

Si bien es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia resulta una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la Ley 48, se han exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o  inoportuna reparación ulterior, pues se veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y se restringe sustancialmente su derecho de defensa.

La decisión recurrida declaró la falta de aptitud jurisdiccional de la justicia provincial del trabajo, clausurando la vía procesal promovida.

Martínez Mereles, Gustavo Antonio c/ Experta Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Enfermedad profesional

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1312/2021/CS1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Habilitación de instancia. Gravamen irreparable. Acceso a la justicia. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1141/2021/CS1, “Vera, Lorena Marisol c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Accidente de trabajo - acción especial”.

Si bien es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia resulta una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la Ley 48, se han exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o  inoportuna reparación ulterior, pues se veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y se restringe sustancialmente su derecho de defensa.

La decisión recurrida declaró la falta de aptitud jurisdiccional de la justicia provincial del trabajo, clausurando la vía procesal promovida.

Santoro, Diego José Emilio c/ Asociart Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Enfermedad accidente

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1460/2021/CS1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Acción declarativa de inconstitucionalidad. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; que fuera compartido por la Corte.

Petroken Petroquímica Ensenada S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2194/2017/20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Inconstitucionalidad. Expulsión de extranjeros. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

El recurso extraordinario es formalmente admisible toda vez que en autos se discute la validez de un acto de autoridad nacional con fundamento en la interpretación y aplicación de normas de carácter federal y la decisión ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente fundó en ellas.

Por otra parte, es preciso resaltar que, al encontrarse en discusión el alcance que cabe asignar a normas de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o de la cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado.

Ello sentado, lo cierto es que la cuestión a resolver en el presente se centra en el alcance del instituto de la dispensa por reunificación familiar, respecto de lo cual cabe recordar que, de acuerdo con los términos expresados en el art. 29 in fine de la ley migratoria, dicho beneficio no constituye sino una facultad discrecional de la Administración de carácter excepcional y restrictivo.

Obiaraeri, Romanus Onyebuchi c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior, Obras Públicas y Viviendas - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 55424/2017/CA1-CS1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Subrogancia del juez. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. 

Acto jurisdiccional invalido.

De la lectura de los argumentos expuestos por el superior tribunal local en virtud de los cuales determinó la improcedencia del reclamo formulado por la actora con respecto al cobro de un adicional por haber subrogado a un juez mientras se encontraba de licencia por enfermedad, resulta claro que se omitió el tratamiento de los planteos relativos a la invalidez de las normas impugnadas. Tal circunstancia, torna aplicable al sub lite la doctrina de la Corte según la cual es arbitrario el fallo que omite tratar cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la correcta solución del pleito, toda vez que tal omisión importa un desmedro del derecho de defensa que consagra el art. 18 de la Constitución Nacional.

La desestimación de los agravios mediante afirmaciones dogmáticas que no dan adecuada respuesta jurídica a la compleja cuestión formulada vicia la sentencia como acto jurisdiccional por omisión de pronunciarse respecto de cuestiones conducentes y constituye una negativa a juzgar la materia constitucional claramente planteada.

En este sentido, la Corte tiene dicho de modo reiterado que la omisión de tratar aspectos conducentes para la solución de la causa importa un desmedro del derecho de defensa que consagra el art. 18 de la Constitución Nacional y priva a la sentencia de sustento como acto judicial válido, por lo que debe ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.

En tales condiciones, corresponde declarar la procedencia del recurso extraordinario por mediar nexo directo e inmediato entre lo resuelto y las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas.

Issa, Norma Beatriz c/ Estado Provincial s/ Contencioso administrativo de plena jurisdicción

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 752/2020/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1196/2016 “Cepas Argentinas S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

Roemmers S.A.I.C.F. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Declarativa de certeza

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1303/2016/08 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) /CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.

Cannon Puntana S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1158/2017/08 de abril de 2022

Ver dictamen

Denegatoria del recurso. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1638/2018/CS1 “INDAR TAX S.A. c/ G.C.B.A. y OTROS s/ impugnación de actos administrativos s/ recurso de inconstitucionalidad concedido”.

Indar Tax S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y otro s/ Recurso de inconstitucionalidad concedido

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1122/2021/CS1, 08 de abril de 2022

Ver dictamen

Habeas data. Cuestiones de competencia. Concesión errónea del recurso. 

Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior.

En el precedente de Fallos: 340:103, la Corte Suprema ratificó el criterio sentado en la sentencia registrada en Fallos: 338:1517; que establece que “no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio”.

No obstante ello, hasta tanto se haga efectiva la transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener el citado criterio tradicional. 

La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Montoya, Leonardo César c/ TMF Trust Company Argentina S.A. s/ Hábeas Data (Artículo 43 Constitución Nacional)

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6404/2021/CS1, 28 de marzo de 2022

Ver dictamen

Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior.

En el precedente de Fallos: 340:103, la Corte Suprema ratificó el criterio sentado en la sentencia registrada en Fallos: 338:1517; que establece que “no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio”.

No obstante ello, atento a la vista conferida en el marco del recurso extraordinario interpuesto, hasta tanto se haga efectiva la transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener el citado criterio tradicional.

La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Ayala, Andrea Fabiana c/ Banco de Servicios y Transacciones S.A. s/ Hábeas Data (Artículo 43 Constitución Nacional)

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5536/2021/CS1, 28 de marzo de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Defensa en juicio. Sentencia no firme. Concesión errónea del recurso. 

Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior. 

Ninguna de esas circunstancias excepcionales se configuran en el caso. Por un lado, lo decidido no importa una denegación del fuero federal, ya que la resolución apelada establece la competencia de un juez nacional con asiento en la Capital Federal.

Al respecto, no desconoce esta Procuración General que en el precedente de Fallos: 340:103, “Sapienza”, la Corte Suprema abandonó la doctrina señalada en el párrafo anterior y ratificó el criterio sentado en la sentencia registrada en Fallos: 338:1517, “Corrales”, que establece que “no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio”. 

No obstante ello, atento a la vista conferida en el marco del recurso extraordinario interpuesto, hasta tanto se haga efectiva la transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener el citado criterio tradicional.

En este punto, la sentencia tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio. Ello así, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, las partes quedaron sometidas a la justicia nacional en lo comercial ante quien pueden ejercer su derecho de defensa.

A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Telechea, Guillermo Ezequiel c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Hábeas Data (Artículo 43 Constitución Nacional)

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4142/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Cuestiones procesales. Concesión errónea del recurso. 

Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior.

Ninguna de esas circunstancias excepcionales se configuran en el caso. Por un lado, lo decidido no importa una denegación del fuero federal, ya que la resolución apelada establece la competencia de un juez nacional con asiento en la Capital Federal.

Al respecto, no desconoce esta Procuración General que en el precedente de Fallos: 340:103, “Sapienza”, la Corte Suprema abandonó la doctrina señalada en el párrafo anterior y ratificó el criterio sentado en la sentencia registrada en Fallos: 338:1517, “Corrales”, que establece que “no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio”. 

No obstante ello, atento a la vista conferida en el marco del recurso extraordinario interpuesto, hasta tanto se haga efectiva la transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener el citado criterio tradicional.

En este punto, la sentencia tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio. Ello así, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, las partes quedaron sometidas a la justicia nacional en lo comercial ante quien pueden ejercer su derecho de defensa.

A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Por lo demás, el tribunal rechazó el recurso con fundamento en la inapelabilidad de la sentencia del juez de grado en los términos de los artículos 15 de la ley 16.986 y 498 del código de procedimientos, lo cual remite al estudio de cuestiones de derecho procesal, ajenas a la instancia federal y propia de los magistrados de las instancias ordinarias; máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial.

Recurso queja N° 1 Fernández Miño, Myriam Jeanela s/ Hábeas Data (Artículo 43 Constitución Nacional)

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5511/2021/CS1-RH1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Uso terapéutico de estupefacientes. Cannabis medicinal. Inconstitucionalidad. Derecho a la vida. Derecho a la salud. Cuestión federal. Pronunciamiento inoficioso. 

Investigación médica y científica del uso medicinal de la planta de cannabis y sus derivados. Provisión gratuita de aceite de cannabis. Autocultivo del aceite de cannabis.

El Poder Ejecutivo, mediante el Decreto 883/2020 derogó su similar 738/2017, ambos reglamentarios de la Ley 27.350, de “Investigación médica y científica del uso medicinal de la planta de cannabis y sus derivados”.

El nuevo decreto, en su motivación, destaca la necesidad de proporcionar una respuesta equilibrada entre el derecho a la salud y la seguridad sanitaria, para lo cual establece un registro de usuarios que cultiven cannabis, y promueve la creación de una red de laboratorios públicos y privados asociados a fin de que se garantice el control de los derivados producidos, señala además que el marco de seguridad y calidad, junto con el acompañamiento médico, reduce los daños potenciales que el uso del cannabis de un mercado no controlado puede producir.

El artículo 8 del anexo de la nueva reglamentación estableció que toda persona puede obtener autorización de cultivo para sí, o a través de familiares, o de terceros o de organizaciones civiles, siempre que cuente con indicación médica y haya brindado consentimiento informado, en las condiciones prescriptas en el programa. Esta norma dispone un mecanismo para autorizar el autocultivo de cannabis con fines medicinales y destaca, expresamente, el carácter controlado del cultivo domiciliario, conforme a la modalidad que establezca la autoridad de aplicación.

A dicho efecto, se estableció que el Registro del Programa de Cannabis (REPROCANN) registrará, con el fin de emitir la correspondiente autorización, a los pacientes que acceden mediante el cultivo controlado a la planta de cannabis y sus derivados como tratamiento medicinal, terapéutico o paliativo del dolor. Se contempló, asimismo, la protección de la confidencialidad de los datos personales de acuerdo con las disposiciones de la Ley 25.326.

Esta novedad reglamentaria podría ser eficaz en sí misma para resolver favorablemente la cuestión planteada en punto al autocultivo que las familias reclaman, pues el artículo 8 del decreto reglamentario vigente se expide expresamente sobre dicha práctica, sincerando esa actividad y mutando el paradigma hacia el eje planteado respecto a que el Estado debe estar presente para asumir medidas proactivas en punto al cultivo público, a través del INTA y el CONICET, o bien permitir bajo monitoreos o controles razonables el autocultivo.

El nuevo decreto también amplió el campo de aplicación de sus normas a otras patologías, al derogar el Decreto 738/2017 por considerarlo restrictivo en cuanto limitaba el uso de derivados sólo a quienes padecían de epilepsia refractaria prescripta por médicos especialistas en neurología o neurología infantil.

Al habilitar el autocultivo controlado, removió la obligatoriedad de incorporación al programa, como única vía para acceder gratuitamente al aceite de cannabis medicinal para los pacientes con cobertura pública exclusiva. La inscripción en el REPROCANN es voluntaria y fue establecida únicamente a los fines de la autorización mencionada en el artículo 5 de la Ley 23.737, con el debido resguardo de protección de confidencialidad de datos personales.

La incorporación al “Programa Nacional para el Estudio y la Investigación del Uso Medicinal de la Planta de Cannabis, sus Derivados y Tratamientos no Convencionales” creado por la Ley 27.350 obedece a que el uso medicinal, terapéutico o paliativo del cannabis y sus derivados se encuentra en pleno desarrollo en el mundo, sin que pueda interpretarse que quien tome parte de él esté obligado a someterse a experimentación alguna. Así, en particular, en el nuevo Decreto reglamentario 883/2020 se remarca que éste se halla destinado a crear un marco que permita el acceso oportuno, seguro, inclusivo y protector de quienes requieran utilizar el cannabis como herramienta terapéutica. Los objetivos del Programa y los del decreto, lejos están de contemplar la posibilidad de que quien participe del programa deba someterse, como condición para su ingreso, a experimentación alguna, pues están limitados a promover la creación de espacios para la investigación sobre la materia, lo cual disipa otro de los reparos opuestos por las actoras a su respecto.

La nueva reglamentación previó, también como objetivo del citado programa, implementar medidas con el fin de proveer en forma gratuita por parte del Estado, derivados de la planta de cannabis para aquellos pacientes que tengan indicación médica con cobertura pública exclusiva y estableció que, en su defecto, la cobertura sería brindada por las Obras Sociales y Agentes del Seguro de Salud del Sistema Nacional, las demás obras sociales y organismos que hagan sus veces creados o regidos por leyes nacionales, y las empresas que presten servicios de medicina prepaga, todo conforme a la normativa vigente.

El nuevo artículo 7, en concordancia con el artículo 3, inciso «d», del anexo del Decreto 883/2020, estableció que los pacientes que tuvieran indicación médica para el uso de plantas de cannabis y sus derivados podrán adquirir especialidades medicinales elaboradas en el país o importarlas –cuando estuvieren registradas por la autoridad sanitaria– o adquirir formulaciones magistrales elaboradas por farmacias autorizadas u otras presentaciones que en el futuro se establezcan y aclaró que “aquellas personas que, además, no posean cobertura de salud y obra social, tienen derecho a acceder en forma gratuita, conforme la presente reglamentación”.

La provisión del aceite de cannabis y sus derivados resulta gratuita para los usuarios y el autocultivo no es punible para los casos y en las condiciones contempladas en las normas ahora vigentes. 

El artículo 5, incisos «a» y «e», de la Ley n° 23.737 reprime a quien sin autorización o con destino ilegítimo, siembre o cultive plantas o guarde semillas, precursores químicos o cualquier otra materia prima para producir o fabricar estupefacientes, o elementos destinados a tales fines, y, asimismo, a quien entregue, suministre, aplique o facilite a otros estupefacientes, sea a título gratuito u oneroso. La letra de la ley es inequívoca cuando determina, entre los elementos de la descripción legal, que las conductas prohibidas son sólo aquellas realizadas “sin autorización” o, existiendo ésta, “con destino ilegítimo”, es decir, con uno distinto a aquél para el cual la autorización fue otorgada. Se trata, por tanto, de prohibiciones “con reserva de autorización”, es decir, al igual que se postula en otros ámbitos del derecho penal impera también aquí, en la formulación de los tipos penales, el principio de accesoriedad administrativa, al condicionar el legislador la punibilidad de las conductas a la falta de una autorización emitida por la administración pública con arreglo a los procedimientos establecidos en las normas pertinentes.

No hay consiguientemente conflicto constitucional alguno, pues el cumplimiento de las condiciones establecidas en la normativa vigente tendría el efecto de excluir a la conducta de autocultivo de cannabis con fines medicinales ya directamente del ámbito de las figuras previstas en los incisos «a» y «e», del artículo 5 de la Ley n° 23.737. 

Ello sin perjuicio de los cuestionamientos de que pudieran ser objeto las reglas administrativas que rigen la autorización. En este sentido, cabe señalar que no se apreciaría tampoco que ese régimen luzca prima facie irrazonable ni incluya ninguna condición que pudiera considerarse alcanzada por alguno de los agravios que formularon las partes apelantes. Así, el mecanismo previsto por la normativa vigente reglamenta de manera adecuada las previsiones del artículo 19 de la Constitución Nacional.

La nueva reglamentación ha integrado el marco jurídico en debate y traduce la superación del conflicto que suscitaba la interpretación de los artículos 7 de la Ley 27.350 y artículos 5, incisos «a», «e», penúltimo y último párrafos y 14 de la Ley 23.737, cuya declaración de inconstitucionalidad solicitaban las actoras, y según los términos en que ha sido sometido al Tribunal. 

A través del nuevo marco regulatorio, el Estado asume ahora una postura proactiva, fomenta investigaciones propias, la elaboración y suministro con fines medicinales y, en ese avance, admite el cultivo por parte de las familias con controles públicos para realizar el derecho a la salud de manera ordenada y no lesiva del derecho de terceros.

Asociación Civil MACAME y otros c/ Estado Nacional Argentino – Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986

FRO-Justicia Federal de Rosario, 68152/2018/CS1-CA1, 14 de marzo de 2022

Ver dictamen

Impugnación del acto administrativo. AFIP. Impuesto a las ganancias. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible, toda vez que se halla en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal (ley 25.413 y decreto 380/2001) y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa es contraria al derecho invocado por el apelante (art. 14, inc. 3°, de la ley 48).

Por otra parte, no es ocioso recordar que, en su tarea de establecer la correcta interpretación de normas de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto en disputado (art. 16 de la ley 48), según la inteligencia que rectamente le otorgue.

Vale recordar que la ley 25.413 establece un impuesto sobre los créditos y débitos efectuados en cuentas –cualquiera sea su naturaleza- abiertas en las entidades regidas por la ley de entidades financieras (conf. art. 1°, inc. a). El referido tributo, en este supuesto, "se hallará a cargo de los titulares de las cuentas bancarias a que se refiere el inciso a) del presente artículo” (art. 1°, quinto párrafo).

Por su lado, el art. 7° del decreto 380/2001, en lo aquí interesa, indica que: “la alícuota general del impuesto será del SEIS POR MIL (6%) para los créditos y del SEIS POR MIL (6%) para los débitos… las referidas alícuotas serán del DOS CON CINCUENTA CENTESIMOS POR MIL (2,50%) y del CINCO POR MIL (5%), para los créditos y débitos en cuenta corriente y para las citadas operaciones, respectivamente, cuando se trate…de sujetos que concurrentemente tengan exenta y/o no alcanzada en el Impuesto al Valor Agregado la totalidad de las operaciones que realizan y resulten exentos del Impuesto a las Ganancias”. 

Es principio inconcuso de hermenéutica que la primera fuente de interpretación de la ley es su letra y las palabras deben entenderse empleadas en su verdadero sentido, en el que tienen en la vida diaria, y cuando la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos.

En idéntico sentido, ha sostenido reiteradamente el Tribunal que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma.

Sobre la base de estos asentados criterios interpretativos, es claro para mí que los “sujetos” beneficiados por la alícuota reducida en el impuesto a los créditos y débitos bancarios prevista en el art. 7° del decreto 380/2001 son aquellos que se encuentran “a cargo” de ese tributo según lo establecido por el art. 1°, inc. a), de la ley 25.413, esto es, el titular de la cuenta bancaria en las que se realicen los créditos y débitos gravados.

Para ello, es el titular de la cuenta bancaria quien debe demostrar que se encuentran exentas o no alcanzadas en el IVA todas sus operaciones y que, al mismo tiempo, se encuentra exento en el impuesto a las ganancias.

Extender la alícuota reducida prevista para el “titular” de la cuenta bancaria exento en el impuesto a las ganancias y no alcanzado o exento en el IVA, a otros supuestos como –por hipótesis- a aquellos en los cuales el “titular” está gravado por dichos tributos pero la renta del fideicomiso que administra se encuentra exenta, implicaría extender la franquicia más allá de la letra de la ley y sustituir al legislador en su tarea, aspecto vedado a los tribunales, quienes no pueden juzgar el mero acierto o conveniencia de las disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus facultades propias, debiendo limitarse a su aplicación tal como estos las concibieron.

Fiduciaria Neuquina S.A. c/ Administracion Federal de Ingresos Públicos (AFIP) s/ Impugnación de acto administrativo

FGR-Justicia Federal de General Roca, 10891/2013/CS1, 19 de febrero de 2022

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Revocación de sentencia. Remisión del expediente. 

Es doctrina del Tribunal que la sustanciación que establece el precepto normativo indicado (art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) es condición de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario, así como que ese traslado tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la correcta solución de la causa.

En el caso, el tribunal apelado resolvió conceder parcialmente el remedio federal presentado por la parte actora sin haber dado cumplimiento, en forma previa, con el traslado que determina la norma y sin haber dado razones que justifiquen tal omisión.

Banco Hipotecario S.A. y otros c/ Municipalidad de Río Cuarto s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 6101/2020/CS1, 19 de febrero de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. 

Remisión al dictamen de la causa CAF 665/2014/4/RH3, “Recurso Queja Nº 4 - Marini, Osvaldo Oscar c/ EN-PEN s/ Amparo Ley 16.986”.

Recurso de Queja N° 3 – Marini, Osvaldo Oscar c/ Estado nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 665/2014/3/RH2, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Traslado. 

Toda vez que con posterioridad a la interposición del recurso extraordinario y su correspondiente contestación fue dictado el decreto 138/2021, mediante el cual se derogó el decreto 70/2017 y se restituyó la vigencia de la ley 25.871 en su redacción previa a la modificación operada por este último, y habida cuenta de que tal circunstancia puede incidir en este proceso, se le solicita a la Corte que, disponga un traslado a las partes, a fin de que manifiesten lo que consideren pertinente sobre la situación que plantea aquella norma.

Dockendorff Rioseco, Christian Alexander c/ Dirección Nacional de Migraciones s/ Contencioso administrativo – varios

FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 39285/2017/CS1-CA1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Recursos

Inhibitoria. 

Remisión al dictamen de la causa CAF 6943/2021/CA1-CS1, “Ente Nacional Regulador de la Electricidad c/s/ Inhibitoria”.

Recurso queja N° - Ente Nacional Regulador de la Electricidad s/ Inhibitoria

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6943/2021/1/RH1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 







Capítulo XII

Derecho Procesal Penal

Competencia provincial

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

Sin perjuicio de la subsunción legal que en definitiva resulte aplicable a los hechos y en tanto el juzgado provincial no controvierte que la conducta denunciada tuvo lugar enteramente en el ámbito bonaerense, a ese tribunal corresponde asumir la investigación e incorporar al proceso los elementos de juicio conducentes y resolver, luego, de acuerdo a cuanto de allí surja.

Incidente Nº 1 – Damnificado: C., Sergio Ramón - N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48886/2020/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Contienda de competencia

Competencia provincial. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo”, cuyos fundamentos y conclusiones tuvo en cuenta la Corte al resolver en el fallo de la causa CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2459/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo”, cuyos fundamentos y conclusiones tuvo en cuenta la Corte al resolver en el fallo de la causa CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ Incidente de incompetencia”.

G., María Candela c/ Alfonso, José Antonio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 750/2021/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Contienda negativa de competencia

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia FLP 2681/2022/1/CS1, “Incidente N° 1 – NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Denunciante: T. de A. S.A. - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 4714/2022/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Competencia FLP 2681/2022/1/CS1, “Incidente N° 1 – NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Denunciante: T. de A. S.A. - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 18282/2021/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Competencia FLP 2681/2022/1/CS1, “Incidente N° 1 – NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia - Denunciante: S., Natalia Noemí

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2615/2022/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Competencia FLP 2681/2022/1/CS1, “Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 1876/2022/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, “N.N. s/ Incidente de incompetencia. Querellante: C., Augusto Ricardo y otro”.

Incidente N° 1- Denunciante: C., Augusto Ricardo y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42531/2021/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La presente contienda debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

Sobre esa base, corresponde al juzgado provincial proseguir con el trámite de la causa, pues es el ámbito territorial al que acudió el denunciante para hacer valer sus derechos, y se encontraría en mejores condiciones para acceder a las pruebas del delito, sin perjuicio de lo que surja posteriormente, y de que si su titular considera que el caso concierne a otro magistrado de su misma provincia, la remita de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: G. M., Alberto Miguel

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1784/2022/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Compraventa. Transferencia electrónica. Economía procesal. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que, si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.

En consecuencia, corresponde al juzgado provincial asumir la investigación de estas actuaciones, sin perjuicio de lo que de ello resulte y de que, si su titular considera que el asunto concierne a otro magistrado de su misma provincia, las remita de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Damnificado: A., María Emilia y otro. Imputado: C., Lucas Francisco s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43093/2020/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En este sentido, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las resoluciones contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1680/2022/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

Este conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

En tales condiciones, corresponde al juzgado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darles precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.

N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: V., Axel Samir Joel

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1420/2022/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

El conflicto debería dirimirse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

Si bien todavía no se realizó ninguna diligencia dirigida a determinar la ubicación exacta de la dirección IP desde la que se habrían efectuado las trasferencias irregulares, y aun cuando los fondos fueron destinados a cuentas financieras radicadas en distintas localidades de la provincia de Córdoba, lo cierto es que tales fraudes se concretaron a partir del acceso ilegítimo a la cuenta del denunciante registrada en la sucursal bancaria situada en esta Capital.

En consecuencia, en principio, la justicia nacional se encontraría en mejores condiciones para investigar las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que de ello resulte.

A., Matías Ezequiel y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1484/2022/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia FLP 2681/2022/1/CS1, “Incidente N° 1 – NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia - Denunciante: S., Natalia Noemí

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2608/2022/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Competencia n° 398 L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. ley 23.737”.

Incidente n° 2. N.N. : N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 118/2022/2/CS1, 27 de diciembre de 2022

 Ver dictamen

Estafa. Compraventa. Redes sociales. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente N° 1 - Damnificado: P., Mariela Gabriela - N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21214/2021/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Si bien es cierto que las constancias del legajo impiden tener por acreditado el nexo causal entre ambos sucesos, no lo es menos que del informe de autopsia se desprende que la causa de muerte fue neumopatía y cardiopatía hipertrófica, y que las patologías preexistentes, asociadas a la edad avanzada, y la presencia de infecciones, evolucionaron a una falla multiorgánica que no pudo evitarse a pesar de la intervención médica oportuna; sin que se advierta circunstancia alguna que permita inferir una etiología traumática originada en la atención hospitalaria recibida en esta ciudad.

En consecuencia, corresponde al juzgado provincial proseguir la investigación, por ser allí donde tuvo lugar el episodio desencadenante, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

Incidente N° 1 - Damnificado: M., Nélida Ana - N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24710/2022/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Redes sociales. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente n° 1 - Damnificado: A. T., Juan Cristóbal. Imputado: D. S., Federico José s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27347/2022/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1 “Legajo n° 1 – Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

Tiene establecido la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan los jueces en conflicto.

A., Natalia Noemi s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1334/2022/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

De conformidad con lo reglado en el artículo 24 inciso 7 del decreto ley 1.258/85, la presente contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal superior del que intervino primero.

Incidente N° 1 - Denunciante: L., Carla Gabriela s/ Incidente de incompetencia

FPO-Justicia Federal de Posadas, 4911/2021/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Competencia FLP 2681/2022/1/CS1, “Incidente N° 1 – NN: N.N. s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Denunciante: P., Ana Laura (T. de A. S.A.) N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 6108/2022/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 183781/2018/2/CS1, “Incidente n° 2 – Imputado: G. Gustavo Javier s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Imputado: A. R., Juan Pablo y otro s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 21414/2020/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Competencia FLP 2681/2022/1/CS1, “Incidente N° 1 – NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Denunciante: T. de A. S.A. - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 18281/2021/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Competencia FLP 2681/2022/1/CS1, “Incidente N° 1 – NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Denunciante: T. de A. S.A. - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 18283/2021/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1 – Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1417/2022/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

La presente contienda negativa de competencia se ha tornado abstracta, por lo que resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte.

G. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1606/2021/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Amenazas. Lugar del hecho. Consumación del delito. Competencia provincial. 

Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de los dichos del denunciante surge que fue una localidad bonaerense donde habría recibido las amenazas, debe ser la justicia provincial la que debe conocer en la investigación de los hechos allí ocurridos.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1375/2022/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

La presente contienda negativa de competencia suscitada, no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto -ley 1285/58.

Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Las escasas constancias agregadas al incidente no alcanzan para del imitar con precisión los pormenores y características del suceso motivo de investigación, sin que las únicas referencias a la denuncia de la víctima, en la que afirma haber recibido mensajes intimidatorios de una usuaria de una red social, alcancen para encuadrarlo en una determinada calificación legal, y a partir de allí resolver el tribunal competente tanto en razón del territorio como de la materia.

Persona desconocida s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1414/2022/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente n° 1- Damnificado: F., Andrea Martha N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26549/2021/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Transferencia electrónica. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte, que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.

Incidente n° 1– Damnificado: D., Bárbara Shirley N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53400/2021/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Infracciones de tránsito. Patente del automotor. Competencia nacional. 

Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se habría cometido el delito, corresponde investigar al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.

N.N. s / Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1359/2022/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. 

De acuerdo con la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, la infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal debe ser investigada por el juzgado provincial.

R. D., Martín s/ Incidente de incompetencia

COMP.CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1426/2022/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

Más allá de que la justicia de excepción asumió el conocimiento referido a la cédula de identificación ideológicamente falsa, de las resoluciones de los magistrados intervinientes se advierte que, según lo que habría informado el Registro Nacional de la Propiedad Automotor de esta ciudad, dicho instrumento pertenecería a otro R.N.P.A. de la ciudad de Comodoro Rivadavia, cuya sustracción había sido denunciada en esa ciudad.

Sin embargo, no se advierte que la juez de instrucción hubiera certificado el juzgado encargado de aquella investigación a fin de que su titular pudiera expedirse acerca de la responsabilidad que podría caberle al imputado en la sustracción de aquel documento público, de acuerdo con el requisito exigido en la doctrina de Fallos: 317:499; entre otros. 

En lo atinente al secuestro del motovehículo propiedad, hallado en poder del no es posible determinar aún la conducta en la que éste habría incurrido.

En efecto, ni siquiera consta que la juez de instrucción hubiera individualizado debidamente los hechos sobre los cuales versa el conflicto, y menos aún, enmarcarlos en una figura legal determinada, dado que le atribuyó la competencia a la justicia federal únicamente con base en el carácter nacional del documento registral, sin que hubiera adoptado temperamento alguno acerca del delito que precedió el hallazgo del rodado. Por lo tanto, de acuerdo a la doctrina precedentemente citada, el juzgado nacional de instrucción debe pronunciarse primero respecto de la situación jurídica del imputado en orden a la sustracción.

En consecuencia, corresponde a la justicia nacional de instrucción, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos denunciados, y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

Damnificado: F., Emiliano Julián. Imputado: V., Darío s/ Incidente de incompetencia

COMP.COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 14465/2021/1/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.

Incidente n° 1- Damnificado: L., Matías Hernán N.N.: M., Pablo Nair s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38677/2021/1/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Lugar del hecho. Consumación del delito. Competencia provincial. 

Habida cuenta de que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las constancias del incidente surge que el hecho habría ocurrido en territorio bonaerense, corresponde al juzgado provincial conocer en estas actuaciones.

Incidente Nº 6 - Denunciante: L., Alan Cesar Gabriel y otro. Imputado: L. M., Damián y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54849/2021/6/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Pagaré. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que la competencia penal en razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que la falsificación de un instrumento privado se reputa cometida en el lugar donde el documento apócrifo fue utilizado.

Incidente N° 1 - Damnificado: S., Norberto Daniel Imputado: F. F., Rodolfo José s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37803/2020/1/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1 “Legajo n° 1 – Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

La Corte tiene decidido que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan los jueces en conflicto.

Incidente N° 1 – Denunciante: C., Myriam Beatriz N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 11018/2021/1/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Fraccionamiento de estupefacientes. Competencia federal. 

Los estupefacientes hallados no se encontrarían fraccionados, tal como lo establece expresamente el artículo 2, inciso 1, de la ley 26.052, para hacer excepción al principio de la competencia federal respecto de los delitos de la ley de estupefacientes. En tales condiciones, en el presente caso no puede afirmarse que las sustancias estuvieran destinadas a la venta para su consumo inmediato, pues no consta que se hubieran secuestrado otros elementos destinados a su fraccionamiento y distribución.

F. V., Omar y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2429/2022/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Violencia de género. Abuso sexual calificado por acceso carnal. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 

Razones derivadas de la necesidad de asegurar una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejores condiciones para la defensa del imputado, aconsejan que el trámite de la causa prosiga ante la justicia nacional de la Capital, que previno y donde la joven fue examinada por los especialistas del Cuerpo Médico Forense y entrevistada por las profesionales de la Oficina de Violencia Doméstica de la Corte, quienes evaluaron su situación como de altísimo riesgo.

Incidente N° 3- Damnificado: S., Y. T. y otro. Imputado: M. F., R. S. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53507/2021/3/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

AFIP. Competencia federal. 

Delitos que afectan el normal funcionamiento del organismo nacional.

Más allá del estado embrionario de la pesquisa, es posible resolver este conflicto mediante la aplicación del criterio de Fallos: 311:2607; 317:912 y 1332; 318:2509 y 323: 2335.

En consecuencia, atento que, a partir de los términos de la denuncia, es posible considerar que con motivo de los episodios pudo haberse afectado el normal funcionamiento del organismo nacional que ordenó la fiscalización, o algún otro interés federal, corresponde que sea la justicia excepción la que continúe conociendo en la causa.

Legajo N° 1 – Denunciante: B., Pablo Sebastián - Imputado: D. L., Julián Pablo s/ Recurso

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53212/2021/1/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Habeas corpus correctivo. Lesiones. Servicio Penitenciario Provincial. Competencia provincial. 

El presente hábeas corpus se fundamenta en actos lesivos emanados de autoridad provincial, específicamente el Servicio Penitenciario de la provincia de Buenos Aires. Por consiguiente, tal como lo sostiene el magistrado nacional, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para continuar el trámite de estas actuaciones conforme lo establece el artículo 2 de la ley 23.098.

Incidente N° 1 – Beneficiario: C. H., Fabián Nicolás s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21054/2022/1/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Incidente Nº 4 – Querellante: J., Pablo Javier. Imputado: P., Edgardo Sergio y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19482/2021/4/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1- Imputado: Z., Alberto Ramón y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 11578/2020/1/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Subsidiaridad. Competencia provincial. 

En función de la doctrina establecida por la Corte en la causa CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ incidente de incompetencia”, sobre los supuestos en los que los artículos 153 y 153 bis pueden dar lugar a la intervención de la justicia federal y considerando que además la figura de defraudación o, eventualmente, alguna de sus formas especiales, desplazarían al último de los mencionados, por la regla de subsidiariedad expresa, independientemente de la definitiva calificación de los hechos, corresponde al juzgado de garantías continuar interviniendo en su investigación.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1340/2021/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1- Imputado: S. P., Marcelo s / Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 7616/2020/1/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1- Imputado: G., Nicolás s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 25742/2020/1/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Imputado: C. P., Rodrigo Osvaldo y otro s / Violación de medidas-propagación epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 4430/2021/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Licencia de conducir. Competencia nacional. 

Habida cuenta de que las probanzas del expediente no indican dónde se cometió la presunta infracción al artículo 292 del Código Penal, corresponde investigarla a la justicia nacional de Capital, en cuya jurisdicción se descubrió la anomalía, aunque no haya sido parte en la contienda.

E., Juan Alberto Ezequiel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 846/2022/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Subsidiaridad. Juez previniente. Competencia provincial. 

En función de la doctrina establecida por la Corte en la causa CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ incidente de incompetencia”, sobre los supuestos en los que los artículos 153 y 153 bis pueden dar lugar a la intervención de la justicia federal y considerando que además la figura de defraudación o, eventualmente, alguna de sus formas especiales, desplazarían al último de los mencionados, por la regla de subsidiariedad expresa, independientemente de la definitiva calificación de los hechos, corresponde al juzgado de garantías, que previno, continuar interviniendo en su investigación.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1456/2021/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

Para la efectiva traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o modifica su anterior posición. Esta regla no ha sido observada en el presente, pues solo con la insistencia por parte del juzgado de Chubut se habría suscitado una contienda que correspondería resolverse de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 24, inciso 7, del decreto -ley 1285/58.

Aun cuando la Corte podría prescindir de ese reparo formal con base en razones de economía procesal y mejor administración de justicia, tampoco se ve satisfecha la doctrina de la Corte, según la cual resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

R. M., Octavio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 779/2022/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Lugar del hecho. Consumación del delito. Competencia provincial. 

Más allá del incipiente estado en que se encontraría la causa, de acuerdo con la doctrina según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al Juzgado de Garantías asumir su jurisdicción e incorporar los elementos necesarios para proseguir su investigación, sin perjuicio de la decisión que pueda adoptar su titular en orden al artículo 72 del Código Penal.

Incidente N° 1 – Denunciante: D. I. C., Luis Miguel. Imputado: D. I. C., Roberto Pedro s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54402/2020/1/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Tenencia ilegítima de armas. Concurso de delitos. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

En consecuencia, atento que, a partir de la sanción de la ley 25.886, tanto la tenencia como la portación de armas pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria corresponde al juzgado provincial, en cuya jurisdicción se secuestró el arma, conocer en estas actuaciones.

Incidente Nº 127- Imputado: G., Gerardo César s/ Incidente de incompetencia

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1814/2017/127/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Competencia provincial. 

Habida cuenta de que, tal como surge de la denuncia, el formulario falsificado no fue formalmente presentado ante el registro automotor a los efectos de iniciar el trámite de transferencia de dominio, cabe concluir que no se vio entorpecido el buen servicio de los empleados de la Nación, motivo por el cual, corresponde conocer en esta causa el Juzgado provincial.

M., Gustavo Daniel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1201/2022/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Robo calificado. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Cabe recordar que en materia penal, el principio rector emanado del artículo 118 de la Constitución Nacional, es que la competencia por razón del territorio resulta improrrogable y se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.

Incidente N° 2 – Damnificado: C. S. de G. S.R.L. - Imputado: M., Marcos Antonio s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52536/2022/2/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. 

De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 324:1617 y 3651, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.

Corresponde que la justicia provincial que intervino inicialmente en el conflicto deba conocer respecto del delito de encubrimiento sobre el que versa la controversia.

Incidente N° 1- Imputado: P., Brian Alejandro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29612/2022/1/1/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Certificado único de inspección técnica vehicular. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte, pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.

Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esa naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les puedan ser atribuidas, pues sólo en relación con el delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente N° 1 Denunciante: División Delitos Tecnológicos de la Policía Federal Argentina SUM/700/2018, y otros N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44001/2018/1/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 15944/2020/1/CS1 “Incidente n° 1- Denunciante: M. G., Eduardo Antonio s/ Incidente de incompetencia”.

Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.

Incidente N° 1 – Denunciante: S., Lucas Fernando y otro imputado: N., Emmanuel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33677/2020/1/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Secuestro extorsivo. Hurto. Víctima menor de edad. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.

Incidente Nº 3 – Denunciante: G., Clarisa Marisel y otro – Imputado: P., Azul Belén y otros s/ Actuaciones complementarias

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 118/2020/TO1/3/CS1, 16 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

En este sentido, más allá de que fue en la ciudad de Mar del Plata donde se perfeccionó el engaño mediante comunicación telefónica, corresponde a la justicia de la provincia de Tucumán continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones, toda vez que es allí donde se encuentra radicada la cuenta bancaria destinataria del dinero y se domicilia su titular.

N.N. s/ Incidente de incompetencia Denunciante: M., Micaela Diana

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 619/2022/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte, que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.

En este sentido, si bien de los hechos denunciados surge que la defraudación se realizó a partir del presunto acceso ilegítimo a la agenda de contactos de la abonada, los cierto es que la presente se circunscribe al perjuicio patrimonial sufrido por la denunciante, pues no consta que se haya instado la acción por otro delito.

Incidente N° 1– Denunciante: P., Cecilia Fernanda N.N.: N.N. s / Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27382/2021/1/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1 “Legajo n° 1 – Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

Es doctrina de la Corte, que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.

Incidente N° 1– Denunciante: G., Carlos Oscar N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3091/2022/1/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1 -Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

C., Melina Belén s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 811/2022/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

Los escasos elementos del incidente no permiten individualizar concretamente los hechos sobre los cuales versa el conflicto, para encuadrarlos en una figura penal determinada, lo que resulta imprescindible a fin de discernir la competencia en la causa.

Ello se advierte en la propia declinatoria desde que prescinde de una concreta calificación legal que encuentre debido respaldo en los antecedentes del sumario e, inclusive, omite la descripción de hechos perfectamente determinados sobre cuya base poder efectuarla.

Es imprescindible profundizar la investigación a fin de esclarecer los aspectos señalados y para delimitar adecuadamente el concreto objeto del proceso, sin que, por otra parte, puedan resultar atendibles los restantes argumentos de la declinatoria, ya que además de que no es posible invocar las reglas de acumulación por conexidad en conflictos como en el que aquí se suscita, no surge que se hubieran determinado aún suficientes razones que permitieran hacer eventual excepción a ese principio.

Incidente N° 1 – G., Elizabeth y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39848/2021/1/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

El presente no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

N.N. y otro s/ Incidente de competencia. Denunciante: M., Luis Antonio

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1143/2022/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1 -Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

R., Marco Gabriel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 814/2022/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Tarjeta de crédito. Lugar del hecho. Consumación del delito. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.

Más allá de que hasta el momento no surge de las actuaciones en qué lugares se llevaron a cabo los consumos con la tarjeta de crédito obtenida fraudulentamente por el denunciado, de la declaración de la denunciante surge que los hechos de violencia se desarrollaron en una localidad bonaerense donde, además, se domicilia el denunciado.

R., Javier Hernán s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1036/2022/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Amenazas. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CFP 7361/2019/3/CS1 “Alfonso, María Eugenia s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 2 – Denunciado: María M. y José S. s/ Cuestión de incompetencia (Artículo 48 Código Procesal Penal Federal)

FSA-Justicia Federal de Salta, 2872/2021/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente N° 1 – Damnificado: T., Roberto Esteban s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10075/2021/1/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Amenazas calificadas. Lugar del hecho. Consumación del delito. Competencia provincial. 

Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de los dichos de la denunciante surge que fue en la localidad bonaerense donde habría recibido las amenazas, debe ser la justicia provincial la que debe conocer en la investigación de los hechos allí ocurridos.

Incidente Nº 1- Denunciante: Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional N° 46. CCC 4254/2022 y otros N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4321/2022/1/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1 “Legajo n° 1 – Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

Es doctrina de la Corte, que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.

Incidente N° 1– Denunciante: P., Carla Sandra N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53288/2021/1/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Usurpación. Competencia provincial. 

Más allá de la significación jurídica que pudiera asignarse a los hechos con el devenir de la investigación, y del estado embrionario en que se encuentra la pesquisa, de la que no emerge que la justicia provincial hubiera realizado medida alguna dirigida a corroborar los pormenores que rodearon a los sucesos, teniendo en cuenta que el titular de esa sede se reservó el conocimiento del supuesto delito de usurpación, a él corresponde determinar si los acusados habrían sido compradores de buena fe, o si, por el contrario, habrían intentado apoderarse ilegítimamente del terreno.

En ese sentido, esos hechos presentarían entre sí una relación que excedería la mera conexidad delictual, por lo que resulta conveniente que su esclarecimiento quede a cargo de un único tribunal, a fin de evitar la posibilidad de que en un futuro se dicten pronunciamientos contradictorios.

B., Noemi s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1346/2022/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente N° 1- Damnificado: G., Carlos Alberto. Imputado: B. G., Daniela Andreina s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46275/2021/1/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

No están dadas las condiciones para que la Corte ejerza las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

En este sentido, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las resoluciones contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Sin perjuicio de ello y de advertir que no se realizó diligencia alguna dirigida a corroborar el hecho denunciado a fin de establecer si constituyó algún delito y, en su caso, enmarcarlo legalmente en una figura penal determinada, en el ámbito de esta Capital se encuentra radicada la cuenta bancaria de la denunciante en la que se debitarían las cuotas por el pago del producto que nunca habría recibido, y donde, además, acudió a sus estrados para hacer valer sus derechos. Por lo tanto, corresponde al juzgado nacional, que previno, proseguir con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de lo que de ello resulte.

Incidente N° 1 – Denunciante: B., Natalia. Imputado: G. (P.) s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30054/2022/1/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Transferencia electrónica. Domicilio del banco. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

Por el momento, el juzgado de Chubut se encontraría en mejores condiciones para proseguir la investigación, en tanto en su jurisdicción se encontraría radicada la cuenta bancaria desde la cual se transfirieron los fondos, se domicilia el damnificado quien, además, acudió a sus estrados para hacer valer sus derechos, sin perjuicio de lo que de ello surja.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1753/2022/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Encubrimiento. Competencia federal. 

No se trata de desdoblar un único hecho en función de calificaciones sino que debe determinarse la responsabilidad que le pudo haber correspondido al imputado en uno y otro suceso, pues éstos aparecen claramente distinguibles no sólo en tiempo y espacio, sino también en razón de los elementos subjetivos y objetivos requeridos por el tipo penal para la configuración de cada uno de ellos.

Por lo demás, en cuanto a la falsificación de la cédula de identificación y título del vehículo, en virtud del carácter nacional que revisten esos documentos públicos cuya falsificación se investiga, corresponde asignar su conocimiento a la justicia federal de la sección en la que se descubrió su falsedad, aunque no haya sido parte en la contienda.

En efecto, en atención a la estrecha vinculación que en el caso existe entre ese último delito y la falsificación de la cédula de identificación y título del automotor en los que consta la identificación de dominio falsa, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que en el caso debe ser la justicia federal de la sección en que se comprobaron esas anomalías.

Por otro lado, de conformidad con la doctrina precedentemente citada, también corresponde a la justicia de excepción conocer respecto del posible encubrimiento de la sustracción del rodado que se encuentra relacionado con la documentación registral apócrifa incautada.

V., Carlos Ángel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1912/2022/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

El Tribunal tiene decidido que es presupuesto necesario para que exista conflicto de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el sub lite, pues el magistrado provincial no atribuyó el conocimiento de la causa al juez declinante, sino que se limitó a negar su competencia territorial por considerar que el delito se habría cometido en otro departamento judicial de la misma jurisdicción bonaerense.

Incidente N° 1 – Denunciante: C., Analía Ruth y otro. Imputado: O., Aldana Marina y otro s / Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66150/2019/1/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.

Incidente N° 1– Denunciante: D., Martina Susana N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17214/2022/1/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió el presunto delito, corresponde investigar al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 556/2022/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1 -Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

D. S., Rosalía y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 813/2022/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Competencia n° CCC 18575/2021/1/CS1, “Moleker, Germán s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22417/2021/1/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 

Delitos que entorpecen el buen servicio de los empleados de la Nación.

Es doctrina de la Corte que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.

P., Cristian Ezequiel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 456/2022/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción ley 22.632 (art. 31 inc. b)”.

Incidente N° 1 – Damnificado: D. N., Mauricio y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11990/2022/1/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

P., Juan Antonio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 286/2022/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contravencional y de faltas. 

La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24 inciso 7 del decreto ley 1.285/58, pues tiene establecido que sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Pues no se advierte en autos una investigación suficiente que permita establecer el verdadero alcance de los hechos denunciados y el modo en que habrían ocurrido.

F., Marcelo Andrés s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1536/2022/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Afiliación a obras sociales. Aportes a obras sociales. Falta de pago. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación y que la presunta conexidad que pudiera existir entre delitos de naturaleza federal y otros de índole común no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de sucesos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.

No se advierte la participación de funcionarios públicos nacionales en los hechos, ni surge de las constancias del incidente que los sucesos hayan provocado un perjuicio directo al patrimonio del Estado nacional, como tampoco es posible apreciar la puesta en peligro de intereses federales o alguna otra circunstancia que pueda surtir la jurisdicción federal y de naturaleza excepcional y restrictiva.

Incidente n° 1 - Denunciante: C., Andrea y otros - Imputado: M. o M., Joana y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24209/2020/1/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Violación de secretos. Competencia nacional. 

En función de la doctrina establecida por el Tribunal en la causa CCC 30270/2020/1/CS1 “Mazzocchi, Mariana s/ Incidente de incompetencia”, sobre los supuestos en los que los artículos 153 y 153 bis pueden dar lugar a la intervención de la justicia federal y considerando que además la figura de defraudación o, eventualmente, alguna de sus formas especiales, desplazarían al último de los mencionados, por la regla de subsidiariedad expresa, se entiende que independientemente de la calificación que en definitiva corresponda darle a los hechos, es competente la justicia nacional de esta Capital para continuar esta investigación, aunque no haya sido parte de la contienda.

Incidente n° 1 - Denunciante: B., Efraín s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4999/2021/1/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Usurpación de inmueble. Competencia provincial. 

Más allá de la significación jurídica que pudiera asignarse a los hechos con el devenir de la investigación, y del estado embrionario en que se encuentra la pesquisa, de la que no emerge que la justicia provincial hubiera realizado medida alguna dirigida a corroborar los pormenores que rodearon a los sucesos, teniendo en cuenta que el titular de esa sede se reservó el conocimiento del supuesto delito de usurpación, a él corresponde determinar si los usurpadores habrían sido compradores de buena fe, o si, por el contrario, habrían intentado apoderarse ilegítimamente del terreno.

En este sentido, los hechos presentarían entre sí una relación que excedería la mera conexidad delictual, por lo que resulta conveniente que su esclarecimiento quede a cargo de un único tribunal, a fin de evitar la posibilidad de que en un futuro se dicten pronunciamientos contradictorios.

B., Eduardo Isaac y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1551/2022/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

No es posible resolver sobre el fondo de la cuestión, pues las piezas del incidente no satisfacen el criterio de la Corte según el cual resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Ello es así, pues las escasas constancias agregadas al incidente no alcanzan para establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la calificación legal del hecho, ni el lugar de su comisión.

La inactividad procesal por el lapso de más de cuatro años que se advierte desde la declinatoria de competencia hasta su rechazo por parte de la justicia federal, pudo implicar una virtual privación de justicia con riesgo, incluso, para la vigencia misma de la acción penal.

B., Gustavo Andrés y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1037/2022/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Transporte de estupefacientes. Competencia federal. 

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho no surge cuál era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continué conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.

Incidente n° 1 - Imputado: Z., Elías Emanuel s/ Incidente de incompetencia

FPA-Justicia Federal de Paraná, 8032/2021/1/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

Por ello, si bien no se han advertido por el momento movimientos compatibles con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, ni se ha dilucidado cuál era el fin último de su transporte, la cantidad de sustancias secuestradas y la forma en que estaban acondicionadas, no permiten afirmar que estuvieran destinadas a un consumo inmediato, por lo que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052 debe ser la justicia federal la que conozca en este hecho.

S., David s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1435/2022/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia por el territorio. Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Es de recordar, en ese sentido, que el lugar de remoción de la custodia, donde el padre no conviviente es privado del contacto con sus hijos y del ejercicio de sus derechos y obligaciones, es el que determina la competencia territorial en estos casos.

En consecuencia, corresponde al juzgado de esta Ciudad, que previno y ante cuyos estrados acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

R., N. V. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1763/2022/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

Damnificado: L. D., Guadalupe s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 627/2022/1/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Por aplicación de la doctrina de Fallos: 344:3720, corresponde a la justicia provincial proseguir la investigación.

Incidente N° 1 - Imputado: A., Rubén s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 6119/2020/1/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia de instrucción. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1 “Legajo n° 1 -Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

P., Alan Maximiliano s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 810/2022/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia de instrucción. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1 “Legajo n° 1 -Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

M., Daniela Alejandra s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 809/2022/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Economía procesal. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente N° 1 – Damnificado: Ministerio Público Fiscal de la C.A.B.A KIWI Orientación N° 110.021/21 y otro - N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55795/2021/1/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

Las constancias del incidente impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos en razón del territorio.

En tanto la disposición patrimonial perjudicial se produjo en esta ciudad, donde el denunciante vive y tiene su cuenta bancaria, la investigación debe proseguir ante los estrados de la justicia nacional, adonde acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

Incidente N° 1 - Damnificado: S., Juan - N.N.: B., Elvira Soledad s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50489/2020/1/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia de instrucción. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1 “Legajo n° 1 -Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 812/2022/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

Más allá de la adecuación legal que en definitiva corresponda asignar a los hechos denunciados, las constancias del incidente impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos en razón del territorio.

Incidente N° 1 - Denunciante: A., N. A. - Imputado: R., J. C. S. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14296/2022/1/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 

Más allá de la subsunción legal que en definitiva corresponde asignar a los hechos denunciados, las constancias del incidente impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos en razón del territorio.

Incidente N° 1 – Denunciante: W., Denise y otro – Imputado: G., Luciano Ramses s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32769/2020/1/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Amenazas. Lesiones agravadas por el vínculo. Violencia de género. Competencia provincial. 

La elección del tribunal que corresponda juzgar los hechos objeto de esta contienda debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal, mejor defensa del imputado y en especial, si se trata, como en el caso, de conflictos de violencia de género, garantizar un adecuado acceso a la justicia por parte de la víctima.

Por ello, la investigación debe quedar a cargo de un único tribunal, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en la Competencia N° 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Artículo 149 bis” y Fallos: 339:652.

N., D. E. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1185/2022/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Competencia federal. 

Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.

En ese sentido, la Corte tiene dicho que en virtud del carácter nacional que reviste la cédula de identificación vehicular, el juzgamiento acerca de su falsedad concierne a la justicia federal.

Por otra parte, en lo atinente a la sustitución de las placas y la adulteración en sus dígitos, debido a la estrecha vinculación que existiría entre esas infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, y la falsificación de aquel documento público, atento la coincidencia entre la numeración de la identificación del dominio colocado y la que fue consignada en ese documento, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que en el caso debe ser el juzgado federal.

Por último, atento que el responsable ha sido procesado por el delito de encubrimiento, el que se encontraría íntimamente relacionado con la falsificación del aludido instrumento registral, de conformidad con la doctrina de la Corte precedentemente citada, el juzgado federal también debe juzgar a su respecto.

Incidente N° 2 - Imputado: C., Marcelo Osvaldo s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48668/2022/2/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Certificado de transferencia de automotores. Competencia federal. 

Si bien corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, en este caso y más allá de que el instrumento apócrifo no fue presentado ante dicho organismo, la falsificación recayó sobre la firma y sello de la encargada en su carácter de autoridad certificante, por lo que su investigación corresponde al juez federal conforme lo dispuesto en el artículo 33, inciso “c” del Código Procesal Penal.

Incidente ° 1 – Imputado: N. Z., Danyelo Jesús s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38882/2021/1/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión a Fallos: 327:2860.

Incidente N° 3 - Actor: Deguidi, Flavio César s/ Cuestiones de competencia

CNE-Cámara Nacional Electoral, 4395/2020/3/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Retención del menor. Ocultamiento del menor. Supresión del estado civil. Documento nacional de identidad. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 

Más allá del estado embrionario de la investigación, teniendo en cuenta las circunstancias fácticas denunciadas y los delitos que puede abarcar la hipótesis materia de investigación, de acuerdo a la doctrina de Fallos: 329:2136, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para continuar con la investigación, sin perjuicio de las calificaciones legales que en definitiva correspondan y de cuanto resulte del trámite posterior.

Incidente N° 1- Denunciante: N., Graciela Noemí. – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54993/2021/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

La cuestión no se encuentra en condiciones de ser resuelta pues no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. 

En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que, no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponde investigarlos. 

Por todo lo expuesto, esas deficiencias deben ser suplidas por la magistrada nacional que primero conoció de la notitia criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.

Incidente N° 1. Denunciante: División Delitos Informáticos Complejos de la Policía de la Ciudad. Sumario 409467/2022. Imputado: T., Camila Rocío s / Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35825/2021/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia provincial. 

Las constancias del legajo digital, impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos en razón del territorio. 

En consecuencia, corresponde al juzgado de garantías bonaerense, ante cuyos estrados acudió la denunciante a hacer valer sus derechos, proseguir la presente investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

B., Ricardo Emanuel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1592/2022/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.    

En tales condiciones, corresponde al magistrado nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darles precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.

Incidente N° 1- Denunciante: N., Alberto Venancio. Denunciado: L., Matías Eduardo s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47384/2020/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Hurto de automotor. Competencia provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Falsificación de documentos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, la investigación de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, debe proseguir ante la justicia nacional.

Acreditado como se encuentra que el vehículo hallado sería el mismo respecto del cual pesaba solicitud de secuestro en virtud de la sustracción ocurrida en territorio bonaerense, corresponde al juzgado provincial delimitar el objeto de esta causa y establecer su verdadero alcance, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.  

Asimismo, no se advierte que se hubiera comprobado pericialmente la falsedad o autenticidad de la cédula de identificación del vehículo lo que impide precisar adecuadamente los hechos, los que, por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación legal. En esa medida, corresponde al juzgado nacional, que previno, profundizar la investigación en ese sentido y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

Incidente N° 1 - N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31180/2021/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia federal. 

La presente contienda no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. 

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

En tales condiciones, corresponde a la justicia federal, que previno en la contienda, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.

Incidente N° 1. Imputado: P., Juan Ignacio y otro s/ Incidente de incompetencia

FPA-Justicia Federal de Paraná, 121/2022/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Competencia n° 398 XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. ley 23.737”.

Incidente N° 1. Denunciante: M. P., P.. Denunciado: B., D. E. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 879/2022/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Uso indebido de tarjeta de crédito. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

Sin perjuicio de reparar en que la Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, las particularidades del caso no permiten que la Corte pueda ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

En tales condiciones, corresponde al juzgado de esta ciudad, que previno, profundizar la investigación a ese respecto e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, para resolver luego con base a los resultados así obtenidos.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1613/2022/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Imputado: M., Mariano s/ Violación de medidas - propagación epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 757/2021/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

En atención a los escasos elementos agregados al legajo, si bien los magistrados que participan del conflicto coinciden en la calificación jurídica de los hechos, el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En tales condiciones, corresponde al juzgado provincial, que previno, profundizar la investigación a ese respecto e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, para resolver luego con base a los resultados así obtenidos.

L., Kevin Gabriel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1708/2022/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1 – Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

Incidente N° 1 – Denunciante: D., Débora y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28467/2021/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

La cuestión aún carece de la investigación suficiente que debe precederla, a fin de que puedan individualizarse los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.

La falta de precisión en los hechos no ha sido superada por una investigación que permita subsanar ese defecto, habida cuenta de que no se habría practicado diligencia alguna tendiente a dilucidar las reales circunstancias de aquéllos y las calificaciones legales que les puedan ser atribuidas, a fin de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para discernir finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos.

Con base en estas consideraciones, corresponde a la justicia nacional, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.

Incidente N° 1 – N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34074/2021/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia federal. 

Atento que el magistrado federal, luego de ponderar los elementos colectados en la causa, descartó la participación del imputado en el hecho que se encuentra en estudio ante su jurisdicción, y teniendo en cuenta la doctrina de la Corte que establece que compete a la justicia de excepción conocer en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero, deberá ser la Justicia Nacional en lo Criminal y Correccional Federal, en cuya sección se secuestró el vehículo, la que entienda respecto de la infracción al artículo 277 del Código Penal, aunque no haya sido parte en la contienda.

Incidente N° 1. Imputado: P., Lucas Miguel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 82270/2019/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Al no advertir razón alguna que autorice a modificar el criterio expuesto por esta Procuración General en el dictamen de la causa CSJ 775/2022/CS1, “A. S., Joel y otro s/ incidente de incompetencia”, –en el sentido de que corresponde al tribunal provincial proseguir con el trámite del proceso– corresponde devolver el presente a la Corte, a sus efectos.

G., Sebastián Ariel y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1582/2022/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Transferencia electrónica. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En efecto, de la información agregada a la causa se advierte que aún resta incorporar a la investigación elementos que permitan individualizar las conductas que habrían derivado del acceso a la cuenta bancaria de la denunciante efectuada desde un dispositivo electrónico, así como los datos personales de la titular de la cuenta a la que fueron transferidos los fondos fraudulentamente, como corresponde antes de expedirse sobre la competencia territorial para entender a su respecto.

N.N. s/ Incidente de incompetencia Denunciante: B., Elba Myriam

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1646/2022/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. Compraventa de automotores. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.

En orden a definir la competencia respecto de la falsificación de la cédula de identificación del vehículo, en virtud del carácter nacional que reviste ese documento público y, y de que no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo su falsificación, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito, por lo que su conocimiento concierne al fuero de excepción de esta ciudad.

Asimismo, en la medida en que se comprobó pericialmente la falsedad de las placas colocadas en el vehículo y no se corresponden con las identificaciones individualizadoras del chasis y motor, la justicia federal también deberá investigar la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, en razón a la estrecha vinculación que existiría entre ese hecho, y la falsedad de los instrumentos registrales, dada la coincidencia entre esa identificación del dominio y la que consta en la cédula de identificación apócrifa, pues desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta aconsejable que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal.

Por otro lado, más allá de lo que resulte del curso de la investigación, el presunto comprador del vehículo no puede de manera simultánea ser autor del encubrimiento y respecto de ese mismo bien ser víctima de estafa, toda vez que la existencia de esta última excluiría la comisión del primero.

En efecto, sus explicaciones carecen de suficiente fundamentación para discernir la competencia sobre esa base, pues podrían integrar una mera versión exculpatoria vertida a partir de circunstancias que no se encuentran debidamente corroboradas por otros elementos de juicio. Por lo tanto, resulta conveniente extremar los recaudos indispensables con el objeto de incorporar las probanzas que eventualmente permitan corroborar o desvirtuar sus alegaciones.

Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia nacional, que previno, incorporar los elementos necesarios que permitan agotar la investigación en lo que se refiere a la supuesta adquisición del vehículo y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite.

Incidente N° 1 - Damnificado: F. D., Antonio Agustín s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28514/2022/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

En la medida en que ambos magistrados se refieren a la hipótesis delictiva de la estafa, cabe recordar que la Corte tiene establecido que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

Sentado ello, y en tanto, los hechos que son motivo de esta contienda se habrían desarrollado en distintas jurisdicciones, la elección de alguna de ellas debe determinarse atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la marcha de la administración de justicia y la defensa de los imputados.

V., Mariano Ezequiel y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1539/2022/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

En la medida en que ambos magistrados se refieren a la hipótesis delictiva de la estafa, cabe recordar que la Corte tiene establecido que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante. G., Alejandro

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1590/2022/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

WhatsApp. Competencia nacional. 

En función de las calificaciones de las conductas efectuadas por los magistrados intervinientes y la forma en que prima facie se desarrollaron los hechos, no se verifican las circunstancias excepcionales que habilitarían la intervención del fuero federal.

Incidente N° 1 – Damnificado: P., Héctor Osvaldo N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14345/2022/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Compraventa. Redes sociales. Economía procesal. Competencia provincial. 

Pluralidad de jurisdicciones.

Es doctrina de la Corte que, si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.

Incidente N° 1 – Damnificado: G. B., Esteban Abel – Imputado: Q., Brian Darian s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22130/2021/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

WhatsApp. Transferencia electrónica. Economía procesal. Competencia provincial. 

Pluralidad de jurisdicciones.

Es doctrina de la Corte que, si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.

Por aplicación de ese criterio, toda vez que, de acuerdo a lo informado por el banco, las extracciones de dinero tuvieron lugar en la provincia de Buenos Aires donde se encuentra radicada la cuenta y se domicilia su titular, allí corresponde proseguir la investigación, por la proximidad con la prueba y en beneficio de la economía procesal.

Incidente N° 1 – Damnificado: P. V., Natalia Edith – Imputado: R., María Rosa s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50734/2021/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1709/2021/CS1, “G., Sebastián Darío s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Denunciante: Juzgado Penal Contravencional y de Faltas N° 30 Causa 113164/2021 y otros Imputado: G., Sebastián Darío y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53852/2021/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en estos actuados.

En ese sentido, aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, que la siembra de las sustancias incautadas tenga alguna relación con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, lo que resulta indispensable para determinar la competencia material.

B. A., Pablo Nicolás s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1142/2022/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1 “Legajo n° 1 – Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

Es doctrina de la Corte, que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.

Incidente N° 1– Denunciante: G. P., Lizeth María N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30462/2020/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Servicio penitenciario. Competencia provincial. 

Remisión a Fallos: 330:3904.

R. H., Franco Joel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2043/2021/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Concurso de delitos. Competencia ordinaria. Juez previniente. Competencia nacional. 

La declinatoria no cumple con las exigencias que impone el criterio de Fallos: 303:328, 304:949, 323:772 y 340:722.

Por lo demás, no es posible invocar reglas de acumulación por conexidad en conflictos como en el que aquí se suscita, mientras que, tampoco es posible evaluar circunstancias que permitieran hacer excepción a ese principio.

En definitiva, el tribunal ordinario, que previno, deberá continuar con la investigación de esta causa a fin de subsanar los defectos indicados y para establecer el correcto objeto de este proceso, teniendo además en cuenta que es doctrina de la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos se debe separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

Incidente N° 1. Denunciante: M., Félix. Imputado: L. A., Carlos y otros s / Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37230/2021/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente N° 1- Damnificado: C., María Teresita N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57896/2021/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

No se encuentran cumplidas en la causa las exigencias que impone el criterio de Fallos: 303:328; 304:949; 323:772 y 340:722.

En tales condiciones, es necesario que se profundice la investigación, especialmente cuando no se advierte en la causa que se cuente hasta el momento con elementos que permitan determinar si los imputados habrían captado ahorros del público en general o dentro del mercado de valores, o intermediado en la adquisición de valores negociables.

Por lo demás, frente al eventual caso en que de una adecuada investigación se presentaran condiciones que tornaran su aplicación, es criterio de la Corte que corresponde separar el juzgamiento de delitos de naturaleza federal de aquellos de índole común, aunque entre ellos mediare relación de conexidad.

Finalmente, correspondería que, en el caso se verificase la existencia concreta de una intermediación financiera no autorizada y, particularmente, de que esa conducta fuera el medio a través del cual se hubieran cometido las defraudaciones denunciadas, lo que, aún no se aprecia en la causa.

Incidente N° 1 – Denunciante: S. C., Stefhanie Graciela y otro. Imputado: G. P., Fernando y otros, s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32280/2019/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

Las constancias del legajo digital impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos en razón del territorio.

Corresponde al juzgado nacional de esta ciudad, ante cuyos estrados acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, proseguir la presente investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

Incidente N° 1 – Damnificado: B., Emiliano – N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3169/2022/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Denunciante: C., Jorge Manuel – N.N. s/ Incidente de incompetencia

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12802/2020/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Lesiones. Servicio Penitenciario Federal. Competencia federal. 

De lo manifestado por el damnificado, surge que las lesiones sufridas habrían sido perpetradas en el ámbito del Complejo Penitenciario Federal II de Marcos Paz, así como también que se habría afectado el normal desempeño del establecimiento, pues cabría la posibilidad de que los hechos hubiesen sido resultado de conductas que corrompen el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados.

Por lo tanto, corresponde a la justicia federal con jurisdicción en esa localidad bonaerense, asumir el trámite de la causa e incorporar los elementos de juicio necesarios para continuar la investigación, aunque no haya sido parte en la contienda.

Incidente N° 1 – Denunciante: Juzgado Criminal y Correccional N°24 C. 57288/2018 y otros. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59315/2018/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia FLP 2681/2022/1/CS1, “Incidente N° 1 – NN: N.N. s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Denunciante: P., Ana Laura y otro. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 2025/2021/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Entorpecimiento de comunicación telegráfica o telefónica. Competencia federal. 

Las reglas de acumulación por conexidad que prevén los códigos de procedimientos sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces de una misma jurisdicción, provincial o nacional.

Toda vez que de los dichos de la apoderada de la compañía telefónica denunciante, a los que cabe atenerse para dirimir la competencia en estos casos, se desprende que el corte y sustracción de los cables afectó a una serie de personas en cada uno de los hechos denunciados, que vieron interrumpidas sus comunicaciones hasta su reposición, de acuerdo al criterio seguido por esta Procuración General al dictaminar en la Competencia CSJ 145/2022/CS1, “N.N. s/ incidente de incompetencia – Dte.: Peri, Gabriel Enrique”, corresponde a la justicia federal proseguir la investigación.

Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 2681/2022/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia FLP 2681/2022/1/CS1, “Incidente N° 1 – NN: N.N. s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 3855/2022/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Lugar del hecho. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Competencia n° 889, L. XLVII "Santa Cruz, Santos s/ denuncia".

Incidente Nº 1 - Damnificado: O., Abrahan Yoel N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6028/2022/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Competencia FLP 2681/2022/1/CS1, “Incidente N° 1 – NN: N.N. s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7470/2021/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual de menores. Violencia de género. Juez previniente. Competencia provincial. 

Los hechos denunciados deben ser investigados de manera conjunta conforme al criterio establecido por el Tribunal en la Competencia n° 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ art. 149 bis”, y luego sostenido en Fallos: 339:652, del que surge también que cuando los distintos episodios relacionados entre sí en el marco de un mismo contexto abusivo, tuvieron lugar en diversas jurisdicciones, la determinación del tribunal competente habrá de favorecer al órgano que esté en mejores condiciones de dar la respuesta judicial más efectiva, y en especial si se trata de situaciones de violencia de género, garantizar un adecuado acceso a la justicia por parte de la víctima.

V., E. C. s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 591/2022/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia FLP 2681/2022/1/CS1, “Incidente N° 1 – NN: N.N. s/ incidente de incompetencia”.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 731/2022/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Allanamiento. Personal policial. Competencia nacional. 

Al haber actuado el personal policial denunciado en un procedimiento efectuado en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en virtud de una orden emanada del Juzgado Nacional de Rogatorias con asiento en ese ámbito territorial, y a requisitoria de un tribunal provincial, esta Procuración General no encuentra circunstancia alguna que determine la intervención en el caso de la jurisdicción federal.

Personal Policía Federal y de Córdoba s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2217/2021/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Documentación del automotor. Uso de documento falso. Competencia federal. 

Es doctrina de la Corte que la falsificación de la cédula de identificación de un vehículo, por su carácter nacional, debe ser investigada por la justicia federal con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso, y si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado.

Principal en Tribunal Oral TO01 – Imputado: V., Ezequiel Alejandro s/ Falsificación de documentos públicos, falsificación documentación automotor y uso de documento adulterado o falso (Artículo 296)

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33512/2021/TO1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual de menores. Lugar del hecho. Consumación del delito. Competencia provincial. 

De acuerdo con la doctrina de la Corte según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al juzgado provincial, en cuyo ámbito, además, se domiciliaría la menor con su abuela, asumir la jurisdicción en esta causa e incorporar los elementos necesarios para continuar la pesquisa. Ello, sin perjuicio de la cuestión que su titular pudiera plantear con otros tribunales de su misma provincia de acuerdo con las reglas del proceso local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional, en atención a lo referido por el magistrado de garantías en el penúltimo considerando de su resolución.

Incidente N° 1- Denunciante: Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes Ref. N° 2558/2021 y otros. Imputado: L., J. A. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51026/2021/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CFP 20846/2018/1/CS1, “N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 –Imputado: A., Ariana Elsa Giselle s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 86/2022/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 14141/2018/1/CS1 “A., Richard s/ Estafa e infracción ley 22.632 (Artículo 31 inc. b)”.

La Corte tiene establecido que los conflictos en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan los jueces en conflicto.

Incidente N° 1 – Denunciante: A., María Soledad N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53087/2021/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente N° 1 – Denunciante: División investigación de delitos tecnológicos de la Policía Federal Argentina sumario nro. 1575/2021 y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59234/2021/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia Provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1 “Legajo n° 1 – Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

La Corte tiene establecido que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan los jueces en conflicto.

Corresponde declarar la competencia de la justicia provincial, en tanto allí se domicilia el denunciante y tomó conocimiento de los hechos denunciados.

C. D., Sabrina Amarilis s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2884/2021/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que las reglas de conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales del mismo fuero, sin embargo, en virtud de que los hechos formarían parte de una única maniobra criminal, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.

Incidente N°1 – Damnificado: K., Patricia Ana Imputado: R. B., Nicolás Benjamín s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14090/2021/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1 “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1231/2022/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1 “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1- Imputado: O., Emmanuel Germán Ezequiel s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 18588/2020/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Aislamiento social preventivo y obligatorio. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1- Imputado: R., Lautaro Damián s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 5554/2020/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 2 – Imputado: S., Gabriel Alejandro s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 21088/2021/2/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1229/2022/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Lugar del hecho. Consumación del delito. Juez previniente. Competencia nacional. 

En atención a que de acuerdo con la doctrina del Tribunal, la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de los elementos agregados no se desprende con precisión dónde habrían ocurrido los hechos que motivan el presente conflicto, más allá de la calificación legal que en definitiva quepa darles, corresponde a la justicia nacional que previno, y en cuyo ámbito, además, se domicilia la denunciante e hizo valer sus derechos, proseguir su investigación, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.

Incidente N° 1 – Damnificado: T. P., Taiz Luz Clarita. Imputado: C. C., Jhon Angelo s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4894/2021/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia FLP 2681/2022/1/CS1, “Incidente N° 1 – NN: N.N. s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Denunciante: P., Ana Laura. Imputado: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 16526/2022/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Competencia FLP 2681/2022/1/CS1, “Incidente N° 1 – NN: N.N. s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 778/2022/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1- Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

En atención a que la competencia para investigar el delito de defraudación no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires -salvo el supuesto contenido en el artículo 174, inciso 5° cometido en perjuicio de la administración pública local- corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.

U., Maximiliano Cano s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 702/2022/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.

Incidente N° 1- Denunciante: P., Daniel y otros. Imputado: P., Sergio Sebastián s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46780/2019/1/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Documento nacional de identidad. Falsificación de instrumento público. Uso de documento falso. Sistema informático. Estafa. Concurso ideal. Lugar del hecho. Competencia federal. 

Surgen del legajo elementos suficientes para sostener prima facie que la venta del producto habría sido realizada mediante la utilización de un DNI apócrifo, por lo que resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual corresponde al fuero de excepción conocer acerca de la presunta falsificación de un documento nacional de identidad y su uso, aún si se hubiere utilizado fotocopias o una fotografía del instrumento adulterado remitida a través de un sistema informático, como así también de la estafa cometida mediante el uso de un DNI falso, que concurriría en forma ideal con aquél y del que resultaría procesalmente inescindible.

Al respecto, tiene resuelto el Tribunal que resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción donde se lo confeccionó. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en que fue descubierto el delito.

Incidente N° 1 – Damnificado: C., Mayra Johanna. Imputado: D., Daniel Nehuen s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58528/2021/1/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Uso indebido de tarjeta de crédito. Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

En atención a los escasos elementos agregados al legajo, si bien los magistrados que participan del conflicto coinciden en la calificación jurídica de los hechos, el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

No surge de la causa las circunstancias relacionadas con la compra realizada mediante el uso fraudulento de la tarjeta de crédito de la denunciante que permitan al Tribunal pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo, pues tiene resuelto la Corte que la defraudación se consuma con la entrega de los bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de la tarjeta de compra, por lo que el delito debe reputarse cometido en el lugar de la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio.

En tales condiciones, en atención a que no ha sido transferida la competencia al fuero penal, contravencional y de faltas para investigar los delitos involucrados en la denuncia, corresponde a la justicia nacional de esta Capital, aunque no haya sido parte en la contienda, profundizar la investigación a ese respecto e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados así obtenidos.

F., Ezequiel Martín s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1893/2022/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Documento nacional de identidad. Falsificación de instrumento público. Uso de documento falso. Sistema informático. Concurso ideal. Competencia federal. 

En atención a que de las manifestaciones de la denunciante que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias, resulta que se habría utilizado un documento nacional de identidad apócrifo, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual corresponde al fuero de excepción conocer acerca de la presunta falsificación de un documento nacional de identidad y su uso, aún si se hubiere utilizado fotocopias o una fotografía del instrumento adulterado remitida a través de un sistema informático.

En otro orden, tiene resuelto el Tribunal que cuando existe concurso ideal entre un delito común y otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde continuar con la investigación.

Incidente N° 1 – Denunciante: F., Vanina Antonela N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31658/2022/1/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1- Denunciante: Sánchez, Pablo Nicolás s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41006/2021/1/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CCC 15944/2020/1/CS1, “Quintela, David Hernán s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Damnificado: G., Elisa Gabriela N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13534/2022/1/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción ley 22.632 (art. 31 inc. b)”.

Incidente N° 1 – Denunciante: L., Miguel Ángel. N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49804/2021/1/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción ley 22.632 (art. 31 inc. b)”.

Incidente N° 1 – Damnificado: R., José Luis N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53078/2021/1/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Robo de mercaderías. Código aduanero. Competencia federal. 

De acuerdo con la regla establecida en los artículos 1026 y 1027 del Código Aduanero (ley 22.415), corresponde declarar la competencia de la justicia federal provincial, aunque no haya sido parte en la contienda y sin perjuicio de cuanto resulte de la investigación posterior.

Incidente Nº 11 – Imputado: S., Julio Manuel y otro s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 25154/2020/11/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción ley 22.632 (art. 31 inc. b)”.

Incidente N° 1 – Damnificado: D., María Cristina N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52412/2021/1/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

El Tribunal se encuentra impedido de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los antecedentes remitidos con el incidente –fundados únicamente en lo que surge de la denuncia- impiden individualizar con razonable certidumbre los hechos objeto de pesquisa, conocer sus pormenores y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que compete investigarlos.

N., D. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 532/2022/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

T., César Alejandro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1789/2022/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

No es posible resolver sobre el fondo de la cuestión, pues las piezas del incidente no satisfacen el criterio de la Corte según el cual resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Ello es así, pues las escasas constancias agregadas al incidente no alcanzan para establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la calificación legal del hecho, ni el lugar de su comisión.

P., Maximiliano s / Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 977/2022/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1 “Legajo n° 1 -Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

Incidente N° 1 – Denunciante: S., Marta N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 3190/2021/1/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Accidente de aviación. Competencia provincial. 

No se advierte, en el actual estado de la causa, que el accidente objeto de pesquisa haya importado una afectación a la navegación aérea en los términos del artículo 198 del Código Aeronáutico y que, por esa razón, deba intervenir la jurisdicción federal en virtud de la doctrina de Fallos: 310:2311; 312:1918, y 326:4598, entre otros.

Incidente N° 1- Víctima: B., Matías Nahuel y otros s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 13390/2021/1/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Hurto. Correspondencia. Competencia federal. 

Más allá de la escasez de antecedentes remitidos, en atención a los dichos no controvertidos, y dado que no existe discrepancia entre ambos jueces en cuanto a la calidad de los objetos sustraídos, cabe hacer aplicación de la doctrina de Fallos: 323:2074, entre otros, según la cual compete a la justicia federal el conocimiento de la sustracción de una pieza postal, si al momento del hecho se encontraba bajo la custodia o servicio del correo, en tanto ello supone la comisión de uno de aquellos crímenes que violentan o estorban la correspondencia, de conformidad con lo previsto en el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48 y artículo 33, inciso 1°, apartado “c”, del Código Procesal Penal de la Nación. Tal conclusión no se ve alterada por el hecho de que, en el caso, la distribución esté a cargo de una empresa de transportes privada, pues, en definitiva, ésta asiste al Correo Argentino.

Incidente N° 1 – Denunciante: N., Gonzalo Leonel y otro. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2891/2022/1/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Pornografía. Menores. Competencia provincial. 

Teniendo en consideración que las circunstancias puestas de manifiesto por el juez provincial no resultan suficientes para afirmar la competencia federal, limitada y de aplicación restrictiva, pese a no haberse establecido el lugar preciso desde el que se compartió el archivo de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes en el legajo surge que las conexiones a internet identificables del usuario denunciado y los asociados a éste se habrían registrado en jurisdicción provincial, donde además el representante de la vindicta púbica requirió la instrucción y la realización de medidas dirigidas específicamente a un individuo y su domicilio, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para continuar con la investigación de la causa.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1430/2021/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

La presente contienda negativa de competencia se ha tornado abstracta, por lo que resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte.

Incidente N° 1 - Denunciante: Q., Hernán. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 21202/2021/1/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1371/2021/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Transferencia electrónica. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La Corte tiene dicho que las contiendas de competencia deben tramitar por la vía incidental que corresponda, para evitar la paralización del proceso. 

La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

C., María del Rosario s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1209/2021/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

La presente contienda negativa de competencia se ha tornado abstracta, por lo que resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte.

Incidente N° 1 - Denunciante: B., José Luis Imputado: S., Gerardo Rodolfo

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15337/2020/1/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1866/2022/CS1, “Delitos contra la seguridad pública, incendios y otros estragos, simple incendio, explosión, inundación s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia - Denunciante.: G., Gerardo Ariel

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2149/2022/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Delito de incendio. Lugar del hecho. Competencia federal. 

La Corte ya se ha pronunciado en el sentido de que los incendios como los aquí denunciados han adquirido una dimensión que afecta a todo el ecosistema del Delta del Paraná y la salud de la población, con compromiso de ese recurso ambiental o ecológico de naturaleza interjurisdiccional. 

En ese contexto, y sin perjuicio de cuanto resulte de la investigación posterior, en este caso no puede descartarse la afectación interjurisdiccional exigida en estos supuestos, por lo que corresponde conocer al fuero de excepción. 

En cuanto a la competencia territorial, tal como lo sostiene el juzgado federal entrerriano y lo admite la justicia provincial de Santa Fe, corresponde intervenir a la justicia federal de Rosario, aunque no haya sido parte de la contienda, en cuyo ámbito se habría producido el siniestro denunciado.

Delitos contra la seguridad pública, incendios y otros estragos, simple incendio, explosión, inundación

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1866/2022/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1866/2022/CS1, “Delitos contra la seguridad pública, incendios y otros estragos, simple incendio, explosión, inundación s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia – Denunciante.: C., Silvina Natalia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1792/2022/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Teniendo en cuenta que los estupefacientes incautados no se encontraban fraccionados en dosis -tal como lo establece el artículo 2, inciso 1, de la ley 26.052-, en el presente caso no puede afirmarse que estuvieran destinados a la venta para su consumo. Ello es así pues tampoco consta que se hubiera secuestrado algún otro elemento destinado a su fraccionamiento y distribución.

Incidente N° 11. Imputado: R., Rodrigo Emanuel y otro s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 11438/2022/TO1/11/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En este sentido, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las resoluciones contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Ministerio Público Fiscal / A., Eduardo Antonio (Damnificado) s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1576/2022/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Extravío del cheque. Estafa. Competencia provincial. 

En tanto no surge el lugar en el que habría sido entregado el cheque extraviado o sustraído, lo que resulta relevante a los efectos de determinar la competencia de acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:315, corresponde a la justicia provincial, que primero conoció en los hechos y declinó la competencia sin incorporar los elementos necesarios, continuar con la pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega fraudulenta del documento.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1858/2021/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia federal. 

La cuestión no se encuentra en condiciones de ser resuelta pues no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto- ley 1285/58.

En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que, no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos.

Incidente N° 1. Denunciante: ANMAT. N.N.: N.N. s / Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7924/2021/1/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Hurto. Correspondencia. Competencia federal. 

Sin perjuicio de la calificación legal que corresponda dar en definitiva al hecho denunciado, en atención a que de las constancias incorporadas al incidente surge que tiene que ver con el apoderamiento indebido de piezas postales, y que tanto la firma como la empresa se encuentran inscriptas en la nómina de prestadores de servicios postales, cabe hacer aplicación de la doctrina de Fallos: 323:2074, entre otros, según la cual compete a la justicia federal el conocimiento de la sustracción de un objeto de esa naturaleza, si al momento del hecho se encontraba bajo la custodia o servicio del correo, en tanto ello supone la comisión de uno de aquellos crímenes que violentan o estorban la correspondencia, de conformidad con lo previsto en el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48 y artículo 33, inciso 1°, apartado “c”, del Código Procesal Penal de la Nación.

Incidente N° 1 – Denunciante: R., Marcos Sebastián y otro. Imputado: W., Gastón Darío s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72950/2019/1/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

De corroborarse que efectivamente el material incautado se trata de marihuana, y habida cuenta de que ambos magistrados coinciden en que resulta procedente la unificación de ambas investigaciones, la cantidad de sustancias incautadas y la forma en que estaban acondicionadas, no permiten afirmar que estuvieran destinadas a un consumo inmediato, por lo que se considera que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones.

E., Víctor Gamal s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 199/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

La cuestión no está en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.

En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que, no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos.

Incidente N° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21776/2021/1/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.

Incidente Nº 1 - Damnificado: Ministerio de Desarrollo N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1706/2022/1/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Habida cuenta de que el magistrado de garantías de Ezeiza no desconoció su competencia material, sino que debía intervenir un tribunal de otra localidad bonaerense, a él corresponde continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de que, si entiende que debe intervenir otro juez de la misma provincia, se las remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente N° 1 -Denunciante: S., Aldo Emilio s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 12555/2021/1/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Régimen penal cambiario. Banco Central de la República Argentina. Competencia en lo penal económico. 

No se verifica en el caso el presupuesto de atribución recíproca necesaria para una concreta contienda de competencia.

Ello así pues, en primer lugar, el juzgado en lo penal económico no cuestionó la materia, sino que realizó una valoración de las circunstancias que se ventilaban en la causa para establecer que no se ajustarían a las exigencias que impondría la doctrina en orden a la figura de intermediación financiera no autorizada. Por otra parte, tras descartar tal adecuación típica de los hechos, concluyó que podrían constituir en realidad una eventual infracción al régimen penal cambiario, cuya competencia asignada por la ley a su fuero en lo penal económico exige la previa sustanciación del sumario por parte del Banco Central de la República Argentina.

En tales condiciones, el tribunal especial deberá asumir su jurisdicción y, en caso de confirmar sus apreciaciones , actuar de acuerdo con el procedimiento que establece el artículo 8 de la ley 19.359 –primer y tercer párrafos – en cuanto habilita la intervención judicial de su competencia tras la clausura del sumario ante una dependencia jurídica del BCRA.

Incidente N° 1 – Imputado: D. V. R., Solange s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8293/2022/1/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Juez previnienete. Competencia provincial. 

La división del objeto procesal planteada en autos resulta apresurada y, en este sentido, prematura la incompetencia dispuesta por el juzgado provincial, ante la posible aplicación del criterio establecido en la Competencia n° 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”, y seguido en Fallos: 339:652.

Desde esa óptica, primero deberían extremarse las medidas suficientes para dar precisión al hecho del presunto aborto que se desprende de la notitia criminis y, sobre la base de lo que surja al respecto, evaluar el caso a la luz de los precedentes citados, dado que la cuestión se enmarcaría en un conflicto de violencia familiar y de género.

Por lo tanto, corresponde a la justicia provincial, que previno y a cuyos estrados acudió la particular damnificada para hacer valer sus derechos, continuar conociendo en estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.

C., J. C. s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 367/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Corrupción calificada de menores. Abuso sexual de menores. Competencia provincial. 

Único tribunal a cargo.

Los antecedentes remitidos permiten inferir razonablemente que las conductas abusivas presuntamente desarrolladas en Capital Federal y aquellas de similar tenor perpetradas en territorio provincial, se encuentran enmarcadas en un mismo ambiente familiar y conforman un único contexto delictivo, por lo que deben ser juzgadas por un único tribunal.

A., C. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 208/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

AFIP. Declaración jurada impositiva. Competencia federal. 

En primer lugar, no se encuentra cuestionado que la causa comprende materia federal, lo que admiten los tribunales contendientes.

Además, pese a los escasísimos elementos con que se cuenta en la causa, es posible advertir que se encuentra involucrado el normal desarrollo del organismo nacional que inició la fiscalización del contribuye inspeccionado. Inclusive la presentación de su presidente da suficiente cuenta de que ello sucedió en la sede provincial de la AFIP, que lo intimó, y que observó las anomalías ante los registros informáticos de la entidad fiscal con eventual creación de obligaciones irregulares.

En definitiva, esas circunstancias que establecen la jurisdicción de excepción también determinan la competencia en orden al territorio para conocer en la causa.

 

Incidente N° 1 – Denunciante: P., Humberto Narciso y otro. Imputado: K. O. S.A. y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17656/2018/1/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Infracciones de tránsito. Patente del automotor. Competencia nacional. 

Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió el delito, corresponde investigar al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y sin perjuicio de lo que surja ulteriormente.

N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: S., Sergio Andrés

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 575/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

La cuestión no se encuentra en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto- ley 1285/58.

Esas deficiencias deben ser suplidas por el magistrado de esta ciudad que primero conoció de la notitia criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 676/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Más allá de la calificación legal que en definitiva se asigne a los hechos denunciados y del incipiente estado en que se encuentra la investigación, de acuerdo con los dichos verosímiles y no controvertidos de la denunciante, surge que el imputado habría sido extorsionado por un funcionario de la policía bonaerense, y que escondería bienes de procedencia ilícita donde sería su domicilio, en la localidad de Moreno.

Por lo tanto, teniendo en cuenta, además, que la denunciante también reside en el ámbito bonaerense, corresponde al juzgado de garantías asumir su jurisdicción en la causa e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir su trámite, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

Incidente N° 1 - Denunciante: División Operaciones Judiciales Policía Federal Argentina. Sumario 53/2021 y otros. Imputado: T., Martín s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16528/2021/1/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que, si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.

En tales condiciones, corresponde al magistrado local, que previno en la contienda, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 578/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. Lesiones. Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

De acuerdo con los fundamentos expuestos en el fallo de la causa Competencia n° 398 L. XLII, “Conte, Gabriel s/ av. presunta infr. ley 23.737”, corresponde a la justicia federal conocer respecto de la infracción a la ley 23.737. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 1237/2020/CS1 “Paoli , Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”, corresponde a la justicia local conocer respecto del delito de lesiones y de la infracción al artículo 205 del Código Penal.

La Corte tiene resuelto que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

Asimismo, la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.

Incidente n° 11. Querellante: S., Carlos Guillermo. Imputado: C. B., Nathanael Jesús y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 36491/2020/11/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Suministro infiel de medicamentos. Expendio bajo receta. Competencia provincial. 

Teniendo en cuenta que la calificación legal atribuida a los hechos -infracción al artículo 204 quinquies del Código Penal- no se encuentra incluida en la ley 23.737 y, por lo tanto, es de competencia local, a lo que debe sumarse que no se advierte en esta causa elemento adicional alguno que pueda surtir la jurisdicción federal, de acuerdo a lo resuelto por la Corte en la Comp. n° 835, L. XXXV, “Galli Basualdo, Adrián Ernesto (A.N.M.A.T) s/ denuncia - causa n° 24.402”, corresponde a la justicia local continuar con esta investigación, sin perjuicio, claro está, de que si su magistrado entiende que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente N° 5. Imputado: K., Palmira Leticia y otro s/ Incidente de incompetencia

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 27968/2018/TO01/5/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual. Estupefacientes. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

La presente atribución de competencia resulta, al menos por el momento, prematura. Ello es así pues, ante la ampliación del objeto de imputación efectuada por la magistrada nacional, de la lectura del incidente no se advierte que se hubiera realizado ninguna medida investigativa tendiente a acreditar mínimamente el hecho en infracción a la ley 23.737 por el que finalmente declinó su conocimiento a favor de la justicia de excepción.

Incidente n° 3. Damnificado: identidad reservada. Denunciado: G , S. y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12526/2017/3/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Suministro infiel de medicamentos. Competencia nacional. 

Más allá de las consideraciones expuestas por el magistrado nacional, cabe poner de resalto que la infracción al artículo 204 quinquies del Código Penal no se encuentra incluida en la ley 23.737.

En consecuencia, teniendo en cuenta que esa es la calificación legal atribuida a los hechos en análisis, y que no se advierte en esta causa elemento alguno que haga surtir la jurisdicción federal, de acuerdo a lo resuelto por la Corte en la Competencia n° 835 L. XXXV, “Galli Basualdo, Adrián Ernesto (A.N.M.A.T) s/ denuncia - causa n° 24.402”, corresponde a la justicia nacional continuar con esta investigación.

Incidente n° 1. Imputado: O., Martín Nicolás s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39822/2021/1/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Comercialización. Partes del automotor. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.

P. S., Joan s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 659/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia en lo penal económico. 

La Corte tiene establecido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

No se verifica en el caso que se encuentren satisfechas tales exigencias, desde que la propia declinatoria omite la realización de una descripción definida de las circunstancias que constituyen el objeto de la investigación, lo que impide ensayar una hipótesis delictiva determinada, cuya calificación legal se sostenga en antecedentes de la causa

Tampoco se observa que se hubieran realizado medidas tendientes a establecer la realidad de los hechos y, en su caso, su verdadero alcance, lo que impide delimitar el correcto objeto procesal de la causa. 

Solo a partir de la profundización de la pesquisa es posible subsanar los defectos indicados, especialmente cuando la multiplicidad de circunstancias que se ventilarían en autos podría dar lugar a considerar distintas hipótesis delictivas.

Incidente n°1 - Denunciante: Policía Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y otro. Denunciado: B., Federico s/ Incidente de competencia

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 431/2021/1/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Sentencia definitiva. Juez de ejecución. Unificación de penas. Competencia federal. 

Con arreglo a lo previsto en el artículo 72 bis de la ley 24.121 —texto incorporado por ley 26.371— las funciones de juez de ejecución penal que establece el Código Procesal Penal de la Nación serán desempeñadas por los jueces nacionales en lo criminal y correccional federal, con asiento en la Capital Federal, respecto de las sentencias definitivas que ellos dictaren; regla que debe entenderse aplicable en el sub lite atento al carácter de sentencia única que tiene la que unifica condenas en los términos del artículo 58 del Código Penal.

Incidente N° 3 – Imputado: C., Fernando s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 480/2019/PL1/3/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Asociación ilícita. Explotación sexual. Economía procesal. Competencia Federal. 

La Corte tiene establecido que la determinación del tribunal competente no debe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo que atañen al concurso de leyes penales o bien a la configuración del tipo delictivo, pues en tanto quede salvaguardada la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, las normas que rigen el caso admiten un margen de distinción para los supuestos que su aplicación rigurosa contrariara el propósito de la mejor, más expedita y uniforme administración de justicia.

Sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva resulte de la valoración de las circunstancias de hecho y prueba que compete al tribunal de juicio, al haberse dictado los procesamientos y tramitado la causa hasta la elevación a juicio en sede federal, la continuación de su trámite ante sus estrados es la solución más aconsejable para asegurar, a su vez, una mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.

Incidente N° 10 – Querellante: Fundación La Alameda contra el trabajo esclavo representada por G. V.. Imputado: O., M. O. y otros s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2426/2013/TO1/10/CS2, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, en tanto los elementos de juicio remitidos no resultan bastantes para delimitar con precisión los hechos objeto de investigación y encuadrarlos en alguna figura penal, mucho menos corroborar la hipótesis delictiva sobre cuya base se ha planteado la declinatoria, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del juez competente para investigarlo y juzgarlo.

Por lo tanto, corresponde al Juzgado de Garantías, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.

M., C. A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 120/2022/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Hecho único. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte, que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.

En este sentido, y toda vez que en la provincia de Tierra del Fuego se domicilia el denunciante y además tiene la radicación de su cuenta bancaria desde la cual se efectuó la maniobra, corresponde al juzgado de Ushuaia conocer en esta causa.

Por otra parte, y al tratarse de un hecho único, ese mismo tribunal deberá reasumir además la investigación remitida a su par de la provincia de Chubut, a los efectos de evitar el posible dictado de resoluciones contradictorias.

N.N. y otro s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 168/2022/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual de menores. Economía procesal. Competencia provincial. 

De acuerdo con sus propias manifestaciones, las conductas sexualmente abusivas de las que habría sido víctima la joven habrían sucedido tanto en esta Capital, cuando residía con su madre y el imputado en un domicilio del barrio de Balvanera, como en la época en que visitaba a la denunciante en la localidad bonaerense de Lanús. A su vez, ellas se encuentran enmarcadas en un mismo vínculo familiar y forman parte de un único contexto delictivo, por lo que deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo más conveniente para una eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.

Por lo tanto, teniendo en cuenta que la víctima brindó su testimonio en sede bonaerense, donde la causa ya lleva casi cinco años de trámite desde la formulación de la denuncia, corresponde al Juzgado de Garantías, proseguir la investigación.

T., P. L. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 78/2022/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Explotación sexual. Investigación inconclusa. Competencia federal. 

El conflicto debe ser resuelto de acuerdo con el criterio establecido en las Competencias n° 538, L. XLV, “Fiscal s/ av. presuntos delitos de acción pública” y n° 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ denuncia”.

Las constancias remitidas no permiten soslayar, de momento y en esta etapa primigenia de la investigación, la concurrencia de extremos inherentes a la trata de personas con fines de explotación sexual planteada desde el inicio, dado que se habría verificado prima facie el transporte o traslado de al menos una mujer para realizar encuentros sexuales con terceras personas, previamente pactados, en Capital y el territorio provincial.

A más de ello, permanece la incertidumbre probatoria con respecto al posible ejercicio de la prostitución de una mujer de nacionalidad extranjera y de una menor de edad que para esa época habría aparentado tener entre dieciséis y dieciocho años.

La ausencia de diligencias necesarias para localizar e individualizar a las presuntas víctimas, y recibir su testimonio, así como el desconocimiento de cuál habría sido el resultado de las últimas intervenciones telefónicas, destinadas a profundizar la pesquisa en cuanto a la modalidad que desplegaría el investigado y eventualmente otras personas involucradas, impiden dilucidar el panorama fáctico en ese sentido.

Incidente N° 1 – N.N.: B., L. M. s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 38675/2020/1/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Delitos informáticos. Competencia nacional. 

No existe por el momento ninguna circunstancia que justifique la intervención de la justicia federal, desde que los términos de la denuncia y su posterior ratificación permiten considerar que los hechos versan sobre cuestiones de mera índole particular.

De esta forma y en tanto no se advierte prima facie de la prueba recabada que la vulneración al sistema informático, por sus características, pueda afectar las actividades de interés público desplegadas por las empresas prestatarias de servicios de tecnología de información y comunicaciones, corresponde al juzgado de instrucción continuar con la investigación.

Incidente N° 1 – Damnificado: Y., Matías Miguel y otro. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28254/2021/1/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Falsificación de instrumento público. Documento nacional de identidad. Competencia por el territorio. Competencia federal. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual en función del carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación -delito no escindible en el caso de la estafa-.

Por aplicación de tales principios y atento a que ambos magistrados coinciden en que la maniobra habría ocurrido en la ciudad de Mar del Plata, corresponde declarar la competencia de la justicia federal de esa ciudad para continuar interviniendo en la causa, aunque no haya sido parte en la contienda.

Incidente N° 1 - Damnificado: S., María Cristina N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5432/2021/1/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Habeas corpus. Cámara federal de apelaciones. Competencia del tribunal de casación. 

El presente conflicto debe ser resuelto por la Cámara Federal de Casación Penal en tanto es el órgano superior común de los tribunales que intervienen.

Presentante: B., Diego Javier s/ Hábeas corpus

FGR-Justicia Federal de General Roca, 8186/2022/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

Corresponde declarar la competencia de la justicia provincial, en atención a que el depósito de dinero fue efectuado en ese territorio, lugar desde el que se efectuaron los restantes llamados telefónicos al denunciante y donde efectivamente reside el sospechoso.

C., Hernán Maximiliano s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1270/2021/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión a Fallos: 345:187.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 444/2022/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual. Lesiones. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Toda vez que de las manifestaciones de la víctima se desprende que los hechos habrían sucedido en una localidad bonaerense, de acuerdo con la doctrina del Tribunal según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se consumó el delito, corresponde al juzgado bonaerense asumir su jurisdicción e incorporar los elementos necesarios para proseguir la investigación.

R., L. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 82/2022/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual de menores. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

De acuerdo con lo manifestado por la víctima y la doctrina del Tribunal según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde a la justicia provincial el trámite de la causa, con el debido resguardo de la salud psicofísica del adolescente y sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.

P., A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 443/2022/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Gendarmería Nacional. Empleados públicos. Competencia federal. 

De los elementos remitidos se desprende una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de las funciones de índole federal, en atención a que el automóvil se hallaba bajo la custodia de la Gendarmería Nacional y, por lo tanto, la sustracción de sus partes, habría afectado el buen servicio de los empleados de la Nación.

Incidente N° 1 – N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FRO-Justicia Federal de Rosario, 11052/2021/1/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Cheque de pago diferido. Competencia en lo penal económico. 

Teniendo en cuenta que se trata de cheques de pago diferido, su causal de rechazo, que la estafa fue descartada por la justicia de instrucción y que no existen elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde a la justicia en lo penal económico conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.

Incidente N° 2 – Querellante: A. Z., Ghassan Imputado: L., Gustavo Alejo s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1097/2019/2/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Policía federal. Competencia federal. 

Sin perjuicio de la calificación legal que corresponda dar en definitiva a los hechos objeto de contienda y del incipiente estado en que se encuentra la investigación, toda vez que de los dichos de los denunciantes sobre la base de lo manifestado por las víctimas menores, surge que éstas habrían sido agredidas por personal de la Policía Federal Argentina en ejercicio de sus funciones, de acuerdo con la doctrina de la Corte según la cual incumbe a la justicia federal investigar los delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación -artículo 3, inciso 3°, de la ley 48-, corresponde al Juzgado Federal provincial asumir el trámite de esta causa.

N.N. s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 107/2022/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Pronunciamiento inoficioso. 

El tribunal que previno ha desistido de la actual contienda y, por lo tanto, resulta inoficioso pronunciarse al respecto.

Incidente N° 1 – Denunciante: Fundación por la Paz y el Cambio Climático Argentina s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6930/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Violencia de género. Policía federal. Interpretación de leyes federales. Competencia federal. 

A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia federal toda vez que lo medular en este proceso exige ineludiblemente interpretar y aplicar –más allá de la ley 26.485 de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales- normas federales que regulan todo lo atinente a la actividad de la Policía Federal Argentina como institución dependiente del Ministerio de Seguridad de la Nación, ya que la situación descripta como abusiva por la denunciante involucra a un organismo estatal de la Nación, y requiere también examinar el sentido y los alcances de actos de una autoridad nacional en ejercicio de funciones administrativas, como son los relativos al cambio de horario de servicios, denunciado en la demanda como lesivo de los derechos de la actora.

S., D. M. c/ V., G. C. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1507/2022/CS1, 25 de octubre de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1 - Imputado: A., Jaime y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 21746/2020/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1- Imputado: C., Maira y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 39072/2020/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

La cuestión no se encuentra en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto- ley 1285/58.

En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que, no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos.

Incidente n° 1. N.N.: N.N. s / Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41046/2021/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Delitos contra la fe pública. Economía procesal. Competencia nacional. 

Tiene establecido el Tribunal que si, tal como ocurrió en el caso, la cámara de apelaciones confirmó la decisión del juez que declinó la competencia, es esa alzada y no el juez de grado quien debe mantener la decisión para que la contienda esté debidamente trabada. También se advierte que no existe un concreto conflicto negativo de competencia –que presupone que los tribunales intervinientes se la atribuyan recíprocamente– en tanto la juez penal, contravencional y de faltas devolvió las actuaciones al magistrado federal, pese a considerar que correspondía intervenir a la justicia nacional de esta Capital. Sin embargo, razones de economía procesal que concurren en el presente, autorizan a prescindir de esos reparos formales.

De la lectura del incidente no se advierte ni es posible verificar, ninguna circunstancia que en principio justifique la jurisdicción federal, de carácter excepcional y restringida.

Así se piensa, toda vez que los instrumentos públicos falsificados que fueron certificados por la escribana no revisten carácter nacional, ni se advierten otras circunstancias que habiliten la jurisdicción federal. A su vez, con relación a la adulteración de la firma en el formulario solicitado por el Banco de la Nación Argentina relativo a la situación de los clientes ante el fisco, no resultan aplicables las disposiciones del artículo 33, inciso 1º del Código Procesal Penal de la Nación, que contemplan los delitos que obstruyen o corrompen el buen servicio de empleados nacionales, y aquellos que tiendan a la defraudación de las rentas nacionales.

Es oportuno señalar que, como lo refiere la juez local, se ha traspasado a la justicia en lo penal, contravencional y de faltas, la investigación de algunos delitos claramente enumerados en los respectivos convenios celebrados entre la Ciudad y la Nación y que, en relación con la presente causa, si bien los delitos contra la fe pública se incluyeron en la ley 26.702 de transferencia de competencias, sólo quedaron comprendidos los instrumentos emitidos por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o cuya emisión le corresponda.

Incidente n° 4 - Querellante; Denunciante: C., Marcelo Fabián. Denunciado: V., Susana Marta s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2204/2021/4/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

El conflicto no se encuentra precedido de la investigación suficiente para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos sobre los cuales versa y encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, por lo que la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto–ley 1285/58.

En efecto, más allá del propósito que habría guiado al reclamo y de la calificación legal que corresponda dar en definitiva a los sucesos, los elementos remitidos con el incidente no alcanzan a demostrar, de momento, que las acciones generadas con el bloqueo de la actividad de los operarios hubieran causado la interrupción, en el caso, del normal suministro de energía ni que, por tal razón, se hubiera afectado el servicio público interjurisdiccional de electricidad en los términos de la doctrina de Fallos: 328:880 y Comp. 750, L. XLIV, “Stelmak, Giuliano s/ Denuncia interrupción en vías de comunicación”.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 79/2022/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Redes sociales. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 

Atento que según surge de las actuaciones el desprendimiento patrimonial habría ocurrido en esta ciudad y que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al magistrado nacional continuar interviniendo en la presente investigación.

Incidente Nº 1 – Denunciante: P., Olivio Gabriel y otro. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5791/2020/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. Privación ilegal de la libertad. Amenazas. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 

Respecto de la infracción a la ley 23.737 cabe recordar que, si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquel la norma, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la ley 26.052).

En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que estarían identificados quieres proveerían, distribuirían y comercializarían esas sustancias.

Por ello, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe declararse la competencia de la justicia de excepción para que conozca al respecto.

Por otra parte, es conveniente destacar que la competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación.

En tal sentido, cabe recordar que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

En consecuencia, respecto del hecho vinculado con la privación ilegítima de la libertad y las amenazas, la presunta motivación que habría guiado a los imputados, que esbozó el juez declinante como fundamento de su decisión, no alcanza para precisar una infracción concreta de naturaleza federal que justifique la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215; 271:60; 308:1720; y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que esos delitos se hayan producido con el objeto de interferir en alguna investigación de índole federal, corresponde seguir conociendo a la justicia nacional en lo criminal y correccional al respecto.

Incidente N° 9- Damnificado: V., Maximiliano Javier y otro. Imputado: G. P., Martha Luz y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44159/2021/9/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 

No se advierte que la resolución contenga una individualización clara y determinada sobre las circunstancias del supuesto hecho que la origina. Esto es necesario para apoyar una concreta calificación legal, la que tampoco realiza el propio declinante, quien declara de modo general la incompetencia parcial tanto en orden al territorio como a la materia.

Además, no surge del incidente que se hayan efectuado las necesarias medidas de investigación tendientes a verificar las condiciones que se denuncian.

En tales condiciones, corresponde que se profundice el trámite de este expediente a fin de subsanar las deficiencias señaladas y para determinar, luego, en su caso, la concreta calificación legal que en definitiva le pudiera eventualmente caber a los hechos una vez establecidos correctamente, pues sólo así resultaría posible establecer el lugar de su comisión y la materia de la que se trataría.

Incidente N° 1 – Denunciante: D., Fernando. Imputado: L., José Alfredo s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 12642/2021/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 

Cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común y toda vez que no se advierte en este hecho ninguna circunstancia que pueda surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda al respecto.

Incidente N° 12. Imputado: D. M., David y otro s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2652/2020/12/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Economía procesal. Competencia provincial. 

Las escasas constancias del legajo digital impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos en razón del territorio.

Por otro lado, ningún elemento de prueba luce agregado con relación a la recepción y extracción del dinero, que también constituye un aspecto importante a la hora de definir el juez competente, de acuerdo con la doctrina de la Corte, según la cual, si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.

N.N. s/ Incidente de incompetencia – Denunciante: S., Natalia Romina

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1441/2022/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Las constancias del legajo digital, impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos en razón del territorio.

Incidente N° 1 – Denunciante: L., Jacqueline Mariette – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25760/2022/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 3- Imputado: I., Alejo y otro s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 36580/2020/3/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 79/2022/CS1, “N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante.: G., Mariano

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 134/2022/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Competencia FSA 3739/2013/TO1/11/CS2, “Arias, Ángel Raúl y otros s/ Infracción ley 26.364”.

Principal en Tribunal Oral TO01- Imputado. C., Jorge y otro s/ Infracción Ley 26364. Damnificado: L., DS

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 23134/2014/TO1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Incidente Nº 1- Imputado: B., Paola Lorena y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 21741/2020/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Trata de personas. Estupefacientes. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. n° 398, L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. Ley 23.737”.

Respecto a la presunta infracción al artículo 145 bis del Código Penal, el conflicto debe ser decidido de acuerdo con el criterio establecido en las causas Comp. n° 538; y  n° 1016, L. XLVI.

Incidente N° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 539/2020/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Imputado: G., Carlos Arturo y otro s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 4711/2021/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente Nº 1 – Damnificado: B., Ramiro Leonel. Imputado: V., Ramón Luis s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54411/2020/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Incidente de competencia. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1- Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

Incidente N° 1- Denunciante: C., Rodrigo N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52636/2021/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Lugar del hecho. Consumación del delito. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

En atención a que la Corte tiene establecido que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de la presentación efectuada por la denunciante -que resulta verosímil y no se encuentra controvertida por otros elementos de la causa- surge que las extracciones en estudio habrían ocurrido en jurisdicción provincial, corresponde al magistrado local continuar con la investigación.

Incidente Nº 1 – Damnificado: D. P., Marina Belén - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28201/2021/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción ley 22.632 (art. 31 inc. b)”.

Incidente N° 1 - Denunciante: P., Lucas. Imputado: M., Giada s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52287/2021/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Habida cuenta de que la juez nacional efectuó una nueva declinatoria de competencia con fundamento en los nuevos elementos incorporados a la causa, esta Procuración General considera que ha desistido del conflicto por el que se corrió vista y, por lo tanto, éste se ha tornado abstracto. 

Incidente N° 1. Imputado: P. C., Matías s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39423/2021/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CCC 15944/2020/1/CS1, “Quintela, David Hernán / incidente de incompetencia”.

Incidente N° 2- Denunciante: C., Osvaldo Atilio. Imputado: F., Patricio Emmanuel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8723/2021/2/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Subsidiaridad. Competencia nacional. 

No es pertinente el fundamento expresado para justificar la intervención del fuero federal, en tanto la figura de defraudación desplaza al tipo penal del artículo 33, inciso d), del decreto-ley 17.671/68, por la regla de subsidiariedad expresa, en razón de su pena mayor.

Incidente N° 1 – Querellante: M., Mauro Leonel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31750/2019/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Subsidiaridad. Competencia nacional. 

Si bien no se encuentra acreditado que el autor del hecho haya tenido en su poder un documento de identidad de un tercero, aún advirtiendo esa hipótesis, no es pertinente el fundamento expresado para justificar la intervención del fuero federal, en tanto la figura de defraudación desplaza al tipo penal del artículo 33, inciso d), del decreto-ley 17.671/68, por la regla de subsidiariedad expresa, en razón de su pena mayor.

Incidente Nº 1 – Denunciante: G., Lucía Alejandra - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25091/2020/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CCC 15944/2020/1/CS1, “Quintela, David Hernán s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Denunciante: P., Diego Ezequiel - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8693/2021/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Uso de documento falso. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 

En tanto se observa de la documentación respecto de las solicitudes de las tarjetas incorporada al sumario digital que se habrían presentado al efecto al menos tres versiones distintas del documento nacional de identidad de la víctima, con indicios de posible adulteración, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual atento el carácter federal que reviste ese instrumento, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso a lo que se agrega que la utilización de fotocopias de aquél, habilita de igual modo esa jurisdicción.

Incidente Nº 3 – Denunciante: B., Nélida Magdalena. Imputado: C. D. L. P., Claudia Anahí y otro s/incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19426/2015/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

El presente no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

N.N. y otro s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 925/2022/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1565/2021/CS1, “N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1454/2022/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Hurto. Estafa. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 15944/2020/1/CS1, “Quintela, David Hernán s/ Incidente de incompetencia.

Incidente n° 1 - Denunciante: N. K., José Nicolás N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47429/2021/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CCC 15944/2020/1/CS1, “Quintela, David Hernán / incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Denunciante: P., Matías Osvaldo s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21305/2021/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia provincial. 

No hay en el caso un conflicto genuino habida cuenta de que el magistrado local aceptó su competencia material en las actuaciones y sólo las devolvió al declinante por considerar que no procedía la acumulación de los procesos, en tanto no resultaban aplicables las reglas de conexidad.

Por ello, y por aplicación de la doctrina de Fallos: 344:3720, corresponde a la justicia provincial proseguir la investigación, sin perjuicio de que si el magistrado entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente N° 1 – Imputado: M., Luis Alfredo y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8258/2021/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual de menores. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Más allá del incipiente estado en que se encuentra la causa y de la escasez de constancias remitidas, toda vez que de los dichos verosímiles y no controvertidos de la denunciante, surge que los hechos denunciados habrían sucedido en territorio bonaerense, corresponde a la justicia de Morón asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

K., S. B. s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 235/2022/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Amenazas. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de los dichos del denunciante surge que fue en esta ciudad donde habría recibido las amenazas, debe ser la justicia nacional la que debe conocer en la investigación de los hechos allí ocurridos.

A. A., Mayke Oscar y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1016/2022/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Cámara federal de apelaciones. 

Remisión al dictamen de la causa FCB 3321/2020/CS1, "N.N. s/ averiguación de delito – Denunciante: F., María Cristina”.

Incidente N° 1 – Denunciante: F., María Cristina s/ Incidente de incompetencia

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 3321/2020/1/CS2, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Economía procesal. Lugar del hecho. Juzgado de garantías. 

La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

En esta inteligencia, más allá de que el depósito bancario fue efectuado en la localidad chubutense, corresponde declarar la competencia de la justicia de garantías, pues es quien se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en ese ámbito territorial se domicilia el principal sospechoso, donde dispuso finalmente de los fondos de la víctima, y donde además sería objeto de investigación por encontrarse involucrado en otros hechos de similares características.

N.N. s/ Incidente de incompetencia - Denunciante: V. H., Liliana Eugenia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1457/2021/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Lugar del hecho. Competencia provincial. 

En tanto el magistrado de garantías no desconoce que los hechos denunciados se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde a aquél continuar con el trámite de la causa, sin perjuicio de recordarle que si entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente Nº 1 – Damnificado: L. R., Miguel Ángel. Imputado: S., Ricardo Emanuel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32915/2020/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Estafa. Uso indebido de tarjeta de crédito. Lugar el hecho. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

Las constancias del legajo digital impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, toda vez que los escasos elementos incorporados al incidente resultan insuficientes para conocer con la certeza necesaria el lugar en que se habrían producido los hechos con eventual relevancia jurídica y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.

Las pocas constancias agregadas al incidente no alcanzan para delimitar con precisión los pormenores y características del suceso motivo de investigación, sin que las referencias asentadas en el resumen de la tarjeta de crédito alcancen para presumir razonablemente el lugar donde se habría utilizado el plástico.

En ese sentido cabe recordar que la Corte tiene dicho que cuando la estafa se consuma mediante la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio.

Desde esa perspectiva y teniendo en cuenta que los datos que puedan recabarse también podrían permitir la identificación de los responsables de la desaparición del plástico en esta ciudad, que habría sido enviado a un anterior domicilio del denunciante, corresponde al juzgado de esta ciudad, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darles precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1474/2022/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Domicilio del menor. Interés superior del niño. Competencia provincial. 

En tanto la propia imputada y su defensa admiten que vive con su hija en Villa Ballester, ámbito jurisdiccional donde también se habría dispuesto una prohibición de acercamiento respecto del aquí denunciante, y teniendo en cuenta que en situaciones como las de este caso el criterio de conveniencia predominante ha de ser el de la protección del interés del niño, el cual debe prevalecer sobre los otros, incluyendo los intereses de su padre y madre, corresponde a la justicia provincial continuar con esta investigación.

Por lo demás, está claro que el centro de vida de la niña se encuentra en la provincia, donde vive con su madre, tramitan actuaciones relacionadas con el conflicto conyugal subyacente, y donde el padre se habría visto privado del contacto con ella y del ejercicio de sus derechos y obligaciones.

V., J. M. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1476/2022/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

Más allá de la calificación legal que en definitiva resulte aplicable, toda vez que el magistrado provincial no controvierte la naturaleza ordinaria y local de los hechos que son objeto de investigación, y no es posible apreciar alguna otra circunstancia que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, a él corresponde asumir la pesquisa y reunir los elementos de prueba que considere pertinentes para dar precisión a la notitia criminis y luego resolver, de acuerdo a lo que de allí surja.

Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 13175/2022/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1565/2021/CS1, “N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia Denunciante: M., Elsa Beatriz

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1455/2022/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

Las constancias del legajo digital impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24 inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos en razón del territorio.

Incidente N° 1 – Damnificado: E. Z., Hermelinda – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29590/2021/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 

Aplicación de lo resuelto en el fallo de la causa n° CSJ 2376 “Sotomayor, Jorge Daniel s/ Falsificación, alteración o supresión de número de registro”.

Es doctrina de la Corte, que la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.

Sin embargo, de las constancias agregadas del expediente surge la comisión del delito de falsificación de una cédula de identificación vehicular, cuyo conocimiento corresponde a la justicia federal, por tratarse de un documento de carácter nacional.

En tales condiciones, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia es conveniente que las presuntas falsificaciones investigadas en la presente pesquisa queden a cargo de un único tribunal, dada la estrecha vinculación que, en el caso, presentan ambas infracciones.

Incidente N° 1- Imputado: P., Julio Isidro y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 8349/2022/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que el delito de falsificación de un instrumento privado debe reputarse cometido en el lugar donde el documento apócrifo fue utilizado.

Incidente N° 1 – Denunciante: Ministerio Público Fiscal de la C.A.B.A. Kiwi Orientación N° 106.667/2021 y otro Imputado: M., Antonella s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45586/2021/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

Tiene dicho el Tribunal que resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.

Incidente N° 1 – Denunciante: N., César Ricardo y otro s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 164/2020/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Aplicación de la doctrina de Fallos: 344:3720.

No hay en el caso un conflicto genuino habida cuenta de que el magistrado local aceptó su competencia material en las actuaciones y sólo las devolvió al declinante por considerar que no procedía la acumulación de los procesos, en tanto no resultaban aplicables las reglas de conexidad.

Incidente N° 1 – Imputado: V., Joaquín s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9211/2020/1/CS1, 06 de octubre de 2022

Ver dictamen

Aplicación de la doctrina de Fallos: 344:3720.

No hay en el caso un conflicto genuino habida cuenta de que el magistrado local aceptó su competencia material en las actuaciones y sólo las devolvió al declinante por considerar que no procedía la acumulación de los procesos, en tanto no resultaban aplicables las reglas de conexidad.

Incidente N° 1 – Imputado: G., Kevin Nahuel y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 376/2021/1/CS1, 06 de octubre de 2022

Ver dictamen

Estafa informática. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa y su calificación jurídica, a fin de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para discernir finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos.

Incidente N° 1: Damnificado: O., Ariel - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53825/2021/1/CS1, 06 de octubre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Certificado médico falso. Competencia provincial. 

Es doctrina del Tribunal que resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción donde se lo confeccionó. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en que fue descubierto el delito.

J., María Victoria s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1240/2022/CS1, 06 de octubre de 2022

Ver dictamen

Asociación ilícita. Lavado de activos. Embargo. Suspensión de la subasta. Competencia provincial. 

Es criterio de la Corte que no corresponde, por principio, que los órganos judiciales interfieran en las causas en razón imperativa para excluir en el caso la aplicación lisa y llana del régimen de prioridades legalmente establecido.

En consecuencia, en este caso las legítimas atribuciones del juez de provincia para hacer cumplir su propia sentencia de remate colisionen con las del tribunal federal, pues éste, como magistrado inhibiente, carece de facultades para impedir la venta por mandato judicial o reclamar prioridades no previstas, siendo suficiente para el ejercicio de los derechos que estime corresponder la comunicación oportuna de la subasta.

Todo ello con independencia de que tampoco es posible advertir, a partir de los motivos expresados para oponerse a la subasta, si tal interferencia en un proceso judicial ajeno resulta estrictamente necesaria en vista de un eventual perjuicio para la investigación o para el ejercicio de la pretensión punitiva, en especial si se tiene en cuenta el punto puesto de resalto por el otro magistrado federal al pronunciarse sobre este mismo planteo con anterioridad, en el sentido de que el patrimonio restante del imputado —que cubriría de todos modos el monto del embargo estipulado en la causa penal— representa una garantía suficiente para asegurar el resultado del juicio.

Z., Raúl Esteban s/ L., Cristóbal Nazareno y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1065/2022/CS1, 06 de octubre de 2022

Ver dictamen

Extorsión. Servicio Penitenciario Federal. Morosidad del proceso. Privación de justicia. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

La Corte ha resuelto que es presupuesto necesario para una correcta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.

Configura un caso de privación jurisdiccional la demora injustificada impresa a una causa judicial.

El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que el Tribunal pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues las escasas constancias remitidas y la ausencia de mínimas diligencias dirigidas a esclarecer si los hechos relatados por la denunciante pudieron haber constituido algún delito, y en su caso, con suficiente entidad para poner en peligro la seguridad general de la unidad carcelaria, como así tampoco se delimitó la conducta del imputado en esos sucesos para definir luego la situación procesal. Esas deficiencias impiden, al menos de momento, formar acabado criterio acerca de los hechos denunciados, enmarcarlos en una figura penal y, consecuentemente, fijar adecuado criterio acerca de la competencia material del caso.

Incidente N° 1. Damnificado: M., Sandra Analía. Imputado: M., Nahuel Alejandro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61613/2017/1/CS1, 06 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 2 – Pretenso querellante: V., María Ángeles y otro. Imputado: G., Luciana s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 20207/2021/2/CS1, 06 de octubre de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Aplicación de la doctrina de Fallos: 344:3720.

No hay en el caso un conflicto genuino habida cuenta de que el magistrado local aceptó su competencia material en las actuaciones y sólo las devolvió al declinante por considerar que no procedía la acumulación de los procesos, en tanto no resultaban aplicables las reglas de conexidad.

Incidente N° 2 – Imputado: C., Lucas Nahuel y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 5241/2020/2/CS1, 06 de octubre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia nacional. 

La ley nacional 26.702 establece que la justicia de esta ciudad deberá investigar en la falsificación de documentos siempre que se trate de los emitidos o cuya competencia para emitirlos sea de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, lo que no sucede en el caso, en tanto de las constancias agregadas en la presente investigación surge que además podrían estar siendo falsificados documentos de otras jurisdicciones.

Incidente n° 1 - Imputado: R., Matías s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1210/2022/1/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

El Tribunal se encuentra impedido de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los elementos remitidos con el incidente impiden individualizar con razonable certidumbre los hechos objeto de pesquisa, conocer sus pormenores y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que compete investigarlos.

Incidente N° 1 - Denunciante: Procuraduría de Trata y Explotación de Personas - Caso Coirón N° 38889/21 (formulario n° 36317/21) y otros. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31007/2021/1/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

Esta incidencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente n° 1 - Denunciante: División Conductas Informáticas Ilícitas de la Policía de la Ciudad de Buenos Aires. Sum. 213415/202. Imputado: D., Ezequiel Gastón s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22420/2021/1/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Imputado: R. B., Marcelo Bruno Agustín y otro s/ Violación de medidas - propagación epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 11096/2020/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia n° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Incidente n° 2 - Imputado: B., Antonio Gabriel s/ Incidente de competencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 15251/2020/2/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1- Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

Incidente n° 1 - Denunciante: T., Melisa Antonela N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18549/2022/1/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Incidente Nº 1 - Imputado: M., Mauro Omar y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 5892/2021/1/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

En el caso no concurren los elementos señalados, pues con las constancias obrantes no es posible pronunciarse de manera fundada acerca del encuadre que corresponde asignarle al objeto de esta investigación, toda vez que resta aún determinar si se han utilizado documentos nacionales de identidad en las maniobras denunciadas y, en ese caso, si estos eran auténticos o falsos, aspectos relevantes a los fines de establecer la competencia material.

Incidente n° 1 - Damnificado: M., Diego Ariel - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14234/2022/1/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

Esta incidencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Legajo n° 2 - Denunciante: Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional n° 27 Causa n° 20264/2021 y otros. Imputado: E., Javier Marcelo s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20550/2021/2/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

El caso no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En ese sentido, tiene establecido la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Por lo tanto, corresponde al juzgado provincial, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

V., Juan Carlos s/ Incidente de incompetencia

COMP. CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1395/2022/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Hurto. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Toda vez que de los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse para discernir la competencia, se desprende que el hecho se produjo en la provincia de Buenos Aires, en tanto advirtió el faltante de su teléfono al arribar a la estación de Avellaneda, mientras viajaba hacia la estación del barrio porteño de Constitución, compete al magistrado provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación, sin perjuicio de que si luego entiende que ella incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente N° 1 - Denunciante: R., Cristian Sebastián y otro - N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7538/2020/1/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva por razones de economía procesal.

Incidente n° 1: Damnificado: N. M., Julio Marvin - N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51181/2021/1/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Robo de automotor. Competencia provincial. 

En atención a que habría sido comprobado que el vehículo hallado en esta Capital después de algunos días de que hubiera sido abandonado en la vía pública, sería el mismo que aquél cuya sustracción es materia de investigación por parte de la justicia provincial, corresponde a esta última delimitar el objeto de la causa y establecer su verdadero alcance, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.

Incidente n° 1 - Damnificado: Propietario Chevrolet Corsa Classic Ixx-0xx. N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47548/2020/1/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CFP 20846/2018/1/CS1, “N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Denunciante: denuncia anónima recibida en comisaría vecinal 10 A de la Policía de la Ciudad de Buenos Aires. Imputado: Álvarez Jonte 4xxx (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1025/2021/1/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Amenazas. Violencia de género. Economía procesal. Violencia familiar. Competencia provincial. 

En tanto los mensajes presuntamente amenazantes fueron recibidos en la ciudad santafesina de San Justo, donde reside la víctima, y sin perjuicio del lugar desde donde habrían sido emitidos, razones de economía procesal y de buen servicio de justicia, imponen que la justicia de la provincia de Santa Fe continúe con la investigación.

En esas condiciones, y al margen de recordar que incumbe a todos los tribunales intervinientes garantizar la protección de la integridad y de los derechos de la mujer, y actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia en su contra, la presente investigación debe proseguir ante la justicia de Santa Fe, donde acudió la denunciante en procura de sus derechos y, además, se encuentra en curso un proceso civil por violencia familiar.

P., H. A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1397/2022/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Robo de automotor. Competencia provincial. 

De los elementos de prueba relacionados por el magistrado nacional de esta ciudad en el auto de procesamiento y prisión preventiva se desprende que el robo del automóvil ocurrió en la localidad de Remedios de Escalada, en el partido de bonaerense de Lanús, y que el imputado fue vinculado al proceso por considerárselo prima facie coautor del delito de robo agravado por haber sido cometido en poblado y en banda, y por el uso de armas cuya aptitud para el disparo no pudo acreditarse.

Por lo tanto, corresponde a la justicia de la provincia de Buenos Aires asumir su jurisdicción y proseguir la investigación.

Incidente N° 2 - Damnificado: O., Walter Pablo - Imputado: R. M., Pedro Rafael s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26757/2022/2/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Persona jurídica pública no estatal. Competencia nacional. 

Más allá de la calificación legal que en definitiva resulte aplicable al caso, lo cierto es que, tal como lo explica el denunciante, el instituto que representa es un ente público no estatal, que cuenta con facultades públicas, en tanto vela por el cumplimiento de las obligaciones formales impuestas por la ley 22.250, pero de gestión privada.

Por lo tanto, si bien se trata de una persona jurídica de derecho público no estatal que ejerce funciones anteriormente cumplidas por el Estado, no se encuadra dentro de la Administración Pública descentralizada.

En esas condiciones, sumadas a la naturaleza excepcional y restrictiva de la competencia federal, corresponde al juzgado nacional de esta ciudad proseguir la investigación.

Incidente N° 1 - Imputado: G., Julieta s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 859/2022/1/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 15944/2020/1/CS1, “Incidente n° 1 – Denunciante: M. G., Eduardo Antonio s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente n° 2 - Damnificado: V., Efrain Joel y otro. Denunciado: R. A., Pablo s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37623/2021/2/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

La presente contienda no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

Por lo tanto, corresponde a la justicia nacional ordinaria que previno, continuar con la investigación y, en su caso, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos denunciados, sin perjuicio de lo que de ello pudiera resultar.

Incidente n° 1: Denunciante: G., Mariana Imputado: B., Josefina s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23246/2022/1/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La presente contienda debe ser resuelta atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde podrían haberse desarrollado actos con relevancia típica.

Incidente n° 1: Damnificado: F., Javier Alejandro N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9931/2021/1/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica, y que para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.

Incidente n° 1: Denunciante: V, Carlos Alberto y otro Imputado: A, Germán Federico s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22235/2021/1/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto que es función específica del fuero federal prestar resguardo y tutela a las instituciones nacionales y juzgar la validez de los actos de sus funcionarios, y que no es competente la justicia de excepción para conocer en la causa en la que se investiga la falsificación de títulos o licencias expedidas por una provincia o municipio, pues no se afectan intereses nacionales o el normal funcionamiento de alguna institución de esa naturaleza.

Corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para continuar el trámite de esta causa, pues de las constancias del incidente no se advierte que los hechos descriptos hayan producido un perjuicio directo al Estado nacional o afectado el buen servicio de sus empleados, para continuar la intervención del fuero federal.

Incidente n° 6 - Imputado: C., Juan Alejandro s/ Incidente de incompetencia

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 20917/2018/TO01/6/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Falsificación de documentos. Uso de documento falso. Encubrimiento. Competencia federal. 

En primer lugar, cabe recordar que es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.

En lo concerniente a la sustitución de las placas, la Corte tiene establecido que la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.

Sin embargo, debido a la estrecha vinculación que existiría entre ese delito y la falsificación del título de propiedad del vehículo, atento a la concordancia entre las numeraciones individualizadoras del vehículo y las que constan en ese instrumento, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que en el caso corresponde a la justicia federal que tiene a su cargo el juzgamiento de los delitos previstos en los artículos 292 y 296 del Código Penal.

Por otra parte, en orden al delito de encubrimiento de la sustracción del motovehículo en cuestión, dada la íntima vinculación que existiría entre ese delito y la falsificación de aquel documento registral, de conformidad con la doctrina precedentemente citada, resultaría conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que el juzgado federal juzgue también a su respecto.

Imputado: F., Bautista Andrés s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 32117/2020/2/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, toda vez que de las escasas constancias remitidas se desconoce, hasta el momento, la radicación de las cuentas, las fechas de las transacciones denunciadas y sus posibles beneficiarios. Estos elementos podrían arrojar mayor claridad a los hechos para definir la competencia territorial.

Esas deficiencias deben ser suplidas por el magistrado nacional de esta Capital que primero conoció de la notitia criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión, para resolver, luego, de acuerdo con los resultados obtenidos.

Incidente n° 1: N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16405/2022/1/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Fraude a la Administración Pública. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CFP 9694/2018/1/CS1, “Airola, Roberto Darío s/ Defraudación contra la administración pública. Denunciante: Rotbard, Ailén y otros”.

Incidente n° 1 - Denunciante: O., Julián Ignacio y otro - Imputado: F., Guillermo Federico s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1169/2019/1/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Delitos ambientales. Control de plagas. Plaguicidas. Autonomía provincial. Competencia provincial. 

No se advierten elementos de prueba que permitan presumir una afectación ambiental interjurisdiccional, producto de las fumigaciones terrestres denunciadas. Si bien no surge que se hayan tomado muestras para la identificación y análisis, lo cierto es que los dichos del denunciante circunscriben el presunto daño ambiental a las plantas y animales de su propiedad, extremo que aparece razonable en las circunstancias de hecho denunciadas. Máxime cuando de lo informado por las autoridades municipales se desprende que, con anterioridad a la radicación de esta denuncia, se había determinado que la fumigación se habría realizado con la correspondiente receta agronómica y la supervisión del profesional.

No puede soslayarse en el presente conflicto el respeto a las autonomías provinciales, que deriva de nuestro sistema federal, en tanto la materia de que se trata -tratamientos para el control de plagas y el uso de productos fitosanitarios- también se encuentra regulada por el derecho público local, tanto a nivel de la provincia de Buenos Aires, como del municipio de Pergamino, aspectos reservados al conocimiento y decisión de los jueces locales.

Incidente N° 1 - Denunciante: M., Javier Adrián - N.N. s/ Incidente de incompetencia

FRO-Justicia Federal de Rosario, 20963/2021/1/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que, si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa, con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedido de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, encuadrarlos legalmente y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente N° 1: Denunciante: Policía de la Ciudad de Buenos Aires Sumario N° 105794/2020 y otro Imputado: T., Romina Andrea s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12063/2020/1/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Habida cuenta de que existe coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre la calificación de los hechos a investigar, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente N° 1: Denunciante: B., Gastón Maximiliano y otro Imputado: M. O. A. S.A. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4089/2022/1/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Economía procesal. Domicilio del banco. Competencia nacional. 

Sin perjuicio de que se encuentra pendiente determinar la ubicación exacta de las direcciones IP involucradas en las transferencias irregulares, existe coincidencia entre los magistrados intervinientes en cuanto a que el acceso fraudulento a la cuenta del denunciante, la operación de cambio y su posterior transferencia del saldo, fueron realizadas desde la cuenta registrada en la sucursal bancaria ubicada en esta ciudad.

En esta inteligencia, más allá de dónde se habría accedido a internet para efectuar las transferencias, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1088/2022/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Hurto. Teléfono celular. Encubrimiento. Competencia federal. 

En atención a que los imputados por la sustracción del dispositivo fueron sobreseídos por la justicia de la especialidad por considerarlos inimputables, lo que ha dado cumplimiento a la doctrina del Tribunal relativa a la relación de alternatividad existente entre el delito contra la propiedad y las infracciones a la ley 25.891 -el encubrimiento de la sustracción del dispositivo y los reemplazos de los módulos de extracción removibles tanto el correspondiente a este último como la utilización del que pertenecía a la línea-, corresponde a la justicia federal asumir el conocimiento de la causa.

Incidente N° 1 - Denunciado: R., Michael Sebastián y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54443/2021/1/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Lavado de activos. Concurso de delitos. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

En este sentido, no surge, por el momento, que las conductas investigadas hayan puesto en peligro intereses federales, ni tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.

Asimismo, en la causa CCC 69272/2016/1/CS1 caratulada “C., Facundo y otros s/ defraudación. Damnificado: Asatej SRL y otros”, la Corte instó al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional a reclamar su competencia para conocer respecto de las causas que tramitan en otras jurisdicciones referidas a hechos atribuidos a la organización que integran los imputados en este proceso y que por sus circunstancias pudieran ser adscriptos al mismo contexto delictivo.

Incidente N° 1. Denunciante: Juzgado Federal N° 4 CFP 79469/2017 y otros. Imputado: C., Facundo Agustín s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7415/2022/1/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Compraventa. Redes sociales. Economía procesal. Competencia provincial. 

Pluralidad de jurisdicciones.

Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual, si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.

Poder Judicial de la provincia de Río Negro - Ministerio Público Fiscal s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1171/2022/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Usurpación. Competencia provincial. 

Teniendo en cuenta que no se observan circunstancias que puedan surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde a la justicia provincial seguir conociendo en la causa que originó la contienda.

H., Johana Lucrecia s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1103/2022/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Domicilio del banco. Competencia nacional. 

Los elementos de prueba agregados al legajo digital no resultan suficientes para dirimir la competencia en este caso, ya que, si bien es cierto que el destinatario de la transferencia tendría domicilio en la provincia de Buenos Aires, donde también se encuentra radicada su cuenta bancaria, no lo es menos que la cuenta utilizada para efectuar la maniobra corresponde a una entidad bancaria de esta ciudad, y aún se desconoce el papel que pudo caberle al imputado. Sobre todo si se considera que, según informa el propio banco, el imputado se habría presentado al ser requerido tras el aviso de fraude y habría manifestado que su cuenta había sido usada por un amigo, y su nombre aparecería en varias investigaciones.

Incidente N° 1 – Damnificado: Á., Ana Valentina – Imputado: M., Juan Carlos / Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8825/2022/1/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

La cuestión aún carece de la investigación suficiente que debe precederla, a fin de que puedan individualizarse los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.

Aún no se han realizado medidas tendientes a establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, los sucesos que podrían inferirse de la denuncia, lo que resulta indispensable para determinar las calificaciones legales que pudieran corresponder a los hechos.

Incidente N° 1: Denunciante: P., S. F. Imputado: D. G., R. G. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68013/2019/1/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1 – Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

 

Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.

Incidente N° 1– Denunciante: M., María Laura. Imputado: M., Micaela s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49005/2021/1/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Transferencia electrónica. Economía procesal. Competencia nacional. 

Pluralidad de jurisdicciones.

Es aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual, si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1129/2022/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente N° 1 – Denunciante: G., Nery y otro. Imputado: G., Selva s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69818/2019/1/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

N.N. s/ Incidente de incompetencia Denunciante: J., Rolando Sergio

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 839/2022/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Muerte. Competencia provincial. 

Sin perjuicio del estado incipiente de la pesquisa y de la eventual calificación legal del suceso que originó el trámite de la causa, en tanto el magistrado federal se pronunció respecto al delito de su competencia específica, corresponde a la justicia provincial investigar las causas del fallecimiento.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1085/2022/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Fraude a la Administración Pública. AFIP. Factura falsa. Competencia federal. 

Las maniobras denunciadas –que involucran el ingreso ante la AFIP de facturas cuestionadas en su legitimidad– poseen entidad para producir perjuicio a dicho organismo nacional, por lo que tornan aplicables al caso los criterios establecidos en las Competencias n° 119, L. XLVI “Blanco Stella Maris s/ Estafa”, y CSJ 4/2017/CS1 “Matonti, Luciano s/ Estafa”.

Esas circunstancias –que en definitiva determinan la jurisdicción de excepción– no han sido cuestionadas por la justicia federal, que inclusive realizó una valoración propia de su competencia al considerar que el ingreso de datos irregulares ante AFIP no permitiría configurar una alteración dolosa de registros subsumible en el artículo 11 del Régimen Penal Tributario, así como también al concluir que el monto de la facturación cuestionada no superaría la condición objetiva de punibilidad que establece el tipo penal de evasión.

F., Carlos Norberto s / Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1169/2022/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Hurto. Teléfono celular. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

A fin de que pueda darse cumplimiento a la doctrina del Tribunal relativa a la relación alternatividad existente entre la sustracción y la infracción al artículo 12 de la ley 25.891 de carácter federal, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal, corresponde a la justicia nacional de instrucción, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos denunciados y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

Incidente n° 1 - Imputado: R. A., Lucas Ezequiel s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1730/2022/1/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Robo de automotores. Devolución del expediente. Competencia provincial. 

Con carácter previo a cualquier disposición respecto de la competencia, es el juzgado provincial el que debe establecer fehacientemente el origen del vehículo, a partir de la realización de los exámenes periciales correspondientes que permitan determinar debidamente las inscripciones de chasis, motor y grabado de sus cristales y en su caso, certificar luego la judicatura que instruiría el delito precedente a fin de que su titular pudiera eventualmente expedirse de acuerdo con el requisito exigido en la doctrina de Fallos: 317:499, 325:950, 326:908 y Competencia N° 1379, L. XXXIX, “Amarilla, Roberto Ramón; Cristian Raúl; Sastre Horacio Ramón s/ Robo agravado”, resuelta por la Corte.

Imputado: G., Nicolás Ezequiel s/ Encubrimiento

COMP.CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54004/2019/CNC1/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia CSJ 978/2021/CS1, “N.N. y otros s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1084/2022/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 

Cabe recordar que si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que estarían identificados quienes proveerían las sustancias prohibidas.

Por todo lo expuesto, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe declararse la competencia de la justicia federal para que conozca en estas actuaciones.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 49/2022/CS1, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Competencia provincial. 

Resulta ajeno a la justicia de excepción la causa por estafa cometida contra un particular, aun cuando el dinero que se sustrajo mediante ardid estuviera depositado en un banco público nacional, pues el hecho sólo atentó contra la propiedad privada y no afectó el patrimonio ni el normal funcionamiento de la institución.

Incidente n° 1. Imputado: M., Adriana y otro s/ Incidente de incompetencia

FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 14014/2022/1/CS1, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Las constancias del incidente impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos en razón del territorio.

En tanto la disposición patrimonial perjudicial se produjo en la ciudad de Ushuaia, donde la víctima tiene su cuenta bancaria y donde recibió los mensajes fraudulentos, la investigación debe proseguir ante los estrados de la justicia fueguina, adonde acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1410/2023/CS1, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 

No se advierte que se haya determinado fehacientemente el origen del vehículo en cuestión, a partir de la realización de los exámenes periciales correspondientes que permitan identificar las inscripciones de chasis, motor y grabado de sus cristales, dado que la circunstancia de que las placas colocadas se correspondan con las del vehículo sustraído en la provincia Bonaerense, no alcanza para afirmar que sea el mismo que se incautó en la provincia de Corrientes.

Esas deficiencias impiden precisar adecuadamente los hechos, los que, por la multiplicidad de circunstancia que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación legal.

En consecuencia, corresponde al juzgado federal de Corrientes, que previno, profundizar la investigación en el sentido señalado a fin de conferir precisión a los hechos.

Imputado: G., Rubén Alejandro s/ Incidente de incompetencia

COMP.FCT-Justicia Federal de Corrientes, 5401/2015/2/CS1, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Cédula verde. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Competencia federal. 

En primer lugar, en cuanto a la falsificación de la cédula de identificación del vehículo, en virtud del carácter nacional que revisten esos documentos públicos cuya falsificación se investiga, corresponde asignar su conocimiento a la justicia federal de la sección en la que se descubrió su falsedad, aunque no haya sido parte en la contienda.

Asimismo, en la medida en que se comprobó que las placas y el motor que presentaba el bien no se correspondían con sus originales, la justicia federal también deberá investigar la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, en razón a la estrecha vinculación que existiría entre ese hecho, y la falsedad de los instrumentos registrales, dada la coincidencia entre las identificaciones del dominio y motor del rodado en cuestión y las que constan en la cédula de identificación y título de propiedad incautados, pues desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta aconsejable que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal.

Por otro lado, en lo que hace al delito de encubrimiento, atento a la íntima vinculación que existiría entre el posible encubrimiento y la falsificación de los documentos registrales, y de conformidad con la doctrina precedentemente citada, resultaría conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que la justicia federal intervenga también a su respecto, aunque no haya sido parte en la contienda.

S., Jorge Luís s/ Incidente de incompetencia

COMP.CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1351/2022/CS1, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia federal. Suspensión del juicio a prueba. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Debe descartarse la posibilidad de que la jurisdicción provincial sea la competente para el contralor de las medidas impuestas por la justicia nacional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 75 de la ley 24.121, de implementación y organización de la justicia penal nacional, en tanto establece que, en los casos de suspensión del proceso a prueba, en el interior del país, la función de juez de ejecución le corresponde al magistrado que dictó el beneficio.

Por aplicación de esta regla, corresponde a la justicia federal proseguir con el trámite de esta causa respecto a la suspensión del juicio a prueba dictada en favor de los cuatro imputados acerca de los cuales habría versado inicialmente este conflicto.

Imputado: G., Federico Facundo y otros s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 6507/2021/9/CS1, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Amenazas. Extorsión. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restrictiva, y que por ese motivo se exige que exista al momento del hecho investigado una inequívoca relación con el entorpecimiento del ejercicio de funciones federales, así como que el funcionario autor o víctima del presunto delito cumpla tareas específicas de esa índole.

Incidente N° 1 - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 35/2018/1/CS1, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 

El presente conflicto negativo de competencia suscitado, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Tiene establecido la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

En esas condiciones, corresponde al juez provincial, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.

S. C., Ramón Edith s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 573/2022/CS1, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 

Es doctrina de la Corte que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores cuando, tal como ocurrió en el caso, éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.

Incidente n° 1 - Denunciante: B., Claudio Dionisio y otro. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56775/2021/1/CS1, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo N° 1 – Denunciante: Q., Mabel Elena – Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

Incidente N° 1 - Denunciante: D., Belinda Maribel - N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24346/2022/1/CS1, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3º , del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.

Incidente N° 2- Imputado: S., Oscar Alberto s/ Incidente de incompetencia

FPA-Justicia Federal de Paraná, 6539/2021/2/CS1, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 

Cabe recordar que si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho atribuido a uno de los acusados excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que estarían identificados quienes le proveerían las sustancias prohibidas.

Por lo tanto, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe resolverse esta contienda declarando la competencia de la justicia federal.

G., René Eduardo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 239/2022/CS1, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/CS1, “Legajo n° 1 - Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

Incidente n° 1 - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4586/2021/1/CS1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CCC 15944/2020/1/CS1, “Incidente n°1 – Denunciante: Marin Guerrera, Eduardo Antonio s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente n° 1- Denunciante: B., María Florencia. Denunciado: F. L., Julio Roberto s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8296/2022/1/CS1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.

Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.

Incidente n° 1- Denunciante: Denuncia presentada por el Ministerio Público Fiscal (Denunciante Juan Carlos L.) s/ Incidente de incompetencia

FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 12650/2021/1/CS1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual de menores. Lesiones. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Consumación del delito. Competencia provincial. 

Teniendo en cuenta la doctrina del Tribunal según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al juzgado de garantías asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio que estime necesarios para proseguir la investigación con respecto a los hechos de su competencia material, y con el debido resguardo de la salud psicofísica de la menor. Ello, sin perjuicio de la cuestión que, con relación al hecho restante, éste pudiera plantear con otros tribunales de su misma provincia de conformidad con las reglas del proceso local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente N° 1 – Denunciante: R., A. M. y otros. Imputado: A., C. P. y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36186/2020/1/CS1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia federal. 

Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Según se aprecia no se encuentran satisfechas en el caso tales exigencias, desde que la propia declinatoria omite la realización de una concreta calificación legal que se apoye en constancias de la causa y sobre la cual sostener la incompetencia en orden a la materia.

Además, no surge del incidente que se hubieran realizado medidas tendientes a establecer el verdadero alcance de los hechos y el modo en que habrían ocurrido, lo que resulta indispensable a fin de delimitar adecuadamente el concreto objeto del proceso.

En definitiva, solo a partir de la profundización de la pesquisa es posible subsanar los defectos indicados, lo que es indispensable para discernir la materia en la causa y, en su caso, descartar una afectación directa de intereses de la Nación.

Incidente n°1 - Denunciante: E., Ramiro. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 8863/2021/1/CS1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

La Corte tiene resuelto que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Desde esa perspectiva, el presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

Por lo tanto, en la medida en que del incidente no se advierten, de momento, constancias suficientes que permitan establecer la competencia material y territorial en el caso, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, que además previno, proseguir el trámite de la causa, sin perjuicio de cuanto resultare con posterioridad.

Incidente N° 1 - Denunciante: Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional N° 55 - Causa 21097/2020 y otros. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22690/2021/1/CS1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

En atención a que las constancias remitidas no permiten vislumbrar, de momento, la existencia de conductas emparentadas con el delito de trata de personas con fines de explotación sexual, y que el domicilio desde cual se habrían realizado las conexiones a la cuenta remitente del ofrecimiento se encuentra en territorio bonaerense, y coincide con el lugar de residencia de los presuntos imputados, corresponde al juzgado de esa provincia asumir su jurisdicción e incorporar a la causa los elementos necesarios para continuar la pesquisa, sin perjuicio de cuanto pudiere surgir con posterioridad.

T. S.R.L. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 33/2022/CS1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Robo de mercaderías. Encubrimiento. Ánimo de lucro. Consumación del delito. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se consuma el delito.

Incidente N° 1 - Denunciante: A., Rogelio Romano Ramón. Imputado: G., Fabio Alejandro y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22145/2020/1/CS1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Infracciones de tránsito. Competencia ordinaria. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.

Habida cuenta de que no surge de las probanzas del expediente dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.

Incidente n° 1 -Denunciante: B., Valeria Cecilia s/ Incidente de incompetencia

FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 12303/2021/1/CS1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Domicilio del banco. Economía procesal. Competencia provincial. 

Esta contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

En este sentido, y si bien se cuenta con escasos elementos que permitan establecer el modus operandi de esta defraudación, corresponde conocer en esta causa el Juzgado de Garantías, pues en ese ámbito territorial está radicada la cuenta bancaria de la damnificada y además allí se domicilia.

R. D., Fabián Eduardo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 352/2022/CS1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.

N.N.: N.N. s/ Falsificación, alteración o supresión de número registro. Denunciante: B., Elsa Natividad

FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 14943/2019/CS1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Hurto de automotor. Competencia provincial. 

En atención a que las numeraciones identificatorias del chasis, motor y dominio serían compatibles con las que figuran en la documentación del vehículo sustraído en territorio bonaerense, dada la relación de alternatividad existente entre ese delito y su posible encubrimiento, corresponde al juzgado provincial incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos, a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del bien en esta ciudad, a fin de determinar el grado de responsabilidad que pudo caberles a los imputados en el delito contra la propiedad y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello resulte.

Incidente n° 1 - Damnificado: D., Gonzalo. Imputado: S. M., Blas Ramón y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13552/2022/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Suspensión del juicio a prueba. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia".

Debe descartarse la posibilidad de que la jurisdicción provincial sea la competente para el contralor de las medidas impuestas por la justicia nacional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 75 de la ley 24.121, de implementación y organización de la justicia penal, en tanto establece que en los casos de suspensión del proceso a prueba, en el interior del país, la función de juez de ejecución le corresponde al magistrado que dictó el beneficio.

Por aplicación de esta regla, corresponde a la justicia federal proseguir con el trámite de esta causa respecto a la suspensión del juicio a prueba dictada en favor de los seis imputados.

Imputado: C., Nelson Martín s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 27306/2020/7/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia n° FRO 24334/2020/10/CS1, “Incidente n° 10 - Querellante: T., Sebastián Jorge. Denunciado: I. L. S.A. y otros s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente n° 1 - Imputado: L., Héctor David s/ Incidente de incompetencia

FRO-Justicia Federal de Rosario, 16417/2021/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Desechos peligrosos. Contaminación ambiental. Límites jurisdiccionales. Ríos. Juez previniente. Competencia federal. 

En tanto el conflicto se refiere a la hipótesis delictiva de la ley de residuos peligrosos, cabe recordar que en un reciente fallo del Tribunal se señaló que la ley 24.051 delimita su aplicación, y por ende la competencia federal en los términos del artículo 58, a aquellos supuestos de “generación, manipulación, transporte, tratamiento y disposición final de residuos peligrosos, cuando se tratare de residuos generados o ubicados en lugares sometidos a jurisdicción nacional o, aunque ubicados en territorio de una provincia estuvieren destinados al transporte fuera de ella, o cuando, a criterio de la autoridad de aplicación, dichos residuos pudieren afectar a las personas o el ambiente más allá de la frontera de la provincia en que se hubiesen generado”.

Sobre esa base, y en atención a lo dispuesto en el artículo 7 de la ley 25.675 General del Ambiente que establece que “la aplicación de esta ley corresponde a los tribunales ordinarios según corresponda por el territorio, la materia, o las personas” y que cuando “el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales, la competencia será federal”, la Corte concluyó que la regla en estos casos es la competencia ordinaria y la excepción es la competencia federal para aquellos supuestos en que, efectivamente, se verifique una afectación interjurisdiccional.

Con ese marco normativo, recordó también la Corte, se ha subrayado la exigencia de interjurisdiccionalidad como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal, y se ha sostenido que debe conocer el fuero de excepción cuando la afectación interjurisdiccional no puede descartarse.

Tras destacar la trascendencia del concepto de cuenca hidrográfica y la noción de unidad ambiental de su gestión, el Tribunal concluyó que resulta dirimente en la solución de conflictos de competencia como el presente la existencia de elementos de los que pueda razonablemente derivarse, con cierto grado de probabilidad, que la contaminación investigada es capaz de afectar otros cauces de aguas interjurisdiccionales, y que a ello podría arribarse a partir de aspectos tales como el grado de contaminación registrado, las características del curso de agua receptor de la contaminación, el elemento contaminante de que se trate, la distancia que este debe recorrer, su volumen, u otros datos que se estimen pertinentes a los fines de determinar la potencialidad señalada.

Con ese contexto, no puede descartarse que en este caso se verifique un supuesto de afectación interjurisdiccional, porque si bien el Arroyo Frías es un cauce de agua interno de la provincia de Santa Fe, el lugar donde se comprobó el derrame contaminante se encuentra a muy corta distancia de su desembocadura con el río Paraná, cuyo cauce recorre diversas provincias del país, hasta desembocar en el Río de La Plata y constituye el límite natural entre las provincias de Santa Fe y Entre Ríos, extremo que coadyuva al carácter interjurisdiccional del recurso presuntamente afectado.

Q. U. S.R.L s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2561/2021/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Robo con armas. Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Concurso de delitos. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Es doctrina de la Corte, que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

Atento a ello, en relación al robo calificado por el uso de arma de fuego en grado de tentativa, asiste razón al juez federal en cuanto a que la investigación de este delito corresponde a la esfera de la justicia provincial.

A., Agustín Alejandro y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2126/2021/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Cultivo de estupefacientes. Competencia federal. 

Toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta pesquisa aún no había entrado en vigencia la ley provincial 10.566, de adhesión a la ley nacional 26.052, que modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, corresponde a la justicia federal continuar investigando en estas actuaciones.

M., Ramón s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1648/2021/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

Aun cuando determinadas circunstancias que surgen del legajo impiden descartar que los episodios denunciados pudieran eventualmente componer materia propia del fuero nacional en lo penal económico, lo que incluso admite el mismo juzgado especial, le asiste razón a dicho tribunal en cuanto a que la pesquisa realizada hasta el momento no alcanza para establecer todavía la concurrencia de un delito de su competencia, ni la real naturaleza de hechos y su verdadero alcance.

Estos últimos aspectos son indispensables para determinar una correcta calificación legal y discernir la materia de la que trata la causa.

Por otra parte, dichas falencias incumplen los requisitos que exige la doctrina de Fallos 308:275; 315:312 y 323:171, entre muchos otros.

Esos defectos deben ser subsanados con la profundización de la pesquisa, lo que inclusive contribuiría a delimitar adecuadamente el objeto del proceso y establecer el posterior curso de la investigación, especialmente cuando la multiplicidad de circunstancias que se aprecian en la denuncia podría dar lugar a pensar otras hipótesis, además de la enunciada de modo general en la declinatoria.

Al respecto, los dichos del denunciante permiten considerar que las maniobras denunciadas como sufridas por la empresa integrarían la registración fraudulenta ante la AFIP de las facturaciones cuestionadas en su legitimidad, lo que podría ocasionar irregularidades ante el organismo, que dispuso la fiscalización que ordenó el requerimiento.

Sobre ese punto, el ingreso de datos falsos ante el organismo fiscal de la Nación tiene entidad para afectar su normal desarrollo y, en consecuencia, hace surtir la jurisdicción de excepción.

En definitiva, corresponde que el juzgado nacional ordinario, que previno, continúe con la investigación e incorpore los elementos necesarios para, en su caso, darle precisión a su resolución con arreglo a lo que de ello surja.

Incidente n° 1 - Denunciante: M, Pablo Guillermo y otro. - N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1521/2022/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

Cuando la declinatoria carece de suficiente fundamento y omite realizar una calificación legal sobre cuya base sostener la declaración de incompetencia que dispone -aspectos que resultan ineludibles para pronunciarse acerca del juez a quien compete investigar-, sumado a que tampoco se aprecia la producción de una suficiente investigación dirigida a conocer el modo en que habría ocurrido la presunta defraudación en perjuicio del denunciante y el verdadero alcance de los episodios que la habrían rodeado, resulta indispensable subsanar tales deficiencias para pronunciarse acerca del juez a quien compete investigar esta causa, máxime cuando la multiplicidad de circunstancias que componen los hechos denunciados podría dar lugar a considerar distintas hipótesis.

Incidente n° 1 - Denunciante: K., Maximiliano Igor - Imputado: M., Teófilo y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45353/2021/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

En este sentido, más allá de que fue en esta ciudad donde se perfeccionó el engaño mediante la comunicación telefónica y donde se realizó la trasferencia bancaria, corresponde al juzgado provincial continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones, toda vez que es su ámbito territorial donde se encuentra radicada la cuenta bancaria destinataria del dinero, como así también el lugar donde está constituido el titular de esa cuenta, y tienen domicilio sus socios.

Incidente N° 1 - Denunciante: C., Ignacio Alberto y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33945/2019/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 14141/2018/1/CS1 “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción Ley 22.632 (art. 31 inc. b)”.

Incidente n° 4 - N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6402/2020/4/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Delitos cometidos en perjuicio de la administración de justicia nacional.

Con independencia de la calificación legal que en definitiva quepa dar al hecho denunciado, resulta de aplicación en la presente contienda el criterio de la Corte que establece que los delitos ejecutados en perjuicio de la administración de justicia nacional de esta Capital son, en principio, de competencia de los tribunales nacionales ordinarios.

Incidente n° 1 - Damnificado: L. P., Daniela Leda s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 770/2022/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

La presente contienda negativa de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

La Corte tiene resuelto que para determinar la competencia resulta necesario precisar los hechos y su encuadre en una figura penal determinada, regla que no se habría cumplido en autos, pues el juez que promovió la contienda no los determinó correctamente.

En ese sentido, aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, los sucesos que podrían inferirse de la presentación de la curadora en sede civil, que originaron la controversia, lo que resulta indispensable para determinar las calificaciones legales y, consecuentemente, la competencia material.

Sólo a partir de la profundización de la pesquisa es posible subsanar las deficiencias señaladas, pues el planteo de competencia requiere que se precise mínimamente la existencia de algún delito.

Incidente n° 1 - Denunciante: Defensoría Pública Curadora n° 5 del Ministerio público de la Defensa y otros - Imputado: PAMI y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54776/2021/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 923/2018/CS1, “Ministerio Público Fiscal c/ N.N. s/ Residuos peligrosos – Denunciante: UFT 1 Dr. Juan Puntel”.

Incidente N° 1 – N.N. Investigación (Ceres) s/ Incidente de incompetencia

FRO-Justicia Federal de Rosario, 861/2021/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Domicilio del banco. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

En este sentido, toda vez que la cuenta bancaria a la que la denunciante transfirió el dinero de la compra se encuentra radicada en la provincia de Buenos Aires y, además, de las medidas de prueba surge que es en territorio bonaerense donde se domicilia el denunciado, corresponde al juez de garantías continuar con la investigación de las presentes actuaciones, sin perjuicio de que si considera que corresponde conocer a otro magistrado de su misma provincia, le remita las actuaciones de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

FC N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 734/2022/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

No se verifica en el presente caso que se hubiera realizado una investigación suficiente que permitiera determinar concretamente sobre qué episodios versa el objeto de la causa y que circunstancias habrían ocurrido.

Ello obsta a la realización de una correcta calificación legal sobre cuya base discernir la competencia.

Además, esa deficiencia se ve corroborada en las propias resoluciones del declinante, donde apenas se mencionan hipótesis abstractas sobre supuestas infracciones a normativas indeterminadas.

En definitiva, las razones señaladas determinan también en esta ocasión la necesidad de que se profundice la investigación con carácter previo a resolver la competencia, tanto a fin de subsanar las deficiencias señaladas como para que, en su caso, se establezca formalmente la concreta existencia de hechos que pudieran afectar intereses de la Nación.

Por lo tanto, corresponde que el juzgado de garantías, que previno, y que se declaró incompetente sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión a su resolución, continúe conociendo en estas actuaciones en orden a los extremos señalados, y para que resuelva, luego, de acuerdo con lo que de ello surja.

D. N., Eduardo Víctor y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 32/2022/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia CSJ 145/2022/CS1, “N.N. s/ incidente de incompetencia – Dte.: P., Gabriel Enrique”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1563/2022/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Transferencia electrónica. Economía procesal. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 

La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

En esta inteligencia, más allá de que la cuenta bancaria de la que se dispusieron los fondos se encuentra en la ciudad rionegrina, corresponde declarar la competencia de la justicia de la provincia de Buenos Aires, en atención a que en ese ámbito territorial se domicilia la imputada y sería el lugar al que se habría transferido el dinero.

N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: B., Camila Natalia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1276/2021/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Violación de secretos. Sistema informático. Competencia federal. 

Atento que la hipótesis delictiva materia de investigación podría encuadrar en las previsiones del artículo 153 bis del Código Penal, por el momento no es posible descartar que el presunto ingreso sin la debida autorización al sistema informático perteneciente a la Superintendencia de Servicios de Salud hubiera afectado o entorpecido su buen servicio, en tanto ese organismo nacional es la autoridad de aplicación para el ejercicio del derecho a la libre elección de la obra social.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 849/2022/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

En este sentido, más allá de que fue en la ciudad de Bariloche donde se perfeccionó el engaño mediante la comunicación telefónica, corresponde al juzgado provincial de Río Cuarto continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones, toda vez que allí se encuentra la sucursal bancaria de una de las cuentas destinatarias del dinero, donde se realizó una extracción de efectivo por caja, y se domicilian los titulares de las cuentas bancarias destinatarias del dinero.

N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: M., Silvia Victoria

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 797/2022/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Certificado médico falso. Uso de documento falso. Lugar del hecho. Competencia provincial. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

Tiene resuelto el Tribunal que cuando las declaraciones del denunciante son verosímiles y no están desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre la base de esas manifestaciones.

Respecto de la primera hipótesis a considerar, referida al presunto certificado apócrifo presentado por uno de los imputados, es doctrina de la Corte que el delito de falsificación de un instrumento privado debe reputarse cometido en el lugar donde el documento apócrifo fue utilizado.

Por otra parte, con relación a la segunda hipótesis relativa a la supuesta falsificación del certificado del otro imputado, no se han incorporado al legajo elementos suficientes que permitan a la Corte pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ello es así, pues no se cuenta con un informe acerca de la forma en la que ese certificado se presentó en la firma, ni se solicitó a la empresa la información que pueda poseer del presunto imputado y del sitio donde desempeña sus tareas, lo que permitiría determinar el lugar donde presuntamente el documento habría sido utilizado.

En tales condiciones, sin perjuicio de que por imperio de la ley 26.702, la competencia para juzgar delitos de falsificación de documentos del fuero penal, contravencional y de faltas de esta ciudad está limitada a los hechos que involucran instrumentos emitidos, o cuya competencia para emitirlos sea de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde a esa jurisdicción, que previno, profundizar la investigación a ese respecto e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.

D., Gustavo Nahuel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 743/2022/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Personal penitenciario. Servicio Penitenciario Federal. Competencia nacional. 

Sin perjuicio del incipiente estado de la investigación y de la adecuación legal que quepa dar a los hechos y toda vez que, en definitiva, éstos se relacionan con la conducta observada por agentes del Servicio Penitenciario Federal en pleno desempeño de funciones propias en un establecimiento penitenciario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que administra en ese territorio una autoridad nacional, con arreglo a la doctrina que para casos de esta naturaleza ha desarrollado la Corte, corresponde a la justicia nacional ordinaria de la Capital continuar con el trámite de estas actuaciones.

Incidente N° 1 - Imputado: Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43437/2021/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 

En tanto la controversia se refiere al delito de secuestro extorsivo, de la descripción de los hechos que consta en las resoluciones de los magistrados no surgen elementos que de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte determinen la jurisdicción federal. Las escuetas consideraciones del magistrado provincial en su insistencia, en el sentido de que los autores se habrían identificado como policías no resultan suficientes para justificar el conocimiento de la justicia federal, de consabido carácter estricto y excepcional.

Por lo demás, no hallándose controvertido que los hechos ocurrieron en territorio bonaerense, corresponde al juzgado de garantías proseguir la investigación, sin perjuicio de que si luego considera que ella corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 910/2022/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1 – Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

F., Víctor Hugo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 890/2022/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia provincial. 

En tanto de las constancias agregadas al legajo digital y de los dichos de la denunciante, a los que cabe atenerse para dirimir el conflicto en estos casos, se desprende que el menor vive con su madre en la provincia, de donde fue retirado por el padre, allí se produjo la remoción de la custodia de la madre, impidiéndole el contacto con su hijo y el ejercicio de sus derechos y obligaciones.

En consecuencia, toda vez que la denunciante también habría efectuado una presentación ante los estrados provinciales por hechos similares a los que dieron origen a estas actuaciones, y en ese ámbito se encontraría tramitando el pleito sobre la tenencia del menor y se celebró un acuerdo sobre el régimen de contacto con los progenitores, corresponde al juzgado provincial continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de que si su titular entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

B., G. L. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 908/2022/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Habida cuenta de que todos los actos con relevancia típica que se relatan en la denuncia habrían acaecido en jurisdicción provincial, corresponde conocer en esa causa el Juzgado provincial.

Incidente n° 1- Denunciante: División Delitos Tecnológicos de la Policía Federal Argentina - sumario 531/2020 y otro. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32283/2020/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Sobreseimiento. Non bis in ídem. Defensa en juicio. Competencia federal. 

El presente conflicto versa sobre los mismos hechos que fueron materia de investigación en la causa CFP 12800/2021, caratulada “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ falsificación de documento público”, respecto de los cuales el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal dictó el sobreseimiento del imputado.

En esas condiciones, y considerando los derechos que amparan al imputado contra la doble persecución penal y la inviolabilidad de su defensa, corresponde a ese juzgado federal asumir su jurisdicción en esta causa, aunque no haya sido parte en la contienda, y darle al caso la solución legal pertinente.

Incidente N° 1 - Denunciante: Asesoría Tutelar N° 1 de la Cámara en lo Contencioso Administrativo Tributario y otro. Imputado: S., Manuel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45437/2021/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia provincial. 

Toda vez que el juez provincial no cuestiona la calificación legal de los hechos, resulta aplicable al caso la doctrina del Tribunal, que sostiene que el delito de defraudación por desbaratamiento de derechos acordados (artículo 173, inciso 11°, del Código Penal), se consuma cuando ya realizada la disposición patrimonial se torna incierto o litigioso el derecho adquirido.

Incidente n° 1 - Damnificado: A., Gustavo Ceferino. Imputado: L., Gustavo Alberto y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50199/2021/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

Las escasas constancias del legajo digital impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos en razón del territorio.

En consecuencia, corresponde al juzgado nacional de esta ciudad, ante cuyos estrados acudió el denunciante a hacer valer sus derechos y se encuentra radicada su cuenta bancaria, proseguir la presente investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

Incidente N° 1 - Damnificado: V., Edgardo Ariel - N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10224/2022/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Uso de documento falso. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 

Es doctrina de la Corte que atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de la presunta falsificación y uso.

En este sentido y en atención a que existen elementos que probarían la utilización de un documento nacional de identidad adulterado, corresponde entonces atribuir el conocimiento de esta causa a la justicia federal.

Incidente n° 1 - Denunciante: C. C., Verónica Natalia. Imputado C., Gabriel Víctor s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13448/2022/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Robo. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Competencia n° 889, L. XLVII, "Santa Cruz, Santos s/ denuncia".

Incidente N° 1 - Damnificado: B., Karina Gabriela - N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10048/2022/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente n° 1 - Denunciante: A. P., Graciela N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5746/2022/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, en tanto los elementos de prueba incorporados al legajo no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Sobre todo si se tiene en cuenta que las presuntas conductas delictivas de contenido patrimonial se habrían producido en un marco familiar y no se han recabado otros elementos de juicio que permitan esclarecer lo ocurrido.

Por lo expuesto, corresponde al juzgado nacional de esta ciudad, que previno y ante cuyos estrados acudió la denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

Incidente N° 1 - Imputado: C., Nicolás Roberto s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5644/2021/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa competencia CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ estafa e infracción ley 22.632 (art. 31 inc. b)”.

Incidente n° 4 – N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6402/2020/4/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Competencia federal. 

Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.

De acuerdo al criterio expuesto por la Corte en la causa CCC 17321/2019/1/CS1, “Torday, Matías Nehuen s/ infracción artículos 12 y 13 de la ley 25.891”, corresponde a la justicia federal conocer respecto del encubrimiento, los fraudes realizados, y la interrupción del uso del servicio que le presta la compañía de telecomunicaciones móviles.

Denunciante: A., Raúl Ernesto y otro s/ Incidente de incompetencia

COMP.CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1704/2021/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Domicilio del banco. Competencia provincial. 

Habida cuenta de que los magistrados en conflicto no discrepan acerca de la calificación del hecho investigado, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración.

En ese sentido, no se encuentra controvertido por los jueces que el imputado habría cometido el posible fraude en la oficina de la empresa damnificada, lo que autoriza a presumir que allí se ejecutaron los actos de administración y disposición, especialmente si se tiene en cuenta la documentación agregada y las propias manifestaciones del denunciante que resultan verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa.

Por lo tanto, corresponde al Juzgado de Garantías conocer en la causa, jurisdicción donde también se encuentran registrados el domicilio del imputado y la cuenta bancaria a la que se habrían transferido los fondos.

Incidente n° 1 - Imputado: R., Darío s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5443/2020/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Domicilio social. Domicilio del banco. Domicilio del imputado. Juez previniente. Competencia nacional. 

El Tribunal tiene establecido que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan los jueces en conflicto.

Más allá de la calificación legal que en definitiva resulte aplicable, corresponde a la justicia nacional que previno continuar con las presentes actuaciones, en tanto es en ésta ciudad donde la empresa tiene su domicilio social, se encuentra radicada la cuenta bancaria a la que se le imputaron las erogaciones no autorizadas y donde se domicilia el imputado

Incidente N° 1 - Denunciante: V., Santiago y otro - Imputado: C. C. R., Leandro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22979/2021/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Delitos contra el honor. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 

Ha sostenido el Tribunal que corresponde entender en la querella por injurias al juez del domicilio desde donde se generó y divulgó la información injuriante. 

Asimismo, es doctrina de que los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes, y cuando ellos son reproducidos por la prensa, corresponde atribuir la competencia al magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas. 

Corresponde al magistrado nacional que previno entender en las presentes actuaciones, toda vez que es en esta ciudad capital donde se encuentra registrado el domicilio del responsable de las publicaciones objeto de esta contienda.

Incidente N° 1 - Querellante: R., María Fernanda - Querellado: C., Mario Rubén s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14892/2022/TO1/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Transferencia electrónica. Domicilio del banco. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

En este sentido y teniendo en cuenta que de las constancias agregadas al incidente surge que la cuenta bancaria a la que la denunciante transfirió el dinero se encuentra radicada en la localidad bonaerense de Pilar, corresponde al juzgado provincial continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones, sin perjuicio de que si considera que corresponde conocer a otro magistrado de su misma provincia, le remita las actuaciones de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente n° 1 - Damnificado: W., Mariana N.N.: N. R., Christian Ezequiel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26668/2021/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual de menores. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

De acuerdo con la doctrina del Tribunal según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde a la justicia bonaerense asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente y con el debido resguardo de los derechos de las víctimas menores.

Incidente N° 1 - Denunciante: Juzgado de Instrucción n° 1 de la Tercera Circunscripción de Misiones - Expediente n° 142176/2018 y otros. Imputado: N., M. y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14434/2019/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Personas con discapacidad. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Las constancias remitidas, sin que se haya escuchado en sede penal a la propia víctima no resultan bastantes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa y su consecuente encuadre legal, lo que impide, de momento, formar un criterio fundado acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.

En esas condiciones, en las que debe prevalecer el interés en la protección y el resguardo de las personas afectadas por discapacidades mentales, corresponde a la justicia nacional continuar la investigación de esta causa, en cuyo ámbito territorial reside la víctima con su familia y, además, se sustancian en ese fuero otras actuaciones relacionadas con la presunta comisión de delitos de índole sexual contra la misma joven. Ello, sin perjuicio de cuanto pudiera surgir con posterioridad.

Incidente N° 1 - Víctima: S., A. N. y otros. Imputado: P., H. H. y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22035/2021/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Transferencia electrónica. Domicilio del banco. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

En este sentido y teniendo en cuenta que el denunciante transfirió el dinero mientras se encontraba ocasionalmente en la localidad de Bahía Blanca y que, además, de las medidas de prueba ordenadas se determinó que el titular de la cuenta bancaria tiene domicilio registrado en la localidad bonaerense de Quilmes, corresponde a la justicia provincial continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones, sin perjuicio de que si considera que corresponde conocer a otro magistrado de su misma provincia, le remita las actuaciones de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente n° 1 - Denunciante: A. G., Axel Gonzalo. Imputado: G., Paulina y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23236/2017/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual calificado por parentesco. Lugar del hecho. Consumación del delito. Competencia provincial. 

En atención a que de las constancias del legajo surge que los hechos objeto de investigación habrían ocurrido en territorio bonaerense, y que de acuerdo con la doctrina del Tribunal, la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al Juzgado de Garantías proseguir el trámite de la causa, con el debido resguardo de la salud psicofísica de la víctima.

Incidente N° 1 - Denunciante: R. A., L. D. Imputado: N., N.

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31015/2021/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1- Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

Incidente n° 1 - Denunciante: B., Zara María - Denunciado: P., Julia Elena s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26033/2022/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Robo de automotor. Competencia nacional. 

Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.

Con relación tanto al hallazgo del vehículo sustraído en territorio provincial como de los restantes sucesos cuya investigación fue asumida por el juzgado nacional de menores corresponde a la justicia nacional de instrucción delimitar el objeto de la causa y establecer su verdadero alcance, aunque no haya sido parte en esta contienda, y sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.

Imputado: C. (F), Joel Alexis s/ Incidente de incompetencia

COMP.CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7145/2021/2/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Concurso de delitos. Competencia nacional. 

La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación.

En tal sentido, cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

En tales condiciones, las particularidades que se presentan en el caso no permiten la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215, 271:60 y 308:1720, y en la Competencia CCC 44738/2021/11/CS1, “Incidente n° 11. Damnificado: Esponoza Cordoba, Enrique y otros. Imputado: Torrilla, Ezequiel Fabio y otro s/ Incidente de incompetencia”, en tanto que, si bien habría coincidencia entre ambas causas respecto de algunos de los imputados, por el momento no se advierte de forma verosímil una vinculación entre los delitos investigados por la justicia local y los hechos pesquisados en el fuero federal en infracción a la ley 23.737.

Por todo lo expuesto, en atención a que los sucesos en estudio son de naturaleza local, a lo que debe sumarse que tampoco se vislumbra que se hayan producido con el objeto de interferir en alguna investigación de índole federal que corresponde a la justicia nacional de esta ciudad continuar conociendo en esta causa.

Incidente n° 1. Damnificado: S. B., Maryorie y otros. Imputado: R. G., Ulises (alias Pitufo) y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49954/2021/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Abuso sexual calificado por acceso carnal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

El Tribunal tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió, además, otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.

Incidente N° 1 - Damnificado: T., A. N. - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7854/2021/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa competencia CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ estafa e infracción ley 22.632 (art. 31 inc. b)”.

Incidente n° 1 - Damnificado: R., Alicia Josefina N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42262/2021/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

WhatsApp. Economía procesal. Competencia provincial. 

Surge de las declaraciones de las denunciantes, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, que a través del mismo número de abonado engañaron a distintos contactos de “WhatsApp” de una de ellas con la falsa promesa de la venta de dólares. En este sentido, si bien ambas denuncias se radicaron el mismo día, pero en distintas jurisdicciones, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.

Incidente N° 1 - Denunciante: S., Alicia Norma y otro. N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40047/2021/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En efecto, los dichos de la denunciante, por sí solos y sin que se haya escuchado en sede penal a la propia víctima no resultan bastantes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa y su consecuente encuadre legal, lo que impide, de momento, formar un criterio fundado acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.

Por lo demás, no debe pasarse por alto el contexto de extrema vulnerabilidad en el que se encontraría la joven debido a su fragilidad psíquica y la valoración de su situación como de altísimo riesgo por parte de la Oficina de Violencia Doméstica de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que consideró en ese sentido la posible reiteración de sucesos similares a los de la causa, en atención a sus anteriores intervenciones.

En esas condiciones, en las que debe prevalecer el interés en la protección y el resguardo de las personas afectadas por discapacidades mentales, corresponde a la justicia nacional, que previno, en cuyo ámbito territorial reside la víctima con su familia, y ante la cual, además, se sustancian otras actuaciones relacionadas con la presunta comisión de delitos de índole sexual contra la misma víctima, proseguir el trámite de esta causa, sin perjuicio de cuanto pudiera surgir con posterioridad.

Incidente N° 1 - Denunciante: F., G. y otro. Imputado: M,. L. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36927/2021/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Título universitario. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 167525/2018/1/CS1, "Incidente n° 1 – Imputado: M., Oscar Roberto s/ incidente de incompetencia".

En atención a que el Colegio de Fonoaudiólogos de la provincia de Buenos Aires tomó conocimiento de la falsificación de un documento público de carácter nacional como lo es el título expedido por la Universidad de Buenos Aires, y que en la jurisdicción bonaerense se habría presentado la documentación falsa y facturado sus servicios, corresponde conocer en la presente causa a la justicia federal de San Martín, aunque no haya sido parte en la contienda.

L., Cintia Vanesa s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1400/2022/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Uso indebido de tarjeta de crédito. Falsa denuncia. Competencia provincial. 

El Tribunal tiene establecido que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan los jueces en conflicto.

En este sentido, si bien la presente se inicia a partir de la denuncia por un hecho presuntamente acaecido en la localidad bonaerense, de las constancias agregadas a la causa surgen contradicciones en el relato del denunciante, lo que llevó al juez provincial a entender que se trataba de una falsa denuncia. En ese contexto, más allá de quién resultó perjudicado patrimonialmente con los consumos de la tarjeta de crédito, lo cierto es que el objeto procesal de la presente causa se circunscribe al uso de aquel plástico en distintos comercios todos ellos ubicados en territorio provincial y a determinar la veracidad de la denuncia, también acaecida en esa jurisdicción.

En tales condiciones, corresponde al juzgado provincial que previno continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones, toda vez que es en territorio bonaerense donde se ejecutaron todas las compras presuntamente no autorizadas y, además, donde el denunciante se presentó para denunciar el supuesto hecho delictivo, que dio inicio a esta causa.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 713/2022/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2784/2021/CS1, “N.N. s/ incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 576/2022/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Desarmado de automotores. Partes del automotor. Interpretación restrictiva. Competencia provincial. 

Es criterio de la Corte que la competencia del fuero federal es excepcional y está circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes, las cuales son de interpretación restrictiva.

En este sentido, la ley 25.761 no establece la competencia del juez federal para conocer de las infracciones a sus preceptos.

Por ello, y en ausencia de otra circunstancia que por el momento pueda surtir su jurisdicción, corresponde declarar la competencia al Juzgado de Garantías, para conocer en estas actuaciones.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 248/2022/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Arma de fuego. Encubrimiento. Concurso de delitos. Competencia federal. Amenazas calificadas. Portación ilegítima de armas. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte, que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. 

Atento que la supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero a su respecto.

Por otra parte, más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda asignar a los hechos denunciados, tanto la investigación del delito de amenazas calificadas por uso de arma de fuego como la portación ilegítima del arma de uso civil corresponde a la esfera de la justicia provincial.

A., Juan Martín y s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 533/2022/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Diputados nacionales. Seguridad pública. Competencia federal. 

Es doctrina de la Corte que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3, inciso 5º, de la ley 48 deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.

En consecuencia, más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda asignar a los hechos denunciados y habida cuenta que de las constancias del incidente no surge, por el momento, cuál es la finalidad de las conductas denunciadas, sin que por ello sea posible descartar que se vinculen con el desempeño de la gestión que ejerce la víctima, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en la causa.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 234/2022/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Robo de automotor. Competencia provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 

De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, debe ser investigada por la justicia nacional.

Acreditado como se encuentra que sería el mismo vehículo respecto del cual pesaba solicitud de secuestro en virtud de la sustracción ocurrida en territorio bonaerense, corresponde al juzgado provincial delimitar el objeto de esta causa y establecer su verdadero alcance.

Por último, en orden a definir la competencia acerca de la denuncia por la sustracción en esta ciudad de las placas originales que presentaba colocadas el vehículo en cuestión, su investigación corresponde al juzgado nacional que instruyó a su respecto.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

COMP.CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 105/2022/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

Legajo N° 1 - Denunciante: F, Stefano y otro. Imputado: C. L., Roger Gustavo s/ Legajo de apelación

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53423/2021/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Prostitución. Investigación inconclusa. Competencia federal. 

La denuncia anónima y las tareas investigativas requeridas a la división específica de la Policía Federal Argentina, no resultan elementos suficientes para individualizar los hechos con razonable certidumbre, atento que no surge aún la realización de otras medidas que permitan identificar a las posibles víctimas, con el resguardo que este tipo de casos exige, y las circunstancias en las que ejercerían la prostitución en el lugar. Tampoco resulta que se hubiera efectuado diligencia alguna con respecto a la individualización de los presuntos responsables de esa actividad.

En ese sentido, no debe pasarse por alto la estrecha relación que existe entre la trata de personas, la promoción o facilitación de la prostitución y la explotación económica del ejercicio de la prostitución ajena en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano expresamente definido como tal por la ley.

Incidente N° 1 - Denunciante: Juzgado Criminal y Correccional Federal 4, Secretaría 7 - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7821/2020/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional. 

Este conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, la Corte decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente N° 1 – Damnificado: V., Melina - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57302/2021/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Amenazas. Competencia provincial. 

Toda vez que de los términos de la denuncia se desprende que fue en territorio bonaerense donde se habrían recibido las amenazas, debe ser la justicia provincial la que debe conocer en la investigación de los hechos allí ocurridos, sin perjuicio de que si entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente nº 1- Denunciante: S., L. y otro. Imputado: R., C. A. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 89683/2019/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte, que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.

Habida cuenta de que las maniobras de la defraudación ocurrieron en jurisdicción provincial, donde además se domicilia la damnificada, corresponde conocer en esa causa al Juzgado de Garantías.

Incidente n° 1 - Denunciante: P., Laura Mariel - N.N.: N.N.: s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46589/2021/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. Tenencia de estupefacientes. Competencia provincial. 

Al inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al menudeo y de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en ese sentido.

En cuanto al delito de tenencia simple de estupefacientes previsto en el artículo 14, primera parte, de la ley 23.737 imputado, de acuerdo con lo establecido por la Corte en Fallos: 329:6047, corresponde declarar la competencia de la justicia local.

Incidente n° 27. Imputado: F. C., Leonela Adela y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 73845/2019/27/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Propagación de enfermedad peligrosa y contagiosa. Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia provincial. 

Corresponde dejar sin efecto el sobreseimiento y resolver el conflicto de competencia planteado con base en la doctrina de la Corte en el precedente de Fallos: 344: 3720.

Denunciado: B., Ricardo Argentino y otro s/ a determinar Denunciante: M., Emilio

FTU-Justicia Federal de Tucuman, 1576/2020/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Personas privadas de la libertad. Incapacidad. Internación. Principio de inmediación. Facultades jurisdiccionales. Competencia de familia. Competencia provincial. 

En atención al principio de inmediatez que integra la garantía constitucional de acceso a una tutela judicial efectiva, le compete al Juzgado de Familia provincial proseguir el caso y, en consecuencia, decidir el egreso del interno de acuerdo con lo que resulte de los dictámenes médicos requeridos o los que puedan solicitarse a esos efectos, pues tal jurisdicción se halla en mejores condiciones para desplegar eficazmente la actividad judicial que corresponda a ese respecto. Ello, sin perjuicio de la competencia territorial que pueda surgir ulteriormente, con relación a la eventual modificación del lugar de internación o de domicilio del causante.

Q., M. F. s/ Internación - incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 815/2022/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Suspensión del juicio a prueba. Competencia federal. Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

En primer lugar debe descartarse la posibilidad de que la jurisdicción provincial sea la competente para el contralor de las medidas impuestas por la justicia nacional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 75 de la ley 24.121, de implementación y organización de la justicia penal, en tanto establece que en los casos de suspensión del proceso a prueba, en el interior del país, la función de juez de ejecución le corresponde al magistrado que dictó el beneficio.

Por aplicación de esta regla, corresponde a la justicia federal resolver respecto a la suspensión del juicio a prueba dictada a favor de dos de los imputados.

Incidente n° 3 - Imputado: S., Germán Daniel y otros s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 10150/2021/3/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Imputado: V., Andrea s/ Violación de medidas - propagación epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 9754/2021/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Imputado, M., Milton Antonio s/ Violación de medidas - propagación epidemia (Artículo.205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 2100/2020/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Imputado: P., Jesús Osvaldo s/ Violación de medidas - propagación epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 11609/2020/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Cámara federal de apelaciones. 

Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.

De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley n° 1285/58, la contienda debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que intervino primero.

Incidente n° 2 – N.N.: N.N. s/ Audiencia de excepciones (Artículo 38 Código Procesal Penal Federal)

FSA-Justicia Federal de Salta, 2787/2021/2/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente nº 1 - Imputado: L., Alan s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 1183/2021/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Imputado: B., Ángel Horacio y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 37014/2020/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, dada la inexistencia de elementos de juicio que permitan delimitar con precisión los pormenores y características de los hechos objeto de investigación, ni mucho menos corroborar los términos de la denuncia con respecto a la hipótesis delictiva sobre cuya base se ha planteado la declinatoria, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del juez competente para investigarlo y juzgarlo.

Por lo tanto, corresponde al Juzgado provincial, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2786/2021/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: P., Norberto Pablo s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 35352/2020/1/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 3 – Imputado: C., Emanuel Jesús y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 5379/2020/3/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 

La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, en atención a que las constancias remitidas no permiten, de momento, individualizar con razonable certidumbre los hechos que serían objeto de investigación, conocer sus circunstancias y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que compete investigarlos.

Toda vez que de momento no se cuenta en la causa con elementos que hagan verosímil la hipótesis delictiva sobre la trata de personas, corresponde a la justicia local continuar con la incorporación a la pesquisa de las pruebas necesarias para conferir precisión a la notitia criminis, y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2599/2021/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Violación de correspondencia. Sistema informático. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ incidente de incompetencia”.

En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1505/2022/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

El presente conflicto no se encuentra precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Los elementos incorporados al incidente no resultan bastantes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron la presente causa y su consecuente encuadre legal, lo que impide formar un fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que compete investigarlos, inclusive, desde el punto de vista material, ante la posible falsedad ideológica de su documento nacional de identidad.

V., G. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2637/2021/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.

Considerando los dichos verosímiles y no controvertidos de la denunciante y la doctrina de la Corte según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde a la justicia cordobesa continuar la investigación.

T., A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1917/2021/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Cheque. Competencia provincial. 

En atención a que la conducta a investigar consistiría en la falsificación de un instrumento privado y que no se advierten, además, circunstancias que permitan afirmar la jurisdicción federal, que es de naturaleza exclusiva, excluyente y excepcional, corresponde al juzgado de garantías continuar interviniendo en la causa.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1355/2021/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Robo. Correspondencia. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Competencia n° 19, L. XLIV, “Delmas, Carlos Alberto s/ denuncia robo”.

Incidente N° 1 – Denunciante: M., Gabriel Alejandro y otro – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56681/2021/1/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Conflicto gremial. Competencia provincial. 

Sin perjuicio de la calificación legal que corresponda adoptar en definitiva, toda vez que de los antecedentes del legajo surge que los hechos investigados responderían a un conflicto gremial, y que más allá de ser una de las partes una sociedad anónima con participación estatal mayoritaria, no se advierte ningún elemento de juicio indicativo de que en el caso se hubiese afectado el normal servicio que presta esa empresa, u otra circunstancia que justifique la intervención de la jurisdicción federal, limitada y de aplicación restrictiva, corresponde al Juzgado provincial proseguir la investigación.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2629/2021/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 

Es doctrina de la Corte que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2183/2021/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

G., Alberto Ignacio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2783/2021/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Con respecto a la competencia material, es criterio de la Corte que corresponde conocer a la justicia ordinaria en hechos como los denunciados, cuando lo actuado revele de manera inequívoca estricta motivación particular y, además, no exista la posibilidad de que resulte afectada la seguridad del Estado nacional o alguna de sus instituciones.

Atento las constancias de la causa, no surge que las conductas investigadas hayan puesto en peligro intereses federales, ni tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que determine la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, motivo por el cual no corresponde la intervención del fuero de excepción.

En cuanto a la cuestión territorial, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

En este sentido, y según surge de las constancias incorporadas al incidente, tanto las extracciones por cajero automático como el destino de las transferencias fueron en esta Capital, motivo por el cual, es la justicia ordinaria de dicha jurisdicción quien deberá conocer en la presente causa, aunque no haya sido parte en esta contienda, toda vez que allí se cuenta con mayores elementos probatorios para llevar adelante esta investigación.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2778/2021/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia federal. 

Entorpecimiento del normal desarrollo de un organismo nacional.

Frente al eventual entorpecimiento del normal desarrollo de un organismo nacional o de sus empleados, corresponde estarse al criterio de Fallos: 308:487; y Competencia n° 119, L. XLVI “Blanco Stella Maris s/ Estafa”, y CSJ 4/2017/ CS1, “Matonti, Luciano s/ Estafa” el que, en definitiva, determina la jurisdicción de excepción.

Incidente N° 1. Denunciante: F., Emiliano Néstor. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 10533/2019/1/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Cohecho. Concurso de delitos. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

Tiene resuelto el Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

Asimismo, la Corte tiene dicho que la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.

Por ello, en la medida en que el objeto de la presente disputa está constituido por la atribución del delito de cohecho respecto de funcionarios de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires , y que mediante el Tercer Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de esa figura,  corresponde declarar la competencia de la Justicia en lo Penal, Contravencional y de Faltas, aunque no haya sido parte en la contienda.

Incidente N° 2. Denunciante: Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal N° 6. Causa 6629/2021 y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48551/2021/2/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Licencia de conducir. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de una licencia de conducir, si no surge que se haya presentado en alguna institución nacional.

G., Gustavo Joaquín s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 9/2022/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Robo calificado. Arma de fuego. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Habida cuenta de que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las constancias del incidente surge que el hecho habría ocurrido en territorio bonaerense, corresponde al juzgado provincial conocer en estas actuaciones.

Incidente Nº 4 - Imputado: K., Gonzalo Mateo y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20979/2022/4/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Administración fraudulenta. Competencia nacional. 

Conforme a la doctrina de Fallos: 325:3255, los hechos deben ser objeto de examen de un solo órgano de la justicia ordinaria, cuya competencia surge de innumerables precedentes de la Corte que indican que cuando no se encuentra establecido el lugar de los actos perjudiciales en violación al deber, corresponde intervenir al juez del domicilio de la administración, el que en este caso se sitúa en la ciudad de Buenos Aires.

Incidente N° 3- Denunciante: L., Martín Juan y otro. Imputado: M. V., Dalma Nerea y otro s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7694/2021/3/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Lesiones agravadas por el vínculo. Violencia de género. Lugar del hecho. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

Atento que, según surge de la resolución del juez bonaerense, las causas en las que se ventilaron los hechos sucedidos en esa jurisdicción se encuentran archivadas, no resulta posible aplicar el criterio excepcional establecido en la competencia n° 475 L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ art. 149 bis”.

En consecuencia, teniendo en cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las constancias de la causa surge que el hecho sobre el que versa el conflicto habría ocurrido en esta ciudad, corresponde al juzgado en lo penal, contravencional y de faltas conocer en estas actuaciones.

Ñ. S., Brian Ledgar s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 169/2022/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

Frente a los argumentos esgrimidos por el juez nacional en su resolución declinatoria, no se trata en estos casos de desdoblar un único hecho en función de calificaciones sino que debe determinarse la responsabilidad que le pudo haber correspondido al imputado en uno y otro suceso, pues éstos aparecen claramente distinguibles no sólo en tiempo y espacio, sino también, en razón de los elementos subjetivos y objetivos requeridos por el tipo penal para la configuración de cada uno de ellos.

Incidente N° 1- Damnificado: Á., Luis Alberto s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47639/2020/1/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual. Competencia provincial. 

En atención a la materia común que presentan los hechos objeto de contienda, según el encuadre legal dado en esa jurisdicción, y frente a la ausencia de circunstancias que indiquen el posible compromiso de intereses nacionales, en tanto la desvinculación del imputado en orden a la trata con fines de explotación sexual adquirió firmeza, y el Tribunal Oral en lo Criminal Federal de Mar del Plata dictó su sobreseimiento respecto del delito de trata con fines de explotación laboral, corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento de estas actuaciones y, eventualmente, resolver de conformidad con lo que resulte de su trámite ulterior.

Incidente N° 9 – Imputado: G. I. R. s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 29/2019/9/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de competencia”.

Imputado: R., Andrea Carina y otro s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 4111/2021/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte atento al criterio establecido en la Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento".

Incidente N° 1 – Imputado: E., Antonio Luis s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41183/2020/1/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia n° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de competencia”.

Imputado: C., Dora Ramona s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12738/2020/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restrictiva, y que por ese motivo se exige que exista al momento del hecho investigado una inequívoca relación con el entorpecimiento del ejercicio de funciones federales, y que el funcionario autor o víctima del presunto delito cumpla tareas específicas de esa índole.

De los dichos verosímiles y no controvertidos del denunciante, a los que cabe atenerse para definir el presente conflicto, no surge que los hechos denunciados estuvieran relacionados con el cumplimiento de las funciones propias de un gendarme, ni que afectaran el normal desenvolvimiento de esa fuerza de seguridad nacional.

A., Norberto Gustavo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2895/2021/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual de menores. Economía procesal. Competencia provincial. 

En casos como este, en que un menor de edad es víctima de agresiones sexuales a lo largo del tiempo, en distintas jurisdicciones y en un mismo seno familiar, la Corte ha resuelto que las conductas deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más favorable para la eficacia de la investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.

L. S., E. A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2896/2021/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/CS1, “Legajo n° 1 - Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

En atención a que la competencia para investigar el delito de defraudación no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires corresponde declarar la competencia al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda, por haber intervenido previamente.

Incidente N° 3- Denunciante: A. C., Alejandra - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50574/2020/3/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Violencia de género. Competencia provincial. 

Más allá del incipiente estado de la investigación y las calificaciones legales que puedan darse a los hechos denunciados, lo cierto es que los antecedentes consignados por el equipo técnico del área de la mujer de la Municipalidad de Bernardo Larroudé permiten inferir que las conductas denunciadas como sucedidas en Capital Federal serían una exteriorización más del contexto de violencia de género gestado y desarrollado en esa localidad pampeana, donde, además, se domicilia la damnificada.

R., B. D. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2843/2021/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional. 

La cuestión no se encuentra en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto- ley 1285/58.

En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que, no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos.

Incidente N° 1 – Denunciante: Policía de la Ciudad de Buenos Aires. Sumario N° 450.330/21. Imputado: L., Facundo Gabriel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40265/2021/1/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Esta contienda no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.

En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso y el lugar de su comisión, y ese déficit no permite discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponde investigarlos.

Por todo lo expuesto, la justicia nacional en lo criminal y correccional, que tomó conocimiento de la notitia criminis, debe continuar con esta investigación e incorporar los elementos para darle precisión.

Incidente N° 1 – Denunciante: T., Walter. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38397/2020/1/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Habida cuenta de que el juez provincial no cuestiona la competencia local en razón del territorio, sino que entiende que los hechos denunciados, por no constituir delito, resultarían ajenos a su competencia material, es el Juzgado de Garantías, el que debe resolver lo que corresponda según las reglas del derecho procesal local cuya aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

M., Aníbal Alberto s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 472/2022/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

La presente contienda negativa de competencia no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58.

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Las escasas constancias agregadas al incidente no alcanzan para delimitar con precisión los pormenores y características del suceso motivo de investigación, sin que las únicas referencias que surgen de las manifestaciones vertidas en la denuncia, respecto de la comercialización de productos alimenticios en mal estado y con signos imitativos de una marca registrada, alcancen para encuadrarlo en una determinada calificación legal.

N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: G., Jonathan

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 365/2022/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1 – Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

Incidente Nº 1 - Damnificado: A., Karina Alejandra y otro - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27990/2021/1/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Falta de calificación legal. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Pues con los elementos acumulados en el legajo no ha podido establecerse todavía ningún hecho concreto en relación con el que corresponde pronunciarse acerca de su calificación legal, el lugar de su comisión y, consiguientemente, respecto del juez a quien compete investigarlo.

Por ende, resulta de aplicación al sub judice la doctrina de la Corte de Fallos: 293:485 y 304:949, según la cual si las resoluciones de incompetencia carecen de la descripción particularizada de los sucesos delictivos sobre los cuales se basa la calificación o ésta parece imprecisa o inadecuadamente sustentada en aquéllos corresponde devolver las actuaciones al juez que previno, para que incorpore al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y, eventualmente, resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

Incidente Nº 1 - Denunciante: C., Santa - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25447/2021/1/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Competencia federal. 

Esta contienda no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues de las escasas constancias remitidas no surgen elementos de juicio suficientes para determinar la significación penal de los hechos denunciados y de tal suerte, asignar la competencia al magistrado que corresponda en razón de la materia.

En tales condiciones, corresponde a la justicia federal, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.

Incidente N° 2 – Denunciante: P., Graciela Gladys y otros s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 18703/2018/2/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Tarjeta de débito. Economía procesal. Domicilio del banco. Titular de cuenta corriente. Competencia provincial. 

La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

En esta inteligencia, más allá de que la cuenta bancaria de la que se dispusieron los fondos se encuentra en esta ciudad, corresponde declarar la competencia del juez de garantías, pues es quien se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en ese ámbito territorial se encuentra la sucursal a la que se destinó el dinero y donde se domicilia su titular, quien además, retiró el importe el mismo día.

Incidente Nº 1 - Damnificado: A., Miriam Mabel y otro - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6543/2021/1/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, dado que el presente conflicto no se encuentra precedido de la investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa, con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, pues solo con respecto a un delito concreto cabe analizar la competencia de uno u otro juez para investigarlo.

Por lo tanto, toda vez que los escasos antecedentes remitidos impiden la adecuada resolución del presente conflicto, tanto en su aspecto material como territorial, corresponde devolver las actuaciones a la justicia nacional ordinaria, que previno, para que incorpore al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos que abarcaría esta investigación y, eventualmente, resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

Incidente N° 1 – Denunciante: Procuraduría de Violencia Institucional y otros. Imputado: Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35583/2021/1/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Hurto. Servicio Penitenciario Federal. Personal penitenciario. Competencia nacional. 

La Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.

En concordancia con ello y en atención a que de los antecedentes agregados al legajo no surge que el hecho de la causa hubiere entorpecido el normal desenvolvimiento del Registro Nacional de Dominio de Internet ni el buen servicio que prestan sus empleados, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional ordinaria para proseguir el trámite de las actuaciones.

Incidente N° 1 – Denunciado: U., Juan Manuel s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18/2020/1/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Accidente ferroviario. Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia federal. 

Al resultar de las constancias de la causa que a consecuencia del accidente aquí investigado la formación debió detener su marcha, más allá del conflicto generado luego con los vecinos del lugar, cabe inferir que el hecho objeto de investigación tuvo entidad suficiente para entorpecer el tráfico ferroviario en una vía de comunicación por la cual se cumple con un servicio de transporte público interjurisdiccional.

D., Mariano Gabriel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2377/2021/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia federal. 

Los escasos elementos con que se cuenta hasta el momento, impiden establecer la real naturaleza de los hechos y su verdadero alcance, y con ello el objeto del proceso y la materia de la que trata la causa.

Inclusive, en tales condiciones, no es posible realizar una correcta calificación jurídica que encuentre debido respaldo en las constancias del expediente.

En consecuencia, debe profundizarse la investigación en orden a discernir aquellos aspectos, especialmente cuando se encuentran todavía pendientes de producción algunas de las medidas que dispuso el juzgado declinante con el fin de descartar precisamente la materia de su competencia.

No es posible descartar la hipótesis que plantea la querella sin antes finalizar la investigación dirigida precisamente a lograr esos efectos, máxime cuando el propio declinante es el juzgado que posee competencia para investigar la posible comisión del delito de lavado de activos.

Una adecuada pesquisa podría incluso contribuir a determinar la eventual afectación de algún otro interés de la Nación, especialmente cuando el ingreso de datos falsos o incorrectos al sistema registral de la AFIP posee entidad para perturbar el buen servicio que debe cumplir un organismo nacional o el de sus empleados, lo que en consecuencia podría también incidir en orden a establecer la materia de la causa y el fuero que debe investigarla.

Incidente N° 1 – Querellante: R., Alejandro Fabián. Imputado: R., José y otros s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 21074/2020/1/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Cédula verde. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Competencia federal. 

Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.

En cuanto a la falsificación de la cédula de identificación del vehículo, en virtud del carácter nacional que revisten esos documentos públicos cuya falsificación se investiga, corresponde asignar su conocimiento a la justicia federal de esta ciudad en la que se descubrió su falsedad.

En lo concerniente a la sustitución de las placas y la falsificación de la identificación de dominio grabadas en los cristales, como ocurre en el caso, la Corte tiene establecido que la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía. 

Sin embargo, debido a la estrecha vinculación que existiría entre ese delito y la falsificación del documento registral, atento la coincidencia entre la numeración de la identificación del dominio colocado y la que consta en ese documento, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que en el caso corresponde a la justicia federal.

En orden al encubrimiento de la sustracción del rodado que habría ocurrido en la localidad bonaerense de Ituzaingó, dada la íntima vinculación que existiría entre ese delito contra la administración pública y la falsificación de aquel instrumento, de conformidad con la doctrina precedentemente citada, resultaría conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que el juzgado federal juzgue también a su respecto.

Por último, en lo atinente a la denuncia de sustracción o extravío de aquellas placas que fueron reemplazadas por las originales o su eventual encubrimiento, que habría tenido lugar en la ciudad bonaerense de Santa Teresita, deberán remitirse testimonios a esa sede a fin de que se profundice la pesquisa a partir de los elementos recabados con motivo de su hallazgo y se expida acerca de la responsabilidad que pudiera caberle eventualmente a los aquí imputados en el delito contra la propiedad.

Imputado: R., Mariano Fidel y otros s/ Incidente de incompetencia

COMP.CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27444/2022/5/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

G., Walter Ramón s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 138/2022/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

La declaración de incompetencia no se encuentra precedida de una adecuada pesquisa que permita determinar el verdadero alcance de los hechos y su real naturaleza. Tampoco las circunstancias en que habrían ocurrido.

Ello es necesario para realizar una correcta calificación legal que encuentre sustento en los antecedentes de la causa. Sin embargo, no se aprecia que se hayan realizado medidas tendientes a determinar aquellos aspectos, lo que impide resolver sobre la competencia material.

En tales condiciones, se impone la necesidad de que se profundice la investigación a fin de subsanar las carencias advertidas y para finalmente discernir qué fuero debe entender en el caso.

En definitiva, corresponde que el juzgado provincial que previno y que se declaró incompetente sin darle precisión a su resolución, continúe con la investigación y resuelva luego, y en su caso, de acuerdo con lo que de todo ello surja.

N.N. s/ Incidente de incompetencia - Denunciante: J. M. S.A.C.Y.A.

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 776/2022/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 15944/2020/1/CS1, “M. G., Eduardo Antonio s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1- Damnificado: L. S., Lautaro Ezequiel - N.N.: M., Manuel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47600/2021/1/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al sub lite la doctrina de la Corte en la que tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

En tales condiciones, corresponde al magistrado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darles precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.

N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: O., Andrea Soledad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 315/2022/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Robo. Encubrimiento. Correspondencia. Servicio postal. Competencia federal. 

Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual la sustracción, mientras se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, supone la comisión de uno de aquellos crímenes que violentan o estorban la correspondencia postal, de conformidad con lo previsto en el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48 y artículo 33, inciso c), del Código Procesal Penal de la Nación, sin que ello sea alterado por el hecho de que la prestataria del servicio postal sea una empresa privada.

Con relación al delito de encubrimiento de la sustracción ocurrida en circunstancias en que los bultos eran transportados por el distribuidor en el contexto de la actividad de mercado postal en los términos del artículo 4°, del decreto 1187/93, de acuerdo con los fundamentos que informaron la Competencia n° 660, XLIII, “Estevez, Patricia s/ encubrimiento”, y la doctrina de Fallos: 339:1385 y 340:724, su juzgamiento también corresponde al tribunal federal.

Incidente N° 6 - Imputado: A., Rubén Darío y otro s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 16872/2021/TO1/6/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

Las escasas constancias agregadas al legajo impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos en razón del territorio.

Ello es así en la medida en que, más allá de no haberse acreditado pericialmente la falsedad del documento privado utilizado, no se ha verificado mínimamente la autenticidad de los datos plasmados en ese instrumento en cuanto al transportista, al conductor del camión y al destinatario de la mercadería. Todos esos elementos resultan indispensables para individualizar el contexto de la conducta atribuida, en principio, al chofer del camión, y determinar los alcances de una operatoria presuntamente fraudulenta.

Por lo tanto, corresponde al juzgado de la provincia de Entre Ríos, ante cuyos estrados acudió el denunciante a hacer valer sus derechos y registra domicilio el conductor, proseguir la presente investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1392/2022/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Falsificación de marca o designación. Estafa. Concurso ideal. Competencia federal. 

Conforme sostiene la Corte desde antiguo, la falsificación de una marca es la reproducción no autorizada de todos o los más característicos de sus signos, como así también la imitación de sus trazos más salientes, con supresión de los detalles secundarios, todo ello con el propósito de inducir a error a los consumidores, o bien explotar en forma desleal el trabajo del titular de la marca.

Desde este punto de vista, en tanto coinciden los magistrados en que se han utilizado las marcas de los productos y en la medida en que no puede descartarse que el hecho quede aprehendido en forma simultánea por las disposiciones penales de la ley 22.362 y el delito de estafa, que concurrirían en forma ideal, debe declararse la competencia del juez federal más allá que la infracción del artículo 172 del Código Penal sea ajena a su conocimiento.

Incidente Nº 1 - Denunciado: S. N., Edward Benjamín s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2765/2021/1/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 15944/2020/1/CS1, “M. G., Eduardo Antonio s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Denunciante: C., Norma Leonor - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44651/2021/1/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de competencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: P., Vanesa y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 39739/2020/1/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de competencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: M., Pedro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 7515/2020/1/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Coronavirus. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de competencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: Á., Juan Pablo s/ Incidente de incompetencia

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 5537/2021/1/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de competencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: C., Laura s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 25739/2020/1/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

M. F., Pablo Gabriel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2462/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

M., Sergio Antonio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2396/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Amenazas. Concurso de delitos. Competencia nacional. 

Tiene resuelto el Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

Asimismo, la Corte tiene dicho que la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.

Incidente N° 1- Damnificado: R. C., Julieta Mariana s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6578/2021/1/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

M. G., José Antonio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2379/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

M. R. P., Luis s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2421/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

G., Alfio Fabrizio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2359/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

M., Juan Emilio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2366/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia CSJ 145/2022/CS1, “N.N. s/ incidente de incompetencia – Dte.: P., Gabriel Enrique”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1393/2022/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

M., Daniel Alberto s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2413/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte atento al criterio establecido en la Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento".

M., Juan Manuel y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2189/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia nacional. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de competencia”.

Incidente N° 2 – Denunciante: Q., Juan José Gerardo s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 886/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia".

El Tribunal tiene dicho que las contiendas de competencia deben tramitar por la vía incidental que corresponda, para evitar la paralización del proceso.

División comisaría 3 s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1358/2022/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: A., Gustavo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1366/2022/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de competencia”.

Incidente N° 1: Imputado: B., Melany Abril s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 3614/2021/1/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: F., José Luis s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 102/2021/1/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

L., Jeremías Hernán s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1241/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1)”.

Incidente N° 1 - Imputado: L., Celso Gabriel y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67154/2013/1/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

R., Héctor Nicolás s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1239/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

R., Paulo Roberto s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1238/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

G., Gerardo Gastón s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1245/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

C., Roberto Daniel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1244/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

R., Juan Manuel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1250/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

G. M., John Ángel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2389/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

P. G., Cristhian David s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1246/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

R. F., Carlos Ivan s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1247/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

S., Samuel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1243/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

S., Sergio Daniel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1242/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

B. R., Nando Joel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1278/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Accidente ferroviario. Servicios públicos. Competencia federal. 

Al resultar de las constancias de la causa que a consecuencia del accidente aquí investigado la formación debió detener su marcha, cabe inferir que, sin perjuicio del tiempo por el que se mantuvo la interrupción, primordialmente en razón de las tareas de rescate y las inspecciones de rigor sobre los vehículos, el hecho tuvo entidad suficiente para entorpecer el tráfico ferroviario en una vía de comunicación por la cual se cumple con un servicio de transporte público interjurisdiccional.

A., Gustavo Martín s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2528/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia federal. 

La declinatoria descarta la materia de su competencia a partir de consideraciones genéricas que no obedecen al resultado de una investigación suficiente. Tal investigación previa es necesaria para determinar el concreto objeto procesal de la causa y establecer a partir de ello de qué delito se trata y qué fuero debe investigarlo.

En ese orden de ideas, no se aprecia siquiera en el incidente que se hubieran realizado medidas tendientes a otorgarle precisión a los acontecimientos, especialmente cuando fueron puestos en conocimiento del declinante en virtud de la remisión de testimonios extraídos desde una causa del fuero federal de la seguridad social y con el fin de que se investigasen presuntas irregularidades advertidas en ese proceso, las que se le atribuirían a las autoridades de la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina.

Respecto de esta última circunstancia, los miembros directivos de ese organismo, que tienen a cargo la administración son funcionarios públicos nacionales, por lo que la aludida falta de investigación obsta a la posibilidad de descartar que se haya visto afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación.

Además, en razón de lo señalado en las resoluciones de ambos magistrados el incumplimiento de deberes de funcionarios públicos alcanzaría incluso a lo resuelto por una sentencia de índole federal, circunstancia que también resulta imprescindible precisar a fin de subsanar las deficiencias señaladas.

Por lo tanto, corresponde a la justicia federal que previno y que declaró su incompetencia material sin conferir precisión a la notitia criminis, continuar con la investigación sin perjuicio de lo que de ello pudiera resultar.

Incidente N° 1. Imputado: Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5189/2021/1/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa FLP 35323/2014/1/CS1, “N.N. s/ muerte por causa dudosa”.

Incidente N° 1 – Víctima: V., Jorge Alberto. Imputado: J., Pedro Bruno, R. C. s/ Incidente de incompetencia

FGR-Justicia Federal de General Roca, 8182/2021/1/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Accidente de aviación. Circulación aérea. Competencia provincial. 

No se advierte, en el actual estado de la causa, que el accidente objeto de pesquisa haya importado una afectación a la navegación aérea en los términos del artículo 198 del Código Aeronáutico y que, por esa razón, deba intervenir la jurisdicción federal en razón de la doctrina de Fallos: 310:2311; 312:1918, y 326:4598, entre otros.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2393/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Servicio Penitenciario Federal. Personas privadas de la libertad. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. 

Los hechos objeto de contienda no habrían representado ni provocado una alteración al normal desarrollo de las funciones ni del servicio que prestan los agentes nacionales en el Complejo Penitenciario Federal. Tampoco se aprecia alguna otra circunstancia que haga surtir de modo directo la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.

 

Incidente N° 1 – Imputado: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 67985/2018/1/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Estafa. Ley nacional. Cooperación internacional. Competencia nacional. 

Corresponde al tribunal que sea competente según las leyes nacionales para conocer en la materia de que se trata, en función de lo dispuesto por el artículo 73 de la ley 24.767 y lo resuelto por la Corte en Fallos: 258:170 y, más recientemente, en FGR 6494/2014/CS1, “Exhorto - Solicitante; Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto n° de origen 1086/143 en autos: Delito de sustracción de menores”.

Fiscalía Regional Metropolitana Centro Norte Ministerio Público de Chile

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1993/2021/1/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Usurpación. Estado Nacional. Competencia federal. 

Toda vez que el magistrado federal no desconoce que el terreno en cuestión es propiedad del Estado nacional, no puede pasarse por alto que el delito de usurpación denunciado, al recaer sobre tierras del Estado nacional, es de aquéllos que pueden provocar perjuicio directo a su patrimonio.

UFT 2 s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 720/2022/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 

La doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 96/2022/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

G., Federico Luis s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2404/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.

En ese sentido, aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, que el prevenido tenga alguna relación con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, lo que resulta indispensable para determinar la competencia material. Más aún teniendo en cuenta que el comercio de estupefacientes que se le atribuiría, no formó parte de la imputación efectuada por la justicia local al momento de ordenar su prisión preventiva.

En tales condiciones, corresponde al magistrado local, que previno en la contienda, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.

T. G., Juan David y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1182/2022/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho no surge cuál era el fin último del material estupefaciente que se encontraba en poder del imputado, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que entienda en esta causa.

B., Mauricio Ramón s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1211/2022/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de Incompetencia”.

Incidente Nº 1 – Imputado: G., Marcos Alberto s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 3924/2022/1/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Cámara federal de apelaciones. 

Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.

Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre el Juzgado Federal de Primera Instancia y el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley n° 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que intervino primero.

Incidente N° 2. Imputado: P., Rubén Darío s/ Incidente de incompetencia

FPA-Justicia Federal de Paraná, 4768/2021/2/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que estarían identificados quieres proveerían, distribuirían y comercializarían esas sustancias.

De acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe declararse la competencia de la justicia federal para que conozca en estas actuaciones.

Incidente N° 1. Imputado: B., Martín Enrique s/ Incidente de incompetencia

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 3261/2021/1/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto- ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal, lo que no se advierte en estos actuados.

En ese sentido, no se han realizado las medidas necesarias tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, que los hechos imputados tengan alguna relación con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, lo que resulta indispensable para determinar la competencia material.

Incidente N° 1- Damnificado: Identidad reservada y otro. Denunciado: C. B., Alexander y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51817/2020/1/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, el Tribunal se encuentra impedido de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido la Corte que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.

En ese sentido, aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, los motivos y circunstancias que determinaron el cambio de obra social denunciado, en particular, si habría sido falsificado un formulario o se habría utilizado un documento nacional de identidad ajeno o adulterado. En tales condiciones, no resulta posible formular una hipótesis sobre la valoración jurídico penal que correspondería en principio al hecho que es objeto de investigación en la presente causa.

Incidente N° 1 – Denunciante: M., María Julieta s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48516/2021/1/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

Las escasas constancias del legajo digital, que sólo incluyen las resoluciones de los magistrados en conflicto, impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos en razón del territorio.

En consecuencia, corresponde al juzgado nacional de esta ciudad, ante cuyos estrados acudió el denunciante a hacer valer sus derechos y se encuentra radicada su cuenta bancaria, proseguir la presente investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

Incidente Nº 1 – Damnificado: B., Jorgelina Andrea – N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47585/2021/1/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Uso de documento falso. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 

Una vez conocida la causa que se originó ante la justicia federal en virtud del secuestro del rodado, no se advierte que haya sido impulsada la investigación de las diversas defraudaciones, sin que conste circunstancia alguna que justifique tal aplazamiento que por su persistencia habría actuado en desmedro del buen servicio de justicia.

Por lo demás, en el presente conflicto de competencia no existe, al menos por el momento, la hipótesis fáctica de identidad subjetiva que plantea el juez de instrucción, para que en función del criterio establecido por la Corte en Fallos: 328:867 y 329:1324, entre otros, y en aras de una mayor economía procesal y mejor administración de justicia, pudiera habilitarse la unificación procesal de los sucesos objeto de conflicto con aquellos ventilados ante el fuero federal.

Incidente N° 1 - Damnificado: F., María Clara. Imputado: C., Dennys s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45706/2014/1/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez proviniente. Competencia provincial. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

N.N. s/ Incidente de incompetencia - Denunciante: B., Sergio Rubén

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2264/2021/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

N., Facundo Daniel s/ Incidente de incompetencia

COMP.CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 196/2022/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Intimidación pública. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.

Incidente N° 2- N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6703/2021/2/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Cámara federal de apelaciones. 

Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.

De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7), del decreto- ley n° 1285/58, la presente contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que intervino primero.

Incidente N° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8527/2020/1/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Economía procesal. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Domicilio del banco. Competencia provincial. 

Esta incidencia debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

El criterio fijado por el magistrado declinante se ajusta a la doctrina ut supra mencionada toda vez que el imputado se encuentra domiciliado en una localidad bonaerense y el dinero en cuestión fue retirado personalmente desde una sucursal bancaria en dicha localidad.

Legajo N° 1- Damnificado: F., María Candela N.N.: N.N. s/ Legajo de investigación

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 90718/2019/1/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia federal. 

De acuerdo con el criterio establecido en el fallo de las causas Competencia n° 538, L. XLV, “Fiscal s/ av. presuntos delitos de acción pública” y n° 1016, L.XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ denuncia”, corresponde a la justicia federal profundizar la pesquisa.

Las tareas investigativas requeridas a la división específica de la Policía Federal Argentina resultarían insuficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos de esta causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponda investigarlos.

Incidente N° 1 – Damnificado: R., R. Imputado: Montevideo 5x (ocupantes de la finca) s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 36/2020/1/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Trata de personas. Explotación sexual. Reducción a servidumbre. Competencia federal. 

El conflicto debe ser decidido de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en las Competencias n° 538, L XLV, “Fiscal s/ av. presuntos delitos de acción pública” y n° 1016, L XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ denuncia”.

Conviene recordar la estrecha relación que existe entre el delito de la trata de personas y la reducción a servidumbre u otra condición análoga, en tanto constituye uno de los supuestos de explotación expresamente previsto en el artículo 2, inciso “a”, de la ley n° 26.364.

P., C. O. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1145/2022/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Defraudación. Telefonía celular. Competencia federal. 

Atento que a partir del procesamiento dictado contra el imputado por el delito de encubrimiento, se ha dado cumplimiento a la doctrina de la Corte relativa a la relación de alternatividad existente entre la sustracción y la infracción a los artículos 12 de la ley 25.891, de carácter federal, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal, y en la medida en que el dispositivo sustraído a la víctima habría sido el medio utilizado por el imputado para perpetrar las defraudaciones a través de su cuenta de la plataforma Mercado Pago, de acuerdo al criterio expuesto por la Corte en Fallos: 344:3706, el tribunal federal debe juzgar respecto del encubrimiento y de los fraudes realizados con aquel equipo móvil.

Incidente N° 2 - Imputado: P. H., Arturo José s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25981/2021/TO01/2/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 

Tiene establecido la Corte que es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquel la norma, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte en la causa que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización.

En consecuencia, y habida cuenta de que, no resulta posible descartar la posible vinculación que existiría entre las personas mencionadas en esta pesquisa y la involucrada en la causa que sigue su curso ante el tribunal federal declinante, debe ser la justicia de excepción la que continúe conociendo en estas actuaciones.

Incidente N° 21. Imputado: L. Z., Percy Andrés y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 38071/2020/TO1/21/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

De las constancias del incidente se advierte que las presentes actuaciones corresponden a la contienda negativa de competencia, que se ha registrado en el expediente en la Competencia CSJ 740/2022/2/CS1, "L., Carlos Domingo s/ incidente de incompetencia", en el que esta Procuración General emitió opinión en el sentido de que corresponde a la justicia provincial continuar el trámite de la causa, sin perjuicio de un nuevo pronunciamiento con base en los resultados obtenidos de la investigación preliminar pendiente.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1239/2022/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 

La presente contienda negativa de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

Ello así, pues no se advierte en la causa una investigación suficiente que permita establecer el verdadero alcance de los hechos denunciados y el modo en que habrían ocurrido. Esto es necesario para determinar una correcta significación jurídica.

Las deficiencias señaladas determinan la necesidad de que, con carácter previo a establecer la competencia material de esta causa, se establezca concretamente el objeto de su investigación, para discernir luego, y en su caso, la real naturaleza de los acontecimientos y el verdadero alcance de los hechos que la componen.

L., Carlos Domingo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 740/2022/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Imputado: L. E., María s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 2838/2020/1/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Economía procesal. Competencia provincial. 

Más allá de la significación penal que en definitiva resulte aplicable a los hechos denunciados, lo cierto es que, la declinatoria luce prematura y no se advierte que la doctrina sobre el lugar de entrega del cheque o del banco girado pueda repercutir en este caso, en el cual, además, tampoco surgen aún elementos de prueba suficientemente claros como para subsumir las presuntas maniobras en el delito de estafa.

La Corte tiene establecido que si las resoluciones de incompetencia carecen de la descripción particularizada de los sucesos delictivos sobre los cuales se basa la calificación o ésta parece imprecisa o inadecuadamente sustentada en aquéllos corresponde devolver las actuaciones al juez que previno, para que incorpore al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y, eventualmente, resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

Por lo demás, es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.

Por lo expuesto, corresponde al juzgado provincial, ante cuyos estrados acudió el denunciante a hacer valer sus derechos y donde tiene su domicilio la empresa damnificada, continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

N.N. s/ Incidente de competencia – Denunciante: G., Ricardo José

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 585/2022/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia n° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente nº 2- Imputado: A., Sergio Jesús Fernando y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8459/2020/2/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia n° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente nº 2 - Imputado: G., Kevin Nahuel y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4749/2020/2/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia provincial. 

No hay en el caso un conflicto genuino habida cuenta de que el magistrado local aceptó su competencia material en las actuaciones y sólo las devolvió al declinante por no hallarse en turno al momento del hecho.

Por ello, y por aplicación de la doctrina de Fallos: 344:3720, corresponde a la justicia provincial proseguir la investigación, sin perjuicio de que si el magistrado entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente n° 1 - Imputado: R., Maico Jonathan s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9004/2020/1/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Falsedad ideológica. Instrumentos públicos. Estafa. Competencia provincial. 

No surge de las constancias del incidente que los sucesos denunciados hayan provocado un perjuicio directo al patrimonio del Estado nacional, ni que hubieran participado en ellos funcionarios públicos nacionales, como tampoco es posible apreciar la puesta en peligro de intereses federales o alguna otra circunstancia que haga surgir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.

Incidente n° 1 - Denunciante: P., Sergio Ángel - N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 21238/2020/1/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

O., José Maris y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 648/2022/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

V., Gastón y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 647/2022/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia n° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente nº 2 - Imputado: D., Walter Nahuel y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 5026/2020/2/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia n° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente nº 3 - Imputado: Diego D. y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 5387/2020/3/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia n° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente nº 2 - Imputado: M., Araceli y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4750/2020/2/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Imputado: D. F., Martín Gabriel s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 38016/2020/1/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente nº 2 - Imputado: P., Oscar Benjamín s/ Incidente de incompetencia

FRO-Justicia Federal de Rosario, 3846/2020/2/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.

Incidente N° 1 - Imputado: S., Hernán s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 6975/2021/1/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia n° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente nº 2 - Imputado: F., Alexis Emiliano y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9655/2021/2/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Uso de documento falso. Falsificación de instrumento público. Título universitario. Competencia federal. 

Al tratarse del uso de un documento público de carácter nacional como lo es el título expedido por la Universidad de Buenos Aires, de acuerdo con el artículo 33, inciso 1°, apartado "c", del Código Procesal Penal de la Nación, su investigación corresponde al fuero federal.

Por otra parte, es doctrina de la Corte que resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción donde se lo confeccionó. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en que fue descubierto el delito.

Incidente n° 1 - Imputado: M., Oscar Roberto s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 167525/2018/1/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Estafa. Uso de documento falso. Documento nacional de identidad. Economía procesal. Competencia federal. 

La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa lo que no sucede en el caso pues el juez federal devolvió las actuaciones al que previno, pese a considerar que debía intervenir un magistrado de otra sección.

Sin embargo, también ha resuelto la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal.

Por otra parte, es doctrina de la Corte que atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de la presunta falsificación y uso.

Incidente n° 1- Denunciante: C., Florencia Elena. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22433/2021/1/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Estafa. Falsificación de instrumento público. Uso de documento falso. Documento nacional de identidad. Inscripción registral. Falsedad ideológica. Competencia federal. 

Respecto de la primera de las hipótesis delictivas a considerar, referida a la estafa mediante el uso de una copia adulterada de un documento nacional de identidad, tiene establecido el Tribunal que atento el carácter federal que reviste un documento público nacional de identidad corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, y que la circunstancia de que se hubiera utilizado una fotocopia de ese instrumento para cometer la estafa habilita de igual modo la jurisdicción federal.

Respecto de la segunda hipótesis, relacionada con la inscripción de las escrituras ideológicamente falsas en el Registro de la Propiedad Inmueble, sin perjuicio de las atribuciones propias de las provincias y de la Capital Federal para reglamentar la prestación regular y eficaz del servicio de inscripción registral de los derechos reales constituidos sobre bienes inmuebles, así como de las medidas cautelares dispuestas de conformidad con los ordenamientos procesales locales, la estrecha vinculación entre la venta simulada, la falsa garantía constituida sobre el bien que indujo a error para realizar la disposición patrimonial, y su posterior inscripción registral, amerita que desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, la pesquisa quede a cargo de un único tribunal, más allá de la calificación legal que corresponda asignar a los hechos.

Incidente n° 9 – Denunciante: M., Enrique Horacio Imputado: D., Fabio Oscar y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17325/2018/9/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Estafa. Falsificación de instrumento público. Uso de documento falso. Documento nacional de identidad. Economía procesal. Competencia federal. 

La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa lo que no sucede en el caso pues el juez federal devolvió las actuaciones al que previno, pese a considerar que debía intervenir un magistrado de excepción de otra sección.

Sin embargo, también ha resuelto la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, que concurren en el presente, autorizan a prescindir de ese reparo formal.

Por otra parte, es doctrina de la Corte que atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de la presunta falsificación y uso.

Incidente n° 3- Damnificado: T. L., Ramón y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2012/2018/3/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

La presente contienda se ha tornado abstracta, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.

Incidente n° 1 - Denunciante: C., Gustavo Alberto. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45739/2021/1/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

C. R., Marcos Ernesto s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 386/2022/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Compraventa inmobiliaria. Competencia provincial. 

Más allá de la significación penal que en definitiva resulte aplicable al hecho denunciado, en tanto de los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse para dirimir la competencia, se desprende que, a pesar de que el documento de reserva aparece extendido en Capital Federal, las entregas de dinero se habrían realizado en una localidad bonaerense, donde también se encuentra emplazado el inmueble que habría sido objeto de una venta anterior, se habría desarrollado la maniobra engañosa y tiene domicilio el denunciante, corresponde al juzgado de garantías proseguir la investigación, sin perjuicio de que si luego considera que ella corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente N° 1 - Damnificado: Ministerio Público de la C.A.B.A. - KIWI Orientación N° 109429/21 y otro - Imputado: D., Néstor Fabián s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53955/2021/1/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Estafa. Redes sociales. Economía procesal. Competencia provincial. 

Pluralidad de jurisdicciones.

Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.

Más allá de señalar la imposibilidad técnica de acceder a la totalidad de los archivos del legajo digital, toda vez que el magistrado provincial admite que las extracciones de dinero tuvieron lugar en la provincia de Buenos Aires, allí corresponde proseguir la investigación, por la proximidad con la prueba y en beneficio de la economía procesal.

Incidente N° 1 - Denunciante: G., Abel Maximiliano s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45080/2021/1/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

V., Mariano Tomás s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 701/2022/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2784/2021/CS1, “N.N s/ incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 175/2022/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Falsa denuncia. Circulación de moneda falsa. Tribunal oral en lo criminal. 

En el marco de un proceso penal que incluye una fase intermedia o de crítica de la instrucción a fin de determinar su clausura y la elevación a la instancia del juicio propiamente dicho, la base fáctica y jurídica para la apertura del debate queda establecida en esa etapa. Máxime cuando, como en este caso, se ventilaron las diferentes posiciones sobre los delitos imputados, con participación de todas las partes.

Por lo tanto, y más allá de que el tribunal criminal tiene una competencia más amplia para definir el caso, lo cierto es que la base para la apertura del juicio quedó establecida en la etapa intermedia, que culminó con el auto de elevación a juicio por los delitos de puesta en circulación de cheque falsificado y falsa denuncia.

Principal en Tribunal Oral TO01 – Imputado: F., Juan Horacio s/ Falsificación de documento privado

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62158/2016/TO1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2784/2021/CS1, “N.N s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Denunciante: S., Adrián Bernardo y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36634/2021/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Licencia de conducir. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.

Incidente N° 1 – Imputado: O., Brian Mario Alberto s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 3310/2021/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Coacción. Delitos contra la libertad de trabajo y asociación. Extorsión. Usurpación de inmueble. Competencia provincial. 

En atención a que de los términos de la denuncia surge que los hechos investigados responderían a un conflicto gremial, y que de acuerdo con lo informado por la Policía de Seguridad Aeroportuaria y las constancias remitidas por la Empresa Argentina de Navegación Aérea, no habrían afectado la prestación del servicio aeroportuario, ni la navegación o el comercio aéreo, corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción para continuar con el trámite de la causa.

Incidente N° 1 – Querellante: M., Rodolfo Mario s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 375/2022/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Calumnias. Contratos administrativos. Licitación pública nacional. Funcionarios públicos. Competencia federal. 

Toda vez que las conductas reprochadas por el querellante versaron puntualmente sobre un proceso de contratación y otro de licitación pública nacional que fueron denunciados por funcionarios públicos nacionales con motivo de la intervención del Yacimiento Carbonífero de Río Turbio, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal continuar el trámite de la causa.

Principal en Tribunal Oral TO01. Querellante: S., Jesús José y otro s/ Querella

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23522/2021/TO1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Documentación del automotor. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Competencia federal. 

En cuanto a la cédula de identificación apócrifa, en virtud del carácter nacional que revisten esos documentos públicos cuya falsificación se investiga, su conocimiento concierne a la justicia federal de esta ciudad, en cuya sección fueron utilizados, sin que la circunstancia de que hayan sido exhibidos a funcionarios policiales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires pudiera hacer variar esa solución.

En lo concerniente a la sustitución de las placas, la Corte tiene establecido que la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.

Sin embargo, debido a la estrecha vinculación que existiría entre ese delito y la falsificación de la cédula de identificación vehicular, atento la coincidencia de la numeración de la identificación de dominio colocada en el vehículo y las que constan en ese instrumento, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que en el caso corresponde a la justicia federal.

En orden al delito de encubrimiento de la sustracción del rodado ocurrida en el partido bonaerense de Tres de Febrero, teniendo en cuenta que el imputado ha sido procesado por la justicia federal por el delito de encubrimiento, cuyo pronunciamiento fue confirmado por los integrantes de la sala de la cámara de ese fuero, dada la íntima vinculación que existiría entre ese delito y la falsificación de aquel documento, de conformidad con la doctrina precedentemente citada, resultaría conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que el tribunal federal juzgue también a su respecto.

Por último, en lo atinente a la denuncia por la sustracción de las placas registradas a su nombre, que tuvo lugar en la localidad bonaerense de Villa Ballester, o su eventual encubrimiento, una vez certificada la judicatura provincial que tuvo a su cargo la instrucción de ese suceso, deberán remitirse testimonios a esa sede a fin de que se profundice la pesquisa a partir de los elementos recabados con motivo de su hallazgo y se expida acerca de la responsabilidad que pudiera caberle eventualmente al imputado en ese hecho.

Principal en Tribunal Oral TO01- Imputado: S. A., Fernando s/ Falsificación de documentos públicos y resistencia o desobediencia a funcionario público

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1067/2020/TO01/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Robo. Competencia provincial. 

Pluralidad de jurisdicciones.

La Corte tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.

Incidente Nº 1 – Damnificado: M. C., M. R. y otro - N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5241/2022/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

De acuerdo al criterio expuesto por la Corte en la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”, corresponde a la justicia provincial asumir la investigación acerca del delito de encubrimiento.

De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, el juzgado provincial deberá asumir la investigación acerca de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.

Conviene reseñar los numerosos precedentes del Máximo Tribunal, en el sentido de que no se trata de desdoblar un único hecho en función de calificaciones sino que debe determinarse la responsabilidad que le pudo haber correspondido al imputado en uno y otro suceso, pues éstos aparecen claramente distinguibles no sólo en tiempo y espacio, sino también, en razón de los elementos subjetivos y objetivos requeridos por el tipo penal para la configuración de cada uno de ellos.

Incidente N° 2 - Imputado: S., Rodrigo Alejandro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 93156/2019/2/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

En la medida en que la víctima vive en la provincia de Buenos Aires, donde también cabe inferir que habría ocurrido el hecho que le provocó el cuadro traumático, corresponde al juzgado bonaerense asumir la investigación e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios para dar precisión a la notitia criminis y resolver de acuerdo a lo que resulte de ese trámite.

Ello sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente N° 1 – Damnificado: D., Domingo Iván s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33986/2021/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia CSJ 145/2022/CS1, “N.N. s/ incidente de incompetencia – Dte.: P., Gabriel Enrique”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1247/2022/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: V., Sebastián Damián s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9598/2021/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Denunciado: F., Belén y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33585/2021/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1228/2022/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1230/2022/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia".

Incidente N° 2: Imputado: O., Leonel y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 6454/2020/2/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia".

Incidente N° 1: Imputado: D., Emanuel Rodrigo y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 5876/2020/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: Z., Shek s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 18993/2020/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: G., José Luis s/ Incidente de incompetencia

FPA-Justicia Federal de Paraná, 244/2021/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de competencia”.

Incidente N° 2: Imputado: R., Andrés Alfredo y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9836/2020/2/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: C., Juan Bautista y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 7516/2021/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de competencia”.

Incidente N° 1: Imputado: C., Ignacio Fabián s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9120/2020/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de competencia”.

Incidente N° 1: Imputado: M., Ricardo Rubén y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8682/2020/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

De acuerdo a las particularidades del caso en relación con la cantidad y la infraestructura montada para el cultivo de los estupefacientes, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en la Competencia n° 392 L. XLIX, “Aguirre, Pablo Alberto s/ siembra, cultivo y guarda de plantas y semillas utilizables para producir estupefacientes, tenencia de materias primas para la producción de estupefacientes y tenencia simple de estupefacientes”.

Por tal motivo, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia.

C., Alejandro y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2072/2021/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: V. T., Magdalena s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 32573/2020/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional. 

La presente contienda negativa de competencia, no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto –ley 1285/58.

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

En este sentido, las escasas constancias agregadas al incidente no alcanzan para delimitar con precisión los pormenores y características del suceso motivo de investigación, sin que las únicas referencias que surgen de las tareas de prevención del personal policial en las que se detuvo al imputado con múltiples tarjetas y documentos que no le pertenecían, alcancen para encuadrarlo con precisión en una determinada calificación legal.

Incidente N° 1 – Imputado: R., Darío Omar s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7767/2020/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual de menores. Economía procesal. Competencia provincial. 

El conocimiento del caso correspondería a un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.

Incidente N° 1 – Damnificado: F., G. L. y otros. Imputado: R., D. R. y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34492/2017/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 

En atención a que no es posible determinar aún, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta que habrían cometido los jóvenes, a quienes se les incautaron dos rodados sustraídos en sede provincial, resulta indispensable que la justicia provincial realice una adecuada investigación y dicte un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de cada una de las sustracciones.

Sin perjuicio de la inconsistencia en lo argumentado por el juez bonaerense al rechazar la competencia sobre la base de la carencia de elementos para endilgarles a los jóvenes los respectivos desapoderamientos, pese a que, a su vez, reconoce no contar con los legajos correspondientes a las sustracciones que tramitan ante la justicia de mayores de esa jurisdicción, y al no existir una concreta negativa del titular del juzgado juvenil respecto de que el conocimiento del hecho es competencia del fuero de su especialidad, corresponde que sea éste quien remita el expediente al que considere habilitado para intervenir, o bien requiera testimonios de las causas relativas al delito precedente a los juzgados intervinientes.

Por otra parte, en lo atinente a las supresiones de las placas de ambos motovehículos, resulta aplicable la doctrina de la Corte sentada en Fallos: 324:1617 y 3651 y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, que sostiene que las infracciones al artículo 289 del Código Penal son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.

Incidente N° 1- Damnificado: M., Romina Nadia. Imputado: C., Agustín Ezequiel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76464/2019/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Según la jurisprudencia de la Corte, las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.

Toda vez que de las probanzas del expediente digitalizado no surge dónde habría tenido lugar la sustitución de las placas adulteradas o falsificadas, corresponde asignar la competencia al juzgado provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, sin perjuicio de que si su titular considera que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente N° 2. Imputado: s/ Cuestión de competencia (Artículo 48 Código Procesal Penal Federal)

FSA-Justicia Federal de Salta, 6194/2021/2/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Estafa. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido que corresponde al fuero de excepción conocer acerca de la presunta falsificación de un documento nacional de identidad y su uso, y la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de tal instrumento para cometer una estafa, habilita de igual modo la jurisdicción federal.

Incidente N° 1 – Denunciante: A., Camilo Alberto s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 831/2021/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia nacional. 

Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte que establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida, y que en caso de no existir acuerdo de voluntades acerca del lugar de restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación.

Damnificado: A., Horacio. Imputado: T., Gonzalo Tomás s/ Incidente de incompetencia

COMP.CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1776/2018/2/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional. 

La presente contienda negativa de competencia, no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente N° 1 – Denunciante: Policía de la Ciudad de Buenos Aires sumario N° 109.291/2020 y otro imputado: C. G., Ezequiel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12347/2020/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Economía procesal. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 15944/2020/1/CS1, “Incidente n° 1 – Denunciante: M. G., Eduardo Antonio s/ Incidente de incompetencia”.

La Corte tiene decidido que es presupuesto necesario para que exista conflicto de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el sub lite, pues el magistrado federal no atribuyó el conocimiento de la causa al juez declinante, sino que asumió su competencia en razón de la materia, pero no así en razón del territorio.  

Sin embargo, la Corte puede hacer la excepción posible a ese óbice formal, ya que tal exigencia no obsta el pronunciamiento de la Corte cuando razones de economía procesal así lo aconsejen.

Incidente N° 1 – damnificado: U., Erlinda Haydeé - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24748/2020/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Estafa. Ardid. Lugar del hecho. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

N.N. s/ Incidente de incompetencia – denunciante: K., Oscar Gabriel

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 6/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.

Asimismo, mediante los Convenios de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo penal contravencional y de faltas la investigación de los delitos allí enumerados y que, en relación con esta causa, ningún hecho es competencia de la justicia local, por lo que al no surgir de las probanzas del expediente dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla a la justicia nacional en lo criminal y correccional, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, aunque no haya sido parte en la contienda.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Competencia CCC 30270/2020/1/CS1, “Incidente n° 1 – Denunciante: Mazzocchi, Marina s/ incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 8/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde al juzgado provincial investigar las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.

Si bien la Corte en casos como este, otorgaba competencia a la justicia federal, por aplicación de los principios desarrollados en el precedente CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”, ha quedado excluida la competencia de ese fuero para conocer en el delito de encubrimiento de un delito investigado por los juzgados nacionales de instrucción con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el que debe sujetarse a las normas de competencia pertinentes a la naturaleza del delito en cuestión.

Con relación a la otra argumentación que expone el juez provincial acerca de que el vehículo sería el mismo que había sido sustraído en esta ciudad, esa hipótesis no se encuentra suficientemente corroborada, dado que las numeraciones del chasis que surgieron pericialmente no mantienen paralelismo con sus originales, y la circunstancia de que algunos de sus cristales presenten grabados el dominio original, tampoco alcanza para afirmar que sea la misma carrocería, por lo que entiendo que la justicia provincial debe ahondar en la investigación a fin de determinar su origen, y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.

Por otra parte, en lo concerniente al hallazgo del motor, la resolución del titular del juzgado nacional equivale al auto de mérito exigido por la doctrina de la Corte en ese sentido y, por lo tanto, corresponde a la justicia provincial conocer respecto del delito encubrimiento.

Á. M., Miguel Alejandro s/ Incidente de incompetencia

COMP.CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 47/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Usura. Competencia provincial. 

Sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda, no surge de las constancias hasta ahora incorporadas al incidente que el suceso haya provocado un perjuicio directo al patrimonio del Estado nacional, ni la intervención de sus funcionarios.

En tales condiciones, teniendo en cuenta que no se observan otras circunstancias que puedan hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde a la justicia provincial continuar el trámite de las presentes actuaciones.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 85/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Delitos contra la fe pública. Falsificación de documentos. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia nacional. 

Se ha traspasado a la justicia en lo penal, contravencional y de faltas, la investigación de algunos delitos claramente enumerados en los respectivos convenios celebrados entre la Ciudad y la Nación y, en relación con la presente causa, si bien los delitos contra la fe pública se incluyeron en la ley 26.702 de transferencia de competencias, sólo quedaron comprendidos los instrumentos emitidos por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o cuya emisión le corresponda.

En consecuencia, habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 292 del Código Penal, corresponde investigarla a la justicia nacional de esta Capital, en cuya jurisdicción se descubrió la anomalía, aunque no haya sido parte en la contienda.

C., Agustín Alejandro s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 156/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos y su posible calificación legal, para así formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión y, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos.

Por todo ello, sumado a que tanto la denunciante, su marido y la imputada tienen domicilio en la provincia, corresponde al juzgado de garantías, que previno y ante cuyos estrados acudió la denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

T., Graciela Isabel s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 86/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

El presente no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

En este sentido, las escasas constancias agregadas al incidente no alcanzan para delimitar con precisión los pormenores y características del suceso motivo de investigación, en tanto no se le tomó declaración testimonial a la damnificada como así tampoco se llevaron a cabo medidas de prueba que permitan dilucidar lo acontecido.

En tales condiciones, corresponde al magistrado de ésta ciudad que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darles precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2899/2021/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia provincial. 

El presente conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente como para que la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

Los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Por esas razones, es indispensable subsanar las deficiencias señaladas con carácter previo a discernir la competencia en la causa, máxime cuando tampoco se presentan claros y precisos los términos de la denuncia, lo que impide resolver la cuestión mediante la aplicación de la doctrina de Fallos: 308:213; 317:223 y 323:867.

En esas condiciones, corresponde al juez local, que previno, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 492/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Material de explotación sexual de niños, niñas y adolescentes. Competencia provincial. 

Del informe elaborado por los expertos surge que la cuenta de “Facebook” reportada por NCMEC pertenece al imputado. Asimismo, del informe del RENAPER se desprende que este tiene domicilio en la provincia de Buenos Aires. Finalmente la empresa Telecentro S.A. indicó que las direcciones de IP que utilizó el usuario corresponden al cliente con domicilio en la localidad bonaerense de José Ingenieros, partido Tres de Febrero, lugar donde se desempeña laboralmente conforme se desprende de la compulsa en el sistema NOSIS sobre los antecedentes comerciales del denunciado.

Por lo expuesto, corresponde al juzgado provincial continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.

A., C. N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2889/2021/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Compraventa. Redes sociales. Economía procesal. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 

El caso debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

Corresponde al juzgado bonaerense conocer en esta causa, dado que en esa jurisdicción se domicilia la imputada, lo que puede contribuir a una mejor y más pronta administración de justicia.

B., Victoria s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 162/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Devolución del expediente. Competencia nacional. 

No media en el caso, en sentido estricto, un conflicto que corresponda dirimir a la Corte en uso de las facultades que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, ya que la Corte tiene dicho que para que exista un correcto planteamiento de este tipo de cuestiones es necesario que los jueces se atribuyan recíprocamente la competencia para entender en el caso en disputa.

C. C., Nicolás s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 236/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Economía procesal. Domicilio del imputado. Juez previniente. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido, en casos que guardan similitud con el presente, que resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.

De acuerdo con ese criterio, y en atención a que fue en jurisdicción bonaerense donde cesó  la privación ilegítima de la libertad gracias a la intervención de la policía local y tiene su domicilio el imputado, corresponde al magistrado provincial, que previno, proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto pudiere resultar con posterioridad.

C., Julián Pablo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 484/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que la competencia penal en razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que la falsificación de un instrumento privado se reputa cometida en el lugar donde fue utilizado.

También tiene resuelto la Corte que si no existe prueba suficiente del lugar donde se lo confeccionó, corresponde la investigación del hecho al juez competente de la jurisdicción en la que se comprobó la existencia del delito.

Imputado: B., Raquel Débora s/ Averiguación de delito Denunciante: B., Carlos Javier

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4180/2021/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2784/2021/CS1 “N.N s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N°1 denunciante: G. D., Carlos Luis - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4848/2021/1/1CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Venta ilegal de obra intelectual. Obras literarias. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa FCR 62000715/2011/1/CS1, “Márquez, Oscar Julian s/ infracción ley 11.723 e infracción ley 22.362”.

Incidente N° 1 – Denunciante: I., Magdalena y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51618/2020/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia por el territorio. Economía procesal. Domicilio del banco. Competencia nacional. 

No surge de las constancias del incidente que los sucesos denunciados hayan provocado un perjuicio directo al patrimonio del Estado nacional, ni que hubieran participado en ellos funcionarios públicos nacionales, como tampoco es posible apreciar la puesta en peligro de intereses federales o alguna otra circunstancia que haga surgir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.

Toda vez que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, en atención a que los hechos podrían haber tenido lugar en diferentes jurisdicciones territoriales, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

En atención a los informes agregados respecto a las comunicaciones identificadas por la denunciante, en particular, la ubicación del call center en esta ciudad, y al hecho de que también allí se encuentra la sucursal de la entidad bancaria que registra la cuenta a la que debía transferirse el dinero, la justicia nacional de esta Capital es la que se encuentra en mejores condiciones para investigar los hechos, pues cabe presumir que en esta jurisdicción se encontrarían elementos probatorios de interés para la investigación.

Incidente N° 1- N.N. s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 59019/2018/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

En este sentido, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

En tales condiciones corresponde a la justicia provincial, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y eventualmente resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

A., Raúl y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 216/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

La Corte tiene dicho que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquel en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que debe resolverse conforme a razones de economía procesal.

Corresponde al juzgado nacional de esta ciudad, que previno y ante cuyos estrados acudió la denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

Incidente N° 1 – Damnificado: A., Carolina Inés – N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2528/2022/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia provincial. 

En tanto de las constancias agregadas al legajo digital y de los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse para dirimir el conflicto en estos casos, se desprende que el niño vive con su padre en la provincia, de donde la madre retiró al menor, allí se produjo la remoción de la custodia del padre, impidiéndole el contacto con su hijo y el ejercicio de sus derechos y obligaciones.

En consecuencia, toda vez que ante los estrados provinciales también se encontraría tramitando el pleito sobre la tenencia del menor y se celebró un acuerdo sobre el régimen de contacto con los progenitores, corresponde al juzgado provincial continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

B. C., D. M. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 425/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, “N.N. s/ incidente de incompetencia. Querellante: Coronel, Augusto Ricardo y otro”.

Incidente N° 1 – Querellante: C., Augusto Ricardo. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38210/2021/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Compraventa. Redes sociales. Depósito de sumas de dinero. Economía procesal. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 

Pluralidad de jurisdicciones.

Más allá de la subsunción legal que en definitiva corresponda asignar al hecho denunciado, la Corte tiene dicho que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.

En consecuencia, el juzgado provincial es el que se encuentra en mejores condiciones de proseguir la investigación en tanto allí fue retirado el dinero y registra el domicilio la imputada, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

Incidente N° 1 – Denunciante: P., Diego – Imputado: C., Natalia Gisela s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6932/2020/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, pues al margen de que no se ha verificado el domicilio actual de la madre con el niño, tampoco resulta de las constancias remitidas si los padres tuvieron residencia en común y en qué lugar, ni se ha profundizado la investigación respecto de los procesos judiciales mencionados por el denunciante y su radicación.

Al respecto cabe recordar que el lugar de remoción de la custodia, donde el padre no conviviente es privado del contacto con su hijo y del ejercicio de sus derechos y obligaciones, es el que determina la competencia territorial en estos casos.

En consecuencia, corresponde al juzgado de esta ciudad, que previno y ante cuyos estrados acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

P., G. E. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 201/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Venta por internet. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 

Pluralidad de jurisdicciones.

Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.

N.N. s/ Incidente de incompetencia - Denunciante: V., Milagros Soledad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 618/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Trata de personas. Competencia federal. Amenazas. Competencia provincial. 

Frente a la ausencia de elementos que permitan individualizar estos hechos con razonable certidumbre e identificar a la posible víctima con el resguardo que este tipo de casos exige, y con ello la existencia de un proceso de ofrecimiento, captación, traslado y acogida previos, corresponde a la justicia federal proseguir la pesquisa en ese sentido, a fin de confirmar o descartar la hipótesis de la trata, dado el conocimiento prioritario que le cabe en estos supuestos.

Más allá de la orfandad de medidas probatorias que también se advierte con respecto a las amenazas de muerte esgrimidas contra quien sería pareja de uno de los acusados nada indica en el legajo que hubieran tenido otra motivación que no fuera la estrictamente particular, por lo que carecerían de entidad suficiente para afectar intereses federales. Además, no se descarta que pudieran tener vinculación con los hechos que son materia de conflicto en el legajo de Competencia FLP 30419/2017/TO1/30/CS1, en atención a la relación entre las partes y que la damnificada figura como titular de la camioneta utilizada por el imputado en el transporte de los efectos de valor sustraídos de las valijas de pasajeros en el ámbito del Aeropuerto Internacional de Ezeiza, para su posterior comercialización ilegal.

Incidente N° 1 - Imputado: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 415/2021/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Compraventa. Redes sociales. Competencia provincial. 

Toda vez que el magistrado provincial no cuestiona la competencia material de los tribunales locales, y no se advierte en el legajo circunstancia alguna que pueda surtir la competencia de la justicia federal, corresponde al juzgado de garantías bonaerense asumir la investigación e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios para dar precisión a la notitia criminis y resolver luego de acuerdo a lo que resulte de ese trámite.

Incidente N° 1 - Denunciante: A., Lourdes Melisa s/ Incidente de competencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 18641/2021/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Asociación ilícita. Sociedad anónima con participación estatal mayoritaria. Competencia provincial. 

No surge de los hechos objeto de contienda la intervención de funcionarios públicos nacionales pues la línea aérea es una sociedad anónima con participación estatal mayoritaria y, si bien se encuentra dentro del sector público nacional en los términos de la ley 24.156, sus empleados no revisten tal carácter. Tampoco se observa en el caso un perjuicio directo al patrimonio del Estado nacional ni que se hubiese afectado la prestación del servicio aeroportuario, la navegación o el comercio aéreo.

Por lo tanto, en la medida que no se advierte la afectación de intereses nacionales o alguna otra circunstancia que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde declarar la competencia del Tribunal Oral en lo Criminal del departamento judicial de Lomas de Zamora para entender en estas actuaciones.

Incidente n° 30 – Imputado: V., Luis Alberto y otros s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 30419/2017/TO1/30/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2784/2021/CS1, “N.N. s/ incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 174/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Falsificación o adulteración de moneda extranjera. Competencia federal. 

Atento a que la falsificación de moneda extranjera a que se refiere la denunciante resulta de estricta competencia federal, corresponde a la justicia de excepción asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

Incidente n° 1 - Imputado: L., J. y otro s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 869/2022/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Robo de automotor. Encubrimiento. Competencia nacional. 

El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En efecto, las conductas que habrían derivado de las conversaciones efectuadas desde el dispositivo sustraído y que involucrarían al joven con la supuesta adquisición de armas, estupefacientes y motovehículos, así como las relativas a la comercialización de terminales celulares o tarjetas de telefonía de origen espurio, no han sido acreditados siquiera mínimamente, como corresponde antes de expedirse sobre la competencia material y territorial para entender a su respecto.

Por ello, compete a la justicia nacional de menores, que previno, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a tales sucesos y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.

En lo atinente al motovehículo que habría sido sustraído en territorio provincial, cuya imagen figuraría publicada en el perfil de la red social Facebook aparentemente registrada a nombre del joven, no se advierte que la justicia nacional de la especialidad hubiera certificado la causa que se instruye por la sustracción en cuestión, lo que resulta imprescindible en razón de la relación de alternatividad existente entre ese delito y su posible encubrimiento, a fin de que, en primer lugar, el tribunal que conoce del desapoderamiento pueda realizar una adecuada investigación y dicte un auto de mérito que defina la situación jurídica del joven con relación al delito contra la propiedad. Por tal razón, a su respecto, procede devolver el presente incidente al juzgado nacional de instrucción, a sus efectos.

Imputado: G., S. J. / Incidente de incompetencia

COMP.CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 87598/2019/5/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

El presente conflicto suscitado no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

En el caso no concurren los elementos señalados, pues los escasos elementos de convicción que obran en estas actuaciones, y la falta de la copia de la denuncia y su ratificación, impiden dilucidar mínimamente las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se habría cometido el hecho y determinar el tribunal que en definitiva resultará competente.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 181/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Robo de automotor. Competencia provincial. 

Más allá de la manera defectuosa en que se trabó la contienda, habida cuenta de que la justicia provincial no controvierte que la sustracción habría tenido lugar en ese ámbito, por aplicación de la doctrina de la Corte sobre la relación de alternatividad existente en estos casos, corresponde a ese tribunal proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad y de que si el magistrado entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente Nº 1 - Imputado: F., Jonathan Eduardo y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3402/2022/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

No se advierte a partir de las constancias de la causa que la contienda se encuentre precedida por una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.

Ello es así, pues con los elementos acumulados en el legajo no ha podido establecerse todavía ningún hecho concreto en relación con el que corresponda pronunciarse acerca de su calificación legal, el lugar de su comisión y, consiguientemente, respecto del juez a quien compete investigarlo.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 563/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

L., Agustín y otros c/ A., Brian Nahuel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 198/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Compraventa. Redes sociales. Economía procesal. Competencia provincial. 

Pluralidad de jurisdicciones.

Más allá de la subsunción legal que en definitiva corresponda asignar al hecho denunciado, la Corte tiene dicho que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.

Incidente N° 1 - Denunciante: R., María Eugenia - Imputado: M., Diego Federico s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45833/2021/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Alquileres. Redes sociales. Depósito de sumas de dinero. Economía procesal. Competencia provincial. 

Pluralidad de jurisdicciones.

Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.

Incidente N° 1 - Damnificado: P., María Belén - Imputado: E., Luciana Vanesa s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60/2020/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Trata de personas. Explotación sexual. Víctima menor de edad. Competencia federal. 

El conflicto debe ser decidido de acuerdo con el criterio establecido en el fallo de las causas Competencia n° 538, L. XLV, “Fiscal s/ av. presuntos delitos de acción pública” y n° 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ denuncia”.

Sin perjuicio de las calificaciones legales que corresponda adoptar en definitiva, el cuadro fáctico que ilustran las constancias remitidas, permite sostener la existencia de conductas en infracción a la ley de sanción y prevención de la trata de personas.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1894/2021/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual calificado por parentesco. Competencia nacional. 

Más allá de los escasos elementos remitidos, toda vez que de los dichos de la denunciante y la menor se desprende que los presuntos abusos sexuales objeto de investigación habrían ocurrido en esta ciudad, corresponde a la justicia nacional asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, con el debido resguardo de la salud psicofísica de la víctima.

C. G., C. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1988/2021/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: F., Micaela y otro s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 37857/2020/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Falsificación o adulteración de moneda extranjera. Cohecho activo. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido que corresponde a la jurisdicción federal el juzgamiento de los delitos que consistan en la falsificación de moneda de curso legal o en la alteración de su valor, e incluso que en tal sentido debe ser interpretado el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48, cuando se refiere a los delitos que representan falsificaciones de moneda nacional o de billetes de Banco autorizados por el Congreso; e inclusive que le incumbe a dicho fuero de excepción conocer sobre la presunta expedición, introducción o puesta en circulación de billetes de dólares falsos.

En línea con esos principios, más allá del estado embrionario de la pesquisa, corresponde que el tribunal federal asuma su jurisdicción en orden a la falsedad de los billetes de dólares, máxime cuando no cuestionó esas circunstancias ni la competencia material a su respecto.

S., David s/ Cohecho activo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1096/2020/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual calificado. Economía procesal. Seguridad jurídica. Celeridad procesal. Competencia nacional. 

Las conductas presuntamente perpetradas en la localidad de Tandil, y en esta Capital, cuando las víctimas eran menores de edad, se encuentran enmarcadas en un mismo ambiente familiar y conforman un único contexto delictivo. Por lo tanto, deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más favorable para la eficacia de la investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.

La causa tramitó desde su inicio en Capital Federal, donde se recibió el relato de los damnificados, se llevaron a cabo las evaluaciones psicológicas y psiquiátricas por especialistas del Cuerpo Médico Forense, y se produjo el resto de la prueba testimonial, encontrándose la pesquisa finalizada al día de la fecha y radicada ante un tribunal oral a la espera del juicio. Estas circunstancias, sumadas a la posible reiteración de procedimientos en distinta jurisdicción que podrían resultar traumáticos para aquéllos, aconsejan mantener la competencia nacional.

Por último, la declinatoria dispuesta podría importar, en el caso, un dispendio jurisdiccional innecesario, por lo que, aun cuando el régimen de preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos, y contrarios a los principios de celeridad y economía procesal, lo que, se verifica en la causa a partir de que toda la investigación y su conclusión se produjo ante la justicia nacional sin que, en las condiciones dadas, se advierta óbice para el juzgamiento de los hechos objeto de contienda ante esa sede.

Incidente n° 2 - Denunciante: M., F.. Imputado: O., E. R. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69215/2016/TO1/2/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.

N.N.: Planteo de inhibitoria s/ Violación de medidas - propagación epidemia (Artículo 205). Presentante M. F., Manuelita y otro

FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 13541/2020/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia nacional. Juez previniente. 

Tiene establecido la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente intereses de la Nación.

En el presente caso no se encuentran satisfechos tales requisitos, desde que no se advierte que se hubiera determinado todavía ninguna circunstancia concreta que pudiera provocar la intervención del fuero federal cuya naturaleza es de carácter excepcional y restringida.

Esos defectos se aprecian corroborados en la propia declinatoria, donde no sólo se omite la realización de una descripción detallada del objeto del proceso que permitiera motivar la resolución de incompetencia material, sino que, además, se efectúa una calificación que, no encuentra sustento suficiente en las constancias de la causa.

Finalmente, tampoco figura en el legajo que se hayan realizado las mínimas tareas de averiguación tendientes al menos a determinar de qué modo habrían acontecido los hechos denunciados, lo que resulta indispensable para discernir el concreto objeto del proceso respecto del cual realizar una correcta valoración legal.

En definitiva, el declinante deberá continuar conociendo en estas actuaciones, en las que, inclusive, y tal como quedó expuesto, tampoco se encuentran satisfechas las exigencias de Fallos: 308:275; 323:171 y 324:4499, entre otros.

Incidente n° 1 - Denunciante: N., Liliana Virginia. Denunciado: D. C., Francisco Antonio y otro s/ Incidente de competencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 42915/2021/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Imputado: A. B., Aldo Rover y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 23482/2020/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Imputado: C., Mauro Eduardo y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 23478/2020/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Imputado: B. A., Juan Matías y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 23468/2020/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente n° 1 - Imputado: F., David y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 7453/2021/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Imputado: R., Omar Daniel y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 21838/2020/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 2 - Denunciante: Municipalidad de La Matanza - Imputado: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 11166/2020/2/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia federal. 

Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Al respecto, no se advierte en el caso que se encuentren satisfechas tales exigencias, desde que la propia declinatoria omite la realización de una descripción definida de los acontecimientos que constituyen la sustancia de la investigación. Ello impide ensayar una hipótesis delictiva determinada que encuentre suficiente sustento en los elementos de la causa.

Además, no surge del incidente que se hubieran realizado medidas tendientes a establecer el verdadero alcance de los hechos y el modo en que habrían ocurrido, lo que resulta indispensable a fin de delimitar adecuadamente el objeto del proceso.

Solo a partir de la profundización de la pesquisa es posible subsanar los defectos indicados, lo que es indispensable para discernir la competencia en la causa.

Incidente n°1 - Damnificado: H. d. B., Rodophe Emmanuel y otro s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 5160/2021/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Imputado: R., Facundo y otro s/ Violación de medidas - propagación epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 13381/2020/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho no surge cuál era el fin último del material estupefaciente que se encontraba en poder de los imputados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que entienda en esta causa.

P., Federico Nahuel y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2028/2021/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

Si bien de los antecedentes remitidos puede colegirse que en el inmueble en cuestión se ejercería la prostitución, éstos no resultan suficientes, de momento, para vislumbrar la presencia de extremos que justifiquen que la investigación trámite ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil el delito de trata de personas al que se refiere la ley 26.364.

Incidente N° 1 - Denunciante: identidad reservada. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20376/2020/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Tarjeta de crédito. Economía procesal. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 

Esta contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

En este sentido, toda vez que la tarjeta de crédito a la que se le imputan los consumos desconocidos fue recibida en San Miguel y en dicha localidad se domicilia el imputado, corresponde conocer en esta causa al Juzgado de Garantías de San Martín, sin perjuicio de que si ulteriormente se acredita alguna circunstancia que incida en su competencia material se la remita al tribunal que considere pertinente.

Incidente n° 1- Querellante: G. B., Mauricio Ricardo s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18582/2020/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Tenencia ilegítima de documento nacional de identidad. Robo. Encubrimiento. Subsidiaridad. Juez previniente. Competencia nacional. 

De acuerdo al criterio expuesto por la Corte en la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”, corresponde al juzgado nacional conocer acerca del posible encubrimiento.

En primer lugar, con relación a la tenencia ilegítima del documento nacional de identidad, no es pertinente el fundamento expresado para justificar la intervención del fuero federal, en tanto las figuras de robo o eventualmente encubrimiento desplazan al tipo penal del artículo 33, inciso c), del decreto-ley 17.671/68, por la regla de subsidiariedad expresa, en razón de su pena mayor.

Por otro lado, más allá del acierto o error en el dictado del procesamiento por parte de la juez nacional de instrucción en relación con el encubrimiento de la sustracción de la billetera y el DNI dado que no se ha dado cumplimiento a la doctrina del Máximo Tribunal que impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito por parte de la judicatura que conoció primigeniamente en el delito contra la propiedad para que defina la situación jurídica del imputado en lo que respecta a cualquier grado de participación que pudiera haber tenido en esos sucesos, corresponde al juzgado nacional de instrucción, que previno, ahondar la investigación en ese sentido. 

Por último, en orden al delito de robo en grado de tentativa que habría sido cometido, en atención a su naturaleza común, su juzgamiento corresponde a la justicia nacional de instrucción.

Damnificado: M., Jonatan Manuel. Imputado: R. T., Saúl Roosevelt s/ Incidente de incompetencia

COMP.CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11498/2022/3/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Estafa. Compraventa de automotores. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.

En ese sentido, en jurisdicción provincial tramita la causa principal de estafa a la que se acumularon veintiún denuncias de otros damnificados por el imputado en el marco de operaciones comerciales fraudulentas referidas a la venta de vehículos, todas las defraudaciones habrían sido efectuadas con el mismo modus operandi y formarían parte de un mismo contexto delictivo.

Sobre la base de esas consideraciones, y dado que, además, en territorio bonaerense se encontraría detenido el imputado, en aras de lograr una mejor, más expedita y uniforme administración de justicia corresponde al juzgado provincial asumir el conocimiento de estas actuaciones.

Incidente n° 1. Denunciante: C., Cintia Celeste. Imputado: L., Pablo Elías y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10371/2020/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que las declaraciones de incompetencia deben hallarse precedidas de una adecuada investigación, tendiente a determinar concretamente en qué figura delictiva se encuadra el hecho denunciado, pues sólo en orden a un delito concreto es que debe pronunciarse respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Tales exigencias no se cumplen en el caso, pues no se advierte que se hayan realizado las necesarias diligencias de investigación tendientes a establecer la concreta relevancia penal de los acontecimientos, deficiencias que se ponen incluso de manifiesto por la propia resolución del juzgado nacional.

Ese tribunal omite la realización de una concreta calificación legal sobre cuya base sostener la incompetencia material en la causa, mientras resuelve su declinatoria a partir de circunstancias que no se presentan debidamente esclarecidas aún, principalmente en lo atinente a los datos informados ante la AFIP y su relación con la existencia del proceso laboral por indemnización por despido de la denunciante.

Sólo en virtud de la profundización de la pesquisa es posible subsanar las deficiencias señaladas, y consecuentemente discernir, luego, con el grado de precisión que esta etapa exige, la materia de la que trata la causa.

L., Xoana Ingrid. Denunciado: C. S.A. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6891/2020/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Robo calificado. Homicidio criminis causa. Privación ilegal de la libertad. Concurso de delitos. Competencia provincial. 

Más allá de observar el incumplimiento del deber de tramitar la cuestión de competencia por vía incidental, es doctrina de la Corte que la distribución de la competencia entre las provincias, o entre éstas y la Nación, es una materia regida por la Constitución Nacional y escapa a las regulaciones locales, en el sentido de que no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces de una misma jurisdicción nacional o provincial.

En otro orden, también tiene establecido la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, desde que la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.

Por aplicación de tales criterios corresponde al tribunal provincial proseguir con el trámite de las actuaciones.

A. S., Joel y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 775/2022/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Economía procesal. Celeridad procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 

Teniendo en cuenta la multiplicidad de lugares de perpetración del presunto delito de privación ilegal de la libertad, corresponde aplicar al caso la doctrina de la Corte según la cual resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.

Por aplicación de este principio, corresponde a la justicia provincial con asiento en Concordia que previno continuar conociendo en estas actuaciones, en tanto al haberse tramitado la causa allí hasta la solicitud de la fiscalía de elevación de las actuaciones a juicio, la continuación del proceso ante sus estrados es la solución que mejor concreta el principio de celeridad requerido por la buena administración de justicia.

S., Bruno Lorenzo y otros s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 254/2022/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia federal. 

Esta contienda no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7), del decreto-ley 1285/58.

En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso y el lugar de su comisión. Ese déficit no permite discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponde llevar adelante la investigación.

Por todo lo expuesto, la justicia federal, que tomó conocimiento de la notitia criminis, debe continuar con esta investigación e incorporar los elementos para darle precisión.

Incidente n° 1 - Denunciado: G. P., Stefanie s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 19267/2018/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Subsidiaridad. Competencia nacional. 

En función de la doctrina establecida por la Corte en la causa CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ incidente de incompetencia”, sobre los supuestos en los que los artículos 153 y 153 bis pueden dar lugar a la intervención de la justicia federal y considerando que además la figura de defraudación o, eventualmente, alguna de sus formas especiales, desplazarían al último de los mencionados, por la regla de subsidiariedad expresa, independientemente de la definitiva calificación de los hechos, corresponde al juzgado de instrucción continuar interviniendo en su investigación.

Incidente Nº 1 - Denunciante: P. y M., Cecilia Inés. Imputado: P., Martín Gonzalo s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4197/2019/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Portación ilegítima de armas. Armas de guerra. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 

Remisión a Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, "Galarza, Juan José s/ denuncia".

Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan en iguales condiciones, los jueces en conflicto.

En atención a la estrecha vinculación que existe entre la portación ilegítima del arma de guerra y la erradicación de su numeración o su posible encubrimiento, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal que, en el caso, debe ser la justicia federal, pues a ésta concierne conocer no sólo respecto del delito del artículo 189 bis, inciso 5°, último párrafo, del Código Penal sino también del encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero.

En ese sentido, aun cuando pudiera llegar a considerarse que los imputados no habrían sido los autores de esa supresión, ello no pondría fin a la persecución penal respecto de cualquier otro sujeto que hubiera tomado intervención, aunque aún no se encuentre individualizado, ni tampoco a la referida a los hechos de encubrimiento de ese delito y portación indebida del arma estrechamente vinculados a aquél según quedó antes expuesto.

Principal en Tribunal Oral TO1 - Imputado: A., Leandro Valentín y otro s/ Tenencia de arma guerra (Artículo 189 bis- 4° párrafo * Modificación Ley 25.886)

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 568/2022/TO1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

La cuestión no está en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto- ley 1285/58.

Incidente N° 1. G. O., Vanessa del Valle s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37009/2021/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Tenencia ilegítima de armas. Municiones. Objetos secuestrados. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 

Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.

En atención a que la supresión o erradicación del número de serie de un arma de fuego surte la jurisdicción federal, y dada la estrecha vinculación que existe entre ese delito y el de la tenencia ilegítima del arma, al encontrarse relacionados con un mismo objeto, así como con la tenencia de las incautadas en el mismo maletín, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2338/2021/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual calificado por el parentesco. Abuso sexual de menores. Economía procesal. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

La falta de precisión expositiva que se advierte en el caso con respecto a la determinación de los lugares donde se habrían llevado a cabo los hechos de los que habría sido víctima la denunciante, impide analizarlos a la luz de la doctrina de la Corte según la cual, ante la multiplicidad de agresiones sexuales cometidas en perjuicio de un menor a lo largo del tiempo, en distintas jurisdicciones territoriales y en un mismo ambiente familiar, la competencia del juez que deberá entender en ellas se establece de acuerdo a lo que resulte más favorable para la eficacia de la investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.

En consecuencia, corresponde a la justicia bonaerense, en cuyo ámbito se domiciliaría la denunciante y el imputado, profundizar la pesquisa en ese sentido y, eventualmente, con relación a otras posibles víctimas de su entorno familiar, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.

A., J. E. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2210/2021/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Amenazas. Violencia familiar. Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Economía procesal. Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Abandono de los hijos. Maltrato infantil. Acumulación de procesos. Residencia habitual del niño. Competencia por el territorio. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

En tanto los mensajes presuntamente amenazantes fueron recibidos en la ciudad donde reside la víctima, y sin perjuicio del lugar desde donde habrían sido emitidos a través de un teléfono celular, razones de economía procesal y de buen servicio de justicia, imponen que la justicia de esta Capital continúe con la investigación.

Las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales, por lo que corresponde proseguir la investigación en esta ciudad, adonde acudió la denunciante en procura de sus derechos, donde vive el menor con su mamá y se encuentra en curso el proceso civil donde se ventila la controversia entre los padres.

M. G., F. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2057/2021/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

El conflicto no se encuentra precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Pues sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda, los escasos elementos incorporados no resultan suficientes para formar fundado criterio acerca de los pormenores de los hechos denunciados.

L., D. M. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2206/2021/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Documentación del automotor. Concurso de delitos. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, sin que esa circunstancia habilite acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica, atento que la competencia federal es limitada y de aplicación restrictiva.

Incidente N° 1 – Denunciante: G., Oscar Alberto y otro. Imputado: M., Roberto s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4773/2019/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Resistencia a la autoridad. Competencia federal. 

Es doctrina de la Corte que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restrictiva, y que por ese motivo se exige que exista al momento del hecho investigado una inequívoca relación con el entorpecimiento del ejercicio de funciones federales, y que el funcionario autor o víctima del presunto delito cumpla tareas específicas de esa índole.

En esa línea, corresponde a la justicia de excepción continuar conociendo acerca de la resistencia a la autoridad que se investiga en la presente causa, en tanto se habría producido contra agentes de una fuerza de seguridad nacional en ejercicio de sus funciones.

Incidente N° 1 – Imputado: D. C., Gastón Emiliano s/ Incidente de incompetencia

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 6150/2021/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Falsificación de marca o designación. Estafa. Concurso ideal. Competencia federal. 

Conforme sostiene la Corte desde antiguo, la falsificación de una marca es la reproducción no autorizada de todos o los más característicos de sus signos, como así también la imitación de los trazos más salientes de una marca, con supresión de los detalles secundarios, todo ello con el propósito de inducir a error a los consumidores, o bien explotar en forma desleal el trabajo del titular de la marca.

Desde este punto de vista, en tanto coinciden los magistrados en que se ha utilizado la marca de la entidad financiera y en la medida en que no puede descartarse que el hecho quede aprehendido en forma simultánea por las disposiciones penales de la ley 22.362 y el delito de estafa, que concurrirían en forma ideal, debe declararse la competencia del juez federal -conforme lo establece el artículo 33 de la ley mencionada- más allá que la infracción del artículo 172 del Código Penal sea ajena a su conocimiento.

Incidente N° 1 - Damnificado: F., Rocío Celeste N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19373/2021/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Estafa. Ardid. Competencia por el territorio. Economía procesal. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verificó la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá en definitiva, conforme a razones de economía procesal.

Incidente N° 1- Damnificado: P. B., Andrés Fernando N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29751/2020/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Falsificación de marca o designación. Estafa. Concurso ideal. Competencia federal. 

Conforme sostiene la Corte desde antiguo, la falsificación de una marca es la reproducción no autorizada de todos o los más característicos de sus signos, como así también la imitación de los trazos más salientes de una marca, con supresión de los detalles secundarios, todo ello con el propósito de inducir a error a los consumidores, o bien explotar en forma desleal el trabajo del titular de la marca.

Desde este punto de vista, en tanto coinciden los magistrados en que se ha utilizado la marca de la entidad financiera y en la medida en que no puede descartarse que el hecho quede aprehendido en forma simultánea por las disposiciones penales de la ley 22.362 y el delito de estafa, que concurrirían en forma ideal, debe declararse la competencia del juez federal -conforme lo establece el artículo 33 de la ley mencionada- más allá que la infracción del artículo 172 del Código Penal sea ajena a su conocimiento.

Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8877/2020/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia por el territorio. Residencia habitual del niño. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se encuentra precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Los escasos antecedentes incorporados al incidente no resultan bastantes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron la presente causa y su consecuente encuadre legal, lo que impide formar un fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que compete investigarlos.

Incidente N° 1 – Damnificado: L. L., D. y otro. Imputado: L. L., D. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19249/2021/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Domicilio del imputado. Personas con discapacidad mental. Competencia nacional. 

Más allá de la escasez de elementos remitidos, toda vez que de lo relatado por la denunciante sobre la base de lo manifestado a ésta por la joven víctima, surge que el hecho de abuso sexual en su perjuicio habría ocurrido en esta ciudad, donde tendría domicilio el imputado, corresponde a la justicia nacional asumir su jurisdicción en la causa e incorporar los elementos necesarios para proseguir la investigación, teniendo en cuenta el especial interés en la protección y el resguardo de los derechos de las personas afectadas por discapacidades mentales, y sin perjuicio de lo que surja con posterioridad.

F., J. R. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2428/2021/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Delito de acción pública. Personal policial. Auxiliares de justicia. Competencia federal. 

La Corte tiene dicho que corresponde a la justicia federal el conocimiento de los delitos cometidos por la policía local en los casos en que ésta actúa como auxiliar de esa jurisdicción.

Incidente N° 1 – Pretenso querellante: N., Saliou y otro. Imputado: División Robos y Hurtos de la Policía de Ciudad (Personal Policial) s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27020/2021/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Redes sociales. Facebook. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

La cuestión no se encuentra en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto- ley 1285/58.

En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos.

Esas deficiencias deben ser suplidas por el magistrado de esta ciudad que primero conoció de la notitia criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.

Incidente N° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32821/2021/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

La cuestión no se encuentra en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto- ley 1285/58.

En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos. 

Esas deficiencias deben ser suplidas por la magistrada de esta ciudad que primero conoció de la notitia criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.

Incidente N° 1. Denunciante: Policía de la Ciudad de Buenos Aires. Sumario. N°: 449.229/21. Imputado: A. Z., Lena Rut s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40253/2021/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 

La declaración de incompetencia no se encuentra precedida de una adecuada pesquisa, que permita determinar las concretas circunstancias en que habrían ocurrido los hechos y su verdadero alcance pues, no se aprecia en el incidente que se hubieran realizado las mínimas diligencias de averiguación, tendientes al menos a discernir la real naturaleza de los hechos y para establecer una correcta apreciación jurídica que encuentre sustento en los antecedentes de la causa, elementos indispensables para dilucidar la materia de la que trata.

Esas deficiencias se ponen de manifiesto en la propia declinatoria, donde se omite describir el concreto objeto del proceso y se sostiene la incompetencia material sobre la base de una calificación general y abstracta del delito de estafa, sin que se detalle en forma precisa el modo en que habría ocurrido. Tampoco se expresan los motivos por los que se excluye a los restantes supuestos delictivos también mencionados en la denuncia anónima y máxime cuando de realizarse una adecuada investigación podría inclusive determinarse la existencia de alguna otra figura susceptible de afectar eventuales intereses federales; lo que no es posible descartar hasta el momento.

En definitiva, corresponde establecer el concreto objeto de esta investigación con carácter previo a resolver la competencia, especialmente cuando tampoco se describen mínimamente las circunstancias que surgirían de los demás sumarios acumulados al presente por la justicia federal.

Incidente N° 1. Denunciante: D. G., Gabriel Alexander y otros. Denunciado: A., Agustín y otros s/ Incidente de competencia

FTU-Justicia Federal de Tucuman, 428/2021/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Redes sociales. Facebook. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia contravencional y de faltas. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

La cuestión no se encuentra en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto- ley 1285/58.

En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlo.

Esas deficiencias deben ser suplidas por la magistrada local que primero conoció de la notitia criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.

B., Augusto Leopoldo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1978/2021/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Redes sociales. Facebook. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

La cuestión no se encuentra en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto- ley 1285/58.

En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos.

Esas deficiencias deben ser suplidas por la magistrada de esta ciudad que primero conoció de la notitia criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.

Incidente N° 1. Denunciante: División Delitos Informáticos Complejos de la Policía de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Sumario. N°: 421.808/2021. Imputado: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37132/2021/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Entradas a espectáculos públicos. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

La presente pesquisa no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, el Máximo Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

En el caso no concurren esos elementos, pues el juez que previno no individualizó concretamente cuál o cuáles serían las marcas falsificadas, su tipo o categoría ni su estado de registro y vigencia.

M., Andrés s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32413/2019/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

De acuerdo a las particularidades del caso en relación con la cantidad de material estupefaciente incautado, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en la Competencia n° 392 L. XLIX, “Aguirre, Pablo Alberto s/ siembra, cultivo y guarda de plantas y semillas utilizables para producir estupefacientes, tenencia de materia prima para la producción de estupefacientes y tenencia simple de estupefacientes”.

Por tal motivo, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia.

Incidente N° 2. Imputado: K., Alejandro Daniel s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 5811/2020/2/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Diputados nacionales. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 

No se advierte en la causa una investigación suficiente que permita establecer el verdadero alcance de los hechos y su real naturaleza, lo cual es necesario para determinar adecuadamente su significación jurídica y, consecuentemente, la competencia material en la causa.

En tal sentido, no se aprecia en el incidente que se haya dirigido la pesquisa en orden a establecer esos aspectos, aun cuando no es posible descartar por el momento que no se haya visto perjudicado algún interés de la Nación; particularmente cuando el propio denunciante afirma que fue en calidad de diputado nacional que se vio compelido a nombrar al imputado en un organismo de igual índole.

Tales deficiencias se encuentran corroboradas en la propia declinatoria, donde se omite la realización de una descripción determinada de acontecimientos a partir de los cuales apoyar la hipótesis jurídica que afirma. Además, se indica que el caso trataría sobre un posible conflicto entre partes desde el cual habrían derivado diferentes sucesos y se efectúa una calificación legal categórica que hasta el momento no se encuentra suficientemente respaldada con concretas constancias de la causa.

Por lo tanto, el tribunal federal que previno deberá continuar con el trámite de esta investigación y resolver, luego, de acuerdo con lo que de ello surja.

Incidente N° 1. Querellante: A., Alberto Emilio - Denunciado: V., Daniel Fernando s/ Incidente de competencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8551/2020/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Trata de personas. Explotación sexual. Competencia federal. 

Más allá de la concreta calificación legal que se le asigne a los hechos, tiene resuelto el Máximo Tribunal que corresponde que la justicia federal conozca la presunta infracción a los artículos 145 bis y ter si las circunstancias dan cuenta de un cuadro de situación que impide descartar, al menos de momento, la existencia de conductas en infracción a la ley de sanción y prevención de la trata de personas, tal como acontece en el sub judice, donde existen personas procesadas en función de esas figuras en las que, además, la representante del Ministerio Público Fiscal sustentó su requerimiento de elevación a juicio.

Incidente N° 17 – Imputado: G., F. P. y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9285/2014/TO1/17/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Estafa. Facebook. Alquileres. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CCC 15944/2020/1/CS1, “Incidente n° 1- Denunciante: Marin Guerrera, Eduardo Antonio s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1- Denunciante: A., María Belén. Imputado: M., Verónica Lorena y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16749/2021/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Delitos contra la propiedad. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado.

En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado alguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.

La referencia al tiempo transcurrido respecto al desapoderamiento del automotor no alcanza para constituir una pauta que pueda autorizar a desechar, sin más, la posible responsabilidad del indicado en el hecho acaecido en esta ciudad.

La dilucidación de tales extremos no sólo permitiría dar sustento a la decisión de mérito que posibilite sostener que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, tal como lo exige la jurisprudencia de la Corte sino también, en tal caso, a avanzar en la necesaria investigación tendiente a individualizar a sus autores.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2505/2021/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

Por principio general, en los casos en que es secuestrado un bien que ha sido objeto de un robo o hurto anterior, correspondería al magistrado que lo investiga profundizar la pesquisa para establecer con nitidez si la persona que lo detentaba participó de su sustracción. La conclusión del juez nacional, en cuanto sostiene la imposibilidad de probar la participación del tenedor del automóvil en la sustracción y el agotamiento de las medidas tendientes a ello, es consistente con las constancias de la causa y debe ser considerada como la decisión sobre ese aspecto que exige la jurisprudencia del Tribunal para asignar la competencia en orden al delito de encubrimiento.

S., Jorge Luis s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2562/2021/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

La cuestión no se encuentra en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto- ley 1285/58.

En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos.

Esas deficiencias deben ser suplidas por la magistrada de esta ciudad que primero conoció de la notitia criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.

Incidente N° 1. Imputado: M., Gabriel Sebastián s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40286/2021/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 

Tiene establecido la Corte que es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquella ley, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte en la causa que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización.

En consecuencia, y habida cuenta de que, no resulta posible descartar la posible vinculación que podría existir entre las personas mencionadas en esta pesquisa y las involucradas en la investigación que continúa su curso ante el tribunal federal declinante, a lo que debe sumarse que ambos cauces reconocen su inicio en una misma denuncia, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en estas actuaciones.

Incidente N° 1. Imputado: M., Aneury Leonel s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 75526/2017/TO2/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Cámara federal de apelaciones. Competencia federal. 

Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.

En la presente causa no se ha formado el incidente que, para esta clase de cuestiones, exige el Código Procesal Penal y reiterados precedentes del Tribunal

Al haberse suscitado el conflicto entre dos magistrados nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 y 44 del Código Procesal Penal de la Nación, éste debe ser dirimido por el tribunal de alzada del que depende el que conoció primero.

N.N. s/ Averiguación de delito – Denunciante: F., María Cristina

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 3321/2020/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Incidente N° 1 – Imputado: G., Alejandro Daniel y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 5089/2020/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Incidente N° 1- Denunciante: Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal N° 2. Imputado: O., Ricardo Raúl s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5647/2020/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: A., Bernardino Carlos y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 1088/2021/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 229/2022/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Policía Provincial. Investigación inconclusa. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

Más allá del incipiente estado de la pesquisa y de la significación penal que en definitiva quepa asignar a los hechos denunciados, en la medida en que el usuario investigado simularía o habría simulado la prestación de servicios adicionales de la fuerza policial de la provincia de Buenos Aires y, además, residiría en ese ámbito territorial, corresponde al Juzgado de Garantías asumir el conocimiento de la causa e incorporar los elementos necesarios para proseguir su trámite, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.

Incidente N° 1 – Denunciante: División Ciberpatrullaje de la Policía de la Ciudad de Buenos Aires y otros. Imputado: C., Héctor Andrés s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 90225/2019/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Cuentas bancarias. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 

La declinatoria del juzgado nacional de esta ciudad resulta prematura, en tanto las constancias obrantes en el legajo permiten sostener que, en principio, el desprendimiento patrimonial se habría producido con la detracción de la cuenta que la denunciante registra en la sucursal de esta capital, y la dirección IP utilizada para realizar la operación cuestionada indica un domicilio en este mismo ámbito.

Por lo tanto, y sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad, corresponde al juzgado nacional de esta ciudad, ante cuyos estrados acudió la denunciante a hacer valer sus derechos, proseguir la presente investigación.

Incidente N° 1 – Damnificado: L., Evelyn – Imputado: R., Alejandro Ezequiel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18630/2021/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Fraude. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual, si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.

Incidente N° 1 – Denunciante: A., Digiglio Carlos – Imputado: O. R., Audry Carolina y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3334/2021/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Fuerzas de seguridad. Moneda extranjera. Competencia provincial. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. CCC 32235/2017/1/CS1, “Juárez, Carlos Alejandro y otros s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1859/2021/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Robo de automotor. Encubrimiento. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

Más allá de la manera defectuosa en que se trabó la contienda, habida cuenta de que no se encuentra en discusión la competencia material de la justicia provincial, y el titular del Juzgado de Garantías provincial no controvierte que la sustracción habría tenido lugar en el ámbito de la provincia, por aplicación de la doctrina de la Corte sobre la relación de alternatividad existente en estos casos, corresponde a ese tribunal proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad y de que si el magistrado entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente N° 1 – Presentante: Juzgado de Garantías N° 10 de Avellaneda – IPP 07-02-007706-18/00 – Imputado: C. B., Augusto s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 111795/2018/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Delitos contra la propiedad. Robo de automotor. Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

Con relación al delito remanente referido al vehículo incautado en esta ciudad, que había sido sustraído previamente en territorio bonaerense, dada la relación de alternatividad existente entre ese delito y su posible encubrimiento, resulta indispensable que la justicia provincial realice una adecuada investigación y dicte un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, sin perjuicio de que el archivo de la causa en virtud de la carencia de elementos, pudiera hacer variar esa solución, en tanto es al titular del juzgado de garantías que tuvo a su cargo la instrucción del desapoderamiento, a quien, en definitiva, corresponde discernir el grado de responsabilidad que pudo caberle a los acusados en el delito contra la propiedad.

Incidente N° 1. Imputado: T., Leonardo Fabián y otros s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1000/2022/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Robo de automotor. Encubrimiento. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 

En atención a que de la certificación que se acompaña surge que en la causa instruida por la sustracción del vehículo cuyo motor fue hallado en poder del imputado, la justicia nacional de Capital Federal dispuso su archivo sin descartar su posible participación en el hecho, no resulta aplicable al caso el criterio establecido en la Comp. CCC 65897/2015/1/CS1, "Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".

Por consiguiente, y toda vez que en atención a la relación de alternatividad que existe entre el encubrimiento y el delito encubierto se impone la necesidad de contar con un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado por parte de la judicatura que instruye las actuaciones seguidas por el desapoderamiento, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional profundizar la investigación, aunque no haya sido parte en la contienda.

B., Fernando Nicolás s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2353/2021/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Cuentas bancarias. Economía procesal. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario el conocimiento por parte de quien promovió el conflicto de las razones que informaron lo decidido por el otro tribunal, para que declare si mantiene su anterior posición. Esta regla no ha sido observada en el presente pues sólo con la insistencia por parte del juzgado de garantías que la inició se habría suscitado una contienda que corresponde resolver de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58.

Sin embargo, también ha resuelto el Tribunal que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal.

Esta incidencia debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

A., Cinthya s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2627/2021/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Fraude. Investigación inconclusa. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

Los elementos de prueba reunidos durante la investigación no resultan suficientes para dirimir la competencia en este caso, ya que si bien es cierto que la destinataria de la transferencia tendría domicilio en la provincia de Buenos Aires, donde también tiene radicada su cuenta bancaria, no lo es menos que la cuenta utilizada para efectuar la maniobra corresponde a una entidad bancaria de esta ciudad, donde la denunciante habría sido víctima de las artimañas desplegadas por vía telefónica para sustraerle sus datos y claves personales; y aún se desconoce el papel que pudo caberle a la acusada en ese despliegue ardidoso, tal como lo sostiene el fiscal provincial en su dictamen.

Incidente N° 1 – Damnificado: B., Ana María – N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42459/2021/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

De acuerdo a las particularidades del caso en relación con la cantidad y la infraestructura montada para el cultivo de los estupefacientes, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en la Comp. 392, L. XLIX, “Aguirre, Pablo Alberto s/ Siembra, cultivo y guarda de plantas y semillas utilizables para producir estupefacientes, tenencia de materia prima para la producción de estupefacientes y tenencia simple de estupefacientes”.

Por tal motivo, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la ley 26.052) .

Incidente N° 1. Imputado: S., Flavia Gisel y otro s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 1053/2021/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Organismos previsionales. Empleados públicos. Competencia federal. 

Los sucesos que se infieren de las manifestaciones de la denunciante y las diligencias judiciales practicadas, refieren a la actuación de la ANSES en la ejecución de las medidas ordenadas por la justicia provincial.

Más allá de la significación penal que en definitiva corresponda asignar a los hechos, toda vez que el Tribunal tiene resuelto que compete a la justicia de excepción investigar los delitos cometidos en las provincias por empleados nacionales en ejercicio de sus funciones, y en tanto la intimación judicial presuntamente incumplida fue recibida en el organismo nacional, corresponde al magistrado federal asumir su jurisdicción para entender en la causa.

Legajo judicial N1652 (LIF N7778/21) - Gobernador Virasoro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 419/2022/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Por imperio de los artículos 3 y 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia de excepción la que continúe conociendo respecto de la infracción a la ley 23.737, atento que su intervención es prioritaria en la materia. Ello es así pues, no surge con precisión cuál era el fin último de las sustancias incautadas, a lo que debe sumarse el estado avanzado en que se encuentra el proceso, cuyo inicio y desarrollo se produjo en esa sede. Más aun teniendo en cuenta que la justicia federal habría continuado con la pesquisa respecto de posibles escalones superiores en la cadena de comercialización.

Incidente N° 7: M., Matías Ezequiel y otro s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 11329/2021/TO1/7/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Estafa. Mutuo comercial. Concurso de delitos. Juez previniente. Competencia nacional. 

Tiene resuelto la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Asimismo, la Corte tiene dicho que la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.

Incidente N° 1 – Querellante: J., Susana Lidia Elba – Imputado: S., Karina y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17435/2021/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia federal. 

Más allá de las calificaciones legales que en definitiva quepa asignarles a los hechos, la presente contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente N° 1 – Denunciante: S., Jorge Aníbal. Denunciado: D., Gonzalo s/ Incidente de incompetencia

FGR-Justicia Federal de General Roca, 5186/2020/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Extorsión. Asociación ilícita. Economía procesal. Competencia nacional. 

Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual el delito de asociación ilícita tiene el carácter de permanente, y si el accionar de ésta se ha verificado en varias jurisdicciones corresponde atribuir la competencia al magistrado que resulte más conveniente por razones de economía procesal.

S., Jonathan Cristian s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 926/2022/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Estafa. Concurso de delitos. Delitos federales. Competencia federal. 

Resulta aplicable la doctrina de la Corte, según el cual, cuando el fraude se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima –provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial– esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Asimismo, si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que le corresponde su investigación.

Incidente N° 2. N.N.: P., Gladys Viviana s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9302/2017/TO01/2/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Concurso de delitos. Encubrimiento. Competencia provincial. Uso de documento falso. Estupefacientes. Competencia federal. 

Tiene resuelto la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Asimismo, sostiene que el vínculo que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.

Por otra parte, en relación con los estupefacientes incautados, si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho imputado a los prevenidos no surge cuál era el fin último del material estupefaciente que se encontraba en su poder, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca al respecto, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.

No obsta a esa solución la ausencia de dictamen pericial respecto de la droga a la que hace mención el magistrado federal en la resolución en la que rechazó su competencia, ya que surge de los elementos agregados a la causa que al momento de su hallazgo se realizaron pruebas orientativas que arrojaron resultado positivo.

P., Esteban Nicolás y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1256/2021/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Amenazas. Redes sociales. Competencia provincial. 

Las circunstancias puestas de manifiesto por la juez local no resultan suficientes para afirmar la competencia federal, limitada y de aplicación restrictiva, por lo que, sin perjuicio de la significación jurídica de los hechos, corresponde a aquélla continuar entendiendo en la presente causa.

N.N. s/ Incidente de incompetencia - Denunciante: Dardo Alexander D.

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1080/2021/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Concurso de delitos. Competencia nacional. 

La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación.

En tal sentido, cabe recordar que cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

Incidente N° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 94593/2019/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Explotación laboral. Juez previniente. Competencia nacional. 

Más allá de la estrecha relación entre el delito de trata y el de reducción a la servidumbre u otra condición análoga, en tanto constituye uno de los supuestos de explotación expresamente previsto en el artículo 2, inciso a, de la ley 26.364, las constancias remitidas no aportan elementos suficientes para vislumbrar la concurrencia de extremos que justifiquen la intervención de la jurisdicción federal, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil, de momento, la hipótesis delictiva a que se refiere la ley 26.364 - texto según ley 26.842 -.

Incidente N° 1 – Damnificado: identidad reservada. Imputado: M., Valentina y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36795/2021/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual de menores. Juez previniente. Competencia nacional. 

Unidad contextual. Único tribunal a cargo.

Se advierte que los antecedentes del legajo –entre los que solo se cuenta con las resoluciones de ambos jueces y de la fiscalía bonaerense- permiten inferir razonablemente que las conductas abusivas que el imputado habría desarrollado tanto en Capital Federal como en una localidad bonaerense, se encuentran enmarcadas en un mismo ambiente familiar y conforman un único contexto delictivo, por lo que, deben ser investigadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más favorable para la eficacia de la investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.

Incidente N° 2 – Damnificado: V., A. B. y otro. Imputado: .V., A. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23764/2020/2/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 

Tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquel la ley, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, esta Procuración General no advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización.

Por tal motivo, y habida cuenta de que la actividad ilícita se desarrollaría en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, deberá declararse la competencia de la justicia federal de esta ciudad para que conozca en estas actuaciones.

C. T., Rómulo y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 818/2022/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Intermediación financiera. Estafa. Competencia federal. 

Tiene resuelto la Corte que el criterio decisivo para resolver la cuestión pasa por recordar que mantener y promover la competencia del fuero federal para investigar la posible comisión del delito de intermediación financiera no autorizada resulta de fundamental importancia para asegurar la eficacia de la norma que lo reprime, y que eso determina que, ante la existencia de alguno de los extremos inherentes al delito en cuestión, la justicia federal no puede declinar su competencia ni rechazar la que se le pretende atribuir, sin antes realizar las medidas necesarias para establecer si éste se halla configurado.

En atención a que, de momento, no es posible descartar que los hechos del caso configuren una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal y, en consecuencia, insusceptible de ser escindida, corresponde a la justicia federal continuar la investigación de esta causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.

Incidente N° 10- Querellante: T., Sebastián Jorge. Denunciado: I. L. S.A. y otros s/ Incidente de incompetencia

FRO-Justicia Federal de Rosario, 24334/2020/10/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. FRO 24334/2020/10/CS1, “Incidente n° 10- Querellante: T., Sebastián Jorge. Denunciado: I. L. S.A. y otros s/ Incidente de incompetencia”.

M., Belén y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 620/2022/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 39/2022/CS1 “N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

Desconocida persona s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 43/2022/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Estafa. Redes sociales. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1 – Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

 

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 39/2022/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Policía de seguridad aeroportuaria. Habeas corpus. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

Es doctrina del Máximo Tribunal que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restrictiva, y que por ese motivo se exige que exista al momento del hecho investigado una inequívoca relación con el entorpecimiento del ejercicio de funciones federales, y que el funcionario autor o víctima del presunto delito cumpla tareas específicas de esa índole.

Más allá de lo manifestado al interponer la acción de hábeas corpus, de los demás antecedentes acompañados no surgen, de momento, elementos demostrativos de que los hechos denunciados, cualquiera que sea la calificación penal que quepa darles, hubiesen sido cometidos en el marco del desempeño de funciones federales o bajo la orden de una autoridad de esa naturaleza, más allá de que los denunciados pudieran pertenecer a una fuerza de seguridad dependiente del gobierno nacional.

Personal de la Policía de Seguridad Aeroportuaria s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1773/2021/CS1, 14 de junio de 2022

Ver dictamen

Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo”, cuyos fundamentos y conclusiones tuvo en cuenta la Corte al resolver en CCC 30270/2020/1/CS1, “Incidente n° 1. Denunciante: Mazzocchi, Marina s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Denunciante: Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal N° 11 s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6956/2021/1/CS1, 14 de junio de 2022

Ver dictamen

Concurso de delitos. Falta de rendición de cuentas. Hurto. Competencia nacional. Falsificación de instrumento público. Uso de documento falso. Actuaciones notariales. Compra y venta de divisas. Banco Central de la República Argentina. Competencia federal. 

En primer lugar, cabe recordar que es doctrina del Máximo Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, y que la presunta conexidad que pudiera existir entre delitos de naturaleza federal y de índole común no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.

Al no existir controversia entre los jueces que participan del conflicto respecto a la aplicación de normas de derecho común, ante las hipótesis referidas a la falta de rendición de cuentas del dinero percibido por el denunciado con referencia a los servicios notariales prestados, y la presunta sustracción de los folios individualizados del libro de protocolo de la escribanía, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional continuar el trámite de estas actuaciones con relación a esos sucesos, toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida.

Por lo demás, en atención a que la presunta falsificación y uso de la actuación notarial presentada para habilitar la compra de divisas, en el caso, comprometería el normal desempeño de las funciones del Banco Central de la República Argentina con motivo de su intervención por la aplicación de las disposiciones de carácter general dictadas por ese organismo nacional con competencia específica, es al juez federal, que no ha desconocido tal extremo, a quien le corresponde continuar con su investigación, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.

Incidente N° 1 Querellante: T., Ernesto Enrique y otro Querellado: D., Jorge Luis Pedro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42581/2021/1/CS1, 14 de junio de 2022

Ver dictamen

Estafa. Concurso de delitos. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, y la presunta conexidad que pudiera existir entre delitos de uno y otro tipo no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.

En ese sentido, la defraudación consistente en la adquisición de semillas de baja calidad, por las que se pagó con cheques sin provisión de fondos, es claramente escindible de la falsificación de la marca de los bienes así obtenidos, que tuvo lugar en una etapa delictiva posterior y en la que, además participaron otros imputados, en otros delitos que afectaron intereses y personas distintas.

Por ello, corresponde a la justicia ordinaria asumir la investigación de ese delito común, sin perjuicio de que si su titular entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, remita las actuaciones de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

G., Pablo Gerardo y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1639/2021/CS1, 14 de junio de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Incidente N° 2 – Imputado: B., Nicolás y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8788/2020/2/CS1, 14 de junio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia".

Incidente N° 2: Imputado: C., Lucas y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9156/2020/2/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia".

Incidente N° 1: Imputado: C., Jorge Enrique y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9052/2021/1/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Imputado: R. T., Alesandro David s/ Violación de medidas - propagación de epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 396/2021/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia".

Incidente N° 1: Imputado: R., Gabriel Osvaldo y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 1519/2021/1/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia".

Incidente N° 2: Denunciado: C., Jonathan Luis y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 5933/2020/2/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo”, cuyos fundamentos y conclusiones tuvo en cuenta la Corte al resolver en CCC 30270/2020/1/CS1, “Incidente n° 1. Denunciante: Mazzocchi, Marina s/ incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2872/2021/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/CS1, “Legajo n° 1 -Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

Incidente N° 1- Denunciante: M., Anabel Gisela Soledad. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27781/2021/1/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

M., Esteban Fabián y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1707/2021/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Documento nacional de identidad. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 

No es pertinente el fundamento expresado para justificar la intervención del fuero federal, en tanto la figura de defraudación desplaza al tipo penal del artículo 33, inciso d), del decreto-ley 17.671/68, por la regla de subsidiariedad expresa, en razón de su pena mayor.

Incidente Nº 1 - Damnificado: M. R., Wilfredo N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53181/2020/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

No es pertinente el fundamento expresado para justificar la intervención del fuero federal, en tanto la figura de defraudación desplaza al tipo penal del artículo 33, inciso d), del decreto-ley 17.671/68, por la regla de subsidiariedad expresa, en razón de su pena mayor.

Incidente Nº 1 - Damnificado: P., Vanesa Alejandra N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22347/2021/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Incidente de competencia. Economía procesal. Inexistencia de la cuestión federal suficiente. Competencia provincial. 

Habida cuenta de que el juez provincial no cuestiona la competencia territorial y que no se advierten razones que habiliten la jurisdicción federal, que es de naturaleza exclusiva, excluyente y excepcional, es aquél quien debe continuar con la investigación de los hechos allí ocurridos.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1076/2021/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

S., Fernando Javier s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 119/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Retención indebida. Competencia nacional. 

En atención a que el magistrado nacional no cuestiona la calificación jurídica de los hechos, resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte que tiene establecido que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.

N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: A., María Florencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 101/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. 

Remisión a Fallos: 328:3960 y sus citas; y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.

Incidente n° 1 - Denunciante: P., José Edgardo. Imputado: C., Gustavo Daniel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34125/2021/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Incidente de competencia. Cheque de pago diferido. Cheque sin fondos. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

Teniendo en cuenta que se trata de dos cheques de pago diferido, que la estafa fue descartada por la justicia nacional y que no existen, hasta el momento, elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde al juez con competencia en el lugar del banco girado evaluar la posible aplicación al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6 de la ley 24.452.

Incidente n° 1 - Denunciante: N., Luciana. N.N. N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53676/2018/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia provincial. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos y su posible calificación legal, para así formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión y, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos.

P., Emmanuel s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 80/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Robo. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió, además, otro delito es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.

Incidente Nº 1 – Damnificado: V., Sergio Javier s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36198/2020/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Incidente de competencia. Estafa. Competencia provincial. Juez previniente. 

La Corte tiene resuelto que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 70/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1,"Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente nº 1- Imputado: A., Rubén Darío s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 19490/2020/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1,"Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente nº 1- Imputado: B., Cesar Eduardo s/ Incidente de incompetencia

FPA-Justicia Federal de Paraná, 1302/2020/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Robo con armas. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que la distribución de la competencia entre las provincias, o entre éstas y la Nación, es una materia regida por la Constitución Nacional y escapa a las regulaciones locales, en el sentido de que no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.

Por lo tanto, cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos. Sobre todo en este caso, que la investigación se encuentra en estado embrionario y que solo se cuenta con una constancia de que los damnificados habrían reconocido a uno de los autores por una publicación periodística, sin que conste que se haya realizado la prueba de reconocimiento.

Incidente Nº 1 – Damnificado: R., Iris Adriana y otro – N.N.: N.N. y otro s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 362/2022/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

M., Enrique s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 139/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

R. L., Héctor Vidal s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 137/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

S., Jose Alfredo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 136/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)” y al fallo de la causa Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.

Incidente n° 1 - Imputado: M., Franco Simón s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15064/2021/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

La presente contienda negativa de competencia se ha tornado abstracta, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.

Incidente nº 2- Damnificado: Á. S., Bruno Aderly. Imputado: R., Sergio Martín s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2186/2022/2/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

O., Leonardo Andrés s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 135/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.

A su vez tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.

S., Leandro Yamil s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1421/2021/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.

Incidente n° 1. Imputado: Testimonios causa n° CPE 320/2020 (IPP 125.089/2021 JPCF n° 5), N.N. s/ Incidente de incompetencia

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 702/2021/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Narcomenudeo. Competencia federal. 

Cabe recordar que tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquella ley, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga.

Incidente n° 2 - Imputado: S., Paulo s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 6811/2020/2/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Muerte. Competencia provincial. 

Corresponde al juzgado bonaerense asumir la investigación de la muerte producida por traumatismo de cráneo, hemorragia y neumopatía bilateral, cuyo hecho desencadenante del fallecimiento sucedió en la provincia de Buenos Aires.

Incidente Nº 1 – Denunciante: Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas Nº 14 Expediente. N° IPP 9185/2021-0 s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23123/2021/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Documento nacional de identidad. Subsidiaridad. Competencia nacional. 

No es pertinente el fundamento expresado para justificar la intervención del fuero federal, en tanto la figura de defraudación desplaza al tipo penal del artículo 33, inciso d), del decreto-ley 17.671/68, por la regla de subsidiariedad expresa, en razón de su pena mayor.

En función de ello y en atención a lo resuelto en la competencia CFP 1319/2020/1/CS1, “Nápoli, Maximiliano Sebastián s/ incidente de incompetencia”, corresponde conocer en esta causa al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional.

Incidente nº 1 - Denunciante: P. M., María Florencia N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32424/2020/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

Habida cuenta de que de la descripción del hecho no surge cuál era el fin último del material estupefaciente que se encontraba en poder del imputado, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que entienda en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.

D., Juan Francisco s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1574/2021/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Robo. Servicio telefónico. Entorpecimiento de comunicación telegráfica o telefónica. Competencia federal. 

Toda vez que de los dichos del apoderado de la compañía telefónica denunciante, a los que cabe atenerse para dirimir la competencia en estos casos, se desprende que el corte y sustracción de los cables afectó a una serie de personas en cada uno de los hechos denunciados, que vieron interrumpidas sus comunicaciones hasta su reposición, de acuerdo al criterio de Fallos: 314:1185; 318:2381; 320:111 y Comp. 1130, L. XXXVIII, “Maidana, Ariel Patricio s/ Robo en poblado y en banda y entorpecimiento de la comunicación telefónica”, corresponde a la justicia federal proseguir la investigación.

N.N. s/ Incidente de incompetencia - Denunciante: P., Gabriel Enrique

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 150/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Robo. Servicio telefónico. Entorpecimiento de comunicación telegráfica o telefónica. Competencia federal. 

Toda vez que de los dichos del apoderado de la compañía telefónica denunciante, a los que cabe atenerse para dirimir la competencia en estos casos, se desprende que el corte y sustracción de los cables afectó a una serie de personas en cada uno de los hechos denunciados, que vieron interrumpidas sus comunicaciones hasta su reposición, de acuerdo al criterio de Fallos: 314:1185; 318:2381; 320:111 y Comp. 1130, L. XXXVIII, “Maidana, Ariel Patricio s/ robo en poblado y en banda y entorpecimiento de la comunicación telefónica”, corresponde a la justicia federal proseguir la investigación.

N.N. s/ Incidente de incompetencia - Denunciante: P., Gabriel Enrique

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 145/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

El hecho no encuadra prima facie en algún delito cuya investigación corresponda a la justicia federal de conformidad con los artículos 3 de la ley 48 y 33 del Código Procesal Penal de la Nación u otra norma especial que así lo establezca, ni se advierte un peligro efectivo para la seguridad de la Nación o sus instituciones.

En consecuencia, en atención a que no habrían participado funcionarios públicos nacionales en el hecho, ni es posible apreciar alguna otra circunstancia que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional continuar el trámite de las presentes actuaciones.

Incidente n° 1 - Denunciante: F., Rodrigo Julián y otros Denunciado: B., Alejandro Carlos s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54661/2020/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CCC 54661/2020/1/CS1, “Incidente n° 1- Denunciante: F., Rodrigo Julián y otros Denunciado: B., Alejandro Carlos s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente n° 1 - Denunciante: R., Christian Víctor Imputado: A., Edgardo s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75372/2019/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 145/2022/CS1, “N.N. s/ Incidente de incompetencia – Dte.: P., Gabriel Enrique”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 151/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 145/2022/CS1, “N.N. s/ incidente de incompetencia – Dte.: P., Gabriel Enrique”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 152/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Productos agropecuarios. Competencia provincial. 

Más allá de las calificaciones legales que puedan corresponder a los hechos que son objeto de la pesquisa, no se encuentra controvertida la naturaleza común de los hechos denunciados, en los que no habrían participado funcionarios públicos nacionales, ni surge de las constancias del incidente que hayan provocado un perjuicio directo al patrimonio del Estado nacional, como tampoco se aprecia la puesta en peligro de intereses federales o alguna otra circunstancia que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.

Con base en estas consideraciones, corresponde al juez de garantías continuar el trámite de las presentes actuaciones respecto a los sucesos que habrían tenido lugar en territorio bonaerense, sin perjuicio de que si considera que el asunto concierne a otro magistrado de su misma provincia, le remita las actuaciones de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente n° 3 – N.N.: Sumario averiguación (rotura silosbolsas y ataque a la propiedad agropecuaria en provincias Córdoba, Santa Fe, Buenos. Aires, Chaco, Entre Ríos y Santiago del Estero) s/ Incidente de competencia

FRO-Justicia Federal de Rosario, 12730/2020/3/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 237/2022/CS1, “N.N. s/ Incidente de incompetencia – Dte.: P., Gabriel Enrique”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 548/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Productos agropecuarios. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa FRO 12730/2020/3/CS1, “Incidente n° 3 – NN: Srio. Av. (rotura silosbolsas y ataque a la propiedad agropecuaria en pcias. Córdoba, Sta Fe, Bs. As., Chaco, E. Ríos y Stgo. Estero) s/ Incidente de competencia”.

Incidente n° 2 – N.N.: Sumario averiguación (rotura silosbolsas y ataque a la propiedad agropecuaria en provincias Córdoba, Santa Fe, Buenos. Aires, Chaco, Entre Ríos y Santiago del Estero) s/ Incidente de competencia

FRO-Justicia Federal de Rosario, 12730/2020/2/CS2, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2784/2021/CS1, “N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2799/2021/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2784/2021/CS1, “N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2798/2021/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa FSM 10600/2021/1/CS1, “Incidente n° 1- Denunciante: S., Giuliana s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente n° 1 - Denunciante: S., Laura Silvana. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 13810/2021/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Redes sociales. WhatsApp. Competencia provincial. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ Incidente de incompetencia”, con remisión a los fundamentos del dictamen de esta Procuración General de la Nación.

Incidente n° 1 - Denunciante: S., Giuliana s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 10600/2021/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 145/2022/CS1, “N.N. s/ Incidente de incompetencia – Dte.: P., Gabriel Enrique”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia – Denunciante: P., Gabriel Enrique

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 144/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Robo. Servicio telefónico. Entorpecimiento de comunicación telegráfica o telefónica. Competencia federal. 

Toda vez que de los dichos del apoderado de la compañía telefónica denunciante, a los que cabe atenerse para dirimir la competencia en estos casos, se desprende que el corte y sustracción de los cables afectó a una serie de personas en cada uno de los hechos denunciados, que vieron interrumpidas sus comunicaciones hasta su reposición, de acuerdo al criterio de Fallos: 314:1185; 318:2381; 320:111 y Comp. 1130, L. XXXVIII, “Maidana, Ariel Patricio s/ Robo en poblado y en banda y entorpecimiento de la comunicación telefónica”, corresponde a la justicia federal proseguir la investigación.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 494/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 150/2022/CS1, “N.N. s/ Incidente de incompetencia – Dte.: P., Gabriel Enrique”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia - Denunciante: P., Enrique Gabriel

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 223/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 150/2022/CS1, “N.N. s/ Incidente de incompetencia – Dte.: P., Gabriel Enrique”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia – Denunciante: P., Gabriel Enrique

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 217/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2784/2021/CS1, “N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: O., Eusebio Valentín

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2722/2021/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Robo. Servicio telefónico. Entorpecimiento de comunicación telegráfica o telefónica. Competencia federal. 

Toda vez que de los dichos del apoderado de la compañía telefónica denunciante, a los que cabe atenerse para dirimir la competencia en estos casos, se desprende que el corte y sustracción de los cables afectó a una serie de personas en cada uno de los hechos denunciados, que vieron interrumpidas sus comunicaciones hasta su reposición, de acuerdo al criterio de Fallos: 314:1185; 318:2381; 320:111 y Comp. 1130, L. XXXVIII, “Maidana, Ariel Patricio s/ Robo en poblado y en banda y entorpecimiento de la comunicación telefónica”, corresponde a la justicia federal proseguir la investigación.

N.N. s/ Incidente de incompetencia – Denunciante: P., Gabriel Enrique

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 237/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Redes sociales. Facebook. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. Juez previniente. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

En este sentido, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por el denunciante corresponde al juzgado provincial que previno, continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones toda vez que fue allí donde se realizó la disposición patrimonial y, además, acudió hacer valer sus derechos el denunciante, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2784/2021/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia provincial. Juez previniente. 

La pesquisa llevada a cabo hasta el momento no permite establecer que con motivo de los hechos se hubiera visto afectado también el erario público nacional o algún otro interés federal. Ello, sin perjuicio de advertir que algunos elementos de la causa autorizarían al menos a considerar tal eventual posibilidad, tales como los testimonios de la contadora, que declaró que también habría sido perjudicada la AFIP.

Por esas razones, corresponde que se profundice la pesquisa con carácter previo a resolver la competencia material en la causa, máxime cuando, al responder a los requerimientos del declinante, ese mismo organismo nacional dio cuenta de que aún resta completar la información solicitada, e inclusive destacó la necesidad de que se releve para ello el secreto fiscal que impone la ley.

B., Claudia Noemí s/ Su denuncia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2433/2021/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. Juez previniente. 

El Máximo Tribunal tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de un a jurisdicción y en alguna de ellas se cometió otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.

N.N. s/ Incidente de competencia. Denunciante: A., Claudio Alejandro y otro

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2317/2021/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1,“Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

R., Axel Joel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2846/2021/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Competencia provincial. 

Toda vez que los hechos investigados en la presente son de competencia de la justicia ordinaria, ya que de las constancias agregadas al incidente no es posible apreciar alguna circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia provincial, donde se domicilia el denunciante, continuar con el trámite de estas actuaciones.

N.N. s/ Estafa. Denunciante: D., Edgar Adolfo

FGR-Justicia Federal de General Roca, 5600/2021/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. SECLO. Competencia federal. 

Debe existir una atribución recíproca de competencia entre los tribunales que carecen de un superior común para que la Corte Suprema resuelva la contienda, lo que no sucede en el caso, toda vez que el magistrado federal devolvió las actuaciones a su par nacional, pese a considerar que correspondía intervenir a la justicia federal de la provincia de Buenos Aires.

Corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal continuar el trámite de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación, al no estar determinado el lugar en el que el documento habría sido falsificado, y siendo la materia de carácter federal, en tanto se encuentra debidamente acreditado en la causa que la homologación del presunto acuerdo simulado por el Director del SECLO, da cuenta de una situación irregular ante el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación que podría haber obstruido el normal desarrollo de las funciones de ese organismo nacional.

Incidente N° 1 Denunciante: P., Benjamín Luis Imputado: G., Isabel Amparo y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 86387/2019/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Páginas web. Economía procesal. Competencia por el territorio. Juez previniente. Competencia nacional. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1499/2020/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1435/2019/ CS1, “N.N. s/ Art. 54 - según ley 566 y modif. Denunciante: María Eugenia Camino”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2012/2021/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Redes sociales. Economía procesal. Competencia por el territorio. Juez previniente. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2518/2021/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Tiene resuelto el Tribunal que si los actos con relevancia típica –el ardid y la disposición patrimonial– se produjeron en distintos lugares, resultan competentes los jueces con jurisdicción en cada uno de ellos, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.

C., Melina Belén s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 167/2022/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

Las escasas constancias del legajo digital, circunscriptas a las resoluciones del magistrado nacional, impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues no resultan bastantes como para individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos en razón del territorio.

Incidente N° 1 – Denunciante: H., Andrea Verónica y otros – N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49798/2019/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Redes sociales. Economía procesal. Competencia por el territorio. Domicilio del demandado. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente N° 1 – Denunciante: A., Estela Elizabeth y otro. Imputado: C., Miguel Ángel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26268/2021/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Fraude a la administración pública. Competencia federal. 

Es doctrina de la Corte que la referencia del artículo 3, inciso 3°, de la ley 48 respecto de los delitos que tiendan a la defraudación de las rentas nacionales, alude a los casos en que el daño sufrido por los bienes del Estado es el que corresponde al resultado directo de la acción típica de que se trata.

Por aplicación de esta regla, en atención a que las presuntas compras denunciadas mediante el uso fraudulento de la tarjeta de crédito habrían sido debitadas de la cuenta bancaria perteneciente al organismo nacional, corresponde a la justicia federal continuar la investigación en estas actuaciones.

Incidente N° 1 – Damnificado: Ministerio del Interior de la Nación - N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33753/2020/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Investigación inconclusa. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

La presente no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte, pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto – ley 1285/58.

En tal sentido, tiene resuelto la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa.

En tales condiciones, corresponde al Juzgado de Garantías, continuar conociendo en la presente causa, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.

A., Juan Carlos s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2427/2021/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

En este sentido, corresponde al juzgado provincial continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones toda vez que fue en si ámbito territorial donde se perfeccionó el engaño, mediante comunicación telefónica, con su consecuente disposición patrimonial y, además, se domicilia la denunciante.

Incidente N° 1 – Denunciante: Ministerio Público Fiscal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires kiwi orientación N° 100269/2021 y otro. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27588/2021/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Delitos relacionados con la identidad de las personas. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 15944/2020/1/CS1, “Incidente n° 1 – Denunciante: M. G., Eduardo Antonio s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – denunciante: B., Nancy Rita. Imputado F., Marcela s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2111/2019/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Economía procesal. Competencia nacional. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente N° 1 – denunciante: S. E., Martín. Imputado: M., Enzo s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5779/2020/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente N° 1 – Denunciante: P., María Clementina y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21631/2021/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Robo. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.

Por aplicación de este principio, corresponde a la justicia provincial continuar con el trámite de las presentes actuaciones, en tanto fue allí donde, además de la privación ilegal de la libertad, se consumó el desapoderamiento del rodado.

Incidente N° 1 – Damnificado: Á., Roberto Walter N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7127/2020/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Incidente de competencia. Compraventa de automotores. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Juez previniente. 

La pesquisa no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

En el caso no concurren los elementos señalados, pues las constancias del incidente no alcanzan para establecer con el grado de certeza necesaria la calificación legal del hecho y en qué lugar fue cometido. En este sentido, dichos aspectos deberán ser profundizados por el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, que previno, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.

Incidente N° 1- Denunciante: C., Daniel Luciano N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19160/2021/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Lugar del hecho. Competencia provincial. 

No hallándose controvertido por los magistrados en conflicto que el hecho tuvo lugar en la provincia de Buenos Aires, corresponde asignar la competencia al juzgado de garantías, sin perjuicio de que si su titular entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente Nº 1 – Damnificado: S., Diego Leonardo y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63238/2019/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Competencia por el territorio. Economía procesal. Competencia nacional. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

En este sentido y más allá de que la cuenta bancaria a la que la denunciante transfirió el dinero se encuentra radicada en la provincia de Buenos Aires, lo cierto es que aún no se ha ordenado ninguna medida de prueba a fin de constatar si existe algún vínculo entre la titular de aquella y la maniobra ilícita que aquí se investiga, por ello corresponde al juzgado nacional continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones toda vez que fue en esta ciudad donde se perfeccionó el engaño, mediante comunicación telefónica, con su consecuente disposición patrimonial y, además, se domicilia la denunciante; sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.

Incidente N° 1 – Damnificado: B., Juana Guadalupe s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42282/2020/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 

Toda vez que los hechos investigados en la presente son de competencia de la justicia ordinaria, ya que de las constancias agregadas al incidente no es posible apreciar alguna circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia provincial, continuar con el trámite de estas actuaciones.

Incidente N° 1 – Denunciante: M., María Claudia N.N. s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 637/2021/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3º del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.

A., Alejandro Aldo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2563/2021/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Amenazas. Competencia provincial. 

El Máximo Tribunal tiene dicho que las contiendas de competencia deben tramitar por la vía incidental que corresponda, para evitar la paralización del proceso, procedimiento que debió observarse en este caso, sobre todo teniendo en cuenta que, además, se encuentran agregados al legajo efectos que fueron secuestrados.

De las constancias remitidas no surge elemento alguno que justifique la competencia federal, y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva, en atención a la motivación estrictamente particular que tuvo el suceso denunciado.

M, Carlos Matías s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 589/2022/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Hostigamiento o maltrato. Lesiones. Violencia de género. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 

Si bien los hechos se presentan en principio como independientes, en tanto integran un mismo conflicto de pareja marcado por la violencia de género, la investigación debe quedar a cargo de un único tribunal, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en la Comp. 475; L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”, y Fallos 339:652.

En consecuencia, teniendo en cuenta que la mayoría de las escenas de violencia ocurrieron en territorio de la provincia de Buenos Aires, corresponde que los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el Juzgado de Garantías, que ya se encuentra investigando al respecto y en cuya jurisdicción se domicilian la denunciante y el imputado.

M., M. E. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2469/2021/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Robo. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Habida cuenta de que el magistrado provincial admite que el hecho tuvo lugar en territorio bonaerense, corresponde remitir las actuaciones a ese tribunal, sin perjuicio de que si su titular entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente Nº 1 – Denunciante: S., Mariana Patricia - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49028/2020/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Economía procesal. Competencia nacional. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

En este sentido y más allá de que la titular de la cuenta donde se depositó el dinero tiene domicilio en la localidad bonaerense de Tandil, corresponde al juzgado nacional continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones toda vez que fue en esta ciudad donde se perfeccionó el engaño, con su consecuente disposición patrimonial y además, es el lugar donde el denunciante acudió a hacer valer sus derechos; sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.

Incidente N° 1 – Denunciante: T. B., Renato Fabricio y otros - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 91049/2019/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia por el territorio. Economía procesal. Competencia nacional. Juez previniente. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente N° 1 – damnificado: Á. F., Jessica Leticia. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50247/2020/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Retención indebida. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y que, en caso de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, la obligación debe ser satisfecha en el domicilio del deudor.

Incidente Nº 1 Imputado: T., Brian Eloy s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38440/2020/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

La presente cuestión de competencia no se encuentra precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En consecuencia, y más allá de la significación jurídico penal que en definitiva se asigne al hecho denunciado, corresponde al juzgado de esta ciudad, que previno y ante cuyos estrados acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

Incidente Nº 1 – Imputado: A., Dora del Carmen s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23216/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Hábeas corpus. Servicio penitenciario provincial. Competencia provincial. 

Incorrecta traba de la contienda.

Siendo que el presente habeas corpus se fundamenta en actos lesivos emanados de autoridad provincial, específicamente el Servicio Penitenciario de la provincia de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para continuar el trámite de estas actuaciones conforme lo establece el artículo 2° de la ley 23.098.

Legajo N° 2 – Imputado: A. A., D. M. s/ Legajo de actuaciones complementarias / peticiones

FSM-Justicia Federal de San Martín, 58167/2015/TO2/3/2/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Accidente de tránsito. Muerte. Competencia provincial. 

Corresponde al juzgado bonaerense asumir la investigación del accidente de tránsito y muerte, la cual fue producida por edema encefálico difuso, cuyo hecho desencadenante del fallecimiento  sucedió en la provincia de Buenos Aires.

Incidente Nº 1 – Damnificado: H., Diego Pablo - N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41834/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Incidente de competencia. Menores. Lesiones. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

Toda vez que de los dichos de la profesional médica interviniente y de la madre del menor, reflejados en la declaración testimonial del agente policial que concurrió al lugar, se desprende que efectivamente el presunto accidente doméstico habría sucedido en la provincia, donde vive el niño con su familia y habría sido atendido en un primer momento para luego ser derivado para su atención hospitalaria, corresponde al juzgado bonaerense asumir la investigación e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios para dar precisión a la notitia criminis y resolver, eventualmente, de acuerdo a lo que resulte de ese trámite.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2425/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Incidente de competencia. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

La presente contienda negativa de competencia suscitada, no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto - ley 1285/58.

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

En tales condiciones, corresponde al magistrado local que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darles precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.

Incidente N° 1 – Damnificado: D. F., Nicolás s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57567/2019/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión mutatis mutandis al dictamen de la causa CCC 51116/2020/1/CS1, “S., Daniela Alejandra. Imputado: V. G., Pedro Richard s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1 – Imputado: O. Y., Jaime Antonio s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5471/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Juzgado de garantías. 

Es doctrina de la Corte que la falsificación del formulario 08 no hace surgir por si sola la intervención de la justicia federal, si este aún no fue presentado ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor.

En este sentido y toda vez que tampoco es posible apreciar, por otro lado, alguna otra circunstancia que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde conocer en la presente causa al Juzgado de Garantías.

Pablo E. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2484/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 

Toda vez que los hechos investigados en la presente son de competencia de la justicia ordinaria, ya que de las constancias agregadas al incidente no es posible apreciar alguna circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia criminal y correccional continuar con el trámite de estas actuaciones.

Incidente N° 1 - Denunciante: S, Sergio s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4624/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa FCR 10907/2017/TO1/25/1/CS1, “Incidente N° 1 - Imputado: B., Florentina Ramona s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: B., Zunilda Beatriz s/ Incidente de incompetencia

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 23265/2018/TO1/14/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Robo. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.

Por aplicación de este principio, corresponde a la justicia provincial continuar con el trámite de las presentes actuaciones, fue en su ámbito territorial allí donde, además de la privación ilegal de la libertad, se consumó el desapoderamiento del camión y de las pertenencias del denunciante.

Incidente N° 1 – Damnificado: P., Juan Carlos s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21465/2020/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Lesiones agravadas por el vínculo. Violencia de género. Amenazas calificadas. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3º, inciso 5º, de la ley 48 -que rige la materia- deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.

Según surge de las constancias agregadas al incidente, ésa es la situación que aquí se presenta, en tanto el objeto del caso está constituido por el ejercicio de violencia dentro de una relación de pareja, sin que además se haya puesto en peligro la seguridad del Estado o de sus instituciones.

En consecuencia, corresponde al juzgado provincial conocer en estas actuaciones.

C., I. N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2407/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Concursos de delitos. Sentencia firme. Unificación de penas. Tribunal oral en lo criminal. 

Tiene establecido la Corte que cuando se juzga a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicta la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal.

Sin embargo, al no haber procedido el tribunal federal de acuerdo con la regla de la primera parte de ese artículo, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde ahora a la justicia nacional de esta ciudad -por haber impuesto la pena mayor- expedirse respecto de la unificación de ambas condenas.

Finalmente, salvo mejor criterio de la Corte, debe dirigirse a los magistrados federales similar observación a la de Fallos: 313: 244 y 324: 4245, atento que al momento de dictar sentencia les constaba la sanción impuesta con anterioridad tal como surge de sus mismos términos.

En consecuencia, corresponde al Tribunal Oral en lo Criminal y Correccional de esta Capital que, en definitiva, impuso la pena mayor, pronunciarse sobre la unificación de las sanciones oportunamente impuestas al condenado.

Incidente N° 10 - Imputado: O. A., Franco s/ Incidente de incompetencia

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 1123/2017/TO01/10/CS2, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 

Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional conocer en la presente, toda vez que fue en su jurisdicción donde se comprobó la anomalía, sin perjuicio de lo que surja de la investigación que tramita en sede provincial.

Incidente N° 1- Denunciante: Ministerio Público Fiscal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires KIWI orientación N° 102.890/2021 y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34542/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Economía procesal. Competencia nacional. 

La Corte tiene establecido que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

En tales condiciones, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

En esta inteligencia, más allá del lugar desde donde se habría desplegado el ardid que indujo a engaño a la denunciante para realizar la transferencia desde su cuenta radicada en la provincia de Córdoba, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional de esta Capital por resultar la que se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en su jurisdicción tiene sede la sucursal en la que está radicada la cuenta a la que finalmente se transfirió el capital fraudulentamente obtenido, y desde la cual se realizó una transferencia ese mismo día a otra entidad bancaria, como así también el lugar de domicilio de su titular.

N.N. s/ Incidente de incompetencia Denunciante: F., Gabriela Laura

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2564/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional. 

Este conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, el Máximo Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Las escasas constancias agregadas al incidente, no alcanzan para delimitar con precisión los pormenores y características del suceso motivo de investigación, sin que las únicas referencias a la publicación de inmuebles para la venta en territorio bonaerense como objeto del posible engaño, alcancen para determinar la competencia territorial.

Incidente N° 1 – denunciante: División Investigación de Delitos Tecnológicos de la Policía Federal Argentina sumario 713/2021 y otros N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27800/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley n° 1285/58.

En este sentido, cabe señalar que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las resoluciones contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

 

Incidente N° 1 - Denunciante: Ministerio Público Fiscal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires Kiwi Orientación 90.944/2021 s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3679/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 2468/2018/CS1, “Figueroa, Elías Joaquín s/ Incidente de incompetencia”.

C., Juan Carlos s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1865/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CCC 17321/2019/1/CS1, “Torday, Matías Nehuén s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Imputado: B., Andrea Natalia s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 375/2022/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Despojo. Estado Nacional. Pueblos originarios. Economía procesal. Competencia por la materia. Competencia federal. 

Mejor administración de justicia. Único tribunal a cargo.

Cabe poner de resalto que es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.

El juzgamiento del hecho de carácter federal no podría escindirse del correspondiente al suceso posterior en la medida en que no puede descartarse que constituyan partes de un único comportamiento complejo.

En consecuencia, esas particulares circunstancias permitirían exceptuar la aplicación del criterio jurisprudencial invocado por el magistrado federal en su resolución de incompetencia, y concluir en la necesidad de que el análisis de ambos procesos sean abordados conjuntamente por la justicia de excepción -más allá de que la investigación de la causa principal se encuentre en estado más avanzado- dada la íntima vinculación que existiría entre ambos, y a la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia.

Incidente N° 3 - Querellante: G. T., María Magdalena. N.N. - N.N. (Estancia La Escondida-Villa Mascardi) y otros s/ Incidente de incompetencia

FGR-Justicia Federal de General Roca, 491/2018/3/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CCC 17321/2019/1/CS1, “Torday, Matías Nehuén s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 2 - Damnificado: G. C., Romina. Imputado: M., Matías Elías Alejandro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52969/2021/2/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En este sentido, cabe señalar que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente N° 1 – Denunciante: V., Martín Andrés y otro: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33992/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7), del decreto-ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.

En ese sentido, aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, que el prevenido tenga alguna relación con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, lo que resulta indispensable para determinar la competencia material.

F., Agustín Nazareno s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 420/2022/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CCC 17321/2019/1/CS1, “Torday, Matías Nehuén s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Imputado: L. C., Yandira Danna s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 374/2022/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cédula verde. Competencia federal. Certificado de transferencia de automotores. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es criterio de la Corte que la falsificación de la cédula de identificación de un vehículo, por su carácter nacional, debe ser investigada por la justicia federal con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso, y si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado. En este sentido, y habida cuenta de que la falsificación del título de propiedad, el formulario 08 y la cédula verde forman parte de una pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta, en los términos del art. 54 del Código Penal, insusceptible de ser escindida, debe conocer el Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional bonaerense, en cuya localidad fueron utilizados dichos instrumentos.

Por otra parte, y en referencia a la presunta falsificación del formulario CETA, dicho suceso denunciado es independiente de los anteriores, la declinatoria al respecto es prematura. En tal sentido, tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Esos requisitos no se encuentran satisfechos pues las constancias del incidente no alcanzan para establecer con el grado de certeza necesaria la existencia de un delito ni su posible encuadre típico.

B., Jonathan Alejandro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2211/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Retransmisión ilegal. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 

Habida cuenta de que el hecho investigado habría sido la retransmisión ilegal de un contenido audiovisual licenciado, sin que para ello se hayan valido de una utilización de una marca registrada, no hay afectación a la ley 22.362. 

Por lo tanto, corresponde conocer en la presente causa al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional.

Incidente N° 3 – Querellante: T. F. A. P. L. L.T.D. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 16418/2018/3/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Personas privadas de la libertad. Servicio penitenciario federal. Daños en el inmueble. Competencia federal. 

En las presentes actuaciones se plantea, un conflicto entre un tribunal federal y otro provincial, y respecto de hechos cometidos por detenidos en un establecimiento del Servicio Penitenciario Federal radicado fuera de los límites de esta Capital, que exigen ser analizados a la luz de la tradicional jurisprudencia que para estos supuestos ha trazado la Corte y que no ha variado con el dictado del precedente que invoca el declinante.

En suma, el presente caso queda abarcado por esa doctrina.

En este sentido, en lo que respecta a los hechos objeto de contienda, cabe recordar que la Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.

Ahora bien, de los elementos agregados al expediente surge que si bien la gresca entre los internos no habría afectado la prestación del servicio penitenciario más allá de lo necesario para contener la hostilidad de sus integrantes y restablecer el orden, se advierte que sí provocó daños materiales sobre bienes del establecimiento federal, por lo que acorde con el criterio seguido en Fallos: 327:861, compete a la justicia de excepción su conocimiento.

Incidente N° 1 – Imputado: N.N. N.N. s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 3933/2020/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Incidente de competencia. Piquetes. Competencia federal. 

Los hechos habrían afectado el normal desenvolvimiento de la actividad portuaria en cuanto a la carga y descarga de buques y sus maniobras, imposibilitando el desarrollo de sus tareas específicas, entre las que se encuentran el comercio y el transporte interjurisdiccional marítimos.

Por lo tanto, corresponde a la justicia federal asumir su jurisdicción en las presentes actuaciones.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1860/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia federal. Juez previniente. 

No se advierte en autos una investigación suficiente que permita establecer el verdadero alcance de los hechos denunciados y el modo en que habrían ocurrido, lo que impide resolver sobre la competencia material para investigarlos y juzgarlos.

En definitiva, frente a tales circunstancias, no puede concluirse todavía que con motivo de los hechos no se haya visto afectado algún interés de la Nación.

Por lo tanto, corresponde a la justicia federal que previno y que se declaró incompetente sin recabar los elementos necesarios para darle precisión a su resolución, continuar con la investigación, sin perjuicio de lo que de ello pudiera resultar.

Incidente N° 1 - Denunciante: A., Ana Edith. Denunciado: O., Dardo Horacio s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5190/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual calificado por parentesco. Víctima menor de edad. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

En atención a lo manifestado por la víctima tanto en su denuncia como en la respectiva audiencia de cámara Gesell, según da cuenta la justicia chubutense, y de acuerdo con la doctrina de la Corte conforme a la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde a la justicia bonaerense asumir su jurisdicción, con el debido resguardo de la salud psicofísica de la víctima.

F., M. C. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1704/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cultivo ilegal de estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 

Las hipótesis delictivas a considerar son dos.

Respecto de la primera de ellas, referida a la infracción a la ley 23.737, de acuerdo a las particularidades del caso en relación con la cantidad y la infraestructura montada para el cultivo de los estupefacientes, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en la Comp. 392 L. XLIX.

Por tal motivo, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia.

En relación con la segunda hipótesis, vinculada con el secuestro del arma, es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto.

Cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5) , del Código Penal , se encuentra incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. 

Por tal motivo, independientemente de la relación que pudiera tener con la infracción a la ley 23.737, también corresponde a la justicia de excepción conocer respecto de la tenencia del arma, y de la supresión de su numeración o su posible encubrimiento.

A., Damián Catriel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1636/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CCC 93775/2019/1/CS1, “N.N. s/ incidente de incompetencia. Denunciante: Díaz, César Rodrigo”.

Incidente N° 1 – Damnificado: O., Jeremías Alejandro – Imputado: P., José Leandro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27606/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

P. G., Gonzalo Juan José s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2173/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

O., Rubén Alberto s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2179/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

P., Diego Gabriel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2202/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual. Cámara Gesell. Declaración de la víctima menor. Diagnóstico psicológico. Prueba testimonial. Seguridad jurídica. Celeridad procesal. Economía procesal. Competencia nacional. 

Las constancias del legajo permiten inferir razonablemente que las conductas abusivas que el imputado habría desarrollado en perjuicio de sus sobrinas a lo largo del tiempo, cuando ambas eran menores de edad, se encuentran enmarcadas en un mismo ambiente familiar y conforman un único contexto delictivo, por lo que deben ser juzgadas por un único tribunal.

En este último aspecto, la causa tramitó desde su inicio en esta Capital, donde se llevó a cabo la entrevista en cámara Gesell de la víctima, se realizaron las evaluaciones psicológicas y psiquiátricas de ambas por especialistas del Cuerpo Médico Forense y se produjo la demás prueba testimonial, encontrándose la pesquisa finalizada al día de la fecha y radicada ante un tribunal oral a la espera del juicio. Estas circunstancias, sumadas a la posible reiteración de procedimientos en distinta jurisdicción que podrían resultar traumáticos para las víctimas, aconsejan mantener la competencia nacional.

Finalmente, la declinatoria dispuesta podría importar, en el caso, un dispendio jurisdiccional innecesario, por lo que, aun cuando el régimen de preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos, y contrarios a los principios de celeridad y economía procesal, lo que se verifica en la causa a partir de que toda la investigación se produjo ante la justicia nacional sin que, en las condiciones dadas, se advierta óbice para el juzgamiento de los hechos en conjunto.

Incidente n° 1 – Damnificado: C., J. F. y otros. Imputado: C. O., R. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35695/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Policía federal. Personal policial. Empleados públicos. Competencia federal. 

Las circunstancias en las que se habrían perpetrado los hechos que damnificaran a la víctima impiden descartar que se haya afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación en el sentido de Fallos: 295:595; 306:1681 y 307:2418.

Incidente N° 1 – Denunciante: R., T. S. Imputado: V., R. G. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20562/2020/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

O., Alejandro José s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2040/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

P., David Fernando s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2178/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

O., José Ignacio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2229/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Imputado: M. C., Richard s/ Violación de medidas - propagación epidemia (Artículo 205)

FGR-Justicia Federal de General Roca, 2497/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Imputado: Y. D., Guadalupe s/ Violación de medidas - propagación de epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 10643/2020/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Imputado: S. M., Juana y otros s/ Violación de medidas - propagación de epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 363/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Incidente n° 1 - Imputado: R., Nahuel y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9594/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente n° 1 - Imputado: E., Honorio s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 37661/2020/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

N.N. s/ Violación de medidas - propagación de epidemia (Artículo 205) Denunciante: C., Claudio Gabriel

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 13727/2020/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

No se advierte que se hubiera realizado una mínima pesquisa que permita establecer el verdadero alcance de los hechos denunciados y el modo en que habrían ocurrido, condición indispensable para calificarlos en una determinada figura penal. Ello se ve corroborado en la propia declinatoria, donde no se advierte que se hubiera realizado una concreta calificación jurídica que encuentre suficiente sustento en las probanzas de la causa.

Esas falencias impiden discernir acabadamente la materia de la que tratan los hechos denunciados.

En tal sentido, la aludida falta de investigación impide otorgarle sustento a la mera conjetura sobre la que basó su temperamento el declinante, especialmente cuando el propio denunciante admite que la factura fue anulada por la empresa misma, sin haber sido declarada ante la AFIP.

No es posible considerar hasta el momento que hubieran ingresado datos falsos al organismo que permitieran modificar sus registros informáticos, ni existen suficientes motivos para presumir que en el marco de los hechos se hubieran generado eventuales obligaciones irregulares ante la AFIP.

Habida cuenta de que la competencia federal es excepcional y restringida corresponde a la justicia ordinaria que previno continuar con la investigación de esta causa, sin perjuicio de lo que de ello pudiera resultar.

Incidente n° 1 - Denunciante: S., Sergio Alejandro y otro. Imputado: D., Hernán Reinaldo s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35007/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Desarmado de automotores. Partes del automotor. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Atento que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las constancias del legajo surge que el posible incumplimiento se habría cometido en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia al Juzgado de Garantías para continuar conociendo en la causa que originó la contienda.

Usuario de Facebook, Nico P. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2841/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Imputado: C., Adrián Fernando s/ Violación de medidas - propagación de epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 3971/2021/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Imputado: P., Juan Manuel s/ Violación de medidas – propagación de epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 5273/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1- Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

Incidente N° 1- Denunciante: G., María Victoria s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 10408/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Imputado: C., Virginia s/ Violación de medidas – propagación de epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 11097/2020/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Imputado: C., Carlos Daniel s/ Violación de medidas – propagación de epidemia

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 11154/2020/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

Más allá de que los dichos de la denunciante resultan poco claros y confusos en cuanto a los hechos que son objeto de esta contienda, y de la ausencia de medidas investigativas adoptadas al respecto, lo cierto es que, con independencia de la calificación legal que en definitiva corresponda dar en el caso, la Corte tiene dicho en reiterados precedentes que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restringida, por lo que, al no vislumbrarse prima facie en autos ninguna circunstancia que pueda suscitar interés nacional conforme el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación, la justicia provincial debe asumir el trámite de la causa.

N.N.: N.N. s/ A determinar. Denunciante: B., Elizabeth Capella

FLP-Justicia Federal de La Plata, 22900/2020/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Imputado: B., Ignacio Santiago y otros s/ Violación de medidas – propagación de epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 1112/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Imputado: N. Q., Braian Ezequiel s/ Violación de medidas – propagación de epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 3963/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Imputado: B. M., Ángel Luis s/ Violación de medidas – propagación de epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 10638/2020/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto–ley 1285/58.

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2870/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. 

La presente contienda negativa de competencia suscitada, se ha tornado abstracta por lo que corresponde devolver las actuaciones al declinante, a sus efectos.

Incidente N° 27. Imputado: M. T., Lina Carina y otros s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 48027/2019/27/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Imputado: C., José Luis y otro s/ Violación de medidas – propagación de epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 4252/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de competencia”.

Imputado: M., Alma Abigail s/ Violación de medidas – propagación de epidemia (Artículo 205)

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 11014/2020/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Amenazas. Establecimientos penitenciarios. Competencia provincial. 

Toda vez que de acuerdo con las constancias obrantes en el legajo, las amenazas telefónicas no habrían implicado entorpecimiento alguno del desempeño de los establecimientos carcelarios involucrados, ni de sus empleados, y en tanto se desprende de los dichos de la denunciante -no controvertidos por otros elementos de la causa- que habrían sido recibidas en el Complejo Penitenciario Federal de Ezeiza, donde cabe tener por producidos los efectos intimidatorios, corresponde a la justicia provincial con asiento en esa localidad, aunque no haya sido parte en la contienda, asumir su competencia para entender en la presente investigación.

Incidente N° 1 – Denunciante: L., Romina. Imputado: C. S., Francisco s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 50551/2019/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Habeas corpus preventivo. Competencia provincial. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte, no es competente la justicia federal para conocer en la acción de habeas corpus, si los actos lesivos que motivaron la presentación emanaron de autoridades provinciales, tal como sucede en el caso de autos. Por consiguiente, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial, de conformidad con lo establecido por el artículo 2° de la ley 23.098.

Incidente N° 1 – Solicitante: A., Jorge Daniel s/ Incidente de incompetencia

FRE-Justicia Federal de Resistencia, 5288/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa FSM 66998/2017/1/CS1, “N.N. s/ Lesiones leves y amenazas. Denunciante: Becerra Aguirre, Carlos Alexis”.

Incidente N° 1 – Damnificado: A., Roberto Sebastián. Imputado: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 2915/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

Más allá de la significación penal que en definitiva corresponda asignar al hecho denunciado, lo cierto es que, tal como lo sostienen el juez y el fiscal federales, no se encuentra agregado al legajo elemento alguno que justifique esa competencia de excepción y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que surta esa jurisdicción.

Corresponde a la justicia provincial de Córdoba, que previno en el hecho, asumir la investigación e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios para dar precisión a la notitia criminis y resolver luego de acuerdo a lo que resulte de ese trámite.

Incidente Nº 1 – Denunciante: R., Raquel y otro – N.N. s/ Incidente de incompetencia

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 7791/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Fraudes al comercio y la industria. Juegos de azar prohibidos. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

Toda vez que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las constancias de la causa se encontraría acreditado que los hechos tuvieron lugar en la jurisdicción provincial, circunstancia no controvertida por el magistrado bonaerense, corresponde al Juzgado de Garantías del departamento judicial de La Matanza continuar el trámite de la causa.

Facebook Luciana B. G. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2792/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Amenazas. Competencia por el territorio. Juez previniente. Competencia provincial. 

Teniendo en cuenta que la mayoría de estos ocurrieron en esta Capital, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en la Comp. 475; L. XLVIII; corresponde conocer en esta causa al juzgado local que previno, donde, además, se domicilia la denunciante e hizo valer sus derechos.

S., Anabella Laura s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2635/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Publicaciones obscenas. Pornografía infantil. Explotación sexual de niños, niñas y adolescentes. Facebook. Redes sociales. Competencia provincial. 

Toda vez que el informe aportado por Facebook determina que la mayor parte de las conexiones se produjeron desde una IP que corresponde a una cooperativa que presta servicio en territorio bonaerense y que, además, de las conexiones que sí pudieron ser identificadas, se determinó su ubicación en un domicilio de la  provincia de Buenos Aires, corresponde al juzgado provincial continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.

F., M. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2639/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. 

El presente no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

A. C. S. E. F. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2774/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Incidente de competencia. Infracciones de tránsito. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3º del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.

N.N. y otro s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2816/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1 -Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: Calero, Mauro s/ Legajo de investigación”.

En atención a que la competencia para investigar el delito de defraudación no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires -salvo el supuesto contenido en el artículo 174, inciso 5° cometido en perjuicio de la administración pública local- corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2653/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Economía procesal. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 

Esta contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

En este sentido, corresponde conocer en esta causa el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, pues en ese ámbito territorial está radicada la cuenta bancaria del damnificado desde la que se envió el dinero en su perjuicio y donde se encontraba el denunciante al momento de ser contactado.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2673/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. Juez previniente. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

En este sentido, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante corresponde al juzgado provincial que previno continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones toda vez que fue allí donde se perfeccionó el engaño mediante comunicación telefónica, se domicilia la denunciante y acudió hacer valer sus derechos, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.

N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: M., Agustina María

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2742/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica, y que para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.

Por aplicación de este principio, en atención a que de las manifestaciones de la víctima, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias, surge que en territorio bonaerense se encuentra registrada la cuenta a la que se transfirió el dinero fraudulentamente obtenido, corresponde a la justicia provincial continuar con el trámite de la presente causa.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2666/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1 -Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

En atención a que la competencia para investigar el delito de defraudación no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2652/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1- Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación”.

En atención a que la competencia para investigar el delito de defraudación no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2456/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al sub lite la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: A., Andrea Anahí

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2723/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Delitos contra la integridad sexual. Menores. Competencia provincial. 

Del informe elaborado por los expertos surge que todas las conexiones que pudieron ser identificadas mediante IP se realizaron desde territorio bonaerense. Asimismo, la mayoría de esas conexiones se hicieron desde la localidad de Pilar, provincia de Buenos Aires, y solo cuatro, de un total de sesenta y uno, fueron ejecutadas desde la localidad de Ituzaingó.

Por lo expuesto, corresponde al juzgado provincial continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones, sin perjuicio de que si considera que corresponde conocer a otro magistrado de su misma provincia, le remita las actuaciones de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

B., F. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2731/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Tenencia de estupefacientes para consumo personal. Competencia provincial. 

La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes. 

En efecto, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos relacionados con la tenencia de estupefacientes para consumo personal y aquellos sucesos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización. 

De acuerdo con ello, en la medida en que no surge de las constancias agregadas al incidente que el fin del cultivo fuera el de su comercialización, corresponde devolver las actuaciones a la justicia local a fin de que continúe conociendo en ellas.

G., Valeria s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1206/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

F., Alan Marcelo David y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 157/2022/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Tenencia de estupefacientes para consumo personal. Competencia provincial. 

La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes.

En efecto, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos relacionados con la tenencia de estupefacientes para consumo personal y aquellos sucesos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización.

De acuerdo con ello, en la medida en que no surge de las constancias agregadas al incidente que el fin del cultivo fuera el de su comercialización, corresponde devolver las actuaciones a la justicia local a fin de que continúe conociendo en ellas.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1341/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Falsificación de instrumento público. Concurso ideal. Competencia provincial. 

Más allá del estado incipiente en que se encuentra la investigación, resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual si los hechos a investigar –estafa y falsificación de documento público– concurren en forma ideal deben tramitar ante el juez del lugar donde se confeccionó el documento adulterado, y se ocasionó el concreto y efectivo perjuicio patrimonial.

Incidente n° 1 - Denunciante: D., Sergio y otro. Imputado: P., Gabriel Carlos y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 96200/2019/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1 -Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de Investigación”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia Denunciante. S., Verónica Elizabeth

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2601/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Falsificación de instrumento público. Economía procesal. Competencia federal. 

Incorrecta traba de la contienda. Único tribunal a cargo.

La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso, pues el juez federal devolvió las actuaciones al juzgado provincial , pese a considerar que debía intervenir la justicia de esta ciudad.

Sin embargo, también ha resuelto el Tribunal que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su tratamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal.

Es doctrina de la Corte, que la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.

Sin embargo, de las constancias agregadas del expediente surge la comisión del delito de falsificación de una cédula de identificación vehicular, cuyo conocimiento corresponde a la justicia federal, por tratarse de un documento de carácter nacional.

Desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, es conveniente que las presuntas falsificaciones objeto de la presente pesquisa queden a cargo de un único tribunal dada la estrecha vinculación que presentan ambas infracciones ya que se buscó respaldar las alteraciones físicas en los códigos que identifican el vehículo mediante la creación de un documento falso en el que constan los datos alterados.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2674/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que la falsificación del formulario 08 no hace surtir por si sola la intervención de la justicia federal, si este aún no fue presentado ante el Registro de la Propiedad Automotor.

En este sentido, y toda vez que tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde investigar en la presente causa al juez local.

D., Daniel Emilio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2684/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

En la presente causa se investiga un único hecho que sería la presunta infracción al artículo 289 inciso 3°, del Código Penal y, toda vez que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la primera anomalía.

N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: A., Carlos Alberto

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2685/2021/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Economía procesal. Competencia nacional. 

Cabe señalar que desde el punto de vista formal, correspondía a la cámara de apelaciones mantener o modificar los argumentos desarrollados en su oportunidad, dado que, para la correcta traba de una contienda de competencia, resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión.

Si bien se advierte que no se ha dado acabado cumplimiento a la doctrina del Tribunal que, en casos como el de autos, impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito por parte de la judicatura provincial encargada de la instrucción del delito contra la propiedad para que se expida primero acerca de la situación jurídica del imputado en lo que respecta a cualquier grado de participación que pudiera haber tenido en ese suceso, atento que el magistrado nacional dictó el procesamiento por el delito de encubrimiento –cuya resolución se encontraría firme- corresponde a la justicia nacional juzgar a su respecto.

Asimismo, de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV,  “Galarza, Juan José s/ Denuncia”,  deberá asumir también el juzgamiento de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -sustitución de placas- verificada en esta ciudad.

Imputado: R., Luca Gastón s/ Incidente de incompetencia

COMP.CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78066/2019/2/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual. Violencia familiar. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

Más allá de enmarcarse la cuestión en un conflicto de violencia familiar, no se daría aquí el supuesto de la inescindibilidad que resulta de la exteriorización de un mismo y único conjunto de hechos de esa naturaleza, que permita analizar la presente causa bajo el criterio establecido por la Corte en la Comp. 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Artículo 149 bis”.

Incidente N° 1 – Denunciante: Oficina de Violencia Doméstica – Legajo 9521/2019 y otros. Imputado: C., D. A. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75624/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Páginas web. Economía procesal. Competencia por el territorio. Domicilio del demandado. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente N° 1 – Denunciante: Z., Francisco y otros. Imputado: B., Pablo Antonio s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65866/2019/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En este sentido, cabe señalar que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

No se advierte que ese requisito se verifique en este incidente, en tanto no se habría requerido información respecto a las conexiones IP que, eventualmente, pudieran confirmar la calificación legal de los hechos realizada por el declinante y el lugar donde se llevaría a cabo la actividad denunciada.

En tales condiciones, la declinatoria no se encuentra precedida de la necesaria investigación y ello obsta a la posibilidad de llegar a un criterio cierto acerca del lugar donde fue cometido el hecho, para finalmente discernir la jurisdicción a la que corresponde investigarlo.

Incidente N° 1 – Denunciante: División Investigaciones de Delitos Tecnológicos de la Policía Federal Argentina - Sumario 1147/2019 y otro N.N.: s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77813/2019/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cheque sin fondos. Domicilio del banco. Competencia provincial. 

Es criterio de la Corte que el tribunal competente para investigar supuestos como el que originó esta incidencia es aquél con jurisdicción en el domicilio del banco girado, que en el caso se encuentra en una localidad bonaerense.

Incidente N° 1 - Denunciante: B., Alejandro Joaquín. Denunciado: I., Salvador y otros s/ Incidente de incompetencia

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 261/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CFP 7361/2019/3/CS1, “A., María Eugenia s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Denunciante: Ministerio de Salud y Desarrollo Social, R.. Denunciado: G., Patricia s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7768/2019/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual calificado por parentesco. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

Tiene resuelto el Tribunal que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, es materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces de una misma jurisdicción.

Incidente N° 1 – Damnificado: S. M. A. Y. – Imputado: S., A. R. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56575/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Robo de mercaderías. Exportaciones. Control aduanero. Competencia federal. 

En tanto de los dichos de la presunta víctima, así como el propietario de la empresa de transporte y de la documentación agregada al legajo digital, se desprende que la mercadería se encontraba en tránsito de exportación, sometida al control aduanero, es aplicable al presente caso la doctrina de Fallos: 322:3264, a cuyos fundamentos y conclusiones cabe remitirse en razón de brevedad.

Incidente Nº 1 – Damnificado: C., Esteban Javier – N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 94170/2019/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Redes sociales. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

En atención a la coincidencia que se aprecia en la calificación legal escogida por ambos tribunales, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica, y que para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.

Incidente N° 1 – Damnificado: M., Noelia Imputado: T., Cristian Eduardo s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45841/2020/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Delitos contra la propiedad. Teléfono celular. Competencia de instrucción. 

De acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:950; 326:1693 y 328:3027, relativa a la relación de alternatividad existente entre la supuesta sustracción y la infracción prevista en el artículo 12 de la ley 25.891, corresponde al juzgado nacional de instrucción asumir la investigación a fin de definir la situación jurídica de todas las personas involucradas en la activación del dispositivo con posterioridad al deceso del causante, respecto del delito contra la propiedad, y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

Incidente N° 1. Denunciante: A., Brian. N.N. N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37229/2020/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Más allá de la subsunción legal que en definitiva resulte aplicable a los hechos denunciados, en tanto de los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse para discernir la competencia cuando, como en este caso, no se encuentran controvertidos por otras constancias del legajo, se desprende que tanto el presunto despliegue engañoso, como el desprendimiento patrimonial se produjeron en la provincia, donde viven el denunciante y su madre y se encuentra la sucursal de ANSES donde habría iniciado el trámite de reparación histórica, por lo que corresponde al juzgado de garantías bonaerense proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.

Incidente Nº 1 – Damnificado: C., Patricio Maximiliano – N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45300/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. 

La presente cuestión de competencia no se encuentra precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, en tanto de las constancias remitidas no surgen elementos que permitan definir, con el grado de certidumbre exigible a fin de resolver el conflicto, la adecuación legal de los hechos y, de tal suerte, dirimir la competencia territorial.

Incidente Nº 1 – Pretenso querellante: A., Eva Paula – Imputado: M., Liliana s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33192/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Robo. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.

Por aplicación de este principio, corresponde a la justicia provincial continuar con el trámite de las presentes actuaciones en tanto fue en su ámbito territorial donde cesó la privación ilegal de la libertad y se consumó el desapoderamiento de las pertenencias de la víctima.

Incidente N° 1 – Damnificado: M., Emiliano Ángel s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29342/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Delitos informáticos. Economía procesal. Competencia por el territorio. Competencia criminal y correccional. 

De acuerdo con la calificación escogida por ambos magistrados, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

Principal en Tribunal Oral TO01- Querellante: A., Alberto José y otros s/ Querella

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30805/2019/TO1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 39956/2021/1/CS1, “Legajo n° 1 - Denunciante: “Q., Mabel Elena. Denunciado: Calero, Mauro s/ Legajo de investigación”.

Incidente N° 1 – Denunciante: D., Roberto s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6504/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

La presente contienda negativa de competencia, no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58.

Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente N° 1 – Damnificado: D., Pablo Javier s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43470/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Redes sociales. Economía procesal. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

Incidente N° 1 –denunciante: B. R., Guadalupe y otro. Imputado: F., Natalia Andrea s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26976/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Competencia Federal. 

Tiene establecido la Corte, que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el primer tipo se cumple como una forma de agotamiento del segundo. 

En este caso, en virtud del carácter nacional del documento apócrifo, y toda vez que no se encuentra acreditado que efectivamente la documentación haya sido presentada ante el registro nacional, corresponde al Juzgado Federal de esta capital, en cuya jurisdicción se tomó conocimiento del delito, conocer en todos los supuestos delictivos de la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.

Incidente N° 1- Damnificado: R., Jorge Diego. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48303/2020/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Violación de secretos. Delitos informáticos. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 

Con independencia de la doctrina establecida por la Corte en la causa CCC 30270/2020/1/CS1, sobre los supuestos en que el delito del artículo 153 bis puede dar lugar a la competencia federal - los hechos investigados en la presente causa encuadrarían, prima facie, en la figura de defraudación o, eventualmente, alguna de sus formas especiales que desplaza al tipo penal del artículo 153 bis por la regla de subsidiariedad expresa, en razón de su pena mayor.

Por lo tanto, corresponde conocer en la presente causa el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional.

Legajo N° 1- Denunciante: Q., Mabel Elena. Denunciado: C., Mauro s/ Legajo de investigación

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39956/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Competencia nacional. Competencia correccional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 15944/2020/1/CS1, “Incidente n° 1 – Denunciante: M. G., Eduardo Antonio s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1- Damnificado: P., Alejandro Emiliano s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51095/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Homicidio calificado. Arma de fuego. Personal policial. Actos y diligencias procesales. Auxiliares de justicia. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que en aquellos casos en los que un agente policial habría cometido un delito en el marco del cumplimiento de una diligencia ordenada por un juez, dado que ese agente, en tales circunstancias, actúa como auxiliar de esa autoridad, la investigación del supuesto delito incumbe a la jurisdicción a la que corresponde la actuación de aquel juez.

A., Sergio Gabriel s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 495/2022/CS1, 13 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

F., Pablo Emanuel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 565/2022/CS1, 13 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo”, cuyos fundamentos y conclusiones tuvo en cuenta la Corte al resolver en el fallo de la causa CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia - Denunciante: Natalia Paola R.

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1201/2021/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente nº 1 - Imputado: M., Ariel Alejandro y otro s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 12540/2021/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Economía procesal. Competencia provincial. 

Más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda asignarle a los hechos con el devenir de la investigación, la presente contienda debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

Denunciante: C., Esteban y otros. Imputado: E., Bernardo y otro s/ Incidente de incompetencia

COMP.CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 86379/2019/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Prostitución. Competencia por conexidad. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 

Sin perjuicio de recordar que las reglas de acumulación por conexidad que prevén los códigos de procedimientos sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces de una misma jurisdicción, provincial o nacional, y si bien pudo identificarse en los domicilios allanados la presencia de mujeres que ejercían la prostitución más allá de la significación penal que corresponda dar a los hechos, las constancias remitidas no resultan suficientes para vislumbrar la concurrencia de extremos que justifiquen que la investigación continúe ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil la hipótesis delictiva a que se refiere la ley 26.364.

Por lo tanto, corresponde a la justicia provincial, que no contradijo los fundamentos dados por su par federal en ese sentido ni alegó cuáles serían los elementos que, en el caso, sustentarían la posible comisión del delito federal indicado, asumir su jurisdicción y proseguir el trámite de esta causa.

Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 97186/2019/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Usurpación. Estado Nacional. Competencia federal. 

Las tierras cuya ocupación ilegal se denuncia serían, de momento, propiedad del Estado nacional. En consecuencia, los hechos objeto de esta contienda serían, susceptibles de causar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación y afectar el buen funcionamiento de sus instituciones, lo que hace surtir la jurisdicción de la justicia de excepción.

Incidente N° 1 – N.N.: L., Irma Beatriz s/ Incidente de incompetencia

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 28016/2018/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Personas privadas de la libertad. Servicio Penitenciario Federal. Personal penitenciario. Competencia federal. 

Los hechos objeto de investigación no permiten descartar, al menos de momento, la afectación del normal desempeño del establecimiento penitenciario, pues cabría la posibilidad de que hubiesen sido resultado de conductas que corrompen el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1768/2021/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Economía procesal. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 

La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

Más allá de que la cuenta bancaria de la que se dispusieron los fondos se encuentra en la ciudad rionegrina y que la de destino corresponde a la jurisdicción del juez de instrucción, debe declararse la competencia de la justicia de Comodoro Rivadavia, provincia de Chubut, pues se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, aunque no haya sido parte en la contienda, en atención a que en ese ámbito territorial se domicilia el imputado, donde dispuso finalmente de los fondos de la víctima y al que pertenece el abonado telefónico utilizado en el hecho.

P., Gonzalo Alcides c/ V., Raúl s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1146/2021/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Procesamiento. Prisión preventiva. Recurso de apelación (procesal). Devolución del expediente. 

En atención a que de las constancias de la causa surge que se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta contra el procesamiento con prisión preventiva dictado por el juez nacional, resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual, en tales supuestos, corresponde con carácter previo a determinar la competencia que se resuelva el recurso deducido.

Incidente Nº 6- Denunciante: L., Alan César Gabriel y otro. Imputado: L. M., Damian s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54849/2021/6/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En este sentido, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. 

No se advierte que ese requisito se verifique en este incidente, en el que más allá de que la sucursal del banco a la que pertenece la cuenta del denunciante se encuentra en esta ciudad, nada se ha indagado respecto de los veintisiete pagos de servicio que se habrían efectuado, en particular bajo qué modalidad y quiénes fueron las personas beneficiadas.

En tales condiciones corresponde a la justicia criminal y correccional, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y, eventualmente, resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

Incidente Nº 1 - Damnificado: V., Javier Alberto - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21017/2021/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de marca o designación. Entidades financieras. Estafa. Concurso ideal. Competencia federal. 

Conforme sostiene el Tribunal desde antiguo, la falsificación de una marca es la reproducción no autorizada de todos o los más característicos de sus signos, como así también la imitación de los trazos más salientes de una marca, con supresión de los detalles secundarios, todo ello con el propósito de inducir a error a los consumidores, o bien explotar en forma desleal el trabajo del titular de la marca.

En tanto coinciden los magistrados en que se ha utilizado la marca de la entidad financiera y en la medida en que no puede descartarse que el hecho quede aprehendido en forma simultánea por las disposiciones penales de la ley 22.362 y el delito de estafa, que concurrirían en forma ideal, debe declararse la competencia del juez federal más allá que la infracción del artículo 172 del Código Penal sea ajena a su conocimiento.

Incidente Nº 1 – Denunciante: S., Ramiro y otros. N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1098/2021/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional. Juez previniente. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En este sentido, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

No se advierte que ese requisito se verifique en este incidente, en tanto no se han realizado las medidas necesarias para determinar si en esos lugares se confecciona indumentaria que pueda infringir alguna marca que se encuentre registrada en nuestro país.

En tales condiciones corresponde a la justicia de esta ciudad, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y, eventualmente, resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 967/2021/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Las circunstancias puestas de manifiesto por el juez local no resultan suficientes para afirmar la competencia federal, limitada y de aplicación restrictiva, por lo que, sin perjuicio de la significación jurídica de los hechos, corresponde a aquél continuar entendiendo en la presente causa.

Incidente Nº 1 - Denunciante: N., El Mejmissani Denunciado: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 10597/2020/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual de menores. Cámara Gesell. Interés superior del niño. Domicilio del menor. Competencia provincial. 

En atención a lo manifestado por la menor en la audiencia de cámara Gesell, según da cuenta la justicia correntina, y de acuerdo con la doctrina de la Corte, conforme a la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al Colegio de Jueces de Primera Instancia provincial asumir su jurisdicción, con el debido resguardo de la salud psicofísica de la joven.

Por lo demás, en autos no se verifican aquellas circunstancias de índole territorial que, desde la valoración prioritaria del interés superior del niño, autorizarían a otorgar el conocimiento de la causa al juez del lugar donde reside la damnificada -actualmente mayor de edad- supuesto que tiende a evitar la traumática reiteración de procedimientos idénticos cuando los hechos sexualmente abusivos se hayan cometido en distintas jurisdicciones.

O., R. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1582/2021/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.

Ello es así pues aún no se han realizado medidas tendientes a establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, cuáles serían los delitos a investigar, lo que se considera que resulta indispensable para determinar la competencia material.

F., Gustavo Ezequiel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1282/2021/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Trata de personas. Explotación sexual. Competencia nacional. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. 

Cuestiones análogas a las consideradas en los fallos de las causas Comp. 538, L. XLV “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública” y 1016, L. XLVI “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.

Los copiosos antecedentes que conforman la presente causa y sus acumuladas  ilustran sobradamente un cuadro de situación compatible con la hipótesis de la trata de personas con fines de explotación sexual que justifica mantener el caso ante los estrados federales, más allá de la concurrencia de otros delitos de esa naturaleza. De manera tal que los argumentos de la declinatoria, principalmente sustentados en los dichos de las víctimas halladas en los domicilios investigados, aparecen insuficientes para contrarrestar lo investigado hasta el momento; especialmente en cuanto de las consideraciones de las profesionales del Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a las Personas Damnificadas del Delito de Trata se desprende que los relatos de las mujeres “resultaron mayormente inconsistentes, imprecisos y contradictorios”, y que ello podría deberse a un “aleccionamiento discursivo respecto del funcionamiento de los lugares por parte de sus responsables”.

Incidente N° 5 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8353/2014/5/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Hurto. Cheque. Competencia provincial. 

Toda vez que la Corte tiene dicho en reiterados precedentes que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos y que el magistrado provincial no ha cuestionado su competencia para conocer respecto de la confección y puesta en circulación del cartular cuestionado, a él corresponde profundizar la investigación en ese sentido.

Incidente Nº 1 - Querellante: S., María de los Dolores Denunciado: M., José Luis y otro s/ Incidente de incompetencia

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 628/2017/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Competencia provincial. 

La Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio.

Incidente Nº 1 - Denunciante: L., Ariel S. y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24988/2020/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Competencia federal. 

Conforme sostiene la Corte desde antiguo, la falsificación de una marca es la reproducción no autorizada de todos o los más característicos de sus signos, como así también la imitación de los trazos más salientes de una marca, con supresión de los detalles secundarios, todo ello con el propósito de inducir a error a los consumidores, o bien explotar en forma desleal el trabajo del titular de la marca.

Desde este punto de vista, en tanto coinciden los magistrados en que se han utilizado las marcas de los productos y en la medida en que no puede descartarse que el hecho quede aprehendido en forma simultánea por las disposiciones penales de la ley 22.362 y el delito de estafa, que concurrirían en forma ideal, debe declararse la competencia del juez federal -conforme lo establece el artículo 33 de la ley mencionada- más allá que la infracción del artículo 172 del Código Penal sea ajena a su conocimiento.

Incidente Nº 1 – Damnificado: C., María Eugenia Soledad. N.N.: N., Aaron Brian s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7933/2021/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Delitos informáticos. Investigación inconclusa. Juez previniente. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Por ende, resulta de aplicación al sub judice la doctrina de la Corte de Fallos: 293:485 y 304:949, según la cual si las resoluciones de incompetencia carecen de la descripción particularizada de los sucesos delictivos sobre los cuales se basa la calificación o ésta parece imprecisa o inadecuadamente sustentada en aquéllos -requisitos indispensables para dirimir el conflicto suscitado- corresponde devolver las actuaciones al juez que previno, para que incorpore al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y, eventualmente, resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

Incidente Nº 1 - Denunciante: División Conductas Informáticas Ilícitas Sum. 138200/2021, Imputado: I., Denise s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18612/2021/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En este sentido, cabe señalar que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente Nº 1 - Damnificado: C. D. R., Elena N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12792/2021/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Por ello, a fin de dar cumplimiento a la doctrina de la Corte relativa a la relación de alternatividad existente entre la supuesta sustracción y la infracción prevista en el artículo 12 de la ley 25.891, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal, es necesario contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto del presunto delito contra la propiedad, dado que aún no podría descartarse que alguno de ellos haya tenido algún grado de responsabilidad en la sustracción.

Incidente N° 3 - Imputado: D., Gastón Ezequiel y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20987/2021/3/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cheque de pago diferido. Competencia en lo penal económico. 

Teniendo en cuenta que se trata de un cheque de pago diferido, su causal de rechazo, que la estafa fue descartada por la justicia de instrucción y que no existen elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde al juzgado en lo penal económico conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452, y más allá de su naturaleza ordinaria, en tanto la competencia establecida en el artículo 12 de la ley 27.146 no se ha tornado operativa, como lo exige su artículo 51.

Incidente Nº 1 - Denunciante: Juzgado en lo Criminal y Correccional N° 42 C. 70113/2017, y otros Imputado: R., Favio Alberto s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 82101/2019/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Violación de correspondencia. Sistema informático. WhatsApp. Competencia nacional. 

En función de las calificaciones de las conductas efectuadas por los magistrados intervinientes y la forma en que prima facie se desarrollaron los hechos, no se verifican las circunstancias excepcionales que habilitarían la intervención del fuero federal.

En función de ello y en atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a los tribunales de esta ciudad, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional para continuar interviniendo en la causa.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 904/2021/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Estafa. Encubrimiento. Competencia nacional. Juez previniente. 

Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Sobre esa base, el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En primer lugar, el juzgado nacional no certificó la existencia del delito contra la propiedad y consecuentemente el juzgado encargado de su investigación, lo que resulta imprescindible en razón de la relación de alternatividad existente entre ese delito y su posible encubrimiento.

Tampoco ha sido verificado pericialmente el origen del rodado, y la autenticidad o falsedad de su documentación registral, ni se constató si eventualmente esos instrumentos fueron presentados ante alguna seccional del Registro de la Propiedad Automotor. Esas insuficiencias impiden precisar adecuadamente los hechos, los que, por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación legal.

Por último, tampoco se efectuaron las mínimas diligencias dirigidas a corroborar la operación comercial y sus pormenores, ni se constató la existencia del supuesto vendedor respecto de quien el denunciante no aportó sus datos personales.

En ese sentido, el presunto comprador del vehículo no puede de manera simultánea ser autor del encubrimiento y respecto de ese mismo bien ser víctima de estafa, toda vez que la existencia de esta última excluiría la comisión del primero.

Incidente N° 1- Denunciante: C., Gabriel Cristian. N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17156/2020/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Trata de personas. Explotación laboral. Reducción a servidumbre. Competencia federal. 

El cuadro de situación que se advierte de los términos expuestos por la denunciante, sumado a las consideraciones efectuadas por las especialistas del Programa Nacional de Rescate, impiden descartar, de momento y en el estado inicial en que se encuentra la presente causa, la posible comisión de conductas emparentadas con el delito de trata de personas con fines de explotación laboral bajo la modalidad de reducción a la servidumbre.

De manera tal que, por aplicación del criterio establecido en Comp. 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública” y Comp. 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”, corresponde a la justicia federal continuar su investigación.

Con relación a los demás hechos objeto de contienda, en tanto éstos podrían formar parte del mismo contexto delictivo en el que se habrían desarrollado los primeros correspondería su tratamiento conjunto por un único tribunal.

Incidente N° 2 – Imputado: C. R., M. E. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10007/2020/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Pornografía. Menores. Internet. Competencia provincial. 

Pese a no haberse establecido el lugar preciso desde el que se compartieron los archivos de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes en el legajo surge que la mayoría de las conexiones a internet identificables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.

I., J. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1155/2021/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Economía procesal. Competencia por el territorio. 

La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

En esta inteligencia más allá de que la cuenta bancaria de la que se dispusieron los fondos se encuentra en la ciudad rionegrina y que la de destino se corresponde a la jurisdicción del juez de instrucción, debe declararse la competencia de la justicia de Comodoro Rivadavia, provincia de Chubut, pues se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, aunque no haya sido parte en la contienda, en atención a que en ese ámbito territorial se domicilia el imputado, donde dispuso finalmente de los fondos de la víctima y al que pertenece el abonado telefónico utilizado en el hecho.

N., Patricia Eliana s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1092/2021/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica. 

Más allá de que la cuenta bancaria de la que se dispusieron los fondos se encuentra en la ciudad de Viedma, corresponde declarar la competencia del juez de la provincia de Córdoba, pues es quien está en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en ese ámbito territorial se encuentran las sucursales a la que se destinó el dinero y donde se domicilian sus titulares, quienes además, en uno de los supuestos, habrían dispuesto de él.

S., Lucas Javier c/ N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1145/2021/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Violación de correspondencia. Sistema informático. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ incidente de incompetencia”.

En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 178/2022/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Robo calificado. Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.

Incidente Nº 6 – Imputado: M., Alan Federico s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 39937/2019/TO1/6/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

P., Jorge Abel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2279/2021/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1 “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 3 – Imputado: B., Germán Ariel y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 5401/2020/3/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.

Incidente N° 1 – Denunciante: S., Alejandra Beatriz – Denunciado: M., Andrés Claudio y otros

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4442/2022/1/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 

En atención a que la presente contienda se ha originado a partir de una cuestión de competencia territorial respecto de un presunto testamento falso que se habría confeccionado en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, lo que no cuestiona la magistrada nacional de esta Capital, corresponde declarar su competencia para conocer en las presentes actuaciones, pues tiene resuelto la Corte que compete al juez con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el documento público, entender en la causa en la que se investiga su falsificación.

Incidente N° 1 – Querellante: J., Gladys Liliana. Imputado: Q., Francisco Rodolfo y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45524/2021/1/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Violación de correspondencia. Competencia nacional. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ Incidente de incompetencia”.

En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2800/2021/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ Incidente de incompetencia”.

En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2682/2021/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en ell dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”, a cuyos fundamentos se remitió la Corte en CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ Incidente de incompetencia”.

En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2775/2021/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

La presente contienda negativa de competencia suscitada, se ha tornado abstracta, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.

Incidente Nº 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 3587/2021/1/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Violación de secretos. Sistema informático. Redes sociales. Correo electrónico. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo”, cuyos fundamentos y conclusiones tuvo en cuenta la Corte al resolver en el fallo de la causa CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2705/2021/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Pedido de extradición. Devolución del expediente. Competencia federal. 

En virtud de lo que establece el artículo 111 de la ley 24.767 la presente causa es competencia de la justicia federal.

Incidente N° 1. Requirente: Juzgado Décimo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá DC s/ Extradición

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 608/2021/1/CS2, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Redes sociales. Cuentas bancarias. Economía procesal. Competencia por el territorio. Juez previniente. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.

B.., Octavio Ezequiel s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 374/2022/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1,"Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1- Imputado: C., Aníbal Emanuel s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 39719/2020/1/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1,"Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 2- Imputado: M., Bruno s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9827/2020/2/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1,"Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 2 – Imputado: B., Elsa y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4751/2020/2/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1,"Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: R., Ramón Ismael s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 3864/2022/1/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1,"Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: M., Ángel Luis y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4682/2020/1/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1,"Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 3 – Imputado: Marcos Rafael C. y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 5406/2020/3/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Licencia de conducir. Revisión técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si, como en este caso, no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.

Por otra parte, y conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

A. V., Roberto Sebastián s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2232/2021/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2048/2021/CS1, “R., Leandro Gabriel s/ Incidente de incompetencia”.

C., Adrián Germán s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2024/2021/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Redes sociales. Responsabilidad por publicaciones en internet. Abuso sexual de menores. Material de explotación sexual de niños, niñas y adolescentes. Exhibiciones obscenas. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

En tanto el magistrado de garantías no desconoce que los hechos denunciados se habrían registrado en su jurisdicción, corresponde a aquél continuar con el trámite de la causa, sin perjuicio de recordarle que si entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1024/2021/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Operaciones en moneda extranjera. Amenazas. Economía procesal. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

De acuerdo a la calificación de los hechos escogida por los jueces intervinientes, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

G., Liliana Mariel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1014/2021/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Redes sociales. Facebook. Responsabilidad por publicaciones en internet. Abuso sexual de menores. Material de explotación sexual de niños, niñas y adolescentes. Exhibiciones obscenas. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

Pese a no haberse establecido el lugar preciso desde el que se compartieron los archivos de pornografía infantil, por ser las direcciones IP (Internet Protocol) señaladas en el reporte de la ONG, por sus características, imposibles de rastrear, en atención a que de las constancias obrantes en el legajo surge que las conexiones a internet identificables del usuario denunciado y los asociados a éste se habrían registrado en jurisdicción provincial, donde además tiene domicilio de facturación el abonado telefónico utilizado en la red social “Facebook”, inmueble en el que viviría una persona del mismo nombre que la imputada, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.

G., V. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1029/2021/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Incidente Nº 1- Imputado: T., Osvaldo Daniel s/ Incidente de incompetencia

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 4417/2021/1/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia nacional. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, que por sorteo corresponda, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.

Incidente Nº 1- N.N.: S., Eduardo Antonio s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4315/2020/1/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1- Imputado: Á., Adriana y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 37226/2020/1/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1: Imputado: C., Lucio y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4769/2020/1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Corresponde a la justicia provincial proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad y de que si el magistrado entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente N° 1: Imputado: H., Ramiro y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8967/2020/1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1- Imputado: R., Norberto Juan Manuel y otros s/ Incidente de incompetencia

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 5239/2021/1/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

R., Francisco s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2022/2021/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

R., Jonathan Eduardo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2174/2021/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

R., Emanuel Antonio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2049/2021/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

R., Kevin Damián s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2261/2021/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

R. S., Alcides Rubén s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2230/2021/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

R., Enzo Nahuel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2204/2021/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 15944/2020/1/CS1, “Incidente n° 1. Denunciante: M.G,,  Eduardo Antonio s/ Incidente de incompetencia".

Incidente N° 1 – Damnificado A., Carina Paola y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6968/2021/1/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Asociación ilícita. Privación ilegal de la libertad calificada. Competencia nacional. 

Es criterio de la Corte que no resulta admisible modificar las decisiones sobre la competencia a menos que se presenten o sean descubiertas nuevas circunstancias relevantes, pues una vez que el órgano con facultades para hacerlo ha establecido la competencia en forma definitiva, no corresponde a las partes o a los órganos judiciales intervinientes renovar la cuestión ya resuelta.

En tanto el propio tribunal declinante describe la intervención de la cámara de apelaciones ante un planteo similar con relación a la competencia y los fundamentos de esa decisión, no se han agregado al legajo otras circunstancias que las allí consideradas para resolver sobre la radicación de estas actuaciones.

En efecto, tal como lo afirman los tribunales en conflicto, la cámara tuvo en cuenta la estricta motivación particular de la privación de libertad y la falta de certeza sobre el lugar, así como también consideró la circunstancia de que las conductas ilícitas se habían verificado en diferentes jurisdicciones y valoró razones de economía procesal y una mejor administración de justicia. Incluso el fiscal, al contestar la vista, se refiere a que el reclamo sobre la competencia se viene sosteniendo desde la instancia anterior.

Por lo demás, no puede pasarse por alto que, desde el comienzo, la investigación se orientó a establecer el modus operandi de una banda que presuntamente se dedicaba a robar viviendas deshabitadas durante el verano en una zona determinada de esta ciudad, delitos comunes de incumbencia local y competencia ordinaria; por lo que, zanjada en primera instancia la intervención de la justicia federal en lo relativo al secuestro de sustancias prohibidas y otros elementos durante uno de los allanamientos llevados a cabo, no se advierten razones que justifiquen su conocimiento, de carácter excepcional e interpretación restrictiva, en las restantes imputaciones.

Incidente Nº 1 – Imputado: S., Pablo Alejandro y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8838/2020/TO2/1/1/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte, que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.

En este sentido, no mediando en este caso la falsificación de un documento destinado a acreditar la identidad de las personas (artículo 292 del Código Penal), los hechos investigados en la presente causa encuadrarían, prima facie, en la figura de defraudación que desplaza al tipo penal del artículo 33, inciso d), del decreto- ley 17.671/68 por la regla de subsidiariedad expresa, en razón de su pena mayor; por lo cual, no es pertinente el fundamento expresado para justificar la intervención del fuero federal.

Incidente N° 1 – Denunciante: M. G., Eduardo Antonio s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15944/2020/1/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Economía procesal. Competencia ordinaria. Delitos contra la propiedad. Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Defraudación. Competencia provincial. 

Respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal -supresión de placas- de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde al Juzgado de Garantías provincial asumir la investigación.

En primer lugar, con relación a los hechos vinculados con las medidas de aislamiento dispuestas en respuesta a la pandemia de covid-19 o la desobediencia que en ese contexto se atribuye a los imputados, resultan de aplicación la doctrina de la Corte de los precedentes de Fallos: 344:3720 y 327:2980, a contrario sensu. Por ello, su conocimiento corresponde a la justicia ordinaria.

Por otra parte, se advierte que el trámite que le ha dado a la causa la magistrada federal en cuanto a la acumulación de las actuaciones referidas a la sustracción del rodado con la que es objeto de la presente causa ha sido erróneo, dada la relación de alternatividad existente entre ese delito contra la propiedad y su posible encubrimiento. En ese sentido, corresponde al Juzgado de Garantías de bonaerense realizar una adecuada investigación y dictar un auto de mérito que defina la situación jurídica los acusados respecto de la sustracción del motovehículo ocurrido en una localidad bonaerense, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.

Por último, esa misma judicatura debe profundizar la investigación en lo concerniente a corroborar las presuntas defraudaciones cometidas con las tarjetas de débito o crédito sustraídas a la víctima en ocasión en que se produjo el desapoderamiento del rodado, que habrían sido utilizadas con posterioridad, sin perjuicio de que si su titular considera que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente N° 9 - Imputado: A., Diego Maximiliano y otro s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 34054/2020/9/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. Armas. Encubrimiento. Competencia provincial. 

Cabe recordar que es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto.

En atención a las particularidades del caso, en relación con la cantidad de plantas secuestradas y la infraestructura montada para su cultivo, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en la Comp. 392, L. XLIX, “Aguirre, Pablo Alberto s/ Siembra, cultivo y guarda de plantas y semillas utilizables para producir estupefacientes, tenencia de materias primas para la producción de estupefacientes y tenencia simple de estupefacientes”.

Por tal motivo, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la ley 26.052), para que entienda en relación con los hechos en infracción a la ley 23.737.

Respecto de las armas secuestradas, atento a la cantidad y a sus características, no se aprecia que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio. En consecuencia, debe ser la justicia local la que continúe conociendo respecto del hallazgo de las armas y de su posible encubrimiento.

A., Ezequiel Alberto y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 951/2021/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 2270/2017/CS1, “Plecity, Mariano Fabián s/ Falsificación de documentos públicos”.

Incidente N° 1- Denunciante: G., Edgardo Roberto. Imputado: G., Susana Gabriela s/ Incidente de inhibitoria

FRO-Justicia Federal de Rosario, 25406/2019/1/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Narcomenudeo. Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Las hipótesis delictivas a considerar son tres.

La primera de ellas se refiere a la actividad desplegada por los imputados en infracción al artículo 5, inciso c), de la ley 23.737.

Al respecto, tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquel la ley, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal.

Sin embargo, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando surge de la requisitoria fiscal que, al menos, sería proveedor de sustancias prohibidas.

Por tal motivo, corresponde a la justicia federal continuar conociendo en tal sentido. 

Respecto del delito de tenencia de armas de guerra, no se puede dejar de advertir que presentaban su numeración registral erradicada.

En tal sentido cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5), del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.

Por tal motivo, la justicia federal debe continuar con su investigación.

Por último, en relación con la tercera hipótesis, relacionada con las armas incautadas, cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda al respecto.

Incidente N°6 - Imputado: D., Juan Ramón o Juan Antonio y otro s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 21428/2020/TO1/6/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Tenencia de estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. Tenencia simple de estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia provincial. 

Las hipótesis delictivas a considerar son tres.

La primera de ellas se refiere a la actividad desplegada por los imputados en infracción al artículo 5, inciso c), de la ley 23.737.

Al respecto, tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquel la ley, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal.

Sin embargo, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando surge de la requisitoria fiscal que, al menos, sería proveedor de sustancias prohibidas.

Por tal motivo, se entiende que corresponde a la justicia federal continuar conociendo en tal sentido. 

Respecto del delito de tenencia de armas de guerra, no se puede dejar de advertir que presentaban su numeración registral erradicada.

En tal sentido cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5), del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.

Por tal motivo, se considera que la justicia federal debe continuar con su investigación.

Por último, en relación con la tercera hipótesis, relacionada con las armas incautadas, cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda al respecto.

O. D., Fortunata y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2727/2021/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Robo. Delitos relacionados con los servicios de telefonía celular. Competencia federal. 

Más allá de que respecto de tres dispositivos no ha podido determinarse pericialmente su origen, el secuestro de todos ellos en poder de los imputados da fundamento a la imputación de los delitos de adquisición o utilización de una terminal móvil a sabiendas de su procedencia ilegítima y su posible aprovechamiento posterior con ánimo de lucro de los artículos 12 y 13, inciso a), de la ley 25.891, al que la propia ley, en su artículo 15, reconoce carácter federal.

En ese sentido, la resolución del juzgado nacional de instrucción equivale al auto de mérito exigido por la jurisprudencia de la Corte en esta materia, y por lo tanto, de ese modo se habría dado cumplimiento a la doctrina del Tribunal relativa a la relación alternatividad existente entre la sustracción y la infracción prevista en aquella norma de carácter federal, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal.

Imputado: C. P., Jennifer Elena y otros s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4589/2020/1/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia".

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

R., Ezequiel Fernando s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2281/2021/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

L., Oscar Gastón s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2106/2021/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

M., Raúl Eugenio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2158/2021/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

E., Gabriel Esteban s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1067/2021/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

P. G., Ricardo Javier s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1066/2021/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

V., César Antonio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2051/2021/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ secuestro extorsivo”.

Incidente Nº 22 – Víctima: F., Lionel - Imputado: M., Luciano Damián y otros s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 14624/2020/TO1/22/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Incidente de competencia. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 2 – Imputado: F., Marcelo y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4691/2020/2/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1 “N.N. s/ Violación sist. Informático art. 153 bis 1° párrafo”, cuyos fundamentos y conclusiones tuvo en cuenta la Corte al resolver en CCC 30270/2020/1/CS1 “Mazzocchi, Marina s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1 – N.N.: N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7626/2021/1/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Cámara nacional de apelaciones. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. 

De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, la contienda debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.

Incidente N° 1. Imputado: B. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13589/2018/1/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Robo. Tribunal de alzada. Cámara Nacional de Apelaciones. Justicia Nacional en lo Criminal y Correccional Federal. 

Al haberse suscitado el conflicto de competencia entre dos magistrados nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal Penal de la Nación, éste debe ser dirimido por el tribunal de alzada del que depende el que conoció primero.

Incidente N° 1 – Imputado K., Axel s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 95/2022/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

F., Griselda Carina s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 268/2022/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FRE-Justicia Federal de Resistencia, 1287/2022/1/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 2- Imputado: G., Yoel Nazaret s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 5928/2020/2/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Denunciante: A., María Julia – Imputado: L., Felisa; G. M. s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 10488/2020/1/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 3 – Imputado: G., Francisco Javier y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4718/2020/3/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Delitos tributarios. Competencia en lo penal económico. 

Resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que ambos sumarios queden a cargo de un mismo tribunal especialmente cuando también se evidencia en autos comunidad probatoria.

Esta solución es la que mejor se compadece con los criterios de mayor eficacia en la administración de justicia y de mejor y más expedita investigación, desde que permite un análisis integral de los acontecimientos y de sus implicancias y consecuencias, y contribuye a evitar que se dicten en distintas jurisdicciones pronunciamientos que pudieran eventualmente resultar contradictorios.

Por lo tanto, y habida cuenta de que la aludida vinculación se configura entre procesos de naturaleza distinta, uno de los cuales es de índole común, corresponde que la investigación quede a cargo del juzgado nacional en lo penal económico.

 

Incidente N°2 - Querellante: A. y D., Tomás Juan Diego. Imputado: G., Simón Adrián y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71132/2019/1/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Estafa. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso -delitos no escindibles en el caso de la estafa-, a lo que se agrega que la utilización de fotocopias de aquel instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción.

Incidente Nº 1 - Denunciante: M., Mariano Pablo N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12972/2021/1/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° 398 L. XLII “Conte, Gabriel s/ Av. Presunta infr. Ley 23.737”.

Incidente N° 2. Denunciante: identidad reservada s/ Incidente de incompetencia

FPA-Justicia Federal de Paraná, 424/2021/2/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Tenencia de estupefacientes para consumo personal. Competencia provincial. 

Toda vez que la actividad desplegada por el imputado en infracción a la ley 23.737 sería el comercio de estupefacientes en dosis fraccionadas directamente para su consumo y que, por el momento, no se advierte ninguna circunstancia que amerite la intervención de la justicia federal, por aplicación del criterio establecido en Fallos 329:6047, corresponde a la justicia local continuar conociendo en esta causa.

L., Santiago y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1934/2021/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Estafa. Documento nacional de identidad. Competencia federal. Tenencia de armas de guerra. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, que no es escindible de la estafa cometida con aquél. 

En relación a la portación de arma de guerra incautada del vehículo de los imputados, cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y dado que no se advierte en este hecho ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia del tribunal provincial para que entienda en tal sentido.

De acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, la infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal, también debe ser juzgada por la justicia provincial.

P., Verónica Argentina s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 366/2022/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Teléfono celular. Competencia federal. 

Atento que la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal –que ha sido objeto de la presente controversia- es asimilable a los delitos de adquisición o utilización de una terminal móvil a sabiendas de su procedencia ilegítima y su posible aprovechamiento posterior con ánimo de lucro, de los artículos 12 y 13, inciso a), de la ley 25.891, a los que la propia norma, en su artículo 15, reconoce carácter federal, corresponde a la justicia de excepción conocer a su respecto.

Incidente N° 1 - Damnificado: A., Jesica. Imputado: E., Gerardo Germán y otros s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7812/2021/1/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia en lo penal económico. 

Más allá de la naturaleza ordinaria de los delitos previstos en el artículo 302 del Código Penal, hasta tanto la competencia establecida en el artículo 12 de la Ley 27.146 se torne operativa, en función de lo reglado por su artículo 51, debe la justicia en lo penal económico continuar interviniendo en la presente causa.

Incidente Nº 1 - Denunciante: Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional N° 54 s/ Incidente de incompetencia

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 564/2020/1/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Cuando de la descripción del suceso en infracción a la ley 23.737, no puede advertirse aún cual era el fin último de las sustancias secuestradas, corresponde a la justicia federal, que previno en la contienda y cuya intervención es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la ley 26.052), incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.

Incidente N°1. Imputado: C. S., Jhony s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 33262/2020/1/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 

Tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquella ley, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización menos aun cuando surge de la requisitoria fiscal que los prevenidos formarían parte de dos organizaciones delictivas que funcionaban de manera coordinada con división de roles y tareas. Por tal motivo, corresponde a la justicia federal continuar conociendo en tal sentido. 

Respecto del delito de tenencia de armas de uso civil condicional, cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5), del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. Por tal motivo, la justicia federal también debe continuar con la investigación de tal supuesto.

A., Luis y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2807/2021/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Estafa. Falsificación de marca o designación. Phishing. Competencia nacional. 

Cuestión análoga al fallo de la causa competencia CCC 29113/2009/1/CS1 “N.N. s/ Estafa e infracción ley 22.362 (art. 31 inc. b)”.

Conforme sostiene la Corte desde antiguo, la falsificación de una marca es la reproducción no autorizada de todos o los más característicos de sus signos, como así también en la imitación de los trazos más saliente de una marca, con supresión de los detalles secundarios, todo ello con el propósito de inducir a error a los consumidores, o bien explotar en forma desleal el trabajo del titular de la marca.

Desde este punto de vista, la simple utilización de un “link” que no coincide con los canales oficiales de comunicación de las respectivas empresas, aun cuando tenga como intención provocar un error en la víctima, no se ajusta al criterio establecido en el párrafo anterior, ya que no constituye la imitación o el uso indebido de una marca registrada.

Incidente N° 1. Denunciante: F., María y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54224/2020/1/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 

Tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquella ley, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización menos aun cuando surge de la requisitoria fiscal que el imputado sería proveedor de sustancias prohibidas. Por ello, debe ser la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia, la que continúen conociendo al respecto. 

Si bien en esta contienda no se hizo mención a las armas incautadas en los distintos allanamientos, es oportuno mencionar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5), del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. 

Incidente N° 29- Imputado: C., Raúl Alberto y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 101994/2019/TO1/29/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando surge de los elementos agregados a la causa que los prevenidos formarían parte de una organización delictiva con división de roles y tareas.

R., Valentín s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1117/2021/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. 

De acuerdo a la doctrina de Fallos 328:3960 y sus citas y Competencia N° 602, L. XLV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado nacional asumir el conocimiento respecto de la sustitución de las placas y adulteraciones en las numeraciones identificatorias del chasis. 

Incidente N° 1. Imputado: F., Emanuel Alejandro y otro s/ Incidente de incompetencia

COMP.CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2970/2020/1/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Tenencia ilegítima de material explosivo. Competencia federal. 

Tiene resuelto la Corte que compete a la justicia de excepción investigar los casos de tenencia de explosivos, así como en los de estragos producidos por éstos, aún cuando no se hayan lesionado más que intereses particulares, en la medida en que ese resultado es la verificación de la concreción del peligro abstracto que esa figura conlleva.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2018/2021/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente nº 1- Denunciante: Dr. Arzubi Calvo, Javier M. -UFI PAMI- Imputado: G., Raúl Juan s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 36720/2020/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente n° 1 - Imputado: E., Christhian Diosnel C. y otro s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 12852/2021/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente n° 1 - Imputado: C., Emilio David s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 9293/2021/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente n° 1 - Imputado: F., Verónica Daniela s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 5129/2021/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente nº 1- Denunciante: A., Rubén Eduardo s/ Incidente de incompetencia

FRO-Justicia Federal de Rosario, 1421/2021/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente n° 2 - Imputado: O., Leonel y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8766/2020/2/CS2, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente nº 2 - Imputado: A., José Ernesto y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8347/2020/2/CS2, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente nº 1 - Imputado: B., Claudia Maitena y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 6736/2020/1/CS2, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

De acuerdo a lo establecido en los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal, en tanto la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia.

T., Roberto Oscar s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2370/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme surge de los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia, por lo que el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

G., Juan Facundo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2378/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme surge de los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia, por lo que el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

V. G., Celso s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2355/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

A., David Maximiliano s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2496/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

A., Ricardo David s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2463/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

De acuerdo a lo establecido en los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal, en tanto la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia.

S., Wilfredo Daniel s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2671/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

T., Alexis s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2400/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

V., Santiago Gastón s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2381/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Coronavirus. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1 “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente nº 1- Denunciante: P., Graciela. Denunciado: T., Lidia s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5328/2021/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Documentación del automotor. Revisión técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

P., Salvador s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 917/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

L., Sergio Damián s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 916/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

C., Francisco José s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 915/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

F., Luciano s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 914/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme surge de los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia, por lo que el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

B. P., Javier Vecha s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2350/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

M., Gilberto Justino s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 913/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme surge de los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

E., Daniel Ernesto s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2343/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme surge de los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia, por lo que el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

F., Braian Ezequiel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2340/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

M., Pablo Daniel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1065/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme surge de los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia, por lo que el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

A., Filemón s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2325/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme surge de los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia, por lo que el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

A., Martín Andrés s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2336/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme surge de los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia, por lo que el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

V., Juan Alberto s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2103/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

A., Maximiliano s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 966/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

La presente contienda negativa de competencia se ha tornado abstracta, por lo que resultaría inoficioso un pronunciamiento de la Corte.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1161/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

G., Nicolás Armando s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1000/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

S., Melina s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 835/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente n° 1 – N.N.:N.N. s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 25313/2020/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

M., Hernán Eduardo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 834/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Incidente de competencia. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1,“Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

O., Carlos Daniel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 442/2022/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1,“Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

T., Florencia Andrea s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 491/2022/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Incidente de competencia. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1,“Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

S. G., Mateo y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 440/2022/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1,“Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

L., Hugo Jonathan s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 441/2022/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

G., Gustavo Antonio s/ incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 912/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

T., Darío Martín s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 908/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

P., José Marcelo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 853/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

P., Gustavo Alejandro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 859/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

P., Lucas Esteban s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 854/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

T., Juan Antonio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 852/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

G., Ramón de Jesús s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 851/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados es competencia local, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

P., Sebastián Ezequiel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 846/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Incidente Nº 1 - Denunciado: D. C., Marcelo s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9422/2020/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Secuestro extorsivo. Privación ilegal de la libertad. Competencia nacional. 

Cualquiera que sea la subsunción legal que en definitiva corresponda a los hechos, secuestro extorsivo o privación ilegal de la libertad coactiva, resultan aplicables al caso las consideraciones efectuadas al dictaminar en la Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, así como la jurisprudencia de la Corte según la cual no es competente la justicia federal para conocer en la causa por privación ilegal de la libertad, si la coacción ejercida por el imputado respondió a motivaciones particulares.

Incidente Nº 1 – Damnificado: A., Matías Emanuel y otro – Denunciado: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6974/2021/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

B., Pablo Sebastián s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 439/2022/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

R., Michael Ramón s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 438/2022/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

B., Juan del Corazón de Jesús s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 266/2022/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

C., Marcelo María s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 265/2022/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

P., Candela María s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 262/2022/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

R., Marcelo y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 263/2022/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Bar (Martín Fierro 3xxx) local s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 10/2022/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, que por sorteo corresponda, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.

Incidente Nº 1- Denunciante: L., María Eugenia y otro. Imputado: L., Fernando s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5776/2021/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, que por sorteo corresponda, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.

Incidente Nº 1- Denunciado: B., Diego s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5613/2021/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2048/2021/CS1 “R., Leandro Gabriel s/ incidente de incompetencia”.

R. O., Ignacio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1851/2021/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2048/2021/CS1 “R., Leandro Gabriel s/ incidente de incompetencia”.

Á., Federico Ezequiel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1840/2021/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Licencia de conducir. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si, como en este caso, no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.

R., Leandro Gabriel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2048/2021/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2048/2021/CS1 “R., Leandro Gabriel s/ Incidente de incompetencia”.

Z., Karen Azul s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2125/2021/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2048/2021/CS1 “R., Leandro Gabriel s/ Incidente de incompetencia”.

M., Jorge Omar s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2025/2021/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2048/2021/CS1 “R., Leandro Gabriel s/ Incidente de incompetencia”.

P., Jorge Gastón s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2038/2021/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Cuestiones análogas al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

División Comisaría 3 informa s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 311/2022/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1 "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia".

F., Alfredo Daniel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 267/2022/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: M., Jonathan Nahuel y otro s/ Incidente de incompetencia

FPA-Justicia Federal de Paraná, 1138/2020/1/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Homicidio simple. Personas privadas de la libertad. Servicio Penitenciario Federal. Personal penitenciario. Competencia federal. 

Las consideraciones del celador en cuanto a que ambos penitenciarios se habrían limitado a dar la voz de alto y observar la pelea porque de lo contrario sus vidas correrían peligro, y los fundamentos dados al respecto por el magistrado federal para sostener que el servicio penitenciario dio una respuesta rápida para evitar mayor número de víctimas fatales, no resultan suficientes para contrarrestar los argumentos dados por su par provincial ni descartar, al menos de momento, que el hecho objeto de contienda haya afectado el normal desempeño del establecimiento penitenciario, pues cabría la posibilidad de que hubiese sido resultado de conductas que corrompen el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados.

Incidente N° 5 – Víctima: F. D., Alejandro Gabriel – Imputado: S. R., Willian Braian s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 6033/2020/5/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Homicidio calificado. Tentativa. Comercialización ilegal de estupefacientes. Concurso de delitos. Competencia federal. 

La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación.

En tal sentido, cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

Sin embargo, las particularidades que se presentan en el caso permiten la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215, 271:60 y 308:1720, en tanto que el detallado análisis realizado por la Procuraduría especializada en materia de narcocriminalidad de este Ministerio Público que, además guarda coherencia con lo informado por la Superintendencia Drogas Peligrosas de la Policía Federal Argentina, autorizan a sostener de forma verosímil una vinculación entre los delitos contra la vida investigados por la justicia nacional y los hechos que se encuentran en la fuero federal. Ello es así, pues el damnificado integraba activamente una de las organizaciones delictivas dedicadas al comercio de estupefacientes y, tal como ha quedado expuesto en el auto de procesamiento, su muerte aparece como íntimamente enmarcada en la disputa del poder territorial intrínseca a la metodología empleada por este tipo de bandas. 

Por todo lo expuesto, en el caso se configuran aquel los extremos probatorios excepcionales que conducen a declarar la competencia de la justicia federal para que entienda en los hechos motivo de esta contienda, en tanto se vislumbra como la mejor solución a fin de asegurar una mayor eficacia de la investigación y, con ello, de los fines que inspiraron la sanción de la ley 23.737.

Incidente N° 11. Damnificado: E. C., Enrique y otros. Imputado: T., Ezequiel Fabio y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44738/2021/11/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Incidente de competencia. Caza furtiva. Derecho ambiental. Protección de la flora y fauna silvestre. Juez previniente. 

Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual la ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.

Ahora bien, no obstante ese principio, y sin perjuicio de advertir que la especie Rhea Americana que habita nuestro país ha sido calificada como vulnerable y se encuentra amparada por la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestre, los escasos antecedentes remitidos, de los cuales no surge dónde serían capturados los animales en cuestión- en qué circunstancias, ni el destino que se daría a las presas, impiden, de momento, que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 y, por consiguiente, delimitar la elección del juez que en razón de la materia y el territorio deba conocer en el caso.

Por lo tanto, corresponde al Juzgado de Garantías, que previno y en cuyo ámbito se domiciliaría el presunto imputado, proseguir la investigación e incorporar los elementos necesarios para profundizarla, de conformidad con lo solicitado por la fiscalía especializada en su denuncia, y con independencia de cuanto resulte ulteriormente.

V., Juan Cruz s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1349/2021/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Robo. Amenazas. Lesiones. Daño. Funcionarios públicos provinciales. Predio ferial. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

Más allá del incipiente estado de la causa y de la calificación legal que corresponda dar en definitiva, en la medida en que compete al Estado provincial investigar los hechos que involucran a sus autoridades, y en tanto la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de sucesos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, corresponde a la justicia bonaerense asumir la investigación e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir su trámite, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.

Incidente N° 1 – Denunciante: S., Eduardo y otro s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 36908/2020/1/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual calificado por parentesco. Abuso sexual de menores. Competencia provincial. 

En casos en que un menor de edad es víctima de agresiones sexuales a lo largo del tiempo, en distintas jurisdicciones y en un mismo seno familiar, la Corte ha resuelto que las conductas de ese tipo deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más favorable para la eficacia de la investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.

O., O. A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1451/2021/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Tenencia de estupefacientes. Competencia federal. 

La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario el conocimiento por parte de quien promovió el conflicto, de las razones que informaron lo decidido por el otro tribunal, para que declare si mantiene su anterior posición. Esta regla no ha sido observada en el presente pues sólo con la insistencia por parte de la cámara de apelaciones que la inició se habría suscitado una contienda que corresponde resolver de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58.

Sin embargo, también ha resuelto la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal.

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho no surge cuál era el fin último del material estupefaciente que se encontraba en poder de los prevenidos, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que entienda en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.

F., Daniel Sebastián y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 188/2022/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Muerte. Personas privadas de la libertad. Servicio Penitenciario Federal. Competencia federal. 

El precedente de Fallos: 343:300 fue resuelto en el marco de un conflicto negativo trabado entre juzgados nacionales asentados en el territorio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y con base en la doctrina de la Corte según la cual, a pesar de su carácter nacional, no debe entenderse que en los establecimientos penitenciarios de esta ciudad se cumplan funciones de específica naturaleza federal, criterio que permanece incluso en casos en los que el delito sea cometido por agentes del Servicio Penitenciario Federal en ese ámbito, o bien contra esos mismos agentes.

En las presentes actuaciones se plantea, en cambio, un conflicto entre un tribunal federal y otro provincial, y respecto de hechos cometidos por detenidos en un establecimiento del Servicio Penitenciario Federal radicado fuera de los límites de esta Capital, que exigen ser analizados a la luz de la tradicional jurisprudencia que para estos supuestos ha trazado la Corte. 

En suma, salvo la mejor interpretación que la Corte pueda hacer de su propia jurisprudencia, el presente caso queda abarcado por esa doctrina.

Ahora bien, las particulares circunstancias en las que habrían sucedido los hechos objeto de investigación no permiten descartar, al menos de momento y en el estado embrionario en que se encuentra la causa, la afectación del normal desempeño de los agentes de la unidad penitenciaria, tanto con relación a la asistencia médica como de custodia, pues cabría la posibilidad de que hubiesen sido resultado de conductas que corrompen el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados.

Por lo tanto, corresponde a la justicia federal, jurisdicción en la que aún se encontraría pendiente la aceptación de la madre de la víctima como parte querellante y la producción de las medidas de prueba solicitadas por el Programa de Asistencia a la Víctima de la Defensoría General, continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja ulteriormente.

Incidente N° 1 – Víctima: P., Mariano Daniel – N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 28414/2020/1/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Robo de automotor. Encubrimiento. Falsificación de instrumento público. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 

En primer lugar, no se advierte de las constancias incorporadas al incidente que el magistrado federal hubiera certificado la causa que se instruye acerca del robo del vehículo en cuestión, lo que resulta imprescindible en razón de la relación de alternatividad existente entre ese delito y su posible encubrimiento, a fin de que el tribunal que conoce del desapoderamiento realice una adecuada investigación y dicte un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado con relación al delito contra la propiedad quien además, por aplicación del criterio expuesto por la Corte, en el precedente CCC 65897/2015/1/CS1; deberá pronunciarse luego respecto de su eventual encubrimiento.

Por ello, corresponde, salvo mejor criterio de la Corte, a fin de evitar pronunciamientos contradictorios, se le haga saber al titular del juzgado federal que deberá resolver atendiendo a esa jurisprudencia y, en su caso, proveer lo que corresponda.

Por otra parte, dado que el titular de ese fuero no delimitó debidamente los hechos objeto de su declinatoria, está Procuración General se expedirá sobre la competencia referida a los restantes sucesos, aunque no hayan sido motivo de controversia.

En primer lugar, en cuanto a la falsificación de la cédula de identificación del automotor, tiene establecido la Corte que si no es posible establecer donde se creó el instrumento público falso, debe estarse al lugar donde fue usado.

En lo concerniente a la sustitución de las chapas patentes, la Corte tiene establecido que la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.

Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre ese delito y la falsificación de la cédula de identificación del automotor atento la coincidencia existente entre las numeraciones individualizadoras del vehículo y las que constan en esa documentación. Por ello, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que en el caso deberá ser la justicia federal.

O., Leonardo Gabriel s/ Incidente de incompetencia

COMP.FLP-Justicia Federal de La Plata, 1477/2019/3/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Circunvención de incapaz o menor. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

En consecuencia, la ausencia de investigación suficiente, por el momento, imposibilita a la luz de lo establecido por la Corte en la Comp. 25, L. XL, entre otras, la adecuada resolución del conflicto.

Por lo tanto, corresponde al juzgado nacional, que conoció primigeniamente en la causa, proseguir con la investigación, sin perjuicio de lo que de allí resulte.

F., C. H. Denunciante. M., M. d. C. s/ Incidente de incompetencia

COMP.CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1490/2021/1/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Licencia de conducir. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si, como en este caso, no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.

En este sentido, para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.

Situación que no se da en la presente toda vez que, más allá del carácter nacional de la Gendarmería, su accionar se enmarca en tareas de prevención, ajenas a las funciones específicamente federales que cumple ese cuerpo.

Incidente N° 1 Imputado: N., Elba Romina s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 105480/2019/1/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Explotación laboral. Competencia federal. 

El presente conflicto debe ser decidido de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en Comp. 538, L. XLV, “Fiscal s/  Av. presuntos delitos de acción pública” y Comp. 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 161/2022/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual calificado por parentesco. Abuso sexual de menores. Investigación inconclusa. Juez previniente. 

El presente conflicto no se encuentra precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Los escasos antecedentes incorporados al incidente no resultan bastantes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron la presente causa y su consecuente encuadre legal, lo que impide formar un fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que compete investigarlos.

En consecuencia, corresponde proseguir la investigación al juzgado de instrucción, que previno y en cuyo ámbito reside la menor con la denunciante.

C. G., M. F. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 179/2021/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Identificación registral del automotor. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 

Es doctrina de la Corte que las reglas de conexidad contenidas en el Código Procesal Penal sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales del mismo fuero. 

Asimismo, la Corte tiene establecido que si la falsificación o el uso de instrumentos espurios habría sido el ardid que indujo a error al denunciante y motivó su acto de disposición patrimonial perjudicial, se trataría de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta insusceptible de ser escindida.

Por otra parte, es criterio de la Corte que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores cuando, tal como ocurrió en el caso, éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.

Por ello, y habida cuenta de que la documentación apócrifa fue presentada ante dicho organismo en la ciudad de Córdoba, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en las Comp. 270 L. XXXVIII; entre otras, corresponde entender en la presente investigación al Juzgado Federal de aquella localidad.

B., Aaron s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1064/2021/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Privación de justicia. Morosidad del proceso. Competencia nacional. 

En virtud de lo resuelto por la Corte en Fallos: 341:611, y sin perjuicio de lo dictaminado en la ocasión por esta Procuración General, corresponde expedirse en esta contienda negativa de competencia suscitada.

Con independencia de la calificación legal que en definitiva quepa dar a los hechos denunciados, resulta de aplicación en la presente contienda el criterio de la Corte que establece que los delitos ejecutados en perjuicio de la administración de justicia nacional de esta capital son, en principio, de competencia de los tribunales nacionales ordinarios. 

Sobre esa base, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional conocer en la presente causa, sin perjuicio de cuanto resulte de su trámite ulterior.

Incidente N° 1 – Denunciante: A., Raúl Ricardo – Denunciado: M., María Gimena s/ Incidente de incompetencia

FSA-Justicia Federal de Salta, 15806/2019/1/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Operaciones financieras. Fraude. Estafa. Delitos económicos. Competencia provincial. Juez previniente. 

Le asiste razón al tribunal federal en cuanto a que la declinatoria no se presenta debidamente fundamentada, pues la calificación legal a partir de la cual se declara la incompetencia en orden a la materia, se apoya en consideraciones dogmáticas que no encuentran sustento en los antecedentes de la causa.

No es posible discernir la competencia material en esta causa, en la que hasta el momento no se verifican concretas circunstancias que permitan habilitar la intervención del fuero federal.

Por lo tanto, teniendo además en cuenta que la jurisdicción federal es de naturaleza excepcional y restringida, es la justicia local que previno y que se declaró incompetente sin fundamentar su resolución, la que deberá continuar con el trámite de estas actuaciones a fin de subsanar las deficiencias para resolver luego, de acuerdo con lo que de ello surja.

N.N. s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1694/2021/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Usurpación de predio público. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 

No se han incorporado aún a la causa elementos de juicio suficientes que permitan sostener la calificación jurídica sobre cuya base se ha planteado la declinatoria, ni aquellos que, con la certeza necesaria, autorizarían a descartar la intervención de la jurisdicción federal por aplicación del criterio establecido por la Corte en Fallos: 310:2275 y 326:1081, entre otros.

En esas condiciones, corresponde a la justicia federal, que previno, incorporar los elementos de juicio necesarios para darle precisión a los hechos denunciados y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.

Incidente N° 2 – Denunciante: S., Hernán Omar – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9533/2020/2/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Accidente de aviación. Muerte. Lesiones graves. seguridad de la navegación. Competencia federal. 

Las condiciones riesgosas de vuelo en las que se originó el incendio de la avioneta determinaron que se frustrara la travesía de navegación programada y que su posterior destrucción en tierra no pudiera ser evitada con el aterrizaje forzoso realizado por el piloto a los quince minutos de despegar del Aeropuerto Tehuelche de Puerto Madryn.

Corresponde a la justicia federal proseguir con el trámite de la presente causa, toda vez que no puede descartarse que el hecho objeto de contienda hubiese afectado la seguridad de la navegación aérea en los términos de la doctrina de Fallos: 285:116 y 339:1711.

Ministerio Público Fiscal s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1450/2021/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Uso indebido de marca o designación. Concurso de delitos. Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 

Unidad contextual.

Es doctrina de la Corte que las reglas de conexidad contenidas en el Código Procesal Penal sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces del mismo fuero.

La pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta, son insusceptibles de ser escindidas, de acuerdo a la doctrina de la Corte.

Incidente N° 3 – Querellante: F., Daniel Jorge y otro. Imputado: P. M., Hugo Alberto s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6724/2020/3/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Tráfico de estupefacientes. Competencia federal. Tenencia de armas de guerra. Devolución del expediente. Competencia provincial. 

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

Siendo que el hecho investigado excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, en tanto estaría identificado el presunto proveedor de las sustancias prohibidas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal bonaerense, aunque no haya sido parte en la contienda, la que conozca en esta causa, en tanto allí se domiciliaría el presunto proveedor y donde, además, se habría incautado la mayor cantidad de droga.

La tenencia de arma de fuego corresponde a la justicia local en tanto no obran digitalizados los elementos indispensables para emitir opinión al respecto. En particular, no ha sido incorporada el acta de su secuestro o, de haberse efectuado, el informe de su estudio pericial.

B., María de los Ángeles y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2678/2021/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

En efecto, a la par de que no se ha establecido de manera concreta cuál sería el objeto procesal de la investigación, las constancias remitidas no resultan bastantes para acreditar, con la certeza necesaria, el perjuicio al patrimonio de la Nación que justificaría la intervención de la jurisdicción federal, por aplicación del criterio establecido por el Tribunal en Fallos: 310:2275 y 326:1081, entre otros.

M., Pedro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1466/2021/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Establecimientos penitenciarios. Personas privadas de la libertad. Juez previniente. Competencia federal. 

Más allá de los escasos elementos remitidos y de la calificación legal que en definitiva resulte aplicable, de acuerdo con los términos de la denuncia, los hechos objeto de investigación no permiten descartar, al menos de momento, la afectación del normal desempeño del establecimiento penitenciario, pues cabría la posibilidad de que hubiesen sido resultado de conductas que corrompen el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y sus empleados.

Incidente N° 1 – Imputado: F., Luis y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 110413/2019/1/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia".

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 209/2022/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. Juzgado de garantías. 

La presente contienda negativa de competencia es equivalente a la registrada en el expediente CSJ 2675/2021/CS1, "N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia".

N.N. s/ Incidente de incompetencia Denunciante: P., Favio Daniel

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2603/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Concurso de delitos. Defraudación. Delitos contra la salud pública. Tenencia de estupefacientes. Competencia provincial. Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 

Tiene resuelto el Máximo Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. La presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica. 

En ese sentido, la justicia local deberá entender respecto de la infracción a los artículos 173, inciso 1, 204 ter y quinquies del Código Penal, y 14, primer párrafo, de la ley 23.737, cuya competencia material no fue cuestionada por la titular del juzgado provincial al rechazar su competencia.

Por otra parte, en relación con el arma incautada, cabe recordar que si bien la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, teniendo en cuenta que presentaba su numeración registral adulterada la justicia de excepción deberá también conocer respecto de su tenencia.

Incidente N° 3 - Imputado: D., José Luis s/ Incidente de incompetencia

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 30491/2018/3/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Estupefacientes. Competencia provincial. 

De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art.205)”, el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal corresponde a la justicia local. Por ello, y habida cuenta de que no surge de la causa ningún elemento que haga surtir la jurisdicción federal pues, en particular, no está en discusión entre los magistrados en conflicto la competencia local que le corresponde por sí misma a la imputación del hecho en infracción a la ley 23.737, corresponde a la justicia provincial conocer en la totalidad de la causa.

Incidente N° 1. Imputado: D. R., Héctor Fabián y otro s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 25350/2020/1/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 2 – Imputado: C., Ana María y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 6729/2020/2/CS2, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

A. C., Alcides Ramón s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 12/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1 - Imputado: V. P., Julio Nazareno s/ Incidente de incompetencia

FPA-Justicia Federal de Paraná, 4687/2020/1/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Coronavirus. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 3 – Imputado: C., Ana María y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 6729/2020/3/CS3, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

Por ello, teniendo en cuenta la forma en que se encontraban acondicionados los estupefacientes, a lo que debe sumarse que no surge de las actuaciones que se hubieran hallado en el lugar elementos de corte o fraccionamiento de esas sustancias, no puede afirmarse que estuvieran destinados a un consumo inmediato, por lo que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.

F. R., Derlis Manuel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 163/2022/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 2 - Imputado: B., Claudia Maitena y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 6736/2020/2/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

L. A., Enrique Eduardo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2360/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

A., Jonatan Mauricio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2104/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 209/2022/CS1 “N.N. s/ incidente de incompetencia”.

D., Diego Juan Ramón y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 212/2022/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

D., Diego Juan Ramón y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2441/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

G., María Elena s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2447/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ incidente de incompetencia”.

M. G., Gustavo Elmer s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2412/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

O., Ezequiel Nicolás s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2357/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

F., Silvia Beatriz s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2403/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Á., Gustavo Enrique s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2086/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

B., Víctor Manuel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2081/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

G. P., Jorge Agustín s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2387/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Á., Norberto Orlando s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2021/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

G., Laura Cecilia s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2465/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

F., Rafael Norberto s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2399/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

G., Ramón Leandro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2384/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

D., Maximiliano Jesús s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2498/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

G., José Mariano s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2439/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

L., Giselle Luján s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2423/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

G. Y., Braian Nahuel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2440/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

F., Narciso Enrique s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2449/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

A., Miguel Ángel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2226/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

Esta cuestión no se encuentra en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.

En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que, no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponde investigarlos.

Incidente N° 1. Denunciado: P. F., Luis Miguel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16562/2021/1/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

A. D. J., Carlos Jacob s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2153/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

B., Edgardo Matías s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2100/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

D., Víctor Manuel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2419/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.

Incidente N° 1 – Denunciante: F., Fernando Martín N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9883/2020/1/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

A., Julio Santiago s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2107/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

B. G., Aldo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2119/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1 – Imputado: C., Ana María y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 6729/2020/1/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 209/2022/CS1 “N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

M., Evangelina Noelia s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 213/2022/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Tenencia de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia provincial. 

Teniendo en cuenta que el Ministerio Público Fiscal habría apoyado su imputación en una base fáctica referida al último eslabón de la cadena de comercialización, a lo que debe sumarse el avanzado estado del proceso, que se encuentra en etapa de juicio, debe ser la justicia local la que continúe interviniendo en esta causa.

A., Juan Leonardo y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1002/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 209/2022/CS1, “N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

H., Erik Omar s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 211/2022/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

B., Carlos Daniel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2157/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

B. C., Lorenzo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2180/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

G. T., Daniel Gastón s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2205/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

F., Roberto Carlos s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2177/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

A., Ramón Irineo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2159/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

O., Ricardo Darío s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2356/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

G., Germán Darío s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2364/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

P., Mario David s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2283/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

G., Julián Horacio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2256/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

M., Carlos Ariel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2369/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

F., Raúl Horacio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2255/2021/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual de menores. Economía procesal. Competencia federal. 

Más allá de las calificaciones legales que quepa darles en definitiva, los hechos de esta causa y aquellos que son objeto de pesquisa en el fuero federal se encuentran íntimamente vinculados y formarían parte de un mismo contexto delictivo, que debe ser investigado por un único tribunal. Este temperamento, al menos de momento y sin perjuicio de lo que pudiera surgir con respecto a otras posibles menores víctimas de delitos sexuales, es el que mejor se adecua para una mayor eficacia en el análisis conjunto del caudal probatorio y su significación en el caso, pues previene los inconvenientes que, eventualmente, podrían derivarse de una investigación no integral de todos los aspectos con relevancia jurídica, y es el criterio que resulta más conveniente para una mejor administración de justicia, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.

Incidente N° 3 – Imputado: B., G. A. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43608/2019/3/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 2 – Q. P., Javier H. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1977/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Incidente N° 1: Imputado: M., Jeremías s/ Incidente de incompetencia

FPA-Justicia Federal de Paraná, 4724/2020/1/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1 “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 2 - Imputado: L., Nelson Salustiano y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 7273/2020/2/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia".

Incidente N° 1: Imputado: F., Diego Roberto y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8362/2020/1/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Incidente N° 2: Imputado: C., Julio Ezequiel y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8387/2020/2, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Competencia federal. 

Es doctrina del Máximo Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.

En primer término, en cuanto a la falsificación de la documentación registral, en virtud del carácter nacional que revisten esos documentos públicos cuya falsificación se investiga, corresponde asignar su conocimiento a la justicia federal de esta ciudad, en cuya sección fueron utilizados, sin que la circunstancia de que hayan sido exhibidos a funcionarios policiales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires pudiera hacer variar esa solución.

En lo concerniente a la sustitución de las placas, la Corte tiene establecido que la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.

Sin embargo, debido a la estrecha vinculación que existiría entre ese delito y la falsificación de la documentación registral, atento la coincidencia que se presentaría entre las numeraciones individualizadoras del vehículo y las que constan en esa documentación, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que en el caso corresponde a la justicia federal.

En orden al delito de encubrimiento de la sustracción del rodado, en el partido bonaerense de Tres de Febrero, dada la íntima vinculación que existiría entre ese delito y la falsificación de documentos, de conformidad con la doctrina precedentemente citada, resultaría conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que el tribunal federal juzgue también a su respecto.

Imputado: E., Ramona y otro s/ Incidente de incompetencia

COMP.CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4111/2019/TO1/4/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

O., Milton Norman s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2506/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Abandono de personas. Prestaciones de la obra social. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Competencia contravencional y de faltas. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

La Corte tiene dicho en reiterados precedentes que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha ejecutado el delito.

Por aplicación de esta regla, en atención a que no se encuentra controvertido que en esta ciudad se desempeñan los representantes de la empresa que no habrían autorizado las prestaciones médicas del afiliado que debían realizarse en el Hospital Universitario Austral de Pilar, corresponde a la justicia en lo penal, contravencional y de faltas de la ciudad, en cuya jurisdicción habrían tenido lugar los hechos, continuar la presente investigación.

O. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2009/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Incidente N° 2: Imputado: F., Diego Roberto y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8362/2020/2/CS2, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 83/2022/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Si bien la correcta traba de la cuestión de competencia supone, por un lado, una atribución recíproca y, por otro, que el tribunal que la inició tome conocimiento de las razones que informan lo decidido por el otro órgano para que declare si sostiene su posición, lo que no ocurrió aquí, razones de economía y celeridad procesal aconsejan dejar de lado ese reparo formal.

W., María del Carmen s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2891/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

E., Eduardo Guillermo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2893/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

F., Mariano Gastón s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2149/2021/17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Incidente Nº 1 - Imputado: O., Juan David s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4871/2021/1/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

G., Julio Argentino s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2088/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

V. U., Rufino Segundo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2461/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

T. R. D., Adrián Marcelo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2448/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

A., Pablo Alejandro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2415/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

A. A., María Angélica s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2402/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa la causa CCC 17321/2019/1/CS1, “Torday, Matías Nehuén s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1- Imputado: Á. R., Joana y otro s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1193/2021/1/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (Art. 277, inciso 1°)”. Corresponde a la justicia provincial conocer respecto del delito de encubrimiento. De acuerdo a la doctrina de la Corte en Fallos: 324:1617 y 3651 y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, también debe asumir su jurisdicción respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, por la sustitución de las chapas patentes colocadas en el vehículo.

Incidente N° 2 - Imputado: R., Santiago Aníbal s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 1333/2012/TO01/2/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa FCR 10907/2017/TO1/25/1/CS1, “Incidente N° 1 - Imputado: B., Florentina Ramona s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: O., Walter Mario Javier s/ Incidente de incompetencia

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 6787/2017/TO1/11/1/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas. Falta de antecedentes penales. Nueva vista. Recurso de apelación (procesal). 

Tiene establecido la Corte que corresponde resolver, con carácter previo a determinar la competencia, los recursos deducidos.

A., Benjamín Aaron y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2691/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Domicilio del menor. Competencia provincial. 

Corresponde al juzgado provincial continuar conociendo en el caso, en tanto que de los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse para resolver la competencia se desprende que los menores viven con su madre en la ciudad bonaerense de Lomas de Zamora, donde se privaría al padre del contacto con ellos y del ejercicio de sus derechos y obligaciones.

C. O., T. S. s/ Impedimento de contacto de menor de edad con su padre no conviviente

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2630/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Estafa. Alqiuleres. Bienes inmuebles. Juez previniente. Competencia nacional. 

Corresponde asignar la competencia al juzgado nacional de esta ciudad, habida cuenta de que de los dichos de la denunciante, a los que cabe atenerse para resolver la competencia, se desprende que  efectivamente el contrato de alquiler fue formalizado en el inmueble objeto de la locación, ubicado en esta Capital, siendo que también ante los estrados capitalinos se inició la demanda de desalojo del inmueble y se encuentra radicado el proceso sucesorio de quien habría sido su propietario.

Incidente N° 1 Denunciante: M. D., Diongue – Imputado: C., Mirtha Noemí s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17261/2020/1/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Trata de personas. Explotación sexual. Competencia federal. 

El conflicto debe ser decidido de acuerdo con el criterio establecido en el fallo de la causa Comp. 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública” y Comp. 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.

Más allá de la configuración del delito previsto y reprimido en el artículo 146 del Código Penal, en el incipiente estado en que se encuentran las actuaciones, no puede descartarse, al menos de momento, la existencia de conductas en infracción a la ley de sanción y prevención de la trata de personas, teniendo en cuenta la corta edad de la víctima, el contexto de vulnerabilidad y nula contención del cual procedería, y su posible aprovechamiento por parte de la imputada, quien, además de someterla a la prostitución, habría ejercido cierto tipo de autoridad sobre la joven víctima.

Ñ., R. B. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 147/2022/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 

Tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquella ley, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte que, atento el modo de operar de los aquí involucrados pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aún cuando surge de la requisitoria fiscal que, al menos uno de los imputados, sería proveedor de sustancias prohibidas.

Corresponde declarar la competencia de la justicia federal, aunque no haya sido parte en la contienda.

Incidente N° 11. Imputado: C., Fernando Andrés y otro s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 20767/2020/TO1/11/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

F. B., Alberto Ramón s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2168/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

P., María Cecilia s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 84/2022/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1,“Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1- Imputado: P. C., Maximiliano y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8648/2020/1/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

G., Hernán Ariel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2165/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Incidente N° 2: Imputado: E., Leandro Martín y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8635/2020/2/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Incidente N° 1: Imputado: E., Leandro Martín y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8635/2020/1/CS2, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta. 

La presente contienda se ha tornado abstracta, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.

C., Ariel Hernán s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2481/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Incidente N° 1: Imputado: P., Nicolás Sebastián s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 7109/2021/1/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Incidente Nº 1 - Imputado: D. M., Hernán y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 8773/2021/1/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

G., Adrián Alexis s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2084/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Incidente N° 1: Imputado: D., María de los Ángeles y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8389/2020/1/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

S., Horacio Héctor s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2450/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

G., Ricardo Adrián s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2397/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

S., Maximiliano Daniel s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2495/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

C., Sergio Raúl s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2395/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

S., Néstor Ariel s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2398/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

S., Javier Alberto s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2354/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

S., Oscar Daniel s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2385/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

C., Ramón Antero s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2401/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

R., Hugo Daniel s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2414/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

El conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no ha sido transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Incidente N° 1. Denunciante. C., Carlos Alberto. Denunciado: A., Phillip s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5004/2021/1/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

C., Lautaro Rafael y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2602/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de correspondencia. Sistema informática. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ Incidente de incompetencia”.

La competencia para investigar los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2430/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Circunstancias sustancialmente análogas a las consideradas en la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Denunciante: B., José Jorge – Denunciado: B., Morena s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5076/2021/1/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia nacional. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Para que el conflicto de competencia quede debidamente trabado es requisito necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión.

El conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Incidente N° 1 – Denunciante: P., Graciela M. y otro – Denunciado: C., Esther y otro s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5621/2021/1/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.

Incidente Nº 3 – Víctima: L., Alicia Viviana - Imputado: D., Maximiliano Ariel s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 6386/2020/TO1/3/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de correspondencia. Sistema informático. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ Incidente de incompetencia”.

En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.

Incidente N° 1 – Denunciante: A. R.., Rodrigo Carlos Denunciando: S., Gabriel Alejandro s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5509/2021/1/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

De acuerdo a lo establecido en los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal, en tanto la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia.

G., Jonathan Sergio s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2363/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1 – Imputado: A., María de los Ángeles y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 6742/2020/1/CS2, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1 “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

C., Francisco Iván s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2362/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente Nº 1 – Imputado: A., José Ernesto y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8347/2020/1/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

S., Aníbal Alejandro s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2358/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

R., Nicolás Alejandro s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2380/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Juzgado de Garantías. Competencia provincial. 

Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

D., Wilson Gonzalo y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2848/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

B., Hernán Alberto y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2844/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Trata de personas. Explotación sexual. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 

Los escasos elementos recabados hasta el momento en el expediente no permiten individualizar los hechos con razonable certidumbre e identificar a las posibles víctimas con el resguardo que este tipo de casos exige, y mucho menos a los presuntos responsables de la actividad ilícita, teniendo en cuenta, además, que no se descarta la presencia de mujeres de nacionalidad extranjera en los domicilios denunciados, y con ello la existencia de un proceso de ofrecimiento, traslado, acogida, captación o reclutamiento previos, de acuerdo con los términos de la denuncia.

La relación que existe entre la trata de personas y la explotación económica del ejercicio de la prostitución –así como otras formas de intervención en la prostitución ajena reprimidas en el artículo 17 de la ley 12.331- es muy estrecha, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano expresamente definido como tal por la ley.

Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 102549/2019/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Armas de guerra. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Portación ilegítima de armas. Competencia federal. 

Tanto la supresión de la numeración de  arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal. El juez de ese fuero además deberá conocer sobre la portación ilegítima del arma de guerra por encontrarse relacionada al mismo objeto.

Incidente N° 7 - Imputado: F., Cristhian Mario y otros s / Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 12065/2021/7/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Denunciante: Migraciones s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 12152/2021/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Imputado: Leandro Gabriel B. s/ Violación de medidas - propagación epidemia (Artículo 205)

FPA-Justicia Federal de Paraná, 1298/2020/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -sustitución de placas y adulteraciones en las numeraciones de chasis y motor.

Incidente N° 1. Imputado: C., Carlos Andrés s/ Incidente de incompetencia

COMP.FSM-Justicia Federal de San Martín, 12058/2021/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. 

La Corte tiene establecido que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal.

Incidente N° 1. Imputado: H. S., Luciano Damián y otros s/ Incidente de incompetencia

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 1428/2021/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Falsificación de instrumento público. Auxiliares de justicia. Justicia provincial. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

El denunciante, quien mantiene conflictos judiciales con la madre de su hija la cual se encuentra privada de libertad con motivo de una orden ilegal de restricción de contacto y acercamiento para impedir su relacionamiento con la madre de la niña, y sostiene que el  personal de la Comisaría de la Mujer y el oficial notificador del juzgado de paz habrían falsificado una serie de notificaciones que le fueron dirigidas instrumentos que habrían sido falsificados, deja en claro que pone en tela de juicio la actuación de órganos de la justicia provincial y de quienes habrían actuado como auxiliares de aquella, por lo que no se verifica, al menos de momento, la afectación del buen servicio de empleados o funcionarios nacionales. 

Tampoco se advierte una afectación federal por la presunta falsificación de instrumentos públicos, en la medida en que una cédula de notificación librada por un juzgado de paz provincial no es de aquellos instrumentos emitidos por una autoridad nacional que habilite la intervención de la justicia de excepción.

La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.

Incidente N° 1 N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 22899/2020/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Servicio Penitenciario Federal. Cobro de sumas de dinero. Competencia ordinaria. 

El Tribunal tiene resuelto a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que el delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, la competencia del fuero de excepción si aquél no afectó intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.

Los hechos que denuncia el interno, en la que refirió que su defensor, habría cobrado una suma de dinero de su cuenta en el Banco Ciudad, por medio de una autorización certificada por una escribana, la que no le habría entregado en su totalidad, no parecen haber provocado una alteración al normal desarrollo de las funciones que presta el servicio penitenciario de Ezeiza, ni el de sus agentes nacionales, como así tampoco se aprecia la existencia de alguna otra circunstancia que haga surtir de modo directo la jurisdicción nacional, de naturaleza excepcional y restrictiva.

Incidente N° 1- Denunciante: S. B., Gonzalo Federico. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 35012/2019/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Usurpación de inmueble. Bienes del Estado. Competencia federal. 

El conocimiento del delito de usurpación sobre un inmueble de propiedad del Estado nacional, que puede provocar perjuicio directo a su patrimonio, corresponde al juzgado federal.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1465/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Intermediación financiera. Investigación inconclusa. Competencia federal. 

No se encuentran satisfechos en el caso los requisitos que exige la doctrina de Fallos 308:275, 315:312 y 323:171, entre otros, desde que el estado incipiente de la pesquisa impide establecer el verdadero alcance de los hechos y su real naturaleza, así como también dilucidar si existió una afectación a algún interés de la Nación, lo que en definitiva impide determinar su significación jurídica y consecuentemente la competencia material de esta causa.

Sólo a partir de la profundización de la pesquisa será posible establecer con el grado de certeza necesaria la real naturaleza de los hechos, especialmente cuando tampoco es posible descartar aún las consideraciones que realizan los denunciantes en orden al delito del artículo 310 del Código Penal. 

Es criterio del Tribunal que mantener y promover la competencia del fuero federal para investigar la posible comisión de delitos de intermediación financiera no autorizada, resulta de fundamental importancia para asegurar la eficacia de la norma que lo reprime, y que eso determina que, ante la existencia de alguno de los supuestos inherentes al delito en cuestión, la justicia federal no pueda declinar su competencia ni rechazar la que se le pretende atribuir, sin antes realizar las medidas necesarias para establecer si éste se halla configurado.

Incidente N° 2 – Pretenso querellante: M. R., Mariano Adalbeto s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 22334/2018/2/CS2, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Fraude. Correo electrónico. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

La presente causa no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58.

En tal sentido, tiene resuelto la Corte Suprema que, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa, en la que no se ha practicado diligencia alguna que permita acreditar desde que lugar se efectuó la llamada telefónica y tampoco se determinó el IP de la interfaz utilizada para enviar el correo electrónico que permitiría eventualmente ubicar el lugar de la conexión y otros datos relevantes para determinar la competencia.

A., Pablo Enrique c/ R. Felipe y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1177/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Narcomenudeo. Competencia federal. 

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

Por ello, y habida cuenta que de la descripción del hecho imputado al prevenido no surge cuál era el fin último del material estupefaciente que se encontraba en su poder, se considera que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa.

F., Braian Emanuel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2785/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Delitos contra la salud pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1 “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, que por sorteo corresponda, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.

Incidente n° 1 - Denunciante: C., Nicolás Alejandro. Denunciado: R., Juan s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5341/2021/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

Descartada por la justicia pampeana la posibilidad de endilgarle al imputado la sustracción de la motocicleta, corresponde declarar la competencia del juzgado bonaerense en cuyo territorio fue descubierto el delito. 

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2675/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme surge de los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo que el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

F., Eduardo Benjamín s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2023/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Abuso de autoridad. Coacción. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

Más allá del encuadre penal que corresponda dar a los hechos denunciados y de la calidad funcional de sus presuntos autores, la ausencia de constancias y mínimas diligencias que se advierte, no sólo con relación a la suficiente comprobación de los dichos de la denunciante sino también en torno a la posible afectación a la prestación del servicio de la Policía Federal Argentina, ya sea en el ámbito de esta Capital o en ajena jurisdicción, impiden, de momento, que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 y, por consiguiente, delimitar la elección del juez que en razón de la materia y el territorio deba conocer en su investigación.

Incidente N° 1 – Denunciante: Unidad Federal de Investigación de Delitos Federales de la Policía Federal Argentina. Sumario 31/2021 y otro. Imputado: C., Alejandro y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3844/2021/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Delitos contra la administración pública. Tráfico de influencias. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

La cuestión aún carece de la investigación suficiente que debe precederla a fin de que puedan individualizarse los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

En ese sentido, tiene resuelto la Corte que la declaración de incompetencia debe hallarse precedida de una adecuada investigación tendiente a determinar concretamente en qué figura delictiva encuadran los hechos denunciados, para lo cual debe contener la individualización de aquéllos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues solo respecto de un delito concreto cabe analizar la facultad de investigación de uno u otro juez.

Ello así, toda vez que no se cuenta en el expediente con elementos bastantes para precisar, con el grado de certeza que esta etapa exige, el verdadero alcance de los sucesos denunciados. En tal sentido, las manifestaciones del imputado con relación a las circunstancias de tiempo, lugar y ocasión respecto a las escenas publicadas en la que basa su declinatoria la juez provincial, no resultan suficientes para establecer con el grado de certeza necesario la real naturaleza de los hechos.

Por lo tanto, corresponde a la justicia provincial que previno, continuar con la investigación y, en su caso, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a su declinatoria, sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda y de cuanto resulte con posterioridad.

N.N. s/ Incidente de incompetencia – Denunciante: C., Sonia y otros

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1706/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.

La correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia, lo que no ocurre cuando, como en este caso, el juez provincial no asignó el conocimiento al declinante, sino que consideró que el delito había ocurrido en otro departamento judicial de su provincia.

En la medida en que el juez provincial no desconoce que la niña vive con su padre y que es allí donde se la priva del contacto con su madre, a él corresponde proseguir la investigación, sin perjuicio de que si luego entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

M., A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1876/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia nacional. 

Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente, la Corte se ve impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

La Corte tiene resuelto que para determinar la competencia resulta necesario precisar el hecho y su encuadre en una figura penal determinada, regla que no se habría cumplido en autos, pues el juez que promovió la contienda no lo determinó correctamente.

El planteo de competencia requiere que se precise mínimamente la existencia de algún delito, pues sólo con relación a delitos concretos cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente N° 1-Denunciante: Policía de la Ciudad de Buenos Aires Sumario 147.059/2021 y otros Imputado: M., Germán s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18575/2021/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Hurto. Bibliotecas. Academias nacionales. Competencia federal. 

En atención a lo dispuesto en el artículo 1° del decreto 409/2017 que ha transferido la Academia Nacional de la Historia de la República Argentina a la órbita del Ministerio de Educación y Deportes de la Nación, la presunta sustracción de un libro de la Biblioteca de dicha Academia resultan susceptibles de causar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación y afectar el buen funcionamiento de sus instituciones, por lo que corresponde a la justicia federal asumir el conocimiento de la presente causa.

Incidente N° 1-Denunciante: L., Mariana Miriam y otro Imputado: L. H. de B. A. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18088/2021/1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia nacional. 

Si la cuestión no se encuentra precedida de la investigación suficiente de modo tal que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.

Los hechos materia del proceso no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponde investigarlos.

Esas deficiencias deben ser suplidas por el magistrado que primero conoció de la notitia criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.

Incidente N° 1. Denunciante: División Delitos Informáticos Complejos de la Policía de la Ciudad. Sumario N° 186.242/21. Imputado: C., Camila Elizabeth s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18062/2021/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Retención indebida. Competencia nacional. 

La doctrina de la Corte establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida.

Incidente N° 1 - Denunciante: L. L., Rogelio Fernando y otro. Imputado: E. A. S.A. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12131/2021/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Falsificación de marca o designación. Estafa. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CCC 14141/2018/1/CS1 “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción ley 22.632 (art. 31 inc. b)”.

Incidente N° 2 - querellante: L. S. S.A. y otro imputado: T., Guillermo Alejandro d/ Incidente de incompetencia (Artículo 31 inciso b)

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8376/2020/2/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Cheque. Uso de documento adulterado. Juez previniente. Competencia nacional. Hurto. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

El Máximo Tribunal tiene dicho en reiterados precedentes que la sustracción de cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos; y en la medida en que el magistrado nacional no calificó debidamente ese suceso en una figura legal determinada como así tampoco ha sido corroborado el lugar de entrega del cheque cuestionado, lo que resultaría relevante a los efectos de determinar eventualmente la competencia de acuerdo a la doctrina de la Competencia N° 775, L. XXXII “Canovas, Carlos Edgardo s/ denuncia tentativa de estafa”, y de Fallos: 328:315, corresponde al juzgado nacional, que previno, profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo surja del trámite ulterior.

Por otra parte, dada la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento, de acuerdo a la doctrina de Fallos: 317:499, 325:950 y Competencia Nº 1329, L. XXXVII, “Chaparro, Edgardo Daniel s/ encubrimiento”, y Competencia Nº 948, L. XXXVIII, “Russo, Nicolás y García, Julio César s/ encubrimiento”, la justicia provincial debe realizar una adecuada investigación y dictar un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción de las chequeras en esa jurisdicción.

Incidente N° 1 - Denunciante: G. S., Gabriel y otro. Imputado: S., Roberto Eleodoro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 90568/2019/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

La presente contienda no se encuentra precedida de una investigación suficiente respecto a los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones jurídicas que les pueden ser atribuidas, que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

En tal sentido, tiene resuelto el Tribunal que la declaración de incompetencia debe hallarse precedida de una adecuada investigación, tendiente a determinar concretamente en qué figura delictiva encuadran los hechos denunciados, pues solo respecto de un delito concreto cabe analizar la facultad de investigación de uno u otro juez, circunstancia que no se presenta en el caso.

Incidente N° 1 Denunciante: G. P., Abraham José N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28864/2021/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Tiene establecido la Corte, que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse sobre el tribunal al que compete investigarlo.

En el presente caso no se advierte que se encuentren satisfechas tales exigencias, desde que la propia declinatoria prescinde de un encuadre jurídico sobre cuya base sustentar la incompetencia, en tanto se limita a una consideración abstracta de una eventual infracción a la ley 19.359, sin tampoco evaluar otras hipótesis delictivas.

Por otra parte, no consta que se hubieran realizado las mínimas diligencias de verificación de los hechos que se mencionan en la declinatoria, la que junto con las resoluciones de insistencia y rechazo, conforman los únicos elementos con que se cuenta en el incidente, en el que tampoco figura delimitado el concreto objeto procesal de la causa.

En definitiva, el juzgado ordinario no ha satisfecho las exigencias que la Corte impone para declarar la incompetencia.

Incidente N° 1 – Denunciante: C. A., Romina y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35858/2020/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción ley 22.362 (art.31 inc. b)”.

Incidente N° 1 - Denunciante: C. L., Cristian y otros N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26348/2021/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 

Atento el carácter federal que reviste el documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso -delitos no escindibles en el caso de la estafa- sin que a ello obste el supuesto de que se hubiera utilizado una fotocopia.

B., Brenda y otro. N.N. N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32992/2021/1/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción ley 22.362 (art. 31 inc. b)”.

Incidente N° 1 – Denunciante: H., Valeria Paola s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23340/2021/1/CS1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen

Documento nacional de identidad. Falsificación de instrumento público. Uso de documento falso. Competencia federal. Hurto. Competencia ordinaria. 

Es doctrina de la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, tal como ocurre en este caso con el hurto y la falsificación del documento nacional de identidad.

Sentado ello, tiene establecido el Máximo Tribunal, a través de numerosos precedentes, que atento al carácter federal que reviste un documento público nacional de identidad corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso. En consecuencia, y toda vez que prima facie surge la comisión de aquel delito, corresponde conocerlo al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal, y sin perjuicio de la investigación que deberá continuar ante la justicia ordinaria respecto del delito contra la propiedad.

Incidente N° 1 – Imputado: V. S., Amada s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33097/2021/1/CS1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2676/2021/CS1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Licencia de conducir. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si, como en este caso, no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.

Incidente N° 1 – Denunciante: Juzgado Criminal y Correccional Federal N° 8 y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 794/2021/1/CS1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Denunciante: C., Carlos Alejandro. Denunciado: O., Yisela s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4900/2021/1/CS1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Licencia de conducir. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si no surge, como en este caso, que se haya presentado en alguna institución nacional por lo que no se ha entorpecido el normal funcionamiento de organismos federales.

Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción al artículo 292, segundo párrafo del Código Penal, corresponde investigarla al Juzgado de Garantías, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.

Incidente N° 1 – Imputado: W., Yang Yang s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 38095/2020/1/CS1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen

Conducta fraudulenta. Clave fiscal. Competencia federal. 

Más allá de los escasísimos elementos con que se cuenta en autos, los términos de la denuncia permiten al menos considerar que en la pesquisa se encuentra involucrado el normal desarrollo del organismo nacional que inició la fiscalización del contribuyente, quien además dio cuenta de que a partir de ella se advirtió que se habrían ingresado datos falsos ante los registros informáticos de la entidad fiscal con eventual creación de obligaciones irregulares. Esas circunstancias determinan la jurisdicción de excepción.

Incidente N° 1 – Denunciante: A. P., Julio César Argentino José y otro. N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16211/2020/1/CS1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho no surge cuál era el fin último del material estupefaciente que se encontraba en poder de los prevenidos, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en esta causa.

Incidente N° 5. Imputado: M., Emiliano y otros s/ Incidente de incompetencia

FPA-Justicia Federal de Paraná, 6686/2021/5/CS1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen

Delitos contra la salud pública. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, que por sorteo corresponda, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.

Incidente N° 1 - Denunciante: C., Carlos Alejandro. Denunciado: J., Richard s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5150/2021/1/CS1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen

Economía procesal. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.

Incidente N° 7 – Imputado: G., Humberto Javier s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 119673/2018/TO1/7/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Secuestro extorsivo. Economía procesal. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.

Principal en Tribunal Oral TO 01 – Imputado: Jiayu H. y otro s/ Secuestro extorsivo – Damnificado: Yi  Z. y otro

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 21/2021/TO1/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Corte Suprema de Justicia de la Nación. Incompetencia. Cámara federal de apelaciones. Competencia penal. 

No corresponde a la Corte dirimir la presente contienda negativa de competencia, pues según el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 ello sólo puede tener lugar en ausencia de órgano superior jerárquico común, posición que ostenta la Cámara Federal de Casación Penal que, por ello, está llamada a intervenir en este caso.

Legajo N° 1 – Imputado: L., Héctor Fernando s/ Legajo de actuaciones complementarias

FSM-Justicia Federal de San Martín, 68/2017/TO1/90/1/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Usurpación. Competencia por el territorio. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada con relación al presunto delito de usurpación, en atención a que de las manifestaciones del denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, surge que la presunta ocupación ilegal habría ocurrido en el inmueble situado en la localidad bonaerense, el conflicto debe resolverse de acuerdo con la doctrina del Tribunal según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.

M., Ana Lía y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1735/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Estafa. Redes sociales. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Más allá de la significación penal que en definitiva corresponda asignar al hecho denunciado, en tanto ambos tribunales se refieren al delito de estafa, la Corte tiene dicho que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquel en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio han de ser tenidas en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que debe resolverse conforme a razones de economía procesal.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2521/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Discriminación. Redes sociales. Competencia provincial. 

Más allá de la subsunción legal que en definitiva corresponda asignar a los hechos, de los antecedentes remitidos no se advierten elementos que justifiquen el conocimiento de la justicia de excepción de acuerdo con la doctrina que la Corte tiene establecida con respecto a la competencia federal para el juzgamiento de las conductas previstas en el artículo 3 de la ley 23.592. La eventual aplicación de las agravaciones previstas en el artículo 2 de esa ley para la comisión de otros delitos no modifica, al menos en principio, la naturaleza común o federal de estos últimos.

Incidente N° 1 Pretenso querellante: B., Walter Hugo – Imputado: R., Alberto s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 3076/2020/1/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Delitos contra la libertad individual. Competencia provincial. 

Toda vez que de los dichos del denunciante, más las constancias de la causa, a los que cabe atenerse para resolver la competencia, se desprende que efectivamente la mujer de este estaría siendo víctima de un delito en la provincia de Buenos Aires, corresponde al juzgado bonaerense asumir la investigación e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios para dar precisión a la notitia criminis y luego resolver, de acuerdo a lo que resulte de ese trámite.

G., Néstor Fabián s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2517/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Habeas corpus. Condiciones de detención. Competencia criminal y correccional. 

La Corte ha establecido que, en principio, el hábeas corpus no autoriza a sustituir a los jueces propios de la causa en las decisiones que les incumben. En el presente caso la medida que pretende revertirse con esta acción obedeció a los problemas de convivencia que el detenido tuvo en el complejo de detención, según la decisión tomada por el tribunal criminal y correccional que lo condenó y solicitó su traslado al Servicio Penitenciario Federal, en ejercicio de las funciones que le incumben como encargado del control de la ejecución de la pena. 

En tales condiciones, corresponde enviar las actuaciones a esos estrados, para que adecue el tratamiento de esta petición al trámite que corresponda a esta clase de planteos y se resuelva lo que por derecho corresponda.

Presentante: U., Carlos Daniel s/ Hábeas corpus

FGR-Justicia Federal de General Roca, 8038/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3º del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. 

Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.

Incidente N° 1 – Denunciante: F., Ana María. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FRE-Justicia Federal de Resistencia, 254/2021/1/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Infracción a la ley 23.737.

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

Por ello, si bien no se han advertido por el momento movimientos compatibles con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, ni se ha dilucidado cuál era el fin último de su transporte, la gran cantidad de sustancias secuestradas y la forma en que estaban acondicionadas, no permiten afirmar que estuvieran destinadas a un consumo inmediato, por lo que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones.

F., Norberto Emilio y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2070/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Estafa. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 2099/2021/CS1, “N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2098/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Armas. Registro de armas. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

El incidente no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa en que el magistrado que previno no ha practicado diligencia alguna que permita, por una parte, constatar la realidad del hecho y discernir su adecuada calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos.

M., Fermín Alberto s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2309/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Estafa. Falsificación de instrumento público. Portación de armas. Tenencia de armas. Delitos comunes. Delitos federales. Competencia ordinaria. 

Es doctrina de la corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

A partir de la sanción de la ley 25.886, tanto la tenencia como la portación de armas pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria.

Incidente N° 9 - Imputado: C., Marcelo y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9158/2017/9/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Delitos tributarios. Factura falsa. Competencia en lo penal económico. 

Para el caso en que de una adecuada investigación se descartase eventualmente la existencia de específicos supuestos del ámbito penal económico, cabe recordar que el ingreso de datos falsos ante el organismo fiscal de la Nación, podría afectar su normal desarrollo y, en consecuencia, hacer surtir la jurisdicción federal.

Incidente N° 1 – T., Alejandro y otros. Imputado: M., Germán Ariel s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 90822/2019/1/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: O., Leonel y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8766/2020/1/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: L., Laura Lorena y otros s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 13027/2021/1/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

El juez que promovió la contienda no determinó el hecho correctamente y su calificación jurídica, pues aún no se han realizado medidas tendientes a establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la posible participación de agentes del organismo nacional, lo que resulta indispensable para determinar las calificaciones legales y, consecuentemente, la competencia material.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2099/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.

El conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido aún a la justicia local.

Incidente N° 1 imputado: S., Jeison Eliezer y otros s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2712/2021/1/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 3 – Imputado: A., María de los Ángeles y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 6742/2020/3/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Mala praxis. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

Tiene establecido la Corte que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.

Tiene resuelto el Tribunal que sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo, y que cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos.

Incidente N° 1 – Denunciante: P., M. A. y otro. Imputado: R., C. M. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25953/2021/1/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Estafa. Poder general. Economía procesal. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

Tiene establecido la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, por razones de economía procesal.

La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.

En esta inteligencia, más allá del lugar donde habría tenido lugar el ardid para lograr que los damnificados realicen las transferencias, la justicia de la provincia de Buenos Aires es la que se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que no solo en esa jurisdicción tienen sede las sucursales donde están radicadas dos de las cuentas registradas a nombre de los  imputados, sino que en territorio bonaerense también registran domicilio sus titulares.

Incidente N° 1 – Denunciante: I., Martín Máximo s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72418/2019/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Trata de personas. Explotación sexual. Competencia federal. 

El presente conflicto debe ser dirimido con base en el criterio establecido en las Comp. 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública” y Comp. 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.

Incidente N° 2 – Imputado: D., M. Á. A. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4897/2018/2/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Amenazas. Discriminación. Redes sociales. Competencia provincial. 

Más allá de la subsunción legal que en definitiva corresponda asignar a los hechos, lo cierto es que de los antecedentes remitidos no se advierten elementos que justifiquen el conocimiento de la justicia de excepción de acuerdo con la doctrina que la Corte tiene establecida con respecto a la competencia federal para el juzgamiento de las conductas previstas en el artículo 3° de la ley 23.592, sin perjuicio de las agravaciones que corresponda aplicar conforme lo previsto por el artículo 2 de esa ley para la comisión de otros delitos, cuya naturaleza -común o federal-, en principio, no modifica.

S., Pablo Emanuel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1975/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Certificado único de inspección técnica vehicular. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

M., Ricardo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2258/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

T., Juan Cruz s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2170/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

M., Leandro Ariel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2039/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

L., Matías Eduardo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2123/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

L. A., Mauricio Javier s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2181/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

T., Leandro Jesús s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2252/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

T. R. D., Mario Edgar s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2250/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

L., Andrés Gabriel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2082/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

S., Guillermo Fernando Vicente s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2102/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

S., Claudio Hugo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2105/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

S., Daniel Esteban s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2027/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

L., Diego Alejandro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2109/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

L., Gerónimo Ezequiel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2033/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.

Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial 13.927, la verificación y expedición de los certificados es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.

T., Jonatan Horacio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2035/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Usurpación de título u honores. Juez previniente. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que, si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.

Corresponde al juzgado nacional que previno, continuar con la causa cuyo objeto principal es la presunta maniobra del imputado de simular ser abogado inscripto y de esta forma engañar a los eventuales clientes, habida cuenta de que fue en esta ciudad donde se ejerció la profesión mediante un número de tomo y folio ajeno.

Incidente N° 5 – Imputado: P., Javier Alfredo s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14806/2016/5/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Cheque sin fondos. Competencia por el territorio. 

Es criterio de la Corte que el tribunal competente para investigar supuestos como el que origino esta incidencia es aquél con jurisdicción en el domicilio de los bancos girados.

Incidente Nº 1 - Querellante: O., Walter Rodolfo y otros Imputado: L., Diego Sebastián s/ Incidente de incompetencia

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 972/2020/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Contienda positiva de competencia

Derecho electoral. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

En la medida en que en el pronunciamiento de la Cámara Nacional Electoral fueron introducidos nuevos argumentos de interpretación del régimen legal modificado, que no integraron los que fueron sustento de la inhibitoria del juez federal, para una adecuada valoración de la cuestión, corresponde al tribunal de origen ponerlos en conocimiento del juzgado de garantías provincial para su debida consideración y, sólo ante la eventualidad de que ambos órganos mantengan su criterio, se trabe debidamente el conflicto.

C., Miguel Ángel y otros s/ Formula petición

CNE-Cámara Nacional Electoral, 8993/2018/CS2, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia CCC 44738/2021/11/CS1, “Incidente n° 11. Damnificado: E. C., Enrique y otros. Imputado: T.: Ezequiel Fabio y otro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 24. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2824/2021/24/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Estafa. Intermediación financiera. Economía procesal. Devolución del expediente. Competencia federal. 

Más allá de las razones que destaca el tribunal federal para sostener su competencia material en la causa seguida ante sus estrados, e independientemente de las circunstancias a las que también alude respecto de la firma imputada en ambos procesos, no es posible hacer lugar al planteo traído a consideración de la Corte.

No solo porque las escasas constancias incorporadas al incidente no permiten conocer si los episodios que motivaron la pesquisa provincial integran el objeto del proceso federal –o si se encuentran en él eventualmente subsumidos– sino porque, además, las propias resoluciones del magistrado federal omiten la realización de una detallada descripción de hechos que concretamente se encuentren bajo su conocimiento y que permitan hacer una valoración sobre el fondo de la cuestión inhibitoria planteada.

Incidente n° 1 – Imputado A. C. S.R.L. .s/ Incidente de incompetencia

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 42/2021/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Tenencia de estupefacientes. Transporte de estupefacientes. Almacenamiento de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 

La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario el conocimiento por parte de quien promovió el conflicto, de las razones que informaron lo decidido por el otro tribunal, para que declare si mantiene su anterior posición. 

Esta regla no ha sido observada en el presente pues sólo con la insistencia por parte del tribunal de apelaciones que la inició se habría suscitado una contienda que corresponde resolver de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58.

Sin embargo, también ha resuelto la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal.

Respecto del fondo del asunto, si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

En tales condiciones, de la investigación hasta ahora realizada en esta causa puede inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, en tanto estarían identificados los presuntos proveedores de las sustancias prohibidas. Por ello, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa.

M., Néstor Daniel y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1167/2021/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Tribunal de alzada. 

Según tiene dicho la Corte, los recursos pendientes de resolución obstan para la traba definitiva de la contienda, pues implican la eventualidad de que el tribunal superior del fuero se pronuncie negativamente acerca de la competencia que el magistrado de primera instancia se atribuyó; y por ello es preciso que sean resueltos con carácter previo.

En consecuencia, de acuerdo con esa doctrina corresponde que el tribunal de alzada se expida sobre el recurso pendiente.

C., Miguel Ángel s/ Formula petición

CNE-Cámara Nacional Electoral, 8993/2018/CS1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Juez previniente. Competencia provincial. 

Tal como se ha observado en el precedente registrado en Fallos: 322:656, en estas actuaciones no existe, en rigor, un conflicto jurisdiccional en el sentido previsto en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, dado que ello presupone una contienda entre dos tribunales o jueces.

A., Leonel Alberto s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1856/2022/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia federal. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. 

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa en que el magistrado que previno no ha practicado diligencia alguna que permita, por una parte, constatar la realidad del hecho denunciado y discernir su adecuada calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos.

Incidente nº 1- Denunciado: F. Z. s/ Incidente de incompetencia

FTU-Justicia Federal de Tucuman, 16527/2015/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Juez previniente. Competencia provincial. 

Toda vez que la actividad desplegada por los imputados sería el comercio de estupefacientes al menudeo, es de aplicación el criterio establecido por la Corte en la causa Competencia n° 130, L. XLII, “Echevarría, Sandra P. s/ infracción a la ley 23.737”.

Por otra parte, teniendo en cuenta lo resuelto por la Corte en la causa Competencia n° 611, L. XLIII, “Constante, Ramón Ceferino s/ infr. Ley 23.737”, la eventual aplicación del artículo 11 de la ley 23.737 no modifica esa solución.

B., Juan Alberto y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1702/2022/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 75415/2017/1/CS1, “N.N. s/ Lesiones graves. Damnificado: García, Susana”.

Incidente N° 1 - Damnificado: R., Ana Carolina. Imputado: T., Facundo Amílcar s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25437/2022/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º , del decreto ley 1285/58.

Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigar lo y juzgarlo.

Incidente nº 1- Damnificado: R., Franco. Imputado: B., Tomás Ezequiel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42386/2021/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. 

Remisión a los fallos de la causa CCC 75415/2017/1/CS1, “N.N. s/ Lesiones graves. Damnificado: García, Susana”.

Incidente N° 1 – Denunciante: Q., Candela y otro. Imputado: D. C., Brian s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7867/2022/1/CS1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

B., Adrián Alejandro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 762/2022/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia federal. 

Esta contienda no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. 

Los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso y el lugar de su comisión. Ese déficit, no permite discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponde llevar adelante la investigación.

Incidente n° 1 - Denunciante: Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal n° 10 s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 520/2022/1/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Prostitución de mayores. Competencia nacional. 

Las nuevas medidas realizadas completan un cuadro probatorio suficiente que, en el estado inicial en que se encuentra la causa, permite dar apoyo razonable a la calificación legal ensayada por el juzgado federal para descartar la hipótesis delictiva de su incumbencia, sin que la justicia nacional ordinaria haya expresado en esta ocasión los concretos motivos que sustentarían su posición contraria en ese sentido o reforzado con nuevos argumentos lo dicho en su anterior intervención.

De tal manera, las circunstancias fácticas plasmadas por el juez federal son suficientes para justificar que el trámite de la causa no continúe ante sus estrados, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, pues privan de verosimilitud a la hipótesis del delito de trata de personas al que se refiere la ley 26.364.

Incidente N° 2 – N.N.: Ciudad de la Paz 4xx (ocupantes de la finca) y otro s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 656/2019/2/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Devolución del expediente. 

Sin perjuicio de las consideraciones realizadas, en el dictamen emitido en la causa CCC22901/2013/TO1/9/CS2, "L., Patricia y otros s/ Coacción y lesiones leves" –concordantes, en esencia, con los argumentos desarrollados en los votos disidentes en el fallo dictado el 4 de abril de 2019 en el incidente CSJ 4652/2015/CS1, "Bazán, Fernando s/amenazas"- en razón de lo allí resuelto por la mayoría del Tribunal, se remite en devolución las presentes actuaciones, a sus efectos.

Incidente Nº 1- Denunciante: Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional N° 63 causa 26.095/2022 y otros N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26806/2022/1/CS1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CCC 17321/2019/1/CS1, “Torday, Matías Nehuén s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1-Damnificado: Á., Milagros Natalia. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30016/2022/1/CS1, 16 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Concurso de delitos. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Abuso de armas. Portación ilegítima de armas. Resistencia a la autoridad. Competencia federal. Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto.

También tiene resuelto la Corte que cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque medie entre ellos una relación de conexidad.

En esa línea, y sin perjuicio del carácter de las funciones que, en definitiva, se encontraban realizando los efectivos de Prefectura Naval, en tanto la resistencia a la autoridad que se investiga en la presente causa se produjo contra agentes de una fuerza de seguridad nacional mediante la utilización de un arma con su numeración registral parcialmente erradicada, y habida cuenta de que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, inciso 5 del Código Penal, se encuentra incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e) del Código Procesal Penal de la Nación, la justicia de excepción deberá conocer también respecto de las infracciones a los artículos 104, 189 bis, inciso 2, párrafo 4 y 239 del Código Penal .

Por otra parte, en relación con la infracción al artículo 205 del Código Penal, habida cuenta de que el conocimiento de esa figura no fue transferido aún a la justicia de la ciudad, corresponde conocer al respecto al juzgado nacional en lo criminal y correccional que por turno corresponda, aunque no haya sido parte en la contienda.

C., Ramón Ignacio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1284/2022/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

Incidente N° 4- Damnificado: C., José Antonio. Imputado: M., Mario Ezequiel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53914/2022/4/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previnienete. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

El presente no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

N. N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1272/2022/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

No se presentan nuevas circunstancias que autoricen a modificar la decisión por la cual la justicia federal oportunamente aceptó su competencia respecto de la causa cuyo desprendimiento dio origen a estas actuaciones.

Principal en Tribunal Oral TO02. Imputado: L. O., Geovanny s/ Infracción Ley 23.737

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 821/2019/07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa en que el magistrado que previno no ha practicado diligencia alguna que permita, por una parte, constatar la realidad del hecho y discernir su adecuada calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos.

P. R., Francisco Leopoldo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1224/2022/CS1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Juez previniente. Competencia provincial. 

Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Es preciso contar con los elementos de juicio necesarios que permitan precisar con el grado de certeza que esta etapa procesal exige, el verdadero alcance de los hechos denunciados para poder encuadrarlos en una figura legal determinada y expedirse luego en torno al juez competente para investigarlos.

En consecuencia, corresponde al juzgado bonaerense, que previno, profundizar la investigación e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

M., Fernando Omar s/ Incidente de incompetencia

COMP.CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2192/2022/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Superior Tribunal de Justicia. Incompetencia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 325/2021/CS1, “F., María Alicia c/ L., Gabriel Isaías s/ Incidente de incompetencia – L., Gabriel Isaías s/SAG – otros (recurso de inconstitucionalidad denegado)”.

V., Nelson Javier s/ Queja por recurso de inconstitucionalidad denegado (penal) en N. B., Alejandro Daniel y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1601/2022/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 325/2021/CS1, “F., María Alicia c/ L., Gabriel Isaías s/ incidente de incompetencia – L., Gabriel Isaías s/ SAG – otros (recurso de inconstitucionalidad denegado)”.

P. B., Daniel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2039/2022/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 325/2021/CS1, “F., María Alicia c/ L., Gabriel Isaías s/ Incidente de incompetencia – L., Gabriel Isaías s/ SAG – otros (recurso de inconstitucionalidad denegado)”.

P. B., Daniel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2038/2022/CS1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que, si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal, lo que no se advierte en estos actuados. 

En tales condiciones, corresponde al magistrado nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.

Incidente N° 1. Denunciante: C., Diego Gerardo. Imputado: L., Walter y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58648/2021/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Es doctrina de la Corte que, si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.

A su vez, también tiene establecido que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se advierte en el caso.

En tales condiciones, corresponde al juez federal, que previno en la contienda, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.

Incidente N° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1294/2022/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Es doctrina de la Corte que, si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.

A su vez, también tiene establecido que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en el caso. 

En tales condiciones, corresponde al juez federal, que previno en la contienda, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.

Incidente N° 1. Denunciante: Juzgado Federal N° 9. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1542/2022/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En ese sentido, tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente N° 1 - Denunciante: F., Jennifer Soledad. Imputado: F., Fabián Darío s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9327/2022/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia federal. 

Es doctrina de la Corte que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrar los prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.

A su vez, también tiene establecido que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en el caso.

Ello es así, pues aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, quiénes serían las personas involucradas, cuáles serían los delitos a investigar y dónde se habrían consumado, lo que resulta indispensable para determinar tanto la competencia material como territorial.

Incidente N° 1. Denunciante: Juzgado Federal N° 9 y otros. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1544/2022/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Es doctrina de la Corte que, si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. 

A su vez, también tiene establecido que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en el caso.

En tales condiciones, corresponde al juez federal, que previno en la contienda, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos  y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja. 

Incidente N° 1. Imputado: R., Milagros s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1298/2022/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (Art. 277, inciso 1°)”. 

De acuerdo a la doctrina de la Corte en Fallos: 324:1617 y 3651 y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.

P. S., Carlos s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2380/2022/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia FLP 2681/2022/1/CS1, “Incidente N° 1 – NN: N.N. s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 783/2022/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. 

El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. 

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente N° 1- Denunciante: C., Martín s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44093/2021/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1754/2022/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

P., Juan José s/ Incidente de incompetencia

COMP.CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1470/2022/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia provincial. 

Los términos del artículo 3 de la ley 26.052 se refieren a la conexidad que podría existir entre una pesquisa en trámite ante el fuero ordinario y otra sustanciada ante la justicia de excepción, ambas por infracción a la ley 23.737, lo que no sucede en el caso en el que el objeto de la investigación a cargo de la justicia federal es un secuestro extorsivo, hecho independiente del que es materia de esta contienda. 

En tales condiciones, no corresponde la acumulación de ambos procesos, motivo por el cual la justicia local deberá continuar conociendo en esta causa.

G., María Isabel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2187/2022/CS1, 04 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

El presente conflicto suscitado, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Esos requisitos no se encuentran cumplidos en la presente incidencia pues de los escasos elementos incorporados a ella no resulta posible determinar si el suceso tiene entidad delictiva ni mucho menos, su calificación legal, especialmente cuando sólo se cuenta con las resoluciones de los magistrados intervinientes que refieren genéricamente a un supuesto hecho que habría sido cometido en un hipotético lugar sin que se hayan practicado las diligencias necesarias en tal sentido.

P. G., Adriana Teresa s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1089/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Es doctrina de la Corte que, si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal lo que no se advierte en estos actuados.

En tales condiciones, corresponde al magistrado local que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de él lo surja.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 608/2022/CS1, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 17321/2019/1/CS1 “Torday, Matías Nehuén s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1- Querellante: D., Daniel Tomás. Imputado: T., Franco Damián s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3550/2020/1/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

La Corte se halla impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 pues, no se encuentran cumplidas las exigencias que impone el criterio de Fallos: 303:328; 304:949; 323:772 y 340:722.

Ello así, desde que la propia declinatoria omite realizar una descripción detallada de hechos perfectamente definidos sobre cuya base realizar una correcta calificación jurídica que encuentre debido respaldo en los antecedentes del sumario.

En efecto, tal resolución solo menciona las consideraciones que realizó la fiscalía, pero no se describen las concretas circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se habrían efectuado las supuestas maniobras de captación de ahorros al público a las que se refiere en abstracto aquella parte, ni se explica además si integrarían alguna de las conductas que ya investiga el fuero federal.

En definitiva, el tribunal declinante se limita a señalar que no era posible descartar que el accionar atribuido a los imputados pudiera también encuadrar en el delito del artículo 310 del Código Penal, sin que conste determinado aún el concreto alcance de ese reproche.

Se omite explicar de qué modo cabría considerarse la eventual existencia del concurso ideal de delitos al que también se refiere la declinatoria, sin remitir siquiera a ningún elemento de cargo que pudiera sustentar la consideración de que ambos procesos resulten inescindibles a partir de la vinculación a la que alude respecto de la organización de tipo piramidal y de las más de seiscientas setenta causas acumuladas por presuntas defraudaciones de inversionistas.

Tampoco se advierte en aquella resolución que se presenten establecidas circunstancias análogas a las que se informaron en el precedente que también se invoca y en el que se hallaba determinado que la intermediación financiera ilegítima habría sido el medio a través del cual se habría cometido la concreta defraudación allí denunciada.

Finalmente, no resultan atendibles los restantes argumentos del declinante, pues además de que no es posible invocar las reglas de acumulación por conexidad en conflictos como en el que aquí se suscita tampoco se presentan establecidas eventuales razones que permitiesen hacer excepción a ese principio.

Resulta imprescindible esclarecer los aspectos señalados a fin de delimitar adecuadamente el concreto objeto de este proceso y discernir la materia de la que se trata, e inclusive para descartar o, en su caso, establecer, correctamente, la eventual existencia de alguna otra investigación en la que pudieran ventilarse episodios de igual tenor.

En consecuencia, corresponde que la justicia nacional ordinaria, que previno, continúe con la investigación a fin de subsanar las deficiencias señaladas, sin perjuicio de lo que de ello pudiera resultar, incluso en orden a determinar si con motivo de los hechos pudiera haberse ocasionado alguna afectación de intereses de la Nación.

Incidente N° 1 – Denunciante: C., Juan Agustín y otros. Imputado: G. Z. y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3501/2022/1/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte atento al criterio establecido en la Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento".

Incidente N° 1. Imputado: T., Oscar Gerardo s/ Incidente de incompetencia

FGR-Justicia Federal de General Roca, 4113/2019/1/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

La presente contienda se ha tornado abstracta, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.

Incidente N° 1 – Beneficiario: P. C., Diego Armando s/ Incidente de incompetencia

FGR-Justicia Federal de General Roca, 9310/2022/1/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que estarían identificados los presuntos proveedores de esas sustancias.

Incidente N° 20. Imputado: H., Nahuel Ángel y otros s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 28482/2019/TO1/20/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 82/2022/CS1, “R., L. s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia – Denunciante.: P., L.

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 7/2022/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Trata de personas. Investigación inconclusa. Competencia federal. 

Más allá de la concreta calificación legal que en definitiva se les asigne a los hechos, los fundamentos dados por la justicia federal para descartar la existencia, en el caso, de conductas inherentes a la trata de personas, no son suficientes para contrarrestar la incertidumbre que se advierte acerca de la situación de la víctima cuyo paradero sigue sin conocerse al presente.

Sin perjuicio de las pruebas reunidas hasta el momento, resulta necesario profundizar la pesquisa en orden a esas circunstancias y en atención a la estrecha relación que existe entre este delito, la explotación económica del ejercicio de la prostitución (artículo 127 del Código Penal) y otros conexos, dado que constituyen una forma o modo de explotación del ser humano expresamente definido como tal por la ley.

Incidente N° 1 - N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 18320/2021/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Amenazas. Estupefacientes. Delitos federales. Competencia provincial. 

Tiene resuelto el Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

Asimismo, ha dicho la Corte que la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.

Incidente N° 1- Denunciado: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FPA-Justicia Federal de Paraná, 79/2022/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. n° 398 L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. Presunta infr. Ley 23.737”.

Incidente N° 1. Imputado: V., Florencia Vanina s/ Incidente de incompetencia

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 2490/2020/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Inhabilitación absoluta. Curatela. Competencia civil. 

Es criterio de la Corte que corresponde al fuero civil conocer de las cuestiones relacionadas con la curatela prevista en el artículo 12 del Código Penal.

Incidente Nº 1 - Imputado: T., Fabián Alcides s/ Incidente de incompetencia

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12007020/2005/TO1/15/1/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho no surge cuál era el fin último del material estupefaciente que se encontraba en poder de los imputados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que entienda en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.

L., Carlos Agustín y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 490/2022/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Auto de sobreseimiento. Cuestión abstracta. 

Remisión al fallo de la causa Comp. n° 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.

Incidente Nº 3- Denunciante: Juzgado Penal Contravencional y de Faltas N°24 C.197.578/2021, y otros. Imputado: G., Roberto César s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39350/2021/3/CS1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. 

Remisión al fallo de la causa Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".

Incidente N° 1 - Imputado: B., Josué Emanuel s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6315/2020/1/CS1, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. 

De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV,  “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado bonaerense asumir el conocimiento de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.

P., Héctor David s/ Incidente de incompetencia

COMP.CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1104/2022/CS1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, tiene resuelto la Corte que la declaración de incompetencia debe contener la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues solo respecto de un delito concreto cabe analizar la facultad de investigación de uno u otro juez, circunstancia que no se presenta en autos.

No se cuenta en la causa con los elementos para precisar, con el grado de certeza que esta etapa exige, el verdadero alcance de los hechos denunciados, sin que ni siquiera consten realizadas las mínimas diligencias de investigación tendientes a acreditar al menos el modo en que habrían ocurrido, lo que en consecuencia no permite encuadrarlos en una figura penal correctamente determinada, lo que impide la aplicación del criterio establecido por la Corte en Fallos: 308:213; 317:223 y 323:867.

La Corte tiene resuelto que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 198 del Código Aeronáutico, sólo provocan la intervención de la justicia federal aquellos delitos que puedan afectar directamente la navegación o el comercio aéreos.

Con base en estas consideraciones, corresponde al juzgado nacional de esta Capital, que previno, profundizar la investigación a ese respecto e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis.

Incidente n° 2 - Imputado: A. G. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13631/2021/2/CS1, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal, lo que no se advierte en estos actuados.

En tales condiciones, corresponde al magistrado local que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darles precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.

L. G., Juan Patricio y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 279/2022/CS1, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia Federal. 

La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en ley 23.737 al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte en la causa que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga.

Por ello, toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones a la ley 23.737 corresponde a la justicia de excepción, a lo que debe sumarse que el objeto de esta investigación se refiere a una actividad que se desarrollaría tanto en la provincia de Entre Ríos, como en las provincias de Corrientes y Misiones, conveniente que la justicia federal continúe conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.

Incidente n° 2. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FPA-Justicia Federal de Paraná, 1568/2020/2/CS1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia Federal. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia FPA 1568/2020/2/CS1. “Incidente n° 2. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1115/2022/CS1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Tenencia simple de estupefacientes. Competencia provincial. 

Atento lo que surge de los antecedentes agregados al incidente, al acusado se le imputó el delito de tenencia simple de estupefacientes previsto en el artículo 14, primera parte, de la ley 23.737. Por ello, se considera que de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en Fallos: 329:6047, corresponde a la justicia local conocer en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.

Incidente n° 5. Imputado: D., Daniel Darío s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 3398/2021/5/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Habida cuenta de que existe coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre la calificación de la conducta denunciada, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.

Incidente n° 1 - Denunciante: Oficina de acceso a justicia del MPF CABA derivación N 470110/21 y otro N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58123/2021/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

Incidente n° 1. Damnificado: M., Marcos Sebastián. Imputado: R., Claudia Soledad s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31847/2021/1/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CCC 17321/2019/1/CS1, “Torday, Matías Nehuén s/ incidente de incompetencia”.

Incidente n° 2. Damnificado: R., Mariela Agustín. Imputado: C. R., Eliseo Joel y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14897/2020/2/CS1, 09 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 815/2022/CS1, “Q., M. F. s/ internación – incidente de competencia”.

Q., M. F. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 741/2022/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde al juzgado provincial asumir el juzgamiento de las infracciones al artículo 289, inciso 3, del Código Penal.

M. S., Lautaro Gabriel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1434/2022/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Imputado: C., Horacio y otro s/ Incidente de incompetencia

COMP.FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 11462/2020/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Imputado: F., Walter Miguel s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 7620/2020/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1)”.

Incidente n° 1. Damnificado: L., Juan Carlos. Imputado: A., Daniel Armando s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78500/2019/1/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

De acuerdo con la doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal.

Imputado: R., Marcelo Gabriel y otro s/ Incidente de incompetencia

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 5064/2021/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Imputado: R., Griselda Soledad y otro s/ Incidente de incompetencia

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 13290/2020/CS1, 06 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia federal. 

Más allá de considerar que la declinatoria resulta prematura atento que no se advierte que el juez federal hubiera efectuado una investigación suficiente que permitiera individualizar los hechos atribuidos a uno de los imputados con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, lo cierto es que, en principio, no puede descartarse la posible vinculación que podría existir entre la actividad desplegada por el nombrado con el hecho por el que fueron condenados en sede federal los otros imputados, en el marco de la causa FSM 6381/2019, y con la investigación por la que se habrían extraído testimonios para que la justicia de excepción continuara con la investigación respecto del prófugo de la causa.

Incidente N°1. Imputado: E., Juan Carlos s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 27220/2020/1/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resulta indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

G., Gabriel y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 479/2022/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

No existe una contienda actual que corresponda a la Corte dirimir ya que el juzgado provincial se inhibió a favor de un tercer órgano judicial que se consideró competente.

Por otra parte, las razones del Juzgado de Instrucción para mantener su competencia en el sub lite fueron examinadas en el conflicto positivo de competencia que quedó trabado entre éste y el Juzgado Federal en el incidente CFP 7694/2021 /3/CS1, en el que esta Procuración General dictaminó en el día de la fecha.

Incidente N° 1- Denunciante: M., Dalma Nerea y otros. Imputado: M., Matías Edgardo s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11155/2021/2/1/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. 

De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde al juzgado provincial asumir el juzgamiento de las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.

G., Facundo Ariel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1303/2022/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Servicio Penitenciario Federal. Personal penitenciario. Juez previniente. Competencia federal. 

Si bien la actuación de agentes del Servicio Penitenciario Federal en pleno desempeño de funciones propias en un establecimiento penitenciario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que administra en ese territorio una autoridad nacional, compete, con arreglo a la doctrina que para casos de esta naturaleza ha desarrollado la Corte, a la justicia nacional ordinaria de la Capital, de los escasos antecedentes remitidos no resulta posible descartar, de momento, un obrar negligente u omisivo por parte de los agentes de la Unidad, en su carácter de auxiliares de la justicia federal, en cuanto a la falta de acatamiento de la orden del Juzgado Federal.

Incidente N° 1 – Damnificado: F., Natalia s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10024/2020/1/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido la Corte que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal, lo que no se advierte en estos actuados.

En tales condiciones, corresponde al magistrado local que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2780/2021/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Competencia CCC 30270/2020/1/CS1, “Mazzocchi, Marina s/ incidente de incompetencia”.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2677/2021/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Competencia n° 398 L. XLII, “Conte, Gabriel s/ av. presunta infr. ley 23.737”.

Incidente N° 1. Imputado: B., Gastón Octavio s/ Incidente de incompetencia

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 8946/2020/1/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

De acuerdo con los fundamentos expuestos en el fallo de la causa Competencia CSJ 78/2021/CS1, “Arrascaeta, Gustavo Leonel y otros s/ incidente de incompetencia”, corresponde a la justicia federal conocer en esta causa.

A., Sergio Rodolfo y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2860/2021/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Economía procesal. Competencia provincial. 

En la presente contienda, se investigan hechos que guardan una estrecha vinculación con la causa n° 07/04/27129/19, “Heredia Santana Robin s/ Falsificación de documento”, en trámite ante el juzgado provincial y por razones de economía procesal resulta conveniente que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.

I., Aníbal Rubén y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 96093/2019/1/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Usurpación. Estado Nacional. Competencia federal. 

En tanto no se encuentra controvertido en el caso que la presunta comisión del delito de usurpación recae sobre un terreno de propiedad del Estado nacional, es de aquéllos que pueden provocar perjuicio directo a su patrimonio.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 700/2022/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que estarían identificados quieres proveerían, distribuirían y comercializarían esas sustancias.

De acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe declararse la competencia de la justicia federal para que conozca en estas actuaciones.

Incidente N° 1. Imputado: D., Leandro Emanuel y otro s / Incidente de incompetencia

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 3296/2021/1/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto- ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2582/2021/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto- ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal, lo que no se advierte en estos actuados.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2520/2021/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte atento al criterio establecido en la Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento".

Incidente N° 1. Imputado: S., Natán s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41305/2021/1/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte atento al criterio establecido en la Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento".

Incidente N° 1. Imputado: A., Leandro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40276/2021/1/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En ese sentido, tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

F., Luciana s/ Incidente de incompetencia

COMP.CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 835/2022/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte atento al criterio establecido en la Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento".

Incidente N° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5680/2021/1/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto- ley 1285/58. 

A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal.

En tales condiciones, corresponde al magistrado local que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.

R., Ariel Hernán s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2515/2021/CS1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. 

De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial asumir la investigación acerca de las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.

J. P., Jean Jefferson s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1267/2022/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Tenencia ilegítima de armas. Delitos comunes. Competencia provincial. Comercialización ilegal de estupefacientes. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Juez previniente. Competencia federal. 

En relación con la primera hipótesis delictiva, relacionada con el arma incautada, cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde a la justicia local conocer al respecto.

La segunda hipótesis delictiva se refiere a la actividad desplegada por los imputados en infracción al artículo 5, inciso c), de la ley 23.737. Al respecto, tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquel la ley, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte en la causa que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que su actividad se limite al último eslabón de la cadena de comercialización. Por tal motivo corresponde a la justicia federal continuar conociendo en tal sentido.

Por otra parte, respecto de la tercera hipótesis, vinculada con las armas halladas en poder de dos de los imputados, resulta conveniente recordar que es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto.

En tal sentido, surge del informe pericial que tanto el revólver incautado, como la pistola secuestrada presentaban sus numeraciones registrales erradicadas. Al respecto, luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5, del Código Penal, se encuentra incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.

Por tal motivo, independientemente de la relación que pudiera tener con la infracción a la ley 23 .737, también corresponde a la justicia de excepción conocer en relación con la tenencia de las armas secuestradas, y de la supresión de la numeración de dos de ellas o su posible encubrimiento. 

Por último, respecto del arma hallada bajo la custodia de otro de los imputados, no resulta clara la imputación efectuada en su contra. En tales condiciones, deberán remitirse las actuaciones a la justicia federal que previno, a efectos de dilucidar ese aspecto.

Incidente n° 22. Imputado: P., Juan Pablo y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4422/2017/22/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. 

De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial asumir también el conocimiento de las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.

V., Guido Raúl s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1266/2022/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte atento al criterio establecido en la Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento".

Incidente N° 1 – Imputado: C., Delia Ester s/ Incidente de incompetencia

FPA-Justicia Federal de Paraná, 2180/2021/1/CS1, 14 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Denunciante. Competencia provincial. 

Más allá de la escasa investigación llevada a cabo hasta el momento, y sin perjuicio de las calificaciones legales que puedan atribuirse a los sucesos, la Corte tiene resuelto que cuando las declaraciones del denunciante son verosímiles y no están desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre la base de esas manifestaciones.

En consecuencia, atento que los hechos denunciados habrían ocurrido en territorio bonaerense, corresponde al juzgado provincial continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones, sin perjuicio de que si considera que el asunto concierne a otro magistrado de su misma provincia, le remita las actuaciones de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente N° 1 – Imputado: P., Andrea Beatriz s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24375/2020/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 

Cabe recordar que si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. 

En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que estaría identificado quien proveería las sustancias prohibidas, al menos a uno de los otros imputados.

De acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe declararse la competencia de la justicia federal para que conozca en estas actuaciones.

F., Facundo Eduardo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2492/2021/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia".

Incidente N° 1 - Imputado: Z., Pedro Benjamín s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 18532/2020/1/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 2 – Imputado: C. B., Ramón Mateas Alejandro y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8878/2020/2/CS1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 

El presente conflicto de competencia, no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

La Corte tiene establecido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente N° 1 - Damnificado: Z. M., Winivel. N.N. N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4344/2022/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

El presente conflicto suscitado, no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Incidente Nº 1- Denunciante: I., Florencia Ayelen y otro. Imputado: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41406/2020/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Los escasos elementos de convicción que obran en estas actuaciones, y la falta de precisión que puede apreciarse en las manifestaciones vertidas por la denunciante en su declaración, impiden dilucidar el lugar, verdadero alcance y significación jurídica de la totalidad de los acontecimientos presuntamente delictivos, así como determinar si se encuentran ligados a una misma situación de conflicto.

Ese defecto se ve corroborado por las declinatorias de los jueces intervinientes, en tanto en ellas no se observa la calificación jurídica de los sucesos que motivaron la presente incidencia, lo que impide a la luz de la doctrina de la Corte citada precedentemente, la adecuada resolución del conflicto.

Por lo tanto, corresponde a la justicia provincial, que previno, continuar con la investigación de las presentes actuaciones a fin de darle precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.

C. A. A. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 62/2022/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa en que el magistrado que previno no ha practicado diligencia alguna que permitiera, por una parte, constatar la realidad del hecho y discernir su adecuada calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos.

En tales condiciones, corresponde al juzgado provincial, que previno, continuar investigando en la causa a fin de darle precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.

C. D., Melina s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2888/2021/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Con relación a los hechos motivo de esta contienda, la Corte ya se expidió con fecha 6 de febrero de 2018, sin que, de los elementos ahora acompañados surja circunstancia alguna que torne necesario modificar aquella decisión.

Por lo tanto, de acuerdo a los fundamentos que entonces la informaron, corresponde a la justicia local continuar conociendo en esta causa.

L. T. d. C. S.R.L. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2019/2021/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

En primer término, la profusión de decisiones jurisdiccionales de los juzgados intervinientes en el conflicto, actuó en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de administración de justicia.

Por lo demás, la denuncia y la documentación que aportó el administrador del Consorcio de Copropietarios, de la localidad bonaerense de Avellaneda, en la que le imputa al encargado de esa administración durante un periodo anterior, la supuesta comisión de los delitos de administración fraudulenta y defraudación por retención indebida, no alcanzan para individualizar precisamente los hechos sobre los cuales versa la controversia con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, lo que impide, a la luz de la doctrina de la Corte citada precedentemente, la adecuada resolución del conflicto.

Si bien los jueces provinciales intervinientes sostuvieron en sus resoluciones declinatorias que habría sido en la oficina que tiene el denunciado en esta Capital, donde se produciría la retención indebida de la documentación del consorcio en cuestión, lo que ha sido negado por aquél, lo cierto es que no se realizó ninguna medida probatoria dirigida a esclarecer las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habrían ocurrido los hechos, ni siquiera se ratificó la denuncia en la que, además, se alude a otra causa que tramita en jurisdicción bonaerense y tendría conexidad subjetiva y objetiva con estas actuaciones, por lo que, corresponde a la justicia provincial, que previno, profundizar la investigación e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos y, resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

COMP.CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2113/2021/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Receta médica falsa. Falsificación de documentos. Competencia federal. 

Habida cuenta de que ambos magistrados coinciden en que el suceso en estudio configuraría, al menos, el delito previsto por el artículo 29 de la ley 23.737, toda vez que el conocimiento prioritario de las infracciones previstas en esa norma corresponde a la justicia de excepción, y que al inicio de esta investigación aún no se encontraba vigente el traspaso de la competencia a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires respecto de las figuras indicadas por la ley 26.052, corresponde a la justicia federal continuar conociendo en estas actuaciones.

Por otra parte, más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda asignar a los hechos en estudio, respecto de la infracción al artículo 292 del Código Penal, si bien a la fecha de efectuada la denuncia que dio origen a esta causa se encontraba vigente el traspaso del segundo convenio de transferencia de competencias a la Ciudad de Buenos Aires, lo cierto es que la ley nacional 26.702 establece en la tercera parte de su anexo, que la justicia local deberá investigar en la falsificación de documentos siempre que se trate de instrumentos emitidos, o cuya competencia para emitirlos sea de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, lo que no sucede en el caso en tanto la credencial presuntamente apócrifa sería de las expedidas por el Ministerio de Salud de la Nación.

Incidente n° 1: Imputado: O., Paola C. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39383/2018/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Concurso de delitos. Competencia por conexidad. Competencia nacional. 

Es criterio de la Corte que ante una pluralidad de delitos, la conexidad que pudiera existir entre los de naturaleza federal y los de índole común no basta para otorgar la intervención a la justicia de excepción respecto de delitos que son ajenos a su competencia, ya que las reglas de conexidad son aplicables entre jueces que comparten la misma competencia material y territorial.

En consecuencia, no es posible advertir que los hechos objeto del proceso correspondan a la competencia federal en razón de la materia o las personas, como así tampoco se vislumbra, hasta el momento, elemento específico alguno que admita vincular esta causa con la que tramita ante el fuero de excepción, más allá de la eventual conexidad subjetiva, que ya se descartó como motivo suficiente en el párrafo anterior. Asimismo, en las causas que tramitan ante el fuero federal los imputados utilizaban documentos de identidad falsos, circunstancia que tampoco se advierte en la presente.

Incidente N° 1 - Damnificado M. N., Lorenzo Hans y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49044/2018/1/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. 

Remisión al fallo de la causa Competencia n° 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento”.

Incidente N° 2– Imputado: G., Eduardo Gustavo s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 94726/2019/2/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

Es doctrina del tribunal que, si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto - ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se advierte en estos actuados.

V., Sergio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1961/2021/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia federal. 

No es posible para el Máximo Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 cuando las consideraciones realizadas en las resoluciones agregadas al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los sucesos y la calificación legal aplicable.

En ese sentido, no se descartaron de manera concluyente las hipótesis relacionadas con el delito de lavado de activos y la intermediación financiera no autorizada, extremo decisivo para dirimir la competencia.

En tales condiciones, corresponde a la justicia federal que previno, continuar con la investigación y, en su caso, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a su declinatoria, sin perjuicio de lo que de ello pudiera resultar.

Incidente N° 2 – Denunciante: I. I., Teófilo s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9255/2018/2/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquella ley, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga.

Incidente N° 17. Imputado: M., Miguel Ángel y otros s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 32317/2019/TO1/17/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde a la justicia provincial asumir también el conocimiento respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal.

Incidente N° 1 - Imputado: C., Yésica Iliana s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 17941/2015/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.

En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final. Por todo lo expuesto, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en estas actuaciones.

Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 128133/2018/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. n° 398, “Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. Ley 23.737”.

Incidente N° 1: N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 110833/2019/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Estupefacientes. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 398, L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. ley 23.737”.

Incidente N° 1. Imputado: S., Nicolás Elías s/ Incidente de incompetencia

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 2478/2020/1/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 

Las hipótesis delictivas a considerar son dos.

La primera de ellas se refiere a la actividad desplegada por los imputados en infracción al artículo 5, inciso c), de la ley 23.737.

Al respecto, tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquella ley, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, esta Procuración General no advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que su actividad se limite al último eslabón de la cadena de comercialización.

Por tal motivo, más allá de la posible vinculación que podría tener con la causa en trámite ante la justicia federal a la que hace mención la magistrada provincial, corresponde a la justicia federal continuar conociendo en tal sentido.

Respecto del delito de tenencia de armas de uso civil, cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5), del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.

Por tal motivo, la justicia federal también debe continuar con la investigación de tales supuestos.

Incidente N° 14. Imputado: M., Walter y otro s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 12898/2020/14/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen

Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 17321/2019/1/CS1, “Torday, Matías Nehuén s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Imputado: R., David s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53420/2021/1/CS1, 14 de junio de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde al juzgado provincial asumir el juzgamiento de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.

B., Francisco Javier s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 979/2022/CS1, 14 de junio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. N° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 694/2022/CS1, 14 de junio de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte atento al criterio establecido en la Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento".

V., Mariano Julio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1806/2021/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

Incidente N° 1 - Imputado: A. F., Franco Agustín y otro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50315/2018/1/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde al juzgado provincial asumir el conocimiento de las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.

P., Lucas Fabricio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 874/2022/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1. Imputado: Mugica, Armando Abel y otros s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 3743/2022/1/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia".

Incidente N° 1. Imputado: S. M., Claudio s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 3866/2022/1/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte atento al criterio establecido en la Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento".

Incidente N° 1. Imputado: F. M., Rubén Elías s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2460/2021/1/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia".

Incidente N° 1- Denunciante: S., Claudia Rita y otro Denunciado: Á., María s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4801/2021/1/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde al juzgado provincial asumir el conocimiento de las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.

G., Mauricio Ariel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 927/2022/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 17321/2019/1/CS1, “Torday, Matías Nehuén s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente n° 1. Damnificado: G., Camila Daniela y otro. Imputado: A. G., Maryori s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5707/2022/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa CSJ 494/2022/CS1, “N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 557/2022/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CCC 17321/2019/1/CS1, “Torday, Matías Nehuén s/ Incidente de incompetencia”.

Imputado: F. V., Hugo Rafael s/ Incidente de incompetencia

COMP.CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7732/2020/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CCC 17321/2019/1/CS1, “Torday, Matías Nehuén s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente n° 1 - Imputado: M., Camila Alejandra s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49364/2021/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 398 L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. ley 23.737”.

Incidente n° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FRO-Justicia Federal de Rosario, 22539/2020/1/CS1, 31 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia nacional. Juez previniente. 

El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, el Máximo Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

En el caso no concurren los elementos señalados, pues no se han practicado las diligencias necesarias para darle precisión a los hechos que relatan los denunciantes y que, frente a la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación posible, especialmente si se repara en que todavía no se ha dirigido la pesquisa con el objeto de conocer acabadamente cada una de las irregularidades que habría cometido el imputado, tanto antes como durante el trámite de la sucesión, ni mucho menos que se haya realizado un examen pericial que informe sobre la autenticidad de la documentación cuestionada y, por último, si efectivamente se realizó la venta de las tierras con la que se cancelaría la deuda que reclaman los denunciantes.

Incidente Nº 1 - Denunciante: B., Carlos María y otros Imputado: E., Alberto Rubén s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30637/2021/1/CS1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen

Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa CCC 17321/2019/1/CS1, “Torday, Matías Nehuén s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 - Imputado: V. O., Diego Armando s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 492/2022/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CCC 17321/2019/1/CS1, “Torday, Matías Nehuén s/ Incidente de incompetencia”.

Imputado: O. T., Alison Ayelén y otro s/ Incidente de incompetencia

COMP.CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47029/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Procesamiento. Prisión preventiva. Devolución del expediente. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 

Cabe recordar la doctrina de la Corte que establece que, si se encuentra pendiente de resolución una apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.

Incidente N° 9. Damnificado: V., Maximiliano Javier y otro. Imputado: G. P., Martha Luz y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44159/2021/9/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Abuso sexual calificado por parentesco. Víctima menor de edad. Menor de doce años. Competencia por el territorio. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 

De acuerdo con la doctrina de la Corte según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al juzgado de garantías asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación con respecto a los hechos de su competencia material. Ello, sin perjuicio de la cuestión que, con relación al hecho restante, éste pueda plantear con otros tribunales de su misma provincia de conformidad con las reglas del proceso local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente N° 1 – Damnificado: B., L. E. y otro. Imputado: V., L. A. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39293/2020/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte atento al criterio establecido en la Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento".

Incidente n° 1. Denunciante: División Delitos Informáticos Complejos s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31841/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte atento al criterio establecido en a causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento".

Incidente n° 1. Imputado: A., Nicolás Sebastián s/ Incidente de competencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3459/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

Imputado: B., Cristhian Manuel s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32017/2021/1/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia -art. 205".

Incidente n° 3. Imputado: N., Daniel y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4753/2020/3/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1 "Paoli, Gastón Alejandro s/ violación medidas-propagación epidemia -art. 205-".

Imputado: C., Horacio Andrés y otro s/ Incidente de incompetencia

COMP.FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4759/2020/2/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

P., Martín Eduardo s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 590/2022/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

Aunque no haya sido motivo de conflicto, también corresponde a la justicia provincial investigar la tenencia ilegítima del arma que concurre idealmente con el encubrimiento.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 197/2022/CS1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen

Robo simple. Robo agravado. Lesiones leves. Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa FSM 4431/2016/TO4/14/CS1,“M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.

Incidente Nº 9 – Imputado: V., Pablo Germán y otro s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 15020/2020/TO1/9/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

P., Blanca Rosa s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 257/2022/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

L., Ivi Sol y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 264/2022/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

El presente conflicto suscitado, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285 /58.

Al respecto, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.

Esos requisitos no se encuentran cumplidos en la presente incidencia pues de los escasos elementos incorporados a ella no resulta posible determinar las características del suceso denunciado ni, mucho menos, su calificación legal, especialmente cuando sólo se cuenta con una denuncia que se refiere genéricamente a una publicación en una red social respecto de un supuesto delito que habría sido cometido en un lugar sin que se hayan practicado las diligencias necesarias en tal sentido.

Por lo tanto, corresponde al juzgado nacional, que previno, continuar investigando en la causa a fin de darle precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.

Incidente Nº 1 - Damnificado: P. C., Eduardo Marlon s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46236/2021/1/CS1, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. 

De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 324:1617 y 3651 y Competencia N° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia”, corresponde a la justicia provincial asumir también la investigación referida a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal. 

Incidente n° 1 - Imputado: R., Facundo Abel (DOM: Kxx-0xx) s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 492/2018/1/CS1, 13 de mayo de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

Incidente N° 1 – Damnificado: C., M. I. – Imputado: F., Javier Alejandro s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21586/2021/1/CS1, 13 de mayo de 2022

Ver dictamen

Unificación de penas. Sentencia no firme. Devolución del expediente. 

La Corte tiene establecido que el tribunal a quien corresponde la unificación prescripta en la primera hipótesis del artículo 58 del Código Penal es el juez competente de la ejecución de esa pena única; y que la circunstancia de haberla dictado, convierte a esa jurisdicción en sede de la ejecución penal.

No obstante, en el presente caso no corresponde que la Corte ejerza las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, desde que la sentencia de unificación cuya jurisdicción de ejecución conforma el motivo de este conflicto, continúa sin hallarse firme.

Por ello, deberá previamente resolverse el recurso deducido por la defensa del condenado, lo que además corresponde de acuerdo con el criterio de Fallos: 323:3341; 327:3898; 328:318 y 333:769.

Incidente N° 1 – Imputado: N., Héctor Daniel s/ Incidente de incompetencia

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 1123/2017/9/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia provincial. Juez previniente. 

Es doctrina de la Corte que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7), del decreto ley 1285/58.

A su vez, también tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en el caso.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1170/2021/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Tenencia de estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. Delitos contra la seguridad pública. Cámaras de casación. 

Resulta necesario el conocimiento por parte de quien promovió el conflicto de las razones que informaron lo decidido por el otro tribunal, para que declare si mantiene su anterior posición o la modifica a la luz de aquellas consideraciones.

Esta regla no ha sido observada en el presente pues sólo con la insistencia por parte del Tribunal de Casación Penal de la provincia de Buenos Aires, se habría suscitado una contienda que debería resolverse de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58.

Sin embargo, también ha resuelto la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal.

Ahora bien, respecto del fondo del asunto, las hipótesis delictivas a considerar son tres.

La primera de ellas se refiere a la actividad desplegada por los prevenidos en infracción al artículo 5, inciso c), en relación con el artículo 11, inciso c), de la ley 23.737, comercialización de estupefacientes agravada y tenencia de estupefacientes con fines de comercialización.

Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del  fuero federal es prioritaria en la materia.

Respecto de la segunda hipótesis, relacionada con las armas incautadas, algunas de ellas presentaban su numeración registral erradicada. A ese respecto, cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5), del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. Por ello, también compete a la justicia federal juzgar tales hechos.

Finalmente, en relación con la última hipótesis delictiva, relacionada con las armas incautadas, cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en ese hecho ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, su conocimiento corresponde a la justicia local.

C., Fernando Emanuel y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 890/2021/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa FSM 97186/2019/1/CS1, “Incidente N° 1 – NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 39190/2020/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa FSM 66998/2017/1/CS1, “N.N. s/ Lesiones leves y amenazas. Denunciante: Becerra Aguirre, Carlos Alexis”.

Incidente N° 1 – Denunciante: M., Jonathan David s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 24139/2020/1/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7), del decreto-ley 1285/58.

A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal, lo que no se advierte en estos actuados.

En tales condiciones, corresponde al magistrado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1273/2021/CS1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Devolución del expediente. 

Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.

Esta controversia jurisdiccional suscitada entre los titulares del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal y del Juzgado en lo Criminal y Correccional Federal de Lomas de Zamora, no es de las que deba dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58 y por el artículo 31, inciso 3°, del Código Procesal Penal de la Nación, en función de los cuales la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido. Por consiguiente, corresponde devolver las actuaciones al declinante, a sus efectos.

Incidente nº 1 - Requerido: B. N., Cándida s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 703/2021/1/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Competencia N° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

C., Esteban Samuel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 385/2022/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento”.

Incidente N° 1 – Denunciante: H., Pablo Ramiro y otros. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1554/2021/1/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Defraudación. Retención indebida. Condena condicional. Superior tribunal de justicia. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. Incompetencia. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 325/2021/CS1, “F., María Alicia c/ L., Gabriel Isaías s/ Incidente de incompetencia – L., Gabriel Isaías s/ SAG – otros (recurso de inconstitucionalidad denegado)”.

P., Mónica Nancy s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 289/2022/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia federal. 

Atento que el imputado fue procesado por el delito de encubrimiento, lo que ha dado cumplimiento a la doctrina de la Corte relativa a la relación de alternatividad existente entre la sustracción y la infracción al artículo 12 de la ley 25.891, de carácter federal, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal, corresponde a la justicia federal juzgar a su respecto.

Incidente N° 1- D., Jonatan Carlos s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 852/2022/2/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

Incidente N° 1: Denunciante: B., Walter s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 7874/2021/1/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Abuso de sexual. Privación ilegal de la libertad. Amenazas calificadas. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restrictiva, y que por ese motivo debe existir al momento del hecho investigado una inequívoca relación con el entorpecimiento del ejercicio de funciones federales, por lo que se exige que el funcionario autor o víctima del delito haya cumplido tareas específicas de esa índole para que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.

En atención a que en el caso no surge que se verifiquen esos extremos, dado que de acuerdo con sus dichos -a los que cabe atenerse en estos supuestos- la denunciante es ajena al ámbito laboral del magistrado, con quien habría mantenido una relación sentimental de varios meses, y los hechos sucedieron en los domicilios particulares de ambos, corresponde a la justicia provincial continuar con la investigación de la causa.

G. L., A. J. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 437/2022/CS1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

En la presente causa instruida por la presunta infracción al artículo 205 del Código Penal, no se ha formado el incidente que, para esta clase de cuestiones, exige el Código Procesal Penal de la Nación y reiterados precedentes de la Corte.

División Comando Radio Eléctrico s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 524/2022/CS1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Archivo del expediente. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.

Incidente N° 1 – Denunciante: Juzgado Civil N° 84 causa N° 54.726/2020 y otros. Imputado: L., Á. A. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49888/2020/1/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Archivo del expediente. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.

Incidente N° 1 – Damnificado: R., Paola Griselda. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15302/2021/1/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Estafa. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Competencia CCC 14141/2018/1/CS1 “Amstrong. Richard s/ Estafa e infracción ley 22.632 (art. 31 inc. b)”.

Incidente N° 1 – Denunciante: R., Melisa Estefanía s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27039/2021/1/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

A., Pedro Edgar s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2878/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

C., Cristian Emanuel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2776/2021/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Archivo del expediente. Cuestión abstracta. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.

A., Fernando Ismael s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3/2022/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

T., Walter Sebastián s/ Incidente de incompetencia

COMP.CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 238/2022/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Cámaras de casación. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 39442/2010/TO1/1/RH3-CS1, “T., Gabriel Alejandro”.

Legajo N° 2 – imputado: M., Víctor Eduardo s/ Recurso

COMP.CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52017/2013/TO2/EP1/2/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Tentativa. Robo de automotor. Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia criminal y correccional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

Principal en Tribunal Oral TO01 - Imputado: M., Diego Gastón s/ Robo de automotor o vehículo en la vía pública. Damnificado: L., Facundo

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45916/2020/TO1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Robo de automotor. Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 

Descartada por la justicia provincial la posibilidad de endilgarle al imputado la sustracción del vehículo, corresponde a la justicia del lugar donde se llevó a cabo el encubrimiento proseguir la investigación.

Por lo tanto, corresponde a la justicia nacional de esta ciudad conocer con relación al delito de encubrimiento y también, aunque no fue materia de controversia, profundizar la investigación a fin de establecer el origen de la documentación secuestrada en el interior del automóvil, y determinar si en el caso se verifica una infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. N° 602, XLIV.

Incidente Nº 3 – Imputado: A. F., Matías s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9674/2021/3/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Sobreseimiento. Cuestión abstracta. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.

Incidente Nº 1 - Denunciante: L., María Eugenia y otro. Imputado: F., Mateo s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5757/2021/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

C. C., Carlos Javier s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5634/2020/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Sobreseimiento. Cuestión abstracta. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.

Incidente Nº 1 - Denunciante: M., Natalia Giselle y otro. Denunciado: F., Paola s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5073/2021/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Sobreseimiento. Cuestión abstracta. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.

Incidente Nº 1 - Denunciante: C., Augusto Ricardo y otro. Denunciado: S., Jonathan s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5359/2021/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Sobreseimiento. Cuestión abstracta. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.

Incidente Nº 1- Denunciante: B., José Jorge. Denunciado: Q., Lucy s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5372/2021/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Sobreseimiento. Cuestión abstracta. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.

Incidente Nº 1- Denunciante: C., Agostina. Denunciado: F., Liliana s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5333/2021/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Competencia CSJ 1694/2021/CS1, “NN s/ incidente de incompetencia”.

Fiscal c/ N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1695/2021/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 1694/2021, “NN s/ Incidente de incompetencia”.

Fiscal c/ N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1697/2021/1/CS1, 29 de marzo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia nacional. 

Es doctrina del Máximo Tribunal que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58. 

También tiene establecido la Corte que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en el caso. 

Ello es así pues aún no se han realizado medidas tendientes a establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la veracidad de los sucesos expuestos en la denuncia, a fin de acreditar mínimamente quiénes serían las personas involucradas y cuáles serían los delitos a investigar.

Incidente N° 1. Denunciante: identidad reservada. N.N. :N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 53861/2020/1/CS1, 23 de marzo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. Juez previniente. 

La contienda de competencia no se halla precedida, de la investigación suficiente como para que pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Al respecto, el Máximo Tribunal tiene decidido que resulta indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. 

Esos requisitos no se encuentran presentes en el caso, sin que la calificación legal que ensaya el juez provincial, pueda suplir ese defecto, pues carece de suficiente sustento en los elementos de la causa.

Tal deficiencia podría ser subsanada una vez profundizada la pesquisa, por lo que corresponde a la justicia local, que previno continuar con el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.

Incidente Nº 2 - Imputado: R., Lucas Agustín y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16158/2021/2/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Licitación pública. Vías navegables. Dragados. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 

Resulta prematuro afirmar la competencia originaria de la Corte, si bien ésta se extiende a las causas concernientes a agentes extranjeros acreditados en el país que gocen de estatus diplomático, siempre y cuando no hayan cesado en sus funciones, no abarca a terceros no aforados que puedan estar vinculados a los hechos; y en el sub lite ni siquiera se ha identificado individualmente a las personas pasivamente legitimadas —ni tampoco se especificó cuál habría sido su intervención material en el hecho — como para poder evaluar si el caso cae total o parcialmente bajo tal supuesto previsto en el artículo 117 de la Ley Fundamental. Por ello, la causa debe continuar por el momento ante el juez que previno.

Imputado: C.A.R.U. – Comisión Administradora del Río Uruguay- y otro s/ A determinar. Denunciante: H., Carlos Jaime

FPA-Justicia Federal de Paraná, 12491/2019/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 

Incorrecta traba de la contienda.

La Corte Suprema tiene decidido que resulta indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. 

Esos requisitos no se encuentran presentes en el caso, sin que la calificación legal que ensaya el juez provincial, pueda suplir ese defecto, pues carece de suficiente sustento en los elementos de la causa.

A partir de las escasas constancias agregadas al incidente, no resulta posible determinar fehacientemente la calificación legal del hecho.

Tal deficiencia podría contribuir a dilucidar la competencia material por lo que corresponde a la justicia local, que previno continuar con el trámite de las presentes actuaciones.

Incidente Nº 3 - Imputado: R. Rafael s/ Cuestión de competencia (Artículo 48 del Código Procesal Penal Federal)

FSA-Justicia Federal de Salta, 3251/2021/3/CS2, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Declinatoria. Desistimiento. Cuestión abstracta. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

El desistimiento de la declinatoria planteada, ha tornado abstracta la cuestión de competencia con relación al delito de encubrimiento, por lo que resulta inoficioso que la Corte se pronuncie al respecto.

La justicia provincial debe investigar la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.

V. A., Agustín Fabián s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2420/2021/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".

S., Cecilia s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 81/2022/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

O., Ángel Omar s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 184/2020/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta. 

Atento que la decisión sobre la que informa el titular del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional en su resolución del 4 de febrero del corriente año, importa un desistimiento de la cuestión de competencia, ésta devino abstracta y que, por ende, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte a su respecto.

Incidente N° 1. Imputado: A., Juan Carlos Ariel s/ Incidente de incompetencia

COMP.CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2828/2021/1/CA1-CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

No hallándose controvertida la competencia material de la justicia local, acorde con la doctrina de la Corte en la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)” y la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, corresponde a la justicia provincial proseguir la investigación, sin perjuicio de que si el magistrado entiende que incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Incidente Nº 2 – Imputado: F., Sebastián Esteban y otro s/ Incidente de incompetencia

FLP-Justicia Federal de La Plata, 8638/2018/2/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, el tribunal provincial debe asumir también la investigación en orden a la infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal - sustitución de placas-.

S., Fabián Tomás s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1905/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.

De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” corresponde a la justicia provincial profundizar la investigación a fin de determinar si en el caso se verifica una infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.

T., Brian Elias s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2500/2021/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Habeas corpus. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

La defensa particular del imputado desistió del habeas corpus interpuesto. En tales condiciones, el presente conflicto de competencia se ha tornado abstracto, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.

Incidente N° 2. Imputado M., Omar Ricardo s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 58801/2016/TO1/2/5/CS2, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

La cuestión de competencia devino abstracta y, por ende, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte a su respecto.

Incidente N° 9. Imputado: S., Sandra Lorena s/ Incidente de incompetencia

COMP.CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57209/2016/9/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -sustitución de placas y adulteraciones en las numeraciones de chasis y motor.

Incidente N° 2. Imputado: P., Alberto Ángel s/ Incidente de incompetencia

COMP.FSM-Justicia Federal de San Martín, 29255/2016/2/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.

N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2208/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Comptencia criminal y correccional. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.

El conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

N. T., Richard Valentín y otros s/ Incidente de incompetencia

COMP.CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1919/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ incidente de incompetencia”.

Incidente N° 1 – Imputado: G., Ignacio Pedro y otro s/ Incidente de incompetencia

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8457/2020/1/CS2, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen

Comercialización ilegal de estupefacientes. Armas de uso civil. Concurso de delitos. Competencia nacional. 

Tal como ha quedado trabado el conflicto, cabe recordar que el Tribunal ha resuelto, a través de numerosos precedentes, que cuando se debe juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicta la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. La segunda parte de la norma no tiene otro objeto que solucionar los casos en que no haya sido posible evitar que se dicten dos sentencias condenatorias firmes.

Ahora bien, dado que la magistrada local no aplicó lo dispuesto en el artículo 58 del Código Penal respecto a la condena impuesta en la jurisdicción federal, el caso debe ahora resolverse de acuerdo con lo previsto en la segunda parte del primer párrafo de dicha norma, es decir, que la pena única debe imponerla el tribunal que haya dictado la pena mayor.

D. l. C. R., R.M. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2080/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (Art. 277, inciso 1°)”.

Descartada por la justicia nacional de esta ciudad la posibilidad de endilgarle al imputado la sustracción del automóvil, corresponde a la justicia provincial conocer con relación al delito de encubrimiento y también, aunque no fue materia de controversia, profundizar la investigación a fin de determinar si en el caso se verifica una infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de la numeración identificativa del vehículo.

P., Carlos Andrés s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2223/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (Art. 277, inciso 1°)”.

M. A., Juan s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2017/2021/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Robo de automotor. Encubrimiento. Juzgado de garantías. Competencia provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

El conocimiento de la presunta infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de las placas, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde a la justicia de esta ciudad.

En virtud de la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento posterior, la atribución de este último delito debe hallarse precedida de una adecuada investigación y un auto de mérito que permita desvincular al imputado del robo.

Incidente N° 2 – Imputado: B., Horacio Antonio s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18916/2021/2/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Competencia del tribunal de casación. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. CCC 39442/2010/TO1/1/RH3-CS1, “T., Gabriel Alejandro”.

Recurso de queja N° 4 s/ Robo con arma de fuego

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18148/2015/TO1/4/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Devolución del expediente

En razón de lo resuelto por el Tribunal en la causa CCC 22901/2013/TO1/9/CS2, “L., Patricia y otros s/ Coacción y lesiones leves”, se remite en devolución las presentes actuaciones, a sus efectos.

Incidente N° 1 – Damnificado: R., Teresa Rosana N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42992/2021/1/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen



En razón de lo resuelto por el Tribunal en la causa CCC 22901/2013/TO1/9/CS2, “L., Patricia y otros s/ Coacción y lesiones leves”, se remite en devolución las presentes actuaciones, a sus efectos.

Incidente Nº 1 – Damnificado: D., María Angélica N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39103/2021/1/CS1, 02 de marzo de 2022

Ver dictamen



Remisión al fallo de la causa CSJ 4652/2015/CS1, "Bazán, Fernando s/ Amenazas".

Incidente N° 2 – Damnificado: M., Martín Ignacio y otro. Imputado: M., Exequiel Alberto y otros s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61122/2017/2/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Incidente de competencia

Devolución del expediente. 

En razón de lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 4652/2015/CS1, "Bazán, Fernando s/ amenazas", corresponde remitir en devolución las presentes actuaciones.

Incidente Nº 1 – Damnificado: M., María Rocío N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13566/2022/1/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen



Devolución del expediente. 

En razón de lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 4652/2015/CS1, "Bazán, Fernando s/ amenazas", corresponde remitir en devolución las presentes actuaciones.

Incidente Nº 1 – Denunciante: Z., María Antonela y otros N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6037/2022/1/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen



Devolución del expediente. 

En razón de lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 4652/2015/CS1, "Bazán, Fernando s/ Amenazas", corresponde remitir en devolución las presentes actuaciones.

Incidente Nº 1 – Damnificado: C., Sara Nelly N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56938/2021/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen



Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

En atención al criterio establecido en el fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo s/ Defraudación por desbaratamiento”, el presente conflicto se ha tornado abstracto.

Incidente N° 1 – Imputado: Servicio Penitenciario Federal s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43586/2021/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen



Cuestión abstracta. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo s/ Defraudación por desbaratamiento”.

Incidente N° 1 – Pretenso Querellante: V., Leandro Jorge. Denunciado: F., Alberto y otros s/ Incidente de incompetencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1027/2022/1/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen



Devolución del expediente. 

En razón de lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 4652/2015/CS1, "Bazán, Fernando s/ amenazas", corresponde remitir en devolución las presentes actuaciones.

Incidente N° 1 – Damnificado: C., Anahí Gabriela. N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51434/2021/1/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen



Devolución del expediente. 

En razón de lo resuelto en el fallo de la causa CSJ 4652/2015/CS1, "Bazán, Fernando s/amenazas", corresponde remitir en devolución las presentes actuaciones.

Incidente N° 1- Damnificado: M. C., Emilio Luis - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30625/2021/1/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen



Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

El presente conflicto de competencia se ha tornado abstracto, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.

Incidente N° 1 – Denunciante: S., Nancy Beatriz y otro - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia

FSM-Justicia Federal de San Martín, 14553/2021/1/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen



Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

El presente conflicto de competencia se ha tornado abstracto, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.

N.N. s/ Incidente de competencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 59/2022/CS1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen

Medidas para mejor proveer

Se solicitan medidas para mejor dictaminar.

N.N. s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2249/2022/CS1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen



Se solicitan medidas para mejor dictaminar.

R. H., Franco Joel s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2043/2021/CS1, 28 de junio de 2022

Ver dictamen



Se solicitan medidas para mejor dictaminar.

P., Juan Antonio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 286/2022/CS1, 14 de junio de 2022

Ver dictamen



Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Imputado: R., Hipólito Ramón s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10534/2015/TO1/1/1/1/RH1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen



Se solicita medidas para mejor dictaminar.

G., Oscar Antonio s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 273/2022/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen



Solicita medidas para mejor dictaminar.

A., Luis y otros s/ Incidente de incompetencia

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2807/2021/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen



Solicita medidas para mejor dictaminar.

Incidente n° 4 – N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6402/2020/4/CS1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Prescripción de la acción penal

Suspensión del proceso judicial. Devolución del expediente. 

En razón de que en el caso podría encontrarse prescripta la acción penal, corresponde disponer la suspensión del trámite de la queja y la devolución de los autos principales al tribunal interviniente para que, por la vía pertinente, adopte una decisión respecto de su vigencia.

Recurso Queja n° 1. Legajo n° 4. Imputado: L. M., Claudio Fernando s/ Legajo de casación

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17658/2007/TO1/4/1/RH1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Queja por denegación de recurso extraordinario

Sentencia condenatoria. Prisión preventiva. Inadmisibilidad del recurso. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 

La apelación federal deducida carece de la fundamentación mínima suficiente que exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que el recurrente no refuta el argumento crucial en el que se apoya la decisión de rechazo que impugna. 

En efecto, invoca el derecho fundamental de toda persona imputada de un delito a sobrellevar el procedimiento penal en libertad, y a que las restricciones cautelares como la prisión preventiva se adopten estrictamente en la medida en que resulten proporcionales y necesarias para neutralizar riesgos procesales debidamente acreditados. 

Sin embargo, la impugnación pasa por alto el factor decisivo sobre el que se asentó el rechazo de la pretensión de la defensa con base en la cita del precedente “Guardo”, de donde surge que el encierro cautelar actual no responde a los riesgos de un proceso en marcha, sino a uno que ha concluido ya con una sentencia condenatoria, revisada y confirmada por todas las instancias ordinarias y extraordinarias de la justicia local, que le impuso a la acusada una pena de trece años de prisión. 

La falta de firmeza que el recurrente atribuye a ese pronunciamiento definitivo a fin de fundar su petición por mediar el recurso de queja que tramita en el expediente CSJ 351/2020/RH1, no conmueve esa conclusión, y tanto más si se repara en la distinción trazada en el caso de Fallos: 330:2826, entre la inmutabilidad de la sentencia y la suspensión de sus efectos. 

El recurso extraordinario intentado no es admisible, en los términos del artículo 15 de la ley 48 y de la jurisprudencia de la Corte que exige que el recurrente refute en su presentación todos y cada uno de los fundamentos de los que depende la sentencia apelada. 

De acuerdo a los argumentos esgrimidos en el dictamen de la causa CSJ 351/2020/RH1, el recurso de hecho ante la Corte cuya pendencia motiva la petición de cese del encierro cautelar, es improcedente, lo que concurre a privar de sustancia a la presentación ahora en examen.

S., Milagro Amalia Ángela s/ Incidente de prisión - Causa n° 17.139/21

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2277/2021/RH1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Sentencia condenatoria. Proporcionalidad de la pena. Culpabilidad. Fundamentación de sentencia. Falta de fundamentación. Doctrina de la arbitrariedad. Agravantes de la pena. Non bis in ídem. Discrepancia del recurrente. Procedencia del recurso. 

Es doctrina del Tribunal que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48 y que la tacha de arbitrariedad a su respecto es especialmente restrictiva. Empero, la regla puede ceder cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente.

Éste es uno de esos casos de excepción. En efecto, el a quo no dio tratamiento al agravio mediante el cual se invocó la transgresión de los principios de proporcionalidad de la pena y culpabilidad al entender que la cámara de casación no había concedido el recurso de su especialidad sobre el punto, y que la defensa consintió este temperamento.

Al respecto la Corte tiene dicho que toda sentencia constituye una unidad lógico-jurídica, cuya parte dispositiva es la conclusión necesaria, por derivación razonada, del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado en sus fundamentos.

En consecuencia, la decisión impugnada mediante recurso federal, en lo concerniente al planteo aquí analizado, luce dogmática y desprovista de fundamentos, por lo que no puede ser reputada como un acto jurisdiccional válido y en este punto debe ser dejada sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.

Respecto del agravio referido a la aplicación al sub examine del artículo 41 bis del Código Penal, la recurrente no logra demostrar la arbitrariedad de la respuesta que el a quo le ha dado a su planteo y su impugnación federal solo trasunta una disconformidad con lo resuelto que no alcanza para habilitar la jurisdicción de la Corte. Máxime cuando el planteo se dirige a la inteligencia de normas de derecho común, por regla materia ajena a la vía intentada.

La interpretación normativa que surge de la decisión del a quo en el caso resulta compatible con aquella según la cual la aplicación al sub examine de la agravante del artículo 41 bis no importa considerar el uso del arma de fuego para la comisión del robo, sino para el otro delito, independiente de aquél, contenido en el artículo 165, como lo es el homicidio. En consecuencia, no hay una reiterada ponderación del mismo hecho o circunstancia diferente del uso de un arma de fuego para la comisión de un homicidio en ocasión de aquél.

En conclusión, el a quo ha respondido al planteo de la recurrente sobre la pretendida afectación de la garantía de ne bis ídem con base en una interpretación de las normas de derecho común aplicables que, más allá de su acierto o error, no aparece como inconcebible en el marco de una racional administración de justicia, pues no se aparta inequívocamente del contenido de aquéllas, ni exhibe una carencia absoluta de fundamentación, lo que descarta la posibilidad de considerar que se trate de un supuesto de estricto carácter excepcional como lo es la arbitrariedad.

C., Luis Antonio y otro s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 584/2020/RH1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Estupefacientes. Multa penal. Trabajo penitenciario. Embargo de la remuneración. Denegatoria del recurso. 

Resulta aplicable al sub examine la consolidada jurisprudencia de la Corte según la cual el Tribunal tiene vedado expedirse sobre los planteos que devienen abstractos, en tanto todo pronunciamiento sería inoficioso al no decidir un conflicto litigioso actual.

Recurso Queja N° 1 - Legajo N° 1 - Imputado: V., Hugo Daniel s/ Legajo de casación

FSA-Justicia Federal de Salta, 11346/2018/TO1/3/1/1/RH1, 27 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Sobreseimiento. Mantenimiento del recurso. 

Tal como sostiene el señor fiscal, si bien las decisiones relativas a la admisibilidad de los recursos, por su carácter fáctico y procesal, son en principio ajenas a la revisión prevista en el artículo 14 de la ley 48, la Corte ha encontrado excepciones a esa regla cuando lo decidido restringe de manera sustancial la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, porque ello importa un menoscabo a las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso. Esta doctrina se aplicó, por ejemplo, en casos en que la improcedencia del recurso se sustentó en afirmaciones dogmáticas o fórmulas estereotipadas que no daban respuesta jurídica a las cuestiones planteadas.

A modo de ver de esta Procuración General, en su apelación extraordinaria el representante del Ministerio Público ha demostrado que éste es uno de esos casos.

Cabe destacar que el criterio de la Corte de Fallos: 242:30, que adecuadamente se invoca en esa presentación, ha sido reiterado —en lo sustancial— en Fallos: 342:826, donde sostuvo que el dictado del sobreseimiento reviste en la etapa de instrucción carácter excepcional, desde que su efecto es cerrar de forma definitiva e irrevocable el proceso penal, por lo que debe provenir de una instrucción completa capaz de producir en el juzgador la certeza de la concurrencia de alguna de las causales enumeradas en el código procesal penal.

Por ello, esta Procuración General mantiene la queja deducida por el señor fiscal general ante la Cámara Federal de Casación Penal.

Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: R. L., Horacio y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18346/2018/1/1/RH1, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Sobreseimiento. Cuestión abstracta. Desistimiento del recurso. Sentencia absolutoria. Homicidio. Privación ilegal de la libertad. Participación criminal. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentación. Asociación ilícita. Armada. Desaparecidos. Torturas. Sentencia condenatoria. Calificación legal. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

El Tribunal Oral declaró extinguida la acción penal por fallecimiento respecto de uno de los imputados y dictó su sobreseimiento en relación con todos los hechos que se le imputaron. En consecuencia, dado que, de acuerdo a conocida doctrina de la Corte, sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, un pronunciamiento sobre la situación del fallecido resultaría abstracto, y con ese alcance habrá de desistir del recurso intentado en lo que a él se refiere.

Por otro lado, si bien, por vía de principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la valoración de la prueba y la aplicación de normas de derecho común constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, dado que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa.

Lleva la razón el recurrente al señalar que la absolución de los acusados por los homicidios en cuestión desconoce las normas sobre intervención punible. En efecto, aun cuando se admitiera que los imputados no tuvieron el dominio del curso causal de tales homicidios, lo cierto es que si se acepta, como resulta lógico, que la privación ilegal de la libertad de los damnificados fue el antecedente necesario de aquellos delitos, de ello se sigue que quienes prestaron su aporte para el primer hecho, también contribuyeron a la consumación del segundo.

Dado que se consideró que había evidencia suficiente para condenarlos por la privación ilegal de la libertad de los damnificados, en cumplimiento de los roles que ejercían dentro del aparato de poder, cabe concluir que los acusados fueron conscientes de que su conducta generaba un riesgo jurídicamente desaprobado para la vida de los detenidos, que no podían confiar en que este riesgo no se concretaría y que, finalmente, ello fue lo que ocurrió, lo que basta para atribuirles los homicidios a título doloso.

En definitiva, si el grado de intervención o dominio que permiten inferir las circunstancias comprobadas de la causa no es suficiente, según la conclusión del tribunal oral, a la postre confirmada por el a quo, para tener a los imputados por autores de los homicidios aludidos, de ello no se sigue que tampoco lo sea para considerarlos partícipes. Esta infundada falta de consideración de ese aspecto sustantivo invalida la decisión impugnada mediante recurso federal a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, al poner de manifiesto su carencia de fundamento idóneo.

Acierta el recurrente al tachar de arbitraria la confirmación de la absolución del imputado respecto de la acusación por el delito de asociación ilícita, en tanto el a quo señaló que no hay ningún indicio para sostener que el imputado expresó su voluntad de integrar una asociación ilícita, ignorando por completo lo alegado a ese respecto por el representante de este Ministerio Público. A ello cabe añadir, que carece de todo fundamento en el derecho aplicable exigir un acuerdo de voluntades expreso como elemento subjetivo del delito. En rigor, no hay ninguna razón para que éste no pueda ser tácito, tal como en el caso de quienes llevaran a cabo, como habría ocurrido en el sub examine, comportamientos inequívocamente dirigidos a brindar un aporte a la asociación. Lo decisivo es que el autor, en ese caso, exteriorice mediante su conducta la intención de someterse a la voluntad del grupo. 

Es por lo demás indiferente, desde el punto de vista de la subsunción típica, la forma en que los miembros de la asociación llegaron a ponerse de acuerdo. En efecto, no importa si algunos llevaron la iniciativa y sellaron el pacto asociativo expresamente, y otros adhirieron más tarde incluso de manera tácita.

Asimismo, es igualmente arbitrario requerir la identificación de todos los miembros de la asociación, sino que basta con tres, así como tampoco se requiere determinar la identidad del jefe u organizador, ni siquiera que exista uno, pues la norma del artículo 210 del Código Penal no prevé esa figura como elemento necesario del tipo, ni es imprescindible para tenerlo por consumado el esclarecimiento de la fecha de constitución de la asociación o del momento en que sus integrantes asumieron esta calidad. La prueba de la existencia de una asociación es independiente de la acreditación de aquellas circunstancias.

Finalmente, la posición de la acusación pública no implica negar el carácter lícito de la Armada, sino que nada impide que se configure una asociación ilícita en el ámbito de una organización lícita, al reemplazarse el objetivo principal de su existencia como tal.

En conclusión, la decisión impugnada mediante recurso federal, en cuanto al punto aquí analizado, se basa en una consideración parcial de las circunstancias comprobadas de la causa y en una interpretación y aplicación de la ley que la desvirtúa, lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifica como acto jurisdiccional válido.

Por otro lado, en relación con la absolución del imputado por la privación ilegal de la libertad, los tormentos y el homicidio de la víctima, las circunstancias comprobadas en la causa permiten sostener que el imputado brindó un aporte penalmente relevante a la desaparición de la víctima, pues ha quedado demostrado que estuvo a cargo de la ejecución de una de las maniobras pergeñadas para darle seguridad a los ejecutores de los hechos acerca de su impunidad, como lo fue la elaboración del sumario mediante el cual se pretendió justificar el desconocimiento de las autoridades militares sobre el destino de la víctima.

La tramitación de actuaciones por deserción fue una medida habitual para asegurar la impunidad de hechos como los de este caso en el marco del plan de represión ilegal, y el imputado era un agente de la estructura de poder mediante la cual se lo estaba ejecutando, que realizaba actividades de inteligencia y contrainteligencia. En consecuencia, es ingenuo pensar que desconocía la razón por la cual se le encomendó la elaboración de dicho sumario, y si bien es posible que no haya tenido incidencia en la decisión de secuestrar, torturar y matar a la víctima, de ello únicamente se deduciría que su grado de intervención o dominio que permiten inferir las circunstancias comprobadas en la causa no es suficiente para considerarlo autor, pero aun quedaría por analizar su responsabilidad como partícipe.

Una infundada falta de consideración de un aspecto sustantivo relevante para la determinación de la responsabilidad del acusado, lo que invalida la decisión impugnada mediante recurso federal a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.

La decisión impugnada mediante recurso extraordinario, en lo que respecta a la absolución del imputado por el delito de privación ilegal de la libertad, no encuentra correlato en la prueba obtenida y se basa en conclusiones dogmáticas, lo que la descalifica como acto jurisdiccional válido.

En relación con la absolución del imputado por los tormentos padecidos por las víctimas y el homicidio de una de ellas, dado que no está en discusión que la sección de la PZAN a cargo del imputado cumplía con una función esencial para la determinación de los blancos a reprimir por las fuerzas de tareas en el marco del plan criminal que se estaba ejecutando en ese momento, según lo establecido en el PLACINTARA, tampoco puede dudarse de que sabía que su contribución a la privación ilegal de la libertad de las víctimas generaba un riesgo concreto de que fueran torturadas y, eventualmente, asesinadas. Por lo tanto, aun cuando pudiera concluirse que el imputado no tuvo el dominio de lo acontecido con las víctimas desde que dejaron de estar a disposición de la Armada, de ello no se sigue que no deba ser declarado culpable –si no como autor, al menos como partícipe– por los delitos cometidos mientras aquéllas continuaban privadas de su libertad en cumplimiento del plan aludido.

Desde esa perspectiva, la decisión del a quo carece de fundamento idóneo y, en consecuencia, corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la ya citada doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.

La mayoría del a quo confirmó la condena del imputado por la privación ilegal de la libertad de la víctima. Empero, la acusación pública había cuestionado la calificación del hecho imputado. Ese planteo del fiscal, reiterado en el recurso extraordinario y mantenido en la queja, fue completamente omitido por el a quo, lo que descalifica su decisión en este aspecto como acto jurisdiccional válido pues, de acuerdo con la tradicional doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, es inadmisible tanto aquella que se basa en consideraciones parciales e inadecuadas de las circunstancias fácticas derivadas de la causa, como la que omite ponderar argumentos conducentes para la correcta solución del caso.

Recurso Queja N° 1 - Incidente N° 1 – A. d. L., S. L. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 6631/2014/TO1/138/1/1/RH44, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Excarcelación. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Concurso de delitos. Mantenimiento del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

El recurso extraordinario interpuesto debe prosperar, pues se dirige contra un pronunciamiento del superior tribunal de la causa que pone fin a la cuestión debatida y es descalificable como acto jurisdiccional válido, en tanto reconoce un fundamento solo aparente al soslayar el tratamiento de un argumento conducente para la adecuada solución del caso.

Por otro lado, las sentencias dictadas en otros procesos son relevantes, porque se refieren a hechos que concursan realmente con los que fueron objeto de la pronunciada en este caso, y que por una contingencia procesal le fueron imputados de forma fragmentada en procesos distintos, pero la solución legal es la aplicación de una pena única en caso de que resulte condenado en todos ellos.

Por más que las condenas dictadas contra el imputado no estén firmes, la objeción del fiscal es conducente para la adecuada solución del caso porque “la pena impuesta” prevista en el artículo 317, inciso 4°, del código procesal, no debe ser entendida como la fijada únicamente en esta causa, como si las otras no se le hubieran impuesto a él, sino a otro. El juzgamiento en procesos distintos de los hechos que se le imputan al condenado, y la consecuencia de que se hayan dictado sentencias distintas, dependen únicamente de una contingencia procesal, la que de ninguna manera excluye la aplicabilidad de las reglas de los artículos 55 y 58 del Código Penal y del principio de unidad de las penas reconocido en nuestro derecho.

En suma, la circunstancia de que el interesado haya sido juzgado en procesos separados no autoriza a fingir que cumplirá varias penas privativas de la libertad, porque las normas aplicables señalan que, en rigor, debe cumplir una sola. Por lo tanto, no podría afirmarse, sin incurrirse en arbitrariedad, que él condenado ha agotado en prisión preventiva el tiempo de pena privativa de la libertad al que ha sido condenado al tenerse en cuenta únicamente la que se le impuso en el sub examine.

Más claramente, si él imputado hubiera sido condenado en el mismo proceso por todos los hechos por los que lo ha sido en procesos separados, se le habría impuesto una sola sanción que, por aplicación del artículo 55 del Código Penal, sería superior a la fijada en esta causa.

Desde esa perspectiva, la decisión del a quo se aparta de las normas aplicables en la especie a partir de una interpretación que las desvirtúa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido. En efecto, esa interpretación lleva a que se concluya, de modo inadmisible, que el condenado por un concurso real de delitos en procesos separados habría cumplido su pena tras permanecer en prisión el tiempo correspondiente a la sanción que se le hubiera impuesto por uno solo de esos delitos mediante sentencia no firme, sin que importara a ese respecto la magnitud de la o las sanciones impuestas por los demás, como si se tratara de penas independientes, totalmente ajenas al principio de unidad receptado en nuestro ordenamiento.

Recurso Queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: F., Osvaldo Vicente y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93000001/2012/TO1/172/3/1/1/RH53, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Privación ilegal de la libertad. Homicidio. Torturas. Sentencia absolutoria. Autoría mediata. Falta de fundamentación. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

 

Cuando la mayoría del a quo, para avalar la absolución de los imputados, recurre al argumento según el cual cabe excluir que hayan sido autores mediatos, incurre en arbitrariedad manifiesta, pues descarta infundadamente que las conductas de aquéllos con influencia sobre los hechos puedan ser calificadas como alguna otra forma de autoría o participación.

En conclusión, la decisión impugnada mediante recurso federal, en cuanto al punto aquí analizado, carece de fundamento idóneo, en tanto se basa en una interpretación irrazonable de la normativa aplicable; valora una prueba parcialmente y fuera de contexto; omite argumentos conducentes para la correcta solución del caso, y se aparta de constancias comprobadas de la causa. Por todo ello, debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la consolidada doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.

Recurso Queja N° 2 – Incidente N° 1 – M. P., Dardo y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 14000125/2006/TO1/10/1/2/RH3, 26 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Auto de sobreseimiento. Derecho al recurso. Ministerio Público. Debido proceso. Sentencia arbitraria. Requisa personal. Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

El a quo denegó en forma arbitraria la instancia casatoria pues estaban reunidos los requisitos de admisibilidad establecidos por la ley y la doctrina de la Corte en la materia. En efecto, el auto de sobreseimiento es apelable por el fiscal (art. 337 del CPPN) y en la medida que pone fin a la acción penal, la resolución dictada por la cámara de apelaciones también es recurrible en casación (art. 457). Asimismo, en su presentación casatoria el representante del Ministerio Público había encauzado sus agravios por la vía del inciso 2° del artículo 456 y alegado que la anulación de lo actuado con posterioridad a la detención y requisa inicial, y el consecuente sobreseimiento del imputado resultaban arbitrarios pues el tribunal incurrió en una errónea aplicación de la ley (art. 184, inc. 5°, y 230 bis del CPPN) que se proyectó sobre la valoración de la prueba, con menoscabo del correcto ejercicio de la función que le asigna el artículo 120 de la Constitución Nacional.

Si bien el artículo 8°, párrafo 2°, inc. h, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos fue consagrado sólo en favor del inculpado y en tanto el Ministerio Público es un órgano del Estado y no el sujeto destinatario del beneficio, no se encuentra amparado por la norma con rango constitucional, ello no obsta a que el legislador, si lo considera necesario, le conceda el derecho a recurrir.

Por ello, al denegar su jurisdicción el a quo cercenó en forma arbitraria la vía que la ley procesal aplicable le confiere al Ministerio Público, con menoscabo de la garantía del debido proceso.

Ese temperamento resulta de entera aplicación al caso porque en atención a la naturaleza de los agravios planteados en el recurso de casación, el a quo debía soslayar cualquier óbice formal y habilitar su instancia. Al declarar inadmisible la vía intentada y rehusar dogmáticamente pronunciarse frente a aquellos agravios, aptos para habilitar la apelación federal, corresponde que la decisión sea descalificada como acto judicial válido por apartarse de la doctrina sentada en el precedente “Di Nunzio”, conforme la cual siempre que se invoquen en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento, deben ser revisados previamente por la cámara de casación en su carácter de tribunal intermedio, ante el cual las partes pueden encontrar la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, sin necesidad de recurrir a la sede de la Corte.

En ese orden, el fiscal había aducido que el tribunal de apelación incurrió en contradicción, defecto que de acuerdo a los precedentes de Fallos: 311:608 y 323:2900 configura arbitrariedad y en consecuencia corresponde que sea examinado previamente en la instancia casatoria.

La cámara de apelaciones excluyó la prueba derivada de la decisión del personal policial de tomar el teléfono y atender el llamado en cuestión por inobservancia de las formas procesales previstas en resguardo del derecho a la privacidad y consideró que el agente debió requerir la orden del juez, pues sólo el magistrado podía disponer la diligencia para “determinar la procedencia del celular y en su caso si éste le pertenecía a su portador”. Si bien en principio, la facultad de disponer la requisa le corresponde al juez (art. 230 CPPN), en la vía pública los funcionarios de la policía también pueden requisar a las personas e inspeccionar los efectos personales que lleven consigo con la finalidad de hallar cosas provenientes, constitutivas o que se utilizan para cometer un delito siempre que concurran circunstancias previas o concomitantes que razonable y objetivamente permitan justificar la medida (art. 230 bis). En su escrito de casación el fiscal cuestionó el criterio del tribunal y planteó que en el sub lite se verificaba el supuesto de excepción previsto en la ley, agravio que debió atender el a quo pero que dogmáticamente quedó sin respuesta. Es oportuno recordar que si bien lo referido a las nulidades procesales es como regla una cuestión reservada a los jueces de la causa y ajena a la instancia extraordinaria, cabe apartarse de tal principio cuando lo resuelto con carácter definitivo se ha apartado de la norma adecuada para la correcta solución del caso y se ha incurrido en un excesivo rigor formal.

El Tribunal ha establecido que no es posible aprovechar las pruebas obtenidas con desconocimiento de garantías constitucionales, aun cuando presten utilidad para la investigación, pues ello compromete la administración de justicia al pretender constituirla en beneficiaria del hecho ilícito. Asimismo ha señalado que en atención al carácter accesorio e instrumental del derecho procesal se exige, como presupuesto esencial, que el acto impugnado tenga trascendencia sobre la garantía de la defensa en juicio o se traduzca en la restricción de algún otro derecho, porque “de otro modo, la sanción de nulidad aparecería respondiendo a un formalismo vacío, en desmedro de la idea de justicia y de la pronta solución de las causas, en lo que también está interesado el orden público".

En ese marco y sin menoscabo de lo argumentado por el fiscal recurrente con relación a la concurrencia del supuesto previsto en la ley que permitía exceptuar la orden judicial, el a quo debía examinar si en el contexto en que el policía actuó en la vía pública se puede sostener la afectación del derecho de privacidad que la norma procesal presuntamente inobservada resguarda. A ese respecto, para la adecuada solución del caso, no cabría soslayar del análisis que el imputado manifestó espontáneamente que el teléfono no le pertenecía y en la ocasión no expresó interés en mantener una expectativa razonable de privacidad. En esas circunstancias, la actuación policial no habría importado una injerencia inválida en el ámbito privado sino una actuación conforme a la función, las atribuciones y los deberes que la normativa procesal vigente le confiere e impone (arts. 183 y 184 del CPPN), que lo autorizaba a inspeccionar el teléfono y recibir el llamado.

Es pertinente recordar que una aplicación errónea de la regla de la exclusión puede desviar al proceso de la búsqueda de la verdad y torcer injustificadamente el principio de justicia que debe primar en todo pronunciamiento judicial.

En la medida que el fallo del a quo confirma lo resuelto por la cámara de apelaciones desatiende el criterio expuesto en Fallos: 342:1155, con remisión al dictamen de la Procuración General. Allí se sostuvo que el derecho de la sociedad a defenderse contra el delito debe conjugarse con el del individuo sometido a proceso, de modo que ninguno de ellos sea sacrificado en aras del otro; y tan delicado equilibrio se malogra cuando la facultad de anular actos procesales excede la finalidad que ésta protege, lo que se manifiesta en aquellos casos en que su ejercicio resulta innecesario para preservar la garantía de defensa en juicio, lo que puede tornar estéril, en la práctica, la persecución penal de los delitos.

Si la Corte entendiera que, en ese aspecto, la vía casatoria fue correctamente denegada, el rechazo del planteo subsidiario fue arbitrario. En el citado precedente “Daray” el Tribunal, con cita de Fallos: 308:733, señaló que, si en el proceso existe un solo cauce de investigación y éste estuvo viciado de ilegalidad, tal circunstancia contamina de nulidad todas las pruebas que se hubieran originado a partir de aquél. Agregó que no es suficiente la existencia de un curso de prueba independiente que, a través de un juicio meramente hipotético o conjetural, se pueda imaginar la existencia de otras actividades de la autoridad de prevención que hubiesen llevado al mismo resultado probatorio; es necesario que en el expediente conste en forma expresa la existencia de dicha actividad "independiente" que habría llevado inevitablemente al mismo resultado. En el sub lite, el a quo negó en forma dogmática la existencia de un curso independiente de investigación pues el hallazgo de una tarjeta de crédito dentro de la funda del aparato habría desencadenado una investigación que habría conducido al propietario del teléfono sustraído.

En definitiva, corresponde descalificar la sentencia impugnada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad por no constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las concretas circunstancias de la causa.

Recurso de queja N° 1 –Incidente n°1– Imputado: A. F., Ricardo Vicente s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39174/2020/16 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Disminución de la pena. Superior Tribunal de la Causa. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Acto jurisdiccional inválido.

Según conocida doctrina de la Corte, en caso de basarse el recurso en dos fundamentos, uno de los cuales es la arbitrariedad del fallo, corresponde considerar éste en primer término puesto que, de existir la arbitrariedad alegada, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos ya que no habría sentencia propiamente dicha.

En ese sentido, si bien esa tacha debe entenderse como particularmente restrictiva en los casos en que las decisiones recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el ordenamiento local, la Corte ha establecido que tal criterio admite excepción cuando la sentencia impugnada conduce, sin fundamentación adecuada, a una restricción sustancial de la vía utilizada y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio, como ocurre cuando median graves defectos de fundamentación que descalifican al fallo como acto judicial válido o los jueces omiten pronunciarse, mediante argumentos dogmáticos, respecto de planteos conducentes y oportunamente formulados.

El presente caso constituye uno de esos supuestos de excepción desde que en el recurso extraordinario del ordenamiento procesal local el defensor oficial se agravió porque la cámara declaró inaplicable la pauta de disminución de la pena que había sido tenida en cuenta por el tribunal de menores en los términos del artículo 4° de la ley 22.278, pese a que carecía de jurisdicción para hacerlo desde que el fiscal recurrente no había planteado discrepancia u objeción sobre ese punto.

El recurrente expuso con claridad su interés en cuestionar y lograr la revisión de la decisión de la cámara en dos aspectos que consideró lesivos de la defensa en juicio y de derechos reconocidos en la Convención sobre los Derechos del Niño: la falta de jurisdicción y fundamentos de la cámara para modificar los límites dentro de los que sería graduada la respuesta al hecho atribuido; y la deficiente motivación para triplicar el monto de prisión que le había sido impuesto en primera instancia , el cual, cabe recordar, pasó de tres a nueve años. 

Sin embargo, frente a esas fundadas objeciones -que, además de arbitrariedad, involucran materia federal relevante - el a quo se limitó a reproducir de manera parcial la resolución de la cámara -en cuanto refirió que correspondía aumentar la pena debido a la gravedad del injusto atribuido y a la extensión del daño causado - , sin examinar debidamente los planteos de la defensa del condenado, lo cual, cabe añadir, sólo satisface formalmente la revisión de la pena.

Por ello, la respuesta del superior tribunal provincial, en cuanto a que el recurrente “no ensaya un reclamo con la adecuada carga argumental a fin de evidenciar la arbitrariedad que le atribuye al fallo por haber excedido lo peticionado por el fiscal”, y “tampoco intenta señalar cuáles serían esas circunstancias favorables demostradas en la causa que harían procedente fijar una pena inferior a la establecida”, no observa el estándar constitucional de los precedentes “Strada” y “Di Mascio”.

El voto mayoritario del pronunciamiento restó mérito a aquellos cuestionamientos por considerar que “más allá de la interpretación realizada por la cámara, se fijó una pena sensiblemente inferior a la solicitada por el representante del ministerio público y dentro de la escala pretendida por la recurrente”. Tal afirmación no es adecuada en el sub examine. En efecto, no se aprecia que esas circunstancias alcancen a neutralizar el agravio por haber desechado la pauta legal de reducción de la sanción cuya aplicación conduciría inexorablemente a determinar una pena inferior a la que decidió la cámara; y aunque el monto de prisión quedase dentro del marco de valoración que postuló la defensa del condenado, éste conservaría intacto su interés en conocer y cuestionar los fundamentos de una sanción que aumentó la impuesta en la instancia anterior.

No se pierde de vista que, conforme tiene dicho el Tribunal, las disposiciones contenidas en los artículos 40 y 41 del Código Penal no contienen bases taxativas sino que dejan librada la fijación de la pena, dentro del marco normativo, a la apreciación discrecional de los jueces en el caso concreto. Sin embargo, también ha sostenido la Corte que ello no faculta a los tribunales a que, en detrimento de la defensa en juicio, determinen la consecuencia jurídica concreta que corresponderá al condenado sin expresar siquiera mínimamente las razones por las que se aplica esa pena y no cualquier otra dentro de las permitidas por el marco penal.

Sin perjuicio de ello, no constituye fundamento válido la consideración que el superior tribunal provincial hizo de la pena que había impuesto la cámara, al estimarla “sensiblemente inferior” a la que solicitó la fiscal, pues si bien resultó un cuarto menor que la que había postulado esa magistrada en el juicio oral respecto de la acusación por homicidio consumado y que luego reiteró en la apelación local frente a la condena por homicidio en grado de tentativa, el a quo no brindó fundamentos que respondan, a partir de las particularidades de ese requerimiento, al pertinente planteo de la defensa.

En consecuencia, el fallo apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, y debe ser descalificado como un acto jurisdiccional válido.

C., E. D. s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1056/2018/RH1, 16 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Homicidio calificado por el vínculo. Prisión perpetua. Juicio por jurados. Apreciación de la prueba. Sana critica racional. Debido proceso. Falta de fundamentación autónoma. Interpretación de la ley. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Inadmisibilidad del recurso. 

En torno al agravio de la defensa relacionado con la omisión del a quo, en su carácter de tribunal revisor, de conocer en el recurso de casación con la amplitud exigida en Fallos: 328:3399, toda vez que ello remite, necesariamente, a los términos de esa impugnación y a la respuesta brindada en la sentencia apelada, se aprecia que el pronunciamiento ha dado tratamiento a todos los planteos que en forma oportuna fueron llevados a esa instancia y los ha rechazado sin arbitrariedad y de modo ajustado al estándar establecido en el precedente citado.

En efecto, se observa que la defensa no atendió ni controvirtió los argumentos brindados por los jueces, e insiste en esta instancia quejándose no solo de la presunta lesión al derecho a la revisión amplia sino también de que la condena por el delito de homicidio desechó en forma arbitraria los elementos probatorios –sea porque obran en autos y no fueron considerados, o porque fueron descartados desde el inicio de esta investigación–. Estas objeciones no se ajustan a las circunstancias comprobadas de la causa.

Por lo demás, en atención al examen integral de la condena dispuesto por la Corte, con el a quo en que –a diferencia de otras jurisdicciones en que la valoración de la prueba es en base a la íntima convicción– el modelo de procedimiento penal cordobés exige que los ocho jurados deban exteriorizar sus razones con apego a la ley y la sana crítica racional, con la posibilidad de que éstos conformen su veredicto con la fundamentación escrita brindada por el juez técnico. Así se ha dictado debidamente la sentencia de mérito en autos, con la adhesión de los otros jueces, por unanimidad y sin menoscabo a su aptitud de revisión por el tribunal superior.

De tal manera, en el sub examine se ha observado el criterio de la Corte en cuanto a que el juicio por jurados “no ha impedido el ejercicio efectivo del derecho a la revisión amplia de las decisiones judiciales” y “es una alternativa que permite conjugar la 'precisión' propia del saber técnico con la 'apreciación' propia del saber popular, congregando la garantía inherente al debido proceso y la percepción de la realidad propia de una decisión basada en el sentido común”; “en concreto, los representantes del saber técnico se encargan de controlar que el camino hacia la decisión se encuentre balizado conforme a reglas procesales previas y precisas (debido proceso adjetivo); y los representantes de la opinión popular se encargan de construir una conclusión prudencial sobre la base del sentido común.

Si bien ante la insuficiente fundamentación del recurso lo expuesto bastaría a los fines de este dictamen, a continuación, se desarrollarán los motivos que conducen al temperamento adverso.

Con relación a los planteos vinculados con la no suscripción del acta de debate y con la ausencia de valoración de un contexto de violencia familiar y de género, se entiende que se apoyan en una argumentación que –nuevamente– no es más que la reedición de la que sustentó la apelación ordinaria, lo cual conspira – como resolvió el a quo– contra el debido fundamento exigido a esta clase de recursos, pues no constituye una crítica concreta ni razonada del pronunciamiento recurrido (Fallos: 315:59; 317:373 y 323:3486, y sus citas, entre otros), y respecto de la cual obtuvo fundada respuesta por parte de los jueces intervinientes en las instancias locales.

Por otra parte, la objeción que dirige la defensa contra la supuesta omisión e inválida incorporación de elementos probatorios a este proceso (desde su inicio), además de infundada, resulta extemporánea, por lo que su tratamiento implicaría retroceder a instancias agotadas y desconocer la estabilidad de los actos cumplidos que no fueron objeto de cuestionamiento oportuno por las partes, con afectación de la seguridad jurídica sobre la que se sustentan los principios de progresividad y preclusión, que rigen en plenitud en el marco de los procesos penales; sin que, por lo demás, se adviertan aspectos que comprometan el orden público.

En lo concerniente a la ausencia del elemento subjetivo que arguye el recurrente, además de haber obtenido respuesta suficiente por parte de los jueces locales, es pertinente recordar que sobre este aspecto del tipo penal V.E. ha establecido que la existencia o la negación del dolo del imputado en causa criminal es, por su naturaleza, cuestión propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia extraordinaria, excepto que se demuestre arbitrariedad, extremo que –en las condiciones expuestas– no se advierte en el sub judice.

En virtud de las deficiencias descriptas, cabe aquí recordar, de conformidad con la asentada jurisprudencia de la Corte y lo prescripto por el artículo 15 de la ley 48, que el recurso extraordinario federal debe satisfacer el requisito de fundamentación autónoma a fin de que la Corte pueda tratar los agravios que se pretenden traer a su conocimiento y, por ello, su incumplimiento implica la inadmisibilidad del recurso.

No obstante ello, y a fin de brindar una mejor respuesta jurisdiccional al caso, cabe mencionar que la causa “Antognazza” el tribunal de primera instancia había condenado a la imputada a la pena de seis años de prisión por considerarla autora penalmente responsable del delito de abandono de persona calificado (art. 106, segundo párrafo, en relación al art. 107 del Código Penal) por haber privado a su hija de tres años de edad de la necesaria alimentación e hidratación, a raíz de lo cual la niña presentó un cuadro de aguda desnutrición y deshidratación. El superior tribunal de justicia local casó el fallo recurrido y condenó a la imputada a la misma pena por considerarla autora penalmente responsable del delito de lesiones graves calificadas por el vínculo (art. 92, segunda hipótesis, del Código Penal).

En este contexto, los votos en disidencia del pronunciamiento de la Corte destacaron el criterio que, en cuanto al principio de congruencia, cualquiera sea la calificación jurídica que en definitiva efectúen los jueces, el hecho que se juzga debe ser exactamente el mismo que el que fue objeto de imputación y debate en el proceso, es decir, aquel sustrato fáctico sobre el cual los actores procesales desplegaron su necesaria actividad acusatoria o defensiva. Y concluyeron que esa correlación no había sido respetada, pues la sustitución del tipo de abandono de persona por el de lesiones graves había implicado, siempre según su criterio minoritario, una alteración de la imputación fáctica.

Lo descripto permite advertir que las circunstancias fácticas y jurídicas del precedente al que se refiere esa disidencia no se compadecen ni guardan correspondencia con el presente caso. Estas diferencias sustanciales resultan por esto ya determinantes para rechazar el planteo de la recurrente, quien sólo se ha limitado a invocar dogmáticamente su aplicación al sub lite.

El a quo ha juzgado correctamente que la nombrada tomó parte en la ejecución del hecho (en los términos del artículo 45 del Código Penal) puesto que las condiciones de la imputación de la realización típica y el carácter de la intervención no derivan solamente de la interpretación de la norma de la parte especial de la que se trate (en este caso el artículo 80, inciso 1°, del Código Penal) -y como pretende la parte, sólo de manera comisiva–, puesto que el ataque al bien jurídico puede ser realizado tanto activamente como por la omisión de acciones de protección que estaba obligada a realizar en función de su posición de garante.

Luego de la anterior intervención de la Corte, el recurso de casación ha sido fundadamente rechazado por el a quo en los términos del precedente de Fallos: 328:3399, sobre la base de una razonable inteligencia de las constancias del proceso. Por lo tanto, la nueva impugnación federal intentada, ahora contra esa decisión, es inadmisible pues los antecedentes del sub examine no suscitan, el gravamen federal invocado y el reclamo se vincula con materia de hecho, prueba y derecho común que exhibe una mera discrepancia con lo resuelto.

G., N. M. y otro s/ Homicidio calificado

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1868/2019/RH1, 16 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Suspensión del juicio a prueba. Resoluciones equiparables a definitiva. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentación. Principio pro homine. Interpretación y aplicación de la ley. División de poderes. Apartamiento de la doctrina de la corte. Mantenimiento del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones relativas a la admisibilidad o procedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, este criterio admite excepciones cuando la sentencia impugnada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía utilizada y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio, que también ampara a este Ministerio Público. 

Es lo que ocurrió en el sub examine, desde que en el planteo casatorio -y luego en el escrito de la apelación del artículo 14 de la ley 48- el fiscal recurrente argumentó de manera fundada que la sentencia impugnada es equiparable a definitiva, destacando en tal sentido que la tutela de los derechos que se invocan no podrá hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior, por cuanto la decisión que rechazó la posibilidad de controlar el cumplimiento de las pautas de conducta bajo las que fue dispuesta la suspensión del juicio a prueba -y, de esa manera, las tuvo implícitamente por satisfechas -, impide la continuación del proceso y conduce indefectiblemente a la declaración de extinción de la acción penal.

Tal razonamiento, se ajustó al expuesto por la Corte en el pronunciamiento publicado en Fallos: 320:1919, que ha sido reiterado en los de Fallos: 330:5108 y 336:392, entre otros.

No obstante, el a quo omitió toda consideración de esos fundamentos, que resultaban conducentes para la solución a adoptarse, y rechazó la vía recursiva mediante la invocación de una fórmula dogmática por la que achacó al impugnante no haber sustanciado de manera suficiente aquella alegada equiparación, lo cual, no se conformó a los términos del planteo formulado por el Ministerio Público en esa instancia.

En tales condiciones, la sentencia carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido, y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.

La decisión de la cámara de apelaciones careció de fundamentación legal. En efecto, ninguna razón se encuentra en dicho pronunciamiento que permita sostener la proposición de la que partió, según la cual el control del cumplimiento de las reglas de conducta bajo las que se concede la suspensión del juicio a prueba sólo podría efectuarse durante el lapso de duración del beneficio, y caducaría la posibilidad de hacerlo en el instante en que éste se agotara. No se aprecia que así lo establezcan las normas pertinentes del Código Penal ni del Código Procesal Penal de la Nación.

Si bien el principio pro homine obliga a privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal, la exégesis de la ley no puede pasar por alto el límite que representan las palabras que empleó el legislador. En efecto, tiene dicho la Corte “que es función legítima de los jueces, en el ejercicio de su jurisdicción, declarar el derecho vigente, a cuyos términos ha de ajustarse la decisión del caso sometido a su fallo, pero se ha hecho reserva de que tal facultad ha de cumplirse sin arbitrariedad, como condición necesaria para que no exista invasión de atribuciones reservadas a otros poderes ”; y que “por amplias que sean las facultades judiciales en orden a la aplicación e interpretación del derecho, el principio de la separación de los poderes, fundamental en el sistema republicano de gobierno adoptado por la Constitución Nacional, no autoriza a los jueces el poder de prescindir de lo dispuesto expresamente por la ley respecto al caso, so color de su posible injusticia o desacierto”.

En el presente, los términos de la ley son claros, y la interpretación que hizo la cámara de apelaciones, superó ese límite e importó, además, una contradicción con la lógica más elemental y el sentido común, en la medida en que obstó al examen que aquellas disposiciones imponen en relación con las pautas que el acusado debe observar hasta el final del plazo de suspensión, y que por lo tanto sólo puede ser realizado cabalmente mediante las pertinentes consultas y la debida intervención de las partes, una vez vencido aquél.

Esta última inteligencia, se ajusta además, al espíritu y la finalidad del beneficio en cuestión, que consiste en una medida alternativa a la continuación del proceso y la eventual aplicación de una pena privativa de la libertad, por la que se procura -entre otros objetivos- fomentar en el acusado el sentido de su responsabilidad hacia la sociedad.

La sala se apartó de la doctrina del precedente “Di Nunzio”, en el que se ha dejado establecido que “el concepto de sentencia equiparable a definitiva para el recurso extraordinario, no difiere del establecido para el recurso de casación, tomando en cuenta el carácter de tribunal intermedio de la cámara homónima, siempre que se invoque en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento conforme la doctrina de esta Corte” (considerando 12).

Recurso de queja N° 1 - Incidente N° 1 – Imputado: E., D. A. s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70019/2016/TO01/2/1/1/RH2, 16 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Prisión domiciliaria. Falta de fundamentación. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

No está en discusión que el requisito etario previsto en el artículo 32, letra “d”, de la ley 24.660 no es suficiente para conceder la detención domiciliaria, ya que es necesario demostrar también la existencia de razones humanitarias que justifiquen la medida. Como se ha dicho, la mayoría del a quo consideró que esas razones están dadas en el caso debido a las diversas patologías que sufre el condenado.

La Corte ha establecido que los informes del Cuerpo Médico Forense no sólo son los de un perito, sino que constituyen el asesoramiento técnico de auxiliares de justicia cuya imparcialidad está garantizada por normas específicas, de modo que su intervención en casos como el sub examine es ineludible.

A la contradicción señalada por el recurrente ha de agregarse la carencia de fundamentación dirigida a intentar justificarla, lo que vicia por sí la decisión del a quo, al tornarla arbitraria. 

Descartado entonces que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión del a quo carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.

Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1- Imputado: V., Ernesto s/ Incidente de recurso extraordinario

FRO-Justicia Federal de Rosario, 43000130/2004/TO1/52/3/1/1/RH20, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Prisión domiciliaria. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

Los informes del Cuerpo Médico Forense no solo son los de un perito, sino que constituyen el asesoramiento técnico de auxiliares de justicia cuya imparcialidad está garantizada por normas específicas, de modo que su intervención en casos como el sub examine es ineludible. En consecuencia, la falta de argumentación que justifique el apartamiento de los jueces de lo afirmado en los informes médicos vicia por sí la decisión del a quo.

Al tener en cuenta que el estándar aplicable a casos como el analizado es que la detención domiciliaria, de acuerdo con lo previsto en la ley 24.660, es una medida que está dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales, como el derecho a la salud, que la prisión no debe afectar, asiste razón al recurrente al tachar de arbitraria la decisión impugnada pues, carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.

Recurso queja N° 1 – Incidente N° 5 – Imputado: B., Pedro Nolasco s/ Incidente de recurso extraordinario

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 35022545/2012/TO2/17/5/1/RH15, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa FSM 768/2010/TO1/10/1/1/1/1/RH6, “Recurso Queja n° 1. Incidente n° 1. H. G., Carlos del Señor s/ incidente de recurso extraordinario”.

Recurso queja N 1. Incidente N° 2. Imputado: S., Ernesto Jorge s/ Incidente de recurso extraordinario

FRE-Justicia Federal de Resistencia, 93001074/2009/TO1/68/1/2/1/RH18, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa FLP 91003389/2012/TO1/73/3/1/1/RH18, “R. P., Carlos María s/ legajo de casación”.

Recurso queja N° 2 – Incidente N° 1 – Imputado: F., Luis Ángel s/ Incidente de recurso

FSM-Justicia Federal de San Martín, 27004012/2003/TO12/84/1/1/2/RH73, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Falso testimonio. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Procedencia del recurso. 

Si bien la propia naturaleza del derecho a ser juzgado en un plazo razonable y sin dilaciones indebidas impide determinar con precisión a partir de qué momento comenzaría a lesionarse, pues depende en gran medida de diversas circunstancias propias de cada caso y no puede, por ello, traducirse en un número de días, meses o años, en función de ese criterio el plazo de duración de este proceso no puede estimarse razonable.

Ello así, con apoyo en los precedentes del Tribunal, en los que sostuvo que el concepto de plazo razonable al que se hace referencia en el artículo 8º, inciso 1º, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, debe medirse con relación a una serie de factores tales como la complejidad del caso, la conducta del inculpado y la diligencia de las autoridades competentes en la conducción del proceso.

Como la ha desarrollado la Corte en su jurisprudencia en esta materia, el derecho en cuestión es independiente de los plazos generales que el legislador ordinario impone teniendo en mira clases de casos. El plazo razonable que garantizan la Constitución y el derecho internacional de los derechos humanos ha de ser determinado judicialmente en cada litigio, tomando en consideración los rasgos particulares del caso concreto; y sea cual fuere el lapso que de ese modo se declare, su cumplimiento determinará la extinción de la pretensión punitiva a pesar de que los términos de prescripción dispuestos en la ley ordinaria indiquen lo contrario.

El encausado no es el responsable de velar por la celeridad y diligencia de la actuación de las autoridades en el desarrollo del proceso penal, razón por la cual no se le puede exigir que soporte la carga del retardo en la administración de justicia pues ello traería como resultado el menoscabo de los derechos que le confiere la ley.

El tribunal de la instancia anterior sostuvo que el proceso abierto no restringió los derechos del imputado, sin considerar que, tal como sostiene desde antiguo la Corte, todo enjuiciamiento penal conlleva para el imputado un determinado nivel de incertidumbre y restricción de la libertad, más allá del posible perjuicio patrimonial que señala el defensor oficial en su apelación federal, consecuencia personal cuya ponderación también ha sido reconocida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos como cuarto elemento a fin de evaluar la afectación de la garantía invocada. Igual encuadre cabe atribuirle a la relevante circunstancia que implicaría la firmeza de la condena penal dictada el 2 de mayo de 2019 por un hecho como el descripto, cometido en agosto de 2002.

Lo hasta aquí desarrollado permite concluir que la decisión impugnada ha pasado por alto las objetivas e inusuales características del presente caso, a la luz de las cuales -frente al orden público involucrado- la mera invocación de la causal de suspensión de la prescripción de la acción del artículo 67, segundo párrafo, del Código Penal, no constituye fundamento válido para desconocer la afectación de la garantía constitucional que consagra el derecho a ser juzgado en un plazo razonable.

Recurso de queja N° 3 – Principal en Tribunal Oral 0- Imputado: N., Oscar Alejandro s/ Falso Testimonio

FRO-Justicia Federal de Rosario, 83000002/2006/TO1/3/RH2, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Libertad condicional. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. Mantenimiento del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

Acierta el recurrente al tachar de arbitraria la decisión impugnada mediante recurso federal, en la medida en que carece de la debida fundamentación al haber omitido responder a un argumento conducente, oportunamente introducido, para la adecuada solución del caso. 

En la fundamentación del a quo no hay respuesta suficiente para el agravio puntual del recurrente. En efecto, al afirmarse que no podía pretenderse la intervención del organismo técnico criminológico y del Consejo Correccional del servicio penitenciario, en tanto el imputado estaba cumpliendo la pena en su domicilio, se elude que el recurrente objetó, en rigor, que el informe necesario para conceder la libertad condicional no es ninguno de los elaborados en este caso por la Dirección de Control y Asistencia a la Ejecución Penal, ya que en éstos falta el pronóstico sobre la reinserción social del condenado, que resulta determinante, de conformidad con la ley aplicable, para evaluar la procedencia del instituto en cuestión. 

El déficit señalado, impide calificar la decisión impugnada como acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la doctrina de arbitrariedad de sentencias elaborada por la Corte.

Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: D. M., Juan Carlos s/ Incidente de recurso extraordinario

FCT-Justicia Federal de Corrientes, 12000276/2004/TO1/7/1/1/1/RH2, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Prisión domiciliaria. Interpretación de la ley. Mantenimiento del recurso. 

Lleva la razón el recurrente. En efecto, por un lado, no está en discusión en este caso que la interpretación correcta de la ley 24.660 es aquella según la cual el requisito etario no es suficiente para conceder la detención domiciliaria. 

Por otro lado, es doctrina de la Corte que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.

El a quo se ha apartado injustificadamente de esa jurisprudencia, dado que, según lo afirmado por el recurrente, el servicio penitenciario está en condiciones de garantizarle al condenado la atención médica adecuada a sus dolencias, así como también cumple con las medidas necesarias para disminuir el riesgo de contagio del virus COVID. A ello cabe agregar que tampoco se ha explicado por qué en su domicilio estaría en mejor condición para recibir el tratamiento que necesita. En suma, no se advierte ninguna razón atendible para excarcelarlo vinculada a su estado de salud.  

Por último, resulta particularmente descalificable que el a quo haya omitido valorar que el imputado se mantuvo rebelde durante seis años, al tener en cuenta que, de acuerdo con consolidada jurisprudencia de la Corte, en casos como el sub examine pesa sobre los magistrados un especial deber de cuidado para neutralizar toda posibilidad de fuga.

Recurso queja N° 2 – Incidente N° 1 – Imputado: O., Mario Guillermo s/ Incidente de recurso extraordinario

FSM-Justicia Federal de San Martín, 27004012/2003/TO36/4/1/2/RH71, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Prisión domiciliaria. Crímenes de lesa humanidad. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al fallo de las causas O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; T. 13, XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838”; B. 106, XLIX, “Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486”; y A. 57, XLIX, “Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858”.

Acto jurisdiccional inválido.

El estándar aplicable a casos como el sub examine es que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.

El a quo se ha apartado injustificadamente de esa jurisprudencia, dado que, se desconocen cuáles son las patologías de los imputados que no podrían ser tratadas adecuadamente en la prisión, ni se ha explicado por qué su alojamiento intramuros debería considerarse, más allá de la cuestión etaria, una medida cruel, inhumana o degradante.

Por último, el a quo ha pasado por alto que, a los fines de evaluar el riesgo procesal que implica eximir de la detención cautelar carcelaria a un imputado por delitos de lesa humanidad, la Corte consideró relevante, entre otras circunstancias, que aquél, como en el caso de los acusados que aquí se analizan, fuera alguien entrenado y capacitado para ejecutar órdenes funcionales a un aparato de represión ilegítima que, como el montado durante el último gobierno militar, operó en la clandestinidad y demostró eficacia para eliminar pruebas y no dejar rastros de los crímenes cometidos, por lo que aún hoy existen arduas dificultades para conocer la verdad de lo ocurrido. Y también que esta realidad haya sido favorecida por la actuación corporativa posterior de los responsables de tales crímenes y de quienes les prestaron apoyo desde dentro y fuera de sus estructuras de acción.

El déficit en la argumentación brindada para fundar la decisión impugnada, también la descalifica como acto jurisdiccional válido, en tanto se aparta de la citada jurisprudencia de la Corte según la cual la mera ausencia de prueba acerca de maniobras elusivas del imputado durante el curso del proceso, es insuficiente para suprimir el valor que adquieren las otras ponderadas en esa jurisprudencia como restrictivas de la excarcelación, tal como las mencionadas previamente. En consecuencia, la Corte debe mantener el mismo criterio al pronunciarse en el sub lite, y declarar que el a quo ha incurrido en arbitrariedad al haber omitido el análisis de circunstancias conducentes para la adecuada solución del caso. 

Por todo lo expuesto, y los demás argumentos y conclusiones desarrollados por el señor fiscal general, está Procuración General mantiene la queja interpuesta.

Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: A., Raúl Esteban y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/450/1/1/RH167, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Prisión domiciliaria. Apartamiento de la doctrina de la corte. Intención de eludir la acción de la justicia. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al fallo de las causas O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; T. 13, XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838”; B. 106, XLIX, “Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486”; y A. 57, XLIX, “Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858”.

El estándar aplicable a casos como el sub examine es que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.

El a quo se ha apartado injustificadamente de esa jurisprudencia, dado que, el servicio penitenciario le garantizaba al imputado la atención médica adecuada a sus dolencias. Tampoco se ha explicado por qué en su domicilio estaría en mejor condición para recibir el tratamiento que necesita. En suma, no habría ninguna razón atendible para excarcelarlo vinculada a su estado de salud.

Por último, resulta particularmente descalificable que el a quo haya omitido valorar que el imputado se mantuvo prófugo durante diecisiete meses, al tener en cuenta que, de acuerdo con consolidada jurisprudencia de la Corte, en casos como el sub examine pesa sobre los magistrados un especial deber de cuidado para neutralizar toda posibilidad de fuga.

Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: W., Enrique Francisco s/ Incidente de recurso extraordinario

FLP-Justicia Federal de La Plata, 2450/2007/TO2/5/1/1/RH25, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Suspensión del juicio a prueba. Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones relativas a la admisibilidad o procedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, este criterio admite excepción cuando la sentencia impugnada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía utilizada y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio, que también ampara a este Ministerio Público. 

Es lo que ocurrió en el sub examine. En efecto, el a quo desestimó el recurso de casación mediante una afirmación dogmática y las objeciones formuladas por el agente fiscal a la suspensión del juicio no consistieron en una mera opinión diversa sobre la cuestión, sino que expusieron con claridad la arbitrariedad de aquella decisión del tribunal oral.

En el recurso de casación fue claramente planteada la arbitrariedad de la decisión del tribunal oral por haberse apartado de los términos de la oposición del fiscal a la suspensión del juicio, que contó con fundamentos suficientes en el texto y en el espíritu del artículo 76 bis del Código Penal y en razones de política criminal que lo pusieron a salvo del control del que pudo haber sido objeto, y lo colocaron así como un límite infranqueable a la concesión de aquel beneficio.

A pesar de ello, el a quo omitió considerar debidamente esas críticas, y las desestimó mediante una mera afirmación dogmática y estereotipada por la que las calificó como una opinión diversa sobre la cuestión debatid, lo cual sólo constituye fundamentación aparente.

En tales condiciones, la sentencia apelada carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.

Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: S., Mariano Ernesto y otro s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20270/2017/TO1/12/1/1/RH5, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Prisión domiciliaria. Crímenes de lesa humanidad. Intención de eludir la acción de la justicia. Mantenimiento del recurso. 

Remisión a los fallos de las causas O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; T. 13, XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838”; B. 106, XLIX, “Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486; y A. 57, XLIX, “Araujo, Ricardo César s/causa n° 15.858”.

Resulta particularmente descalificable el modo en el que la mayoría ha descartado la existencia de riesgo procesal para justificar su decisión. No está en discusión que el imputado ya había sido beneficiado con la detención domiciliaria, la que fue revocada al haber incumplido aquél, reiterada y sistemáticamente, con las condiciones que se le fijaron para mantener tal beneficio. Sin embargo, el a quo afirmó que un nuevo examen del caso llevaba a la conclusión de que correspondía otorgar otra vez la medida, dado que ahora una vecina del imputado se ofreció como garante, sin explicar, de qué manera tal vecina, que ni siquiera convive con el interesado, podrá garantizar que se mantendrá a derecho, cuando él, entrenado y formado para desempeñarse en el Servicio de Informaciones Confidenciales de la Policía de Tucumán, desde donde brindó su aporte para la ejecución del plan de represión ilegal sistemática ejecutado durante el último gobierno de facto, ya demostró acabadamente su voluntad de no hacerlo. En suma, el déficit de fundamentación descalifica la decisión impugnada, de acuerdo con la consolidada jurisprudencia de la Corte, según la cual en casos como el sub examine pesa sobre los magistrados un especial deber de cuidado para neutralizar toda posibilidad de fuga.

Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: D. C., Luis Armando s/ Incidente de recurso extraordinario

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 401556/2005/TO1/12/1/1/1/RH10, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas FPA 9076/2017/TO1/41/1/1/1/RH3, “Recurso Queja n° 1. Incidente n° 1. Imputado: C., Javier Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario” y FTU 7742/2018/TO1/19/2/1/1/RH2, “Recurso Queja n° 1. Incidente n° 1. Imputado: L., Carlos Martín s/ Incidente de recurso extraordinario”.

Recurso queja Nº 1 – Incidente N° 1 – Imputado: M., Lucinda s/ Incidente de recurso extraordinario

FSA-Justicia Federal de Salta, 29282/2018/TO1/4/1/1/1/RH1, 07 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Nulidad procesal. Detención sin orden. Derecho al recurso. Facultades del fiscal. Violación al debido proceso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Si bien las decisiones relativas a la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa no justifican, en principio, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, corresponde hacer excepción a tal regla sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, cuando lo resuelto frustra el alcance de la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente.

Es pertinente señalar que, si bien el artículo 8, párrafo 2°, inciso h, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos fue consagrado sólo en favor del inculpado y el Ministerio Público, en tanto es un órgano del Estado y no el sujeto destinatario del beneficio, no se encuentra amparado por la norma con rango constitucional, ello no obsta a que el legislador, si lo considera necesario, le conceda el derecho a recurrir.

Por ello, al denegar su jurisdicción el a quo cercenó en forma arbitraria la vía que la ley procesal aplicable le confiere al Ministerio Público, con menoscabo de la garantía del debido proceso y de su función constitucional y legal.

Este temperamento resulta de entera aplicación al caso porque en atención a la naturaleza de los agravios planteados en el recurso de casación, el a quo debía soslayar cualquier óbice formal y habilitar su instancia. Al declarar inadmisible la vía intentada y rehusar dogmáticamente pronunciarse frente a aquellos agravios, aptos para habilitar la apelación federal, corresponde que la decisión sea descalificada como acto judicial válido por apartarse de la doctrina sentada en el precedente “Di Nunzio”, conforme la cual siempre que se invoquen en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento, deben ser revisados previamente por la cámara de casación en su carácter de tribunal intermedio, ante el cual las partes pueden encontrar la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, sin necesidad de recurrir a la sede de la Corte.

Cabe mencionar que, en lo atinente a los arrestos, el Tribunal ha sostenido que la competencia para efectuarlos a la que alude el artículo 18 de la Constitución Nacional sólo puede provenir de un expreso mandato legislativo y debe ejercerse en las formas y condiciones fijadas por esa disposición legal. En ese orden, el Código Procesal Penal de la Nación, como reglamentario de la norma constitucional, establece que la autoridad competente es el juez; excepcionalmente faculta a la policía o las fuerzas de seguridad a aprehender a los presuntos culpables en los casos y formas que autoriza el código y a detener, aun sin orden judicial, cuando hubiere indicios vehementes de culpabilidad y exista peligro procesal o a quien sea sorprendido en flagrancia –v. gr. si tuviera objetos que permitan sostener razonablemente su participación en un delito–.

Al respecto, en Fallos: 325:2485 y 3322 y 326:41 la Corte sostuvo que a los efectos de determinar si resulta legítima la medida cautelar de prevención que tuvo por sustento la existencia de un estado de sospecha sobre la verdadera conducta del imputado, ha de examinarse el concepto a la luz de las circunstancias en que aquella tuvo lugar y señaló que en Fallos: 321:2947 se precisaron los conceptos de “causa probable”, “sospecha razonable”, “situaciones de urgencia” y la “totalidad de las circunstancias del caso”.

Por otra parte, a partir del precedente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos “Fernández Prieto y Tumbeiro vs. Argentina”, cabe concluir que, según ese tribunal, la detención sin orden judicial o en flagrancia llevada a cabo por la policía en el marco de su actuación en prevención de delitos, será adecuada a la Convención cuando existan hechos o informaciones reales, suficientes y concretas que permitan inferir razonablemente a un observador objetivo la probabilidad de alguna infracción penal o contravencional.

Por las razones expuestas, correspondía que el a quo habilitara su jurisdicción para conocer –en una materia propia de su competencia– sobre los atendibles planteos que el recurrente había introducido respecto de las circunstancias en que se produjo el procedimiento de la fuerza de seguridad que dio inicio a las actuaciones.

Esa deficiencia descalifica lo resuelto y determina que corresponda devolver las actuaciones para que el a quo examine la validez del acto cuestionado a la luz de las normas aplicables y la doctrina en la materia.

Recurso de queja n° 1 - Incidente n°1 - Imputado: B. R., Jhon Sebastián s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63730/2019/2/1/1/RH1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Violación al debido proceso. Sentencia condenatoria. Notificación al imputado. Notificación tardía. Derecho al recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Es doctrina de la Corte que el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, en particular, como se verifica en el sub examine, cuando lo decidido podría privar definitivamente al imputado del derecho a la revisión de la condena que le fue impuesta.

La Corte ha afirmado que, si no obra constancia alguna de que el condenado privado de libertad haya sido trasladado a la sede del tribunal a fin de notificarle de la sentencia al procederse a su lectura, ya que el acta correspondiente carece de su firma y la de su asesor letrado, entonces no puede computarse la fecha de realización de tal acto como dies a quo del plazo para impugnar.

En efecto, la Corte ha afirmado que si no obra constancia alguna de que el condenado privado de su libertad haya sido trasladado a la sede del tribunal a fin de notificarse de la sentencia al procederse a su lectura, ya que el acta correspondiente carece de su firma y la de su asesor letrado, entonces no puede computarse la fecha de realización de tal acto como dies a quo del plazo para impugnar.

Por otro lado, se ha afirmado que el derecho a la defensa en juicio se traduce en las facultades de intervención acordadas al imputado y a su defensor, y en los presupuestos establecidos para que ciertos actos puedan tener eficacia procesal, con la finalidad de asegurar las posibilidades del imputado de influir en la decisión final, lo que debe ocurrir en forma efectiva durante el procedimiento.

Cabe señalar también que, si bien no es obligación de la asistencia técnica fundar pretensiones de su defendido que no aparezcan, a su entender, mínimamente viables, ello no la releva de realizar un estudio serio de las cuestiones eventualmente aptas para ser canalizadas por las vías procesales pertinentes, máxime porque se trata de una obligación que la sociedad puso a su cargo. Ello toda vez que no puede imputarse al procesado, sobre todo si está encarcelado, la inoperancia –a la que es ajeno– de la institución prevista para asegurar el ejercicio de su derecho constitucional, cuya titularidad ostenta exclusivamente y cuya inobservancia puede acarrear responsabilidad internacional al Estado Argentino.

Es pertinente recordar la doctrina de la Corte en cuanto a que la expresa indicación del procesado de recurrir ante el tribunal impide considerar firme el pronunciamiento.

M., Aldo Andrés s/ Recurso de queja - causa n° 84.547

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 408/2020/RH1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Violación de domicilio. Sentencia absolutoria. Protección de la mujer. Violencia de género. Fallos del Superior Tribunal. Ministerio Público Fiscal. Facultades del fiscal. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Acto jurisdiccional inválido.

Si bien la tacha de arbitrariedad debe entenderse como particularmente restrictiva en los casos en que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el ordenamiento local la Corte ha establecido que tal criterio admite excepción cuando la sentencia impugnada conduce, sin fundamentación adecuada, a una restricción sustancial de la vía utilizada y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio, como ocurre cuando median graves defectos de fundamentación que descalifican al fallo como acto judicial válido o los jueces omiten pronunciarse, mediante argumentos dogmáticos, respecto de planteos conducentes y oportunamente formulados.

El presente caso constituye uno de esos supuestos de excepción. Ello así, desde que el a quo rechazó el planteo de inconstitucionalidad del límite que el ordenamiento procesal local establece a la pretensión recursiva del Ministerio Público, bajo la mera afirmación dogmática de que la víctima conserva la posibilidad de actuar con autonomía, lo que constituye una obviedad mediante la cual pasó por alto y rehusó analizar la cuestión de fondo, independiente de aquélla, que versa sobre la invalidez de aquella restricción en casos como el sub examine, en los que la actividad recursiva del fiscal se encuentra influida por los deberes establecidos en la Convención Interamericana para Prevenir , Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer.

En tales condiciones, el Superior Tribunal local omitió dar debido tratamiento a ese agravio de índole federal oportunamente planteado por el Ministerio Público Fiscal en los términos del artículo 14, inciso 3°, de la ley 48, mediante un pronunciamiento con fundamentación sólo aparente que impide considerarlo como acto jurisdiccional válido, y que implicó al mismo tiempo pasar por alto el criterio establecido por la Corte en Fallos: 311:2478 y reiterado en numerosos pronunciamientos, según el cual cuando se plantea una cuestión federal la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden vedar el acceso a aquel órgano en tales supuestos. 

En las particulares circunstancias del caso, esa omisión resulta especialmente significativa debido a la tensión que se genera entre la sentencia apelada y el compromiso que asumió el Estado Argentino de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer, y establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos.

Esa incompatibilidad resulta evidente en la medida en que la fiscal impugnó la sentencia de absolución alegando, no un mero error en la valoración de la prueba, sino el vicio de arbitrariedad, lo que imponía evaluar el mérito de la petición. Al omitir considerar, en aquellos términos, el alegato con argumentos atendibles de que la acusación por hechos de violencia contra la mujer en el sub lite había sido desechada arbitrariamente, el a quo incumplió con ese compromiso.

El tribunal del juicio también pasó por alto la ley 26.485 en cuanto dispone que los organismos del Estado deberán garantizar a las mujeres, en cualquier procedimiento judicial o administrativo, el derecho -entre otros - “i) a la amplitud probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus naturales testigos”.

Sin embargo, mediante una mera afirmación dogmática el superior tribunal provincial pasó por alto esos graves cuestionamientos contra la sentencia absolutoria, que hacían especialmente exigible su intervención dada la posibilidad de que se configurara en el caso un incumplimiento del deber del Estado de investigar y sancionar con debida diligencia todos los actos de violencia contra las mujeres, y de adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad.

Estas circunstancias permiten sostener que en el sub lite se configura una situación de la índole que valoró la Corte, a nivel federal, en el precedente “Arce”, donde sostuvo la vigencia de la limitación de la facultad de recurrir del Ministerio Público cuando se verifique un supuesto como el previsto por el artículo 458 del Código Procesal Penal de la Nación, en la medida en que no se haya afectado la validez de otras normas constitucionales.

En tales condiciones, el fallo apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, y debe entonces ser descalificado como un acto jurisdiccional válido.

En virtud de su específica atinencia con el sub examine, resulta de interés el criterio según el cual “cuando en un caso de violencia contra la mujer la parte acusadora impugna la sentencia de absolución alegando, no un mero error en la valoración de la prueba, sino el vicio de arbitrariedad, no es posible desoír el planteo mediante la sola aplicación de los límites formales del artículo 458 del Código Procesal Penal de la Nación, sin evaluar el mérito de la petición. En este sentido, según lo ha sostenido la Corte Interamericana de Derechos Humanos, es una parte importante de la obligación internacional asumida para la eliminación de prácticas sociales discriminatorias, como las que se expresan en la violencia de género, el asegurar que los procedimientos en los que se ventilan ataques discriminatorios sean conducidos de modo que no se socave la confianza de los miembros del grupo discriminado en la capacidad y disposición de las autoridades de protegerlos de la amenaza de violencia discriminatoria.

Por otra parte, el límite sobre el que se basó el pronunciamiento apelado se encuentra establecido en una norma local por la que la provincia regula el trámite del procedimiento penal, en ejercicio de la competencia para legislar en esa materia que las provincias han reservado para sí. Sin embargo, no se debe perder de vista la posibilidad de que la aplicación de esa disposición en un caso concreto redunde en una afectación de los intereses de la Nación, en cuanto los tribunales locales tienen competencia para entender en materias en las que la Nación asumió, como signataria de la antes citada convención internacional, compromisos cuyo incumplimiento puede ir rogar responsabilidad internacional al Estado Argentino.

Provincia del Chubut c/ G., M. A. s/ Recurso de queja

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1023/2019/RH1, 01 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Transporte de estupefacientes. Recurso de casación. Concurrencia de agravantes. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa FSM 16606/2013/TO1/41/1/RH4, “Recurso de queja n° 1 –Incidente n° 41- Imputado: F., Sandra Elizabeth y otros s/ Incidente de recurso extraordinario”.

Aquello que desde el primer momento se hallaba en discusión en el caso, y motivó el recurso de casación fiscal, era la inteligencia que cabía asignar a normas de indudable carácter federal, como son las que tipifican y reprimen los delitos de estupefacientes contenidos en la ley 23.737, cuya interpretación por parte del tribunal de juicio fue además tachada de arbitraria en aquella impugnación.

En tales condiciones, no cabe duda de que era aplicable al sub lite la doctrina del caso “Di Nunzio” y que la sala de casación, en su anterior intervención, procedió correctamente cuando prescindió de los límites previstos en el artículo 458 del Código Procesal Penal y declaró la procedencia del recurso fiscal.

No correspondía, por tanto, que en su segunda intervención el a quo volviera sobre la cuestión para descalificar la solución adoptada por la sala en su anterior integración, pues ello implicó negar arbitrariamente la jurisdicción que como tribunal intermedio le incumbía asumir en los términos del precedente de mención.

Ni siquiera estaban dados en el caso los presupuestos para la aplicación de la doctrina de los precedentes “Duarte” y “Chambla”, en virtud de la cual el a quo consideró necesario reconducir el recurso extraordinario de la defensa “hacia un recurso de casación en los términos de los artículos 456 y siguientes del C.P.P.N.”.

Pues en el primero de ellos esta Procuración, en línea con lo que luego también resolvería la Corte, predicó que el derecho a obtener una revisión amplia del fallo también le asistía a la persona que es condenada por primera vez por un tribunal revisor que conoce en el recurso deducido contra la sentencia absolutoria dictada en primera instancia. Y si bien en el segundo de esos precedentes propició la extensión de esa doctrina a un caso en el que el tribunal revisor agravó una primera condena, lo hizo por considerar que, en él, la segunda sentencia dictada como consecuencia del recurso del acusador era tan distinta de la primera, e implicaba un agravamiento tan significativo de la pena, que no era posible describirlo ya sustancialmente como una simple revisión del pronunciamiento anterior, sino como una nueva primera condena que, a los efectos de la doble conformidad que busca asegurar la cláusula convencional, se hallaba en pie de igualdad con la condena dictada por primera vez por un tribunal revisor que conoce en el recurso contra la absolución.

No se aprecia, empero, que ésta fuese la situación que se presentaba en la causa. Recuérdese que, en el caso “Chambla”, la condena original a tres años de prisión, por homicidio en riña, había sido reemplazada por otra completamente distinta, a diez años y ocho meses de prisión, por el delito de homicidio simple, agravado por la participación de un menor de edad, y eso fue lo determinante para considerar que se trataba de una nueva primera sentencia que ameritaba su revisión en los términos del artículo 8.2.h. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Nada de esto era lo que acontecía en el sub examine en el que la condena original a diez años fue sustituida por otra a doce años de prisión, sin otra modificación en la calificación legal que la aplicación de una circunstancia agravante. No correspondía por tanto otorgar contra la primera sentencia del a quo la revisión amplia con la que se sustituyó el trámite de la apelación federal deducida por el letrado defensor.

Recurso de queja N° 1 –Incidente N° 12- Imputado: E. C., Cristián Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario

FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 24909/2017/TO1/12/1/RH2, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Remisión a los argumentos desarrollados por el Fiscal General en su recurso.

Recurso de queja N° 1 –Incidente N° 1– Imputado: F., Marcelo Alejandro y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75201/2019/2/1/1/1/RH3, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Remisión a los argumentos desarrollados por el Fiscal General.

Recurso de queja N° 1 –Incidente N° 1– Imputado: F., Marcelo Alejandro y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75201/2019/4/1/1/1/RH2, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Los argumentos que sustentan la posición de este Ministerio Público han sido suficientemente desarrollados por el señor Fiscal General recurrente. Por ello, se mantiene el recurso interpuesto.

Recurso de queja N° 2 -Incidente N° 1– Imputado: Z., Martín Eduardo y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FLP-Justicia Federal de La Plata, 14000075/2012/TO1/40/1/2/RH4, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Cuestión abstracta. Desistimiento del recurso. 

Teniendo en cuenta que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se las dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, los razonables argumentos oportunamente planteados por el señor fiscal general en el recurso de hecho han perdido vigencia y la cuestión así introducida se ha vuelto abstracta.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: T., Pablo Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario

FCT-Justicia Federal de Corrientes, 7785/2019/9/1/1/RH1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Cuestión abstracta. Desistimiento del recurso. 

Teniendo en cuenta que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se las dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, los razonables argumentos oportunamente planteados por el señor fiscal general en el recurso de hecho han perdido vigencia y la cuestión así introducida se ha vuelto abstracta.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: Arminda A. Z. s/ Incidente de recurso extraordinario

FLP-Justicia Federal de La Plata, 486/2019/5/1/1/RH2, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Cuestión abstracta. Desistimiento del recurso. 

Teniendo en cuenta que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se las dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, los razonables argumentos oportunamente planteados por el señor fiscal general en el recurso de hecho han perdido vigencia y la cuestión así introducida se ha vuelto abstracta.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: N., Leandro Emanuel s/ Incidente de recurso extraordinario

FRO-Justicia Federal de Rosario, 29941/2016/1/1/1/RH1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Impuesto extraordinario a las operaciones financieras especulativas dólar futuro. Sentencia no firme. Apreciación de la prueba. Instrucción suplementaria. Juicio oral. Celeridad procesal. Actos de los poderes públicos. Bienes públicos del Estado. Control de legalidad. Revisión judicial. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Apreciación fragmentada y aislada de la prueba.

Tiene dicho la Corte que “el principio constitucional de racionalidad de los actos de gobierno, inherente a la forma republicana de gobierno adoptada en el artículo 1° de la Constitución Nacional, exige que todo acto estatal deba tener una explicación racional y obliga a los magistrados del Poder Judicial a dar a conocer las razones de sus decisiones”.

Sobre esa base, asiste razón al apelante en la objeción que formuló respecto de la admisibilidad formal de los recursos de casación contra la decisión del tribunal oral en el sub examine.

Pese a que el a quo indicó que la resolución del tribunal oral no constituía una de las previstas en el artículo 457 del Código Procesal Penal de la Nación, la consideró equiparable a una sentencia definitiva porque “restringe el derecho de las personas procesadas a poner fin a la acción”.

No se encuentra definido en el fallo el perjuicio de imposible o tardía reparación ulterior que era capaz de generar la resolución del tribunal oral. La falta de precisión respecto de los fundamentos y alcances de aquel derecho invocado, impide advertir por qué razón no podría ser planteado más adelante, lo que en definitiva importa dejar de lado el mencionado criterio de la Corte según el cual la obligación de seguir sometido a proceso no genera, por regla, un gravamen de imposible reparación ulterior.

Si bien la apreciación de la prueba constituye, por vía de principio, facultad propia de los jueces de la causa y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, ya que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso exigiendo que las sentencias sean fundadas. 

Sobre este punto, la Corte también ha expresado que “es arbitraria la sentencia absolutoria que valoró la prueba en forma fragmentaria y aislada, incurriendo en omisiones y falencias respecto de la verificación de hechos conducentes para la decisión del litigio, en especial cuando por falta de adecuación al objeto constitutivo del cuerpo del delito prescindió de una visión de conjunto y de la necesaria correlación entre los peritajes, la prueba informativa y la testifical, y de todos ellos con otros elementos indiciarios ”.

El pronunciamiento apelado no cumple con esa elemental condición de validez desde que el voto conjunto y el concurrente no fueron resultado de un análisis de toda la prueba según las reglas de la sana crítica racional, sino que los magistrados apoyaron sus opiniones exclusivamente en la valoración fragmentaria y aislada del informe pericial que se llevó a cabo en la instrucción suplementaria, sin relacionarlo ni cotejarlo con los restantes elementos incorporados al expediente y que constituyeron el sustento del impulso que tuvieron las actuaciones hacia la etapa del juicio oral, incurriendo de ese modo en igual defecto que el que atribuyeron a la opinión mayoritaria del tribunal oral.

No se encuentra en el fallo impugnado explicación alguna para dar prevalencia a las consideraciones y conclusiones del informe pericial incorporado en la instrucción suplementaria sobre los elementos propuestos por el fiscal general. Por consiguiente, la afirmación en el sentido de que dicho informe eliminaba todo margen de duda y tornaba innecesario el juicio oral contiene sólo una fundamentación aparente y es causal de arbitrariedad.

En las causas que involucren el manejo de fondos y bienes públicos, la decisión que corresponda adoptar debe ser el resultado de un mayor rigor en la apreciación de los hechos, en razón de los compromisos asumidos por el Estado Nacional al suscribir la Convención Interamericana contra la Corrupción y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción -aprobadas por las leyes 24.759 y 26.097, respectivamente-, cuya consideración, de manera especial, se impone a los magistrados de todas las instancias debido a la responsabilidad internacional que su incumplimiento podría generar.

Las audiencias de debate constituyen -y tanto más en casos como el presente - el ámbito propicio para, con la mayor celeridad posible -y sin afectación de la garantía del plazo razonable, meramente enunciada por el a quo- escuchar e interrogar personalmente a los testigos y a los peritos, analizar exhaustivamente las diversas pruebas en conjunto, de manera armónica, e inquirir -con el provecho que se obtiene de la inmediación y el contradictorio- sobre las diferencias que pudieran existir entre el informe en cuestión y los elementos que hasta ese momento dieron sustento al impulso de las actuaciones hacia esa etapa del procedimiento. Tal grado de conocimiento, en las particulares circunstancias del caso, no podía ser alcanzado en la instancia en que las defensas formularon sus planteos. Los defectos que presenta la valoración probatoria que hizo el a quo así lo evidencian.

La etapa del debate materializa claramente principios de puro cuño acusatorio dada la exigencia de oralidad, continuidad, publicidad y contradictorio, los cuales no sólo responden a un reclamo meramente legal sino que configuran verdaderos recaudos de orden constitucional. 

También es irrazonable en los términos de la doctrina de la arbitrariedad la crítica que el voto conjunto formuló a la resolución del tribunal oral por no haber dado respuesta al planteo vinculado con la supuesta naturaleza política y ajena al control judicial de las conductas atribuidas, pues ello resultaría contrario a las reglas de la lógica en la medida en que la conclusión sobre ese punto se encuentra subordinada a la previa decisión sobre la licitud o ilicitud de aquellos actos, y la mayoría de dicho tribunal había considerado fundadamente que, al efecto, en las concretas circunstancias del caso, era indispensable llevar a cabo el juicio oral.

Recurso de queja n° 1 - Incidente n° 1 - Imputado: V. L. B., Alejandro y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12152/2015/TO1/55/1/1/RH12, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Transporte de estupefacientes. Pena privativa de la libertad. Ley penal más benigna. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

El apelante lleva la razón. Así se considera, pues se observa que, sin ofrecer ningún argumento atendible, el a quo adoptó una interpretación insensata del derecho vigente, según la cual éste premiaría la comisión de un delito anterior con la inmunidad frente a una eventual agravación legislativa para la comisión de uno posterior. Es que el razonamiento seguido por el a quo provocaría que quien cometiera un delito después de la entrada en vigor de la Ley n° 27.375 –que agravó las condiciones de ejecución de la pena privativa de la libertad–, habiendo cometido otro previamente, resultase por ello inmune a la agravación dispuesta por la ley vigente, creando de ese modo una ventaja punitiva frente a quien cometiera el mismo delito sin haber llevado a cabo otro antes. Esta interpretación, según lo aprecio y como lo postula el fiscal, resulta manifiestamente inadmisible.

Por cierto, no hay nada en el derecho a la aplicación retroactiva de la ley penal más benigna, que reconocen los artículos 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ni en la regulación que de él hace el artículo 2 del Código Penal, que justifique tal absurdo. Resulta evidente, que tales normas no conceden a quien comete un delito bajo un régimen jurídico el derecho a la aplicación de un régimen anterior más benigno por el mero hecho de haber cometido ya un delito bajo esa normativa previa.

No hay siquiera en el caso una ley posterior más benigna cuya aplicación retroactiva pudiera entrar en debate; todo lo contrario, la Ley n° 27.375 es precisamente más gravosa, de modo que falta desde el inicio el presupuesto para que pudiera entrar en consideración ese principio.

Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: L., Carlos Martín s/ Incidente de recurso extraordinario

FCT-Justicia Federal de Corrientes, 7742/2018/TO1/19/2/1/1/RH2, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen



Bancos provinciales. Entes autárquicos. Encubrimiento. Lavado de activos. Financiación del terrorismo. Multa. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión a Fallos: 341:1017.

El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible, toda vez que se halla en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria a las pretensiones que la recurrente funda en ellas.

En cuanto al fondo del asunto, corresponde otorgar tratamiento a los agravios formulados con respecto al particular estatus jurídico del BPBA y su incidencia en la aplicación de la normativa dictada por las autoridades nacionales con el objeto de prevenir el lavado de activos y la financiación del terrorismo. Al respecto, esta Procuración General considera que la cámara ha resuelto adecuadamente este aspecto al sostener que la actuación de la UIF con base en lo dispuesto por la ley nacional 25.246 y sus normas reglamentarias no se contrapone con la reserva efectuada en el Pacto de San José de Flores por la Provincia de Buenos Aires de legislar y gobernar su banco. Ello es así, pues dicha normativa no afecta el estatus jurídico de la entidad bancaria como institución autárquica de derecho público, ni limita las exenciones de las que goza en virtud de la reserva constitucional, en tanto los privilegios invocados no guardan relación con el comportamiento del banco respecto del cumplimiento de las normas de prevención de lavado de activos y financiación del terrorismo. 

Con respecto a los argumentos vinculados a la invalidez constitucional de las normas en las cuales se fundó la sanción impuesta, resultan inadmisibles. La Corte sostuvo que el escrito recursivo debe contener una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, pues se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpretativo distinto del que se ha seguido en la sentencia. 

Finalmente, en lo que atañe a la falta de configuración de la infracción que se le imputa a la entidad bancaria, se trata de cuestiones de hecho y prueba que resultan ajenas, como principio, al remedio federal interpuesto. Por lo demás, tampoco se ha demostrado la arbitrariedad de lo decidido, sino que los argumentos de la apelante acerca de este punto sólo demuestran una mera discrepancia con la valoración que efectuó la cámara de los diversos elementos que se tuvieron en cuenta para confirmar la sanción impuesta. Al respecto, la Corte tiene establecido que no corresponde aplicar la doctrina de la arbitrariedad cuando el tribunal ha expresado fundamentos fácticos que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para sustentar sus conclusiones y, si las impugnaciones propuestas sólo traducen discrepancias con el criterio de selección y valoración de las pruebas aplicados por la alzada.

Recurso Queja Nº 1 - Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Unidad de Información Financiera s/ Código Penal - Ley 25.246 - Decreto 290/07 Artículo 25

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6094/2019/1/RH1, 14 de octubre de 2022

Ver dictamen



Tenencia de estupefacientes para consumo personal. Cantidad de estupefacientes. Cambio de calificación legal. Fundamentación de sentencias. Falta de fundamentación. Violación al debido proceso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencias. 

Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte tiene dicho que cabe hacer excepción a ello cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, que también ampara a este Ministerio Público.

El a quo consideró erróneamente que no existe una “trascendencia penalmente relevante” que permita hacer excepción a las reglas sentadas por la Corte en “Arriola” donde se declaró la inconstitucionalidad del artículo 14, segundo párrafo, de la ley 23.737, en cuanto incrimina la tenencia de estupefacientes para uso personal en condiciones tales que no traiga aparejado un peligro concreto o un daño a derechos o bienes de terceros, sin observar que en el caso no se verifican los elementos centrales de dicho precedente, esto es: tenencia de una cantidad escasa y faltade trascendencia a otras personas.

Tampoco se ajusta al caso la doctrina establecida "Vega Giménez", donde el Tribunal sostuvo que la figura de tenencia para consumo personal es aplicable aun cuando se tuvieran dudas sobre esa finalidad y que lo contrario supondría vaciar de contenido al principio in dubio pro reo, pues solo ante una cantidad escasa es que la conducta del acusado podría calificarse de tal modo, aspecto que no se verifica en el accionar del acusado. En ese precedente el secuestro de estupefacientes fue de dos cigarrillos de armado casero con 0,40 gramos de marihuana, equivalente a una dosis umbral.

Aun cuando los testimonios recabados en la causa darían cuenta de que el encausado sería consumidor de estupefacientes, de dicha circunstancia no necesariamente se desprende que el material hallado en su poder tuviera por exclusivo destino su propia ingesta, máxime si se considera que, además de su cantidad no escasa, al momento de su detención entre sus pertenencias no se incautó elemento alguno para tal fin.

La doctrina establecida en los precedentes “Arriola” y “Vega Jiménez” no resulta aplicable en el caso concreto, motivo por el cual la omisión por parte del a quo de considerar los atendibles argumentos de la impugnación planteada en esa instancia por el Ministerio Público, no cumple con la exigencia de que las sentencias deben estar fundadas y constituir una derivación razonada del derecho vigente, por lo que corresponde que lo resuelto sea dejado sin efecto.

La Corte ha sostenido que “Cualquiera sea la generalidad de los conceptos empleados por el Tribunal en esos fallos, ellos no pueden entenderse sino con relación a las circunstancias del caso que los motivó, siendo, como es, una máxima de derecho, que las expresiones generales empleadas en las decisiones judiciales deben tomarse siempre en conexión con el caso en el cual se usan...”; fundamento en virtud del cual se han descalificado sentencias que, como en el caso, han aplicado la doctrina de un precedente a controversias en las que no se presentaban las mismas circunstancias debatidas en ese trámite.

M., Eduardo Leonel Gastón s/ Recurso extraordinario

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2690/2021/RH1, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen



Ejecución de la pena. Libertad condicional. Fundamentación de sentencias. Seguridad jurídica. Debido proceso. Mantenimiento del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

Si bien lo referido a las formalidades de la sentencia y al modo en que los jueces de los tribunales colegiados emiten sus votos son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario, cabe hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución que corresponde dar al caso, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos.

Ese vicio afecta la certeza jurídica de la decisión impugnada, entendida como expresión final del derecho a la jurisdicción, así como el debido proceso legal y el derecho de defensa en juicio, consagrados en el artículo 18 de nuestra Constitución Nacional, que amparan a todas las partes por igual.

La Corte ha señalado que, en el caso de los tribunales pluripersonales, los jueces profesionales tienen el deber de asegurar una clara y explícita mayoría sustancial de fundamentos en sus decisiones pues, de lo contrario, se correría el riesgo de incurrir en el absurdo de suponer que, para impugnar, sean las partes del proceso quienes deban escoger cualesquiera de los fundamentos de los votos individuales que confluyeron en la decisión, de modo que sea el propio recurrente quien le atribuya al pronunciamiento un fundamento que aquel, como tal, no tuvo.

En el sub examine, la sentencia recurrida representa un caso evidente de ausencia de coincidencia acerca de los fundamentos de lo que, en definitiva, se resolvió. Los dos magistrados cuyos votos confluyen en la resolución adoptada brindan argumentos claramente divergentes.

La forma en que la mayoría del a quo ha resuelto el planteo del recurrente afecta la función propiamente jurisdiccional de un tribunal colegiado que ha inspirado la citada doctrina del Tribunal en aras tanto de los derechos de las partes como del contralor que ejerce la Corte. Esta anomalía, que incluso procede señalar de oficio pues compromete el debido proceso por el que este Ministerio Público debe velar, impide considerar lo resuelto como acto jurisdiccional válido, por lo que es pertinente observarla antes de ingresar al tratamiento de la materia federal. Los jueces que integraron la mayoría hicieron de los principios de aplicación ultraactiva de la ley penal más benigna en casos de delitos permanentes cometidos bajo distintas leyes sucesivas, por un lado, e irretroactividad de la ley penal más gravosa en relación con las reglas que rigen la ejecución de las penas, por otro.

No obstante, para el supuesto de que la Corte no comparta este criterio, esta Procuración General se remite subsidiariamente y en razón de brevedad, a los agravios desarrollados por el señor fiscal general al presentar su recurso extraordinario.

Recurso Queja N° 2 - Incidente N° 1 - Procesado: A., Jorge Eduardo s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14217/2003/TO1/240/1/2/RH65, 29 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión a los dictámenes de las causas FPA 9076/2017/TO1/41/1/1/1/RH3, “C., Javier Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario”; y CFP 9806/2018/TO1/12/1/1/RH2, “Á. d. P., León s/ Incidente de recurso extraordinario”.

Recurso queja Nº 1 – Incidente N° 1 – Imputado: V. M., Rodrigo Emanuel s/ Incidente de recurso extraordinario

FSM-Justicia Federal de San Martín, 1177/2019/TO2/32/1/1/RH11, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Prescripción de la acción penal. Suspensión del proceso judicial. 

En razón de que en el caso podría encontrarse prescripta la acción penal, corresponde disponer la suspensión del trámite de la queja y hacer saber al tribunal de origen para que, por la vía pertinente, adopte una decisión respecto de su vigencia.

M., Carina Fabiola s/ Recurso de queja

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1502/2018/RH1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Cuestiones análogas al fallo de la causa CCC 91829/2019/TO1/3/1/1/RH2, “Sánchez, Cristian Gabriel y otro s/ Incidente de recurso extraordinario”.

Recurso queja Nº 1 – Incidente N° 4 – Imputado: T., Víctor s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38413/2021/TO1/4/1/RH1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Excarcelación. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Cuestión federal. Falta de fundamentación. Circunstancias que impiden la excarcelación. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Es doctrina de la Corte que la tacha de arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, tampoco para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales ni para la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Asimismo, ha sostenido que esta regla puede ceder cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. 

El sub judice es uno de los supuestos de excepción que justifican la intervención de la Corte. Ellos así, ya que la decisión de la mayoría de la cámara de casación posee una fundamentación aparente, apoyada en afirmaciones meramente dogmáticas, es decir, no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa.

El fiscal general planteó debidamente la arbitrariedad de lo resuelto y la consecuente afectación de aquella garantía constitucional, que ampara a todas las partes por igual, lo que suscita cuestión federal suficiente porque el a quo hizo un análisis parcial de los elementos objetivos indicadores del riesgo procesal derivado de la concesión de la excarcelación.

En tales condiciones, la resolución de la mayoría de la sala de casación carece de una debida fundamentación, puesto que desatendió la consideración de extremos oportunamente invocados que resultaban conducentes para la solución del caso, en virtud de la obligación de analizar, en concreto, la efectiva existencia de los mentados riesgos procesales.

Por ello, lo descripto permite reparar en que no se ha efectuado ninguna mención en torno de los razonables argumentos planteados por el recurrente ni tampoco la invocada afectación de las funciones constitucionales de este Ministerio Público que también resultó objeto de agravio, lo cual conlleva, además, la inobservancia del criterio fijado por la Corte en “Di Nunzio”.

Las inferencias plasmadas en el fallo impugnado carecen de adecuado sostén jurídico y fáctico por apartamiento de constancias comprobadas de la causa y son producto de la exclusiva voluntad de los jueces; lo cual, cabe agregar, adquiere mayor relevancia en tanto compromete las obligaciones asumidas por el Estado al ratificar la Convención de Naciones Unidas contra el Tráfico de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas.

En síntesis, el temperamento adoptado es arbitrario, ya que resulta insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso.

Recurso de queja n° 1 - Incidente n° 1 - Imputado: V. V., Henry s/ Incidente de recurso extraordinario

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 518/2019/22/1/1/RH5, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Abandono de personas. Sentencia condenatoria. Superior Tribunal de la Causa. Presentación extemporánea. Doble instancia. Graduación de la pena. Cuestión no federal. 

Es doctrina del Tribunal que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48 y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. No obstante, la regla puede ceder cuando la decisión impugnada revela la existencia de un excesivo rigor formal, susceptible de lesionar la garantía de defensa en juicio o causar una frustración a los derechos federales invocados o conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.

Bajo esas restrictivas pautas, la vía federal intentada ha sido correctamente denegada. En efecto, en cuanto a la extemporaneidad del agravio introducido por el defensor ante el tribunal de casación penal, la situación se asemeja a la examinada y resuelta en Fallos: 334:1054. Allí se recordó, con remisión al dictamen de esta Procuración General, que el recurso extraordinario no tiene por objeto dirimir en una tercera instancia las divergencias del apelante con respecto a la interpretación posible de las normas procesales o de derecho común que efectúan los jueces de la causa, excepto que lo decidido conduzca a la frustración de derechos que cuentan con amparo constitucional y que la cuestión había sido resuelta a partir de la interpretación que el tribunal hizo del derecho procesal local, cuya inteligencia corresponde fijar en forma privativa a esa jurisdicción que, descartada la arbitrariedad, resultaba ajena a la competencia de la Corte, que sólo puede examinar si tal decisión había producido un menoscabo en la garantía constitucional de la doble instancia invocada. Se sostuvo que los pronunciamientos que declaran extemporáneos los agravios introducidos fuera del plazo legal no son, por sí mismos, contrarios al derecho a obtener la revisión de la condena por parte de un tribunal superior, y entre otros fundamentos se expresó que incluso la Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró en el caso "Herrera Ulloa vs. Costa Rica" que los Estados tienen un margen de apreciación para regular el ejercicio del recurso que contempla el artículo 8.2.h. de la convención, en tanto no se establezcan restricciones o requisitos que infrinjan la esencia misma del derecho de recurrir del fallo, y que el mero hecho de que un reclamo no produzca un resultado favorable no demuestra por sí solo la inexistencia de un recurso interno eficaz. Se señaló también que de ello se infiere que, aun en los términos de la citada convención, el acceso a la instancia de revisión de la sentencia no es incondicionado, los Estados pueden subordinarlo al cumplimiento de determinados requisitos formales y que ese criterio no es incompatible con la doctrina de Fallos: 328:3399, en tanto ésta se refiere exclusivamente al adecuado y exhaustivo tratamiento que debe hacer el tribunal de casación de los agravios que lleguen a su conocimiento, por lo que mal puede afirmarse un menoscabo al derecho a obtener la revisión de la condena en relación a un aspecto que la propia parte decidió no someter oportunamente al examen del tribunal superior.

La circunstancia verificada en el sub lite hace aplicable el criterio de la Corte en cuanto a que nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz.

En esa línea, se ha considerado también que la extensión de la garantía de la revisión del fallo condenatorio reconocida en el Fallos: 328:3399 no obliga al tribunal interviniente a tratar los motivos introducidos luego de interponer el recurso de casación, en tanto en ese precedente no se examinó la constitucionalidad de las normas relativas a los plazos y oportunidad en que aquéllos deben ser formulados.

Es pertinente mencionar que las pautas de revisión y control de las condenas establecidas en Fallos: 328:3399, han sido extendidas por el Tribunal a todas las jurisdicciones locales.

Por lo demás, y respecto de la pena de catorce años y seis meses de prisión finalmente impuesta por la casación, la defensa no logra demostrar su falta de razonabilidad, pues fue determinada según las pautas de los artículos 40 y 41 del Código Penal, conforme la gravedad del hecho atribuido a su asistida y dentro de la escala legal aplicable. En esas condiciones no corresponde apartarse de la doctrina de la Corte que establece que la graduación de la sanción dentro de los límites previstos en las leyes respectivas constituye una facultad propia de los jueces de la causa, que no suscita cuestión federal, salvo arbitrariedad, que no se advierte en el caso.

Sin perjuicio de que la existencia o la negación del dolo del imputado en causa criminal es, por su naturaleza, cuestión propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia extraordinaria, excepto arbitrariedad, cabe destacar que el agravio fue introducido con posterioridad a la interposición del recurso de casación, abandonado en el de nulidad y reeditado en el extraordinario federal. Los otros agravios recién fueron formulados al intentar la vía extraordinaria federal. Por ello, por ser el fruto de una reflexión tardía por no haber sido sometidos al conocimiento de los jueces de la causa en el momento oportuno, no corresponde que sean considerados por el Tribunal.

Z. D., M. s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 759/2018/RH1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Tenencia de estupefacientes. Inviolabilidad del domicilio. Orden de allanamiento. Interpretación de la ley. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa A 702, L. XLVII, “Aguirre, Felicio y otros c/s/ causa n 12.986” y a las consideraciones efectuadas por la Corte en el precedente “Arriola”.

En el precedente “Quaranta” el Tribunal sostuvo que el artículo 18 de la Constitución Nacional consagra el derecho individual a la privacidad del domicilio de todo habitante, correlativo al principio general del artículo 19, en cuyo resguardo se determina la garantía de su inviolabilidad, oponible a cualquier extraño, sea particular o funcionario público, y que ese derecho sólo es realizable de modo efectivo restringiendo ex ante las facultades de los órganos administrativos para penetrar en él, sujetando la intromisión a la existencia de una orden judicial previa debidamente fundamentada, exigencia que se deriva del artículo 18 de la Constitución Nacional. Añadió entonces que sólo en este sentido puede asegurarse que los jueces, como custodios de esa garantía fundamental, constituyen una valla contra el ejercicio arbitrario de la coacción estatal, pues, si su actuación sólo se limitara al control ex post, el agravio a la inviolabilidad de este derecho estaría ya consumado de modo insusceptible de ser reparado, ya que la Constitución no se restringe a asegurar la reparación sino la inviolabilidad misma. Que, de tal modo, si los jueces no estuvieran obligados a examinar las razones y antecedentes que motivan el pedido formulado por aquéllas y estuviesen facultados a expedir las órdenes sin necesidad de expresar fundamentos, la intervención judicial carecería de sentido pues no constituiría control ni garantía alguna. Y, en ese sentido concluyó que la orden solo puede ser válidamente dictada por un juez cuando median elementos objetivos idóneos para fundar una mínima sospecha razonable. Asimismo, cabe señalar que en “Minaglia” el Tribunal sostuvo que la garantía constitucional no requiere que los fundamentos del allanamiento consten en la resolución judicial que lo dispone o en la orden respectiva, sino que es suficiente con que surjan de las constancias agregadas al expediente con anterioridad al decreto cuestionado. El criterio coincide con el expresado en Fallos: 322:3225, con remisión al dictamen de esta Procuración General.

Por su parte, el artículo 224 del Código Procesal Penal de la Nación, reglamentario de la garantía y aplicable al sub judice establece que si hubiere motivos para presumir que en determinado lugar existen cosas pertinentes al delito el juez ordenará, por auto fundado, su registro.

En Fallos: 330:3801 el Tribunal consideró que para determinar la concurrencia del requisito de fundamentación los jueces deben examinar las constancias del proceso y valorar la concatenación de los actos de acuerdo con la sana crítica racional y las reglas de la lógica. En ese orden, entre otros elementos valorados por el juez de garantías, el olor peculiar y distintivo de la cannabis sativa que el personal policial percibió ya en las afueras del lugar, constituye un indicio grave, serio y suficiente para fundar una mínima sospecha razonable de que allí se estaría llevando a cabo la conducta en infracción a la ley 23.737 denunciada.

También resulta pertinente destacar que el titular de la acción penal pública requirió la expedición de la orden, es decir que también ese magistrado apreció que estaba configurado el grado de sospecha exigido para la medida de injerencia en el ámbito privado.

Aun cuando en virtud del artículo 2° del código procesal quepa efectuar una inteligencia restrictiva del artículo 224, no cabe exigir recaudos que conduzcan a su virtual inoperancia pues no es admisible una interpretación que equivalga a la prescindencia del texto legal ya que la primera fuente de hermenéutica de las leyes es su letra y su exégesis no puede llegar al extremo de exigir mayores requisitos que los que aquélla impone.

Además, que al valorar que ex ante los elementos objetivos eran inhábiles para fundar “una mínima sospecha razonable” que autoriza el ingreso al domicilio, la mayoría del a quo requirió un grado de conocimiento impropio de la etapa inicial de la instrucción cuya finalidad es comprobar si existe un hecho delictuoso mediante las diligencias conducentes al descubrimiento de la verdad, sumado a que la Corte ha reconocido que pruebas de esa naturaleza parten precisamente de un campo de ignorancia que ellas están destinadas a eliminar. Por ello, la afirmación de la existencia de una injerencia abusiva o arbitraria en el ámbito privado debe ser debidamente sustentada, máxime teniendo en cuenta el carácter restrictivo que rige en materia de nulidades. El temperamento postulado también tiene sustento en la doctrina de la Corte que indica que, así como es exigible la existencia de elementos objetivos para evaluar la razonabilidad de la sospecha necesaria para el dictado de una medida que pueda afectar garantías fundamentales, ese mismo parámetro debe aplicarse cuando los jueces resuelven invalidar diligencias que, por haber sido dispuestas con acreditación de esos requisitos, no merecen reparos constitucionales.

La decisión de la mayoría deviene arbitraria pues la diligencia procesal en cuestión está prevista en la ley y su idoneidad y necesidad por lo antes expuesto resultaban evidentes; en cuanto al requisito de proporcionalidad no puede soslayarse la naturaleza el delito denunciado. 

Por lo demás, se observa que el accionar policial se ajustó a la doctrina del precedente “Halford”.

Dado que la orden de allanamiento resultaba constitucional y legalmente válida y ha sido arbitrariamente anulada, no procede la exclusión de la prueba de cargo obtenida durante su desarrollo.

En esas condiciones, la vía intentada ha sido mal denegada y corresponde habilitar la instancia para que el Tribunal pueda conocer con base en la doctrina de la arbitrariedad, ya que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, garantías que también amparan al Ministerio Público Fiscal.

Recurso de queja n° 9 - Incidente n° 10 - Imputado: A. B., Eduardo Nicolás y otro s/ Incidente de recurso extraordinario

FSM-Justicia Federal de San Martín, 32304/2017/TO1/10/1/RH1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Estrago culposo. Sentencia absolutoria. Apreciación de la prueba. Sana crítica racional. Doctrina de la arbitrariedad. Servicio público. Transporte de pasajeros. Transporte ferroviario. Violación al deber de cuidado. Bien jurídico protegido. Seguridad pública. Delito de omisión. Autoridad de aplicación. Deber de vigilancia. Falta de fundamentación. Procedencia del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

El análisis de las normas que enmarcaban la actuación del imputado y los hechos y las pruebas incorporadas al debate valoradas conforme a las reglas de la sana crítica racional conducen, con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad, a la descalificación como acto judicial válido de la sentencia que confirmó su absolución en orden al delito de estrago culposo agravado en carácter de autor.

Aun cuando importe abordar aspectos vinculados a cuestiones de hecho, prueba y de derecho común, el ex ministro, mediante la infracción de los deberes a su cargo, creó, o al menos incrementó, el riesgo que se realizó en el sub judice y que reprime el artículo 196, párrafos 1°y 2°, del Código Penal, al no controlar el cumplimiento de las obligaciones vinculadas a la seguridad por parte de la empresa concesionaria y reconducir al límite tolerado el peligro que conlleva per se la operación del servicio ferroviario de transporte de pasajeros.

En otros términos, incumplió el deber de actuar y evitar el resultado que tenía por su calificada posición de garante e infringió el deber de cuidado que debía observar para evitar la lesión del bien jurídico protegido por la norma de fondo citada: la seguridad pública. 

Las condiciones de hecho y de derecho hasta aquí reseñadas han sido infundadamente desatendidas en la sentencia del a quo pues, correspondía la atribución del resultado producido a la conducta imprudente del imputado en tanto infringió el deber de cuidado que debía observar y se verificó la relación de riesgo, ya que resulta suficiente que la conducta haya incrementado el riesgo del que ex post se prueba que se realizó en el resultado y que sea de los que el deber objetivo de cuidado trataba de evitar. Ese deber de cuidado –que procura evitar la producción de lesiones al bien jurídico que ex ante el autor haya tenido la posibilidad de prever y evitar, y comprende los deberes genéricos de cuidado reglados (en el caso, administrativamente) o de experiencia común que ex ante aparecen adecuados a esa finalidad, atendiendo a la capacidad del autor y a las circunstancias exteriores concurrentes– tiene el mismo objeto que el deber de garante. En el sub lite, consistía en realizar la conducta adecuada para que la operación del servicio ferroviario se mantuviera dentro del riesgo permitido y, en caso de que lo superara, neutralizara el peligro para que no se produjera el resultado típico: el descarrilamiento con lesiones y muerte de los pasajeros.

Al analizar uno de los riesgos vinculados a la omisión de control de mantenimiento y neutralización del peligro, en la sentencia se sostuvo que en los coches donde se produjo el acaballamiento se verificó la mayor cantidad de víctimas fatales y lesionados, y que aquel no sólo se explicó por la velocidad final del impacto y el peso de la formación debido al exceso de pasajeros, sino por el ruin estado de la carrocería, que estaba corroída y oxidada, que redujo la capacidad de resistencia del chasis y permitió su ruptura. A ese respecto, cabe considerar que si los encargados de controlar que se llevasen a cabo las tareas de mantenimiento a las que la concesionaria estaba obligada por el contrato, como el ex ministro, hubieran observado el deber de cuidado, se habría evitado o subsanado aquella situación y más allá del súbito e impredecible proceder del maquinista, el convoy al menos habría podido afrontar la colisión con mayor integridad, de modo que el proceso de acaballamiento no se habría producido o hubiera sido de menor envergadura y por lo tanto también sus consecuencias. 

Así, la omisión de ese deber que se le imputa al ex ministro, elevó el riesgo de un descarrilamiento peligroso para la integridad de los pasajeros y contribuyó a la realización del resultado previsible y abarcado por el fin de protección de las normas infringidas en la medida que procuraban una prestación segura del servicio ferroviario para evitar esas consecuencias disvaliosas. Por ende, debe ser considerado autor del delito imprudente, con independencia de que otros intervinientes también respondan por el suceso. 

Asimismo, se observa que la mayoría del a quo negó en forma arbitraria la concurrencia en el sub lite de los elementos requeridos para poder atribuirle al imputado la autoría del delito de estrago culposo.

Ello es así en el sub judice en tanto se había superado el riesgo permitido e incrementado la probabilidad de lesión a la seguridad pública por descarrilamiento, situación de peligro que generaba el deber de realizar la acción mandada. El obligado omitió realizarla pese a que era reconocible ese peligro y tenía la capacidad individual de hacerlo; se encontraba en posición de garante de evitar el resultado o neutralizar la amenaza; el resultado se produjo y el juicio sobre el curso causal hipotético arrojaba una probabilidad lindante en la certeza de que realizada la acción omitida habría desaparecido el resultado.

En efecto, la mayoría del a quo admitió, a partir de informes y alertas de la AGN, SIGEN y en especial de la CNRT, además de su intervención directa en diversos expedientes relativos a la empresa concesionaria, que el imputado tuvo conocimiento del incumplimiento de las condiciones impuestas para la prestación del servicio ferroviario, los planes de inversión y en particular de la falta de mantenimiento del material rodante, esto es, del incumplimiento de las normas operativas y de seguridad. En consecuencia pudo saber que el servicio se prestaba con un estándar de seguridad inferior al permitido que incrementaba el riesgo de descarrilamiento con consecuencias lesivas para los usuarios. Esa situación generaba el deber de ejecutar actos de su incumbencia para evitarlo, restableciendo el foco de peligro al nivel tolerado, pero omitió hacerlo.

El ex ministro era la máxima autoridad en materia de transporte y autoridad de aplicación de las leyes que lo regulan y de los contratos de concesión del servicio ferroviario. En concreto era su competencia controlar el cumplimiento de las obligaciones y de las normas de seguridad y operativas de los servicios por parte del concesionario y fiscalizar la observancia de las condiciones impuestas para la prestación del servicio, los planes de inversiones y mantenimiento de la infraestructura y del equipamiento. A tal fin podía requerir información, realizar inspecciones y auditorías, aplicar penalidades, declarar la rescisión del contrato cuando las multas excedieren cierto monto, resolver la concesión por culpa del concesionario por incumplimiento reiterado y grave de sus obligaciones y, además, el contrato lo autorizaba a realizar todo otro acto que considere necesario o conveniente para el ejercicio de sus funciones. Asimismo, podía actuar por sí o a través de organismos específicos, como la Secretaría de Transporte o la CNRT, a la que podía encomendarle las funciones enumeradas en el artículo 15 de la ley 26.352.

Como es sabido, atendiendo al contenido de los deberes de garante, es ya tradicional la clasificación que distingue entre deberes que sirven a la protección de determinado bien jurídico (deberes de protección o custodia) y aquellos otros que consisten en la supervisión de fuentes de peligros (deberes de vigilancia o aseguramiento); y conforme al marco regulatorio aplicable en el sub lite y las constancias probatorias del proceso, el ex ministro tenía el deber de garante de custodia del patrimonio estatal entregado en concesión a la empresa concesionaria (fiscalizar el cumplimiento de los planes de inversiones y mantenimiento de la infraestructura y del equipamiento) y como consecuencia del quebrantamiento de ese deber, fue condenado en orden al delito de administración fraudulenta en perjuicio de la administración pública. La seguridad del servicio, de los pasajeros, de terceros y del personal era un objetivo del concedente y el ex ministro tenía el deber de vigilancia de la fuente de peligro que comporta el transporte ferroviario de pasajeros (control del cumplimiento de las normas de seguridad y operativas del servicio); era garante de la evitación del resultado previsto en el artículo 196 del Código Penal y también quebrantó ese deber.

El mantenimiento del material rodante resulta inescindiblemente conectado a la seguridad, por consiguiente, el quebrantamiento del deber de custodia, el previsible riesgo de descarrilamiento con consecuencias lesivas para los pasajeros que implicaba y la omisión de evitar ese resultado teniendo la capacidad de hacerlo, configura la infracción del deber de aseguramiento atribuible al imputado.

Por ello, la medida adecuada para evitar el perjuicio al patrimonio estatal por la falta de mantenimiento de los bienes concesionados, por cuya omisión fue condenado el ex ministro, también lo era para evitar el riesgo de producción de resultado mencionado, que se realizó en el sub judice. En el punto, radica la inconsecuencia o contradicción del razonamiento de los jueces del tribunal oral, convalidada por la mayoría del a quo. 

Según el decreto 1142/2003, se le asignó a la Secretaría de Transporte la supervisión del control y fiscalización del transporte, asegurando la calidad del servicio y la protección del usuario; no obstante, el titular del ministerio del cual dependía aquella era la máxima autoridad en la materia y el principal responsable, pues tenía la competencia primaria y específica en lo relativo al cumplimiento de las normas de seguridad y operativas del servicio ferroviario. Al respecto, la ley 26.352, de reordenamiento de la actividad ferroviaria, mantuvo su competencia en lo atinente a la aplicación y cumplimiento de los contratos de concesión; entre otras, controlar el cumplimiento de los planes de inversiones, mantenimiento de la infraestructura y del equipamiento, y de las normas de seguridad y operativas de los servicios concedidos.

De las fuentes formales antes citadas surgía que tanto el ministro como el secretario de transporte eran obligados especiales que tenían el deber de garante de vigilancia de la fuente de peligro (transporte ferroviario de pasajeros) y ambos funcionarios infringieron ese deber. 

La actuación conforme a derecho de los funcionarios de la CNRT no ha sido puesta en cuestión y sus informes relativos a las condiciones que afectaban la seguridad en la prestación del servicio ferroviario por parte de la empresa concesionaria llegaron a conocimiento del ex ministro, configurándose así la situación de peligro típica que generó el deber de actuar para reconducir el riesgo al límite permitido o neutralizarlo y evitar que se realice en el resultado previsto en el artículo 196 del código de fondo. A ese fin el imputado tenía competencia para aplicar sanciones, declarar la rescisión del contrato por alcanzar cierto monto de multas o resolverlo por culpa del concesionario por incumplimiento grave y reiterado o bien todo otro acto que considere necesario o conveniente para el ejercicio de sus funciones, como la intervención técnicooperativo del contrato de concesión. Incluso, si no era posible que la empresa prestase el servicio ferroviario de manera segura, podía disponer el cese de la explotación. La conducta adecuada omitida por el imputado habría evitado el resultado producido en la causa, con una probabilidad rayana a la certeza. 

Ahora bien, a partir de los alertas e informes mencionados, el ex ministro tuvo conocimiento concreto sobre las condiciones peligrosas en las que se prestaba el servicio, y precisamente ese conocimiento, que ha sido admitido por el a quo, implicaba la “cercanía” a los ámbitos de gestión operacional y previsibilidad del resultado que ese tribunal de casación dogmáticamente juzgó ausente. Tampoco podría desconocerse su capacidad para evitarlo pues tenía la reseñada competencia legal y contractual para hacerlo.

En cuanto al deber constitucional de seguridad en el transporte de pasajeros, el Tribunal ha expresado en Fallos: 337:790 que se trata de un valor que debe guiar la conducta del Estado, así como a los organizadores de actividades que, directa o indirectamente, se vinculen con la vida o la salud de las personas y que obliga a los prestadores de servicios públicos a desempeñar conductas encaminadas al cuidado de lo más valioso que existe la vida y la salud de sus habitantes.

En ese sentido la Corte ha sostenido que procede el recurso extraordinario, a pesar de remitirse las cuestiones propuestas al examen de puntos que, como regla, son ajenos a dicha vía, si la decisión impugnada prescinde de la solución legal prevista para el caso, lo cual redunda en menoscabo del requisito de adecuada fundamentación exigible de los pronunciamientos judiciales.

En esas condiciones, la duda invocada como fundamento de la absolución no constituye obstáculo para concluir en la arbitrariedad del fallo, pues al no haber surgido como consecuencia de la debida consideración de los elementos de juicio esenciales y conducentes para la solución del litigio, la sentencia no reconoce otra razón más que la voluntad de quienes la pronunciaron. Es que el estado de duda no puede reposar en una pura subjetividad. Por el contrario, aquel especial estado de ánimo debe derivarse de la racional y objetiva evaluación de las constancias del proceso.

D. V., Julio Miguel y otro s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1710/2012/TO2/17/2/2/RH20, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Expulsión de extranjeros. Ejecución de la pena. Ley penal más benigna. Principio de legalidad. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Sin ofrecer ningún argumento atendible, el a quo adoptó una interpretación insensata del derecho vigente, según la cual éste premiaría la comisión de un delito anterior con la inmunidad frente a una eventual agravación legislativa para la comisión de uno posterior. Es que el razonamiento seguido por el a quo provocaría que quien cometiera un delito después de la entrada en vigor de la ley 27.375 resultara por ello inmune a la agravación dispuesta por la ley vigente, creando de ese modo una ventaja punitiva frente a quien habiendo cometido recientemente otro por el que aún cumplía pena, cometiera el mismo delito sin haber llevado a cabo otro antes. Esta interpretación, resulta manifiestamente inadmisible.

Por cierto, no hay nada en el derecho a la aplicación retroactiva de la ley penal más benigna, que reconocen los artículos 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ni en la regulación que de él hace el artículo 2 del Código Penal, que justifique tal absurdo. Resulta evidente, que tales normas no conceden a quien comete un delito bajo un régimen jurídico el derecho a la aplicación de un régimen anterior más benigno por el mero hecho de haber cometido ya un delito bajo esa normativa previa.

Más aun, no hay siquiera en el caso una ley posterior más benigna cuya aplicación retroactiva pudiera entrar en debate; todo lo contrario, la ley 27.375 es precisamente más gravosa, de modo que falta desde el inicio el presupuesto para que pudiera entrar en consideración ese principio.

Pero además, en lo que atañe a la validez temporal de la ley penal, no es posible soslayar que al cometer el imputado el primer hecho también estaban vigentes los artículos 56 y 58 del Código Penal, que anunciaban precisamente que, en caso de darse una situación como la de la causa, la primera condena perdería autonomía y pasaría a integrar una nueva pena única con todas las consecuencias que de esa suerte de novación lógicamente se derivan, en particular, el eventual sometimiento a un nuevo régimen de ejecución penal, producto de las reformas que pudieran haberse operado entretanto, como ocurre con la ley 27.375 en este caso. No hay, por tanto, agravio en términos de sorpresa o falta de objetividad por la aplicación de soluciones legales ex post facto, que es de lo que protege el principio de legalidad invocado. A su vez, al cometer el segundo hecho tampoco podía el imputado contar con ninguna expectativa de que se le fueran a aplicar las disposiciones de la ley 24.660 sin su última modificación legal, pues esas normas ya no se encontraban vigentes.

Por último, en cuanto al agravio inicial de la defensa que motivó la intervención del a quo, relativo a que la remisión de la ley 25.871 de Migraciones al artículo 17 de la ley 24.660 debía entenderse como referida siempre a la redacción original de esa disposición, tiene también la razón aquí el fiscal apelante. Esa interpretación no sólo desatiende que, si el legislador hubiera querido modificar únicamente el régimen de ejecución de la pena privativa de la libertad, pero no así la ley 25.871, lo hubiera dejado expresamente previsto, sino que desconoce, asimismo, la ratio legis de esa remisión, que no es otra que condicionar también la concesión del beneficio del extrañamiento a que el condenado hubiese alcanzado previamente los mismos avances en el tratamiento resocializador que habilitarían el otorgamiento de las salidas transitorias o su incorporación al régimen de semilibertad, lo cual impone la consideración del estado actual de esa regulación.

Recurso Queja nº 1 - Incidente n° 1 - Imputado: Á. d. P., León s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9806/2018/TO1/12/1/1/RH2, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Admisibilidad del recurso. 

Remisión a los dictámenes de las causas CCC 16385/2018/3/CS1, “Incidente n° 3 – Damnificado: G., Francesca. Imputado: V., Juan Manuel Diego s/ Incidente de recurso extraordinario”; CCC 35675/2019/1/1/2/1, “Recurso de Queja n° 1 - Incidente n° 2 – Imputado: N., Juan Alberto y otro s/ Incidente de recurso extraordinario” y CCC 82867/2018/1/CS1, “Incidente n° 1 – Imputado: P., Sergio Gabriel s/ Incidente de recurso extraordinario”.

L., Emilio Raimundo s/ Recurso de inconstitucionalidad penal

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1423/2022/RH1, 16 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Evasión agravada. Apertura de la instancia. Recurso de casación penal. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Sin ingresar al fondo del asunto, pues lo que aquí se persigue es la apertura de la instancia de casación, el pronunciamiento apelado denegó esa intervención mediante afirmaciones dogmáticas y fundamentos sólo aparentes, al no contestar las pertinentes cuestiones introducidas.

El temperamento adoptado por la Cámara Federal de Apelaciones y el del a quo al avalar lo decidido, omitieron tener en consideración lo normado en artículo 84 de la ley 27.260 –que, establece las causales de excepción para acceder a dicho régimen de regularización– pues, los beneficios de su acogimiento no pueden hacerse extensivos de modo automático a todos los socios (formales u ocultos) que componen o compondrían a la firma, sin hacerse un análisis subjetivo previo respecto de las circunstancias particulares de cada uno de los pretendidamente alcanzados por dichos beneficios.

Se observa que la cámara de apelaciones arribó a su decisión sin un análisis específico de la norma en cuestión sobre la base de las constancias comprobadas en la causa.

De la disposición general del Régimen Penal Tributario (el art. 13 de la ley 27.430), no se advierte de qué manera el razonamiento expuesto permitió desconocer lo previsto en el mentado artículo 84 y arribar así una decisión que importó una aplicación parcializada de las disposiciones de la ley 27.260, de naturaleza federal, aspecto que fue debidamente impugnado por el Ministerio Público Fiscal y el a quo omitió ponderar, vedando la posibilidad de revisión y de ejercer un adecuado control de legalidad sobre lo decidido.

Ello es suficiente, para que la Corte declare admisible el recurso extraordinario y revoque la decisión apelada, en tanto resulta aplicable al sub examine la doctrina sentada en el precedente “Di Nunzio”, conforme a la cual siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de “tribunal intermedio”.

Recurso de queja n° 2 - Incidente n° 1 - Imputado: S., Walter Andrés y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FSM-Justicia Federal de San Martín, 44502/2014/6/1/2/RH2, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Comercialización ilegal de estupefacientes. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Principio de congruencia. In dubio pro reo. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentación. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. 

Si bien los jueces no están obligados a tratar todos y cada uno de los argumentos de las partes, sino sólo aquéllos que estimen pertinentes para la resolución del caso, son descalificables aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hagan mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación.

El Ministerio Público había denunciado la contradicción en que incurrió el tribunal de juicio pues afirmó que la imputada era la “tesorera” de la organización dedicada al narcotráfico, pero la absolvió por su participación secundaria en el delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización agravada por la intervención de tres o más personas organizadas para cometerlo. El a quo omitió el tratamiento del agravio y, así, desatendió que es doctrina del Tribunal que resulta arbitrario y corresponde dejar sin efecto el fallo en el que se advierte contradicción.

El tribunal de juicio se pronunció sobre un hecho distinto que el acusado, pues juzgó que no se había probado la tenencia cuando se le había imputado su colaboración como “tesorera” de la organización, encargada de la recaudación y la adquisición de estupefacientes con el producido de la actividad ilegal. Al fallar de ese modo afectó el principio de congruencia en tanto exige que el hecho que se juzga debe ser exactamente el mismo que fue objeto de imputación y debate en el proceso, es decir, aquel sustrato fáctico sobre el cual los actores procesales desplegaron su necesaria actividad acusatoria o defensiva.

Ese temperamento se proyectó sobre la indebida aplicación del principio in dubio pro reo, lo cual también abona la procedencia de la apelación extraordinaria. En ese sentido, la duda invocada como fundamento de la absolución confirmada por el a quo, no constituye obstáculo para concluir en la arbitrariedad del fallo, pues al no haber surgido como consecuencia de la debida consideración de los elementos de juicio esenciales y conducentes para la solución de un litigio, la sentencia no reconoce otra razón más que la voluntad de quienes la pronunciaron. Es que el estado de duda no puede reposar en una pura subjetividad, por el contrario, aquel especial estado de ánimo debe derivarse de la racional y objetiva evaluación de las constancias del proceso, extremos que no se respetaron en el sub lite.

Por otra parte, aun cuando el agravio relativo a la interpretación del artículo 46 del Código Penal pueda ser considerado una cuestión de derecho común, en principio ajeno a esta instancia, ello no es óbice para que el Tribunal conozca en los casos que, como el sub examine, constituyen una excepción a la regla con base en la doctrina de la arbitrariedad.

En ese sentido, en el recurso de casación se había planteado, con argumentos atendibles, que la sentencia incurría en arbitrariedad normativa al apartarse de la solución legal prevista para el caso, pues encargarse de la recaudación y de la adquisición de mercadería ilegal en la organización constituía una cooperación no esencial reprimida por la citada norma, con relación al delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización. Al respecto, el Tribunal ha sostenido que la inadecuada inteligencia del derecho común, capaz de dejar en letra muerta las disposiciones penales constituye una causal de arbitrariedad, y que cabe su intervención si el fallo impugnado propone una exégesis irrazonable de la norma aplicada que la desvirtúa y torna inoperante.

Esos planteos y cuestiones conducentes para la adecuada solución del litigio, que fueron llevados a conocimiento del a quo, quedaron sin respuesta al rechazarse en forma dogmática el recurso de casación. En consecuencia, el pronunciamiento impugnado carece de fundamentación suficiente que lo descalifica y torna procedente la vía extraordinaria federal.

En tanto deja impune una conducta como la reprochada a la imputada, el fallo dictado desatiende además los compromisos asumidos por el Estado Nacional al suscribir la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, aprobadas por la ley 24.072.

Esa deficiencia descalifica lo resuelto y determina que corresponda devolver las actuaciones para que el a quo habilite su instancia revisora y analice la cuestión de fondo alegada.

Recurso de queja n° 2 - Incidente n° 19 - Imputado: G. G., Roberto Agustín y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FSM-Justicia Federal de San Martín, 114346/2017/TO1/19/2/RH2, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Lavado de activos. Querellante. Administración Pública Nacional. Interpretación de la ley. Finalidad de la ley. Interpretación amplia. Cuestiones de hecho. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de las causas A. 378, XLV, “A., Oscar A. s/ causa n° 104.522”, y CFP 6204/2011/8/2/2/1/RH9, “Recurso de Queja n° 1. Incidente n° 2. Imputado: D. V., Julio s/ incidente de recurso extraordinario”.

El tema que por esta vía se busca traer a conocimiento de la Corte fue materia ya de consideración por parte de esta Procuración General en el dictamen correspondiente a la causa CFP 4773/2013/10/1/RH5, "Recurso queja n° 1 – Incidente n° 1 – Imputado: G., Carlos y otro s/ incidente de falta de acción", con argumentos que son aplicables por entero al sub lite.

En efecto, en esa ocasión se recordó que la norma que autoriza a las distintas reparticiones de la administración nacional a asumir la función de querellante en los procesos penales por delitos contra la seguridad de la Nación, los poderes públicos y el orden constitucional, la administración pública y el patrimonio o rentas fiscales, es el artículo 4 de la Ley n° 17.516, y que, por ello, las disposiciones del Decreto n° 2.226/08 sólo pueden ser entendidas no como normas sacramentales sino tan sólo de reparto interno de tareas, fundadas, como se informa en los propios considerandos de ese decreto, en razones vinculadas exclusivamente con la especialidad de la materia, la cual en tanto ajena al cometido habitual de los servicios jurídicos permanentes y delegados del Cuerpo de Abogados del Estado torna procedente la designación de abogados de la UIF, para que actúen en forma específica para el fin propuesto.

También se expresó que de ello se sigue, que los términos empleados por el legislador para llevar a cabo aquella atribución no pueden ser interpretados con ajuste exclusivo a su tenor literal, sino que, antes bien, deben ser objeto de una exégesis que atienda a los fines para los que fue concebida la norma y no frustre en cambio su plena consecución. Ello en línea con la jurisprudencia de la Corte, que en reiteradas oportunidades ha enfatizado que, por encima de lo que las leyes parecen expresar literalmente, es tarea del intérprete indagar lo que ellas dicen jurídicamente, y que por ello su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta su contexto general y los fines que las informan, regla que impone no sólo armonizar sus preceptos, sino también conectarlos con las demás normas que integran el orden jurídico, de modo que concuerden con su objetivo, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente, para evitar la frustración de los objetivos de la norma.

Con estas pautas como esquema rector, en aquella ocasión no sólo se compartió la interpretación amplia de esas normas favorable a la capacidad de la UIF para ejercer el rol de querellante en procesos seguidos por delitos precedentes al lavado, con sustento en la conexión existente con la causa en que se investiga este delito y la conveniencia de un abordaje integral por parte del organismo especializado, sino que se criticó además la decisión en la que, con fundamentos aparentes, se rechazó habilitar con el mismo criterio la intervención de la UIF en un caso en que se imputaba el haber intentado perjudicar una investigación por lavado de dinero, pese a la evidente conexión entre el objeto de ambas causas y la indudable conveniencia de un abordaje integral también en ellas.

En definitiva, el a quo ha resuelto la cuestión con argumentos suficientes de hecho y de derecho común y procesal, que ponen su decisión a salvo de la tacha de arbitrariedad, y sin que se advierta tampoco la relación directa con las normas constitucionales invocadas, y que, por ello, los agravios del apelante sólo expresan un punto de vista divergente en una materia propia de los jueces de la causa y ajena a esta instancia extraordinaria federal.

Finalmente, con respecto a la invocación de la excepcional doctrina de la gravedad institucional, sólo faculta a la Corte a prescindir de ciertos requisitos formales, pero no a suplir la inexistencia de cuestión federal y de las circunstancias examinadas a lo largo de este dictamen surge que tal requisito se encuentra ausente en la especie. Además, tampoco se advierte que la intervención de la Corte que se pretende tenga otro alcance que remediar los intereses de la parte recurrente.

Recurso queja n° 1 - Legajo n° 7 - Imputado: C., Daniel y otros s/ Legajo de apelación

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13404/2007/7/1/RH10, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Homicidio culposo. Querellante. Agravio extemporáneo. Falta de agravio concreto. Fundamentación del recurso. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Sentencia firme. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 

El agravio vinculado con la constitución de la parte querellante no puede prosperar, desde que la defensa del imputado no cuestionó oportunamente la decisión por la que los hijos del fallecido fueron tenidos en tal carácter. Tampoco fue incluido ese agravio, en el escrito del recurso de casación, sino recién en el informe durante el trámite de esa impugnación ante el superior tribunal provincial, pese a que el artículo 499 del código procesal penal local dispone que fuera de aquella oportunidad no podrá aducirse ningún otro motivo.

Sin perjuicio de que el carácter tardío del planteo y la inteligencia de esa norma que el a quo aplicó al respecto en materia que le es propia, determinan su improcedencia, el recurrente lo fundó en un análisis parcial del artículo 81 del citado ordenamiento, pues el párrafo en que se establece que igual derecho de constituirse en parte querellante tendrá el representante legal del incapaz por los delitos cometidos en perjuicio de éste, del cual aquél infiere que la ley ritual sólo admite ese ejercicio en caso de delito cometido contra los menores, es seguido por otro que establece que si la persona directamente ofendida se encontrare imposibilitada por el mismo delito, podrán ejercer la acción penal sus ascendientes, descendientes, cónyuge o hermanos, y por el ultimo que dice que igual derecho asistirá a los parientes antes citados en el caso de que la víctima del injusto hubiera fallecido.

Similar respuesta adversa merece el agravio por la alegada omisión de dar intervención al Ministerio Pupilar desde que, además de lo tardío, no se advierte alguna explicación ni demostración del perjuicio que tal actuación, en el concreto trámite del presente, pudo haber provocado en los menores en cuyo exclusivo interés y protección está prevista la intervención de tal asesor de acuerdo con los términos del artículo 39 de la ley provincial n° 21/2000 que el recurrente invocó. Las circunstancias de los casos de la Corte que el apelante citó para sustentar su planteo serían distintas a las del sub lite y pondrían de manifiesto una sustancial diferencia precisamente en ese aspecto. 

En el sub examine, la defensa no indicó cuál fue el concreto perjuicio que el trámite del expediente habría provocado en los intereses de los hijos del fallecido. Tal circunstancia hace pertinente recordar que en materia de nulidades procesales debe primar un criterio de interpretación restrictivo y sólo cabe anular las actuaciones cuando el vicio cause un perjuicio irreparable que tenga trascendencia sobre la garantía de la defensa en juicio o se traduzca en el menoscabo de algún otro derecho ya que, de otro modo, la nulidad aparecería como un formalismo vacío, en desmedro de la idea de justicia y de la pronta terminación de los procesos, donde también se conjuga el interés del orden público.

Respecto de la supuesta omisión del a quo de considerar el planteo relacionado con el rechazo de la suspensión del juicio a prueba, el recurso extraordinario intentado también resulta inadmisible en este aspecto, porque el recurrente pretende someter a conocimiento de la Corte cuestiones que no solo se vinculan con la inteligencia de normas de derecho común y procesal, sino que, además, se encuentran resueltas con carácter firme y son el fruto de una reflexión tardía e incluso contradictoria con la conducta procesal precedente.

En cuanto a la supuesta arbitrariedad por omisión de tratar los agravios referidos a la valoración de la prueba sobre la que se fundó la condena, el apelante no se ha ocupado de analizar los términos del pronunciamiento del a quo, y se ciñó a reiterar las objeciones que había formulado contra la sentencia del tribunal oral, las que consisten en meras discrepancias con la apreciación de circunstancias de hecho y prueba y con el examen de normas de derecho común, que constituyen, en principio, facultad propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia de excepción.

La Corte tiene resuelto que, ante las particularidades que presentan determinados casos, es posible hacer excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ella se procura asegurar las garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso, exigiendo que las sentencias constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Esa tacha, debe entenderse como particularmente restrictiva en los casos en que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el ordenamiento local.

Sin embargo, el sub examine no constituye uno de esos supuestos pues, la decisión impugnada contiene fundamento suficiente en las constancias del expediente y en las normas que el a quo consideró aplicables, que no fue debidamente refutado y que, por opinable que resulte, no autoriza su descalificación como acto jurisdiccional.

Similar defecto de fundamentación se aprecia en el agravio relacionado con el monto y la forma de cumplimiento de la pena aplicada. En efecto, en la instancia de casación el recurrente se limitó a expresar de manera dogmática que el razonamiento del tribunal era errático y contradictorio, sin indicar mínimamente las razones de tal descalificación; y se agravió por la consideración que en la sentencia se hizo de la situación de la pareja e hijos de la víctima, sin ocuparse en demostrar que la valoración de esa circunstancia se apartara de las reglas de graduación previstas en el artículo 41 del Código Penal.

Ese vicio de fundamentación en relación con el quantum de la pena, vuelve inatendible el agravio vinculado con el cumplimiento efectivo de la condena que la defensa ha sustentado en los pronunciamientos publicados en Fallos: 329:3006 y 333:584, en los que no se había excedido el límite del artículo 26 del Código Penal.

B., Mario Rafael s/ Homicidio culposo en accidente de tránsito

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 648/2019/RH1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Excarcelación. Derivación no razonada del derecho vigente. Debido proceso. Cuestión federal. Falta de fundamentación. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Circunstancias que impiden la excarcelación. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Es doctrina del Tribunal que la tacha de arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, tampoco para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales ni para la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Asimismo, ha sostenido que esta regla puede ceder cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución.

El sub judice es uno de los supuestos de excepción que justifican la intervención de la Corte. Es así, ya que la decisión de la mayoría de la cámara de casación posee una fundamentación aparente, apoyada en afirmaciones meramente dogmáticas, es decir, no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa.

El fiscal general planteó debidamente la arbitrariedad de lo resuelto por el a quo y la consecuente afectación de aquella garantía constitucional, que ampara a todas las partes por igual, lo que suscita cuestión federal suficiente porque en el fallo se hizo un análisis sesgado de los elementos objetivos indicadores del riesgo procesal derivado de la concesión de la excarcelación a la imputada.

La resolución de la mayoría de la sala de casación carece de una debida fundamentación, puesto que desatendió la consideración de extremos oportunamente invocados que resultaban conducentes para la solución del caso, en virtud de la obligación de analizar, en concreto, la efectiva existencia de los mentados riesgos procesales.

Por ello, lo descripto permite reparar en que no se ha efectuado ninguna mención en torno de los razonables argumentos planteados por el recurrente ni tampoco la invocada afectación de las funciones constitucionales de este Ministerio Público que también resultó objeto de agravio, lo cual conlleva, además, la inobservancia del criterio fijado por la Corte en precedente “Di Nunzio”.

Entonces, las inferencias plasmadas en el fallo impugnado carecen de adecuado sostén jurídico y fáctico por apartamiento de constancias comprobadas de la causa y son producto de la exclusiva voluntad de los jueces, que adquiere mayor relevancia, cabe agregar, en tanto compromete las obligaciones asumidas por el Estado al ratificar la Convención de Naciones Unidas contra el Tráfico de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas.

En síntesis, el temperamento adoptado es arbitrario, ya que resulta insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso.

Recurso de queja n° 1 - Incidente n° 2 - Imputado: A., Jesica Yamile s/ Incidente de recurso extraordinario

FRO-Justicia Federal de Rosario, 9421/2020/22/2/1/RH4, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Los argumentos que sustentan la posición de este Ministerio Público han sido suficientemente desarrollados por el señor Fiscal General recurrente en sus presentaciones.

Recurso de queja N° 2 -Incidente N° 1– Imputado: M., Eric s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32106/2020/1/1/2/RH2, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen



Homicidio calificado. Arma de fuego. Reformatio in pejus. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 

La modificación de la pena impuesta al imputado, que resultó de la actividad impugnativa que siguió a la condena por homicidio pronunciada por el tribunal de juicio, carece de las características que pueden hacer de ella un cambio en perjuicio del condenado en los términos de la doctrina de la Corte en materia del artículo 18 de la Constitución Nacional y la así llamada prohibición de reformatio in pejus.

En efecto, ni la pena finalmente fijada es cuantitativamente más gravosa que la de doce años de prisión determinada inicialmente tras el debate; ni el tribunal que la dispuso ha carecido de jurisdicción en virtud de la ausencia del recurso de la parte acusadora, dado que el Ministerio Público ha mantenido su posición en el sentido de la aplicación de la agravante por el empleo de un arma de fuego a lo largo de todo el procedimiento de revisión.

Por lo demás, el ejercicio que hacen los magistrados de sus facultades para fijar las sanciones dentro de los límites previstos por las leyes respectivas, no suscita cuestiones que quepa decidir a la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, pues se vinculan con materias de hecho, prueba y derecho común.

La doctrina de la arbitrariedad de sentencias es de carácter excepcional, especialmente cuando, como en el sub judice, la resolución impugnada está vinculada con la admisibilidad de recursos locales ante los tribunales superiores provinciales.

G., Matías Fabián s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2170/2018/RH1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen



Costas. Ministerio Público. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 

La imposición de costas dispuesta en el sub judice a este organismo configura un caso de arbitrariedad pues, sin brindar razón alguna para ello, el a quo adoptó una medida que, tal como lo indica el recurrente, acarrea un componente sancionatorio expresamente excluido de la normativa aplicable.

Recurso de queja N° 1 –Incidente N° 3–. Imputado: N., Alejandro Damián s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3440/2020/3/1/RH1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Por los fundamentos desarrollados por el señor fiscal general en su impugnación, se mantiene la queja interpuesta.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: F., Sergio Fabián y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21675/2014/261/1/1/1/RH38, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Los argumentos que sustentan la posición del Ministerio Público han sido suficientemente desarrollados por el Fiscal General recurrente en sus presentaciones.

Recurso de queja N° 1 –Incidente N° 1– Imputado: F., Marcelo Gustavo s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75201/2019/5/1/1/1/RH1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen



Explotación laboral. Elemento subjetivo. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Situación de vulnerabilidad. Apreciación de la prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Acto jurisdiccional inválido.

La cámara estuvo de acuerdo con el tribunal oral en cuanto a la existencia de las acciones desplegadas por los imputados para la captación, traslado y acogimiento de cuarenta y cinco trabajadores, incumpliendo deliberadamente la normativa laboral correspondiente para este tipo de tareas y en pésimas condiciones de seguridad, salubridad y alojamiento.

Sin embargo, y aun teniendo por verificada la existencia de tales extremos, pasaron por alto los particulares lineamientos descriptos en el punto anterior y absolvieron a los encausados, por considerar que no había podido constatarse el elemento subjetivo del tipo, es decir, el fin de explotación laboral.

Al rechazar la tipicidad referida, la mayoría de la Sala incurrió en arbitrariedad pues, para resolver de ese modo, luego de reseñar los testimonios de los empleados consideró que no medió en la especie una privación de la libertad ambulatoria o de la capacidad de autodeterminación de los trabajadores pues no estaban impedidos de movilizarse libremente, lo que ocasionalmente hacían, y podían mantener contacto telefónico con sus familiares y amigos, a través de sus aparatos de telefonía celular; sin evaluar que el tribunal de juicio no basó sus fundamentos en la existencia de esa clase de restricciones sino en la imposibilidad de los trabajadores de retornar a sus hogares y el aprovechamiento premeditado de su evidente situación de vulnerabilidad, a lo que se agrega la falta de certidumbre en el pago y las precarias condiciones en que se hallaban al momento de su rescate por parte de las autoridades.  

Además, dicho pronunciamiento tampoco se ajustó al concreto contenido de las constancias de la causa en cuanto invocó fragmentos aislados de los testimonios de los damnificados para concluir que no se alcanzó a comprobar la finalidad de explotación laboral, observando que en el caso no habría existido una privación de la libertad o de la capacidad de autodeterminación pues los trabajadores “no estaban impedidos de movilizarse”, sin tomar en cuenta que el temperamento adoptado en el juicio no encuentra respaldo en una supuesta cautividad estricta o vigilada de los trabajadores, sino en la evidente imposibilidad que tenían de retornar a sus lugares de origen pese a su disconformidad con las sorpresivas y paupérrimas condiciones de alojamiento, trabajo y paga a las que se hallaban sometidos, aspectos que no solo surgen de sus declaraciones sino también de los dichos de las profesionales que los asistieron en esa oportunidad.

Por tratarse de personas con una evidente situación de vulnerabilidad, la circunstancia de encontrarse en un campo situado a más de 800 kilómetros de sus hogares y en una provincia desconocida, en paupérrimas condiciones de salubridad y sin dinero ni movilidad disponible para su regreso, es indicativo de la existencia de un claro cercenamiento de su libertad que fue aprovechado por sus “empleadores”.

En ese orden de ideas, la mayoría del a quo omitió valorar adecuadamente que las condiciones de pago –modificadas unilateralmente y suprimidas de manera engañosa por parte de los encartados– también eran utilizadas como una herramienta de sometimiento.

De igual modo, los empleados tenían que soportar otra situación de sometimiento por endeudamiento forzoso, pues para realizar el trabajo debían contar con sus propias herramientas, y quienes no las tenían estaban obligados a adquirirlas a los imputados mediante el mismo modus operandi de descuento sobre su salario, maniobras que (además de hallarse expresamente prohibidas por los artículos 9 y 12 de la Resolución 11/11 de la Comisión Nacional de Trabajo Agrario) tenían incidencia directa para las víctimas en orden al desconocimiento de los valores que en definitiva percibirían.

La Sala analizó la cuestión partiendo de la premisa errónea de una aparente falta de diligencia por parte de los encausados respecto del cumplimiento de las condiciones de trabajo, evaluando los sucesos acreditados como un caso de infracción de la norma recién citada que regula esta clase de actividad, sin tomar en consideración que, aun cuando el vínculo haya podido comenzar como una relación de ese tipo, una vez que los empleados arribaron al campo mutó en los términos que valoraron tanto el fiscal como los jueces de mérito y así, esa pretendida desconsideración bajo ningún aspecto podía ser entendida como tal pues involucró, por un lado a los dueños de una empresa con capacidad financiera y operativa, y por el otro a personas muy humildes y vulnerables, que se encontraban a muchos kilómetros de su casa, en un lugar inhóspito y desconocido, a quienes los acusados mantenían con pagos irrisorios, en pésimas condiciones de alojamiento y salubridad de manera deliberada, a lo que se aduna que, en los hechos, se hallaban obligados a quedarse en el campo hasta finalizar los trabajos, pues el regreso a sus hogares dependía exclusivamente de la voluntad de quienes los habían llevado hasta allí.

En tales condiciones, si bien, por vía de principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de la prueba constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, así se trate de presunciones, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa.

El sub lite es uno de esos supuestos de excepción, pues frente al conjunto de pruebas obrantes en el proceso, que debidamente valoradas y con arreglo a los criterios específicos que rigen en casos de esta naturaleza, acreditan la responsabilidad penal de los imputados, la conclusión adoptada por la mayoría del a quo sólo fue posible merced a una consideración parcial e inadecuada de tales elementos, además de haber omitido el análisis de argumentos conducentes, oportunamente introducidos por el Ministerio Público para la correcta solución del caso, todo lo cual brinda a lo resuelto fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifican como acto jurisdiccional válido.

En consecuencia, la absolución dictada por la cámara de casación no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa, déficit que amerita su descalificación en los términos invocados.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: N., S. M. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 32662/2015/TO1/10/1/1/RH2, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen



Ejecución de la pena. Ley penal más benigna. Salidas transitorias. Falta de fundamentación. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Acto jurisdiccional inválido.

Sin ofrecer ningún argumento atendible, el a quo adoptó una interpretación insensata del derecho vigente, según la cual éste premiaría la comisión de un delito anterior con la inmunidad frente a una eventual agravación legislativa para la comisión de uno posterior. Así, quien al cometer un crimen después de la entrada en vigor de la ley 27.375 que agravó las condiciones de ejecución de la pena privativa de la libertad, había cometido recientemente otro por el que aún cumplía pena, resultaba por ello inmune a esa agravación dispuesta en la ley vigente, creando de ese modo una ventaja punitiva frente a quien cometiera el mismo delito sin haber llevado a cabo otro antes. Esta interpretación resulta manifiestamente inadmisible.

Por cierto, no hay nada en el derecho a la aplicación retroactiva de la ley penal más benigna que reconocen los artículos 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ni en la regulación que de él hace el artículo 2 del Código Penal, que justifique tal absurdo. Resulta evidente, que tales normas no conceden a quien comete un delito bajo un régimen jurídico el derecho a la aplicación de un régimen anterior más benigno por el mero hecho de haber cometido ya un crimen bajo esa normativa previa. 

Por lo demás, la proposición infundada, que sólo un magistrado enuncia, según la cual la unificación de penas dispuesta impediría aplicar parcialmente dos regímenes distintos de ejecución de pena en atención a que el tratamiento penitenciario no puede escindirse, no es capaz de eludir la arbitrariedad de brindar al condenado una ventaja punitiva injustificada para la comisión de un segundo delito en razón de haber sido cometido durante el cumplimiento de la pena por la realización de un crimen anterior.

Vale aclarar que en el presente caso no está en disputa la integridad del tratamiento penitenciario que ha de serle dispensado al condenado, sino sólo la oportunidad de acceder a salidas transitorias, que el condenado tenía, según el artículo 17 de la ley 24.660 anterior a la reforma de la ley 27.375, durante la segunda mitad de su primera condena de cinco años y seis meses de prisión. La pena de siete años de prisión correspondiente al segundo de los crímenes que cometió, tras la entrada en vigor de la reforma legislativa, expresamente excluía ese beneficio en virtud de lo dispuesto en el artículo 56 bis, inciso 10, de la ley 24.660 vigente desde entonces.

En tales condiciones, tal vicio de fundamentación en el pronunciamiento impugnado priva a la decisión del carácter de acto jurisdiccional válido al que toda parte en un proceso tiene un derecho constitucionalmente garantizado, por lo que corresponde, revocarlo con arreglo a la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.

Recurso queja Nº 1 – Incidente N° 1 – Imputado: C., Javier Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario

FPA-Justicia Federal de Paraná, 9076/2017/TO1/41/1/1/1/RH3, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen



Comercialización ilegal de estupefacientes. Cumplimiento de la pena. Desistimiento del recurso. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FPA 9076/2017/TO1/41/1/1/1/RH3, “Recurso Queja n°1. Incidente n° 1. Imputado: C., Javier Alejandro s/ incidente de recurso extraordinario”.

La pena impuesta a la imputada, cuya modalidad de cumplimiento el recurrente objeta, se habría vencido el 2 de noviembre de 2021, antes incluso de que la Corte diera vista a esta Procuración General de la queja presentada. Habida cuenta de que esta situación sobreviniente ha hecho perder vigencia a la cuestión federal, por lo demás, bien planteada por el representante del Ministerio Público, de conformidad con el criterio de Fallos: 324:1096, 325:1440 y 331:2309, entre otros, se desiste del recurso interpuesto.

Recurso queja Nº 1 – Incidente N° 1 – Imputado: D. S., Ana s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10474/2016/TO1/9/1/1/1/RH1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen



Sobreseimiento. Cosa juzgada írrita. Debido proceso. Exceso ritual manifiesto. Falta de fundamentación. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

La resolución de la mayoría de la cámara de casación contiene defectos lógicos que revelan su arbitrariedad, los cuales se observan en su desarrollo argumental y en su interpretación de la cuestión, que pasan por alto los criterios que tanto la Corte como la doctrina y la restante jurisprudencia nacional e internacional han ido elaborando con el objeto de evitar soluciones injustas.

En efecto, en el voto del magistrado que abrió el acuerdo, luego de analizar los antecedentes del sub judice y reseñar los requisitos del instituto de la cosa juzgada fraudulenta, se afirmó que se trata pues de casos en los que no ha existido un auténtico proceso judicial sino antes bien uno aparente, reputado fraudulento.

No obstante, con la adhesión del juez que votó en tercer término, la mayoría convalidó la decisión que inhabilitó su aplicación en esta causa al advertir que el fiscal había consentido el sobreseimiento pues no dedujo el respectivo recurso.

Tal razonamiento luce contradictorio puesto que si existen indicios de que dicho proceso tramitó de manera anómala y su resolución final fue fraudulenta, a la luz de las irregularidades previas, concomitantes y posteriores al dictado del sobreseimiento del imputado no se advierte de qué manera la omisión del planteo recursivo de la parte acusadora derive en el saneamiento de un procedimiento en el que no se respetaron las reglas del debido proceso.

La descalificación de lo así resuelto se advierte, asimismo, al observar que, por definición, dicho instituto supone la existencia de un pronunciamiento firme, sea de primera instancia o, en su caso, de las ulteriores. Esto permite afirmar que la invocación de la ausencia de impugnación importa un fundamento aparente pues en nada se alteraría la sustancia del actual planteo si, en las condiciones del sub judice, la sentencia definitiva firme la hubiera dictado un tribunal revisor.

Tampoco dicha exigencia se desprende, en forma expresa o tácita, de la reseña de doctrina y de jurisprudencia de la Corte y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha estimado que, en caso de aparecer nuevos hechos o pruebas e incluso si existe una sentencia absolutoria en calidad de cosa juzgada, cuando no hubo la intención real de someter al responsable a la acción de la justicia, ello constituye una causal de viabilidad de la cosa juzgada írrita por lo que la postura del a quo aparece en exceso ritualista frente a las exigencias de la justicia que surgen de los antecedentes de la causa.

En tales condiciones, la decisión de la cámara de casación resulta carente de una debida fundamentación, por cuanto, además de lo expuesto, omitió la consideración de extremos oportunamente invocados y atendibles, vertidos por el representante de este Ministerio Público, por lo que el temperamento adoptado es arbitrario, ya que resulta insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: T., Eduardo s/ Incidente de recurso extraordinario

FSA-Justicia Federal de Salta, 52000148/2006/9/1/1/RH6, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen



Habeas corpus. Personas privadas de la libertad. Remuneración. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 

Es criterio de la Corte que las decisiones que declaran la inadmisibilidad de los recursos ante los tribunales de la causa, por su carácter fáctico y de derecho procesal, no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria y en este caso no cabe exceptuar esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, pues los agravios del recurrente se limitan a expresar una determinada solución jurídica, pero sin referirla a las circunstancias del caso ni contemplar los términos del fallo impugnado.

En efecto, éste apuntó a la falta de fundamentos del recurso de casación y, por cierto, basta con leer ese escrito para advertir que allí, al igual que en el presente reclamo, el apelante se limitó al aserto conclusivo de que la decisión de la administración penitenciaria lesiona los derechos constitucionales del condenado. Es claro que ello no constituye una crítica razonada y refutación de cada uno de los fundamentos por los cuales la acción de hábeas corpus se rechazó, dado que la suerte adversa de la acción había sido decidida por los jueces de la causa en atención a las siguientes consideraciones.

Por un lado, el acto denunciado como lesivo se encuentra ajustado al marco establecido en el capítulo VII de la ley 24.660, ya que se le otorgó al interno un trabajo por el cual recibió una remuneración acorde a la fijada en su artículo 120; por otra parte, las decisiones en materia de trabajo del condenado no se refieren directamente al ámbito de protección de la ley de hábeas corpus n° 23.098, por lo que la vía idónea para controlar su razonabilidad es ante el juez de ejecución penal. La cámara de apelaciones enfatizó este último punto al señalar que en el sub lite la intervención del juez de ejecución, entendido como el órgano natural para resolver esta controversia, incluso ya había tenido lugar y que avanzar en simultáneo por la vía del hábeas corpus resultaría contrario al criterio sentado por la Corte según el cual ese procedimiento excepcional no tiene por finalidad sustituir a los jueces propios de la causa en las decisiones que les incumben, las cuales, en caso de existir agravio constitucional, pueden ser impugnadas mediante los recursos de la ley.

Por ello, la queja contra la decisión del a quo que declaró infundado el recurso de casación remite al examen de una cuestión de derecho procesal que ha sido resuelta, tal como queda expuesto, con argumentos que excluyen la tacha de arbitrariedad y, en consecuencia, es ajena al conocimiento de la Corte a través del recurso extraordinario.

Recurso queja Nº 1 - Legajo Nº 1 - Beneficiario: T., Gabriel Alejandro y otro s/ Legajo de casación

FSM-Justicia Federal de San Martín, 119552/2018/1/1/RH1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa FPA 9076/2017/TO1/41/1/1/1/RH3, “Recurso Queja n°1. Incidente n° 1. Imputado: C., Javier Alejandro s/ incidente de recurso extraordinario”.

Recurso queja Nº 1 – Incidente N° 2 – Imputado: M., Gustavo Adrián s/ Incidente

FSM-Justicia Federal de San Martín, 27917/2018/TO1/7/1/2/1/RH1, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen



Comercialización ilegal de estupefacientes. Libertad condicional. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

La decisión del a quo resulta arbitraria en razón de que prescinde de todo apoyo legal y se funda exclusivamente en la voluntad de los magistrados que la dictaron.

Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 1 - Imputado: H., Osvaldo Pedro Ismael s/ Incidente de recurso extraordinario

FSA-Justicia Federal de Salta, 33081/2018/TO1/13/1/1/1/1/RH2, 12 de julio de 2022

Ver dictamen



Denegatoria del recurso. 

Remisión a los apartados III y IV del dictamen de la causa CFP 6204/2011/8/2/2/1/RH9, “Recurso Queja n° 1. Incidente n° 2. Imputado: D. V., Julio s/ incidente de recurso extraordinario”.

Recurso de queja N° 5 – Imputado: J., Daniel Alberto s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5°, inciso “c”)

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10565/2016/5/RH1, 12 de julio de 2022

Ver dictamen



Prórroga de la prisión preventiva. Debido proceso. Denegatoria del recurso. 

El Máximo Tribunal tiene dicho que el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal. Sin embargo, la Corte también ha establecido que ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. En el sub examine no se configura uno de esos casos de excepción.

Ello es así en tanto, el a quo no solo tuvo en cuenta para fundar su decisión la gravedad y cantidad de los hechos, así como la complejidad de la causa sino que también recordó que el imputado estaba cumpliendo la medida cautelar en su domicilio, pero que ese beneficio fue revocado porque aquél transgredió las condiciones que le fueron impuestas para mantenerlo.

En consecuencia, en el precedente “Acosta”, la Corte ha precisado cuáles son las cuestiones de hecho y de derecho que deben ser analizadas para decidir acerca de la razonabilidad del plazo de la detención cautelar, y que su verificación en el sub examine permite sostener, de acuerdo con la aludida doctrina del Tribunal, que la prolongación de la privación cautelar de la libertad del imputado, quien, al momento de la adopción de tal resolución, estaba en esa condición desde hacía tres años, estuvo debidamente fundada.

Por otro lado, dado que, de acuerdo a conocida doctrina de la Corte, sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, tampoco debe desconocerse que el juicio oral pendiente ha comenzado y que, el imputado obtuvo nuevamente el beneficio de la detención domiciliaria.

Por lo tanto, aparte de resultar aplicable la doctrina sentada por la Corte en la sentencia del caso M. 389, XLIII, “Mulhall, Carlos Alberto s/ excarcelación –causa Nº 350”, y su progenie, lo que bastaría para descartar la pretensión defensiva, carecen de actualidad los planteos referidos a la inconveniencia de mantener encarcelado al imputado por razones vinculadas a su edad y estado de salud, y a la incertidumbre acerca de la realización del juicio oral.

Recurso Queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: C., Rubén Carlos s/ Incidente de recurso extraordinario

FLP-Justicia Federal de La Plata, 54007241/2013/TO01/53/1/1/1/RH16, 12 de julio de 2022

Ver dictamen



Apropiación indebida de recursos de la seguridad social. Falta de acción. Interpretación de la ley. Ley penal tributaria. Evasión fiscal. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 

Remisión a los fundamentos desarrollados por el magistrado apelante. 

Acto jurisdiccional inválido.

El pronunciamiento fue resultado de una interpretación meramente literal de la redacción del artículo 16 de la ley 24.769 vigente al momento de los hechos, en la que se limitó a transcribir las definiciones que la palabra “evadir” tiene en el Diccionario de la Real Academia Española, sin analizarlas ni relacionarlas con los términos de ley penal tributaria, ni considerar el concepto técnico de ese vocablo en ese marco.

En ese sentido, la primera fuente de interpretación de la ley es su letra, pero por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, corresponde indagar lo que dicen jurídicamente, y si bien no cabe prescindir de las palabras tampoco resulta adecuado ceñirse rigurosamente a ellas cuando así lo requiera la interpretación razonable y sistemática. Asimismo, ha sostenido la Corte que es un principio de recta interpretación que los textos legales no deben ser considerados, a los efectos de establecer su sentido y alcance, aisladamente, sino correlacionándolos con los que disciplinan la misma materia.

El análisis de la ley 24.769 bajo esas pautas lleva a concluir que con la expresión “obligaciones evadidas” de su artículo 16 el legislador se refiere a las figuras previstas en los artículos 1°, 2°, 7° y 8°, en las que la acción típica consiste en evadir el pago de tributos, aportes o contribuciones, y circunscribe así a éstas la posibilidad de aplicar la exención de responsabilidad penal prevista en aquella norma.

Por el contrario, la inteligencia expuesta por la cámara de apelaciones, por la que extendió la aplicación de esa exención al supuesto de omisión de depositar tributos retenidos o percibidos, perdió de vista que el legislador no empleó en este caso ese verbo o conducta con relevancia típica, sino que la describió en distintos términos, y el a quo además no consideró la significación que las particularidades del sujeto de esta figura podrían tener para el examen de la cuestión, en la medida en que no posee el carácter de contribuyente sino de agente de retención o percepción, y sus obligaciones o cargas en tal posición no son las mismas que las de aquél.

Asimismo, aunque la técnica de redacción empleada sobre este asunto en la ley 26.735 no coincida en exactos términos con la original de la ley 24.769 ni con la utilizada luego en la ley 27.430, no debe suponerse la inconsecuencia del legislador ni una postura errática, y cabe apreciar que en esas tres definiciones se mantuvo inalterado un único e idéntico criterio según el cual la exención en cuestión sólo resulta aplicable a específicas figuras penales entre las que no se encuentra la que se atribuye en el sub examine.

En tales condiciones, el fallo apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, y debe entonces ser descalificado como un acto jurisdiccional válido.

Incidente N° 1 – Denunciado: E. A. S.A. y otros s/ Incidente de falta de acción

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 32/2018/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen



Apropiación indebida de tributos. Falta de acción. Defensa en juicio. Debido proceso. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CPE 849/2018/1/CS1.

Acto jurisdiccional inválido.

Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones relativas a la admisibilidad o procedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, este criterio admite excepciones cuando la sentencia impugnada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía utilizada y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio, que también ampara a este Ministerio Público.

Es lo que ocurrió en el sub examine, desde que el a quo declaró inadmisible el recurso de casación mediante afirmaciones dogmáticas por las que omitió referirse y tomar en consideración los concretos argumentos expuestos por el recurrente.

Los agravios no consistieron en meras discrepancias con la conclusión a la que arribó la mayoría de la cámara de apelaciones, sino que el fiscal recurrente formuló una crítica concreta y razonada de la interpretación que aquélla hizo sobre el artículo 16 de la ley 24.769, y argumentó claramente cuál es la inteligencia correcta de esa disposición de carácter federal, con base en el examen del alcance técnico jurídico de sus términos en conjunto con los demás artículos pertinentes de esa ley, y en el análisis de la uniforme intención del legislador evidenciada en las sucesivas redacciones empleadas respecto de la exención de responsabilidad en cuestión.

Pese a que esos planteos estuvieron correctamente formulados y constituían motivos que habilitaban aquella impugnación, el a quo omitió su tratamiento mediante la dogmática invocación de supuestos defectos en el escrito del recurso. En tales condiciones, restringió de manera sustancial la vía utilizada con menoscabo de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, y dejó de lado una materia propia de su competencia como tribunal intermedio, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en el caso "Di Nunzio".

En consecuencia, la sentencia apelada carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido, y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: A. de S. U. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 849/2018/4/1/1/RH2, 08 de julio de 2022

Ver dictamen



Apropiación indebida de recursos de la seguridad social. Falta de acción. Sobreseimiento. Defensa en juicio. Debido proceso. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CPE 32/2018/1/CS1.

Acto jurisdiccional inválido.

Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones relativas a la admisibilidad o procedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, este criterio admite excepciones cuando la sentencia impugnada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía utilizada y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio, que también ampara a este Ministerio Público.

Es lo que ocurrió en el sub examine, desde que el a quo declaró inadmisible el recurso de casación mediante afirmaciones dogmáticas por las que omitió referirse y tomar en consideración los concretos argumentos expuestos por el recurrente.

Los agravios no consistieron en meras discrepancias con la conclusión a la que arribó la mayoría de la cámara de apelaciones, sino que el fiscal recurrente formuló una crítica concreta y razonada de la interpretación que aquélla hizo sobre el artículo 16 de la ley 24.769, y argumentó claramente cuál es la inteligencia correcta de esa disposición de carácter federal, con base en el examen del alcance técnico jurídico de sus términos en conjunto con los demás artículos pertinentes de esa ley, y en el análisis de la uniforme intención del legislador evidenciada en las sucesivas redacciones empleadas respecto de la exención de responsabilidad en cuestión.

Pese a que esos planteos en torno de la aplicación al caso del artículo 16 de la ley 24.769 estuvieron correctamente formulados y constituían motivos que habilitaban aquella impugnación, el a quo omitió su debido tratamiento mediante la dogmática invocación de supuestos defectos en el escrito del recurso. En tales condiciones, restringió de manera sustancial la vía utilizada con menoscabo de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, y dejó de lado una materia propia de su competencia como tribunal intermedio, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en el caso "Di Nunzio".

En consecuencia, la sentencia apelada carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido, y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.

Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Denunciado: E. A. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 32/2018/2/1/1/RH2, 08 de julio de 2022

Ver dictamen



Apropiación indebida de tributos. Falta de acción. Interpretación de la ley. Ley penal tributaria. Evasión fiscal. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 

El pronunciamiento fue resultado de una interpretación meramente literal de la redacción del artículo 16 de la ley 24.769 vigente al momento de los hechos, en la que se limitó a transcribir las definiciones que la palabra “evadir” tiene en el Diccionario de la Real Academia Española, sin analizarlas ni relacionarlas con los demás términos de ley penal tributaria, ni considerar el concepto técnico de ese vocablo en ese marco.

La primera fuente de interpretación de la ley es su letra, pero por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, corresponde indagar lo que dicen jurídicamente, y si bien no cabe prescindir de las palabras tampoco resulta adecuado ceñirse rigurosamente a ellas cuando así lo requiera la interpretación razonable y sistemática. Asimismo, ha sostenido la Corte que es un principio de recta interpretación que los textos legales no deben ser considerados, a los efectos de establecer su sentido y alcance, aisladamente, sino correlacionándolos con los que disciplinan la misma materia.

En el sub examine, el análisis de la ley 24.769 bajo esas pautas lleva a concluir que con la expresión “obligaciones evadidas” de su artículo 16 el legislador se refiere a las figuras previstas en los artículos 1°, 2°, 7° y 8°, en las que la acción típica consiste en evadir el pago de tributos, aportes o contribuciones, y circunscribe así a éstas la posibilidad de aplicar la exención de responsabilidad penal prevista en aquel la norma.

Por el contrario, la inteligencia expuesta por la cámara de apelaciones, por la que extendió la aplicación de esa exención al supuesto del artículo 6°, perdió de vista que el legislador no empleó en este caso ese verbo o conducta con relevancia típica, sino que la describió en distintos términos, y omitió considerar, además, la significación que las particularidades del sujeto de esta figura podrían tener para el examen de la cuestión, en la medida en que no posee el carácter de contribuyente sino de agente de retención o percepción, y sus obligaciones o cargas en tal posición no son las mismas que las de aquél.

Asimismo, aunque la técnica de redacción empleada sobre este asunto en la ley 26.735 no coincida en exactos términos con la original de la ley 24.769 ni con la utilizada luego en la ley 27.430, no debe suponerse la inconsecuencia del legislador ni una postura errática, y cabe apreciar que en esas tres definiciones se mantuvo inalterado un único e idéntico criterio según el cual la exención en cuestión sólo resulta aplicable a específicas figuras penales entre las que no se encuentra la que se atribuye en el sub examine.

En tales condiciones, el fallo apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, y debe entonces ser descalificado como un acto jurisdiccional válido.

Incidente N° 1 – Imputado: A. de S. U. y otros s/ Incidente por Artículo 16 de la Ley Penal Tributaria

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 849/2018/1/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen



Extinción de la acción penal. Reparación integral. Robo en banda. Tentativa. Resoluciones equiparables a definitiva. Mantenimiento del recurso. 

La sala desconoció arbitrariamente el carácter equiparable a sentencia definitiva que revestía el pronunciamiento llevado a su consideración. Pues, en efecto, resulta de aplicación al caso mutatis mutandi la doctrina de la Corte sobre equiparación a sentencia definitiva que surge de lo resuelto en Fallos: 320:1919. A lo que cabe agregar que el a quo además desconoció injustificadamente que tras la homologación del acuerdo de reparación que la fiscalía objetó oportunamente, y sin más actividad que la simple acreditación del pago de la suma de dinero acordada, el tribunal de juicio declaró extinguida la acción penal y sobreseyó a los imputados.

Por otra parte, el recurso de casación declarado inadmisible de ese modo dogmático, llevaba a la consideración del tribunal agravios fundados en la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias, así como objeciones al alcance que el pronunciamiento del tribunal de juicio había asignado a las atribuciones que le corresponden al Ministerio Público, en virtud de lo dispuesto en el artículo 120 de la Constitución Nacional, en la aplicación de la regla del artículo 59, inciso 6°, del Código Penal en un procedimiento como el sub examine.

Por lo tanto, que, al resolver como lo hizo, la sala incumplió el papel que le compete como tribunal intermedio de conformidad con la doctrina de la Corte de Fallos: 328:1108 y 329:6002, entre otros.

Recurso queja nº 1 - Incidente nº 8 - Imputado: G., Ariel Cristian y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9657/2021/TO1/8/1/RH2, 08 de julio de 2022

Ver dictamen



Declaración de reincidencia. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 

El recurso remite exclusivamente a la revisión de consideraciones de hecho y derecho común que han sido resueltas con argumentos bastantes por los magistrados de la causa. En efecto, tras recordar las anteriores declaraciones de reincidencia del condenado en virtud de crímenes previos a los que están en discusión en el proceso en examen, la mayoría del a quo fundó su posición en la lectura del régimen del Código Penal según la cual la reincidencia es una situación jurídica del imputado y su existencia depende únicamente de la comprobación objetiva de dos circunstancias que se verifican en el sub lite: el cumplimiento efectivo de al menos una parte de la condena anterior y que el nuevo delito se cometa antes de transcurrido el término indicado en el último párrafo del art. 50 del ordenamiento de fondo.

Con independencia del acierto o error de las posiciones interpretativas en disputa, la defensa sólo expresa un desacuerdo con esa hermenéutica del derecho común aplicable al caso, que no justifica una atribución de arbitrariedad en el sentido exigido por la doctrina de la Corte en la materia. Pues, tal como lo ha sostenido reiteradamente el Tribunal, el recurso extraordinario por arbitrariedad de sentencia es de naturaleza excepcional, pues no le corresponde a la Corte sustituir a los jueces de la causa en temas de prueba y de derecho común, que son propios de éstos, salvo que hubieran incurrido en desaciertos u omisiones de tal gravedad extrema, que no pueda predicarse de sus fallos que son la sentencia fundada en ley que garantizan los artículos 17 y 18 de la Constitución, lo que, por cierto, no ocurre en el sub examine.

Recurso Queja nº 3 - Principal en Tribunal Oral 0 – G., Mario Alfredo s/ Robo calificado por uso arma de fuego y otros

FSM-Justicia Federal de San Martín, 634/2012/TO1/3/RH1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen



Revocación del sobreseimiento. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

Se encuentra fuera de discusión la procedencia formal del remedio federal cuando se refiere a la garantía de ser juzgado en un plazo razonable que se desprende del artículo 18 de la Constitución Nacional, y los tratados internacionales referidos a ella, y la duración de la persecución penal permite considerar, prima facie, la posibilidad de su afectación; de forma tal que se han declarado procedentes, a los fines del recurso extraordinario, pronunciamientos no definitivos, como los que revocan sobreseimientos para proseguir con el trámite de la causa.

Sin embargo, al ingresar al examen de admisibilidad del recurso federal interpuesto en el sub lite, su fundamentación resulta insuficiente para permitir la aplicación de aquella excepción en orden a la acreditación del requisito contenido en el artículo 14 de la ley 48, pues los agravios que se plantean carecen del desarrollo necesario para avalar la pretensión articulada.

En efecto, para descalificar una sentencia por causa de arbitrariedad en el razonamiento legal, se debe efectuar un análisis de los defectos lógicos que justifican tan excepcionalísima conclusión. Este no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que atiende a cubrir casos de carácter inusitado, en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impida considerar el pronunciamiento de los jueces del proceso como la sentencia fundada en ley a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Pues bien, la defensa no ha logrado demostrar que éste sea uno de esos casos de excepción.

La ausencia de fundamento en el temperamento adoptado por el tribunal oral se advierte claramente al observarse que, menos de un año antes, había decidido cuál sería la prueba a producir en el juicio, sin haber expresado la razón por la cual valoró, en ese momento, que todavía no había expirado el plazo razonable del proceso, ni por qué entendió que ello ocurrió, en cambio, unos meses después cuando, en rigor, debía realizarse el debate, según lo resuelto previamente.

Ello basta para descalificar el sobreseimiento impugnado como acto jurisdiccional válido, en tanto se aprecia que los pronunciamientos sucesivamente dictados en esta misma causa no se compadecen con la adecuada prestación del servicio de justicia, al carecer de la coherencia que determina su validez, la que resulta particularmente exigible a los actos judiciales, entre otras razones, para evitar la perplejidad de los litigantes.

Por otro lado, en el pronunciamiento impugnado mediante recurso federal también se señaló que el sobreseimiento se fundó únicamente en el tiempo transcurrido desde la comisión del hecho, sin advertirse que aquí no se trata de un caso como el analizado por la Corte en “Mattei”, ni tampoco con las características que juzgó en “Barra” o “Lociser”, entre otros, de los que surge la doctrina según la cual la duración del proceso penal por casi dos décadas viola ostensiblemente la garantía del plazo razonable del proceso, y que aun cuando no se hubiera superado ese plazo, cabría considerar si hasta la sentencia final puede transcurrir un lapso que configure la misma violación.

La Corte, dejando siempre a salvo su mejor interpretación, ha identificado algunos factores insoslayables para saber si se ha conculcado la garantía a obtener un juicio sin demoras indebidas: la complejidad del asunto; la actividad procesal del interesado; la conducta de las autoridades judiciales; y el perjuicio concreto que la dilación le ha irrogado al imputado. Tales factores, si bien son de imprescindible consideración, no pueden ser valorados aisladamente como una condición suficiente, sino que deben ser ponderados y sopesados uno frente al otro, atendiendo a las circunstancias concretas de la causa.

En conclusión, la parte no ha logrado refutar todos y cada uno de los argumentos en los que se basa la decisión impugnada mediante recurso federal, por lo que éste carece del requisito de fundamentación autónoma requerido por el artículo 15 de la ley 48 y, en consecuencia, resulta improcedente.

Recurso Queja N° 5. Imputado: V., Walter Oscar y otro s/ Falsedad ideológica

FSM-Justicia Federal de San Martín, 26005375/2011/TO1/5/RH1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen



Derecho al recurso. Debido proceso. Doble instancia. Exceso ritual manifiesto. Derechos de la víctima. Derecho a ser oído. Procedencia del recurso. 

Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte tiene dicho que cabe hacer excepción a esa regla cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.

Esa situación es la que ocurre en el caso, puesto que la cámara de casación declaró inadmisible el recurso de su especialidad con sustento en que la recurrente respondió extemporáneamente la vista conferida por el tribunal de mérito para dar su opinión sobre el acuerdo, cuando dicha circunstancia en modo alguno implica la pérdida de su derecho al recurso contra la sentencia que lo homologa. Por ello, estimo que en la causa se ha conculcado sin soporte normativo y de manera arbitraria la vía recursiva intentada.

Con base en tales consideraciones, en las presentes actuaciones existe una injustificada privación de la garantía de la doble instancia, la cual si bien a criterio de la Corte no reviste jerarquía constitucional para la querella, en tanto el adecuado respeto a la garantía del debido proceso sólo exige que el litigante sea oído con las formalidades legales y no depende del número de instancias que las leyes procesales establezcan a tal fin según la naturaleza de las causas, ha hecho excepción a esa regla cuando la ley procesal aplicable confiere ese derecho, supuesto en el cual le ha reconocido aquella jerarquía, pues en tales casos no puede suprimirse arbitrariamente.

No puede soslayarse que en su decisión, el a quo sostuvo que los agravios no habían sido sometidos para su evaluación en la oportunidad especialmente prevista en la norma. Empero, ese fundamento omite valorar que el punto 3° del artículo 431 bis del código ritual prevé que la opinión de la víctima no es vinculante, con lo cual no se advierte la relevancia cuasi preclusiva que pretende asignársele para fundar la decisión de inadmisibilidad, al tiempo que desconoce que el escrito respectivo, si bien de modo tardío, había sido presentado menos de tres horas después de vencido el término, y que esa falta de consideración pudo no haberse dado, no obstante, de no resolverse en la misma fecha.

La actuación del tribunal de mérito y la respuesta de la Sala de turno conllevan un injustificado rigor formal, en la medida que pasan por alto que la ley 27.372, en su artículo 5°, reconoce a la víctima, entre otros, los siguientes derechos: i) a ser informada verbalmente sobre el estado del proceso y la situación del imputado; k) a ser escuchada antes de cada decisión que implique la extinción o suspensión de la acción penal, y aquellas que dispongan medidas de coerción o la libertad del imputado durante el proceso, siempre que lo solicite expresamente; l) a ser notificada de las resoluciones que puedan afectar su derecho a ser escuchada.

No obstante lo expuesto, con olvido de la normativa descripta que impone extremar los recaudos que garanticen la realidad sustancial de su participación en el juicio, la cámara de casación omitió pronunciarse sobre la cuestión y con excesivo rigor desestimó el recurso, lo cual descalifica la decisión impugnada en los términos de Fallos: 328:1108.

En la presente se ha limitado arbitrariamente el derecho a ser oída de la víctima querellante, en contra del espíritu de la ley y de la doctrina de la Corte que determinó que todo aquel a quien la ley le reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional, sea que actúe como acusador o acusado, como demandado o demandante, ya que en todo caso media interés institucional en reparar el agravio si éste existe y tiene fundamento en la Constitución, puesto que ella garantiza a todos los litigantes por igual el derecho a obtener una sentencia fundada previo juicio llevado en legal forma, cualquiera sea la naturaleza del procedimiento de que se trate.

Finalmente, se observa que el temperamento expuesto no solo se encamina al reconocimiento de los derechos de la víctima sobre la base de la ley 27.372, sino también en función de la mayor relevancia que ese instituto ha adquirido en el recientemente sancionado Código Procesal Penal Federal, que se encuentra en curso de implementación, en tanto prevé su derecho a ser asistida, informada, escuchada, notificada, a requerir la revisión de las decisiones remisorias y a ser advertida suficientemente si el ejercicio de un derecho estuviera sujeto a un plazo o condición.

Recurso Queja n° 1. Incidente n° 7. Imputado: R. R. D., Edgar s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38256/2010/TO2/7/1/RH1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen



Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 

El recurrente arguye que la decisión del a quo es arbitraria, en tanto se funda en una interpretación irrazonable de la normativa aplicable, se aparta de las constancias comprobadas de la causa y omite ponderar argumentos conducentes para la correcta solución del caso.

Con base en esos planteos, esta Procuración General mantiene la presente queja.

Recurso queja N° 4. Incidente N° 17. Imputado: C. F., Manuel Antonio Luis y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12544/2013/TO1/17/4/RH13, 28 de junio de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Con base en los planteos del recurrente, se mantiene la presente queja.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: A., Raúl Esteban y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/433/1/1/RH165, 28 de junio de 2022

Ver dictamen



Declaración indagatoria. Mantenimiento del recurso. 

Con base en los argumentos del apelante, se mantiene la presente queja.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: A., Héctor Jorge y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000005/2007/37/4/1/1/RH164, 28 de junio de 2022

Ver dictamen



Estupefacientes. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Mantenimiento del recurso. 

Si bien, por vía de principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la aplicación de normas de derecho común y procesal constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa. 

El sub examine es uno de esos supuestos de excepción; además, la decisión fue dictada por el superior tribunal de la causa y es equiparable a sentencia definitiva, en tanto genera un perjuicio de imposible reparación ulterior.

El a quo se ha apartado implícitamente de la doctrina general de la Corte, de conformidad con la cual la declaración de inconstitucionalidad de una ley constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado la última ratio del orden jurídico, por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen de la regla o precepto en cuestión conduzca a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados, lo que requiere descartar concienzudamente la posibilidad de una interpretación que compatibilice la regla impugnada con el derecho federal que la parte reputa lesionado.

Es que el fallo apelado, carece ostensiblemente de la justificación sesuda dirigida a demostrar la incompatibilidad de la norma cuestionada con la Constitución Nacional que tal doctrina federal exige y debe, por lo tanto, ser descalificado como acto jurisdiccional válido.

Ahora bien, la facultad del fiscal de solicitar la absolución al final del debate es, indudablemente, un derivado del principio de objetividad que rige su actuación, la que debe estar dirigida a promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad y los intereses generales de la sociedad. De ello, no se sigue que el fiscal, como parece entenderlo el a quo, pueda abandonar el ejercicio de la acción pública antes del comienzo del debate, al no ofrecer prueba en el plazo previsto por el citado artículo 354. 

Un pedido de absolución efectuado por el fiscal al final del debate es un acto procesal fundado que, según la jurisprudencia citada, sella el destino de la acción penal ejercida legalmente. Por el contrario, no existe la posibilidad legal de que el fiscal abandone el ejercicio de la acción pública de la forma sugerida por el a quo, porque no tiene la facultad de disponer discrecional y arbitrariamente de aquélla.

Cabe preguntarse, entonces, si hay alguna otra razón por la cual el ejercicio del deber previsto en el citado artículo 356 implicaría, necesariamente, una lesión a la garantía de la imparcialidad. La respuesta, es que no la hay, y un buen ejemplo de ello es lo ocurrido en el sub examine.

Recurso queja N° 1 –Incidente N° 1– Imputado: A., Exequiel Andrés s/ Incidente de recurso extraordinario

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 7798/2014/TO1/3/1/1/RH1, 24 de junio de 2022

Ver dictamen



Personas privadas de la libertad. Cómputo de la pena. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 

El apelante objeta, con razón que, al ordenar descontar del tiempo de pena que correspondía cumplir al condenado el período que éste estuvo excarcelado, la cámara prescindió de la regla explícita del artículo 24 del Código Penal que sólo autoriza a descontar el plazo que el condenado pasó en prisión durante el proceso, y no también el lapso que estuvo sometido al procedimiento sin estar privado de su libertad. Así, sin ningún fundamento en el derecho aplicable, el a quo omitió observar la norma que regía la solución del caso, lo que invalida su decisión a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.

Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: M., Ezequiel Francisco y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FSM-Justicia Federal de San Martín, 13799/2015/TO1/58/1/1/RH7, 21 de junio de 2022

Ver dictamen



Sentencia condenatoria. Notificación de la sentencia. Cuestión federal. Debido proceso. Defensa en juicio. Recurso de casación penal. Deberes y facultades del defensor oficial. Superior Tribunal de Justicia. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Es doctrina de la Corte que el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, en particular, cuando lo decidido podría privar definitivamente al imputado del derecho a la revisión de la condena que le fuera impuesta.

Se ha introducido una cuestión de naturaleza federal ante el a quo, como lo es la posible afectación de la garantía constitucional del derecho de defensa, que consiste en la facultad de requerir la revisión amplia de la sentencia condenatoria. Ese menoscabo, se habría producido al no haberse notificado a la defensora acerca de la declaración de inadmisibilidad del recurso de casación por el tribunal de juicio, lo que habría sido determinante para que el de segunda instancia declarara inadmisible también la queja interpuesta tras ese rechazo porque, al resolver de tal modo, habría considerado únicamente la fecha de notificación de aquella decisión al condenado, quien recién habría recibido la debida asistencia técnica un mes después, al concurrir a la sede de la defensoría e informarle a aquélla sobre tal notificación.

La forma en que se llevan a cabo las notificaciones de las decisiones judiciales es una cuestión eminentemente procesal, ajena, en principio, a la jurisdicción de esta Corte cuando conoce por la vía extraordinaria, pero en el sub examine el recurrente planteó ante el a quo que la interpretación que de las normas aplicables ha hecho el tribunal de casación compromete severamente la vigencia del debido proceso y de la defensa en juicio, lo cual torna procedente el recurso extraordinario.

En efecto, si bien es cierto que la facultad de impugnar es propia del encausado, en cuyo beneficio fue establecida, también lo es que, según la jurisprudencia de la Corte el ejercicio de la defensa en juicio debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal, por lo que cualquier situación mediante la cual se prive al defensor designado de intervenir conforme las leyes procesales o se lo permita sólo formalmente debe ser remediada.

En el mismo sentido, se ha afirmado que el derecho a la defensa en juicio se traduce en las facultades de intervención acordadas al imputado y a su defensor, y en los presupuestos establecidos para que ciertos actos puedan tener eficacia procesal, con la finalidad de asegurar las posibilidades del imputado de influir en la decisión final, lo que debe ocurrir en forma efectiva durante el procedimiento.

Por ello, aunque la ley aplicable admita la posibilidad de que existan diferencias de criterio entre defensor y defendido, y prevea como solución que prevalezca la voluntad del acusado, lo cierto es que, para que tal voluntad pueda hacerse efectiva, como en cualquier caso de conflicto de intereses, resulta imprescindible que ambas partes tomen conocimiento de la situación. Entonces, la notificación de una decisión impugnable al defensor técnico no puede omitirse sin poner en riesgo inmediatamente una concreta tutela de los intereses del justiciable.

En conclusión, dado que el recurso federal interpuesto resulta procedente, de acuerdo con la consolidada doctrina establecida en Fallos: 308:490 y 311:2478, la suprema corte provincial no podía omitir, sin incurrir en arbitrariedad, un pronunciamiento sobre el agravio oportunamente introducido por el recurrente, ya que en los casos aptos para ser conocidos por la Corte según el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución.

E., Héctor Daniel s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2047/2018/RH1, 14 de junio de 2022

Ver dictamen



Interposición del recurso. Cómputo del plazo. Sentencia condenatoria. Notificación de la sentencia. Deberes y facultades del defensor oficial. Defensa en juicio. Cuestión federal. Derecho a ser oído. Falta de fundamentación. Monto de la pena. Superior Tribunal de la Causa. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Por un lado, es doctrina de la Corte que el plazo para deducir el recurso extraordinario debe computarse, en los casos de sentencia condenatoria en causa criminal, a partir de la notificación personal al procesado, con el fin de que tal clase de sentencias no quede firme por la sola conformidad del defensor. Ese criterio busca asegurar la efectividad de un sistema recursivo como el vigente, en el cual la facultad de impugnación es propia del encausado, pues en su beneficio ha sido establecida, de modo tal que la inactividad de su defensor no puede perjudicar su derecho a recurrir las sentencias condenatorias por expiración del plazo legal.

En consecuencia, corresponde que los jueces den intervención al defensor oficial para que asuma su función y provea de adecuada asistencia al detenido cuando carece de abogado particular y, al ser notificado de una decisión que dejaría firme su condena, manifiesta su voluntad de impugnarla. Ello es necesario a fin de garantizar inmediatamente una concreta defensa de los intereses del justiciable, que no podrían quedar malogrados por una circunstancia que no le es atribuible.

Tal como lo ha señalado la Corte en el fallo “Dielma”, al remitir al dictamen emitido por esta Procuración General, las normas locales aplicables disponen expresamente que la notificación de los defensores oficiales se realizará de forma personal y se instrumentará mediante su firma en el expediente, y no a través del mero ingreso de las actuaciones a la sede de la defensoría. Por lo tanto, una interpretación como la propuesta por el a quo desatiende los derechos de defensa en juicio, pues menoscaba la facultad del imputado de cuestionar de modo oportuno la sentencia del tribunal superior de la causa que dejaría firme su condena. Además, esa decisión compromete la función de los defensores oficiales de asesorar, representar y defender gratuitamente a los imputados y personas que carezcan de defensor particular o recursos suficientes para hacer valer sus derechos en juicio, así como la atribución especial de la Defensoría Oficial ante el Tribunal de Casación de interponer los recursos que correspondan cuando lo estime conveniente y necesario. Todo ello en perjuicio del justiciable.

Por otro lado, mediante tal recurso se impugnó una decisión emitida por el superior tribunal de la causa, equiparable a sentencia definitiva que suscitaba cuestión federal suficiente, pues la parte plantea, por un lado, que, al determinar la pena que se le impuso al imputado, el tribunal de casación omitió realizar la audiencia de visu prevista en el artículo 41, inciso 2 in fine, del Código Penal, lo cual, según la doctrina sentada en el precedente “Maldonado”, implicaría una transgresión del derecho constitucional del condenado a ser oído; y, por otro lado, que la fijación de tal pena careció de fundamentación, lo que privaría de validez al fallo, pues al tener en cuenta la amplitud de la escala penal de la figura en la que se subsumió la conducta reprochada existe la obligación de justificar la elección del monto, ya que rige el principio de que toda operación intelectual, para ser juzgada, tiene que portar la posibilidad de la razón lógica y experimental.

Por todo ello, el recurso federal interpuesto resulta procedente y, en consecuencia, según la consolidada doctrina establecida en Fallos: 308:490 y 311:2478, la suprema corte provincial no podía omitir, sin incurrir en arbitrariedad, un pronunciamiento sobre los agravios, oportunamente introducidos en esa instancia por el recurrente, ya que en los casos aptos para ser conocidos por la Corte según el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución.

L., David Ezequiel s/ Recurso de queja en causa N° 73.369 del Tribunal de Casación Penal

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 599/2019/RH1, 14 de junio de 2022

Ver dictamen



Salidas transitorias. Mantenimiento del recurso. 

Los efectos de la solución propiciada al dictaminar en la causa FSA 12547/2018/TO1/1/2/2/1/RH1 han de extenderse a lo resuelto e impugnado en el presente.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 3 – Imputado: P., Facundo Jesús s/ Incidente de recurso extraordinario

FSA-Justicia Federal de Salta, 12547/2018/TO1/1/3/1/RH2, 14 de junio de 2022

Ver dictamen



Transporte de estupefacientes. Libertad condicional. Recurso de casación penal. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

El asunto resulta indiscutiblemente idóneo para habilitar la competencia de la Corte en los términos del artículo 14 de la ley 48 y, por lo tanto, la del a quo de conformidad con la doctrina de los precedentes de Fallos: 328:1108 y 329:6002, conforme a la cual siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio.

La sala evadió indebidamente la función que le competía mediante una desestimación arbitraria del recurso de casación de la fiscalía, en el sentido observado en la jurisprudencia de Fallos: 341:1263. Tal como resolvió el Máximo Tribunal en esa ocasión, al compartir y hacer propias las consideraciones y conclusiones de esta Procuración General, para rechazar una impugnación, como aquí lo hizo el a quo, con base en una evaluación de la suficiencia de los fundamentos de la resolución apelada y de la debilidad de los argumentos de la parte recurrente para refutarla, se debía permitir que previamente la fiscalía desarrollara o ampliara los fundamentos de su pretensión, pues sólo cuando se rechaza el recurso de casación por motivos formales es que cabe prescindir del debate.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 2 – Imputado: P., Facundo Jesús s/ Incidente de recurso extraordinario

FSA-Justicia Federal de Salta, 12547/2018/TO1/1/2/2/1/RH1, 14 de junio de 2022

Ver dictamen



Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Corrupción del funcionario público. Sentencia no firme. Fundamentación del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 

La apelación federal ha sido correctamente denegada, pues no se dirige contra una sentencia definitiva ni equiparable a tal, a la vez que no satisface los estándares mínimos de fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, según la jurisprudencia de la Corte en la materia. Por el contrario, la resolución impugnada ha sido sustentada razonablemente y cuenta con fundamentos jurídicos suficientes frente a una posible descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad; y que los agravios evidencian sólo una opinión diversa sobre la cuestión así tratada y resuelta.

En esa inteligencia, los argumentos del recurso no se dirigen a refutar las precisas consideraciones del a quo, sino que se limitan exclusivamente a sostener en forma dogmática que, al haber operado la prescripción de la acción por el delito de defraudación contra la administración, la referencia a tales sucesos como casos de corrupción por parte de la Sala resulta errónea, aspecto que no constituye el fundamento central de la resolución.

La defensa soslayó las pautas evaluativas sentadas por la Corte, al no haber realizado las referencias pertinentes del trámite de las actuaciones ni acreditado que la duración del proceso pudiera atribuirse a una indebida dilación en la actuación jurisdiccional, lo que constituye una circunstancia dirimente cuya consideración se omitió en el recurso.

En ese orden de ideas, recientemente el Procurador General ha señalado que la determinación judicial de que en un caso concreto se ha violado el derecho fundamental de una persona a ser juzgada sin dilaciones indebidas no es el resultado de un simple cotejo con un término elegido en abstracto. Antes bien, ella exige una indagación detallada de los pasos de tramitación concretos que puedan explicar el retraso del procedimiento, a fin de evaluar si el acusado ha sido víctima de la injusticia de una indefinición que atenta contra la garantía constitucional de la defensa en juicio.

En aquella ocasión tuvo en cuenta que, tal como lo ha establecido la jurisprudencia de la Corte Suprema, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de otros tribunales internacionales, esa evaluación obliga a tomar en consideración, entre otros elementos, la naturaleza de los delitos imputados en el proceso, la complejidad de la persecución penal y la prueba, la actividad procesal de la parte interesada y la conducta de las autoridades responsables de la administración de justicia; aspectos que han sido adecuadamente examinados en la instancia de casación y que la parte no se ha hecho cargo siquiera de mencionar en su escrito.

En tales condiciones, y toda vez que el apelante ha apoyado su planteo exclusivamente en la supuesta errónea referencia a los sucesos como casos de corrupción, sin dar cuenta de cuáles habrían sido los avatares procesales que conforme a la doctrina aludida podrían eventualmente demostrar la afectación de las garantías invocadas, el recurso interpuesto resulta infundado y, en consecuencia, improcedente.

Los hechos investigados han sido correctamente enmarcados prima facie como actos de corrupción, materia sobre la que Argentina ha asumido compromisos internacionales que la obligan a su persecución y sanción, al suscribir la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención Interamericana contra la Corrupción.

De tal modo, y en tanto no se encuentra controvertido que al momento de los hechos el imputado y sus consortes de causa se desempeñaban como funcionarios públicos, y que las maniobras investigadas fueron perpetradas de manera organizada con el exclusivo propósito de quedarse con dinero destinado a subsidios para jubilados, su consideración como actos de corrupción por parte del a quo se ajusta razonablemente a lo establecido en la Convención Interamericana y en la legislación nacional.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: M., Pedro Alberto y otro s/ Incidente de recurso extraordinario

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 22000231/2000/TO1/4/1/1/RH3, 14 de junio de 2022

Ver dictamen



Extinción de la acción penal. Prescripción de la acción penal. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Asociación ilícita. Defensa en juicio. Monto de la pena. Sentencia condenatoria. Costas. Denegatoria del recurso. 

La queja debe ser desestimada, ya que la parte se ha limitado a reiterar en su recurso federal los agravios ya planteados en las instancias anteriores, sin refutar todos y cada uno de los argumentos en los que se basan las decisiones impugnadas, por lo que carece del requisito de fundamentación autónoma requerido por el artículo 15 de la ley 48 y, en consecuencia, resulta improcedente.

En lo que respecta a la invocada extinción de la acción penal por prescripción, más allá del criterio actual de los apelantes, el temperamento adoptado sin reservas en esa etapa del proceso también concurre en abono de lo resuelto, pues nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior, deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz. Máxime cuando ellos fueron producto de una determinada actitud procesal válidamente adoptada en su oportunidad.

La genérica invocación del principio pro homine tampoco es suficiente para descalificar la decisión impugnada, pues la primera fuente de interpretación de la ley es su letra, a lo que cabe agregar lo que ella dice jurídicamente, dando pleno efecto a la intención del legislador, y computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. Recién entonces, al agotarse aquella tarea, y en el caso de que subsistiese alguna duda, ésta debe resolverse en favor del imputado debido a que en el proceso interpretativo en materia penal debe acudirse a la norma más amplia, o a la interpretación más extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos e, inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos.

Cabe recordar que es doctrina de la Corte que lo referido a las causales de prescripción de la acción penal resulta, por regla, ajeno a la apelación extraordinaria. En conclusión, la queja interpuesta, en lo que se refiere al agravio analizado, debe ser desestimada.

En relación con la alegada violación de la garantía del plazo razonable del proceso, el punto de la decisión que se intenta traer a conocimiento de la Corte mediante el recurso extraordinario deducido ya no puede ser revisado, debido a que, más allá de su acierto o error, ha pasado en autoridad de cosa juzgada. Por lo que, tampoco en este aspecto el recurso federal cuenta con la debida fundamentación autónoma.

Los recurrentes también se quejan, de la supuesta arbitrariedad de la decisión del a quo al responder a su agravio referido a la alegada atipicidad de la conducta que se les imputó. No se puede omitir que la Corte ya ha tenido ocasión de pronunciarse acerca de ciertas características típicas del delito de asociación ilícita, y lo ha hecho, salvo la mejor interpretación que de sus propios fallos pudiera hacer la Corte, en sentido concordante con el criterio del a quo, al sostener que la asociación ilícita no requiere de la existencia de otros delitos consumados y ni siquiera de principio de su ejecución, ya que se trata de una figura autónoma.

Cabe señalar que la discusión acerca de las características típicas de la asociación ilícita y su relación con los delitos cometidos por sus miembros remite al análisis de cuestiones de derecho común, ajenas a la competencia de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria, sin que se advierta que la posición que a ese respecto surge de las resoluciones impugnadas pueda considerarse manifiestamente inadmisible pues, más allá de su acierto o error, se trata de la sostenida por la doctrina tradicional argentina, que se mantiene inalterada hasta hoy, por lo demás, en la jurisprudencia mayoritaria.

En conclusión, corresponde descartar la arbitrariedad invocada en cuanto al agravio analizado.

Por otro lado, la parte afirma que durante el debate se habrían realizado reconocimientos de manera irregular, que los acusadores habrían efectuado preguntas capciosas o sugestivas y que las acusaciones habrían sido equívocas al describir y calificar los hechos, lo que habría afectado irremediablemente el derecho de defensa de los condenados. Sin embargo, esos planteamientos carecen ostensiblemente del requisito de fundamentación suficiente, ya que no se identifican los reconocimientos cuestionados ni se especifican los defectos de tales actos que los privarían de validez, así como tampoco se señalan cuáles habrían sido las preguntas capciosas o sugestivas dirigidas a los testigos de cargo, ni por qué se afirma que las acusaciones habrían sido equívocas al describir y calificar los hechos.

En síntesis, dado que la impugnación debe bastarse a sí misma y su sola lectura tiene que ser suficiente para la comprensión del caso, no debe carecer de la descripción clara y precisa de los agravios originados en las graves irregularidades que la parte atribuye al proceso. Al haberse omitido ese recaudo, corresponde desestimar la queja interpuesta en lo que se refiere a los planteamientos aludidos por resultar el recurso federal formalmente improcedente.

En cuanto a la supuesta violación del derecho de defensa mediante la incorporación por lectura al debate de declaraciones de testigos que la parte no habría tenido la posibilidad de interrogar, y la invocada falta de credibilidad de ciertas declaraciones valoradas a raíz del supuesto interés en la resolución de la causa de quienes las realizaron, el a quo también le ha dado una respuesta suficiente y razonable a esos planteamientos, sin que la parte haya logrado refutarla.

Frente a esas omisiones, resulta aplicable la doctrina de la Corte en cuanto a que “en materia de nulidades procesales prima un criterio de interpretación restrictiva y sólo cabe anular las actuaciones cuando un vicio afecte un derecho o interés legítimo y cause un perjuicio irreparable”, al tener en cuenta “el carácter accesorio e instrumental del derecho procesal”, pues, de otro modo, “la sanción de nulidad aparecería respondiendo a un formalismo vacío, en desmedro de la idea de justicia…”.

Por otro lado, en relación con la supuesta falta de credibilidad de ciertas declaraciones valoradas en contra de los condenados, el a quo descartó ese agravio por carecer de la debida fundamentación.

Tampoco en el planteamiento de tal agravio la defensa se ha ocupado de refutar la respuesta del a quo, la que aparece como suficiente en tanto, de acuerdo con el código procesal aplicable, los jueces deben ponderar la prueba con base en el método de la sana crítica racional, sin que exista prohibición alguna de valorar los dichos de quienes tuvieran un vínculo laboral con la parte querellante o bien hubieran sido imputados durante el curso del proceso, a pesar de las prevenciones que la recurrente entiende que corresponde adoptar en esos casos.

En lo que respecta a la determinación de las penas, al no darse un caso de excepción que autorice a apartarse de ella, resulta aplicable al sub examine la doctrina de la Corte según la cual el ejercicio que hacen los magistrados de sus facultades para fijar las sanciones dentro de los límites previstos en las leyes respectivas no suscita cuestiones que quepa decidir a la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, en tanto se vinculan con aspectos de hecho, prueba y derecho común.

Por último, los recurrentes también impugnaron el monto de las costas que se les impusieron, al afirmar que esa cuestión no se debatió durante el juicio oral y que el monto aludido no tiene fundamento en las constancias de la causa, a ese respecto los recurrentes tampoco han logrado demostrar la arbitrariedad que invocan, y ello determina la improcedencia del agravio.

Recurso queja N° 2 –Legajo N° 1 – L., Lilian Alicia y otros s/ Legajo de casación

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000411/2006/T01/29/1/2/RH10, 14 de junio de 2022

Ver dictamen



Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Asociación ilícita. Sentencia condenatoria. Monto de la pena. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CPE 990000411/2006/T01/29/1/2/RH10, “L., Lilian Alicia y otros s/ Legajo de casación”.

Resulta aplicable al sub examine la doctrina de la Corte según la cual el ejercicio que hacen los magistrados de sus facultades para fijar las sanciones dentro de los límites previstos en las leyes respectivas no suscita cuestiones que quepa decidir a la Corte por la vía del artículo 14 de la Ley 48, en tanto se vinculan con aspectos de hecho, prueba y derecho común.

Recurso queja N° 3 –Legajo N° 1– L., Lilian Alicia y otros s/ Legajo de casación

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000411/2006/T01/29/1/3/RH11, 14 de junio de 2022

Ver dictamen



Privación ilegal de la libertad calificada. Monto de la pena. Improcedencia del recurso. 

La Suprema Corte denegó correctamente el recurso extraordinario. Ello es así, pues como bien señaló en su dictamen el Ministerio Público provincial, el apelante no rebatió debidamente los argumentos de la decisión que impugna, “lo cual impide que surja la relación directa e inmediata entre las cuestiones discutidas, los términos de la resolución, la arbitrariedad alegada y las cláusulas constitucionales supuestamente afectadas.

La Corte ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, salvo casos de arbitrariedad que, en razón de lo expuesto, no se ha demostrado.

Por otra parte, en lo que respecta al fundamento de extemporaneidad por el cual se desestimó la inconstitucionalidad de la escala penal aplicada, su agravio se limitó a la mera insistencia sobre su “desacierto”, con el argumento que no podía quedar sujeto a prevenciones formales estrictas, sin atender que la Corte provincial expresamente remarcó que correspondía la confirmación de dicho temperamento por resultar coincidente con su doctrina sobre la materia; postura que, a su vez, resulta concordante con el criterio establecido por la Corte en Fallos: 328:4755, entre otros, en cuanto se pronunció por la improcedencia “…al no haber sido introducido en la primera oportunidad procesal que tuvo el recurrente”.

Sin perjuicio de ello, aun si se deja de lado aquella limitación, e incluso que el planteo se vincula con la determinación del quantum de la pena, lo cual constituye una materia de derecho común propia de los jueces de la causa que, por regla, resulta ajena a la vía intentada, tampoco está Procuración General encuentra sustento alguno para la tesis según la cual la imposición de las penas de diez años de prisión respecto de los encausados habría sido injusta o desmesurada, de modo que permitiría la declaración de inconstitucionalidad supra aludida en razón de que violaría el principio de proporcionalidad.

Es que en esa línea, debe notarse que la determinación de las escalas punitivas, de la clase y extensión de las penas conminadas para cada tipo de delito es una materia propia de la política criminal reservada al Congreso de la Nación.

Si bien en esa tarea el Poder Legislativo debe actuar dentro de los límites que fija el derecho fundamental de toda persona a ser sancionada, en su caso, con penas cuya severidad sea proporcional a la gravedad del delito cometido y al bien jurídico tutelado y a no ser sometida a un trato punitivo cruel, inhumano o degradante, no pueden los jueces, so pretexto de ejercer el control de constitucionalidad que les compete, evaluar el mérito, conveniencia, oportunidad, acierto o eficacia de las escalas penales que han sido establecidas en la ley en ejercicio de las atribuciones que el artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional reserva al Congreso.

En ese sentido, y aun cuando la esforzada defensa insiste en la comparación de la escala del delito imputado con la de otros tipos penales, la Corte tiene dicho que para juzgar una posible contradicción entre las sanciones establecidas en una ley y los principios constitucionales que garantizan contra el castigo cruel y desmesurado, los tribunales no pueden fundar su ponderación "exclusivamente en la comparación de las penas conminadas para los distintos delitos definidos en el catálogo penal", sino que han de identificar si aquéllas importan mortificaciones mayores que las exigidas por la naturaleza propia de las penas, en el sentido normado por el artículo 18 in fine de la Constitución, y si "expresan una falta de correspondencia tan inconciliable entre el bien jurídico lesionado por el delito y la intensidad o extensión de la privación de bienes del delincuente como consecuencia de la comisión de aquél, que resulta repugnante a la protección de la dignidad de la persona humana"; aspectos que la defensa no ha logrado demostrar en el caso concreto.

V., Mauricio Cervando y otro s/ Recurso de queja

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1750/2018/RH1, 14 de junio de 2022

Ver dictamen



Prisión perpetua. Homicidio calificado. Personal policial. Defensa en juicio. Debido proceso. Discrepancia del recurrente. Apreciación de la prueba. Denegatoria del recurso. 

El recurso federal interpuesto no ha logrado demostrar la situación de indefensión que invoca, pues el tribunal de casación revisó la valoración de la prueba efectuada en la sentencia de condena y concluyó, por mayoría, que no se advertía la arbitrariedad alegada. En consecuencia, aun cuando el abogado que asistió al imputado en esa instancia no se hubiera agraviado de la supuesta arbitrariedad de tal valoración, dicha circunstancia no bastaría por sí para sostener, fundadamente, que en el sub examine se ha transgredido palmariamente el derecho de defensa en juicio.

Nótese que el recurrente plantea que el letrado que asistió al imputado en las instancias anteriores debió haber impugnado la condena con el argumento de su arbitrariedad, precisamente para provocar la revisión amplia de tal sentencia por un tribunal superior, de acuerdo con el estándar fijado por la Corte en el precedente de Fallos: 328:3399. Sin embargo, a pesar de tal omisión, esa revisión finalmente se realizó y así se satisfizo el doble conforme, sin que se observe, en suma, afectación alguna al derecho de defensa desde ese punto de vista.

El recurrente ni siquiera ha intentado refutar el fundamento de la decisión del a quo mediante la cual se declaró inadmisible el recurso extraordinario de nulidad interpuesto contra la confirmación de la condena, lo cual, en principio, es suficiente para rechazar formalmente la apelación federal.

La Corte tiene dicho que corresponde rechazar los planteos que fueron desarrollados por primera vez en el recurso extraordinario federal y no fueron sometidos al conocimiento de los tribunales de las instancias anteriores, aun cuando se refieran inequívocamente a una cuestión federal.

Sin embargo, también ha sostenido, como lo señala el recurrente con cita de “Tarifeño”, y salvo la mejor interpretación que de sus propios pronunciamientos pudiera hacer la Corte, que sin perjuicio de la inobservancia de los requisitos propios de la vía intentada, cuando se advierta una trasgresión a las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso de tal entidad que afecte la validez misma del pronunciamiento, esa circunstancia debe ser atendida y declarada más allá de cualquier imperfección en la habilitación de la competencia de la Corte para conocer de los agravios expresados.

El sub examine no es uno de esos casos de excepción, ni el recurrente ha logrado demostrarlo, sino que, en rigor, sus críticas a la sentencia de condena trasuntan su mera disconformidad con un fallo que, más allá de su acierto o error, no aparece como inconcebible en el marco de una racional administración de justicia, en tanto encuentra sustento en argumentos que enlazan coherentemente los indicios derivados de la prueba aportada y permiten verificar, sin contradicciones, de qué manera se han reconstruido los hechos, lo que descarta la posibilidad de considerar que se trate de un supuesto de estricto carácter excepcional como lo es la arbitrariedad.

Este temperamento, por lo demás, observa la doctrina de la Corte según la cual las decisiones que declaran la improcedencia de recursos deducidos ante los tribunales locales no justifican, en principio, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria pues, no se advierte la existencia de arbitrariedad que autorice apartarse de esa regla.

Lejos de refutar el fundamento brindado en la sentencia de condena y en la decisión del tribunal de casación que la confirmó, la parte introduce por primera vez planteamientos sobre circunstancias que, sin embargo, ya habían sido analizadas de forma adecuada en esos pronunciamientos, de modo que solo logra expresar su disconformidad con la valoración de la prueba en la que se fundaron, la cual, más allá de su acierto o error, no aparece como inconcebible en el marco de una racional administración de justicia.

En conclusión, no se advierte en la fundamentación de la sentencia de condena, ni en aquella de segunda instancia que la confirmó, la irracionalidad invocada por el recurrente que permita sostener su arbitrariedad, de acuerdo con las pautas definidas por la Corte en el precedente “Estrada”. Lo hasta aquí considerado permite sostener que lo resuelto no ha importado el menoscabo de las garantías constitucionales que bajo esa tacha alega la defensa, de modo que resulte ineludible la intervención de la Corte, a pesar de los ya señalados déficits formales en la vía recursiva intentada, para impedir que quede firme un acto jurisdiccional que no pueda preciarse de tal.

Además, las objeciones planteadas en el recurso federal, lejos de demostrar aquella irracionalidad, se basan en una distinta apreciación de la prueba, que sólo expresan la disconformidad de la parte con lo resuelto, lo que descarta la procedencia de tal recurso al no haberse demostrado que nos encontremos ante un supuesto de estricto carácter excepcional como lo es la arbitrariedad, máxime ante el criterio restrictivo con que debe analizarse en casos como el sub examine.

Este criterio, finalmente, observa la doctrina de la Corte en cuanto a que los fallos que tienen fundamentos no federales suficientes para sustentarse son irrevisables en la instancia extraordinaria, pues la presencia de aquellos impide considerar otros de índole federal que pudiera contener la sentencia, por falta de relación directa e inmediata.

R., Carlos Néstor s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1106/2018/RH1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen



Abuso sexual calificado por ultrajes a la víctima. Corrupción calificada de menores. Doctrina de la arbitrariedad. Exceso ritual manifiesto. Debido proceso. Defensa en juicio. Interpretación y aplicación de la ley. Discrepancia del recurrente. Doctrina de los actos propios. Derecho al recurso. Sana crítica racional. Improcedencia del recurso. 

Si bien la Corte ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es especialmente restrictiva, la regla puede ceder, con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, ante supuestos de excesivo rigor formal susceptibles de menoscabar la garantía de defensa en juicio y el debido proceso legal. 

Con arreglo a esos criterios, se advierte que la Corte local denegó correctamente el recurso extraordinario. Ello es así, pues, los planteos realizados se vinculan con la interpretación y aplicación de normativa procesal y local, puntualmente aquellas que regulan la celebración de la audiencia de informes en la instancia de revisión y la recepción de los dichos de las víctimas menores, cuestiones que exceden el acotado ámbito de conocimiento reservado al Tribunal por la vía intentada.

En este sentido, la defensa no logró demostrar sus argumentos tendientes a refutar lo resuelto por el órgano revisor, ni a evidenciar que sus agravios excedieran la exposición de una mera opinión discrepante.

En efecto, los jueces consideraron que sus planteos se limitaron a insistir con argumentos desarrollados con anterioridad, pero sin atender a los que sustentaron el fallo en cuestión, lo cual impide tenerlos por refutados y, con ello, considerar demostrada la relación directa e inmediata de la arbitrariedad pretendida.

En razón de ello, no sólo se considera adecuado el criterio del Superior Tribunal en cuanto afirma que la defensa no ha logrado demostrar cuál fue el perjuicio en concreto que le habría generado la falta de realización de la audiencia, sino que, además, tampoco se ha hecho cargo de brindar alguna justificación de su omisión de presentarse ante la expresa y específica convocatoria de la Sala a manifestar su voluntad en tal sentido; dejando pasar así la oportunidad de exponer en la modalidad que tardíamente ahora reclama.

La Corte tiene dicho que nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior, deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz, máxime cuando ellos fueron producto de una determinada actitud procesal válidamente adoptada en su oportunidad.

Tampoco puede prosperar el agravio respecto de la valoración de los dibujos acompañados por la menor en la medida que los jueces descartaron su queja con el razonable argumento de que tales elementos carecieron de la más mínima trascendencia para fundar la imputación penal. Las circunstancias descriptas resultan determinantes para desvirtuar lo alegado por la recurrente y permiten descartar toda posibilidad de que el imputado haya visto afectados sus derechos a ser oído, a la defensa en juicio y al debido proceso legal, por lo que los planteos esbozados en esa línea no pueden tener favorable acogida.

En otro orden, el agravio basado en la doctrina de la arbitrariedad también debe ser desestimado, por cuanto en el recurso se afirma que los argumentos del a quo constituyen una mera reproducción, sin detalle alguno, de lo manifestado por el tribunal revisor en relación con los elementos de prueba.

A ese respecto, no es posible sostener que la circunstancia de considerar correctos los argumentos del fallo implique una inadecuada revisión pues, si así fuera, se estaría obligando a los jueces de la corte provincial a discurrir su razonamiento por un camino distinto, aun cuando el seguido por el tribunal de la instancia anterior resulte ajustado a derecho y a las constancias de la causa; máxime cuando es doctrina de la Corte que la remisión a fundamentos de la sentencia que se revisa no hace procedente la tacha de arbitrariedad.

Es que, precisamente, el derecho al recurso no exige al revisor que incorpore argumentos o valoraciones distintas que puedan corroborar la decisión apelada, sino que analice si aquellos resultaron acertados desde la sana crítica racional; más aún cuando la doble instancia ya ha sido satisfecha.

En otras palabras, el procedimiento empleado por el a quo en materia que le es propia, consistente en repasar en detalle los argumentos del tribunal de la instancia anterior, seguido de la conclusión de que éstos son correctos, no significa sin más un incumplimiento de su función, a menos que se demostrara lo contrario, lo que no ha ocurrido en el caso, donde la defensa no se ha hecho cargo de comprobar por qué esta respuesta resultaría insuficiente para resolver sus planteos, por lo cual la apelación, además, carece de fundamentación suficiente en los términos en que lo ha entendido la Corte en Fallos: 325:316; 326:1877, entre otros.

En este contexto, las críticas de la defensa reflejan su disenso con el mérito asignado al material probatorio en las sucesivas instancias, con base exclusiva en su disconformidad con las conclusiones a las que arribaron los magistrados en forma contraria a sus pretensiones, pero no a la ausencia o defecto de tal análisis, sin que se adviertan los vicios alegados que habilitarían su descalificación como acto jurisdiccional válido.

La Corte ha establecido que el recurso extraordinario no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas por la discrepancia de la parte con la selección y valoración de la prueba realizada por los jueces de la causa, ya que no incumbe al Tribunal juzgar sobre el acierto o el error de la decisión con respecto al valor o alcance de la prueba, facultad ésta que es propia de aquéllos.

Sobre ese marco, no obsta a tal conclusión que el recurrente insista en su planteo de arbitrariedad en la valoración que se hizo de los testimonios de los padres, los peritos y los terapeutas intervinientes, en detrimento de la entidad que pretende respecto de los dichos del personal de las instituciones en las que trabajaba el imputado, y a la circunstancia de que sólo uno de los ocho menores declaró en cámara Gesell cuando, a ese respecto, la Corte local brindó una respuesta acabada y suficiente, al juzgar razonables los argumentos tenidos en cuenta por el Tribunal de Casación. 

En efecto, y aun cuando el recurrente alega la supuesta inobservancia de las declaraciones brindadas por los colegas del imputado, de la sentencia de la Sala de casación no surge que el tribunal oral haya omitido realizar una evaluación adecuada al respecto sino que, luego de analizar minuciosamente el contenido de esas versiones concluyó que al haberse incumplido con la guía de orientación para la intervención en situaciones conflictivas en el escenario escolar, los declarantes se vieron condicionados y, por ende, sus testimonios no eran idóneos para descartar los hechos denunciados.

Los testimonios por cuya falta de valoración reclama el recurrente han sido efectivamente considerados aunque con un alcance diverso al que la parte pretende, pues los magistrados brindaron razones atendibles en cuanto a su parcialidad. En efecto, el tribunal revisor llegó a esa razonable conclusión frente a la notoria intención y coordinación de favorecer al imputado, por lo cual el cuestionamiento en este sentido también ha sido correctamente rechazado por el Superior Tribunal local.

Los fundamentos de la inadmisibilidad del recurso extraordinario local resuelta por el a quo se ajustan razonablemente a los antecedentes del caso y han brindado una adecuada respuesta a los planteos propuestos por la parte, de modo tal que satisface lo exigido a los pronunciamientos judiciales de tal naturaleza, pues cuenta con fundamentación suficiente, sin que, en esas condiciones, pueda advertirse el menoscabo a las garantías constitucionales que se invoca.

Finalmente, este criterio observa a su vez la doctrina de la Corte en cuanto a que los fallos que tienen fundamentos no federales suficientes para sustentarse son irrevisables en la instancia extraordinaria, pues la presencia de aquellos impide considerar otros de índole federal que pudiera contener la sentencia, por falta de relación directa e inmediata.

V., M. D. s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 662/2019/RH1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen



Privación ilegal de la libertad cometida por funcionario público calificada. Doctrina de la arbitrariedad. Debido proceso. Falta de fundamentación. Apreciación de la prueba. Mantenimiento del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

Aun cuando la cuestión planteada pueda ser considerada de hecho y prueba, regularmente ajena a esta instancia, ello no es óbice para que el Máximo Tribunal conozca en los casos que constituyen una excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar las garantías del debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público Fiscal, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa.

El presente es uno de esos casos de excepción porque la decisión impugnada se funda en un análisis parcial de la prueba obtenida que impide apreciar, adecuadamente, su valor incriminatorio.

Al haber afirmado que la opción por la hipótesis acusatoria de los hechos solo podría hacerse, en este caso, en detrimento del principio de inocencia, omitiendo que la opuesta versión exculpatoria ensayada por los imputados aparece como inverosímil al confrontarla con las circunstancias comprobadas de la causa, el a quo incurrió en un vicio de fundamentación que descalifica su decisión como acto jurisdiccional válido pues la condena de los imputados nunca sería posible si el acusador debiera refutar incluso hipótesis alternativas altamente improbables.

Precisamente como pauta para evitar que la natural imprecisión de la prueba indiciaria derive en pronunciamientos arbitrarios, la Corte ha descalificado aquellos que, como consecuencia de una valoración fragmentaria de la prueba de cargo, han desconocido el valor de elementos de juicio de ese carácter cuando, integrados en su conjunto con los demás antecedentes de la causa, son decisivos para el resultado del pleito.

En síntesis, en la absolución impugnada mediante recurso federal se invocó el principio in dubio pro reo con sustento en la subjetividad de los jueces, sin correlato en las constancias de la causa, lo que descalifica la decisión como acto jurisdiccional válido, ya que si bien es cierto que ese principio presupone un especial ánimo del juez según el cual, en este estadio procesal, está obligado a rechazar la hipótesis acusatoria si es que no tiene certeza sobre los hechos materia de imputación, no lo es menos que dicho estado debe derivar racional y objetivamente de la valoración de aquellas constancias, lo cual, a la luz de las consideraciones efectuadas en este dictamen, no ha sucedido en este caso.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 11. Imputado: M., Emilio Felipe y otro s/ Incidente de recurso extraordinario

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 93306152/2005/TO1/11/1/RH3, 07 de junio de 2022

Ver dictamen



Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia absolutoria. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Apreciación de la prueba. Presunciones. In dubio pro reo. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 

Acto jurisdiccional inválido.

La decisión impugnada mediante recurso federal, aun respecto de los puntos en los que se ordena el reenvío de la causa, es equiparable a sentencia definitiva. En efecto, al revocar las condenas la cámara ordenó tal reenvío para que se dicte un nuevo fallo con arreglo a su criterio y para garantizar el derecho al recurso.

En esas condiciones, si el acusador público impugnara la absolución que resultara del procedimiento de reenvío tal y como ha sido ordenado por la cámara, su recurso sería irremediablemente tardío de acuerdo con la doctrina de la Corte en la materia, dado que el pronunciamiento impugnable mediante recurso extraordinario federal es la decisión que resuelve de modo definitivo la cuestión en disputa, y no la que se dicta tras la conclusión de aquel procedimiento.

Por otro lado, aun cuando la cuestión planteada en la apelación federal pueda ser considerada de hecho y prueba, regularmente ajena a esta instancia, ello no es óbice para que el Máximo Tribunal conozca en los casos que, constituyen una excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público Fiscal, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa.

El presente es uno de esos casos de excepción porque la decisión del a quo, en cuanto a los puntos impugnados mediante la apelación federal interpuesta, se funda en un análisis parcial de la prueba obtenida y desatiende argumentos conducentes para la adecuada solución del caso, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.

En suma, la mayoría del a quo, ha valorado solo parcialmente la prueba y los indicios que derivan de ella al afirmar que la imputación pareciera fundarse casi exclusivamente en la capacidad funcional de los acusados, ya que únicamente se habrían ponderado tres extremos aledaños a los hechos.

La sentencia del tribunal oral, no se basó solo en los tres extremos aledaños señalados por la mayoría de la cámara para sostener que en los secuestros bajo examen intervino la policía de Salta. En rigor, esa mayoría omitió valorar aquellos tres extremos con el resto de los indicios tenidos en cuenta por el tribunal oral al condenar a los acusados, los cuales, valorados en conjunto, permiten llegar a la conclusión razonada de que fue la policía de Salta la fuerza que se ocupó de investigar a los desaparecidos por su actividad política y la que, finalmente, coordinó y ejecutó sus secuestros, realizados con pocas horas de diferencia.

En consecuencia, la absolución impugnada resulta arbitraria al haberse valorado la prueba de forma fragmentaria y aislada, y haberse omitido la ponderación de indicios conducentes para la adecuada solución del caso, mediante una visión de conjunto que los correlacione debidamente.

Al respecto, cabe recordar que, como pauta para evitar que la natural imprecisión de la prueba indiciaria derive en pronunciamientos arbitrarios, la Corte ha descalificado aquellos que, como consecuencia de una valoración fragmentaria de la prueba de cargo, han desconocido el valor de elementos de juicio de ese carácter cuando, integrados en su conjunto con los demás antecedentes de la causa, son decisivos para el resultado del pleito.

En síntesis, la decisión impugnada mediante recurso federal debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido en lo que concierne al punto de agravio analizado, ya que si bien es cierto que el principio in dubio pro reo presupone un especial ánimo del juez según el cual, en este estadio procesal, está obligado a rechazar la hipótesis acusatoria si es que no tiene certeza sobre los hechos materia de imputación, no lo es menos que dicho estado debe derivar racional y objetivamente de la valoración de aquellas constancias, lo cual no ha sucedido en este caso.

La mayoría del a quo, al afirmar que la condena del imputado se basó en la atribución de hechos que excedían su competencia, no valoró adecuadamente la hipótesis acusatoria que se tuvo por probada y que, en definitiva, brinda fundamento suficiente a aquella condena.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 2. Imputado: G., Joaquín y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FSA-Justicia Federal de Salta, 73000301/2008/TO1/2/1/RH1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen



Peculado. Decomiso. Cuestiones procesales. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al fallo de la causa “Taranto, Jorge Eduardo s/ Causa n° 14.969”.

Los jueces de la mayoría del a quo se limitaron a señalar –entre los argumentos de la sentencia condenatoria para decidir el decomiso de los efectos provenientes del delito como “pena accesoria” y la resolución que dispuso su ejecución por tratarse de “bienes de un tercero beneficiado a título gratuito”– que existía una supuesta contradicción con posible afectación al principio de legalidad y la garantía de irretroactividad de la ley penal, sin un mayor análisis de estos principios ni de las razones vertidas por el tribunal oral federal.

Al respecto, se observa que para arribar a su conclusión en favor del planteo de la defensa, relegaron atender también a las particulares circunstancias del trámite de este proceso (previamente mencionadas) por lo que, no alcanzaron a demostrar que la evaluación efectuada en la sentencia que dispuso la ejecución del decomiso –respecto de los antecedentes considerados para fundarla– fuese irrazonable o alejada de la solución prevista en la normativa vigente.

No obstante lo expresado, como menciona el recurrente, incluso si en definitiva se tuviera en consideración el texto original del artículo 23 del Código Penal, lo cierto es que, dadas las circunstancias comprobadas de la causa, no resulta posible sostener que el condenado pudiera quedar excluido del decomiso por ser un “tercero no responsable” al que pertenecieran los bienes, de lo que se colige la procedencia de la medida dispuesta por el tribunal de mérito, tanto por esta razón, como por la fundada en la ley 25.188, por tratarse de un tercero beneficiado a título gratuito.

En consecuencia, la medida en cuestión no constituye una pena, sino que pretende evitar la apropiación de beneficios económicos derivados de un delito cuya materialidad fue tenida por acreditada, lo que inhabilita a cuestionar la vigencia del principio de irretroactividad en materia penal, pues éste tiene el sentido de impedir que alguien sea penado por un hecho que, al tiempo de su comisión, no era delito y de prohibir que a quien cometa un delito se le aplique una pena más gravosa que la legalmente prevista al tiempo de su comisión, eventos ambos que no han acontecido en autos.

En definitiva, el decomiso dispuesto responde al principio según el cual los jueces tienen el deber de resguardar, dentro del marco constitucional estricto, la razón de justicia que exige que el delito comprobado no rinda beneficios.

En otro orden de ideas, y aun cuando las siguientes consideraciones remiten al análisis de cuestiones de derecho procesal ajenas en principio a la instancia federal, no se puede dejar de advertir que sobre el tema en examen ha incidido una errónea tramitación del presente proceso que ha dilatado innecesariamente la recuperación de los activos de origen delictivo.

Por otra parte, descartada la afectación de la regla que impide la aplicación retroactiva de la ley penal, la decisión del tribunal de origen resultaba acorde con el criterio que deben observar las autoridades al interpretar los hechos, actos o normas que hayan sido controvertidos en su alcance, que surge del propio compromiso asumido por el Estado de establecer y fomentar prácticas eficaces y tomar las medidas de índole necesaria para prevenir y erradicar la corrupción, conforme los convenios internacionales sobre la materia de los que forma parte; y en especial el deber de velar por que se ejerzan las facultades legales de que disponga conforme a su derecho interno en relación con el enjuiciamiento de personas por los delitos tipificados con arreglo a la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción, a fin de dar máxima eficacia a las medidas adoptadas para hacer cumplir la ley respecto de esos delitos, teniendo debidamente en cuenta la necesidad de prevenirlos.

Indicado esto, la orientación normativa que surge de esas reglas, así como lo consignado en la Acordada 2/2018 de la Corte y las previsiones del artículo 23 del Código Penal, no condice con lo decidido por la mayoría de la cámara de casación pues priva a los órganos del Estado, específicamente dotados de la competencia para perseguir la actuación de la justicia en casos alcanzados por los convenios internacionales, del ejercicio regular de sus facultades y atribuciones conforme al derecho interno.

En tal virtud, la resolución impugnada carece de una debida fundamentación, lo que la torna arbitraria, pues si bien no se desconoce que los jueces no están obligados a tratar todos y cada uno de los argumentos de las partes, sino sólo aquéllos que estimen pertinentes para la resolución del caso, el Tribunal también ha resuelto que son descalificables como actos judiciales válidos aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación, en tanto importan una violación a las reglas del debido proceso.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Procesado: G., Armando s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3116/2006/TO1/10/1/1/RH2, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CCC 74061/2016/TO1/12/1/RH2, “Recurso Queja n° 1. Incidente n° 12. Imputado: M. Z., Ezequiel Rodrigo y otro s/ Incidente de recurso extraordinario”.

No hay razón válida para optar por un voto u otro al momento de apreciar cuál ha sido el presupuesto en que se basó la decisión apelada y, por ello, corresponde descalificarla y ordenar el dictado de una nueva en el sentido dispuesto, entre otros, en Fallos: 312:1058.

Recurso queja N° 1 – Incidente N° 5 – Imputado: C., Luis s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39814/2014/TO1/5/1/RH1, 26 de mayo de 2022

Ver dictamen



Sumario policial. Incidente de nulidad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CFP 18579/2006/267/6/RH9, “Recurso queja n°6 – Incidente n° 267 – Vinculado en sumario policial: S. SA y otros s/ Incidente de nulidad”.

La Corte debe hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario interpuesto, dejar sin efecto la resolución impugnada y devolver las actuaciones al a quo para que dicte una nueva conforme a derecho.

Recurso queja N° 3 –Incidente N° 267 – Vinculado en sumario policial: S. S.A. y otros s/ Incidente de nulidad

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18579/2006/267/3/RH5, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen



Sumario policial. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CFP 18579/2006/267/4/RH6, “Recurso queja n°4 –Incidente n° 267 – Vinculado en sumario policial: S. SA y otros s/ Incidente de nulidad”.

Recurso queja N°2 –Incidente N° 267 – Vinculado en sumario policial: S. S.A. y otros s/ Incidente de nulidad

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18579/2006/267/2/RH4, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen



Recurso de casación. Inadmisibilidad del recurso. Non bis in ídem. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Nulidad procesal. Inadmisibilidad del recurso. 

Una reiterada jurisprudencia del Tribunal afirma que no procede el recurso extraordinario deducido contra la decisión cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal ya que no reúne, por regla, la calidad de sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48. No obstante, ha considerado como definitivas –aunque sin serlo en estricto sentido procesal– las resoluciones anteriores a la sentencia que, por su índole y consecuencias pueden llegar a frustrar el derecho federal invocado, acarreando perjuicios de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior.

Asimismo, ha establecido que el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal; empero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso.

En el sub lite no se verifica ninguna de esas excepciones, y por ello la vía federal ha sido correctamente denegada.

La prohibición de doble juzgamiento tampoco se encuentra comprometida en el sub lite. En consecuencia, la vía casatoria y la que se intenta ante la Corte han sido correctamente denegadas.

La garantía ne bis in idem impide la múltiple persecución penal, simultánea o sucesiva si la anterior ha concluido, cuando concurren las tres identidades, de la persona perseguida, del objeto y de la causa de la persecución. Es de carácter personal, rige individualmente y no posee efecto extensivo a terceros. Por esa razón la doctrina ha sostenido que la condena, la absolución o el sobreseimiento de un imputado no amparan a otro, aunque el fundamento por el cual se arribó a una solución determinada sea común o se trate de un caso de participación criminal conjunta; ni siquiera aprovechan a un imputado las declaraciones –obiter dictum– que referidas a él, en general o individualmente, son efectuadas en el proceso que se sigue a otro imputado.

La instancia casatoria ha sido correctamente denegada por el a quo con base en el artículo 457 del código procesal por no dirigirse la impugnación contra una sentencia definitiva o equiparable y no demostrarse arbitrariedad ni cuestión federal suficiente que habilitase su jurisdicción en su calidad de tribunal intermedio.

Es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran nulidades procesales no son revisables, como regla, en la instancia extraordinaria, en tanto no constituyen la sentencia definitiva a que alude el artículo 14 de la ley 48, y que, por vía de excepción, son equiparables a aquélla los pronunciamientos anteriores que por su índole y consecuencias pueden llegar a frustrar el derecho federal invocado acarreando perjuicios de imposible o tardía reparación ulterior.

Recurso queja N°4 –Incidente N° 267 – Vinculado en sumario policial: S. S.A. y otros s/ Incidente de nulidad

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18579/2006/267/4/RH6, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen



Fraude a la Administración Pública. Nulidad procesal. Inadmisibilidad del recurso. Improcedencia del recurso. Denegatoria del recurso. 

El recurso de hecho interpuesto es inadmisible. La apelación extraordinaria, sobre cuyo rechazo versa aquél, no se dirige contra una sentencia definitiva ni equiparable a tal a los fines del artículo 14 de la ley 48.

Se aplican al sub examine las consideraciones desarrolladas por esta Procuración General al dictaminar, en el día de la fecha, ante otra presentación directa de la misma parte en este proceso, en el expediente CFP 6204/2011/8/2/2/1/RH9.

Por lo demás, los argumentos de fondo que la parte esgrime, amén de referir a cuestiones de hecho y prueba que resultan ajenas a la instancia extraordinaria ante la Corte, carecen de atinencia en relación con el objeto de la impugnación. 

En tales condiciones, la interpretación restrictiva que debe regir en materia de nulidades procesales, sumada al criterio de la Corte según el cual, por regla, las decisiones que resuelven al respecto no constituyen sentencia definitiva abonan el temperamento que se propicia aquí.

Por lo expuesto, la queja no es procedente y que corresponde, en consecuencia, desestimarla.

Recurso queja N° 1. Recurso queja N° 51. Imputado: D. V., Julio y otros s/ Defraudación contra la administración pública y abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público (Artículo 248)

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6204/2011/51/1/RH11, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen



Fraude a la administración pública. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

Corresponde aplicar las consideraciones desarrolladas en los dictámenes de las causas CFP 6204/2011/8/2/2/1/RH9, “Recurso Queja n° 1. Incidente n° 2. Imputado: D. V., Julio s/ Incidente de recurso extraordinario” y CFP 1610/2015/3/2/RH2, “Recurso Queja N° 2. Legajo N° 3. Denunciado: D., Horacio Pedro y otro s/ Legajo de apelación”.

La queja es improcedente, toda vez que el recurso extraordinario, cuya denegación la motiva, no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal. El derecho a recurrir del fallo ante juez o tribunal superior, que garantiza el artículo 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y que invoca la defensa a efectos de equiparar la resolución apelada con las sentencias definitivas que son impugnables por la vía del artículo 14 de la ley 48, carece del alcance que la parte pretende darle.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que cuando, por ejemplo, el reclamante no ha “acudido oportunamente al procedimiento apropiado”, el mero hecho de que un recurso interno no produzca un resultado favorable no demuestra, por sí solo, la inexistencia o el agotamiento de todos los recursos internos eficaces.

A. M., Juan Manuel y otros s/ Incidente de reposición

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7302/2016/16/1/1/RH5, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen



Recurso de casación. Inadmisibilidad del recurso. Non bis in ídem. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Nulidad procesal. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CFP 18579/2006/267/4/RH6, “Recurso queja n°4 – Incidente n° 267 – Vinculado en sumario policial: S. SA y otros s/Incidente de nulidad”.

Recurso queja N°1 –Legajo n°275 – Procesado: V., Gustavo Ángel y otros s/ Legajo de apelación

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18579/2006/275/1/RH7, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen



Fraude a la administración pública. Deber de imparcialidad. Denegatoria del recurso. 

La queja es improcedente. El recurso extraordinario, cuyo rechazo la motiva, no se dirige contra una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, ni contra una resolución que sea equiparable a tal.

La tutela que demanda para el derecho que invoca ya ha encontrado respuesta positiva en la resolución de la sala que aceptó la recusación que la defensa oportunamente dedujo. La equiparación a sentencia definitiva que postula con base en el carácter inmediato que corresponde reconocer a esa tutela, a los efectos de la admisibilidad del recurso extraordinario de acuerdo con la doctrina de la Corte en ese sentido, presupone el fracaso de la pretensión de remoción del magistrado cuya imparcialidad se pone en duda.

Tampoco es atendible la pretensión de equiparación que el recurrente apoya en el derecho a impugnar el fallo penal, que garantiza el artículo 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

No se advierte —ni lo explica, por cierto, la parte en su escrito— por qué la concesión del pedido de apartamiento para las decisiones posteriores a esa solicitud permitiría inferir que el imputado, debidamente informado y asistido por su defensa técnica, no consintió la intervención previa del magistrado en cuestión. A este respecto, debe recordarse que, en principio, el resguardo del derecho a la imparcialidad del tribunal exige el planteo oportuno, de acuerdo con los remedios procesales disponibles, de parte de quien en efecto teme la parcialidad de quien va a juzgarlo.

Ese déficit total de argumentación, vicia también la petición, en los términos del artículo 15 de la ley 48 y de la jurisprudencia de la Corte que exige que el recurrente refute en su presentación todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia apelada.

Recurso queja N° 2. Incidente N° 2. Imputado: D. V., Julio y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6204/2011/8/2/2/2/RH10, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen



Recurso de casación penal. Resoluciones equiparables a definitiva. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CFP 18579/2006/267/6/RH9, “Recurso queja n°6 – Incidente n° 267 – Vinculado en sumario policial: S. SA y otros s/ Incidente de nulidad”.

Recurso queja N°5 –Incidente N° 267 – Vinculado en sumario policial: S. S.A. y otros s/ Incidente de nulidad

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18579/2006/267/5/RH8, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen



Recurso de casación. Non bis in ídem. Cosa juzgada. Resoluciones equiparables a definitiva. Nulidad procesal. Inadmisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CFP 1610/2015/3/2/RH2 “Recurso Queja N° 2. Legajo N° 3. Denunciado: D., Horacio Pedro y otro s/ Legajo de apelación”.

La jurisprudencia del Tribunal afirma que no procede el recurso extraordinario deducido contra la decisión cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal ya que no reúne, por regla, la calidad de sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48. No obstante, ha considerado como definitivas –aunque sin serlo en estricto sentido procesal– las resoluciones anteriores a la sentencia que, por su índole y consecuencias pueden llegar a frustrar el derecho federal invocado, acarreando perjuicios de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior.

Asimismo, ha establecido que el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal; empero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso.

La decisión que anuló el sobreseimiento que no había sido recurrido por las partes, no carece de una instancia de revisión. El artículo 449 del código procesal prevé el recurso de apelación contra “las resoluciones expresamente declaradas apelables o que causen gravamen irreparable”. Al respecto, al hallarse involucrada la cosa juzgada y el ne bis in idem la situación suscitada en el sub judice encuadra en el segundo supuesto.

En tanto la anulación del sobreseimiento cuya revisión pretenden los recurrentes fue dictada por la cámara de apelaciones, a fin de asegurar el derecho de impugnar establecido en el ordenamiento procesal y con ello las garantías del debido proceso y defensa en juicio, el a quo debía habilitar su instancia.

En esa línea, la mayoría consideró inadmisible el recurso de casación por no encuadrar la decisión impugnada en el artículo 457 del código procesal, pero omitió evaluar que ese ordenamiento también le atribuye competencia cuando el recurso de casación sea interpuesto contra autos que, por sus efectos, sean equiparables a sentencias definitivas (art. 465 bis), carácter que de acuerdo a la jurisprudencia del Tribunal exhiben tanto el dictado por la cámara de apelaciones, impugnado por la vía del artículo 456, como el que viene aquí recurrido.

La Corte ha establecido que corresponde hacer excepción a la doctrina según la cual no revisten la calidad de sentencia definitiva las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso penal, en los supuestos en los que el recurso se dirige a lograr la plena efectividad de la prohibición de la doble persecución penal pues ese derecho solo es susceptible de tutela inmediata y no veda únicamente la aplicación de una nueva sanción por un hecho anteriormente penado, sino también la exposición al riesgo de que ello ocurra mediante un nuevo sometimiento a juicio de quien ya lo ha sufrido por el mismo hecho. Por ese motivo resultaría tardío atender el agravio en ocasión del fallo final pues aunque la sentencia fuese absolutoria, el perjuicio que se quiere evitar ya se habría concretado.

Es aplicable mutatis mutandis el criterio del Tribunal del precedente publicado en Fallos: 337:1252 donde dejó sin efecto la sentencia que sin atender a la sustancia real del planteo efectuado se había desestimado la vía casatoria por considerar que ese rechazo no encuadraba en el artículo 457 del Código Procesal Penal de la Nación, por entender que la exclusión de la competencia del a quo se basó en una interpretación irrazonable que no armonizaba con las restantes normas del ordenamiento jurídico y consideró que correspondía hacer excepción a la doctrina según la cual no revisten la calidad de sentencia definitiva las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso penal, en los supuestos en los que el recurso se dirige a lograr la plena efectividad de la prohibición de la doble persecución penal.

De igual modo, es aplicable el criterio de Fallos: 314:377, donde la Corte afirmó que resultaba equiparable a sentencia definitiva la decisión que disponía que continuara el trámite de las actuaciones, que el recurrente consideraba violatorio de su derecho a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho, ante la existencia de un sobreseimiento definitivo dictado a su respecto en una causa anterior por ese hecho.

En esa misma línea, in re “Di Nunzio” resolvió que aun cuando el citado artículo 457 hace referencia al concepto de sentencia definitiva, los artículos 14 de la ley 48 y 6 de la ley 4055 contienen idéntica redacción, sin perjuicio de lo cual ha establecido el concepto de sentencia equiparable a definitiva para aquellos pronunciamientos que si bien no ponen fin al pleito, pueden generar un perjuicio de imposible o tardía reparación ulterior, y por lo tanto requieren tutela judicial inmediata. En consecuencia, sostuvo que siempre que se invoque una cuestión federal o la arbitrariedad, el concepto de sentencia equiparable a definitiva para el recurso extraordinario no difiere del establecido para el recurso de casación, tomando en cuenta el carácter de tribunal intermedio de la cámara homónima y concluyó que los agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de la Corte por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, constituyéndose en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del artículo 14 de la ley 48.

Al verificarse el requisito de resolución equiparable a definitiva a los fines del artículo 14 de la ley 48, la cámara de casación no debió rehusar el examen de la cuestión federal planteada (referida a la afectación de las garantías que amparan la cosa juzgada y ne bis in idem) llevada a su conocimiento por la defensa y, al decidir de ese modo, se apartó del criterio fijado en el citado precedente “Di Nunzio”. Esa deficiencia descalifica lo resuelto y determina que corresponda devolver las actuaciones al tribunal de origen para que habilite su instancia revisora en materia que le es propia.

Recurso queja N°6 –Incidente N° 267 – Vinculado en sumario policial: S. S.A. y otros s/ Incidente de nulidad

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18579/2006/267/6/RH9, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen



Fraude a la administración pública. Cohecho pasivo. Concurso ideal. Procesamiento. Non bis in ídem. Resoluciones equiparables a definitiva. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de las causas CFP 18579/2006/267/6/RH9, “Recurso queja n°6 –Incidente n° 267 – Vinculado en sumario policial: S. S.A. y otros s/ Incidente de nulidad”, y CFP 18579/2006/267/4/RH6, “Recurso queja n°4 – Incidente n° 267 – Vinculado en sumario policial: S SA y otros s/ Incidente de nulidad”.

La jurisprudencia del Tribunal afirma que no procede el recurso extraordinario deducido contra la decisión cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal ya que no reúne, por regla, la calidad de sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48. No obstante, ha considerado como definitivas –aunque sin serlo en estricto sentido procesal– las resoluciones anteriores a la sentencia que, por su índole y consecuencias, pueden llegar a frustrar el derecho federal invocado, acarreando perjuicios de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior.

Asimismo, ha establecido que el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal; empero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso.

Ceñido a esas pautas, la vía intentada ha sido correctamente denegada en tanto la decisión del a quo que, con aplicación de lo dispuesto en los artículos 457 y 465 bis del código de forma, declaró inadmisible el recurso de casación contra el auto que confirmó el procesamiento, no constituye sentencia definitiva o equiparable y tampoco ha sido demostrada la arbitrariedad alegada o cuestión federal suficiente que habilite su jurisdicción en su calidad de tribunal intermedio.

Los agravios que derivan del auto de procesamiento y embargo remiten, en definitiva, a la valoración de hechos y pruebas e interpretación de derecho común, cuestiones ajenas por regla a esta instancia extraordinaria, que han sido revisadas por la cámara de apelaciones con fundamentos suficientes y compatibles con el grado de provisoriedad propio del auto de mérito.

El procesamiento es un auto provisorio y que el Tribunal ha establecido que la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias debe ser cuidadosamente restringida cuando se trata de decisiones que no exigen una fundamentación basada en la certeza, a la que solo se puede llegar una vez tramitado el juicio en el que ha mediado acusación, defensa, prueba y sentencia.

La alegación de arbitrariedad o de cuestiones federales no permite superar –per se– el obstáculo que emana del carácter no definitivo de la decisión recurrida. Por ello, resulta aplicable al sub lite el criterio según el cual las cuestiones federales decididas por autos no definitivos son susceptibles de conocimiento por la Corte en ocasión del recurso extraordinario que, en su caso, quepa deducir contra la sentencia final de la causa, pues existe la posibilidad de que una sentencia ulterior del tribunal de la causa, disipe los agravios alegados. 

La vía extraordinaria federal tampoco procede con fundamento en la doctrina de la gravedad institucional pues no constituye una causal autónoma de procedencia y sólo faculta al Tribunal a prescindir de ciertos requisitos formales pero no a suplir la inexistencia de cuestión federal.

El carácter de “diputado nacional elegido por sufragio popular en elecciones democráticas” del imputado, en el que se apoya la defensa para postular ese criterio de excepción a la regla de procedencia del recurso extraordinario, no daría fundamento idóneo y suficiente para reconocerla aquí.

Recurso queja N°2 –Legajo N°275 –Vinculado en sumario policial: S. S.A. y otros s/ Legajo de Apelación

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18579/2006/275/2/RH10, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen



Fraude a la administración pública. Cohecho pasivo. Concurso ideal. Recurso de casación. Auto de procesamiento. Embargo. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CFP 18579/2006/267/6/RH9, “Recurso queja n°6 –Incidente n° 267 – Vinculado en sumario policial: S. S.A. y otros s/ Incidente de nulidad”.

La jurisprudencia del Tribunal afirma que no procede el recurso extraordinario deducido contra la decisión cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal ya que no reúne, por regla, la calidad de sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48. No obstante, ha considerado como definitivas –aunque sin serlo en estricto sentido procesal– las resoluciones anteriores a la sentencia que, por su índole y consecuencias, pueden llegar a frustrar el derecho federal invocado, acarreando perjuicios de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior.

Asimismo, ha establecido que el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal; empero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso.

Ceñido a esas pautas, el recurso extraordinario ha sido correctamente denegada en tanto la decisión del a quo que, con aplicación de lo dispuesto en los artículos 457 y 465 bis del código de forma, declaró inadmisible el recurso de casación contra el auto que confirmó el procesamiento, no constituye sentencia definitiva o equiparable y tampoco ha sido demostrada la arbitrariedad alegada o cuestión federal suficiente que habilite su jurisdicción en su calidad de tribunal intermedio.

Los agravios que derivan del auto de procesamiento remiten, en definitiva, a la valoración de hechos y pruebas e interpretación de derecho común, cuestiones ajenas por regla a esta instancia extraordinaria, que han sido revisadas por la cámara de apelaciones con fundamentos suficientes y compatibles con el grado de provisoriedad propio del auto de mérito.

El procesamiento es un auto provisorio. El Tribunal ha establecido que la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias debe ser cuidadosamente restringida cuando se trata de decisiones que no exigen una fundamentación basada en la certeza, a la que solo se puede llegar una vez tramitado el juicio en el que ha mediado acusación, defensa, prueba y sentencia.

La alegación de arbitrariedad o de cuestiones federales no permite superar –per se– el obstáculo que emana del carácter no definitivo de la decisión recurrida. Resulta aplicable el criterio según el cual las cuestiones federales decididas por autos no definitivos son susceptibles de conocimiento por la Corte en ocasión del recurso extraordinario que, en su caso, quepa deducir contra la sentencia final de la causa, pues existe la posibilidad de que una sentencia ulterior del tribunal de la causa, disipe los agravios alegados. 

Las circunstancias del sub lite difieren a las consideradas en el precedente “Perazzo, María Luján s/causa nº 226/2013", lo cual impide trasladar la decisión allí adoptada. Allí, un paro general de actividades había impedido a la imputada comparecer a la audiencia prevista en el artículo 454 del código procesal, informar al tribunal y exponer los argumentos necesarios para sostener el sobreseimiento impugnado por la querella; juzgó entonces la Corte que la negativa de la cámara de casación a revisar la cuestión federal vinculada a la afectación de las garantías constitucionales comprometidas en el procesamiento dictado en esas condiciones, descalificaban al pronunciamiento como acto judicial válido pues no se habían considerado atendibles las razones que había invocado la imputada para justificar su inasistencia a la audiencia. Por el contrario aquí no ha sido demostrada la afectación de derechos fundamentales, más allá de que la cámara de apelaciones resolviera en contra de su pretensión y teniendo presente que, tal como lo señalara el a quo los jueces no están obligados a ponderar todas las pruebas, cuestiones o argumentos expuestos sino los que estimen conducentes para la decisión del caso.

Al no advertir la presencia de circunstancias de excepción que lo autoricen, no corresponde apartarse de la doctrina citada  del presente dictamen en tanto la impugnación no se dirige contra una decisión que provoque un perjuicio de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior de derechos o garantías constitucionales.

Recurso queja N°3 –Legajo n°275 – Vinculado en sumario policial: S. S.A. y otros s/ Legajo de Apelación

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18579/2006/275/3/RH11, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen



Auto de procesamiento. Medidas cautelares. Embargo. Defraudación. Administración fraudulenta. Fraude a la Administración Pública. Improcedencia del recurso. Denegatoria del recurso. 

La queja es improcedente. Según una doctrina muy tradicional de la Corte, las resoluciones referentes a medidas cautelares, sea que las acuerden, denieguen, modifiquen o levanten las ya decretadas son, como regla, ajenas al recurso extraordinario, pues no constituyen sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Ellas, en efecto, no ponen fin al juicio ni impiden su continuación y, salvo en casos excepcionales, no ocasionan un agravio imposible de reparar en el devenir de las instancias ordinarias.

Por otra parte, en lo que respecta a la improcedencia del argumento basado en la cláusula aducida del Pacto de San José de Costa Rica, se aplican al sub examine las consideraciones desarrolladas por esta Procuración General al dictaminar, en el día de la fecha, ante otra presentación directa de la misma parte en este proceso, en el expediente CFP 6204/2011/8/2/2/1/RH9.

Por lo demás, en cuanto a la pretensión del recurrente de obviar los requisitos de admisibilidad incumplidos merced a la aplicación de la excepcionalísima doctrina de la Corte sobre gravedad institucional esta Procuración General no encuentra por qué el carácter de “diputado nacional elegido por sufragio popular en elecciones democráticas” del procesado, en el que se apoya la defensa para postular ese criterio de excepción a la regla de procedencia del recurso extraordinario, daría fundamento idóneo y suficiente para reconocerla aquí.

Finalmente, si bien la invocación de arbitrariedad y de garantías constitucionales no permite eludir ese defecto de la apelación extraordinaria, lo cierto es que, en cuanto al fondo de su planteo, el recurrente no formula cuestión federal alguna, sino que se limita a enunciar una atribución genérica de arbitrariedad, sin ninguna referencia a constancias concretas de la causa, y una igualmente vaga alusión a una supuesta violación al derecho de propiedad.

Por lo expuesto, la queja no es procedente y que corresponde, en consecuencia, desestimarla.

Recurso queja N° 1. Recurso queja N° 47. Imputado: D. V., Julio y otros s/ Defraudación contra la administración pública y abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público (Artículo 248)

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6204/2011/47/1/RH8, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen



Fraude a la administración pública. Falta de mérito. Defensa en juicio. Doble instancia. Resoluciones equiparables a definitiva. Deber de imparcialidad. Agravio extemporáneo. Denegatoria del recurso. 

La queja no es procedente porque el recurso extraordinario, cuya denegación la motiva, no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal a los efectos de la impugnación del artículo 14 de la ley 48. 

El pronunciamiento de la Cámara Federal de Casación Penal, que declaró inadmisible la impugnación que la defensa dirigió contra el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal que revocó el auto de falta de mérito dictado en la instancia anterior y decretó su procesamiento en este proceso penal, no es la sentencia definitiva a la que alude el artículo 14 de la ley 48 ni es equiparable a tal.

La decisión impugnada tiene como consecuencia la revocación de un auto de falta de mérito —o de sobreseimiento— y la progresión del proceso en dirección a su etapa principal. Y es en virtud de ese carácter que reviste la resolución, que no procede a su respecto el recurso extraordinario intentado; pues es doctrina de la Corte que los pronunciamientos cuyos efectos se limiten a ordenar la continuación del sometimiento a un proceso no son equiparables a sentencia definitiva en el sentido exigido para habilitar su jurisdicción extraordinaria.

Ninguna de las dos implicancias que alega la defensa para fundar la equiparación de la decisión recurrida a sentencia definitiva resulta atendible.

La primera presupone una lectura del derecho procesal común aplicable, que los magistrados de la causa han resuelto de modo opuesto al pretendido por la parte, con base en razones que resultan ajenas a la competencia extraordinaria del Tribunal.

En efecto, la alegación de que la decisión del a quo habría convalidado la intervención de la cámara de apelaciones en un asunto que excedería su competencia, desplazando de ese modo al magistrado designado por las leyes para evaluar el procesamiento del acusado, da por cierta la hermenéutica de la ley ritual según la cual los artículos 306 y 309 del Código Procesal Penal de la Nación, que disponen que será “el juez” quien ordene el procesamiento o declare que no hay mérito para ordenarlo ni para dictar el sobreseimiento, y 311, que establece que contra esas resoluciones “sólo podrá interponerse apelación”, prevalecerían sobre las reglas generales en materia de recursos —en particular, la que fija el artículo 445, que otorga a la alzada competencia para confirmar, modificar o revocar el pronunciamiento impugnado— y obligarían a interpretar de modo estricto las normas sobre la resolución del recurso de apelación del artículo 455, en el sentido de que sólo permitirían al tribunal ad quem confirmar o revocar la resolución apelada, pero no modificar su sentido.

El supuesto derecho que la defensa alega implica esa lectura, a la que, por cierto, los magistrados de la causa se oponen, sobre la base de consideraciones estrictamente vinculadas con el alcance de las normas procedimentales en cuestión, que importan, a su vez, la negación del derecho invocado. La tutela que la defensa demanda de parte de la Corte exige, así, resolver esa controversia que, en la medida en que está limitada a la inteligencia que los jueces de la causa han dado a normas de naturaleza procesal, excede a la competencia del Tribunal por la vía de la apelación del artículo 14 de la ley 48.

La aducida afectación de una supuesta garantía constitucional a recurrir el auto de procesamiento ordenado —apoyada en el artículo 8.2.h de la CADH— no encuentra fundamento alguno, en el derecho federal que se invoca.

Pretender inferir la conclusión de que todo “auto procesal importante” debe ser por sí mismo apelable, es el resultado de confundir la impugnabilidad de un acto con su revisabilidad, la que puede estar asegurada merced a la impugnabilidad de un acto procesal posterior que permita al tribunal ad quem evaluar también la legalidad o el mérito de los previos.

Aun si fuera correcta la hermenéutica según la cual el derecho invocado exigiera que algunos autos procesales importantes, distintos del fallo de condena, fueran por sí mismos revisables, no hay razón para que el mero auto de procesamiento sin prisión preventiva regulado en los artículos 306 y siguientes del Código Procesal Penal de la Nación deba ser considerado uno de ellos a la luz de las cláusulas convencionales.

La mera continuidad de un procedimiento no es por sí misma “un gravamen irreparable” ni importa, sin más, una afectación irremediable a “derechos o libertades fundamentales, como es la libertad personal”.

La garantía del debido proceso exige la observancia de las formas sustanciales del juicio, relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales de la causa.

El recurso resulta improcedente toda vez que el agravio referido al menoscabo a la garantía de imparcialidad del juzgador que los recurrentes han introducido recién en la apelación federal, es manifiestamente extemporáneo.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 2. Imputado: D. V., Julio s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6204/2011/8/2/2/1/RH9, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen



Transporte de estupefacientes. Cuestión federal. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Apreciación de la prueba. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Participación criminal. Coautoría. Medios de prueba. Presunciones. Falta de fundamentación. Agravantes de la pena. Pluralidad de intervinientes. Interpretación restrictiva. Finalidad de la ley. Voluntad del legislador. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

Remisión al dictamen de la causa FCB 22017306/2012/TO1/7/1/1/RH1 “T., Gustavo Raúl y otros s/ Infracción ley 23.737 (art. 5, inc. c), infracción ley 23.737 (art. 11, inc. c) e infracción art. 303, inc. 4”.

La apelación extraordinaria es formalmente procedente pues, la lectura del escrito de interposición permite apreciar el cumplimiento de las exigencias que se consideran omitidas. En efecto, allí se desarrollaron suficientes argumentos para demostrar que no se trata de una mera discrepancia con lo resuelto, sino que los agravios suscitados a partir de la decisión mayoritaria de la cámara de casación constituyen cuestión federal suficiente.

Ello es así pues, aun cuando las objeciones relativas al grado de participación que se le atribuyó a la imputada puedan ser consideradas cuestiones de hecho, prueba y derecho común, en principio ajenas a esta instancia, ello no es óbice para que el Tribunal conozca en los casos que constituyen una excepción a la regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar las garantías de defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas en la causa.

El presente es uno de esos casos de excepción pues, la decisión impugnada se fundó en un análisis parcial de la prueba obtenida y desatendió planteos conducentes para la adecuada solución del caso, introducidos en el recurso de casación, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.

A la luz de las circunstancias comprobadas en la causa, escapa a toda lógica concluir que la imputada era una persona ajena al plan delictivo organizado por su pareja y que su participación en el suceso fue en carácter de mera colaboradora, no esencial, y sólo en virtud del conocimiento limitado del contenido de uno de los paquetes que habría obtenido recién al despachar los bultos, pero que no incluía los detalles de la maniobra ni la existencia de otros intervinientes.

Resulta claro que los representantes de este ministerio fiscal en las diversas instancias habían señalado un cuadro de indicios plurales y concordantes que, valorados en conjunto y no aisladamente como hicieron los magistrados del voto mayoritario, no podía razonablemente sino conducir a la conclusión de que la imputada tenía pleno conocimiento del plan delictivo que lideró su pareja, y que intervino activa y voluntariamente en el marco de una clara distribución de roles.

En relación con la prueba de indicios la Corte ha señalado que su eficacia depende de la valoración conjunta que se haga de ellos teniendo en cuenta su diversidad, correlación y concordancia, pero no de su tratamiento particular, pues por su misma naturaleza cada uno de ellos no puede fundar aisladamente ningún juicio convictivo, sino que éste deriva frecuentemente de su pluralidad. Y sobre esa base descalificó por arbitrarios pronunciamientos en los que se prescindió de esa valoración de conjunto, pues consideró que ese modo de proceder desvirtuaba la esencia de este medio probatorio.

En tales condiciones, la ajenidad de la imputada en el hecho delictivo investigado, que el a quo sustenta en la aplicación del principio in dubio pro reo, carece de fundamentos suficientes, en tanto se respalda en un examen parcial e inadecuado de los elementos de convicción aportados a la causa, lo que autoriza la descalificación de su sentencia como acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad.

En cuanto a la exclusión de la agravante prevista en el artículo 11, inciso «c», de la ley 23.737, cabe recordar que los jueces que conformaron la mayoría la fundamentaron en que su aplicación requería que la intervención organizada de las tres o más personas, a la que alude la norma, asumiese la forma de una actuación coordinada y respondiera a un mismo plan colectivo encaminado hacia un mismo fin. Estos requisitos estarían ausentes en el caso de la imputada, pues, según el criterio del tribunal de juicio y del a quo, los elementos de prueba disponibles no permitían afirmar que conocía o mantenía contacto con algún otro miembro de la organización delictiva durante la ejecución del hecho.

No se advierte, empero, con claridad cuál es el exacto alcance que con esta argumentación quiso darle el a quo a la agravante. Una primera alternativa sería interpretar que lo que ha querido significar es que la intervención organizada de tres o más personas, de la que habla la norma, se satisface ya cuando esa pluralidad de intervinientes actúa coordinadamente y con reparto de funciones.

Si éste fuese el sentido de la posición asumida por el a quo, nada habría que objetar a esa exégesis de la agravante, pues coincidiría con el criterio mantenido por esta Procuración en la causa FCB 22017306/2012/TO1/7/1/1/RH1 “T., Gustavo Raúl y otros s/ infracción ley 23.737 (art. 5, inc. c), infracción ley 23.737 (art. 11, inc. c) e infracción art. 303, inc. 4”. Pero lo que sí habría que cuestionar es lo siguiente: si como se indicó en el apartado anterior una valoración de la prueba conforme a derecho habría debido concluir en que la imputada estuvo desde el inicio al tanto del plan y actuó como una coautora, entonces no cabe duda de que correspondía también a su respecto la aplicación de la agravante, pues los requisitos de la coautoría cubrirían ya acabadamente las exigencias de actuación coordinada con reparto de funciones. En otras palabras, se ha dejado incorrectamente de aplicar la norma federal al sub examine.

Sucede, sin embargo, que aquella no es la única interpretación posible de lo afirmado por el a quo, pues al haber descartado la agravación con sustento en que la imputada no conoció ni mantuvo contacto con algún otro miembro de la organización delictiva durante la ejecución del hecho, además de su pareja, su posición podría ser leída también en el sentido de que a la pluralidad de intervinientes y la actuación organizada, el a quo añadió un tercer requisito, relativo ahora al conocimiento y trato recíproco entre todos los intervinientes.

Si el a quo concede expresamente que la agravante admitiría que los intervinientes ostentaran cualquier grado de participación, reclamaría no obstante como condición para su aplicación el conocimiento y trato recíproco entre todos los intervinientes. Es decir que, a las exigencias establecidas por el legislador a fin de tener por configurada la agravante en estudio el a quo añadió un tercer requisito, que no se halla contemplado en la letra de la ley, y que sólo encuentra fundamento en una interpretación restrictiva que desvirtúa el espíritu que ha inspirado la sanción de la norma que la contiene.

Ello es así pues, la formulación de la agravante prevista en el inciso «c» del artículo 11, de la ley 23.737 resulta abarcadora de todo tipo de organización, por cuanto la ratio legis de la disposición en examen se basa en la convicción de que una pluralidad de intervinientes que actúan de manera organizada, es decir, con cierta coordinación y reparto de funciones, constituye no sólo un mecanismo eficiente para la comisión de los delitos a los que se refiere la ley 23.737, sino que supone, además, mayores posibilidades de asegurar la supervivencia de la empresa delictiva y una mayor capacidad para neutralizar la acción estatal. Precisamente en ello reside el fundamento de la mayor gravedad del hecho cometido al menos por tres personas que toman la precaución de actuar organizadamente en delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, y no hay razón para sumar otras exigencias que tornen inoperante la agravante que lo expresa.

Por ello, cabe también aquí concluir que, al decidir de la manera en que lo hizo, el a quo soslayó las razones semánticas, teleológicas-genéticas y sistemáticas que respaldan la posición contraria a la que esgrime, y que al agregarle requisitos no contemplados en la norma su sentencia configura un supuesto de arbitrariedad.

Q., María Virginia s/ Recurso extraordinario

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1393/2020/CS1, 13 de mayo de 2022

Ver dictamen



Funcionarios públicos. Escribanos públicos. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 

Sobre la condición de funcionario público que corresponde atribuir al escribano desde el punto de vista jurídico- penal, esta Procuración General se ha pronunciado ya al dictaminar en las causas FMZ 32018975/2009/TO1/1/1/1/RH1, “R. R., José Eduviges s/ incidente de recurso extraordinario”, FCB 12000106/2005/2/1/RH2, “Recurso de Queja n° 1 –Incidente n° 2– Imputado: Á., Miguel Alfredo y otros s/ incidente de recurso extraordinario, y FLP 33010321/2012/4/1/1/1/RH1, “Recurso Queja n° 1 – Imputado: D. C., Fernando s/ incidente de recurso extraordinario”, con sustento en la jurisprudencia de la Corte. 

En virtud de esos fundamentos, se concuerda con el fiscal apelante en la tacha de arbitrariedad que dirigió contra la interpretación que el a quo efectuó apartándose de la conclusión que surge con claridad de la definición amplia prevista en el artículo 77 del Código Penal, en conjunción con el artículo 1 de la Ley 25.188, artículo I de la Convención Interamericana contra la Corrupción, y artículo 2 de la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción.

Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: A., Lidia Mabel s/ Incidente de recurso extraordinario

FLP-Justicia Federal de La Plata, 1483/2010/1/1/1/RH1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen



Funcionarios públicos. Escribanos públicos. Suspensión de la prescripción de la acción penal. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 

Sobre la condición de funcionario público que corresponde atribuir al escribano desde el punto de vista jurídico-penal, esta Procuración General se ha pronunciado al dictaminar en las causas FMZ 32018975/2009/TO1/1/1/1/RH1, “R. R., José Eduviges s/ incidente de recurso extraordinario”, FCB 12000106/2005/2/1/RH2, “Recurso de Queja n° 1 –Incidente n° 2– Imputado: Á., Miguel Alfredo y otros s/ incidente de recurso extraordinario”, y FLP 33010321/2012/4/1/1/1/RH1, “Recurso Queja n° 1 – Imputado: D. C., Fernando s/ incidente de recurso extraordinario”, con sustento en la jurisprudencia de la Corte.

En virtud de esos fundamentos, se concuerda con el fiscal apelante en la tacha de arbitrariedad que dirigió contra la interpretación que el a quo efectuó apartándose de la conclusión que surge con claridad de la definición amplia prevista en el artículo 77 del Código Penal, en conjunción con el artículo 1 de la Ley 25.188, artículo I de la Convención Interamericana contra la Corrupción, y artículo 2 de la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción.

Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: R., Eduardo Daniel s/ Incidente de recurso extraordinario

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 58006/2015/8/1/1/RH3, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen



Suspensión del juicio a prueba. Mantenimiento del recurso. 

Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones relativas a la admisibilidad o procedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, este criterio admite excepciones cuando la sentencia impugnada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía utilizada y afecta ir remediablemente el derecho de defensa en juicio, que también ampara a este Ministerio Público.

Este Ministerio estima pertinente señalar que el artículo 76 ter, cuarto párrafo, del primero de ellos dispone, en lo que aquí es de interés, que “si durante el tiempo fijado por el tribunal el imputado no comete un delito, repara los daños en la medida ofrecida y cumple con las reglas de conducta establecidas, se extinguirá la acción penal”. El artículo 515 del ordenamiento procesal, por su parte, determina que “una vez que el órgano judicial competente comunicó la resolución que somete al imputado a prueba al tribunal de ejecución, éste inmediatamente dispondrá el control de las instrucciones e imposiciones establecidas y comunicará a aquél cualquier inobservancia de las mismas. En caso de incumplimiento o inobservancia de las condiciones, imposiciones o instrucciones, el tribunal de ejecución otorgará posibilidad de audiencia al imputado, y resolverá, acerca de la revocatoria o subsistencia del beneficio. En el primer caso, practicará los registros y notificaciones correspondientes y colocará al imputado a disposición del órgano judicial competente”. 

El principio pro homine obliga a privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal. Sin embargo, la exégesis de la ley no puede pasar por alto el límite que representan las palabras que empleó el legislador. En efecto, tiene dicho la Corte “que es función legítima de los jueces, en el ejercicio de su jurisdicción, declarar el derecho vigente, a cuyos términos ha de ajustarse la decisión del caso sometido a su fallo, pero se ha hecho reserva de que tal facultad ha de cumplirse sin arbitrariedad, como condición necesaria para que no exista invasión de atribuciones reservadas a otros poderes ”; y que “por amplias que sean las facultades judiciales en orden a la aplicación e interpretación del derecho, el principio de la separación de los poderes, fundamental en el sistema republicano de gobierno adoptado por la Constitución Nacional, no autoriza a los jueces el poder de prescindir de lo dispuesto expresamente por la ley respecto al caso, so color de su posible injusticia o desacierto”.

Los términos de la ley son claros, y la interpretación efectuada tanto por la juez de ejecución como por la cámara de apelaciones, superó ese límite e importó, además, una contradicción con la lógica más elemental y el sentido común, en la medida en que obstó al examen que aquellas disposiciones imponen acerca de las pautas que el acusado debe observar desde el comienzo hasta el final del plazo de suspensión, que sólo puede ser realizado cabalmente mediante las pertinentes consultas y la debida intervención de las partes una vez vencido aquél.

Esta última inteligencia se ajusta además, al espíritu y la finalidad del beneficio en cuestión, que consiste en una medida alternativa a la continuación del proceso y la eventual aplicación de una pena privativa de la libertad, por la que se procura fomentar en el acusado el sentido de su responsabilidad hacia la sociedad.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 2 – Imputado: A., Jonathan José s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70654/2015/PL1/EP01/2/1/RH1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen



Tráfico de estupefacientes. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Si bien es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte ha sostenido que cabe hacer excepción cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, que también ampara a este Ministerio Público Fiscal.

También lo es, que las cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal resultan ajenas al ámbito del recurso extraordinario y que dicha regla cede en caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte, extremo que se verifica en la medida en que lo resuelto no constituye una derivación razonada del derecho vigente con relación a los hechos demostrados en el proceso, o cuando la sentencia omite el examen y resolución sobre alguna cuestión oportunamente propuesta, siempre que así se afecte de manera sustancial el derecho del impugnante y aquella sea conducente para la adecuada solución de la causa. Este es uno de esos casos de excepción.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: L., C. A. s/ Incidente de recurso extraordinario

FLP-Justicia Federal de La Plata, 48027/2019/25/1/1/RH2, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen



Auto de excarcelación. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Si bien es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte ha sostenido que cabe hacer excepción cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, que también ampara a este Ministerio Público Fiscal.

También lo es, que las cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal resultan ajenas al ámbito del recurso extraordinario y que dicha regla cede en caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte, extremo que se verifica en la medida en que lo resuelto no constituye una derivación razonada del derecho vigente con relación a los hechos demostrados en el proceso, o cuando la sentencia omite el examen y resolución sobre alguna cuestión oportunamente propuesta, siempre que así se afecte de manera sustancial el derecho del impugnante y lo silenciado sea conducente para la adecuada solución de la causa.

La resolución del a quo importó una restricción sustancial de la vía utilizada con menoscabo de la garantía consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional así como de las funciones que su artículo 120 asigna a este Ministerio Público.

El a quo, mediante fórmulas dogmáticas y estereotipadas, omitió el tratamiento de los agravios que distaban de consistir, una mera disconformidad con la decisión del tribunal oral federal por lo que, el recurso de casación fue denegado de modo arbitrario.

En consecuencia, con base en fundamentos aparentes, que se apartan de los antecedentes de la causa e incluso, en contradicción con sus propias consideraciones, el a quo impidió al Ministerio Público ejercer su facultad recursiva con miras a impulsar la instancia de examen de la concesión de la excarcelación al imputado, lo cual descalifica ese pronunciamiento como acto procesal válido.

En virtud de lo expuesto, la Cámara Federal de Casación ha incurrido en arbitrariedad al no ingresar en una materia de su competencia en su carácter de tribunal intermedio, toda vez que el recurso denegado reunía todos los requisitos de admisibilidad, razón por la cual su decisión importó la restricción de la vía apta para el examen de la cuestión alegada.

Por todo lo expuesto, y los demás argumentos desarrollados por el señor fiscal general, esta Procuración General mantiene la presente queja y corresponde declarar procedente el recurso extraordinario, y revocar la decisión apelada para que se dicte una nueva conforme a derecho.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 2 – Imputado: D. V., Julio Miguel s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9608/2018/TO1/62/2/1/RH94, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen



Suspensión del juicio a prueba. Comisión de nuevo delito. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “S., Alan s/ Causa n° 13590”.

Cuestiones análogas mutatis mutandis, a Fallos: 337:354.

Esta Procuración General mantiene la queja interpuesta por considerar aplicables las argumentaciones vertidas en oportunidad de dictaminar en la causa B. 555, L. XLVIII.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: R., Jorge Lautaro s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49266/2018/1/1/1/RH2, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen



Homicidio calificado. Sentencia absolutoria. Participación necesaria. Doctrina de la arbitrariedad. Apreciación de la prueba. Defensa en juicio. Debido proceso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Acto jurisdiccional inválido.

La apelación federal resulta formalmente admisible pues, aun cuando pueda considerarse que el planteo de la recurrente se dirige hacia aspectos de hecho y prueba, materia regularmente ajena a esta instancia, ello no es óbice para que el Tribunal conozca en los casos que, como el sub examine, constituyen una excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público Fiscal , al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa.

A su vez, dado que para desestimar el recurso la Cámara de Casación también ancló su postura en el fallo “Arce” (Fallos: 320:2145), corresponde agregar que la Corte entonces interpretó que cuando el Ministerio Público se agravia de la afectación de garantías constitucionales, su derecho a recurrir ante esa instancia debe reconocerse, incluso, sin perjuicio de los límites previstos en el artículo 458 del Código Procesal Penal de la Nación.

Asimismo, se configura un supuesto de arbitrariedad que no debió ser soslayado por el a quo en función de lo previsto en el artículo 456, inciso 2°, del Código Procesal Penal de la Nación y por su carácter de tribunal intermedio con arreglo a lo establecido in re “Di Nunzio”. Al respecto, la Corte también ha sostenido que si bien la naturaleza restrictiva del recurso de casación no permite modificar las conclusiones de hecho efectuadas por el tribunal de juicio al valorar las pruebas, ello no impide determinar si la resolución cuestionada mediante aquel recurso tenía motivación suficiente como para ser considerada acto jurisdiccionalmente válido.

Sobre esa base deviene imprescindible comprobar si en el sub judice la hipótesis de la acusación fue descartada de manera arbitraria por el a quo que confirmó la absolución, de tal forma que resulte viable abrir la jurisdicción de la Corte por tratarse de una cuestión de mayor envergadura que una mera discrepancia sobre la valoración de la prueba y constituir un desacierto de gravedad extrema, o que el error, en todo caso, torne a la sentencia en carente de motivación o fundamentación.

En función de los puntuales agravios expuestos por la recurrente, los razonamientos brindados por el tribunal oral para descartar la intervención punible en el hecho, no lucen ajustados a las condiciones fácticas demostradas en autos así como tampoco se apoyan en una válida interpretación de lo concerniente al régimen de participación criminal que establece el Código Penal, lo cual excede la mera discrepancia con la valoración de la prueba, cuestiones a las que la cámara de casación omitió brindar un conveniente tratamiento. 

En el pronunciamiento impugnado el a quo denegó su intervención mediante fórmulas estereotipadas y fundamentos sólo aparentes, sin advertir que, valoradas en conjunto, las acreditadas circunstancias previas, concomitantes y posteriores a la agresión fatal, imponían otra conclusión.

Corresponde objetar el estado de duda sobre el carácter doloso de la participación del imputado, puesta de manifiesto por los magistrados del tribunal oral que formaron la mayoría, en tanto que éste no encuentra sustento en las constancias de la causa según lo exige la jurisprudencia de la Corte en la materia, en la medida en que si bien se desarrolla en el fuero íntimo de los jueces, ella no puede reposar en la pura subjetividad al margen de las exigencias del sistema probatorio.

La Corte sostuvo que “corresponde señalar que la participación criminal exige doble dolo. Esto implica que el partícipe no solo debe tener dolo de colaborar, sino que además ese dolo debe abarcar el hecho principal. Así, quien es imputado por su participación en un hecho criminal tiene que haberse representado que con su proceder realizaba un aporte favorecedor del hecho típico cometido por el autor o los autores principales”.

En este caso, a diferencia de otras cláusulas penales, el hecho típico no incluye la utilización de medio o instrumento alguno. Es decir, el conocimiento y la voluntad del partícipe no debe abarcar la manera  en que el autor mató a la víctima, sino que dolosamente prestó colaboración en el injusto doloso de éste.

En abono de la apertura de la impugnación que el Ministerio Público reclama, que la duda invocada como fundamento de la absolución no constituye obstáculo para concluir en la arbitrariedad del fallo, pues al no haber surgido como consecuencia de la debida consideración de los elementos de juicio esenciales y conducentes para la solución del litigio, la sentencia no reconoce otra razón más que la voluntad de quienes la pronunciaron. Ha dicho la Corte que la tacha de arbitrariedad resulta de aplicación particularmente restringida cuando hay una situación de duda, toda vez que el estado de incertidumbre al que se refiere la ley se desarrolla en el fuero interno de los magistrados como consecuencia de la apreciación de los elementos del proceso en su conjunto. Pero también es doctrina del Tribunal que la falta de valoración integral de la prueba reunida no se cohonesta con la invocación de la situación de duda en otros términos, corresponde descalificar lo resuelto cuando la arbitrariedad radica precisamente en la falta de valoración unívoca de los indicios que componen el material probatorio.

En este mismo sentido, la Corte ha establecido que el estado de duda no puede reposar en una pura subjetividad, sino que debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva evaluación de todos los elementos de prueba en conjunto. La mera invocación de cualquier incertidumbre acerca de los hechos no impide, per se, obtener razonablemente, a través de un análisis detenido de toda la prueba en conjunto, el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento de condena.

El concepto "más allá de duda razonable" es, en sí mismo, probabilístico y, por lo tanto no es, simplemente, una duda posible, como tampoco lo es una duda extravagante o imaginaria. Es, como mínimo, una duda basada en razón.

La absolución del acusado no constituye un acto jurisdiccional válido conforme a la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, en tanto exige que sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, cuestión que debió ser reparada en la instancia por el a quo en su calidad de tribunal intermedio.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 2 – Imputado: L., Matías Ezequiel s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66166/2013/TO1/2/1/RH1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen



Contrabando de estupefacientes. Código aduanero. Decomiso. Apartamiento de la doctrina de la corte. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 

Tal como afirma el fiscal general, el temperamento adoptado por el a quo contradice lo asentado por el Tribunal en el precedente “Riquelme” –que si bien hace referencia al artículo 30 de la ley 23.737 su redacción es similar a la del artículo 876, inciso 1°, apartado b), del Código Aduanero– en cuanto, al hacer lugar a la impugnación de este Ministerio Público, sostuvo que “es arbitraria la sentencia que dejó sin efecto el decomiso de un bien inmueble empleado para la comisión de delito, pues el deber de decomisar los bienes surge con toda claridad de lo dispuesto en el art. 30 de la ley 23.737 –de carácter federal– y no es posible advertir de qué modo el imputado pudo verse sorprendido con la decisión del tribunal que ordenó decomisar el citado inmueble en cumplimiento del imperativo legal y menos aún qué defensas concretas se vio imposibilitado de esgrimir”. Expresó la Corte, asimismo, que lo decidido “resulta particularmente descalificable por cuanto tornó inválidamente inoperante lo dispuesto en el art. 30 de la ley 23.737 y aparejó también el incumplimiento del compromiso asumido por el Estado Argentino al ratificar la Convención de Naciones Unidas contra el Tráfico de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas (ley 24.072) de llevar a cabo medidas tendientes a lograr la identificación y decomiso de los bienes utilizados para la comisión del delito así como también para el recupero de activos”. Esta última afirmación es particularmente aplicable al sub judice, cuyo objeto procesal se vincula con el delito de contrabando de estupefacientes.

El apartamiento arbitrario a dicha doctrina desatiende el criterio que establece que, si bien las sentencias de la Corte sólo deciden los procesos concretos que le son sometidos y ellas no resultan obligatorias para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber moral de conformar sus decisiones a esa jurisprudencia salvo que proporcionen nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición allí adoptada.

Por lo expuesto, habida cuenta que, como se dijo, en el caso no se advierte cuál es la sorpresa que, en virtud de la normativa aplicable –e incluso lo manifestado voluntariamente por el imputado– y las circunstancias probadas del hecho, pudo traer aparejado el decomiso, la decisión del a quo de anular lo resuelto es arbitraria al no estar sustentada en una concreta afectación al derecho de defensa.

En tales condiciones, y en virtud del deber de los jueces de resolver –más allá de las peticiones de las partes– con exclusiva subordinación a la ley, considero que el fallo impugnado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del proceso y debe ser descalificado como un acto jurisdiccional válido.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 7 – Imputado: A., Mandys Isikaego s/ Incidente de recurso extraordinario

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 702/2019/TO3/7/1/RH1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen



Personal penitenciario. Personas privadas de la libertad. Lesiones leves. Sentencia condenatoria. Mantenimiento del recurso. 

La decisión impugnada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa a la que las partes tienen derecho, por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido.

Por lo desarrollado en este dictamen y los demás fundamentos expuestos por el señor fiscal general, que se dan por reproducidos en beneficio de la brevedad, esta Procuración General mantiene la queja interpuesta.

Recurso Queja n° 1. Incidente n° 5. Imputado: E. S., Pablo Sebastián s/ Incidente de recurso extraordinario

FSM-Justicia Federal de San Martín, 49004995/2012/TO1/5/1/RH1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen



Transporte de estupefacientes. Sentencia condenatoria. Revisión judicial. Improcedencia del recurso. 

En los recursos, la defensa ha transcripto textualmente fragmentos de la sentencia y afirmó que sus consideraciones, en tanto constituyen una mera reiteración de la fundamentación efectuada por el tribunal de juicio, no se ajustan a la doctrina establecida por la Corte en el precedente “Casal”. A ese respecto, recientemente esta Procuración General concluyó que no es posible sostener que la circunstancia de estimar correctos los argumentos del fallo implique una inadecuada revisión pues, si así fuera, los jueces de casación estarían obligados a discurrir su razonamiento por un camino distinto, aun cuando el seguido por el tribunal de la instancia anterior resulte acertado lógicamente.

Es que, precisamente, no se exige al revisor que incorpore argumentos o valoraciones distintas que puedan corroborar la decisión apelada, sino que analice si aquellos resultaron acertados desde la sana crítica racional.

Cabe recordar que la parquedad de fundamentos no constituye causal de arbitrariedad, en la medida que no se deriva de ello lesión a la garantía del debido proceso.

Al contrario de lo sostenido por la defensa, sus planteos ante el a quo fueron fundadamente analizados en esa instancia con arreglo a la doctrina de Fallos: 328:3399 sin menoscabo de las garantías constitucionales que invoca, y que su reedición por la vía intentada implica únicamente la expresión de opiniones discrepantes con la razonable valoración de la prueba efectuada por el tribunal de juicio y la cámara revisora, cuya apreciación constituye facultad propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia de excepción, por lo que corresponde su desestimación .

Recurso Queja n° 1. Incidente n° 31. Imputado: B. W., Noaldo Kevin y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FRE-Justicia Federal de Resistencia, 15181/2017/TO1/31/1/RH1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen



Prisión domiciliaria. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 

Es doctrina de la Corte que la tacha de arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, tampoco para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales ni para la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Asimismo, que esta regla puede ceder cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.

El sub judice es uno de los supuestos de excepción que justifican la intervención de la Corte.

El fiscal general planteó debidamente la arbitrariedad de lo resuelto por el a quo y la consecuente afectación de aquella garantía constitucional, que ampara a todas las partes por igual, lo que suscita cuestión federal suficiente.

Es oportuno añadir que la separación temporal de los menores respecto de sus progenitores por causas legales como la de autos es una situación expresamente contemplada por la Convención sobre los Derechos del Niño que también ha sido reconocida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC 21/14.

En consecuencia, las inferencias plasmadas en el fallo impugnado carecen de sostén jurídico y fáctico por apartamiento de constancias comprobadas de la causa y son producto de la exclusiva voluntad de los jueces.

En tales condiciones, la decisión de la cámara de casación adolece de una debida fundamentación, por cuanto, omitió la consideración de extremos oportunamente invocados y atendibles, habida cuenta la obligación de analizar en concreto la existencia de riesgos procesales prima facie acreditados. 

Por ello, y los demás argumentos desarrollados por el señor fiscal general, esta Procuración General mantiene la presente queja y corresponde declarar procedente el recurso extraordinario, y revocar la decisión apelada para que se dicte una nueva conforme a derecho.

Recurso de queja n° 1 – Incidente n° 1 – Imputado: G., Jacqueline Mabel s/ Incidente de recurso extraordinario

FPA-Justicia Federal de Paraná, 5606/2017/24/1/11/RH1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen



Excarcelación. Caución real. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Dadas las características del presente caso, esta Procuración General comparte postura en lo esencial con el recurrente, toda vez que, conforme lo indica el impugnante, las decisiones anteriores de los jueces intervinientes se encontraban debidamente fundadas al momento de su dictado y al no habilitarse la revisión que se pretende por esta vía se vería frustrada la naturaleza cautelar de la medida con menoscabo de los intereses por los que debe velar este Ministerio Público y la garantía del debido proceso, que ampara a todas las partes por igual. Ello es así por cuanto, de otro modo y no obstante la evolución posterior de la incidencia, el descubrimiento de la verdad y la aplicación de la ley podrían quedar al arbitrio de la voluntad del imputado de sujeción al proceso.

Este Ministerio Público no pasa por alto la doctrina de la Corte que establece que, en la medida en que exista la posibilidad de que el pronunciamiento ulterior del tribunal de la causa disipe los gravámenes alegados y las cuestiones que, como de naturaleza federal, se invoquen, podrán ser eficazmente reeditadas ante la Corte en oportunidad de impugnarse la sentencia definitiva. Sin embargo, las razones que plantea el impugnante se verifican en un ámbito de decisión en donde, no existe la posibilidad de aplicar este criterio.

Asimismo, la discrecionalidad de los jueces al momento de evaluar las mentadas condiciones no debe ser absoluta e indemne a su control extraordinario cuando se trata de la alegación de la persistencia de un riesgo que puede importar, finalmente, que se vea frustrado el juzgamiento de delitos que “por su magnitud y circunstancias de hecho”, puede generar un perjuicio de imposible reparación ulterior, lo que habilita la vía intentada.

La apelación federal es admisible. La decisión de la cámara de casación es arbitraria.

Si bien los jueces no están obligados a tratar todos y cada uno de los argumentos de las partes, sino sólo aquéllos que estimen pertinentes para la resolución del caso, la Corte también ha resuelto que son descalificables como actos judiciales válidos aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación, en tanto importan una violación a las reglas del debido proceso.

Así las cosas, asiste razón al fiscal general en su reclamo que la Corte debe hacer lugar a la queja y dejar sin efecto la sentencia impugnada.

Recurso de queja n° 1 – Incidente n° 1 – Imputado: M., Sergio Omar s/ Incidente de recurso extraordinario

FLP-Justicia Federal de La Plata, 2436/2015/112/1/1/RH49, 07 de abril de 2022

Ver dictamen



Homicidio calificado con el concurso de personas. Tentativa. Calificación legal. Cuestión de derecho local. Cuestiones procesales. Improcedencia del recurso. 

Si bien la Corte ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es especialmente restrictiva, la regla puede ceder, con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, ante supuestos de excesivo rigor formal susceptibles de menoscabar la garantía de defensa en juicio y el debido proceso legal.

Al examinar el sub judice con arreglo a esos criterios, se advierte que la Suprema Corte denegó correctamente el recurso extraordinario al juzgar, en materia propia de su competencia, que se había limitado a insistir con los argumentos desarrollados en las diversas instancias, sin atender los fundamentos que sustentaron la inadmisibilidad de la queja intentada en esa sede, con lo cual no habría demostrado la arbitrariedad alegada.

En la apelación federal ha reiterado su objeción a la calificación legal adoptada por la Cámara de Apelación y Garantías provincial y al criterio con el que ese tribunal interpretó la revisión prevista en el artículo 67 de la ley 13.634 y el alcance de su propia jurisdicción, sin que esas cuestiones, de derecho común y derecho procesal local, alcancen para demostrar la relación directa e inmediata con la invocada afectación de garantías fundamentales cuyo examen se pretende ante la máxima instancia provincial.

Así se considera en atención a que en la apelación federal –al igual que en su impugnación extraordinaria local–, la defensa insiste en que las normas convencionales y nacionales que rigen el derecho penal de menores (como la interpretación que la Corte ha efectuado, entre otros, en el precedente “Maldonado”) determinan que, a resultas de la revisión que prevé el citado artículo 67, el acusado debe ser condenado a una pena de menor cuantía y que su conducta no puede ser calificada como homicidio agravado del artículo 80, inciso 6°, del Código Penal, ante los términos de la condena por homicidio simple impuesta en otro juicio a los adultos que también fueron imputados por el hecho.

Cabe sumar que tampoco se han desarrollado las razones para refutar adecuadamente la interpretación que para llegar a ese veredicto los magistrados efectuaron en cuanto al alcance amplio de la jurisdicción revisora que les asigna el artículo 67 de la ley provincial 13.634, limitándose a considerarla errónea por discrepar con la conclusión a la que arribó la mayoría al mantener el criterio del homicidio calificado en grado de tentativa.

La cláusula no hace referencia alguna a la calificación legal ni a que el criterio beneficioso resulte imperativo, aspectos sobre los que el recurrente basa su alegado menoscabo de garantías fundamentales. Es que la sola invocación de preceptos constitucionales con motivo de situaciones regidas por normas de inequívoca naturaleza no federal no cuestionadas en su validez, no basta para la admisibilidad del recurso extraordinario.

M., D. D. s/ Recurso de queja en causa n° 26.226 de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de Mercedes –Sala III–

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1326/2019/RH1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen



Peculado. Cuestiones procesales. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 

Es criterio de la Corte que si bien la admisibilidad de los recursos locales resulta un tema ajeno a la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48 por revestir eminente carácter procesal, a partir del citado precedente "Strada" (Fallos: 308:490) se ha precisado que las limitaciones de orden local no pueden ser invocadas por los máximos tribunales provinciales para rehusar el abordaje de las cuestiones federales sometidas a su conocimiento.

Por tal motivo, resulta imprescindible analizar si, tal como lo invoca el recurrente, los agravios contra el pronunciamiento impugnado ante el máximo tribunal de justicia provincial comprenden alguna cuestión que habilite el recurso extraordinario como medio idóneo para asegurar el reconocimiento de alguna de las garantías consagradas en la Ley Fundamental.

Desde este punto de vista, la apelación federal no contiene la fundamentación autónoma que le es exigida en orden a la demostración de ese supuesto. La primera condición para poder evaluar si existe una cuestión federal que el a quo rechazó tratar que el planteo de la defensa cuente con fundamentos que permitan considerar prima facie su admisibilidad, pues tal como ha sido reconocido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos el mero hecho de que un reclamo no produzca un resultado favorable al reclamante —como podría ocurrir, por ejemplo, cuando no hubiera acudido al procedimiento apropiado— no demuestra por sí solo la inexistencia de un recurso interno eficaz.

Resulta fatalmente decisivo que la presentación de la defensa carezca de un análisis circunstanciado de todos estos aspectos, ya que esa omisión impide apreciar que se trate de un caso apto para ser conocido por la Corte por la vía del recurso extraordinario y, en consecuencia, que lo resuelto por el tribunal superior local en materia de derecho procesal pueda ser objetado en los términos de la doctrina de Fallos: 308:490 y concordantes.

J. D., María Elena s/ Recurso de queja

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 841/2019/RH1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen



Crímenes de lesa humanidad. Prisión domiciliaria. Salud del imputado. Adultos mayores. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al fallo de la causa O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”.

Es menester recordar que el estándar aplicable a casos como el sub examine –salvo una mejor interpretación que de sus propios fallos pueda hacer el Tribunal– es que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.

La mayoría del a quo se ha apartado injustificadamente de esa jurisprudencia, al haber avalado una decisión que, como lo afirma el recurrente, no se ajusta a la opinión expuesta en el informe del Cuerpo Médico Forense sobre la salud del imputado, ni al emitido por la Dirección de Sanidad del Servicio Penitenciario Federal.

No es posible afirmar que de las circunstancias valoradas en tal decisión surja que los problemas de salud del imputado no pueden ser tratados adecuadamente en una unidad del Servicio Penitenciario Federal, ni la mayoría del a quo ha explicado cuáles son las razones por las cuales habría que sostener que la detención domiciliaria es una medida imprescindible para garantizar ese tratamiento.

Por ello, la decisión impugnada mediante recurso federal ha rechazado la vía invocada por el representante de este Ministerio Público sin fundamentación idónea, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la conocida doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.

Recurso Queja n° 1. Incidente n° 1. Imputado: I., Carlos Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/TO13/31/1/1/RH70, 07 de abril de 2022

Ver dictamen



Suspensión del juicio a prueba. Pena privativa de la libertad. Doctrina de la arbitrariedad. Principio pro homine. Mantenimiento del recurso. 

La cámara se limitó a afirmar “la imposibilidad de que el tardío control por parte de los órganos del Estado termine irradiando consecuencias negativas sobre los beneficiarios de este instituto, en aquellos casos en que la decisión de prórroga o revocación fuera adoptada una vez vencido el período de prueba”, y a sostener de manera dogmática que la realización por parte del imputado de doce de las cuarenta y ocho horas de trabajos comunitarios que se le impusieron evidenciaba su voluntad de acatar lo resuelto por el tribunal oral, pasando por alto las objeciones que planteó el fiscal a la infundada aseveración que la juez de ejecución hizo acerca del límite temporal de dicho control.

Esa decisión careció de la mínima motivación en ese punto. En efecto, ninguna razón se encuentra en dicho pronunciamiento que permita sostener la proposición de la que partió, según la cual el control del cumplimiento de las reglas de conducta bajo las que se concede la suspensión del juicio a prueba sólo podría efectuarse durante el lapso de duración del beneficio, y caducaría la posibilidad de hacerlo en el instante en que éste se agotara.

No se aprecia que así lo establezcan las normas pertinentes del Código Penal ni del Código Procesal Penal de la Nación. El artículo 76 ter, cuarto párrafo, del primero de ellos dispone, en lo que aquí es de interés, que “si durante el tiempo fijado por el tribunal el imputado no comete un delito, repara los daños en la medida ofrecida y cumple con las reglas de conducta establecidas, se extinguirá la acción penal”. El artículo 515 del ordenamiento procesal, por su parte, determina que “una vez que el órgano judicial competente comunicó la resolución que somete al imputado a prueba al tribunal de ejecución, éste inmediatamente dispondrá el control de las instrucciones e imposiciones establecidas y comunicará a aquél cualquier inobservancia de las mismas. En caso de incumplimiento o inobservancia de las condiciones, imposiciones o instrucciones, el tribunal de ejecución otorgará posibilidad de audiencia al imputado, y resolverá, acerca de la revocatoria o subsistencia del beneficio. En el primer caso, practicará los registros y notificaciones correspondientes y colocará al imputado a disposición del órgano judicial competente”.

No se pierde de vista que el principio pro homine obliga a privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal. Sin embargo, la exégesis de la ley no puede pasar por alto el límite que representan las palabras que empleó el legislador. En efecto, tiene dicho la Corte “que es función legítima de los jueces, en el ejercicio de su jurisdicción, declarar el derecho vigente, a cuyos términos ha de ajustarse la decisión del caso sometido a su fallo, pero se ha hecho reserva de que tal facultad ha de cumplirse sin arbitrariedad, como condición necesaria para que no exista invasión de atribuciones reservadas a otros poderes”; y que “por amplias que sean las facultades judiciales en orden a la aplicación e interpretación del derecho, el principio de la separación de los poderes, fundamental en el sistema republicano de gobierno adoptado por la Constitución Nacional, no autoriza a los jueces el poder de prescindir de lo dispuesto expresamente por la ley respecto al caso, so color de su posible injusticia o desacierto”

En el presente, conforme fue expresado supra, los términos de la ley son claros, y la interpretación que hicieron tanto la juez de ejecución como la cámara de apelaciones, superó ese límite e importó, además, una contradicción con la lógica más elemental y el sentido común, en la medida en que obstó al examen que aquellas disposiciones imponen acerca de las pautas que el acusado debe observar desde el comienzo hasta el final del plazo de suspensión, y que por lo tanto sólo puede ser real izado cabalmente -sin perjuicio de las constataciones o comprobaciones parciales que entre tanto puedan llevarse a cabo- mediante las pertinentes consultas y la debida intervención de las partes, una vez vencido aquél.

Esta última inteligencia -según la cual corresponde analizar el cumplimiento de todos los requisitos o condiciones bajo las que se concedió la suspensión del juicio a prueba luego de vencido su lapso de duración-, se ajusta además, conforme lo destacó el fiscal impugnante con base en el análisis de las citadas disposiciones en conjunto con el artículo 27 bis del Código Penal, el artículo 174 de la ley 24.660, el mencionado decreto n° 807/2004 y los artículos 1.2 y 2.1 de las “Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad (Reglas de Tokio)”, al espíritu y la finalidad del beneficio en cuestión, que consiste en una medida alternativa a la continuación del proceso y la eventual aplicación de una pena privativa de la libertad, por la que se procura –entre otros objetivos - fomentar en el acusado el sentido de su responsabilidad hacia la sociedad.

Es pertinente destacar también la arbitrariedad de la afirmación de la cámara acerca de la supuesta intención del acusado de acatar las condiciones impuestas por el tribunal oral. En efecto, no sólo esa aseveración parece reñida con el sentido común, desde que aquél habría cumplido sólo con una cuarta parte de las tareas impuestas y -según señaló el fiscal - desatendido algunas de las citaciones de la Dirección de Control y Asistencia de Ejecución Penal, sino que además no cuenta con otro fundamento que la mera voluntad de ese tribunal, lo que pone en evidencia la relevancia de la prórroga solicitada por la fiscal ante el juzgado de ejecución penal con el objeto de recibir le declaración del imputado para que explique las razones de ese incumplimiento.

Recurso Queja n° 1. Incidente n° 2. B., José Ignacio s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67667/2016/TO01/EP01/2/1/RH1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen



Homicidio por razones de género. Componente subjetivo distinto del dolo. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Si bien la impugnación remite en este aspecto al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho común ajenas, como regla y por su naturaleza, al recurso del artículo 14 de la ley 48, cabe reconocer excepción a ese principio cuando, como ocurrió en el sub lite, se ha violado la exigencia de que los fallos sean fundados y se ha omitido considerar un planteo oportunamente introducido y conducente para una adecuada solución del caso.

En el marco de la evaluación que el a quo hizo de la prueba con el objeto de establecer la posibilidad de subsumir el hecho atribuido dentro del inciso 4° del artículo 80 del Código Penal, aquel planteo -mantenido en vigencia por los recurrentes- resultaba conducente para la correcta solución del caso, desde que en el pronunciamiento se destacó la importancia que al efecto tienen eventuales expresiones de odio proferidas por el acusado respecto del género de la víctima.

La importancia de la cuestión surge también del informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos del 12 de noviembre de 2015, en cuanto sostuvo que insultos o comentarios realizados por el supuesto responsable, que hacen referencia a la orientación sexual y/o identidad de género de la víctima -entre otros elementos- podrían ser indicativos de un crimen por prejuicio.

Si bien el a quo consideró relevante que se acredite de algún modo la ultraintención que juzgó necesaria para la agravante, omitió dar tratamiento al pertinente planteo de la fiscalía en tal sentido, pues dicha resolución se limitó a mencionar de manera superficial únicamente los cuestionamientos que la defensa había formulado contra la valoración de su declaración indagatoria, y rechazó considerarlos por ausencia de gravamen.

En tales condiciones, la decisión impugnada no puede ser considerada como acto jurisdiccional válido.

Es oportuno mencionar que ese defecto adquiere especial significación teniendo en cuenta el compromiso de investigar, juzgar y sancionar acorde con los estándares internacionales de debida diligencia reforzada aplicables a la criminalidad de género, conforme lo estipula la “Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer” -Convención de Belém do Pará- y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Este aspecto de la tacha de arbitrariedad deviene preponderantemente atendible e impide abordar de momento lo referido a las demás objeciones acerca de la valoración probatoria y, a los aspectos sustanciales de los agravios planteados por los recurrentes.

Recurso Queja n° 2. Incidente n° 9. Imputado: M., G. D. s/ Homicidio a mujer perpetrado por un hombre y mediare violencia de género. Víctima: S., A. D. y otros

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62182/2015/TO01/9/2/RH3, 07 de abril de 2022

Ver dictamen



Suspensión del juicio a prueba. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa G. 61, L. XLVIII, “G., Gabriel Arnaldo s/ Causa n° 14.092”.

Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones relativas a la admisibilidad o procedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, este criterio admite excepciones cuando la sentencia impugnada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía utilizada y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio.

La sentencia carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido, y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.

Recurso queja N° 1. Incidente N°1. Imputado: G., Francisco Maximiliano s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10549/2020/1/1/1/RH1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen



Prisión domiciliaria. Mantenimiento del recurso. 

Remisión a los fallos de las causas O. 296, L. XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; T. 13, L. XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838”; B. 106, L. XLIX, “Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486”; y A. 57, L. XLIX, “Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858”.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 2. Imputado: I., Félix y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FTU-Justicia Federal de Tucuman, 400795/2004/16/12/2/1/RH79, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen



Crímenes de lesa humanidad. Prisión domiciliaria. Falta de fundamentación autónoma. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 

Cuestión análoga a Fallos: 336:2392, y al fallo de las causas C. 902, L. XLVIII, “Comes, César Miguel s/ Recurso extraordinario”, y C. 129, L. XLIX, “Caggiano Tedesco, Carlos Humberto s/ Causa n° 14569”. Remisión al dictamen de la causa FLP 14000003/2003/55/1/1/RH15.

La Corte ha afirmado que los jueces, cuando deben pronunciarse sobre la procedencia de una medida que, como la detención domiciliaria, depende, entre otros factores, del estado de salud del sujeto, no pueden prescindir del asesoramiento del Cuerpo Médico Forense.

Es jurisprudencia de la Corte según la cual, al pronunciarse sobre la procedencia de la prisión domiciliaria, los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado, como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.

La decisión impugnada mediante recurso federal carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.

Recurso queja N° 1. Incidente N°1. H. G., Carlos del Señor s/ Incidente de recurso extraordinario

FSM-Justicia Federal de San Martín, 768/2010/TO1/10/1/1/1/1/RH6, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

En atención a los fundamentos brindados por el señor Fiscal General, se mantiene la queja interpuesta.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: A., Eduardo Eleuterio s/ Incidente de recurso extraordinario

FSM-Justicia Federal de San Martín, 27004012/2003/TO12/80/1/1/RH61, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen



Excarcelación. Caución juratoria. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Si bien es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte ha sostenido que cabe hacer excepción cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, que también ampara a este Ministerio Público Fiscal.

También lo es, que las cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal resultan ajenas al ámbito del recurso extraordinario y que dicha regla cede en caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte, extremo que se verifica en la medida en que lo resuelto no constituye una derivación razonada del derecho vigente con relación a los hechos demostrados en el proceso, o cuando la sentencia omite el examen y resolución sobre alguna cuestión oportunamente propuesta, siempre que así se afecte de manera sustancial el derecho del impugnante y lo silenciado sea conducente para la adecuada solución de la causa.

Este es uno de esos casos de excepción, ya que la cámara de casación no hizo referencia alguna acerca de los razonables argumentos planteados en orden a la arbitraria resolución de la cámara de apelaciones, lo cual, sumado a los riesgos procesales que invoca el recurrente, conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada con menoscabo de la garantía consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional así como de las funciones que su artículo 120 asigna a este Ministerio Público.

La Cámara Federal de Casación ha incurrido en arbitrariedad al no ingresar en una materia propia de su competencia en su carácter de tribunal intermedio (Fallos: 328:1108), toda vez que la queja por recurso de casación denegado reunía todos los requisitos de admisibilidad, razón por la cual su decisión importó la restricción de la vía apta para el examen de la cuestión alegada.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: T., Néstor Fabio y otro s/ Incidente de recurso extraordinario

FLP-Justicia Federal de La Plata, 53676/2017/6/1/1/RH3, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Requisa personal. Nulidad procesal. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. 

La vía extraordinaria federal es formalmente admisible y ha sido mal denegada. En el recurso se había argumentado de manera fundada por qué la decisión de la cámara de apelaciones que confirmó la resolución de primera instancia que dictó la nulidad del procedimiento era arbitraria, cuestión que debió ser tratada por el a quo de acuerdo a lo previsto en los artículos 456 y 457 del Código Procesal Penal de la Nación en su carácter de tribunal intermedio a los efectos del artículo 14 de la ley 48. Por ello, al cerrar en forma dogmática su jurisdicción, dejó sin respuesta esos atendibles argumentos, lo que configuró un supuesto que necesariamente habilita la impugnación intentada.

De la presentación del fiscal general surge una correcta exposición de sus cuestionamientos referidos a que la cámara omitió efectuar consideración alguna en orden a que aquella decisión había sido impugnada por no haberse ponderado adecuadamente las circunstancias previas y concomitantes al procedimiento que demostrarían su validez, de conformidad con lo establecido en el artículo 230 bis del código procesal y los estándares desarrollados a ese respecto por la Corte en casos análogos.

En relación con ello, del artículo 230 bis surge que el legislador autorizó la realización de una requisa personal sin orden judicial siempre que existan determinadas circunstancias previas que generen un grado de sospecha razonable para llevarla a cabo. Por su parte, la Corte ha sostenido que aquella sospecha razonable, para ser tal, tiene que apoyarse en hechos o informaciones que alcancen a convencer a un observador objetivo de que la persona de que se trate podría haber cometido un delito.

En la resolución puesta en crisis, la mayoría de la sala pasó por alto que lo resuelto se sustenta en un reduccionismo que soslayó la totalidad de los elementos convictivos que dan cuenta de un escenario fáctico que ex ante constituyó el estado de sospecha razonable habilitante del accionar de los funcionarios policiales.

Por tales motivos, ha quedado demostrado que lo decidido por el juez de primera instancia y la cámara de apelaciones no tiene apoyo en las constancias de la causa ni en la legislación que rige el caso y, con ello, configura un agravio que, cuando menos, ameritaba una pormenorizada revisión por parte de la cámara de casación en su calidad de tribunal intermedio con arreglo al criterio de Fallos: 328:1108. Ello más aún si se tiene en cuenta que la consecuencia inmediata de su resolución es el cierre de toda discusión acerca de la correcta aplicación del derecho frente a la nulidad del procedimiento que, en los hechos, significa la imposibilidad de continuar el trámite de las presentes actuaciones.

Recurso Queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: S., Lucas Emanuel s/ Incidente de recurso extraordinario

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 8185/2015/1/1/RH1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Arresto domiciliario. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Es doctrina de la Corte que la tacha de arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, tampoco para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales ni para la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Asimismo, esta regla puede ceder cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. El sub judice es uno de los supuestos de excepción que justifican la intervención de la Corte.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: R., Silvina Úrsula s/ Incidente de recurso extraordinario

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 27255/2018/TO1/20/1/1/1/RH7, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Usurpación. Denegatoria del recurso. 

Según la tradicional doctrina de la Corte las medidas de restitución dispuestas en el curso de los procesos por usurpación no constituyen sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, requisito cuya ausencia no se suple por la invocación de la arbitrariedad o de garantías constitucionales que se estiman vulneradas.

Este principio resulta de aplicación al caso no sólo en razón de la posibilidad de que el agravio causado por la medida provisional sea reparado por un pronunciamiento posterior en el mismo proceso, sino en especial porque en este particular supuesto el reclamo se enmarca en una petición más amplia referida al reconocimiento de la propiedad comunitaria de tierras instada por la comunidad a la que pertenecen los causantes con base en el artículo 75, inciso 17, de la Constitución Nacional, la cual excede la materia de este incidente.

F., Sergio José y otro s/ Usurpación

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 115/2018/RH1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Estupefacientes. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión a los fundamentos expresados por el fiscal general. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:1108, se mantiene la queja interpuesta. 

Recurso de queja N° 1 – N.N.: B., Natalia Noemí y otro s/ Infracción Ley 23.737

FLP-Justicia Federal de La Plata, 45088/2016/55/2/1/RH8, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Sentencia condenatoria. Asociación ilícita. Fraude a la Administración Pública. Extorsión. Prisión. Inhabilitación absoluta. Encuadramiento legal de los hechos. Doctrina de la arbitrariedad. Fallos del Superior Tribunal. Cuestiones de derecho procesal local. Principio de congruencia. Auto de elevación a juicio. Nulidad. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 

El recurso extraordinario por arbitrariedad de sentencia es de naturaleza excepcional, por lo que no le corresponde a la Corte sustituir a los jueces de las provincias en temas de prueba y de derecho común y procesal local, que son propios de éstos, salvo que hubieran incurrido en desaciertos u omisiones de tal gravedad extrema, que no pueda predicarse de sus fallos que son la sentencia fundada en ley que garantizan los artículos 17 y 18 de la Constitución. 

La arbitrariedad no puede ser invocada a fin de provocar un nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los tribunales provinciales, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una ausencia total de fundamento, pues no pretende convertir a la Corte en una instancia ordinaria más, por encima de las tres que ha tenido este proceso. Esa doctrina no tiene por objeto corregir fallos que las partes puedan reputar equivocados, sino que sólo pretende suplir defectos realmente graves de razonamiento o procedimentales que impidan considerar a la sentencia como el acto jurisdiccional al que toda parte en un proceso tiene un derecho constitucionalmente asegurado.

Cuando el control de arbitrariedad pretende ser ejercido respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, en relación con la interpretación del derecho procesal provincial y el alcance de recursos locales, esa doctrina es de aplicación particularmente restringida.

Tal criterio admite excepción cuando la sentencia impugnada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía procesal utilizada y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio.

Todas las objeciones planteadas por los recurrentes, que fundan su atribución de arbitrariedad, refieren a la interpretación y aplicación de la legislación procesal provincial y a la valoración probatoria de los hechos juzgados; todas han sido previamente invocadas ante las tres instancias judiciales locales y han sido siempre atendidas y resueltas por los tres tribunales intervinientes con base en argumentos que exhiben suficiente apoyo en consideraciones de derecho local y común, lo que impide postular que constituyan una violación del derecho de defensa en juicio, ni una verdadera privación de justicia.

El a quo descartó las críticas con razones idóneas para negar que los actos disputados configuren errores en la interpretación o aplicación del derecho. Las restricciones para la concurrencia de público y prensa fueron juzgadas adecuadas a la “profusa dimensión del debate” y adoptadas en línea con las normas aplicables. La expulsión de la condenada en las jornadas del juicio fue considerada un ejercicio razonable de las atribuciones disciplinarias del tribunal de juicio. Sus posibles efectos negativos sobre su capacidad de defensa fueron debidamente atendidos mediante la escucha de los testimonios desde una habitación contigua, su lectura cuando la acusada volvió a estar presente durante las audiencias y la facultad de volver a interrogar, ahora en su presencia, a los testigos que habían declarado mientras se hallaba ausente. La ampliación del plazo para comunicar los fundamentos de la sentencia de mérito no generaría agravio para las partes, pues la doctrina y jurisprudencia sobre la materia confieren a esos términos efectos meramente “ordenatorios”. El rechazo, durante la preparación del debate, de medidas de prueba que había ofrecido la defensa a fin de acreditar el desempeño lícito de la organización liderada por la condenada, fue revisada por la cámara de casación y confirmada por el a quo en razón de que los hechos que la defensa pretendía y que fueron bien denegados, no forman parte del suceso típicamente antijurídico y culpable atribuido y por el que fuera finalmente condenada su defendida.

Es doctrina de la Corte que la remisión a los fundamentos de la sentencia de la instancia anterior no constituye causal de arbitrariedad.

Tanto el a quo como la instancia anterior, juzgaron que los reconocimientos de firmas valorados para acreditar el delito de defraudación practicados sobre “meras fotocopias” se realizó sobre la base de fotocopias certificadas, lo cual también enerva la fundamentación del agravio. El a quo adujo también, con invocación de la doctrina de la Corte en materia de la garantía constitucional de la inviolabilidad de la defensa en juicio, que la impugnación era improcedente en virtud de que los recurrentes no habían indicado de qué manera los supuestos vicios de procedimiento alegados habrían perjudicado su estrategia de defensa.

No puede invocarse una afectación del derecho de defensa si la parte no muestra que el trámite impreso a la causa la ha privado de defensas o pruebas que habrían podido incidir en la solución del caso.

Los argumentos en los que el a quo fundó el rechazo de las pretensiones de la defensa lucen sobradamente razonables y no han sido objeto de una refutación específica por parte de los recurrentes, lo que de por sí impide juzgar la arbitrariedad que se alega ante la Corte, dado el ya aludido estándar especialmente restrictivo que corresponde en virtud de la naturaleza de la decisión cuestionada, y el recaudo de fundamentación autónoma que impone el artículo 15 de la ley 48.

El a quo ha considerado pormenorizadamente el mérito de la prueba que realizaron los jueces de la causa, en particular en lo que respecta a la acreditación de las estafas y los delitos de extorsión imputados a la asociación ilícita. Las expresiones de agravios no son idóneas para demostrar que el pronunciamiento condenatorio carece de los elementos mínimos necesarios que hacen de él el acto jurisdiccional constitucionalmente garantizado.

Las críticas esgrimidas disputan sólo el mérito de la evidencia producida, asunto éste que resulta ajeno a la competencia extraordinaria del Tribunal.

Si bien es cierto que la corte provincial, al tratar la prueba de los hechos de estafa que afectaron fondos dispuestos por el municipio de la ciudad de Palpalá, confundió el acuerdo del que provenían los fondos sobre los que recayeron las maniobras fraudulentas entre los años 2013 y 2014, esta confusión no conlleva la invalidación de lo resuelto. La corte jujeña completa su revisión del apoyo probatorio de las tres maniobras de estafa por las que la imputada había sido condenada y respecto del cual la defensa no se había agraviado en su recurso de inconstitucionalidad ante el tribunal supremo provincial.

El error que comete el a quo al resumir el evento que dio lugar a la condena por la estafa cometida en Palpalá sólo figura allí, en ese reporte inexacto, y no en las resoluciones de mérito de las instancias anteriores. 

En la sentencia que puso fin al juicio, el tribunal da precisa cuenta de los hechos en discusión, y basó su reconstrucción en un nutrido cuerpo probatorio.

La errónea referencia al acuerdo ACU 487/2015 sólo constituye un error material que en modo alguno posee el alcance que reclaman los recurrentes, sin que se advierta qué menoscabo podría haber causado a la defensa en juicio. La sanción de nulidad exige que el acto impugnado tenga trascendencia efectiva sobre esa garantía; de otro modo, ella aparecería respondiendo a un formalismo vacío, en desmedro del buen servicio de justicia.

La inexactitud que destacan los apelantes en el punto discutido carece de relación con lo resuelto en el caso y no es capaz, por lo tanto, de dar motivo a agravio en el sentido pretendido.

La garantía de defensa en juicio exige que el procedimiento principal se abra con la formulación y comunicación de una acusación, la que, a su vez, debe consistir en la imputación de hechos concretos, susceptibles de ser verificados o refutados mediante la actividad probatoria de las partes en el proceso.

Esta exigencia ha sido recogida por las legislaciones procesales de nuestro país, en las que se requiere que el acto de la acusación contenga una “relación clara, precisa, circunstanciada y específica” del suceso histórico que se atribuye a quien se acusa.

La simple alegación de que la imputación que da apertura a un juicio penal es imprecisa no es por sí misma suficiente para acreditar una violación a tal exigencia constitucional. Los enunciados mediante los cuales el acto procesal que cuenta como acusación describe los hechos imputados no pueden capturar todos y cada uno de los rasgos de los sucesos históricos concretos atribuidos. En primer lugar, porque la capacidad de conocer el pasado en toda su riqueza empírica es inevitablemente limitada. Por otra parte, porque toda descripción de un suceso es necesariamente selectiva; no es posible incluir en un enunciado que pueda servir al propósito pragmático que ha de cumplir una descripción, la infinidad de facetas de un evento complejo que ha tenido lugar en la historia. Y, finalmente, porque el propio lenguaje natural con el que se expresa la descripción es irremediablemente impreciso.

Tales limitaciones inexorables de toda descripción del objeto de un proceso penal imponen una lectura según la cual el requisito del relato claro, preciso, circunstanciado y específico del hecho imputado que establecen las legislaciones procesales para la acusación, no puede sino ser entendido en el sentido de que el acto procesal acusatorio debe contener el enunciado de un suceso concreto que, en atención a las particularidades del caso, sea suficientemente preciso como para servir su función en el proceso y, en especial, asegurar una defensa adecuada. 

Una petición de invalidación de una condena en virtud de la alegada violación del deber de formular clara, precisa y circunstanciadamente los hechos imputados en el acto procesal de la acusación no puede fundarse en la mera indicación genérica de que la individualización del suceso atribuido carecía de una u otra característica que, en el caso de haber sido incluida, le habría dado mayor precisión. El reconocimiento de que cierta imprecisión es inexorable, lleva a exigir la demostración de que el grado de detalle que motiva la queja, al dificultar significativamente su verificabilidad y refutabilidad, es incompatible con la garantía de la inviolabilidad de la defensa en juicio. En cambio, mientras el defecto de precisión no sea más que una manifestación comprensible de límites propios de todo conocimiento del pasado, de la selectividad inexorable de las descripciones o de la textura abierta del lenguaje con el que se las expresan, la mayor carga defensiva que esa indeterminación pueda generar no da lugar por sí misma a una violación al derecho constitucional en cuestión. Sólo en casos extremos de indeterminación, o en casos de un uso abusivo de ésta, la imprecisión de la acusación puede privar al imputado de toda posibilidad significativa de defenderse y puede, por ello, configurar una infracción a la garantía.

La indeterminación por la que se agravian los recurrentes además de que su expresión no fue acompañada por la demostración de en qué sentido pudo haber afectado decisivamente su posibilidad de defensa, tampoco exhibe el grado de imprecisión extrema, ni el trámite que ha seguido la causa generó restricciones atendibles a la capacidad efectiva para defenderse de la acusada, pues tuvo aseguradas posibilidades suficientemente amplias de ofrecer y producir prueba de descargo.

La imprecisión acusatoria que se objeta es insuficiente para producir una violación al derecho constitucional de defensa en juicio. Ella es una manifestación razonable de los límites epistémicos del conocimiento del pasado a través de testimonios y el resto de la evidencia admisible en un proceso penal, que no afecta decisivamente la capacidad defensiva de refutación, ni la posibilidad de reconstrucción histórica del hecho con la certidumbre necesaria para fundar un pronunciamiento penal condenatorio, en particular en lo relativo a que los sucesos atribuidos efectivamente ocurrieron y a cuáles han sido sus rasgos delictivos esenciales.

Esa conclusión conlleva, a su vez, una respuesta negativa al postulado de violación de los principios de congruencia entre acusación y sentencia, y de legalidad que la defensa aduce en su recurso, en tanto éste depende enteramente de la atribución a la acusación de un grado indebido de indeterminación respecto de los hechos por los cuales la acusada fue llevada a juicio. La invocada conculcación de tales principios no guarda relación con los acontecimientos de la causa. 

En el presente caso no hay razón alguna para predicar una denegación del derecho de defensa en juicio en virtud de las violaciones procesales alegadas.

S., Milagro Amalia Ángela y otros s/ Por supuestas autorías de asociación ilícita; fraude a la administración pública y extorsión

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 351/2020/RH1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Sentencia condenatoria. Principio de congruencia. Auto de elevación a juicio. Nulidad. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 

Los agravios alegados no sólo remiten incuestionablemente a asuntos que resultan ajenos a la competencia extraordinaria de la Corte, sino que además han sido atendidos debidamente en las tres instancias judiciales anteriores con fundamentos que, más allá de su acierto o error, fueron oportunamente impugnados, revisados y confirmados. La defensa no intenta refutar esos argumentos como lo exige la doctrina de la Corte en la materia; y su insistencia sólo expresa un desacuerdo con ellos al atribuirles, sin más, el carácter de arbitrarios, con lo cual tampoco alcanza a demostrar la afectación de las garantías constitucionales que, en esos términos, alega.

Los planteos referidos a la afectación del principio de congruencia y a la nulidad del requerimiento de elevación a juicio y de los alegatos del Ministerio Público de la Acusación, remiten a aspectos que han sido tratados al dictaminar en la fecha en el expediente CSJ 351/2020/RH1, “S., Milagro Amalia Ángela y otros”.

De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal, el recurso extraordinario por arbitrariedad de sentencia es de naturaleza excepcional, pues no le corresponde a la Corte sustituir a los jueces de las provincias en temas de prueba y de derecho común y procesal local, que son propios de éstos. La doctrina de la arbitrariedad no puede ser invocada a fin de provocar un nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los tribunales provinciales, pues no tiene por objeto corregir fallos que las partes puedan reputar equivocados, sino que sólo pretende suplir defectos tan graves de razonamiento que impidan considerar lo resuelto como la sentencia fundada en ley que garantizan los artículos 17 y 18 de la Constitución.

S., Milagro Amalia Ángela y otros s/ Por supuestas autorías de asociación ilícita; fraude a la administración pública y extorsión

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 352/2020/RH1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Sentencia condenatoria. Doctrina de la arbitrariedad. Principio de congruencia. Denegatoria del recurso. 

Con relación a la alegada afectación del principio de congruencia y la modificación de la base fáctica, corresponde estar a lo expuesto en el dictamen de la causa CSJ 351/2020/RH1, “S., Milagro Amalia Ángela y otros”.

Las afirmaciones críticas del recurrente, además de no ofrecer fundamentos dirigidos a refutar las consideraciones en las que se apoyan las decisiones jurisdiccionales que motivan sus agravios, remiten exclusivamente a asuntos relativos a la valoración de la prueba y a la individualización de la pena que son ajenos al remedio intentado. La doctrina de la arbitrariedad, sobre cuya base pretende la parte llevarlos al conocimiento del Tribunal, no puede ser invocada a fin de provocar un nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los tribunales provinciales, pues no tiene por objeto corregir fallos que las partes puedan reputar equivocados, sino que sólo pretende suplir defectos tan graves de razonamiento que impidan considerar lo resuelto como la sentencia fundada en ley que garantizan los artículos 17 y 18 de la Constitución.

S., Milagro y otros s/ Asociación ilícita, etc.

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 882/2020/RH1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Sentencia condenatoria. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 

El planteo de fondo que la defensa pretende llevar a la consideración de la Corte carece de todo fundamento en los hechos de la causa. En el escrito que contiene el recurso extraordinario cuyo rechazo motivó la queja ante la Corte, el apelante sostiene que la desestimación indebidamente formalista del recurso de inconstitucionalidad local, dispuesta por el tribunal superior jujeño, habría dejado a la condenada sin la revisión de la sentencia que la condenó a la que tenía derecho en los términos del artículo 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la interpretación que de él hizo la Corte en el precedente de Fallos: 328:3399.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que “el mero hecho de que un recurso interno no produzca un resultado favorable al reclamante no demuestra, por sí solo, la inexistencia o el agotamiento de todos los recursos internos eficaces, pues podría ocurrir, por ejemplo, que el reclamante no hubiera acudido oportunamente al procedimiento apropiado”.

La defensa pretende llevar a la consideración de la Corte, mediante una presentación formalmente deficitaria y bajo la invocación de una cuestión federal sólo aparente, un agravio que no encuentra fundamento en las actuaciones del proceso y que, en todo caso, importa la mera insistencia en asuntos de hecho, prueba y derecho común que, por regla, resultan ajenos a la vía intentada y que fueron resueltos en las tres instancias locales sobre la base de razones que en modo alguno han sido refutadas en los términos que exige el artículo 15 de la ley 48 y la jurisprudencia en la materia.

S., Milagro Amalia s/ Asociación ilícita, fraude a la administración pública y extorsión

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 810/2020/RH1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Sentencia condenatoria. Fraude a la Administración Pública. Cuestión no federal. Interpretación de normas y actos locales. Falta de fundamentación. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 

El control que, por la vía del artículo 14 de la ley 48, puede corresponder a la Corte cuando lo impugnado refiere a la interpretación que un tribunal superior de provincia ha dado a las normas locales que fijan los alcances de su propia competencia y las formas de acceder a ella, es no sólo excepcional sino además particularmente restringida.

Ese criterio admite excepción, pero ello es así cuando la sentencia impugnada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía procesal utilizada y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio.

El agravio de que el acusado no habría visto atendidas sus críticas por el a quo y que su condena quedaría así sin la revisión a la que tenía derecho, no encuentra fundamento en las actuaciones de la causa.

El acusado fue condenado por el Tribunal en lo Criminal, su defensa impugnó el mérito de esa sentencia y la Cámara de Casación Penal de la provincia consideró sus críticas, revisó lo resuelto y confirmó la decisión. Contra esa sentencia condenatoria, revisada y confirmada por la cámara, la defensa interpuso el recurso de inconstitucionalidad que el a quo, a su turno, declaró extemporáneo en virtud de la interpretación del derecho procesal local que el recurrente rechaza. La corte tomó de todas maneras en cuenta el fondo de los agravios formulados, evaluó detalladamente lo dispuesto en tal sentido en las instancias anteriores y concluyó que las objeciones esgrimidas eran injustificadas. 

El hecho de que el a quo haya declarado finalmente inadmisible el recurso de inconstitucionalidad de la defensa no impide ver, a diferencia de lo que postula el recurrente, que efectivamente tomó en cuenta los planteos de hecho y derecho común que la parte había llevado a su conocimiento y que los respondió razonadamente, con argumentos que la parte ni siquiera enuncia en su recurso extraordinario ni, desde ya, refuta, como lo exige la doctrina de la Corte para la admisibilidad de la vía intentada.

El recurrente pasa por alto la jurisprudencia de la Corte en cuanto a que toda sentencia constituye una unidad lógico-jurídica cuya parte dispositiva es la conclusión necesaria de su fundamentación. La sustancia de la impugnación había sido tratada en los fundamentos del fallo, que no han sido refutados. 

Al adoptar esa postura, la impugnación parece ceñirse a un criterio en exceso formal e incluso contradictorio, en tanto critica la inteligencia de la ley procesal local en la que se basó la inadmisibilidad y, a la vez, se queja porque el temperamento revisor que no obstante el a quo adoptó in bonam partem fue más allá del mandato legal de “no pronunciarse sobre el fondo de recursos promovidos fuera de término”, con lo cual enerva su reclamo ante la Corte que se dirige, precisamente, “a obtener la revisión de fondo de la sentencia condenatoria”.

Corresponde desestimar esta presentación directa, toda vez que el recurso extraordinario cuya denegación motivó esta queja, se centra en el cuestionamiento de un asunto de estricto carácter procesal local, no responde a todos y cada uno de los argumentos en los que se apoya el pronunciamiento impugnado y postula un agravio que no halla sustento en los hechos del proceso.

S., Milagro Amalia Ángela y otros s/ Asociación ilícita, fraude a la administración pública y extorsión etc.

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 861/2020/RH1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Sentencia condenatoria. Recurso in forma pauperis. Falta de fundamentación. Doctrina de la arbitrariedad. Apreciación de la prueba. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 

El a quo, a diferencia de lo postulado por el apelante, a pesar de notar que el recurso de inconstitucionalidad había sido deducido tardíamente por la defensa, y que sería por ello declarado inadmisible en aplicación de las normas procesales locales que regulan la jurisdicción de los tribunales de la provincia, evaluó de todas maneras los fundamentos de las sentencias de las instancias anteriores, consideró las objeciones específicamente formuladas por la defensa y, al desecharlas, entendió que por iguales razones correspondía rechazar la presentación in forma pauperis de la propia condenada. 

Es criterio de la Corte que la remisión a los fundamentos de la sentencia de la instancia anterior no constituye causal de arbitrariedad.

La afirmación en la que el apelante basa su recurso extraordinario no encuentra fundamento en las actuaciones del proceso, lo cual desvirtúa el requisito que exigen el artículo 15 de la ley 48 y la jurisprudencia de la Corte en la materia.

La parquedad de fundamentos no es suficiente para descalificar el fallo como acto jurisdiccional válido, en la medida en que no se derive de ello lesión a las reglas del debido proceso.

Los agravios relativos a la valoración de la prueba y la interpretación del derecho común resultan ajenos al remedio intentado, pues la doctrina de la arbitrariedad, con arreglo a la cual pretende la parte llevarlos al conocimiento del Tribunal, no puede ser invocada a fin de provocar un nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los tribunales provinciales. Ella no tiene por objeto corregir fallos que las partes puedan reputar equivocados, sino que sólo pretende suplir defectos tan graves de razonamiento que impidan considerar lo resuelto como la sentencia fundada en ley que garantizan los artículos 17 y 18 de la Constitución.

S., Milagro y otro s/ Asociación ilícita etc.

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 807/2020/RH1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Sentencia condenatoria. Asociación ilícita. Fraude a la Administración Pública. Falta de fundamentación. Cuestión no federal. Apreciación de la prueba. Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 

Los agravios alegados no sólo remiten incuestionablemente a asuntos —como la valoración de la prueba y la interpretación del derecho común— que resultan ajenos a la competencia extraordinaria de la Corte, sino que además han sido atendidos en las tres instancias judiciales anteriores con argumentos que, más allá de su acierto o error, fueron oportunamente impugnados, revisados y confirmados; argumentos que la parte no intenta refutar, como lo exige la doctrina de la Corte en la materia, sino que sólo enuncia su desacuerdo con ellos y les atribuye, sin más, el carácter de erróneos. 

La expresa remisión que el recurrente efectúa a “los argumentos y extremos probatorios invocados en el plenario y en ambas instancias recursivas” no observa los criterios de la Corte en cuanto ha sostenido que aquel recaudo no se satisface con la referencia a escritos anteriores o a otras actuaciones del proceso.

De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal el recurso extraordinario por arbitrariedad de sentencia es de naturaleza excepcional, pues no le corresponde a la Corte sustituir a los jueces de las provincias en temas de prueba y de derecho común y procesal local, que son propios de éstos. La doctrina de la arbitrariedad no puede ser invocada a fin de provocar un nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los tribunales provinciales, pues no tiene por objeto corregir fallos que las partes puedan reputar equivocados, sino que sólo pretende suplir defectos procedimentales o de razonamiento tan graves que impidan considerar lo resuelto como la sentencia fundada en ley que garantizan los artículos 17 y 18 de la Constitución.

S., Milagro Amalia Ángela y otros s/ Asociación ilícita

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 668/2020/RH1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Sentencia condenatoria. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 810/2020/RH1, “S., Milagro Amalia s/ Asociación ilícita, fraude a la administración pública y extorsión”.

S., Milagro Amalia s/ Asociación ilícita, fraude a la administración pública y extorsión

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 811/2020/RH1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Sentencia condenatoria. Graduación de la pena. Apreciación de la prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CSJ 351/2020/RH1, “S., Milagro Amalia Ángela y otros”.

En la impugnación del artículo 14 de la ley 48, si bien la recurrente se agravia con la determinación del monto de las penas impuestas y con la valoración de la prueba, expresándose con lenguaje de la violación de derechos constitucionales, sólo brinda en su respaldo afirmaciones genéricas que aluden a diferencias sobre el mérito de la evidencia. Aducen haber sido víctimas de la violación “constante” de derechos derivados del “principio procesal de congruencia” y de la “correlación de los hechos en los conocimientos de causa, en el requerimiento de elevación a juicio y en las sentencias emitidas”, pero no agrega nada como fundamento de tales asertos.

Los agravios alegados no sólo remiten incuestionablemente a asuntos que resultan ajenos a la competencia extraordinaria de la Corte, sino que además han sido atendidos debidamente en las tres instancias judiciales anteriores con fundamentos que, más allá de su acierto o error, fueron oportunamente impugnados, revisados y confirmados. No se intenta refutar esos argumentos como lo exige la doctrina de la Corte en la materia; sólo expresa su desacuerdo con ellos y les atribuye, sin más, el carácter de arbitrarios. 

El recurso extraordinario por arbitrariedad de sentencia es de naturaleza excepcional, pues no le corresponde a la Corte sustituir a los jueces de las provincias en temas de prueba y de derecho común y procesal local, que son propios de éstos. La doctrina de la arbitrariedad no puede ser invocada a fin de provocar un nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los tribunales provinciales, pues no tiene por objeto corregir fallos que las partes puedan reputar equivocados, sino que sólo pretende suplir defectos tan graves de razonamiento que impidan considerar lo resuelto como la sentencia fundada en ley que garantizan los artículos 17 y 18 de la Constitución.

S., Milagro s/ Recurso de inconstitucionalidad en expediente 112/19

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 812/2020/RH1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Unificación de penas. Oposición fiscal. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “A., Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”, cuyos fundamentos fueron compartidos por la Corte.

Dado que la decisión impugnada mediante recurso federal permitiría la excarcelación del condenado, tal recurso debió ser declarado formalmente admisible por aplicación de la jurisprudencia de la Corte en la materia.

Ello es suficiente para que también se declare admisible el mismo recurso y se revoque la decisión apelada, en tanto resulta aplicable la doctrina sentada en el precedente “Di Nunzio”, conforme a la cual siempre que se invoquen agravios capaces de habilitar la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio.

El remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso.

Resulta arbitrario lo resuelto por la mayoría del a quo en cuanto a las consideraciones sobre el fondo de la cuestión en disputa. No se advierte el fundamento por el cual debería admitirse que el alegadamente legítimo interés del condenado en la eventual aplicación del citado artículo 58 al sub examine sea la única consideración dirimente, por lo que sólo se debería ponderar ese interés al decidir si correspondería la unificación de penas aun cuando una de ellas se encuentra extinguida, a pesar de que esta posibilidad no parece estar prevista en aquel artículo. Por el contrario, también debería ponderarse a ese respecto, con la finalidad de alcanzar la interpretación más razonable de la norma, el punto de vista de la sociedad y la obligación internacional del Estado argentino de garantizar el juzgamiento y la sanción adecuada de los imputados por delitos de lesa humanidad. 

Tiene dicho la Corte que son conocidas las dificultades interpretativas y de aplicación concreta que genera el artículo 58 del Código Penal, por lo que el a quo no debía resolver la cuestión planteada, tal como lo hizo, sin brindar las razones por las que correspondería descartar la posición sostenida por este Ministerio Público.

La decisión impugnada mediante recurso federal omite aspectos relevantes para la adecuada solución del caso, lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifica como acto jurisdiccional válido.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 2. Imputado: U., Eduardo Salvador s/ Incidente de recurso extraordinario

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 33013793/2007/TO3/22/2/1/RH22, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Orden de captura. Oposición del fiscal. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al fallo de la causa O. 296, L. XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”.

Resulta aplicable la doctrina sentada en el precedente “Di Nunzio”, conforme a la cual siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio.

El remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso.

Éste es uno de esos casos de excepción pues, contrariamente a lo afirmado por la mayoría del a quo, el recurrente planteó debidamente la arbitrariedad de lo resuelto por la cámara federal de Rosario y la consecuente afectación de la garantía constitucional del debido proceso, que ampara a todas las partes por igual, lo que suscita cuestión federal suficiente.

El temperamento de la cámara federal de Rosario carecería de fundamento válido, al no constituir una derivación razonada de las constancias de la causa, toda vez que la resolución de segunda instancia fue impugnada al señalarse que se fundó en un error acerca de lo ocurrido en el proceso ya que no es cierto que el juez de instrucción al dejar sin efecto el pedido de captura, decidió lo mismo en relación con su llamado a indagatoria.

Por otro lado, el representante de este Ministerio Público también planteó que, al confirmarse aquella decisión del juez de primera instancia, tampoco se tuvo en cuenta que el imputado se mantuvo prófugo durante diez años, por lo que se habría incumplido con el especial deber de cuidado que pesa sobre los magistrados de neutralizar toda posibilidad de fuga en causas por delitos calificados como de lesa humanidad. El recurrente no sólo cuestionó la decisión confirmada por basarse en un error sobre las circunstancias de la causa, sino también por haber omitido el análisis de un argumento conducente para la adecuada solución del caso.

La decisión impugnada mediante recurso federal carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.

Recurso de queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: A., Rubén Eduardo s/ Incidente de recurso extraordinario

FRO-Justicia Federal de Rosario, 76000007/2011/50/1/1/RH18, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Prisión domiciliaria. Oposición del fiscal. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al fallo de la causa O. 296, L. XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”.

El a quo no ha puesto en discusión que el requisito etario es insuficiente para conceder la detención domiciliaria.

No se advierte que en el caso existan las razones humanitarias que justifican la concesión de la medida. El a quo se ha limitado a señalar cuáles son las patologías que sufre el condenado, sin demostrar que no han recibido la atención médica necesaria por parte del Servicio Penitenciario Federal, ni explicar por qué serían mejor atendidas en el domicilio de aquél. 

Tampoco se cuenta con un informe actualizado del Cuerpo Médico Forense sobre el estado de salud. La Corte ha establecido que los informes del Cuerpo Médico Forense no sólo son los de un perito, sino que constituyen el asesoramiento técnico de auxiliares de justicia cuya imparcialidad está garantizada por normas específicas, de modo que su intervención es ineludible.

Tampoco brinda argumentos suficientes para sostener que la detención domiciliaria es necesaria para aventar el riesgo de contraer Covid.

La doctrina de la Corte establece que, al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria, los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado, como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.

Al referirse al aumento del riesgo de fuga que importa, evidentemente, la excarcelación del condenado, el a quo recordó que se mantuvo a derecho durante los dos breves períodos en los que estuvo en libertad durante el proceso, y que tal riesgo estaría neutralizado al haberse dispuesto que se lo someta al sistema de monitoreo electrónico de geoposicionamiento satelital, pero omitió por completo que en los períodos aludidos todavía no se había dictado la condena a prisión perpetua, y que se ha demostrado que el imputado cuenta con la capacidad suficiente para eludir la acción de la justicia, dado que se mantuvo prófugo durante cuatro años cuando la causa todavía estaba en la etapa de instrucción.

La decisión impugnada mediante recurso federal carece de fundamento idóneo y prescinde del análisis de circunstancias relevantes para la adecuada solución del caso, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la tradicional doctrina del Tribunal sobre arbitrariedad de sentencias.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: A., Eduardo s/ Incidente de recurso extraordinario

FSM-Justicia Federal de San Martín, 27004012/2003/TO16/5/1/1/1/RH63, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Habeas corpus. Servicio Penitenciario Federal. Personas privadas de la libertad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Acto jurisdiccional inválido.

De acuerdo con la doctrina de la Corte, lo decidido acerca del alcance que el artículo 43 de la Constitución Nacional y la ley 23.098 le asignan al hábeas corpus como medio para hacer efectivas las garantías reconocidas en el artículo 18 de la Ley Fundamental, suscita cuestión federal suficiente para ser analizada en esta instancia extraordinaria, del mismo modo que si lo resuelto por el a quo es tachado bajo la doctrina de la arbitrariedad y el agravio se vincula, como en el sub lite, de manera inescindible con el alcance de tales reglas federales. En estos casos, ambas cuestiones deben ser examinadas en forma conjunta.

En este sentido, es pertinente marcar que la defensora aplicó esa tacha a la sentencia, en primer lugar, por considerar que el a quo omitió tratar su argumento referido a la falta de legitimación del Servicio Penitenciario Federal para recurrir ante la cámara de casación. Sin embargo, esa crítica no es acertada pues el voto de la mayoría abordó esa cuestión en el punto 2° del fallo, donde la admisibilidad de la impugnación fue fundada en el deber de tratar la cuestión federal planteada por ese organismo conforme la doctrina de Fallos: 328:1108 y en las facultades recursivas que la ley 23.098 reconoce a la autoridad requerida. En presencia de tales argumentos, que brindan razonable fundamento al criterio adoptado, la protesta no debe ser admitida.

La conclusión es distinta con respecto al segundo motivo de la apelación, según el cual la remisión lisa y llana a un criterio sentado para un caso anterior no constituye fundamento bastante, al soslayar las diferencias fácticas decisivas con el presente, puestas de resalto por los tribunales de las instancias anteriores y oportunamente señaladas por su parte cuando intervino en el trámite del recurso de casación.

Al respecto, la Corte tiene establecido que la remisión a lo resuelto en pronunciamientos anteriores, en principio, no importa de por sí la arbitrariedad de una sentencia, pero puede resultar insuficiente si con el lo quedan sin responder cuestiones oportunamente debatidas y conducentes a la solución del litigio o se omiten tratar aspectos del hecho relevantes. Por ello, para llegar a una conclusión fundada es imprescindible examinar las circunstancias particulares del caso.

En casos como el presente, en los que el supuesto de hecho de la norma demanda comprobar un particular estado de cosas en un momento dado -las condiciones de habitabilidad de las celdas-, solo causas prácticamente idénticas y contemporáneas permitirían considerar fundamentación válida a una remisión como la del sub examine: por el contrario, ya la alegación oportuna de distintas condiciones materiales en los dos mencionados establecimientos penitenciarios imponía el deber de realizar una valoración específica de las diferencias señaladas, como forma de dar una respuesta concreta para la solución del litigio, tarea que no quedó suplida por la aplicación automática de un criterio jurídico cuya pertinencia dependió en su momento de la constatación de una situación contingente y que, por lo tanto, resulta difícilmente extrapolable.

En tales condiciones, lo resuelto de esa forma solo cumple de manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada de las normas vigentes con aplicación particular a las circunstancias de la causa y debe ser descalificado como acto jurisdiccional válido.

Recurso de queja N° 1 - Incidente N°1- Presentante: R., Juan Carlos y otros s/ Recurso extraordinario

FGR-Justicia Federal de General Roca, 39487/2018/1/1/RH1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen



Robo calificado. Hurto calificado. Violencia de género. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Apreciación de la prueba. Procedencia del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

Si bien la Corte ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es especialmente restrictiva, la regla puede ceder, con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, ante supuestos de excesivo rigor formal susceptibles de menoscabar la garantía de defensa en juicio y el debido proceso legal.

El sub judice configura uno de esos supuestos de excepción, pues el a quo denegó arbitrariamente el recurso de inaplicabilidad de ley y luego el extraordinario federal. Ello es así porque el fiscal había planteado en forma fundada ante esa instancia los defectos que exhibía la absolución dictada por el tribunal de casación, materia en virtud de la cual debió habilitar su jurisdicción y pronunciarse para –en todo caso– dejar expedita la vía federal; asimismo, desestimó el recurso sin examinar que la presentación del Ministerio Público provincial contaba con fundamentos suficientes que sustentaban el supuesto invocado.

En línea con el planteo de la recurrente, se advierte que la arbitrariedad alegada –y reiterada ante la Suprema Corte provincial sin obtenerse respuesta– surge del simple cotejo de los elementos de convicción obrantes en la causa, cuyo examen acorde a las reglas de la valoración de la prueba y a las pautas establecidas por las normas y jurisprudencia que rige la materia, ha sido omitido en las sucesivas instancias y brindan razonable sustento a la queja.

Frente a los elementos de convicción –que debieron ser analizados integralmente y conforme a derecho– asiste razón a la fiscalía en cuanto a que la resolución cuya revisión se pretende exhibe una defectuosa fundamentación, vicio que el a quo omitió subsanar al resolver en los términos que aquí se cuestionan. Como se dijo, en aquella oportunidad no se valoraron en su adecuada dimensión los testimonios supra aludidos, los cuales –evaluados en conjunto con las verosímiles referencias de testigos en torno al reconocimiento de los automóviles utilizados por los encausados y su presencia en la zona aquella noche–, resultan razonables indicadores de la intervención en los homicidios calificados por los que habían sido acusados y condenados en el juicio, que han sido dejados de lado sin fundamento válido.

A ese respecto, el Tribunal ha sostenido que un pronunciamiento es arbitrario si fue adoptado merced a una consideración fragmentaria y aislada de las pruebas e indicios, incurriéndose en omisiones y falencias respecto de la verificación de hechos conducentes para la decisión del litigio, lo que impidió una visión de conjunto de la prueba reunida; observaciones que, se ajustan con precisión a lo ocurrido en la presente.

Por otra parte, ese déficit adquiere mayor entidad si se atiende a que las conductas imputadas a los encartados tuvieron lugar en un claro marco de violencia contra la mujer de acuerdo a los artículos 1º de la Convención de Belém do Pará y 4° de su ley reglamentaria n° 26.485, de Protección Integral de las Mujeres, aspecto que no fue tenido en cuenta en las sucesivas instancias.

En ese orden de ideas, es relevante destacar que la Convención Belém do Pará obliga a los Estados Partes a actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia de género (art. 7º, b). Su norma reglamentaria establece en el artículo 16 que la mujer tiene derecho a obtener una respuesta oportuna y efectiva, y a la amplitud probatoria teniendo en cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus naturales testigos. Es decir, el Estado ha asumido deberes “reforzados” frente a situaciones de abuso o violencia de género. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que, en casos de violencia contra la mujer, los Estados tienen, además de las obligaciones genéricas contenidas en la Convención Americana, una obligación reforzada a partir de la Convención Belém do Pará, que en su artículo 7º b exige actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer.

Así, al soslayarse valorar adecuadamente los testimonios reseñados en el contexto que ofrecen las constancias del proceso, pienso que fueron desatendidas aquellas pautas especialmente exigibles en el sub judice; y al cercenar la vía intentada ante su instancia, el a quo incurrió en arbitrariedad e incumplió a la vez con el deber establecido en el artículo 7°, inciso b, de la Convención de Belém do Para. Ese temperamento determina que la sentencia impugnada debe ser descalificada como acto judicial válido.

H., R. F. y otros s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2258/2017/RH1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Corresponde remitirse a los argumentos desarrollados por el señor Fiscal General.

Recurso de queja n° 1 – Incidente n° 3 - Procesado: R., Darío Marcelo y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13543/2007/TO1/3/1/RH1, 10 de mayo de 2022

Ver dictamen

Queja por recurso denegado

Régimen penal tributario. AFIP DGI. Resoluciones equiparables a definitiva. Superior Tribunal de la Causa. Mantenimiento del recurso. 

Remisión a los fundamentos expresados tanto en ésta como en la apelación federal por el señor fiscal general.

Esta Procuración General ha opinado recientemente –y la Corte no se ha pronunciado aún al respecto- que en los procesos tramitados bajo la ley 23.984, las cámaras de apelaciones no deben ser consideradas como el tribunal superior de la causa a los fines del recurso extraordinario federal.

Recurso de queja N° 1 – Denunciado: C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769. Denunciante: Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1039/2019/1/RH1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Recurso de apelación (procesal)

Retroactividad de la ley penal. Ley penal más benigna. Desistimiento del recurso. 

El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.

El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.

En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.

Imputado: C. R. I. S.A. s/ Infracción Ley 24.769

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1918/2018/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Recurso de queja (procesal)

Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CFP 14216/2003/T013/31/1/1/RH70, “Recurso de Queja. Incidente n° 1. Imputado: I., Carlos Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario”.

Recurso Queja N° 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: L., Jorge Omar s/ Incidente de recurso

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 401015/2004/TO1/38/2/1/1/RH42, 20 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ amparo ley 16.986”.

Recurso queja N° 1 - Unión Obrera de la Construcción (UOCRA) c/ Servycom S.R.L. s/ Ejecución fiscal - varios

FTU-Justicia Federal de Tucumán, 397/2020/1/RH1, 15 de junio de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

A fin de que la Corte se pronuncie en esta causa, se mantiene la queja interpuesta por el señor Fiscal General.

Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Imputado: H., Max Kevin Yair y otro s/ Incidente de recurso extraordinario

FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 28315/2017/4/1/1/RH1, 07 de junio de 2022

Ver dictamen



Tráfico de estupefacientes. Sentencia condenatoria. Libertad asistida. Denegatoria del recurso. 

Corresponde desestimar la queja en aplicación de la doctrina de Fallos: 324:1096 y 325:1440, entre muchos otros.

Recurso queja Nº 1 – Legajo N° 23 – Imputado: T., Natanael Salvador s/ Legajo de casación

FSM-Justicia Federal de San Martín, 75807/2015/TO1/23/1/RH2, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen



Retroactividad de la ley penal. Ley penal más benigna. Desistimiento del recurso. 

El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.

El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1.467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.

En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.

Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 3. Imputado: A. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario

FLP-Justicia Federal de La Plata, 111776/2018/3/1/RH1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen



Retroactividad de la ley penal. Ley penal más benigna. Desistimiento del recurso. 

El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.

El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1.467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.

En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.

Recurso queja Nº 1. Contribuyente: H. I. S.A. s/ Infracción Ley 24.769

FRO-Justicia Federal de Rosario, 38880/2015/1/RH1, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen



Prescripción de la acción penal. 

En razón de que en el caso podría encontrarse prescripta la acción penal, corresponde disponer la suspensión del trámite de la queja.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 4. Imputado: C., Cristian Ariel Fernando s/ Incidente de recurso extraordinario

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 19762/2015/4/1/RH1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen



Autonomía del Ministerio Público. Acción penal. Acción pública. Mantenimiento del recurso. 

Remisión a los fundamentos expresados por el señor fiscal general en su apelación federal.

En los casos en que se encuentre controvertida la vigencia de la acción penal con base en distintas interpretaciones de las normas en cuestión, esta parte, en ejercicio de las funciones que le asigna el artículo 120 de la Constitución Nacional, sostiene como correcta la que conduzca al mantenimiento de la acción pública, y ese criterio guía su actuación durante todo el proceso penal.

Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 2 – A., Nicolás Sebastián y otro s/ Incidente de recurso extraordinario

FSM-Justicia Federal de San Martín, 339/2012/TO1/2/1/RH1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen



Retroactividad de la ley penal. Ley penal más benigna. Desistimiento del recurso. 

El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.

El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.

En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.

Imputado: P. I. S.A. s/ Infracción Ley 24.769

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1917/2018/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. 

Remisión a los fundamentos expresados por el fiscal general. 

De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:1108, se mantiene la queja interpuesta.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 2 – Imputado: M., Jorge Guillermo s/ Incidente de recurso extraordinario

FLP-Justicia Federal de La Plata, 45088/2016/54/2/1/RH6, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Estupefacientes. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión a los fundamentos expresados por el fiscal general. De conformidad con la doctrina de Fallos: 328:1108, se mantiene la queja interpuesta. 

Recurso de queja N° 1 – Imputado: L. C., Dalma Merlins y otro s/ Infracción Ley 23.737

FLP-Justicia Federal de La Plata, 45088/2016/56/2/1/RH7, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Revocación de sobreseimiento. Privación ilegal de la libertad. Torturas. Homicidio. Mantenimiento del recurso. 

La apelación federal, contrariamente a lo resuelto por el a quo, resulta formalmente admisible pues, aun cuando la cuestión planteada pueda ser considerada de hecho y prueba, regularmente ajena a esta instancia, ello no es óbice para que la Corte conozca en los casos que, como el sub examine, constituyen una excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público Fiscal, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa.

El presente es uno de esos casos de excepción porque la decisión impugnada se funda en un análisis parcial de la prueba obtenida y desatiende planteos conducentes para la adecuada solución del caso, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.

Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: R., Víctor Hugo s/ Incidente de recurso extraordinario

FRO-Justicia Federal de Rosario, 76000007/2011/47/1/1/RH17, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa S. 471, XLVIII, “S., Alan s/ Causa n° 13.590”.

Recurso queja N° 1 - incidente N°1 - imputado: P., Pablo David s/ Incidente de recurso extraordinario

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 94170006/2012/TO1/1/1/1/RH1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen



Remisión al dictamen de la causa FGR 39487/2018/1/1/RH1.

Recurso de queja N° 2 - Incidente N°1- Presentante: R., Juan Carlos y otros s/ Recurso extraordinario

FGR-Justicia Federal de General Roca, 39487/2018/1/2/RH2, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Suspensión del juicio a prueba. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 

Acto jurisdiccional inválido.

La decisión se apoya en afirmaciones dogmáticas que le otorgaron una fundamentación sólo aparente. El magistrado que se pronunció en primer término sólo invocó, de manera general , el criterio de interpretación que la Corte aplicó en Fallos: 331:858 respecto del artículo 76 bis, cuarto párrafo, del Código Penal, sin relacionarlo con las concretas circunstancias del presente -en particular, con la cuestionada posibilidad de que el tribunal oral modifique, antes del debate oral y el desarrollo de la prueba, la calificación legal que fue sostenida a lo largo de la causa y por la cual se requirió la elevación a juicio-.  

El fallo apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del proceso y debe ser descalificado como un acto jurisdiccional válido, pues bajo la indebida invocación del precedente “Acosta” se ha eludido arbitrariamente el tratamiento razonado de la cuestión relevante del caso, esto es, la aplicación de la agravante del artículo 41 quater del Código Penal.

Incidente N° 1 – Imputado: M., G. N. - C 6686 TOM2- y otros s/ incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500000324/2011/TO1/1/CS2, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Comercialización ilegal de estupefacientes. Falta de fundamentación. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Cuestión federal. Interpretación de la ley. Delito de peligro abstracto. Admisibilidad del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

La Corte ha establecido que las cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, son materia propia de los jueces de la causa y ajenas –como regla y por su naturaleza– a su revisión por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, excepto cuando el decisorio apelado carece de los requisitos que lo sustenten como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia. 

En ese marco y en la medida que, lo resuelto no cumple con la exigencia que las sentencias deben estar fundadas y constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas, se configura la excepción que habilita la intervención de la Corte con base en la doctrina de la arbitrariedad invocada, que procura asegurar las garantías de la defensa en juicio y del debido proceso, que también amparan al Ministerio Público. 

Ello, además, tiene directa incidencia en la aplicación de la ley federal 23.737, todo lo cual suscita cuestión federal en los términos del artículo 14, inciso 3°, de la ley 48.

Si bien las cuestiones de hecho, prueba y derecho común resultan ajenas al ámbito del recurso extraordinario, la regla cede cuando lo resuelto no constituye una derivación razonada del derecho vigente con relación a lo demostrado en el proceso. En el sub lite se verifica el supuesto de excepción pues la sentencia presenta defectos en el tratamiento jurídico del tema debatido, lo cual torna dogmática la fundamentación normativa del pronunciamiento y justifica la intervención de la Corte sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad, pues se apoya en meras consideraciones dogmáticas e incurre en un inequívoco apartamiento de las normas aplicables al caso que las desvirtúa y torna inoperantes.

Por otra parte, en lo atinente a la imposición de la agravante prevista en el artículo 11, inciso “e”, de la ley 23.737 al imputado en virtud de la naturaleza del planteo, correspondía que el a quo soslayara cualquier óbice formal y procediera a la apertura de la instancia. Al declarar inadmisible la vía intentada y rehusar dogmáticamente pronunciarse respecto del agravio, apto para habilitar la apelación federal, corresponde que la decisión sea descalificada como acto judicial válido por apartarse de la doctrina sentada en el precedente “Di Nunzio”, conforme la cual siempre que se invoquen en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento, deben ser revisados previamente por la cámara de casación en su carácter de tribunal intermedio, ante el cual las partes pueden encontrar la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, sin necesidad de recurrir a la sede de la Corte.

En cuanto a las razones de fondo expresadas por los magistrados que se pronunciaron por el rechazo de la aplicación de la agravante respecto del imputado, no se verificó una sustancial coincidencia en los fundamentos, defecto que priva de sustento a ese aspecto del fallo. 

En esa materia, la Corte ha sostenido en Fallos: 326:2783, con remisión al dictamen de la Procuración General, que la sentencia constituye una unidad lógico jurídica, cuya validez depende no sólo de que la pluralidad convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también presente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absoluta de los miembros del tribunal. En el mismo orden, la Corte también ha considerado que no obstante que lo referente al modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y a las formalidades de las sentencias son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario federal, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos. 

Para el supuesto que la Corte no compartiera la inteligencia de esos precedentes, esta Procuración General considera que el a quo ha rechazado la imposición de la agravante del inciso “e” del artículo 11 de la ley de estupefacientes, que establece el aumento de la pena cuando el delito se cometiere en las inmediaciones de un establecimiento de enseñanza, como consecuencia de una interpretación que no atiende a las pautas de hermenéutica fijadas por la Corte.  

En efecto, la descartó por: a) no haberse comprobado el peligro concreto de que la actividad ilícita se introdujera en el establecimiento educativo, pues no se advirtió que los alumnos pasaran por la vivienda o que los imputados hubieran sido vistos en las cercanías de la escuela desplegando aquella actividad; y b) porque no se demostró un aprovechamiento de esa situación.

El a quo incluyó requisitos que consideró dirimentes, pero que la norma no contempla, y juzgó que estaban ausentes en el sub lite. Ese proceder debe ser descalificado porque se aparta de las reglas establecidas por la Corte que indican que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la aquélla y que no puede llegar al extremo de exigir mayores requisitos que los que aquélla impone ni restringir sus alcances sin motivación válida. 

El legislador ha concebido la agravante como una figura de peligro abstracto, que no requiere para su configuración que el bien jurídico haya sido afectado efectivamente o que haya corrido peligro concreto, se satisface con un peligro remoto. Es pertinente recordar que la Corte ha señalado que en los delitos de peligro abstracto, lo que determina la punibilidad de la conducta es la peligrosidad general de una acción para determinados bienes jurídicos; que es el legislador quien, en el marco del principio de legalidad, determina ex ante si una conducta es peligrosa y con ello prevé la producción del daño a un bien, basándose en un juicio verosímil, formulado sobre una situación de hecho objetiva y de acuerdo con criterios y normas de la experiencia. Por ello, la peligrosidad característica que cabe predicar en general de la conducta es sólo la razón por la cual el legislador sanciona el comportamiento, pero no es un elemento cuya existencia deba ser comprobada en el caso particular.

Esta Procuración General comparte el criterio del magistrado recurrente y del juez de la minoría que, fundado en el texto de la norma, postula que, desde el punto de vista objetivo, corresponde aumentar la pena si se verifica que el delito se comete en las inmediaciones de un establecimiento de enseñanza. El legislador ha otorgado especial protección a la mera posibilidad de que los niños o jóvenes que allí concurran puedan percibir la referida conducta, lo que habría de actuar como un factor multiplicador de los riesgos inherentes a la tenencia o al suministro de drogas; la ley no exige un aprovechamiento de aquella cercanía o que la conducta haya recaído en forma directa sobre aquéllos. 

La interpretación del a quo no sólo desvirtúa y torna inoperante la norma aplicable en tanto exige un requisito no previsto en la ley, sino que también luce infundada al no contemplar sus antecedentes. 

En ese orden, la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas establece en su artículo 3, punto 5, que las Partes dispondrán lo necesario para que sus tribunales y demás autoridades jurisdiccionales competentes puedan tener en cuenta las circunstancias de hecho que den particular gravedad a la comisión de los delitos tipificados, tales como que el hecho se haya cometido en una institución educativa o en sus inmediaciones o en otros lugares a los que escolares y estudiantes acudan para realizar actividades educativas, deportivas y sociales. En el debate parlamentario de la ley 23.737 se mencionó que la inclusión de las agravantes, que enumera su artículo 11, tuvo el propósito de adecuar la legislación interna a esa convención.

Incidente N° 7. Imputado: K., Marcos Pedro y otro s/ Incidente de recurso extraordinario

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 9010/2018/TO1/7/CS1, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Remisión al dictamen de la causa FCR  63001777/2007/7/1/CS1, “Incidente nº 1 – Denunciante: F., Oscar Orlando y otros. Imputado: F., Jorge Oscar s/ Incidente de recurso extraordinario”.

Incidente Nº 1 – Querellante: T., Oscar y otros. Imputado: G., Miguel Ángel y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 63001777/2007/29/2/1/CS2, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Los argumentos que sustentan la posición de este Ministerio Público han sido suficientemente desarrollados por el señor Fiscal General en su presentación, por ello se mantiene el recurso interpuesto.

Incidente N° 1 – Denunciante: D., Débora Gabriela. Imputado: Díaz, Ricardo Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22380/2009/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Los argumentos que sustentan la posición de este Ministerio Público han sido suficientemente desarrollados por el señor Fiscal General en su presentación, por ello se mantiene el recurso interpuesto.

Incidente N° 1 – Damnificado: C., Jacqueline Ailen. Imputado: G., Jorge s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36565/2019/1/1/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Los argumentos que sustentan la posición de este Ministerio Público han sido suficientemente desarrollados por el señor Fiscal General en su presentación, por ello se mantiene el recurso interpuesto.

Incidente N° 1 –Imputado: G., Oscar Lorenzo s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28071/2020/3/1/CS1, 29 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Denegatoria del recurso. 

La posición de este Ministerio Público Fiscal acerca de la cuestión en debate ha sido expuesta ya en las causas CCC 32106/2020/1/1/2/RH2, “Recurso de queja n° 2 -Incidente n° 1– Imputado: M., Eric s/incidente de recurso extraordinario” y CCC 82867/2018/1/CS, “Incidente n° 1 –Imputado: P., Sergio Gabriel s/incidente de recurso extraordinario”.

I., J. J. s/ Promoción a la corrupción de menores agravado por ser encargado de la educación y abuso deshonesto agravado por ser encargado de la educación s/ Impugnación extraordinaria

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1245/2020/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Costas. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 

Remisión a los argumentos expuestos por el Fiscal General.

La imposición de costas dispuesta en el sub judice a este organismo configura un caso de arbitrariedad pues, sin brindar razón alguna para ello, el a quo adoptó una medida que acarrea un componente sancionatorio expresamente excluido de la normativa aplicable (Artículos 532 del Código Procesal Penal de la Nación y 63, inciso d. de la Ley 27.148).

Incidente N° 1 – Denunciante: A., Pamela Muriel y otro. Imputado: Yapura, Luis Alba s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13197/2021/1/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Los argumentos que sustentan la posición de este Ministerio Público han sido suficientemente desarrollados por el señor Fiscal General recurrente. Por ello, se mantiene el recurso interpuesto.

Incidente N° 1 –Imputado: M., Pablo s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18230/2019/3/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Los argumentos que sustentan la posición de este Ministerio Público han sido suficientemente desarrollados por el señor Fiscal General recurrente. Por ello, se mantiene el recurso interpuesto.

Incidente N° 4 – Denunciante: P. L., Carolina y otros. Imputado: L., Conrado Gastón y otro s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43433/2017/4/CS2, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Los argumentos que sustentan la posición de este Ministerio Público han sido suficientemente desarrollados por el señor Fiscal General recurrente. Por ello, se mantiene el recurso interpuesto.

Incidente N° 1 –Imputado: F., Marcelo Alejandro y otros s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75201/2019/3/1/1/CS1, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Sentencia no firme. Desistimiento del recurso. 

La resolución de la Cámara Federal de Apelaciones que confirmó el procesamiento sin prisión preventiva, no reviste el carácter de sentencia definitiva ni equiparable a ella en los términos del artículo 457 del Código Procesal Penal de la Nación, pues no pone fin a la acción ni a la pena, no hace imposible la continuidad de las actuaciones, ni deniega la extinción, conmutación o suspensión de la pena, sin que se advierta circunstancia alguna que imponga excepción a dicha regla, de conformidad con las pautas establecidas por la Corte en el precedente de Fallos: 328:1108.

Iguales características presenta, por su lado, la decisión de la cámara de casación que la fiscalía ante esa instancia intenta impugnar mediante recurso extraordinario, en la medida que carece también del requisito de definitividad que exige el artículo 14 de la ley 48.

O., Jessica Yohana s/ Incidente de recurso extraordinario

FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 14569/2020/3/1/1/RH3, 25 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Crímenes de lesa humanidad. Imprescriptibilidad de la acción penal. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 

Los recursos extraordinarios planteados son procedentes pues, tal como afirman los apelantes, lo resuelto por la mayoría del a quo omitió brindar adecuado tratamiento a agravios que involucran materia federal. Ello es así pues la sentencia se fundó únicamente en la remisión a un pronunciamiento anterior del tribunal que no trató acerca de todas las cuestiones oportunamente debatidas y conducentes a la solución de este litigio.

En efecto, en aquel fallo recaído en la causa n° 12.052 de la Sala I de la Cámara Nacional de Casación Penal, caratulada “T., Jorge Eduardo”, el tribunal había dejado sin efecto el rechazo de la prescripción planteada por la defensa, que el juez de grado y su alzada habían fundado en el carácter imprescriptible de los delitos bajo investigación por considerarlos un crimen contra la humanidad. La única cuestión debatida en aquella oportunidad ante la cámara de casación versó sobre el acierto o error de esa calificación legal y culminó, como ya se adelantó, con una sentencia favorable a la tesis de que se trataba de delitos comunes sujetos al régimen general de extinción de la acción penal.

Sin embargo, lo impugnado ante el a quo en esta oportunidad fue la decisión de diferir un pronunciamiento sobre la prescripción a la espera de que las pruebas ofrecidas y pendientes de producción aportaran un mayor conocimiento, necesario para expedirse de manera fundada sobre la vigencia de la acción.

Con independencia de la cuestionable inobservancia por parte del a quo del artículo 457 del código procesal que limita la procedencia del recurso de casación a la sentencia definitiva o auto equiparable a ella, la resolución de la controversia por remisión a la doctrina de “T., Jorge Eduardo” no constituye la derivación del derecho vigente aplicado a las circunstancias particulares del caso.  Ello es así porque al menos desde aquel precedente, el posterior desarrollo del derecho internacional penal permite afirmar que junto al supuesto de los crímenes contra la humanidad existen otras hipótesis en las que el Estado se halla obligado a investigar y sancionar más allá de los límites temporales que establece el derecho interno.

Así pues, el fallo merece ser descalificado en los términos de la doctrina de la arbitrariedad por haberse abocado a la consideración de una sentencia no definitiva y reemplazado el criterio de los jueces a cargo de la instrucción en materia propia mediante un examen parcial de las cuestiones pertinentes y sin expedirse sobre todos los planteos que resultaban conducentes para la solución del caso, que además constituyen cuestiones de insoslayable carácter federal.

Incidente Nº 1 – Denunciante: F., Oscar Orlando y otros. Imputado: F., Jorge Oscar s/ Incidente de recurso extraordinario

FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 63001777/2007/7/1/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Desistimiento del recurso. 

Toda vez que la cuestión que se pretende traer a conocimiento por esta vía ya ha sido resuelta por la Corte mediante sentencia firme, en el marco de la causa CCC 74191/2017/TO1/8/1/1/RH3, “C., Luis Oscar y otro s/ incidente de recurso extraordinario”, corresponde desestimar el recurso.

C., Luis Oscar s/ Queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en / C., Luis Oscar s/ Homicidio agravado (Artículo 80, inciso 7°) y robo con armas. Querellante: K., Ivone Rosario

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1086/2021/CS1, 18 de noviembre de 2022

Ver dictamen



Procedencia del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CFP 14216/2003/TO07/18/5/1/CS8, “K., Eduardo Emilio s/ Incidente de recurso extraordinario”.

Incidente N° 1 – Querellante: A. d. L., Carmen Elina y otros. Procesado: D., Luis Juan s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/TO7/7/4/1/CS9, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen



Procedencia del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CFP 14216/2003/TO07/18/5/1/CS8, “Incidente N° 1- Querellante: A. de L., Carmen Elina y otros. Procesado: K., Eduardo Emilio s/ incidente de recurso extraordinario”.

Incidente N° 1 – Querellante: A. d. L., Carmen Elina y otros. Procesado: A., Juan Carlos s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/TO7/20/4/2/CS10, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen



Salidas transitorias. Crímenes de lesa humanidad. Interpretación de la ley. Facultades del juez. Derecho Internacional. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. 

La Sala de Feria de la Cámara Federal de Casación Penal, no tuvo en cuenta que, de acuerdo con lo afirmado en la primera decisión, el cumplimiento de los requisitos previstos en la normativa local para acceder a las salidas transitorias no es suficiente, porque de la letra de la ley surge que su concesión es una facultad del juez. En consecuencia, éste no podría prescindir, al fundar su resolución, de las exigencias del derecho internacional vinculante para nuestro país, el cual, en relación con el sub examine, requiere la verificación de que el interno haya adquirido la capacidad de respetar y comprender las leyes que tutelan los derechos humanos, tras haber eliminado o disminuido los aspectos disvaliosos de su personalidad que lo llevaron a la comisión de los delitos por los que fue condenado. Tal verificación, además, sería coherente, según la misma decisión, con el especial deber de cautela que pesa sobre los magistrados en casos en los que se imputan delitos calificados como de lesa humanidad, al considerar que el Estado argentino asumió no solo el compromiso internacional de perseguir y juzgar a sus responsables, sino también el de sancionarlos adecuadamente.

Tal desconocimiento rotundo de lo ya decidido por el mismo tribunal es inadmisible, más allá de cuál sea la sala que tenga la razón. De quedar firme lo resuelto por el a quo, prevalecería la incertidumbre entre las partes acerca del sentido de la ley aplicable al caso, al considerar que una sala de la cámara de casación le indicó al tribunal inferior que resolviera según un determinado criterio, y éste así lo hizo, pero, tras la impugnación de esa decisión, otra sala de la misma cámara la revocó, poco tiempo después, con base en un criterio contrario, ignorando por completo lo sostenido por la primera sala.

Los recursos federales interpuestos deben prosperar, pues se dirigen contra un pronunciamiento del superior tribunal de la causa que pone fin a la cuestión debatida y es descalificable como acto jurisdiccional válido, en tanto reconoce un fundamento solo aparente al soslayar el tratamiento de cuestiones conducentes para la adecuada solución del caso.

Incidente N° 1 – Querellante: A. d. La., Carmen Elina y otros. Procesado: K., Eduardo Emilio s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14216/2003/TO07/18/5/1/CS8, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CCC 70150/2006/TO1/1/2/RH1, “Á., Guillermo Antonio y otro s/ Robo con armas”.

Incidente N° 2 – Imputado: Á., Guillermo Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario

CPN-Cámara Nacional de Apelaciones de Casación Penal, 128960/2011/EP1/1/2/CS2, 13 de octubre de 2022

Ver dictamen



Auto de procesamiento. Cuestión no federal. Desistimiento del recurso. 

Habida cuenta de que el sentido de la decisión ha hecho perder vigencia a la cuestión federal planteada por el representante del Ministerio Público, de conformidad con el criterio de Fallos: 324:1096, 325:1440 y 331:2309, entre otros, se desiste del recurso interpuesto.

Recurso queja Nº 1 – Incidente N° 1 – Imputado: F., Cristina Elisabet y otro s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18704/2018/5/1/1/RH2, 06 de octubre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión a los dictámenes de las causas FPA 9076/2017/TO1/41/1/1/1/RH3, “C., Javier Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario”; y CFP 9806/2018/TO1/12/1/1/RH2, “Á. d. P., León s/ Incidente de recurso extraordinario”.

Recurso queja Nº 1 – Incidente N° 1 – N.N.: M., Hernán Areial s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 751/2018/TO1/7/3/1/1/RH1, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión a los dictámenes de las causas FPA 9076/2017/TO1/41/1/1/1/RH3, “C., Javier Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario”; y CFP 9806/2018/TO1/12/1/1/RH2, “Á. d. P., León s/ Incidente de recurso extraordinario”.

Recurso queja Nº 2 – Incidente N° 1 – Imputado: S., Sergio Gabriel s/ Incidente de recurso extraordinario

FPO-Justicia Federal de Posadas, 7522/2019/TO1/15/1/1/1/2/RH3, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión a los dictámenes de las causas FPA 9076/2017/TO1/41/1/1/1/RH3, “C., Javier Alejandro s/ Incidente de recurso extraordinario”; y CFP 9806/2018/TO1/12/1/1/RH2, “Á. d. P., León s/ Incidente de recurso extraordinario”.

Recurso queja Nº 1 – Incidente N° 1 – Imputado: C., Leiza Stefania s/ Incidente de recurso extraordinario

FRO-Justicia Federal de Rosario, 31269/2016/TO1/58/1/1/1/RH3, 23 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Usurpación. Suspensión de desalojos. Desistimiento del recurso. 

Remisión al fallo de la causa E. 213, XLVI, “Escobar, Silvina y otros s/ inf. art. 181, inc. 1°, del C.P.”.

La cuestión traída a debate ha perdido actualidad, pues no sólo han transcurrido en exceso los ciento ochenta días de suspensión del desalojo reclamados, sino también los plazos de vigencia de los decretos en los que se pretendió fundar esa suspensión, y hasta han desaparecido asimismo las particulares circunstancias que motivaron su dictado.

G., Damián Augusto y otros c/ B., Roda, Piedades s/ Ejecución hipotecaria

CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 12643/2018/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Los argumentos que sustentan la posición de este Ministerio Público han sido suficientemente desarrollados por el señor Fiscal General recurrente en su presentación.

Incidente N° 1 –Imputado: P., Sergio Gabriel s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 82867/2018/1/CS1, 26 de agosto de 2022

Ver dictamen



Cámara de Apelaciones. Superior Tribunal de la Causa. Sentencia definitiva. Cuestión federal. Simulación dolosa de pago de tributos. Mantenimiento del recurso. 

Esta Procuración General ha opinado recientemente que en los procesos tramitados bajo la ley 23.984, las cámaras de apelaciones no deben ser consideradas como el tribunal superior de la causa a los fines del recurso extraordinario federal.

No obstante, ante la eventualidad de que la Corte, por juzgar que la decisión de la cámara de apelaciones reviste la calidad de sentencia definitiva del tribunal superior de la causa, resolviera que el recurso extraordinario es la vía apta para impugnarla, a fin asegurar al Ministerio Público el ejercicio de esa facultad en las singulares condiciones de este proceso, habrá de mantener el presente recurso en atención a la cuestión federal que en torno a la inteligencia del artículo 11 de la ley 24.769 se ha suscitado en la causa, y a los fundamentos expresados por el señor fiscal general.

Legajo N° 4 – Querellante: Administración Federal de Ingresos Públicos – Imputado: D. C., Héctor Esteban s/ Legajo de apelación

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 296/2016/4/CS1, 19 de agosto de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Los argumentos que sustentan la posición de este Ministerio Público han sido suficientemente desarrollados por el señor Fiscal General recurrente. Por ello, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.

Incidente N° 2 – Denunciante: P., Gastón Hernán y otro. Imputado: M., Christian Gonzalo y otro s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6141/2021/2/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Los argumentos que sustentan la posición de este Ministerio Público han sido suficientemente desarrollados por el Fiscal General recurrente en su presentación del 26 de marzo de 2022.

Incidente N° 2 – Damnificado: A. G., Natalia. Imputado: A., Alejandro y otro s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43947/2019/2/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen



Costas. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 

La imposición de costas dispuesta en el sub judice a este organismo configura un caso de arbitrariedad pues, sin brindar razón alguna para ello, el a quo adoptó una medida que acarrea un componente sancionatorio expresamente excluido de la normativa aplicable.

En cuanto a los restantes agravios, los argumentos que sustentan la posición del Ministerio Público han sido suficientemente desarrollados por el señor Fiscal General en su presentación del 25 de octubre de 2021.

Incidente N° 1 –Denunciante: C., Florencia Daiana. Imputado: F., Oscar Alfredo s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41451/2020/1/CS1, 12 de agosto de 2022

Ver dictamen



Admisibilidad del recurso. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 

Cuestiones sustancialmente equivalentes al dictamen de la causa FPA 9076/2017/TO1/41/1/1/1/RH3, “Recurso Queja n°1. Incidente n° 1. Imputado: C., Javier Alejandro s/ incidente de recurso extraordinario”.

Recurso queja Nº 1 – Incidente N° 1 – Imputado: T., Juan Eduardo s/ Incidente de recurso extraordinario

FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 241/2018/TO1/1/1/1/1/RH2, 02 de agosto de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Remisión a los fundamentos expresados por el fiscal general.

Tiene dicho la Corte que sus sentencias han de ceñirse a las circunstancias dadas cuando se dicten, aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios.

Imputado: K., Hilda Margarita s/ Infracción Ley 22.41

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1955/2018/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen



Extinción de la acción penal. Sentencia definitiva. Superior Tribunal de la Causa. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Cuestión federal. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

El recurso se dirige contra una sentencia definitiva que frustra la pretensión punitiva que esgrime el Ministerio Público Fiscal en este litigio; y si bien, no proviene del superior tribunal de la causa en razón del criterio que se mantiene a tales efectos en los procedimientos regidos por la ley 19.359, ello no debería perjudicar al recurrente en este proceso.

A su vez, en la presentación del remedio del artículo 14 de la ley 48 el apelante cuestiona el alcance que los magistrados de la causa brindaron al derecho de los imputados a ser juzgados en un plazo razonable, de indiscutible naturaleza federal, con base en el cual resolvieron la clausura del proceso.

Denunciado: B. B. F. S.A. y otros s/ Infracción ley 19.359 Denunciante: Banco Central de la República Argentina

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 16377/2016/CS1, 08 de julio de 2022

Ver dictamen



Remisión al dictamen de la causa CCC 48025/2013/TO3/6/CS1, “Incidente n° 6 – Querellante: B., R. G. – Imputado: P. P., Lorenzo Sebastián s/ Incidente de recurso extraordinario”.

Recurso queja N°1 – Incidente N° 6 – Imputado: P. P., Lorenzo Sebastián s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48025/2013/TO3/6/1/RH4, 21 de junio de 2022

Ver dictamen



Estupefacientes. Cuestión abstracta. 

Teniendo en cuenta que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se las dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, el agravio motivo de recurso se ha vuelto abstracto.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: M. R., Débora (J.C.) s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20328/2018/TO1/4/1/1/RH1, 24 de mayo de 2022

Ver dictamen



Cámara de Apelaciones. Superior Tribunal de la causa. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CPE 958/2014/39/1/RH2 “Recurso Queja n° 1 – Legajo n° 39 – imputado: Actuaciones IP n° 1/2014 – Av. Respecto al posible accionar delictivo Buenos Aires y otro s/ Legajo de apelación”. 

Se mantiene el recurso interpuesto en los términos del dictamen CPE 1652/2014/11/1/CS1 “Incidente n° 1 -Querellante: Administración Federal de Ingresos Públicos. Imputado W. S., Alberto y otro s/ Incidente de falta de acción”. 

Legajo Nº 12 – Querellante: Administración Federal de Ingresos Públicos Imputado: R., Alejandro Gabriela y otros s/ Legajo de apelación

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2100/2011/12/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen



Cámara de apelaciones. Superior Tribunal de la Causa. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CPE 958/2014/39/1/RH2 (punto V) y a los fundamentos expuestos por el señor fiscal general. 

 

Esta Procuración General ha opinado recientemente que en los procesos tramitados bajo la ley 23.984, las cámaras de apelaciones no deben ser consideradas como el tribunal superior de la causa a los fines del recurso extraordinario federal.

Incidente N° 1 – Denunciante: Administración Federal de Ingresos Públicos -Dirección General Impositiva Denunciado: U. B. S.A. y otro s/ Incidente por Artículo 16 de la Ley penal tributaria

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1541/2017/1/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

En atención a los fundamentos brindados por el señor Fiscal General, se mantiene el recurso extraordinario.

Incidente Nº 1 - Querellante: Administración Federal de Ingresos Públicos. Imputado: W. S., Alberto y otros s/ Incidente de falta de acción

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1652/2014/11/1/CS1, 07 de abril de 2022

Ver dictamen



Recurso de casación. Fallos del Superior Tribunal. Cuestión no federal. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 

El a quo declaró inadmisible el recurso de casación interpuesto ante él con sustento en consideraciones de derecho procesal local cuyo examen es ajeno a esta vía extraordinaria, salvo arbitrariedad. Esta Procuración General no advierte, sin embargo, que esta última situación, que constituye la excepción posible a la regla, se haya configurado en el caso.

La resolución del Superior Tribunal cuenta con fundamentos suficientes que la ponen a salvo de la tacha de arbitrariedad, máxime si se tiene en cuenta que en el caso existió ya doble conforme y que el parámetro para juzgar sobre la existencia de ese vicio es particularmente restringido cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales provinciales que deciden sobre recursos extraordinarios de orden local, pues así lo exige el respeto debido a la atribución de esos estados de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, lo cual comprende naturalmente la potestad de sus máximos tribunales de interpretar las normas de sus constituciones y leyes locales que reglan sus facultades, el alcance de su jurisdicción y la forma en que han de ejercer su ministerio.

S., Christian José s/ Legajo 10982/7 – Reg. Sala B del Superior Tribunal de Justicia - Recurso extraordinario federal

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 595/2020/RH1, 09 de marzo de 2022

Ver dictamen



Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Denegatoria del recurso. 

Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. 

Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.

El recurso intentado, en cuanto se dirige a cuestionar la competencia de la justicia nacional del trabajo para entender en la causa, es inadmisible, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48.

La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. 

Si bien en autos CNT 679/2016, “Sapienza, Matías Ezequiel y otros c/ Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual y otro s/ acción de amparo”, la Corte ha ratificado el criterio esbozado en el marco de la causa penal “Corrales”, que implicó abandonar la tradicional doctrina del Tribunal cuya aplicación aquí se propone, al sostener que “no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio”, hasta tanto se pongan en ejecución los convenios de transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener la citada doctrina tradicional.

La resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.

A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.

Tampoco se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones.

Carballo, Silvana Emilce c/ Ministerio de Hacienda - Estado Nacional s/ Despido

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 50114/2018/1/RH1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen



Carta orgánica de bancos. Banco Central de la República Argentina. Régimen penal cambiario. Concesión parcial del recurso. Revocación de sentencia. 

La apelación se dirige contra una sentencia que ha puesto fin al pleito, pero que no proviene, del tribunal superior de la causa. En este sentido, esta Procuración General mantiene su criterio sobre ese requisito de admisibilidad del recurso del artículo 14 de la ley 48 en los procedimientos regidos por la ley 19.359, respecto del cual la Corte no se ha pronunciado aún.

En lo que respecta a los agravios que motivan la apelación, con la excepción del punto acerca del que esta Procuración General se expedirá en la sección siguiente, han sido planteados sin la fundamentación suficiente a la que obliga el artículo 15 de la ley 48, y sin refutar las consideraciones que, en sentido opuesto, fundaron las resoluciones de los magistrados de la causa. En esa medida la impugnación es improcedente.

Una conclusión distinta merece, el cuestionamiento del mecanismo de conversión a pesos del valor de la multa que adoptó el juez en lo penal económico sin más argumento que una cita de una decisión de la cámara del fuero y que confirmó sin más el a quo, en cuanto fijó el monto en la suma de pesos argentinos según el tipo de cambio vendedor del día inmediatamente anterior al del pago total de la multa.

La sala no pudo válidamente eludir el tratamiento de la cuestión, de indudable naturaleza federal en tanto implica la interpretación del alcance y aplicabilidad al caso de cláusulas de la ley 19.359 que reviste ese carácter.

Ello es así, en primer término, porque, al no dar respuesta a una petición de una de las partes relevante para la solución del caso, el a quo ha comprometido la calidad de lo resuelto como acto jurisdiccional válido a la luz de la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias; y, en segundo lugar, por imperio de la doctrina de la Corte que surge, entre otros, del precedente de Fallos: 328:1108 que obliga a los magistrados que cumplen el papel procesal de tribunales intermedios a tratar aquellos agravios de naturaleza federal que las partes lleven oportunamente a su conocimiento y en virtud de los cuales podrían aspirar a que se habilite ulteriormente la instancia extraordinaria ante la Corte.

Denunciado: H. B. A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.144 Denunciante: Banco Central de la República Argentina

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1997/2017/CS1, 10 de febrero de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Los argumentos que sustentan la posición del Ministerio Público han sido suficientemente desarrollados por el señor Fiscal General recurrente en su presentación del 1° de marzo de 2021.

Incidente N° 1– Imputado: G., Claudio Salvador s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 81455/2018/1/1/1/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Los argumentos que sustentan la posición de este Ministerio Público han sido suficientemente desarrollados por el señor Fiscal General recurrente en su presentación del 13 de mayo de 2021.

Incidente N° 1 – Denunciante: Unidad Fiscal Especializada de Violencia contra las Mujeres. C. 20609/2018, y otros. Imputado: R., J. s/ Incidente de recurso extraordinario

CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49726/2018/2/1/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Recurso extraordinario federal

Mantenimiento del recurso. 

Remisión al fallo de la causa CPE 1040/2019/1/1/1/RH3, “Recurso de queja n° 1 - Incidente n° 1 - Denunciado: P., S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario”.

Recurso de queja N° 2 - Denunciado: P. S.A. s/ Infracción Ley 24.769 Denunciante: Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1040/2019/2/RH2, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen



Falta de acción. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CPE 1652/2014/11/1/CS1, “Incidente Nº 1 - Querellante: Administración Federal de Ingresos Públicos. Imputado: W. S., Alberto y otros s/ Incidente de falta de acción”.

Incidente N° 3 - Querellante: Administración Federal de Ingresos Públicos. Imputado: G., Gustavo Guillermo y otros s/ Incidente de falta de acción

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1652/2014/46/3/CS2, 07 de abril de 2022

Ver dictamen

Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema

Pedido de extradición. Devolución del expediente. 

La valoración y el carácter dirimente de las circunstancias sobrevinientes, como así también el estado del trámite recursivo ante el Tribunal, hacen pertinente la devolución de las actuaciones sin expedirse sobre la cuestión de fondo, para que la Corte pueda pronunciarse al respecto.

Requerido: I., Mariano Pablo s/ Extradición

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1271/2021/CS1, 01 de julio de 2022

Ver dictamen



Extradición. Cuestión abstracta. Devolución del expediente. 

La impugnación del representante del Ministerio Público contra la sentencia mediante la cual se había rechazado el pedido de extradición en cuestión se ha vuelto abstracta, por lo que se desiste de mantenerla y se solicita a la Corte que ordene devolver los autos al juez a quo a sus efectos.

B., Daniel Abel s/ Extradición

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1111/2020/CS1, 21 de junio de 2022

Ver dictamen



Extradición. Debido proceso. Cooperación internacional. Auxilio jurídico internacional. Asistencia en asuntos penales. Pedido de extradición. Revocación de sentencia. Oposición a la extradición. 

A partir de la doctrina fijada en el precedente "Callirgós Chávez", la Corte ha establecido que no corresponde incluir fundamentos en el escrito de interposición del remedio de apelación, pues "el apelante deberá limitarse a la mera interposición del recurso" en función de lo previsto por el artículo 245, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que resulta de aplicación al recurso ordinario de apelación en materia de extradición, en virtud de lo dispuesto por el artículo 254 del mismo cuerpo legal, sin que sea repugnante a la naturaleza de este procedimiento ni a las leyes que lo rigen..

En el precedente recién citado, la Corte también sostuvo que “si bien los términos del escrito de interposición del recurso ordinario de apelación contravienen lo dispuesto en el art. 245 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación -circunstancia que importaría proceder del modo indicado en la norma-, con el fin de evitar la demora que acarrearía encauzar la situación dado el estado del trámite, la Corte Suprema ha de limitarse a exhortar al juez de la causa para que, en lo sucesivo, ajuste el trámite a las pautas legales que rigen el procedimiento...”.

Los agravios recién fueron introducidos en esta instancia, pues no fueron señalados al ofrecer prueba, ni tampoco puestos a consideración del a quo durante la audiencia de debate.

Sin perjuicio de los reparos que esa deficiencia formal podría acarrear para la consideración de los tardíamente introducidos, el carácter dirimente del primero de ellos y la aptitud de las omisiones allí alegadas para afectar el orden público argentino, persuaden de la procedencia de su tratamiento, tal como la Corte lo ha juzgado en situaciones análogas. Así también con fundamento en la función de la defensa de la legalidad por la que este Ministerio Público se debe velar, aún por encima del rol que le asigna el artículo 25 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal para representar el interés por la extradición.

Por lo demás, es criterio de la Corte que los convenios y leyes de extradición no deben ser entendidos exclusivamente como instrumentos de cooperación judicial destinados a reglar las relaciones entre los Estados en la materia, sino también como fuentes que otorgan garantías sustanciales a las personas, asegurándoles que no serán entregadas sino en los casos y bajo las condiciones fijadas en el tratado o la ley, con respeto a sus derechos humanos fundamentales.

El criterio expuesto exige recordar que, para la constatación de la completitud del pedido formal de entrega se debe tener en cuenta la información enviada para justificar el pedido, extremo que debe ser analizado oficiosamente. En el caso, la solicitud solamente menciona la norma penal aplicable y el mínimo y el máximo de la escala penal aplicable, omitiendo los restantes recaudos previstos en la norma. 

La falencia formal señalada, que importa la inobservancia de lo expresamente convenido entre ambos países en el instrumento específico que los rige en los términos de los artículos 26 y 31 de la Convención de Viena sobre derecho de los tratados, determina, en las actuales condiciones, la suerte adversa de la entreayuda.

Si bien esa omisión bastaría a tal fin, en abono de lo que la Corte ha resuelto en la causa “Balgoczki, Attila Gabor s/ extradición” (CFP 402/2012/CS1), corresponde el rechazo de la solicitud  ante la ausencia de remisión por parte del país requirente de copias de las normas aplicables al caso y que frente a ese déficit no resulta admisible resolver el punto con textos legales disponibles en un sitio oficial de Internet. En similar sentido, en Fallos: 331:2202 había afirmado que la insuficiencia de la documentación que debe acompañar el pedido de extradición no puede ser suplida desde esta sede.

El temperamento expuesto, que vuelve innecesario el tratamiento de los demás agravios, es sin menoscabo de la previsión del artículo 15 del tratado celebrado entre ambas naciones, en cuanto autoriza una nueva solicitud cuando la anterior sea negada por “meros defectos formales”.

Por ello, corresponde revocar la sentencia apelada y rechazar el pedido de extradición presentado por la República del Paraguay respecto del requerido.

Requerido: A. A., Arnaldo Ramón s/ Extradición

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9872/2019/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Recursos

Mantenimiento del recurso. 

Remisión a Fallos: 342:575.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: C., Miguel Ángel Horlando y otros s/ Incidente de recurso

FTU-Justicia Federal de Tucuman, 400795/2004/TO1/40/1/1/RH80, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa CFP 9608/2018/TO1/62/2/1/RH94, “Recurso de queja n° 1 – Incidente n° 2 – Imputado: D. V., Julio Miguel s/ Incidente de recurso extraordinario”.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 2 – Imputado: B., Roberto s/ Incidente de recurso extraordinario

CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9608/2018/TO1/52/2/1/RH93, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen



Mantenimiento del recurso. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa FSA 44000124/2012/12/2/RH3, “Vargas, Osvaldo y otros s/ Privación ilegal de la libertad”.

Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: C., Luis Oscar s/ Incidente de recurso extraordinario

FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 6631/2014/TO1/143/1/1/1/RH46, 05 de mayo de 2022

Ver dictamen

Régimen penal tributario

Retroactividad de la ley penal. Ley penal más benigna. Desistimiento del recurso. 

Interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.

Imputado: I. de A. P. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1128/2015/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Retroactividad de la ley penal

Ley penal más benigna. Desistimiento del recurso. 

Interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.

Denunciado: P. C. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 323/2018/CS1, 07 de febrero de 2022

Ver dictamen

Simulación dolosa de pago de tributos

Ley penal más benigna. Defensa en juicio. Mantenimiento del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones relativas a la admisibilidad o procedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, este criterio admite excepciones cuando la sentencia impugnada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía utilizada y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio.

Es lo que ocurrió en el sub examine, desde que el a quo rechazó el recurso de casación con base en un criterio concebido para solucionar una cuestión que no fue planteada por el recurrente ni resultó objeto de discusión en el caso.

En efecto, la confusión que motivó esa equivocada invocación puede apreciarse ya en los vistos del pronunciamiento, en los que dicho tribunal tuvo para sí que la desestimación de la denuncia por inexistencia de delito había sido producto de la aplicación retroactiva de la ley 27.430. Luego, en los considerandos, indicó que el recurrente no controvirtió adecuadamente ese criterio, cuya aplicación además juzgó ajustada a los precedentes de la Corte que citó.

Sin embargo, en el sub lite no hubo controversia sobre la aplicación retroactiva de dicha ley. Conforme surge de la resolución del juzgado de primera instancia, el fiscal “entendió aplicable al caso la tipificación prevista en el art. 11 de la ley n° 24.769”. Por su parte, el juez coincidió con esa posición al sostener que “descartada la posibilidad de calificar al hecho como constitutivo del delito de simulación dolosa de pago, conforme los lineamientos de la ley n° 24.769, mal podría entonces considerarse más benigna la aplicación de ese delito penal aunque reformado por la ley n° 27.430 (art. 10 del nuevo Régimen Penal Tributario aprobado por el art. 279 de ese cuerpo normativo) en el que, más allá de estipularse un monto mínimo como condición objetiva de punibilidad, se prevé como maniobra ardidosa la presentación de formularios de compensación siendo que el nuevo tipo penal habla de la simulación dolosa de cancelación de obligaciones y no de la simulación dolosa [de] pago, como su versión anterior y, entonces, ahora sí , bajo esa normativa, la conducta podría encuadrar en ese nuevo tipo penal ”.

Por su parte, la cámara de apelaciones tampoco advirtió una discusión sobre el punto, y destacó que en la decisión de la anterior instancia “se descartó la aplicación al caso del art. 10 del Régimen Penal Tributario instaurado por el art. 279 de la ley 27.430, por el cual, más allá de estipularse un monto mínimo como condición objetiva de punibilidad que la ley anterior no contemplaba (y que en este caso de todos modos se superaría), se prevé además la “ simulación dolosa de ‘cancelación’ de obligaciones” a diferencia de aquel régimen anterior ”.

En tales condiciones, resulta evidente que la resolución impugnada ante el a quo no había tenido como fundamento el principio de retroactividad de la ley más benigna.

Por el contrario, la cuestión suscitada y que el Ministerio Público Fiscal reiteró con claridad ante esa instancia -pese a lo cual fue omitido su tratamiento- radicó en la interpretación que hizo el juez en lo penal económico, y confirmó por mayoría la cámara de apelaciones, sobre el elemento “pago” de la figura del artículo 11 de la ley 24.769, según la concepto de pago establecido por el legislador en el artículo 28 del capítulo IV de la ley 11.683 cual no estarían comprendidas en éste las “compensaciones ” con las que los denunciados pretendieron cancelar sus obligaciones impositivas . El fiscal general insistió en que tal inteligencia es errónea, y argumentó que aquel término, incluso en su tenor literal, abarca distintas formas de satisfacer lo que se debe, entre ellas la compensación, lo cual además se ajusta al concepto de pago establecido por el legislador en el artículo 28 del capítulo IV de la ley 11.683 (Ley de Procedimiento Fiscal).

En consecuencia, en la medida en que el a quo se apartó de las concretas constancias del expediente y omitió considerar el planteo conducente para la correcta solución del caso que formuló el representante del Ministerio Público, la decisión impugnada no puede ser considerada como acto jurisdiccional válido.

Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 - Denunciado: P. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario

CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1040/2019/1/1/1/RH3, 19 de mayo de 2022

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo XIII

Derecho Tributario y Aduanero

Acción meramente declarativa

Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte interno. Tarifa de servicios públicos. Impuesto a las ganancias. Doble imposición. 

La Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestadores de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos casos en que se acreditó que las tarifas pertinentes habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto a los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias.

Para decidir de esta forma, se sostuvo que cuando el impuesto provincial sobre los ingresos brutos no es trasladable -por no estar contemplada su incidencia en el precio fijado mediante tarifa oficial- su determinación conduce a que sea inexorablemente soportado por el contribuyente, hipótesis en la cual el gravamen queda excluido de la previsión del art. 9º, inc. b, párrafo cuarto, de la ley 20.221 (texto según ley 22.006; actualmente, art. 9º, inc. b, de la ley 23.548) y encuadrado en el párrafo segundo del mismo artículo, en cuyo texto se plasmó el principio básico que privilegió el legislador, consistente en la prohibición de mantener o establecer impuestos locales sobre la materia imponible sujeta a imposición nacional coparticipable. De ahí que, encontrándose las rentas de las demandantes sujetas al impuesto a las ganancias (ley 20.628 y modificatorias), la aplicación del tributo local importaba la configuración de la hipótesis de doble imposición contraria a la regla señalada precedentemente.

Empero, como ya especificó este Ministerio Público en “Cooperativa de Trabajo Transportes Automotores de Cuyo T.A.C. Limitada c/Mendoza, Provincia de”, determinar si, en el caso, las tarifas fijadas por la autoridad nacional contemplaron o no el impuesto en cuestión, si la actora se encontró realmente imposibilitada de trasladar esa carga tributaria y si revestía el carácter de contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias, remite ineludiblemente al examen y valoración de las pruebas rendidas en la causa, tema que resulta ajeno al dictamen.

Expreso Tigre Iguazú c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 335/2016/05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Impuesto a las ganancias. Facultades tributarias provinciales. Contribuyentes. Doble imposición. Coparticipación federal. Apreciación de la prueba. Rechazo parcial de la demanda. 

La Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos cuando se pretendía aplicar a los prestadores de un servicio público de transporte interjurisdiccional y se encontraba acreditado que sus tarifas habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar dicho tributo entre los elementos del costo, siendo la actora contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias.

En lo relativo al “Fondo para Salud Pública -FPS-”, no se trata de una tasa pues, de la lectura del art. 269 y ccdtes. del Código Tributario Provincial, se evidencia que el legislador local diseñó el presupuesto de hecho para hacer nacer la obligación de pago sin contemplar la prestación de servicios estatales concretos e individualizados a los particulares.

En tal sentido, la Corte ha sido categórica al definir la tasa como una categoría derivada del poder de imperio del Estado, que si bien posee una estructura jurídica análoga al impuesto, se diferencia de éste por el presupuesto de hecho adoptado por la ley, que consiste en el desarrollo de una actividad estatal que atañe al obligado y que, por ello, desde el momento en que el Estado organiza el servicio y lo pone a disposición del particular, éste no puede rehusar su pago aun cuando no haga uso de aquél, o no tenga interés en él, ya que el servicio tiene en mira el interés general. Asimismo, precisó que en su redacción se requiere identificar un servicio en particular, que debe ser efectivamente prestado por el Estado, por lo que sus términos no pueden ser excesivamente amplios y abarcativos.

El tributo en estudio tampoco puede ser clasificado como una contribución especial, a poco que se repare que no existe un beneficio específico y diferenciado para los contribuyentes, distinto del genérico que recibirán todos los pobladores de la Provincia como consecuencia de la afectación exclusiva de lo recaudado por el FPS para financiar los gastos de medicamentos, instrumental y equipamiento necesarios para una atención integral de su salud. Tampoco se verifica entre los beneficiarios del régimen -esto es, todos los pobladores de la Provincia- y los obligados a contribuir -empleadores y empleados en relación de dependencia- una relación jurídica justificante.

Sobre tales pautas, resulta indubitable que el FPS no puede ser clasificado como una tasa ni como una contribución especial, sino que se trata de un impuesto.

En los términos en que ha sido planteada la cuestión, corresponde determinar si en el presente caso las tarifas fijadas por la autoridad nacional contemplaron o no el FPS, si la actora se encontró realmente imposibilitada de trasladar esa carga tributaria, y si revestía el carácter de contribuyente en el orden nacional del impuesto a las ganancias, lo cual remite ineludiblemente al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos, tema que resulta ajeno a este dictamen y debe circunscribirse a las cuestiones de índole federal antes analizadas.

Derudder Hermanos S.R.L. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4325/2015/17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte interno. Tarifa de transporte. Traslación de impuestos. 

La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un “caso” que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, constituye causa en los términos de la Constitución Nacional.

Se encuentran reunidos la totalidad de los requisitos fijados por el art. 322 del CPCCN para la procedencia de la acción intentada, toda vez que la intimación cursada por ARBA, exigiendo el ingreso del impuesto, representa una conducta explícita del organismo fiscal de la demandada, dirigida a la “percepción” del impuesto que estima adeudado, el que posee entidad suficiente para sumir a la peticionante en un “estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica”, entendiéndose por tal a aquella que es “concreta” al momento de dictarse el fallo.

Tal concreción se verifica toda vez que se han producido la totalidad de los presupuestos de hecho en que se apoya la declaración acerca de la existencia o inexistencia del derecho discutido, condición bajo la cual sólo podrá afirmarse realmente que el fallo pone fin a una controversia actual, diferenciándose de una consulta en la cual se responde acerca de la eventual solución que podría acordarse a un supuesto de hecho hipotético.

La actora tiene un interés sustancial y concreto, que busca precaver los efectos de un acto en ciernes y constituye un caso contencioso en los términos del art. 2° de la ley 27 y del art. 116 de la Constitución Nacional.

La Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestadores de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos casos en que se acreditó que las tarifas pertinentes habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto sobre los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias.

Para decidir de esta forma, sostuvo que cuando el impuesto provincial sobre los ingresos brutos no es trasladable su determinación conduce a que sea inexorablemente soportado por el contribuyente, hipótesis en la cual el gravamen queda excluido de la previsión del art. 9º, inc. b), párrafo cuarto, de la ley 20.221 y encuadrado en el párrafo segundo del mismo artículo, en cuyo texto se plasmó el principio básico que privilegió el legislador, consistente en la prohibición de mantener o establecer impuestos locales sobre la materia imponible sujeta a imposición nacional coparticipable. De ahí que, encontrándose las rentas de las demandantes sujetas al impuesto a las ganancias, entendió que la aplicación del tributo local importaba la configuración de la hipótesis de doble imposición contraria a la regla señalada precedentemente.

Es necesario dejar sentado que determinar si, en el presente caso, las tarifas fijadas por la autoridad nacional contemplaron o no el impuesto en cuestión, si la actora se encontró realmente imposibilitada de trasladar esa carga tributaria y si revestía el carácter de contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias, remite ineludiblemente al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos, que debe circunscribirse a cuestiones de índole federal.

La Costera Criolla S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1927/2016/18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario

Impuesto a las ganancias. Relación de causalidad. Verdad jurídica objetiva. Interpretación de la ley. Confirmación de sentencia. 

Un orden lógico impone estudiar, en primer lugar, los agravios de la demandada dirigidos a cuestionar el carácter necesario del gasto incurrido por la actora, toda vez que, según su criterio, dicha erogación no evidencia relación de causalidad con la generación de las rentas gravadas y la actora no recibió contraprestación alguna como consecuencia de su pago.

Los pagos realizados por la actora fueron un gasto necesario para obtener, mantener y conservar sus ganancias gravadas.

Por ende, resulta evidente que recibió una contraprestación como consecuencia del pago realizado y esa contraprestación guarda una indiscutible relación de causalidad con la generación de las rentas gravadas motivos por los cuales su deducción debe ser admitida a luz de lo dispuesto por los arts. 17 y 80 de la ley 20.628.

En este punto, cabe recordar que el último de los preceptos citados establece: “los gastos cuya deducción admite esta ley, con las restricciones expresas contenidas en la misma, son los efectuados para obtener, mantener y conservar las ganancias gravadas por este impuesto y se restarán de las ganancias producidas por la fuente que las origina”.

Respecto de dicho artículo, la Corte ha sido clara al señalar que del texto de la norma transcripta se infiere que el principio general de la materia debatida consiste en la facultad del contribuyente de deducir la totalidad de los gastos que ha efectuado para obtener, mantener y conservar sus ganancias gravadas, y que las restricciones a esta regla general deben estar expresamente legisladas.

Con anterioridad, el Tribunal ya había explicado, al referirse a la actual ley 20.628, que ella no mantuvo un criterio riguroso en cuanto al carácter necesario de los gastos, como ocurría con la ley 11.682, sino a través de la finalidad económica de los mismos.

Por ende, la existencia de una contraprestación como consecuencia del pago realizado, que guarda indiscutible relación de causalidad con la generación de las rentas gravadas, permite tener por acreditado, a la luz de su finalidad económica, el carácter necesario del gasto incurrido por la actora, lo cual, ante la ausencia de una restricción expresa para su deducción, impone el rechazo de los agravios del Fisco Nacional en este punto.

Es necesario centrar la atención en el argumento del organismo recaudador fundado en que la actora se hizo cargo de deudas pertenecientes a terceros, sin contraprestaciones por parte de éstos, por lo cual ha incurrido en una “liberalidad” que no resultaba deducible en virtud de lo dispuesto por el art. 88, inc. i), de la LIG.

Esta visión del organismo recaudador es parcial y sesgada pues soslaya que la deuda fue reclamada directamente por el sindicato a la actora en los términos del art. 30 de la ley 20.744, precepto que establece la responsabilidad de quienes contraten o subcontraten trabajos o servicios correspondientes a la actividad normal y específica propia del establecimiento, por las obligaciones incumplidas de sus cesionarios, contratistas o subcontratistas respecto del personal que ocuparen en la prestación de dichos trabajos o servicios y que fueren emergentes de la relación laboral, incluyendo su extinción, y de las obligaciones de la seguridad social.

A ello corresponde añadir que las cartas de pago se encuentran dirigidas a la actora y que ella no ha solicitado la devolución de tales importes a las empresas transportistas.

Bajo este prisma, nada se encuentra en el proceder de la actora que permita afirmar que sus pagos fueron una “liberalidad”, cuyo fin fuera beneficiar a las empresas transportistas. Por el contrario, su obrar persiguió la satisfacción de una inocultable necesidad propia: cancelar la pretensión salarial y sindical que la tenía como destinataria y levantar la medida sindical que bloqueaba sus plantas, para mantener así en funcionamiento su fuente productora de renta.

En otras palabras, la erogación aquí en estudio fue el medio que encontró la actora para cancelar la deuda que se le reclamaba y levantar así el bloqueo de sus plantas, cuyo importe no le fue devuelto por las transportistas.

En estos términos, y más allá de que no media constancia alguna que demuestre que estas últimas hayan intentado deducirlo en sus propias declaraciones del impuesto a las ganancias, dicha posibilidad carece de relevancia.

En efecto, es la actora quien tiene derecho a deducir como gasto necesario el pago de la deuda por aportes previsionales, de obra social, sindicales y de federación que le fue determinada, debió cancelar y ha efectivamente soportado, sin exigir su devolución a las empresas transportistas, y no las empresas transportistas, quienes no han incurrido en ese gasto.

Todas estas circunstancias revisten decisiva importancia para rechazar la postura fiscal pues, como ha sostenido la Corte, no debe desatenderse a la verdad jurídica objetiva de los hechos que aparecen en la causa como de relevancia para la correcta decisión del litigio, toda vez que la necesidad de acordarle primacía reconoce base constitucional y la renuncia consiente a ella es incompatible con el servicio de justicia.

Más aun cuando, con especial referencia a la materia que aquí concierne, el Tribunal entendió que la interpretación de las leyes impositivas debe atenerse al fin de las mismas y a su significación económica, a la verdadera naturaleza del hecho imponible y a la situación real de base, lo cual impide desconocer que la erogación soportada por la actora necesaria para levantar el bloqueo de sus plantas industriales y proseguir con la actividad de la fuente productora de renta.

Recurso Queja Nº 1 - Loma Negra C.I.A.S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 55367/2019/1/RH1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Deducciones impositivas. AFIP. Interpretación de la ley. Interpretación literal. Concesión parcial del recurso. Confirmación de sentencia. 

La Corte ha resuelto en forma reiterada que, en caso de basarse el remedio extraordinario en dos fundamentos, uno de los cuales es la arbitrariedad, corresponde examinar éste en primer término pues, sin perjuicio de la existencia de materia federal estricta, de constatarse esa tacha no habría en rigor sentencia propiamente dicha.

El art. 86, inc. b), de la ley 11. 683 otorga carácter limitado a la revisión de la Cámara y, en principio, queda excluido de ella el juicio del Tribunal Fiscal respecto de los extremos de hecho.

Si bien no se trata de una regla absoluta y, por consiguiente, la Cámara debe apartarse de las conclusiones del mencionado organismo jurisdiccional cuando éstas presentan deficiencias manifiestas, lo resuelto por el a quo, en cuanto desestimó los agravios del Fisco Nacional y tuvo por válidos los hechos y pruebas valorados por el Tribunal Fiscal, no excede el marco de sus facultades ni exhibe una manifiesta arbitrariedad que permita descalificarlo como acto jurisdiccional.

Sobre los agravios que plantea el Fisco Nacional vinculados al carácter no computable de la renta obtenida por la actora, tornan formalmente admisible el remedio extraordinario interpuesto, pues remiten a la interpretación que cabe otorgar a normas de carácter federal (art. 17 Y 64 de la LIG) y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que la demandada fundó en ella.

En la tarea de establecer el correcto sentido de esas normas de naturaleza federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones de las partes ni del tribunal apelado, sino que le incumbe realizar “una declaratoria sobre el punto”, según la inteligencia que ella les otorgue.

El art. 17 de la LIG, en lo que ahora resulta de interés, señala que “…En ningún caso serán deducibles los gastos vinculados con ganancias exentas o no comprendidas en este impuesto.”

Por su lado, el citado art. 64 de la LIG establecía “Los dividendos, así como las distribuciones en acciones provenientes de revalúos o ajustes contables no serán computables por sus beneficiarios para la determinación de su ganancia neta. A los efectos de la determinación de la misma se deducirán con las limitaciones establecidas en esta ley todos los gastos necesarios para la obtención del beneficio, a condición de que no hubiesen sido ya considerados en la liquidación de este gravamen”.

Es principio inconcuso de hermenéutica que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma.

La Corte afirmó que si la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que ellos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos. 

Aun cuando hipotéticamente se pudiera considerar que la totalidad de las rentas cuyo tratamiento tributario aquí se discute son dividendos provenientes de la participación accionaria de la actora en las Sociedades, no puede ignorarse que el art. 17 de la LIG, invocado por la AFIP como sustento de su posición, únicamente prohíbe la deducción de los gastos relacionados con ganancias “exentas” o “no gravadas” en el impuesto, más no los vinculados a las “no computables” como es el caso de los dividendos por sus beneficiarios.

Resulta plenamente corroborado por el segundo párrafo del art. 64, en el que expresamente se autoriza la deducción de los gastos necesarios para la obtención de los beneficios no computables en el cálculo de la ganancia neta del contribuyente.

Por lo tanto, aplicar la limitación del art. 17 a tales dividendos implicaría prescindir de la letra empleada tanto en ese precepto cuanto en el art. 64 de la LIG, extendiendo las previsiones del primero a un supuesto no previsto por el legislador, cuya inconsecuencia o imprevisión no corresponde presumir.

Por el contrario, la interpretación que aquí propicio es la que mejor respeta la literalidad de los términos empleados por la LIG y se compadece con la inveterada doctrina del Tribunal que sostiene que debe evitarse dar a las normas un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras sino, por el contrario, vale interpretarlas en forma tal que todas conserven su validez y efecto.

Recurso Queja Nº 1 - Ivax Argentina S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 33717/2017/1/RH1, 17 de agosto de 2022

Ver dictamen

Pronunciamiento inoficioso. 

Ante la solución propiciada en el dictamen del día de la fecha en la causa CAF 36585/2012/2/RH1, “Nidera S.A. c/Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”, deviene inoficioso estudiar los agravios vertidos por la actora en su recurso.

Recurso queja Nº 2 – Nidera S.A. (TF 26938-I) c/ Estado Nacional – Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva y otro

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36585/2012/2/RH2, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CAF 38801/2013/CA2-CS2, “Nidera S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.

Recurso queja Nº 1 – Nidera S.A. (TF 26938-I) c/ Estado Nacional – Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva y otro

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36585/2012/1/RH1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Prescripción. Impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestión federal. Cuestiones de hecho y prueba. Interpretación y aplicación de la ley. Cuestión de derecho común. Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 

El recurso extraordinario es inadmisible y fue correctamente denegado por el superior tribunal provincial toda vez que, en primer lugar, no media resolución contraria al derecho federal invocado por la recurrente en los términos exigidos por el art. 14, inc. 2°, de la ley 48, al reconocer la sentencia apelada la supremacía de los arts. 31 y 75, inc. 12, de la Constitución Nacional. 

La Corte ha condicionado la admisibilidad del recurso extraordinario, desde sus primeras decisiones, a que la cuestión federal haya sido resuelta en forma contraria al derecho de esa naturaleza invocado por el recurrente, desde que la razón de ser de esta apelación excepcional radica en la necesidad de asegurar la supremacía de la Constitución Nacional, tratados y leyes que consagra el art. 31 de la Carta Fundamental. Por ello, la Corte ha enfatizado en el conocido precedente de Fallos: 189:308 que rige el inciso 2° del art. 14 de la ley 48, que limita la jurisdicción apelada de esta Corte a los casos en que la decisión haya sido a favor de la validez de la ley o autoridad de provincia, exigencia que se ha mantenido inalterada.

Por otro lado, y en lo atinente a la supuesta falta de conformidad, por parte de la recurrente, de la deuda que el fisco local pretende ejecutar en el presente caso, tales agravios se hallan dirigidos a cuestionar la valoración y apreciación de la información contenida en el formulario R-562/1, lo que constituyen cuestiones de hecho y prueba ajenas a la vía instaurada por el art. 14 de la ley 48.

Sostiene la recurrente que el tribunal apelado transformó una obligación natural en una exigible, lo que resulta contrario a la letra de los arts. 515 y 812 del Código Civil vigente en ese entonces.

Ahora bien, la dilucidación de ese punto remite exclusivamente a la aplicación e interpretación de normas de derecho común, lo que no habilita la apertura del recurso extraordinario.

No obsta a lo expuesto hasta aquí la arbitrariedad que la demandada le endilga al pronunciamiento, pues dicha causal recién fue alegada por primera vez en el recurso de queja, mas no en el remedio del art. 14 de la ley 48, por lo que constituye el fruto de una reflexión tardía que es ineficaz para su apertura, impidiendo su consideración en esta etapa extraordinaria.

Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Andreani Logística S.A. s/ Apremio provincial

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2292/2019/RH1, 22 de abril de 2022

Ver dictamen

Impuesto sobre los ingresos brutos. Inconstitucionalidad. Alícuota. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 

Corresponde rechazar el recurso por arbitrariedad toda vez que lo resuelto por la Corte local, al rechazar el recurso de casación interpuesto por la actora contra la sentencia de la Cámara en lo Contencioso Administrativo, no excede el marco de sus facultades ni exhibe una manifiesta arbitrariedad que permita descalificarlo como acto jurisdiccional a poco que se repare que los únicos elementos que la recurrente agrega a la causa solo confirman su carácter de contribuyente local, sin arrimar prueba destinada a demostrar lo contrario, es decir, no acredita de modo alguno que es contribuyente del Convenio Multilateral.

Frente al carácter de contribuyente local reconocido en la sentencia recurrida y a la orfandad probatoria en contrario, queda en evidencia que las lesiones que se invocan no guardan relación directa e inmediata con la sentencia en cuestión y deben ser desestimadas.

Es arraigada doctrina del Tribunal que el legislador posee amplias facultades para establecer distinciones o formar categorías tributarias, siempre que tales clasificaciones no revistan el carácter de arbitrarias o estén inspiradas en un propósito manifiesto de hostilidad contra determinadas personas o clases.

El legislador no se encuentra compelido, en el impuesto sobre los ingresos brutos, a categorizar a los contribuyentes únicamente en función de su actividad y puede hacerlo según su nivel de ingresos u otro parámetro, siempre que tal criterio de distinción sea razonable o responda a una finalidad económica o social.

Esto es así pues, salvo el valladar infranqueable que suponen las limitaciones constitucionales, las facultades legislativas son amplias y discrecionales, de modo que el criterio de oportunidad o acierto con que las ejerzan es irrevisable por cualquier otro poder y, en tal sentido, no corresponde a los jueces pronunciarse sobre la conveniencia o equidad de los impuestos o contribuciones creados por el Congreso Nacional o las legislaturas provinciales.

Corresponde rechazar el agravio de la actora alegando la existencia de una violación a las características básicas a las que debe ajustarse el impuesto sobre los ingresos brutos, según lo establecido en el art. 9°, inc. b), apartado I, de la ley 23.548, con sustento en que el art. 214 del código tributario de la Provincia de Tucumán establece un incremento de la alícuota en razón de los ingresos totales obtenidos en el año 2014, toda vez que lo que exige el referido artículo 9° es que la base imponible del impuesto sobre los ingresos brutos se encuentre formada por “los ingresos del período”, pero nada impide en dicha norma que la alícuota se incremente en función de los ingresos de años anteriores. Por ello, resulta claro que la situación aquí planteada por el recurrente es ajena a lo regulado en la ley 23.548. 

Nada obsta a que el legislador haya establecido que, a los fines de fijar la alícuota, se tomen en cuenta los ingresos brutos del año 2014, puesto que dichos guarismos son una manifestación válida de capacidad contributiva a los fines de determinar la prestación debida por el contribuyente, y la adopción de tal parámetro por parte del legislador tiene cabida en las amplias y discrecionales facultades que posee en materia impositiva.

La empresa recurrente no aportó prueba alguna para demostrar que dicha capacidad contributiva no subsistía en el período fiscal aquí en estudio, es decir, había desaparecido o disminuido a los fines previstos por el legislador. La falta de prueba de tal extremo por quien alega la inconstitucionalidad de la norma –y sobre quien pesa el deber de probar la existencia de la afectación constitucional- sella la suerte adversa de su pretensión. 

Ya desde antiguo el Tribunal ha afirmado que estructurar el impuesto local con alícuotas proporcionales o progresivas es otro aspecto que queda comprendido en el amplio campo que tiene el legislador para repartir las cargas públicas. 

En Fallos: 151:359, el Tribunal sostuvo que es indiscutible, como lo ha declarado esta Corte en repetidas ocasiones, que las provincias, en ejercicio del poder no delegado a la Nación, tienen la facultad de crear recursos para el sostenimiento de su vida autónoma, y fomento de sus servicios públicos y de su riqueza, bajo el criterio libre de sus legislaturas para dictar las leyes necesarias, sin otra exigencia que la de conformar estas a las garantías generales de la Constitución Nacional, único punto que puede ocupar la atención del Tribunal, careciendo éste como carece, de atribuciones para examinar los impuestos locales en orden a otras circunstancias referentes a sus formas u oportunidad de su percepción”, máxime cuando, “su diferencia en la tasa no está basada en distingos de personas ni en sus prerrogativas especiales o en persecuciones odiosas, sino en diversidad de circunstancias razonables y lógicas” con miras a la diferente capacidad contributiva exteriorizada por el volumen de los ingresos devengados como consecuencia del ejercicio de la actividad gravada. 

No existe óbice constitucional ni convencional alguno para el empleo de una alícuota progresiva en el impuesto sobre los ingresos brutos que se incremente en función de los ingresos provenientes de la actividad ejercida en el territorio de la provincia.

No surge violación alguna a las pautas fijadas en el art. 9°, inc. b, ap. I, de la ley 23.548, ni se han invocado circunstancias que lo desnaturalicen en su esencia técnica. Se torna forzoso colegir que el impuesto sobre los ingresos brutos es aquel que queda excluido del cotejo de analogía según lo dispuesto en el art. 9°, inc. b), de la ley 23.548. 

Los planteos de la recurrente en punto a denunciar que en el caso de la ley provincial 8.834, se verifica un supuesto de analogía prohibido por el art. 9°, inc. b), de la ley 23.548, no guardan tampoco relación con los hechos de la causa.

Bradel del Pueblo S.R.L. c/ Provincia de Tucumán s/ Inconstitucionalidad – Recurso Extraordinario Federal

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 181/2020/RH1, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Impuesto de sellos. Base imponible. Concesión comercial. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Acto jurisdiccional inválido.

Se evidencia que el fisco local recurrió a valores de prestaciones que no se acordaron en los contratos de concesión aquí examinandos y, por ende, se apartó de los términos convenidos, al introducir obligaciones que no fueron pactadas por los contratantes.

En consecuencia, al sustraerse de la voluntad contractual expresamente declarada por la actora y su concesionaria, el pronunciamiento recurrido asigna a las cláusulas del convenio un sentido reñido con la literalidad de sus términos y la intención de las partes, aun cuando sus expresiones son claras y terminantes, lo cual lo descalifica como un acto jurisdiccional válido.

Lo decidido no se basa en explícitas razones suficientes de derecho. Máxime, si se ha fundado en elementos apartados de las circunstancias comprobadas de la causa, sin atender a la voluntad manifestada en forma expresa por los otorgantes de la convención, pauta fundamental para desentrañar su hermenéutica.

En tales condiciones, la decisión impugnada resulta descalificable como acto jurisdiccional válido, con arreglo a la doctrina de esta Corte Suprema sobre arbitrariedad de las sentencias.

Toyota Argentina S.A. c/ Provincia de Misiones - Dirección General de Rentas s/ Demanda contencioso administrativa

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1051/2021/RH1, 05 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Impuesto a las ganancias. Deducciones impositivas. Concesión parcial del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CAF 33717/2017/1/RH1 “Recurso Queja Nº 1 - IVAX Argentina S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ recurso directo de organismo externo”.

Recurso queja N° 1 – Funarg S.R.L. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 62048/2019/1/RH1, 28 de octubre de 2022

Ver dictamen

Devolución de saldos. Deducciones impositivas. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa CAF 33717/2017/1/RH1, “Recurso Queja Nº 1 – Ivax Argentina S.A. C/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.

El texto del artículo 17 de la LIG únicamente prohíbe la deducción de los gastos relacionados con ganancias “exentas” o “no gravadas” en la gabela, mas no los vinculados a las “no computables” -como es el caso de los dividendos por sus beneficiarios (cfr. art. 64 LIG)-, por lo que no corresponde extender las previsiones del primero a un supuesto no contemplado por el legislador.

El pronunciamiento de la cámara, en lo referente a la determinación de la tasa de interés aplicable al monto reclamado por la actora, resulta arbitrario, pues la alzada se limitó a señalar que asistía razón al Fisco, sin brindar las razones concretas por las cuales consideró que correspondía dejar sin efecto lo decidido por el TFN.

El fallo recurrido se apoya, para el tratamiento de la cuestión vinculada a la fijación de la tasa de interés aplicable al caso en examen, en afirmaciones meramente dogmáticas, por lo que carece de sustento suficiente para ser considerado como un acto jurisdiccional válido, lo que importa un serio menoscabo a los derechos de defensa y debido proceso de la recurrente.

Lo resuelto guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas, por lo que corresponde la descalificación de la sentencia recurrida en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.

Grupo Financiero Galicia S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 66322/2017/CS1-CA1, 14 de octubre de 2022

Ver dictamen

Repetición de impuestos. Impuesto a las ganancias. Aplicación temporal de la ley. Ley vigente. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa FRE 41000184/2006/1/RH1, “Recurso queja N° 1 –Vicentin S.A.I.C. c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo s/ civil y comercial – varios”.

Cuando el art. 7° de la ley 25.784 establece que sus disposiciones entrarán en vigencia el día de su publicación en el Boletín Oficial, significa que éste rige para calcular el valor de cada contrato de exportación celebrado a partir de esa fecha, únicamente. Por ello, asiste razón a la actora cuando sostiene que los contratos celebrados con anterioridad al 22 de octubre de 2003 no resultan alcanzados por las modificaciones introducidas por la ley 25.784.

La solución que aquí se propicia no debe ser entendida como una ratificación de la base imponible sin ajustar ni del impuesto a las ganancias a ingresar antes del referido ajuste, sino que se limita al alcance de la ley 25.784 respecto de los contratos celebrados con anterioridad a su entrada en vigencia.

Bunge Argentina S.A. c/ Administracion Federal de Ingresos Públicos s/ Repetición

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 61000539/2009/CS1, 04 de octubre de 2022

Ver dictamen

Impuesto a las ganancias. Repetición de impuestos. Agentes de retención. Legitimación pasiva. Falta de legitimación para obrar. AFIP. Resoluciones generales. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Gravedad institucional. Debido proceso. Facultades jurisdiccionales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Acto jurisdiccional inválido.

Las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales superiores de la causa no son, como principio, revisables por la vía establecida por el art. 14 de la ley 48, pero cabe hacer excepción a esta regla cuando, como en el caso, lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación suficiente, lo que importa una violación al art. 18 de la Constitución Nacional.

Asiste razón al IPS en cuanto señala que la controversia no radica en evaluar su conducta como agente de retención sino en su falta de legitimación pasiva para devolver los tributos ya retenidos, toda vez que, cumplida la detracción ordenada por la resolución general AFIP 830 el impuesto ingresado en exceso debe ser reclamado al Fisco Nacional. A todo evento, como lo destacó la Corte en Fallos: 308:442, el agente de retención o percepción no integra la relación jurídico tributaria sustancial.

Los poderes federales y locales han sido instaurados para que se ejerciten y desenvuelvan en su respectivas esferas de acción, propendiendo armónicamente a la consecución de los fines de interés público que los originan y fundamentan, sin que nada obste a su convivencia legal y material sin roces ni conflictos irreparables, que no los hay posibles dentro de la Constitución, como quiera que no se han instituido en ella poderes discrepantes y facultades en discordia, sino al contrario, entidades legales armonizadas en la afinidad suprema de la organización social y del bien público, principio y fin de las instituciones políticas que nos rigen.

Por ello, es inveterada jurisprudencia de la Corte que, de acuerdo a las especiales características con que la Constitución Nacional ha revestido la configuración político institucional de naturaleza federal, las normas deben ser interpretadas de modo que las autoridades de la Nación y de las Provincias se desenvuelvan armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes de gobierno central en desmedro de las facultades provinciales y viceversa, y procurando que actúen para ayudarse y no para destruirse.

Tales circunstancias, desautorizan a la sentencia como acto jurisdiccional válido, pues brinda argumentos meramente aparentes, que no dan respuesta a los planteos conducentes de la demandada ni reparan en la gravedad institucional que ellos traducen.

En tales condiciones, la decisión adoptada cercena la garantía constitucional del debido proceso y de la tutela judicial efectiva, en tanto se privó al actor de obtener un pronunciamiento debidamente fundado.

Cabrera, Nestor Hugo c/ Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires s/ Pretensión anulatoria

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1378/2021/CS1, 20 de mayo de 2022

Ver dictamen

Infracciones aduaneras. Declaración inexacta de mercaderías. Destinaciones de importación. Importación para consumo. Perjuicio fiscal. Cuestiones de hecho y prueba. Pronunciamiento inoficioso. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Tiene dicho el Máximo Tribunal que el bien jurídico tutelado por el art. 954 del Código Aduanero, es, según su Exposición de Motivos, el principio de veracidad y exactitud de la manifestación o declaración de la mercadería objeto de una operación o destinación aduanera, pues en la confiabilidad de lo declarado mediante la correspondiente documentación, reposa todo un sistema dirigido a evitar que al amparo del régimen de exportación o importación, en su caso, se perpetren maniobras que lo desnaturalicen o perviertan.

A fin de formalizar tanto la solicitud de destinación de importación para consumo cuanto la de destinación de tránsito de importación, el importador debe, por medio de una declaración, clasificar y valorar la mercadería, en aras de una mayor celeridad en el tráfico internacional.

En dicha oportunidad, el declarante debe consignar de modo fidedigno todos los datos referidos a los artículos importados, de modo tal que el servicio aduanero se encuentre en condiciones de verificar la correcta posición arancelaria.

Al respecto, nuestro Máximo Tribunal ha especificado que la veracidad y exactitud de la declaración aduanera constituye el bien jurídico tutelado por esta infracción, por ser el punto de partida del sistema de despacho en confianza de las mercaderías, en razón de la cual se controla solamente una parte de ellas.

En definitiva, la declaración a cargo del obligado debe ser veraz y completa, según lo exigido por los arts. 234, 298 y 954 del Código Aduanero.

La recta solución de la controversia se centra en la observancia de lo prescripto por punto 2.a) de las “Reglas generales para la interpretación del sistema armonizado” del “Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías”.

La correcta declaración de la mercadería importada, en los términos exigidos por los arts. 234, 298 y 954 del Código Aduanero antes transcriptos, obligaba a la empresa a observar lo prescripto en la regla interpretativa citada.

En consecuencia, la declarante debió despachar y destinar los artículos de acuerdo con la posición arancelaria correspondiente al producto terminado y no, como lo hizo, tomando en cuenta la posición de sus componentes, lo que determina que su declaración haya sido inexacta.

Por otro lado, la infracción tipificada por el art. 954, inc. 1°, ap. a), exige que la conducta imputada ocasione un perjuicio fiscal. En este aspecto, la Cámara, tuvo por acreditado el perjuicio fiscal con fundamento en los mayores gravámenes que recaían sobre los primeros.

Tal afirmación, basada en valoraciones de hecho y prueba, propias del tribunal de la causa, resulta irrevisable en esta instancia, ante las limitaciones expresas con las que fue concedido el recurso extraordinario. 

En ese orden, debe recordarse que si el auto de concesión del recurso extraordinario fue suficientemente explícito en cuanto circunscribió la admisibilidad de la apelación a la cuestión federal y el recurrente no interpuso queja con relación a la arbitrariedad, no cabe tratar ese planteo.

A luz de lo dicho, resulta inoficioso estudiar los agravios fundados en el carácter optativo u obligatorio de la resolución general 2.212/2007, puesto que, cualquiera fuera la conclusión a la que allí se arribe, no tuerce la solución que se propicia.

Simsa Aire Acondicionado S.R.L. y otro c/ Ministerio de Economía y Producción y otro s/ Contencioso administrativo – varios

FCB-Justicia Federal de Córdoba, 34200003/2009/CA1-CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Exteriorización de capitales. Suspensión de la prescripción. Ejecución fiscal. Impuesto a las ganancias. Interpretación de la ley. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Intimación de pago. Declaración jurada impositiva. Cuestiones procesales. Concesión errónea del recurso. 

Sobre las argumentaciones relativas a la no aplicación a esta causa del art. 17 de la ley 26.860, remisión del dictamen de la causa CAF 49696/2016/1/RH1, “Banco Columbia SA c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.

El Fisco Nacional sostiene que no puede evaluarse la constitucionalidad del art. 17 de la ley 26.860 en el estrecho marco cognoscitivo de este proceso de apremio, pues ello requiere un marco de mayor amplitud, propia de los juicios ordinarios.

Es elemental en nuestra organización constitucional la atribución que tienen y el deber en que se hallan los Tribunales de Justicia de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su decisión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y abstenerse de aplicarlas si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora uno de los fines supremos y fundamentales del Poder Judicial nacional y una de las mayores garantías con que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e involuntarios de los poderes públicos.

Dicho examen de constitucionalidad puede ser realizado aún dentro del limitado marco de un proceso de apremio, pues la defensa del derecho federal y constitucional no puede ser desechada con base en razones de mero orden formal ya que, de otro modo, los derechos o privilegios federales que pudieren asistir a las partes se verían postergados en su reconocimiento, sin base suficiente en la apreciación de su consistencia y alcance.

Para estudiar la constitucionalidad del art. 17 de la ley 26.860, es necesario remontarse a los objetivos de los instrumentos creados por la ley 26.860, los cuales buscaban recuperar dinero ocioso que se encontraba fuera del circuito económico formal, con el objetivo de incentivar la construcción, la venta de valores inmobiliarios y la producción de energía, acicate que tendría un impacto en la generación de empleo.

A la luz de esos objetivos, no puede tildarse de irrazonable la suspensión por un año del plazo de prescripción “con carácter general” establecida en el art. 17 del régimen, en tanto buscó incrementar el riesgo de ser detectado por la tenencia de esos fondos sin declarar, con el objetivo de lograr, de esta forma, una mayor adhesión de los contribuyentes al régimen.

En estos términos, no se advierte en la norma impugnada una falta de adecuación a los fines perseguidos ni una iniquidad manifiesta.

Por el contrario, interpretar que la suspensión del plazo de prescripción alcanza únicamente a los sujetos que exteriorizan sus tenencias y se acogen al régimen conduce a un resultado irrazonable, que vacía de contenido a la norma y la priva de su ámbito de aplicación, pues es de toda lógica el riesgo que entraña la vigencia de las acciones y poderes fiscales para verificar y determinar de oficio el tributo para aquellos incumplidores que evalúan mantener sus fondos fuera del circuito formal, bajo la expectativa de no ser descubiertos por el organismo recaudador.

Adquiere particular importancia la inveterada doctrina del Máximo Tribunal que sostiene que las normas han de ser interpretadas considerando armónicamente la totalidad del ordenamiento jurídico y los principios y garantías de raigambre constitucional, para obtener un resultado adecuado, pues la admisión de soluciones notoriamente disvaliosas no resulta compatible con el fin común tanto de la tarea legislativa como de la judicial. Ello así, porque no debe prescindirse de las consecuencias que naturalmente derivan de un fallo, toda vez que constituye uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la interpretación y su congruencia con el sistema en que está engarzada la norma.

En lo atiente al recurso extraordinario interpuesto por la ejecutada, sus agravios remiten, ineludiblemente, a evaluar el correcto empleo de la intimación del art. 14 de la ley 11.683 para exigir el pago de la deuda aquí controvertida, lo cual constituye un planteo de índole procesal que, a pesar de estar regido por una ley federal, resulta materia ajena a la vía prevista en el art. 14 de la ley 48, motivo por el cual se impone su rechazo.

No es óbice a lo expuesto la arbitrariedad que se endilga a la sentencia recurrida toda vez que, en este aspecto, la apelación fue expresamente denegada sin que la demandada haya ocurrido en queja, circunstancia que limita la competencia del Máximo Tribunal en la medida que la otorgó el juez de grado.

Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Tecna Estudios y Proyectos de Ingeniería S.A. s/ Ejecución fiscal - Administración Federal de Ingresos Públicos

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 83530/2016/CS1, 19 de abril de 2022

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Aplicación de tratados internacionales. Exenciones impositivas. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Rechazo de la demanda. 

Es principio inconcuso de hermenéutica que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma.

Al amparo de estas consolidadas pautas hermenéuticas cabe descartar la aplicación de la exención regulada por el art. XII, inc. b), del Tratado de Yacyretá.

Ello así, ya que el mencionado precepto establece que las partes contratantes no aplicarán impuestos, tasas o contribuciones “sobre los materiales o equipos” que la Entidad haya adquirido en cualquiera de los dos países o importe de un tercer país, para utilizarlos en sus obras o instalaciones, ni tampoco gravarán con tributos “las operaciones” relativas a aquéllos.

La Provincia de Corrientes pretende gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos la actividad de buceo desarrollada por el accionante, sin que se haya demostrado que dicha pretensión fiscal recaiga sobre materiales y equipos comprados por Yacyretá, o que incida en operaciones referidas a ellos, tal como lo exige la norma. Dicha circunstancia configura un obstáculo insalvable para la aplicación de tal dispensa.

Por otro lado, tampoco la situación del actor puede considerarse comprendida en la exención del art. 2° del Protocolo.

En este punto, cuando la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea el de ampliar, limitar o corregir los conceptos.

Desde esta perspectiva, la franquicia se circunscribe a eximir de todo impuesto, tasa o contribución a las operaciones, mano de obra, servicios o elementos afectados, únicamente, a la ejecución de las obras mencionadas en el anexo B del Tratado, previamente transcripto.

Ahora bien, de acuerdo al informe brindado por la Entidad, se desprende que el servicio de buceo contratado y prestado por el actor no se encontraba destinado o afectado a la realización de aquellas obras.

Lo expuesto, resulta suficiente para rechazar la aplicación de la franquicia al caso.

Tal hermenéutica es la que mejor se corresponde con el criterio de que en materia de exenciones tributarias, ellas deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan y que su interpretación debe efectuarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan, puesto que la primera regla es dar pleno efecto a la intención del legislador.

Es que, sostener una interpretación contraria y, en consecuencia, pretender extender la exención del art. 2° del Protocolo al caso del actor, implicaría sustituir al legislador en su tarea, aspecto vedado a los tribunales, quienes no pueden juzgar el mero acierto o conveniencia de las disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus facultades propias, debiendo limitarse a su aplicación tal como estos las concibieron.

En definitiva, la actividad desarrollada por el actor no encuadra en ninguna de las exenciones previamente analizadas.

Nuez, Edgardo Raúl c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4328/2015/08 de abril de 2022

Ver dictamen

 





Capítulo XIV

Economía y Finanzas

Recurso extraordinario

Títulos públicos. Títulos de deuda pública. Títulos públicos en moneda extranjera. Cancelación de deudas. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

La cámara, al ordenar al Estado Nacional que abonara al actor la totalidad del monto original de los bonos emitidos en dólares estadounidenses objeto de este juicio, convertidos a pesos a la relación de $1,40 por cada dólar, importe que debería ajustarse por el coeficiente de estabilización de referencia (CER), con más intereses en los términos del art. 3° del mencionado decreto, no tuvo en cuenta las normas que rigen el caso, pues al fallar la causa declaró el derecho del actor a percibir sus acreencias en préstamos garantizados en los términos del decreto 471/02, sin pronunciarse acerca de los efectos que, sobre el caso, proyecta el decreto 530/03, por medio del cual se instruyó a la Caja de Valores S.A. para que procediera al reintegro de los instrumentos de deuda pública que dieron origen a los préstamos garantizados cuyos acreedores no hubieran suscripto la carta de aceptación prevista por el decreto 644/02. 

El a quo no tuvo en cuenta las consecuencias que aquellas normas trajeron aparejadas ya que, si la parte actora no firmó la mencionada carta de aceptación, dejó de ser titular de préstamos garantizados y le debieron haber sido restituidos los títulos públicos que en su momento había canjeado en los términos de los decretos 1387/01 y 1646/01, esto es, BONTES 8,75% (vto. 9/5/2002). 

Esa circunstancia obstaba a que resultara de aplicación al caso lo dispuesto por los arts. 47 —inc. a)— y 41 —inc. d)— de las leyes 25.967 y 26.078, según resolvió la cámara, en tanto dichas normas se refieren únicamente a los préstamos garantizados a los que se refieren los decretos 1387/01, 644/02 y 79/03.

El art. 6º de la ley 27.249, mediante el cual se autorizó al Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas a realizar los actos necesarios para cancelar la deuda con todos los tenedores de títulos públicos elegibles para los canjes de la deuda pública instrumentados en 2004 y 2010 que no estuvieren comprendidos en los acuerdos de cancelación a los que se refiere el art. 5°, no excluyó a los bonos emitidos bajo la ley argentina del universo de títulos públicos susceptibles de ser cancelados en los términos de esta norma.

De acuerdo con lo establecido por el art. 1º del decreto 1735/04, la operación de canje nacional e internacional allí dispuesta alcanzó a la deuda del Estado Nacional instrumentada en los bonos cuyo pago fue objeto de diferimiento según lo dispuesto en el art. 59 de la ley 25.827 entre ellos, los BONTES 8,75% (vto. 9/5/2002) de titularidad de la actora.

Asimismo, la reestructuración de la deuda pública nacional habilitada por el decreto 563/2010 alcanzó a los mismos títulos elegibles individualizados en los anexos del decreto 1735/2004.

La ley 27.249 resulta aplicable a los títulos públicos de propiedad de la actora y, consecuentemente, esta última podría acogerse al régimen de cancelación delineado por su art. 6º, inc. ii), ap. a), bajo las condiciones determinadas por el art. 8º de la misma ley. 

Por lo demás, de los considerandos de la resolución 516/19 del entonces Ministerio de Hacienda, que reglamentó el mencionado régimen de cancelación, se desprende que tuvo como finalidad “aprobar los procedimientos para la participación de los tenedores de Títulos Públicos Elegibles sujetos a legislación extranjera que oportunamente hubieran iniciado acciones judiciales en el país contra el Estado Nacional, por las normas dictadas en el marco de la ley 25.561 de emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria, y de Títulos Públicos Elegibles sujetos a legislación argentina, incluyendo a aquellos tenedores que hubieran iniciado acciones judiciales como las mencionadas precedentemente”.

El texto del art. 1 de la ley 27.249 no permite sostener que se hubiera derogado el decreto 471/02. Ya que, además de que ese decreto no fue expresamente individualizado entre las normas que fueron derogadas por el art. 1º de la ley 27.249, esta ley fue dictada con el objeto de adoptar diversas medidas tendientes a cancelar la deuda en cesación de pagos. Fue por ello que, por medio de su art. 1º, se derogaron las normas que, a criterio del legislador, obstaban a aquel propósito: las leyes 26.017, la 26.547, la 26.886, y la 26.984, así como sus normas reglamentarias y complementarias, entre las cuales no puede considerarse incluido al decreto 471/02, en tanto fue dictado antes de que tales leyes fueran sancionadas por el Congreso Nacional.

Tampoco puede entenderse que el decreto 471/02 sea una norma contraria o incompatible con las disposiciones de la ley 27.249 y, como tal, alcanzada por la derogación dispuesta por el art. 1º in fine de esta última, ya que las disposiciones de aquél no obstaculizaban la finalidad perseguida por el legislador al sancionar la referida ley (cancelar la deuda en cesación de pagos), en tanto estuvieron destinadas a “determinar el tratamiento a otorgar al endeudamiento que fuera asumido originalmente en dólares estadounidenses u otras monedas extranjeras por parte del Sector Público Nacional, Provincial y Municipal, cuando tales obligaciones se encuentren sometidas a la ley argentina” y, en ese marco, establecieron la conversión a pesos –a la paridad indicada en el art. 1º– de tales obligaciones denominadas en monedas extranjeras.

Por otra parte, la discusión del proyecto que antecedió a la sanción de la ley 27.249 también permite sostener que no estuvo en la intención del legislador la derogación del decreto 471/02.

Cierto es que las palabras o conceptos vertidos en el seno del Congreso con motivo de la discusión de una ley son, en general, simples manifestaciones de opinión individual de las personas que las pronuncian, pero no puede decirse lo mismo de las explicaciones brindadas por los miembros informantes de los proyectos, pues tales explicaciones o informes constituyen una fuente propia de interpretación.

De conformidad con el criterio expuesto por esa Corte en Fallos: 120:372, debe suponerse que las comisiones parlamentarias estudian minuciosa y detenidamente en su fondo y forma los asuntos que despachan, por lo cual sus informes orales o escritos tienen más valor que los debates en general del Congreso o las opiniones individuales de los legisladores y constituyen una fuente legítima de interpretación.

En consecuencia, el decreto 471/02 y sus normas reglamentarias se encuentran vigentes y resultan de aplicación a los títulos públicos de propiedad de la parte actora (BONTES 8,75% vto. 9/5/2002). 

De ello, y de la naturaleza de los títulos públicos que realmente se encuentran en cabeza del actor, se deriva que a éstos no les resulte aplicable la tasa de interés prevista por el art. 3º del decreto 471/02, como indicó el a quo, sino la establecida por el art. 2º del mismo decreto, reglamentada por la resolución 55/02 del entonces Ministerio de Economía.

Recurso de queja N° 4 – Marini, Osvaldo Oscar c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 665/2014/4/RH3, 18 de febrero de 2022

Ver dictamen

 

 

 

 



Capítulo XV

Salud Pública

Contienda negativa de competencia

Obras sociales. Programa nacional de salud sexual y procreación responsable. Competencia por la materia. Competencia federal. 

La situación planteada encuentra suficiente respuesta en el pronunciamiento de la Corte Suprema en la causa CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ IOMA s/ Amparo”, a cuyos términos cabe acudir.

Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las disposiciones nacionales de procedimiento y en la tarea de esclarecerlos debe atenderse al relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y origen de la pretensión.

Los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.

Incidente N° 1 - Actor: H., M. P. Demandado: IOMA (Instituto de Obra Médico Asistencial) s/ Incidente

FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 6914/2022/1/CS1, 22 de junio de 2022

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Acción de amparo. Cobertura médica. Obras sociales. Programa Médico Obligatorio. Competencia por la materia. Competencia federal. 

La resolución de los conflictos de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión.

El objeto de este proceso conduce, en último término, a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos. En particular, deberá considerarse que la intervención quirúrgica requerida se encuentra contemplada en el catálogo del Programa Médico Obligatorio.

En consecuencia, incumbe estar a la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por preceptos federales, deben tramitar ante ese fuero en razón de la materia.

M., R. C. c/ Instituto Obra Médico Asistencial - IOMA s/ Acción de amparo

CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2212/2022/CS1, 28 de noviembre de 2022

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo XvI

Seguridad Social

Contienda negativa de competencia

Opción de obra social. Competencia federal. Competencia previsional. 

No corresponde a la Corte Suprema expedirse sobre el conflicto planteado entre un juzgado civil y comercial federal y un juzgado federal de la seguridad social, pues ya fue resuelto por el órgano investido con facultades para ello, es decir, la alzada de la que depende el magistrado nacional que previno en las actuaciones.

Alvaredo, Alejandra Mónica c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Prestaciones varias

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 693/2021/CS1, 17 de octubre de 2022

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Competencia federal. Competencia previsional. 

Remisión al dictamen de la causa CSS 083050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia A.R.T. y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”.

Martucci, Marcelo Alejandro c/ Federación Patronal A.R.T. S.A. y otro s/ Recurso decisión Comisión Médica Central

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14452/2018/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Medidas cautelares. Riesgos del trabajo. Impugnación del acto administrativo. Competencia federal. Competencia previsional. 

Resulta aplicable al sub lite el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el cual establece que, en las medidas preliminares y precautorias, será competente el juez que deba conocer en el proceso principal.

Asimismo, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.

También esa Corte ha sostenido, respecto de la hipótesis en que se cuestionan actos administrativos, que el criterio para determinar la competencia debe ser referido al encuadramiento normativo que presumiblemente tenga influencia decisiva para la solución del pleito.

Además, ha dicho que las normas que atribuyen competencia a determinados tribunales para entender en ciertas materias cuando de recursos se trata, son indicativas de una especialización que el ordenamiento les reconoce y que constituyen una relevante circunstancia a tener en cuenta cuando esos mismos temas son objeto de una demanda, a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta.

Dentro del limitado marco cognoscitivo en el que se deciden las cuestiones de competencia, por aplicación del principio de especialización consagrado en la mencionada doctrina del Tribunal y del principio de continencia de la causa, la materia involucrada en el proceso principal bajo análisis conduce a propiciar la competencia del fuero federal de la seguridad social, especializado en la materia.

Ello es así, en atención a que si bien la parte actora impugna diversos actos administrativos, la dilucidación de las pretensiones, exige analizar preponderantemente el marco normativo y los principios vigentes en el ámbito de la seguridad social, en torno a las cuestiones suscitadas a partir de la solicitud formulada para acceder al régimen de autoseguro.

En el marco de la ley 24.557 el Tribunal ha reconocido la peculiar organización de competencias, con posibilidades de acceso a la jurisdicción ciertamente atípicas.

Corresponde destacar que es conocida la facultad de esa Corte para declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en el conflicto, pues esa es una atribución excepcional de que goza como órgano supremo de la magistratura.

Cladd Industria Textil S.A. c/ Estado Nacional - Superintendencia de Riesgo de Trabajo s/ Medida cautelar (autónoma)

CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 61156/2019/CS1-CA1, 06 de julio de 2022

Ver dictamen

Comisión médica central. Riesgos del trabajo. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 

Corresponde acudir a los fundamentos expuestos en el dictamen de la causa, al que remitió la Corte en el expediente CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”.

Olivera, Luis Alberto c/ Federación Patronal A.R.T. S.A. s/ Recurso decisión comisión médica central

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47777/2018/CS1, 28 de marzo de 2022

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Incapacidad laboral. Competencia federal. Competencia previsional. 

Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART SA y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”, al que remitió la Corte.

González López, Hugo Alfredo c/ Galeno Argentina S.A. s/ Recurso decisión comisión médica central

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 2434/2019/CS1, 13 de septiembre de 2022

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Contribuciones a obras sociales. Lugar de cumplimiento de la obligación. Domicilio del demandado. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa “OS-OSTEP”, Fallos: 341: 764.

En virtud de lo dispuesto por la ley 23.660, los empleadores o dadores de trabajo, en su carácter de agentes de retención deberán depositar las contribuciones a su cargo en la institución bancaria oficial respectiva, de lo que se sigue que el lugar de cumplimiento de la obligación que se reclama era el de las instituciones bancarias oficiales, nacionales o locales, de la ciudad en la que tiene su domicilio la accionada, sin que surja en forma precisa del escrito de inicio ni de constancia alguna obrante en el expediente un lugar diferente donde debiera cumplirse.

OS – Obra Social para los Trabajadores de la Educación Privada c/ Lazarte, Ligia Ysolina Ynes s/ Cobro de aportes o contribuciones

CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 45416/2015/CS1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Incapacidad laboral. Comisión médica central. Competencia federal. Competencia previsional. 

Remisión al dictamen de la causa CSS 083050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia A.R.T. SA y otro s/ recurso decisión comisión médica central" al que remitió la Corte.

Escobar, Miriam del Valle c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Recurso decisión Comisión Médica Central

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 2555/2019/CS1, 23 de agosto de 2022

Ver dictamen

Comisión médica central. Determinación de la incapacidad. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 

Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”.

Vargas, Nahuel Orlando c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20717/2018/CS1, 27 de mayo de 2022

Ver dictamen

Incapacidad laboral. Riesgos del trabajo. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 

Procede acudir a los fundamentos expuestos en el dictamen de la causa, al que remitió la Corte en el expediente CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”.

Brescia, Gastón Maximiliano c/ Interacción A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557

CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 98764/2017/CS1, 28 de marzo de 2022

Ver dictamen

Dictámenes. Recurso de apelación. Competencia previsional. 

Procede acudir, en lo pertinente, a los fundamentos expresados en el dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión de la Comisión Médica Central”.

Duarte, Ronal Daniel c/ Federación Patronal A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557

CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 83086/2017/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Procede acudir, en lo pertinente, a los fundamentos expresados en el dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión de la Comisión Médica Central”.

Urquiza, Germán Alberto c/ Experta A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557

CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 83059/2017/CS1, 17 de marzo de 2022

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario

Recurso de inconstitucionalidad. Beneficios previsionales. Derecho a los beneficios de la seguridad social. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Devolución del expediente. 

La cuestión federal consiste en determinar si los incisos b y d del artículo 11 de la ley 26.476, aplicados a las circunstancias del caso, resultan constitucionales o bien configuran una restricción arbitraria de los derechos de propiedad y de la seguridad social.

En primer lugar, cabe señalar que el régimen legal cuestionado procura una finalidad pública legítima como es el registro y el consiguiente reconocimiento de derechos sociales a los trabajadores que prestaban tareas en clandestinidad total o parcial, incluyendo aquellos cuyo contrato se ocultaba bajo otras modalidades o figuras contractuales en fraude a la ley, como ocurría en el caso. Para lograr ese propósito, la norma ofrece incentivos económicos a los empleadores, vigentes por un determinado periodo de tiempo, tales como la liberación de multas, infracciones, sanciones y la extinción de la deuda de capital e intereses con los organismos de la seguridad social por la omisión de ingresar aportes y contribuciones. A su vez, otorga a los trabajadores registrados en ese marco legal el cómputo de 60 meses de servicios con aportes, pero solo a los efectos de obtener la PBU.

Si bien esos beneficios y exenciones se extendían, en principio, por 12 meses (ver art. 23 de esa ley), ese plazo fue varias veces prorrogado por el Poder Ejecutivo Nacional. Al respecto, ese poder destacó la amplia adhesión por parte de los empleadores al Capítulo 1, Título II, de la ley 26.476, en el que se encuentran las normas cuestionadas en el presente. A su vez, indicó que esa ley resultó ser una herramienta apta para extender el “Trabajo Decente” a todos los trabajadores (ver Decretos 1018/2009, 2166/2009 y 68/2011). La mención en ambas normas reglamentarias a las condiciones de trabajo decente evidencia que el fin del régimen legal trasciende el mero registro de la relación, pues lo que se busca, en definitiva, a través de la regularización del vínculo, es que los trabajadores que prestaban tareas en condiciones de informalidad alcancen los mismos derechos que corresponden a los trabajadores regularmente registrados.

En ese marco, en mi entender, las medidas generales dispuestas en los incisos b y d aquí cuestionados, deben servir a la realización de los objetivos de interés general planteados, sobre todo teniendo en cuenta que los trabajadores acceden a los beneficios que derivan la formalización de la relación laboral y obtienen, a su vez, el reconocimiento de aportes previsionales para acceder a la PBU.

Las leyes son susceptibles de cuestionamiento constitucional cuando resultan irrazonables, o sea, cuando los medios que arbitran no se adecuan a los fines cuya realización procuren o cuando consagren una manifiesta iniquidad.

El artículo 28 de la Constitución Nacional dispone que los principios, garantías y derechos reconocidos constitucionalmente, no podrán ser alterados por las leyes que reglamenten su ejercicio y esa reglamentación no puede obrar con otra finalidad que no sea la de dar a aquel derecho toda la plenitud que le reconozca la Constitución Nacional. El artículo 14 bis impone un particular enfoque para el control de constitucionalidad ya que en la relación y contrato de trabajo se ponen en juego los intereses particulares del trabajador y del empleador, y ninguno de ellos debe ser descuidado por las leyes. Sin embargo, lo determinante es que, desde el ángulo constitucional, el primero es sujeto de preferente tutela, tal como lo detalla esa norma.

El inciso d del artículo 11 de la ley 26.476 solo reconoce, como máximo, 60 meses de servicios con aportes para el cómputo de la PBU cuando la demandada reconoció 13 años de relación laboral y una remuneración considerablemente superior al promedio de la época.

En esa perspectiva, la PBU no guarda relación con el haber de actividad, pero la PC (basada en los aportes y servicios anteriores a 1994) y la PAP (que corresponde a aportes y servicios posteriores a 1994) se vinculan directamente con ese ingreso. En efecto, esas prestaciones se computan para aquellos trabajadores en relación de dependencia al 1,5% del promedio de los últimos 10 años de remuneraciones multiplicado por cada año de servicio con aportes. En cambio, para trabajadores autónomos se multiplica el 1,5% del promedio de la categoría en la que revistió el trabajador por los años de servicio con aportes (arts. 24 y 30 de la ley 24.241).

Por ello, el promedio remuneratorio de los últimos 10 años de actividad resulta un factor decisivo y preponderante para el cómputo de estas prestaciones y, en el caso, el actor prestó tareas para la demandada en la totalidad de ese lapso. En consecuencia, resulta por demás relevante que, en el periodo computable que fija la norma, la demandada reconoció que se desarrolló una relación laboral, y no una autónoma, que devengó remuneraciones que exceden ampliamente el salario medio de la época. Este factor aumenta sensiblemente la brecha entre el haber promedio efectivamente devengado y el que corresponde a la categoría de autónomos que sirvió de base para la fijación de la prestación compensatoria y la adicional por permanencia en el cómputo del haber jubilatorio obtenido por el actor.

El sistema de registro establecido por la normativa impugnada, al reconocer al trabajador sólo un período de tiempo para el cómputo de la PBU, no produjo un beneficio directo en su haber previsional, sino que, por el contrario, lo perjudicó en forma severa. Ello así, pues le impide reclamar a su empleador los aportes y contribuciones derivados de la realidad del vínculo y, por ende, acceder por esa vía al haber jubilatorio ordinario e integral, sustancialmente superior, que le hubiera correspondido en base al régimen de la seguridad social.

En suma, por un lado, las medidas específicas previstas en la norma, implementadas en las circunstancias particulares del caso, no resultan un medio técnico idóneo para fomentar el fin perseguido por el legislador, que como fuera dicho, no es sólo el registro del vínculo, sino el reconocimiento y acceso a los derechos sociales de los que se ve privada la persona que trabaja en condiciones de informalidad.

No debe perderse de vista que tanto la PC como la PAP resultan componentes esenciales del haber jubilatorio ordinario que estructuran a ese ingreso como sucedáneo del salario de actividad, y permiten establecer una proporción justa y razonable entre ambos haberes, por lo que esta restricción afecta la garantía constitucional de integralidad del beneficio previsional.

En las circunstancias particulares del caso, en las que el actor obtuvo un beneficio jubilatorio antes de la extinción del vínculo laboral por sus aportes autónomos en virtud de que el empleador ocultó el contrato de trabajo bajo ese ropaje, los incisos b y d del artículo 11 de la ley 26.476, resultan inválidos. Ello así, pues su aplicación altera de forma arbitraria los fines protectorios de la propia legislación y frustra el derecho fundamental del actor de obtener un beneficio de la seguridad social integral e irrenunciable.

Recurso queja N° 2 - Cirillo, Antonio c/ Coasin Comunicaciones S.A. s/ Despido

CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 15466/2011/2/RH2, 13 de diciembre de 2022

Ver dictamen

Acción de amparo. Afiliación a obras sociales. Aumento de cuota. Derechos adquiridos. Beneficios previsionales. Principio de progresividad. Derecho a la salud. Personas mayores. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

La modificación del carácter de la afiliación de la actora que devino en el aumento de la cuota mensual resulta arbitraria y transgrede las normas y principios que rigen en el ámbito de la seguridad social.

En primer lugar, la creación del IOSFA abarcó el traspaso de toda la población beneficiaria del IOSE, lo que produjo que el nuevo instituto asumiera la continuidad del vínculo de afiliación que unía a sus afiliados con el organismo precedente. En ese sentido deben interpretarse el decreto de creación del IOSFA cuando prevé la integración de los afiliados de las obras sociales anteriores y el régimen de afiliaciones cuando establece que el IOSFA integra la totalidad de la población que, a la fecha de su creación, se encuentra bajo la cobertura de las tres Obras Sociales existentes en el ámbito del Ministerio de Defensa, unificando los servicios preexistentes y que quien no se encuentre contemplado en las categorías del régimen de afiliaciones continuará como afiliado con el encuadramiento que corresponda en cada caso.

En segundo lugar, IOSFA asumió la titularidad del vínculo de afiliación que unía originalmente a la actora con el IOSE, lo que imponía respetar los derechos sociales adquiridos en el marco de esa relación previa, en cuanto se tratara de situaciones consolidadas al amparo de las normas previsionales que regían ese vínculo, más allá de las adecuaciones que fueran necesarias para su integración en la nueva entidad previsional. Es que, si bien nadie tiene un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos, diferente es la situación de quien bajo la vigencia de una normativa cumplió con todas las condiciones sustanciales y requisitos formales para ser titular del derecho.

Abona esta postura el criterio de la Corte Suprema que sostiene que en materia de seguridad social los cambios legislativos no pueden alterar derechos adquiridos y lesionar la naturaleza integral e irrenunciable de los beneficios previsionales, con el consecuente menoscabo de los derechos amparados por los artículos 14 y 17 de la Constitución Nacional.

El incremento de la cuota, se impuso además a la actora de manera abrupta y la colocó en una condición de necesidad extrema, en la que se ve forzada a desafiliarse ante la imposibilidad de afrontar la cuota social, con el riesgo de perder la cobertura de los tratamientos médicos que recibe de manera habitual. No cambia la situación que la actora contribuya de su jubilación al Programa de Atención Médica Integral, en tanto su pretensión es mantenerse como afiliada titular al IOSFA y seguir accediendo a sus servicios de salud.

Por otra parte, la demandada argumentó las razones que llevaron a la reestructuración general del seguro social de las fuerzas armadas con el propósito de paliar desajustes financieros, pero no explicó el fundamento de la grave imposición económica sufrida en particular por la actora, limitándose a invocar el cambio de encuadre en el estatuto que rige las nuevas modalidades de afiliación. Al respecto, la recategorización de la actora se realizó sin evaluar integralmente sus condiciones originales de afiliación, su nivel de ingresos, y su capacidad de pago, sin atender a los efectos adversos que producía la medida sobre la continuidad del vínculo y de la cobertura médico asistencial, y sin contemplar salvaguardas o mecanismos dirigidos a morigerar esas consecuencias nocivas, todo ello, en directa contradicción con los fines tuitivos propios de la seguridad social.

La Corte Suprema sostuvo que la actividad de las obras sociales ha de verse como una proyección de los principios de la seguridad social, a la que el artículo 14 bis de la Constitución Nacional confiere un carácter integral e irrenunciable, que obliga a apreciar los conflictos originados por su funcionamiento con un criterio que no desatienda sus fines propios.

En tal sentido, la falta de adhesión de la demandada al sistema de las leyes 23.660 y 23.661 no determina que le resulte ajena la carga de adoptar las medidas razonables a su alcance para lograr la realización plena de los derechos de sus afiliados a los beneficios de la seguridad social con el alcance integral que estatuye la normativa en la materia. Ello es así, pues se trata de una institución de la seguridad social que no tiene fin de lucro y que cumple un objetivo social lo que condiciona la razonabilidad de las medidas que puede adoptar.

Bajo ese prisma, la aplicación de la resolución impugnada transgrede la regla de continuidad establecida en el decreto 637/2013 y en el régimen de afiliaciones, pues altera sustancialmente la situación jurídica que la actora tenía en el marco de su vínculo con la obra social primigenia. A su vez, al modificar de manera regresiva las condiciones originales de afiliación, sin adecuado fundamento, esta disposición vulnera derechos adquiridos por la actora al amparo de las normas que regían la relación jurídica inicial.

Adicionalmente, en el estudio de la cuestión federal debe considerarse que el acceso a los servicios de salud y de seguridad social está regido por ciertos criterios mínimos establecidos por instrumentos internacionales incorporados al orden constitucional argentino. Entre ellos, los criterios de asequibilidad y de regularidad.

Ambas pautas básicas de asequibilidad y regularidad de los servicios sociales se ven afectadas en este conflicto, debido al cambio de las condiciones y el incremento desproporcionado de la cuota que pone en riesgo la continuidad de la cobertura y, por ende, la sustentabilidad de los tratamientos asistenciales en curso.

Por lo demás, el principio de progresividad y no regresión, veda la posibilidad de adoptar, de manera deliberada y sin plena justificación, medidas regresivas respecto del alcance de los derechos económicos, sociales y culturales. Esto ocurre en el caso, pues se modificaron arbitrariamente las condiciones previas más favorables de cobertura social, lo que implicó una restricción del derecho a la seguridad social y a la salud.

Estos principios constitucionales resultan de particular relevancia cuando se ponen en juego derechos fundamentales de personas mayores que por mandato constitucional deben ser objeto de preferente tutela.

Finalmente, en cuanto al alcance del remedio, procede modificar la sentencia de cámara y establecer que la cuota social a cargo de la actora se calcule del mismo modo que se determina la cuota de los titulares voluntarios que son personal civil jubilado, es decir, sobre un porcentaje del haber jubilatorio. Ello así, pues, por un lado, la entidad demandada no se encuentra regida por la ley 26.682, ni está sujeta a las pautas sobre aumentos de cuota que establece la Superintendencia de Servicios de Salud, y, por otro lado, la actora había adquirido el estatus de afiliada titular conforme a la normativa que regulaba el vínculo de afiliación original.

Recurso de Queja n°2 – Q., E. S. c/ IOSFA s/ Amparo de salud

CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1783/2019/2/RH1, 07 de noviembre de 2022

Ver dictamen

Haber jubilatorio. Retiro policial. Cómputo de servicios. Cesantía. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 

Los años simples de servicios exigidos para la preservación del beneficio jubilatorio deben computarse desde la fecha de ingreso a la Policía Federal Argentina hasta el día en que se produjo la baja por cesantía y, por ende, se perdió el estado policial.

Los jueces tienen la obligación de juzgar las peticiones vinculadas con la materia previsional con especial cautela, ya que el rigor de los razonamientos lógicos debe ceder a fin de que no se desnaturalicen los fines tuitivos superiores que informan la seguridad social.

Calabró, Edgardo Roberto c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 8551/2005/2/RH2, 01 de noviembre de 2022

Ver dictamen
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